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A mi  querido  compañero  y amigo  el  sabio  catedrático 


RAFAEL  UREÑA. 


Pongo  tu  7iomhre  al  frente  de  este  lihrOy  porque  tengo  la 
firmísima  convicción  de  que^  á no  haberte  tenido  que  dedi-- 
car  al  estudio  de  la  Literatura  jurídica,  serías  sin 
disputa  alguna  el  primero  de  nuestros  mercantilistas . 

De  ti  aprendí  mucho  cuando  hice  las  oposiciones  á la 
cátedra  que  tengo.  Gracias  á ti  escribí  mis  Lecciones  de 
Derecho  mercantil;  permíteme^  pueSy  que  públicamente 
ie  manifieste  mi  agradecimiento. 


Lorenzo  Benito. 


PRÓLOGO  DEL  TRADUCTOR 


La  literatura  jurídico  mercantil  moderna  ha  alcan- 
zado en  los  tiempos  actuales  un  desarrollo  extraordina- 
rio. A la  cabeza  de  este  movimiento  figuran  casi  por 
igual  Alemania  é Italia,  pues  aunque  Francia  ha  elevado 
un  verdadero  monumento  al  derecho  mercantil  marí- 
timo con  la  obra  de  Desjardins,  y se  prepara  á continuar 
dignamente  la  labor  del  gran  Pardessus  con  el  libro  en 
publicación  de  Lyon  Caen  et  Renault,  hay  que  confesar 
que  la  palma  corresponde  hoy  en  Italia  al  insigne  Vi- 
dari  y en  Alemania  á Endemann  y Goldschmidt,  á cuyo 
alrededor  pululan  una  pléyade  de  escritores  mercantilis- 
tas  cuyos  nombres  llenarían  algunas  páginas.  Hasta 
nosotros  llegan  las  últimas  ondulaciones  de  esa  febril 
actividad  de  italianos  y alemanes,  y nótanse,  efecto  de 
ello,  síntomas  consoladores  de  una  restauración  de  nues- 
tras, gloriosas  tradiciones,  que  quedaron  estancadas  en 
Sarava,  Mercader  y Hevia  Bolafíos,  cuyas  obras  fueron 
traducidas  al  italiano,  las  de  los  dos  primeros,  y al  latín 
las  del  último.  Este  comienzo  de  restauración  ha  coinci- 
dido con  la  publicación  de  nuestro  Código  de  comercio 
vigente,  y de  aquí  que  en  ella  predomine  sobre  el  interés 
científico  y puramente  doctrinal,  único  que  debiera  de- 
jar sentir  su  influencia,  el  de  la  especulación  editorial; 
esto  explica  la  escasa  valia  de  la  mayor  parte  de  tales 
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trabajos.  Por  fortuna,  pasada  la  fiebre  de  los  primeros 
momentos  j repletos  los  almacenes  de  los  libreros  de  co- 
mentarios j glosas  al  Código  de  comercio,  se  ven  obli- 
gados los  autores  á penetrar  en  el  fondo  de  las  institu- 
ciones comerciales  y á trabajar  de  modo  muy  distinto  si 
quieren  que  sus  obras  tengan  alguna  aceptación. 

A contribuir  á tan  sana  labor  viene  en  estos  momen- 
tos el  libro  de  Supino,  que  traducido  y anotado  presento 
al  público  por  indicaciones  del  inteligente  editor  de  la 
Biblioteca  de  Jurisprudencia,  Pilosoeía  é Histo- 
ria, Sr.  Lázaro,  y aunque  á algunos  pudiera  parecer  que 
después  de  la  traducción  del  popularísimo  Manual  de 
Derecho  Mercantil  de  César  Vivante,  huelga  la  presente, 
bastará  una  sencilla  ojeada  sobre  el  libro  de  Supino  para 
convencerse  de  que  caben  perfectamente  juntos  uno  y 
otro,  tanto  en  Italia  como  en  España,  y que  aquí  como 
allí,  compartirán,  á no  dudarlo,  el  favor  de  la  gente  culta. 
iSTada  más  á propósito  que  estas  dos  traducciones  para 
la  importación  de  derecho  italiano  á nuestra  patria, 
más  perfecto  en  general  que  el  nuestro,  como  más  influi- 
do de  las  corrientes  anglo-sajonas,  que  son,  á no  dudar- 
lo, las  más  progresivas  del  derecho  mercantil  moderno. 

Más  reducido  el  libro  de  Vivante  que  el  de  Supino, 
sirve  mejor  que  éste  para  abarcar  el  conjunto  de  las  ins- 
tituciones mercantiles,  pero  en  cambio  éste  está  más 
nutrido  de  doctrina  y estudia  más  al  detalle  las  institu- 
ciones todas  y tiene  un  carácter  mucho  más  práctico. 
Así  se  explica  que  habiéndose  publicado  en  1SS9  la  pri- 
mera edición  del  libro  de  Supino,  después  de  haberse  pu- 
blicado cinco  ó seis  del  Manual  de  Triaca^  euvo  conti- 
nuadoi  afortunado  ha  sido  César  Vivante,  se  haya  pu- 
lpado en  lb94  la  4.^  edición  de  aquel,  uno  de  cuyos 

P Os»  ejemplares  es  el  que  me  ha  servido  para  esta 
traducción.  ^ 
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No  me  cumple  á mí  liacer  el  elogio  que  se  merece 
este  libro  del  profesor  de  la  Universidad  de  Pisa,  David 
Supino.  Porque  me  parecía  muy  bueno  me  comprometí  á 
traducirlo.  He  hecho  con  verdadero  amor  la  traducción, 
y aunque  en  algunas  cuestiones  no  opine  como  el  autor, 
no  por  eso  disminuye  hacia  él  el  aprecio  en  que  siempre 
le  tuve  desde  que  vino  á mis  manos,  recién  publicada, 
un  ejemplar  de  la  primera  edición. 

A pesar  de  lo  dicho,  todavía  habrá  quien  opine  que 
si  en  Italia  tienen  razón  de  ser  los  manuales  de  Vivan- 
te y Supino,  en  España  no  ocurre  lo  propio  por  tratarse 
de  un  derecho  extranjero.  A los  que  tal  piensen,  he  de 
responder  que  el  derecho  mercantil  tiene,  ha  tenido  y 
tendrá  un  carácter  tan  universal,  que  no  puede  conside- 
rarse extranjero  en  parte  alguna,  aunque  no  sea  producto 
del  poder  legislativo  nacional.  Los  redactores  de  las  Or- 
denanzas mercantiles  francesas  del  rey  Luis  XIY  se  ins- 
piraron para  su  redacción  en  nuestros  escritores  clásicos 
ya  citados,  así  como  más  tarde  el  insigne  D.  Pedro  Sainz 
y Andino,  redactor  del  Código  de  1829,  en  vigor  hasta 
1.^  de  Enero  de  1886,  se  inspiró  en  los  comentadores  del 
Código  de  Napoleón  de  1807;  y si  los  autores  del  pro- 
yecto de  Código  de  comercio  que  hoy  rige  se  hubieran 
empapado  en  las  corrientes  progresivas  del  derecho  ale- 
mán y del  italiano,  algo  mejor  hubiera  resultado  su 
obra. 


* 

Dos  palabras  respecto  á mi  trabajo.  Para  que  el  libro 
de  Supino  tenga  entre  nosotros  el  mismo  valor  práctico 
que  tiene  en  Italia,  he  procurado  señalar  en  mis  notas 
las  diferencias  de  fondo  y de  detalle  que  separan  el  de- 
recho italiano  del  derecho  español.  Tan  sólo  en  lo  rela- 
tivo al  procedimiento,  me  he  creído  dispensado  de  hacer 
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este  trabajo,  porque  el  legislador  español  ha  suprimido 
del  Código  de  comercio  todos  los  preceptos  que  tienen 
carácter  procesal. 

Algunos  términos  del  derecho  italiano  que  no  tienen 
en  el  nuestro  exacta  correspondencia,  los  he  españoliza- 
do para  que  vayan  adquiriendo  carta  de  naturaleza  en- 
tre nosotros,  ya  que  es  forzoso  que  sintamos  en  España 
la  influencia  de  un  derecho  más  perfecto  que  el  propio. 

Por  último,  he  procurado  llenar  el  vacío  del  libro  en 
materia  de  bibliografía  española,  del  todo  olvidada  por 
el  autor,  y aun  cuando  he  rebuscado  cuantos  materiales 
he  tenido  á mano,  no  pretendo  que  mis  notas  bibliográ- 
ficas sean  completas,  porque  habiendo  estado  alejado  du- 
rante más  de  tres  años  de  los  estudios  de  derecho  mer- 
cantil por  exigencias  de  la  cátedra  que  he  desempeñado 
en  la  Universidad  de  Valencia  hasta  fecha  muy  recien- 
te, necesito  algún  tiempo  para  poder,  á la  vez  que  re- 
reanudo mis  trabajos,  recoger  todo  lo  que,  durante  ese 
tiempo,  se  ha  producido  en  España  y fuera  de  España. 


Lorenzo  Benito. 


INTRODUCCIÓN 


§ 1.® — Noción  del  Derecho  mercantil. 

1.— La  noción  del  Derecho  mercantil  implica  la  del 
comercio;  precisa,  por  lo  tanto,  exponer  en  primer  tér» 
mino  en  qné  consiste  el  comercio  (1)  (a). 

El  comercio,  económicamente  considerado,  es  nn 
ramo  de  la  industria,  la  cual,  según  una  común,  aunque 
no  científica  clasificación,  se  divide  en  agrícola,  manu- 
facturera y comercial  (agricultura,  industria  y comer- 
cio). La  industria  agrícola,  entendida  la  palabra  en  su 


(1)  Lampertico,  II  commercio,  Milano  1878. — Sat,  Gours  com- 
plet  d^economie  politique,  parte  primera,  cap.  7,  parte  segunda  Bru~ 
xelles  1841. — Schaffle,  Das  gesellschaftliche  System  der  mensch 
lichen  Wirthschaft,  § 242,  Tüb ingen  1873  (traducida  en  la  Bibliote- 
ca delVecono  mista,  serie  3.%  vol.  V,  Torino  1886). — Lexis,  Der 
BLandelj  Tübingen  1886,  en  el  iManual  de  economía  política  de 
ScHoNBERG,  vol.  III  (traducido  en  la  citada  Biblioteca,  la  misma  se^ 
rie,  vol.  XIII.) 

(aj  La  noción  del  Derecho  mercantil,  no  sólo  implica  la  del  co- 
mercio, sino  la  del  Derecho;  en  este  sentido  queda  incompleto  el 
análisis  hecho  por  el  autor. 

Las  notas  bibliog’ráficas  que  he  de  añadir  á las  del  autor,  se  li- 
mitarán tan  sólo  al  Derecho  mercantil  español,  ya  que  esta  parte 
ha  sido  omitida  por  completo  en  este  Manual. 

Para  el  concepto  del  comercio  y del  Derecho  mercantil,  pueden 
verse:  Tapia,  Elementos  de  jurisprudencia  mercantil,  tomo  I,  capí- 
tulo I.  Valencia  1838.  Laso,  Elementos  de  Derecho  mercantil  de 
mpaña,  lección  primera.  Madrid  1849.-Avecilla,  Biecionario  de 
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acepción  más  general  é impropia,  es  decir,  comprendien- 
do en  ella  la  industria  extractiva  j la  industria  rural, 
extrae  del  suelo  ó de  la  naturaleza  las  primeras  mate- 
rias;, la  industria  manufacturera  las  adapta  á las  necesi- 
dades del  hombre,  la  industria  comercial  distribuye  los 
productos  de  las  otras  industrias. 

En  un  principio  el  comercio  debió  ser  interno,  limi- 
tado al  cambio  6 permuta,  y ejercitado  directamente  en- 
tre productores  y consumidores;  pero  la  dificultad  de 
este  cambio  directo,  grave  siempre,  gravísimo  cuando 
por  el  aumento  de  las  necesidades  debió  extenderse  más 
allá  de  los  límites  del  propio  territorio,  asociándolo  al 
transporte,  hizo  que,  sustituido  al  cambio  por  permuta, 
el  cambio  con  intervención  de  la  moneda,  se  dedicaran 
á él  determinados  individuos,  los  cuales,  para  conseguir 
un  lucro,  se  interpusieron  entre  productores  y consumi- 
dores, tomando  de  los  primeros,  y dando,  en  cambio,  á 


la  legislación  mercantil  de  España.  Madrid  1849. — Yicexte  y Ca- 
RAVAXTES,  Código  de  Comercio  extractado,  introducción.  Ma- 
drid 1850. — González  Huebra,  Curso  de  Derecho  mercantil, 
tomo  I,  libro  I,  Madrid  1853.-~Martí  de  Eixalá,  Instituciones  de 
Derecho  mercantil  de  España,  8.*^  edición,  lib.  I,  cap.  I.  Barcelo- 
na 1879. — SiLVELA,  Lecciones  de  Derecho  mercantil  según  las  expli- 
caciones de...,  lee.  !.■'  Madrid,  1881.— Soler,  Manual  de  Derecho 
mercantil,  introducción.  Madrid,  1882. — Gracia  y Benito,  Cues- 


tiones de  Derecho  mercantil.^  tema  LI.  Madrid,  1885. — Bevista  ge- 
neral DE  LEGISLACIÓN  Y JURISPRUDENCIA,  Código  de  Comercio, 
tomo  I.  Madrid,  1886. — Blanco,  Estudios  elementales  de  Derecho 
mercantil,  tomo  I,  cuaderno  1.‘5  tít.  I.  Madrid,  I8S6.—M0RET,  Eíc- 
posicion  razonada  del  Código  de  Comercio,  tomo  I,  cap.  I.  Madrid, 
1886.  Yiso,  Lecciones  elementales  de  Derecho  mercantil  de  España, 
3."  edición,  arredilada  por  Salom,  lee,  l.\  Valencia,  1887,-Bbni- 
TO,  Lecáones  de  Derecho  mercantil,  leo.  1.»  y 2.“  Madrid,  1889.— 
p Instituciones  de  Derecho  mercant  il,  tomo  II,  parte  le - 

Elemeli’  ^■"‘árid,  1891.— Caereiias  y Revilla, 

drid,  mi,  de  España,  lib.  IV,  § 1.»  Ma- 
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los  segundos  aquellos  productos  que  los  unos  deseaban 
enajenar  j los  otros  adquirir,  ya  se  encontrasen  los  pro- 
ductos mismos  en  el  lugar  de  los  consumidores,  ya  en 
sitio  distinto.  Esta  industria  de  interposición  alcanzó  tal 
y tanta  importancia,  que  al  poco  tiempo  sustituyó  casi 
por  entero  á la  circulación  directa  y recibió  en  su  más 
genuino  sentido  el  nombre  de  comercio.  Tal  es,  pues,  la 
noción  económica  del  comercio. 

2. — La  noción  jurídica  del  comercio  no  coincide  per- 
fectamente con  la  económica.  La  economía  política,  que 
estudia  la  producción,  la  circulación,  la  distribución  y 
el  consumo  de  la  riqueza,  considera  en  la  división  de  la 
industria  anteriormente  expuesta,  las  varias  causas  ú 
orígenes  de  la  riqueza  misma;  la  jurisprudencia,  de  or- 
dinario prescinde  de  este  criterio,  y considera  que  es  co- 
mercio toda  industria  que  tenga  por  objeto  interponerse 
con  propósito  de  lucro  entre  productores  y consumido- 
res, no  sólo  para  efectuar,  sino  también  para  facilitar  la 
circulación  de  la  riqueza.  Efecto  de  esto  es  que  como  la 
jurisprudencia  pretende  regular  los  hechos  en  que  el 
comercio  encarna  en  cuanto  son  causas  de  relaciones 
jurídicas  las  leyes  positivas  de  los  diversos  países,  par- 
ten de  la  noción  de  estos  hechos  singulares  para  decla- 
rarlos actos  de  comercio;  el  comercio  se  conceptúa  tal, 
en  cuanto  está  constituido  por  un  compuesto  de  estos 
actos,  y se  atribuye,  en  su  consecuencia,  la  cualidad  de 
comerciante  á aquel  que  ejercita  estos  mismos  actos  por 
constituir  su  ejercicio,  su  profesión  habitual.  La  deter- 
minación de  los  extremos  que  constituyen  los  actos  de 
comercio  ha  de  recabarse  de  la  doctrina  científica,  ya 
porque  las  legislaciones  no  definen  en  su  mayor  parte  el 
acto  mismo,  dando  en  su  lugar  una  enumeración  de- 
mostrativa de  los  principales  actos  de  comercio,  ya  tam- 
bién porque  introducen  entre  éstos,  utilitatis  caussa^  al- 
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o-unos  que  rigurosamente  no  podrían  considerarse  como 
tales  (cí). 

Así  pues,  la  doctrina  más  extendida  reconoce  el  acto 
de  comercio  cuando  concurren  en  él  estos  dos  extremos: 
1.0  Interposición  entre  productores  y consumidores^  di- 
recta y con  objeto  de  efectuar  ó favorecerla  circulación 
de  la  riqueza.  El  acto  de  comercio  debe  consistir  en  una 
interposición  entre  productores  y consumidores,  ó lo 
que  es  lo  mismo,  por  ejemplo,  que  quien  compra  granos 
debe  proponerse  como  objeto  su  reventa,  no  su  consu- 
mo. No  es  preciso,  sin  embargo,  que  tal  interposición  se 
realice  materialmente  ó de  hecho;  basta  con  que  esté  en 
la  intención  del  que  lo  realiza  para  que  pueda  estar  en 
el  acto.  Quien  ha  comprado  el  grano  para  revenderlo 
puede  á veces  servirse  de  él  para  uso  de  su  propia  fami- 
lia, sin  que  por  esto  deje  de  ser  el  acto  ejecutado  un 
acto  de  comercio.  La  interposición,  decimos,  debe  pro- 
ponerse efectuar  ó facilitar  la  circulación  de  la  riqueza, 
hacer  más  fácil  la  demanda  y la  oferta:  este  es  precisa- 
mente el  oficio  del  comercio. 

2.^  Lucro, — Objeto  del  acto  comercial  debe  ser  el 
conseguir  un  lucro,  esto  es,  una  ventaja  material  valo- 
rable  en  dinero,  que  en  el  ejercicio  del  comercio  está 
destinado  á reproducirse,  ó sea  á servir  de  instrumento 
á nuevas  operaciones.  Sin  embargo,  no  es  necesario  que 
el  acto  se  encamine  á conseguir  directamente  algún  lu- 
cro, basta  nada  más  con  que  se  proponga  conseguirlo 


(a)  Al  sistema  de  enumeración  de  los  actos  de  comercio  á que 
alude  el  autor,  y que  es  el  seguido  por  la  mayor  parte  de  los  códi- 
gos modernos,  ha  preferido  el  nuestro  emplear  la  fórmula  general 
el  ait.  2.  , que  dice  en  su  último  párrafo:  «Serán  reputados  actos 
mercio  los  comprendidos  en  este  C odigo,  y cualesquiera  otros 

tabeí  anodina,  de  que  pudo  el  legislador 

O sin  inconveniente  ninguno. — (N.  T.) 
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indirectamente,  y ocurre  con  él  como  con  la  interposi- 
ción; no  es  necesario  que  el  lucro  se  consiga  efectiva- 
mente, basta  con  que  exista  la  intención  de  realizarlo. 

El  concurso  de  los  dos  indicados  extremos,  entre  los 
que  debe  existir  la  relación  de  causa  ó efecto,  en  cuanto 
la  interposición  debe  proponerse  directamente  el  obtener 
un  lucro,  y éste  debe  realizarse  como  consecuencia  de 
aquélla,  determina,  por  consiguiente  el  acto  comercial, 
y el  comercio  merece  este  concepto,  por  cuanto  resulta 
ser  un  conjunto  de  estos  actos;  los  cuales  á su  vez  atri- 
buyen al  que  los  practica  como  profesión  la  cualidad  de 
comerciante.  Podemos,  por  lo  tanto,  considerar  jurídi- 
camente el  comercio  como  una  industria  de  interposi- 
ción entre  productores  y consumidores,  que  con  objeto 
de  conseguir  un  lucro  se  propone  efectuar  ó auxiliar  la 
circulación  de  la  riqueza.  En  conclusión:  el  concepto 
jurídico  del  comercio  es  más  amplio  que  el  económico 
en  sentido  propio,  en  cuanto  comprende  también,  no  sólo 
los  actos  que  efectúa  sino  los  que  auxilian  la  circula- 
ción de  la  riqueza,  como,  por  ejemplo,  los  actos  de  la 
industria  manufacturera.  El  concepto  jurídico  es,  por 
otra  parte,  más  restringido  que  el  económico  impropio, 
en  cuanto  no  comprende,  á la  par  que  éstos,  la  circula- 
ción directa  de  la  riqueza  misma. 

3. — Precisada  así  la  noción  jurídica  del  comercio, 
podemos  decir  que  el  derecho  mercantil,  en  sí  mismo 
consiste  en  el  conjunto  de  las  reglas  que  gobiernan  las 
relaciones  jurídicas  derivadas  del  ejercicio  del  comercio. 
Como  ciencia,  y como  tal  la  consideramos,  es  la  ciencia 
de  estas  mismas  reglas,  así  en  sus  principios  racionales 
cuanto  en  su  contenido.  Es  susceptible  de  varias  distin- 
ciones. Ante  todo  se  le  puede  estudiar  en  consideración 
al  sujeto;  de  hecho  las  relaciones  jurídicas  que  se  deri- 
van  del  comercio,  pueden  desenvolverse  entre  los  ha- 
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hitantes  de  un  mismo  Estado,  entre  los  habitantes  de 
diversos  Estados,  ó bien  entre  los  ciudadanos  j el  Es- 
tado  ó entre  los  diversos  Estados.  En  los  dos  pri- 
meros casos  el  derecho  mercantil  es  derecho  priva- 
do, nacional  en  el  primero,  internacional  en  el  segun- 
do; en  los  otros  dos  casos  el  derecho  mercantil  suele 
ser  derecho  público.  Nos  proponemos  ocuparnos  prin- 
cipalmente en  el  estudio  del  derecho  mercantil  privado 
nacional,  ó sea  el  que  regula  las  relaciones  entre  los  ha- 
bitantes de  un  mismo  Estado;  del  derecho  privado  in- 
ternacional y del  derecho  público,  no  nos  ocuparemos 
más  que  en  segundo  término,  y eso  en  cuanto  tenga  al- 
guna relación  con  el  asunto  de  nuestro  estudio.  Por  otra 
parte,  todo  lo  que  se  refiere  á las  relaciones  de  la  indus- 
tria en  general  con  el  Estado,  respecto  á la  libertad  del 
trabajo  (trabajo  de  las  mujeres  y de  los  niños,  descanso 
en  los  días  festivos,  coaliciones,  huelgas,  sociedades  de 
socorros  mutuos,  etc.),  á la  vigilancia  sobre  ciertas  in- 
dustrias (establecimientos  insalubres,  peligrosos  é in- 
cómodos), y á la  protección  que  el  Estado  les  debe  con- 
ceder (marcos,  diseños  y modelos  de  fábrica,  legislación 
minera,  forestal,  etc.),  forma  parte  de  otro  estudio,  con 
el  nombre  de  derecho  industrial,  (1)  y en  algunos  Esta- 
dos (Alemania,  Austria)  tienen,  también  una  codifica- 
ción especial. 

El  derecho  mercantil  se  puede  todavía  distinguir 
según  las  fuentes  de  donde  procede,  según  que  sea  de 
las  leyes  escritas,  ó de  los  usos  ó costumbres,  en  derecho 
escrito  ó derecho  consuetudinario. 

Se  puede  distinguir  finalmente,  en  consideración  al 
objeto,  en  derecho  material  y formal,  según  que  deter- 

industrióle.  Torino,  1885.-Eenou- 
indusiriel.  París,  1860. 
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mina  propiamente  las  relaciones  que  derivan  del  comer- 
cio, ó los  medios  para  hacerle  valer  en  juicio;  y también 
en  derecho  mercantil  general,  que  determina  en  gene- 
ral la  norma  á que  han  de  ajustarse  los  comerciantes  y 
los  contratos  mercantiles;  y en  derecho  cambiario,  de- 
recho marítimo  y derecho  de  seguros,  según  que  se  ocu- 
pe en  el  estudio  de  las  letras  de  cambio,  del  comercio 
marítimo,  ó del  contrato  de  seguros. 

^ 2.® — Razón  de  ser  del  derecho  mercantil  (1)  (a). 

Dada  ya  la  noción  del  derecho  mercantil,  veamos  su 
razón  de  ser. 

¿Por  qué  razón  ha  de  haber  un  derecho  especial  para 
el  comercio?  Y si  de  la  mayor  parte  de  los  hechos  que 
éste  regula,  se  ocupa  el  Derecho  civil,  en  el  cual  se  ha- 
bla también  de  la  compra  y venta,  de  la  sociedad,  etcé- 
tera, ¿por  qué  no  deben  aplicarse  estas  reglas  si  el  ob- 
jeto del  acto  tanto  puede  ser  civil  como  comercial?  ¿Si, 
por  ejemplo,  quien  compra,  compra  para  consumir  y al 
mismo  tiempo  para  revender?  Ello  es  que  entre  los  actos 
de  la  vida  civil  y los  de  la  mercantil  existen  tales  dife- 
rencias de  hecho,  que  requieren  diversos  preceptos  jurí- 
dicos. Los  unos  pueden  aisladamente  considerarse;  los 


(1)  Montanelli.  Introduzione  filosófica  alio  studio  del  diritto 
commerciale  positivo.  Pisa,  1847.— Percerutti,  Sguardo  ai  avori 
legislativi  d' Italia  é d^altil  paesi^  en  el  ArcJiivio  gitirídico,  vol.  lY, 
página  526. — Yivante,  Per  un  Códice  único  delle  ohbligazioni^  en  el 
Archivio  giurídico,  vol.  XXXIX,  pág.  497.  — Bolafeio.  Id^  en  la 
Temi  Veneta,  1889,  pág*.  65.— Sacerdoti,  Contro  un  Códice  único 
delle  ohhligazioni.  Padova,  1890. 

(aj  Tapia.  Ob.  cit..  cap.  1.*^ — Passo,  ob.  cit.,  lee.  1.‘‘ — Martí 
de  Exialá.  Ob.  cit.,  lib.  1.®,  cap.  III.-— Soler.  Ob.  cit.  Introdu- 
cción. § III.  Blanco.  Ob.  cit.  ti.  II,  cap.  1.*^.  — Emperador.  Yo- 
ciones  preliminares  al  estudio  del  Per  echo  mercantil  de  España,  etc.  ca- 
pitulo XII.  Zaragoza,  1886. — Purán  y Bas.  Carácter  del  Perecho 
mercantil.  Revista  de  Legislación  y Jurisprodencia,  tomo  XXYII 
pág.  305.- (X.  T.)  ^ , 
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otros  ele  ordinario,  más  que  aisladamente,  deben  consi- 
derarse en  toda  la  complejidad  de  su  conjunto  que  cons- 
tituye el  comercio.  Eesulta,  que  mientras  los  actos  de  la 

%/ 

vida  civil  son  más  raros  y pueden  cumplirse  con  mayor 
espacio  y con  la  observancia  de  formalidades  lentas  y 
rigorosas,  los  de  la  vida  comercial  son  frecuentísimos  y 
asumen  formas  variadas,  y por  eso  necesitan  reglas  rápi- 
das y amplias;  además  las  operaciones  mercantiles  son 
por  su  naturaleza  tales,  y tantas,  y tan  encadenadas  las 
unas  á las  otras,  que  el  incumplimiento  de  una  obliga- 
ción por  parte  de  uno  solo  repercute  sobre  otros  muchos, 
produciendo  desastrosas  consecuencias.  De  aquí  la  nece- 
sidad de  hacer  más  vigoroso  el  vínculo  obligatorio  y 
más  graves  los  efectos  de  su  infracción.  Siendo,  pues, 
así  las  instituciones  mercantiles,  forzoso  es  dictar  para 
las  mismas  leyes  especiales  (a). 

Todo  esto,  si  sirve  para  explicar  la  necesidad  de  re- 
glas especiales  para  las  relaciones  del  comercio,  no  jus- 
tifica por  otra  parte  la  existencia  del  derecho  mercantil 
como  derecho  propio,  independiente  del  derecho  civil. 
Y sin  embargo,  esta  independencia  subsiste  porque  se 
informa  en  la  naturaleza  misma  del  comercio  y de  las 
relaciones  á que  da  lugar;  las  cuales  no  son  reglas  como 
las  de  la  vida  civil,  circunscritas  á los  límites  de  una 
asociación  política,  sino  que  se  extienden  fuera  de  ella, 
poniendo  en  relación  á hombres  pertenecientes  á diver- 
sas sociedades;  así,  mientras  las  reglas  por  que  se  rigen 

(a)  La  razón  fundamental  de  todo  esto  estriba,  en  que  en  la  to- 
talidad del  fenómeno  económico  que  comienza  en  la  producción  y 
acaba  en  el  consumo, pueden  considerarse  tres  momentos  fundamen- 
tales y otro  más  secundario  aunque  no  menos  importante:  los  pri- 
meros son  la  producción,  la  distribución  y el  consumo;  el  otro  es  la 
^ rculación.  La  producción,  la  distribución  y el  consumo  constitu- 
y n a esencia  de  los  actos  civiles:  la  circulación  es  lo  que  caracte- 

la  función  mercantil.-~(N.  T.) 
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los  primoros  SG  rGsiGntGH  dG  influonciá»  cIg  sifcusL- 
ción  moral,  geográfica,  política,  económica,  religiosa,  et- 
cétera, de  cada  pueblo;  las  segundas,  aun  cuando  se 
ejercitan  en  el  seno  de  una  sociedad  política,  tienden  á 
sacudir  estas  influencias  particulares  y á someterse  á 
normas  que  se  adapten  fácilmente  á todos  los  pueblos, 
sin  conceder  á ninguno  de  ellos  el  predominio  sobre  el 
otro  {§). 

He  dicho  tienden,  porque  la  uniformidad  de  la  legis- 
lación mercantil  es  obra  que  ha  de  realizarse  en  una 
civilización  más  adelantada;  el  primer  paso  dado  en  este 
sentido  fué  la  emancipación  del  derecho  mercantil  del 
civil,  los  otros  vendrán  sucesivamente;  pero  ya  merece 
llamar  la  atención  el  hecho  de  que  muchas  de  las  más 
importantes  naciones  civilizadas  tienen  una  ley  cambia- 
ría informada  en  principios  idénticos  (6), 

He  aquí  por  qué  no  nos  parece  factible  conveniente- 
mente la  idea  de  los  que  pretenden  la  formación  de  un 
código  único,  ó sea  común  á las  obligaciones  civiles  y 
mercantiles.  Cierto  es  que  hoy  algunas  relaciones  civiles 


(a)  STimner  Mame  ka  dicho  con  profundo  sentido,  que  el  de- 
recho internacional  por  excelencia,  ha  sido  el  Derecho  mercan  - 
til.-(N.  T.) 

{h)  Conviene  hacer  notar  aquí,  de  acuerdo  con  las  indicaciones 
del  autor,  que  hay  una  evolución  perfectamente  marcada  en  el 
derecho  mercantil.  Este  derecho  tiene  en  sus  comienzos  la  nnifor  - 
midad  del  uso  surgido  espontáneamente  entre  los  comerciantes  ex  - 
tranjeros  y nacionales,  sin  ley  positiva  nacional  que  lo  regule; 
pierde  en  parte  esa  uniformidad  al  recabar  para  sí  cada  país  el  de  - 
recho  de  legislar  en  materia  comercial;  la  falta  de  esta  uniformi- 
dad empieza  á sentirse  con  tanta  fuerza,  que  los  pueblos  civiliza  - 
dos  están  ya  buscando,  como  lo  acreditan  los  congresos  internado  - 
nales  de  Amo  eres  y Bruselas  de  1885  y 1888,  el  medio  de  llegar  á 
un  concierto  internacional,  del  que  ha  de  resultar  una  uniformi- 
dad,  no  ya  de  usos  y costumbres,  sino  de  preceptos  legales,  madura 
y reflexivamente  elaborados, — (IST.  T.) 
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' tienden  :'i  revestir  la  forma  mercantil,  especialmente  so 
pretexto  de  empresn^  peio  si  esto  pned.e  llevamos  a la 
conseeneneia  de  qne  algunas  reglas  del  derecho  mercan- 
til pueden  extenderse  axin  á las  obligaciones  civiles,  no 
puede  conducirnos,  como  se  pretende,  á la  fusión  de  los 
dos  derechos,  el  mercantil  y el  civil,  aunque  sea  tan 
sólo  eii  aquella  parte  que  se  refiere  á las  obligaciones. 
Esta  fusión  no  puede  hacerse  en  nuestro  sentir,  más 
que  sacrificando  uno  délos  dos  derechos  al  otro,  y con 
esto  no  se  evitaría  tampoco  la  necesidad  de  leyes  espe- 
ciales para  aquellos  que  se  dedicaran  al  ejercicio  del  Co-^ 
niercio  (a). 

^ oS — líelacioncs  dcl  derecho  mercantil  con  otras 

ensena  )izas. 


7. — Yeamos  ahora  las  relaciones  del  derecho  mer- 
cantil con  otras  enseñanzas  pcdítico-jurídicas.  En  cnan- 
to á las  relaciones  del  derecho  mercantil  con  el  dere- 
cho civil,  demostrado,  como  acabamos  de  demostrar, 


cñ  Sin  (h'jar  do  nH'oiiooi'r  on  parte  la  eeríeza  de  estas  observa- 
eioiu's,  sobre  tculo  de  la  última,  ó sea  la  de  que  la  fusióu  de  ambos 
(leía  olios  uo  ('xeiisaria  l:i  existeiuda  de  leyes  especiales  para  los  que 
s('  dt'dioaran  al  ejeroioio  del  eonieroio,  oouvieiie  tener  en  cuenta  que 
si  es  verdad  i\ue  dice  k^pencer,  dt-  opie  la  característica  de  la  civi- 
lización prt'stuilt'  es  i'l  iudiist rialisuio;  la  idisión  de  ambos  dereclios 
cu  lo  nderente  :i  las  oblipaudoues  cent ract nales,  se  impone  como 
cons<'cmmcia  necesaria  di'  la  reconocida  unidad  del  íenomeno  eco- 
nómico. prestid  <pi(^  lo  cpie  la  edencia  proclama  como  benerteioso 
paia  ia\oiaccr  la  circulación  de  la  riqueza,  uo  puede  ser  perjudi- 
mal  .1  la  piaHiuccicu.  disíriOucioii  y c‘oiisumo  déla  misma,  y que  por 
ta/,ou  OiUirrt'  que  mientras  antes  recibían  los  codiu'os  mercaii- 
intliu  lu  ias  mu\  directas  de  los  i’odizi'os  civiles,  como  se  ve  en 
^ ot  1 o alquno.  tm  el  t^vuliq-o  mercain  il  trances,  hoy.  por  el 
o ' ^ ^ iles  reciben  las  iullmmcias  de  la  letrisla- 


^-’uvu  nu'vcautil.  vemo 


<'ivil  espahob- 


ry 


ocurre,  entre  otros,  con  el  reciente  CódliTO 
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que  el  derecho  mercantil  tiene  existencia  propia,  hemos 
rechazado  implícitamente  la  antigua  doctrina  que  con- 
sidera este  derecho  como  excepción  del  civil.  Esta  doc- 
trina se  funda,  en  que  por  mucho  tiempo  no  se  conoció 
un  derecho  mercantil  separado  del  civil,  y en  que  aun 
hoy  día  los  códigos  de  comercio  no  contienen  todos  los 
preceptos  que  pueden  servir  para  regular  los  negocios 
mercantiles,  sino  tan  sólo  algunos  de  ellos,  refiriéndose 
para  los  demás  á los  respectivos  códigos  civiles.  Pero  es 
evidente,  que  el  primer  argumento  no  tiene  valor,  pues- 
to que  la  división  del  derecho  en  varias  ramas  es  obra 
de  las  civilizaciones  modernas  (a),  y si  la  división  entre 
el  derecho  mercantil  y el  civil  se  hizo  más  tarde  que 
otras,  fue  tan  sólo  porque  las  diferencias  entre  estos  dos 
derechos  son  más  difíciles  de  determinar.  El  segundo 
argumento  no  tiene  tampoco  valor  alguno;  es  un  hecho 
accidental,  cuya  causa  se  encuentra  en  la  metódica  legis- 
lativa (?>),  la  cual  ha  creído  oportuno,  para  evitar  inúti- 
les repeticiones,  hacer  referencias  algunas  veces  al  Có- 
digo civil;  pero  hay  que  tener  en  cuenta  que  el  mismo 
método  se  ha  seguido  en  éste  último,  pues  no  son  raras 
en  él  las  referencias  al  Código  de  comercio.  De  todos 
modos,  el  art.  1.®  de  nuestro  Código  de  comercio,  ante- 
poniendo, cuando  calla  la  ley  mercantil,  los  usos  comer- 
ciales al  Código  civil,  demuestra  claramente  que  entre 
los  dos  códigos  no  hay  ya  la  relación  de  la  regla  á la 
excepción,  porque  callando  ésta,  debería  recurrirse  á la 
regla,  ó sea  al  Código  civil  y no  á los  usos.  El  derecho 
mercantil  y el  derecho  civil  no  están,  pues,  en  la  rela- 
ción de  la  regla  á la  excepción,  sino  que  cada  uno  tiene 


(a)  Como  que  es  la  división  del  trabajo  aplicada  á la  obra  leo-is- 
lativa.-(N.  T.) 

{h)  Tiene  tal  fuerza  de  expresión  esta  palabra,  que  lie  preferido 

no  traducirla.— (N.  T.) 
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una  existencia  propia;  y es  natural  que  así  sea,  por 
cuanto  cada  uno  sirve  para  regular  un  orden  diverso  de 
liechos  humanos  (a). 

S, De  que  el  derecho  civil  y el  derecho  mercantil 

estén  separados  el  uno  del  otro  no  se  deduce  la  conse- 
cuencia de  que  entre  ellos  no  haya  relaciones,  puesto 
que  éstas  están  determinadas  por  la  circunstancia  de 
que  ambos  derechos  proceden  de  una  fuente  común;  por 
esta  razón  deben  tener  comunes  ciertos  principios  fun- 
damentales de  mera  razón  natural  que  pueden  conside- 
rarse como  verdades  jurídicas.  Estos  principios  están 
escritos  en  el  Código  civil  y no  repetidos  en  el  Código 
de  comercio,  no  ciertamente  porque  sean  propios  del  de- 
recho civil,  sino  porque  siendo  comunes  á ambos,  la  recta 
razón  exigía  que  fuesen  escritos  en  el  Código  civil,  que 
es  la  fuente  más  amplia  del  derecho  privado,  y no  repe- 
tidos en  el  Código  de  comercio  para  no  hacer  un  segun- 
do trabajo  inútil  y peligroso  (6). 


(a)  Esta  misma  doctrina  ha  sido  la  que  ha  inspirado,  al  parecer^ 
la  reforma  de  nuestra  legislación  mercantil;  y digo  al  parecer, 
porque  el  precepto  del  art.  2°  del  Código  español,  inspirado,  ó me- 
jor dicho,  casi  copiado  del  art.  1.^  del  italiano,  que  da  como  éste 
preferencia  á los  usos  mercantiles  sobre  la  legislación  civil  ó dere- 
cho comiin,  ha  sido  desconocido  después  por  los  artículos  50  y 59, 
que  dan  preferencia,  en  materia  de  contratación  mercantil,  al  dere- 
cho común  sobre  los  usos  á que  hace  referencia  el  citado  art.  2.*^;  y 
es  que  el  legislador  español  sentó  el  principio  y se  asustó  después 
de  las  consecuencias.  Para  esto  valía  más  haber  mantenido  los  pre- 
ceptos del  Código  de  comercio  de  1829,  que  establecía  franca  y pa* 
ladinamente  la  doctrina  de  que  la  ley  mercantil  era  una  excepción 
de  la  ley  civil.— (N.  T.) 


^ (b)  Ko  es  esta  sola  la  razón  que  existe  para  que  en  los  Códigos 
iviles  se  contengan  los  principios  generales  que  luego  no  se  re* 

históri^^  demás  códigos.  Hay  también  una  consideración 

pia  dél  a ^ ^ fuerza,  que  explica  el  por  qué  sin  ser  materia  pro- 
tumbre  ^ todo  lo  referente  al  valor  de  la  ley,  la  cos- 

3 "pi'udencia  constituyen  los  primeros  capítulos  de 
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9. — Además  de  con  el  derecho  civil,  el  derecho  mer- 
cantil se  encuentra  en  relación  con  otras  ramas  del  de- 
recho, particularmento  con  el  derecho  administrativo, 
en  cuanto  éste  concurre  á regular  el  ejercicio  de  algunas 
clases  de  comercio  y de  algunas  instituciones  propias  del 
mismo;  y con  el  derecho  penal,  en  cuanto  éste  reprime 
ciertos  hechos  que  se  refieren  al  ejercicio  del  comercio. 

Eespecto  á las  ciencias  sociales  haremos  notar  tan 
sólo  que  son  estrechísimas  las  conexiones  del  derecho 
mercantil  con  la  Economía  política,  por  cuanto  el  uno 
toma  de  la  otra  el  conocimiento  de  las  instituciones  pro- 
pias del  comercio,  el  cual  es  manifiestamente  necesario, 
para  entender  y aplicar  como  conviene  las  reglas  jurídi- 
cas relativas  á esas. mismas  instituciones. 


§ 4.® — Reseña  histórica  sobre  la  codificación  del  derecho 

mercantil  (1)  {a). 


10. — La  historia  del  derecho  mercantil  y de  su  co- 
dificación se  puede  á grandes  líneas  dividir  en  tres  pe- 

todo  Ccdigo  civil.  Esa  consideración  es  la  siguiente:  el  derecho  ci- 
vil fué  en  Roma,  y posteriormente  hasta  época  muy  próxima  á nos- 
otros, todo  el  derecho.  La  aplicación  de  la  división  del  trabajo  á la 
obra  legislativa  ha  ido  desglosando  del  cuerpo  general  del  derecho 
los  derechos  especiales:  el  derecho  político,  el  derecho  penal,  el 
derecho  procesal,  el  derecho  administrativo,  el  derecho  mercan- 
til, etc.;  y el  derecho  civil,  propiamente  dicho,  se  ha  quedado,  por 
razón  del  desglose  sucesivo,  no  sólo  con  lo  que  le  es  propio,  sino  con 

todo  aquello  que  es  común  y general  á todos  los  demás  derechos. 
(N.  T.) 

(1)  Para  la  historia  del  derecho  mercantil  véase  sobre  todo  la 
magnífica  fntroducción  histórico  literaria  de  la  tercera  edición  del 
Uatidhuch  des  Handelsrechts  di  Goldsmicht  (Stiittgart,  18Ú1),  y 
además;  Lattes,  J/  diritto  ccmerciale  ncllc  legisla zione  staf  litarla  de- 
lie  cittá  italiane.  Milano,  1884— Pertile,  Storia  del  diriUo  italiano. 
TOl.  IV,  Padova,  1874.-SCLOPIS,  Storia  della  legidazionc  italiana, 
lormo,  ISIO.-Fremery,  Éiudes  de  droÜ  commercial.  París  ISH;! 


derecho  jvieroantil 

ríodos:— Tiempos  antiguos.— Edad  Media.— Epoca  mo- 
derna. 

Tiempos  antiguos, — Los  antiguos  pueblos  comer- 

cíales  tuvieron  ciertas  leyes  de  comercio,  pero  de  ellas 
no  quedan  apenas  huellas;  las  más  importantes  entre 
tales  leyes  fueron  las  de  la  isla  de  Rodas  (a«  400,  y se- 
o-ún  alo-unos  900  antes  de  Cristo)  adoptadas  en  gran 
parte  por  los  mismos  romanos,  como  resulta  del  lib.XIV, 
tít.  2.^  del  Digesto,  que  toma  de  ellas  el  nombre.  Mado- 
res noticias  tenemos  de  los  griegos  y de  los  romanos;  en 
cuanto  á los  primeros,  las  obras  de  sus  escritores  y las 
arengas  de  los  más  célebres  oradores  de  la  época  permi- 
ten asegurar  que  en  Grecia,  y particularmente  en  Ate- 
nas, que  fué  entre  las  ciudades  griegas  la  que  consiguió 
la  primacía,  hubo  leyes  mercantiles  relativas  al  comercio 
terrestre  y marítimo,  y aun  leyes  de  procedimiento  mer- 


Pardessus,  Discours  sur  V origine  et 


le  'progres  de  la  legislation  et 


déla  jurisprudeoice  coinnier cíale.  París,  1829. — El  mismo,  Collection 


des  lois  maritimes  anterieures  au  XVIII  siecle,  París,  1828-1845. — 
Lastig,  Eiitwichelimgswege  und  Qaellen  des  Handelsrechts.  Stutt- 
g'art,  1874.— Endemann,  Studien  in  der  romanisch-hanonistischen 
Wirthschafts  und  Rechfslehre  bis  zuni  Ende  des  XVII  Jahrunderts  i 
Berlín,  1874-1883. — Para  la  historia  del  Comercio:  Fanucci,  Storia 
dei  tre  popoli  celebrí  mctrittími.  Fissi,  1817-1822. — De  Jorio,  8to~ 
ría  del  commercío  e della  navigazione  dal  principio  del  mondo  fino 
ai  nostrí  giorni.  Napoli,  1778-1783.— ISToEL,  Hístoire  du  commerce 
du  monde.  París,  1891.  — Scheerer,  Allgemeine  Geschichts  des 
Welthandels.  Leipzig-,  1851-1853;  traducido  en  la  Bíbliot.  delVEco- 
nomista^  serie  2.“,  vol.  IV. — GiLBART,  Leetnres  on  the  historg  and 
principies  of  ancient  commerce.  London,  1847;  traducido  en  la  Bí- 
bliot. delV Economista .j  id. 


(u)  Nuestra  literatura  jurídica,  pobre  en  general,  es  pobrisiinci. 
tratándose  de  la  historia  del  derecho  mercantil;  pues  aparte  de  las 
^dicaciones  contenidas  en  las  apreciabilísimas  historias  generales 
nuestro  derecho,  como  son  las  de  los  Sres.  Manrique  Y Ma- 

Morató,  Sempere,  Antequera,  Martí- 
Romík,  Hinojosa,  etc.,  sólo  existe  uu 
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cantil;  las  unas  j las  otras  fundadas  en  principios  no 
muy  desemejantes  á ios  que  regulan  el  comercio  en  la 
actualidad. 

Tampoco  faltaron  entre  los  romanos  leyes  mercanti- 
les como  lo  atestiguan  los  monumentos  de  la  sabiduría 
romana.  Pueden  verse  á este  propósito  en  el  Digesto: 
lib.  IV,  tít.  9.«;  lib.  XIV,  tít.  1,  2,  8 y 4;  lib.  XXII,  tí- 
tulo 2;  lib.  XLVII,  tít.  5 y 9;  lib.  L,  tít.  14,  y en  el  Có- 
digo; lib.  IV,  tít.  25,  33,  40,  41,  59,  60,  63;  lib.  VI,  tí- 
tulo 2;  lib.  XI,  tít.  1,  3 y 5.  Ni  entre  los  griegos  ni  en- 
tre los  romanos  las  leyes  mercantiles  estuvieron  reunidas 
en  un  sólo  cuerpo,  ni  se  conoció  un  derecho  mercantil 
separado  y autónomo  del  derecho  civil,  como  justamen- 
te demuestra  Montanelli,  rebatiendo  la  aserción  contra- 
ria de  Pardessus. 

12. — Edad  Media  (476-1492). — Destruido  el  imperio 
romano  por  obra  de  ios  bárbaros,  parecía  imposible  que 


pequeño  trabajo  (no  inspirado  ciertamente  en  las  mejores  fuentes) 
•del  Sr.  Bergamín,  con  este  título:  E)isayos  históricos  del  Derecho 
mercantil,  Málaga,  1875,  y una  traducción  española,  no  muy  fiel  ni 
muy  correcta,  del  notable  libro  de  Scheeree. 

En  las  obras  de  derecho  mercantil  que  he  citado  ya  en  notas  an- 
teriores se  encuentran  noticias  más  ó menos  completas  acerca  de 
la  codificación  mercantil;  vease  Vicente  Carayantes  (ob.  cit.) 
D,esumen  histójrico  crítico  de  la  legislacíóm  )nercantil  de  Espaóia. — 
González  Huebra  (ob.  cit.,  tomo  I),  Dcscua  Jiistóo’ica  del  derecho 
mercantil  españofi— Martí  de  Eixalá  (ob.  cit.,  cap.  IV).  SiLVE- 
LA  (ob.  cit.,  lee.  o.‘‘). — Sánchez  Mata  (ob.  cit.,  tomo  I,  cap.  V). — 
Revista  general  de  Legislación  y Jurisprudencia;  Código 
DE  COMERCIO  (ob.  cit.,  tomo  I),  IntrodiLcció))i  /¿¿sfib'/ce.— Moret 
(ob.  cit.,  cap.  IX).— Emperador  (ob.  cit.,  capítulos  V,  VI,  VII, 
VIII,  IX  y X.).— Viso  (ob.  cit.,  lee.  2.Á  — CxVRRERxIS  y'  Re  villa 
(ob.  cit.,  libros  II,  III  y IV  de  la  parte  primera). 

En  cuanto  a la  historia  de  las  institucfioiies  mercantiles  en  su 
desenvolvimiento  racional,  á más  del  notable  capítulo  II  del  libro 
primero  déla  obra  ya  citada  del  Sr.  Martí  de  Eixal.C,  tenemos 
todo  el  tomo  I de  la  obra  maestra  dei  Sr.  Estasen  (X.  T.) 
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éstos  fuesen  impotentes  para  imponer  á los  vencidos  sns 
leyes,  pues  el  derecho  romano  continuó  estando  en  vi- 
o*or  con  modificaciones  de  ligerísima  importancia.  En  la 
época  feudal  no  cambió  este  estado  de  cosas,  pero  las 
ciudades  italianas  escapadas  á este  yugo  crecieron  poco 
á poco  en  poderío,  y por  otra  parte  las  cruzadas  abrieron 
al  comercio  nuevas  vías.  Tuvo,  por  consiguiente,  el  dere- 
cho mercantil  un  notable  incremento,  y ya  en  los  monu- 
mentos legislativos  de  la  época  se  descubren  los  gérme- 
nes de  una  codificación  por  separado  del  derecho  mer- 
cantil y las  primeras  señales  de  la  existencia  autónoma 
de  este  derecho.  Tales  monumentos  existen  principal- 
mente en  colecciones  de  usos  recopilados  casi  todos  por 
particulares,  los  cuales  tuvieron  vigor,  no  sólo  en  una 
ciudad  determinada,  sino  también  en  la  mayor  parte  de 
ellas.  Reseñémoslas:  el  Consulado  del  mar,  atribuido  por 
muchos  á los  písanos,  que  reguló  el  comercio  del  Medi- 
terráneo (siglo  XIV?)  (a);  la  Tabla  amalfitana,  que  con- 
tiene las  costumbres  marítimas  de  Amalfi  (?);  el  Capüu- 
lare  naníicum  de  Venecia  (1255);  los  Ordenamientos  ma- 
rítimos de  Trani  (1603  ó 1363);  y en  cuanto  al  comercio 
del  Atlántico  y del  Báltico  los  Rooles  de  Olerón  (1193?), 
las  leyes  de  Wisby  en  Suecia  (1288?),  etc.,  etc.  Dispo- 
siciones importantes  respecto  al  derecho  mercantil  se 
contienen  también  en  los  Breves  de  los  cónsules,  en  los 
Estatutos  de  los  Comunes  y en  los  de  algunas  corpora- 
ciones. 


13. — Epoca  moderna  (1492  á hoy). — El  descubrimien- 
to de  América  y el  del  camino  de  las  Indias  por  el  Cabo 
de  Buena  Esperanza,  desquiciaron  el  centro  de  los  inte- 
reses comerciales;  de  aquí  la  decadencia  de  las  ciudades 


(ct)  Otros  imichos, 
dad  de  Barcelona.  (K 


y con  más  fundamento,  lo  atribuyen  á la  ciii~ 

•T.) 


DESECHO  MEKCANTIL 


27 


italianas  y el  incremento  comercial  de  Francia,  de  Es- 
paña,  de  Portugal,  de  Holanda  y de  Inglaterra.  Los  mo- 
numentos legislativos  consisten  en  esta  época  en  una  co- 
lección conocida  con  el  nombre  de  Le  Guidon  de  la  mer^ 
que  estuvo  en  vigor  en  parte  de  Francia  (siglo  XVI),  en 
los  Estatutos  de  las  ciudades  italianas^  y finalmente  en 
las  Ordenanzas  de  los  reyes  de  Francia  y de  España.  Son 
célebres  las  Ordenanzas  de  Bilbao  (1560),  y sobre  todo 
las  Ordenanzas  francesas  de  Luis  XIV,  relativas  la  una 
al  Comercio  terrestre  (1673),  la  otra  al  Comercio  maríti- 
mo (1681).  Estas  dos  Ordenanzas  constituyen  el  punto 
de  partida  de  la  moderna  codificación  del  derecho  mer- 
cantil. Estuvieron  en  vigor  con  algunas  modificaciones 
hasta  el  Código  de  Napoleón,  que  empezó  á regir  el  1.^  de 
Enero  de  1808,  y sigue  todavía  vigente,  aunque  con 
grandes  modificaciones,  especialmente  en  materia  de  so- 
ciedades (leyes  de  1856,  1863,  1867),  y de  quiebras  (le- 
yes de  1838,  1856  y 1889)  (a). 

Este  código,  que  puede  considerarse  como  el  padre 
de  los  modernos  códigos  de  comercio,  fué  llevado  con 
las  armas  francesas  á muchos  lugares  de  Alemania  y de 
Italia,  en  alguno  de  los  que  subsistió  áun  después  de  ha- 
ber cesado  la  dominación  francesa.  Otros  muchos  códi- 
gos se  modelaron  sobre  éste,  en  particular  los  de  muchos 
de  los  Estados  italianos,  y entre  ellos,  el  Albertino  do 
1842  y el  italiano  de  1865,  que  no  fué  otra  cosa  que  una 
revisión  del  primero  (5). 

Frente  á este  Código  francés  y á los  que  en  él  se  ins- 


(а)  ^ Para  la  historia  de  este  Código  puede  verse  Benito;  intro- 
ducotón  tistórico-crítica  que  precede  á la  traducción  del  mismo 

pub  loada  en  el  tomo  V de  la  Colección  de  las  Instituciones  jurídi- 
cas  y políticas  de  los  pueblos  modernos.  (IST.  T.) 

(б)  Nuestro  Código  de  1829  se  inspiró  también  en  el  de  Ñapo 
león,  aunque  mejorándolo  y reformándolo  en  alg-o.  (N.  T ) 
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piraron,  surgió,  informada  en  principios  diversos  j más 
conforme  á las  exigencias  del  derecho  moderno,  la  le- 
gislación germánica,  constituida  por  la  ley  del  cambio 
(1848)  y el  Código  de  comercio  de  1861,  aplicado  al  im- 
perio en  1871  y modificado  en  algunos  puntos,  especial- 
mente en  materia  de  sociedades  (leyes  de  1870  y 1884)  (u) . 
Tanto  esta  ley  del  cambio  como  el  Código  de  comercio 
(á  excepción  de  la  parte  relativa  al  derecho  marítimo), 
fueron  adoptados  también  por  Austria.  En  Italia,  el  Có- 
digo de  1865  estuvo  todo  él  en  vigor  hasta  1882;  sin  em- 
bargo, la  obra  de  su  revisión  empezó  en  1869.  Esta  obra 
dió  por  primer  resultado  la  compilación  de  un  Proyecto 
preliminar  (1872);  después  la  de  un  Proyecto  definitivo 
(1877),  que  tras  largas  vicisitudes  fué  aprobado  (1882), 
y con  algunas  modificaciones,  introducidas  por  una  Co- 
misión de  coordinación^  fué  publicado  y puesto  en  vigor 
en  1.^  de  Enero  de  1883.  Este  Código  está,  en  parte, 
modelado  sobre  el  Código  francés,  y en  parte  (principal- 
mente en  el  derecho  cambiarlo)  sobre  la  legislación  ale- 
mana. Está  dividido  en  cuatro  libros:  el  primero,  que 
trata  Del  comercio  en  general-^  el  segundo,  Del  comercio 
maritimo  y de  la  navegación^  el  tercero.  De  la  guiehray  y 
el  cuarto,  Del  ejercicio  de  las  accioyies  mercantiles  y de  su 
duración  ih). 


(a)  La  traducción  y anotación  de  estas  leyes,  así  como  la  del  Có- 
dig*o  délas  quiebras,  esta  hecha  por  el  malogrado  jurisconsulto  mi 
queridísimo  amigo  D.  Rafael  de  Gracia  y Parejo,  perdido  desgra- 
ciadamente para  la  ciencia  española  en  edad  temprana  y por  el  tra- 
ductor de  este  libro.  Esta  traducción  se  publicó  en  el  tomo  seg’undo 
de  la  ya  citada  Colección  de  las  instituciones  jiirídícas  y políticas  de 
los  pueblos  modernos.  (R.  del  T.) 

{b)  Este  Código  ha  sido  traducido  al  castellano  por  I).  Rafael 
^ Parejo,  y publicado  en  la  Coleccíóm  de  las  institu- 
(R  ¿/t)  ^ políticas  de  los  pueblos  modernos,  tomo  III* 
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Además  del  Código  de  comercio,  tenemos  también 
algunas  leyes  especiales  referentes  á materias  determi- 
nadas, como  la  de  almacenes  generales  (17  de  Diciem- 
bre de  1882),  la  de  puertos  francos  (G  de  Agosto  de 
1876),  la  de  las  Cámaras  de  Comercio  (6  de  Julio  de 
1862),  la  de  negociación  de  efectos  públicos  (13  de  Sep- 
tiembre de  1876),  la  de  privilegios  de  invención  (30  de 
Octubre  de  1859  y 31  de  Enero  de  1864),  la  de  marcas 
de  fábrica  y de  comercio  (30  de  Agosto  de  1868),  etc. 
Tienen  también  especial  relación  con  el  derecho  mer- 
cantil multitud  de  reglas  contenidas  en  el  Código  de  la 
marina  mercante  de  1865,  modificado  el  24  de  Mayo 
de  1877. 

14. — En  los  otros  países  principales  de  Europa,  el 
estado  actual  de  la  legislación  mercantil,  es  el  siguiente: 
España,  Código  de  Comercio  de  1885  (a);  Portugal, 


(a)  Pige  este  Código  desde  1/*  de  Enero  de  1886,  d tenor  de  lo 
dispuesto  por  la  ley  y el  real  decreto  de  22  de  Ag'osto  de  1885.  Se 
publicó  en  la  Gaceta  de  16  de  Octubre  de  1885.  Vino  á sustituir  al 
Código  de  1829,  redactado  por  el  notable  jurisconsulto  D.  Pedro 
Sainz  de  Andino,  y su  gestación  ba  sido  muy  lenta,  puesto  que 
puede  asegurarse  que  viene  pensándose  en  él  casi  á raíz  de  la  pu- 
blicación del  anterior. 

Para  justificar  este  aserto  y para  dar  una  idea  de  las  vicisitudes 
de  la  reforma  de  la  legislación  mercantil  on  Espaiia,  transcribo  á 
continuación  los  párrafos  referentes  á este  extremo  de  la  exposi- 
ción de  motivos  que  precede  al  proyecto  de  Código  de  comercio 
presentado  á las  Cortes  por  el  ministro  de  Gracia  y Justicia,  senor 
Alonso  Martínez  en  18  de  Marzo  de  1882: 

«Aunque  el  Código  de  Comercio  promulgado  en  1829  fue,  qui- 
zás, una  de  las  más  perfectas  obras  del  arte  jurídico  de  su  época, 
adolecía,  como  era  natural,  siendo  el  primer  ensayo  de  codificación, 
de  algunos  lunares  que  la  práctica  puso  desde  luego  á la  vista,  y 
que  consistían  principalmente  en  haber  pasado  por  alto  institucio- 
nes del  derecho  mercantil  tan  importantes  como  los  Bancos  y las 
Bolsas,  á las  que,  no  obstante,  alude  con  frecuencia  el  mismo  Có- 
digo. Por  más  que  el  Gobierno  procuró  suplir  estos  vacíos  con  me- 
didas especiales,  tales  como  el  decreto  de  10  de  Septiembre  de  1H31 
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CóJis^o  de  comercio  de  1888;  Holanda,  Codigo  de  co- 
mercio  de  1838;  Bélgica,  Código  de  comercio  francés. 


sobre  la  creación  de  la  Bolsa  de  Madrid,  el  comercio,  que,  merced 
á la  miera  era  política  abierta  al  fallecimiento  de  D.  Fernan- 
do YII.  babía  adquirido  nn  vuelo  extraordinario,  exigió  la  reforma 
del  reciente  Código,  que  en  mncbos  puntos  no  respondía  al  espíritu 
de  las  nuevas  instituciones,  y que  en  otros  ofrecía  ancbo  campo  á 
la  interpretación,  con  notable  perjuicio  de  los  intereses  mercanti- 
les. Y si  bien  los  Gobiernos  que  rigieron  los  destinos  del  país  des- 
de el  restablecimiento  del  sistema  representativo  participaron  de 
esta  opinión  y acometieron  con  brío  la  reforma,  como  lo  demnes- 
tran  las  comisiones  nombradas  sucesivamente  en  los  años  1834, 
1837  y 1838  para  la  redacción  de  un  nuevo  Código,  los  trabajos  de 
los  mismos,  alguno  de  los  cuales  contenía  nn  proyecto  completo, 
no  llegaron  siquiera  á tener  publicidad  oficial,  quedando  abandona- 
dos en  los  arcbivos  y aplazada  así  indefinidamente  la  reforma  de  la 
legislación  comercial. 

»A1  poco  tiempo  un  suceso  trascendental  en  el  orden  político, 
la  terminación  de  la  guerra  civil,  produjo  un  movimiento  general 
de  la  nación  española  en  dirección  del  comercio  y de  la  industria, 
que  ha  ido  en  constante  aumento  basta  nuestros  días,  á pesar  de 
los  grandes  desastres  que  han  agobiado  á nuestro  valeroso  y sufri- 
do pueblo.  Este  movimiento  que  causó  una  verdadera  revolución 


en  el  orden  económico,  consecuencia  inevitable  de  la  verificada  en 
el  político,  demandaba  con  urgencia  nuevas  leyes  que  ampararan 
los  intereses  nuevamente  creados,  á los  cuales  dio  satisfacción  el 
Gobierno,  tímidamente  al  principio,  reforman^io  las  leyes  sobre 
sociedades  por  acciones  y sobre  la  Bolsa  de  Madrid,  y adoptando 
otras  medidas  análo¿ras.  v con  decisión  v enerijía  más  tarde  cuando, 

w-  • • 

merced  á un  cambio  político  favorable  á la  libertad  en  todas  sus 
manifestaciones,  los  intereses  materiales  adquirieron  extraordina- 
rio desarrollo.  Entonces  fue  cuando  el  ministro  que  suscribe,  obe- 
deciendo á tan  vigoroso  impulso,  propuso  á S.  M.  la  Boina,  el  real 
decreto  de  S de  Agosto  de  1S55.  y en  virtud  del  cual  se  confió  á una 
comis.ión  especial,  compuesta  de  personas  respetables  y peeritísimas 
el  encargo  de  proceder  con  toda  brevedad  á la  revisión  del  Codigo 
dé  comercio. 


íiiViientras  es;ta  respetable  comisión  se  dedicaba:  al  estudio  dete- 
nido y reflexivo  de  los  graves  problemas  que  entraña  la  moderna 
legislación  mercantil,  con  el  mavor  celo  y asiduidad,  todo  lo  cual 
^^igía  cierta  lentitud  en  la  preparación  y terminación  de  los  tra- 
í el  comercio  seguía  reclamando  con  gran  insistencia  el  apoyo 
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RUDqiie  modificado  extraordinariamente  con  leyes  espe- 
ciales y todavía  sujeto  á revisión^  Suiza,  Código  federal 


del  poder  legislativo  para  los  cuantiosos  intereses  que  se  creaban  á 
la  sombra  del  movimiento  regenerador  qne  se  extendía  por  todos 
los  ámbitos  de  la  nación  y que  no  consentía  nuevos  aplazamientos. 

«Resultado  de  estas  poderosas  excitaciones,  que  acogieron  be- 
névolos los  poderes  públicos,  fue  el  gran  número  de  disposiciones 
legales  dictadas  en  el  transcurso  de  pocos  años  sobre  sociedades  de 
crédito,  de  obras  públicas,  de  almacenes  generales  de  depósito  y 
de  bancos  de  emisión  y descuento,  sobre  obligaciones  al  portador, 
reivindicación  de  efectos  públicos,  sociedades  extranjeras  y otras 
que  sería  prolijo  enumerar,  con  las  cuales,  si  bien  se  enriqueció 
considerablemente  nuestra  legislación  mercantil,  se  bacía  cada  vez 
más  indispensable  la  codificación  de  esta  parte  de  nuestro  derecho. 

«Pero  como  si  todos  estos  materiales  jurídicos,  en  tan  breve 
tiempo  aglomerados,  no  fuera  suficiente  demostración  de  la  urgen- 
te necesidad  de  la  codificación,  otro  nuevo  acontecimiento  político, 
de  la  mayor  trascendencia,  influyó  notablemente  en  todas  las  esfe- 
ras del  derecho,  que  sufrieron  radicales  transformaciones,  de  todo 
punto  indispensables  para  que  respondiesen  á los  principios  de  li- 
bertad de  reunión,  de  asociación,  de  trabajo  y de  contratación,  que 
en  unión  de  otros  que  consagraban  el  respeto  á la  autonomía  indi- 
vidual, fueron  proclamados  por  el  Gobierno  que  se  había  puesto  al 
frente  de  la  nación.  X como  no  podía  menos  de  acontecer,  también 
alcanzó  al  derecho  mercantil  el  espíritu  innovador  de  la  nueva  si- 
tuación política.  A este  espíritu  se  debieron  las  reformas  realiza- 
das inmediatamente  en  la  legislación  vigente  sobre  sociedades  anó- 
nimas, bolsas  lonjas  y casas  de  contratación,  agentes  de  cambio 
y corredores,  tribunales  de  comercio  y enjuiciamiento  mercantil, 
organización  del  crédito  territorial,  sociedades  mercantiles  y de 
derecho  común  y quiebras  de  las  compañías  concesionarias  de  ferro- 
carriles y demás  obras  públicas.  Tal  cúmulo  de  disposiciones,  uni- 
das á las  dictadas  en  época  anterior,  hacían  sobremanera  difícil  y 
enojosa  la  aplicación  del  Código  de  comercio,  que  no  sólo  estaba 
redactado  con  un  criterio  abiertamente  contrario  al  que  dominaba 
en  las  últimas  reformas,  sino  que  aparecía  derogado  en  muchos  de 
sus  artículos,  parcial  ó totalmente,  por  efecto  de  las  mismas. 

» A tal  estado  de  confusión  y de  verdadera  anarquía  había  llega- 
do la  legislación  mercantil,  que  el  mismo  Gobierno  reconoció  la  ne- 
cesidad urgente  de  ponerle  término  en  el  Decreto  de  20  de  Sep- 
tiembre de  1869,  por  el  que  se  dispuso  la  redacción  del  proyecto  de 
Código  de  comercio  y Ley  de  Enjuiciamiento  mercantil,  cuyo  tra- 
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las  obligaciones  de  1881,  en  vigor  en  1883;  Eusia, 
Códi"o  do  comercio  de  1835,  revisado  en  1842  y 1857j 


bajo  (lobía  diísomponar  con  toda  urgencia  una  nueva  comisión,  te- 
niendo presente  de  una  parte,  los  trabajos  de  la  creada  en  ISoOr 
por  iniciativa  del  que  suscribe,  y de  otra,  los  decretos  leyes  del  Go- 
bierno provisional  y los  proyectos  de  ley  pendientes  entonces  de  la 
aprobación  de  las  Cortes  y bajo  las  bases  en  el  mismo  decreto  con- 
signadas. Y casi  al  mismo  tiempo  se  ordenaba  por  otra  ley,  la  pro- 
mulgada en  19  de  Octubre  del  mismo  año  1869,  que  se  iirocediera 
inmediatamente  a la  revisión  del  Código  de  comercio,  con  el  objeto 
de  modificarlo  en  el  sentido  de  la  más  amplia  libertad  de  los  asocia- 
dos para  constituirse  en  la  forma  que  tuvieran  por  conveniente  y á 
ñn  d(í  ponerlo  en  consonancia  con  los  adelantos  de  la  época. 

/.Afortunadamente  esta  vez  no  quedaron  defraudados  los  propó- 
sitos del  poder  legislativo,  porque  bien  pronto  pudieron  tocarse 
los  resultados  del  trabajo  encomendado  á la  nueva  Comisión.  Poco 
más  de  cinco  años  invirtió  en  la  preparación  del  proyecto  de  Código, 
á pesar  de  los  profundos  y detenidos  estudios  y maduras  deliberacio- 
nes que  durante  ese  tiempo  fueron  la  tarea  continua  de  aquella  co- 
misión que  el  infrascrito  tuvo  el  bonor  de  presidir  desde  el  falle- 
cimiento nunca  bastante  llorado  del  insigne  jurisconsulto  don  Pe- 
dro Gómez  de  la  Serna.  Dicba  Comisión  se  abstuvo  de  formular  el 
proyecto  de  Ley  de  Enjuiciamiento  mercantil,  á consecuencia  de 
haberse  promulgado  en  19  de  Septiembre  de  1870  la  Ley  provisio- 
nal sobre  organización  del  Poder  judicial,  que,  en  la  segmnda  de 
sus  disposiciones  transitorias,  autorizó  al  Gobierno  para  reformar 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  incluyendo  al  final  de  ella  una  parte 
ó sección  que  comprendiese  las  disposiciones  especiales  necesarias 
j)ara  los  iKig'ocios  mercantiles.  Por  este  motivo  elevó  únicamente  á 
manos  del  Gof)ierno  el  proyecto  de  Código  de  comercio.  Y como 
aquél  se  hallaba  preocupado  á la  sazón  con  asuntos  graves,  que 
absorbían  por  completo  toda  su  atención,  transcurrió  algún  tiempo 
sin  que  se  sometiese  dicho  proyecto  á la  deliberación  de  las  Cortes; 
continuando  en  tal  estado,  hasta  que,  por  iniciativa  de  las  mismas, 
se  jniblicó  la  L^;y  de  7 de  Mayo  de  1880,  que  impulsó  de  nuevo  la 
obra  hace  tantos  ;iños  comenzada,  mandando  que  se  diese  publicidad 
oficial  al  x)roye(d;0  de  Código  formado  por  la  Comisión  nombrada  en 
18b|fi  con  el  objeto  de  que  fuese  conocida  la  opinión  de  las  personas 
peritas  en  materia  tan  compleja  como  difícil,  y fuese  apreciada  esta 

Opinión  por  una  nuevq  Comisión  revisora,  antes  de  elevarlo  á la  ca- 
tegoría de  ley  del  reino. 

Bque  en  la  misma  ley  se  acordó  que  las  Audiencias  y otras 
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HüDgría,  Código  de  comercio  de  1876  y lej  del  cambio 
de  18/  éy  Inglaterra  no  tiene  Oodigo  de  comercio,  y de 


corporaciones  competentes  informasen  también  sobre  el  restableci- 
miento de  los  antiguos  tribunales  de  comercio,  el  Gobierno  ha  creí- 
do que  este  punto,  por  referirse  á la  organización  del  Poder  judi- 
cial y al  Enjuiciamiento,  era  hasta  cierto  punto  independiente  del 
proyecto  de  Código,  y que  de  todos  modos  había  de  pasar  t ienipo  an- 
tei$  de  que  pudiera  llegarse  á una  solución  como  esta,  que  satisticie- 
ra  las  encontradas  tendencias  de  los  que  ahrman  la  unidad  de  juris- 
dicción y los  que  sostienen  la  conveniencia  de  dar  participación  á 
los  comerciantes  en  la  administración  de  justicia,  cuando  se  trata 
de  cuestiones  relativas  á su  profesión. 

«Constituida  la  Comisión  revisora  del  proyecto  de  Códit;-o  bajo 
la  presidencia  del  ministro  que  suscribe;  publicado  dicho  proyecto 
en  la  Gaceta  de  Madrid,  y transcurrido  con  exceso  el  plazo  señala- 
do en  la  ley  de  7 de  Mayo  de  1880  para  que  los  Tribunales,  Corpora- 
ciones y particulares  sometiesen  las  observaciones  que  estimaren 
convenientes,  al  juicio  de  dicha  Comisión,  procedió  ésta  con  el  ma- 
yor celo  y actividad  á la  revisión  de  todos  y cada  uno  de  los  artícu- 
los que  el  proyecto  abraza,  estudiando  los  informes  remitidos,  com- 
parando lo  dispuesto  en  él  con  las  leyes  de  otras  naciones  de  gran 
cultura  mercantil,  y abriendo  discusiones  frecuentes  y detenidas 
sobre  las  más  importantes  y difíciles  materias.  Durante  los  meses 
que  ha  empleado  la  Comisión  en  tan  arduas  tareas , reuniéndose 
casi  diariamente,  se  ha  revisado  todo  el  proyecto  de  la  primitiva 
Comisión,  en  el  que  se  han  introducido  muchas  moditicaiciones  y 
enmiendas,  así  poi-lo  que  hace  al  plan  ó método  seguido  en  la  codi- 
ficación como  en  lo  que  toca  al  contenido  de  las  mismas  disposi- 
ciones, las  cuales  se  han  adicionado  con  otras  totalmente  nuevas  y 
algunas  tan  importantes  como  las  relativas  :i  los  electos  de  comer- 
cio conocidos  con  el  nombre  usual  y corriente  de  cheques,  de  que 
ning’una  mención  se  hacía  en  el  proyecto  primitivo.  Ivesulta,  por 
lo  tanto,  el  que  ahora  se  somete  lí  las  Cortes  notablemente  mejo- 
rado, pudiendo  afirmarse  de  él  sin  exagerada  estimación,  que  se  ha- 
lla á la  altura  de  los  progresos  realizados  en  esta  parte  de  la  cien- 
cia del  derecho.)) 

A pesar  de  esta  afirmación,  tan  natural  en  boca  del  ministro 
que  suscribe  el  proyecto,  Sr.  Alonso  Martínez,  le  falta  basiante  al 
Código  de  1885  para  estar  ói  la  altura  de  los  progresos  realizados  mi 
dicha  fecha  por  el  derecho  mercantil.  * 

Ni  en  el  derecho  cambiarlo  ni  en  el  marítimo  está  ;i  la  altura 
que  debiera  estar.  Sus  autores  han  comprendido  la  superioridad  del 
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aquí  que  su  derecho  mercantil  sea  en  gran  parte  con- 
suetudinario;  tiene,  sin  embargo,  leyes  especiales  sobre 
el  cambio  (1882),  sobre  quiebras  (1883),  sobre  socieda- 
des (1862  y 1867),  etc.  (a). 

§ 5.® — Reseña  sobre  las  vicisitudes  de  la  ciencia 

del  derecho  mercantil, 

15, — Después  de  haber  reseñado  el  estado  de  la  le- 
gislación mercantil,  debemos  hacer  brevemente  algunas 
indicaciones  sobre  el  estado  de  los  estudios  del  derecho 
mercantil. 

Las  vicisitudes  de  estos  estudios  se  conexionan  ne- 
cesariamente con  las  del  comercio  y la  legislación  mer- 
cantih  Por  esta  razón,  los  primeros  trabajos  de  derecho 


derecho  anglogermánico,  y no  se  han  atrevido  á marchar  por  el 
nuevo  sendero  más  que  tímidamente.  La  letra  de  cambio  no  es  ya 
expresión  del  contrato  de  cambio  trayecticio  como  en  el  Código 
del  29;  pero  tampoco  llega  á ser  un  instrumento  de  crédito.  La  hi- 
poteca marítima,  que  ya  estaba  admitida  en  el  Código  de  Holanda 
de  1838,  ha  sido  preciso  introducirla  en  nuestro  derecho  por  una 
ley  del  afio  93.  La  comercialidad  de  los  inmuebles,  principio  procla- 
mado por  el  Código  de  Italia  de  1882,  tampoco  se  ha  atrevido  á de- 
clararla el  legislador  español.  La  prioridad  de  los  usos  mercantiles 
sobre  el  derecho  común  (véase  la  N.  T.  de  la  pág.  24)  ha  sido  en 
definitiva  desechada;  los  contratos,  hoy  tan  importantísimos,  de 
cuenta  corriente  y de  edición,  se  han  quedado  sin  figurar  en  la  ley 
mercantil,  etc.  (N.  T.) 

(a)  Algunos  de  estos  Códigos  han  sido  traducidos  al  castellano 
en  la  ya  citada  Colección  de  las  Instituciones  jurídicas  y políticas 
de  los  pueblos  modernos.  El  Código  belga,  el  portugués,  el  holandés, 
el  turco,  el  rumano,  el  alemán,  el  francés  y otros. 

Eara  enterarse  del  estado  de  la  legislación  mercantil,  puede 
veise  la  traducción  hecha  por  el  Sr.  Oliva  y Bridgman,  del  fo- 
da' ^ Lyon  Caen,  Tablean  des  lois  conimerciales  an  vigueuT 
chSn  cs^  Utats  de  VJEurope  et  de  VAmérique.  La  traduc- 

Barcelona,  aunque  no  lleva  fecha,  es  de 
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iHCiCciiitil  S6  cncuciitríiii  cu  Itíilin,  donde,  ooino  liemos 
dicho,  florecieron  antes  que  en  parte  alguna  la  industria 
j el  comercio.  Notables  son  en  realidad  las  obras  si- 
guientes: Balducci  Pegolotti,  Pratíca  dclla  mercatura 
(1343);  Benvenuto  Stracca,  Tnidatus  di  mercatura  sen 


mercatore  (1553);  Sigismondo  Scaccia,  Tradatus  de  com- 
merciis  et  cambio  (1618);  Eaffaele  Torre,  DecamJms 
(1639);  Axsaldo  de  Ansaldi,  Díscursus  legales  de  com- 
mercio  et  mercatura  (1689).  Las  últimas  por  razón  del 
tiempo,  pero  las  primeras  por  su  mérito,  son  las  obras 
de  G.  M.  Casaregis,  JDiscursiís  legales  de  commercío 
(1707),  II  cambista  istruito  (1727),  etc. 

Todos  estos  trabajos  tienen  carácter  científico,  j me- 
recen ciertamente  ser  recordados  como  los  de  aquellos 
que  rompen  la  marcha  al  constituirse  la  ciencia  del  de- 
recho mercantil  con  caracteres  propios;  pero  la  tenden- 
cia á acomodar  de  nuevo  las  relaciones  contractuales, 
que  poco  á poco  iban  resucitando  en  los  moldes  del  de  - 
recho  romano  y del  derecho  canónico,  apareció  al  pro- 
pio tiempo,  especialmente  en  los  más  antiguos  de  entre 
estos  mismos  trabajos,  y también  en  la  jurisprudencia 
práctica,  como  en  las  decisiones  de  la  Rota  genovesa 
(recopiladas  en  1552)  y romana  ( recopiladas  en  1590),  é 
impidieron  la  constitución  de  una  ciencia,  con  caracte- 
res propios  y límites  bien  definidos. 

16. — Entretanto  las  ordenanzas  francesas  de  1673 
y 1681,  presentando  un  campo  de  estudios  más  determi- 


nados, atrajeron  la  atención  de  los  escritores,  si  bien, 
por  efecto  de  haber  reducido  las  disciplinas  que  rigen  el 
comercio  á un  terreno  más  restringido  que  el  de  las  cos- 
tumbres mercantiles,  desarrolladas  ya  por  entonces  casi 
en  su  mayor  parte,  perjudicaron  también  el  desenvolvi- 
miento de  la  ciencia.  De  todos  modos,  encontramos  en 
Erancia  en  esta  época  los  escritores  más  autorizados  de 
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derecho  mercantil,  como  Satary,  Le  parjait  négociant 
(1675);  Yalin,  Commentaire  sur  Vordonnand  de  la  marU 
ne  (1760\,  t Traite  des  assurances  et  des  con- 

iratsd  Ja  grosse  (1784).  En  Italia  tenemos  Azuxi,  Di- 
zionario  universaJe  ragionato  delta  jurisprudenza  mercan- 
tile  (1786)  y el  Diriito  marittimo  (1796);  De  Jorio,  Giu- 
risprudeuza  del  commerdo  (1799),  los  dos  hermanos  Bal- 
DASSEEO^'I,  al  primero  de  los  cuales  (Ascaxio),  se  debe 
principalmente  el  tratado  de  la  Assicurazione  rnarittime 
(1796)  y el  Dizionario  ragionato  delta  giv.rispimdenza  ma- 
rittvma  e di  commerdo  (1811;,  y al  otro  (Pompeto),  prin- 
cipalmeute  las  Leggi  e costumi  del  cambio  (1805). 

17. — El  Código  de  Napoleón  de  1807  dio  nneyo  im- 
pulso a los  estudios,  tanto  njuis'^uanto  que  poco  á poco 
fue  ganando  terreno  al  propio  tiempo  la  idea  de  que  la 
costumbre  era  la  fuente  del  derecho  mercantil.  De  esta 
época  hasta  hoy  encontramos  en  Francia  notables  tra- 
bajos de  derecho  mercantil,  algunos  sistemáticos,  otros 
en  forma  de  comentarios  al  Código.  Indiquemos  entre 
los  primeros:  Paepessus,  Coiirs  de  droit  eornmercial: 
MasssÉ,  Le  droit  eoonnerdal  dans  ses  ro.vvorts  avec  le 
droit  des  ocns  d le  droit  civH:  Pelamakue  et  Lepoi- 
TEViA,  Traite  de  droit  commerdal:  Lyox  Caex  et^Keya- 
VlA\  Freds  de  droit  commerdal:  Buavaud-VeykiÉKES, 
Traite  de  droit  commerdal:  v entre  los  secTUudos:  AlaE- 
ZET  y Béoakkide.  Hay  que  confesar,  sin  embargo,  que 
el  carácter  cientítico,  propiamente  tal,  no  lo  adquiere  el 
Derecho  mercamil  más  que  en  las  obras  de  los  iunscou- 
sultos  alemanes,  los  cuales  sunierou  senararse  de  las  cus- 
posiciones  positivas  del  Codigo,  para  dar  a la  materia 
una  mayor  comprensión  y nn  orden  sistemático  verda- 
di  lámeme  notable,  pero  que  no  siemnre  contribuye  á la- 
laudad  de  la  exposición.  Merecen  señalarse  en  este  sen- 
tukv.  OoLusouMuvr.  Hanri  uch  XuoL. 
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Das  Handelsrecht;  Endemmann,  Das  deutsche  Handels- 
recht  systematisch  dargestellt^j  más  recientemente:  Hand^ 
buch  des  deutschen  Handels^Sec-nud  Wechselrecfds;  GrA- 
REIS,  Das  deutsche  Randelsrecht;  Behrend,  Lehrbuch  des 
JSandelsrechts , 

18.  — En  cuanto  á Italia,  después  de  las  obras  ante- 
riormente indicadas,  es  preciso  llegar  hasta  estos  últi- 
mos tiempos  para  encontrar  alguna  cosa  digna  de  rese- 
ñarse. Prescindiendo  de  otros  de  menos  importancia,  se- 
ñalaremos los  siguientes: 

Yidari. — Corso  di  diritto  commerciale^  nueve  tomos 
(sin  duda  alguna  es  esta  la  obra  más  importante). 

Marghieri. — II  diritto  commerciale  italiano  esposto 
sistemáticamente  (publicados  tres  tomos). 

Vivante. — Trattato  teórico  practico  di  diritto  commer- 
ciale (publicado  el  tomo  primero). 

Borsari. — Commento  al  códice  de  1865. 

Bolaefio,  Supino,  Marghieri,  Vivante,  Morta- 
ja, Calucci,  Ascoli  y Cüzzeri. — Commento  al  códice  di 
’Commercio  del  188S. 

19.  — Para  completar  esta  breve  reseña,  añadiremos, 
por  último,  que  son  varias  las  revistas  periódicas  de  de- 
recho mercantil;  entre  ellas,  podemos  señalar:  en  Ale  - 
manía,  la  Zeitschrift  für  das  gesammte  Randelsrecht,  diri- 
gida por  GtOLDSCHMIDT;  en  Francia,  los  Annales  de  droit 
commercial,  del  profesor  Thaller;  j en  Italia,  II  diritto 
commerciale,  dirigido  por  Supino  y Serapini  {a). 


(a)  Aunque  la  literatura  jurídica  mercantil  española  es  bastan- 
te pobre,  no  merecía  haber  sido  tan  olvidada  por  el  autor,  pues  si 
^n  los  tiempos  modernos  no  podemos  exhibir  nada  que  pueda  po- 
nerse en  parangón  con  las  obras  de  Yidari,  Marghieri,  Lyón-Caen, 
.etcétera;  en  los  tiempos  antiguos  tenemos  á Sarava,  Instituciones 
de  los  mercaderes,  cuya  obra  fue  traducida  al  italiano  en  1562;  á 
Mero  ADOR,  Tratos  y contratos  de  mercaderes.  Salamanca,  1569; 
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^ (3, Fuentes  del  derecho  mercantil  (1)  (a). 

20. — Son  fuentes  del  derecho  mercantil,  en  primer 
lugar,  las  leyes  mercantiles,  esto  es,  el  Código  de  co- 
mercio y las  otras  leyes  que,  siendo  referentes  á la  ma- 
teria no  están,  sin  embargo,  contenidas  en  el  mismo 
(núm.  13).  En  segundo  lugar,  los  usos  mercantiles,  álos 
cuales,  como  ya  hemos  dicho,  es  fuerza  que  la  ley  conce- 
da gran  autoridad  y precedencia  sobre  el  derecho  civiL 
Estos  usos  son  generales  ó especiales,  según  que  se  re- 
fieran en  general  á toda  especie  de  comercio  ó ya  á una 
especie  determinada  de  él,  generales  ó locales,  según 
que  se  practiquen  en  todo  el  reino,  ó ya  tan  sólo  en  de- 
terminada plaza.  En  el  conflicto  entre  los  usos  genera- 
les y los  usos  especiales  (ó  locales),  prevalecen  estos, 
salvo  disposición  contraria  de  la  ley  (art.  1.^).  A fin  de 


traducida  igualmente  al  italiano  en  1591,  y con  posterioridad  á 
Hevia  Bolaños,  Laberinto  de  comercio  terrestre,  etc.  Madrid, 
1619;  también  traducida  al  latín  en  1702. 

Y que  no  son  de  tan  escasa  importancia  estos  autores,  lo  de- 
muestra, no  sólo  el  hecho  de  que  se  tradujeran  al  italiano,  tierra 
clásica  del  derecho  mercantil,  sino  que,  por  confesión  de  los  mis- 
mos escritores  franceses,  estaban  estos  libros  en  manos  de  los  juris- 
consultos que  redactaron  las  ordenanzas  de  1673  y 1681,  y en  ellos 
hicieron  acopio  de  doctrina  los  principales  autores  de  derecha 
mercantil  francés  que  escribieron  con  motivo  de  estas  mismas  or- 
denanzas. 

Y para  no  repetir  aquí  nombres,  no  reproduciré  ahora  los  que  ya 
quedan  indicados  en  la  nota  primera  que  he  puesto  á esta  traduc- 
ción,  y que  puede  servir  de  nota  bibliográfica.  Tan  sólo  añadiré 
porque  no  figura  en  ella;  Alvarez  del  Manzano,  Curso  de  Dere’ 

filosófico,  histórico  y vigente  (español  y extranjero). 

adrid,  1890-93,  un  tomo,  en  publicación;  y el  notabilísimo  trabajo 
la  1^^^  desgracia,  del  catedrático  de  literatura  jurídica  de 

Central,  Ureña  y Smenjaud,  Ensayo  de  un  plan 
e un  curso  de  Derecho  mercantil  de  España  y de  las  prin- 
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que  los  usos  sean  verdadera  fuente  de  derecho,  es  nece- 
sario: que  su  existencia  sea  comprobada  sin  duda  alo-u- 
na; que  el  uso  se  repita  más  veces  y por  un  cierto  tiem- 
j)0;  que  se  haya  establecido  con  la  convicción  jurídica 
de  que  es  cosa  debida,  de  aquí  que  los  actos  de  toleran- 
cia ó de  liberalidad  no  constituyen  usos  jurídicos;  que 
no  sean  contrarios  á la  ley,  al  menos  en  lo  que  esta 
prohíbe  ó mande,  porque  la  costumbre  no  tiene  fuerza 
para  derogar  ^art.  5,  tit.  preh  al  Cód.  civ.b  ni  al  orden 
jniblico  y las  buenas  costumbres. 

La  pnmeba  de  los  usos  puede  hacerse  con  todos  los 
medios  probatorios  admitidos  por  la  ley  (art.  4-1),  cuan- 
do, se  entiende,  sea  esta  prueba  necesaria,  porque  si  el 
uso  hubiese  llegado  á conocimiento  del  juez,  podría  este 
aplicarlo  sin  necesidad  de  prueba.  La  apreciación  del 
juez  que  afirma  ó niega  la  existencia  de  un  uso,  como 
apreciación  de  hecho,  no  es  alegable  en  la  casación,  sal- 
vo si  se  fundare  en  criterios  jurídicos  erróneos.  Por  la 
misma  razón  no  es  lícito  probar  por  pnámera  vez  ante  el 
Tribunal  de  Casación  la  existencia  de  un  uso  mercantil, 


cíjjales  nacióles  de  Eiiro^Ta  ?/ publicado  en  \a  Berisfa  Ge- 
neral de  Legislación  y Jurisgirudencia,  tomos  LXXII,  LXXIII 
LXXIY,  LXXV.— ^X.  T.) 

1^1)  Yanni.  JDella  consuetiidine  mi  suoí  rapgwrti  col  diritto  c colla 
legislazione.  Periiggia  1879. — Yivante,  Gli  usí  mcrcantili,eii  el  At' 
chivío  giuridico,  vol,  XXIX,  pág.  -34. — Calamandkei,  Glisiií  del 
commercio  italiano.  Firenze,  1889. — Ottolenghi,  en  los  Anales  di 
jurisprudenza,  1868,  III,  pág.  57. — Fremery,  ob.  cit.,  cap.  II. — 
Laband,  en  la  Zeitsclirift  fiir  das  gesammte  Handelsrcchty  to- 
mo XYII,  pág.  466. 

(a)  En  los  tratados  generales  de  derecho  mercantil  español 
que  he  citado  hasta  aquí  se  trata  con  más  ó menos  extensión  esta 
materia,  así  como  la  mayor  parte  de  los  de  esta  obra,  pero  para  no 
hacer  interminables  estas  notas,  suprimiré  en  adelanto  toda  indica- 
ción bibliográfica  que  no  se  refiera  á puntos  especiales  que  hayan 
sido  objeto  de  monografías  ó de  trabajos  publicados  en  revista 
profesionales. — (X.  T.) 
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puesto  que  todavía  no  tiene  el  asentimiento  pacífico  (a). 

En  tercer  lugar,  otra  fuente  del  Derecho  mercantil 
se  encuentra  en  el  derecho  civil,  expresión  bastante  más 
lata  que  la  de  Código  civil,  usada  en  el  art.  89  del  Códi- 
go derogado,  j que  permite  al  juez  aplicar,  á falta  de 
leyes  y de  usos  mercantiles,  el  Código  civil  con  una  cierta 
amplitud,  teniendo  en  cuenta  la  equidad  y los  intereses 
del  Comercio  (&). 

A las  fuentes  ya  indicadas  se  pueden  añadir  como 
subsidiarias  otras,  á saber:  la  equidad,  que  en  materia 
de  derecho  mercantil  tiene  extraordinaria  importancia, 
la  autoridad  de  lo  ya  juzgado,  y también  el  derecho  ro- 
mano y la  doctrina  asentada  por  los  escritores  (c). 


(a)  La  doctrina  de  nuestro  Código  respecto  á los  usos  mercan- 
tiles, ya  hemos  dicho  que  queda  reducida  á bien  poca  cosa;  pues  á 
pesar  de  lo  afirmado  tan  rotundamente  por  el  art.  2.'’,  los  artículos 
50  y 59 los  dejan  reducidos  á ser  meros  instrumentos  de  interpre- 
tación de  las  cláusulas  dudosas  de  los  contratos. 

Entre  los  usos  generales  y los  locales  la  ley  española  estima  es- 
tos últimos  como  de  mayor  fuerza,  y respecto  al  modo  y manera  de 
probar  estos  usos  no  dice  nada  ni  la  ley  mercantil  ni  el  Código  ci- 
vil, quedando  por  lo  tanto  esto  al  arbitrio  del  juez.  (N.  T.) 

(5)  El  derecho  coninn,  fórmula  más  amplia  todavía  que  la  de 
derecho  civil  que  emplea  el  Código  italiano,  es  la  tercera  de  las 
fuentes  del  derecho  mercantil,  según  el  ya  citado  art.  2,°  de  nuestro 
Código;  pero  en  realidad,  es  la  segunda  á tenor  de  lo  que  dispone 
el  art.  50.  (N.  T.) 

(c)  El  art.  6.*^-  del  Código  civil  español,  después  de  la  ley  no  re- 
conoce otras  fuentes  que  la  costumbre  del  lugar,  y en  su  defecto, 
los  principios  generales  del  derecho.  (N.  T.) 
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EL  COMERCIO  EN  GENERAL 
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CAPÍTULO  PEIMEKO 
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El  siajeto  de  la  actividad  luereantil.  (1) 

4 •• 

§ 1.^ — Criterios  que  determinan  la  cualidad  de  comerciante. 

i 

f 21. — Sujeto  de  la  actividad  mercantil  lo  es  tanto  el 

que  ejecuta  aisladamente  actos  de  comercio,  como  el 
que  ejecuta  estos  mismos  actos  por  razón  de  su  profe- 
sión; sin  embargo,  en  este  segundo  caso  el  sujeto  de  la 
actividad  mercantil  adquiere  la  cualidad  jurídica  de  co- 
' merciante  (art.  8).  La  cualidad  de  comerciante  resulta, 

por  consiguiente,  del  concurso  de  estos  dos  extremos: 
a)  Ejercicio  de  actos  mercantiles. 
h)  Profesión  habitual. 

22. — a)  El  ejercicio  de  los  actos  que,  como  veremos 
más  adelante,  están  declarados  por  la  lej  actos  de  co- 
mercio, constituye  el  primero  de  los  requisitos  indica- 
dos. La  ley  habla  de  actos,  pero  también  un  sólo  acto 

(1)  Bkancaccio,  Dello  stato  del  commerciantc.  Napoli,  181)8.— 
Beslay,  Des  commen^ants.  París  1867. 
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puede,  con  el  concurso  de  otras  circunstancias  de  hecho,, 
de  las  cuales  se  desprenda  la  intención  de  ejercitar  el 
comercio , ser  suficiente  para  considerar  como  cum- 
plido el  requisito  de  la  ley.  El  ejercicio  de  los  actos  mer- 
cantiles, ó sea  el  ejercicio  del  comercio,  debe  hacerse  en 
nombre  propio;  el  que  ejercita  el  comercio  en  nombre 
de  otro,  no  es  más  que  mandatario  de  aquel  á quien  per- 
tenece el  comercio.  Sin  embargo,  no  es  necesario,  para, 
tener  la  cualidad  de  comerciante,  que  los  actos  mercan- 
tiles hayan  de  ser  ejecutados  personalmente;  basta  para 
este  ejercicio  que  los  actos  ejecutados  con  cierta  fre- 
cuencia se  hagan  en  nombre  de  la  persona,  y que  ésta  se 
obligue,  para  que  deba  reputársela  como  comerciante.. 
Como  también  es  comerciante  el  que  en  el  ejercicio  de 
un  comercio  ha  nombrado  un  factor,  en  vez  de  atender 
él  personalmente  al  negocio,  y no  lo  es  el  factor,  porque 
precisamente  obra  por  cuenta  del  principal.  Lo  mismo 
puede  decirse  en  general  de  los  demás  agentes  auxilia- 
res del  comercio,  á excepción  del  comisionista,  porque 
éste,  si  bien  contrata  por  cuenta  de  otro,  también  á ve« 
ces  obra  con  los  terceros  en  nombre  propio  y se  obliga  él 
en  persona  y obliga  sus  propios  bienes;  éste  es  un  me- 
diador por  la  naturaleza  misma  de  su  profesión. 

23. — h)  El  otro  requisito  consiste  en  la  profesión  ha- 
bitual; los  actos  de  comercio  deben  ejecutarse  con  la  in- 
tención de  repetirlos  y hacer  de  ellos  una  profesión.  El 
determinar  esta  intención,  cuando  no  sea  públicamente 
manifiesta,  es,  más  que  otra  cosa,  una  cuestión  de  hecho 


que  queda  al  prudente  arbitrio  del  juez;  pero  en  nin- 
gún caso  una  simple  declaración  de  querer  ejercer  el  co- 
mercio podrá  tener  valor  como  no  vaya  seguida  del  ojer- 


^■i^‘10  efectivo 


do  actos  mercantiles;  del  mismo  modo  que 


tendría  tampoco  valor  alguno  haberse  atribuido  en 
actos  públicos  ó privados  la  cualidad  de  comerciante, 
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siempre  que  faltasen  los  requisitos  iieoesarios  al  caso 
exigidos  por  la  lej.  Advertimos,  por  último,  que  para 
ser  tenido  en  cuenta  el  requisito  de  la  profesión  no  os 
necesario  que  del  ejercicio  del  comercio  se  liaira  el  ob- 
jeto  exclusivo  de  la  propia  actividiul:  basta  (pie  este 
ejercicio  sea  continuado,  y repetidas  las  operaciones 
mercantiles.  Tales  son,  pues,  los  rcíjuisitos  cuyo  coiicur- 
sodetermina  la  cualidad  jurídica  de  comertaanie.  Otras 
legislaciones,  como  la  alemana  y la  suiza,  rc(piieren  to- 
davía que  la  cualidad  de  comerciante  resulle  de  la  ins- 
cripción en  un  registro  (Eegistro  mercantil),  en  el  cual 
están  necesariamente  obligados  á inscribirse  los  que 
ejercitan  actos  mercantiles  por  profesión  habitual  (a); 
pero  este  sistema,  que  tiene,  sin  embargo,  sus  ventajas, 
no  evita  las  cuestiones  en  el  caso  en  (|ue  alguno  (pie  de- 
bía necesariamente  inscribirse  en  el  registro  no  se  haya 
inscrito,  y por  esta  razón,  no  se  admitió  entre  nos- 
otros (?>). 

24. — Lo  que  hemos  dicho  tiene  aplicación,  lo  mismo 
tratándose  de  las  personas  singulares  que,  de  las  colecti- 
vas; pero  las  sociedades  constitnída-s  para,  el  ejercicio  del 
comercio  adquieren  la  cualidad  de  cormu-ciantes  por  el 
sólo  hecho  de  su  regular  constitución,  y aun  antes  de  em- 
pezar á practicar  los  actos  mercantiles  para  (pie  se  cons- 
tituyeron (art.  8.)  Además,  como  veremos,  las  sociedades 


♦ 

(a)  Esto  mismo  exig*ía  nuestra  lof^islación  de  182í).  (N.  T.) 

(b)  Otro  tanto  ha  hecho  el  leg'islador  español  de  1885,  con  la 
particularidad  de  (][ue  al  tratarse  del  comercio  marítimo,  ha  faltado 
al  principio  de  que  la  inscripción  es  potestativa  para  los  com(‘r- 
ciantes  particulares  (art.  17),  y exij^e  al  naviero  (art.  5í)5)  la  ins- 
cripción en  la  matrícula  de  comerciantes  de  la  irrovincia,  siendo  lo 
más  notable  que  ya  no  existe  semejante  matrícula,  x)ues  el  reg*istro 
mercantil  creado,  por  el  Códig*o  no  es  la  anti<*'ua  matrícula,  (pie  es- 
taba á cargo  de  los  secretarios  del  gobierno  civil. — (N.  T.) 
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mercantiles  deben  inscribirse  en  el  registro  correspon- 
diente (a), 

§ 2. — Capacidad  para  ejercer  el  comercio  (1)  (6). 

SECCIÓN  PRIMERA 

Personas  singulares. 

25. — Sujeto  de  la  actividad  mercantil  puede  ser  cnal- 
quiera  que  tenga  capacidad  para  obligarse;  en  este  sen- 
tido debe  necesariamente  interpretarse  el  silencio  del 
moderno  legislador;  hoy  la  capacidad  de  comerciar,  des- 
aparecidas las  antiguas  restricciones,  es  de  derecho 
común  (c) . 


(a)  Nuestro  Código  estima  como  obligatoria  paralas  sociedades 
la  inscripción  en  el  registro  mercantil  (art.  17),  y de  esta  inscrip- 
ción, así  como  de  la  voluntad  de  los  asociados,  depende  el  carácter 
civil  ó mercantil  de  los  mismos,  puesto  que  el  Código  civil  no  es- 
tablece diferencia  esencial  (art.  1665)  entre  unos  y otros,  y autoriza 
á las  sociedades  civiles  (art.  1670)  para  revestir  todas  las  formas 
reconocidas  por  el  Código  de  Comercio.  (N.  T.'' 

(1)  Boggio,  Delle  persone  fisiclie  incapaci  agli  atti  civile  e di 
commercio.  Torino,  1889. — De  Tullio.  Le  donna  maritata  nell 
esercizio  delta  mercatara.  Napoli,  1884. 

(h)  Vicente  Caravantes.  Bienes  afectos  al  ejercicio  del  co- 
mercio de  la  mujer  casada,  tomo  XLI,  pág.  374. — Revista  de  Legis- 
lación y Jurisprudencia.  (N.  T.) 

(c)  El  Código  español  ha  seguido  en  esto  un  sistema  opuesto 
al  italiano,  pues  no  siendo  ya  un  derecho  de  excepción  al  común, 
sino  un  derecho  con  caracteres  propios,  ha  determinado  por  su  cuen- 
ta la  capacidad  legal  de  los  que  pueden  ejercer  el  comercio  (art.  4). 
Las  condiciones  exigidas  para  tener  esta  capacidad  son; 

1. ""  Haber  cumplido  21  años. 

2. ^  No  estar  sujeto  á la  potestad  del  padre  ó de  la  madre,  ni  a la 
autoridad  marital. 

3.  Tener  la  libre  disposición  de  sus  bienes. 

Ahora  bien;  siendo  para  adquirir  la  capacidad  civil  necesaria  la 

ad  de  23  años  (art.  320  Cód.  civ.),  parece  que  la  capacidad  para 


DERECHO  MERCANTIL 


45 


Cierto  es  que  el  ejercicio  de  cierta  clase  de  comercio 
6 de  ciertas  industrias  está  supeditado  en  la  ley  á con- 
diciones determinadas,  como  veremos  en  el  cap.  II,  pero 
estas  condiciones,  de  carácter  político  o administrativo, 
no  tienen  nada  que  ver  con  la  capacidad  para  ejercer  el 
comercio;  su  inobservancia  no  produce  otro  efecto  que 
el  de  sujetar  a quien  las  viola  á penas  disciplinarias, 
pero  no  influyen  sobre  la  capacidad  jurídica  de  éste,  que 
que  queda  tan  capaz  ó incapaz  como  antes,  independien- 
temente de  tales  condiciones. 

26. — Todos  los  que  son  capaces  para  obligar,  pue- 
den, por  lo  tanto,  y por  regla  general,  ejercer  el  comer- 
cio; no  podrán  ejercerlo  los  incapaces;  no  se  liace  distin- 
ción entre  el  liombre  y la  mujer,  como  tales,  ni  entre 
nacionales  y extranjeros;  aunque  éstos  son  capaces  de 
ejercer  el  comercio  siempre,  que  sin  consideración  á las 
leyes  de  su  país,  sean  capaces  con  arreglo  á nuestra  ley, 
porque,  por  regla  general,  la  capacidad  para  ejercer  el 
comercio  no  se  regula  por  la  ley  nacional  del  extranjero, 
sino  con  arreglo  á la  ley  italiana  (art.  58).  (a). 

27. — A la  regla  anteriormente  indicada  acerca  de  la 
capacidad  para  ejercer  el  comercio,  se  hacen  algunas 


ejercer  el  comercio  se  consigne  dos  años  antes,  y así  debiera  ser  si 
el  legislador  español  Imbiera  buscado  el  modo  de  poder  conceder  al 
menor  de  23  años  la  libre  disposición  de  sus  bienes;  pero  como  ni  la 
emancipación  (art.  327  Cód.  civ.)  para  el  (^ue  está  sujeto  a la  pa- 
tria pptestad,  ni  el  beneficio  de  la  mayor  edad  para  el  huérfano  ma- 
yor de  18  años  y menor  de  23,  autorizan  esta  libre  disposición  de 
un  modo  absoluto,  no  hay  legalmente  medio  de  consegniir  que  el  ma- 
yor de  21  y menor  de  23,  pueda  ejercer  el  comercio.  Sin  embargo, 
en  la  práctica  se  fia  resuelto  la  dificultad  habilitando  al  emancipado 
para  este  ejercicio;  pero  repito  que  la  emancipación  no  es  ni  con 
mucho  la  libre  disposición  que  exige  el  Código  de  comercio.  (N.  T.) 

(a)  El  Código  español  admite,  por  el  contrario  (art.  15),  que  la 
capacidad  del  extranjero  se  regule  por  la  ley  de  su  país,  salvo  si  en 
los  tratados  ó convenios  se  estipulase  otra  cosa.  (N.  T.) 


46 


DERECHO  MERCANTIL 


excepciones,  debidas  á razones  especiales  de  convenien- 
cia y de  orden  público.  Estas  excepciones  se  refieren  en 
su  mayor  parte  á los  empleados  públicos,  en  particular 
á los  funcionarios  del  orden  judicial  y á los  alguaci- 
les (art.  14  de  la  ley  sobre  la  organización  judicial),  al 
personal  consular  de  primera  categoría  (art.  4.®  de  la 
ley  consular  de  28  de  Enero  de  1866),  á los  procurado- 
res (art.  43;  ley  de  8 de  Junio  de  1874,  sobre  el  ejercicio 
de  la  profesión,  etc.),  no  á los  abogados,  á los  cuales  se 
les  prohíbe  tan  sólo  ser  mediadores  públicos  (art.  13; 
ley  citada),  y finalmente,  á los  condenados  por  quiebra 
culpable  ó fraudulenta  (art.  861,  Cód.  com.).  De  otras 
prohibiciones  particulares  referentes  á los  factores  (ar- 
tículo 372)  y á los  socios  de  responsabilidad  ilimitada 
(artículo  112),  hablaremos  en  otro  lugar.  A todas  las 
personas  anteriormente  indicadas  les  está  prohibido  el 
ejercicio  del  comercio,  no  la  ejecución  de  actos  mercan- 
tiles aislados,  para  los  que  continúan  capacitadas  dichas 
personas.  Por  último,  aun  cuando  respecto  al  ejercicio 
del  comercio,  fuera  del  caso  de  una  incapacidad  cier- 
ta y efectiva,  tratándose,  como  se  trata,  tan  sólo  de  una 
prohibición  basada  en  razones  particulares  de  público 
interés,  se  desprende,  que  si  bien  la  incapacidad  no  po- 
drá oponerse  contra  tercero,  áun  siendo  el  incapacitado 
alguna  de  las  personas  anteriormente  indicadas  que  hu- 
biese contravenido  á las  disposiciones  de  la  ley,  siempre 
será  posible,  no  obstante  la  prohibición,  obtener  contra 
el  infractor  una  declaración  de  quiebra  (u). 


{o)  Mientras  el  Codig'o  italiano  deja  á las  leyes  especiales  el 
proliibir  el  ejercicio  del  comercio  á determinadas  personas,  fuera 
de  la  proliibición  lieclia  :i  los  mi  obrados  v a los  factores  V socios 


de  la  probibición  becba  á los  quebrados  y á los  factores  y socios 
de  responsabilidad  ilimitada,  el  Código  español,  sigue  el  doble 
sistema  de  establecer  prohibiciones  expresas  y de  referirse  á leyes 
especiales  (arts.  13  y 14),  sistema  que  no  tiene  otra  explicación  que 
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28. — La  regla  de  la  capacidad  para  comerciar,  de  que 
^estamos  ocupándonos,  salvo  las  excepciones  indicadas, 
siendo  una  consecuencia  de  la  capacidad  para  contratar, 
debe  examinarse  en  cuanto  se  refiere  á los  menores  y á 
la  mujer  casada,  para  cuyas  personas  la  ley  mercantil 
dicta  especialmente  reglas  particulares.  En  interés  de 
los  mismos  menores,  puesto  que  puede  presentarse  el 
caso  de  que  su  propia  incapacidad  para  comerciar  le  re- 
sulte grandemente  perjudicial,  admiten  nuestras  leyes 
que  el  menor  pueda  ser  declarado  capaz  para  ejercer  el 
comercio,  y con  mayor  razón  para  hacer  actos  singula- 
res de  comercio,  siempre  que  reúnan  estas  condiciones: 

1. ^  Que  el  menor  sea  emancipado; 

2. ®-  Que  esté  autorizado  para  el  ejercicio  del  comercio 
por  su  padre,  por  acta  ante  el  pretor  (a),  ó por  el  coa- 


la de  que  por  este  procedimiento  se  suple  la  deficiencia  de  alg'unas 
leyes  que  debían  establecer  estas  prohibiciones  y no  lo  han  hecho, 
Ni  el  Códig-o  ni  las  leyes  especiales  prohíben  el  ejercicio  del  co- 
mercio á los  alguaciles,  procuradores  y abogados. 

Expresamente,  y en  los  artículos  más  arriba  citados,  se  prohíbe 
el  ejercicio  del  comercio  en  absoluto  á los  condenados  á interdic- 
ción civil  y á los  quebrados,  en  tanto  que  subsistan  los  efectos  de 
la  pena,  y con  ciertas  limitaciones  á los  funcionarios  de  la  carrera 
judicial  y autoridades  que  ejerzan  jurisdicción,  á excepción  de  los 
que  tienen  carácter  popular,  á los  recaudadores  de  contribuciones, 
cuando  no  lo  sean  por  asiento,  y á los  agentes  de  cambio  y corre- 
dores. (N.  T.) 

(a)  No  hay  en  nuestra  organización  judicial  autoridad  alguna 
que  corresponda  al  pretor  italiano.  Para  dar  una  idea  del  lugar  que 
ocupa  en  la  magistratura  italiana,  véase  la  serie  de  sus  autoridades 
por  orden  de  menor  á mayor: 

1. ®  Los  conciliadores. 

2. ^  Los  pretores. 

3. °  Los  tribunales  civiles  y criminales. 

4. '^  Los  tribunales  de  apelación,  y 

5. '^  Los  tribunales  de  casación. 

Las  funciones  del  pretor,  son,  proceder  como  juez  en  las  con- 
tiendas civiles,  mercantiles  y en  las  causas  criminales,  ser  oficial 
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sejo  ele  familia  ó de  tutela,  mediante  acuerdo  ratificado- 
ante  el  tribunal,  según  la  disposición  del  art.  319  del 
Código  civil  (art.  9.®).  La  autorización  puede  ser  general 
ó especial,  según  que  se  refiera  á cualquier  especie  de 
comercio,  ó tan  sólo  á una  clase  determinada  de  éste; 

3.=^  Que  las  actas  de  emancipación  y de  autorización 
sean  presentadas  en  la  secretaría  del  tribunal,  en  cuya 
jurisdicción  haya  el  menor  de  establecer  su  residencia, 
para  que  el  propio  secretario  cuide  de  su  transcripción  en 
el  registro  destinado  al  efecto  y de  su  fijación  en  la  sala 
del  tribunal,  en  la  sala  del  consistorio,  y en  el  local  de 
la  Bolsa  más  próxima.  El  secretario  debe  conservar  la 
prueba  de  haber  hecho  estos  anuncios  (art.  9.®). 

Hechas  la  transcripción  y los  anuncios  indicados 
(nunca  antes el  menor  puede  emprender  el  ejercicio 
del  comercio;  y en  lo  referente  á los  actos  mercantiles, 
se  reputa  mayor  de  edad  y puede,  por  lo  tanto,  hipote- 
car y enajenar  sus  propios  bienes  inmuebles  (art.  11). 

Los  que  han  dado  al  menor  la  autorización  para  co^ 
inercia r podrán,  sin  embargo,  cuando  lo  crean  oportuno 
revocarla,  dando  publicidad  á esta  revocación  en  interés 
de  los  terceros.  Si,  pues,  el  menor  hubiese  ya  emprendi- 
do el  ejercicio  del  comercio,  en  tal  caso,  en  atención  á 
que  las  consecuencias  de  la  revocación  pueden  ser  más 
graves  ya  para  el  menor,  ya  para  los  terceros,  no  pi  odii- 
cirá  este  efecto  hasta  no  ser  aprobada  por  el  tribunal. 


de  la  policía  judicial  y estar  encargado  de  los  asuntos  de  jurisdic- 
ción voluntaria.  Iiln  tal  concepto,  son  de  su  competencia  todas  l<.^s^ 
acciones  civiles  y mercantiles,  cuyo  valor  exceda  de  oO  liras  y nu 
pase  de  1.500;  las  acciones  relativas  á prestación  de  alimentos  ó 
pensiones  alimenticias  periónlicas  y la  liberación  total  ó parcial  de 
la  oblig-acicin  correspondiente,  si  la  prestación  no  excede  del  valor 
anual  de  iIOO  liras;  y en  materia  criminal  entender  en  los  delito^ 
(pie  se  castigutui  con  prisión  correccional,  coníina miento  o des- 
tieri-o  locixl  y multas  que  uo  excedan  de  300  liras.  (;X.  T.) 
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■íí) 

previa  audiencia  á puerta  cerrada  del  menor  (ai't.  lo)  (a). 

29.  — Digamos  ahora  algo  respecto  de  la  mu  jer.  Poi- 
razones  de  orden  familiar  no  puede  la  mujer,  como  es  hicu 
sabido,  ejecutar  sin  autorización  del  marido  los  actos 
taxativamente  indicados  en  el  art.  Idl  del  Oódio-o  civil 
ya  tengan  carácter  civil  ó comercial.  Pero  el  marido  pru^- 
de,  si  quiere,  autorizarla  para,  ejercer  el  comercdo.  El 
consentimiento  del  marido  puede  ser  expreso  ó tácito. 
Se  presume  cuando  siendo  el  ejercicio  del  comercio  pol- 
la mujer  piiblico  y notorio,  no  io  baya  el  marido  expre- 
samente prohibido  mediante  declaración  hecha  publica 
del  modo  que  determina  la  ley  (art.  Id). 

80. — Hay  casos  en  los  que  el  consentimiento  del  ma- 
rido no  es  necesario  para  que  la  mujer  pueda  adquirir  la 
cualidad  jurídica  de  comerciante;  esto  ocurre  cuaudo  el 
marido  sea  menor,  esté  sujeto  á interdicción  civil,  au- 
sente, ó condenado  á más  de  un  año  de  cárcel,  durante 
el  cumplimiento  de  la  condena,  ó cuando  la  mujer  este 


(«)  Fijada  en  el  Códig*o  español  la  mayor  edad  pa,r:i,  td  t\í(>ro¡cio 
del  comercio  en  los  veintiún  anos,  en  la  forma  y imuun'a,  (pie  diji- 
mos ya  en  la  nota  (c)  de  la  páp‘ina  44,  se  lia  crtudloel  It'pislador  (U)n 
fundamento  relevado  de  estatuir  reg-las  para  (pi('>  el  nunior  dc^  vaún- 
tiuno  pueda  ejercer  el  comercio,  ya  (pie  desde  los  dú'ciocho  anos 
necesarios  para  poder  ser  emancipado  (art.  Í>1S  Codip-o  (ávil)  o ha- 
bilitado de  edad  (art.  323  Códig-o  civil),  basta  los  víúutiuuo  hay  un 
lapso  de  tiempo  no  muy  largo. 

Otro  caso  verdaderamente  importante,  y para  (d  (mal  no  había 
regla  alguna  en  la  derogada  legislaciiui  de  1823,  ha  sido  objeto  d(^ 
la  atenci(5n  del  leg'islador  de  1885.  Se  trata  de  la  posibilidad  de  la 
continuacicin  de  un  comercio  por  un  menor  cuando  su  padia^  u otro 
causahabiente  cual(][uiera  lo  (g’erívía  al  tiempo  de  su  niu(n't('i.  Con 
arreglo  al  Código  derogado,  la  li(piidación  era  forzosa;  cou  arreglo 
al  actual  (art.  5.^")  podrán  los  menores,  por  medio  de  sus  guardado- 
res, continuar  el  ejercicio  del  comercio;  y si  sus  guardadores  (;ar(‘- 
cieren  de  capacidad  suficiente,  deberán  nombrar  uno  ó más  facto- 
res que  ejerzan  el  comercio  en  nombre  y por  cuenta  del  menor. 
(N.  T.) 
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legalmente  separada  por  culpa  del  marido  (art.  135,  nú- 
meros 1 y 2 del  Código  civil).  En  tales  casos,  no  exis- 
tiendo la  razón  de  orden  familiar  en  que  se  informan  las 
disposiciones  respecto  á la  autorización  marital,  resulta 
que  ésta  no  es  necesaria  (a). 

31.  — Sucede  también  otras  veces  que  en  lugar  del 
consentimiento  del  marido  se  requiere  la  autorización 
del  tribunal;  esto  tiene  lugar  si  hay  oposición  de  inte- 
reses entre  los  cónyuges,  y la  mujer  está  legalmente  se- 
parada por  culpa  suya,  ó suya  y del  marido,  ó por  mutuo 
consentimiento  (art.  136  Código  civil).  Contra  la  nega- 
tiva del  marido  de  conceder  el  consentimiento,  la  mujer 
puede  proveerse  de  él  acudiendo  al  tribunal;  esto  al  me- 
nos parece  resultar  de  la  combinación  del  § 3.^  del  ar- 
tículo 13  del  Código  de  comercio  con  el  citado  art.  136 
del  Código  civil. 

32.  — Todo  esto  en  el  supuesto  de  que  la  mujer  sea 
mayor  de  edad.  Si  fuese  menor,  ocurriría,  según  algu- 
nos, que  sería  preciso  el  cumplimiento  de  las  formalida- 
des relativas  al  ejercicio  del  comercio  por  los  menores, 
y que  el  padre  ó la  madre,  ó á falta  de  éstos  el  consejo 
de  familia  ó de  tutela,  debían  autorizar  al  cónyuge  me- 


(a)  Los  casos  en  aiie  con  arreglo  á nuestro  dereclio  no  necesita 
la  mujer  casada  la  autorización  del  marido  para  comerciar  son.  en 
general,  los  mi:>m,os  que  en  el  derecho  italiano.  Hay,  sin  embargo, 
la  diferencia  de  que  nuestro  Códig'O  (art.  11)  no  dice  que  no  es  ne- 
cesaria la  licencia  cuando  el  marido  sea  menor , sino  cuando  esté 
sujeto  á curaduría  (hoy  tutela),  fórmula  más  amplia,  puesto  que 
comprende  toda  incapacidad  del  marido.  En  cambio,  limita  los  efec- 
tos por  razón  de  la  pena  tan  sólo  á los  casos  en  que  ha  incurrido  en 
la  accesoria  de  interdicción  civil,  y sabido  es  que  ésta  sólo  tiene 
aplicación  en  los  casos  de  cadena  perpetua  y temporal,  con  lo  cual 
queda  la  mujer  española  que  tiene  el  marido  sufriendo  condena  en 
peor  situación  que  la  italiana.  Respecto  á la  mujer  separada  por 
sentencia  ñrme  de  divorcio,  no  exige  nuestro  Código  que  lo  haya 
sido  por  culpa  del  marido.  T.) 
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Dor  para  emprender  el  ejercicio  del  comercio;  mientras 
<][ue  otros  sostienen  <iue  basta  en  este  caso  el  consenti- 
miento del  marido  (a). 

33. — Autorizada  la  mujer  para  ejercer  el  comercio, 
puede  ya,  por  virtud  de  esta  autorización,  presentarse 
en  juicio  y contraer  obligaciones  para  todo  aquello  que 
concierne  al  comercio  para  que  fue  autorizada,  ó para 
cualquier  especie  de  comercio,  si  la  autorización  le  fue 
concedida  en  términos  generales  (art.  14);  no  podrá,  sin 
embargo,  atendida  la  importancia  del  acto,  y por  muy 
general  que  sea  la  autorización  misma,  constituir  una 
sociedad  comercial  asumiendo  la  responsabilidad  ilimi- 
tada sin  una  autorización  especial  del  marido  ó del  tri- 
bunal (art.  14,  § 4.®)  (6). 

La  mujer  comerciante  puede  también,  sin  necesidad 
de  otra  autorización,  dar  en  prenda  sus  bienes  muebles 
é hipotecar  y enajenar  los  inmuebles.  Sin  embargo,  tra- 
tándose de  los  bienes  dótales,  éstos,  por  consideraciones 
de  orden  familiar,  no  podrán  hipotecarse  ni  enajenarse 
más  que  en  los  casos  y con  las  formalidades  indicadas  en 
el  Código  civil  (art.  14,  § 3.®;  artículos  1.404,  1.405,  Có- 
digo civil)  (c). 


(a)  De  lo  que  dicen  los  artículos  6 y 11  de  nuestro  Código,  que 
hablan  de  la  mujer  casada,  mayor  de  veintiún  anos,  se  deduce  que 
si  es  menor  de  dicha  edad  no  podrá  ejercer  el  comercio  como  no 
fuere  para  continuar  el  que  ya  ejercía  su  difunto  padre  ó causalm- 
biente,  ni  que  sea  posible  habilitarla  en  otro  caso,  con  ni  sin  li- 
cencia de  su  marido,  pues  es  natural  que  no  pueda  autorizar  á su 
mujer  para  hacer  aquello  que  la  ley  no  le  consiente  á él.  (IST.  T.) 

(h)  En  nuestro  derecho  sucede  igualmente,  que  la  extensión  de 
la  autorización  concedida  determina  también  la  extensión  de  si¡.s 
efectos.  Lo  que  no  hace  nuestro  Código  es  meterse  á sutilizar, 
como  el  italiano,  y no  exige,  para  que  la  mujer  pueda  concurrir  á la 
constitución  de  una  sociedad  de  responsabilidad  ilimitada  esa  auto- 


rización esx)ecialísima  de  que  habla  el  autor.  En  mi  sentir,  tal  suri- 
leza  resulta  innecesaria.  (N.  T.) 

(c)  No  existen  en  nuestro  Código  civil  estos  privilegios  por  ro- 
zón de  los  bienes  dótales.  (N.  T.) 
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84. — A las  obligaciones  que  contrae  la  mujer  en  el 
ejercicio  de  su  comercio  es,  por  regla  general,  extraño  el 
marido,  a menos  que  el  matrimonio  no  se  baya  celebra- 
do bajo  el  régimen  de  gananciales,  en  cuyo  caso  ha  de 
entenderse  que  no  habiendo  separación  entre  los  cónyu- 
ges, del  mismo  modo  que  el  marido  aprovecha  las  utili- 
dades obtenidas  por  la  mujer  en  el  ejercicio  del  comer- 
cio, así,  limitadamente  á esas  mismas  utilidades,  queda 
también  obligado  (art.  14). 

35. — La  autorización  dada  á la  mujer  para  el  ejerci- 
cio del  comercio  puede  en  todo  tiempo  ser  revocada,  sin 
distinguir  si  su  ejercicio  era  anterior  ó posterior  al  ma- 
trimonio; basta  que  el  acto  de  la  revocación  se  haya  he- 
cho público.  Sin  embargo,  si  esta  revocación  se  haco 
después  que  la  mujer  ha  comenzado  el  ejercicio  del  Co- 
mercio, entonces,  por  las  consecuencias  más  graves  que 
puede  determinar,  no  tiene  efecto  si  no  se  aprueba  por 
el  tribunal,  previa  audiencia  á puerta  cerrada  de  la  mu- 
jer, ni  perjudica  los  derechos  adquiridos  por  los  terceros 
ni  aun  por  las  operaciones  en  curso  (art.  15).  El  marido 
es  la  persona  competente  para  revocar  la  autorización  si 
fue  él  quien  la  concedió  ó si  no  hubiese  podido  conce- 
derla por  razón  de  un  obstáculo  y éste  hubiese  ya  des- 
aparecido; el  tribunal,  á instancia  de  los  interesados,  es 
otras  veces  el  competente  si  la  autorización  la  concedió 
él  mismo  por  razones  diversas  de  las  que  acabamos  de 
indicar. 


SECCION  SEGUNDA 


Personas  colectivas. 


También  las  personas  colectivas  pueden,  por 
regla  general,  ser  sujetos  de  actividad  mercantil  y ad- 
quiiiij  por  lo  lanío,  la  cualidad  jurídica  de  comerciante. 
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Algunas  dudas  pueden  ocurrir  respecto  á las  entidades 
colectivas  particulares,  como  el  Estado,  la  Provincia  j 
el  Municipio,  atendido  el  carácter  de  estas  sociedades, 
cuja  finalidad,  según  algunos,  es  tan  sólo  la  tutela  j de- 
fensa de  los  ciudadanos.  Hoj,  a pesar  do  (]^ue  la  doctri- 
na reconoce  en  estas  personas  sociales,  no  sólo  el  oficio 
limitado  de  tutela  y defensa,  sino  también  el  de  procu- 
rar el  bienestar  y la  cultura,  y admite,  por  consiguiente, 
que  el  Estado  y las  otras  formas  menores  de  la  colectivi- 
dad, deben  integrar  la  capacidad  del  ciudadano,  para  la 
consecución  de  ciertos  fines  que  ellos  por  sí  no  podrían 
conseguir,  ó que  conseguirían  tan  sólo  de  un  modo  im- 
perfecto, no  se  concibe  la  razón  que  pueda  haber  para 
negar  á estas  personas  sociales  la  posibilidad  de  ser  su- 
jetos de  la  actividad  mercantil.  El  Estado,  la  Provincia 
y el  Municipio  pueden,  pues,  ejecutar  actos  de  comercio 
con  esta  sola  limitación  sin  embargo,  que  los  actos  eje- 
€xxt2idos  ju7'e  imper ii  no  tienen  nunca  carácter  mercantil, 
el  cual  procederá  tan  sólo  en  los  actos  ejecutados  jure 
gestionisj  cuando,  aplicándoles  el  mismo  criterio  que  si  se 
tratase  de  personas  singulares,  tengan  los  actos  ejecuta- 
dos por  ellos  los  caracteres  del  acto  mercantil.  Entonces, 
cuando  el  Estado  y las  otras  entidades  antes  citadas  eje- 
cutan actos  de  comercio,  quedan,  como  es  consiguiente, 
sujetos  á las  leyes  y usos  mercantiles  (art.  7.®),  salvo,  sin 
embargo,  lo  que  dispongan  las  leyes  y los  reglamentos 
especiales  de  carácter  administrativo  por  los  que  se  rigen 
estas  personas  sociales.  Hay  que  tener  en  cuenta  tam- 
bién, que  si  bien  pueden  ejecutar  actos  de  comercio,  no 
pueden,  sin  embargo,  adquirir  la  cualidad  jurídica  de 
comerciante  (art.  7.^);  según  algunos,  porque  no  pueden 
concurrir  en  ellos  los  requisitos  necesarios  para  que  di- 
chos actos  constituyan  la  profesión  habitual  de  los  mis- 
mos; según  otros,  porque  no  es  posible  sujetarlos  á las 
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consecuencias  inherentes  á la  cualidad  de  comerciante^ 
sobre  todo,  alas  de  la  quiebra  (1),  (a). 

37. — Las  personas  colectivas  pueden,  por  regla  gene- 
ral, ejercer  el  comercio,  y con  más  motivo  todavía,  las 


colectividades  que  se  han  constituido  especialmente  con 
dicho  objeto;  éstas  son  las  sociedades  mercantiles.  Las 
sociedades  mercantiles,  según  declaración  de  la  ley, 
constituyen  entidades  colectivas  separadas  y distintas 
do  las  personas  de  los  socios  (art.  77);  son,  por  lo  tanto,, 
capaces  para  contratar  y mostrarse  parte  en  los  juicios,, 
pero  no  por  esto  deben  considerarse  como  verdaderas  y 
propias  personas  jurídicas.  Estas  son,  en  realidad,  crea- 
ción de  la  ley,  y existen  independientemente  de  las  per- 
sonas que  concurren  á su  constitución;  mientras  que  las 
sociedades  mercantiles  son  creación  de  la  voluntad  indi- 
vidual, si  bien  se  puede  intervenirlas  y regularlas,  y no 
se  pueden  considerar  abstracción  hecha  de  sus  socios,, 
porque  en  sustancia  los  derechos  y deberes  de  la  socie- 
dad se  resuelven  en  los  de  los  socios,  á diferencia  de  lo 
que  ocurre  en  las  personas  jurídicas. 

Las  sociedades  mercantiles  no  son,  pues,  personas 
jurídicas,  sino  entidades  colectivas,  creaciones  técnicas 
y administrativas  llamadas  á realizar  los  fines  que  los 
socios  aisladamente  no  podrían  conseguir,  ó que  conse- 
guirían en  peores  condiciones.  Esto  explica  por  qué  de- 
bemos limitarnos  en  este  lugar  á dar  de  las  sociedades 
esta  simple  indicación,  dejando  el  tratar  esta  materia 


(1)  Papa  d’Amico,  Lo  Stato  fa  atti  di  commercio,  en  FilaU’- 
gieri,  1883.  — Mantellini,  Lo  Stato  e il  Códice  civile.  Firenze, 
1882. 

(a)  El  Código  español  no  se  ha  preocupado  de  este  problema, 
pero  como  no  por  eso  deja  de  existir,  la  solución,  cuando  ocurra  el 
caso  de  determinar  si  el  Estado,  la  Provincia  y el  Municipio  pue- 
en  ejecutar  actos  mercantiles,  tendrá  que  ser  afirmativa  y en  los 
rminos  que  indica  la  ley  italiana.  (IsT.  T.j 


DERECHO  MERCANTIL 


55 


para  la  parte  contractual,  porque  la  sociedad  es  antes 
que  nada  un  contrato.  Cierto  es  que  las  sociedades  mer- 
cantiles pueden  considerarse  como  sujeto  de  la  actiddad 
mercantil  y tratarse  de  lleno  bajo  este  aspecto;  pero, 
áun  admitiendo  que  este  método  fuese  el  mejor,  trope- 
zaríamos con  graves  dificultades,  porque  el  estudio  de 
esta  materia  supone  necesariamente  el  de  la  parte  con- 
tractual. He  aquí  por  qué  preferimos  atenernos  al  siste- 
ma seguido  también  por  nuestro  legislador  tratando 
de  las  sociedades  á propósito  de  los  contratos  mercanti- 
les (1),  (a),  (6). 


(1)  Forlani,  Bulle  jpersone  artijlciali  ossia  giuridiclie,  en  el 
ArcMvio  giuridicOj  vol.  VI,  pág.  1.  — Bonelli,  Le  personalitd 
giuridica  delle  societd  di  commercio  en  la  Legge,  1887,  2,  317. — Gior- 
Gi,  Dottrina  delle  jpersone  giuridiche,  vol.  I.  Firenze,  1889, — La- 
BAND,  en  la  Zeitschrift  de  Goldsclimidt,  vol.  XXX,  pág.  482.— 
TJnger,  Personengesammtlieit  und  offene  Handelsgesellschat,  en 
los  Jarhücher  fur  Dogmatih  des  heutigen  Privatrechts^  vol.  XXV, 
página  239. 

(a)  Cab ANILLAS,  Manual  de  las  Sociedades  mercantiles.  Ma- 
drid, 1859. — Montero  y Vidal.  La  Bolsa^  el  Comercio  y las  So- 
ciedades mercantiles.  Madrid,  1886.  (X.  T.) 

(h)  Las  consideraciones  que  liace  el  autor  para  deducir  que  las 
sociedades  mercantiles  no  son  personas  jurídicas  sino  entidades 
colectivas,  creaciones  técnicas  y administrativas,  no  convencen; 
pues  por  la  voluntad  se  constituye  la  familia  mediante  el  matri- 
monio, y no  puede  negarse  que  sea  una  personalidad  jurídica,  y 
también  ocurre  en  ellas  que  los  derechos  y deberes  de  la  sociedad 
se  resuelven  en  los  de  los  miembros  que  la  constituyen,  y no  por 
eso  deja  de  ser  persona  jurídica.  Otro  tanto  sucede  con  las  socie- 
dades á las  que  llama  especialmente  personas  jurídicas,  sin  que 
pueda  establecerse  diferencia  fundamental  en  este  respecto  entre 
dichas  sociedades  y las  sociedades  mercantiles. 

Ahora,  si  por  razón  de  método  conviene  más  dejar  el  estudio 
de  las  sociedades  mercantiles  para  cuando  se  haya  de  hacer  el  de 
los  contratos  con  objeto  de  no  tener  que  andar  haciendo  anticipa- 
ciones de  principios  no  explicados  todavía,  oso  es  cuestión  aparte 
que  no  he  de  tratar,  pero  que  no  tiene  nada  que  ver  con  la  de  si  son 
ó no  personas  jurídicas  las  sociedades  mercantiles.  (N.  T.) 


CAPÍTULO  II 


JEl  objeto  de  la  actíTidad  mercantil  (l). 


oS. — Hemos  dicho  ya  que  el  comercio  se  propone  ha- 
cer circular  la  riqueza;  la  riqueza  es,  pues,  el  objeto  so- 
bre el  que  se  ejercita  la  actividad  mercantil;  y por  rique- 
za debe  entenderse,  como  es  sabido,  todo  lo  que,  tenien- 
do condiciones  para  satisfacer  las  necesidades  humanas, 
tiene  también  condiciones  para  el  cambio;  en  otros  tér- 
minos, todo  lo  que  es  útil  y permutable.  Todo  lo  que  es 
útil  y permutable,  en  cuanto  puede  ser  objeto  de  pro- 
piedad privada,  puede  también  convertirse  en  objeto  de 
comercio  ó mercancía^  pues  este  es  realmente  el  nombre 
con  el  que  se  designan  las  cosas  que  de  hecho  están  des- 
tinadas al  comercio.  De  aquí  que  la  diferencia  entre 
cosa  j mercancía  no  es  diferencia  sustancial,  sino  de  des- 
tino. El  paño,  por  ejemplo,  que  es  mercancía  cuando  se 
encuentra  en  la  tienda  del  comerciante  de  tejidos,  cesa 
de  serlo  en  cuanto  lo  adquiere  aquél  que  se  propone  ha- 


cerse con  él  un  traje  para  vestirse. 

La  voz  mercancía  se  emplea  también  en  otros  senti- 
dos más  restringidos  que  el  que  queda  indicado,  referen- 
tes siempre,  sin  embargo,  á su  destino,  al  comercio.  Al- 
gunas veces  se  emplea  para  indicar  alguna  cosa  mueble. 


y este  es  el  signiñeado  originario  de  la  palabra,  que  ten- 


Ü)  Maoleoi),  Elcmentí  d¡  Economia  Eohfica  (BihUot.  deWEco- 
ohiíbta^  torcera  serie,  vol.  III). — Eademann,  llandhuch,  vol.  II. 
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ga  valor  intrínseco  propio  y presente,  y en  este  sentido 
se  contraponen  alas  mercancías  los  títulos  de  crédito,  los 
cuales  no  tienen  valor  intrínseco  propio  y presente,  sino 
valor  derivado,  son  representaciones  de  valores. 

En  un  significado  aún  más  restringido  se  llaman 
mercancías  á las  primeras  materias  ya  elaboradas  en  las 
fabricas  que  subsisten  después  de  este  primer  uso,  y no 
se  consumen  más  que  lentamente,  en  contraposición  á 
los  frutos  [ciérrate],  ó sea  á aquellos  productos  de  la  tie- 
rra destinados  al  mantenimiento  de  los  hombres  y de 
los  animales,  y que  se  consumen  con  el  primer  uso  (a). 

39. — A la  regla  general  de  que  todas  las  cosas  que 
pueden  ser  objeto  de  propiedad  privada  pueden  conver- 
tirse en  mercancías,  hay  que  oponer  algunas  restriccio- 
nes, las  cuales  se  refieren  á las  cosas  que  ofenden  las 
buenas  costumbres  ó la  moralidad,  que  son  peligrosas 
para  la  salud  ó la  seguridad  pública,  que  constituyen 
contrabando  de  guerra  (art.  216,  Código  de  la  marina 
mercante)  ó monopolio  del  Estado  (sal,  tabaco,  etc.) 

Sin  embargo,  algunas  de  estas  cosas  pueden  aún  lle- 
gar á ser  objeto  de  comercio,  sujetándose  ála  observan- 
cia de  reglas  especiales,  ó por  medio  de  personas  debi- 
damente autorizadas  (sales,  tabacos,  medicamentos,  etc.) 


(a)  La  distinción  entre  le  merce  y le  derrate  no  pnede  precisarse 
en  español  como  en  italiano,  pnes  la  palabra  derrate  no  coincide 
exactamente  con  la  de  frutos.  Sin  duda  por  eso,  si  entre  nosotros  no 
tiene  la  palabra  mercancía  el  mismo  valor  científico  que  vulgarmen- 
te se  le  da  y coincide  el  valor  científico  de  la  misma  en  ambos  idio- 
mas, no  sucede  lo  mismo  con  el  valor  vulgar,  pues  la  significación 
más  restringida  que  tiene  en  español  es  la  de  todas  aquellas  cosas 
que  pueden  pesarse,  contarse,  medirse  y venderse  en  un  almacén  ó 
tienda. 

El  concepto  científico  de  la  mercancía  que  da  el  autor,  aún  pue- 
de completarse,  diciendo  que  es  toda  cosa  que,  estando  en  la  propie- 
dad del  hombre,  y pudiendo  utilizarse  directamente  por  el  cambio^  es 
objeto  de  una  especulación.  (N.  T.) 
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Esto  ocurre  por  la  razón  de  que  el  objeto  de  la  actividad 
mercantil  constituye  de  por  sí  el  ejercicio  de  una  indus- 
tria. Aun  este  ejercicio  por  regla  general  es  libre;  pero 
en  algunas  industrias  está  prohibido  por  razón  de  Esta- 
do (fabricación  de  la  sal  j del  tabaco,  industria  postal, 
telegráfica,  etc.);  otras  están  permitidas  tan  sólo  previa 
licencia  de  la  autoridad  administrativa  (fábrica  de  ar- 
mas, industria  tipográfica,  empresas  de  espectáculos  pú- 
blicos, etc.)  Hay  otras  profesiones  que  se  relacionan 
también  con  el  comercio,  para  las  cuales  se  requirió 
en  quien  las  ejerce  garantías  especiales  de  capacidad 
(mediadores  colegiados,  constructores  de  naves,  capita- 
nes, etc.) 

40. — Sentado  esto,  examinemos  ahora  un  poco  más 
detenidamente  las  varias  categorías  de  cosas  que  pueden 
ser  objeto  de  comercio.  Se  puede  hacer  la  siguiente  cla- 


sificación: 

Mercancías  y frutos  (^derrate), — Dinero. — Títulos  de 
crédito. — Bienes  incorjjorajes. — Servicios. — I)imueh¡es. 

41. — Mercancías  y frutos. — Entendemos  aquí  por 
mercancías  y frutos  todas  las  cosas  muebles,  á excepción 
del  dinero,  que  tienen  valor  intrínseco  propio  y presente. 
Estas  cosas  constituyen  el  objeto  mas  importante  de  la 
actividad  mercantil.  No  es  fácil  una  clasificación  de  las 
mismas,  ni,  por  otra  parte,  tendría  ventaja  alguna  que 
tal  hiciéramos;  pueden  verse,  si  es  preciso,  en  las  tarifas 
aduaneras  de  los  varios  Estados  (a). 


{a)  Todas  estas  cosas  objeto  de  la  clasiticacióu  que  esi 
autor,  tienen  nna  característica  económica  determinada  por  la  re* 
laciem  que  en  ellas  se  da  del  valor  en  uso  v del  valor  en  cambio. 

A medida  que  vayamos  estudi;indolas  iremos  indicando  su  ca- 

ract  .'ríst  i(.ai 


La  de  las  mercancías 
diverso  del  valor 

tes.-^K.  Te 


y frutos  consiste  en  que,  siendo  su  valor 
en  cambio,  son,  sin  embarco,  equivalen* 
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42. — Dinero  (a)  (1).— También  el  dinero  puede  ser 
objeto  de  comercio,  no  obstante  sus  funciones  económi- 
cas j jurídicas.  La  economía  política  nos  enseña  el  doble 
papel  de  la  moneda,  la  cual,  al  mismo  tiempo  que  instru- 
mento de  los  cambios,  es  medida  de  los  valores;  como  ins- 
trumento de  los  cambios,  procura  vencer  las  dificultades 
de  la  permuta,  para  lo  cual  se  requiere  una  reciprocidad 
de  necesidades  entre  los  permutantes;  como  medida  de  los 
valores  simplifica  las  relaciones  contractuales,  constitu- 
yendo un  término  de  comparación  del  valor  de  todos  los 
demás  productos.  Este  término  de  comparación  es  tanto 
más  perfecto  y mejor  adaptado  á su  oficio,  cuanto  mayor 
y más  seguro  es  el  valor  de  la  substanciado  que  estálie- 
cho.  He  aquí  por  qué  la  moneda  debe  en  sí  misma  tener 
un  valor,  y lo  tiene  realmente,  puesto  que  el  metal  no 
deja  de  ser  un  valor  por  estar  reducido  á moneda.  Si, 
pues,  la  moneda  tiene  un  valor,  podrá  también  ser  obje- 
to de  comercio,  ya  que  la  actividad  mercantil  puede  de 
hecho  recaer  sobre  todo  aquello  que  tenga  un  valor  en 
cambio.  Cierto  es  que  el  papel-moneda  no  tiene  en  sí 
mismo  su  valor,  sino  que  únicamente  lo  representa  (y 
por  eso  cumple  imperfectamente  su  oficio),  pero  no  cesa 
por  esto  de  tener  un  valor,  en  cambio,  determinado  por 
la  mayor  ó menor  fe  que  inspire  su  conversión  en  mone- 
da metálica.  La  moneda  puede,  por  consiguiente,  ser 
objeto  de  comercio.  Las  dudas  que  algunos  suscitaron 


(a)  También  ba  sido  traducido  al  francés  para  la  Ijihliotheque 

scientifique  internatíonale. — (IST.  T.) 

(1)  Además  de  los  tratados  g*enerales  de  economía  política,  se 
pueden  consultar  Chevalier,  La  monnaie.  París,  188b.— Jevons, 
M^oney  and  the  mecanisme  of  exchange.  Londóii,  1875  (trad.  ital., 
Milano,  1878)  Knies,  Das  Geld.  Berlín,  1873, — Koen,  en  el  Ma- 
nual de  Endemann,  vol.  II,  § 184T99  (aj. 


(aj  Aldamar,  Informe  sohre  moneda.  Madrid,  1831.  (N.  T). 
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sobre  ]a  capacidad  de  la  moneda  para  ser  objeto  de  co- 
mercio, se  referían  á su  oficio  de  extinguir  las  obligacio- 
nes; pero  esto  oficio  de  ella  es  común  á todas  las  cosas 
qne  tienen  un  valor  en  cambio,  y si  ordinariamente  las 
obligaciones  se  extinguen  con  dinero,  es  porque  éste 
puede  servir  de  instrumento  á todos  los  cambios.  No 
importa  que  mientras  el  objeto  último  de  los  contratos 
sobre  mercancías  y sobre  frutos  es  su  consumo,  la  mo- 
neda no  se  adquiera  para  consumirla,  sino  para  expen- 
derla; todas  las  cosas  se  consumen  del  modo  que  les  es 
propio,  y la  moneda  se  consume  realmente  expendién- 
dola. 

El  comercio  del  dinero  en  el  sentido  de  permuta  de 
las  monedas,  toma  el  nombre  de  cambio  manual  ó tra- 
yecticio,  según  que  se  baga  en  la  misma  plaza  ó entre 
plazas  diversas,  en  cuyo  último  caso  se  relaciona  con  la 
doctrina  de  la  letra  de  cambio.  El  dinero  es  también 
objeto  de  otros  contratos  especiales,  como  el  mutuo  y el 
préstamo  a las  gruesa. 

Su  especialidad  es  producir  intereses  con  perfecto 
derecho.  (Art.  41,  Cód.  Gom.)  (a). 

43. — TÍUílos  de  crédito  (1). — El  crédito,  del  latín  ere- 


(a)  La  característica  comercial  del  dinero  consiste,  si^se  trata  de 
moneda  metálica,  en  (pie  su  valor  en  nso  es  ig-nal  á su  valor  en  cambio , 
si  bien  en  ocasiones  puede  ser  distinto  (cuando  se  convierte  en  pri- 
mera materia  del  arte  del  platero  y joyero),  y si  se  trata  de  moneda  - 


X>apel,  no  tiene  otro  valor  en  uso  (]ue  el  projiio  valor  en  cambio.  Por 
eso  son  tanto  la  moneda  metálica  como  la  moneda-papel  y el  papel- 
moneda  efectos  comerciales  por  excelencia,  y estos  últimos  aún  más 
(pie  la  x)rimera. — (^IST.  T.) 

(1)  Salvioiu,  i tiioli  al  porta tore  nella  storia  del  dirítto  Halla - 
GtAlluppi,  i tltoli  al  portatore,  Torino,  1870. — Papa  d’Ami- 
cc)j  dvLuvdi/o,  Catania,  1886. —De  Folleville,  Traite  de 

la  possesion  des  meublcs  ct  des  tltres  au  portear,  2.^  edic.  París, 
18(0.  Wahl,  Traite  thf'or.  et  prat.  des  titres  aii  porteiir.  París, 
18, )1.  Bitchkue,  Traite  des  valeiirs  mohílieres  et  effets  pabilos. 
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dere  (tener  fe),  es  uno  de  los  factores  más  poderosos  del 
bienestar  económico;  favorece  la  circulación  de  la  rique- 
za j la  reproducción  de  los  capitales,  aumenta,  el  traba- 
jo j el  ahorro  j contribipye  todavía  al  incremento  de  los 
principios  de  moralidad  y fraternidad. 

Como  objeto  de  relaciones  jurídicas  supoiu'  siempre 
el  concurso,  al  menos  de  dos  personas:  un  acreed(.>r  y un 
deudor;  sin  embarg-o,  conviene  tener  en  cuenta,  que  no 
siempre  existe  el  crédito,  por  el  sólo  hecho  de  que  una. 
determinada  persona,  el  deudor,  este  obligada  á cumplir 
á favor  de  otra,  el  acreedor,  una  obligación  cualquiera; 
ó en  otros  términos,  que  si  donde  existe  un  crédito  hr.y 
siempre  un  derecho  de  crédito,  no  siempre  donde  hay 
un  derecho  de  crédito  existe  un  crédito.  Se  requiere  ne- 
cesariamente que  so  trate  do  una,  obligación  de  dar, 
porque  nadie  puede  ser  obligado  á,  hacer,  y que  la  cosa 
dada  por  el  acreedor,  y que  el  deudor  se  obliga  á rest  i- 
tuir  al  llegar  el  término  del  vencimiento,  se  t:  asíiera(ni 
propiedad  al  deudor;  de  aquí  se  deduce  ta,mbién,  (pie  ob- 
jeto de  una  operación  de  crédito  no  pueihni  síu-  sino  las 
cosas  fungibles.  El  crédito  puede,  por  lo  tanto,  S(U*  (con- 
siderado como  el  cambio  de  una,  cosa,  (pn^  sc^  da  do  jn  (‘- 
sente  por  otra  que  se  recibiríi  en  lo  iuturo.  El  cr(Hl¡lo 
puede  dividirse,  en  consideración  a la,  [uu-sona,,  (Mi  pu- 
blico y privado,  según  (pie  proceda,  (Ud  Mstado,  la  Ibro- 
vincia  y el  Municipio,  ()  de  otra,  p(n\sona,  físiiai,  o jurídi- 
ca; en  activo  y pasivo,  según  que  se  refiera,  a,l  ac'riaMior 
ó al  deudor.  En  consideraciiin  á la  causa,  por  la,  (pie  se 
concede,  se  divido  en  personal  y real,  si^gun  (pu‘,  sea, 
simplemente  garantizado  por  o\  deudor  ó por  oi  ro,  o 


París,  1881,  edic,.— Kuntzio,  Die  Lchre  V(m  den,  Jnlndterjxi ¡h(  ren, 
Leipzig,  1857.  BnuNNUK,,  en  el  Handback  di  LJiidcinauiif  vol.  i I, 
§ 191-191).-- Con N,  id.,  § 229-2.‘M. 
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tenga  además  una  garantía  real;  es  decir,  una  prenda  6 

UDcl  llipOtCCcl. 

44.  — La  relación  jurídica  que  se  deriva  de  una  ope- 
ración de  créditO;,  como  también  en  general  el  derecho 
de  crédito,  ó sea  la  relación  entre  acreedor  y deudor, 
puede  exteriorizarse  y revestir  forma  sensible  en  un  do- 
cumento, el  cual  toma  el  nombre  de  título  de  crédito,  si 
bien  en  sentido  estricto  título  de  crédito  sea  tan  sólo 
aquél  que  se  relaciona  con  una  operación  de  crédito. 

Título  de  crédito  es,  pues,  en  general,  un  escrito  que 
atribuye  al  legítimo  portador  el  derecho  de  obtener  la 
satisfacción  de  la  obligación  en  él  consignada. 

Dejando  para  otro  lugar  lo  que  se  refiere  al  carácter 
jurídico  de  los  títulos  de  crédito,  conviene  hacer  notar 
que  en  ellos  podemos  distinguir  lo  que  se  refiere  á las 
prestaciones  á que  dan  derecho,  de  lo  que  se  refiere  á su 
modo  de  emisión  y trasferencia. 

45.  — Bajo  el  primer  aspecto,  se  pueden  distinguir 
los  títulos  de  crédito,  según  que  den  derecho  á una  pres- 
tación en  dinero,  en  mercancías  ó en  servicios. 

Dan  derecho  á una  prestación  en  dinero; 

1. ^  Los  títulos  de  deuda  emitidos  por  el  Estado,  la 
Provincia  ó los  Municipios,  que  dan  derecho  por  regla 
general,  tanto  al  pago  de  los  intereses,  como  en  el  caso 
de  haberse  convenido  así,  á la  restitución  del  capital; 

2. ®  Los  bonos  del  Tesoro  (pagarés  por  otro  nombre), 
con  los  que  los  Estados  recarren  al  crédito  para  suplir 


las  deficiencias  momentáneas  de  caja.  Estos  dan  igual- 
mente derecho  al  pago  de  los  intereses  al  tipo  conve- 
nido y á la  restitución  del  capital  prestado. 


Ins  billetes  de  banco  emitidos  por  los  bancos  de 
emisión  y garantidos  con  una  reserva  metálica.  Estos 
dan  derecho  á la  suma  en  ellos  consignada,  es  decir,  a 
obtener  el  cambio  en  moneda  metálica.  Adquieren  el 
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carácter  de  verdadero  dinero  siempre  que,  como  ha  ocu- 
rrido más  de  una  vez,  el  Estado  dispone  su  curso  for- 
zoso. 

4. ®  Las  obligaciones  de  las  sociedades  mereautiles  é 
industriales,  son  propiamente  títulos  de  préstamo  mu- 
tuo, j á más  del  reembolso  del  capital,  dan,  general- 
mente, derecho  á intereses. 

5. ^  Las  cambiales,  que  contienen  la  promesa  de  pa- 
gar ó hacer  pagar,  en  la  forma  establecida  por  la  ley 
(art.  251  y siguientes)  una  suma  de  dinero. 

6. ^  Los  talones  de  banco  (cheques),  con  los  cuales 
tiene  quien  quiera  sumas  disponibles  en  una  sociedad 
de  crédito  ó en  manos  de  un  comerciante,  de  los  que 
dispone  en  favor  suyo  6 de  un  tercero  (art.  339  y si- 
guientes). 

7. ®  Las  pólizas  de  préstamo  á la  gruesa  ó préstamo 
mutuo  contraído  para  las  necesidades  de  la  navegación, 
en  la  forma  y con  los  efectos  marcados  en  la  ley  (artícu- 
lo 590  y siguientes). 

Dan  derecho  á una  prestación  en  mercancías; 

Las  órdenes  en  frutos  {ordine  in  derrate)  ó letras  de 
cambio  que  contienen  la  promesa  de  pagar  en  determi- 
nada clase  de  cereales  (art.  331  y siguientes). 

Las  órdenes  en  otra  clase  de  mercancías  no  son  ad- 
mitidas en  nuestra  legislación  (a). 

Dan  derecho  á una  prestación  en  servicios: 

1. ^  Los  billetes  de  trasporte  de  pasajeros. 

2. ®  Los  billetes  para  los  espectáculos  públicos. 


(a)  Estas  letras  do  cambio  pagaderas  en  cereales,  introducidas 
por  las  costumbres  mercantiles  de  Sicilia,  cuya  producción  en  gra- 
nos es  tan  grande,  lian  adcpiirido  carta  de  uaturabr/a  en  el  Codigo 
italiano  vigente.  Desconocidas  en  España,  y no  autori/zadas  por 
nuestras  leyes,  pudieran  liaber  servido  (piizá  de  alivio  en  ocasiones 
determinadas  a nuestros  agricultores,  })ues  la  produ(auón  agrícola 
de  nuestro  i)aís  es  gemela  de  la  de  Italia. 
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3.«  Los  sellos  de  correos,  los  timbres  j otros  títulos^ 
análogos. 

46. — En  consideración  al  modo  de  emisión  y trans- 
misión, los  títulos  de  crédito  se  distinguen  en  nomina- 
tivos, á la  orden  y al  portador.  Los  primeros  llevan  el 
nombre  de  una  persona  determinada  y son  transferibles 
tan  sólo  mediante  cesión,  la  cual  regularmente  se  efec- 
túa con  declaración  transcrita  en  los  registros  que  lleva 
el  emitente,  ó por  documento  aparte  en  la  forma  que 
determina  la  ley.  Los  segundos,  si  bien  son  emitidos  en 
nombre  de  una  persona  determinada,  contienen  la  cláu- 
sula á la  ordeUy  y son  transferidos  mediante  una  forma 
particular  de  cesión  que  se  llama  endoso.  En  algunoe 
casos,  sin  embargo,  como  en  las  letras  de  cambio,  la 
ley  sobreentiende  esta  cláusula  aunque  no  vaya  ex- 
presa (a). 

Los  terceros  no  son  emitidos  en  nombre  de  nadie,  y 
pueden  transferirse  mediante  simple  tradición  manual. 
Volveremos  á liablar  de  esto  á su  debido  tiempo. 

47. — Como  títulos  de  crédito  en  su  más  amplia  acep- 
ción, esto  es,  en  cuanto  son  documentos  que  dan  dere- 
cho á obtener  determinadas  prestaciones,  pueden  consi- 
derarse los  siguientes,  aunque,  rigorosamente  hablando,, 
no  sean  títulos  de  crédito  ya  por  su  origen,  ya  por  el 
conjunto  de  derechos  que  representan: 

1.®  Las  acciones  de  las  sociedades  mercantiles.  Es- 
tas acciones,  á más  de  dar  derecho  á tomar  parte  en  la 
administración  de  la  sociedad  y á retirar  las  utilidades, 
representan  regularmente  una  parte  del  capital  social 


(a)  El  C6(lig*o  español  declara  en  su  art.  450  que  si  la  letra  de 
cambio  adolece  de  algniii  defecto  ó falta  de  formalidad  legail  {J  de- 
fecto es  la  omisión  de  la  cláusula  á la  orden) , se  reputará  pagare  a 
favor  del  tomador  y á cargo  del  librador.  (N.  T.) 
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que  debe  ser  restituido  al  tenedor  de  la  acción  al  disol- 
yerse  la  sociedad. 

2.  X^as  cartas  de  porte^  que  son  los  documentos  en 
los  que  se  contiene  el  contrato  de  trasporte  por  tierra 
(art.  389  y sig*.),  iLstas  cartas,  mas  que  dar  derecho  á 
obtener  la  entrega  de  la  mercancía  expedida,  representa 
la  mercancía  misma;  de  tal  manera,  que  la  posesión  de 
la  carta  de  porte  equivale  á la  posesión  de  la  mercancía 
expedida  (art.  456). 

3. ®  La  póliza  de  cargo  (conocimiento  de  carga)  que 
corresponde  á la  carta  de  porte  en  el  comercio  marítimo 
(art.  555  y sig.). 

4. ^  Los  resguardos  de  depósito  de  los  almacenes  ge- 
nerales, los  cuales  también  representan  las  mercancías 
depositadas  en  los  almacenes  mismos  (art.  461  y sig.). 

5. ^  Las  cédulas  pignoraticias  que  van  unidas  á los 
resguardos  de  depósito  (art.  463  y sig.). 

6. ^  Las  facturas  ó notas  de  las  mercancías  vendi- 
das, sobre  las  cuales  puede  efectuarse  la  reventa  de  las 
mismas;  sin  embargo,  según  la  opinión  dominante,  la 
factura  no  representa  la  mercancía;  de  aquí  que  la  trans- 
misión de  la  factura  misma  no  supone  la  tradición  de  la 
mercancía  en  ella  indicada  {a), 

48. — Bienes  incorporales  (1). — También  los  bienes  in- 

(a)  Le  las  acciones  de  las  sociedades  mercantiles,  así  como  de 
las  facturas  de  venta,  sí  que  puede  decirse  con  el  autor  que  no  son 
propiamente  títulos  de  crédito,  porque  las  primeras  supone  una 
serie  de  derechos  de  muy  distinta  naturaleza  de  los  que  suponen  un 
crédito,  y las  segundas  no  dan  derecho  por  sí  solas  á la  transmisión 
de  las  mercaderías  en  ellas  indicadas.  En  cambio,  las  cartas  de  por- 
te, conocimientos,  resguardos  de  depósito  y cédulas  pignoraticias 
son  verdaderos  títulos  de  crédito  á pesar  de  los  escrúpulos  del  au- 
tor, pues  su  naturaleza  es  la  misma  que  la  de  los  demás  títulos  que 
dan  derecho  ya  á una  prestación  en  dinero,  ya  á una  prestación  en 
mercancías  ó en  servicios.  (N.  T.) 

(1)  Bosio,  Le  privatíve  industriali  nell  diritto  italiano.  Torino, 
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corporales,  derechos,  acciones,  etc.  (considerados  como 
muebles  ó inmuebles  por  la  ley),  ya  que  tienen  un  valor 
en  cambio,  pueden  ser  objeto  de  comercio. 

En  particular  hemos  de  recordar; 

1.0  Los  privilegios  industriales; 

2. ®  Los  derechos  de  los  autores  que  cuando  son  ad- 

I 

quiridos  de  conformidad  con  la  ley  constituyen  una  pro- 
piedad, ó por  lo  menos  un  derecho  exclusivo  de  uso,  que 
puede  ser  objeto  de  contratación  mercantil; 

3. ®  La  clientela  de  una  casa  de  comercio  que  te- 
niendo, sin  duda,  un  valor,  puede,  como  veremos,  ser  ma- 
teria de  contrato. 

49.  — Servicios, — La  persona  no  puede  ser  objeto  de 
contrato;  pero  el  trabajo  puede  ser  objeto  de  comercio, 
porque  á la  par  de  las  cosas  tiene  él  también  un  valor  en 
cambio.  De  hecho  la  ley,  declarando,  como  veremos,  aé- 
tos  mercantiles  las  empresas  de  corretaje,  comisión,  es- 
pectáculos públicos,  etc.,  ha  tenido  en  cuenta  no  sólo  las 
cosas  de  cuyo  empleo  se  trata,  sino  también  el  trabajo 
que  forma  la  base  de  estas  empresas. 

50.  — Inmuebles  (1). — También  los  inmuebles  pueden 
ser  objeto  de  comercio;  pero  este  principio,  reconocido 
en  nuestra  legislación  (art.  3.^,  núm.  3),  negado  en  otros 


1891. — CoTTARELLi,  Le  'privative industrian,  Cremona,  1888. — E/E- 
NOUARD,  Traite  des  brevets  d'invention,  3.^  edición.  París,  18b5. — 
PouiLLET,  Traite  théorique  et  pratique  des  brevets  d'invention  et 
de  la  contrefapon,  3.''  edición.  París,  1SS9. — Klostermaxn,  en  el 
Mannal  de  Endemann,  vol.  II,  § 200-228;  también  en  el  Manual  de 
Schónberg,  vol.  III. — Amor,  Dei  diritti  degli  aufori  delle  opere  d'in- 
gegno.  Torino,  1875. — Renoüard,  Traite  des  droits  d'auteur.  Pa- 
rís, 1838-39.— Pouillet,  Traite  de  la  proprieté  litteraire  et  artisti- 
que.  París,  1879. 

(1)  PozzoLiNi,  Del  caracttere  commerciale  di  alcune  operaziani 
^ugli  immobili.  Pisa,  1870. — Maurizi,  11  commercio  in  che  consista 
« sepossa  estendersi  agli  immobili.  Torino,  1877. 
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(Cód.  alemán,  art.  275),  es  controvertido  en  el  terreno 
doctrinal  (a). 

En  contra  de  este  principio  se  observa  que  el  comer- 
cio consiste  en  el  transporte  de  las  cosas  de  un  lugar  á 
otro,  j que  por  eso  no  pueden  ser  objeto  del  mismo  los 
inmuebles,  que  por  su  especial  naturaleza  no  pueden 
transportarse,  Pero  el  transporte  es  una  de  las  funcio- 
nes del  comercio,  no  todo  el  comercio  mismo;  éste  sí 
que  es  verdad  que  tiene  por  objeto  la  circulación,  pero 
tal  circulación  puede  verificarse  independientemente  de 
la  traslación  material  de  las  cosas;  en  fin,  los  bienes 
muebles  pueden  circular  sin  cambiar  materialmente  de 
sitio,  como  ocurre,  por  ejemplo,  en  el  caso  de  las  mer- 
cancías depositadas  en  los  almacenes  generales,  las  cua- 
les circulan  de  mano  en  mano  por  medio  de  los  resguar- 
dos  de  depósito.  Las  otras  objeciones,  deducidas  de  las 
formalidades  más  rigurosas  y menos  rápidas  á las  que 
sujetan  las  leyes  la  trasferencia  de  la  propiedad  inmue- 
ble, no  tienen  valor  alguno.  La  rapidez  sí  que  es  condi- 
ción inherente  á las  operaciones  comerciales,  pero  no 
esencial  á las  mismas.  Por  último,  estas  mismas  forma- 
lidades las  vemos  prescritas  por  nuestro  legislador  para 
la  compra-venta  de  las  naves,  sin  que  por  ello  estas 
compra-ventas  dejen  de  constituir  actos  de  comercio.  En 
sustancia,  no  hay  razón  alguna  que  alegar  contra  los 
bienes  inmuebles,  para  derogar  este  principio:  todo  lo 


(a)  El  Cód.  esp.  de  1829  en  vsu  art.  300  es  contrario  á este  prin  - 
cipio. El  de  1885,  por  escrdpulos  incomprensibles  del  lej^islador  no 
se  ha  atrevido  á reconocerlo  francamente  como  el  italiano  ni  á ne- 
garlo en  redondo  como  el  alemán,  dejando  la  puerta  abierta  (artícu- 
los 325  j 326jpara  que  la  jurisprudencia  resuelva  la  cuestión,  ya 


en  sentido  afirmativo,  como  lo  hace  la  exposición  de  motivos  del 
proyecto  de  Código,  ya  en  sentido  negativo. — (IST.  T.) 
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que  tiene  valor  en  cambio,  puede  ser  objeto  de  comer- 
cio. Ya  veremos  en  otro  lugar  la  extensión  que  á este 
principio  ha  concedido  nuestró  legislador  (a). 


(a)  Sobre  la  comercialidad  de  los  inmuebles  puede  verse  Be- 
nito, ob.  oit.  Lee.  12,  pág.  49.-  (N.  T.) 


CAPITULO  III 


Formas  en  que  se  desenvuelve  la  actividad 

mercantil.  (1)  (a) 


51. — Si  quisiéramos  considerar  el  tema  en  su  aspecto 
económico,  podríamos  decir  que  la  actividad  mercantil 
se  desenvuelve  en  una  serie  múltiple  de  negocios  que 
todos  se  pueden  agrupar  bajo  las  dos  funciones,  en  las 
que  se  resume  el  comercio,  esto  es,  el  cambio  j el  trans- 
porte. 

Nuestro  propósito  es,  por  el  contrario,  considerar  el 
tema  bajo  su  aspecto  jurídico,  esto  es  en  cuanto  la  lej, 
con  objeto  de  determinar  la  aplicación  de  las  leyes  mer- 
cantiles, considera  que  ciertos  actos  dados,  constituyen 
otras  tantas  formas  de  la  actividad  mercantil.  Las  leyes 
modernas,  como  decimos  en  la  introducción,  no  definen 
lo  que  se  entiende  por  acto  de  comercio  (6);  se  limitan 
á hacer  de  los  actos  mercantiles  una  enumeración  que, 
por  lo  menos  en  nuestro  Código,  pretende  tener  simple- 
mente carácter  demostrativo,  como  resulta  por  modo  in- 


(1)  Manara,  Degli  atti  di  commercio.  Torino,  1887.— Cipelli, 
Teoría  giuridica  degli  atti  di  commercio.  Parma,  1870. — Peslay, 
Des  actes  de  commerce.  París,  1865. — Orillar d,  De  la  compétence 
et  de  la  procédure  des  tribunaux  di  commerce.  París,  4844. 

{a)  Lastres,  Los  actos  de  comercio  y la  jurisdicción  mercantil, 
Madrid,  1886. 

(6)  El  Cód.  de  comercio  de  Méjico  de  1884,  constituye  una  ex- 
cepción. En  su  art.  13  define  los  actos  mercantiles;  bien  es  verdad 
que  no  puede  recomendarse  como  modelo  esta  definición.— (N.  T.) 
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dubitable  de  los  trabajos  que  precedieron  á su  publica- 
ción. Por  otra  parte,  una  definición  de  los  actos  mercan- 
tiles sería  difícil  y peligrosa,  y una  enumeración  taxa- 
tiva supondría  que  se  podría  comprender  en  ella  todos 
los  actos  mercantiles,  lo  que  no  es  posible  (a). 

Las  leyes,  pues,  se  limitan  á establecer  una  presun- 
ción juris  et  de  jure  de  la  comercialidad  de  los  actos  enu- 
merados por  ellas  (art.  3.^)  como  actos  mercantiles  obje- 
tivos, dejando  después  al  juez  con  la  guía  de  la  enume- 
ración legislativa  y con  arreglo  al  principio  de  la  analo- 
gía, el  cuidado  de  declarar  todavía  mercantiles  actos 
que  no  están  comprendidos  en  la  misma  enumeración. 
No  podrá,  sin  embargo,  afirmarse  que  nuestro  legisla- 
dor al  enumerar  los  actos  mercantiles  se  baya  inspirado 
siempre  en  un  criterio  científico,  habiendo  algunas  ve- 
ces atribuido  utilitatis  caussa^  el  carácter  de  la  comer- 
cialidad, como  veremos  mejor  en  breve,  á actos  que  ra- 
cionalmente no  deberían  considerarse  como  actos  mer- 
cantiles; de  aquí,  la  confusión  que  en  esta  parte  se  en- 
cuentra en  la  doctrina  y en  la  jurisprudencia. 

52. — Al  lado  del  acto  mercantil  objetivo,  el  legisla- 
dor ha  puesto  el  acto  mercantil  sujetivo,  ó sea  el  dedu- 
cido por  presunción  de  la  cualidad  de  comerciante  que 
tiene  el  que  realiza  dicho  acto.  T,  en  realidad,  es  racio- 
nal suponer  que  de  ordinario  el  comerciante  ejecuta  ac- 
tos mercantiles,  áun  cuando  no  le  este  prohibido  ejecu- 
tar también  actos  civiles.  De  aquí  el  que  se  presuman 
mercantiles  los  actos  ejecutados  por  un  comerciante,  a 
menos  que  no  sean  esencialmente  civiles,  ó lo  que  es  lo 


(«)  El  Cód.  esp.  ni  los  enumera  ni  los  define.  En  el  párrafo  ub 
timo  del  art.  2.®,  sale  del  paso  diciendo:  «Serán  reputados  actos  de 
comercio  los  comprendidos  en  este  Códio*o,  y cualesquiera  otros  do 

naturaleza  análoga.»- (N.  T.) 
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mismo,  á menos  que  el  título  del  que  se  deriva  el  acto 
excluya  en  absoluto  la  comercialidad,  ó que  su  no  co- 
meicialidad  resulte  del  acto  misino^  lo  que  ocurre  siem- 
pre que  el  acto,  teniendo  en  cuenta  las  circunstancias 
intrínsecas  del  momento  en  el  cual  se  cumple,  sin  que 
haya  medio  de  recurrir  á otra  prueba,  resulte  ser  un 
acto  civil  (art.  4.^). 

63. — Dicho  esto,  indiquemos  brevemente  las  varias 
especies  de  actos  declarados  mercantiles  por  la  ley,  agru- 
pándolos en  cuanto  sea  posible  bajo  una  clasificación 
más  general: 

1.® — Operaciones  de  compra  y venta  y locación, — De  or- 
dinario la  compra  es  mercantil  siempre  que  se  haga  para 
revender  ó para  alquilar  (art.  3.^,  núm.  1);  en  este  caso 
es  acto  mercantil  no  sólo  la  compra,  sino  también  la 
venta  ó la  locación  que  son  consecuencia  de  ella.  Deci- 
mos de  ordinario,  porque  hay  casos  en  los  que  la  compra 
no  debe  considerarse  mercantil  áun  cuando  se  hava  he- 
cho  para  revender;  esto  ocurre  siempre  que  la  cosa,  aun- 
que comprada  para  revenderla,  se  conceptúa  como  acce- 
soria de  otra  no  comprada;  tal  es  el  caso  de  un  escultor 
al  que  se  le  encarga  una  estatua  y que  compra  á este 
efecto  el  mármol  para  revenderlo  trabajado.  Los  princi- 
pios que  acabamos  de  indicar  tienen  aplicación,  corno 
hemos  dicho  ya  antes,  áun  cuando  el  objeto  del  contrato 
sean  los  bienes  inmuebles  (art.  3.^^,  núm.  3);  sin  embar- 
go, la  compra  de  un  inmueble  para  arrendarle  no  puede 
considerarse  mercantil  sino  en  el  caso  de  que  constituya 
parte  del  ejercicio  de  un  comercio  de  determinada  espe- 
cie, ó sea  en  el  caso  de  que  constituya  un  acto  accesorio 
del  ejercicio  de  una  profesión  mercantil. 

Hay  casos  en  los  que  la  compra  es  mercantil,  inde- 
pendientemente de  la  idea  de  la  reventa,  como  lo  es  la 
Tenta  independientemente  de  la  idea  de  una  compra 
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precetleiite,  lo  que  sucede  cuando  tenga  por  objeto  ac- 
ciones de  sociedades  mercantiles  (art.  núm.  5);  ó 
también  naves,  ó aparejos,  pertrechos,  vituallas,  com- 
biisiible  y otros  objetos  de  armamento  para  la  navega- 
ción, porque  la  le}^,  teniendo  en  cuenta  la  naturaleza 
intrínseca  del  comercio  marítimo,  considera  acto  de  co- 
mercio todo  lo  que  al  mismo  se  refiere  (art.  3.°,  núme- 
ros 14  y 15).  Lo  mismo  puede  también  decirse,  según  al- 
gunos, en  el  caso  en  que  la  compra-venta  tenga  por  ob- 
jeto obligaciones  del  Estado  ú otros  títulos  de  crédito  en 


circulación  en  el  comercio;  y, 
jos  preparatorios  del  Código 


ciertamente,  de  los  traba- 
resulta  haber  sido  esta  la 


voluntad  del  legislador;  pero  el  núm.  1 del  art.  aplica 
ii  la.  compra  de  estos  títulos  la  regla  general,  v es  evi- 
dente  que  ya  no  hay  medio  de  interpretarlo  de  otro 


modo  [a). 


o o 


■Opt'racio)ics  de  banca  y cambio. — Las  operaciones 
de  banca,  que  tienen  regularmente  por  objeto  el  dinero 
ó el  crédito  son  siempre  actos  mercantiles  para  el  ban- 
quero, y pueden  no  serlo  para,  la  otra  parte,  como  en  el 
caso  de  cuentas  corrientes  ó de  cheques  (art.  3.^\  núme- 
ro IL;  art.  ()/b.  Las  operaciones  de  cambio  son  siempre 
actos  de  comercio  (^art.  núm.  Il2ú  es  verdad  que  la 
letra  de  cambio  puede  también  ser  extraña  á toda  ope- 


Oñ  ^ a lu'  dii'ho  on  notas  antorioros  quo  imostro  Codito  no  onii- 
mm-a  oonjnnt amoní los  aotos  moroaníilos;  no  pnodo.  por  lo  Tanto, 
abaiwn'so  di^  nn  solo  p’olpo  do  vista  la  totalidad  do  los  aotos  mor- 
oautilos,  Mnouanto  a las  ooinpra-vont as  inoroant ilos.  la  dootrina 
do  miostro  (.''odipo  os  la  misma  quo  la  dol  italiano,  sin  otras  difo* 
loiunas  la  d(>  i\uo  la  oompra  o vonta  do  aooionos  do  sooiodados 
luoroautilos  sin  animo  do  rovonta  sora  moroantil  si  tionon  diolias 
a»,  kiout's  la  oatocoria  do  t\t\ilos  ooti.-ablos  on  bolsa  .aríumlos  b7, 

' j ' ' ^ sido  nopooiadas  por  ao'onto  do  cambio  o oorrodor 

. í-'ado  t , , y mismo  suoodo  oon  las  no¿:'ooiaoioiios  do  otVe- 

publioos  ionios  t>7.  v 74-\ y 'P  '' 
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ración  mercantil;  pero  aquí,  sin  embargo,  el  legislador, 
para  facilitar  la  circulación  de  los  documentos  de  cam- 
bio, los  supedita  á las  formas  más  sencillas  del  derecho 
mercantil,  considerándolas  en  todo  caso  acto  de  comer- 
cio. Á las  operaciones  de  bolsa,  en  cuanto  consisten  en 
especulaciones  de  compra  y venta  es  aplicable  cuanto 
acabamos  de  decir  en  el  núm,  1;  también  los  contratos 
d.e  reporto  (a)  son  explícitamente  comprendidos  por  la 
ley  entre  los  actos  mercantiles  (art.  3.®,  núm.  4)  (6). 

3. ^  Empresas  de  suministros  (núm.  6).  — Las  cuales 
resultan  casi  siempre  de  una  serie  de  contratos  de  com- 
pra y venta,  si  bien  otras  veces  los  suministros  pueden 
hacerse  por  otro  medio,  por  ejemplo,  por  arriendo;  por 
eso,  en  éste,  como  en  otros  casos,  la  ley  habla  de  empre- 
sa, pero  esta  palabra  no  se  refiere  al  ejercicio  de  una 
profesión,  y la  usa  la  ley  porque  se  trata  de  negocios 
que  necesariamente  requieren  una  serie  de  actos,  un 
empleo  de  cosas,  capitales,  trabajo,  etc.,  que  no  con- 
sienten que  un  sólo  contrato  de  suministros  pueda  dejar 
de  considerarse  como  acto  de  comercio. 

4. ®  Empresas  de  fábrica  y construcción  (núm.  7),  de 
manufacturas  (núm.  8),  de  espectáculos  públicos  (núm.  9), 
editoriales,  tipográficas  y de  librería  (núm.  10),  de  trans- 
porte (núm.  13),  de  comisión,  de  agencia  y de  negocios  (nú- 
mero 21). — Todas  estas  operaciones  se  fundan  más  ó 
menos  directamente  en  el  arrendamiento  de  obras,  es 
decir,  son  especulaciones  sobre  el  trabajo  de  otro,  exi- 
gen empleo  de  capitales,  gastos  de  instalación,  etc.  Las 


(a)  El  reporto  frlporto)  es  una  especie  de  retroventa  que  ya  ex- 
plicaremos más  adelante  en  qué  consiste. — (N.  T.) 

(h)  Eas  operaciones  de  banca  se  acomodan  en  nuestra  ley  á ios 
mismos  principios.  Las  de  cambio  lo  están  igualmente  desde  1885; 
y en  cuanto  á las  operaciones  de  bolsa  ya  hemos  indicado  en  la  pe- 
núltima nota  cuál  es  el  criterio  legal.— (1^.  T.) 
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eu ipresas  de  fábrica  y construcción  son  mercantiles  en 
cuanto  suponen  especulación  sobre  el  trabajo,  sin  que 
deba  mirarse,  como  ocurría  mientras  rigió  el  Código 
ya  derogado,  si  el  empresario  suministra  ó no  los  mate- 
riales (u).  Las  empresas  de  manufacturas  comprenden 
las  diversas  operaciones,  mediante  las  que  se  transfor- 
man las  primeras  materias,  y son  actos  de  comercio  por 
lo  que  liemos  dicho  en  la  introducción.  Las  empresas  de 
espectáculos  públicos,  editoriales,  tipográficas  y de  li- 
brería son  actos  de  comercio  para  el  empresario  ó el 
editor,  los  cuales  especulan  sobre  el  trabajo  de  otro,  no 
para  el  autor  que  vende  el  producto  de  la  propia  inteli- 
gencia. Las  empresas  de  transporte  tienen  evidente- 
mente caracteres  mercantiles,  porque  en  el  transporte 
se  integra  una  de  las  funciones  más  importantes  del  co- 
mercio. Las  empresas  de  comisión,  agencia  y negocios,, 
suponen  también  una  serie  de  actos  que  implican  es- 
peculación sobre  el  trabajo,  empleo  de  capitales,  de 
cosas,  etc.,  y son  declaradas  mercantiles  á la  par  de  las 
otras  empresas.  Pero  la  comisión,  como  contrato  propio 
del  comercio,  sería  mercantil,  aun  cuando  se  tratase  de 
un  solo  contrato. 

5.^  Operaciones  de  mediación  en  negocios  mercanti’^ 
les  (núm.  22). — La  mediación,  como  empresa,  constituye 
acto  de  comercio,  como  acabamos  de  observar  ahora; 
ocurre,  sin  embargo,  que  si  se  trata  de  contratos  singu- 
lares, no  tienen  éstos  carácter  comercial  si  no  se  refieren 
á actos  mercantiles,  pues  la  ley  considera  en  el  media- 
dor el  simple  hecho  de  la  locación  de  obra;  sin  embar- 
go, es  bastante  dudoso  que  el  sistema  legislativo  corres- 
ponda á los  principios  racionales. 

(«)  En  cambio,  en  la  legislación  española,  suministren  ó no  los 
mateiiales,  tales  empresas  son  puramente  civiles  por  declaración 
expresa  del  Código  civil  (art.  1.588  y sig.).-(N.  T.) 
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6. ^  Operaciones  de  depósito, — La  ley  declara  actos 
mercantiles  el  depósito  por  causa  de  comercio  (mim.  2S)^ 
el  depósito  en  los  almacenes  generales  y todas  las  operacio- 
nes sobre  los  resguardos  de  depósito  y sobre  las  cédulas 
pignoraticias  separadas  de  los  mismos  (nám.  24);  la  prL 
mera  especie,  por  la  razón  misma  de  su  causa;  la  otra 
especie,  ó sean  los  depósitos  en  los  almacenes  generales 
y las  operaciones  relativas  á dichos  depósitos,  podrán 
no  tener  causa  comercial,  pero,  sin  embargo,  utilitatis 
caussa,  están  comprendidos  entre  los  actos  mercanti- 
les (a). 

7. ®  Seguros  terrestres, — Los  seguros  terrestres  contra 
los  daños  y sobre  la  vida,  son  considerados  actos  mer- 
cantiles en  cuanto  al  asegurador,  no  en  cuanto  al  ase- 
gurado que  ejecuta  un  acto  de  previsión,  á menos  que 
no  se  trate  de  seguros  de  cosas  que  son  objeto  de  comer- 
cio ó de  establecimientos  mercantiles,  en  cuyo  caso  el 
acto  es  mercantil  para  el  mismo  asegurado,  en  virtud  de 
la  teoría  de  que  lo  accesorio  sigue  á lo  principal.  El  se- 
guro reviste  carácter  mercantil  aunque  sea  mutuo,  por- 
que da  lugar  á una  asociación  que,  como  veremos,  la  ley 
considera  mercantil.  (Art.  3.^',  núm.  20,  art.  6.'^)  (h), 

8. ®  Operaciones  del  Comercio  marítimo,— las  que 
es  ingénito  el  azar.  Esta  categoría  comprende,  á más, 

(а)  Para  que  el  depósito  sea  mercantil,  dice  el  art.  303  del  Có- 
digo esp.,  se  requiere: 

1. ®  Que  el  depositario  al  menos  sea  comerciante. 

2. ®  Que  las  cosas  depositadas  sean  objetos  de  comercio. 

3. '’  Que  el  depósito  constituya  por  sí  una  operación  mercantil,  ó 
se  haga  como  causa  ó á consecuencia  de  operaciones  mercantiles. — 

(N.  T.) 

(б)  Ni  el  seguro  mutuo  tiene  carácter  mercantil  (art.  380  Códi- 
go español),  ni  las  sociedades  de  seguros  mutuos  tendrán  este  ca- 
rácter (art.  124,  Cód.  esp.),  sino  en  el  caso  de  dedicarse  á actos  de 
comercio  extraños  á la  mutualidad  ó se  conviertan  en  sociedades  á 
prima  fija. — (N.  T.) 
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como  ja  hemos  dicho^  de  la  compra  j venta  de  las  na- 
ves, aparejos,  pertrechos,  vituallas,  combustibles  y otros 
objetos  para  la  navegación,  la  construcción  de  las  na- 
ves (números  14  y 15),  las  expediciones  marítimas  (nú- 
mero 16),  los  ajustes  de  las  personas  al  servicio  de  los 
buques  y las  estipulaciones  respecto  a los  salarios  y es- 
tipendios del  equipaje  núm.  17);  los  fletamentos,  présta- 
mos á la  gruesa  y los  demás  contratos  referentes  al  co- 
mercio marítimo  y la  navegación  (núm.  18),  y finalmen- 
te, los  seguros,  aun  siendo  mutuos,  contra  los  riesgos  de 
la  navegación  (núm.  19). 

Tales  son,  á grandes  líneas,  las  categorías  de  los  ac- 
tos enumerados  por  el  legislador;  por  esto  es  fácil  dedu- 
cir que  la  formación  de  las  mismas  no  está  informada 
en  un  concepto  único  y verdaderamente  científico;  en 
algunos  de  estos  actos  está  realmente  innato  el  carác- 
ter mercantil,  otros  se  han  declarado  mercantiles,  utili- 
tatis  caussa;  otros,  finalmente,  lo  han  sido  como  acceso- 
rios  de  actos  mercantiles. 


CAPITULO  IV 


Condiciones  del  ejei*ciclo  de  la.  actíTidad 

mercantil. 


54. — Cualquier  manifestación  de  la  actividad  mer- 
cantil hecha  por  modo  profesional,  constituye  el  ejerci- 
cio del  comercio.  Este  ejercicio  se  considera: 

1. ^  En  cuanto  á los  medios  destinados  á distinguir 
mejor  este  ejercicio  de  otros  ó los  productos  del  mismo 
de  los  productos  de  la  misma  especie  pertenecientes  á 
otros  ejercicios. 

2. ^  En  cuanto  al  lugar  donde  se  efectúa. 

3. ®  En  cnanto  á la  publicidad  de  que  la  ley  le  rodea. 

4. ^  En  cuanto  á la  obligación  de  llevar  los  libros  de 
comercio. 

5. ^  En  su  conjunto,  en  cuanto  constituye  lo  que  se 
llama  el  negocio  comercial. 

65. — 1.  (1)  (a).  Bajo  el  primer  aspecto  debe,  ante 

(1)  Spaiistg,  Handelsregister  und  Firmenrecht.  Berlín  1884. — 
XiE  Eort,  Le  registre  de  coinmerce  et  les  raisons  de  commerce.  Ge- 
ne ve  1884. — CoRTARELLi,  LHusegna  del  negozio,  Filang-ieri  1889, 
núms.  8 y 9. — Pouillet,  Traite  des  marques  de  fabrique.  Pa- 
rís 1883.— Benouaiíd,  ob.  cit. — Amar,  Studi  di  diritto  industriáis 
(ya  citado). — Braun,  Nouveau  traite  des  marques  de  fabrique.  Bru- 
xelles  1880.  — Kohler,  Fas  Becht  des  Marhenschutzes,  Würz- 
burg  1885. 

(a)  PÉREZ  Dindurra,  Marcas  de  fábrica  y de  comercio.  Ma- 
drid 1892. — Estasén,  Legislación  industrial,  marcas  de  fábrica, 
privilegios  y patentes  de  invención,  tomo  YI  de  las  Instituciones  de 
Derecho  mercantil.  Madrid  1894.— Lastres,  La  propiedad  indus- 
trial y las  marcas  de  fábrica.  Madrid  1891. — (IsT.  T.) 


78 


derecho  mercantil 


todo,  hacerse  notar  que  todo  ejercicio  mercantil  se  hace 
bajo  un  nombre,  ó sea  bajo  firma,  constituida  de  or- 
dinario por  el  nombre  y apellido  del  comerciante  (al 
cual  se  añade  algunas  veces  el  nombre  de  la  industria 
ejercida),  y por  excepción,  por  un  nombre  diverso  del 
comerciante  mismo,  como  ocurre  siempre  que  una  per- 
sona adquiere,  del  modo  que  ahora  indicaremos,  una  fir- 
ma comercial,  y continua  bajo  esta  firma  el  ejercicio 
del  comercio. 

Si  se  trata  de  sociedades  mercantiles,  la  firma  ó ra- 
zón social  está  constituida  para  las  sociedades  colectivas 
por  el  nombre  de  uno  ó más  socios;  algunas  veces  por  el 
nombre  de  alguno  ó más  socios,  con  el  aditamento  de 
«y  compañero»  ó «y  compañía,»  si  son  más  los  socios  no 
expresamente  nombrados  (a). 

Lo  mismo  sucede  con  las  sociedades  en  comandita; 
pero  de  la  razón  social  de  éstas  pueden  formar  parte  los 
nombres  tan  sólo  de  los  socios  de  responsabilidad  ilimi- 
tada, á fin  de  que  los  terceros  no  sean  inducidos  á en- 
gaño por  la  creencia  de  que  responden  ilimitadamente 
los  socios  que  no  tienen  más  que  una  responsabilidad  li- 
mitada. La  sociedad  anónima  no  tiene  verdadera  y pro- 
pia razón  social,  pero  es  designada  por  el  objeto  de  la 
empresa. 

En  todo  caso,  trátese  de  personas  singulares  ó colec- 
tivas, la  firma  que  se  ha  de  usar  ha  de  ser  diversa  de  las 
ya  existentes,  de  modo  que  no  pueda  confundirse  con 
éstas;  y además  debe  corresponder  á la  realidad  de  las 
cosas,  esto  es,  debe  ser  cierta  y sincera;  no  lo  sena,  por 


Nuestra  ley  (art.  12G  Cód.  eom.)  ni  nuestras  prácticas  mer- 
cantiles admiten  la  fórmula  de  «y  compañero. >)  La  única  formula 
leg-al  es  la  de  ccy  compañía,))  pero  la  práctica  admite  la  de  «Fulano  c 

h.ijo  ó hijos^):)  y también  la  de  «Fulano  y hevuiíxuo  ó heriíici'ii'OS. 

(N.  T.) 
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ejemplo,  si  un  comerciante  singular  añadiese  á su  nom- 
bre j apellido  las  palabras  «y  compañía»,  para  hacer 
creer  en  la  existencia  de  una  sociedad  comercial. 

56.  — La  firma  pertenece  al  comerciante,  el  cual  asu- 
me con  la  misma  las  obligaciones  mercantiles.  Tiene  el 
derecho  de  usarla  exclusivamente,  esto  es,  de  impedir 
^ue  otros  se  valgan  de  ella,  de  trasmitirla  mortis  caussa^ 
j según  algunas  legislaciones,  también  inter  vivos  el  con- 
junto de  su  negocio  mercantil;  pero  en  el  derecho  ita- 
liano no  es  admisible  la  cesión  de  la  firma  constituida 
jpor  el  nombre  y apellido  del  cedente;  por  eso  el  cedente 
mismo  será  en  todo  caso  responsable  de  las  obligaciones 
contraidas  por  el  cesionario  con  la  firma  cedida. 

El  uso  ilegal  de  la  firma  de  otro  se  llama  usurpa- 
ción de  firma , y concurrencia  desleal  la  concurren- 
cia que  de  este  modo  se  hace  á aquel  á quien  pertene- 
ce la  firma.  Hay  usurpación  siempre  que  la  nueva  fir- 
ma es  tal,  que  puede  inducir  al  público  á confundirse 
entre  la  nueva  y la  otra  ya  existente.  Es,  pues,  con  un 
criterio  sujetivo,  y no  con  un  criterio  objetivo  deducido 
de  la  identidad  material  de  una  firma  con  otra,  como  se 
debe  juzgar  si  hay  ó no  usurpación. 

La  usurpación  de  la  firma  de  otro  constituye  un  de- 
lito, por  supuesto,  hecha  dolosamente.  Por  eso  en  todo 
caso,  haya  ó no  dolo,  el  perjudicado  tiene  derecho  á la 
indemnización  de  daños.  De  la  trasferencia  de  la  pro- 
piedad de  la  firma  hablaremos  cuando  tratemos  del  ne- 
gocio comercial. 

57.  — Débese  distinguir  de  la  firma  la  enseña  ó em- 
blema que  de  ordinario  suelen  los  comerciantes  poner 
encima  de  la  puerta  de  su  establecimiento  mercantil 
para  distinguirle  mejor  de  los  demás;  esta  enseña  está 
constituida  por  la  firma  del  comerciante,  á la  que  fre- 
cuentemente se  añaden  obras  indicaciones  para  designar 
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mejor  d est/ül^lccimiGntiO  mcrcRntilj  o bien  to^n  sólo  poD 
estas  indicaciones  mismas.  Constituye  una  propiedad  que 
puede  ser  defendida  contra  toda  usurpación,  y trasferida 
á otro,  salvo  si  se  trata  de  denominación  genérica  y ne- 
cesaria, y salvo  también  el  caso  en  que  esté  constuída 
por  la  firma,  pues  entonces  tiene  aplicación  lo  que  he- 
mos dicho  ya  á este  propósito. 

58.  — Lo  mismo  decimos  de  las  marcas,  esto  es,  de  lo& 
signos  que  los  fabricantes  y algunas  veces  los  comer- 
ciantes suelen  imprimir  sobre  las  propias  mercancías,, 
sobre  sus  embalajes,  ó sóbrelas  envolturas  que  los  contie- 
nen, para  indicar  que  salen  de  su  fábrica  ó han  pasado 
por  sus  manos.  Las  marcas  de  fábrica  y de  comercio 
sirven  no  sólo  para  los  que  las  usan,  sino  también  para 
los  terceros,  que  encuentran  en  ellas  el  medio  de  conocer 
la  procedencia  y la  cualidad  de  las  mercancías.  Pueden 
estar  constituidas  por  nombres,  letras,  figuras,  etc.;  por 
eso  nuestras  leyes  (30  Octubre  1859  y 30  Agosto  1868) 
quieren  que  las  marcas  indiquen  la  firma  estableci- 
miento ó fábrica  de  donde  provengan  los  productos  ó las 
mercancías;  pero  tal  disposición  no  debe  entenderse  de- 
masiado rigurosamente.  También  en  cuanto  á la  propie- 
dad y á la  usurpación  de  las  marcas,  son  aplicables  los 
principios  ya  expuestos.  Por  eso  es  útil  añadir  que  las 
leyes  prohíben  no  sólo  la  imitación,  sino  también  la  su- 
presión de  las  marcas  de  fábrica  por  parte  del  comer- 
ciante que  tiene  público  despacho  de  las  mercancías  so- 
bre las  que  se  puso,  no  siendo  ya  lo  mismo,  si  lo  hace  el 
que  las  adquirió  para  servirse  de  ellas.  Con  mayor  razón 
es  castigada  la  falsificación  de  las  marcas, 

59.  — 2.^  (1)  El  ejercicio  del  comercio  puede  de  or- 
dinario practicarse  en  cualquier  lugar  que  se  estime 


(1)  Véase  la  bibliografía  de  la  pág.  77. 
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oportuno.  En  el  lugar  del  ejercicio  mismo  se  dice  que 
tiene  su  asiento  el  establecimiento  mercantil,  la  exis- 
tencia del  cual  se  manifiesta  regularmente,  aunque  no 
siempre,  por  medio  de  almacenes,  despachos,  tiendas 
abiertas  al  público,  j por  medio  de  enseñas  ó emblemas 
sobrepuestos  en  las  mismas.  No  es,  sin  embargo,  necesa- 
rio, que  sea  uno  sólo  el  lugar  del  establecimiento  mer- 
cantil; el  ejercicio  del  comercio  puede  hacerse  en  varios 
lugares,  en  cuyo  caso  el  centro  de  los  negocios  es  el  es- 
tablecimiento principal,  y los  otros  son  sucursales  ó filia- 
les. Pero  entendiéndose  que  todos  estos  establecimientos 
forman  una  sola  cosa,  y que  los  créditos  y deudas  del  uno 
son  también  créditos  y deudas  del  otro,  de  aquí  también 
que  la  quiebra  del  comerciante  comprenda  todos  los  es- 
tablecimientos, sin  que  los  acreedores  de  uno  de  dichos 
establecimientos  puedan  vanagloriarse  de  tener  privile- 
gio sobre  los  acreedores  del  otro. 

En  el  lugar  de  todo  establecimiento  mercantil  se  en- 
tiende también  domiciliado  el  comerciante  para  los  efec- 
tos de  la  jurisdicción  y de  la  competencia;  á pesar  de 
esto,  el  domicilio  civil  está  siempre  en  el  lugar  donde 
tiene  el  comerciante  el  asiento  principal  de  sus  propios 
negocios  é intereses  (art.  16,  Código  civil),  esto  es  de  or- 
dinario en  el  lugar  del  establecimiento  principal,  cuyo 
lugar  tiene  también  importancia  por  cuanto  es  en  él  en 
donde  deben  cumplirse  necesariamente  ciertos  actos,  y 
debe  cerrarse  en  cuanto  se  decreta  la  declaración  de 
quiebra  (art.  685). 

60. — 3."^  (1)  En  interés  de  los  terceros  la  ley  rodea 
el  ejercicio  del  comercio  de  la  mayor  publicidad  posible. 
No  existe  entre  nosotros,  como  en  Alemania,  {a)  un  re- 


(1)  Ycase  la  bibliografía  de  la  pág.  77. 
(a)  Y en  España. — (N.  T). 
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g-igtro  mercantil,  elevado  al  grado  de  institución  jurídi- 
ca, en  el  que  deben  inscribirse  todos  los  actos  referentes 
á la  vida  mercantil,  pero  la  ley  provee  en  cada  caso  y por 
modo  particular  á la  publicidad  de  los  mismos  actos.  De- 
ben efectivamente  ser  anotados  en  registros  especiales 
de  la  secretaría  del  tribunal,  los  actos  relativos  al  ejer- 
cicio del  comercio  por  los  menores,  y las  mujeres  casa- 
das (arts.  9,  10,  12  y 15),  las  capitulaciones  matrimo- 
niales entre  personas,  una  de  las  cuales  ó los  dos  sean 
comerciantes,  ó con  los  cuales  el  ascendiente  comer- 
ciante se  obliga  por  causa  de  la  restitución  de  la  dote  en 
favor  de  la  mujer  del  descendiente;  también  la  demanda 
de  reparación  de  bienes  entre  los  cónyuges  comerciantes 
(arts.  16-20);  la  presentación  de  los  libros  de  los  comer- 
ciantes (art.  24),  ciertos  actos  relativos  á las  sociedades 
(arts.  90  y siguientes),  otros  relativos  al  comercio  ma- 
rítimo, etc.  Para  cumplir  estas  disposiciones  el  Eegla- 
mento  para  la  ejecución  del  Código  de  comercio  (art.  2 
y siguientes),  ordena  á los  secretarios  de  los  Tribunales 
que  lleven  los  siguientes  registros:  1.®  Registro  de  or- 
den; 2.^  Registro  de  inscripciones;  3.^  Registro  de  los 
libros  de  comercio,*  4.^  Registro  de  las  sociedades.  Ade- 
más atiende  la  ley  á la  publicidad  de  algunos  de  estos 
actos  que  quedan  indicados,  y de  algunos  otros  más,  no 
sólo  con  los  registros  de  la  secretaría  del  tribunal,  sino 

O 

también  por  otros  medios,  como  son  los  anuncios  fijados 
en  la  bolsa,  y la  inserción  en  los  periódicos  (a). 

(a)  ISTuestro  Código,  á imitación  del  alemán,  lia  lieclio  de  la  an- 
tigua matrícula  de  comerciantes,  un  registro  mercantil,  verdadera 
institución  jurídica,  tan  necesaria,  que  la  falta  de  ella  se  lia  procu- 
rado suplir  en  Italia,  Francia  y otros  países  por  medio  de  registros 
parciales  á cargo  de  los  mismos  tribunales  de  comercio  ó de  las 
autoridades  gubernativas. 

Ro  vamos  abora  á bacer  un  estudio  de  las  disposiciones  de  nues- 
tro Código  ni  del  Reglamento  interino,  para  la  organización  y re- 
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61. — 4.^  (1)  El  ejercicio  del  comercio  debe,  no  sólo 
rodearse  de  toda  la  publicidad  posible,  sino  también  ser 
practicado  de  manera  que  en  cualquier  momento  pueda 
exactamente  conocerse  el  estado  de  los  negocios,  y esto 
en  interés  no  sólo  del  comerciante,  sino  también  del  or- 
den público  en  caso  de  litigio  ó quiebra;  de  aquí  la  obli- 
gación impuesta  á los  comerciantes  de  llevar  registros 
particulares  y anotar  las  operaciones  relativas  al  nego- 
cio de  su  casa  comercial.  A estos  libros,  como  veremos 
más  adelante,  concede  la  ley  valor  probatorio,  aun  en 
favor  de  los  que  los  llevan.  La  obligación  de  los  libros 
se  impone  en  todas  las  legislaciones;  algunas  (por  ejem- 
plo, la  suiza),  dejan  al  comerciante  en  libertad  de  llevar 
cuantos  libros  crea  oportuno,  siempre  que  de  los  mismos 
resulte  el  estado  de  la  casa  comercial;  otras  (por  ejem- 
plo la  francesa  y la  nuestra),  imponen  libros  determina- 
dos, además  de  los  de  uso.  Estos  libros  legales  son,  se- 
gún nuestra  ley:  1.^  El  libro  diario,  que  debe  presentar, 
día  por  día,  los  débitos  y los  créditos  del  comerciante, 
las  operaciones  de  su  comercio,  su  negociación,  acepta- 
ción y giro  de  efectos,  y generalmente  todo  cuanto  re- 
cibe ó paga  por  cualquier  título  civil  ó mercantil;  ade- 
más las  declaraciones,  todos  los  meses,  de  las  sumas  in- 
vertidas en  los  gastos  de  su  casa.  2.^  El  libro  copiador 


gimen  del  Hegi^tro  mercantil  do  21  do  D ¡(nombro  do  1885,  Rogla- 
mentó  que  no  lia  sido  en  todas  ocasiones  íi(d  iutórproto  do  la  l(!>y,  á 
cnyo  desarrollo  debía  atender;  haremos  notar  tan  S()lo  que  do  la  le- 
gislación italiana,  pudo  haberse  tomado  lo  relativo  al  registro  do 
los  libros  de  Comercio,  y do  la  alemana,  lo  dol  registro  de  (Irmas  y 
nombres  de  comerciantes  particulares  y socifuladesj  así  corno  al 
efecto  de  la  mayor  publicidad  do  los  actos  mf^rcantilos,  pudo  tam- 
bién haber  tenido  en  cuéntalo  que  acerca  de  los  anuncios  en  los  pe- 
riódicos dispone  el  Código  alemán.  — (IST.  T.) 

(1)  Lessona,  i lihri  dt  commercio  nel  diriUo  'positivo  italiano, 
Cremona,  1888. — Pauani,  I libri  commerciali.  Torino  1891 . 
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de  cni'tfis,  en  el  qne  se  deben  copiar  las  cartas  y telegra- 
mas qne  se  expidan.  En  relación  con  este  libro  deben 
conservarse  en  lega  jos  las  cartas  y telegramas  recibidos. 
.3."  El  libro  de  inventarios,  en  el  que  debe  transcribirse 
el  inventario  anual  de  los  bienes  muebles  é inmuebles  y 
de  los  débitos  y créditos  de  cualquier  naturaleza  y ori- 
gen (rt). 


62. — Dos  órdenes  diversos  de  formalidades  prescribe 
la  ley  respecto  á los  libros  de  comercio;  intrínsecas  las 
unas,  extrínsecas  las  otras.  Las  primeras  tienen  por  ob- 
jeto asegurar  la  exactitud  y la  sinceridad  de  los  asientos 
lieclios  en  los  libros  é impedir  el  desorden  , y la  confu- 
sión. Consisten  en  la  obligación  impuesta  de  llevar  los 
libi  ’os  por  orden  de  fechas,  seguidos,  sin  ningún  espacio 
en  blanco,  sin  interlineados  y sin  acotaciones  en  las 
márgenes;  no  solamente  se  proliibe  hacer  tachaduras, 
sino  que  si  fuese  preciso  alguna  vez  cancelar  algún 
asiento,  debe  hacerse  de  modo  qne  las  palabras  tachadas 
sean  siempre  legibles  (art.  25).  (5). 

Las  formalidades  extrínsecas  tienen  por  objeto  evi- 
tar supresiones,  añadiduras  ó sustituciones  de  hojas; 


(a)  Exi^’o  nuestro  (Jodig'o  cu  su  art.  do,  un  libro  más  que  los 
auteriores,  oi  libro  mayor;  cu  el  t|uo  por  Debe  y Haber  i^art.  ob  se 
llevarán  las  cuentas  eou  cada  objeto  y persona  en  particular,  tras- 
ladando á cada  una  de  estas  por  orden  riguroso  de  feclias  los  asien- 
tos del  diario. 

La  necesidad  kmail  do  este  libro  como  medio  de  pruebas,  no 
existe  en  absoluto,  y como  este  es  el  nnicc^  dato  que  ha  debido  te- 
ner en  cuenta  el  legislador,  resulta  por  parte  de  nuestro  Código  im 
exceso  de  celo  perfectamente  extemporáineo.  — T.) 

{h)  Iju  legislaeióm  española  no  consiente  las  tachaduras  ni  aun 
en  la  forma  que  la  italiana  girt.  4o  Cód,  Com.\  Los  errores  en  los 
asientos  g\rt.  •14'^  se  salvaráui  á continuación,  y si  hubiere  transcu- 
irido  tiempo  bastante  desde  que  se  cometió  el  yerro  hasta  que  se 
ad\\eite,  se  hará  la  oportuna  rectitieacióu  en  un  nuevo  asiento. 

auadiendA^  al  margen  del  equivocado  una  nota  que  indique  la  co- 
rrección.— 'p  ^ 
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^ con  tal  objeto  el  diario  y el  libro  de  inventarios  no 

puede  empezar  á usarse,  si  primeramente  no  se  lian  nu- 
merado todas  las  hojas,  y firmado  por  un  juez  del  tribu- 
nal, ó por  el  pretor  del  lugar  en  donde  resida  el  comer- 
ciante; en  la  última  página  de  dichos  libros  y del  libro 
copiador,  debe  declararse  el  número  de  folios  que  con- 
tenga, y á esta  declaración  debe  añadir  el  juez  ó el  pre- 
tor la  fecha  y la  firma,  sin  percibir  por  ello  derecho  al- 
guno. El  libro  diario  debe  presentarse  una  vez  al  año 
al  tribunal  ó al  pretor,  y ser  visado,  sin  gastos,  inmedia- 
tamente á continuación  del  último  asiento  (a). 

En  los  Comunes  en  que  no  exista  un  pretor,  el  visa- 
do del  libro  diario  puede  pedirse  á un  notario,  que  debe 
hacer  constar  esta  formalidad  en  sus  registros. 

63.  — Los  libros  de  los  comerciantes  deben  ser  con- 
servados hasta  diez  años  después  del  último  registro,  y 
así  también  por  diez  años  deben  conservarse  las  cartas 
y telegramas  recibidos  (art.  26);  no  quiere  decir  esto  que 
después  del  decenio  los  libros  no  puedan  ya  servir  de 
prueba.  Del  valor  probatorio  de  los  libros  de  comercio 
nos  ocuparemos  al  hablar  de  los  medios  de  prueba  de 
las  obligaciones  mercantiles  (b). 

64.  — Hagamos  observar,  por  último,  que  la  obliga- 
ción de  los  libros  se  impone  en  nuestra  ley  indistinta- 


(a)  Esta  presentación,  como  el  de  los  libros,  no  es  exigida  en 
nuestra  ley. — (N.  T.) 

(b)  Efecto  de  ser  el  plazo  máximo  para  la  prescripción  de  las 
acciones  mercantiles  en  la  legislación  italiana  el  de  diez  años,  es 
por  lo  que  se  impone  durante  este  tiempo  la  obligación  de  conser- 
var los  libros. 

La  legislación  española  (art.  49,  Cód.  com.)  la  limita  á cinco 
años  por  la  misma  razón,  pero  estos  cinco  años  se  cuentan  á partir 
de  la  liquidación  de  todos  sus  negocios  y dependencias  mercantiles. 
Salvo,  pues,  la  diferencia  de  plazo,  es  más  racional  el  principia 
del  Cód:  ital.-(N.  T.) 
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mente  á todos  los  que  ejercen  el  comercio,  mientras  que 
algunas  legislaciones  (por  ejemplo,  la  alemana)  relevan 
de  esta  obligación  á los  pequeños  comerciantes;  falta, 
sin  embargo,  en  nuestra  ley  una  sanción  directa  contra 
la  infracción  de  esta  obligación;  y solamente  establece 
una  sanción  indirecta  en  caso  de  quiebra.  En  este  caso 
si  el  comerciante  no  lia  llevado  los  libros  mandados,  ó 
si  los  ha  llevado  irregnlarmente,  se  declara  la  quiebra 
culpable  por  este  solo  hecho.  Además  de  los  libros  im- 
puestos á todo  comerciante,  prescribe  la  ley  libros  espe- 
ciales á los  agentes  mediadores  (art.  33),  á los  adminis- 
tradores de  las  sociedades  por  acciones  (art.  140)  y á los 
capitanes  encargados  del  mando  de  una  zona  (art.  501)» 
De  cada  uno  de  estos  libros  hablaremos  en  su  lugar  res- 
pectivo (a). 

65. — 5.^  (1).  El  conjunto  de  la  actividad  y pasivi- 
dad de  un  ejercicio  comercial,  llámase  casa  de  comercio 
ó comercio  tan  solo  (GescJiafty  Fonds  de  commerce).  El 
activo  de  un  comercio,  comprende  toda  clase  de  bienes 
corporales,  muebles  ó inmuebles,  y además,  toda  clase  de 
bienes  incorporales,  como  la  firma,  la  clientela,  el  cré- 
dito, etc.  El  pasivo  comprende  todas  las  obligaciones 
contraídas  en  el  ejercicio  del  comercio.  Así  considerado 
nn  comercio,  constituye  una  nniversitas^  que  supone 
siempre  la  existencia  de  un  sujeto,  es  decir,  de  alguien 
que  ejerza  el  comercio.  El  patrimonio  civil  de  éste  se 


(a)  También  el  Cód.  esp,  exig*e  estos  libros  especiales,  con  la 
diferencia,  de  que  tratándose  de  las  sociedades,  la  obligación  es 
general  á todas,  por  más  íx^e  las  sociedades  por  acciones  necesitan 
libros  especiales  que  no  necesitan  las  demás.  — (N.  T.) 

(1)  Lebre,  Traite  theor.  et prat.  des  fonds  de  commerce.  París 
Vivante,  La  vendita  di  un  azienda  comnierciale f en  la 
riU  ^ Teneía,  18S8,  pág.  305.  — PioiNELLi,  en  el  periódico  H di- 

“■  Sraffa,  id.,  1891,  pág.  625.— 

- t>REi,  Teoría  deU  azienda  comnierciale,  Torino  1S9I. 
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considera  por  algunos  escritores  como  distinto  de  su  co- 
mercio, sin  que  cese  por  ello  de  garantir  con  juntamente 
con  el  mismo  los  derechos  de  los  acreedores,  cualquiera 
que  sea  la  causa  de  su  título,  pero  se  trata  de  una  ficción, 
que  va  más  allá,  quizás,  de  lo  que  debiera.  Sí  que  es 
cierto  que  el  no  cumplimiento  de  las  obligaciones,  para 
que  pueda  dar  lugar  á la  declaración  de  quiebra,  debe 
referirse  á su  comercio  (art.  C83).  {a). 

Sólo  en  el  caso  en  que  el  comercio  pertenezca  á una 
sociedad  mercantil,  los  acreedores  por  causa  social  tienen 
derecho  de  preferencia  sobre  el  comercio,  esto  es,  sobre 
el  patrimonio  social;  j pueden,  en  fin,  concurrir  con  los 
otros  acreedores  del  patrimonio  particular  del  socio;  pero 
esto  es  porque  la  sociedad  constituye  un  ente  colectivo 
distinto  de  la  persona  de  los  socios  (art.  77);  de  modo, 
que  las  deudas  particulares  de  ellos  no  tienen  nada  que 
ver  con  las  deudas  de  la  sociedad  (art.  85). 

66. — Un  comercio  es  susceptible  de  ser  trasferido  en 
propiedad,  ya  intervivos  ya  mortis  caussa.  Si  es  transferi- 
do mortis  caussa  á título  universal,  el  heredero,  al  acep- 
tarla herencia,  adquiere  también  el  comercio  juntamen- 
te con  los  ciéditos  y las  deudas  referentes  á él.  También 
ocurre  esto  mismo  en  caso  de  trasferencia  á título  par- 
ticular, ó sea  por  legado,  salvo  en  este  caso  los  derechos 
de  los  acreedores  contra  el  heredero.  Si  se  trasfiere  por 
contrato,  el  adquirente  asume  ó no  tanto  los  créditos 
como  las  deudas,  según  que  haya  declarado  que  las  hace 
suyas  ó que  no  las  reconoce;  sin  embargo,  los  derechos 
de  los  terceros  no  pueden  nunca  ser  perjudicados  por  el 
hecho  de  la  venta;  de  donde  resulta  que  los  acreedores 
podrán  proceder  siempre  contra  el  vendedor  (y  en  el 


(a)  No  hay  en  nuestro  Código  semejante  distinción,  y me  pa- 
xeee  la  solución  esta  más  acertada. — (N.  TO 
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priinci’  caso  también  contra  el  adquirente),  á no  ser  que^ 
habiendo  el  comprador  asumido  tanto  el  activo  como  el 
pasivo  del  comercio,  hubieren  ellos  aceptado  la  sustitu- 
ción del  nuevo  deudor  por  el  antiguo.  Resuelto  de  varios 
modos  en  la  doctrina  y en  la  jurisprudencia  lia  sido  el 
caso,  no  muy  frecuente  por  cierto,  de  que  en  la  venta  de 
un  comercio  no  se  hubiese  acordado  nada  respecto  álos 
créditos  y deudas.  También  es  cierto  que  la  condición  de 
los  terceros  no  podría  ser  modificada  por  el  simple  he- 
cho de  la  venta  del  Comercio,  la  cual,  como  decimos,  aun 
cuando  puede  considerarse  como  una  universitas,  no  es 
del  todo  independiente  de  la  persona  del  propietario.  La 
cüestión  si  la  venta  del  comercio  comprende  también  la 
de  la  firma,  debe,  en  caso  de  duda,  resolverse  en  sentido 
afirmativo,  teniendo  siempre  en  cuenta  lo  referente  á su 
trasmisibilidad  (núm.  56.) 

67. — Un  comercio  puede  darse  también  en  usufructo. 
El  usufructario  tiene  derecho  de  vender  las  mercaderías 
del  comercio  pagando  el  valor  al  término  del  usufructo, 
hasta  el  completo  del  que  se  les  dio  al  empezar;  y por 
otra  parte  sobre  las  mercancías  que  entraren  en  el  alma- 
cén en  sustitución  de  las  vendidas  y hasta  el  completo 
del  valor  de  las  mismas,  ios  acreedores  del  usufructuario 
no  podrán  hacer  valer  sus  derechos.  Por  último,  se  apli- 
can en  su  mayor  parte  al  usufructo  de  un  comercio  los 
principios  generales  del  usufructo,  teniendo  en  cuenta 
por  otra,  que  el  objeto  del  usufructo  de  que  se  trata  no 
lo  constituyen  las  cosas  que  forman  parte  del  comercio, 
sino  el  conjunto  de  ellas  á que  hemos  llamado  univer- 
sitas. 


CAPÍTULO  V 


Personas  auxiliares. 


68. — Al  ejercicio  de  un  Comercio,  por  poca  que  sea 
su  importancia,  es  bien  difícil  que  el  comerciante,  ó 
principal,  pueda  atender  por  sí  sólo,  de  donde  resulta 
la  necesidad  de  personas  que  le  ayuden  en  él,  ya  depen- 
dan jurídicamente  de  su  persona,  ya  tengan  carácter  in- 
dependiente. De  aquí  la  división  de  los  agentes  auxilia- 
res del  comercio  en  dos  grandes  categorías;  agentes 
auxiliares  que  dependen  del  principal  ó jefe,  y agentes 
auxiliares  independientes.  Los  unos  no  tienen  la  cualidad 
de  comerciantes,  porque  negocian  en  nombre  y por  cuen- 
ta de  otro;  la  tienen,  por  el  contrario  los  otros,  porque 
negocian  en  nombre  propio  ó de  otro,  y su  oficio  consti- 
tuye, como  veremos,  una  profesión  con  carácter  comer- 
cial. Pertenecen  á la  primera  categoría:  el  factor,  el  cual 
figura  al  frente  del  comercio  de  su  principal  ó en  el  lu- 
g:ar  donde  éste  lo  ejerce  ó en  lugar  distinto;  el  depen- 
diente de  comercio  ó sedentario,  destinado  á ayudar  ma- 
terialmente al  principal  dentro  del  establecimiento  en 
todos  sus  negocios,  ó especialmente  en  alguno  de  ellos; 
y finalmente  los  viajantes  de  comercio  que  tratnn  los 
asuntos  del  principal  en  las  varias  plazas  por  donde  pa- 
san, y en  cuanto  al  comercio  marítimo,  el  capitán  y la 
tripulación  de  la  nave  (a). 


{a)  Algunas  diferencias  separan  nuestro  derecho  del  italiano  en 
este  punto,  diferencias  que  no  redundan  en  ventaja  de  nuestro  C(S- 
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Pertenecen  á la  segunda  categoría  los  representan- 
tes del  comercio,  los  comisionistas  j los  agentes  media- 
dores. Pepresentantes  de  comercio  ó también  agentes,  se 
llama  á los  que,  á título  de  profesión,  aceptan  mandatos 
de  casas  ó sociedades  mercantiles.  Estos  representantes 
revisten  la  forma  jurídica  del  mandatario  singular,  pero 
cuando  trabajan  tan  sólo  para  una  casa  ó sociedad  mer- 
cantil adquieren  en  su  lugar  el  de  factores.  El  Código 
vigente  califica  con  el  nombre  de  representantes  á los 
factores  que  dependen  de  una  casa  ó sociedad  extran- 
jera (art.  376),  pero  el  concepto  es  inexacto  (a).  Comi- 
sionista es  el  que  trata  negocios  mercantiles  por  cuenta 
de  otra  persona,  el  comitente,  pero  en  nombre  propio  (b). 
Agente  mediador  es  el  que  interviene  entre  dos  ó varias 
personas,  para  facilitar  entre  las  mismas  la  conclusión 
de  un  contrato. 

La  doctrina  referente  á estos  agentes  auxiliares  en- 
cuentra aquí  su  lugar  oportuno,  en  cuanto  se  relaciona 
con  el  ejercicio  del  comercio.  Sin  embargo,  de  lo  refe- 
rente al  capitán  y tripulación  de  la  nave,  hablaremos 
por  razón  de  la  materia,  al  ocuparnos  de  los  contratos  del 
comercio  marítimo,  y también  al  hablar  de  los  contra- 
digo. II  commessi  di  negozio,  dependiente  de  fcomercio,  pnede  ser 
con  arreglo  á nuestra  ley,  ó propiamente  dependiente  ó mancebo, 
distinción  que  no  resulta  justificada  más  que  por  el  hecho  de  que 
el  primero  puede  practicar  operaciones  por  cuenta  de  su  principal 
fuera  del  establecimiento  ó casa  de  comercio  de  este,  a tenor  del 
poder  ó autorización  concedida,  y el  segundo  ejecuta  estos  actos 
dentro  del  establecimiento,  con  ó sin  poder  especial,  pero  a la  vista 
del  principal.  En  cambio,  á pesar  de  tener  ya  adquirida  gran  im- 
portancia á la  publicación  del  Código  en  1889  los  viajantes  de  co- 
mercio, no  se  ha  preocupado  el  legislador  de  su  existencia.  (N.  T.) 

(a)  Tampoco  el  Código  español  se  ha  preocupado  de  estos  re- 
presentantes.—(N.  T.) 

(&)  El  comisionista  no  pierde  su  carácter  aunque  trate  en  nona- 
bre  del  mandante  (art.  245,  Cód.com.  esp.)-(N.  T.) 
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tos  lo  liaremos  del  mandatario  y del  comisionista,  por- 
que su  oficio  da  lugar  a una  forma  especial  do  la  activi- 
dxd  mercantil.  Cierto  es  que  también  la  mediación  pú- 
blica constituye  una  forma  especial  de  actividad  mer- 
cantil, pero  como  los  dereclios  y deberes  del  mediador 
derivan  no  sólo  del  contrato  sino  de  la  ley,  resulta  que 
éste  tiene  un  aspecto  jurídico  especial  que  merece  ser 

tratada  aparte. 


SECCION  PEIMEEA 


Agentes  auxiliares  dependientes  (1). 

§ 1.® — El  factor. 

69. — Cuando  un  comerciante  no  quiere  ó no  puede 
atender  personalmente  al  cuidado  de  su  establecimiento 
mercantil,  ó de  alguno  de  sus  establecimientos,  si  son 
más  de  uno,  puede  nombrar  una  persona  que  toma  el 
nombre  de  factor,  ex  eo  quod  negotio  ge/rendo  inslaty  y que 
nuestro  Código  (art.  867)  define  como  el  que  está  al 
frente  del  comercio  de  la  persona  que  le  nombró,  ya  en 
el  lugar  donde  éste  lo  ejerce  ó ya  en  lugar  diverso.  Do 
donde  resulta  que  el  contrato  que  media,  entre  el  [)rinci- 
pal  y el  factor,  participa  del  mandato  en  cuanto  éste 
obra  respecto  á terceros  en  nombre  y por  cuenta  del 

(1)  Tartufari,  Dei  contratti  a favor e di  tcrzi.  V('rona  188Í). — 
El  mismo,  Delta  rapy^resentanza  nella  CAmcluHÍone  dei  contratti^  en 
el  Archivio  giuridico,  vol  XLY,  piigs.  421,  528.— ItiviiiiiU,  Du  com- 
mis  voyageuTy  París  1863.— 'Wenut,  en  el  llandbuch  de  Ende- 
manUy  vol.  I,  § 69-73,  y en  general,  especialmente  en  cuanto  á loe 
factores,  los  trabajos  de  los  romanistas  citados  en  su  mayor  parte 
en  el  Arndts-Serafint,  Fandette,  vol.  II,  § 267. 
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principal  y de  la  locación  de  trabajo  en  cuanto  el  prin- 
cipal arrienda  al  factor  su  trabajo  propio.  El  factor, 
como  decimos  en  otro  lagar,  no  es  comerciante,  obrando 
en  nombre  y por  cuenta  del  principal,  lo  mismo  si  con- 
sistiese su  retribución  en  una  parte  de  las  utilidades, 
que  si  éstas  fuesen  el  medio  de  determinar  su  salario. 
El  factor  es  siempre  nombrado  por  aquél  ó aquéllos  á 
quienes  pertenezca  el  comercio,  y puede  ser  escogido 
entre  los  que  tengan  capacidad  para  contratar.  Por  eso 
puede  ser  factor  aun  el  menor,  siempre  que  esté  eman- 
cipado (art.  1.743  del  Cód.  civ.),  sin  necesidad  de  la  au- 
torización especial  que  se  requiere  para  los  actos  mer- 
cantiles que  han  de  ejecutar  los  menores;  porque  el  que 
ejerce  de  factor,  obrando  por  cuenta  y en  nombre  de 
otro,  no  practica  actos  de  comercio.  La  mujer  no  podrá 
asumir  el  carácter  de  factor  sin  la  autorización  de  su 
marido  (art.  citado,  1.743)  (a). 

70. — Las  relaciones  entre  el  principal  y el  factor  son 

(a)  El  Código  de  comercio  español  exige  (art.  282)  al  factor  la 
misma  capacidad  que  al  comerciante,  lo  que  no  deja  de  ser  un  ab- 
surdo; pues  si  se  explica  perfectamente  la  necesidad  de  la  indepen- 
dencia y libertad,  tanto  respecto  á la  persona  como  á los  bienes  del 
que  lia  de  contraer  responsabilidades  personalísimas  en  el  ejorcicio 
del  comercio,  no  se  explica  semejante  necesidad,  sobre  todo  en  el 
orden  de  los  bienes,  cuando  sólo  se  trata  de  practicar  actos  mercan- 
tiles en  nombre  y por  cuenta  de  otro.  Mucbo  más  racional  era  el 
Código  de  1829,  que  requería  (art.  173)  tan  sólo  para  poder  ser  fac- 
tor, la  capacidad  civil  necesaria  para  representar  á otro  y obligar- 
se por  él,  y además,  poder  necesario  al  efecto. 

La  posibilidad  de  que  el  factor  obrase  en  nombre  propio  (artícu- 
lo 287)  sin  contravenir  las  prescripciones  legales,  no  excusa  el  ar- 
tículo 282,  porque  para  este  caso  excepcional  debía  por  excepción 
exigirse  la  capacidad  completa  para  comerciar,  pero  no  para  las  ne- 
gociaciones ordinarias  del  factor.  Todo  esto  se  ag'rava,  teniendo  en 
cuenta  lo  que  dijimos  en  una  nota,  respecto  al  modo  de  conseguir 
un  menor  de  edad  la  libre  disposición  de  sus  bienes. — (N.  T.) 
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determinadas  por  el  mandato  que  se  le  lia  conferido,  el 

cual  puede  ser  expreso  ó tácito  (a). 

Es  expreso,  si  se  lia  puesto  en  conocimiento  de  los 
terceros  por  los  medios  de  publicidad  establecidos  por  la 
ley  (art.  369);  tácito,  en  los  demás  casos  (b). 

El  mandato  expreso  puede  contener  limitaciones  de 
las  facultades  del  factor  (al  contrario  de  lo  que  determi- 
nan otras  legislaciones  como  la  alemana);  el  mandato  tá“ 
cito  respecto  á los  terceros,  y en  interés  suyo,  se  reputa 
general,  y comprende  todos  los  actos  pertenecientes  y 
necesarios  al  ejercicio  del  comercio  para  que  se  dio 
(art.  370).  Por  eso  esta  presunción  es  juris  tanfum;  de 
modo  que,  pudiéndose  por  el  principal  demostrar  que  los 
terceros  conocían  las  limitaciones  del  mandato  no  hecbo 
público,  la  consecuencia  en  cuanto  á las  obligaciones 
contraídas  por  los  mismos  terceros,  sería  la  misma  del 
mandato  expreso;  así  lo  establece  el  § 2.^  del  art.  370, 
cuando  declara  que  el  principal  no  puede  oponer  á los 
terceros  ninguna  limitación  del  mandato  tácito  si  no 
prueba  que  ellos  la  conocían  al  tiempo  en  que  se  contra- 
jo  la  obligación  (c). 


(a)  No  dice  la  ley  española  cómo  lia  de  ser  éste,  pero  del  espíri- 
tu de  sus  disposiciones  parece  deducirse  que  lia  de  ser  expreso  y por 
escrito. — (N.  T.) 

(h)  El  que  el  mandato  se  liag*a  ó no  público,  no  es  lo  mismo  que 
el  que  sea  expreso  ó tácito.  No  ha  estado,  pues,  muy  feliz  el  leg*is- 
lador  italiano,  al  decir  lo  que  ha  dicho  en  los  artículos  369  y 370  del 
Códig-o.— (N.  T.) 

(c)  Las  consecuencias  que  el  Codito  español  deduce  respecto  á 
los  terceros  que  conti  atan  con  el  factor,  se  derivan  de  tres  hechos; 
el  primero  consiste  en  la  trascripción  en  el  reg“istro  mercantil  del 
poder  conferido;  el  segundo,  en  que  el  factor  haya  contratado  en 
nombre  propio  ó en  el  de  un  poderdante;  y el  tercero,  en  que  se 
haya  ó no  hecho  pública  la  revocación  del  poder. 

E^especto  al  primero,  dice  la  ley  (art.  29)  que  (dos  poderes  no 
registrados  producirán  acción  entre  el  mandante  y el  mandatario; 
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72, El  factor  debe  atenerse  fielmente  al  mandato 

que,  salvo  expresa  facultad,  no  puede  transferir  á otro 
art.  1.748  Cód.  civil).  Debiendo,  en  fin,  atender  á la 
ejecución  del  mandato  con  diligencia,  y de  tal  manera, 
que  no  puede  ocurrírsele  preferir  el  propio  interés  al 
del  poderdante;  no  puede  el  factor,  sin  consentimiento 
expreso  de  él,  bacer  operaciones  ni  interesarse  por 
cuenta  propia  ó de  otro,  en  otro  comercio  de  la  clase  del 
que  regenta. 

Si  contraviene  á esta  disposición  el  factor,  está  obli- 
gado al  resarcimiento  de  daños,  y el  poderdante  tiene 
además  el  derecho  de  hacer  suyos  los  beneficios  conse- 
guidos con  los  actos  prohibidos  (art.  372),  Una  disposi- 
ción análoga  se  establece  en  la  ley  para  el  socio  de  una 
sociedad  colectiva  (art.  112);  pero  la  en  que  aquí  nos 
ocupamos  es  más  rigurosa,  si  se  tiene  en  cuenta  la  rela- 
ción de  subordinación  que  tiene  el  factor  respecto  del 
principal.  El  factor  es,  en  fin,  responsable  solidariamen- 
te con  el  principal  de  la  regularidad  en  el  modo  de  lle- 
var los  libros  y del  cumplimiento  de  las  formalidades 
requeridas  por  la  ley  para  el  ejercicio  del  comercio  por 
parte  del  menor  ó la  mujer,  siempre  que  el  principal  sea 
precisamente  un  menor  ó una  mujer  casada  (art.  373). 

72. — En  cuanto  á las  relaciones  del  principal  y del 
factor  con  los  terceros,  el  factor  obra  por  el  principal,  y 
por  eso  debe  tratar  siempre  en  nombre  de  éste,  y cuan- 


pero  no  podrán  utilizarse  en  perjuicio  de  tercero,  quien,  sin  em- 
bargo, podrá  fundarse  en  ellos  en  cuanto  le  fueren  favorables;  res- 
pecto al  segundo,  la  consecuencia  es  (art.  287)  que  el  factor  queda 
obligado  directamente  con  el  tercero,  áun  cuando  éste  puede  tam" 
bien  dirigir  su  acción  contra  el  principal  si  resultare  que  el  con- 
trato era  por  cuenta  de  éste;  j respecto  al  tercero,  declara  el  § 2.® 
del  art.  291,  que  serán  válidos  con  relación  á terceros  los  actos  eje- 
cutados por  el  factor  áun  después  de  la  revocación  de  sus  poderes, 
si  uo  se  ba  inscrito  dicba  revocación  en  el  registro  mercantil.  (IST.  T.) 
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do  firma,  á más  del  nombre  propio  y apellido,  debe  indi- 
car el  nombre  y apellido  del  principal  con  la  clausula 
«por  poder»  li  otra  equivalente.  A falta  de  tal  declara- 
ción, el  tercero  que  lia  contratado  con  el  factor  puede, 
en  los  límites  del  mandato  que  le  fue  conferido  por  su 
poderdante  (y  si  se  trata  de  mandato  tácito  por  todos 
los  actos  pertenecientes  y necesarios  al  ejercicio  de  su 
comercio),  proceder  al  mismo  tiempo  solidariamente 
<5ontra  el  factor  y el  principal,  y solamente  contra  el 


primero  de  ellos  si  oliro  fuera  de  los  limites  indicados. 
Tal  es  el  significado  del  art.  371.  Cuando  el  factor  con- 
trata, en  nombre  del  principal,  en  los  límites  de  su  man- 
dato, queda  éste  obligado:  si  excede  de  los  límites  que  se 
le  han  impuesto,  precisa  distinguir,  como  ya  liemos  di- 
cho, si  se  trata  de  mandato  tácito  y el  factor  obliga  al 
principal  por  todos  los  actos  pertenecientes  y necesarios 
al  ejercicio  del  comercio  que  se  le  ha  confiado,  salvo  que 
éste  pudiese  probar  que  el  tercero  conocía  que  el  nego- 
cio excedía  del  mandato;  6 si  se  trata  de  mandato  ex- 
preso y el  principal  no  puede  quedar  obligado  fuera  de 
los  límites  del  mismo  mandato.  En  todo  caso,  y áun 
cuando  el  factor  hubiere  contratado  en  nombre  propio, 
si,  á pesar  de  haberse  excedido  del  mandato,  el  ne^focio 
lo  hubiese  en  realidad  hecho  suyo  el  principal,  los  terce- 
ros podrán  proceder  contra  éste  por  todo  aquello  en  que 
resultare  enriquecido  (^actio  dfí  in  vein  versoj. 

El  factor  representa  ante  los  terceros  al  principal; 
puede  promover  acciones  y convenir  en  juicio  en  nombre 
del  mismo  por  las  obligaciones  nacidas  de  los  actos  eje- 
cutados por  él,  en  el  ejercicio  del  comercio  que  se  le 
ha  confiado  (art.  375). 


Finalmente  el  principal  responde  también  á los  ter- 
ceros de  los  hechos  del  factor  y de  los  daños  por  él  oca- 
sionados a los  terceros  en  el  ejercicio  del  comercio  que 
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se  le  ha  confiado,  á tenor  de  la  regla  establecida  en  el 
art.  1.153  del  Código  civil. 

73. — El  mandato  del  factor  cesa  por  las  mismas  cau« 
sas  que  el  mandato  en  general  (art.  365);  por  eso,  á la  re- 
vocación por  parte  del  principal,  aplican  algunos  el  ar- 
tículo 366  (a);  otros,  en  su  lugar  sostienen,  que  mientras 
la  duración  del  contrato  no  se  hubiese  fijado,  éste  podrá 
revocar  el  mandato  al  factor  cuando  más  le  acomode, 
sin  necesidad  de  alegar  motivo;  al  contrario  de  cuando 
se  hubiese  fijado  la  duración,  pues  entonces  la  revoca- 
ción del  mandato  sin  justa  causa  dará  lugar  al  resarci- 
miento de  daños  y perjuicios  á favor  del  factor.  Los  mo- 
tivos que  han  de  concurrir  para  que  sea  admisible  la  jus- 
ta causa,  no  están  determinados,  á diferencia  de  lo  que 
ocurre  en  otras  legislaciones  (6';  deben,  por  lo  tanto, 
considerarse  como  tales  las  que  proceden  de  culpa  del 
factor  ó de  violencia  de  sus  deberes.  Si  el  mandato  del 
factor  es  expreso,  la  revocación  debe  publicarse  en  la 
misma  forma  en  que  se  publicó  el  mandato  (art.  374);  lo 
mismo  si  es  el  factor,  el  que  renuncia  su  cargo,  en  cuyo 
caso  tienen  también  aplicación  los  principios  anterior- 
mente expuestos  acerca  de  la  revocación  hecha  por  el 
principal. 

En  cuanto  á los  efectos  de  la  muerte  del  poderdante 
podrá  dudarse  si  ésta  disuelve  el  contrato  hecho  con  el 
factor;  puesto  que,  como  hemos  dicho,  éste  participa  de 
la  naturaleza  del  arrendamiento  de  obra,  que  no  se  rom- 
pe necesariamente  por  la  muerte  del  comitente  (artículo 


(a)  Dice  así  diclio  artículo: 

«Si  se  interrumpiere  la  ejecución  del  mandato  por  revocación 
de  éste  ó renuncia  del  mandatario  sin  justa  causa,  habrá  lugar  al 
resarcimiento  de  daños  y perjuicios. — (N.  T.) 

(h)  El  Código  español  tampoco  las  determina  con  relación  a los 
factores,  por  más  que  pueden  aplicarse  en  su  caso  las  d©l  art.  300, 
relativas  á los  dependientes  y mancebos  de  comercio. — (íí.  T.) 
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1642,  Código  civil),  pero  esta  duda  no  parece  que  pue- 
da tener  fundamento,  ateniéndose  al  texto  de  la  ley; 
otras  legislaciones,  en  cambio,  establecen  expresamente 
dicho  principio. 

^ 2.^ Dependientes  de  comercio  sedentarios  6 de  negó-- 

dos  (a). 


74. — Dependiente  de  comercio^  es  el  que  ayuda  al 
principal  en  el  despacho  de  su  establecimiento  mercan- 
til. El  dependiente  no  tiene  la  representación  del  prin- 
cipal, pero  es  encargado  por  éste  del  desempeño  mate- 
rial de  alguna  operación  dentro  de  la  casa,  como  por 
ejemplo,  la  teneduría  de  libros,  la  custodia  de  los  alma- 
cenes, la  venta  de  las  mercaderías,  etc.  El  dependiente, 
es,  pues,  esencialmente  un  arrendatario  de  trabajo,  si 
bien  debe  tenerse  presente,  que  cuando  por  la  naturaleza 
de  las  atribuciones  que  se  le  confieren  está  obligado  á 
entrar  en  relación  con  los  terceros,  participa  también 
del  carácter  de  mandatario  (b). 

75. — Las  relaciones  entre  el  principal  y el  depen- 
diente se  determinan  por  el  contrato  que  media  entre 
ambos,  ya  en  cuanto  al  límite  de  las  atribuciones  con- 
feridas al  dependiente  y á sus  deberes  respecto  al  mis- 
mo,  ja  en  cuanto  á su  salario.  Respecto  á las  relaciones 
del  principal  y del  dependiente  con  los  terceros,  el  de- 
pendiente, dentro  del  limite  de  su  cargo,  obliga  al  prin- 
cipal. Nuestro  Código  de  comercio  se  ocupa  tan  sólo  de 
los  dependientes  encargados  de  la  venta  al  detalle,  cuan- 


uumtíi'ciu. 


(а)  Sedentarios  en  oposición  á los  viaiantes 

(ÍT.  T.)  ■’ 

(б)  Nuestro  Código  de  com.  parte  siempre  del  supuesto  de  que 

son  mandatarios  singulares,  lo  mismo  los  dependientes  que  los  man- 
cebos tengan  o no  mandato  expreso. (N.  T.) 
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do  dice  que  éstos  tienen  la  facultad  de  exigir  el  precio 
de  las  mercaderías  que  venden  j de  dar  recibos  en  nom- 
bre del  principal,  siempre  que  bagan  esto  en  el  local  del 
establecimiento,  y si  lo  hicieren  fuera  de  este  lugar, 
siempre  que  el  pago  del  precio  siga  inmediatamente  á 
la  entrega  de  las  mercaderías,  teniendo  los  terceros  en 
ambos  casos  razón  para  creer  que  el  dependiente  está  auto- 
rizado para  hacerlos  cobros.  Añade,  en  fin,  que  fuera 
del  establecimiento  el  dependiente  no  podrá  exigir  los 
créditos  del  principal,  sin  autorización  especial  (art.  379); 
tendrá  derecho  á exigirlos  si  estuviese  provisto  del  re- 
cibo firmado  por  el  principal. 

Por  último,  el  principio  por  el  que  el  dependiente, 
dentro  de  los  límites  de  su  cargo,  obliga  al  principal, 
de  modo,  que  los  actos  que  ejecuta  deben  considerarse 
como  ejecutados  por  el  principal  mismo,  tiene  aplicación 
á toda  clase  de  dependientes.  Así,  por  ejemplo,  las  ano- 
taciones hechas  en  los  libros  de  comercio  por  el  depen- 
diente encargado  de  la  contabilidad  ó de  la  teneduría 
de  libros,  producen  el  mismo  efecto  que  si  las  hubiese 
hecho  el  principal  (art.  48);  y el  recibí  sin  protesta  de 
las  mercaderías  por  parte  del  dependiente  encargado  de 
recibir  las  mercaderías  que  entren  en  el  almacén,  supo- 
ne la  aceptación  por  parte  del  principal,  salvo,  se  entien- 
de, lo  dispuesto  en  el  art.  70  (a). 

§ 3.^^ — Viajantes  de  comercio, 

76. — Una  especie  intermedia  entre  el  factor  y el  de- 
pendiente de  comercio  es  el  viajante  de  comercio,  el 


(a)  El  art.  70  se  refiere  á la  responsabilidad  del  vendedor  por 
(K "vicios  ocultos  de  la  cosa  ya  entregada  al  comprador. 
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cual  se  define  diciendo  que  es  una  persona  encargada  de 
recorrer  una  ó varias  plazas  mercantiles  para  hacer  ne- 
gocios en  nombre  y por  cuenta  de  un  tercero.  Por  eso 
hay  viajantes  de  dos  especies:  unos  adscritos  exclusiva- 
mente al  servicio  de  una  casa  de  comercio;  otros  que 
prestan  sus  servicios  á varias  casas;  hablaremos  tan  sólo 
de  los  primeros,  porque  estos  últimos  se  han  de  consi- 
derar como  mandatarios,  y en  tal  concepto  les  son  apli- 
cables los  principios  del  mandato.  El  viajante,  pues,  es 
un  tipo  intermedio  entre  el  factor  y el  dependiente  de 
comercio,  en  el  sentido  de  que  la  cualidad  de  mandatario 
prevalece  en  él  sobre  la  de  arrendatario  de  trabajo,  más 
que  en  el  dependiente  y menos  que  en  el  factor.  Conse- 
cuencia de  esto  es  que  el  mandato  del  viajante  de  co- 
mercio ha  de  ser  expreso,  pero  sin  tener  necesidad  de 
las  formalidades  requeridas  para  el  mandato  del  fac- 
tor, pudiendo  también  resultar  éste  de  las  cartas,  avisos 
ó circulares  enviadas  por  el  principal,  indicando  también 
los  límites  del  mandato  respecto  al  que  precisa  admitir 
una  amplia  interpretación,  ya  que  no  puede  el  viajante, 
por  la  distancia  que  le  separa  del  principal , pedirle  ins- 
trucciones á cada  momento.  Generalmente,  el  viajante 
se  limita  á recibir  comisiones  y transmitirlas  á su  prin- 
cipal; pero  si  está  encargado  también  de  la  consignación 
de  las  mercancías,  debe  recíprocamente  estar  autorizado 
para  recibir  el  precio.  El  principal  queda  responsable  de 
las  obligaciones  contraídas  por  el  viajante  dentro  del  lí- 
mite de  su  encargo,  con  las  restricciones  expresadas  en 
los  documentos  que  le  autorizan  (art.  377).  Debe  contra- 
tar en  nombre  del  principal,  indicando  en  la  firma  el 
nombre  de  éste,  pero  sin  la  cláusula  por  poder  (art.  378), 
porque  ésta  haría  suponer  que  el  mandato  es  más  amplio 
de  lo  que  realmente  es. 

El  viajante  de  comercio,  como  los  demás  agentes 


r^T?T?Tí!nTTO  MERCANTTT, 


auxiliares,  es  retribuido;  pero  de  ordinario,  á diferencia 
de  lo  que  ocurre  con  el  dependiente  de  comercio,  no  tie- 
ne un  salario  fijo,  sino  un  tanto  por  ciento  sobre  los  tra- 
tos cerrados  por  él.  De  todos  modos  no  tiene  la  cualidad 
de  comerciante,  porque  trata  siempre  en  nombre  j por 
cuenta  de  otro  (1). 


SECCIÓN  SEGUNDA 


Agentes  auxiliares  independientes. 

§ único.  — Agentes  mediadores  (2)  (a). 

77. — Agente  mediador  (el  único  entre  los  agentes 
auxiliares  independiente,  del  cual,  como  liemos  dicho, 
hemos  de  ocuparnos  ahora)  es  el  que  interviene  entre 
dos  6 más  personas  con  objeto  de  facilitar  entre  ellas  la 
celebración  de  un  contrato.  El  agente  mediador  es  prin- 


(1)  En  notas  anteriores  ya  hicimos  observar  qne  á pesar  del  in- 
cremento extraordinario  adquirido  en  estos  tiempos  por  los  viajan- 
tes de  comercio,  no  habla  nuestro  Código  de  ellos  ni  por  inciden- 
cia. (N.  T.) 

(2)  Morpurgo,  Relaz,  delta  Commiss.  istituitacol  decr.  27  Mar- 
zo 1872. — Ellena,  Relazione  sul  ordinamento  delta  m,ediazione,  en 
los  Annati  del  Ministero  di  Agrie,  e Gomm.,  1873,  vol.  LXII;  1877, 
vol.  LXXXIX.— Supino,  Le  operazioni  di  Borsa.  Torino  1875. — 
Grego,  Dei  mediatori.,  en  el  Archivio  giitridico,  yol.  XLIII,  pági" 
na  3. — Buchere,  Traite  des  opérations  de  Bourse.  París  1879,  2.^ 
edic. — Mollot,  Bourses  de  Commerce,  agents  de  change  et  courtiers, 
París,  1833. — Pavre,  Bes  courtiers.  París  1883. — Goldschmidt, 
ou\?L  Zeitschrift,  vol.  XXVIII. — Grünhüt  , en  el  Hundhuch  do 
Endemann,  vol.  III,  § 308-311. 

(a)  Sáinz  de  Andino,  Ensayo  crítico  sobre  la  contratación  de 
la  Bolsa  de  Comercio.  Madrid  1845. — DÍAZ  Otero,  Discurso  sobre 
operaciones  á pUzo  de  efectos  píMicos.  Madrid  1849.— ilíawwaí 
a legislación  de  Bolsa  publicado  por  la  Junta  Sindical  del  Colé- 
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cipalmente  un  locador  de  trabajo;  pero  reviste  jurídica- 
mente un  aspecto  particular  caracterizado  por  la  espe- 
cialidad de  su  profesión,  j de  aquí  que  la  ley  le  atribuya, 
siempre  que  en  él  concurran  determinadas  condiciones, 
la  cualidad  de  función  irio  publico.  Los  mediadores  in- 
tervienen, como  hemos  dicho,  entre  las  partes,  para  fa- 
cilitar la  celebración  de  un  contrato,  el  cual  se  entiende 
por  esto  convenido  directamente  por  las  mismas  partes; 
sólo  en  casos  excepcionales  contrata  por  cuenta  de  otro 
y en  nombre  propio,  en  cuyo  caso  adquiere  el  carácter 
de  comisionista  y se  hace  responsable  de  la  ejecución  del 
contrato.  El  mediador,  por  razón  de  sus  propias  funcio-' 
nes,  tiene,  como  hemos  dicho,  cualidad  de  comerciante 
cuando  ejerce  profesionalmente  operaciones  de  media- 
ción en  negocios  comerciales;  tratándose  de  negocios  ci- 
viles no  podrá  ser  considerado  como  comerciante  sino 
cuando  su  ejercicio  constituya  una  empresa  (art.  3.*^, 
núm.  21). 

No  está,  en  fin,  prohibido  al  mediador  el  ejercicio  del 
oomercio  por  cuenta  propia,  ni  la  quiebra  producida  en 
el  ejercicio  de  este  comercio  podrá  considerarse  culpa- 
ble por  este  solo  motivo,  porque  el  art.  858  se  refiere 
tan  sólo  á la  quiebra  del  mediador  producida  en  el  ejer- 
cicio de  sus  funciones  naturales.  La  profesión  de  media- 
dor es  libre  en  algunas  legislaciones,  en  otras  está  mo- 
nopolizada. En  Italia  la  ley  proclama  en  principio  la  li- 
bertad de  los  agentes  mediadores;  pero  ciertos  oficios 

gió  de  Agentes  de  cambio  de  Madrid.  Madrid  1879. — Montero, 
La  Bolsa,  el  comercio  y las  Sociedades  mercantiles.  Madrid,  1886. — 
García  Díaz,  Legislación  sobre  contratación  en  Bolsa , agentes  de 
cambio  y corredores  de  comercio. — Pastor,  La  Bolsa  y el  crédito. 
Madrid  1848.  — Lastres,  Operaciones  de  Bolsa.  Contratación  sobre 
efectos  públicos  de  los  corredores  de  comercio  y de  los  agentes  de  Bol’ 
sa.  Madrid  1878.  Gómez  Moreno  Manual  de  la  Contratación  bur- 
sátil. Madrid.— (N.  T.) 
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especiales  no  pueden  desempeñarse  más  que  por  medio 
de  agentes  inscritos  en  el  registro  formado  por  las  cá- 
niaras  de  comercio.  Verdaderos  mediadores,  funciona- 
rios públicos,  son  tan  sólo  los  inscritos  en  estos  regis- 
tros, y sólo  ellos  pueden  ejercer  su  oficio  en  las  bolsas 
de  comercio  (art.  30,  Regí.  Cód.  de  com.);  los  otros 
son  mediadores  privados,  cuyos  derechos  y deberes  se 
regulan  por  el  contrato  que  media  entre  los  mismos  y 
aquéllos  á quienes  presten  sus  servicios.  Sin  embargo, 
algunos  de  los  deberes  de  los  mediadores  públicos  son 
también  deberes  de  los  mediadores  privados,  como  vere- 
mos en  breve.  Los  mediadores  prácticamente  se  dividen 
en  agentes  de  cambio  y corredores,  según  que  se  ocupen 
en  la  negociación  de  efectos  públicos  ó en  la  de  las  de- 
más mercaderías.  A pesar  de  esto,  la  ley  habla  indistin- 
tamente de  los  mediadores,  y añade  tan  sólo  que  los  me- 
diadores autorizados  para  la  negociación  de  los  valores 
públicos  son  calificados  de  agentes  de  cambio  (art.  28, 
Reglamento)  (a). 

78. — Para  asumir  la  cualidad  de  mediador,  es  decir, 
para  ser  inscrito  como  tal  en  los  registros  de  las  cámaras 
de  comercio,  es  preciso  reunir  las  siguientes  condiciones 
(art.  27,  Regí.  Cód.  com.): 

1. ^  Ser  mayor  de  edad  y gozar  de  los  derechos  civi- 
les y políticos. 

2. ®  Notoria  moralidad  é idoneidad  para  el  ejercicio 


(«)  La  ley  española  distingue  bien  claramente  en  los  mediado- 
res colegiados,  entre  corredores  y agientes  de  cambio  y bolsa,  esta- 
bleciendo  diferencias  características  entre  unos  y otros,  no  sólo 
por  razón  de  las  operaciones  en  que  intervienen  unos  y otros  con 
preferencia,  sino  también  por  razón  de  la  diversa  cuantía  de  la 
fianza  exigida  á todos  ellos. 

La  probibición  de  ejercer  el  Comercio  por  cuenta  propia  á estos 
agentes,  resulta  en  la  ley  española  del  precepto  terminante  del  ar- 
ticulo  96  del  Código  de  comercio.-(N.  T.) 
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de  la  especie  de  mediación  para  la  que  se  solicita  la  ins- 
cripción en  el  registro.  La  idoneidad  se  comprueba  por 
los  modos  establecidos  en  los  reglamentos  particulares 
de  las  cámaras  de  comercio. 

3.^  Depósito  en  garantía  de  mil  á treinta  mil  liras  (a) 
según  dispongan  los  reglamentos  particulares.  La  fian- 
za (art.  32,  del  Regí.)  responde  privilegiadamente  j por 
el  orden  siguiente  al  pago: 

1. ®  De  la  indemnización  debida  por  el  mediador  por 
causa  dependiente  del  ejercicio  de  sus  funciones. 

2. ®  De  las  penas  pecuniarias  en  que  haya  incurrido 
en  el  mismo  ejercicio  (b). 

Cuando  la  fianza  deje  de  existir  ó sufra  disminución 
por  alguna  de  las  causas  anteriormente  indicadas,  el  me- 
diador está  obligado  á reponerla  dentro  del  término  de 
quince  días,  trascurridos  los  cuales  sin  haberse  comple- 
tado la  fianza,  la  cámara  ordena  la  cancelación  del  re- 
gistro correspondiente  al  mediador.  Hasta  que  la  fianza 
se  reponga,  el  mediador  queda  suspenso  del  derecho  de 
ejercer  los  oficios  que  la  ley  le  reserva.  La  fianza  queda 
subsistente  en  tanto  que  el  mediador  esté  inscrito,  y no 
puede  serle  devuelta  hasta  que  sus  libros  se  hayan  depo- 
sitado por  medio  del  sindicato  de  bolsa,  en  la  secretaría 
del  tribunal  (art.  33-35  del  Regí.)  (c). 

(a)  Equivale  la  lira  á nuestra  peseta.— (N.  T.) 

(b)  Las  diferencias  sustanciales  que  separan  nuestra  legislación 
de  la  italiana  son  insig’nifioantes,  pues  en  realidad  se  reducen  (ar- 
tículo 94)  á la  capacidad,  que  es  la  necesaria  para  poder  ejercer  el 
comercio,  j al  título  de  agente  que  han  de  obtener  del  ministerio 
de  Fomento. 

La  inscripción  de  estos  agentes  ha  de  hacerse  en  los  colegios  de 
los  mismos,  y donde  no  los  hubiere,  en  el  juzg’ado  correspondien- 
te.—(N.  T.) 

(c)  El  término  para  la  reposición  de  la  fianza  con  arreglo  á 
nuestro  Código  (art.  98)  es  de  veinte  días,  y el  plazo  para  su  devo- 
lución al  agente  después  de  cesar  en  el  desempeño  de  su  oficio,  es  el 
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79^ — La  inscripciÓQ  en  el  registro  cíelos  mediadores, 
á más  de  los  derechos  y deberes  comunes  á todos  los 
mediadores,  de  los  que  hablaremos  en  breve,  crea  dere- 
chos y deberes  especiales  (art.  31,  Egl,),  Los  derechos 
consisten  en  poder  intervenir  en  todos  aquellos  actos  re- 
servados precisamente  á los  mediadores  inscritos  en  el 
registro,  cuales  son: 

1. ^  La  venta  en  pública  subasta  de  los  valores  ó mer- 
cancías. 

2. ^  La  ejecución  coactiva  de  las  operaciones  de 
bolsa. 

3. ®  La  fijación  del  curso  del  cambio  en  las  cuentas 
de  resaca. 

4. ^  Todos  los  demás  encargos  que  confíen  á los  me- 
diadores el  Código  de  comercio  y las  demás  leyes. 

Los  deberes  consisten  en  la  obligación  de  prestar  sus 
servicios  cuando  sean  requeridos  al  efecto,  y en  el  de 
dar  cuenta  al  sindicato  de  Bolsa  de  las  operaciones  con- 
certadas por  su  mediación  (art.  36,  Regí.).  Este  conoci- 
miento que  han  de  dar  al  sindicato  de  las  operaciones 
en  que  intervienen  es  el  que  sirve  de  base  para  la  redac- 
ción de  los  boletines  de  cotización.  La  vigilancia  sobre 
los  mediadores  corre  á cargo  del  sindicato  de  bolsa 
constituido  en  todas  las  bolsas  de  comercio,  y compues- 
por  razón  de  su  propia  naturaleza  y porque  la  firma  que 
to  por  los  mediadores  inscritos,  en  número  no  menor  de 
seis  ni  mayor  de  dieciocho.  Es  elegido  por  la  asamblea 
general  de  los  mediadores  inscritos,  convocada  por  el 
presidente  de  la  cámara  de  comercio  y presidida  por  un 

de  seis  meses,  si  durante  este  tiempo  no  se  hizo  contra  él  reclama- 
ción alguna  por  causa  de  sus  operaciones. 

Los  libros  de  los  agentes  mediadores  se  depositarán  en  el  Re- 
g'istro  mercantil  (art.  99)  tan  sólo  en  los  casos  de  incapacidad,  in- 
habilitación ó suspensión  de  oficio.— (N.  T.) 
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delegado  de  la  diputación  de  bolsa.  El  sindicato  ha  de 
cuidar  de  que  los  mediadores  inscritos  no  se  excedan 
del  límite  de  sus  atribuciones  j de  denunciar  á la  dipu- 
tación  de  bolsa  á todos  los  contraventores  de  las  lej’es  j 
reglamentos  sobre  la  mediación;  fija,  además,  el  curso 
de  los  efectos  públicos,  valores,  cambios,  mercancías,  et- 
cétera (a). 

SO. — A los  mediadores  piiblicos,  estén  ó no  inscritos, 
les  impone  la  lej  deberes  especiales.  Primero  de  todo,  el 
mediadores  responsable,  tanto  civil  como  criminalmente, 
de  la  verdad  de  la  última  firma  de  los  documentos  que 
pasan  por  sus  manos  y que  se  refieran  á los  negocios  en 
que  él  ha  intervenido  (art.  29);  es  decir,  que  el  mediador 
responde,  á más  de  la  identidad  y capacidad  de  la  per- 
sona con  la  que  contrata  y que  suscribe  el  título,  de  la 
autenticidad  de  la  firma.  Esta  regla  no  tiene,  sin  em- 
bargo, aplicación,  en  principio,  á los  títulos  al  portador, 
hay  en  ellos  es  la  del  emi  tente,  que  no  es  más  conocida 
del  mediador  que  lo  que  pueda  serlo  de  los  mismos  con- 
tratantes. No  puede  recibir  ni  hacer  pagos,  ni  dar  cum- 
plimiento á otras  obligaciones  de  los  contratantes,  salvo 


(a)  La  organización  de  las  bolsas  de  comercio  en  Italia  dibere 
de  la  de  las  de  España,  pues  mientras  en  éstas  los  agentes  constitu- 
yen un  colegio  y el  colegio  se  rige  y gobierna  por  una  junta  sin- 
dical, en  aquéllas  los  agentes  dependen  de  las  cámaras  de  comer- 
cio y están  regidos  y gobernados  por  un  sindicato  cuyas  atribu- 
ciones indica  el  autor,  y por  una  diputación  de  bolsa  que  es  el  ver- 
dadero poder  ejecutivo  de  estos  lugares  de  contratación. 

La  diputación  de  bolsa  la  nombra  anualmente  la  cámara  de 
comercio.  Se  ba  de  componer  de  tres,  cinco,  ó siete  miembros;  y 
contra  sus  acuerdos  queda  el  recurso  de  acudir  en  el  término  de 
cinco  días  á la  cámara  de  comercio,  que  es  la  que  en  definitiva  y 
sin  apelación  resuelve. 

Esta  diputación  ejerce  también  los  oficios  de  amigable  compo- 
nedor en  las  cuestiones  que  se  promueven  á consecuencia  de  las 
operaciones  de  bolsa  (arts.  21-22  delllegl.). — (N.  T.) 
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autorización  de  éstos  6 de  usos  contrarios  del  comercio 
(art.  30).  No  está  obligado,  como  prescribía  el  Código 
derogado,  á revelar  a la  parte  con  quien  contrató  el  nom- 
bre de  la  otra,  ni  está  obligado,  como  prescriben  algu- 
nas leyes,  á callar  el  nombre  de  su  cliente.  El  mediador 
puede  escoger  entre  manifestar  ó no  el  nombre  del  co- 
mitente, sólo  que  en  este  segundo  caso,  obrando  casi 
como  un  comisionista,  se  hace  responsable  de  la  ejecu- 
ción del  contrato,  y queda,  por  lo  tanto,  subrogado  en 
los  derechos  contra  el  otro  contratante;  esto  es,  en  los 
derechos  que  la  parte  con  la  que  contrató  habría  podido 
hacer  efectivos  de  su  cliente,  si  se  hubiese  revelado  su 
nombre  (art.  31). 

Los  mediadores  están  obligados  á llevar  los  libros  si- 
guientes : 

1.^  Una  libreta  en  blanco,  en  la  cual  deben  anotar, 
aunque  sea  con  lápiz,  en  el  momento  de  su  conclusión, 
todas  las  operaciones  hechas  por  su  intervención,  indi- 
cando sumariamente  el  objeto  y las  condiciones  esen- 
ciales. 


2.^  Un  diario  numerado,  firmado  y visado  con  arreglo 
íi  lo  dispuesto  en  el  art.  23,  en  el  cual  debe  registrar  de 
un  modo  más  detallado,  día  por  día,  sin  abreviaturas  ni 
cifras  numéricas,  todas  las  condiciones  de  la  venta,  com- 
pra, seguro,  negociación,  y en  general  todas  las  opera- 
ciones hechas  con  su  intervención. 

Debe,  en  fin,  dar  á las  partes  en  el  momento  de  ce- 
rrar la  operación  una  copia  de  las  anotaciones  hechas  en 
la  libreta;  y si  lo  solicitaren,  una  copia  del  contrato  per- 
fectamente conforme  con  el  asiento  del  registro,  suscrita 
por  él  y también  por  las  partes,  si  ellas  lo  consienten. 

Debe,  por  último,  conservar  las  cartas  y telegramas 
que  recibe,  y copiar  en  un  libro  las  cartas  y telegramas 
que  él  expida  {art.  33b 
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81. — En  compensación  á todas  estas  obligaciones  el 
mediador  tiene  derecho  á recibir  de  las  partes  la  retri- 
bución por  sus  servicios  prestados,  ó sea  la  provisión  ó 
corretaje.  El  importe  del  corretaje,  ó se  determina  pre- 
viamente por  las  partes,  ó,  lo  que  es  más  usual,  se  fija 
para  los  mediadores  inscritos,  en  tarifas  especiales  con- 
venidas por  las  cámaras  de  comercio.  El  corretaje  no  es 
debido  si  el  negocio  no  se  ultimó,  ó sea  si  el  contrato 
entre  las  partes  no  llegó  á su  perfección;  pero  precisa 
no  confundir  la  conclusión  del  contrato  con  su  ejecu- 
ción. Todo  esto  no  impide  al  mediador  el  cobro  de  su 
corretaje  cuando  las  partes  hayan  simulado  el  abandono 
de]  negocio  para  después  ultimarlo  directamente  y aho- 
rrarse el  pago  del  corretaje,  ni  que  el  mediador,  cuando 
por  estar  encargado  por  una  determinada  persona  de 
tratar  un  negocio  en  el  que  deba  considerársele  como 
mandatario  ó locador  de  su  trabajo,  pueda  tener  dere- 
cho á una  compensación  por  los  servicios  prestados,  aun- 
que no  le  haya  sido  posible  ultimar  el  asunto  {a). 


(a)  Las  obligaciones  y derecbos  de  los  agentes  mediadores  en  el 
derecbo  español  son  las  mismas  que  en  el  derecho  italiano,  salvo 
ligerísimas  diferencias  que  no  bemos  de  entretenernos  en  señalar. 
Lo  que  sí  debemos  decir  es  que  aun  cuando  el  Código  reconoce 
como  lícita  la  intervención  de  agentes  no  colegiados  (art.  89),  no 
dicta  respecto  á ellos  regia  ninguna  especial  sujetándolos  al  dere- 
obo  mercantil  en  general,  ó al  derecho  común. — (N.  T.) 


CAPITULO  VI 


Instituciones  que  ayudan  y protegren  el  ejercicio 

del  comercio. 


82. — El  comercio,  como  lieclio  social,  se  relaciona 
muj  estrechamente  con  el  bienestar  material  y moral 
del  Estado,  y de  aquí  la  conveniencia  de  una  serie  de 
instituciones,  las  cuales  tienen  como  objeto  supremo  el 
facilitar  y proteger  el  ejercicio  del  comercio. 

Estas  instituciones,  por  expresa  disposición  del  ar- 
tículo 2.^  del  Código  de  comercio,  se  rigen  por  leyes  y 
reglamentos  especiales,  y se  pueden  comprender  en  las 
siguientes  categorías: 

o o 

le"  Instituciones  para  aproximar  los  productores  á 


los  con  su  mi  dores; 

2.'^  Instituciones  para  facilitar  el  movimiento  de  las 


mercaderías  y frutos; 

Instituciones  para 
valores; 


facilitar  la  circulación  de  los 


4/'  Instituciones  para  promover,  representar  y pro- 
teger los  intereses  comerciales. 


§ 1.^' — Iíií>t ifiicioncíi  pera  aproximar  los  productores 

íí  ¡os  consumidores. 


— Pertenecen  á esta  categoría  las  bolsas  de  co- 
mercio, las  ferias  y los  mercados. 
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34_ a). — (1).  Bolsa  de  comercio  se  llama  á la  re- 

unión legal  de  comerciantes,  capitanes  de  nave  y agen- 
tes mediadores,  que  tiene  por  objeto  el  ejercicio  del  co- 
mercio. La  misma  palabra  bolsa  se  aplica  también  para 
dGsi^ti3.r  g1  locü.1  Gn  dond.G  sg  colobro»  Ib»  rGumon^  y b-hd. 
más  todavía,  para  indicar  g1  conjunto  de  las  operaciones 
practicadas  en  una  determinada  reunión  (a). 

Las  bolsas  de  comercio  facilitan  las  transacciones, 
ya  ofreciendo  el  medio  á los  productores  y consumidores 
de  encontrarse  cuotidianamente,  ya  constituyendo  otros 
tantos  centros  de  noticias  necesarias,  ó al  menos  útiles, 
á los  comerciantes.  Estados  hay  en  los  que  las  bolsas  de 
comercio  son  de  libre  creación  (por  ejemplo,  en  Ingla- 
terra y Bélgica);  no  lo  son,  sin  embargo,  en  la  mayor 
parte  de  los  demás  Estados,  ya  por  razones  de  tutela 
general  del  comercio,  ya  por  razones  especiales  relati- 
vas á la  clase  de  operaciones  más  importantes,  de  las 
que  es  costumbre  practicar  en  las  bolsas;  es  decir,  las 
operaciones  sobre  efectos  públicos,  que  afectan  al  cré- 
dito del  Estado. 

Las  bolsas  de  comercio  en  Italia  deben  ser  autori- 
zadas por  un  Real  Decreto,  á propuesta  de  la  cámara  de 
Comercio,  en  cuya  circunscripción  se  quiere  establecer. 
El  Decreto  de  autorización  indica  para  cada  una  de  las 
bolsas  creadas,  á tenor  de  la  propuesta  de  la  cámara, 

(1)  ^ease  la  bibliografía  indicada  en  el  núm.  77 , y también 
Rendu,  Lejeu,  le  pari  et  les  marchés  de  bourse.  París  1870.  — Bo- 
ZÉRIAN,  La  Bourse^  ses  operateurs  et  ses  operations.  París  1859. — 
Geüjíhüt,  en  el  Handhuch  de  Endemann,  vol.  III,  § 277-287. 

(ot)  La  palabra  bolsa  tiene  también  en  nuestra  leng’ua  las  mis- 
mas acepciones,  pero  legalmente  aparece  su  sentido  más  restrin- 
gido por  cuanto  el  Código  distingue  entre  bolsas  y lonjas,  siendo 
las  primeras  las  reuniones  autorizadas  para  que  en  ellas  se  con- 
traten efectos  públicos,  y las  segundas,  para  contratar  todos  los 
demás  valores  comerciales. — (ísT.  T.) 
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la  especie  de  negociaciones  que  en  ellas  se  puedan  prac- 
ticar (arfc.  13.  Eeglamento  para  la  ejecución  del  Código 
de  comercio),  como  también  dicta  á este  propósito  dis- 
posiciones especiales  (a). 

Siendo  las  bolseas  instituciones  públicas,  son  accesi- 
bles á todos,  comerciantes  y no  comerciantes,  siempre 
que  sean  capaces  de  obligarse.  No  pueden,  sin  embar- 
go, tener  acceso  á las  mismas  por  razones  de  orden  pú- 
blico (art.  14,  cit.  Regí.): 

1. ^  El  quebrado  cayo  nombre  no  haya  sido  borrado 
del  tablón  de  anuncios  (arts.  697,  839  del  Código  de  co- 
mercio), á no  ser  durante  el  período  de  la  moratoria 
convenida. 

2. "^  Los  que  aun  no  estando  declarados  en  quiebra, 
hayan  notoriamente  faltado  á sus  compromisos  comer- 
ciales. 

3. ^  Los  que  hubieren  sido  condenados  á penas  aflicti- 
vas ó correccionales  por  delitos  contra  la  fe  pública  6 la 
propiedad,  ó relativos  al  comercio,  á las  manufacturas, 
á las  artes,  á la  libertad  de  las  subastas  públicas,  ó por 
delitos  de  sustracción  cometidos  por  funcionarios  6 de- 
positarios públicos,  concusión  ó corrupción  de  funciona- 
rios públicos. 

4. ^  Los  que  ejerzan  en  bolsa  el  oficio  de  mediador, 
sin  haber  obtenido  el  certificado  de  inscripción  en  el  re- 
gistro de  la  cámara. — Pueden,  además,  ser  expulsados  de 
la  bolsa,  los  que,  no  violando  los  reglamentos,  perturben, 
el  buen  orden  y ofendan  la  dignidad  de  la  institución  (6). 


(o-)  En  España,  la  creación  de  bolsas  de  comercio,  corresponde 
al  Gobierno,  á las  Corporaciones  provinciales  y municipales  y á las 
sociedades  constituidas  expresamente  á este  efecto.  Las  primeras 
tienen  siempre  carácter  oficial;  las  segundas  y terceras,  necesitan, 
para  esto,  autorización  del  Gobierno.— (N.  T.) 

(1>)  Nuestra  legislación  mercantil  no  prohíbe  á nadie  la  entrada 
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Las  bolsas  dependen  de  las  respectivas  cámaras  de 
comercio,  las  cuales  ejercen  la  inspección  en  ellas  me- 
diante una  Diputación  de  Bolsa,  compuesta  de  tres,  cin- 
co  ó siete  miembros.  A esta  diputación,  que  procura 
también  la  ejecución  de  los  reglamentos,  puede  confe- 
rírsele por  las  partes  el  cargo  de  amigable  componedor 
en  las  cuestiones  que  surgen  á consecuencia  de  los  ne- 
gocios concertados  en  bolsa  (arts.  21,  22,  cit.  Eegl.).  En 
cada  bolsa  existe  además,  como  ya  bemos  dicho,  un  Sin- 
dicato de  Bolsa,  compuesto  de  mediadores  y encargado 
de  la  vigilancia  de  los  mismos. 

La  contratación  de  bolsa  tiene  lugar  en  los  casos  de- 
terminados en  los  respectivos  reglamentos,  y del  mismo 
modo  y manera  se  regula  su  ejecución  6 no  ejecución, 
salvo  lo  que  diremos  en  otro  lugar. 

Las  negociaciones  efectuadas  por  medio  de  agente 
público  deben  ponerse  en  conocimiento  del  sindicato  de 
bolsa,  y sirven  de  base  para  la  redacción  de  los  listines 
ó notas  oficiales  de  los  cambios,  de  los  títulos  y de  los 
demás  valores  admitidos  á la  cotización.  Estos  listines 
tienen  gran  importancia,  sirviendo  en  muclios  casos  y 
en  muchas  controversias  para  conocer  exactamente  el 
precio  de  las  mercancías  y de  los  títulos  en  un  día  de- 
terminado, á cuya  cotización  pudieran  referirse  las  par- 
tes. El  precio  de  los  títulos  se  anota,  por  regla  general, 
al  contado,  á fin  del  corriente  (mes)  y á fin  del  próximo, 
con  la  letra  D.  (dinero)  para  indicar  el  precio  de  la  de- 


en  las  bolsas,  lo  cual  uo  significa  giie  todos  puedan  contratar  en 

ellas,  pues  esto  depende  de  su  capacidad. 

Los  agentes  no  colegiados,  llamados  zurrupetos  en  el  lenguaje 
pintoresco  del  comercio,  pueden,  sin  dificultad  alguna,  contratar 
en  bolsa,  pero  sus  operaciones  no  afectan  á la  cotización  oficial.— 

(N.  T.) 


11^ 
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inaiKla,  y con  la  L.  (letra)  para  indicar  el  precio  de  la 
oferta.  El  precio  aproximativo  de  los  valores  sobre  los 
que  no  lia  liabido  contratación  se  fija  por  el  sindicato^ 
y se  indica  en  los  listines  con  la  letra  N,  (nominal).  Á. 
más  del  listín  de  precios  de  cambios  y títulos,  se  suele 
redactar,  aunque  de  ordinario  muy  de  tarde  en  tarde,  un 
listín  de  los  precios  de  las  mercancías,  premios  de  los 
seguros,  fietanientos  de  naves  y de  transportes.  Los  lis- 
tines originales,  suscritos  por  el  presidente  del  sindi- 
cato, deben  depositarse  en  la  cámara  de  comercio,  á la 
cual  corresponde  expedir  en  todo  tiempo  extractos  ó cer- 
tificados auténticos  (art.  19,  cit.  Regí.) 

85. — b).  (1). — Al  lado  de  las  bolsas  de  comercio  te- 
nemos las  ferias  y los  mercados,  ó reuniones  periódicas 
fijadas  por  la  autoridad  administrativa  (ley  17  Mayo 
1866;  art.  205,  ley  provincial  y municipal),  á las  que 
acuden  productores  y consumidores  para  contratar  mer- 
caderías y frutos.  Las  ferias  que  tuvieron  en  un  tiempo 
gran  importancia,  están  boy  en  decadencia  por  la  facili- 
dad de  las  comunicaciones  y de  los  transportes,  facilidad 
que  permite  en  todo  momento  transmitir  y realizar  ór- 
denes y comisiones  de  compra  y venta.  Tienen  lugar  ge- 
neralmente en  épocas  establecidas;  á lo  más  una  ó dos 
veces  al  año,  con  ocasión  de  fiestas  religiosas.  Los  mer- 
cados continuos,  semanales  ó mensuales,  son  general- 
mente dedicados  á la  contratación  sobre  frutos. 

Las  contrataciones  que  se  realizan  en  las  ferias  y 
mercados,  se  sujetan  de  ordinario  á las  reglas  corrientes 
de  toda  contratación,  pero  en  ciertos  efectos  y en  ciertos 
casos  especiales,  el  haber  contratado  en  una  feria  ó un 


(1)  Padoa,  Com  ¡tiento  alia  legge  17  ¡naggio  1S66  en  lii  RaccoUa 
di  leggi  speclali  de  Paciüci-Mazzoni,  serie  IV,  voL  III,  pág-.  1 V 
Torillo  1881. 
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mercado,  puede  requerir  reglas  jurídicas  particulares 
art.  286,  871,  Cód.  com.;  art.  709  Cód.  civ.)  (a). 


§ 2.®  Instituciones  para  facilitar  el  movimiento  de  las 

mercaderías  y de  los  frutos. 

86.  — Pertenecen  á éstas  los  almacenes  generales 
[Doclcs,  Entrepóts,  Lagerhduser)  j los  depósitos  ó puntos 
francos  (2). 

87.  — a]. — Los  almacenes  generales  tienen  por  objeto 
la  custodia  y conservación  de  las  mercaderías  y frutos 
en  ellos  depositados,  conservando  mientras  tanto  la  con- 
dición aduanera  que  tenían  en  el  momento  de  su  entra- 
da en  el  almacén  y de  expedir  títulos  especiales  con  el 
nombre  de  resguardos  de  depósito  y cédulas  pignorati- 
cias (b). 

Son  notables  los  beneficios  de  esta  institución.  Abo- 
rra al  comerciante  el  pago  de  los  derechos  de  aduanas 
sobre  las  mercancías,  en  el  caso  en  que  deban  ser  re- 
exportadas; permite  tenerlas  á disposición  en  el  caso  en 
que  se  presente  ocasión  favorable  para  la  venta,  sin  que 


(a)  Otro  tanto  puede  decirse  de  nuestra  leg*islaci6n  (arts.  81  á 
87  del  Cód.  com.),  con  la  particularidad  de  que  los  efectos  especia- 
les no  los  deduce  nuestra  ley  en  las  contrataciones  realizadas  en 
ferias  y mercados,  sino  en  las  realizadas  en  las  tiendas. — (N.  T.) 

(2)  Yidari,  i magazzini  generóle  secando  la  legislazione  italia- 
na. Milano  1876.— Vivante,  11  deposito  nei  magazzini  generala. 
Roma  1887. — Clavaeino,  en  la  Raccolta  di  leggi  speciali,  se- 
rie III,  vol.  lY.  Torino  1881.— Damaschino,  Traite  des  magasins 
généreaux  et  de  ventes  publiques  de  marchandises  en  gros,  París  1860. 
— Ebermann,  Lagerhdusser  und  Warrants  in  wirtsehaftlicher  und 
recMlich  Bezichung.  Wien  1876. 

(b)  De  estas  últimas  no  dice  ni  una  sola  palabra  nuestro  Códi- 
g*o  de  comercio  al  hablar  de  los  almacenes  generales  de  depósito. 
Parece  como  si  el  legislador  ignorara  que  tales  cédulas  circulaban 
por  el  mundo. — (N.  T.) 
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sea  necesario  el  pago  del  impuesto  que  de  otro  modo  ha- 
bría que  satisfacer  para  introducirlas  en  el  reino;  dismi- 
nuye los  gastos  de  conservación  y de  custodia  de  las  mer- 
cancías, y facilita  la  venta  y la  pignoración,  permitien- 
do efectuar  una  y otra  por  medio  de  los  títulos  expedi- 
dos por  los  almacenes  mismos,  o sea  de  los  resguardos 
de  depósito  y cédulas  pignoraticias;  los  almacenes  gene- 
rales, en  suma,  á más  de  hacer  ahorrar  derechos  y gas- 
tos de  custodia,  movilizan  las  mercancías,  facilitando  la 
circulación  y el  crédito. 

88. — No  es  este  el  lugar  de  ocuparnos  ne  el  régimen 
jurídico,  al  cual  están  sometidos  los  contratos  que  se 
conciertan  mediante  la  transmisión  de  los  resguardos  ó 
de  las  cédulas  pignoraticias;  aquí  indicaremos  tan  sólo 
lo  relativo  al  régimen  de  la  institución  de  los  almacenes 
generales.  (Ley  3 de  Julio  18 71,  Reglamento  4 Mayo  1873, 
Real  decreto  1.^  Agosto  1875  texto  único  17  Diciem- 
bre 1882).  (a)  Los  almacenes  generales  pueden  crearse 
por  personas  singulares  ó colectivas;  su  creación  debe 
resultar  de  escritura  pública  que  contenga  el  nombre  y 
el  domicilio  del  que  crea  el  almacén,  el  capital  con  que 
empieza  y las  garantías  ofrecidas  á los  depositantes  ó á 
sus  causa  habientes;  la  indicación  del  lugar  destinado  á 
almacenes,  á las  operaciones  de  registro,  venta,  etc.;  la 
forma  de  los  resguardos  de  depósito,  de  las  cédulas  pig- 
noraticias y de  los  endosos  que  á ellos  se  refieran;  reseña 
de  las  obligaciones  que  incumben  á la  administración 
de  los  almacenes,  é indicación  de  las  tarifas  para  el  de- 
pósito de  las  mercancías  y para  las  demás  operaciones 
que  deben  realizar  los  almacenes.  De  ordinario  ninguna 


{a)  Kuestra  legislación  sobre  esta  interesantísima  materia  está 
reducida  á la  Ley  de  9 de  Julio  de  1852  y á los  artículos  Í93  y 198 
del  Código  de  comercio  que  reproducen  los  preceptos  de  la  ley. — 
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parte  del  local  destinado  á almacenes  generales,  puede 
destinarse  ó arrendarse  para  almacén  privado;  esto  no 
obsta,  para  qne  cerca  de  los  almacenes  generales  puedan 
establecerse  locales  especiales  ó tinglados  para  depositar 
momentáneamente  las  mercancías  sin  visita;  pero  estos 
locales  ó tinglados  deben  estar  cerrados  con  dos  llaves, 
quedando  una  en  poder  del  administrador  de  la  aduana 
y otra  en  el  del  administrador  de  los  almacenes  ó de  un 
delegado  de  las  cámaras  de  comercio.  La  escritura  de 
creación  de  los  almacenes  debe  hacerse  publica,  del 
modo  que  dispone  la  ley,  y también  debe  publicarse  en 
la  primera  decena  de  cada  mes  la  situación  de  los  alma- 
cenes en  el  mes  anterior,  que  deberá  igualmente  comu- 
nicarse al  ministerio  de  Agricultura  y Comercio,  y á la 
cámara  de  comercio  local,  á la  cual  corresponde  la  vi- 
gilancia sobre  los  almacenes. 

Los  almacenes  generales  reciben  mercaderías  pro- 
cedentes del  interior  ó del  extranjero,  de  otros  almace- 
nes generales  ó de  las  aduanas  habilitadas  para  la  expe- 
dición de  mercaderías  de  una  á otra  aduana.  Por  eso  de 
ordinario,  atendido  el  carácter  público  que  tienen,  no 
pueden  sin  justa  causa  negarse  á recibir  mercaderías,  ni 
conceder  exprofeso  preferencia  alguna  á los  que  preten- 
den constituir  los  depósitos.  El  poseedor  de  las  merca- 
derías se  supone  siempre  su  propietario.  Para  introdu- 
cir mercaderías  en  un  almacén  general,  la  administra- 
ción en  ejercicio  debe  presentar  la  declaración  en  la 
aduana,  con  arreglo  á la  que  los  funcionarios  delegados 
por  la  aduana,  asistidos  de  un  representante  de  dicha 
administración,  y,  donde  fuere  necesario  de  un  emplea- 
do del  cuerpo  de  consumos,  harán  la  comprobación  de 
la  mercadería.  La  hoja  de  introducción  en  depósito  debe 
ser  encabezada  por  la  administración  en  ejercicio  y con- 
signada á la  misma;  sobre  la  matriz  que  ha  de  quedar 
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en  poder  de  la  adiiaua,  la  administración  misma  pone  el 
vislo.  Las  mercaderías  extranjeras  introducidas,  j en 
general  las  sujetas  al  impuesto  de  consumos,  son  regis- 
tradas en  registros  especiales,  que  llevan  la  aduana  y la 
administración  del  impuesto  de  consumos.  Los  tejidos 
nacionales  no  acompañados  de  la  contraseña  facultativa, 
son,  en  el  acto  déla  introducción,  provistos  deuna  lámina 
ú otra  contraseña  que  los  distinga  de  los  extranjeros. 

Los  tilmacenes  son  responsables  á la  administración 
de  aduanas  del  pago  de  los  derechos  sobre  las  mercade- 
rías depositadas,  y á los  depositantes  de  la  conservación 
y custodia  de  las  mismas  con  exclusión  de  las  averías  y 
mermas  naturales  provenientes  de  la  naturaleza  y con- 
dición de  las  mismas,  y de  los  casos  de  fuerza  mayor.. 
En  principio,  la  responsabilidad  de  los  almacenes  es  la 
que  se  deduce  del  num.  2 del  artículo  1844  del  Código 
civil  (a). 


Los  derechos  del  deponente  durante  la  permanencia 


de  las  mercaderías,  de  alterar  la  condición  de  éstas,  son 


objeto  de  reglas  particulares,  encaminadas 
los  derechos  de  adnanas  á que  podrían  estar 


a asegurar 
sujetas  las 


mercaderías  depositadas;  y tal  vez  también  los  intereses 
del  poseedor  de  la  cédula  pignoraticia:  a este  último 
efecto  se  prescribe  que  las  mercaderías  á que  se  retlere 


a 


He  aquí  los  arts.  1S4-3  y lSt4  del  Codigo  Civil: 


Art.  1S43.  El  depositario  deberá  emplear  en  la  custodia  de  la 
cosa  depositada  la  misma  diligencia  que  en  la  suya  propia. 

Art.  1844.  La  disposición  del  precedente  artículo  deberá  apli- 
carse con  mavor  risror: 

1.'^  Cuando  el  depositario  se  baya  ofrecido  á recibir  el  depósito. 

Cuando  para  la  custodia  de  este  se  haya  estipulado  una  re- 
muneración. 

Cuando  el  depósito  se  haya  hecho  linicamente  por  interés 
del  depositario. 

A.  Cuando  expresamente  se  haya  convenido  que  el  depositario 
deberá  responder  de  toda  cW  de  faltas.-  N.  T,' 
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la  ccdula  pignoraticia  (][u.g  sg  liaja  SGparado  del  resguar- 
do de  depósito,  no  puedan  de  ninguna  manera  sufrir  al- 
teración  sin  el  consentimiento  del  poseedor  de  dicha  cé- 
dula. 

La  empresa  de  los  almacenes  asume  también  alo-unas 
veces  oficios  accesorios  al  depósito,  como  las  operaciones 
de  descarga,  despacho  de  aduanas,  embalaje,  venta,  et- 
cétera, y puede  también  dar  en  préstamo  sobre  las  mer- 
caderías. 

Los  almacenes  deben  restituir  las  mercaderías  á 
quien  tenga  el  derecho  de  retirarlas,  inmediatamente 
que  se  las  pida  (art.  1.860,  Código  civ.),  salvo  no  obs- 
tante el  derecho  de  retención  para  el  pago  de  los  crédi- 
tos de  los  almacenes  y de  la  aduana.  Se  entiende  tam- 
bién, como  veremos,  que  allí  donde  se  hayan  emitido  los 
títulos  representativos  de  las  mercaderías,  allí  mismo 
deben  restituirse.  Si  el  depositante  no  accediere  á reti- 
rarlas al  vencimiento  del  depósito,  los  almacenes  podrán 
decretar  su  extracción  á costa  de  éste,  pero  el  deposi- 
tante tendrá  la  facultad  de  renovar  el  depósito.  El  re- 
glamento marca  también  precauciones  particulares  para 
seguridad  del  pago  de  los  derechos  de  aduana  y de  los 
de  consumos,  en  el  caso  de  que  salieren  las  mercaderías 
de  los  almacenes. 

89. — h) , Los  depósitos  ó puntos  francos  son  localida- 
des fijadas  por  la  ley  en  algunas  plazas  marítimas,  con 
objeto  de  recibir  en  depósito  mercaderías  procedentes 
del  extranjero  y emitir  también  (ley  de  6 de  Agosto  de 
1893)  resguardos  de  depósito  y cédulas  pignoraticias. 

No  deben  confundirse  los  depósitos  ó puntos  francos 
con  los  puertos  francos,  los  cuales  establecían  injustos 
privilegios  en  favor  de  determinadas  plazas  mercantiles, 
y fueron  abolidos  justamente.  Los  puntos  francos  se 
proponen  no  conceder  privilegios  aduaneros,  sino  más 
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bien  favorecer  la  circulación  de  las  mercancías,  permi- 
tiendo á los  comerciantes  tenerlas  á disposición,  sin  es- 
tar obligados  al  pago  de  los  derechos  de  aduanas  en  el 
caso  de  quererlas  reexportar.  El  mismo  beneficio  reciben 
los  comerciantes  de  la  institución  de  los  almacenes  ge- 
nerales. Sin  embargo  las  formalidades  de  la  comproba- 
ción y registro  necesarios  para  el  ingreso  de  las  mercan- 
cías en  los  almacenes,  en  interés  de  la  aduana,  las  for- 
malidades también  precisas,  siempre  por  la  misma  ra- 
zón, para  poder  hacer  operaciones  sobre  las  mercaderías 
depositadas,  y otros  motivos  además,  aconsejaron  la  ins- 
titución de  los  depósitos  francos  (Ley  6 Agosto  1876  y Re- 
glamento 31  Octubre  del  mismo  año),  considerados  por 
la  ley  como  fuera  de  la  zona  fiscal  de  la  aduana.  Por  eso 
en  ellos  se  pueden  introducir  mercancías  sin  registro  ni 
comprobación,  y del  mismo  modo  se  pueden  libremente 
hacer  sobre  las  mercancías  depositadas  en  los  depósitos 
francos,  todas  las  operaciones  que  se  quieran.  El  pago 
de  los  derechos  de  aduanas  se  hací?,  tan  sólo  en  el  mo- 
mento en  que  salen  del  almacén  para  ser  introducidas 
en  la  plaza.  La  facultad  de  instituir  depósitos  francos 
puede  concederse  á personas  singulares  ó colectivas,  su- 
jetándose al  cumplimiento  de  ciertas  formalidades  enca- 
minadas á impedir  el  contrabando.  Los  depósitos  fran- 
cos están  sujetos  á la  inspección  de  la  cámara  de  co- 
mercio local.  No  pueden  introducirse  en  ellos  las  mer- 
caderías indicadas  en  el  reglamento,  ó que  podría  fácil- 
mente convertirse  en  materia  de  contrabando,  ó ser  no- 
civas á la  salud;  ni  tampoco  las  mercaderías  extranjeras 
admitidas  con  el  trato  de  la  nación  más  favorecida,  á no 
ser  que  el  concesionario  del  depósito  franco  no  se  sujete 
a pagar  a la  salida  los  derechos  de  la  tarifa  general  por 
todas  las  mercaderías  de  la  misma  calidad  que  estén  en 
el  depositadas.  La  salida  de  las  mercancías  del  depósito 
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se  regula  por  disposiciones  especiales  en  Ínteres  de  la 
aduana.  Digamos,  por  iiltimo,  que  para  la  custodia  tem- 
poral de  las  mercancías  que  llegan  por  mar,  pueden  es- 
tablecerse en  los  puertos  principales  y sobre  las  banque- 
tas y calas  de  los  mismos,  tinglados  ó cobertizos  donde 
puedan  colocarse  las  mercaderías  sin  decbiraeioii  y sin 
visita,  para  permanecer  allí  el  número  de  días  que'  con- 
sientan las  exigencias  del  servicio  público  6 las  exigen- 
cias del  Erario,  teniendo  siempre  libertad  el  propietario 
de  manifestarlas  como  mas  le  plazca. 


§ 3.^ — Instituciones  para  facÁlííar  la  c/írcnl<ició}i 

de  los  valores. 

90.  — Entran  en  esta  categoría  los  bancos  y las  casas 
de  liquidación. 

91.  — a)  (1)  (a).  Los  bancos  se  distingen  en  comerciales 
(de  depósito,  de  descuento  y de  circulación),  territoria- 
les (crédito  territorial  y agrícola)  6 iruhistr tales  (cnMÜto 
moviliario  ó sobre  mercaderías).  Sin  embargo,  la.  distin- 
ción va  perdiendo  en  importancia,  tanto,  cnaailo  los 


(1)  HoTA,  Prinrlpií  di  scylc.n'/M,  hfiiicaria,  M ilíiiio  ISSr», 

Coc^.,  Les  eircul(Á,ti(ms  en  ban<[ue.  l^irís  I .)  no  i.A  i:,  hi(  rliatKfc 
et  de  la  libertó,  d' < mission.  i'arís  ISCH. — ( lícei.MeSi'iN  i:u  1 1-,  otra 
cit.  — Knícs,  (i el d and,  Credil.  li<irlíri  IH7C. — W A(J N M a,  (ai  (^I  Ma- 
nual de  Sckbnbery^  vol.  1.  — IVIaíUíIOOD,  77¿íí  ílieory  and  praelnee  of 
banteimj,  <m1Í(3.  Loii(l<ai  1H8S.  'I’raducido  oii  !a  Kdr  dell'  bJrono- 
mista,  seri(i  vol.  Yl. 

(a'>  Casajjona,  De!  crédito  l<n’rtlori(il  y (i(/ri<u)l(i.  IMadrid  ISCS 
— Pastor,  La  libertad  de,  Jíaneos  y cola,  de!  de,  í^isj)an,a.  Madrid 
18G5. — UrzaiN(.¿ui,  Los  Láñeos  prediale^n  ó>  li,rpote,eoru)S.  Ma,drid 
1853. — Saras  M U NT  MSA,  Ob8erv<iei<)ries  <jen<’r(il('.s  sobre  los  l{<eneos 
de  emisióm.  Madrid  1H8G.  — 15)ro  nio  Piorna  as,  ( )bserv(ieiones  sobre 
la  creaciórn  de  un  Banco  (jeneraJ,  de  emisv'm.  Madrid  I8GG.  — San'I'A 
Marta,  Cambio  de  billetes  del  Jianeo  de  Kspana,.  Madrid  ■ 

Fernández  y Parreño,  Compendio  de  las  operaciones  de,l  (Hnf  y 
de  la  Banca.  Sevilla  1849. — Henry,  Manualdel  barujuero^  del  oyen- 
te  de  Bolsa  y del  corredor  de  cambios.  Madrid  1855.  — (N.  3\) 


derecho  mercantil 


l‘JO  

bancos  tienden  a dedicarse  todos  á las  mismas  opera- 
ciones. En  este  lugar  no  debemos  ocuparnos  sino  en  el 
estudio  de  los  bancos  de  emisión^  ya  que  de  ordinario 
la  facultad  de  emitir  billetes,  llamada  á sustituir  á la 
moneda  metálica,  nace  de  autorización  del  Estado  y está 
regulada  por  disposiciones  especiales.  El  estudio  de  las 
demás  especies  de  bancos  no  ofrece  interés  para  nos- 
otros, más  que  por  lo  que  se  relaciona  con  los  contratos, 
á los  que  particularmente  se  dedican,  y de  estos  contra- 
tos hablaremos  en  su  lugar  respectivo. 

La  emisión  de  billetes  de  banco,  que  algunos  teóri- 
cos querrían  que  fuese  completamente  libre,  se  concede 
hoy  regularmente  por  los  Estados  á uno  ó varios  esta- 
blecimientos de  crédito.  Esto  ocurre  por  razones  de  pu- 
blico interés,  esto  es,  porque  debiendo  el  billete  de  ban- 
co subrogarse  á la  moneda  metálica,  precisa  que  el  pú- 
blico pueda  legítimamente  confiar  en  que  dichos  billetes 
representan  en  realidad  su  valor,  un  valor  efectivo,  es 
decir,  en  moneda,  que  puedo  conseguirse  en  cuanto  se 
presenten  al  cambio.  De  aquí  la  necesidad  de  reglas  es- 
peciales que  normalicen  la  emisión  de  billetes  de  ban- 
co [a).  Pero  los  sistemas  seguidos  á este  propósito  por 
las  diversas  legislaciones,  si  bien  en  principio  están  de 
acuerdo,  dando  al  derecho  á emitir  billetes  el  carácter 
de  una  concesión,  difieren  no  poco  acerca  del  modo  de 
regular  este  derecho  y sobre  la  medida  de  la  ingerencia 
del  Estado  en  los  Bancos  de  emisión. 


[ü)  La  disensión  entre  los  partidarios  de  la  libertad  v los  de  los 

privileg'ios  banearios  est:í  en  pie.  Las  razones  alega  el  autor, 

partidario  de  los  privileg'ios,  no  son  eonvineentes.  pero  como  no  he 

de  exponer  argumentos  reproducidos  hasta  la  saciedad  en  los  libros 

de  economia  política,  hago  constar  mi  opinión  en  contra,  7 mo 

umito  á dichos  libros.  Véase  también  Benito,  ob.  cit.,  Lee.  44. — 
vN . T .í 
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En  Italia,  el  derecho  de  emitir  billetes  al  portador 
pagaderos  á la  vista,  está  concedido  á seis  establecimien- 
tos de  crédito:  Banco  Nacional  del  Eeino  de  Italia,  Ban- 
co de  Ñapóles,  Banco  Nacional  de  Toscana,  Banco  Eo- 
mano.  Banco  de  Sicilia,  Banco  Toscano  de  Crédito  (leyes 
30  Abril  1874  j 7 Abril  1881).  Sin  embargo,  la  condi- 
ción de  estos  establecimientos  ha  sufrido  varias  vicisitu- 
des en  relación  con  las  experimentadas  por  el  curso  for- 
zoso. La  lej  de  1.®  de  Majo  de  1866,  en  consideración  á 
nn  préstamo  de  250  millones  (de  liras)  al  interés  de  uno 
y medio  por  ciento,  hecho  al  Estado  por  el  Banco  Nacio- 
nal del  Eeino  de  Italia,  concedió  á los  billetes  del  mis- 
mo el  curso  forzoso^  dispensándole  de  pagarlos  en  metá- 
lico á la  vista.  A los  billetes  de  los  otros  bancos  se  les 
fué  después  haciendo  extensivo  el  curso  legal  en  sus  res- 
pectivas regiones,  quedando,  sin  embargo  siempre  obli- 
gados á pagar  sus  billetes  en  moneda  metálica  ó en  bi- 
lletes del  Banco  Nacional.  En  justa  compensación  se 
obligaron  los  bancos  á inmovilizar  á lo  menos  dos  terce- 
ras partes  de  la  reserva  metálica  que  cada  uno  debía  te- 
ner en  relación  con  sus  billetes  en  circulación,  y se  dis- 
puso que  el  Banco  Nacional,  á petición  de  los  mismos, 
debiese  proporcionar  sus  propios  billetes  hasta  el  total 
importe  de  la  suma  inmovilizada  para  ocupar  el  lugar  de 
ésta.  Este  sistema  de  privilegio  constituido  á favor  del 
Banco  Nacional,  duró  hasta  la  ley  de  30  de  Abril  de  1874, 
la  cual  asoció  á todos  los  establecimientos  indicados  para 
suministrar  al  Estado  conjuntamente  la  suma  de  mil 
millones  en  billetes  expresamente  fabricados.  Con  estos 
mil  millones,  por  los  que  el  Estado  venía  obligado  á sa- 
tisfacer á la  asociación  un  interés  de  un  medio  por  cien- 
to anual  en  los  primeros  cuatro  años,  y de  un  0,40  por 
ciento  en  los  sucesivos,  se  reembolsó  el  préstamo  contra- 
tado por  el  Estado  con  el  Banco  Nacional  (que  de  250 
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millones  había  subido  hasta  860  millones),  y así  el  Esta- 
do se  constituyó  en  deudor,  no  ya  del  Banco  Nacional^ 
sino  de  la  asociación  de  los  establecimientos  de  emisión. 
A los  billetes  representantes  del  empréstito  de  los  mil 
millones  (billetes  de  la  asociación)  se  concedió  el  curso 
forzoso,  á los  billetes  propios  de  cada  uno  de  los  bancos^ 
el  curso  legal  en  los  lugares  donde  estos  bancos  tuviesen 
su  domicilio,  sucursales  ó representación,  entendiéndose 
siempre  que  estos  últimos  billetes  (que  en  su  totalidad  y 
comprendiendo  en  ella  también  los  títulos  equivalentes,, 
no  debía  exceder  del  triple  del  patrimonio  de  banco  emi- 
tente)  debían  pagarse  por  el  propio  banco  á la  vista  en 
moneda  metálica  ó en  billetes  de  la  asociación.  Final- 
mente se  £acull:ó  á los  bancos  de  crédito  para  movilizar 
en  condiciones  determinadas  sus  reservas  metálicas. 
Este  estado  de  cosas  se  prorrogó  hasta  la  ley  de  7 de 
Abril  de  1881,  la  cual  disolvió  la  asociación  y declaro 
deuda  del  Estado  los  billetes  de  la  asociación,  que  fueron 
después  retirados,  á excepción  de  los  de  5 y 10  liras  (en 
cantidad  de  340  millones)  que,  cambiados  por  billetes 
del  Estado,  continuaron  y continúan  circulando  y te- 
niendo curso  legal,  siendo,  sin  embargo,  pagaderos  á la 
vista  en  moneda  metálica  en  las  tesorerías  principales. 
Se  conservó  á los  billetes  de  los  bancos  hasta  fines  de 
1883,  y por  prórrogas  sucesivas  hasta  fines  de  1893,  sal- 
vo lo  que  diremos  del  Banco  Eomano  (ley  de  30  de  Junio 
de  1891),  el  curso  legal,  con  la  obligación  de  pagarlos  á 
la  vista  en  moneda  metálica  ó en  billetes  del  Estado. 


Después  se  estableció  que  la  reserva  de  cada  uno  de  los 
bancos  debía  componerse  exclusivamente  de  valores  me- 
tálicos con  curso  legal  en  el  í’eino,  y quedando  siempre 
en  vigor  el  principio  de  la  ley  de  1874,  ó sea,  que  la  cir- 
culación de  cada  banco  no  pudiese  exceder  del  triplo 
del  patiimonio,  excluido  el  fondo  de  reserva,  ni  del  tri-« 
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pío  en  metálico  del  numerario  existente  en  caja.  Tam- 
bién estableció  la  citada  lej  de  30  de  Junio  de  1891,  que 
durante  la  prórroga  del  curso  legal,  el  límite  máximo  de 
la  circulación  de  cada  uno  de  los  bancos  fuese  el  prome- 
dio del  año  1890^  excepto  para  aquellos  que  no  hubiesen 
alcanzado  el  cuádruple  del  capital  desembolsado,  en 
cuyo  caso  podría  llegar  hasta  este  límite.  Estableció 
además  que  los  billetes  mantenidos  en  circulación  por 
varios  establecimientos  por  anticipos  hechos  al  Tesoro, 
no  debían  computarse  en  la  circulación  permitida  á cada 
uno  por  cuenta  propia.  La  facultad  de  emitir  títulos  á la 
vista  pagaderos  al  portador,  que  debía  cesar  para  todos 
los  establecimientos  que  de  ella  gozaban,  el  31  de  Di- 
ciembre de  1889,  fue  también  prorrogada  hasta  ñnes  de 
1892  y sucesivamente  hasta  fines  de  1893,  salvo  siempre 
lo  que  ahora  diremos  sobre  el  Banco  Eomano. 

Por  la  ley  de  10  de  Agosto  de  1893  fué  autorizada 
la  fusión  del  Banco  Nacional  del  Reino,  el  Banco  Na- 
cional Toscano  y el  Banco  Toscano  de  Crédito  en  un  es- 
tablecimiento único,  bajo  la  denominación  de  Banco  de 
Italia,  Al  nuevo  Banco,  que  tendrá  un  capital  de  300 
millones,  se  le  concede  por  veinte  años  el  privilegio  de 
emitir  billetes  por  la  suma  de  800  millones,  suma  que, 
sin  embargo,  debe  reducirse  á 630  millones  en  un  perio- 
do de  catorce  años.  Sin  embargo,  debe  tenerse  en  cuenta 
que  por  las  leyes  precedentes,  la  circulación  puede  ex- 
ceder de  dichos  límites  cuando  los  respectivos  billetes 
estén  enteramente  cubiertos  con  la  reserva  metálica,  y 
que  otro  tanto  sucede  con  los  billetes  correspondientes  á 
los  anticipos  hechos  al  Estado  que  no  están  comprendi- 
dos en  dichos  límites. 

Los  billetes  del  Banco  de  Italia  tienen  en  los  prime- 
ros cinco  años  curso  legal  en  las  provincias  donde  el 
Banco  tiene  su  domicilio  ó sucursales,  y deben  cambiar- 
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se  por  él  á la  vista  j en  metálico  en  Roma  y en  las  ciu- 
dades de  Barsi,  Bolonia,  Cagliari,  Catania,  Florencia, 
Genova,  Liorna,  Mesina,  Milán,  Nápoles,  Palermo,  Ta- 
rín, Verona  y Venecia.  En  la  misma  ley  se  decretó  la  li- 
quidación del  Banco  Romano,  cuyos  billetes  dejaron  de 
tener  curso  legal  el  10  de  Agosto  de  1893,  y se  mantu- 
vo en  los  dos  Bancos  de  Nápoles  y Sicilia,  á los  que  les 
fue  también  concedido  por  el  mismo  período  de  veinte 
años  el  derecho  de  emisión;  el  Banco  de  Nápoles  hasta 
242  millones  (que  deben  reducirse  á 190  en  el  término 
de  catorce  años),  y el  Banco  de  Sicilia  hasta  55  millones 
(que  deben  reducirse  á 44  en  igual  plazo).  A los  billetes 
de  estos  Bancos  se  aplican  las  reglas  ya  indicadas  en 
cuanto  al  cambio.  Además  debemos  decir  que  la  reserva 
de  todos  estos  establecimientos  de  emisión  debe  llegar, 
dentro  de  un  año,  al  40  por  100  de  la  circulación.  La  fu- 
sión autorizada  por  la  ley  transcrita  es  ya  un  hecho 
consumado,  y el  Banco  de  Italia  funciona  desde  1.^  de 
Enero  de  1894  (a). 


(a)  El  Banco  de  España  es  el  único  privilegiado  en  nuestro 
país  para  la  emisión  de  billetes  desde  el  decreto-ley  de  19  de  Marzo 
de  1874,  por  baberse  dispuesto  en  dicho  decreto-ley  la  liquidación 
de  los  bancos  de  provincia  nacidos  al  amparo  de  la  ley  de  11-19 
de  Octnbre  de  1869.  Este  Banco  es  el  heredero  del  Banco  de  Isa- 
bel II  y del  de  San  Fernando,  que  se  refundió  en  aquél,  y éste  á 
su  vez  procede  directamente  del  de  San  Carlos,  primer  banco  de 
emisión  que  ha  existido  en  España  y que  se  instituyó  por  real  ce- 
dula  de  2 de  Junio  de  1782,  dada  por  el  rey  Carlos  III. 

El  privilegio  concedido  al  Banco  de  España  á cambio  de  un  an- 
ticipo hecho  al  Tesoro  de  125  millones  de  pesetas,  lo  fué  por  trein- 
ta años,  es  decir,  hasta  1904;  pero  por  la  ley  de  14  de  Julio  de  1891 
se  prorrogó  éste  hasta  fin  de  Diciembre  de  1921,  también  mediante 
otro  anticipo  al  Tesoro  de  150  millones  de  pesetas.  Esta  ley,  no  solo 
prorrog'a  el  plazo  de  duración  del  privilegio,  sino  que  autoriza  al 
Banco  para  que  su  emisión  pueda  exceder  del  tipo  máximo  del  de- 
1874,  que  era  el  de  750  millones  de  pesetas,  y llegar  á 
millones,  siempre  que  conserve  en  sus  cajas  en  metálico,  ha- 
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92. — h)  Casas  de  liquidación  (1)  (a). — Las  múltiples 
relaciones  de  débito  y crédito  que  intervienen  entre  los 
comerciantes,  hacen  necesario  liquidaciones  frecuentes 
que  casi  siempre  dan  por  resultado  una  diferencia  ó sal- 
do que  una  de  las  partes  debe  pagar  á la  otra.  Interesa, 
pues,  á los  comerciantes  que  tales  liquidaciones  se  faci- 
liten; esto  es,  que  se  efectúe  con  facilidad  la  compensa- 
ción entre  los  débitos  y los  créditos,  y se  evite  la  pérdL 
da  de  tiempo  que  produce  la  entrega  del  dinero  y la  eje- 
cución de  las  operaciones  que  entre  ellos  se  ahorran.  A 
conseguir  estos  fines  tienden  las  casas  de  liquidación, 
cuyo  modelo  es  la  Clearing  House  de  Londres.  En  Italia 
existía  tan  sólo  una  de  estas  instituciones,  en  Liorna, 
con  el  nombre  de  Casa  de  pagos  públicos  (Stanze  dei  pu- 
hlici  pagamenti);  pero  ahora,  por  efecto  de  la  facultad 
concedida  al  Gobierno  por  la  ley  de  7 de  Abril  de  1881, 
las  Cámaras  de  Comercio  de  Roma,  Hápoles,  Milán,  Tu- 
rín,  Venecia,  Florencia,  Génova,  Palermo,  Bolonia,  Me- 
sina,  Catania,  Borsi  y Cagliari,  fueron  autorizadas  (real 
decreto  de  19  de  Mayo  de  1881)  para  invitar  á los  co- 


rras de  oro  ó plata,  la  tercera  parte  cuando  menos  del  importe  de 
los  billetes  en  circulación,  y la  mitad  de  esa  tercera  parte  precisa- 
mente en  oro. 

Los  billetes,  cuyo  tipo  inferior  será  el  de  25  pesetas , son  pagade- 
ros á la  presentación,  en  metálico,  pues  afortunadamente  no  bemos 
llegado  todavía  al  curso  forzoso.  Sin  embargo,  los  signos  de  los 
tiempos  nos  van  haciendo  á la  idea  de  que  también  llegaremos  á 
ello  como  Italia. 

Para  la  historia  de  nuestras  instituciones  bancarias  puede  ver- 
se: Santillán,  Memoria  histórica  sobre  los  Bancos  Nacional  de 
San  Carlos^  Español  de  San  Fernando , Isabel  II,  Nuevo  de  San 
Fernando  y de  España.  Madrid  1865. — (N.  T.) 

(1)  Fornari,  i cliechs  y la  Claring  House.  Nápoli  1878. — 
GaIíLAVRESSI,  Hassegno  bancario.  Milán  1883;  así  como  la  mayor 
parte  de  las  obras  citadas  en  el  núm.  91. 

(a)  Mora,  Del  cheque,  Habana  1885. — (N.  T.) 
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nierciantes  é instituciones  comerciales  y cajas  de  ahorro 
á constituirse  en  asociación  con  objeto  de  instituir,  bajo 
la  inspección  de  las  cámaras  mismas,  y administrar  las 
casas  de  liquidación  y proponer  al  Gobierno  las  reglas 
generales  á que  debían  ajustarse  en  sus  operaciones.  Las 
casas  de  liquidación  se  establecieron  inmediatamente  en 
Bolonia,  Florencia,  Genova,  Milán,  Eoma  y Catania,  y 
se  reorganizó  la  de  Liorna.  En  1890  estas  casas  liquida- 
ron en  total  partidas  de  débitos  y créditos  por  valor  de 
más  de  14.772  millones,  empleando  en  dinero  para  esto 
tan  sólo  un  28,63  por  100  de  dicha  suma. 

Las  instituciones  y comerciantes  representados  en 
las  casas  de  liquidación,  remiten  á sus  representantes 
(que  regularmente  suele  ser  un  banco  ó un  banquero, 
que  tiene  al  mismo  tiempo  la  representación  de  muchas 
casas),  nota  de  los  efectos  y de  las  sumas  que  tienen 
para  cobrar  y pagar,  y en  cualquier  casa,  á semejanza 
de  las  liquidaciones  mensuales  de  la  bolsa,  se  hacen 
muy  fácilmente  la  compensación  de  débitos  y créditos. 
Pero  estas  casas  de  liquidación  no  podrán  ser  verdade- 
ramente útiles,  hasta  que  no  se  generalice  el  uso  de  los 
cheques,  instrumentos  eficacísimos  de  compensación, 
como  diremos  en  su  lugar  (a). 


(«)  Entre  nosotros  no  funciona  ning*una  casa  de  liquidación, 
sin  duda  porque  las  exig*encias  comerciales  no  lo  requieren  toda- 
vía, y por  cierto,  que  el  modelo  para  estas  casas  de  liquidación  lo 
dieron,  aunque  con  carácter  temporal,  nuestras  famosas  ferias 
de  Medina  del  Campo,  de  los  siglos  XVI  y XVII,  en  las  que  los 
banqueros  que  á ellas  acudían  á negociar  los  efectos  comerciales  y 
cédulas  de  todas  clases,  hacían  el  último  día  de  feria  una  compen- 
sación de  créditos,  no  por  medio  de  cheques,  puesto  que  entonces 

no  se  conocían,  sino  por  medio  de  los  asientos  de  sus  libros  de  re- 
gistros.—(]ST.  T.) 
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^ 4.^ — Instituciones  para  promover,  representar  y proteger 

los  intereses  comerciales  (1)  (a). 

93. — Al  efecto  de  promover,  representar  j proteger 
los  intereses  mercantiles  é industriales,  se  han  insti- 
tuido en  los  centros  más  importantes,  Cámaras  de  co- 
mercio j artes  (ley  6 Julio  1862).  Estas  tienen  por  obje- 
to: presentar  al  Grobierno  las  informaciones  y propuestas 
que  juzguen  útiles  al  tráfico,  á las  artes  y á las  manu- 
facturas, y una  relación  anual  sobre  la  marcha  del  uno 
y de  las  otras;  formar  el  registro  de  los  síndicos  de  las 
quiebras  (art.  751,  Cód.  com.);  promover  y mantener 
escuelas  industriales;  instituir  y vigilar  las  Bolsas  de 
comercio,  los  almacenes  generales  y los  depósitos  fran- 
cos; llevar  el  registro  de  los  agentes  mediadores  y ejer- 
cer sobre  ellos  la  inspección  establecida  en  la  ley;  dispo- 
ner la  venta  de  mercancías,  etc.  Las  cámaras  de  comer- 
cio, cuya  residencia  y circunscripción  territorial  se  fija 
en  la  ley,  son  elegidas  por  los  comerciantes,  artistas  é 
industriales  en  ejercicio  y capitanes  de  buques  inscri- 
tos en  las  listas  electorales  políticas  de  los  municipios 
comprendidos  en  la  circunscripción  de  las  cámaras,  ó 
que  residiendo  en  estos  municipios  resulten  inscritos  en 
las  listas  políticas  de  otros.  Son  también  electores  los 
extranjeros  que,  durante  cinco  años  al  menos,  estén 
ejerciendo  el  comercio  ó las  artes,  y tengan  las  condi- 
ciones requeridas  para  la  inscripción  de  los  nacionales 
en  las  listas  políticas.  El  número  de  componentes  de  la 
cámara,  escogidos  entre  todos  los  electores  por  ma- 

(1)  Padoa,  Legge  sulle  Camere  di  commercio  annotata,  en  la  Ra- 
ccolta  di  leggi  speciali,  cit.,  serie  lY,  vol.  III,  Torino  1881. 

fa)  Navarro,  Las  Cámaras  de  comercio.  Madrid,  1885.— 
(N.  T.) 
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yoría  relativa  de  votos,  está  establecido  en  la  ley,  y se- 
o-iiii  las  varias  cámaras,  asi  será  mayor  de  nueve  ó 
menor  de  veintinru.  elegidos  lo  son  por  espacio  de 
dos  años;  ootre  ellos  eligen  un  presidente  y un  vicepre- 
sidente. Las  reuniones  son  legales  si  concurren  al  menos 
la  mitad  de  los  componentes  de  la  cámara;  los  acuerdos 
se  toman  por  mayoría  de  votos,  y en  caso  de  empate  de- 
cide el  voto  del  presidente. 

Las  cámaras  de  comercio  pueden  tener  un  patrimo- 
nio propio;  en  caso  necesario  pueden  procurarse  los  fon- 
dos precisos,  imponiendo  algún  recargo  especial  ó adi- 
cional á los  comerciantes  é industriales,  ó sobre  los  se- 
guros marítimos,  pólizas  de  carga,  fletam entos  y otros 
contratos  mercantiles  de  idéntica  naturaleza,  y también 
exigiendo  un  derecho  por  los  certificados  y demás  docu- 
mentos que  de  ellas  emanen  {a), 

{a)  La  creación  de  las  cámaras  de  comercio  en  España  se  debe 
al  Real  Decreto  de  9 de  Abril  de  1886,  obra  del  ministro  de  Fo- 
mento, Sr.  Moret,  aunque  ahondando  más,  no  pueda  decirse  en 
conciencia,  que  la  paternidad  de  esta  obra  se  deba  al  ministro,  sino 
al  notable  jurisconsulto,  muerto,  por  desgracia,  para  la  ciencia  del 
derecho  en  España,  mi  querido  maestro,  D.  Eduardo  Perez  Pujol 
cuya  vigorosa  iniciativa  creó  en  la  opinión  corrientes  favorables 
al  restablecimiento  del  espíritu  corporativo,  perdido,  por  desgra- 
cia, desde  la  supresión  de  los  gremios. 

El  citado  Real  Decreto  se  inspiró  tan  sólo  en  la  corriente  in- 
dicada, pues  de  haber  sido  obra  del  Sr.  Pérez  Pujol,  no  habrían 
nacido  las  cámaras  oficiales  de  comercio,  industria  y naveg'acion 
tan  raquíticas  y con  vida  tan  enfermiza.  Puede  decirse  de  ellas, 
que  son  tan  sólo  un  órgano  pasivo  del  comercio,  por  cuanto  las 
atribuciones  que  se  les  marca  son  las  mismas  que  tendrían  estas 
cámaras,  si  su  creación,  en  vez  de  ser  obra  de  la  ley,  lo  hubieran 
sido  de  cualquier  particular  ó sociedad. — (N.  T.) 
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LAS  OBLIGACIONES  MERCANTILES 


TITULO  PRIMERO 

IVociones  grcneralesi. 

§ 1 — Fuentes  de  las  obligaciones  y leyes  que  las 

regulan  (1). 

94. — La  actividad  mercantil  se  exterioriza,  como  ya 
hemos  dicho,  bajo  formas  múltiples  y variadas,  que  ge- 
neralmente toman  el  carácter  de  obligaciones;  de  donde 
resulta  que  el  derecho  mercantil  es  derecho  esencial- 
mente contractual;  pero  con  esto  no  queremos  indicar 
que  las  obligaciones  mercantiles  procedan  exclusivamen- 
te del  contrato.  Esta  es  la  fuente  más  común;  en  defini- 
tiva, las  fuentes  de  las  rbligaciones  mercantiles  son  las 
mismas  que  las  de  las  obligaciones  civiles,  es  decir,  la  ley, 
el  contrato,  el  cuasi  contrato,  el  delito  y el  cuasi  delito 
(art.  1.097  Cód.  civ.)  En  realidad,  lo  más  frecuente  es 
que  la  ley  misma  sea  la  que  en  materia  mercantil  im- 
ponga á una  persona  dada  determinadas  obligaciones, 
teniendo  en  cuenta,  ó la  cualidad  de  comerciante  que 

(1)  GtIORGi,  Teoría  delle  ohhligazioni  nel  diritto  moderno  italia- 
no^ 3.^  edic.  Firenze  1891. — Massé,  Le  droit  commercial  dans  ses 
rapports  avec  le  droit  des  gens  et  le  droit  civil,  3,^  edic.  París  1874. 
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éslíi-  Ó Ir  iiíitiirRlGza  nicrcRntil  do  una  determina- 

da relación  a la  que  se  refieran  las  obligaciones.  El  cuasi 
contrjito  puedo  ser  mercantil  en  sentido  objetivo  ó suje- 
tivo, segiin  los  principios  generales  expuestos  al  hablar 
de  los  actos  mercantiles.  Los  delitos  y cuasi  delitos  pue- 
den ser  fuente  de  obligaciones  mercantiles  cuando  se 
conexionan  directamente  con  hechos  del  comercio,  ó sea 
cuando  son  consecuencia  directa  del  ejercicio  de  actos 
mercantiles.  Este  punto  es,  sin  embargo,  objeto  de  gra- 
ves controversias. 

Hemos  dicho  que  la  forma  jurídica  de  la  actividad 
mercantil  está  representada  por  obligaciones,  las  cuales 
son  mercantiles  en  cuanto  son  manifestación  de  la  mis- 
ma actividad;  es  decir,  en  cuanto  tienen  una  causa  co- 
mercial. El  criterio  de  la  comercialidad  es,  pues,  un  cri- 
terio objetivo.  La  cualidad  de  comerciante  ó de  no  co- 
merciante, en  el  que  da  vida  á las  obligaciones,  no 
inlluye  más  que  para  hacer  presumir  en  ciertas  ocasio- 
nes la  misma  causa;  lo  que  ocurre  cuando  los  contratos 
y las  obligaciones  de  los  comerciantes  no  son  de  natura- 
leza esencialmente  civil  ó no  resulta  lo  contrario  del  acto 


mismo  (arii.  dC’  Cóil.  com.) 

qf). — La  comercialidad  de  las  obligaciones  deducién- 
dose de  la  causa,  y pudiendo  ser  ésta  civil  para  alguno 
de  los  contra  v(Mi les  y mercantil  para  otro,  no  determina., 
sin  embargo,  que  la.  obligación  puede  ser  mercantil  para 
una.  (le  las  partes  y civil  para  la  otra.  En  este  caso,  la 
ley,  en  inttn*és  del  comercio,  dispone  que  todos  los  con- 
tratantes se  sujeten  á la  ley  mercantil,  á excepción  de 
las  disposií'ioues  que  se  retieren  á las  personas  de  los  co- 
merciantes, y salvo  las  disposiciones  contrarias  de  la  ley 
(art.  r>l).  Esta,  disposición,  tomada  del  Código  alemán, 
es  bastante'  más  racional  y práctica  que  la  del  Código 
deroo-ado,  que  en  el  caso  de  actos  civiles  para  iina  de  las 
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partes  y mercantiles  para  la  otra,  aplicaban  la  ley  civil  ó 
mercantil  en  consideración  á la  persona  del  convenido 
en  juicio  (a). 

96. — Las  obligaciones  comerciales  son  reguladas  por 
el  derecho  mercantil;  pero  por  lo  mismo  que  el  derecho 
civil  y el  mercantil  regulen  entrambos  los  actos  huma- 
nos, sucede  también  que  uno  y otro  tienen  bastantes 
principios  comunes,  principalmente  los  que  se  refieren  á 
la  esencia  y á los  requisitos  esenciales  de  las  obligacio- 
nes. Esto  explica  el  por  qué  el  código  de  comercio  no 
contiene  disposiciones  generales  relativas  á las  obliga- 
ciones, y se  limita  tan  sólo  á exponer  los  principios  que 
son  especiales  al  derecho  mercantil,  considerando  apli- 
cables en  todo  lo  demás  los  principios  contenidos  en  el 
Código  civil,  que  es  la  fuente  más  amplia  del  Derecho 
privado.  Lo  que  no  impide,  sin  embargo,  encontrar  al- 
gunas variantes  en  la  aplicación  de  dichos  principios 
fundamentales,  si  bien  es  verdad  que  se  trata  siempre 
de  variantes  que  no  tienen  carácter  de  generalidad,  y 
que  á veces  están  determinadas  por  la  naturaleza  espe- 


(a)  Pudo  el  Código  español  haber  tomado  del  aloTuán  y del  ita- 
liano el  principio  de  que  los  actos  mixtos,  ó sea  los  que  para  uno  d(‘. 
los  contratantes  son  mercantiles  y para  el  otro  civiles,  debían  re- 
girse por  la  ley  mercantil,  ó pudo  haber  adoptado  francamente  ci 
oriterio  contrario;  lo  primero  hubiera  sido  marchar  encauzado  en 
las  corrientes  de  progreso  del  derecho  mercantil;  lo  segundo  hubie- 
ra sido  ponerse  de  frente;  pero  era,  al  íin,  una  solución  franca  y 
clara  que  evitaría  á los  autores  y á los  tribunales  muchos  quebra- 
deros de  cabeza.  Por  razones  que  ignoro,  y á pesar  de  que  el  legis- 
lador debía  conocer  la  divergencia  de  opiniones  que  se  han  emitido 
acerca  de  este  particular  por  causa  del  silencio  del  C idigo  de  1829, 
es  lo  cierto  que  en  1835  ha  seguido  la  ley  callando  y la  dificultad 
en  pie. 

Para  el  estudio  extenso  de  esta  cuestión,  puede  verse  Gracia  y 
Bhnito,  Cuestiones  de  derecho  mercantil.  Madrid  1885,  tema  LUI, 
— (N.  T.) 
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cial  del  uDO  ó del  otro  contrato.  La  doctrina  general  de^ 
las  obligaciones  no  podemos  entretenernos  en  desarro- 
llarla ahora;  su  estudio  pertenece  al  examen  de  los  con- 
tratos á los  que  afectan  las  variaciones  referidas.  Nos- 
otroS;,  pues,  nos  ocuparemos  aquí,  siguiendo  en  esto  el 
sistema  del  Oodigo  de  comercio,  tan  solo  en  el  estudio 
de  aquellos  principios  que  son  especiales  á las  obligacio- 
nes mercantiles,  y que  tienen  para  éstas  carácter  de  ge- 
neralidad. De  uno  de  estos  principios  diremos  algo  en 
este  lugar;  es  el  que  se  refiere  á las  leyes  aplicables  á las 
obligaciones  mercantiles  desde  el  punto  de  vista  del  De- 
recho internacional. 

97. — Conocidos  son  los  principios  que  establece  el 
Código  civil  en  materia  de  derecho  internacional  pri- 
vado. El  estado  y la  capacidad  de  las  personas  se  regu- 
lan según  la  ley  de  la  nación  á que  las  mismas  pertenez- 
can (art.  6;  tit.  prelim.,  Código  civ.)  Las  formas  extrín- 
secas de  los  actos  son  reguladas  por  la  ley  del  lugar  en 
que  se  han  realizado;  sin  embargo,  á voluntad  de  los 
contrayentes  queda  el  acomodarse  en  cnanto  á la  forma 
á los  de  la  ley  nacional,  siempre  que  ésta  sea  común  á 
todas  las  partes  (art.  9,  § 1,  id.)  La  esencia  y los  efectos 
de  las  obligaciones  se  reputan  regulados  por  la  ley  del 
lugar  en  el  que  se  han  practicado  los  hechos,  y si  los  con- 
tratantes extranjeros  pertenecen  á una  misma  nación, 
por  sus  leyes  nacionales;  salvo  siempre  una  manifesta- 
ción contraria  de  la  voluntad  (art.  9,  § 2,  id.)  La  com- 
petencia y la  forma  del  procedimiento  se  regulan  por 
las  leyes  del  lugar  en  donde  se  sigue  el  juicio  (articulo 
10,  § 1^  id.);  los  medios  de  prueba  de  las  obligaciones 
se  determinan  por  la  ley  del  lugar  en  que  se  realizó  el  he- 
cho (art.  10,  § 2,  id.);  y finalmente,  los  modos  de  ejecu- 
ción de  los  actos  y de  las  sentencias  recaídas  con  motivo 
de  ellos  se  rigen  por  las  leyes  del  lugar  en  que  ésta^  se 
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cumplen  pin.  li\  § 4,  id.).  L;i  ley  mereaniil  eu  su  ar- 
tíciilo  en  jvíríc  mediín':\.  y en  parte  extiende  les 
principios  :^qni  expuestos;  los  moditicu  estublc'civ'ndo 
que  los  requisitos  esenci;iles  de  bvs  obli^.iciones  mercan- 
tiles, entre  los  que  se  comprende  lu  eop'.icid;id  p:\re  con- 
tristar :irt.  1104.  Ood.  civ.U  se  reitrul.tn  no  por  la  lev  de 
la  na  ñon  á que  pertenecen  los  contratantes,  sino  más 
bien  por  la  del  lupvr  donde  la  oblieraeion  ha  de  enmplir- 
se.  quedando  subsistente  la  rei^tla  del  estatute  personal 
siempre  que  las  partes  pertenezean  á la  misnva  naeión. 
Este  principio,  que  es  una  extensión  del  adoptado  por 
la  lej  g“eneral  del  cambio  alemán,  respecto  á la  capacidad 
cambiaría  encuentra  su  razón  de  ser  en  esto;  en  qne  no 
es  fácil,  esnecialmente  en  las  contrataciones  eoneerta- 


das  en  las  bolsas  y mercados,  tener  conocimiento  de  las 
lejes  nacionales  de  las  personas  con  quienes  se  contrata. 
Esto,  sin  embargfo,  es  objeto  de  muchas  críticas.  FA  ar- 
tículo 58  aplica  después,  como  ya  hemos  dicho,  los  prin- 

i n d i c a d o s , d i s [ > o n i e n - 
uudón  de  las  leves  del 
log'ar  donde  la  oblig'aeion  se  ha  de  cumplir,  á mas  de 
las  leyes  se  han  de  tener  también  en  cuenta  los  usos  del 
comercio,  loque  ciertamente  resultaba  ya  de  lo  dispuesto 
en  el  art.  1.^  del  mismo  Códi^^^o  de  comercio.  En  suma,  en 
concepto  de  la  ley,  para  regular  la  forma,  los  requisitos 
esenciales  y los  efectos  de  las  obligaciones,  se  deberá 
tener  en  cuenta  la  ley  del  lugar  donde  haya  de  cumplir- 
se la  obligación;  por  el  contrario,  para  regular  la  forma 
y los  efectc  s de  los  actos  que  han  de  practicarse  para  el 
ejercicio  y conservación  de  los  derechos,  ó para  su  cau- 
ción, se  deberá  tener  en  cuenta  la  ley  del  lugar  donde  se 
practican  ó realizan  estos  actos  mismos  (a). 


i a)  No  son  por  demás  explícitas  nuestras  leyes  en  materia  de 
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2.- — Principios  especiales  aplicables  á las  obligaciones^ 

9S.— Contratos  entre  personas  ausentes  (1) . — Entre 
ausentes  se  puede  naturalmente  contratar  tanto  en  ma- 
teria civil  como  en  materia  mercantil;  pero  los  contratos 
entre  ausentes  son  más  comunes  en  esta  última;  por  otra 
parte,  faltan  en  el  Código  civil  los  principios  relativos  á 


derecho  internacional.  A los  preceptos  tan  especificados  de  la  le- 
gislación italiana  qne  quedan  indicados,  sólo  podemos  oponer  los 
arts.  9,  y 10  del  Código  civil,  que  dicen  bien  poca  cosa,  y el  15  del 
Código,  de  comercio  que  trata  más  directamente  la  cuestión  que 
nos  ocupa. 

Dicen  así  unos  y otros: 

Art.  9.  Las  leyes  relativas  á los  derechos  y deberes  de  familia, 
ó al  estado,  condición  y capacidad  legal  de  las  personas,  obligan  á 
los  españoles,  aunque  residan  en  país  extranjero. 

Art.  10.  Los  bienes  muebles  están  sujetos  á la  ley  de  la  nación 
del  propietario;  los  bienes  inmuebles,  á las  leyes  del  país  en  que  es- 
tán sitos. 

Sin  embargo,  las  sucesiones  legítimas  y las  testamentarías,  así 
respecto  al  orden  de  suceder  como  á la  cuantía  de  los  derechos  su- 
cesorios y á la  validez  intrínseca  de  sus  disposiciones,  se  regularan 
por  la  ley  nacional  de  la  persona  de  cuya  sucesión  se  trate,  cuales- 
quiera que  sea  la  naturaleza  de  los  bienes  y el  país  en  que  se  en- 
cuentren. 

Art.  15.  Los  extranjeros  y las  compañías  constituidas  en  el  ex- 
tranjero podrán  ejercer  el  comercio  en  España  con  sujeción  á las 
leyes  de  su  país  en  lo  que  se  refiera  á su  capacidad  para  contratar  ^ 
y á las  disposiciones  de  este  Código,  en  todo  cuanto  concierna  á la 
creación  de  sus  establecimientos  dentro  del  territorio  español,  á sus 
operaciones  mercantiles  y á la  jurisdicción  de  los  tribunales  de  la 
nación. 

Lo  prescrito  en  este  artículo  se  entenderá  sin  perjuicio  de  1® 
que  en  casos  particulares  pueda  establecerse  por  los  tratados  y con- 
venios con  las  demás  potencias. --(N  . T.) 

(1)  lina  completa  bibliog’rafía  sobre  la  cuestión,  puede  verse  en 

la  Lelación  Mancini  sobre  el  Código  de  comercio,  pág.  115  y si- 

^alientes,  y en  las  Aundts-Seravini,  Pandeite,  vol.  II,  ^ 231.  Bo» 
logna,  1880. 
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la  formación  de  tales  eoiitratos.  Tedo  esto  ha  iiuliieido 
al  legislador  á regularlos  en  el  Código  do  eomereio,  quo 
en  el  orden  eronológieo  sigue  al  Código  civil;  pero  el 
principio  admitido  por  el  legislador,  en  euaiito  eoTistitu- 
ve  un  principio  general,  extiende  su  intliiencia  tambión 
hasta  en  materia  civil.  Asa/,  grave  es  la  cuestión  acerca 
del  tiempo  y el  lugar  de  la  perfección  del  contrato  entre 
persciias  separadas  por  la  ausencia.  Dos  doctrinas  se 
disputan  el  campo,  la  una  llamada  la  ».U'l  ct^tiocnnirnto,  la 
otra  llamada  de  la  declaración,  lid  primera  sostiene  cpie 
la  reunión  de  los  consentimientos,  necesaria  para  cons- 
tituir el  contrato,  i:o  se  veritica  sino  cuando  el  propo- 
neiite  tiene  noticia  de  haberse  prestado  la  aceptac'ión,  j 
por  consiguiente,  que  el  contrato  se  perfecciona  tan  so- 
lamente en  el  tiempo  y lugar  donde  tuvo  el  propononie 
noticia  de  la  aceptación.  La  carta,  dice  Troplong,  des- 
eu]ij)eña  el  oficio  de  la  p)alabra,  y como  esta,  no  tiene  va- 
lor sino  cuando  la  oye  aquel  li  quien  se  dirige,  tampoco 
tiene  valor  la  aceptación  prestada  por  el  dest iiiatario 
sino  en  tanto  que  llega  á conocimiento  del  })ro[>oium(e. 
En  suma,  no  basta  para  la  perfección  del  contrato  (|iie 
existan  dos  voluntades  acordes,  es  nect'sario  también  que 
no  estén  recíprocamente  ignoradas,  y de  aquí  que  si  el 
simple  hecho  de  la  aceptación  bastase  para  perfeccionar 


el  contrato,  el  proponente  quedaría  obligado  sin  saber 
que  lo  estaba,  porque  mientras  la  aceptación  está  en  ca- 
mino y el  contrato  perfecto,  él  ignora  si  la  aceptación  se 
prestó  ó no  se  prestó.  La  segunda  doctrina  sostiene,  por 
el  contrario,  que  el  contrato  se  perfecciona  en  el  tiempo 
y lugar  en  que  se  presta  la  aceptación  y se  expide  al  pro- 
ponente. Sí  que  es  cierto,  dicen  los  niantenedores  de  esta 
doctrina,  que  el  contrato  consiste  en  la  reunión  de  los 
consentimientos;  pero  esta  reunión  acaece  en  el  momen- 
to mismo  de  la  aceptación,  porque  el  consentimiento  del 
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propoiiente  está  siempre  presente  en  la  carta  ó en  el  te- 
legrama, como  si  estuviese  presente  él  mismo.  No  im- 
porta que  el  proponente,  mientras  está  la  aceptación  en 
camino,  quede  obligado  sin  saber  que  lo  está,  porque 
trasmitiendo  la  proposición  ba  vinculado  él  mismo  ya  su 
propia  voluntad,  y sabe  que  puede  quedar  obligado.  Por 
otra  parte,  no  son  raros  los  casos  en  que  una  persona 
está  obligada  sin  saber  que  lo  está,  pero  es  porque  por 
anticipado  se  ba  impuesto  la  condición  de  poder  quedar 
obligada;  ejemplo,  el  caso  del  factor,  el  cual,  por  los 
contratos  que  celebra,  obliga  al  principal,  aun  cuando 
éste  ignore  que  los  baya  celebrado  aquél.  El  sistema  del 
conocimiento  conduce  además  al  absurdo,  puesto  que  lo 
mismo  que  se  requiere  que  el  proponente  sepa  que  se  ba 


prestado  la  aceptación,  también  debiera  requerirse  que 
el  aceptante  sepa  que  ba  llegado  y sido  admitida  por  el 
proponente,  y así  sucesivamente.  Peca  además  de  con- 
tradicción por  cuanto  los  mismos  que  la  sostienen  están 
acordes  en  mantener  que,  tratándose  de  contratos  reales, 
estos  se  deben  considerar  perfectos  en  el  momento  en 
que,  enviada  la  cosa  objeto  del  contrato,  la  retiene  el  con- 
signatario sin  manifestar  su  voluntad  en  contra.  Y el 
mismo  principio  se  aplica  también  á algunos  contratos 
consensúales  como  el  mandato  y la  comisión  en  el  caso 
en  que  les  dé  cumplimiento  la  persona  á quien  se  enco- 


mendaron. 


99. — El  Código  vigente,  al  contrario  del  Código  ale- 
mán, adopta  en  principio  el  sistema  del  conocimiento, 
estableciendo  á este  efecto  en  el  art.  86,  que  el  contrato 
bilateral  entre  personas  ausentes  no  es  perfecto,  si  la 
aceptación  no  llega  á noticia  del  proponente  en  el  tér- 
mino por  él  fijado,  ó en  el  término  ordinariamente  nece- 
sario al  cambio  de  la  proposición  y aceptación,  según  la 
cualidad  del  contrato  y los  usos  generales  del  comercio. 
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Añade,  además,  que  el  proponente  puede  considerar 
como  válida  una  aceptación  llegada  con  retraso,  siempre 
que  dé  inmediatamente  aviso  de  ello  al  aceptante.  Sin 
embargo,  al  adoptar  tal  sistema,  lo  rodea  de  tales  ate- 
nuaciones j excepciones,  que  lo  hace  ilusorio  en  la  ma- 
yor parte  de  los  casos.  Siempre  que  el  proponente  re- 
quiera la  ejecución  inmediata  del  contrato,  ó siempre 
que  no  se  requiera  una  inmediata  respuesta  de  acepta- 
ción y por  la  calidad  del  contrato  no  sea  necesaria  se- 
gún los  usos  generales  del  comercio,  el  contrato  se  per- 
fecciona en  cuanto  la  otra  parte  haya  emprendido  su 
ejecución.  Otro  tanto  ocurre  con  los  contratos  unilatera- 
les; la  promesa  es  obligatoria  en  cuanto  llega  á noticia 
de  la  parte  á quien  se  hizo  (art.  36,  § 4)  porque  es  de 
presumir  que  se  acepte  (a). 

100. — Admitida  la  teoría  del  conocimiento,  puede 
ocurrir  que  mientras  la  aceptación  de  la  propuesta  está 
en  camino  el  proponente  la  retire,  y puede  hacerlo,  sin 
duda  alguna,  puesto  que  el  contrato  no  es  perfecto.  Esto 
declara  el  § 3.^  del  art.  36,  añadiendo,  sin  embargo,  que 
si  bien  la  revocación  impide  la  perfección  del  contrato, 
si  ésta  llegara  á noticia  de  la  otra  parte  después  de  que 


(a)  Que  el  Código  civil  italiano  haya  callado  acerca  de  esta  ma- 
teria por  la  consideración  de  que  este  modo  de  contratar  sea  más 
frecuente  en  el  derecho  mercantil  que  en  el  civil,  tiene  un  pase,  al 
fin  y al  cabo  la  aplicación  de  los  principios  del  Código  de  comercio 
B.  la  contratación  civil  es  natural  y lógico  y da  unidad  á la  legisla- 
ción. Lo  que  no  tiene  pase,  ni  siquiera  explicación  racional,  es  que 
siendo  nuestro  Código  de  comercio  anterior  al  Código  civil,  y sen- 
tado en  el  primero  (art.  54)  el  principio  de  la  declay'ación,  se  haya 
admitido  en  el  segundo  (art.  1.262)  el  del  conocimiento.  A título  de 
rectificación  sería  excusable  haber  hecho  lo  contrario,  ya  que  las 
razones  más  poderosas  están  de  parte  del  principio  de  la  declara- 
ción. (N.  T.) 
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éste  liaja  comenzado  la  ejecución,  el  revocante  queda 
obligado  al  resarcimiento  de  los  daños.  Lo  que  no  res- 
ponde al  estricto  sentido  jurídico,  puesto  que  si  el  pro- 
ponente revocando  su  proposición  usa  del  propio  dere- 
cho, y usa  ciertamente  del  derecho  propio  quien  retira 
una  proposición  de  contrato  antes  de  que  éste  llegue  á 
su  perfección,  no  hay  razón  para  que  deba  indemnizar  á 
la  otra  parte,  que  á riesgo  suyo  ha  comenzado  la  ejecu- 
ción de  lo  que  se  le  ha  propuesto.  El  derecho  al  resar- 
cimiento podrá  exigirse  donde  exista  un  hecho  culpable 
art.  1.151,  Cód.  civ.),  pero  quijure  suo  utitur  neminem 
cedit.  Por  otra  parte,  no  se  puede  obligar  el  aceptante  á 
esperar  para  emprender  la  ejecución  del  contrato,  hasta 
no  saber  si  su  aceptación  llegó  ó no  al  proponente.  El 
sistema  de  la  declaración,  además  de  ser  más  lógico,  eB 
también  bastante  más  práctico. 

La  aceptación,  para  ser  eficaz  debe  ser  pura  y sim- 
ple; si  fuese  condicionada  ó limitada,  equivaldría  á una 
no  aceptación,  acompañada  de  una  nueva  proposición 
(art.  37). 

101. — Solidaridad. — Según  la  regla  del  derecho  ci- 
vil (art.  1.188,  Cód.  civ.),  la  solidaridad  entre  varios 
coobligados  no  se  presume,  sino  que  debe  ser  expresa- 
mente estipulada.  Por  el  contrario,  en  materia  mercan- 
til, necesitando  hacer  más  riguroso  el  vínculo  jurídico  y 
por  ende  más  seguro  el  cumplimiento  de  las  obligacio- 
nes, ya  que  su  incumplimiento  tiene  consecuencias 
bastante  más  graves,  se  presumen  los  codeudores  obli- 
gados in  solidum^  salvo  convención  en  contrario  (art.  40, 
§ 1.^).  Este  principio,  admitido  en  la  práctica  desde 
tiempos  muy  lejanos,  se  encuentra  proclamado  en  el 
Código  de  comercio  alemán,  [en  el  italiano  de  1865  y 
alguna  que  otra  vez  también  en  la  jurisprudencia  fran- 
cesa, si  bien  el  Código  de  comercio  francés  calla  á este 
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propósito  (a).  Tiene  el  valor  de  una  presunción,  que 
se  desvanece  en  cuanto  resulta  manifiestamente  con- 
traria la  voluntad  de  los  contratantes,  y tiene  su  razón 
de  ser  en  la  materia  misma  de  la  obligación.  De  aquí, 
que  Ja  presunción  de  solidaridad  es  aplicable  al  fiador 
no  comerciante  que  garantice  una  obligación  mercantil 
(art.  40,  § 2.®);  pero  no  se  extiende  á los  no  comercian- 
tes en  los  contratos  que  no  constituyen  para  ellos  actos 
de  comercio  (art.  40,  § 3.^),  como  ocurriría  si  aun  en 
este  respecto  se  debiere  aplicar  el  principio  contenido 
en  el  art.  54  para  los  actos  mercantiles  para  una  sola  de 
las  partes. 

102.  — La  solidaridad  de  que  acabamos  de  hablar, 
tiene  por  base  la  presunta  voluntad  de  las  partes,  y por 
eso  cede  ante  la  prueba  en  contrario;  sin  embargo,  al- 
gunas veces  impone  la  ley  la  solidaridad,  como  conse- 
cuencia indeclinable  de  la  obligación.  Tal  es,  por  ejem- 
plo, el  caso  de  la  obligación  de  los  socios  de  una  sociedad 
colectiva  (art.  106).  La  solidaridad  entre  deudores  cam- 
biarios  (5)  tiene  naturaleza  especial,  como  veremos  en 
su  lugar. 

103.  — Determinación  delprecÁo.  — Según  los  principios 
de  la  ley  civil,  el  precio  de  la  venta  debe  ser  determina- 
do y especificado  por  las  partes  (art.  1.454  Código  civil), 
lo  cual  es  justo,  porque  la  cosa  objeto  del  contrato  pue- 
de ser  tal  por  su  especie  que  no  sea  fácilmente  determi- 
nable  el  precio  y haya  á este  propósito  divergencia  en- 

(а)  Nuestro  Código  de  comercio  imita  al  francés  en  su  silencio, 
y como  el  Código  civil  afirma  terminantemente  (art.  1.137)  el  prin- 
cipio del  Código  civil  italiano,  resulta  que  en  nuestro  derecho  mer- 
cantil rige  el  precepto  contrario  al  de  los  Códigos  de  Italia  y Ale- 
mania, principio  el  más  acomodado  á la  naturaleza  del  comercio. — 
(N.  T.) 

(б)  Por  razón  de  letras  de  cambio,  libranzas  ó pagarés  comer- 
ciales.—(N.  T.) 


340 


dp:bkoho  mpjrcantil 

trc  los  contratantes.  He  aquí  por  qué  no  sería  válida  la 
coni})ra  j venta  Je  una  cosa  por  el  justo  jprecio  6 per  el 
precio  corriente.  Sin  embargo,  tratándose  de  mercaderías, 
corno  son  objeto  de  continua  contratación,  tienen  siem- 
pre un  precio,  que  es  el  precio  corriente,  y también  el 
precio  justo,  porque  efecto  de  la  multiplicidad  de  los 
contratos  el  precio  tiende  á nivelarse  en  el  mismo  mer- 
cado y á representar  efectivamente  el  valor  correspon- 
diente de  la  mercadería.  En  consideración  á este  con- 
cepto, el  ya  derogado  Código  de  comercio  reconocía  la 
validez  de  la  venta  hecha  por  justo  precio,  j el  Código 
actual,  completando  y extendiendo  la  disposición,  de- 
clara en  el  art.  38  que  «siempre  que  haya  que  determi- 
nar el  justo  precio  ó el  precio  corriente  de  los  frutos,  de 
las  mercaderías,  de  los  trasportes,  de  los  fletamentos  de 
las  naves,  de  los  premios  de  los  seguros,  de  los  cursos 
de  los  cambios,  de  los  efectos  públicos  y de  los  títulos 
industriales,  se  determine  éste  por  lo  que  arrojen  los  lis- 
tines de  Bolsa  ó los  mercuriales  del  lugar  de  ejecución 
del  contrato;  y á falta  de  éstos,  de  los  del  lugar  más  pró- 
ximo ó por  cualquier  otro  medio  de  prueba  ». 

Los  listines  de  Bolsa  son  redactados  como  hemos  di- 
cho en  el  miin.  84;  los  mercuriales  ó listas  de  precios  de 
los  frutos  son  formadas  por  la  administración  comunal 
(ley  17  Mayo  1866)  {a). 


(í>)  Kl  Ccnli^'O  de  comercio  español  calla  en  absoluto  respecto 
á este  particular;  eii  su  coiisecueiida,  son  de  aplicación  en  los  ne- 
gocios mercantiles  los  principios  del  Oódig*o  civil  (arts.  1.44o,  1447 
y 1.448),  (pie  exi<j;*en  (]ne  el  precio  sea  cierto,  y exponen  el  criterio 
respecto  á esta  condicicni.  Es  cierto  el  precio,  seg*ún  la  ley,  siempre 
que  se  reftera  á otra  cosa  cierta  ó (pie  se  deje  sii  señalamiento  al 
arbitrio  de  persona  determinada.  También  lo  os  tratándose  de  va- 
lores, granos,  liápiulos  y demás  cosas  fiiugábles  cuando  se  señale  el 
que  la  cosa  V(>ndi(la  tuviere  en  determinado  día,  Bolsa  ó mercado,  o 
ae  lije  un  tanto  mayor  ó menor  que  el  precio  del  día,  Bolsa  6 mor- 
oado,  con  tal  (pie  sea  cierto.  (IST.  T.) 
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104.“  Pago,  6s  raro  (jug  gd.  Gl  contr3<to  SG 
Gstiin ación  do  la  cosa  gii  inoiiGcla  extranjera.  IIíH  tal  ca** 
so,  la  Igj  dispone  que  la  calidad  de  la  moneda  no  consti- 
tuye el  verdadero  objetivo  del  contrato,  y que  en  la  in- 
tención de  las  partes  debe  servir  tan  sólo  en  razón  de  su 
oficio  normal  de  moneda,  como  medida  del  valor;  por  eso 
permite  al  deudor,  aunque  el  contrato  no  le  conceda  ex- 
presamente esta  facultad,  cumplirla  obligación  pagando 
en  moneda  nacional.  Pero  ¿cómo  se  hará  la  reducción  de 
la  moneda  extranjera  á moneda  nacionarp  Puede  hacerse 
con  arreglo  á varias  hinótesis:  ó la  reducción  estaba  ya 
fijada  en  el  contrato,  y entonces  conviene  atenerse  á ella, 
6 la  moneda  extranjera  tiene  curso  comercial  en  el  rei- 
no, y entonces  se  reduce  por  él;  ó falta  tamb'én  esto,  y 
entonces  se  reduce,  según  el  curso  del  cambio  á la  vista 
del  lugar  en  donde  haya  de  efectuarse  el  pago,  al  que 
regula  el  curso  del  país  á que  pertenece  la  moneda  ex- 
tranjera. Si  en  el  lugar  del  pago  no  hubiese  curso  de 
cambio,  se  tendrá  en  cuenta  el  de  la  plaza  más  veci- 
nal (art.  39). 

Constituye,  según  la  ley,  una  excepción  á esta  regla  el 
caso  en  que  en  el  contrato  se  consigne  la  cláusula  ((efec- 
tivo», ú otra  equivalente,  pues  entonces  el  deudor  está 
obligado  á pagar  en  la  moneda  indicada,  porque  ésta  se 
reputa  en  semejante  caso,  no  ya  como  medida  del  valor 
fijado  en  el  contrato,  sino  como  mercadería,  de  donde 
resulta  que  la  obligación  del  deudor  no  es  tan  sólo  de 
dar,  sino  también  de  hacer  (a). 

(a)  El  Código  de  comercio  español  calla  también  respecto  á 
este  extremo.  Los  principios  aplicables  á los  casos  indicados  se  con- 
signan en  el  Código  civil  (art.  1.170);  pero  el  criterio  para  resolver- 
los es  distinto  del  de  la  legislación  italiana.  El  pago  de  las  denda» 
debe  hacerse  en  la  especie  pactada,  y no  siendo  posible  entregar  la 
especie  en  la  moneda  de  plata  ú oro  que  tenga  curso  legal  en  Es- 
paña.— (N.  T.) 
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^05^ — Deducción  de  intereses, — El  art.  1.509  del  Có- 
dig’o  civil  establece  que  a f Cita  de  convenciones  especia- 
les el  comprador  viene  obligado  al  pago  de  los  intereses 
hasta  el  día  dol  pago  del  precio,  aun  cuando  no  hubiere 
incurrido  en  mora,  si  la  cosa  vendida  y consignada  pro- 
duce frutos  ú otras  rentas,  derogando  así  el  principio 
del  art.  1.231;  con  arreglo  al  que  en  las  obligaciones  que 
tienen  por  objeto  una  suma  de  dinero  los  daños,  consis- 
tentes en  el  pago  de  intereses,  no  se  debe  más  que  des- 
de el  día  de  la  mora.  Considerando  por  eso  que  regular- 
mente no  tiene  ningún  comerciante  su  dinero  sin  pro- 
ducir, y deduciéndose  de  aquí  que  el  que  indebida- 
mente lo  retiene  en  vez  de  entregárselo  al  corredor  se 
debe  presumir  que  obtiene  de  él  algún  fruto  que  perte- 
nece á éste,  extendiendo  la  regla  establecida  para  la 
venta  por  el  art.  1.509  antes  citado  el  vigente  Código 
de  comercio  prescribe  que  los  débitos  comerciales  líqui- 
dos y exigibles  en  una  cantidad  de  dinero  producen  in- 
tereses de  pleno  derecho  (art.  41).  Se  entiende  que  la 
medida  de  este  interés  es  la  legal  del  6 por  100  (artícu- 
lo 1881  Código  civil).  En  cuanto  á los  intereses  de  los 
intereses,  están  regulados  por  los  usos  mercantiles  (ar- 
tículo 1.232,  § 2.^,  Código  civil),  los  cuales  lo  admiten 
en  períodos  determinados  (a). 

106. — Cláusula  resolutoria. — Con  arreglo  á los  prin- 
cipios contenidos  en  el  art.  1.165  del  Código  civil,  la 
condición  resolutoria  está  siempre  sobreentendida  en  los 


{a)  Nuestra  legislación  civil  contiene  preceptos  muy  completos 
respecto  al  pago  de  intereses,  así  como  también  los  contiene  el  Có- 
digo de  comercio;  pero  ni  uno  ni  otro  consienten  en  ningún  caso 
que  los  intereses  devenguen  interés  más  que  habiéndose  liquidado 
previamente  y habiéndolos  capitalizado  (art.  317  Código  de  comer- 
oio),  ó cuando  estando  vencidos  se  hubieren  reclamado  judicial- 
mente (art.  1.109  Código  civil).  (N.  T.) 
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contratos  bilaterales,  para  el  caso  en  que  una  de  las 
partes  no  satisfaga  la  propia  obligación.  En  este  caso  el 
contrato  no  se  disuelve  de  derecho.  La  parte  á quien  no 
se  ha  cumplido  la  obligación,  puede  elegir  entre  obligar 
á la  otra  al  cumplimiento  del  contrato,  cuando  sea  posi- 
ble, ó pedir  la  disolución,  j además,  el  resarcimiento  de 
daños,  en  ciertos  casos.  La  resolución  del  contrato  debe 
pedirse  judicialmente,  j puede  concederse  entonces  al 
demandado  una  dilación,  según  las  circunstancias.  Como 
la  naturaleza  misma  de  los  contratos  mercantiles  hace 
de  ordinario  incompatible  algún  aplazamiento  y el  cum- 
plimiento de  una  obligación  con  retraso,  aunque  sea  de 
pocas  horas,  puede  ocasionar  daños  grandísimos  por  el 
enlace  y la  repercusión  de  unas  operaciones  mercantiles 
sobre  otras,  no  puede  el  juez  conceder  aplazamiento,  ni 
aun  por  las  razones  de  equidad  que  admite  la  ley  civil 
(artículo  42). 

107. — Retracto  litigioso, — La  ley  civil  admite  la  ce- 
sión de  derechos  litigiosos  (art.  1.546,  Cód.  Civ.);  esto 
es,  judicialmente  impugnados  (art.  1.147,  dicho  Cód.), 
pero  en  interés  del  deudor  cedido  y de  la  pronta  termi- 
nación de  los  litigios  concede  á éste  el  derecho  de  li- 
brarse de  todas  sus  obligaciones  respecto  al  cesionario 
reembolsándole  el  precio  de  la  cesión,  y además,  los 
gastos  é intereses  (;irt.  1.546,  Cód.  Civ.).  Este  derecho, 
que  se  llama  retracto  litigioso,  no  procede  en  el  caso  de 
cesión  de  un  derecho  que  nazca  de  un  acto  mercantil 
(artículo  43),  porque  todo  lo  que  es  incierto  y resoluble 
hace  precario  el  derecho,  paraliza  la  libre  disposición,  y 
crea,  además,  impedimentos  y obstáculos  que  pueden 
paralizar  y disminuir  las  operaciones  comerciales  (a). 

(a)  En  nuestro  dereolio,  no  diciendo  nada  el  Código  de  oomer- 
eio,  y siendo  la  disposición  del  Código  civil  (art.  1.535)  la  misma 
^ue  la  del  italiano  que  queda  expuesta,  á pesar  de  la  fuerza  de  las 
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203. Títulos  de  crédito. — Ya  hemos  dicho  (núm.  43) 

que  una  obligación  puede  exteriorizarse  y tomar  forma 
sensible  en  un  título  que  puede  ser  nominativo  á la  or- 
den  y al  portador.  El  carácter  jurídico  de  estos  títulos 
es  objeto  entre  los  escritores  de  graves  controversias. 
El  título  nominativo  es  considerado  por  los  más  como 
un  medio  de  prueba  de  la  obligación;  la  misma  opinión  es 
también  sostenida  por  algunos  respecto  á los  títulos  á la 
orden  y al  portador,  pero  otros,  en  lugar  de  considerarlos 
como  prueba  de  la  obligación,  entienden  que  se  incor- 
pora ésta  al  título,  ó sea,  que  la  obligación  no  puede 
concebirse  separadamente  del  título  material,  susceptible 
de  derechos  reales;  que  como  acreedor  debe  considerarse, 
no  al  poseedor  del  título,  sino  al  título  mismo.  Una  doc- 
trina intermedia,  que  la  Relación  Mancini  declara  aco- 
gida por  el  vigente  Código  de  comercio,  encuentra  en 
los  títulos  al  portador,  y lo  mismo  puede  decirse  de  los 
títulos  á la  orden,  dos  elementos,  un  elemento  material 
representado  por  el  título  susceptible  de  posesión,  de 
tradición  y de  otros  derechos  reales,  y un  elementa 
ideal  representado  por  el  vinculum  juris  contraído  por  el 
emitente.  Sostiene,  además,  que  estos  dos  elementos 
están  entre  sí  orgánicamente  conjuntos,  casi  tanto  como 
el  cuerpo  y el  espíritu.  En  el  período  de  creación  el  ti- 
tulo como  elemento  material  es  condición  necesaria  déla 
existencia  de  la  obligación,  y su  cuerpo  palpable,  pues 
que  sin  él  no  podría  concebirse  la  obligación;  en  el  perio- 
do de  circulación  el  título  es  también  el  medio  necesario 
de  trasmisión  de  la  obligación.  En  el  período  de  realiza- 
ción el  título  es  el  medio  para  conseguir  el  cumplimien- 
to de  la  obligación,  pero  no  es,  sin  embargo,  la  condi- 


razones  aducidas  cu  favor  del  art.  43  del  Códig*o  do  comercio  ita- 
liano, se  aplicará  siemj)rc  la  doctrina  dol  Códig*o  civil,  aun  tratán- 
dose de  obligaciones  provenientes  de  un  acto  comercial. — (N.  T.) 
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ción  necesaria  de  su  existencia,  de  modo  que,  destruido 
el  título  se  considere  extinguida  la  obligación.  Entre  el 
título  y la  obligación  bay,  sí,  una  conjunción  orgánica, 
pero  no  una  identificación,  ni  una  transustanciación  de 
la  obligación  en  el  título;  esta  conjunción  puede  disol- 
verse por  especiales  actos  jurídicos,  por  los  cuales,  des- 
truido el  título  (el  cuerpo)  puede  subsistir  la  obligación 
(el  espíritu).  A más  de  estas  funciones  que  cumple  el 
título  considerado  en  su  elemento  material,  cumple  otras 
accesorias,  cual  es  la  de  probar  la  obligación.  En  cuanto 
al  elemento  ideal,  al  vinculum  juris,  éste  arranca,  según 
algunos,  de  una  promesa  unilateral  de  parte  del  emi- 
tente;  según  otros,  de  un  verdadero  y propio  contrato 
formal  mediado  entre  el  emitente  y el  tomador  origina- 
rio, ó entre  el  mismo  emitente  y el  desconocido  poseedor 
del  título.  Estas  doctrinas  son  en  gran  parte  más  aca- 
démicas que  prácticas,  y en  el  estado  actual  de  la  legis- 
lación, la  polémica  queda  reducida  á bien  poca  cosa. 
Que  los  títulos  al  portador  sean  simples  medios  de 
prueba  de  la  obligación,  no  parece  admisible,  puesto  que 
sin  el  título,  ó algo  que  le  sustituya,  no  puede  pedirse 
la  ejecución  de  la  obligación.  Por  otra  parte,  la  doctrina 
que  sostiene  que  la  obligación  está  incorporada  al  título, 
cboca  contra  la  regla  que  veremos  establecida  en  nues- 
tro Código,  de  que  destruido  el  título,  el  que  lo  poseía 
tiene  derecho  á obtener  un  duplicado,  y sólo  podrá  ad- 
mitirse como  expresión  de  la  voluntad  del  emitente, 
cuando  pueda  decirse  que  del  convenio  se  deduce,  que 
destruido  el  título,  debe  considerarse  extinguida  la  obli- 
gación. Queda  todavía  la  doctrina  intermedia,  pero  es 
preciso  confesar  que  presenta  no  pocos  puntos  dudosos. 
De  todos  modos,  cualquiera  que  sea  la  doctrina  de  que 
se  parta,  podemos  tener  en  cuenta  los  siguientes  prin- 
cipios : 
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Que  el  emitente  no  está  obligado  al  cumplimien- 
to de  la  obligaci(5n  más  que  á la  presentación  del  título 
ó de  un  equivalente  donde  la  ley  ó el  pacto  no  se  opon- 
o-aii  á la  emisión  de  éste. 

2, ^  Que  el  emitente,  ya  se  considere  obligado  desde 
su  origen  respecto  al  ignoto  poseedor  del  título,  ya  se 
considere  haber  renunciado  á oponer  al  presentador  ex- 
cepciones que  no  sean  á éste  personales,  ya,  finalmente, 
como  pretenden  otros,  en  virtud  de  una  subrogación  que 
tiene  lugar  entre  el  tomador  y los  sucesivos  poseedores 
del  título,  no  puede,  en  realidad,  oponer  el  poseedor  sino 
aquella  especie  de  excepciones. 

3. ^  Que,  destruido  el  título,  ó sea  el  elemento  mate- 
rial, no  se  extingue  todavía  el  elemento  ideal,  ó sea  la 
obligación,  salvo  los  casos  en  que  la  ley  dispone  expre- 
samente lo  contrario. 

Estos  principios,  á excepción  del  segundo,  que  es  es- 
pecial á los  títulos,  á la  orden  ó al  portador,  se  aplican 
indistintamente  á todos  los  títulos  de  crédito. 


109. — Sentado  esto,  debe  observarse,  antes  que  nada, 
en  cuanto  á la  emisión  de  los  títulos  de  crédito^  que  la 
de  los  títulos  nominativos  está  permitida  á todo  el  que 


tenga  capacidad  para  obligarse.  Por  el  contrario,  es 
objeto  de  controversia  en  nuestra  legislación  si,  fuera 
de  los  casos  en  que  particularmente  se  indica,  se  pue- 
den emitir  títulos  á la  orden  ó al  portador.  Respecto  á 
algunos  de  estos  iiltimos  (billetes  de  banco  y títulos 
equivalentes),  está  expresamente  prohibida  la  emisión  á 
quien  no  haya  obtenido  facultades  especiales.  Por  lo  que 
se  refiere,  pues,  á los  requisitos  extrínsecos  de  los  títu- 
los de  crédito,  tales  requisitos,  ó están  expresamente  de- 
terminados en  la  ley,  como  en  las  letras  de  cambio,  ac- 


ciones y obligaciones  sociales,  etc.,  ó quedan  confiados  á 
la  voluntad  del  emitente.  Sin  embargo,  siempre  será  ne- 
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cesarlo  que  el  título  indique  la  natui’aleza,  la  eaiilidad  y 
el  tiempo  do  la  prestación,  el  nombre  d(d  acnMulor  si  el 
título  es  nominativo,  ó la  cláusula  á.  la  oi'dcn  si  <4  iífsdo 
es  á la  orden,  excepto  si  se  trata  de  letra, s d(^  (*and)io,  (mi 
las  que  tal  cláusula  se  sobnuitiemb*,  y coni<(uií^a,  linal- 
mcnte,  la  suscrición  del  emitente  (u). 

lio. — Respecto  á,  l;i,  tríMist‘erenc¡:i  d(^  los  látalos  no- 
minativos, no  puede  teinu*  hijear  sino  im‘dia,nt(>  cesión 
en  ro^’la  (a,rt.  1.548  Cód.  civ.),  ó [)or  ukmIío  de  d(‘clara- 
cioncs  llocllas  en  registros  especiales;  (;sta  ultima,  ronna. 
es  la  adoptada  «j^eneral mente  jiara.  la,s  a,e,ciom‘s  d(‘  las 
sociedades  comerciabas.  8e  fíxcaqilúaai  la,  bd,ra,  (b>  (‘am- 
bio,  el  cliequo  y los  títulos  expedidos  por  los  alma.cem's 
generales,  los  cuales,  aunque  emitidos  en  nombní  d(‘  una 
determinada  persona,  se  considiiran  por  la,  biy  como  tí- 
tulos íi  la  orden.  Pero  según  la.  o[)inión  (jue  [>a,r(;raí  tnás 
exacta,  no  puede  extenderse  esta,  exiaípción  á.  oi.ros  l.ítu- 
los  comerciales. 

La  transferencia  de  los  títulos  á.  la  orden  s(‘  ba.csí 
mediante  endoso,  ó sea  por  iruidio  de  una  (bsdara.cáón 
hecha  sobre  el  titido,  fechada  y suscrita  |)or  <4  posicdor 
(endosante),  y la  entrega  del  título  al  (uidosatario.  Sin 
embargo,  el  (uidoso  pmsh;  ta,mbien  liacersc‘  en  l>la.uco,  ó 
sea  con  sólo  la  firma.  d(4  (uulosa.n t(í.  (h)  Msl.a  íorma  pa,r- 
ticular  de  ti-ansf<irencia  f>níS(m  ta>  gramb;s  ven  ta  ¡as  y a.si- 
inila  el  título  a la  ordem  á.  uíj  título  a, I [>ortador.  De  todos 
modos,  hágase  en  una  ú otra  foísria.  <4  endoso,  si(!rrq>r<- 
transfiere  al  endosatario  el  deusiclio  á.  (jue  se  b^  sa.tisra,ga. 
la  obligación,  sin  íjuci  (4  dfiudor  [>ue*da  opomu*  a,I  (;ndo- 
satario  excepciones  [)ersonales,  corrio  diremos  más  a, df; - 
lante  al  tratar  de  la  letra  de  cambio. 


(a)  Nuestra  le;/is)aeiórj  rjo  consifuifs;  <*,ri  m:iriera  n;i  «ui  la  le 
tra  de  earribio  la  ornisiórj  de  la  cláusula  á l;i,  orvjen.  — ÍN.  T.; 

(h)  La  ley  (;s[>ariola  autoriza  t:í,fribiéri  Oirt.  405  del  Có<l.  corrí  j 
los  endosos  en  blanco  de  lr>s  rloeiimentos  á la  oráfiri. —f  N.  T.j 
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rinaliHcnte,  los  títulos  al  portador  son  transferible& 
mediante  simple  entrega. 

111.— Digamos  ahora  algo  respecto  á la  extinción  de 
títulos  de  crédito.  De  ordinario,  al  emitente  no  puede 
exigírsele  el  cumplimiento  de  la  obligación  más  que  me- 
diante la  entrega  del  título,  y si  éste  fuera  nominativo,, 
por  parte  del  legítimo  poseedor.  Podrá,  sin  embargo, 
ocurrir  que  el  título  esté  usado  ó desgastado,  ó quizá 
destruido.  En  los  dos  primeros  casos,  el  poseedor  tiene 
derecho  de  obtener  del  emitente  un  duplicado  ó un  títu- 
lo equivalente,  porque  en  toda  emisión  de  títulos  de  cré- 
dito existe  la  voluntad  de  las  partes  de  crear  y recibir 
un  título  apto  para  la  negociación;  si,  pues,  el  título,  por 
estar  usado  ó gastado,  se  hace  impropio  para  circular,  es 
justo  que  sea  sustituido  por  otro  que  esté  en  condiciones 
de  poder  servir  para  el  objeto.  Por  otra  parte,  la  exis- 
tencia del  título  es  condición  necesaria  al  ejercicio  de 
las  acciones;  si,  pues,  el  título  se  ha  destruido  subsis- 
tiendo, sin  embargo,  siempre  la  obligación,  el  poseedor 
tiene  derecho  á que  el  emitente  le  coloque  de  nuevo  en 
condiciones  de  poder  hacer  valer  sus  propios  derechos. 
El  Código  de  comercio  (art.  56)  declara,  de  acuerdo  con 
esto,  el  derecho  del  poseedor  de  un  título  al  portador, 
usado  ó gastado,  pero  todavía  reconocible,  ó destruido, 
de  exigir  del  emitente  un  duplicado  ó un  título  equiva- 
lente; y añade  también,  que  en  el  segundo  caso  el  re- 
querimiento debe  hacerse  en  juicio  contradictorio  segui- 
do con  el  emitente,  y que  la  autoridad  judicial,  cuando 
disponga  la  entrega  del  nuevo  título,  debe  adoptar  las 
precauciones  que  considere  necesarias  en  interés  de  los 
terceros  y del  propio  emitente.  Los  gastos  son  de  cuenta 
del  requirente.  El  mismo  derecho  concede  al  poseedor  de 
un  titulo  nominativo  ó á la  orden. 

Todo  esto  tiene  aplicación  en  el  caso  de  títu- 
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los  usados  6 destruidos;  si  se  trata  de  títulos  perdidos  6 
robados,  entonces  precisa  distinguir,  según  que  los  tí- 
tulos sean  nominativos,  á la  orden  ó al  portador.  Para  las 
dos  primeras  clases  de  títulos,  el  derecho  de  obtener  un 
duplicado  ó un  título  equivalente,  se  podrá  hacer  valer 
por  el  procedimiento  de  amortización,  del  cual  hablare- 
mos á propósito  de  la  letra  de  cambio,  con  tanto  más  mo- 
tivo cuanto  que  precisamente  es  en  dicho  lugar  en  el  que 
se  ocupa  en  esto  nuestro  Código.  Si  se  trata  de  títulos  al 
portador,  el  derecho  de  obtener  un  duplicado  no  lo  ad- 
mite el  Código  de  comercio,  con  objeto  de  no  crear  mo- 
lestias al  proceder  de  buena  fe  e incertidumbre  y des- 
confianzas perjudiciales  á la  circulación  de  los  mismos 
títulos.  De  donde  resulta,  que  el  poseedor  de  un  título 
al  portador  no  tendrá  otro  medio  para  volver  á la  pose- 
sión de  su  derecho,  que  el  de  reivindicar  el  título,  como 
ahora  diremos. 

Las  reglas  hasta  aquí  expuestas  no  se  aplican  á los 
títulos  de  la  Deuda  pública,  á los  billetes  de  banco  y á 
los  demás  títulos  equivalentes  que  se  rigen  por  leyes  es- 
peciales (art.  56).  Y leyes  especiales  son  particularmen- 
te las  de  la  Deuda  pública  (Ley  de  10  de  Julio  de  1861 
y Regí,  de  8 de  Octubre  de  1870),  que  niegan  el  derecho 
á obtener  emisión  de  duplicados  de  títulos  al  portador, 
de  modo  que  destruido  el  título,  la  obligación  se  consi- 
dera extinguida,  y establecen  el  procedimiento  que  ha 
de  seguirse  en  el  caso  de  pérdida  ó destrucción  de  un 
título  nominativo;  las  ya  citadas  sobre  billetes  de  banco 
(30  Abril  1874  y 7 Abril  1881),  de  las  cuales  resulta 
también  la  misma  regla  en  lo  referente  á la  destrucción 
de  los  mismos  títulos:  la  ley  sobre  la  emisión  en  caso  de 
pérdida  de  duplicado  de  los  títulos  representativos  de 
depósitos  bancarios  (14  Julio  1887),  etc.  (a). 


(a)  El  Código  de  comercio  español  nada  dice  en  general  acerca 
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118. — Digainos  ahora  lo  referente  á la  reivindica- 
ción de  los  títulos  de  crédito.  Sabido  es  que  el  Código 
civil,  después  de  haber  establecido  en  el  art.  707  el  prin- 
cipio de  que  respecto  a los  muebles  por  su  naturaleza  j 
á los  títulos  al  portador,  la  posesión  produce  á favor  del 
tercero  de  buena  fe  el  efecto  mismo  del  título,  admite 
que  el  que  ha  perdido  la  cosa  ó le  ha  sido  robada,  tiene 
derecho  á recabarla  de  aquél  en  cuyo  poder  se  encuen- 
tre, quedando  á salvo  á éste  el  derecho  á la  indemniza- 
ción por  parte  de  aquél  de  quien  la  recibió  (art.  708,  Có- 
digo civ.)  Sin  embargo,  si  el  actual  poseedor  de  la  cosa 
perdida  ó robada  la  compró  en  una  feria  ó mercado,  ó 
la  adquirió  en  una  venta  pública,  ó de  un  comerciante 
que  tenga  público  despacho  de  objetos  semejantes,  el 
propietario  no  puede  obtener  la  restitución  de  su  cosa 
más  que  reembolsando  al  poseedor  el  precio  que  hu- 
biere dado  por  ella  (art.  709,  Cód.  civ.)  Aplicando  estos 
principios  á los  títulos  de  crédito,  se  ve  que  en  cuanto  á 
los  títulos  nominativos  será  siempre  admisible  su  reivindi- 
cación, porque  debiendo  su  traspaso  generalmente  cons- 
tar en  el  título  mismo,  y por  otra  parte,  no  siendo  las  in- 
dagaciones acerca  de  su  procedenciani  largas  nidifíciles, 
difícilmente  podrá  el  poseedor  ilegítimo  alegar  la  buena 
fe.  Que  en  cuanto  á los  títulos  al  portador,  la  reivindi- 
cación deberá  admitirse  sólo  en  el  caso  de  hurto  ó de 
pérdida,  áun  contra  el  que  los  posea  de  buena  fe.  El  Có- 
digo de  comercio  ha  modificado  estos  principios,  y la 
nueva  regla  es  aplicable  áun  en  materia  civil,  porque  la 
razón  de  la  ley  es  siempre  la  misma,  es  decir,  la  de  ha- 
cer más  fácil  y más  segura  la  circulación  de  los  títulos 


Ael  dereclio  de  exigir  que  sean  sustituidos  por  otros  los  títulos  de 
crédito  que  estén  usados  ó gastados,  pero  en  cambio  dedica  toda 
una  sección  (la  2.*‘  del  tit.  XII  del  lib.  II)  al  robo,  hurto  ó extravío 
de  los  electos  al  portador.— (X.  T.) 
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al  portador.  La  reivindicación  de  los  títulos  al  portador, 
perdidos  ó robados,  es,  pues,  admisible  contra  el  que 
los  encuentra,  ó el  ladrón,  ó también  contra  los  que 
los  lian  recibido  por  algún  título,  si  conocían  el  vicio  de 
la  causa  de  la  posesión  (art.  57).  Sobre  este  punto  no 
baj  duda;  la  duda  existe  á veces  en  la  doctrina  para  sa- 
ber si,  no  obstante  lo  dispuesto  en  el  art.  57,  es  admisi- 
ble, á tenor  de  los  principios  de  las  leyes  civiles,  contra 
el  tercer  adquirente  de  mala  fe,  la  reivindicación  de  los 
títulos  no  perdidos  ni  robados,  pero  sí  sustraídos  por 
abuso  de  confianza;  de  todas  maneras,  aun  en  este  caso 
siempre  quedaría  firme  la  disposición  del  Código  penal, 
que  concede  al  propietario  despojado  el  derecho  de  res- 
titución de  los  títulos  como  cuerpo  del  delito  (art.  37, 
Cód.  penal;  art.  606,  Cód.  proc.  pen.). 

Finalmente,  en  cuanto  ú los  títulos  á la  orden,  no  ha- 
biéndose dicho  nada  en  el  art.  57,  parece  natural  aplicar 
las  disposiciones  del  Código  civil  respecto  álos  muebles, 
y por  lo  tanto,  admitir  la  reivindicación,  se  entiende  por 
supuesto  siempre  contra  el  poseedor  de  mala  fe  y en  los 
casos  de  hurto  ó pérdida,  aun  contra  los  que  puedan  ale- 
gar una  posesión  de  buena  fe.  Todavía  puede  ser  el  prin- 
cipio objeto  de  controversia,  si  se  tiene  en  cuenta  lo  dis- 
puesto en  el  art.  332,  del  cual  nos  ocuparemos  en  su  lu- 
gar correspondiente.  Verdad  es  que,  si  bien  el  traspaso 
de  los  títulos  á la  orden,  como  el  de  los  títulos  nomina- 
tivos, resulta  del  título  mismo,  también  el  que  los  ad- 
quiere, encontrándose  en  la  imposibilidad  de  asegurarse 
de  la  autenticidad  de  todos  los  endosos,  basta  que  se 
asegure,  á más  de  la  regularidad  extrínseca,  de  la  legí- 
tima procedencia  del  título  respecto  al  que  se  lo  trasmi- 
te, á fin  de  poder  alegar  en  su  caso  los  efectos  de  la  rei- 
vindicación (a). 


{a)  Como  diferencias  que  valen  la  pena  de  ser  señaladas  en 


152 


DERECHO  MERCANTIL 


§ 3. — Prueba  de  las  obligaciones. 


114.  — El  sistema  probatorio  se  conexiona  ordinaria- 
mente con  la  naturaleza  misma  de  la  relación  que  se 
pretende  probar.  He  aquí  el  por  qué  las  reglas  que  el  de- 
recho mercantil  establece  acerca  de  la  prueba  de  las  obli- 
gaciones y de  su  extinción  son  algún  tanto  diversas  de 
las  del  derecho  civil,  no  en  cuanto  á los  medios  de  prue- 
ba, sino  en  cuanto  al  uso  que  de  ella  puede  hacerse.  Esto 
depende  principalmente  de  la  multiplicidad  y rapidez  de 
las  operaciones  mercantiles  y del  secreto  con  frecuencia 
inherente  á las  mismas,  circunstancias  éstas  que  no 
permiten,  ó hacen  difícil  á quien  contrata,  poder  conse- 
guir una  prueba  escrita,  ó que  impiden  sujetar  el  acto  á 
determinadas  formalidades. 

Las  obligaciones  mercantiles,  y correlativamente  su 
extinción,  se  prueban,  pues,  según  el  art.  44. 


nuestro  dereclio  respecto  del  italiano,  debemos  señalar  tan  sólo  que 
el  Código  de  comercio  declara  (art.  '86)  irreivindicable  la  moneda 
en  que  se  verifique  el  pago  de  las  mercaderías  compradas  al  contado 
en  las  tiendas  ó establecimientos  públicos,  que  respecto  á las  demas 
mercaderías  su  irreivindicación  es  también  absoluta  (art.  85),  si  se 


adquirieron  en  almacenes  ó tiendas  abiertas  al  público,  de  lo  cual 
parece  deducirse  que  las  adquiridas  en  ferias  ó mercados  no  se  ajus- 
tan á este  principio  y siguen  en  todo  la  ley  civil.  Sin  embargo,  dada 
la  naturaleza  de  las  compras  realizadas  en  estos  sitios,  parece  que 
debe  aplicarse  el  mismo  principio  del  art.  85. 

En  cuanto  ú los  efectos  al  portador  adquiridos  en  bolsa  por  me- 
diación de  agente  colegiado,  y donde  no  lo  hubiere  con  intervención 
de  notario  público  ó corredor  de  Comercio,  aunque  la  ley  los  decla- 
ra en  absoluto  irreivindicables  (art.  545,  § 3),  admite,  sin  embargo, 
su  reivindicación  (art.  560)  si  se  hubiese  anunciado  previamente  en 
bolsa  la  pérdida  ó sustracción  de  los  mismos. — (N.  T.) 
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115. — a)  Con  documentos  públicos  y escrituras  privadas 
Bujetas  generalmente  á las  prescripciones  del  Código  ci- 
vil (artículos  1.315-1.331);  pero  que  para  algunos  contra- 
tos particulares,  como  veremos  en  su  lugar,  deben  tam- 
bién revestir  requisitos  especiales.  Adviértase  que,  como 
declara  el  mismo  art.  1.325  del  Código  civil,  no  es  apli- 
cable en  materia  mercantil  la  regla  de  que  la  póliza  ó 
promesa  por  escritura  privada  por  la  que  una  de  las  par . 
tes  se  obliga  á pagar  á la  otra  una  suma  de  dinero,  ó á 
darle  otra  cosa  equivalente  en  cantidad,  debe  ser  escrita 
por  entero  de  mano  de  quien  la  suscribe,  ó por  lo  menos 
es  necesario  que  éste  añada  de  su  propia  mano  al  suscri- 
birla, la  fórmula  abueno))  ó ((aprobado)),  indicando  en  le- 
tras por  separado,  la  suma  ó cantidad  de  la  cosa. 

En  efecto,  la  rapidez  inherente  á las  operaciones  mer- 
cantiles puede  requerir  que  la  escritura  sea  extendida 
por  un  agente  auxiliar  del  comerciante,  j firmada  por  él 
tan  sólo.  Por  otra  parte,  la  lej  tiene  el  derecho  de  supo- 
ner en  los  comerciantes  mayor  prudencia,  la  que  si  no 
suprime  del  todo  el  peligro  de  fraudes  ó de  abusos,  los 
hace  ciertamente  menos  probables.  Además,  las  fechas 
de  los  contratos  y de  los  actos  mercantiles  debe  expre- 
sar el  lugar,  día,  mes  y año  (art.  55,  § 1),  y puede  ser 
demosirada  respecto  á terceros,  á diferencia  de  lo  que 
ocurre  en  materia  civil,  en  la  que  la  fecha  no  es  cierta 
ni  computable  respecto  á terceros,  salvo  en  casos  espe- 
ciales, sino  desde  el  día  en  que  fué  registrada  (art.  1.327, 
Cod.  civ.),  con  todos  los  medios  de  prueba,  incluso  los 
testimonios  (art.  55,  § 2),  y esto,  porque  mientras  por 
un  lado  la  formalidad  del  registro  se  conciba  mal  con  la 
rapidez  necesaria  á las  operaciones  comerciales,  por  otro 
no  faltan  otros  medios,  como  por  ejemplo,  la  anotación 
en  los  libros  para  justificar  la  época  de  la  conclusión  de 
los  mismos.  Finalmente,  la  feclia  estampada  en  una  obli- 
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gación  cambiaría  ó en  otro  título  á la  orden,  se  tiene 
por  cierta  salvo  prueba  en  contrario  (art.  65,  § 3)  (a). 

116. — h).  Con  las  notas  de  los  mediadores, — El  media- 
dor debe  entregar  á las  partes  que  lo  pidan  uña  copia  del 
contrato  perfectamente  conforme  con  el  registro  hecho 
en  la  libreta,  suscrita  por  él  y aun  por  las  partes  silo 
consienten  (art.  33).  Estas  copias,  suscritas  por  las  par- 
tes, tienen  el  mismo  valor  que  una  escritura  privada.  Si 
faltan  estas  firmas,  la  ley  deja  al  juez  plenas  facultades 
respecto  al  valor  que  ha  de  atribuirse  al  atestado  del  me- 
diador ó al  de  sus  libros  (art.  52),  cuya  presentación 
puede  ordenar  para  cotejarlos  con  las  copias  entregadas 
á las  partes  (art.  34).  Parece,  en  verdad,  excesivo  conce- 
der valor  absoluto  de  prueba  á las  notas  de  los  media- 
dores no  revestidas  de  la  firma  de  las  partes,  ya  porque, 
dado  el  sistema  de  libertad  del  ejercicio  del  oficio  de 
mediador,  podrían  los  mediadores  que  no  tengan  carác- 
ter de  oficiales  públicos  entregar  las  citadas  notas,  ya 
porque  para  las  mismas  escrituras  notariales  se  requie- 
re la  suscrición  de  las  partes.  Por  otra  parte,  se  ha  su- 
primido la  disposición  del  Código  de  1865,  la  cual,  ins- 
pirándose en  una  excesiva  desconfianza  hacia  los  media- 
dores, no  concedía  valor  á los  libros  llevados  por  éstos^ 
cuando  la  convención  fuese  enteramente  negada,  por  el 
motivo  de  que,  estando  el  mediador  con  objeto  de  obte- 
ner sus  derechos  de  corretaje,  interesado  en  que  resul- 
tase la  prueba  del  contrato,  no  se  podía,  sin  sospecha, 
conceder  entera  fe  á su  declaración  {h). 


(a)  Hespecto  á esta  clase  de  pruebas  nada  dice  el  Código  de  co- 
mercio español,  y tiene,  por  tanto,  aplicación  perfecta,  salvo  en  los 
casos  particulares  en  que  la  ley  dispone  concretamente  algo,  lo  dis- 
puesto en  el  Códig*o  civil  (arts.  1.216-1230). — (N,  T.) 

(h)  Distingue  nuestro  Códig'o  de  comercio  perfectamente  entre 
mediadores  colegiados  y no  colegiados;  á los  primeros  les  da  el  oa- 
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11^- — Con  facturas  acc}üadas,  — La  factura  es 
una  nota  que  contiene  la  indicación  en  calidad  v canti- 
dad  de  las  mercancías  objeto  del  contrato,  de  su  precio 
6 valor  j de  las  demás  condiciones  del  misino  contrato. 
De  ordinario  se  extiende  en  el  contrato  de  compra-ven- 
ta,  pero  puede  hacerse  también  en  contratos  de  otra  es- 
pecie. La  factura  se  remite,  por  regla  general,  del  ven- 
dedor al  comprador;  pero  no  hace  prueba  sino  cuando  es 
aceptada  por  éste,  expresa  o tácitamente,  porque  de  otra 
manera  sería  tan  sólo  un  documento  he  ho  por  la  parte 
interesada,  que  tendría,  sin  embargo,  contra  ella  el  va- 
lor de  una  confesión  extra  judicial  (art.  1.358  Cód.  civ.) 
La  factura  aceptada  es  prueba  del  contrato  y de  las  con- 
diciones con  que  se  ha  pactado.  Puede  estar  emitida 
tanto  á la  orden  como  al  portador,  j ser,  por  consiguien- 
te, transmisible,  mediante  endoso  ó mediante  simple  en- 
trega; pero  según  la  opinión  más  acreditada,  no  tiene 
poder  para  representar  simbólicamente  la  mercadería  en 
términos  que,  el  que  tenga  la  posesión  de  la  factura, 
deba  reputarse  poseedor  de  aquella. 

Esto  es  propio  de  algunos  títulos,  como  por  ejemplo, 
la  carta  de  porte  y el  conocimiento  de  embarque  (nuine- 


rácter  de  notarios  (arts.  89  y 9o);  á los  seg'imdos  no  les  reconoce 
facultades  especiales,  y su  intervención  (art.  89)  se  regula  por  las 
prescripciones  del  Código  civil  en  cuanto  puede  considerarse  como 
mandatarios. 

En  cuanto  al  valor  probatorio  de  las  notas  de  los  mediadores  co- 
legiados, la  ley  dice,  refiriéndose  tan  sólo  á los  agientes  de  Bolsa 
(art.  103  Cód.  com.),  aunque  la  doctrina  tiene  igualmente  aplica- 
ción á los  corredores  que  las  que  los  agentes  entregan  á sus  comiten- 
tes, y las  que  se  expiden  mutuamente  fiarán  prueba  contra  el  agen- 
te que  las  suscribe.  La  conformidad  de  los  comitentes  una  vez  re- 
conocida en  juicio  su  firma,  en  las  notas  de  conformidad  que  fian 
de  entregar  á su  respectivo  agente,  llevará  aparejada  ejecución 
siempre  que  se  fiaya  liquidado  oportunamente  y en  la  forma  que  la 
ley  determina  la  cantidad  á reclamar. — (N.  T.) 
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ro  199),  porque  éstos  suponen  necesariamente  que  una 
de  las  partes  se  ha  despojado  de  la  posesión  de  las  mer- 
cancías expedidas.  La  transmisión  de  la  factura  confie- 
re, por  lo  tanto,  snjus  ad  rem,  no  su  jus  in  re. 

118.  — d).  Con  la  correspondencia^  ó sea  con  las  car- 
tas y tarjetas  cmhiadas  entre  los  contratantes  relativa- 
mente al  negocio  discutido.  Se  entiende,  sin  embargo, 
que  la  correspondencia,  como  toda  escritura  privada, 
para  poder  servir  de  prueba  á favor  del  que  la  ha  recibi- 
do y contra  el  que  la  ha  escrito,  debo  estar  reconocida 
por  ésta  ó poderse  legalmente  considerar  como  tal  (ar- 
tículo 1.320  Cód.  civ.)  En  ese  caso  sirve  de  prueba,  no 
sólo  para  las  personas  entre  quienes  medió,  sino  tam- 
bién entre  sus  herederos  y habientes  causa.  Contra  terce- 
ros puede  hacer  prueba  la  correspondencia  en  cuanto  el 
contrato  que  de  ella  resulte  ultimado  entre  los  que  me- 
dió, puede  oponerse  á los  terceros,  como  si  resultase  de 
cualquier  otra  prueba  escrita.  Pero  la  correspondencia 
cambiada  entre  dos  personas  no  puede,  ciertamente, 
hacer  prueba  contra  el  extraño  á ella,  no  pudiendo  per- 
judicarle nada  de  lo  que  estuviese  escrito  sin  su  aproba- 
ción. A veces  puede  tener  fuerza  á su  favor,  teniendo  en 
cuenta  que  se  trata  de  una  confesión  extra  judicial  (ar- 
tículo 1.358  Cód.  civ.),  siempre  que  no  tenga  carácter 
confidencial,  y en  todo  caso,  no  esté  en  posesión  del  ter- 
cero por  título  ilegítimo.  Por  último,  es  superfino  adver- 
tir que  ninguna  persona  puede  obligar  á un  tercero  a 
comunicar  la  correspondencia  cambiada  con  otra  persona, 
á no  ser  que  en  la  misma  se  contuviese  la  orden  de  co- 
municarla á dicho  t.u’cero. 

119.  — é).  Con  telegramas, — El  telegrama  es  un  me- 
dio de  correspondencia,  cuyo  valor  probatorio  se  regula 
por  normas  diversas  de  las  relativas  á las  otras  clases  de 
correspondencia,  en  razón  al  modo  particular  cómo  las 
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partes  se  transmiten  su  respectiva  voluntad.  El  destina- 
tario del  telegrama,  á diferencia  del  destinatario  de  una 
carta,  se  encuentra  con  un  escrito  que  no  es  un  autógra- 
fo del  remitente,  y tampoco  puede  considerarse  como 
una  copia,  porque  los  oficiales  telegráficos  de  la  estación 
intermedia  ó de  la  estación  de  llegada  no  han  visto  el 
original,  mucho  menos,  pues,  como  una  copia  auténtica, 
porque  los  oficiales  del  telégrafo  no  están  revestidos  de 
las  atribuciones  que  la  ley  confiere  al  efecto  á otros  ofi- 
ciales públicos,  como  los  notarios. 

El  telegrama  tiene,  por  consiguiente,  el  mismo  va- 
lor de  una  escritura  privada  cuando  el  original  contenga 
la  firma  de  la  persona  en  él  indicada  como  remitente,  ó 
cuando  se  haya  probado  que  el  original  fué  entregado  ó 
hecho  entregar  en  la  oficina  telegráfica  por  dicha  perso- 
na, áun  cuando  ésta  no  lo  haya  firmado  (art.  45,  § 1.^). 
Si  la  firma  está  testimoniada  por  un  notario,  en  el  caso 
en  que  el  telegrama  contuviere  un  mandato  ó una  decla- 
ración de  consentimiento,  aunque  fuere  judicial  (art.  47), 
se  aplicarán  los  principios  generales  sobre  escrituras 
privadas  (art.  45,  § 2.®).  Si  la  identidad  de  la  persona 
que  ha  suscrito  ó entregado  el  telegrama  se  ha  compro- 
bado por  modo  distinto  al  que  determinan  los  reglamen- 
tos de  telégrafos,  se  admite  la  prueba  en  contrario. 
Además,  la  fecha  del  telegranra  establece,  salvo  prueba 
en  contrario,  el  día  y la  hora  en  que  lian  sido  efectiva- 
mente expedidos  ó recibidos  en  las  oficinas  del  telégrafo 
(art.  45,  § 3.®)  (a). 


(a)  En  esta  materia,  como  en  otras  muelias,  el  bi^^islador  espa- 
ñol lia  demostrado  una  cortedad  de  ánimo  y un  apocamiento  ver- 
daderamente incomprensibles.  Ante  el  problema  loí^^al  que  plantea- 
ba la  correspondencia  telegráfica  y que  ha  sido  resmdto  por  el  de- 
recho italiano,  y mucho  mejor  aún  por  el  Código  de  Méjico  de  1884, 
se  ha  limitado  á decir  en  el  párrafo  del  art.  51  del  Código  de 
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120. — No  es,  sin  embargo,  poco  frecuente  el  caso  de 
errores,  alteraciones  ó retrasos  en  la  transmisión  de  te- 
legramas. Según  los  principios  generales  del  derecho, 
los  daños  procedentes  de  tales  circunstancias  deberán 
ser  resarcidos  por  la  administración  telegráfica,  sea 


comercio  lo  que  sigue:  «La  correspondencia  telegráfica  sólo  pro- 
ducirá obligación  entre  los  contratantes  que  hayan  admitido  este 
medio  previamente  y en  contrato  escrito,  y siempre  que  los  tele- 
gramas reúnan  las  condiciones  ó signos  convencionales  que  previa- 
mente hayan  establecido  los  contratantes,  si  así  lo  hubiesen  pacta- 
do;). Con  lo  cual  dicho  se  está  que  no  es  posible  en  la  inmensa  ma- 
yoría de  los  casos  utilizar  como  medio  de  prueba  el  telegrama. 

Aunque  en  estas  notas  me  limito  tan  sólo  á hacer  referencias  al 
derecho  español,  voy  por  excepción  á transcribir  los  artículos  del 
Código  de  Méjico  de  1884  relativos  á la  contratación  por  telégrafo: 

«Art.  728.  Todo  el  que  quiera  celebrar  un  contrato  ó hacer  nn 
giro  por  el  telégrafo  llevará  su  parte  á la  oficina,  escrito  y firmado 
de  su  puño  y letra  y con  el  timbre  correspondiente,  o 

«Art.  729.  Las  oficinas  telegráficas  formarán  un  protocolo  con 
estos  partes  y copia  de  las  respuestas,  si  las  hubiere,  el  cual  se  en- 
tregará mensualmente  al  notario  que  se  desigme  por  la  autoridad 
respectiva.» 

«Art.  730.  Estos  partes  deberán  mandarse  precisamente  en  el 
mismo  día  de  su  presentación;  y si  no  se  pudiere,  por  interrupción 
ó por  cualquier  otra  causa,  lo  avisarán  las  oficinas  al  comerciante 
bajo  su  más  estrecha  responsabilidad.)) 

«Art.  731.  De  estos  partes  se  dará  recibo  al  comerciante,  y en 
este  recibo  se  harái  la  anotación  de  la  hora  en  que  fueron  expedidos 
por  el  telégrafo.)) 

«Art.  732.  El  contrato  propuesto  por  este  medio  queda  sujeto  á 
lo  dispuesto  en  los  artículos  318  y 3f9  (^);  pero  el  plazo  para  la 
contestación  será  el  de  veinticuatro  horas,  contadas  desde  el  reci- 
bo del  parte  por  el  interesado.  Al  efecto,  se  entreg’ará  el  parte  á 
éste  personalmente,  y firmará  su  recibo  en  un  libro  que  se  llevara 
para  este  caso.» 


[b)  Se  refiere  el  primero  al  momento  en  epie  se  considera  per- 
fecta la  obligación,  seg'iiu  el  modo  de  celebración  del  contrato,  y el 
segundo  el  plazo  en  que  forzosamente  se  ha  de  aceptar  un  contrato 
propuesto  por  correspondencia  para  que  resulte  oblig’ado  el  propo- 
iieiite.— T.) 
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cualquiera  el  carácter  jurídico  que  se  asigne  al  contrato 
celebrado  entre  ésta  j quien  expide  el  telegrama,  man- 
dato, comisión  ó locación  de  servicios.  A pesar  de  esto, 
los  reglamentos  telegráficos,  por  razones  de  convenien- 
cia, no  reconocen  la  responsabilidad  de  la  administra- 
ción, que  de  ordinario  se  limita  á reembolsar  la  tasa  pa- 
gada por  el  envío  del  telegrama  {a).  La  responsabilidad 
personal  del  oficial  de  telégrafos  debería  admitirse,  sin 
embargo,  con  sujeción  al  principio  general  de  la  respon- 
sabilidad de  los  funcionarios  públicos  por  los  actos  eje- 
cutados en  el  desempeño  de  sus  funciones;  pero  en  la 
realidad  no  tiene  eficacia  alguna.  Precisa  distinguir, 
pues,  ó el  error,  el  retraso  ó la  alteración  ocurren  por 
mera  culpa  de  la  administración,  y en  tal  caso  el  daño 
recae  sobre  el  que  efectivamente  lo  sufra,  no  pudiéndo- 
se imputar  al  remitente  la  culpa  in  el íg endo,  por  haberse 
servido  del  telégrafo  para  manifestar  su  voluntad,  ú 
ocurre  por  culpa  del  remitente,  y éste  es  entonces  el 
responsable.  Sin  embargo,  si  el  remitente  ha  hecho  co- 
tejar ó recomendar  el  telegrama,  según  lo  dispuesto  en 
los  reglamentos  telegráficos,  se  presume  exento  de  culpa. 

121. — -f). — Con  los  libros  de  las  partes  contraíanles, — 
En  otro  lugar  (núm.  61)  nos  hemos  ocupado  en  los  libros 
de  los  comerciantes.  Añadamos  ahora  que  éstos  pueden 
servir  de  prueba,  no  sólo  contra  los  que  los  han  llevado, 
sino  también  á favor  de  los  mismos.  Esta  derogación  al 
principio  general  que  ninguno  puede  aducir  como  prue- 
ba un  documento  producido  por  él,  se  funda  en  la  na- 
turaleza de  la  institución  de  los  libros  y en  la  obligación 
de  llevarlos  que  impone  la  ley  á los  comerciantes.  Esta 
derogación  resulta  de  hecho  atenuada,  porque  se  con- 


{a)  En  España  ni  áun  esto.  La  administraíáón  se  decdara  irres- 
ponsable en  absoluto. — (N.  T.  l 
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cede  igual  facultad  á la  otra  parte,  y por  quedar  al 
prudente  arbitrio  del  juez,  á quien  la  ley  autoriza  para 
admitir  ó no  esta  prueba.  Para  que  los  libros  de  comer- 
cio puedan  admitirse  como  prueba  precisa  que  la  con- 
tienda se  ventile  entre  comerciantes,  que  se  refiera  á 
negocios  mercantiles,  y que  los  libros  se  hayan  llevado 
con  arreglo  á la  ley  (art.  48).  Contra  los  no  comercian- 
tes no  pueden  los  libros  hacer  prueba,  de  otra  manera 
las  partes  contenderían  con  armas  desiguales;  tan  sólo 
tienen  el  valor  de  un  principio  de  prueba  que  puede 
servir  de  base  al  juez  para  deferir  de  oficio  el  juramenta 
á una  ó á otra  de  las  partes  (art.  1.328,  Cód.  civ.).  Para 
que  ios  libros  puedan  utilizarse  como  prueba,  debe  ser 
comercial  la  materia  de  la  contienda  para  entrambos 
contendientes,  ó al  menos  para  uno  de  ellos  (art.  54). 
La  irregularidad  en  el  modo  de  llevar  los  libros  hace 
imposible,  para  el  que  los  ha  llevado  así,  poderlos  utili- 
zar como  prueba,  esto  aparte  de  la  sanción  penal  en  que 
incurrirá  en  caso  de  quiebra  (art.  49);  pero  no  por  eso 
evita  que  todos  sus  libros,  sean  los  legales  ú otros,  pue- 
dan probar  en  contra  suya  (art.  50),  porque  lo  que  un 
comerciante  ha  escrito  ó hecho  escribir  en  sus  propios 
libros,  se  debe  presumir  que  es  la  expresión  de  la  verdad.. 
Sin  embargo,  el  que  quiera  utilizarlos  en  lo  favorable, 
no  puede  escindir  su  contenido  por  respeto  á los  princi- 
pios de  la  ley  civil  (art.  1.360,  Cód.  civ.)  respecto  a la 
confesión.  En  el  curso  de  una  contienda,  en  la  que  na 
se  hayan  voluntariamente  exhibido  los  libros,  puede  dis- 
poner el  juez  su  exhibición  á instancia  de  una  de  las 
partes,  y aun  de  oficio,  para  extraer  de  ellos  lo  referente 
á la  contienda  (art.  28).  También  este  principio  tiene  un 
carácter  excepcional,  porque  la  regla  general  es  que 
ninguno  puede  ser  obligado  á presentar  un  documento 
del  que  no  quiere  hacer  uso,  pero  se  justifica  por  la  mis- 
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ma  obligación  impuesta  á los  comerciantes  de  llevar  los 
libros,  sin  que  baja  necesidad  de  recurrir  á la  íicción  de 
un  mandato  dado  al  comerciante  por  quien  contrata  con 
el  para  que  anote  en  sus  libros  la  operación.  Si  una  de 
las  partes  se  ofrece  li  prestar  fe  á los  libros  de  la  otra  y 
ésta  rebusa  injustamente  la  presentación,  surge  contra 
ella  una  presunción  desfavorable  que  autoriza  al  juez  á 
deferir  el  juramento  sobre  el  objeto  de  la  contienda  (ar- 
tículo 51).  La  exbibicióri  de  los  libros  supone  la  facul- 
tad de  extraer  de  ellos  lo  que  interesa  á la  contienda; 
pero  en  ciertos  casos  puede  también  exigirse  y ser  orde- 
nada la  comunicación  de  ástos,  con  derecbo  en  el  adver- 
sario á consultarlos  por  entero;  esto  puede  ocurrir  tan 
sólo  en  las  contiendas  relativas  á sucesiones,  socieda- 
des, quiebras  ó comunidad  de  bienes  (art.  27),  porque 
en  estos  casos  no  puede  el  examen  de  los  libros  produ- 
cir ningún  daño  al  que  los  ba  llevado. 

Los  libros  de  comercio  pueden  bacer  pruebas,  no 
sólo  á favor  y entre  los  que  los  lian  llevado,  sino  tam- 
bién á favor  y contra  sus  berederos  ó babientes  causa 
á título  universal,  los  cuales  también  pueden  ser  obli- 
gados á exhibirlos.  No  bacen  prueba  contra  terceros,  ni 
pueden  éstos  pedir  su  exbibición,  ni  ordenarla  el  juez 
en  una  contienda  entre  terceros.  Sin  embargo,  si  se 
bubiesen  presentado  voluntariamente,  el  juez  no  podrá 
disponer  su  examen  si  no  concede  antes  á sus  asientos 
algún  valor  (a). 


(a)  Todos  los  preceptos  expuestos  tienen  aplicación  en  nuestro 
derecho  por  atemperarse  á la  doctrina  del  Código  de  comercio,  á 
excepción  de  lo  dicho  respecto  al  caso  en  que  el  negocio  que  se 
discuta  sea  mercantil  para  uno  de  los  contendientes  y no  lo  sea 
para  el  otro,  porque  nuestra  ley  no  se  ha  atrevido  todavía  á procla- 
mar el  principio  del  Código  de  comercio  de  Italia,  que  ha  hecho 
(art.  54)  exclusivamente  mercantiles  los  actos  de  naturaleza  mixta, 
según  otras  legislaciones. — (N.  T.) 
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122. — g).  Co7i  testigos. — La  dificultad  en  que  se  en- 
cuentra el  comerciante  de  poderse  proporcionar  una 
prueba  escrita  del  contrato,  aconsejó  á la  lej  el  otorgar 
mayor  valor  á la  prueba  testifical.  Mientras  esta  prueba 
en  el  derecho  civil  tiene  la  consideración  de  excepcio- 
nal, y por  ello  no  es  admisible  más  que  refiriéndose  á 
convenciones  sobre  cosas  cuyo  valor  no  exceda  de  500 
liras  (art.  1.341,  Cód.  civ.),  en  el  derecho  mercantil  se 
admite  con  frecuencia  y sin  limitación  alguna  respecto 
al  valor.  Además,  mientras  que  la  legislación  civil  no 
admite  la  prueba  testifical  contra  ó en  auxilio  del  con- 
tenido de  un  escrito,  ni  sobre  lo  que  alegase  haberse  di- 
cho antes,  contemporánea  ó posteriormente  al  mismo, 
áun  cuando  se  tratase  de  sumas  ó valores  inferiores  á 
500  liras,  en  materia  mercantil  el  juez  puede  admitir  la 
prueba  de  testigos  áun  en  dichos  casos.  Y esto  es  justo, 
porque  las  convenciones  contra  ó en  auxilio  de  un  es- 
crito, ó son  anteriores  ó contemporáneas  al  mismo  y 
pueden  no  haberse  trascrito  en  el  documento,  ó haberlo 
sido  de  modo  diverso  á la  realidad,  para  no  descubrir  la 
operación;  luego  debe  admitirse  la  prueba  de  testigos, 
ó las  convenciones  son  posteriores  al  documento  y debe 
entonces  por  necesidad  admitirse  la  prueba  testifical, 
pues  de  otra  manera  vendríamos  á parar  á la  consecuen- 
cia de  que  por  haber  las  partes  redactado  por  escrito  la 
convención,  estarían  obligados  á no  modificarla  más  que 
por  escrito,  lo  que  es  absolutamente  inadmisible,  procla- 
mado el  principio  de  que  los  contratos  mercantiles  pue- 
den probarse  por  medio  de  testigos.  A este  principio  se 
oponen  algunas  excepciones.  La  primera  de  todas,  es 
que  algunos  contratos  deben  forzosamente  hacerse  cons- 
tar por  escrito,  so  pena  de  nulidad;  tales  son  la  compra- 
venta de  inmuebles  (art.  44,  párrafo  final);  también  hay 
otros  contratos  para  los  que  la  ley  requiere  escritura. 
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como  son:  los  contratos  de  prenda  que  excedan  de  500 
liras  (art.  454),  los  de  venta,  prenda  j construcción  de 
naves  (arts.  483,  481  j 485),  los  de  ajuste  del  equipaje 
de  una  nave  (art.  o22)  y los  de  pre-ítamo  á la  gruesa 
^art.  690),  los  de  íletamento  (art.  547)  y los  de  seguros 
(arts.  420,  604),  los  de  sociedal,  los  cuales  sobre  todo, 
tratándose  de  sociedades  por  acciones,  deben  hacerse  en 
escritura  pública  (art.  87). 

Para  todos  estos  contratos  la  prueba  testifical  no  es 
admisible;  no  es  admisible  más  que  en  los  límites  del 
Código  civil.  Así  al  menos  lo  dispone  el  art.  53,  y tal 
resulta  haber  sido  el  espíritu  del  legislador,  aunque  en 
realidad,  para  algunos  de  los  contratos  indicados  no 
puede  admitirse  esto,  teniendo  en  cuenta  las  disposicio- 
nes especiales,  que  examinaremos  eu  seguida,  de  las  que 
resulta  que  puede  prescindirse  de  la  forma  escrita  sin 
incurrir  en  el  vicio  de  nulidad  (a), 

123. — h).  Con  todos  los  demás  medios  admitidos  por  las 
leyes  civiles,  esto  es,  con  las  tarjas  ó cortaduras  de  con- 
traseñas (art.  1.332,  Cód.  civ.),  con  las  actas  de  recono- 
cimiento (art.  1.310,  id.),  con  las  presunciones  (artícu- 
los 1.349,  1.354,  id.),  con  la  confesión  de  las  partes  (ar- 
tículos 1.355,  1.361,  id.)  j con  el  juramento  (arts.  1.362, 
1.377,  id.) 


(a)  De  todo  ello,  lo  que  resulta  es  uua  grau  desoonftanza  del  le  - 
gislador,  respecto  á esta  prueb  i,  tanto  en  miteria  civil  como  en  la 
mercantil.  Nuestras  leyes  se  inspiran  también  en  esta  misma  des- 
confianza, s )lo  (pae  uu  >stro->  G ili  gos  han  pro ce  lilo  al  revés  que  los 
italianos,  pues  mientras  el  C idigo  civil  pro3lami  (art.  1.211)  el 
principio  de  que  la  pruebe,  de  t ^tigos  será  almlsible  en  todos  los 
casos  en  que  no  se  halle  expresa  n ;nte  prohibid i (y  son  muohos),  el 
fie  comercio  dice  (art.  5 1)  qu3  la  d )c!  iraoión  de  te-itigos  no  será  por 
sí  sola  bastante  para  probar  la  existencia  de  un  contrato,  cuya 
cuantía  exceda  de  1.5d)  pesetas,  á no  coneurrir  otra  prueba. — ■ 
(N.  T.) 
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124. — Diclio  esto  de  las  obligaciones  mercantiles,  ei^ 
general,  pasemos  á ocuparnos  en  los  contratos  en  par-^ 
ticular,  advirtiendo  que  los  del  comercio  marítimo,  por 
la  especialidad  de  la  materia,  los  trataremos  en  libro^^ 
aparte* 


TITULO  SEGUNDO. 

CONTRATOS. 


CAPÍTULO  PRIMEPO. 


lias  sociedades  y las  asociaciones  mercantiles. 


PAETE  PRIMERA . 

Las  sociedades  (1)  («). 

§ 1.^ — Nociones  generales, 

125. — La  idea  de  la  reunión  de  varias  fuerzas  para 
realizar  fines  que  una  sola  persona  no  podría  conseguir, 
é de  poderlos  conseguir  sería  con  menores  ventajas,  de- 
bió ser  aplicada  en  el  comercio,  áiin  desdo  los  tiempos 
más  remotos.  Pero  un  conjunto  de  causas  político-eco- 
nómicas hizo  que  esta  idea  no  se  revelase  ni  pudiese,  im- 
ponerse eficazmente  con  todo  su  poder  hasta  los  tiempos 
próximos  á los  nuestros,  á partir  desde  la  edad  media, 


(1)  Danieli,  Lc  societa  commcrcialí  cs/>^trnf.i  e ü nuovo  Codir-c 
di  comm,  wol.l..  Torino  lSSk — TitoiM,ONa,  Dtt  contrat  de  socUt^'. 
Bruxelles  ISK).  -Delan(J le,  noc/iétri^  coninierriales.  Bruxoll<>.s 
1844. — Malepeyre  et  Jourdain,  íd.  Brux(dle.s  ISdd.  — Vavais- 
SEUR,  Traite  des  socÁétés  civiles  ct  commerciales.  París  1883. — Gui- 
LLEKY,  Les  sociétés  conituerciaícs  en  Behj ifiue.  l^riixcdlos  1883.  Víra- 
se también  la  bibliografía  on  ol  Arndts-Serafini,  Fandettc,  yo- 
Inmen  II,  § 317.  (La  bibliografía  relativa  á las  varias  especies  de 
sociedades  se  indicará  en  su  lugar). 

(a)  Cabanillas,  ob.  cit. —Montero,  ob.  oit.— (N.  T.) 
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y en  las  repúblicas  italianas,  las  cuales,  como  sabemos,, 
dieron  un  gran  impulso  al  comercio  y al  derecho  mer- 
cantil. 

Las  primeras  sociedades  debieron  tener  por  base  el 
elemento  personal,  lo  que  quiere  decir  la  fe  de  los  socios 
en  la  solvencia  respectiva,  y la  de  los  terceros  en  la  sol- 
vencia de  cada  uno  de  estos  socios;  por  eso  las  relaciones 
de  la  sociedad  con  los  terceros  se  supeditaron  al  doble 
principio  de  la  responsabilidad  ilimitada  de  los  socios  y 
de  la  solidaridad  de  los  mismos.  Las  primeras  sociedades 
fueron,  pues,  sociedades  en  nombre  colectivo.  Pero  esta, 
forma  de  sociedades,  cuando  el  comercio  creciendo  en 
vigor  requirió  mayores  capitales,  no  pudo  bastar  á con- 
seguir el  objeto,  no  siendo  fácil  encontrar  tantas  perso- 
nas dispuestas  á garantizarse  recíprocamente  y de  um 
modo  ilimitado;  y esto  sin  contar  con  que,  por  prejuicios 
sociales,  eran  pocos  los  que  querían  mostrarse  dedi- 
cados al  comercio.  Y he  aquí  por  qué  entonces  surgió^ 
otra  forma  de  sociedad,  la  en  comandita,  la  cual  á la 
responsabilidad  de  uno  ó varios  socios  obligados  in  so^ 
lidurriy  y conocidos  del  público,  unió  la  de  uno  ó varios 
socios  obligados  limitadamente  á una  cuota  y extraños 
á la  gestión  social.  Al  elemento  personal  se  asociaba 
por  tal  modo  el  elemento  real,  el  capital.  Un  último  paso 
se  dió  después,  prescindiendo  de  hecho  del  elemento 
personal  y constituyendo  una  sociedad  de  capitales,  es 
decir,  la  sociedad  anónima,  en  la  cual,  á la  responsabili- 
dad de  las  personas  se  sustituye  la  de  los  capitales  des- 
embolsados por  cada  una  de  las  mismas  (a). 

(a)  No  es  cierto  que  en  la  sociedad  anónima  se  prescinda  del 
elemento  personal,  lo  que  hay  es  que  el  elemento  personal  se  busca 
aon  independencia  de  los  capitales,  lo  cual  facilita,  como  es  consi- 
gTiiente,  el  concurso  de  los  dos  elementos,  puesto  que  hay  más  don- 
de escoger.  Xia  sociedad  anónima  es  la  más  perfecta  de  todas  las  so- 
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Esta  forma  de  sociedades,  accesible  por  su  naturale- 
za á las  más  modestas  fortunas,  hace  posible  la  reunión 
de  esos  inmensos  capitales  con  que  se  realizan  las  más 
grandes  empresas  de  que  tanto  se  vanagloria  la  edad  mo- 
derna. 

He  aquí,  pues,  las  tres  formas  de  sociedades  mercan- 
tiles: Sociedades  en  nombre  colectivo,  en  las  que  las 

obligaciones  sociales  están  garantidas  con  la  responsa- 
bilidad solidaria  é ilimitada  de  todos  los  socios;  2/^,  so- 
ciedades en  comandita,  en  las  que  las  obligaciones  socia- 
les están  garantidas  con  la  responsabilidad  solidaria  é 
ilimitada  de  uno  ó varios  socios  colectivos,  y con  la  res- 
ponsabilidad de  uno  ó varios  socios  comanditarios,  limi- 
tada á una  suma  determinada,  que  puede  también  estar 
representada  por  acciones  (sociedad  en  comandita  por 
acciones);  3.®,  sociedad  anónima  en  la  que  las  obligacio- 
nes sociales  están  garantidas  tan  sólo  limitadamente  á 
un  capital  determinado,  y cada  uno  de  los  socios  no  está 
obligado  más  que  por  su  cuota  ó por  sus  acciones. 

El  criterio  distintivo  de  las  varias  especies  de  socie- 
dades estriba  principalmente  en  el  grado  de  responsabi- 


ciedades  mercantiles,  porque  constituye  la  aplicación  más  perfecta 
de  la  ley  do  la  división  del  trabajo  en  la  vida  mercantil.  En  tanto 
que  los  socios  no  son  comerciaiiLiS  ni  necesitan  tener  conoi*imi(mtos 
técnico-mercantiles,  su  mandatario,  (d  g’ereute,  lia  de  reunir  á es- 
tos conocimientos  la  capacidad  le^al  para  ejiircer  el  comercio.  Los 
unos  constituyen  (d  elemento  real  con  independencia  absoluta  del 
personal.  El  otro  es  el  elemento  pc^rsonal  con  compbda  independen- 
cia del  elemento  real.  Para  el  conocimiento  de  la  naturaleza  de  es- 
tas sociedades,  puede  verse  la  obra  ya  citada  de  los  señores  Gracia 
y Benito,  lección  LX. 

Tampoco  es  exacto  en  absoluto  que  desaparezca  la  responsabili- 
dad personal,  puesto  que  el  gerente  tiene  siempre  responsabilidad 
personal  como  mandatario.  Lo  que  sí  desaparece  es  la  responsabili- 
dad ilimitada,  á la  que  suele  llamarse,  es  cierto,  responsabilidad 
personal.  Pero  este  concepto  conviene  siempre  aclararlo. — (N.  T). 
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lidad  cIg  los  socios  rGspGcto  3j  los  torceros^  y Rd-Gmás  gü 
el  modo  como  la  sociedad  se  manifiesta  en  relación  á es- 
tos terceros  ó sea,  bajo  una  razón  social,  ó cualificada 
por  el  objeto  de  su  empresa, 

126.— El  Código  civil,  en  el  art.  1,697,  define  la  so- 
ciedad como  un  contrato  por  el  que  dos  ó más  personas 
convienen  en  poner  alguna  cosa  en  común  á fin  de  divi- 
dir las  ganancias  que  pudieran  obtener.  Esta  definición 
vale  en  general  aun  para  las  sociedades  mercantiles  que 
son  las  que  se  proponen  ejecutar  uno  ó varios  actos  de 
comercio  (art.  76),  es  pues,  el  objeto  lo  que  da  carácter 
civil  6 mercantil  á una  sociedad;  la  forma  mercantil  que 
haya  querido  asumir  una  sociedad  que  persiga  un  objeto 
civil,  no  será  bastante  á darle  el  carácter  de  sociedad 
mercantil,  pero  quedará  sujeta  á las  prescripciones  del 
Código  de  comercio,  excepto  en  lo  referente  á la  quiebra 
y competencia  (art.  229).  La  sociedad  es,  pues,  un  con- 
trato bilateral,  consensual,  á título  oneroso,  muy  distin- 
to de  la  comunidad  de  bienes,  con  la  que  tiene  mucha 
afinidad,  sin  embargo,  y que  de  ordinario  es  accidental 
o leg^'l,  mientras  la  sociedad  nace  siempre  del  contrato, 
"^Las  reglas  generales  establecidas  en  el  Código  civil  tie- 
nen aplicación  también  á las  sociedades  mercantiles,  con 
ligeras  modificaciones.  Toda  sociedad  debe  tener  un  ob- 
jeto lícito  y ser  contratada  en  interés  común  de  las  par- 
tes (art.  1.698,  § 1,  Cód.  civ.);  objeto  lícito  tanto  quiere 
decir  como  no  contrario  á la  ley,  al  orden  público,  ó á las 
buenas  costumbres;  en  interés  común  de  las  partes,  por- 
que tal  es  necesariamente  el  fin  de  la  sociedad.  No  es 
preciso  que  los  intereses  sean  iguales,  sino  que  deba 
existir  un  interés  por  parte  de  cada  uno.  Por  eso  es  nula 
la  convención  que  atribuye  á uno  de  los  socios  la  totali- 
dad de  las  ganancias , como  lo  sería  la  que  declarase 
exento  de  contribuir  á las  pérdidas  los  capitales  ó efec- 
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tos  aportados  á la  sociedad  por  alguno  6 algunos  de  los 
socios  (art.  1.719,  Cód.  civ.).  Todo  socio  debe  contribuir 
á la  sociedad  con  dinero  ú otros  bienes,  ó con  su  propia 
industria  (art.  1.698,  Cód.  civ.).  Si  es  un  crédito  lo  que 
se  entrega  á la  sociedad,  no  se  aplican  entonces  las  re- 
glas de  la  cesión,  pero  el  socio  no  queda  libre  de  su  obli- 
gación en  tanto  que  el  crédito  no  se  haya  pagado,  y si 
no  se  ha  pagado  responde  de  él  (art.  80).  Finalmente, 
es  también  responsable  del  retraso  en  la  entrega  de  la 
cuota  prometida  (art.  83).  Si  el  valor  de  la  cosa  entrega- 
da por  uno  de  los  socios  no  se  determinó  por  los  contra- 
tantes, se  entiende  admitida  por  el  valor  corriente  en  el 
día  fijado  para  la  entrega,  según  los  listines  de  bolsa  ó 
las  mercuriales  del  lugar  donde  radica  la  sociedad,  ó en 
su  defecto,  por  lo  que  valga,  á juicio  de  los  peritos.  Las 
cosas  entregadas  pueden  serlo  a título  de  propiedad  ó de 
usufructo;  sin  embargo,  á falta  de  estipulación  en  con- 
trario, se  consideran  como  propiedad  de  la  sociedad  (ar- 
tículo 82). 

127. — Las  Sociedades  mercantiles  constituyen,  como 
ya  hemos  dicho  (núm.  37),  entidades  colectivas  separa- 
das y distintas  de  las  personas  de  los  socios,  de  donde  se 
deduce: 

1. °  Que  toda  sociedad  tiene  un  patrimonio  propio,  y 
una  razón  social  ó una  denominación  que  indica  el  obje- 
to de  la  empresa. 

2. ^  Que  tiene  un  domicilio  legal  diverso  del  de  los  so- 
eios,  á cuyo  efecto  valen  las  reglas  expuestas  en  el  núm.  59. 

3. ®  Que  el  nuevo  socio  de  una  sociedad  ya  constitui- 
da responde,  al  igual  de  los  demás,  de  todas  las  obliga- 
ciones contraídas  por  la  sociedad  antes  de  su  admisión, 
áun  cuando  se  haya  cambiado  la  razón  social.  El  pacto 
contrario,  válido  en  cuanto  se  refiere  á los  socios  entre 
«í,  será  nulo  en  cuanto  á los  terceros  (art.  78). 
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4. ^  Qug  g1  cGSÍoE«T<rio  y el  socio  del  socio  no  tÍGnoii 
iiiiig’nníi  rGlncioii  jundicB»  con  la.  sociodad^  participan 
tan  sólo  do  las  ntilidadGS  y de  las  pérdidas  que  corres- 
pondan  al  socio  en  razón  de  la  cuota  de  intereses  que  le 
correspondan  (art.  79). 

5. ^  Que  los  acreedores  particulares  del  socio  no  pue-^ 
den^  en  tanto  que  dure  la  sociedad,  hacer  valer  sus  de- 
rechos más  que  sobre  la  parte  de  utilidades  correspon- 
dientes al  socio,  según  el  balance  social,  y disuelta  la 
sociedad,  sobre  la  cuarta  parte  que  le  corresponda  en  la 
liquidación.  Pueden,  no  obstante,  embargar  esta  cuota, 
y en  las  sociedades  en  comandita,  y por  acciones  y anóni- 
mas, embargar  y aun  vender  la  cuota  ó las  acciones  co- 
rrespondientes á su  deudor,  porque  en  estas  últimas  so- 
cie  dades,  la  persona  del  socio  es  del  todo  indiferente 
á los  terceros  (art.  85).  (a). 

128.  — Todos  los  principios  expuestos  suponen  que  la 
sociedad  está  legalmente  constituida.  Para  esta  consti- 
tución la  ley  requiere,  antes  que  todo,  una  escritura,  la 
cual,  si  se  treta  de  sociedades  por  acciones,  habrá  de  ser 
escritura  pública  (art.  87).  (5). 

La  escritura  de  constitución  de  la  sociedad,  en  nom- 
bre colectivo,  y de  la  sociedad  en  comandita  simple,  á 
más  de  la  fecha,  debe  contener  (art,  88): 

1.®  El  nombre  y apellido  ó la  firma,  y el  domicilio  de 
los  socios. 


(a)  La  misma  razón  existe  en  las  compañías  comanditarias  sim- 
ples, y sin  embargo,  ni  la  ley  italiana  ni  la  española  autorizan  otra 
«osa  que  el  embargo  de  la  parte,  del  deudor  y el  cobro  de  los  intere- 
ses correspondientes  á diclia  parte  sin  que  se  pueda  alcanzar  fácil- 
mente el  motivo  de  esta  diferencia. — (IST.  T.) 

(h)  El  Código  de  comercio  español  no  establece  tal  distinción  y 
exige  á todas  las  sociedades  (art.  119)  para  su  constitución  una  es- 
critura pública  que  Labra  de  presentarse  para  su  inscripción  en  el 
registro  mercantil.— (E".  T.) 
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2.®  La  razón  social  j el  domicilio  de  la  sociedad. 

Los  socios  que  tienen  la  firma  social. 

4. ^  El  objeto  de  la  sociedad,  la  cuota  que  correspon- 
de entregar  a cada  socio  en  dinero,  en  créditos  ó en 
otros  bienes,  el  valor  atribuido  á éstos  ó el  modo  de  va- 
lorarlos. 

5. ®  La  parte  de  cada  socio  en  las  utilidades  j en  las 
pérdidas. 

6. ^  El  tiempo  en  que  debe  empezar  la  sociedad  y el 
en  que  debe  terminar  (a). 

La  escritura  de  constitución  ó los  estatutos  de  las 
sociedades  anónimas  ó de  las  sociedades  en  comandita 
por  acciones,  debe  contener  (art.  89): 

1. ®  La  denominación  y el  domicilio  de  la  sociedad, 
de  sus  establecimientos  y de  sus  representaciones. 

2. ®  La  cualidad  y la  especie  de  los  negocios  que  cons- 
tituyan el  objeto  de  la  sociedad. 

3. ®  El  importe  del  capital  suscrito  y del  capital  des- 
embolsado. 

4. ®  Las  personas  de  los  socios  y sus  domicilios,  ó el 
número  y el  valor  nominal  de  las  acciones,  expresando 
si  éstas  son  nominativas  ó al  portador,  si  las  acciones 
nominativas  pueden  convertirse  en  acciones  al  portador 
y viceversa,  y cuáles  son  los  vencimientos  y el  importe 
de  los  desembolsos  que  lian  de  liacer  los  socios. 


(a)  Nuestro  Código  de  comercio  no  habla  para  nada  ni  de  la  fir- 
ma de  los  socios,  ni  del  domicilio  social,  ni  del  objeto  de  la  socie- 
dad, ni  de  la  parte  de  cada  socio  en  las  utilidades  y pérdidas  como 
condiciones  de  necesidad  en  la  escritura  de  constitución;  en  cam- 
bio, exige  (art.  125),  á más  de  las  otras  condiciones  que  quedan  enu- 
meradas, la  de  que  se  fijen  las  cantidades  que  en  su  caso  se  asignan 
á cada  socio  gestor  anualmente  para  sus  gastos  particulares,  ya 
que  esta  circunstancia  interesa  sobremanera,  no  sólo  al  socio  ges- 
tor y a los  demas  socios,  sino  á los  terceros  que  contraten  con  la 
sociedad.— (N.  T.) 
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5. ^  El  valor  de  los  créditos  y de  los  demás  bienes 
aportados. 

6. ^  La  norma  con  arreglo  á la  que  deben  formarse 
los  balances  y las  utilidades  calculadas  y repartidas 

7. ^  Las  ventajas  ó derechos  particulares  concedidos 
á los  fundadores. 

8. ^  El  número  de  los  administradores  y sus  derechos 
y obligaciones^  expresando  cuál  de  entre  ellos  tiene  la 
firma  social^,  y en  las  sociedades  en  comandita  por  ac- 
ciones el  nombre,  apellido  y el  domicilio  de  los  socios 
colectivos. 

9. ^  El  número  de  los  síndicos. 

10.  Las  facultades  de  las  Asambleas  generales  y las 
condiciones  para  la  validez  de  sus  deliberaciones  y para 
el  ejercicio  del  derecho  de  votar,  si  quisieren  derogar  en 
esta  parte  lo  dispuesto  en  los  artículos  156,  157  y 158. 

11.  El  tiempo  en  el  que  la  sociedad  debe  empezar 
sus  operaciones,  y el  en  que  debe  terminarlos  (a). 

129. — ISTo  basta,  pues,  que  el  contrato  se  haga  por 
escrito;  es  también  necesario  que  se  haga  público,  lo 
que  se  consigue,  depositando  en  la  secretaría  del  tribu- 

(a)  De  ésta  como  de  la  anterior  enumeración  de  condiciones  que 
necesariamente  lian  de  constar  en  la  escritura  social,  puede  decir- 
le, tanto  refiriéndose  á nuestro  Código  como  al  de  Italia,  la  frase 
tan  conocida  de  «ni  están  todos  los  que  son,  ni  son  todos  los  que 
están,))  porque  ni  están  todas  las  condiciones  necesarias,  ni  todas  las 
que  la  ley  indica  lo  son  en  igual  grado.  La  demostración  de  esto 
q^ue  decimos,  y que  está  en  la  conciencia  de  cuantos  lian  tenido  que 
intervenir  en  la  redacción  de  alguna  escritura  social,  exigiría  mas 
que  una  nota,  un  estudio  extenso,  que  no  es  este  ni  el  lugar  ni  la 
ocasión  de  hacer.  Por  ahora  me  limitaré  á hacer  notar  tan  sólo  las 
diferencias  que  hay  entre  la  legislación  española  y la  italiana  en 
cuanto  á estas  condiciones.  El  Código  español  no  menciona  para 
nada  (art.  151)  ni  el  domicilio  social,  ni  los  balances  y cálculos  de 
utilidades  y modo  de  repartirlas,  ni  las  ventajas  ó derechos  parti- 
culares concedidos  á los  fundadores,  ni  el  número  de  los  síndicos 
(institución  desconocida  en  nuestra  ley.) — (N.  T.) 
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nal,  en  cuja  jurisdicción  se  llalla  establecida  la  socie- 
dad, la  copia  del  contrato  ó un  extracto  del  misino; 
transcribiendo  la  escritura  de  constitución  ó su  extracto 
en  los  registros  de  la  sociedad,  y liacióndolos  lijar  en  la 
sala  del  tribunal,  en  la  sala  del  municipio  y en  los  loca- 
les de  la  bolsa  más  próxima  (arts.  iH>,  IM);  y finalmente, 
insertando  la  escritura  ó su  extracto  en  determinados 
periódicos  oficiales  (arts.  9d,  94,  95).  Por  último,  si  se 
trata  de  sociedades  por  acciones,  antes  de  proceder  ú la 
publicación  del  acta  de  constitución  j de  los  estatutos, 
se  re(][uiere  el  cuinpliinieiito  de  otra  tiirmalida.d.  fee  ne- 
cesita que  el  tribunal  compruebe  si  se  lian  observado 
las  condiciones  que  la  lej  exi<^e  para  la  le^'al  constitu- 
ción de  las  mismas  (art.  91).  Esta  formalidad  reemplaza 
de  alguna  manera  la  autorización  gubernativa,  que  había 
de  hacerse  por  medio  de  un  real  decreto,  según  el  ya 
derogado  Código  de  comercio  para  la.  legal  constitución 
de  estas  sociedades,  j tiene  por  objeto  principal  la  tu- 
tela de  los  derechos  de  los  terceros,  así  como  ta  nibien  la 
de  los  derechos  de  los  mismos  socios  (c). 

Observemos,  por  último,  que  todas  las  formalida- 
des en  que  hasta  aquí  nos  hemos  ocupado,  so  n'qiiieren, 
no  sólo  para  la  constitución  de  la  sociedad,  sino  tam- 
bién para  las  moditicacioiies  que  en  ella  se  introduzcan 
(art.  96). 

IdO. — (íCuál  es  la  consecuencia  del  no  cumplimiento 


{(x)  A Ici  publ i(ú(lad  d«  las  (5S(;rii, liras  socialos  provoíí  nucisl/ro 
Codito  disponiendo  su  insorijicion  (art.  llí))  (oi  (d  laijjfistro  nior- 
cantil.  X en  cuanto  á g’arantizar  los  derechos  do  los  te  reñiros  por 
el  examen  pievio  del  tribunal  respecto  al  cunipiiniieinto  real  y f)o- 
sitivo  de  las  condiciones  legales,  nuestro  higislador  lia  pnií'orido 
guardar  silencio,  pues  la  experiencia  ha  demostrado  que  el  sistema 
preventivo  es  contraproducente  en  esta  materia.— (N.  T.) 
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de  las  formalidades  exigidas  por  la  ley  para  la  constitu- 
ción de  la  sociedad?  Tema  gravísimo,  que  tiene  este 
carácter  por  la  incertidumbre  y obscuridad  de  las  dis- 
posiciones legislativas.  En  lo  referente  á las  relaciones 
de  los  socios  con  los  terceros,  el  no  cumplimiento  de  las 
formalidades  antes  indicadas,  impide  que  la  sociedad 
se  tenga  por  legalmente  constituida  (art.  96);  debe  te- 
nerse en  cuenta,  sin  embargo,  que  tal  nulidad  absoluta 
se  refiere  tan  sólo  á las  sociedades  por  acciones,  y que 
las  otras,  ó sea  las  colectivas  y comanditarias  simples, 
pueden,  no  obstante,  subsistir  como  sociedades  de  hecho. 
De  todas  maneras,  cualquiera  que  sea  la  clase  de  so- 
ciedad, hasta  su  legal  constitución,  los  socios,  los  pro- 
movedores, los  administradores  y todos  los  que  operaron 
en  nombre  de  la  misma,  quedan  responsables,  ilimita- 
da y solidariamente  por  las  obligaciones  contraídas,  y 
de  aquí,  que  la  falta  de  las  formalidades  no  pueda  opo- 
nerse por  los  socios  á los  terceros  (arts.  98,  99,  § III). 
Si  la  falta  de  las  formalidades  se  refiere,  no  al  acta  de 
constitución,  sino  á la  publicidad  que  debe  darse  á ésta, 
entonces  es  potestativo  en  todos  los  socios  el  cumplir 
con  las  formalidades  indicadas,  ó hacer  condenar  al  ad- 
ministrador de  la  sociedad  á su  cumplimiento  (articu- 
lo 97). 

En  lo  referente  á las  relaciones  de  los  socios  entre 
sí,  la  existencia  de  la  sociedad  debe  siempre  poderse 
probar  en  los  límites  consentidos  por  la  ley  (arts.  44,  53). 
También  establece  la  ley  que  en  las  sociedades  colecti- 
vas y comanditarias  simples,  cada  uno  de  los  socios  tiene 
derecho  á pedir  la  disolución  de  la  sociedad  (art.  99, 
§ I);  y en  las  sociedades  por  acciones,  los  suscriptores 
de  las  acciones  pueden  pedir  que  se  les  releve  de  la  obli- 
gación nacida  de  las  suscripción,  si  en  el  plazo  de  tres 
meses,  después  del  vencimiento  del  término  establecida 


BEEECHO  MERCANTIL 


175 


en  el  art.  91  no  se  lia  hecho  el  depósito  del  acta  de  cons- 
titución ordenada  en  el  mismo  (art.  99,  § IV).  (a). 

131. — Lo  que  hemos  dicho  en  cuanto  á la  constitu- 
ción de  la  sociedad,  tiene  también  aplicación  á las  mo- 
dificaciones que  en  la  misma  se  introduzcan  (arts.  96, 
101),  ad virtiendo,  que  en  lo  relativo  á la  reducción  del 
capital  social  no  podrá  ejecutarse  esto  hasta  después  de 
transcurridos  tres  meses  desde  el  día  en  que  se  publicó 
en  los  periódicos  destinados  á anuncios  judiciales,  la 
declaración  ó el  acuerdo  de  la  sociedad,  con  la  expresa 
advertencia  de  que  pueden  oponerse  dentro  del  mismo 
término  los  interesados.  La  oposición  suspende  la  eje- 
cución de  la  reducción  del  capital,  hasta  que  no  se  haya 
retirado  ó sido  desechada  por  sentencia  firme. 

Así  también  la  disolución  de  la  sociedad  antes  del 
término  establecido  para  su  duración  no  produce  efecto 
respecto  á terceros  sino  hasta  después  de  transcurrido 
un  mes  de  la  publicación  del  acta  de  disolución  (artícu- 
lo 103)  (b). 


(a)  Todas  las  prescripciones  del  Código  de  comercio  español  re- 
ferentes á esto,  se  reducen  á bien  poca  cosa:  á la  responsabilidad 
solidaria  de  los  administradores  (art.  120)  que  no  liubieren  hecho 
inscribir  en  el  registro  mercantil  la  escritura  de  constitución,  lo 
onal  no  es  pena  ninguna  tratándose  de  compañías  colectivas  y co- 
manditarias; y respecto  á los  socios  entre  sí  y á los  efectos  respec- 
to los  terceros,  dice  la  ley  (art.  24)  que  las  escrituras  no  registra- 
das surtirán  efecto  entre  los  socios  que  las  otorguen;  pero  no  per- 
judicarán á tercera  persona,  quien,  sin  embargo,  podrá  utilizarlas 
en  lo  favorable. 

> Dicho  se  está,  á pesar  del  silencio  del  Código,  que  el  registra- 

dor deberá  negar  la  inscripción  del  acta  do  constitución  que  no 
reúna  las  condiciones  requeridas  por  la  ley. — (N.  T.) 

{h)  La  reducción  del  capital  de  una  sociedad,  acordada  por  ella, 
puede  llevarse  á cabo  inmediatamente  (art.  168  Código  de  comercio 
español)  si  el  capital  efectivo  restante,  después  de  hecha  la  reduc- 
oión,  excede  en  un  75  por  100  del  importe  de  las  deudas  y obligacio- 
nes de  la  compañía.  En  otro  caso,  la  reducción  no  podrá  llevarse  ¿ 
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132. — Lo  que  hasta  aquí  hemos  dicho  se  refiere  á so- 
ciedades establecidas  en  el  reino.  En  cuanto  á las  socie- 
dades legalmente  constituidas  en  el  extranjero,  que  es- 
tablezcan una  sucursal  ó una  representación  en  Italia 
salvo  en  cuanto  á la  forma  del  contrato  al  que  se  aplica 
el  principio  de  Iocms  recjit  actum^  están  sujetas  á las  dis- 
posiciones de  la  ley  italiana  respecto  al  depósito,  trans- 
cripción, fijación  y publicación  del  acta  de  constitución, 
de  los  estatutos  y de  cuantas  modificaciones  en  ellos  se 
introduzcan,  y de  los  balances;  debiendo  publicar  ade- 
más el  nombre  de  las  personas  que  dirigen  y adminis- 
tran la  sucursal,  ó de  los  que  tengan  la  representación 
de  la  sociedad  en  el  Estado.  Estas  personas  tienen  res- 
pecto á los  terceros  la  responsabilidad  establecida  para, 
los  administradores  de  las  sociedades  nacionales  (ar- 
tículo 230,  § 1-2). 

Si  la  sociedad  extranjera  que  intenta  establecer  en 
Italia  una  sucursal  ó tener  una  representación  fuese  de 
especie  diversa  de  las  consentidas  por  nuestro  Código, 
entonces  se  deberán  cumplir  las  formalidades  prescritas 
para  el  depósito  y la  publicación  del  acta  de  constitución 
y estatutos  de  las  sociedades  anónimas,  y los  adminis- 
tradores tendrán  respecto  á los  terceros  la  responsabili- 

efecto  hasta  qne  se  liquiden  y pag'uen  todas  las  deudas  y obliga- 
ciones pendientes  á la  fecha  del  acuerdo,  a no  ser  que  la  compañía 
obtuviese  el  consentimiento  previo  de  sus  acreedores.  Para  la  eje- 
cución de  esto  los  administradores  presentaran  al  juez  o tribunal 
un  inventario  en  el  que  se  apreciarán  los  valores  en  cartera  al  tipo 
medio  de  cotización  del  último  trimestre,  y los  inmuebles  por  la 
capitalización  de  sus  productos,  según  el  interés  leg'al  del  dinero. 

Este  medio  de  aseg'urar  á los  interesados  en  caso  de  reducción 
es  bastante  más  eficaz  que  el  de  la  legislación  italiana. 

En  cuanto  á los  efectos  de  la  disolución  respecto  á terceros,  el 
Código  español  los  hace  depender  exclusivamente  (fuera  del  caso  de 
terminación  del  plazo  por  el  cual  se  constituyó)  (art.  226)  de  la  ins- 
cripción en  el  registro  mercantil. — (N.  T.) 
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dad  establecida  para  los  administradores  de  éstas^  por- 
que las  formalidades  requeridas  para  la  sociedad  anóni- 
ma, á más  de  la  responsabilidad  que  impone  á los  admi- 
nistradores de  las  mismas,  son  más  vigorosas  j ofrecen 
mayores  garantías  (art.  230,  § 3.®)  (a). 

133. — Podrá  suceder  que  una  sociedad  constituida 
en  el  extranjero  tuviese  su  domicilio  y el  objeto  princi- 
pal de  su  empresa  en  el  reino.  Entonces  se  considera 
dicha  sociedad  como  nacional,  y queda  sujeta  á todas 
las  leyes  italianas,  áun  en  lo  referente  á la  forma  y va- 
lidez del  acta  de  constitución  (art.  230,  § 4.®).  Si  así  no 
fuese  sería  bien  fácil  á quien  quisiese  sustraerse  á nues- 
tras leyes  dirigirse  al  extranjero  y constituir  allí  la  so- 
ciedad para  venir  después  á operar  en  Italia.  La  falta  de 
cumplimiento  de  las  formalidades  requeridas  por  la  ley 
á las  sociedades  extranjeras,  produce  la  consecuencia 
legal  establecida  para  las  sociedades  nacionales,  y hace 
en  todo  caso  á los  administradores  y representantes  de 
cualquier  clase  que  sean  responsables  personal  y solida- 
riamente de  todas  las  obligaciones  sociales,  y limitada- 
mente de  los  actos  dependientes  del  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones. 


§ 2.® — Sociedad  colectiva. 


134. — Sociedad  colectiva  es  aquella  en  la  que  todos 
los  socios  responden  ilimitada  y solidariamente  álos  ter- 


(ai  El  Cúdig-o  de  comercio  español  no  contiene  más  disposicio- 
nes respecto  á este  extremo  que  lo  que  ya  hemos  dicho  en  otra  oca- 
sión refiriéndonos  al  art.  15,  ó sea  que  se  aplican  las  prescripciones 
de  la  ley  española  á las  sociedades  constituidas  en  el  extranjero  en 
todo  lo  referente  á la  creación  de  sus  establecimientos  dentro  del 
territorio  nacional. — T.) 
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ceros  por  las  obligaciones  sociales  (art.  76).  Estas  socie- 
dades^ como  ya  hemos  dicho,  existen  bajo  una  razón  so- 
cial que  constituye  su  nombre  y su  firma. 

135. — Los  socios,  estando  todos  obligados  ilimitada- 
mente é in  solidum,  tendrán  también  todos  el  derecho 
de  administrar  la  sociedad,  pero  generalmente  para  que 
haya  unidad  de  acción,  el  derecho  de  administrar  se  con- 
fiere en  el  contrato  social  á uno  ó varios  socios,  en  los 
que  entonces  se  concentra  la  administración  y la  repre- 
sentación de  la  sociedad.  Se  pueden  presentar  varios  ca- 
sos: 1."^  La  administración  puede  estar  confiada  á uno  de 
los  socios,  el  cual  puede  en  este  caso  practicar,  á pesar 
de  la  oposición  de  los  demás  socios,  todos  los  actos  que 
dependan  de  su  administración  (art.  1.720,  Cód.  civ.); 
2.^  La  administración  puede  estar  confiada  á varios  so- 
cios separadamente,  y entonces,  si  no  se  han  determi- 
nado sus  funciones,  cada  uno  podrá  practicar  separada- 
mente todos  los  actos  de  administración  (art.  1.721,  Có- 
digo  civ.);  3.^'  La  administración  puede  estar  confiada  á 
varios  socios  conjuntamente,  y en  tal  caso  los  adminis- 
tradores no  pueden  obror  unos  sin  otros,  á no  ser  que  se 
tratase  de  un  acto  urgente,  que  de  no  realizarlo  pudiese 
ocasionar  á la  sociedad  un  daño  grave  é irreparable  (ar- 
cículo  1.722,  Cód.  civ.)  Se  puede  también  suponer,  pero 
el  caso  es  bien  raro,  sobre  todo  teniendo  en  cuenta  lo 
dispuesto  en  el  art.  88,  que  en  el  contrato  social  no  se 
hayan  indicado  los  nombres  de  los  socios  ó del  socio  en- 
cargado de  administrar;  entonces  se  presume  entre  los 
socios  un  mandato  recíproco,  y cada  uno  de  ellos  puede 
administrar  la,  sociedad  sin  el  consentimiento  de  los  de- 
más, salvo  en  este  caso  el  derecho  de  oponerse  á la  ope- 
ración antes  de  que  ésta  se  haya  ultimado.  Esta  oposi- 
ción se  decide  por  mayoría,  determinada  por  la  cuota 
del  interés  respectivo  (art.  1.723,  Cód.  civ.;  art.  107,  Có- 
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digo  com.)  (a).  De  cualquier  manera  que  sea,  si  la  ope- 
ración fuese  de  carácter  diverso  á las  determinadas  e n 
el  contrato,  ni  aun  la  mayoría  de  los  socios  podrá  darla 
validez  (art.  108,  Cod.  de  com.)  Hemos  hablado  siempre 
de  socios  administradores,  porque  es  bien  raro  que  la 
administración  se  confíe  á los  no  socios,  pero  en  el  si- 
lencio de  la  ley  debe  entenderse  permitido  esto,  podien- 
do regularmente  cada  uno  delegar  en  otro  el  ejercicio 
de  sus  propias  facultades  y no  ocasionando  daño  ningu- 


no á terceros. 

136. — Viniendo  ahora  á hablar  de  los  poderes  de  los 
administradores,  diremos,  que  éstos  pueden  en  general 
practicar  todos  los  actos  pertenecientes  al  objeto  y ca- 
rícter  de  la  sociedad;  sus  poderes  tienen  mucha  analo- 
gía con  los  del  factor,  respecto  al  principal  (6).  Sin  em- 
bargo, si  no  se  ha  dicho  nada  en  el  contrato  social,  no 
podrán  hipotecar  ó enajenar  los  inmuebles  de  la  socie- 
dad (arts.  1.720-1.722,  1.723,  núin.  4;  1.741,  1.974,  Có- 
digo civ.),  ni  transigir  y comprometer.  No  puede  tam- 
poco el  administrador  que  tiene  la  firma  social  trasmi- 
tirla ó cederla,  si  no  está  facultado  para  ello  por  el  con  - 
trato  social.  Si  contraviene  á esta  prohibición,  la  obliga- 
ción contraída  por  el  sustituto  queda  á riesgo  de  éste  y 
de  su  mandante,  y la  sociedad  no  está  obligada  respecto 


(a)  La  oposición,  con  arreglo  al  Código  español  (art.  130),  no  es 
preciso  que  se  tome  por  mayoría,  basta  la  de  uno  sólo  de  los  socios 
administradores;  pero  si  no  obstante  llogire  á contraerse  la  obliga.- 
ción,  no  se  anulará  por  esta  razón  y surtirá  sus  efectos,  sin  perjui. 
cío  de  que  el  socio  ó socios  que  la  contrajeron  respondan  á la  masa 
social  del  quebranto  que  ocasionaren. — ( X.  T.) 

(b)  La  analogía  es  completa  cuando  se  trata  de  los  administra- 
dores ó gerentes  de  las  sociedadv?s  anónimas,  pero  no  de  los  admi- 
nistradores de  las  sociedades  colectivas,  que  si  representan  intere- 
ses de  otros,  también  representan  los  suyos  propios,  cosa  que  no 
ocurre  con  el  factor.— (X.  T.) 
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al  sustituto  más  que  hasta  la  suma  de  las  utilidades  con- 
seg’uidas  con  la  opei ación  (ait,  105),  El  administrador 
que  falta  á sus  propios  deberes,  á más  de  responder  do 
los  daños,  puede  ser  destituido  de  oficio  (art.  1.720,  Có- 
digo civ.)  y en  los  casos  indicados  en  el  art.  186  puede 
también  ser  excluido  de  la  sociedad  {a), 

137»  Eos  derechos  de  los  socios  consisten  en  primer 
término,  en  vigilar  la  administración  sin  ingerirse  en 
ella,  si  se  ha  confiado  particularmente  á alguno  de  los 
mismos,  so  pena  de  ser  excluidos  de  la  sociedad  (art.  186, 
núm.  3),  salvo  el  derecho  de  oposición  de  que  hemos  ha- 
blado (art.  107).  Cada  uno  de  los  socios  tiene,  pues,  ac- 
ción contra  la  sociedad,  no  sólo  por  las  sumas  desembol- 
sadas á más  del  capital  ofrecido,  sino  también  por  las 
obligaciones  contraidas  de  buena  fe  por  cuenta  de  la  so- 
ciedad. Si  experimenta  pérdida  ó daño  por  causa  de  sus 
actos  como  socio,  debe  ser  resarcido  de  cuanto  haya  per- 
dido y del  daño  sufrido  (art.  109).  Einalmente,  compete 
á todos  los  socios  el  derecho  á la  participación  de  las 
utilidades,  según  el  contrato  social,  y á los  socios  no  ad- 
ministradores el  derecho  de  obtener  de  los  administra- 
dores la  rendición  de  cuentas  de  su  gestión.  De  los  de- 
rechos de  los  socios  al  disolverse  la  sociedad,  diremos  lo 
que  procede  al  hablar  de  la  disolución  de  ésta. 

138. — Por  razón  de  estos  derechos  competen  a los 


(a)  Cuando  la  facultad  privativa  de  administrar,  dice  el  Códi- 
go de  comercio  español  (art.  132)  y de  usar,  la  firma  de  la  compañía 
haya  sido  conferida  en  condición  expresa  del  contrato  social,  no  se 
podrá  privar  de  ella  al  que  la  obtuvo;  pero  si  éste  usare  mal  de  di- 
cba  facultad,  y de  su  gestión  resultare  perjuicio  manifiesto  á la 
masa  común,  podrán  los  demás  socios  nombrar  de  entre  ellos  un 
administrador  que  intervenga  en  todas  las  operaciones,  o promo- 
ver la  rescisión  del  contrato  ante  el  juez  ó tribunal  competente? 
que  deberá  declararla  si  se  probase  aquel  perjuicio.  — (N.  T.) 
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socios  varios  deberes.  El  socio  no  puede,  sin  el  consenti- 
miento escrito  de  los  demás  socios,  emplear  el  capital  ó 
las  cosas  de  la  sociedad  para  uso  ó negocio  propio  ó de 
los  terceros;  de  otra  manera  queda  obligado  á entregar 
á la  sociedad  los  beneficios  conseguidos,  y á resarcirla 
de  los  daños,  sin  perjuicio  de  la  acción  penal  á que  baya 
lugar  (art.  110)  y bajo  pena  de  ser  excluido  de  la  socie- 
dad (art.  186,  núm.  2).  Si,  á causa  de  su  carácter  de 
administrador  tuviese  á su  disposición  el  fondo  común, 
no  podrá  distraer  de  él  para  sus  gastos  particulares  más 
de  lo  que  se  le  haya  asignado  por  este  concepto.  Si  con- 
traviene á esta  prohibición,  es  responsable  por  las  sumas 
tomadas,  como  si  no  hubiese  completado  el  desembolso 
úe  su  parte,  salvo  además  el  resarcimiento  de  los  daños 
(art.  111). 

No  puede  interesarse  como  socio  ilimitadamente  res- 
ponsable en  otra  sociedad  que  tenga  el  mismo  objeto, 
ni  hacer  operaciones  por  cuenta  propia,  ó por  cuenta  de 
terceros  de  la  misma  clase  de  comercio  sin  el  consenti- 
miento de  los  demás  socios  (art.  112),  no  siendo  justo  ni 
conveniente  que  éste  se  ponga  en  situación  de  dañar 
con  su  concurrencia  á la  sociedad  á que  pertenece.  La 
prohibición  debe  cesar,  naturalmente,  si  tiene  el  con- 
sentimiento de  los  demás  socios,  consentimiento  que  se 
presume  si  el  interés  ó las  operaciones  preexistían  al  con- 
trato de  sociedad  y eran  conocidas  de  los  demás  socios, 
y éstos  no  pactaron  el  cese  de  las  mismas  (art.  112,  § 2.^). 
En  caso  de  contravenir  á la  prohibición,  la  sociedad,  á 
más  del  derecho  de  excluir  al  contraventor  (art.  186,  nú- 
mero 3),  tiene  el  derecho  de  hacer  suyas  las  ganancias 
conseguidas  por  el  socio  y de  resarcirse  del  daño  que 
haya  experimentado.  Estos  derechos  se  extinguen  pasa- 
dos tres  meses  desde  el  día  en  que  la  sociedad  tuvo  no- 
ticia de  que  había  quien  estaba  interesado  en  otra  so- 
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ciedíul  íin  liloga  6 de  las  operaciones  practicadas  (artícu- 
lo lid)  (a). 

I dí). — La  sociedad  se  obliga  por  medio  de  los  admi- 
nistradores, sus  legítimos  representantes;  pero  para  que 
las  obligaciones  contraídas  por  el  administrador  6 los 
administradores  puedan  obligar  á los  socios,  es  necesa- 
rio que  se  liayaii  contraído  ba  jo  la  razón  social  (art.  106) 
y que  no  excedan  los  límites  del  mandato  hecho  público, 
ó si  el  mandato  es  genérico,  que  no  sean  extraños  á los 
negocios  sociales.  A pesar  de  esto,  aun  en  el  caso  de  no 
haberse  usado  la  razón  social,  podrán  los  terceros  en 
ciertos  casos,  si  quisieren,  probar  que  la  obligación  se 
contrajo  para  la  sociedad,  y,  por  lo  tanto,  que  los  socios 
responden  de  ella  solidaiáa  é ilimitadamente.  De  hecho, 
todos  los  socios  están  obligados  solidaria  é ilimitada- 
mente por  las  obligaciones  sociales;  sin  embargo,  así 
como  la  responsabilidad  de  los  socios  fuera  de  los  lími- 
tes del  capital  social  es  en  cierto  modo  subsidiaria,  así 
también  los  acreedores  de  la  sociedad  no  pueden  pre- 


(a)  Los  principios  dol  d('rcclio  español  respecto  ti  estas  oblig-a- 
cioiios  diíiereii  alg'o  de  los  del  dereclio  italiano.  En  creneral,  todo 
socio  (art-  L>7)  piualo  liacer  neg-ocios  por  cuenta  propia  y con  sus 
fondos  particulares  si  sonde  distinta  índole  de  los  que  constituyen 
el  objeto  de  la  sociedad  y no  se  le  Imbiese  proliibido  expresamente. 
Si  la  sociedad  (ari . 16(>)  no  tiene  gauiero  de  comercio  determinado, 
entonces  n('cesiiara  aui-ori/iación  de  la  misma  para  hacer  negocios 
por  cuenta  propia,  y esi  a no  podrá  ueg'árselo  sin  acreditar  que  de 
ello  le  resulia  un  })erjuicio  efectivo  y maniñesto. 

En  cuanto  al  plazo  concedido  por  el  Cddigo  italiano  para  la  ex- 
tinción dí>  los  derechos  qu(>  la  ley  reconoce  á los  socios  contra  aquel 
do  ellos  (pie  se  haya  interesado  sin  el  conseni  imiento  de  los  demaS 
en  sociedades  análogas,  ó haya  practicado,  también  sin  dicho  con- 
sentí miento,  operaciones  <pie  puedan  perjudicar  los  negocios  de  la 
soci(>dad,  no  dice  nada,  niu'siro  Códig*(>,  y hay  (pie  atenerse,  por 
iauio,  al  plazo  general  de  prescripción  de  las  acciones  de  los  socioa 
con  ira  la  sociedad  y vi<’eversa  (art.  ÍH7),  (pie  es  el  de  tres  anos,, 
plazo  (jue  resulta  excesivo  en  extremo.— (N  T.) 
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tender  el  pago  de  los  socios  particularmente  sin  haber 
antes  hecho  excusión  en  los  bienes  de  la  sociedad,  si 
bien,  según  la  opinión  de  algunos,  es  bastante  al  efecto 
una  simple  sentencia  condenatoria  contra  la  sociedad  (ar- 
tículo 106)  (a) 

§ 3.® — Sociedad  comanditaria  sinijde  (1). 

140. — Es  aquella  en  la  cual  las  obligaciones  sociales 
están  garantidas  por  la  responsabilidad  ilimitada  y so- 
lidaria de  uno  ó varios  socios  colectivos,  y por  la  respon- 
sabilidad de  uno  ó varios  socios,  limitada  á una  suma 
determinada  (art.  76,  117).  Esta  sociedad  existe  tam- 
bién bajo  una  razón  social,  de  la  que,  como  hemos  dicho, 
pueden  formar  parte  tan  sólo  los  nombres  de  los  socios 
de  responsabilidad  sin  limitación,  y sus  firmas  (art.  114). 
El  socio  comanditario  que  consintiese  la  inclusión  de  su 
nombre  en  la  firma  quedaría  responsable  solidariji  e ili- 


(a)  Las  sooiodaclos  colectivas,  con  arrcfjrio  <'»  miestro  (h'rc'cho, 
pueden  ser  reg’ulares  ó irrepiilarí's,  ;inn  cnnndo  esio  t(H‘n¡(*¡sino  iio 
haya  sido  reconocido  por  la  ley.  Iv('^>’ular  i‘s  la  (!o?isl  H uida  i)or  so- 
cios capitalistas  tan  sólo;  irregular  es  la  qu(í  admH  (%  á,  luás  de  so- 
cios cax)italistas,  socios  industriales.  Los  d('reelios  d<'  <'stos  socios 
están  regulados  j)or  el  Código  de  oomer(do  (arts.  I.'IH,  1 10  y MI). 

La  legislación  italiana  no  dice  nada  resi)ecto  á (>stos  soídos  in- 
dustriales, ni  en  el  Código  de  comer  (do  ni  en  el  (dvil,  puc's  <d  ar- 
tículo 1.711  de  este  último  no  resuelve  ninguna  de  las  <ui(istiones  á 
que  puede  dar  lugar  la  existencia  en  una  so(dedad  d(5  un  socdo  in- 
dustrial, cosa  muy  frecuente  en  todo  tieinjío.  — (N.  T.) 

(1)  FlPUtLi,  Dell  accomandita.  Macerata  1<SI0. — Cic<’A(¡ijone, 
II  contralto  di  commenda  nella  storia  del  dintto  italiano,  en  Filan- 
gieri,  1886,  I,  pág.  322-383.— Silberschmidt,  Die  Commenda  in 
ihrer  frühesten.  EntwiMung  his  zum  XIII  Jahrhundert.  Würzburg, 
1885. — Renaud,  Das  Becht  Kommanditgesellschaften , Leipzig» 
1881. 
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mitadamente  por  todas  las  obligaciones  sociales  (artícu- 
lo 114,  § 3.«). 

141. — La  sociedad  en  comandita  es  administrada 
por  los  socios  ilimitadamente  responsables;  los  socios  co- 
manditarios no  sólo  no  pueden  ser  administradores,  sino 
que  no  pueden  ni  áun  hacer  acto  ninguno  de  adminis- 
tración que  produzca  derechos  ú obligaciones  para  la 
sociedad,  ni  áun  por  procuración  general  ó especial  para 
una  serie  ó clase  de  negocios;  en  realidad  no  es  conve- 
niente que  el  comanditario  que  puede  tener  un  interés 
limitadísimo  en  la  sociedad  tenga  facultad  de  compro- 
meterla ilimitadamente.  Pero  la  razón  misma  del  prin- 
cipio impide  extremarlo  por  sus  consecuencias  demasia- 
do graves;  así,  no  debe  entenderse  prohibido  al  coman- 
ditario el  tener  un  empleo  en  la  sociedad  siempre  que 
sea  de  tal  naturaleza  que  no  lleve  anejo  el  poder  obligar 
á ésta  con  los  terceros;  también,  por  ejemplo,  podría 
el  comanditario  tener  la  cualidad  de  dependiente  del 
comercio  social.  De  igual  manera  no  se  podrá  impedir 
al  comanditario  el  contratar  por  cuenta  propia,  como 
tercero,  negocios  con  la  sociedad  de  la  que  forma  parte. 
El  comanditario  que  infringiese  la  prohibición  de  la  ley 
quedaría  responsable  ilimitada  y solidariamente  con  los 
terceros  por  todas  las  obligaciones  sociales,  á no  ser  que 
hubiese  recibido  poderes  especiales  de  la  sociedad  para 
un  negocio  determinado,  en  cuyo  caso  asumiría  personal 
y solidariamente  con  la  sociedad  tan  sólo  las  obligacio- 
nes nacidas  de  dicho  negocio  (art.  118).  A más  de  esto, 
podría  ser  excluido  de  la  sociedad  (art.  186).  El  coman- 
ditario, no  por  tener  responsabilidad  limitada,  deja  de 
ser  socio,  y por  ello  le  está  permitido  dar  su  parecer  y 
consejo  á la  sociedad,  inspeccionarla  y vigilarla,  concu- 
rrir al  nombramiento  ó revocación  de  los  administrado- 
res en  los  casos  previstos  en  la  ley,  y también  habilitar 
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al  administrador  dentro  de  lo  que  consienta  el  contrato 
social  para  ejecutar  actos  que  excedan  de  sus  faculta- 
des (a). 

142. — Por  lo  demás,  tanto  en  lo  relativo  al  poder  de 
los  administradores  como  en  lo  relativo  á los  dereclios  j 
obligaciones  de  los  socios,  se  aplican  á la  sociedad  en 
comandita  las  reglas  va  expuestas  para  la  sociedad  co- 
lectiva (art.  116),  porque  cuando  hay  varios  socios  obli- 
gados in  solidum  bajo  una  razón  social,  y juntamente 
con  ellos  socios  comanditarios,  tanto  si  los  socios  oblio*a- 
dos  in  solidum  administran  todos  conjuntamente  cuanto 
si  la  administración  se  ha  confiado  á uno  ó varios  de 
ellos,  la  sociedad  es  al  mismo  tiempo  colectiva  respecto 
á los  socios  obligados  in  solidum  y en  comandita  respec- 
to á los  simples  comanditarios  (art.  115). 

143.  — La  sociedad  comanditaria  queda  obligada  como 
la  colectiva,  por  las  operaciones  practicadas  por  sus 
legítimos  representantes  bajo  la  razón  social.  Los  socios 
colectivos  están  también  obligados  personalmente  des- 
pués de  que  se  hubiesen  intentado  inútilmente  las  accio- 
nes contra  la  sociedad.  En  cuanto  á los  comanditarios, 
su  responsabilidad  está  limitada  á la  cuota  por  la  que 
han  ingresado  en  la  sociedad,  pero  por  esta  cuota  que- 
dan obligados,  no  sólo  con  los  demás  socios,  sino  tam- 
bién con  los  terceros.  Sin  embargo,  si  el  comanditario, 
on  el  caso  de  no  haber  desembolsado  la  cuota  correspon- 
diente, fuese  al  mismo  tiempo  acreedor  de  la  sociedad, 

(a)  La  prohibición  impuesta  al  comanditario  en  el  derecho  es- 
pañol (arts.  147, 148  del  Código  de  comercio)  es  tan  absoluta  respec- 
to á la  inclusión  de  su  nombre  en  la  razón  social  como  respecto  á 
su  ingerencia  en  actos  de  administración,  con  ó sin  poder  de  la 
sociedad,  y su  responsabilidad  no  quedaría,  en  el  supuesto  de  inter- 
venir con  poder  bastante  en  un  solo  negocio,  limitada  en  ninguna 
ocasión  á lo  que  dice  el  art.  118  del  Código  de  comercio  italiano. — 
(N.  T.) 
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podría  oponer  á los  terceros  la  compensación.  No  podrá 
tampoco  el  socio  comanditario  ser  obligado,  ni  aun  res- 
pecto á los  socios,  á restituir  la  parte  de  intereses  j di- 
videndos sociales  que  baya  percibido,  siempre  que  éstos 
bayan  sido  resultado  de  un  balance  becbo  con  arreglo 
á la  ley  y él  los  hubiere  percibido  de  buena  fe.  La  buena 
fe  se  presume,  pero  no  basta  por  sí  sola  á salvar  al  co- 
manditario, exigiendo  la  ley  también  el  otro  requisito 
de  que  las  utilidades  resulten  de  un  balance  regular;  de 
aquí,  que  el  comanditario  deba  examinar  la  regularidad 
de  los  balances  y no  olvidar  el  precepto  de  la  ley,  de  que 
al  ocurrir  una  disminución  del  capital  social,  éste  deberá 
reintegrarse  con  las  utilidades  sucesivas,  sin  que  pueda 
hacerse  pago  alguno  de  ulteriores  dividendos  (art.  117, 

§ III). 

§ 4.® — Sociedad  en  comandita  por  acciones  y anónima  (1). 

144. — Son  entrambas  conocidas  en  la  doctrina  con 
el  nombre  de  sociedades  por  acciones,  en  cuanto  su  ca- 
pital (en  la  comanditaria  sólo  la  parte  de  los  comandi- 
tarios) está  de  ordinario  dividido  en  acciones.  Siguiendo 
el  sistema  de  nuestro  legislador,  expondremos  breve- 
mente, primero  las  nociones  especiales  alas  comanditarias^ 
por  acciones,  después  las  especiales  á las  anónimas,  y, 
por  último,  las  nociones  comunes  á unas  y otras  [a). 


(1)  Pateri,  La  societa  anónima.  Torino,  1890. — De  Courect, 

Les  sociétés  anonymes.  París,  1869.  — Penatjd,  Des  Recht  der  Ac*  ^ 

tiengesellschaften.  Leipzig*,  1885,  donde  se  encuentra  una  completa 
bibliog*rafía  sobre  la  materia.  \ 

(a)  Nuestro  leg*islador  no  se  ha  preocupado  para  nada  de  las 
sociedades  comanditarias  por  acciones,  y cuando  en  todos  los  países 
más  adelantados  la  ley  ha  procurado  marcar  las  diferencias  de  re- 
gimen  que  forzosamente  han  de  existir  entre  éstas  y las  sociedades 
anónimas,  nuestro  Código  de  comercio  habla  tan  sólo  por  inciden*^  I 

cia  (art.  160)  de  dichas  sociedades. — (N.  T.) 
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SECCIÓN  PRIMERA 

Nociones  particulares  á,  las  comanditarias  por  acciones. 

145. — Comanditaria  por  acciones  llámase  á aquella 
sociedad  en  la  que  la  parte  de  los  comanditarios  está 
dividida  en  acciones.  Nuestras  leyes,  y aun  otras,  per- 
miten que  se  divida  en  acciones  esta  parte  tan  sólo, 
porque  de  otra  manera,  así  al  menos  se  dijo,  sería  fácil 
á los  socios  colectivos  sustraerse  á la  responsabilidad 
ilimitada  que  les  incumbe;  pero  la  razón  no  es  admisi- 
ble, porque  los  socios  colectivos,  deshaciéndose  de  sus 
propias  acciones,  no  dejarían  por  eso  de  responder  con 
todo  su  propio  haber  (a). 

La  comanditaria  por  acciones  aparece  regularmente 
cuando  á una  persona  que  quiere  emprender  un  negocio 
comercial  de  importancia  se  la  entregan  grandes  capi- 
tales. Para  procurarse  estos  capitales  precisa  recurrir  á 
muchas  personas,  y éstas  están  más  fácilmente  dispues- 
tas á facilitarlos,  si  por  estar  el  capital  representado 
por  acciones,  pueden  en  cualquier  momento  salir  de  la 
sociedad.  Sin  embargo,  esta  forma  de  sociedad  que 
tiempo  atrás  se  practicaba  con  frecuencia  para  huir  de 
los  rigores  de  las  leyes  sobre  sociedades  anónimas,  hoy 
que  tiene  en  común  con  ésta  la  mayor  parte  de  las  dis- 
posiciones, rara  vez  se  emplea  (b). 

(a)  El  mismo  precepto  de  nuestro  Código  sobre  sociedades  co- 
manditarias por  acciones  á que  me  refería  en  la  nota  anterior,  es  el 
que  determina  que  en  las  sociedades  comanditarias  sólo  el  capital 
perteneciente  á los  socios  comanditarios  puede  estar  representado 
por  acciones  ú otros  títulos  equivalentes. — {N.  T.) 

(b)  Aun  cuando  la  actual  legislación  española  sobre  sociedades 
anónimas  no  contiene  grandes  rigores  todavía,  podía  ocurrir  en 
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Las  reglas  de  las  sociedades  en  comandita  simples 
se  aplican  á las  en  comanditas  por  acciones,  en  cuanto 
se  refiere  al  modo  como  la  sociedad  existe,  y contrata 
con  los  terceros,  á los  derechos  y deberes  de  los  socios  y 
á su  responsabilidad  por  las  obligaciones  sociales. 

146. — En  lo  que  se  refiere  á la  administración  de  la 
sociedad,  aun  cuando  es  aplicable  á la  comanditaria  por 
acciones  el  principio  de  que  la  administración  corres- 
ponde á los  socios  colectivos,  hay  esta  particularidad: 
que  aunque  los  administradores  hayan  sido  nombrados 
en  el  acta  de  constitución  ó en  los  estatutos,  pueden, 
como  un  mandatario  cualquiera,  ser  separados  por 
acuerdos  de  la  asamblea  general  de  los  accionistas,  toma- 
da por  mayoría,  formada  como  previene  el  art.  158,  re- 
servando á los  socios  disidentes  la  facultad  de  rescindir 
su  contrato  con  la  sociedad  (arts.  119, 158).  Esto  es  así 
porque  se  ha  querido  conciliar  el  principio  de  que  la  per- 
sona del  administrador  constituye  un  elemento  esencial 
del  contrato  de  sociedad,  y el  hecho  de  que  el  elemento 
real,  ó sea  el  capital,  prevalece  de  ordinario  en  esta 
clase  de  sociedades  sobre  el  elemento  personal.  Los  ad- 
ministradores de  las  comanditarias  por  acciones,  hemos 
dicho,  que  pueden  ser  separados,  pero  no  obstante  la 
separación,  quedarán  responsables  con  los  terceros  por  las 
obligaciones  contraídas  durante  su  administración,  salvo 
el  derecho  de  repetir  contra  la  sociedad.  Sin  embargo, 
si  la  separación  se  hizo  sin  justa  causa,  el  administrador 


nuestro  país,  que  para  burlar  las  disposiciones  de  la  ley,  se  inten- 
tase constituir  una  sociedad  anónima  con  el  disfraz  de  una  coman- 
ditaria por  acciones,  pues  aun  cuando  pudiera  decirse  que  son  apli- 
cables á éstas  todos  los  artículos  relativos  al  modo  y manera  de  ser 
de  las  acciones  (arts.  160-169),  esto  no  deja  de  ser  una  presunción 
de  más  ó menos  fundamento,  pero  que  no  constituye  una  declara- 
ción  del  legislador  que  es  lo  que  interesa.— (N.  T.) 
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separado  tiene  derecho  al  resarcimiento  de  daños  (ar- 
tículo 119,  § II  y III).  En  los  mismos  principios  se  in- 
forma también  la  otra  disposición  (art.  120),  por  la  que 
la  asamblea  general,  por  mayoría  obtenida  con  arreglo 
al  art.  158,  y en  consideración  al  derecho  de  los  disi- 
dentes de  rescindir  su  contrato , puede  subrogar  otra 
persona  al  administrador  separado,  muerto,  quebrado, 
sujeto  á interdicción  ó incapacitado;  pero  si  son  varios 
los  administradores,  el  nombramiento  debe  ser  aproba- 
do también  por  los  otros.  El  administrador  subrogado 
se  convierte  en  socio  colectivo  responsable  sin  limita- 
ción. 

147. — Otros  principios  diversos  de  los  de  la  socie- 
dad comanditaria  simple,  regulan  la  constitución,  la  ad- 
ministración, el  capital,  y también  los  derechos  y debe- 
res de  los  socios  de  las  comanditarias  por  acciones;  pero 
siendo  estos  principios  igualmente  comunes  á la  socie- 
dad anónima,  los  expondremos  después  de  haber  indi- 
cado las  nociones  especiales  á esta  última  forma  de  so- 
ciedad. 


SECCION  SEGUNDA 

Nociones  particulares  á,  las  sociedades  anónimas. 

148. — Es  la  forma  más  común  de  sociedad,  en  cuanto 
permite  reunir  grandes  capitales  y no  exige  de  cada  uno 
de  los  socios  más  que  la  responsabilidad  limitada  ó su 
cuota  respectiva,  ó á sus  acciones,  pudiendo  el  capital 
dividirse  indistintamente  en  cuotas  ó acciones.  La  so- 
ciedad anónima  por  la  garantía  limitada  que  ofrece  á 
los  terceros,  por  el  gran  número  de  personas  que  pueden 
participar  de  ella,  y por  los  abusos  á que  puede  dar  lu- 
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gar,  lia  sido  siempre  objeto  de  especiales  cuidados  de 
los  legisladores,  los  cuales  dictaron  disposiciones  enca- 
minadas á garantir  los  intereses  de  los  terceros,  y los  de 
los  mismos  socios  contra  los  administradores,  á los  que, 
por  la  naturaleza  especial  de  la  sociedad,  están  obliga- 
dos á conferir  amplio  mandato:  de  aquí,  la  necesidad  de 
mayores  garantías  para  el  cumplimiento  de  sus  funcio- 
nes propias. 

149.  — La  sociedad  anónima  no  existe  bajo  una  ra- 
zón social,  pero  es  cualificada  por  el  objeto  de  su  empresa. 
Esta  sociedad  es  administrada  por  uno  ó varios  manda- 
tarios, temporalmente  revocables,  sean  socios  ó no  (ar- 
tículo 131).  En  esto  consiste  una  de  las  más  importan- 
tes diferencias  entre  la  comanditaria  por  acciones  y la 
anónima;  la  primera  es  administrada  por  socios,  rara  vez 
por  extraños,  responsables  ilimitadamente;  la  segunda 
por  socios  ó no  socios  que  tienen  el  carácter  de  simples 
mandatarios,  y por  eso  no  contraen  por  causa  de  su  ad- 
ministración responsabilidad  personal  por  los  negocios 
sociales,  sino  la  que  es  consecuencia  del  mandato,  ó la 
que  la  ley  les  impone  (art.  122).  He  aquí  explicado  el 
por  qué  de  la  necesidad  de  normas  especiales  que  ase- 
guren á los  socios,  é indirectamente  también  á los  ter- 
ceros, la  responsabilidad  de  los  administradores. 

150.  — El  nombramiento  de  los  administradores  co- 
rresponde á la  asamblea  general;  pueden,  sin  embargo, 
ser  nombrados  la  primera  vez  en  el  acta  de  constitución, 
pero  en  tal  caso  el  mandato  no  puede  serles  conferido 
por  más  de  cuatro  años  (art.  124),  á fin  de  que  no  se 
corra  el  riesgo  de  infeudar  la  sociedad  en  persona  deter- 
minada. Como  quiera  que  sea,  y á fin  de  que  su  mandato 
se  atempere  á la  voluntad  de  los  administrados,  se  ba 
establecido  que  donde  sean  varios  los  administradores 
nombrados  al  mismo  tiempo,  la  mitad  de  los  nombrados 
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se  entiende  que  cesan  en  su  cargo  por  primera  vez  á la 
mitad  del  término  del  mandato,  j que  deben  ser  susti- 
tuidos. Si  son  en  número  impar,  la  cesación  indicada 
será  para  la  mitad  menos  uno  del  número  total,  salvo 
pacto  en  contrario.  La  designación  de  los  administrado- 
res que  lian  de  cesar  se  bace  mediante  sorteo.  Los  ad- 
ministradores son  siempre  reelegibles,  salvo  que  la 
escritura  de  constitución  ó los  estatutos  de  la  sociedad 
no  dispongan  otra  cosa. 

151.  — La  lej  no  regula  tan  sólo  la  separación  de  los 
administradores,  sino  también  el  caso  en  que  uno  ó va- 
rios de  ellos  lleguen  á cesar  en  su  cargo  antes  de  tiem- 
po por  renuncia,  muerte,  quiebra,  etc.;  en  tal  caso,  los 
demás  administradores,  unidos  á los  síndicos,  si  la  es- 
critura social  ó los  estatutos  no  contienen  disposición 
contraria,  proceden  á sustituir  al  que  falta,  hasta  la  re- 
unión de  la  asamblea  general,  deliberando  á presencia 
de  dos  terceros  y tomando  los  acuerdos  por  mayoría  ab- 
soluta de  votos.  Si  hay  un  solo  administrador,  en  caso 
de  renuncia,  debe  ser  convocada  la  asamblea  general; 
en  caso  de  muerte  ó de  impedimento  físico,  el  nombra- 
miento provisional  se  hace  por  los  síndicos,  pero  la 
asamblea  general  debe  convocarse  con  toda  urgencia 
para  el  nombramiento  definitivo  (art.  125). 

152.  — Para  asegurar  la  responsabilidad  de  los  admi- 
nistradores de  la  sociedad  anónima,  se  ha  establecido 
que  á la  garantía  personal  para  el  exacto  cumplimiento 
de  su  cargo  se  una  la  garantía  real,  consistente  en  una 
caución  por  el  importe  de  una  quincuagésima  parte  del 
capital  social,  salvo  el  que  los  socios  acuerden  su  reduc- 
ción en  la  escritura  social  (lo  que  puede  ser  de  necesidad 
cuando  la  quincuagésima  parte  del  capital  represente 
una  cifra  excesiva)  á una  suma  de  50.000  liras  ó del  va- 
lor nominal  de  las  acciones.  La  caución  debe  regular- 
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mentid  presta, rsG  en  acciones  de  la  sociedad,  (][ue  pueden 
indiferentemente  pertenecer  al  administrador  ó á un 
tercero  que  se  las  liaya  suministrado  al  efecto,  y deben 
ser  depositadas  en  la  caja  de  la  sociedad  si  en  la  escri- 
tura social  ó en  la  asamblea  general  no  se  ba  designa* 
do  otro  sitio.  Si  las  acciones  depositadas  son  al  porta- 
dor, deben  convertirse  en.  nominativas,  y en  todo  caso, 
la  obligación  debe  inscribirse  en  el  libro  de  las  acciones 
para  constituir  a favor  de  la  sociedad  la  prenda  sobre  las 
acciones  mismas,  según  lo  dispuesto  en  el  art.  455.  Si, 
pues,  el  capital  no  está  dividido  en  acciones,  y si  el 
modo  de  dar  caución  no  está  determinado  en  la  escritu- 
ra social,  el  tribunal  proveerá  (art.  123);  al  mismo  co- 
rresponde dictar  también  las  disposiciones  que  procedan 
en  todos  los  demás  casos  en  los  que  por  circunstancias 
de  lieclio  se  haga  imposible  ó difícil  observar  las  pres- 
cripciones de  la  ley  fa). 


SECCIÓN  TERCERA 

Disposiciones  comunes  á,  las  sociedades  en  comandita 

por  acciones  y anónimas. 

153. — Veamos,  primero  que  todo,  cómo  se  constitu- 
yen las  sociedades.  Dos  son  los  modos  de  constitución. 
Algunas  veces,  unos  cuantos  individuos  convienen  en 
constituir  una  sociedad,  asumen  ellos  mismos  todas  las 

{a)  Nuestro  Codig-o  de  1885  se  inspira  en  esta  parte  en  princi- 
pios más  liberales  (pie  los  de  la  leg*islaci6n  italiana.  El  nombra- 
miento de  los  administradores  (art.  155)  lo  deja  por  completo  a la 
voluntad  de  los  socios,  y en  cuanto  á su  responsabilidad  determina 
(art.  156)  (pie  es  la  misma  de  los  mandatarios.  Como  no  dicta  reg’la 
alguna  respecto  al  modo  de  hacer  los  nombramientos,  tampoco  lia 
tenido  (pie  prever  los  casos  de  cesación,  reemplazos,  etc.,  que  tan 
detalladamente  determina  la  legislación  italiana. — (N.  T.) 
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acciones,  se  constituyen  legalmente,  y después,  si  lo 
creen  útil,  ceden  total  ó parcialmente  las  acciones  por 
medio  de  una  suscripción  pública.  Pero  esto  no  os  posi- 
ble sino  cuando  se  trata  de  sociedades  que  tienen  su  ca- 
pital relativamente  pequeño.  La  mayor  parte  de  las  ve- 
ces la  formación  de  la  sociedad  ocurre  de  otra  manera. 
Los  iniciadores  redactan  un  proiiframa  que  indique  td 
objeto  de  la  sociedad,  el  capital,  las  cláusulas  juám  ipa- 
les  de  la  escritura  social  ó do  los  estatutos,  ó el  provi'c- 
to  interno  de  la  escritura,  y abren  inmediatamente  la 
suscripción  de  las  acciones,  declarando  que  constit  uirán  1.a 
sociedad  si  dentro  de  un  cierto  tiempo  se  suscribe  el  ca- 
pital necesario.  Las  suscripciones  son  después  recocidas 
del  modo  indicado  en  el  art.  130;  pero  á íin  de  que  se 
pueda  proceder  k la  constitución  de  la  sociedad,  precisa 
que  se  baya  suscrito  todo  el  capital  y se  bayau  des- 
embolsado al  menos  tres  décimas  del  capital  de  cada,  ac- 
ción (á  no  ser  que  se  trate  de  sociedades  de  see^uros, 
pues  para  favorecer  su  desenvolvimiento  se  requi(U’('  tan 
sólo  el  desembolso  de  una  décima),  sit'mpia'  qiu'  (ui  (d 
programa  de  los  promovedores  no  se  baya,  ])r('si*ialo  (d 
desembolso  de  una  suma  mayor  (art.  131).  Y ('s  ju:  to 
que  así  sea,  porque  reconocido  necesario  por  los  mismos 
promovedores  para  la  existencia  de  la  sociedad  un  ca[)i- 
tal  determinado,  sería  peligroso  permitirla  constitución 
antes  de  que  diebo  capital  estuviese  reunido.  Así  lo  dis- 
ponen también  otras  muchas  legislaciones  (u),  micuti'as 
que  el  Código  de  18G5  se  contentaba  con  la  suscripción 
de  4[5  del  caj)iLal.  El  desembolso  de  las  tres  décimas  se 
exige  íi  fin  de  que  baya  alguna  garantía  de  (pie  la  sus(uáp- 
cióii  es  seria  y resulte  de  algún  modo  asegurado  el  crédi- 
to de  la  sociedad.  Lo  que  no  era  posible  con  el  sistema  del 


(a)  La  española  no  dice  ni  una  palabra  acerca  de  esto.—  (N.  T.) 
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Cóílilío  ele  1865,  el  cual  requería  el  desembolso  de  una 
décima,  á no  ser  que  en  el  decreto  de  autorización  se  les 
exigiese  una  cuota  mayor.  Las  demás  legislaciones  re- 
quieren algunas  el  desembolso  del  10  por  100,  otras  el 
(Jel  20,  y finalmente  otras  el  del  25. 

154.  HeunidaSj  pueSj  las  suscnciones  necesarias 
los  suscritores  que  no  han  hecho  aún  el  desembolso  son 
invitados  á hacerlo  dentro  de  un  cierto  término  por  me- 
dio del  correspondiente  aviso  que  ha  de  insertarse  en  la 
Gazzetta  Ufficiale  del  Regno  y en  los  diarios  de  los  anun- 
cios judiciales  del  lugar  donde  se  trate  de  establecer  el 
domicilio  de  la  sociedad.  Transcurrido  inútilmente  este 
término,  los  promovedores  tienen  la  facultad  de  relevar 
á los  suscritores  de  la  obligación  adquirida,  ó de  forzar- 
les al  desembolso.  Si  los  suscritores  quedan  relevados  de 
la  obligación,  no  puede  procederse  á la  constitución  de 
la  sociedad  si  antes  no  se  colocan  nuevamente  las  ac- 
ciones suscritas  por  aquéllos  (art.  132).  Los  desembol- 
sos, para  mayor  garantía  aún  de  los  suscritores,  deben 
hacerse  en  la  Caja  de  Depósitos  ó préstamos,  ó en  un 
instituto  de  crédito  legalmente  constituido,  y no  pueden 
después  entregarse  más  que  á los  administradores;  ó si 
la  sociedad  no  consiguió  constituirse  legalmente,  á los 
que  los  hicieron  (art.  132-133j. 

155.  — Hechos  los  desembolsos,  se  procede  á la  cons- 
titución de  la  sociedad.  A este  efecto  los  promovedores, 
en  los  quince  días  siguientes  al  vencimiento  del  termi- 
no fijado  para  el  desembolso,  á no  ser  que  el  programa 
ó los  estatutos  dispongan  otra  cosa,  deben  convocar  á 
los  suscritores  á una  asamblea  general.  Son  estos  sus- 
critores, ó sus  representantes  y no  otros,  los  que  tienen 
derecho  de  intervenir  en  la  asamblea,  porque  antes  de 
la  constitución  de  la  sociedad  la  ley  prohíbe  á estos  sus- 
cntores  vender  ó ceder  sus  acciones,  y esto  con  la  in- 
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tención  de  evitar  los  daños  que  podrían  sobrevenir  por 
causa  de  los  adquirentes  si  la  sociedad  no  se  constitu- 
yese. Sin  embargo,  no  está  prohibido,  con  objeto  de  ha- 
cer más  fácil  la  adhesión  á la  sociedad,  admitir  un  ter- 
cero sin  agio  ó premio  á la  participación  de  los  derechos 
y obligaciones  que  nacen  de  la  suscrición  hecha  ó por 
hacer  (art.  137). 

La  asamblea  (art.  134); 

1. ®  Reconoce  y aprueba  el  desembolso  de  las  cuotas 
sociales  y el  valor  de  las  cosas  muebles  ó inmuebles 
aportadas,  si  ha  sido  determinado;  si  no  lo  ha  sido,  nom- 
bra uno  ó varios  peritos  para  lijar  su  justo  precio. 

2. ®  Discute  y aprueba  los  estatutos  de  la  sociedad, 
si  no  han  sido  aceptados  al  tiempo  de  la  suscrición. 

3. ^^  Acuerda  sobre  la  reserva  de  participación  en  las 
utilidades  sociales  hecha  en  favor  de  los  propios  promo- 
vedores. 

4. °  Nombra  en  la  sociedad  anónima  los  administra- 
dores, si  no  han  sido  designados  en  el  acto  en  que  se  hi- 
cieron las  suscriciones. 

5. ®  Nombra  los  síndicos. 

Cada  suscritor  tiene  un  voto,  cualquiera  que  sea  el 
número  de  las  acciones  suscritas,  y para  la  validez  de 
las  deliberaciones  se  requiere  la  presencia  de  la  mitad 
de  los  suscritores  y el  consentimiento  de  la  mayoría  ab- 
soluta de  los  presentes  (art.  156,  § 2.^). 

Podría  suceder  que  algunos  de  los  suscritores  no  es- 
tuviesen bastante  enterados  para  deliberar;  en  tal  caso, 
para  asegurar  la  seriedad  de  las  deliberaciones,  la  ley 
les  da  el  derecho  de  pedir  el  aplazamiento  de  la  reunión 
por  tres  días;  si  la  propuesta  es  apoyada  por  tantos  sus- 
critores como  sea  preciso  para  que  constituyan  un  cuarto 
del  capital  representado  en  la  reunión,  el  aplazamiento 
es  de  ley.  Si  se  pidiere  un  término  más  largo,  pero  no 
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major^  de  un  mes,  decide  la  mayoría.  Toda  dilación  ma- 
yor de  un  mes  debe  ser  consentida  por  las  tres  cuartas 
partes  de  los  asistentes  (art.  135).  Cumplido  por  la  asam- 
blea general  cuanto  está  prescrito,  conforme  á la  ley  y á 
la  orden  del  día,  se  procederá  acto  continuo  á la  estipu- 
lación del  acta  de  constitución  de  la  sociedad,  con  el 
concurso  de  los  asistentes,  los  que  representan  á este 
efecto  á los  socios  no  presentes.  Si  no  es  posible  dejar 
terminada  el  acta  de  constitución  en  el  mismo  día,  la 
sesión  puede  continuarse  en  los  días  sucesivos,  sin  inte- 
rrupción (art.  136). 

156. — ¿Cuáles  son  los  derechos  y deberes  de  los  pro- 
movedores? Estos  derechos  y deberes  están  determina- 
dos por  las  mismas  funciones  propias  de  su  condición 
que  son  las  de  procurar  la  constitución  de  la  sociedad. 
La  ley  se  ocupa  en  esto  con  el  principal  objeto  de  ga- 
rantir á los  socios  contra  los  lazos  que  puedan  tenderles 
los  mismos  promovedores  y contra  las  ventajas  excesi- 
vas que  puedan  éstos  haberse  reservado  en  el  contrata 
social.  En  el  período  de  preparación  de  la  sociedad  los 
promovedores  son  responsables  ilimitada  y solidaria- 
mente de  las  obligaciones  que  contraigan  para  consti- 
tuir la  sociedad,  salvo,  como  diremos  en  breve,  el  dere- 
cho á repetir  contra  ésta  si  llega  á constituirse.  Asumen 
á su  cargo  y riesgo  las  consecuencias  de  los  actos  y los 
gastos  necesarios  para  la  constitución  de  la  sociedad;  y 
si  ésta  no  llega  por  cualquier  causa  á constituirse,  no 
pueden  repetir  contra  los  suscritores  de  las  acciones  (ar- 
tículo 126),  debiendo  soportar  las  consecuencias  de  los 
propios  hechos.  Constituida,  pues,  la  sociedad,  tienen 
derecho  los  promovedores  al  reembolso  de  los  gastos  pro- 
ducidos por  causa  de  su  constitución,  siempre  que  se 
trate  de  gastos  necesarios.  No  pudiendo,  sin  embargo, 
conceder  comisiones  á los  que  hubiesen  garantizado  y 
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asumido  la  colocación  de  las  acciones  (art.  127),  lo  que 
ciertamente  parece  un  rigor  excesivo,  no  podrán  tampo- 
co pedir  el  reembolso  de  las  sumas  satisfechas  en  tal 
concepto.  Todavía  más;  los  actos  que  los  promovedores 
hayan  debido  practicar  para  constituir  la  sociedad,  obli- 
garán á ésta,  y los  demás  actos  requerirán  para  ello  la 
aprobación  de  la  asamblea  general  (art.  138). 

La  ley,  como  hemos  dicho,  no  quiere  que  los  promo- 
vedores se  aseguren  ventajas  excesivas,  de  modo  que 
puedan  inducirles  á promover  la  fundación  de  socieda- 
des sin  asegurarse  de  la  bondad  de  la  empresa.  No  pue- 
den, por  consiguiente,  reservarse  en  su  provecho  ningún 
premio,  agio  ó beneficio  particular,  representado  en  cual- 
quier forma  por  adjudicación  de  capital,  por  acciones  ú 
obligaciones  de  favor.  Todo  pacto  en  contrario  es  nulo 
(art.  127,  § 1.®)  Pero  la  razón  de  la  ley  falta  siempre 
que  la  participación,  á más  de  ser  limitada,  deba  sacarse 
de  las  utilidades,  cuya  existencia  revelan  ya  de  por  sí  la 
bondad  de  la  empresa.  Por  eso  pueden  reservarse  una 
participación  no  mayor  de  un  décimo  de  las  utilidades 
netas  de  la  sociedad,  durante  uno  ó varios  ejercicios, 
siempre  que  éstos  no  excedan  del  tercio  de  la  duración 
de  la  sociedad,  y en  todo  caso  no  excedan  de  cinco  años 
de  ejercicio;  pero  no  pueden  estipular  que  el  pago  tenga 
lugar  antes  de  la  aprobación  del  balance  (art.  127)  (a). 


(a)  Todo  este  lujo  de  detalles  del  Codig’o  de  Italia,  respecto  á la 
constitución  de  la  sociedad  y á las  ventajas  que  han  de  concederse 
á los  promovedores,  no  existe  en  el  Código  español,  porque  uno  y 
otro  se  fundan  en  principios  muy  distintos.  El  uno,  el  italiano, 
tiene  un  carácter  tutelar,  protector,  casi  paternal;  el  legislador 
se  ha  inspirado  principalmente  en  el  principio  de  la  desconfian- 
za, y trata  á los  socios  y á los  terceros  como  si  fueran  menores 
de  edad  que  hubieran  de  caer  en  manos  de  tutores  sin  conciencia; 
el  otro,  el  español,  confía  en  que  el  propio  interés  del  accionista 
sabrá  evitar  los  escollos  y peligros  á que  puede  inducirle  el  que 
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157. — El  capital  de  las  sociedades  en  comandita  por 
acciones  y el  de  las  anónimas,  se  divide,  parcialmente 
en  las  primeras,  totalmente  en  las  segundas,  en  acciones 
(si  bien  el  de  estas  últimas,  como  hemos  dicho,  pueden 
también  dividirse  en  cuotas).  La  palabra  acción  tiene  tri- 
ple significado:  puede  de  hecho  indicar  una  de  las  frac- 
ciones en  que  está  dividido  el  capital  social,  el  documen- 
to, ó el  conjunto  de  los  derechos  del  poseedor. 

168. — Bajo  el  primer  aspecto  puede  estar  constituido 
por  cualquier  cosa  que  pueda  aportarse  á la  sociedad; 
pero  que  apenas  trasferida  se  traduce  en  valor  de  accio- 
nes, y tan  sólo  con  arreglo  á éstas  se  miden  los  derechos 
de  los  socios.  Por  eso  precisamente  las  acciones  deben 
ser  de  igual  valor.  Estas  acciones  confieren  á los  posee- 
dores iguales  derechos,  si  no  se  ha  establecido  lo  contra- 
rio en  la  escritura  social,  salvo,  sin  embargo,  como  vere- 
mos más  adelante,  á todo  accionista  el  derecho  de  voto 
en  la  asamblea  general  (art.  164).  La  división  de  las 
acciones  en  fracciones,  admitida  explícitamente  por  otras 
leyes,  debe  presumirse  consentida  por  el  silencio  de  la 
nuestra,  sin  que  pueda  servir  de  obstáculo  lo  dispuesto 
en  el  art.  170,  como  algunos  han  creído  (a).  Se  entiende 
también  que  dividida  una  acción  en  fracciones,  los  posee- 
dores de  las  varias  fracciones  no  podrán  tomar  parte  en 
las  asambleas  generales  sino  delegando  para  represen- 
tarles á uno  de  ellos,  ó también  á un  extraño. 

159. — La  acción  considerada  como  documento  sirve 


trate  de  hacer  negocio  á su  costa,  le  considera  mayor  de  edad  y con 
conocimiento  bastante,  se  inspira  en  el  principio  de  libertad,  siem* 
pre  más  fecundo  que  su  contrario.— (N.  T.j 

I (o)  Art.  170.  Cuando  una  acción  nominativa  llega  á ser  de 
propit^dad  de  varias  personas,  no  estará  obligada  la  sociedad  á ins- 
cribir ui  á reconocer  la  trasferencia  hasta  que  no  hayan  designad# 
M'ibllos  un  solo  titular.— (N.  T.) 
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como  medio  de  prueba  de  la  cualidad  de  accionista, 
cuyo  medio  es  exclusivo  si  la  acción  es  al  portador,  no 
exclusivo  si  es  nominativa,  resultando  también  en  este 
caso  la  cualidad  de  accionista  del  registro  social  en  que 
se  inscribió  al  suscritor  primitivo  ó á los  sucesivos  cesio- 
narios ó herederos  (art.  169).  La  ley  faculta  libremente 
á la  sociedad  para  dar  á las  acciones  la  forma  nominati- 
va ó al  portador;  pero  á fin  de  que  los  suscritores  de  las 
acciones  de  la  sociedad  no  puedan  eximirse  de  hacer  los 
desembolsos  ulteriores,  perjudicando  de  este  modo  la  con- 
dición de  los  acreedores  sociales,  establece  que  las  accio- 
nes no  pagadas  por  entero  deben  siempre  ser  nominati- 
vas, y añade  que  los  suscritores  y los  sucesivos  cesiona- 
rios son  responsables  del  importe  total  de  sus  acciones, 
no  obstante  cualquier  cesión  de  las  mismas  (art.  166). 
Este  sistema  es  también  el  seguido  por  las  leyes  ingle- 
sa, belga  y alemana.  Otras  legislaciones  siguen  en  su  lu- 
gar un  sistema  distinto:  ó limitan  la  responsabilidad  de 
los  suscritores  primitivos,  y de  un  habiente  causa  á un 
cierto  tiempo  y hasta  un  cierto  valor  de  la  acción  (ley 
francesa  y Cód.  ital.,  1865),  ó admiten  la  responsabili- 
dad limitada  ó ilimitada,  según  que  se  trate  de  acciones 
al  portador  ó de  acciones  nominativas  (Código  suizo)  a). 

160. — Nominativamente  ó al  portador,  las  accione» 
deben  contener  (art.  165): 

1. ®  El  nombre  de  la  socie<íad, 

2. ®  La  fecha  de  la  escritura  social  y de  su  publica- 
ción, con  indicación  del  lugar  donde  se  haya  hecho. 

3. ®  El  importe  del  capital  social  y el  numero  y la 
suma  total  de  las  acciones. 

4. ®  La  duración  de  la  sociedad. 


(a)  Entre  estas  últimas  está  el  Qódigo  español,  por  más  qne  di- 
fiere de  la  legislación  suiza  en  el  modo  y manera  de  hacer  efectiva 
la  responsabilidad. — (N.  T.) 
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Deben,  además,  estar  suscritas  por  dos  administra- 
dores, ó por  el  administrador  único. 

161.  — Considerada  desde  el  punto  de  vista  de  los  de- 
rechos del  poseedor,  la  acción  es  una  especie  de  título 
de  crédito  que  confiere  el  derecho  á una  cierta  parte  de 
los  provechos,  y de  ordinario,  aunque  no  siempre,  como 
veremos,  á una  parte  del  capital  social.  Además  de  esto 
confiere  el  derecho  de  voto  en  las  asambleas  generales. 
Pertenecen  á la  especie  de  cosas  declaradas  muebles  por 
la  ley  (art.  418,  Cód.  civ.). 

162.  — Las  acciones  pueden  ser  de  varias  especies; 
se  distinguen  principalmente : Acciones  de  capital^  que 
son  las  más  importantes  y constituyen  el  equivalente  de 
los  desembolsos  hechos;  Acciones  de  goce  ( di  godimento  J, 
que  la  sociedad  emite  en  sustitución  de  las  acciones  de 
capital  que  se  hayan  reembolsado.  En  este  caso,  como  no 
es  justo  que  el  accionista  reembolsado  salga  de  la  socie- 
dad, se  le  da  una  acción  que  se  llama  de  goce,  y que  da 
derecho  tan  sólo  á una  parte  de  las  utilidades,  conser- 
vándole de  este  modo  la  cualidad  de  socio;  Acciones  in- 
dustriales, las  cuales  se  dan  en  equivalencia  de  trabajo, 
privilegios  de  invención,  explotación,  etc.,  que  algunos 
aportan  á la  sociedad  á título  de  cuota  social.  Estas 
acciones  se  llaman  también  no  ^pagaderas,  mientras  que 
las  de  capital  se  llaman  pagaderas ; Acciones  de  prio- 
ridad 6 prelación,  ó sea  las  que  dan  derecho  á la  distribu- 
ción de  las  utilidades,  y algunas  veces  también  á la  del 
capital  con  prioridad  sobre  los  demás  accionistas.  Estas 
acciones,  bastante  usadas  en  Alemania  y áun  en  Francia, 
lo  son  poco  entre  nosotros;  su  validez  jurídica  en  tanto 
que  confiere  un  derecho  de  prelación  áun  en  lo  referente 
al  percibo  del  capital  f ué  objeto  de  controversia,  impug- 
nándose por  algunos  que  se  apoyaban  en  el  principio 
del  art.  1.719,  § II  del  Código  civil,  por  el  que  es  nula 
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la  convención  en  cuja  virtud  los  capitales  ó efectos 
puestos  en  sociedad  por  uno  ó varios  socios  se  declaren 
exentos  de  las  pérdidas.  Acciones  de  fundación  ó de 
joremiOy  que  son  las  que  se  conceden  á los  promovedores 
de  las  sociedades  en  compensación  de  los  trabajos  pres- 
tados. Entre  nosotros  tales  acciones  tropiezan  con  el 
obstáculo  del  ya  citado  art.  127  (^a). 

163. — Los  fondos  de  que  dispone  la  sociedad  pueden 
no  ser  suficientes;  entonces  se  ofrecen  á la  sociedad  dos 
caminos  para  procurarse  los  fondos  que  necesite:  pedir 
que  se  hagan  los  desembolsos  no  efectuados  todavía,  y 
si  ya  lo  hubiesen  sido  todos  aumentar  el  capital , ó re- 
currir al  crédito;  lo  primero  será  procedente  cuando  la 
necesidad  á que  se  trata  de  proveer  haya  de  durar  por 
toda  la  vida  de  la  sociedad;  lo  segundo  procederá  cuan- 
do se  trate  de  necesidades  temporales.  Así,  pues,  cuando 
la  sociedad  recurra  al  crédito,  si  no  se  trata  de  cantida- 
des de  poca  monta,  en  cuyo  caso  puede  contraer  un  prés- 
tamo simple,  se  procurará  los  fondos  entregando  á los 


{a)  En  materia  de  acciones,  la  diferencia  más  notable  que  hemos 
de  señalar  entre  la  legislación  italiana  y la  española  es  la  relativa 
á la  responsabilidad  de  los  suscriptores  de  las  mismas  por  raz<)n  de 
los  desembolsos  pendientes.  El  Código  de  comercio  español  (ar- 
tículo 164)  prescribe,  que  en  todos  los  títulos  de  las  acciones,  ya 
sean  nominativas  ó al  portador,  se  anotará  siempre  la  suma  del  ca- 
pital desembolsado  á cuenta  de  su  valor  nominal,  ó que  están  libe- 
radas. 

Si  las  acciones  son  nominativas,  y han  de  serlo  forzosamente 
hasta  el  desembolso  del  50  por  100  de  su  valor,  responderán  del 
pago  de  lo  no  desembolsado,  solidariamente  y á elección  de  los  ad- 
ministradores de  las  compañías,  el  suscriptor  y todos  los  cesiona- 
rios que  le  hayan  sucedido,  sin  que  contra  esta  responsabilidad  pue- 
da establecerse  pacto  alguno. 

Si  son  al  portador  responderán  de  los  desembolsos  sus  tenedores, 
y si  no  compareciesen  se  anularán  sus  títulos  y se  podrán  expedir 
otros  duplicados  que  s&  enajenarán  á cuenta  y cargo  de  los  tene- 
dores no  presentados.— (N.  T.) 
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que  acudan  en  auxilio  de  la  sociedad,  títulos  nomina- 
tivos ó al  portador,  que  se  llaman  Obligaciones,  Estos 
títulos  son  reembolsables  en  un  cierto  plazo,  y dan  dere- 
cho á un  producto  anual  determinado.  Su  emisión  puede 
hacerse  áun  por  medio  de  pública  suscripción,  y enton- 
ces los  administradores  deben  publicar  un  prospecto  que 

indique  (art.  173): 

El  nombre,  objeto  y domicilio  de  la  sociedad. 

2. ®  El  capital  social. 

3. ®  La  fecha  de  la  escritura  social  y de  los  que  han 
introducido  cambios  en  las  mismas  ó en  los  estatutos,  y 
la  fecha  de  su  publicación. 

4. ^  El  estado  de  la  sociedad  según  el  último  balance 
aprobado. 

5. ®  El  importe  total  de  las  obligaciones  que  se  quie- 
ren emitir  y el  de  las  ya  emitidas,  el  modo  de  hacer  el 
pago,  el  de  su  reembolso  y el  del  valor  nominal  de  cada 
una,  indicando  el  interés  que  produzcan,  y si  son  nomi- 
nativas ó al  portador. 

6. ^  La  fecha  en  que  se  publicó  el  acuerdo  de  la 
asamblea  que  aprobó  la  emisión. 

164. — Las  legislaciones  modernas  dictan  además,  so- 
bre este  tema  de  las  obligaciones,  reglas  especiales  en 
interés  de  los  terceros  y de  los  acreedores  sociales.  La 
ley  italiana  establece: 

1.®  Que  la  emisión  de  las  obligaciones,  que  puede 
hacerse,  áun  cuando  el  capital  no  se  haya  desembolsado 
por  entero,  porque  áun  entonces  pueden  presentarse  ne- 
cesidades temporales,  no  puede  exceder  de  la  suma  que 
importa  el  capital  desembolsado  y todavía  existente,  se- 
gún el  último  balance  aprobado;  salvo  que  la  excedencia 
esté  garantizada  con  títulos  nominativos  de  la  Deuda 
del  Estado,  de  las  provincias  ó de  los  municipios,  que 
tengan  vencimiento  equivalente  y se  depositen  en  las 
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Cajas  de  Depósitos  6 préstamos  para  quedar  allí  hasta 
la  extinción  de  las  obligaciones  emitidas  (art.  171). 

2.®  Que  la  emisión,  áun  cuando  estuviera  prevista  en 
la  escritura  social  ó en  los  estatutos,  no  pueda  hacerse 
sin  acuerdo  de  la  asamblea  general  tomado  por  mayoría 
en  la  forma  prevenida  en  la  primera  parte  del  art.  158. 

Si  la  emisión  se  hace  por  suscripción  pública,  su 
acuerdo,  juntamente  con  la  minuta  del  prospecto  indi- 
cado en  el  art.  173,  deberá  depositarse  en  el  tribunal,  á 
fin  de  que  éste  pueda  cerciorarse  del  cumplimiento  legal 
de  las  condiciones  requeridas  al  efecto  por  la  ley.  En  el 
caso  en  que  la  emisión  se  haga  por  una  suma  excedente 
del  capital  desembolsado  y áun  existente,  se  depositará 
juntamente  con  el  acuerdo  y la  minuta  del  prospecto,  el 
documento  comprobante  de  haberse  hecho  el  depósito 
de  los  títulos  que  deben  garantir  el  exceso.  El  acuerdo 
de  la  asamblea  no  puede  ejecutarse  sino  después  de 
transcrito  en  el  registro  de  la  sociedad  (art.  172). 

La  naturaleza  misma  de  las  obligaciones  explica 
cómo  sus  poseedores  no  deben  tener  derecho  de  inge- 
rirse en  la  administración  de  la  sociedad;  según  algunas 
legislaciones,  pueden,  sin  embargo,  inspeccionar  el  em- 
pleo de  sus  capitales,  y áun  tener  voto  consultivo  en  las 
asambleas  generales  (a). 

165. — El  capital  de  las  sociedades  por  acciones  puede 
llegar  á disminuir,  por  hacerse  difícil  ó imposible  la 
conservación  del  objeto  social  y poner  en  peligro  los  in- 


(a)  De  las  obligaciones  que  pueden  emitir  las  compañías  no  ha- 
bla en  general  nuestro  Código,  conteniendo  tan  sólo  algunas  reglas 
peculiares  á las  sociedades  de  crédito  (art.  176),  de  ferrocarriles  y 
demás  obras  públicas  (arts.  186,  187),  y bancos  de  crédito  territo- 
rial (arts.  201,  207,  208),  reglas  escasas  además  y que  revelan  que 
el  legislador  español  no  ha  concedido  importancia,  á asunto  tan  in- 
teresante como  éste.~(ISr.  T.) 
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tcresGS  de  los  torcGros,  los  cuales  no  tienen  otra  garan- 
tía que  el  capital  con  que  se  constituyó  la  sociedad;  sí 
que  es  cierto  que  en  la  comanditaria  por  acciones  hay 
ademas  la  garantía  personal  del  socio  ó de  los  socios 
comanditarios^  pero  esto  es  poca  cosa,  importando  mu- 
cho más,  como  hemos  dicho,  en  esta  forma  de  sociedad 
el  elemento  capital.  Por  todo  esto  las  legislaciones  se 
ocupan  en  ello,  y nuestro  Código  también  impone  á los 
administradores  para  el  caso  en  que  el  capital  haya  dis- 
minuido en  un  tercio,  la  obligación  de  consultar  á los 
socios  si  quieren  reintegrarlo,  reducirlo  á la  suma  que 
quede,  ó disolver  la  sociedad.  Si  la  disminución  llega  á 
los  dos  tercios  del  capital,  la  disolución  procede  de  dere- 
cho, si  la  asamblea  de  los  socios  consultada  el  efecto  no 
acuerda  reintegrarlo  ó reducirlo  al  caqital  efectivo  res- 
tante (art.  146).  Para  este  acuerdo  se  requiere  una  ma- 
yoría especial,  y además,  los  socios  disidentes,  si  se  hu- 
biere acordado  el  reintegro  ó el  aumento  del  capital, 
pueden  rescindir  su  contrato  con  la  sociedad  (art.  158), 
salvo,  sin  embargo,  lo  que  hemos  dicho  respecto  á la 
publicidad  de  estos  acuerdos  (a). 

(a)  En  nuestro  dereclio  sólo  la  pérdida  entera  del  capital  sera 
motivo  de  disolución  de  la  compañía  (art.  221);  las  pérdidas  parcia- 
les ó reducciones  efectivas  pueden  ser  motivo  determinante  de  que 
la  sociedad  en  la  forma  y modo  que  determinen  sus  estatutos,  o la 
escritura  social  (art.  168),  pero  en  junta  general  extraordinaria 
reunida  al  efecto,  acuerde  la  reducción  nominal.  A esta  junta  ha- 
brán, por  lo  menos,  de  concurrir  las  dos  terceras  partes  de  socios,  y 
habrán  de  estar  representadas  por  ellas  las  dos  terceras  partes  del 
valor  nominal  del  capital. 

La  reducción  acordada  podrá  cumplirse  desde  luego  si  el  capital 
efectivo  restante,  después  de  hecha,  excede  en  75  por  100  del  im- 
porte de  las  deudas  y obligaciones  de  la  compañía.  En  otro  caso  no 
podrá  hacerse  hasta  que  se  liquiden  y paguen  todas  las  deudas  y 
obligaciones  pendientes  á la  fecha  del  acuerdo,  á no  ser  que  la 
compañía  obtuviere  el  consentimiento  previo  de  sus  acreedores. 

Para  la  ejecución  de  esto,  los  administradores  presentarán  al 
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166. — Hemos  expuesto  ya  como  respecto  al  nombra- 
miento y sustitución  de  los  administradores,  cada  una  de 
estas  dos  formas  de  sociedad  tiene  normas  particulares; 
abora  vamos  á exponer  las  reglas  que  se  refieren  espe- 
cialmente á los  modos  de  administrar,  así  como  las  que 
se  refieren  a los  derechos,  obligaciones  y responsabilidad 
de  los  administradores,  reglas  que  son  comunes  á en- 
trambas formas  de  sociedad. 


órganos  administrativos  de  la  sociedad  ¡)or  acciones, 
son  pues:  a),  los  administradores  y los  directores;  h),  las 
asambleas  generales;  c),  los  síndicos. 

167. — a'. — Los  administradores,  de  cualquier  modo 
que  hayan  sido  nombrados,  deben  notificar  su  nombra- 
miento á la  secretaría  del  tribunal  en  cuya  jurisdicción 
esté  establecido  el  domicilio  de  la  sociedad,  dentro  do 
los  tres  días  siguientes  á haber  tenido  noticia  de  dicho 
nombramiento,  en  documento  inscrito  por  ellos  á pre- 
sencia del  secretario  del  tribunal,  ó de  otra  manera  en 
forma  auténtica.  Deben  también  hacerse  entregar  por 
los  promovedores  todas  las  actas  y documentos  referen- 
tes á la  constitución  de  la  sociedad  (art.  L19).  Adcmiás 
de  los  libros  prescritos  á todo  comerciante,  los  adminis- 
tradores de  las  sociedades  deben  tener  (art.  140): 

1.®  El  libro  de  los  socios,  en  el  que  debe  inscribirse 
el  nombre  y apellido,  ó la  firma,  y el  domicilio  de  los  so- 
cios ó de  los  suscriptores  de  acciones,  y los  desembolsos 
hechos  sobre  la  cuota  ó sobre  las  acciones,  tanto  res[H‘c- 
to  al  capital  primitivo,  cuanto  respecto  á todos  los 
aumentos  sucesivos,  y debe  contener  la  declaración  de 


juez  ó tribunal  un  inventario,  (m  el  que  so  aprciciaráii  los  valoi-es 
en  cartera,  el  tipo  medio  d(í  cotización  del  último  tririK'síro  y los 
inmuebles  por  la  capitalización  do  sus  productos,  según  el  interés 
legal.— (N.  T.) 
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cesión  de  las  cuotas  ó de  las  acciones  nominativas,  según 
las  disposiciones  del  art,  169. 

2. ®  El  libro  de  las  reuniones  y de  los  acuerdos  de  las 
asambleas  generales,  cuando  las  actas  de  las  sesiones  no 
consten  en  documento  público,  y en  este  caso  las  copias 
de  ellos. 

3. "^  El  libro  de  las  reuniones  y de  los  acuerdos  de  los 
administradores,  cuando  la  sociedad  tenga  varios  admi- 
nistradores. 

Los  libros  indicados  en  los  números  1.®  y 2.%  debe 
permitirse  que  sean  examinados  por  los  socios.  Del  con- 
tenido del  libro  de  las  acciones  y desembolsos  becbos, 
deben,  á petición  de  los  socios  que  lo  deseen,  expedirse 
certificaciones,  pero  á sus  expensas  (art.  142). 

No  pueden  adquirir  por  cuenta  de  la  sociedad  las 
acciones,  más  que  en  el  caso  de  que  la  adquisición  se 
baya  autorizado  por  la  asamblea  general,  y siempre  que 
se  baga  con  sumas  retenidas  á este  efecto  de  las  utilida- 
des regularmente  percibidas  y estén  las  acciones  libera- 
das por  entero,  porque  de  otra  manera  estas  adquisicio- 
nes se  resuelven  en  una  disminución  del  capital  social, 
y podrían  hacerse  con  objeto  de  influir  en  la  cotización 
de  las  mismas.  No  pueden  tampoco  prestar  sobre  sus 
acciones,  porque  la  garantía  sería  ilusoria,  por  cuanto 
sería  una  garantía  que  se  daba  la  sociedad  á sí  mis- 
ma (a). 


(a)  El  Código  español  exige  los  mismos  libros  que  el  italiano 
(art.  33,  último  párrafo,  162),  pues  áun  cuando  el  segundo  no  se 
llame  libro  de  socios,  sino  de  acciones,  como  en  él  no  se  han  de  ins- 
cribir otras  acciones  que  las  nominativas  j sus  respectivas  trans- 
ferencias, es  claro  y evidente  que  se  trata  de  un  mismo  libro. 

En  cuanto  á la  compra  de  las  acciones  hechas  por  la  sociedad 
(art.  166),  y en  cuanto  á los  préstamos  con  garantía  de  las  propias 
acciones  (art.  167),  disponen  lo  mismo  ambos  códigos. — (1^.  T.) 


DERECHO  MERCANTIL 


207 


168.  — Los  poderes  de  los  admÍDÍstradores,  si  no  están 
determinados  en  el  acta  de  constitución  6 en  los  estatu- 
tos, comprenden  todos  los  actos  pertenecientes  y necesa- 
rios al  ejercicio  del  comercio  por  la  sociedad,  incluso  el 
nombramiento  de  todos  los  empleados  de  la  misma  (ar- 
tículo 143),  y tienen  mucha  semejanza  con  las  de  los 
factores  respecto  al  principal. 

Si  son  varios  los  administradores,  se  requiere  para 
la  validez  de  sus  acuerdos  la  presencia,  por  lo  menos,  de 
la  mitad  de  ellos,  á no  ser  que  la  escritura  social  exija 
mayor  número  (art.  141).  Sin  embarco,  el  administra- 
dor, que  en  una  determinada  operación,  tiene  en  su 
propio  nombre  j como  representante  de  otro,  intereses 
contrarios  á los  de  la  sociedad,  debe  ponerlo  en  conoci- 
miento de  los  demás  administradores  y de  los  síndicos, 
j abstenerse  de  tomar  acuerdo  y de  deliberar  en  lo  refe- 
rente á dicha  operación.  En  este  caso,  así  como  también 
en  el  caso  en  que  el  administrador,  exento  de  culpa, 
haya  hecho  constar  su  disentimiento,  cuando  el  acuerdo 
no  se  haya  aprobado  por  los  síndicos,  solamente  serán 
responsables  de  las  pérdidas  que  por  ello  sufra  la  socie- 
dad los  administradores  que  hayan  adoptado  el  acuer- 
do (art.  lóO). 

169.  — La  responsabilidad  de  los  administradores  es 
doble;  esto  es,  como  mandatarios,  y como  majj^istrados 
sociales,  á los  que  la  ley  impone  la  obligación  de  procu- 
rar el  cumplimiento  de  las  disposiciones  dictadas  por 
ella,  y de  las  que  se  contienen  en  la  escritura  social  y 
en  los  estatutos  de  la  sociedad.  Como  mandatarios  res- 
ponden los  administradores  del  exacto  cumplimiento  de 
su  cometido,  es  decir,  del  dolo  y de  la  culpa  que  les  sean 
imputables.  Como  magistrados  sociales  los  administra- 
dores son  solidariamente  responsables  para  con  los  so- 
cios y los  terceros  (art.  147). 
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1. ®  De  la  verdad  de  los  desembolsos  hechos  por  los 
socios. 

2. ^  De  la  existencia  real  de  los  dividendos  pagados. 

3. ®  De  la  existencia  de  los  libros  exigidos  por  la  ley 
y de  su  regularidad  en  el  modo  de  llevarlos. 

4. ^  Del  exacto  cumplimiento  de  los  acuerdos  de  las 
asambleas  generales. 

5. ^  Y en  general  de  la  exacta  observancia  de  los  de~ 
beres  que  les  impone  la  ley;  la  escritura  social  y los  es- 
tatutos que  no  sean  propios  exclusivamente  de  un  cargo 
determinado  y personal,  en  cuyo  caso  responde  tan  sólo 
aquel  á quien  incumba  semejante  cargo. 

Consecuencia  de  todo  género  de  responsabilidad  es 
el  resarcimiento  de  los  daños;  y á más  las  sanciones  pe- 
nales en  que  incurran  á tenor  de  los  artículos  247  y si- 
guientes. 

170. — A fin  de  que  la  responsabilidad  de  los  admi- 
nistradores sea  realmente  eficaz,  es  necesario  que  las 
acciones  que  la  ley  da  contra  ellos  puedan  ejercitarse  fá- 
cilmente. Hay  á este  propósito  dos  intereses  encontra- 
dos: por  un  lado  el  interés  social  exige  que  la  minoría  no 
perturbe  en  cualquier  momento  la  administración;  por 
otro  el  interés  de  la  justicia  requiere  que  se  provea  á 
ello.  La  legislación  precedente  proveía  por  medio  de  una 
acción  administrativa  que  se  ejercitaba  por  los  inspecto- 
res provinciales.  El  Código  vigente  provee  dando  á los 
socios  contra  los  administradores  una  acción  adminis- 
trativa y una  acción  judicial.  Con  la  primera  de  estas 
acciones  todo  socio  tiene  derecho  á denunciar  á los  sín- 
dicos los  hechos  que  repute  censurables,  y éstos  deben 
dar  cuenta  de  las  denuncias  recibidas  en  sus  informes  a 
las  asambleas.  Si  los  socios  reclamantes  representan  al 
menos  una  décima  parte  del  capital  social,  y los  sín- 
dicos entienden  que  la  reclamación  es  fundada  y urgen- 
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te,  deben  éstos  convocar  ininediataniente  la,  asamblea 
general,  y de  no  ser  así,  dejarlo  para  la  asamblea,  más 
próxima;  en  ambos  casos  la  asamblea  debe  tomar  un 
acuerdo  respecto  á la  reclamación.  En  cnanto  á la  acción 
judicial  contra  los  administradores,  compete  en  [>rim('r 
lugar  á la  asamblea  general  que  la  ejercite  por  imnlio  d<‘ 
los  síndicos,  y si  se  trata  de  graves  irregularidades,  los 
socios  mismos,  siempre  que  éstos  representen  por  lo  im'- 
nos  una  octava  parte  del  capital.  Estos  socios  [)U(Mlen 
denunciar  los  liechos  al  tribunal,  quien  puede  oinhuiar 
la  inspección  de  los  libros  sociales,  y visto  el  ri'sultado 
de  esta  inspección,  ordenar  también  la  convocación  de  la 
asamblea  general  (arts.  152,  I5d).  Finalmente,  tratiin- 
dose  de  violaciones  del  acta  de  constitución,  do  los  esta- 
tutos ó de  la  ley,  las  acciones  judiciales  podrían,  según 
algunos,  ejercitarse  contra  los  administradores  aun  [)or 
los  mismos  socios  particularmente  (art.  117);  pero  la 
opinión  más  admitida  no  concede  estas  acciones  sino  á 
la  asamblea  general. 

171. — De  la  separación  de  los  administi  adorcís  ya  he- 
mos hablado  á propósito  de  cada  una  de  las  socifMl:id<;s 
por  acciones;  aquí  diremos  tan  sólo,  que  todo  adminis- 
trador, como  también  todo  síndico  ó ]’epr(‘sentante  de  la 
sociedad,  cesa  de  derecho  en  su  cargo  y debe  ser  reem- 
plazado, si  ha  sido  declarado  en  quiebra,  incapacitado  o 
inhabilitado,  ó si  es  condenado  á pena  aflictiva  por  cmtl- 
quier  delito,  ó á pena  correccional  por  delito  de  corrup- 
ción, falsedad,  hurto  ó estafa  (art.  151). 

172. — Cuando  la  sociedad  tiene  gran  desarrollo  y re- 
quiere el  trabajo  continuo  d(3  una  persona,  se  suele,  á 
más  de  los  administradores,  nombrar  un  director,  al  cual 
se  confía  la  parte  ejecutiva  de  las  operaciones  sociales, 
y consiguientemente  la  relativa  representación  de  la  so- 
ciedad. El  director  puede  ser  nombrado  en  los  estatutos. 
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h.  escritura  social,  6 por  la  asamblea^¡^¡í¡]~r 
bien  por  los  mismos  administradores.  Sus  atribueio^”"' 
.•muido  no  han  sido  particularmente  determinadas  s ’ 
lioren  á los  negocios  ordinarios,  ó,  como  dice  la  hr(Z' 
tícnlo  148)  á la  parte  ejecutiva  de  las  operaciones  socia' 
los.  Estos,  lo  mismo  que  los  administradores,  son  doble' 
mente  responsables  para  con  los  socios  y para  con  los' 

torceros,  ó sea  como  mandatarios  y como  magistrados  so- 
dales  (art.  148)  (a). 


173.  ?>).  Las  asambleas  generales  constituyen  el  po- 

der supremo  de  la  sociedad.  Son  ordinarias  y extraordi- 
narias (art.  154). 

La  asamblea  ordinaria  se  reúne  á lo  menos  una  vez 
al  año,  dentro  de  los  tres  meses  siguientes  á la  termina- 
ción del  ejercicio  social;  esta  asamblea  debe,  á más  de 
los  asuntos  que  haya  de  tratar,  poner  á la  orden  del  día: 

1, ^  La  discusión,  aprobación  ó modificación  del  ba- 
lance, oído  el  informe  de  los  síndicos. 

2. ^  La  sustitución  de  los  administradores  que  cesen 


en  sus  cargos. 

3.^  El  nombramiento  de  los  síndicos. 

4 o El  determinar  la  retribución  de  los  administra- 
doras y de  los  síndicos  si  no  se  ha  establecido  en  la  es- 

Tritura  de  constitución. 

La  asamblea  extraordinaria  se  reúne 

necesario  6 se  haya  pedido  P-Jan  ^ ^ 
senten,  por  lo  menos  el  quinto  de  P 

(a)  La  responsabilidad  de  los  modo  concreto 

reci  ores  s..  .lotormina  en  nnestro  y 

y (1<!Í, aliado,  sino  por  razón  de  su  respectivamente  le® 

arre>,4o  á los  túrminos  del  mandami  ^ estatutos, 

huya  dado  la  so.dodad,  ya  en  responsabilidad 

ya  |..,r  a.m.n'dos  posteriores  de  a exige  el  Codig» 

<l<í  magistrados  sociales 
i1  aliutio.  — ( N.  '1\) 
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tículo  159).  Las  asambleas  son  convocadas  por  los  admi- 
nistradores; excepción  al  mente  por  los  síndicos  (art.  152) 
^ por  el  tribunal  (art.  158b  Tienen  derecho  de  interve- 
nir en  ellas  todos  los  socios,  sin  que  pueda  establecerse 
lo  contrario  en  la  escritura  de  constitución  (art.  104). 
Los  socios  pueden  también  hacerse  representar  por  man- 
datarios, sean  ó no  socios:  pero  el  ejercicio  de  este  dere- 
cho puede  limitarse  en  los  estatutos  ó en  la  escritura  de 
constitución.  Los  administradores  no  pueden  ser  man- 
datarios (art.  lOOi,  y no  pueden  dar  su  voto  en  la  apro- 
bación de  los  balances  ni  en  los  acuerdos  referentes  á su 
responsabilidad  (art.  161).  Para  que  la  asamblea  pueda 
acordar  es  necesaria  la  presencia  de  tantos  socios  que 
representen  al  menos  la  mitad  del  capital  social.  Los 
acuerdos  se  toman  por  mayoría  de  votos.  Todo  accionis- 
ta tiene  un  solo  voto  hasta  cinco  acciones.  El  accionista 
que  posea  más  de  cinco  y menos  de  100,  tiene  un  voto 
por  cada  cinco  acciones;  si  pasan  de  100,  tiene  sobre  los 
votos  correspondientes  á los  100  uno  más  por  cada  25. 
Ed  la  escritura  de  constitución  ó en  los  estatutos  pue- 
den derogarse  estas  disposiciones  (art.  157),  salvo,  sin 
embargo,  el  derecho  de  voto  á todo  accionista.  Si  una 
asamblea  no  es  válida  por  falta  de  número,  ¡niede  con- 
vocarse segunda  vez,  y entonces  puede  acordar  sobre  los 
asuntos  sometidos  á la  primera,  sea  cualquiera  la  2:>arte 
de  capital  que  representen  los  socios  reunidos.  Si  el  día 
para  la  asamblea  segunda  vez  convocada  no  se  ha  indi- 
cado en  el  aviso  publicado  2>ara  la  primera,  el  termino  de 
quince  días  de  anticÍ2)ación  con  que  debe  publicarse  di- 
cho aviso,  según  lo  dispuesto  en  el  art.  loo,  puede  redu- 
cirse á ocho. 

174. — Hemos  visto  cuál  es,  de  ordinario,  la  mayoría 
requerida  para  la  validez  de  los  acuerdos  de  la  asamblea 
general.  Añadamos  ahora  que  hay  acuerdos  de  tal  natu- 
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rn.l07,a  que,  por  razón  de  su  importancia,  requieren  regu- 
larmente una  mayoría  especial  (art.  158).  Cuando  á este 
efecto  no  dispongan  otra  cosa  la  escritura  de  constitu 
ción  ó los  estatutos,  será  siempre  ■ necesaria  la  presencia 
de  un  mimero  de  socios  que  representen  las  tres  cuartas 
partes  del  capital  social,  y el  voto  favorable  de  los  socios 
asistentes  que  representen,  por  lo  menos,  la  mitad  de 
dicho  capital  para  acordar: 

1.^  La  disolución  anticipada  de  la  sociedad. 

La  prórroga  de  su  duración. 

La  fusión  con  otras  sociedades. 

La  reducción  del  capital  social. 

La  reintegración  ó el  aumento  de  dicho  capital. 
El  cambio  de  objeto  de  la  sociedad. 

Cualquier  otra  modificación  de  la  escritura  de 

t 

constitución. 

Esta  misma  mayoría  se  requiere  también  en  los  casos 
indicados  en  los  artículos  119^  172  y 210  (a). 

175. — Los  acuerdos  tomados  por  las  asambleas  gene- 
rales dentro  de  los  límites  de  la  escritura  de  constitu- 
ción, de  los  estatutos  ó de  la  ley,  son  obligatorios  para 


o o 


3. ^ 

4. ^ 

5. ^ 

6. ^ 
7.^ 


todos  los  socios,  aunque  no  hayan  asistido  ó fueren  disi- 
dentes. No  debe  ser  lícito  á la  mayoría  obligar  á la  mi- 
noría a consentir  acuerdos  que  modifiquen  las  bases  fun- 
damentales del  contrato  social.  De  aquí  que  los  socios 
disidentes  de  los  acuerdos  relativos  a la  fusión  de  la 
sociedad,  reintegro  ó aumento  de  capital,  cambio  de  ob- 
jeto de  la  sociedad  y prórroga  de  la  misma,  si  no  esta 
autorizada  en  la  escritura  de  constitución,  tienen  dere- 
cho á rescindir  su  compromiso  con  la  sociedad  y a obte- 


(a)  Se  refieren  éstos  á la  separación  de  los  administradores  en 
las  comanditarias  por  acciones,  á la  emisión  de  oblig'aciones, 
nombramiento  de  liquidadores  en  el  caso  de  disolución  de  la  socie 
dad.— (N.  T.) 
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ner  el  reembolso  de  sus  cuotas  ó acciones,  en  proporción 
al  activo  social,  según  el  último  balance  aprobado  (ar- 
tículos 163  j 158).  La  rescisión  debe  pedirse  por  los  que 
asistieron  ú la  asamblea  en  las  veinticuatro  horas  si- 
guientes á la  clausura  de  la  misma,  j por  los  demás  so- 
cios, dentro  del  mes  siguiente  á la  publicación  del  acuer- 
do en  los  periódicos  de  anuncios  judiciales,  bajo  pena  de 
caducidad. 


Por  último,  si  el  acuerdo  fuese  manitiestamente  con- 
trario á la  escritura  de  constitución,  á los  estatutos  ó á 
la  lej,  podrían  todos  los  socios  oponerse  á el,  y el  presi- 
dente del  tribunal,  oídos  los  administradores  y los  sín- 
dicos, podría  suspender  la  ejecución,  mediante  providen- 
cia que  se  notificará  á los  administradores  (a). 

176. — c)  Hablemos  ahora  de  los  síndicos. 

Los  accionistas,  particularmente  ó en  asamblea  ge- 
neral, difícilmente  pueden  ejercer  una  vigilancia  eficaz 
sobre  la  conducta  de  los  administradores;  por  esto  es 
por  lo  que  varias  legislaciones  crean  autoridades  ó car- 
gos especiales  destinados  á esta  vigilancia.  Bajo  el  im- 
perio del  ya  derogado  Código,  la  vigilancia  sobre  las  so- 
ciedades se  confiaba  á una  oficina  provincial  de  inspec- 
ción, compuesta  del  prefecto  y de  dos  miembros  rdegi- 
dos,  todos  los  bienios  por  la  Cámara  de  Comercio  (Real 
decreto  5 Septiembre  186Í),  en  sustitución  del  de  27 
Mayo  1866),  pero  el  Código  vigente  prefiere  sabiamente 
confiar  el  cargo  de  vigilar  á magistrados  especiales,  lla- 


(a)  La  reuni<m  de  lan  juntas  generales,  ordinarias  y f^xtraordi- 
narias  y el  modo  y forma  de  contar  y constituir  la  mayoría  de.  lan 
mismaH,  se  determinará  en  la  escritura  de  constituci<>u  (art.  lol, 
Cód.  com.e.sp.)  La  ley  sólo  especiñca  la  necesidad  de  convocar  junta 
general  extraordinaria,  y el  modo  y forma  de  constituir  mayoría  en 
«lia  8Í  se  trata  de  la  reducción  ó aumento  de  capital  social  (artícu- 
lo 168).  (Véase  la  nota  ¿/de  la  pág.  175;.— (N.  T.) 
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inados  síndicos,  nombrados  por  ios  mismos  accionistas^, 
como  salvo  diferencias  de  forma,  se  practicaba  ya  en 
otras  legislaciones.  A este  efecto,  se  dispone  que  en  toda 
asamblea  ordinaria  y en  la  que  procede  la  constitución 
de  la  sociedad,  se  deban  nombrar  tres  ó cinco  síndicos 
y dos  suplentes  para  la  vigilancia  de  las  operaciones  so-^ 
ciales  y para  la  revisión  del  balance. 

Los  síndicos  pueden  ser  ó no  socios,  retribuidos  ó 
gratuitos.  No  son  elegibles  ó pierden  sus  cargos  los  pa- 
rientes y afines  de  los  administradores,  hasta  el  cuarto 
grado  de  consanguinidad  ó de  afinidad.  En  caso  de  muer- 
te, renuncia,  quiebra  ó separación  de  alguno  de  los  sín- 
dicos, entrarán  á sustituirlos  los  suplentes,  por  orden  de^ 
edad.  Si  éstos  no  bastaran  para  completar  el  número,, 
los  síndicos  que  queden  llamarán  en  sustitución  de  los 
que  falten  á otras  personas,  que  desempeñarán  su  cargo 
hasta  la  reunión  de  la  próxima  asamblea  general  (ar- 
tículo 183). 

177. — Los  síndicos  deben  (art.  184): 

1. "^  Eijar,  de  acuerdo  con  los  administradores  de  la 
sociedad,  la  forma  de  los  balances  y de  los  estados  de  la 
situación  de  las  acciones. 

2. ^  Examinar  al  menos  todos  los  trimestres  los  libros 
de  la  sociedad,  para  conocer  las  operaciones  sociales  y 
comprobar  la  bondad  del  modo  de  llevarlos. 

3. ^  Hacer  con  frecuencia  y de  improviso  arqueos  de 

Caja,  cuando  menos  cada  tres  meses. 

4. ®  Reconocer  una  vez  al  menos  todos  los  meses,  con 
arreglo  á lo  que  arrojen  los  libros  de  la  sociedad,  la  exis- 
tencia de  los  títulos  ó valores  de  toda  especie  que  esten 
depositados,  en  prenda,  caución  ó custodia  en  poder  de 
la  sociedad. 

ó.®  Comprobar  el  cumplimiento  de  las  disposiciones, 
de  la  escritura  de  constitución  y de  los  estatutos  refe^ 
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rentos  Á las  condieiouos  establecidas  para  la  iuterven- 
cibii  vie  Iv^s  socios  en  las  asambleas. 

Revisar  el  bal.ance  e interinar  sobre  el  mismo  en 
el  termino  marcado  en  los  arts.  v 1 Ttb 

, ^ icilar  las  operaciones  de  la  livpiidacion. 

S.'  on vocar.  a j ust a ndv'^se  a las  réjalas  esíabli\’idas  en 
el  avt.  loo.  a la  asamblea  extraordinaria  v también  a la 
orviinaria.  en  los  casos  de  omisión  por  parte  de  los  admi- 
nistradores. 

Intervenir  en  todas  las  asambleas  ‘renerales. 

10.  Y en  general  velar  por  qne  los  administradores 
cumplan  lo  dispuesto  en  la  lev.  la  escritura  vle  eonstitn- 
cidn  V los  estatutos. 

Los  síndicos  pueden  asistir  á las  reuniones  de  los  ad- 
ministradores j hacer  inscribir  en  la  orden  dcl  día  de 
esta  reunión,  j en  la  de  las  asambleas  ordinarias  y ex- 
traordinarias. las  proposiciones  que  crean  oportunas. 
Son  responsables  para  con  los  socios  del  exacto  cumpli- 
miento de  las  obligaciones  de  su  cargo,  pero  no  para  con 
los  terceros;  en  general  el  art.  ISo  declara  que  la.  exítm- 
sióu  y los  efectos  de  la  responsabilidad  de  los  síndicos 
se  determinan  por  las  reglas  del  mandato  [a). 

178. — Para  acabar  do  exponer  la  doctrina  relativa  á 


(d ’ Anu  cuauilo  los  socios  pueclon  acordar  la  creación  del  oon- 
sejo  de  vitrilaueia  que  constituyen  los  síndicos  on  el  dereolio  italia- 
no. y aun  otros  medios  más  eticaees  para  que  sus  iiitoresos  no  pa- 
dezcan en  manos  de  administradores  poco  celosos,  ó lo  (jin'  es  peor^ 
poco  escrupulosos,  hubiera  sido  preferible  que  nuestro  Cónlifro  de 
comercio,  inspirándose  en  éste  ó en  otro  cualquiera  de  los  varios 
Códigos  extranjeros  que  dispoueu  otro  tanto,  hubiera  importado 
esta  institución  v la  hubiera  dado  carta  de  naturaleza  entre  las  ne- 
cesariaá  para  el  régimen  regular  de  las  sociedades  por  acciom's.  Ha 
preferido,  sin  embargo,  abandonar  ésta  como  otras  muchas  cosas  al 
cuidado  de  los  socios,  por  creer  que  así  aseguraba  más  el  principio 
de  libertad,  lo  cual  no  es  cierto,  por  desgracia,  muchas  veces. — 
(K.  T.) 
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las  sociedades  por  acciones,  restaños  por  decir  algo  res- 
pecto al  balance.  El  balance  es  elemento  imprescindible 
de  toda  casa  de  comercio;  mayor  importancia  tiene  tra- 
tándose de  sociedades,  y más  aún  todavía  tratándose  de 
sociedades  por  acciones,  ya  porque  la  sociedad  debe  dar 
cuenta  á los  socios  del  estado  de  sus  negocios,  ya  porque 
del  balance  resultan  las  utilidades  ganadas  durante  el 
ejercicio,  ya,  finalmente,  por  el  interés  mismo  de  los  ter- 
ceros, que  pueden  conocer  por  el  balance  las  condicio- 
nes de  la  sociedad  y el  crédito  que  pueden  concederla. 
El  balance,  como  hemos  dicho,  debe  ser  discutido  y 
aprobado  por  la  asamblea  general  ordinaria.  A este  efec- 
to, el  proyecto  del  mismo  se  presentará  por  los  adminis- 
tradores á los  síndicos  un  mes  antes  del  día  fijado  para 
la  asamblea  general  que  debe  discutirlo,  debiendo  indi- 
car el  capital  social  realmente  existente,  la  suma  de  los 
desembolsos  efectuados  y de  los  por  efectuar,  y demos- 
trar además  las  utilidades  realmente  conseguidas  y las 
pérdidas  sufridas  (art.  176).  Los  síndicos,  con  la  relación 
que  contenga  el  resaltado  del  examen  del  balance  y de 
la  marcha  de  la  administración,  deben  presentar  sus  ob- 
servaciones y propuestas  respecto  á la  aprobación  del 
balance  ó á las  demás  disposiciones  que  haya  que  adop- 
tar (art.  178).  Además,  una  copia  del  balance  debe  que- 
dar depositada,  juntamente  con  el  dictamen  de  los  sín- 
dicos, en  las  oficinas  de  la  sociedad  durante  los  quince 
días  precedentes  á la  asamblea  general,  y hasta  que  sea 
aprobado.  El  uno  y la  otra  pueden  ser  examinados  por 
cualquiera  que  acredite  su  cualidad  de  socio  (art.  179). 
Si  se  trata  de  sociedades  de  crédito,  para  más  garantía 
de  los  terceros,  se  ha  dispuesto  que,  independientemente 
del  balance,  deben  los  síndicos  depositar  en  el  tribunal 
los  ocho  primeros  días  de  cada  mes  un  estado  de 
situación  de  la  sociedad  con  referencia  al  mes  preceden- 
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te,  expuesto  conforme  d los  modelos  establecidos  por 
real  decreto,  certificada  su  exactitud  con  declaración 
firmada  á lo  menos  por  un  administrador  v un  síndico 
(art.  177).  La  aprobación  del  balance  por  la  asamblea 
general,  tiene  consecuencias  jurídicas  notables.  Esta 
aprobación  implica  una  especie  de  ratificación  por  parte 
de  los  accionistas  de  lo  hecho  por  los  administradores, 
se  entiende,  siempre  que  en  la  redacción  del  balance  no 
se  haya  incurrido  en  dolo  ó culpa,  y el  acuerdo  relativo 
á el  es  obligatorio,  aun  para  los  disidentes  ó ausentes. 

179. — Si  del  balance  resultaran  utilidades,  se  poelrán 
estas  distribuir  entre  los  socios  en  la  medida  que  deter- 
mine la  asamblea,  distrayendo,  sin  embargo,  una  vigési- 
ma parte  por  lo  menos  para  formar  el  fondo  de  reserva, 
hasta"  que  éste  haya  alcanzado  por  lo  menos  el  quinto 
del  capital  social  (art.  182).  Si  del  balance  no  resultasen 
utilidades,  nada  se  puede  distribuir  á los  accionistas,  á 
no  ser  que  se  trate  de  sociedades  industriales  para  las 
que  sea  preciso  un  espacio  de  tiempo  con  el  fin  de  cons- 
tituir el  objeto  social.  Para  esta  clase  de  sociedades,  y á 
fin  de  que  los  socios  no  se  vean  obligados  á inmovilizar 
el  capital  y á tenerlo  infructífero  durante  muchos  años, 
se  ha  dispuesto  que  puedan  repartirse  intereses  á las  ac- 
ciones aunque  se  paguen  con  el  capital,  por  un  tiempo, 
sin  embargo,  que  no  exceda  de  tres  años  y,  en  tal  medi- 
da que  no  excedan  del  5 por  100.  En  este  caso,  el  impor- 
te de  los  intereses  que  han  de  pagarse  se  calculan  como 
gastos  de  primera  instalación,  y se  figuran  entre  éstos 
en  los  balances  en  que  haya  realmente  dividendos  (ar- 
tículo 181).  Si  pues  del  balance  aprobado  no  resulta  que 
se  hayan  conseguido  realmente  utilidades,  no  puede 
distribuirse  nada  entre  los  socios.  Pero  si  del  balance  re- 
sultasen utilidades  que  de  hecho  no  se  han  conseguido, 
y éstas  fuesen  después  distribuidas  á los  accionistas,  ¿po- 
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d.nes  de  la  sociedad,  comprobado  que  fuese  el  error';»  Pa 
récenos  que  no,  si  se  atiende  al  sentido  gramatical  del 
ultimo  párrafo  del  art.  181,  por  el  que  <dos  socios  no  es- 
tan  obligados  á restituir  los  dividendos  que  se  les  han 
pagado»,  y á la  naturaleza  misma  de  las  acciones,  que 
mudan  continuamente  de  propiedad;  pero  es  discutible, 
paragonando  el  citado  art.  181  con  el  art.  117,  si  la  dis- 
posición debe  aplicarse  áun  en  el  caso  en  que  los  divi-^ 
deudos  se  hubiesen  percibido  de  mala  fe. 


§ 5.^ — Disolución  de  las  sociedades. 


180. — Las  causas  de  disolución  de  las  sociedades 
mercantiles,  son,  ó comunes  á todas  las  clases  de  socie- 
dades, ó especiales  á algunas  de  ellas.  Son  causas  comu- 
nes (art.  189): 

1.®  El  transcurso  del  tiempo  marcado  para  la  dura- 
ción de  la  sociedad. 

2:^  La  falta  ó cesación  del  objeto  de  la  sociedad,  ó la. 
imposibilidad  de  conseguirlo. 

El  cumplimiento  de  la  empresa. 

La  quiebra  de  la  sociedad,  aunque  se  haya  conse- 
guido un  convenio  con  los  acreedores. 

5.*^*  La  perdida  entera  del  capital. 

El  acuerdo  de  los  socios. 

7.^^  La  fusión  con  otra  sociedad  {a). 


(a)  Bajo  un  inisrao  epígrafe  que  dice  «Del  termmo  y 
ción  de  las  compañías  mercantiles^,  habla  nuestio  Go 
cosas  tan  diversas,  como  son  la  rescisión  parcial  y la  t 
lt(ísp(H5Ío  á Cista  uli  ima,  no  enumera  (art.  122)  más  que  cua  lo 
sas:  cumj)limiento  del  término  y conclusión  de  la  empresa,  per  i 
cntm'a  dnl  capital  y quitíbra  do  la  compañía.  fiEs  que  las  ^ 
que  admite  el  Códig-o  italiano  no  son  admisibles  en  nuestro  d^e- 
ehop  P:vid(mt(mient(s  sí.  El  por  qué  se  han  omitido  en  nuestro  CO“ 
di^-o 

, ya  (‘s  más  difícil  de  averig'iiar.  — (íl.  T.) 
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181.  — La  fusión  puede  realizarse  de  dos  modos  di- 
versos: ó se  crea  una  sociedad  nueva  por  la  extinción  de 
dos  6 más  sociedades,  ó se  continúa  una  determinada 
sociedad  incorporándose  á ella  otra,  que  es  la  que  queda 
disuelta.  De  cualquier  modo  que  sea,  la  nueva  sociedad  ó 
la  que  sobrevive,  asume  los  derechos  y las  obligaciones 
de  la  sociedad  ó de  las  sociedades  extinguidas  (art.  196). 
La  fusión  debe  acordarse  por  cada  una  de  las  socieda- 
des (art.  193);  esta  fusión,  en  interes  de  los  acreedores, 
no  puede  hacerse  sino  después  de  transcurridos  tres  me- 
ses desde  que  se  hizo  público  el  acuerdo  de  la  fusión,  á 
no  ser  que  estuvieran  pagadas  todas  las  deudas  sociales 
6 se  hubiera  depositado  su  importe  en  la  Caja  de  Depó- 
sitos y préstamos,  ó con  el  consentimiento  de  todos  los 
acreedores.  Durante  los  tres  meses,  todo  acreedor  de  las 
sociedades  que  se  fusionan  puede  oponerse  á ella.  La 
oposición  suspende  la  ejecución  de  la  fusión,  hasta  que 
no  se  haya  desistido  de  ella  ó se  haya  rechazado  por  sen- 
tencia firme  (arts.  194  y 195). 

182.  — Son  á veces  causa  de  disolución  especial  á las 


varias  formas  de  sociedad: 

Para  las  sociedades  colectivas:  la  muerte,  la  inter- 
dicción, la  inhabilitación  ó la  quiebra  de  uno  de  los  so- 
cios, si  no  se  hubiese  pactado  lo  contrario  (art.  191,  § 1). 

Para  las  sociedades  en  comandita:  la  muerte,  la  in- 
terdicción, la  inhabilitación  ó quiebra  del  comanditario 
ó de  uno  de  los  comanditarios  si  no  se  ha  pactado  lo 
contrario  (art.  191,  § 2)  (a). 


(a)  Las  causas  de  disolución  en  nuestro  Código  son  las  mismas 
que  en  el  italiano,  pero  ofrece  el  nuestro  la  v(*ntaja  d(!>  «jiie  limita 
la  inhabilitación  (art.  222)  al  socio  gestor;  pues  no  teni(‘udo  esta 
condición,  en  nada  afecta  á las  responsabilidades  que  puedan  dedu- 
cirse contra  la  sociedad  la  capacidad  ó incapacidad  del  socio. — 
(N.  T.) 
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La  disolución  no  tiene  lugar  en  la  sociedad  en  co- 
mandita por  acciones,  en  atención  á que  en  ellas  preva- 
lece el  elemento  real  sobre  el  personal,  pues  la  muerte 
quiebra,  interdicción  ó inhabilitación  del  administrador 
lio  produce  otro  efecto  que  el  de  tener  que  acordar  su 
sustitución  (art,  191,  § 3)  (a). 

La  exclusión  del  socio  no  produce  por  sí  sola  la  diso- 
lución de  la  sociedad  colectiva  ó comanditaria;  el  socio 
excluido  queda  sujeto  á las  pérdidas  y tiene  derecho  á 
las  utilidades  obtenidas  hasta  el  día  de  la  exclusión,  pero 
no  podrá  exigir  la  liquidación  hasta  que  los  unos  ó las 
otras  sean  repartibles  con  arreglo  á la  escritura  de  cons- 
titución (art.  187). 

Para  las  sociedades  por  acciones  (comanditaria  y 
anónima):  la  pérdida  parcial  del  capital  indicada  en  el 
art.  146^  cuando  los  socios  acuerden  no  reintegrarlo  ó 
no  reducirlo  á la  suma  restante  (art.  189,  núm.  5). 

183.  — Teí'minada  ó disuelta  la  sociedad,  los  adminis- 
tradores no  pueden  emprender  nuevas  operaciones  (ar- 
tículo 192);  pero  por  una  ficción  legal,  se  considera  aún 
subsistente  la  sociedad  para  los  efectos  de  la  liquida- 
ción, á la  cual  se  trata  de  proceder. 

§ 6. — Liquidación  de  las  sociedades  (1). 

184.  — La  liquidación  de  las  sociedades,  que  es  siem- 
pre necesaria  cuando  no  se  puede  ó no  se  quiere  dividir 

{a)  En  nuestro  derecho  es  cansa  de  disolución,  salvo  si  se  pacto 
lo  contrario  en  la  escritura  de  constitución. — (N.  T.) 

(1)  Sraffa,  La  liquidazione  delle  societá  commerciali.  Firen- 

ze^  1891.— Levi,  Le  la  liquidatíon  des  societés.  París,  1884.  Fran- 

CKEN,  Lie  liquidatíon  der  offenn  Sandelsgesellschaft  in  geschichtli' 

cher  Entwiclcelung.  Stuttg*art  1890.— NoELDECKE,  Lie  Fortdauer 

der  offenn  Handelsgesellschaft  wdhrend  der  liquidation.  Strassburg*. 
1887. 
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de  otra  manera  el  patrimonio  social,  consta  do  las  ope- 
raciones indispensables  para  terminar  los  ne^^ocios  pen- 
dientes, pagar  las  deudas,  licpiidaiulo  donde  sea  preciso  \a. 


actividad  social,  ingresando  en  caja  los  créditos  3^  distri- 
buyendo entre  los  socios  el  activo  qne  rosidtare  sobran- 


te. La  liquidación  se  lia  de  hacer  del  modo  determimido 


en  los  estatutos  ó en  la  escritura  de  coiistiiiucióii,  pero 
si  nada  dicen,  dicta  la  ley  a esto  efecto  reglas  generales 
(art.  197).  La  liquidación  se  confía  ¡i  uno  ó varios  liqui- 
dadores, quedando  en  el  momento  disuelta  la  sociedad, 
si  bien,  como  ya  hemos  dicho,  á los  efectos  de  la  liqui- 
dación debe  considerarse  como  subsistente.  Sin  embar- 
go, publicado  el  acuerdo  de  la  liquidación,  ninguna  ac- 
ción en  favor  de  la  sociedad  ó contra  ella,  puede  ejerci- 
tarse sino  en  nombre  de  los  liquidadores  ó contra  ellos. 
A la  sociedad  en  liquidación  le  son  aplicables,  pues,  to- 
das las  reglas  establecidas  para  las  sociedades  existen- 
tes, siempre  que  no  sean  incompatibles  con  la  liquida- 
ción, salvo  las  excepciones  establecidas  por  la  ley  (ar- 
tículo 198).  La  liquidación  no  impide  que  puedji  ser 
declarada  la  quiebra  (art.  207).  Los  liquidadores  en  las 
sociedades  colectivas  ó comanditarias  simples  son  nom- 
brados por  los  socios,  y si  éstos  no  se  pusieren  do 
acuerdo,  por  el  tribunal  (art.  197);  en  las  sociedades  por 
acciones,  por  la  asamblea  general  á que  asistan  socios 
bastantes  para  representar  los  tres  cuartos  del  capital  y 
con  el  consentimiento  de  los  que  representen  por  lo  Tríe- 
nos la  mitad  de  dicho  capital  (art.  210). 

185. — Las  atribuciones  de  los  licpiidadores  están  in- 
dicadas por  su  mismo  cargo.  Primero,  de  todo  deben  ha- 
cer el  inventario  y el  balance,  en  unión  de  los  adminis- 
tradores, que  cesan  en  su  oficio  al  entrar  en  funciones 
los  liquidadores  (art.  200),  á los  que  deben  también  ren- 
dir cuenta  exacta  de  su  gestión  desde  el  día  del  último 
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balance  aprobado  hasta  el  día  en  que  cesan  en  sus  car- 
gos; sin  embargo,  la  ley  no  impone  expresamente  la 
obligación  de  esta  cuenta  más  que  á los  administrado- 
res de  sociedades  por  acciones,  añadiendo  que  correspon- 
de á los  liquidadores  aprobarlo  j formular  los  reparos  á 
que  pudiese  dar  lugar  (art.  212),  y que  cuando  uno  ó va- 
rios de  los  administradores  de  la  sociedad  sean  nombra- 
dos liquidadores,  la  cuenta  rendida  debe  ser  depositada 
y publicada  juntamente  con  el  balance  final  de  liqui- 
dación, y los  socios  tienen  la  facultad  de  impugnarlo  del 
mismo  modo  y manera.  Si  la  liquidación  se  alarga  más 
de  la  duración  de  un  ejercicio  social,  la  cuenta  á que  nos 
referimos  debe  unirse  al  primer  balance  que  los  liquida- 
dores han  de  presentar  á la  asamblea  (art.  213). 

Además  de  esto  los  liquidadores  deben  recibir  y cus- 
todiar los  libros  que  les  entregaren  los  administradores, 
el  patrimonio  y los  documentos  de  la  sociedad,  y llevar 
un  registro  escrito  en  la  forma  del  libro  Diario  de  todas 
las  operaciones  referentes  á la  liquidación,  por  orden  de 
fechas  (art.  200).  El  balance,  el  inventario  y la  cuenta, 
aprobados  que  sean,  constituyen  el  punto  de  partida  de 
la  liquidación,  á la  que  los  liquidadores,  que  tienen  la 
cualidad  de  mandatario  (arts.  198,  205),  deben  proceder 
según  las  instrucciones  recibidas,  el  objeto  de  su  cargo  y 
las  disposiciones  de  la  ley.  En  general,  salvo  las  mayores 
é menores  facultades  recibidas  de  los  socios,  los  liquida- 
dores pueden  comparecer  en  juicio  como  demandantes  o 
demandados  en  interés  de  la  liquidación  en  cualquier 
instancia  civil  ó criminal;  ejecutar  y terminar  las  opera- 
ciones mercantiles  que  afecten  á la  liquidación  de  la  so- 
ciedad; vender  en  subasta  los  inmuebles  sociales;  vender 
también  en  subasta  ó por  tratos  particulares,  y aun  en 
masa,  la  propiedad  mueble  de  la  sociedad;  hacer  transac- 
mones  y compromisos;  liquidar  y exigir,  áun  en  caso  de 
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quiebra  del  deudor,  los  créditos  de  la  sociedad  y librar 
cartas  de  pago;  contraer  por  cuenta  de  la  liquidación 
obligaciones  cambiarias  y contratar  préstamos  no  hipo- 
tecarios (de  lo  que  no  parece  que  debe  deducirse,  sin 
embargo,  la  prohibición  de  hipotecar  en  algún  caso  los 
inmuebles  de  la  sociedad),  y en  general,  practicar  los 
actos  necesarios  para  la  liquidación  de  los  negocios  so- 
ciales (art.  20oh  No  pueden  emprender  nuevas  operacio- 
nes de  comercio,  so  pena  de  responder  personal  y soli- 
dariamente (art.  201),  ámenos  que  no  se  tratase  de  ope- 
raciones intentadas  para  acelerar  la  liquidación.  En  las 
sociedades  por  acciones,  si  la  liquidación  se  alarga  más 
de  im  año,  los  liquidadores  deben  hacer  el  balance  anual, 
según  lo  dispuesto  por  la  ley  ó por  la  escritura  de  cons- 
titución (art.  214). 

186. — Veamos  ahora  cómo  ha  de  hacerse  la  liquida- 
ción. Los  liquidadores  deben  ante  todo  exigir  los  crédi- 
tos y pagar  las  deudas  sociales,  siempre  que  hubiere  á 
este  efecto  en  caja  fondos  dispuestos.  Por  regla  general, 
el  pago  de  todas  las  deudas  sociales  debe  hacerse  al  mis- 
mo tiempo^  sin  embargo,  cuando  del  balance  resultare 
que  el  activo  supere  notablemente  al  pasivo,  los  liquida- 
dores podrán  bajo  su  responsabilidad  pagar  en  este  caso 
con  fondos  disponibles  las  deudas  ya  vencidas,  para  evi- 
tar así  la  demanda  de  declaración  de  quiebra.  Si  el  di- 
nero en  caja  no  es  suficiente  para  el  pago  de  las  deudas, 
los  liquidadores  se  procurarán  lo  que  falte  del  modo  que 
crean  mejor,  á ser  posible,  realizando  el  activo  en  los 
límites  que  consienta  la  escritura  de  constitución.  Si  pa- 
gasen á los  acreedores  con  medios  propios,  no  podrían 
ejercitar  contra  los  socios  derechos  mayores  que  los  que 
hubieran  podido  utilizar  los  acreedores  pagados  (artícu- 
lo 204).  Si  á pesar  de  la  realización  del  activo  no  resul- 
tasen fondos  bastantes  para  el  pago,  los  liquidadores 
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deben  pedir  á los  socios  las  sumas  necesarias  al  efecto 
cuando  éstos  estén  obligados  á suministrarlas  según  la 
naturaleza  de  la  sociedad  (es  decir,  cuando  se  trate  de 
socios  de  responsabilidad  ilimitada),  ó sean  deudores  á 
ella  de  descubiertos  por  la  cuota  social  (art.  202) 

Por  otra  parte,  los  acreedores  de  la  sociedad  tienen 
derecho  de  ejercitar  contra  los  liquidadores  las  acciones 
que  nazcan  de  sus  créditos  vencidos,  hasta  cubrir  el  im- 
porte  de  los  bienes  sociales  indivisos  que  existiesen  aún. 


y contra  los  socios  la  acción  personal  por  las  cuotas  no 
pagadas,  ó por  la  responsabilidad  solidaria  é ilimitada,, 
según  la  clase  de  sociedad  (art.  206). 

187. — Pagados  los  acreedores  y terminados  los  nego- 
cios pendientes,  se  procederá  á repartir  entre  los  socios 
el  activo  que  resultase  sobrante.  Antes  de  esto  ninguna 
suma  puede  pagarse  á los  socios  por  razón  de  la  cuota 
que  pudiera  corresponderles;  pero  ellos  podrán  pedir  que 
las  sumas  retenidas  sean  consignadas  en  la  Caja  de  De- 
pósitos y préstamos  ó en  un  instituto  de  emisión  legal- 
mente constituido,  y que  se  hagan  los  repartos  aún  du- 


rante la  liquidación,  siempre  que  á más  de  lo  preciso 
para  satisfacer  todas  las  obligaciones  sociales  vencidas 
ó por  vencer  hubiere  disponible  por  lo  menos  un  10  por 
100  sobre  las  acciones  ó sobre  la  cuota  social  (art.  201). 


Sin  embargo,  para  que  se  pueda  proceder  con  justi- 
cia y seguridad  á la  división,  los  liquidadores , hecha  la 
liquidación  en  el  sentido  estricto  de  la  palabra,  están 
obligados  á formar  el  balance  y un  proyecto  de  leparto 
del  activo  (arts.  200,  205),  teniendo  en  cuenta  que  cada 
uno  de  los  socios  tiene  derecho  á la  restitución  de  su 
cuota  y á un  reparto  del  residuo,  en  proporción  á dicha 
cuota  y en  la  medida  acordada.  En  las  sociedades  colee 
tivas  y comanditarias  simples  el  balance  y el  proyecto 
de  reparto  son  sin  otro  requisito  sometidos  a los  socios^ 
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j si  dentro  de  los  treinta  días  en  que  les  fueron  notifi- 
cados legalmente  no  hicieren  oposición  alguna,  se  en- 
tenderán aprobados  y se  procederá  al  reparto  (art.  208). 
En  las  sociedades  por  acciones  el  balance,  juntamente 
con  el  proyecto  de  reparto,  se  depositará  en  el  tribunal 
y será  publicado.  En  los  treinta  días  siguientes  á la  pu- 
blicación en  el  diario  de  los  anuncios  judiciales,  los  so- 
cios pueden  presentar  sus  reclamaciones  en  escrito  de- 
positado en  la  secretaría  del  tribunal,  y de  este  depósito 
se  dará  noticia  en  el  citado  diario.  Transcurridos  quince 
días  después  de  los  treinta  señalados  para  presentar  re- 
clamaciones, éstas  deben  reunirse  y resolverse  en  un 
solo  juicio,  en  el  cual  todos  los  socios  tienen  derecho  á 
intervenir,  y la  sentencia  pronunciada  causará  estado 
áun  respecto  á los  que  no  se  hayan  personado  en  él 
(art.  215).  Pasado  este  término  sin  que  se  hayan  pre- 
sentado reclamaciones  y proseguido  regularmente  el  jui- 
cio, se  entiende  aprobado  el  balance  por  todos  los  socios, 
y los  liquidadores,  salvo  en  lo  tocante  á la  distribución 
del  activo  social,  quedan  libres  de  responsabilidad  (ar- 
tículo 216).  Independientemente  del  transcurso  del  tér- 
mino, la  admisión  del  último  reparto  equivale  á la  apro- 
bación de  las  cuentas  y de  la  división.  Las  sumas  co- 
rrespondientes á los  socios  no  recogidas  en  los  dos  meses 
siguientes  á la  publicación  requerida  por  el  art.  215,  de- 
ben consignarse  en  la  Caja  de  Depósitos  y préstamos, 
con  la  indicación  del  nombre  del  propietario,  ó de  los  nú- 
meros de  las  acciones  si  éstas  son  al  portador.  La  Caja 
paga  á la  persona  indicada,  ó al  poseedor,  y retira  el  tí- 
tulo (art.  217). 

Finalmente,  en  las  sociedades  colectivas  ó coman- 
ditarias simples,  aprobada  la  cuenta  y hecha  la  di- 
visión del  patrimoriio  social  restante,  los  libros  y los 
documentos  que  no  necesite  particularmente  algún  so- 
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cío  se  depositarán  en  poder  de  los  que  fueren  designa- 
dos á pluralidad  de  votos,  quienes  deberán  conservarlos 
durante  cinco  años  (art.  209). 

En  las  sociedades  por  acciones,  los  libros  sociales 
deben  depositarse  y conservarse  por  cinco  años  en  el  tri- 
bunal. Todos  los  que  tengan  en  ello  interés  podrán  exa- 
minarlos, anticipando  los  gastos  que  ocasionen  (art  218) 
Así  se  extingue  definitivamente  la  sociedad  (a). 


§ 7."’ — Sociedades  cooperativas  (1),  (6). 

188. — La  cooperación  es  un  hecho  económico  de  gran 
importancia,  que  lleva  consigo  el  concepto  de  la  mutua- 


Siistancialmente  no  difieren  las  reglas  de  nuestro  Código 
de  las  del  italiano,  en  materia  de  liquidación  de  sociedades,  pues 
una  y otra  confían  en  primer  término  á la  escritura  de  constitu- 
ción ó ios  estatutos  el  determinar  el  modo  v forma  de  liacer  esta 
liquidación.  Las  regdas  supletorias  que  para  el  silencio  de  la  citada 
escritura  y estatutos  existen  en  ambos  dereclios.  se  diferencian  en 
que  son  más  minuciosas  y detalladas  las  del  Código  italiano  y de 
sentido  más  amplio  y más  generales  las  del  español;  de  aquí  que 
resulten  más  extensas  las  primeras  que  las  segundas,  lín  cuanto  á 
diferencias  que  valgan  la  pena  de  ser  señaladas  fuera  de  que  los 
plazos  para  la  formación  del  inventario  y presentación  del  balance 
y cuentas  estén  determinados  en  el  derecho  español  y no  en  el  ita- 
iiano.  lo  único  que  procede  indicar  es  que  las  facultades  de  los  li- 
quidadores son  más  restringidas  en  nuestro  Codigo  de  comercio, 
por  cuanto  sin  autorización  expresa  rart.  2311  no  pueden  los  liqui- 
dadores hacer  transacciones  ni  celebrar  compromisos  sobre  los  in- 
tereses sociales. — (N.  T.) 

(^11  'Mx's  F La  socict'  amviima  ceoye/hTÍí  re-.  Milano. 

Iv.vnuENO,  La  cooj)erazÍane  in  Milano,  ISSú. — úMavaeixo. 

La  cost it uzione  h'gale  dcllc'  socida  coojHa'atnw  Loma,  o.  — Maji^- 

TusoF.LLi,  La  socitia  di  'niutao  soccorso  e eooverafivc.  Firenze. 

— VÉuc>N,  Les  adtiociatioud  oa.n’iire!i  de  eoiidO))r//iat¡ou  de  ereait  et  ae 
prodiietiati.  París.  1SS5.  — Schulze-Pelitzsch.  Lie  Liitinekelnng 
des  G eiiossetisehaftsieese'ii . Berlín.  1870.  — Goldschaiidt,  Ervee/h^- 
inid  W irthsefia  fts  Genossensehaftsiresen.  Stuttgart.  1SS2.—  b na  com- 
pleta bibliografía  sobre  la  materia  se  encuentra  en  el  apéndice  al 
libro  de  CossA.  Frimi  eJetnetifi  di  Eco'iioifiia  FoJitiea.  Milano. 

OO- 

(M  Pono  DE  Bernaué,  Las  sociedades  t’oceeriTh'ríís.  b aleucun 


1837. — T.í 


l'l  libro  do  CossA  se  ha  traducido  al  español  por 
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lidad,  de  la  recíproca  ayuda  entre  varias  personal,  las 
más  de  las  veces  pertenecientes  á la  clase  de  los  asala- 
riados, ó también  de  los  pequeños  poseedores,  los  cuales 
se  unen  con  objeto  de  aborrar  sobre  los  gastos  de  con- 
sumo (sociedades  cooperativas  de  consumo);  ó de  conce- 
derse cré'iito  recíprocamente  (sociedades  de  crédito);  ó 
también  para  ejercitar  una  industria  (sociedades  de  pro- 
duceiónb  ó iinalmente;  para  construir  habitaciones  (so- 
ciedades para  la  constriiceióri  de  casas). 

Las  sociedades  cooperativas  son  sociedades  de  comer- 


cio, en  cuanto  tienen  por  objeto  interponerse  entre  pro- 
ductores T consumidores.  No  importa  que  las  más  de  las 


veces  los  consumidores  sean  los  mismos  socios,  si  bien 
pueden  serlo  también  los  extraños,  puesto  que  la  socie- 
dad es  una  entidad  colectiva  distinta  de  las  personas  de 
los  socios.  Las  sociedades  cooperativas,  segtin  nuestra 
ley,  no  así  según  otras,  pueden  adoptar  una  de  las  tres 
formas  de  sociedad,  reconocidas  por  la  misma  ley,  salvo 
algunas  especiales  disposiciones  que  son  necesarias,  dado 
el  carácter  económico  de  las  mismas,  pero  las  más  de  las 


veces  adoptan  la  forma  anónima.  Su  característica  jurí- 
dica consiste  principalmente  en  la  variabilidad  continua 
del  capital  y de  los  socios;  de  aquí  el  nombre  de  socie- 
dades de  capital  variable  c^ue  les  ha  dado  en  la  legisla- 


ción francesa;  sin  embargo,  para  reconocer  en  una  so- 
ciedad el  carácter  de  cooperativa,  no  se  puede  prescindir 
del  examen  de  su  función  económica  (a). 


(a)  Como  el  movimiento  cooperativo  en  España  no  lia  sido  gran- 
de, de  aquí  qne  nuestra  legislación  sobre  sociedades  cooperativas 
sea  bien  poca  cosa,  nn  artículo  del  Código  de  comercio,  el  124,  v 
una  Orden  de  26  de  Junio  de  1870.  El  artículo  se  limita  á decir, 
qne  tendrán  el  carácter  de  mercantiles  las  sociedades  cooperativas, 
cuando  se  dedicaren  á actos  de  comercio  extraños  á la  mutualidad; 
y la  orden  se  reduce  á disponer  (refiriéndose  á la  legislación  dero- 
gada que  exigía  ia  publicación  en  la  Gaceta  de  la  escritura  social  j 
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.1 89.— Hemos  dicho  que  las  sociedades  cooperativas 
csián  sujetas  á las  disposiciones  que  regulan  la  clase  de 
sociedades  cuyas  formas  revisten  (art.  76),  salvo  alguna! 
reg'lns  especiales.  Estas  se  refieren: 

1.^  A la  forma  de  la  escritura  de  constitución, ^ue 

debe  ser  siempre  la  de  una  escritura  publica  (art.  220) 
\isto  que  estas  sociedades  se  contraen  de  ordinario  en 
tre  personas  no  peritas  en  materias  jurídicas.  La  escrb 
tura  de  constitución,  á más  de  las  indicaciones  requerb 
das  según  la  diversa  clase  de  sociedad  á que  se  refiera, 
lia  de  expresar  (art.  220):  las  condiciones  de  la  admisión 
de  los  nuevos  socios  j el  modo  y tiempo  en  que  éstos  de- 
ben entregar  su  cuota  social;  las  condiciones  de  rescisión 
parcial  ó de  la  exclusión  de  los  socios;  la  forma  de  con- 
vocación de  las  asambleas  generales  y las  hojas  públicas 
designadas  para  la  publicación  de  los  documentos  so- 
ciales. 


2. "^  A la  constitución,  que  para  tener  caracteres  de 
legalidad  debe  hacerse  pública,  como  en  las  sociedades 
por  acciones,  siendo  también  necesaria  la  comprobación 
del  tribunal  (art.  221).  No  es  necesario  para  la  constitu- 
ción de  la  misma,  si  la  sociedad  adopta  la  forma  anóni- 
ma ó la  comanditaria  por  acciones,  que  esté  suscrito 
todo  el  capital  y se  hayan  desembolsado  las  tres  dé- 
cimas. 

3. ^  Al  capital,  el  cual  no  es  fijo,  sino  variable,  pues- 
to que  ocurre  con  frecuencia  que  entren  nuevos  socios 
en  la  sociedad,  j por  otra  parte,  la  esciituia  de  const’ 


de  los  estatutos  de  las  sociedades  aiumimas)  (pie  se  publuiut  u i ^ 
las  escrituras  y estatutos  de  estas  sociedades,  eu  atención  di  iin  q 

persip-uen.  ^ , 

Sobre  el  cariieter  económico  de  estas  sociedades  } cii  ica 
Codig-o,  respecto  ;i  esta  materia,  puede  consultarse  Benito,  obia 
tada.  Bección  41. — (N.  T.) 
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tueión  autoriza  de  ordinario,  como  veremos  en  breve,  á 
los  socios  para  rescindir  su  contrato  social  cuando  quie- 
ran. Tampoco  puede  ninguno  tener  en  una  sociedad  coo- 
perativa una  cuota  social  superior  á cinco  mil  liras,  ni 
tantas  acciones  que  exceda  de  dicha  suma,  según  el  va- 
lor nominal  de  cada  acción,  que  no  puede  ser  nunca  ma- 
yor de  cien  liras  (art.  224);  esto  para  mantener  en  lo  po- 
sible entre  los  socios  la  igualdad  de  derechos.  Ademas, 
para  conservar  á la  sociedad  cooperativa  el  carácter  per- 
sonal, evitar  especulaciones  sobre  las  acciones,  e impedir 
á las  sociedades  anónimas  adoptar  las  formas  de  las  coo- 
perativas, con  objeto  de  escapar  á las  disposiciones  más 
rigorosas  que  la  ley  establece  para  la  forma  anónima,  se 
dispone  que  las  acciones  sean  siempre  nominativas,  y no 
pueden  cederse  hasta  que  estén  enteramente  pagadas,  y 
sin  el  consentimiento  de  la  asamblea  ó del  consejo  de 
administración,  según  lo  dispuesto  en  la  escritura  de 
constitución  (art.  224).  Si  el  capital  llegase  á disminuir 
en  un  tercio,  no  es  necesario  limitarlo  ó reintegrarlo,  ni 
su  disminución  en  dos  tercios  da  lugar  tampoco  á la  di- 
solución de  la  sociedad  (art.  222,  § 1). 

4.^  A la  administración,  que,  para  conservar  siempre 
en  las  cooperativas  el  carácter  personal  y familiar,  debe 
ser  en  todo  caso  confiada  á los  socios,  los  que  elegidos 
para  administrar  pueden  quedar  exentos  de  la  presta- 
ción de  fianza  alguna  (art.  221),  porque  difícilmente, 
atendida  su  condición  económica,  estarían  en  disposi- 
ción de  darla.  Los  administradores,  además  de  la  res- 
ponsabilidad en  que  incurren  según  la  forma  que  adopte 
la  sociedad,  tienen  siempre  la  responsabilidad  especial 
que  incumbe  á los  administradores  en  virtud  del  art.  147 
(art.  221).  Cuando  la  escritura  de  constitución  ó ios  es- 
tatutos lo  permitan,  pueden  adquirir  las  acciones  de  la 
sociedad  por  cuenta  de  ella  y conceder  anticipos  sobre 
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las  mismas  (art.  222,  § 2.^).  Deben  llevar  el  libro  de  los 
socios,  indicaDílo  también  en  él:  la  fecha  de  la  admisión 
de  la  rescisión  ó de  la  exclusión  de  cada  socio,  y la  cuen^ 
ta  de  las  snmas  desembolsadas  6 retiradas  por  cada  uno 
Deben,  además,  presentar  al  final  de  cada  trimestre  en 
la  secretaría  del  tribunal,  en  cuya  jurisdicción  esté  esta- 
blecido el  domicilio  de  la  sociedad,  una  relación  de  los 
socios  ilimitadamente  responsables  que  han  entrado 
salido  ó quedado  en  la  sociedad  durante  el  trimestre,  in- 
dicando su  nombre,  apellido  y domicilio.  La  relación 
debe  ir  firmada  por  los  administradores  y conservada 
por  el  secretario  del  tribunal  á disposición  de  los  inte- 
resados (art.  223).  Las  disposiciones  referentes  á las 
asambleas  generales,  balances,  índices  y liquidación  de 
sociedades  por  acciones,  son  aplicables  en  general  á las 
sociedades  cooperativas,  en  cuanto  no  se  ha. ya  estable- 
cido lo  contrario  en  la  escritura  de  constitución  ó en  los 
estatutos:  todo  socio  tiene  un  solo  voto,  cualquiera  que 
sea  el  luímero  de  acciones  que  posea,  y finalmente,  nin- 
Lfiiu  mandatario  puede  representar  en  la  misma  asam- 
blea á más  de  un  socio,  salvo  la  representación  de  sus 
propios  derechos,  si  él  lo  fuese  lart.  22o Todo  es^o  para 
impedir  el  pre'iominio  de  unos  socios  soore  otio^.  y man- 
tener en  las  sociedades  cooperativas  el  carácier  per^on?d 
V cuasi  familiar. 

A la  admisión,  rescisión  y exclusión  do  los  so- 
cios. La  primera  se  efectúa  mediante  inscnpcum  del  que 
pretende  serlo  en  el  libro  de  los  socios,  personalmente  ó 
por  medio  de  mandatario  especial . legalizada  por  do> 
socios  que  no  sean  administradores  girt.  LLO.  v i. 
declaración  de  rescisión,  siempre  que  esta  se  con^ienta 
en  la  escritura,  de  constitución,  lo  que  es  consiguiente 
teniendo  en  cuenta  el  carácter  de  estas  sociedaues,  debe 

f 

ser  anotada  por  el  socio  saliente  en  el  libro  de  socios,  ó 
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notificada  á la  sociedad  por  diligencia  de  alguacil.  Esta 
rescisión  no  produce  efecto  más  que  á fin  del  año  social 
corriente,  siempre  que  se  haya  hecho  antes  de  empezar 
el  último  trimestre  del  mismo  año.  Si  se  hace  más  tar- 
de, el  socio  queda  ligado  todavía  durante  el  siguiente 
año  (art.  226,  § 2.^).  La  exclusión  de  los’socios,  para  no 
dej  ar  ancho  campo  á la  arbitrariedad,  no  puede  acor- 
darse más  que  por  los  motivos  establecidos  en  la  ley  ó 
en  la  escritura  de  constitución,  y debe  acordarse  por  la 
asamblea  general  ó el  consejo  de  administración,  según 
lo  dispuesto  en  dicha  escritura  de  constitución  (art.  226, 
§ 3.®).  Por  los  negocios  terminados  por  la  sociedad  hasta 
el  día  en  que  produce  efecto  la  rescisión  ó exclusión  de 
un  socio,  ó en  que  la  cesión  de  sus  derechos  se  ha  regis- 
trado en  el  libro  de  los  socios,  el  socio  saliente  queda 
obligado  con  los  terceros  por  espacio  de  dos  años,  conta- 
dos á partir  de  dicho  día,  en  los  límites  de  la  responsa- 
bilidad establecida  en  la  escritura  de  constitución  (ar- 
tículo 227). 

6.®  A la  exención  de  los  impuestos  de  timbre  y re- 
gistro concedida  por  la  ley  á las  escrituras  de  constitu- 
ción de  las  sociedades  cooperativas  y á los  documentos 
referentes  á rescisiones  ó admisiones  de  socios  (artículo 
228,  (a). 


(a)  En  materia  de  sociedades  cooperativas,  no  es  modelo  cierta- 
mente la  legislación  italiana,  porque  aun  con  las  modificaciones 
que  quedan  indicadas,  no  es  problema  sencillo  el  encajar  esta  clase 
de  sociedades  en  cualquiera  de  las  tres  formas  de  sociedades  que  la 
ley  admite;  pero  entre  esto  y lo  que  dispone  el  Código  de  comercio 
español,  hay  una  diferencia  muy  grande,  pues  si  bien  es  verdad  que 
disfrutan  estas  sociedades  de  una  libertad  completa  en  tanto  que 
no  se  dedican  á actos  ajenos  á la  mutualidad  propia  de  su  carácter^ 
en  cambio,  si  tratan  de  salir  de  sus  moldes  primitivos  y es  forzoso 
que  salgan  si  han  de  prosperar  como  lo  ha  demostrado  cumplida- 
mente la  experiencia,  caen  de  lleno  en  las  disposiciones  del  Código 
respecto  á sociedades  mercantiles,  disposiciones  que  no  encajan  en 


232 


DERECHO  MERCANTIL 


PARTE  SEGUNDA 


Las  Asociaciones. 


189  bis. — El  contrato  de  asociación  supone,  como  el 
de  sociedad,  la  unión  de  dos  ó más  personas  con  el  obje- 
to de  dividir  el  lucro  que  produzcan  las  operaciones  mer- 
cantiles. Difiere,  sin  embargo,  en  esto,  que  mientras  en 
la  sociedad  el  vínculo  está  manifiesto  y da  lugar  á la 
constitución  de  una  entidad  colectiva  distinta  de  las 
personas  de  los  socios,  en  las  asociaciones,  por  el  contra- 
rio, el  vínculo  no  aparece,  no  hay  entidad  colectiva,  hacién- 
dose la  contratación  con  los  terceros  por  uno  solo  de  los 
asociados  y en  su  nombre  nada  más,  aunque  con  intere- 
ses de  todos.  Este  es  el  concepto  doctrinal  de  la  asocia- 
ción, pero  el  Código  de  comercio  italiano  ha  falseado  el 
carácter  de  esta  institución,  considerando  como  asocia- 
ciones las  sociedades  de  seguros  mutuos,  á las  que  atri- 
buye la  cualidad  de  entidades  colectivas  distintas  de  las 
personas  de  los  socios.  Por  acomodarnos,  pues,  á la  ley, 
trataremos  explícitamente  de  las  dos  formas  de  asocia- 
ción reconocidas  por  ella,  ó sea  la  asociación  en  partici- 
pación y la  de  seguros  mutuos. 

§ — Asociación  en  participación  (1). 

190. — La  asociación  en  participación  constituye  una 


manera  alguna  con  el  modo  de  funcionar  propio  é indispensable 
de  esta  clase  de  sociedades.  Por  eso  decimos  que  la  legislación  ita- 
liana es  eu  esta  materia  muy  superior  á la  española,  por  más  que 

una  y otra  pudieran  liaberse  inspirado  en  la  belga,  muy  superior  á 
ambas. — (N.  T.) 

(11  Erreua,  L'associazíone  in  partecipazio)ief  en  el  Archivio 
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forma  impropia  de  sociedad,  á la  que  de  ordinario  se  re- 
curre cuando,  por  la  naturaleza  ó la  breve  duración  del 
objeto  social,  no  conviene  la  constitución  de  una  verda- 
dera sociedad  que  tenga  individualidad  [a]  propia  res- 
pecto á terceros.  Esto  es  de  necesidad:  es  decir,  que  la 
asociación  en  participación  noconstituva  una  entidad  co- 
lectiva, separada  y distinta  de  las  personas  de  los  socios 
(arr.  *2o5'  que  la  haga  distinguir  de  la  sociedad.  Eespec- 
to  li  los  terceros,  la  asociación  es  legal  mente  ignorada; 
no  funciona  bajo  una  razón  social,  ni  produce,  por  con- 
sigráente,  ninguna  resp^onsabilidad  colectiva  y solidaria 
entre  los  asociados.  Xo  es  pireeiso,  sin  embargo,  que  de 
ieelio  se  mantenga  secreta.  La  asociación  se  produce, 
según  nuestro  Código  (art.  233),  cuando  un  comerciante 
ó una  sociedad  mercantil  da  á una  ó varias  personas  ó 
sociedades  una  participación  en  lasqitilidades  y en  las 
pérdidas  de  una  ó varias  operaciones  ó aun  de  la  totali- 
dad de  su  comercio;  pero  la  definición  no  es  exacta,  por- 
que se  refiere  tan  sólo  al  caso  más  frecuente  que  ocurre 
en  materia  de  participación.  Por  otra  parte,  el  mismo 
Código  declara  después  que  esta  asociación  puede  tener 
lugar  áun  para  operaciones  mercantiles,  hechas  por  no 
comerciantes  (ai*t.  234b  y no  es  tampoco  raro  el  caso  de 
que  surja  una  asociación  en  participación  sin  que  antes 
de  la  estipulación  del  contrato  ninguno  de  los  que  se 
asocian,  hubiese  emprendido  un  negocio  ó estuviese  ejer- 
ciendo el  comercio,  pudiendo  ser  precisamente  el  objeto 
de  la  asociación  la  ejecución  de  algún  negocio  ó el  ejer- 
cicio de  nn  comercio.  Por  el  contrario,  el  Código  alemán 
limita  el  concepto  de  la  asociación  en  participación  á 


Giuridico,  vol.  XXIY,  pág.  361. — Renaud,  Des  Recht  der  stillen 
Gesellschaftea  und  dts  verreinigurujen  zu  einzelnen  Handehgeschafteri 
für  gemeinschaftiche  Eechnung.  Eidelberg,  1885. 

\a)  Personalidad,  debió  decir. — (N.  T). 
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miíi  Ó varias  operaciones  mercantiles,  y llama  sociedad 
tácita  antigua  á la  participación  en  los  beneficios  y pér- 
didas de  la  totalidad  de  un  comercio,  y así  también  otras 
legislaciones  establecen  diferencias  entre  uno  y otro 
caso. 

La  asociación  en  participación,  no  teniendo  existen- 
cia alguna  con  relación  á terceros,  está  exenta  de  las 
formalidades  establecidas  para  la  constitución  de  la  so- 
ciedad; pero  debe  probarse  por  escrito  (art.  238).  La 
prueba  testifical  ha  de  admitirse,  aunque  reducida  á los 
límites  del  art.  53. 

191. — Hablemos  ahora  de  las  relaciones  de  los  aso- 
ciados entre  sí.  De  ordinario,  las  convenciones  de  las 
partes,  acerca  de  lo  que  ha  dejado  la  ley  amplia  libertad, 
determinan  la  forma,  la  proporción  y las  condiciones  de 
la  asociación  (art.  237);  pero  en  el  silencio  de  las  con- 
venciones se  aplican  á las  asociaciones  en  participación 
las  reglas  ya  expuestas  para  las  sociedades  en  cuanto  se 
refiere  á las  cosas  que  pueden  ser  entregadas,  al  tiempo 
y modo  de  la  entrega  y á los  efectos  de  ésta.  Adviértase, 
sin  embargo,  que,  según  declaración  de  la  ley  (art.  236), 
los  participantes  no  tienen  ningún  derecho  de  propiedad 
sobre  las  cosas  que  componen  la  asociación,  aunque  pro- 
cedan de  ellos.  Pueden,  sin  embargo,  estipularentre  si 
los  asociados  que  las  cosas  aportadas  por  ellos  les  sean 
restituidas  en  especie,  y en  su  defecto  tener  derecho  al 
resarcimiento  de  daños.  Fuera  de  este  caso,  su  derecho 
se  limita  á la  rendición  de  cuentas  de  las  cosas  aporta- 
das á la  asociación  y de  los  beneficios  y pérdidas.  Loque 
significa  que  la  asociación  en  participación  no  tiene  un 
patrimonio  propio,  á semejanza  de  lo  que  ocurre  en  las 
sociedades:  es  que  las  cosas  aportadas  se  convierten, 
tratándose  de  terceros,  en  propiedad  del  socio  visible, 
SI  bien  en  las  relaciones  entre  los  asociados  se  puede 
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estipular  la  restitución  en  especie  de  las  mismas  cosas* 
Los  negocios  por  los  que  se  constituyó  la  asociación  son 
contatados  por  uno  ó varios  socios,  pero  siempre  lian 
de  hacerse  en  nombre  propio  y sin  dar  á conocer  que 
se  trata  de  relaciones  sociales.  Sin  embargo,  se  discute 
si  el  socio  que  trata  los  negocios  que  son  objeto  de  la 
participación  debe  ó no  considerarse  como  mandatario 
de  los  demás  socios.  Nosotros  creemos  que  debe  dis- 
tinguirse entre  el  caso  en  que  varias  personas  se  han 
asociado  para  realizar  un  negocio  en  participación  y 
aquel  en  que  una  persona  hubiese  dado  á otra  una  par- 
ticipación en  las  utilidades  y pérdidas  de  una  deter- 
minada operación  ó de  un  determinado  comercio;  en  el 
primer  caso,  siempre,  áun  en  las  relaciones  de  los  socios 
entre  sí,  se  puede  también  suponer  la  existencia  del 
mandatario  en  el  socio  visible;  en  los  demás  casos  no; 
consiguientemente,  en  el  primer  caso  también  podrá  el 
socio  encargado  de  realizar  el  negocio  ser  separado  de  su 
cargo.  De  todos  modos,  si  es  cierto  que  el  socio  visible 
tiene  la  obligación  de  administrar  con  celo,  mientras  el 
socio  secreto  de  ordinario  confía  en  él  y no  puede  inge-' 
rirse  en  la  administración,  si  bien  áun  en  este  respecto 
hay  diferencias  entre  las  dos  formas  de  participación 
antes  indicadas.  La  personalidad  jurídica  del  partici- 
pante presenta,  por  otra  parte,  analogías  con  la  del  co- 
manditario; pero  difiere  de  él  en  que  en  la  asociación  en 
participación  pueden  concederse  al  participante  faculta- 
des que  el  comanditario  no  podría  tener  sin  perder  su 
condición  de  tal.  Agréguese  que  mientras  el  comandita- 
rio está  obligado  nada  más  que  por  su  cuota,  el  partici- 
pante, salvo  estipulación  en  contrario,  es  responsable  de 
las  pérdidas  en  proporción  á la  participación. 

192. — En  cuanto  á las  relaciones  de  los  asociados  con 
los  terceros,  así  como  ellos  no  quedan  obligados  sino  con 
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oí  socio  que  lia  coutratado  con  ellos,  así  no  tienen  dere- 
olio  tampoco  sino  contra  el.  Naturalmente  estos  dere 
dios  podran  ejercitarse  no  sólo  sobre  el  patrimonio  del 
socio  citado,  sino  también  sobre  las  cosas  que  los  asocia 
dos  liiibiesen  aportado,  las  que  se  reputan  propiedad  del 
socio,  si  bien,  como  liemos  dicho,  en  las  relaciones  entre 
asociados,  puede  estipularse  la  restitución  en  esnecie 
193.— La  asociación  en  participación  se  disuelve  por 
las  causas  indicadas  en  el  art.  189,  como  causas  de  diso- 
Ilición  de  las  sociedades,  á excepción  de  las  contenidas 
en  los  números  4 y 5 que  no  son  aplicables  por  la  natu- 
raleza misma  de  la  participación.  Se  disuelve  también 
por  la  muerte,  la  interdicción,  la  inhabilitación,  ó la 
quiebra  del  socio  visible.  Disuelta  la  asociación,  se  pro- 
cede, con  arreglo  a las  cuentas  llevadas  por  el  socio  visi- 
ble, al  reparto  del  activo  en  la  proporción  fijada,  ó á fal- 
ta de  pacto  en  proporción  á la  cuota  por  la  que  se  fijaba 
la  participación  ( a). 


{a)  Nuestro  Codigo  de  1829  llamaba  á esta  asociación  sociedad 
accidental  ó cuotas  en  participación;  el  de  1885  entendiendo  muy 
cuerdamente,  (pie  esto  no  constituye  una  clase  de  sociedad  ni  perma- 
nente ni  accidental,  suprimió  la  primera  parte  del  título  y se  limi- 
ta á llamarlas  cuentas  en  participación,  lo  cual,  si  en  cierto  modo 
acredita  al  legislador  de  respetuoso,  con  la  tradición  legal  no  le 
acredita  en  cambio  de  haberse  preocupado  con  el  problema  de  de- 
terminar la  naturaleza  de  las  relaciones  creadas  entre  los  (^ue  están 
unidos  por  estas  cuentas  en  participación,  ya  que  la  cuenta  es  pre- 
cisamente las  mas  de  las  veces  la  liquidación  de  la  asociación 
creada. 

Por  lo  demás,  y hechas  estas  consideraciones,  diremos  que  nues- 
tro Código  da  á estas  cuentas  en  participación  la  amplitud  que  el 
Código  italiano,  por  cuanto  comprende  entre  ellas  lo  mismo  las 
asociaciones  temporales  por  un  negocio  que  las  permanentes  para 
interesarse  en  todo  un  comercio.  Sin  embargo,  debemos  hacer  no- 
tar, que  si  á la  letra  del  art.  239  hubiéramos  de  atenernos,  no  exis- 
tirían estas  asociaciones  más  que  en  el  caso  de  que  todos  los  asocia- 
dos fuesen  previamente  comerciantes,  lo  cual  es  un  absurdo  que  la 
jurisprudencia  no  sancionará  por  fortuna. — (N.  T.) 


DERECHO  MERCANTIL 


¿0  i 


§ 2.® — Asociación  de  seguros  mutuos  fl). 

194. — La  asociación  de  seguros  mutuos,  más  que 
como  asociación,  debe,  como  liemos  dicho,  ser  consi- 
deradas como  una  variedad  del  contrato  de  seguros.  El 
objeto  de  este  contrato  se  refiere,  más  que  á la  estipula- 
ción con  una  determinada  persona,  como  ocurre  en  el  se- 
guro á prima,  al  hecho  de  entrar  á formar  parte  de  una 
asociación  que  tiene  por  objeto  dividir  entre  los  asociados 
los  daños  causados  por  los  riesgos  que  son  objeto  de  la 
asociación  (art.  239).  Esta  asociación  se  practica  de  ordi- 
nario entre  personas  sujetas  á riesgos  de  igual  naturale- 
za, para  defenderse  de  ellos;  el  que  entre  á formar  parte 
de  una  asociación  de  esta  especie  adquiere  al  propio  tiem- 
po el  carácter  de  asegurado  j de  asegurador,  si  bien  rigo- 
rosamente hablando,  este  último  carácter  pertenece  á la 
entidad  colectiva  creada.  La  asociación  de  seguros  mu- 
tuos debe  probarse  por  escrito  (art.  240),  siendo  aplica- 
ble á ésta  lo  que  hemos  dicho  de  la  participación.  Sin 
embargo,  á diferencia  de  ella,  constituye  respecto  á ter- 
ceros una  entidad  colectiva  distinta  de  las  personas  de 
los  asociados  (art.  239,  § 2),  y como  tal,  está  sujeta  á las 
reglas  de  la  sociedad  anónima  en  cuanto  á la  publicación 
de  documentos  sociales  (art.  242).  La  asociación  de  se- 
guros mutuos  tiene  también  carácter  comercial,  y puede, 
por  lo  tanto,  tener  una  denominación  que  la  distinga  de 
otras  empresas,  y ser  también  declarada  en  quiebra.  Se 
regula  por  las  convenciones  de  las  partes  (art.  240);  la 
medida  de  la  contribución  de  cada  socio  puede  fijarse  an- 
ticipada é invariablemente  (mutua  á cuota  fija),  en  cuyo 
caso  precisa  reducir  el  resarcimiento  cuando  el  patrimo- 


(1)  Para  la  bibliografía  véase  el  capítulo  IX. 
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nio  de  la  asociación  no  baste,  ó no  haberse  fijado  (mu- 
tua á cuota  variable);  entonces  varía  la  medida  de  la  con- 
tribución según  los  siniestros,  que  deben  resarcirse  por 
entero. 

195. — La  asociación  es  administrada  por  los  asocia- 
dos, designados  ya  en  los  estatutos  ó por  la  asamblea 
general,  que  son  mandatarios  temporales  y revocables,  y 
tienen  la  responsabilidad  que  incumbe  á los  administra- 
dores de  las  sociedades  anónimas.  Sin  embargo,  aunque 
en  lo  referente  á la  responsabilidad  de  la  asociación  res- 
pecto á los  terceros  está  limitada,  lo  mismo  que  ocurre 
en  las  anónimas,  al  patrimonio  social,  personalmente 
cada  uno  de  los  socios,  no  queda  obligado  con  los  terce- 
ros más  que  en  proporción  el  valor  de  la  cosa  por  la  que 
ingresó  en  la  asociación  (art.  243).  La  asociación  de  se- 
guros mutuos  se  disuelve  por  voluntad  de  las  partes, 
manifestada  en  el  contrato  ó posteriormente.  Cada  socio 
en  particular  puede  tener  el  derecho  de  rescindir  el  con- 
trato si  se  le  ha  concedido  esta  facultad,  pero  la  inter- 
dicción ó la  muerte  del  asociado  no  disuelve  la  asocia- 
ción mientras  la  cosa  asegurada  subsista,  puesto  que  la 
causa  de  la  relación  creada  no  es  la  persona,  sino  la 
cosa.  líO  mismo  ocurre  en  caso  de  quiebra,  lo  que  puede 
dar  lugar  tan  sólo  á la  exclusión  del  asociado  (art.  245). 
Finalmente,  el  que  ha  perdido  la  cosa  por  la  que  se  ha- 
bía asociado,  no  teniendo  ya  razón  para  permanecer  en 
la  asociación,  cesa  de  formar  parte  de  ella,  salvo  su  de- 
recho á la  indemnización  correspondiente  (art.  244)  (a), 

(a)  Desde  el  momento  en  que  nuestra  ley  no  tiablaoa  de  asocia- 
ciones en  participación,  sino  de  cuentas  en  participación,  no  podía, 
por  muclio  que  violentase  el  molde,  hermanar  con  éstas,  como  ha 
hecho  el  Códig'o  de  Italia,  las  sociedades  de  seguros  mutuos.  El  Có- 
digo de  comercio  habla  de  estas  sociedades  por  incidencia  (art.  1^^^' 
para  decir  tan  sólo  que  serán  mercantiles  si  se  dedican  a actos  de 
comercio  extraños  á la  mutualidad  ó si  se  convierten  en  sociedades 
a prima  fija.— (IST.  T.) 


CAPÍTULO  II 


Contrato  de  conipra-vcnta  (1>. 


196. — El  contrato  de  compra-venta  (a)  es,  ciertamen- 
te el  más  importante  entre  los  contratos  mercantiles.  El 
Código  civil,  en  el  art.  1.447,  define  la  venta  como  nri 
contrato,  por  el  que  uno  se  obliga  á dar  una  cosa  y el 
otro  á pagar  el  precio;  el  Código  de  comercio  nada  dice 
á este  propósito,  por  lo  que  es  preciso  acudir  al  Código 
civil.  Realmente  sería  erróneo  suponer  que  la  venta 
mercantil  fuese  alguna  cosa  jurídicamente  distinta  de  la 
venta  civil.  Es  verdad  que  en  materia  civil  las  cosas  se 
adquieren  para  consumirlas,  y en  materia  mercantil  se 

(1)  Pacifici-Mazzoni,  Trattato  delta  vendita.  Firenze,  1877-78. 
— Abndts-Seuafini,  ob.  cit.,  vol.  II,  § 300.— Troploíig,  De  la 
vente.  París,  1856.— Pipbrt,  Essai  sur  la  vente  commer cíale.  Pa- 
rís, 1874.— CouÉTOUX,  Des  achats  et  ventes  des  marchandises.  Pa- 
rís, 1874. — Tpeitschke,  Der  hanf  contract  in  hensonderer  Bezie- 
hung  auf  den  vaarenhandel,  2.**  edic.  Gera,  1875. — Errera,  Delta 
vendita  sojora  camjoione  á prova,  o peso,  numero  e misura,  en  el  Ar- 
chivio  giuridico,  vol.  Y,  pág.  303. — El  mismo,  Delta  compra  e vendi- 
ta mediante  spedizione,  id.,  vol.  XXYIl,  pág.  68. — De  Follevi- 
JjJjE,  Essai  sur  la  vente  de  la  cJiose  autrui.  París,  1874. — SrAffa, 
La  vendita  delta  cosa  altrui,  en  el  Arcliivio  giuridico^  vol.  XLI, 
pág.  158. 

(a)  La  técnica  jurídica  italiana  dice  compra  e vendita.  Nuestro 
Código  de  comercio,  por  intuición  ó reflexivamente,  dice  con  gran 
acierto  compra-venta,  mientras  que  el  Código  civil  dice  compra  y 
venta;  j ciertamente  que  la  conjunción  copulativa  del  Código  civil 
marca  de  un  modo  perfecto  la  diferencia  que  hay  entre  esta  institu- 
ción y la  análoga  del  Código  de  comercio. — (N.  T.) 
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íu](,ui(D'cn  para  revenderlas;  pero  esto  no  influye  en  el 
('oncopto  tuiidamental  del  contrato,  porque  el  paso  de  la 
propiedad  de  la  cosa  vendida  del  vendedor  al  comprador 
(pie  se  verifica  regularmente  por  el  simple  acuerdo  sobr¡ 
];i  cosa  y sobre  el  precio,  siempre  que  se  trate  de  una 
cosa  cierta  y determinada  (art.  1.448,  Cód.  civ.),  no  es 
requisito  esencial  del  contrato  de  compra-venta,  el  cual 
continúa  siendo  siempre  un  contrato  consensual.  Tres 
son,  pues,  los  requisitos  esenciales  de  este  contrato:  el 
consentimiento,  la  cosa  y el  precio.  En  cuanto  al  con- 
sentimiento, nada  especial  tenemos  que  añadir  á las  re- 
glas del  derecho  civil,  fuera  de  lo  dicho  acerca  del  con- 
trato entre  ausentes.  En  cuanto  á la  cosa,  pueden  ser 
objeto  de  compra-venta  todas  las  cosas  que  pueden  ser 
objeto  de  la  actividad  mercantil,  sin  distinción  de  si  per- 
tenecen ó no  al  vendedor;  quien  sin  embargo  entende- 
mos que  debe  tan  sólo  ocuparse  en  la  compra  y venta  de 
cosas  muebles,  en  el  sentido  estricto  de  la  palabra.  De 
la  compra  y venta  de  los  inmuebles  no  decimos  nada, 
puesto  que  en  su  mayor  parte  están  sujetos  á las  reglas 
del  Código  civil,  á excepción  de  lo  que  se  refiere  a la 
venta  de  cosa  ajena,  y también  a la  rescisión  poi  lesión. 
De  la  compra  y venta  de  las  naves  y títulos  de  crédito,. 

nos  ocuparemos  en  otro  lugar. 

197. — Hemos  dicho,  resj)ecto  al  objeto  de  la  compra- 
venta mercantil,  que  no  debe  distinguirse  si  esta  perte 
nece  ó no  al  vendedor.  La  venta  mercantil  de  cosa  aje 
na,  dice  el  art.  59,  es  válida.  Esta  venta  obliga  al  ven- 
dedor á adquirirla  y entregarla  al  compradoi,  so  pen 
de  resarcimiento  de  los  daños.  Por  el  contraiio,  el 
tículo  1.459  del  Código  civil,  declara  nula  la  venta  e 
cosa  ajena,  añadiendo  después,  que  puede  dar  ugar 
resarcimiento  de  los  daños  si  el  comprador  ignoraba  qne 
la  cosa  era  de  otro,  pero  que  sin  embargo,  no  se  puedo 
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Dunca  oponer  la  nulidad  al  vendedor.  A pesar  de  esto, 
la  diferencia  entre  las  disposiciones  de  los  dos  códigos, 
es  menos  importante  de  lo  que  parece;  puesto  que  en 
realidad,  según  los  principios  establecidos  basta  por  la 
jurisprudencia,  el  comprador  de  una  cosa  ajena  no  pue- 
de impugnar  la  ^enta  si  el  vendedor  llega  a ser  propie- 
tario de  la  cosa  vendida;  la  diferencia  entre  las  dos  dis- 
posiciones se  reduce  á esto:  que  mientras  en  derecbo 
civil  el  comprador  puede  pedir  la  nulidad  basta  el  mo- 
mento en  que  el  vendedor  baja  llegado  a ser  propietario 
de  la  cosa  vendida,  en  derecbo  mercantil  no  se  puede 
pedir  la  nulidad  de  la  venta,  ni  aun  antes  de  la  adquisi- 
ción de  la  cosa  por  el  vendedor.  Es  superfino,  pues,  ad- 
vertir que  de  ser  válido  el  contrato  de  compra-venta  de 
cosa  ajena,  no  se  deduce  ciertamente  que  el  tercero, 
propietario  de  la  cosa,  pueda  ser  por  esto  perjudica- 
do (a). 

198. ^ — El  objeto  de  la  venta  debe  ser  determinado  ó 
determinable  en  especie,  calidad  j cantidad.  Si  está  de- 
terminado tan  sólo  en  especie  j cantidad,  el  Código  ci- 
vil (art.  1.248)  declara  que  el  vendedor  no  está  obligado 
á entregar  la  cosa  de  la  mejor  calidad,  pero  tampoco 
puede  darla  de  la  peor.  En  el  comercio,  la  calidad  de  la 
mercancía  fijada  en  el  contrato  tiene  gran  importancia; 
hay  para  ciertas  y determinadas  mercancías  tipos  fijos, 
de  modo  que  la  falta  de  determinación  de  la  calidad  po- 
dría en  algunos  casos  bacer  nulo  el  contrato. 

199.  — En  cuanto  al  precio  que  representa  el  equiva- 
lente de  la  cosa,  siendo  sin  embargo  aplicables  en  su 

mmm^  ■ ■ 

(a)  Ninguno  de  nuestros  códigos,  ni  el  civil  ni  el  mercantil, 
dicen  nada  respecto  á esta  cuestión.  Sin  embargo,  de  la  doctrina  de 
los  arts.  1.451  y 1.271  del  Código  civil  se  deduce  que  son  válidos^ 
y por  lo  tanto  perfectamente  exigibles  los  contratos  de  compra- 
venta de  cosa  ajena. — (N.  T.) 
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mayor  parte  los  principios  del  derecho  civil,  á saber:  que 
el  precio  debe  consistir  en  dinero,  ser  verdadero  y cier- 
to, hay  en  el  derecho  mercantil  diferencias  de  aplicación. 
En  el  derecho  civil  el  precio  debe  ser  determinado,  y 
especificado  por  las  .partes,  y pnede  no  fijarse  tan  sólo 
cuando  se  confia  esto  al  arbitrio  de  nn  tercero  desig* 
nado  en  el  contrato,  ó posteriormente,  siempre  qne  se 
haya  establecido  en  el  contrato  mismo  qne  no  convi- 
niéndose las  partes  se  haga  la  designación  por  el  pretor 
ó el  conciliador  del  lugar  del  contrato,  ó del  domicilio  ó 
de  la  residencia  de  una  de  las  partes.  Si  la  persona  de- 
signada en  el  contrato  no  quiere  ó no  puede  hacer  el  se- 
ñalamiento del  precio,  la  venta  es  nula.  Se  puede  tam- 
bién pactar  que  el  precio  sea  el  que  resulte  de  una  cierta 
y determinada  mercurial  (hoja  de  cotización)  (art,  1.454, 
Cód.  civ.)  Por  el  contrario,  en  materia  mercantil,  basta 
un  modo  cualquiera  de  determinación  del  precio  para 
que  la  venta  sea  válida  (art.  60,  § 1.®);  por  consiguiente, 
su  determinación  puede  aún  ser  simplemente  dejada  al 
arbitrio  de  un  tercero,  elegido  en  el  contrato  ó por  ele- 
gir posteriormente.  Si  en  los  dos  casos,  el  elegido  no 
quiere  ó no  puede  aceptar,  las  partes  deben  proceder  á 
nuevo  nombramiento,  y si  no  se  pusieren  de  acuerdo,  el 
nombramiento  se  hará  por  la  autoridad  judicial  (art.  60, 
§ 3-5).  En  todo  caso,  el  precio  establecido  por  el  tercero 
produce  el  mismo  efecto  que  si  se  hubiese  directamente 
establecido  por  las  partes,  las  que  no  pueden  impugnar- 
lo, salvo  el  caso  de  error  en  la  sustancia  de  la  cosa,  vio- 
lencia ó dolo,  á tenor  de  los  principios  estatuidos  en  los 
artículos  1.108,  1.110,  1.112,  1.113  y 1.115  del  Código 
civil.  Para  la  valoración  del  precio,  el  tercero  encargado 
de  esto,  debe  referirse  al  precio  de  la  cosa  en  el  día  del 
contrato,  no  al  del  día  en  que  se  proceda  á establecerlo, 
para  que  el  contrato  no  revista  los  caracteres  de  una 
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compra- venta  condicional,  pues  esto  tiene  mía.  <^ran  im- 
portancia por  razón  de  los  riesgos.  El  dereclio  mercantil 
reconoce  también  como  válida  la  venta  hecha  por  el  jus- 
to precio,  6 al  precio  corriente,  entendiéndose  entonces 
qne  las  partes  se  atienen  al  precio  corriente  de  la  mer- 
cadería, según  el  art.  38  (art.  GO,  § 2.^^).  Acerca,  do  la 
moneda  en  que  ha  de  pagarse,  hay  que  estar  á las  reglas 
indicadas  en  el  art.  39. 

Tales  son,  pues,  los  extremos  de  la  compra- venta;  la, 
forma  del  contrato  es  de  ordinario  determinada  libre- 
mente por  las  partes,  excepto,  sin  embargo,  en  casos  es- 
peciales; como  son  la  compra- venta  de  inmuebles  que  si- 
gue  rigiéndose  siempre  por  el  Código  civil  (art.  44,  Có- 
digo de  comercio;  art.  1.314,  Cód.  civ.),  la  compra  y 
venta  de  naves  (art.  483),  y en  general,  la  de  los  títulos 
de  crédito  nominativos  ó á la  orden,  que  han  de  ajustar- 
se á formas  particulares  de  las  que  ya  hablaremos  (a). 

200. — Las  obligaciones  del  vendedor  consisten  en  en- 
tregar la  cosa  vendida  y en  garantirla  (art.  1.4G2,  Có- 
digo* civil).  En  cuanto  á la  entrega  ó tradición,  se  rige 
por  las  reglas  establecidas  en  la  ley  civil  (arts.  1 .4G3- 
1.480,  Cód.  civ.);  pero  hay  modos  de  tradición  propios 
del  comercio;  tales  son:  la  colocación  de  las  marcas  del 
comprador  sobre  las  mercaderías  vendidas  que  quedan 
aún  en  poder  del  vendedor,  la  transferencia  de  las  póli- 
zas de  carga  ó de  las  cartas  de  porte  (Je  éstas  en  los  ca- 
sos en  que  ha  cesado  todo  derecho  del  remitente,  según 

(a)  En  materia  de  determinación  de  precio,  no  liay  en  nuestro 
derecho  las  diferencias  que  en  el  italiano  se  seoalan  entre  el  dere- 
cho civil  y el  mercantil,  pues  callando  el  Código  de  comercio,  hay 
que  aplicar  siempre  la  doctrina  del  Código  civil  (arts.  1.447,  1.448 
y 1.449),  que  no  difiere  de  la  del  Código  civil  italiano. 

En  cuanto  á la  forma  de  este  contrato,  rigem  los  principios  de 

libertad  con  las  restricciones  de  lo.s  arts.  51  y 52  del  Código  de  co- 
mercio.— {N.  T.) 
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el  .11 1.  39G),  relativo  á las  mercaderías  vendidas  y expe- 
didas; también  la  transmisión  de  los  resguardos  de  de« 
pósito  de  las  mercaderías  que  se  encuentren  en  los  alma- 
cenes generales.  La  tradición  de  la  cosa,  siempre  que 
esta  sea  un  cuerpo  cierto,  no  tiene  importancia  al  efecto 
de  hacer  recaer  los  riesgos  de  la  cosa  comprada  sobre  el 
comprador,  porque  éstos  son  de  cuenta  suya  desde  el 
momento  en  que  se  convinieron  en  la  cosa  y en  el  pre- 
cio ( art.  1.125,  Cód.  civ.),  salvo  lo  que  dispone  el  ar- 
tículo 1.163  del  Código  civil  respecto  á la  venta  con 
condición  suspensiva.  Sin  embargo,  si  la  venta  tiene  por 
objeto  una  cosa  específica,  ó una  cosa  genérica,  enton- 
ces, como  veremos  en  breve,  hay  que  aplicar  principios 
diversos. 

La  garantía  debida  por  el  vendedor  es  doble,  es  de- 
cir, se  refiere  á la  pacífica  posesión  de  la  cosa  vendida, 
y a los  vicios  ó defectos  ocultos  de  la  misma.  También 
á este  propósito  son  valederas  las  reglas  establecidas 
por  la  ley  civil  (arts.  1.481-1.506),  salvo  lo  que  diremos 
respecto  á los  vicios  de  la  cosa,  al  tratar  de  la  falta  de 
cumplimiento  del  contrato. 

201. — Correlativas  a las  obligaciones  del  vendedor 
son  las  del  comprador  de  recibir  la  cosa  y pagar  el  pre- 
cio. El  recibo  de  la  cosa  tiene  lugar  en  el  tiempo  y modo 
convenidos,  y a falta  de  convenio  según  los  usos;  lo  mis- 
mo puede  decirse  respecto  al  pago  del  precio,  para  el 
que,  independientemente  de  lo  que  diremos  á propósito 
de  la  venta  á término,  puede  estipularse  o no  un  cierto 
tiempo,  según  que  la  venta  se  haga  al  contado  ó a eré 
dito.  Generalmente,  aun  en  las  ventas  al  contado,  el  uso 
concede  un  cierto  término  para  el  pago,  de  modo  que  si 
el  deudor  paga  anticipadamente  se  le  suele  conceder  una 
reducción,  que  se  llama  descuento, 

202. — La  mayor  parte  de  las  ventas  mercantiles  son 


DERECHO  MERCANTIL 


245 


Tentas  de  cosas  fungibles,  j se  hacen  al  por  mayor  6 al 
por  menor.  Al  por  mayor^  es  decir,  cuando  se  venden 
orandes  cantidades  de  mercaderías  y están  determina- 
das  no  por  las  necesidades  diarias  del  consumidor,  sino 
con  el  objeto  de  poner  á otro,  es  decir,  al  vendedor  al 
por  menor,  en  disposición  de  satisfacer  dichas  necesida- 
des; al  por  menor  ó al  detalle,  si  se  hacen  por  pequeñas 
partidas  que  tengan  por  objeto  satisfacer  las  necesida- 
des diarias  de  los  consumidores.  Económicamente,  esta 
distinción  tiene  importancia  en  cuanto  esta  compra  y 
venta  al  por  mayor  en  la  que  consiste  la  especulación, 
es  la  que  determina  el  precio  de  las  mercaderías  en  el  mer- 
cado; jurídicamente,  en  cuanto  la  mayor  parte  de  los 
usos  mercantiles  en  materia  de  compra- venta  se  refieren 
tan  sólo  á las  hechas  al  por  mayor. 

203.  — Al  por  mayor  ó al  por  menor,  la  compra-venta 
mercantil,  al  igual  que  la  civil,  puede  ser  supeditada  á 
condición  ó á término;  en  todo  caso  se  aplican  á ella  de 
ordinario  los  principios  contenidos  en  el  Código  civil, 
salvo  lo  que  diremos  al  tratar  del  incumplimiento  del 
contrato  y de  las  operaciones  de  Bolsa.  Aquí  indicare- 
mos tan  sólo  algunas  especies  particulares  de  compras  y 
ventas. 

204.  — En  primer  lugar,  precisa  advertir  que  la  com- 
pra y venta  de  cosas  ungibles  puede  tener  por  objeto 
un  género  indeterminado  (ejemplo,  trigo  de  Odes- 
sa),  ó un  género  determinado  (ejemplo,  el  trigo  de  un 
deposito  señalado).  Si  tiene  por  objeto  un  género  inde- 
terminado, el  riesgo  y peligro  de  la  mercadería  vendida 
corre  á cargo  del  vendedor  hasta  tanto  que  ésta  no  se 
haya  entregado  al  comprador,  y de  aquí  que  el  vendedor 
está  obligado  á consignar  en  el  tiempo  y en  el  lugar  con- 
venido  la  cantidad,  la  especie  y la  calidad  prometida , 
áun  cuando  las  mercaderías  que  tuviese  á su  disposición 
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al  tiempo  del  contrato,  ó que  hubiese  adquirido  después' 
para  su  cumplimiento,  hubiesen  perecido  ó se  hubies 
dificultado  ó imposibilitado  por  cualquier  causa  su  envío 
ó arribo  (art.  61).  Si  tiene  por  objeto  un  género  deter 
minado,  es  necesario  distinguir:  ó la  venta  se  ha  hecho 
á peso,  número  ó medida,  es  decir,  á un  tanto  por  un 
peso,  número  ó medida  determinada,  ó en  masas  6 en 
conjunto,  es  decir,  por  un  solo  y cierto  precio  sin  consi« 
deración  al  peso,  número  ó medida,  ó áun  teniendo  esto 
en  cuenta  tan  sólo  para  el  efecto  de  determinar  la  can- 
tidad á que  asciende  el  precio.  En  el  primer  caso,  la» 
cosas  vendidas  lo  son  á riesgo  y peligro  del  vendedor^ 
hasta  tanto  que  no  se  hayan  pesado,  contado  6 medido, 
según  algunos  también  á satisfacción  del  comprador,  ó 
al  menos  de  modo  que  él  pueda  considerar  mentalmente 
las  cosas  por  separado;  otros,  por  el  contrario,  sostienen 
que  el  riesgo  y peligro  queda  á cargo  del  vendedor  hasta 
la  entrega;  en  el  segundo  caso,  las  cosas  vendidas  que- 
dan inmediatamente  á riesgo  y peligro  del  comprador. 
En  suma,  en  concepto  de  la  ley  vale  la  máxima  res  perii 
domino j es  decir,  que  siempre  que  por  efecto  del  consen- 
timiento puede  pasar  al  comprador  la  propiedad  de  la 
cosa  vendida,  ésta  queda  también  á riesgo  y peligro 
suyo.  A pesar  de  esto,  el  contrato  subsiste  independien- 
temente del  traslado  de  la  propiedad  de  las  mercaderías 
y del  riesgo  y peligro  de  éstas,  y,  por  lo  tanto,  cada  uno 
de  los  contratantes  puede  pretender  la  ejecución  del 
mismo. 

205, — La  compra- venta  puede  también  hacerse  sobre 
muestras.  Dícese  que  se  hace  sobre  muestras  la  compra 
venta  cuando  la  mercadería  contratada  se  determina 
con  arreglo  á un  cierto  tipo  ó muestra,  que  se  suele  iden 
tificar  sellándola  ó confiándola  á un  tercero.  La  disputa 
entre  los  escritores  sobre  el  carácter  de  esta  compra 


DERECHO  MERCANTIL 


247 


venta,  que  algunos  consideran  como  sujeta  a condición 
suspensiva  ó resolutoria,  según  los  casos,  de  la  confor- 
midad de  la  mercadería  con  la  muestra;  otros,  pura  y 
simple,  en  cuanto  la  muestra,  no  teniendo  otro  objeto 
que  el  de  asegurar  la  identidad  de  la  cosa  vendida,  fal- 
taría el  acontecimiento  futuro  é incierto  que  puede  lia- 
cer  condicional  el  contrato.  Sea  como  sea,  el  comprador 
tiene  derecho  á que  la  mercadería  que  el  vendedor  habrá 
de  entregarle  sea  conforme  á la  muestra,  j en  su  defec- 
to puede  rechazarla.  El  gran  número  de  controversias 
que  se  suscitan  en  el  terreno  doctrinal  j en  el  de  la  ju- 
rispirudencia  acerca  de  los  ulteriores  deberes  y derechos 
de  las  partes  dependen  esencialmente  de  las  indicadas 
incertidumbres  respecto  al  carácter  del  contrato,  pues 
determinado  éste,  se  pueden  resolver  con  facilidad  apli- 
cando los  principios  generales. 

206. — Otra  especie  de  compra-venta  es  la  hecha  á 
condición  de  ensayo  ó á prueba;  es  decir,  con  facultad 
de  ensayar  6 probar  la  mercadería  vendida  antes  de 
aceptarla.  El  pacto  de  la  prueba  ó del  ensayo  debe  esti- 
pularse expresamente,  á no  ser  que  se  trate  de  vino, 
aceite  ú otra  cosa  semejante  de  las  que  se  acostumbra 
á hacer  el  ensayo,  en  cuyo  caso  el  pacto  se  presume 
(arts.  1.452,  1.453,  Código  civil).  Como  quiera  que  sea, 
una  venta  de  esta  naturaleza  se  entiende  hecha  á condi- 
ción de  prueba  ó ensayo,  condición  que,  por  regla  gene- 
ral, es  suspensiva,  si  bien  en  algún  caso  puede  transfor- 
marse en  resolutoria,  especialmente  cuando  se  trata  de 
cosas  no  susceptibles  de  ensayo,  pero  sí  de  prueba.  Se 
duda  si  la  aceptación  de  la  mercadería  queda  al  mero 
arbitrio  del  comprador,  á su  gusto  individual,  ó si  debe 
considerarse  en  relación  con  la  calidad  de  la  mercancía; 
es  decir,  al  gusto  común  representado  por  el  juicio  de 
peritos.  En  materia  mercantil  debe  aceptarse  la  mayor 
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parte  de  las  veces  esta  última  solución,  si  bien  en  alo-u- 
nos casos  pueda  resultar  lo  contrario  de  los  térmiLs 
mismos  del  contrato,  como  ocurriría  si  éste  se  hubiese 
concertado  con  la  cláusula,  salvo  vista.  De  todos  modos 
el  vendedor  puede  obligar  al  comprador  á hacer  el  ensa- 
yo ó la  prueba  en  el  término  establecido  en  el  pacto  ó 
poi  el  uso,  y^  si  este  se  niega,  a resolver  el  contrato  con 
el  resarcimiento  de  los  daños,  6 también  exio-ir  su  cum- 
plimiento  coactivamente  á riesgo  y ventura  del  compra- 
dor, cuando  no  se  hubiese  querido  remitir  la  prueba  ó 
ensayo  al  gusto  6 al  juicio  individual  del  mismo  com- 
prador. 

207. — Finalmente,  la  compra-venta  puede  tener  por 
objeto  mercaderías  en  viaje  sobre  una  nave.  Esta  especie 
de  venta  es  bastante  frecuente  en  el  comercio,  y sir- 
ven para  evitar  los  daños  á que  el  propietario  de  las 
mercaderías  podría  hallarse  expuesto  si  después  de  ha- 
berlas vendido  se  perdiesen  por  causa  de  un  sinies- 
tro ó si  no  arribasen  en  el  tiempo  esperado.  Puede  tener 


por  objeto,  ya  las  mercaderías  que  efectivamente  están 
viajando  sobre  la  nave,  ya  las  que  están  destinadas  á ser 
trasportadas.  Si  la  nave  que  las  trasporta  ó está  desig- 
nada para  trasportarlas  resulta  indicada  en  el  propio 
contrato,  entonces  la  compra-venta  se  entiende  subordi- 
nada á la  condición  del  salvo  arribo  de  la  misma  nave 
(art.  62,  § 1.^^).  Si  el  vendedor  se  reserva  el  designar  la 
nave  dentro  de  un  cierto  tiempo,  ó si  el  uso  consagia  un 
término  marcado,  el  comprador,  transcurrido  que  sea 
éste,  tiene  derecho  á pedir  la  ejecución  del  contrato  ó el 
resarcimiento  de  los  daños.  En  la  liquidación  del  daño 
hay  que  tener  en  cuenta  el  tiempo  ñjado  para  la  entrega 
de  las  mercaderías,  ó en  su  defecto,  al  establecido  para 
designación  de  la  nave.  Si  no  se  haüjado  ningún  término 
en  la  convención  ó por  el  uso  para  la  designación  de  la 
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nave,  el  comprador  tiene  derecho  de  pedir  que  el  terim-. 
no  se  fije  por  la  autoridad  judicial  (art.  62,  § 2/^). 

En  cuanto  al  arribo  de  la  nave,  si  se  lia  fijado  al 
efecto  un  término,  y éste  vence  sin  que  la  nave  haya 
llegado,  tiene  entonces  el  comprador  derecho  a rescindir 
el  contrato  ó á prorrogarlo  una  6 varias  veces  (a,rt.  66). 
Si  no  se  estableció  ningún  término  para  la  llegada  de 
la  nave,  se  entiende  convenido  el  término  necesario  al 
cumplimiento  del  viaje.  En  el  caso  d<3  ret  aii’do,  la  autoii- 
dad  judicial  puede  fijar  un  término  según  las  circuns- 
tancias, transcurrido  el  cual,  sin  que  la  nave  haya  lle- 
gado, debe  tenerse  por  resuelto  el  contrato.  En  ningún 
caso  la  autoridad  judicial  puede  establecer  su  término 
mayor  de  un  año  desde  el  día  de  la  partida  de  la  nave 
del  lugar  donde  recibió  á bordo  las  mercaderías  vendi- 
das (art.  64). 

Durante  el  viaje  las  mercaderías  vendidas  podrán  por 
efecto  de  caso  fortuito  ó de  fuerza  mayor,  ser  traslada- 
das desde  la  nave  designada  á otra  nave;  en  tal  caso,  el 
contrato  no  se  anula,  y la  nave  sobre  la  que  se  ha  hecho 
el  trasporte  se  entiende  sustituida  a la  nave  designada 
para  todos  los  efectos  del  contrato  (art.  65).  Podrán 
también  ocurrir  averías,  éstas  entonces  resuelven  el  con- 
trato si  las  mercaderías  están  de  tal  manera  deteriora- 
das que  no  pueden  servir  ya  para  el  uso  á que  estaban 
destinadas. 

En  cualquier  caso,  el  comprador  debe  recibir  las  mer- 
caderías en  el  estado  en  que  se  encuentren  á su  llega- 

da,  mediante  la  consiguiente  reducción  del  precio  (ar- 
tículo 66)  (a). 


aplSab^rÍr  no  contiono  reglas  ospoeialos 

Sst  1 .1  de  mercaderías  <m  estas  con.lioiones 

porl'cctamenie 

P ncipios  generales  de  nuestro  Código  de  comercio,  podrán 
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208. — El  incumplimiento  de  la  compra-venta  está  re- 
gulado por  normas  especiales,  según  que  esto  se  deba  al 

comprador  ó al  vendedor,  j también  por  normas  comu- 
nes  á todos  los  casos. 

La  falta  de  cumplimiento  por  parte  del  comprador 
da  derecho  al  vendedor  á retener  la  cosa  vendida  (ar- 
tículo 1.469,  § l.«,  Cód.  civ.),  porque  la  obligación  de  en- 
tregar esta  cosa  es  correlativa  á la  de  recibir  el  precio. 
El  derecho  de  retención  tiene  lugar,  aun  cuando  el  ven- 
dedor hubiese  concedido  una  prórroga  para  el  pago,  si  el 
comprador  quebrase  ó llegase  á ser  insolvente,  de  modo 
que  el  vendedor  se  encontrase  en  peligro  inminente  de 
perder  el  precio,  salvo  que  el  comprador  afianzase  el  pago 
para  el  día  marcado  (art.  1.469,  § 2.^,  Cód.  civ.,  arts.  805, 
806,  Cód.  com.).  Si  la  venta  se  hizo  sin  aplazamiento 
para  el  pago,  el  vendedor  puede,  á falta  del  pago  estipu- 
lado, reivindicar  también  la  cosa  vendida,  siempre  que 
ésta  se  encuentre  en  posesión  del  comprador,  é impedir 
la  reventa,  siempre  que  la  demanda  de  reivindicación  se 
presente  dentro  de  los  quince  días  siguientes  á la  entre- 
ga y las  cosas  se  encuentren  en  el  mismo  estado  en  que 
se  encontraban  al  tiempo  de  ésta.  En  realidad,  lo  mismo 
dispone  el  art.  1.513  del  Código  civil;  pero  si  el  compra- 
dor ha  quebrado,  entonces  se  aplican  las  reglas  conteni- 
das en  los  arts.  804-808  del  Código  de  comercio,  en  los 
que  ya  nos  ocuparemos  á propósito  de  la  quiebra  (a). 

209.  — La  falta  de  cumplimiento  por  parte  del  vende- 
dor da,  correlativamente,  el  derecho  al  comprador  de  no 
pagar  el  precio  según  lo  dispuesto  en  el  art.  1.510  del 

aplicarse  sin  inconveniente  alg'nno  en  las  controversias  que  ocn 
rran. — (N.  T.) 

(a)  El  plazo  para  poder  exigir  con  arreglo  á nuestro  derecli# 
t^panol  el  precio  no  pagado  si  no  se  fijó  en  el  contrato,  es  el  de  die» 
días  (art.  Cód.  com.).— (N.  T.) 
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Código  civil,  ó el  de  repetirlo,  ó también  en  ciertos  ca- 
sos, el  de  obtener  que  se  reduzca.  Son  aplicables  á este 
propósito  las  reglas  contenidas  en  los  artículos  1.486  y 
siguientes  del  Código  civil  (a).  Sin  embargo,  respecto  al 
caso  de  incumplimiento  consistente  en  los  vicios  de  la 
cosa  vendida,  vicios  que  no  deben  confundirse  con  las 
faltas  de  cantidad  ó calidad  pactadas,  si  bien  este  punto 
da  lugar  á graves  controversias,  el  Código  de  comercio 
tiene  una  disposición  especial.  Dispone  el  art.  70  que  el 
comprador  de  mercaderías  ó frutos  procedentes  de  otra 
plaza  debe  denunciar  al  vendedor  los  vicios  aparentes  en 
los  dos  días  siguientes  á su  recibo,  si  no  fuese  necesario 
un  plazo  más  largo  por  las  condiciones  particulares  de  la 
cosa  vendida  ó de  la  persona  del  comprador,  y que  en 
cuanto  á los  vicios  ocultos,  debe  éste  denunciarlos  en  los 
dos  días  siguientes  al  en  que  fueron  descubiertos,  debien- 
do atenerse  en  todo  caso  alo  dispuesto  en  el  art.  1.505  del 
Código  civil  (6).  Transcurridos  dichos  términos,  el  com- 
prador no  puede  ya  intentar  reclamación  alguna  por  los 
vicios  de  las  cosas  vendidas.  Ciertamente  que  este  ar- 
tículo se  refiere  tan  sólo  al  caso  de  mercaderías  proce- 
dentes de  otra  plaza;  pero  según  la  opinión  más  general, 

. tratándose  de  vicios  ocultos,  puesto  que  la  razón  es  la 
misma,  debe  aplicarse  también  á las  ventas  de  mercade- 
rías en  plaza.  En  cuanto  á los  vicios  manifiestos,  en  esta 
especie  de  ventas  no  es  admisible  reclamación  alguna 
después  de  recibidas  las  mercaderías  (c). 

(a)  Se  refieren  al  caso  en  que  el  comprador  liaya  sufrido  la  evio- 
ción.— (N.  T.) 

(h)  Se  refiere  á los  plazos  marcados  para  intentar  válidamente 
la  acción  redibitaria. — (ísT.  T.) 

(c)  La  doctrina  de  nuestro  Código  respecto  á esto  no  constituye 
una  disposición  especial  para  el  caso  de  que  las  mercaderías  proce- 
dan  de  otro  punto,  ni  tienen  tampoco  que  aplicarse  por  extensión, 
€omo  sucede  con  la  del  Código  de  Italia. 
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l-odríii  ocurrir  quo  el  comprador  y el  vendedor  no  se 
aviniesen  respecto  á la  existencia,  naturaleza  ó exten- 
sión del  vicio;  en  este  caso  el  presidente  del  tribunal  6 
en  su  lugar,  si  no  hubiese  tribunal,  el  pretor,  puede  or- 
denar, á instancia  del  comprador  6 del  vendedor,  que  la 
cadidad  y condición  de  la  cosa  vendida  se  comprueben 
por  uno  ó más  peritos  nombrados  de  oficio.  En  el  mismo 
decreto  en  que  so  nombran  los  peritos,  ó en  otro,  puede 
ordoTiarse  el  depósito  ó el  secuestro  de  la  cosa  vendida 
en  un  lugar  destinado  á depósito  público,  y de  no  haber- 
lo, en  otro  lugar  que  se  designe  especialmente,  y si  la 
conservación  de  la  cosa  pudiera  producir  grandes  per- 
juicios, puede  ordenarse  la  venta  por  cuenta  de  quiem 
corresponda  y en  las  condiciones  que  se  determinen  en 
el  decreto.  La  providencia  del  presidente  ó del  pretor 
debe  notificarse  antes  de  la  ejecución  á la  otra  parte  6 á 
su  representante,  si  uno  ú otro  se  encontrasen  en  el  lu- 
gar; en  otro  caso,  debe  notificarse  después  de  la  ejecu- 


1 
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El  Códig*o  (lo  comercio  (art.  336)  sienta  el  principio  de  (^ne  tra- 
tándose de  vicios  manifiestos,  el  recibo  de  las  cosas  sin  protestas 
impide  el  ejercicio  de  toda  acci(>n.  Si  las  cosas  se  entregaran  en- 
fardadas 6 embaladas,  podría  el  comprador  repetir  por  defecto  en 
la  calidad  6 cantidad  do  las  mismas  dentro  de  los  cuatro  días  si- 
guiontos  al  do  su  recibo,  si  no  procede  la  avería  de  caso  fortuito,  vi- 
cio propio  de  la  cosa  6 fraudo.  En  estos  casos  podrá  el  comprador 
optar  por  la  rescisitSn  del  contrato  6 por  su  cumplimiento  con  arre- 
glo á lo  convenido,  pero  siempre  con  la  indemnización  de  los  per- 
juicios (pie  so  lo  biibioren  causado  por  los  defectos  o faltas.  El  ven- 
dedor podrá  evitar  esta  reclamación  exigiendo  en  el  acto  de  la  en- 
trega (pie  se  llaga  el  reconocimiento,  en  cuanto  á cantidad  y calidad 
á contento  del  comprador. 

Distingue  también  nuestra  ley  los  vicios  internos  de  las  cosas 
de  los  no  manifiestos  por  raz(5n  de  embalaje,  y respecto  a los  pn 
meros,  marca  el  plazo  (art.  342)  de  treinta  días  desde  la  entrega  para 
l der  hacer  cualquier  reclamación  fundada  en  ellas. — (N.  T.) 
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ci6n  en  el  término  fijado  en  el  art.  931  del  Código  de 
procedimiento  civil  (a). 

Este  procedimiento  no  es  obligatorio  para,  el  compra- 
dor, pero  es  oportuno  que  lo  siga,  porque  de  otro  modo, 
en  caso  de  contienda,  está  obligado  á probar  rigurosa- 
mente la  identidad  j los  vicios  de  las  mercaderías  (ar- 
tículo 71,  § iiltimo)  (b). 

210. — La  falta  de  cumplimiento  por  parte  de  uno  6 
de  otro  de  los  contratantes,  puede  también  dar  lugar  á 
la  resolución  del  contrato  ó á su  ejecución  forzosa.  El 
Código  civil,  derogando  la  regla  establecida  en  el  artícu- 
lo 1.165,  que  sobreentiende  siempre  en  los  contratos  bi- 
laterales la  cláusula  resolutoria  en  el  caso  en  que  una  de 
las  partes  no  cumpla  las  obligaciones  que  la  incumban, 
admite  en  la  compra-venta  de  cosas  muebles  la  resolución 
de  derecho  tan  sólo  en  interés  del  vendedor;  si  el  com- 
prador, antes  de  haber  vencido  el  término  para  la  entre- 
ga de  la  cosa  no  se  ha  presentado  para  recibirla,  ó pre- 
sentándose no  ha  ofrecido  al  propio  tiempo  el  precio,  á 
no  ser  que  para  el  pago  de  ésta  se  hubiese  convenido  so 
aplazamiento.  Por  el  contrario,  el  Código  de  comercio, 
más  racionalmente  equipara  en  este  respecto  al  vende- 
dor y comprador,  y establece  que  la  condición  resolutiva 
en  la  venta  de  cosas  muebles  es  de  derecho  en  favor  de 
la  parte  que  antes  del  vencimiento  del  término  pactado 
para  el  cumplimiento  del  contrato  haya  ofrecido  á la  otra 
parte,  de  cualquiera  de  los  modos  acostumbrados  en  el 
comercio,  la  entrega  de  la  cosa  vendida  ó el  pago  del 

(a)  De  tres  días  si  la  notificación  lia  de  liacerse  en  el  término 
de  la  misma  jurisdicción,  y de  diez  á veinticinco  si  se  trata  de  ju- 
risdicciones distintas.— (N.  T.) 

(h)  Nuestro  Código  de  comercio  no  dispone  nada  en  concreto 
para  el  caso  de  no  avenencia  respecto  ;i  la  existencia,  naturaleza  ó 
extensión  de  los  vicios  de  la  cosa.  Tampoco  contiene  precepto  algu- 
no especial  el  Código  civil.— (N.  T.) 
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precio,  si  éste  no  cumple  su  obligación.  En  substancia- 
que  se  deja  á las  partes  la  facultad  de  valerse  de  lai 
disposiciones  de  la  ley  mercantil,  porque  á falta  del  ofre 

cimiento  indicado  en  el  art.  467,  se  aplica  lo  dispuesto 
en  el  Código  civil  (a).  ^ 

211.-Puede  darse  el  caso  de  que  los  contratantes 
en  lugar  de  Hacer  valer  la  condición  resolutoria,  prefie- 
ran reclamar  la  ejecución  del  contrato;  entonces',  ya  que 
en  todo  caso  la  vía  judicial  prescrita  en  el  art.  1.165  del 
Codigo  civil,  podría,  á pesar  de  lo  dispuesto  en  el  art.  42 


del  Código  de  comercio,  ser  insuficiente  para  el  objeto, 
por  les  retardos  inevitables  que  lleva  consigo,  el  legisla- 
doi  autoriza  también  a la  parte  mas  diligente  para  exi- 
gir por  la  fuerza  el  cumplimiento  del  contrato  á riesgo 
y costa  del  que  faltó  á éste.  Por  otra  parte,  lo  que  per- 
siguen los  contratantes  en  la  compra-venta  mercantil  es 
el  tener  prontamente  las  mercaderías  y el  precio,  para 
obtener  beneficios  de  uno  y otro;  la  simple  acción  para 
resolver  el  contrato  ó de  pedir  su  ejecución  con  el  resar- 
cimiento de  daños  y perjuicios  en  ambos  casos  puede  ser 
insuficiente,  mientras  que  por  el  contrario  puede  servir- 
les la  ejecución  forzosa.  Esta  ejecución  se  basa  en  los 
intereses  del  comercio,  y no  se  funda  en  otra  cosa  sino 
en  que  la  compra-venta  mercantil  constituye  una  obli- 
gación de  dar  y y también  una  obligación  de  hace)  ^ cuyo 
cumplimiento  á costa  del  deudor  puede  exigii  el  aeree 
dor,  según  lo  dispuesto  en  el  art.  1.220  del  Código  civil. 
El  procedimiento  de  esta  ejecución  forzosa  está  trazado 


(a)  Peprodnee  nuestro  dereclio  civil  al  pie  de  la  letia 
ceptos  del  Códig-o  civil  de  Italia  en  esta  materia;  pero  el  Codigo  e 
comercio  no  ha  creído  conveniente  sin  duda  alterai  los  precep 
sentados  en  el  derecho  civil,  pues  se  limita  i^art.  55-1  a conce  er 
vendedor  el  derecho  de  resolver  la  venta  ó pedir  su  cumpliioi^^ 
judicialmente,  si  el  comprador  sin  justa  causa  rehusare  recibir 
efectos  comprados. — (N.  T.) 
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en  el  art.  6S;  si  la  falta  de  eumplimieuto  se  debe  al  eoin- 
prador,  el  vendedor  tiene  la  facultad  de  depositar  la 
cosa  vendida  en  un  lugar  de  deposito  público,  ó á falta 
de  éste  en  una  casa  de  comercio  acreditada,  por  cuenta 
y riesgo  del  comprador,  6 la  de  hacerla  vender.  La  venta 
se  hace  en  publica  subasta,  o también  al  prc'cio  (‘órnen- 
te si  la  cosa  tiene  un  precio  de  Bolsa  ó de  mercado,  ]>or 
medio  de  un  oficial  público  autorizado  para  esta  especie 
de  ventas,  quedando  al  vendedor  todavía  el  derecho  al 
pago  de  la  diferencia  entre  el  precio  conseguido  y el 
convenido,  con  más  el  resarcimiento  de  los  daños.  Si  por 
el  contrario  la  falta  de  cumplimiento  se  debe  al  vende- 
dor, el  comprador  tiene  derecho  á hacer  comprar  la  cosa 
por  medio  de  un  oficial  piiblico  autorizado  para  ello,  por 
cuenta  y á expensas  del  vendedor,  y á que  se  le  resarzan 
los  daños  sufridos.  En  todo  caso  el  contratante  que  exi- 
ge forzosamente  el  cumplimiento  del  contrato  debe  dar 
aviso  á la  otra  parte  (a) . 

212, — Las  reglas  hasta  aquí  expuestas  respecto  al 
incumplimiento  de  la  compra  y venta  por  parte  del  uno 
6 del  otro  contratante,  sufren  modificaciones  en  hi  com- 
pra y venta,  en  la  que  el  término,  6 sea  el  tiempo  mar- 
cado para  su  cumplimiento,  es  esencial  á la  n;itiiralezn, 
de  la  operación,  como  ocurre  especialmente  en  las  con- 
trataciones en  Bolsa.  En  estas  ventas,  aun  la  parto  que 
no  pretenda  el  cumplimiento,  á pesar  de  que  el  venci- 
miento del  término  se  haya  establecido  en  su  beneficio, 

(a)  En  tanto  que  el  legislador  italiano  se  lia  preocupado  y)or 
igual  del  vendedor  y comprador,  al  menos  en  (d  Código  do  comer- 
cio, el  español  ha  constituido  un  privilegio  á favor  d(d  vendedor 
tan  sólo,  puesto  que  él  únicamente  puede  exigir  por  fuerza  el  cum- 
plimiento del  contrato  (véase  la  nota  anterior),  mientras  (pKí  al 
comprador  no  le  queda  más  recurso  que  el  ordinario  que  concede 
la  ley  á todo  el  que  ha  contraído  una  obligación  recíproca  (ar- 
tículo 1.124  del  Cód.  civ.). — (N.  T.) 
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debe  dar  aviso  á la  otra  en  las  veinticuatro  horas 
siguientes  al  vencimiento  del  término,  salvo  los  usos  es- 
peciales del  comercio,  y el  contrato  no  puede  tampoco 
exigirse  forzosamente,  á riesgo  y ventura  de  la  otra 
parte,  más  que  en  el  día  siguiente  al  del  aviso,  salvo  los 
usos  del  comercio  (art.  69)  {a). 


(a)  En  las  operaciones  á plazo  iLeclias  en  Bolsa  no  admite  nues- 
tro Código  de  comercio  (art.  76)  otra  cosa  que  el  cumplimiento  del 
contrato  hecho  en  el  término  fijado  y en  la  Bolsa  del  mismo  día,  ó 
á lo  más  en  el  tiempo  que  medie  hasta  la  reunión  siguiente  de 
Bolsa.— (N.  T.) 


CAPÍTULO  III 


Contrato  de  süiiiiiinístros  [a). 


^ 1,^ — ]^ocion€S  generales. 


213. Mediante  el  contrato  de  snministros  6 abas- 

tos, una  persona  contrae  la  obligación  do  proporcionar  á 
otra,  durante  un  cierto  tiempo  determinado  ó indetermi- 
nado, las  cosas  convenidas  á título  de  venta,  que  es  lo 
más  regular,  ó á otro  título  (?>),  mediante  retribución. 

Este  contrato,  necesariamente,  en  cuanto  iinplic*a  por 
parte  del  proveedor  una  serie  de  compras  para,  revender 
ó alquilar,  ó al  míenos  en  cuanto  en  todo  caso  da  lugar 
á una  empresa,  constituye  para  el  un  acto  nun-caníd 
(art.  3.®,  núm.  6).  Este  contrato  se  regida  d('  modo  di- 
verso, según  que  la  cosa  de  que  es  objeto  S(\i  suminis- 
trada á título  de  venta  ó de  locación,  ptu*o  eim-tos  [)rin- 
cipios  son  comunes  á ambos  casos.  La  caniidad  de  las 
cosas  que  liay  que  suministrar,  que  de  ordinario  son  c’o- 
sas  ungibles,  puede  ser  también,  como  hemos  dicho,  iu- 


(a)  Aunque  en  nuestro  ih'veelio  üctiie  íaiubién  (UMiiniio  un 
carácter  mercantil  por  excí^encia,  no  InKa'  nuestro  (\>(lii^'o  de»  e<) 
mercio  reterencia  aljamia  a cd;  I)¡eu  es  vtu'dml  (pn^  <d  (tuli^'o  líalui 
no  se  limita  á enumerarlo  entre  los  ael.os  inortaint.ih's.  Mu  cnnibio, 
nuestro  Código  civil  se  ocupa  con  algún  dtd<Miimi(Mii <>  d«>l  ni-rtuida 
miento  de  obras  j)or  ajuste  o prcH-io  ab/iado,  <uiyo  ca.ra.c'ii'r  t's  nier 
cantil  por  excelencia,  y que  tiene  un  esl. recibo  pact'ni.i'stH)  <u>n  td  do 
suministros.— (N.  T.) 

{b)  Ese  otro  título  sólo  puede  ser  el  dearrendaiuiento,  — ^N.  T ) 
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<J(‘í,<‘i-m¡mulM;  esto  es,  dejada  á voluntad  de  aquel  á quien 
dcdxíH  suministrarse,  mientras  que  de  ordinario  su  pre- 
<ÍS  d(d.erminado;  de  aquí  que  el  contrato  tenga  ca- 
rác.li^r  aleatorio;  sin  embargo,  aún  puede  convenirse  en 
(jue  el  precio  se  regule  de  cuando  en  cuando  por  el  co- 
rriente. De  todas  maneras,  no  se  deben  deducir  del  con- 
I rato  consecnencins  que  no  estaban  en  la  voluntad  de  las 
])artes,  permitiendo,  por  ejemplo,  á quien  ha  estipulado 
el  suministro  sin  determinación  de  cantidad,  reclamar 
cantidades  exageradas  que  no  podían  preverse  en  el  mo- 
mento de  la  estipulación  del  contrato.  Pueden  ocurrir 
varios  casos  especiales,  en  los  que  el  contrato  de  sumi- 
nistros se  resuelve  ó se  modiñea.  Lo  primero  que  puede 
ocip;rir  es  que  el  suministro  se  haga  imposible  por  un 
accidente  de  fuerza  mayor,  en  cuyo  caso  el  contrato  se 
resolvería  naturalmente  con  arreglo  á los  principios  ge- 
nertdes  sobre  la  resolución  de  los  contratos,  salvo  los 
pactos  que  en  previsión  de  esto  pudieran  haberse  conve- 
nido. En  segundo  lugar,  podra  suceder  que  el  suministro 
resulto  inútil  a aquel  a quien  debe  hacerse,  por  ejemplo, 
por(|ue  este  liubiore  cesado  en  el  ejercicio  del  comercio, 
causa,  determinante  del  suministro.  Entonces,  si  el  pro- 
veedor no  liubiese  aún  adquirido  las  cosas  que  debe  su- 
ministrar, por  razón  de  equidad  se  debería  tener  por  re- 
suelto el  contrato,  quedando  por  supuesto  obligada  la 
oii-a.  parte  á pagua*  al  empresario  de  los  suministros  la 
ganaiicia,  de  que  se  le  ha  privado.  Si,  por  el  contraiio, 
los  hubiese  adquirido  ya,  podría  el  proveedor  obligar  á 
la  otra  parte  á admitirlas,  y en  caso  de  que  ésta  se  opu- 
siera, si  el  suministro  de  las  cosas  de  que  se  trata  se  hu- 
biese convenido  ú título  de  venta,  venderlas  por  cuenta 
de  la  misma,  como  ocurre  en  los  casos  de  incumplimien- 
to de  la  compra  y venta.  La  eircuiistaiicia  de  que  el  su 
núiiistro,  por  razón  del  aumento  de  precio  de  las  cosas, 
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se  haya  hecho  demasiado  onerosa  para  el  proveedor,  no 
le  dará  derecho  á alterar  las  condiciones  del  contrato. 
El  contrato  de  suministros  puede,  como  hemos  dicho, 
tener  duración  determinada  ó indeterminada^  en  este 
ultimo  caso  cada  uno  de  los  contratantes  tiene  derecho 
á renunciar  á él,  dando  aviso  previo  á la  otra  parte,  se- 
giin  las  circunstancias  y los  usos. 

§ 2.^ — Contrato  de  suscripción  (1).  {a) 

214.— Entre  las  varias  formas  que  puede  revestir  el 
contrato  de  suministros,  merece  recordarse  el’de  suscrip- 
ción. 

Mediante  el  contrato  de  suscripción,  uu  editor  ó li- 
brero se  obliga  á suministrar  á otro  una  obra  del  inge- 
nio, á medida  que  se  vaya  publicando,  por  entregas,  cua- 
dernos, etc.,  por  un  precio  determinado  para  toda  la 
obra,  ó determinado  por  cada  entrega  ó cuaderno.  El 
adquirente  de  la  obra,  que  toma  el  nombre  de  suscrip- 
to!’ (a),  no  practica  por  esto  un  acto  mercantil,  mientras 
que  el  editor  sí  lo  practica,  directamente  ó por  medio  de 
un  representante,  ó también  por  el  librero,  entendiendo 
esta  última  palabra  en  el  sentido  de  una  persona  que 


(1)  Galdi,  II  contratto  di  associazione  libraría,  en  la  Gíur  ispra- 
denza  italiana^  vol.  XXY,  parte  lY. — Canetta,  Id.  ííxi  Fílangieri, 
nnm.  1.®  de  1889,  parte  I. 

(a)  Este  contrato  se  llama  en  italiano  de  associazione  libraría. 
Traducido  esto  directamente  al  castellano,  no  tendría  fácil  inteli- 
gencia, y como  en  nuestro  derecho  no  ha  adquirido  todavía  carta 
de  naturaleza,  hasta  el  punto  de  que  no  hay  tratadista  español  que 
se  haya  ocupado  en  su  estudio;  como  la  forma  más  corriente  de  ce- 
lebrar este  contrato  es  la  de  suscripción,  lo  he  bautizado  así , por 
creer  que  de  este  modo  sería  más  inteligible  para  todos.  Por  lo  de- 
más, es  de  lamentar  que  no  haya  en  nuestro  derecho  alguna  dis- 
posición que  ponga  coto  á los  muchos  abusos  que  so  han  cometid  o 
por  medio  de  estas  suscripciones. — (X.  T.) 
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contrata  con  el  editor  un  cierto  número  de  ejemplares, 
y después  los  vende  á los  suscriptores  (art.  3.o^  núm.  10)' 
Generalmente,  el  contrato  se  concierta  firmando  el*  sus^ 
criptor  un  prospecto  que  contiene  el  titulo  y las  condi- 
ciones de  publicación  de  la  obra,  y de  este  prospecto  es 
del  que  se  deducen  los  derechos  y obligaciones  de  las 
partes;  sin  embargo,  también  podría  perfeccionarse  >1 
contrato  verbalmente;  pero  de  la  circunstancia  de  haber 
conseguido  uno  ó varios  cuadernos  de  una  obra  que  el 
editor  ó el  librero  envía  por  suscripción,  no  puede  dedu- 
cirse que  exista  el  contrato,  IMuchas  veces  el  contrato  de 
suscripción  presupone  relaciones  entre  el  editor  y el  au- 
tor, y se  funda  en  gran  parte  en  estas  relaciones,  es  de- 
cir, en  el  contrato  de  edición  que  se  celebra  entre  dichas 
personas,  y que  para  el  editor  representa  una  forma  de 
especulación  comercial  (a).  Lo  que  ocurre  casi  siempre 
es  que  el  manuscrito  de  la  obra  no  se  ha  entregado  todo 
entero  de  una  vez  al  editor,  de  modo  que  éste  no  puede 
conocer  la  extensión,  límites  y tiempo  en  que  podrá 
darse  por  terminada.  Entonces,  si  el  autor  no  cumple  sus 
obligaciones,  no  pudiendo  el  editor  forzarle  á su  cum- 
plimiento,  se  ha  de  dar  el  contrato  por  resuelto.  Por  la 
misma  razón,  en  el  caso  antes  indicado,  los  pactos  que 
se  refieran  á la  extensión  de  la  obra,  al  tiempo  y al 
modo  de  su  publicación,  deben  entenderse  con  una  cier- 
ta latitud,  puesto  que  no  es  posible  á su  autor  determi- 
nar precisamente  la  amplitud  de  su  obra  antes  de  ha 
berla  terminado,  ni  el  tiempo  necesario  paia  acabarla* 

— I — r 

(rt)  ISTo  sólo  no  existía  en  nuestro  derecho  positivo  (ni  exis  ) 
una  ligera  indicación  respecto  á este  contrato  tan  inteiesan  ^ 
tan  frecuente  en  los  tiempos  actuales,  sino  que  nuestros  tía  a 
no  se  preocuparon  tampoco  de  su  existencia.  Hoy  empieza  a a d 
rir  carta  de  naturaleza  en  los  tratados  doctrinales,  graci^-S  ^ ^ ^ 

trabajos  del  Su.  Sánchez  Román,  en  sus  Estudios  de  derecho  cu^ 
y á mis  Lecciones  de  derecho  mercantil^  obra  ya  citada.  (H. 


CAPÍTULO  IV 


Contrato  de  transporte  (l). 


215. — El  contrato  de  transporte  por  tierra  ó por  agua 
puede  tener  por  objeto  mercancías  6 personas;  de  cada 
uno  de  estos  hablaremos  especialmente  j por  separado, 
advirtiendo,  sin  embargo,  que  del  transporte  por  agua, 
por  conexión  de  materias,  hablaremos  á propósito  del 
comercio  marítimo.  En  el  contrato  para  el  transporte  de 
noticias  no  nos  ocupamos  aquí,  porque  de  ordinario  esto 
constituye  un  monopolio  del  Estado,  y se  rige  por  dis- 
posiciones de  carácter  administrativo. 


(1)  Marchesini,  Del  contratfo  di  trasporto.  Toriiio.  — 
Gas  CA,  Códice  ferroviario.  Milano,  1888. — Nani,  Studi  di  diritfo 
ferroviario  en  el  Archivio  giuridico,  vol.  XIY,  pág*.  278;  vol.  XVI, 
pág.  505. — Levi,  II  contratto  di  trasporto  serondo  iJ  Códice  di  com- 
mercio.  Bologna,  1883. — De  Tüllio,  Del  contrato  di  trasporto.  Na- 
poh,  1884.— Manara,  II  diritto  ferroviario,  en  el  Archivio  (jiuridico, 
Tol.  XL,  pág.  88;  también  hay  otros  estudios  sobre  lo  mismo  en  la 
Rivista  italiana  per  le  scíenze  giurid iche.  Roma. — Pouget,  Du 
transport  par  ierre  et  par  eau  París,  1859. — Dltverdy,  Traite  da. 
contrat  de  transport  par  ierre  en  general  et  specialment par  chemiri 
defer,  2.^  edic.  París,  1874.— S arrut,  Legislation  et  jurisprndence 
sur  le  transport  des  marchandises  por  chemín  de  fer.  París,  1874. — 
Sax,  Die  Verhehrsmittel  in  Volhs  und  Staatwirthschaft.  Wienn, 
1878*79. — Eger,  Das  Deutsche  Frachfrecht.  Berlín,  1879-1883. — 
ScHOLT,  Das  transport  geschdfty  en  el  Handhach  de  Endenumn, 
Tol.  III,  § 335.— Westerkamp,  Die  Haftpfiicht,  id,  § 373. 

(a)  Poyé,  Manual  del  contrato  de  transporte.  Barcelona,  1886. 
Martín  Damero,  Biblioteca  jurídica  de  ferrocairriles,  tomo  I* 
Problemas  jurídicos  y comerciales  á que  da  origen  el  contrato  do 
transporte.  Madrid,  1891. — (N.  T.) 
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§ 1. — Transporte  de  mercancías. 

216. — El  transporte  de  mercancías  constituye,  como 
ya  hemos  dicho,  una  de  las  funciones  esenciales  del  comer- 
cio; repara  los  inconvenientes  de  la  desigual  distribución 
de  la  riqueza  sobre  la  superficie  terrestre,  permite  tam- 
bién aprovechar  el  mayor  grado  de  aptitud  que  puedan 
tenei  paia  la  transfoimacion  de  las  primeras  materias  las 
personas  que  están  lejos  de  nosotros.  Elevado  á la  cate- 
goría de  industria,  disminuye  las  dificultades  y los  gas-^ 
tos  inherentes  á los  transportes  particulares,  y tiende  4 
producir  el  equilibrio  de  los  precios  de  las  mercaderías 
entre  los  distintos  lugares,  y atenúa  también  los  daños 
que  pudieran  sobrevenir  en  determinados  países  por 
efecto  de  ciertas  circunstancias  (por  ejemplo,  la  carestía)* 
Jurídicamente  el  transporte  es  un  contrato  mixto  de  loca- 
ción de  trabajo,  en  cuanto  el  porteador  se  obliga  á trans- 
portar mercancías  de  un  lugar  á otro,  y de  depósito  en 
cuanto  el  porteador  mismo  recibe  las  mercancías  que  ha 
de  transportar  con  la  obligación  de  custodiarlas  y resti- 
tuirlas después  en  el  estado  en  que  le  fueron  entregadas; 
participando,  pues,  del  depósito,  el  contrato  de  transporte 
es  de  naturaleza  real,  y de  aquí  que  no  se  perfeccione 
hasta  que  las  cosas  no  se  hayan  entregado  efectivamente 
para  el  transporte. 

217.  — El  contrato  de  transportes  se  desenvuelve  regu- 
larmente entre  tres  personas,  que  son:  una  el  remitente, 
que  expide  las  mercancías;  otra  el  porteador,  que  se  en- 
carga del  transporte,  y otra,  finalmente,  el  destinatario, 
a favor  del  que,  como  veremos,  se  hace  la  estipulación, 
y á quien  se  deben  entregar  las  mercancías.  También 
puede  el  remitente  indicarse  él  mismo  como  destinata 
rio.  Para  la  celebración  del  contrato  de  transporte,  el 
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remitente  puede  acudir  directamente  al  verdadero  y pro- 
pio porteador,  ó sea  al  que  efectúa  el  transporte  ó al  que 
lo  hace  ejecutar  por  personas  dedicadas  especialmente  á 
este  servicio  (empresarios  de  transportes  ó porteadores 
en  sentido  impropio),  o,  finalmente,  á una  persona  que 
le  ponga  en  relaciones  con  el  porteador  ó con  el  empre- 
sario, ó sea  á un  comisionista  de  transportes.  En  el  pri- 
mer caso,  que  es  el  más  raro,  el  contrato  de  transporte 
se  celebra  entre  el  remitente  y el  porteador;  en  el  segun- 
do entre  el  remitente  y el  empresario  (que  de  ordinario 
es  una  compañía  de  ferrocarriles);  en  el  tercer  caso  en- 
tre el  comisionista  y el  porteador  ó el  empresario;  entre 
el  comisionista  y el  remitente  no  se  celebra  un  contrato 
de  transporte,  sino  más  bien  un  contrato  de  comisión 
para  negocios  de  transporte.  Tal  es,  según  nosotros,  el 
concepto  del  art.  388,  el  cual  designa  con  el  nombre  de 
porteador  al  que  se  encarga  del  transporte  ó de  hacer  que 
se  transporten  las  cosas,  pero  no  considera  al  comisio- 
nista de  transportes  como  á un  simple  porteador.  El  con- 
trato de  transporte  es,  pues,  bilateral,  real  y á título 
oneroso,  puesto  que  quien  se  encarga  del  transporte  lo 
hace  generalmente  á cambio  de  una  compensación  ó pre- 
cio. Todo  el  comercio  de  transporte  es  en  su  mayor  parte 
ejercido  por  empresarios,  ó sea  por  compañías  de  ferro- 
carriles, las  cuales  se  rigen  por  las  disposiciones  del  Có- 
digo de  comercio,  y además  por  los  convenios  ferrocarri- 
leros de  27  de  Abril  de  1885,  y por  los  documentos  que 
contienen  las  tarifas  y condiciones  de  los  transportes. 
Sin  embargo,  estas  empresas  ferroviarias,  mientras  por 
un  lado  ejercen  una  especie  de  monopolio,  en  cuanto  es 
imposible  no  valerse  de  las  mismas  para  efectuar  el 
transporte,  y por  eso  corresponde  á la  ley  velar  para  que 
no  impongan  á los  particulares  condiciones  demasiado 
onerosas;  por  otro,  prestan  un  servicio  público  que  íia  de 
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ser  protegido  y amparado,  teniendo  en  cuenta  también 
la  modicidad  de  las  tarifas;  sin  embargo,  la  ley  no  debe 
incurrir  en  un  rigorismo  imponiendo  á las  compañías  una 
responsabilidad  demasiado  grave  por  la  ejecución  de  los 
transportes  entre  los  remitentes  y los  destinatarios.  De 
aquí  la  necesidad  de  ciertas  reglas  especiales  que  indi- 
caremos en  el  curso  de  nuestro  estudio  (a), 

218. — El  contrato  de  trasporte  puede  celebrarse  ver- 
balmente, ó por  escrito;  por  regla  general  se  redacta  en 
un  documento  que  se  llama  carta  de  porte,  la  cual  debe 
entregarse  por  el  emitente  al  porteador  que  la  solicite 
(art.  389);  pero  éste  entrega  á aquél  también  si  se  le  pi- 
diere  un  ejemplar  de  la  misma,  suscrita  por  él  (art.  392). 
En  los  transportes  por  ferrocarril  la  carta  de  porte  lleva 
el  nombre  de  nota  de  expedición  para  la  gran  velocidad, 
y carta  deporte  parala  pequeña  ih)  y está  redactada  con 
arreglo  á los  modelos  aprobados  por  la  administración. 


(a)  No  peca  ciertamente  nuestra  ley  por  exceso  de  rigor  al  exi- 
gir responsabilidades  á las  compañías  de  ferrocarriles.  Sus  podero- 
sos consejos  de  administración  son,  y continuarán  siendo  por  mucho 
tiempo  todavía,  obstáculo  insuperable  para  que  el  legislador  se  atre- 
va á exigir  ciertas  responsabilidades.  El  industrialismo,  ha  dicho 
Spencer,  que  es  la  nota  característica  de  los  tiempos  actuales;  le  ha 
faltado  añadir  que  este  industrialismo  trata  de  vivir  encerrándose 
en  formas  antiguas,  tan  antiguas  coñio  el  feudalismo.  Pues  bien;  de 
entre  los  poderes  feudales  de  la  industria  moderna,  no  hay  ningu- 
no tan  fuerte,  ni  tan  robusto,  ni  tan  irresponsable  (al  menos  en 
nuestro  país),  como  el  de  las  compañías  de  ferrocarriles.  (N.  T.) 

{h)  Lo  que  nosotros  llamamos  carta  de  porte  los  italianos  lo  lla- 
man en  general  lettera  di  vettura^  y cuando  se  trata  de  transportes 
por  ferrocarril  en  pequeña  velocidad,  lettera  di  porto.  Hago  esta 
aclaración,  porque  de  lo  contrario  no  resultaría  justificada  esa  es- 
pecialidad en  la  denominación  de  documentos  que  expiden  las  com- 
pañías de  ferrocarriles,  y que  señala  el  autor. 

Entre  nosotros  las  cartas  de  porte  en  los  transportes  por  ferroca- 
rril se  llaman  declaraciones  de  expedición  (art.  351,  Código  de  co- 
mercio).—(N.  T.) 


D H K K C H o W K R o V N T U ; 


Ln  carta  de  porto  debo  ostar  fochada  y firmada  por  ol 
remitonto,  ó indicar  (arí.  ddOb 

1/  La  naturaleza,  ol  poso,  la  medida  o ol  numero  do 
las  cosas  que  bando  transportarse,  y si  están  ombab-ulas; 
también  la  calidad  del  embala io,  ol  número  v las  con- 
trasenas  ó marcas  do  éstos. 

2.^'  La  persona  del  remitente  y su  domicilio. 

.La  persona  del  porteador  y su  residencia. 

4. ''  Kl  lu^'ar  de  dcstiiu>  y la  { crson  a debb>st iiiatario 
que  puede  ser  también  el  [uaqúo  rcmitent(>,  t'\prt>sando 
si  la  carta  de  porte  es  :i  la.  ord<>n  6 al  portailor. 

5. '"  El  porte  ó precio  del  íransportt'  y las  sumas  (bebi- 
das al  porteador  por  las  expediciom\s  j^'ravadas  (’on  gas- 
tos anticipados  ó de  impuestos. 

(5.''  El  tiempo  en  el  que  debe  ereiduarsi'  td  t ranspiude 
ó tratándose  de  transportt'  por  iVrrocarril,  si  deho  con- 
ducirse á grande  ó pequeña  velocidad. 

7.^^  Las  demás  est ipulaeioiu's  convenidas  tMiin'  las 
partes  (a). 

Puede  ser  nominativa,  á la  orden  ó al  jiortador;  y por 
lo  tanto,  será,  transteribb'  nuHlianle  cí'sión,  (muIoso  o sim- 
ple entrega  (art.  481)).  >8u  transmisión  ]>roiluc(‘  <d  (d(‘cl(> 
de  transferir  la.  disponibilidad  de  las  cosas  i rans|u)i  ta<las 


(íí)  Kl  Ctnl fa"o  d('  conu  rcio  os])nuol  (M’*t  . ar>0)  lo.s  inismoH 

requisitos  para  la  oarta  <lo  portt',  y aun  pr<M'.isa  alyo  más  qin'  ol  ita- 
liano, puesta)  (pit>  r('(]ui('r(''  qiio  se  ha^a  la  (U'si^naiMon  <l<'i  lii^ar  do 
la  outrog’a  do  las  cosas  al  poid-ísulor.  líos|)(ud.o  á.  los  ( i íUísporlc's  por 
forrocarril  o poi*  otras  (Mupri'sas  sujetas  á t.arilas  o pía/, os  r ('f/la- 
montarios  (art.  1)5 1),  bastará  <pio  las  cart  as  d('  poide  ó deola racio.- 
uos  do  oxp<>dioi<ui  t’aoilit.adas  por  (d  <‘ai*írJelor  s<'  r(dieraii  (Ui  <oja,iit.o 
al  prooio,  pla/o  y ooiidioioiies  ('spíviales  <l<d  t i'a Msport,(\  a,  las  taritíis 
y rog’lariioiitos  cuya  aj)lioa(d<in  solioit(',  y si  no  <l(d.('rmina.ro  t-arifa, 
deberái  el  portoador  aplicar  (d  proído  do  las  (pío  i'esii It.t'ii  más  bara- 
tas, con  las  oon(li(doii(‘s  (juo  ¡i  ollas  soaii  inln'ront.í's,  oousi^»’naM(lo 
sionipro  su  expresieSn  ó referonoia  en  la  oarta  do  porto  <pio  ont.ro- 
^ue  al  carg-ador.— (N.  'J\) 
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á t.íl.ulo  (lo  propiedad  ó á otro  cualquier  título,  según 
hiilderen  convenido  las  partes.  Resulta  de  todo  esto  que 
la,  carta  do  porte  es  al  mismo  tiempo  prueba  dei  contra- 
to do  ti-a,nsporte  <i  instrumento  de  circulación  en  cuanto 
ella  permite  al  poseedor  disponer  de  las  mercancías  en 
viaj(',  transfiriéndolas  en  propiedad  á otro,  6 constitu- 
yoiido  sobro  ella  misma  una  prenda. 

21í). — El  contrato  de  transportes  se  desenvuelve  j de- 
Ixm  considerarse  en  él  tres  momentos  diversos,  ó sea  el 
do  la  remesa  de  las  mercancías,  el  del  transporte,  y el  de 
la  entrega. 

a)  Ihcmcsa  de  las  ^ncrcancias, — El  remitente  debe  ante 
todo  Ivacer  entrega  al  porteador  de  las  cosas  que  han  de 
transportarse  acondicionadas  de  modo  que  se  puedan  car- 
dar, transportar  y descargar;  de  no  ser  así,  el  porteador 
puede  recliazaTlas  ó aceptarlas  con  reserva;  a falta  de 
esto  se  presume,  salvo  prueba  en  contrario,  que  no  tie- 
nen doft‘ctos  aparentes  los  embalajes  (art.  y el  por- 
ttsidor  (pieda  responsable.  Los  objetos  preciosos,  el  dine- 
ro y U>s  tíinlos  de  (‘rédúto  deben  declararse,  de  otro 
modo  (d  po]*teador  no  responde  de  ellos;  en  caso  de  pér- 
dida. 6 de  avería  no  está  oblig*iub>  á resanár  mas  valor 
que  id  declarado  (art.  d0()).  El  remitente  debe  tamoién 
(Mitregar  al  portea.dor  los  documentos  de  aduanas  y los 
ibmnis  (|ue  fueran  precisos,  y responde  de  su  exactitud  y 
de  su  rí'gularidad  (art.  o91).  liOs  gastos  do  aduanas  ó de 
puertas  son  -anticipados  por  el  remitente  o por  el  portea- 
dor, que  SI'  reembcdsa  (h>  idlos,  exigiéndolos  al  destina- 
tario en  el  acto  de  la  entrega  de  las  mercancías.  Junta- 
imnite  con  la,  remesa,  ile  las  mercancías,  el  remitente 
ilebe  paga.r  el  preeio  del  transporte,  é>  sea  el  p^i^ 

con  trec'mnieia , y especialmente  en  los  ferrocarriles,  el 
pago  qiioila,  á (.-argo  lud  destinatario,  que  lo  satisface  en 
id  nunuonto  de  retirar  las  mercancías,  al  mismo  tiempo 
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que  las  sumas  con  que  pueda  resultar  gravada  por  el  re- 
mitente. En  este  caso  se  dice  que  la  expedición  se  hace 
(í  pagar.  El  precio  de  los  transportes  de  las  empresas  de 
ferrocarriles  está  marcado  en  las  tarifas-^  éstas  varían 
según  la  clasificación  de  las  mercancías  hecha  con  arre- 
glo al  valor,  al  peso  ó volumen,  y á la  distancia  que  han 
de  recorrer.  También  hay  juntamente  con  la  tarifa  ge- 
neral una  tarifa  especial^  en  la  que  a la  limitación  de  la 
responsabilidad  por  parte  de  la  administración  corres- 
ponde una  reducción  en  el  precio  del  porte.  Las  tarifas 
diferenciales,  que  de  ordinario  se  aplican  por  razón  del 
recorrido  kilométrico  más  bajo  cuanto  mayor  es  la  can- 
tidad de  mercancías  transportadas  y mayor  la  distancia 
que  han  de  recorrer,  se  consideran  particularmente  en  lo 
que  se  refiere  á la  responsabilidad  de  la  empresa  del  fe- 
rrocarril, como  tarifas  especiales  [a), 

220. — h)  transporte, — Entregadas  las  mercancías  al 
porteador,  éste  debe  verificar  el  transporte,  y si  son  varios 
los  remitentes,  debe  expedir  las  mercancías  por  el  orden 
en  que  se  le  hizo  la  entrega,  siempre  que  por  la  natura- 
leza de  las  mercancías,  por  su  destino,  ó por  otros  moti- 
vos, no  sea  necesario  seguir  un  orden  distinto,  ó no  se 
haga  aquél  imposible  por  caso  fortuito  ó fuerza  mayor 
(art.  394). 

Si  el  transporte  no  ha  sido  posible,  ó se  ha  retrasado 
excesivamente  por  caso  fortuito  ó fuerza  mayor,  el  por- 
teador debe  cuanto  antes  dar  aviso  al  remitente,  el  cual 
tiene  la  facultad  de  resolver  el  contrato  con  sólo  satisfa- 
cer los  gastes  causados  al  porteador.  Si  el  impedimento 
sobreviene  durante  el  transporte,  el  porteador  tiene  tam- 


(a)  Las  tarifas  diferenciales  son  nn  instrnmento  nmy  delicado, 
qne  en  manos  de  las  empresas  pueden  facilitar  ó dificultar  la  circula- 
ción económica  de  un  país,  creando  corrientes  artificiales  efecto  del 
monopolio  que  de  hecho  ejercen  las  grandes  compañías.— (N.  T. 
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l)ioa  doroclio  iil  iw^o  del  porte  en  proporción  al  camino 
recorrido.  En  este  caso  debe  devolver  al  porteador  el 
^ Cíiita  de  porte  a la  orden  ó al  portador 

que  esto  hubiera  suscrito  (art.  395). 

h][  transporte  puede  también  no  efectuarse,  ó efec- 
tuarse do  modo  distinto  al  convenido,  por  contraorden 
dol  romilonte.  Esto  tiene  en  este  caso  el  derecho  de  sus- 
pender el  transporte  y de  ordenar  la  restitución  de  las 
cosa,s  tmnsportadas,  ó la  entrega  de  las  mismas  á un 
destinatario  distinto  del  señalado  en  la  carta  de  porte, 
ó de  dis})oner  de  otra  manera;  pero  debe  abonar  al  por- 
teador los  gastos  y resarcirle  de  los  daños  que  sean  con- 
secuencia. inmediata  y directa  de  la  contraorden  (ar- 
tículo 39(>,  § 1 no  de  los  que  proceden  del  lucro  de 
que  fue  privado;  contra  lo  que  dispone  el  art.  1.227  del 
Código  ('i vil. 

Sin  embargo,  si  la  carta  de  porte,  suscrita  por  el  por- 
teador sea,  a la  orden  ó al  portador,  hubiese  sido  trans- 
ferida, por  el  r(uni tente  á otra  persona,  entonces,  puesto 
que,  (*omo  hemos  dicho,  la  posesión  de  la  misma  supone 
la,  disponibilidad  do  la  mercancía,  también  el  derecho 
de  dar  contraorden  compele  al  poseedor  de  la  carta  de 
porte,  y el  porteador,  al  recibir  la  contraorden,  tiene 
derecho  á que  se  le  restituya,  y si  se  mudo  el  destino  de 
las  cosas  transportadas,  puede  exigir  una  nueva  carta 
de  porte,  celebrándose  entonces  un  nuevo  contrato  de 
transporte  (art  . 39(>,  § 3.^'). 

221. — !ja  obligación  del  porteador  de  cumplir  las  ór- 
denes del  remitente,  ó de  algún  otro  que  tenga  su  dere- 
clu>  de  este,  cesa  desde  el  momento  en  que,  llegadas  las 
cosas  al  luo’ar  de  su  destino,  ó transcurrido  el  tiempc> 
en  que  hubieren  debido  llegar,  el  destinatario  que  esté 
eii  posesión  del  documento  necesario  para  exigir  la  en- 
trega his  haya  reclamado  del  porteador,  ó este  le  hu- 


DERECHO  MERCANTIL 


269 


biese  entregado  la  carta  de  porte  (art.  396,  § 2.«,  ar- 
tículo 407).  Hasta  este  momento,  pues  la  lej  considera 
dominus  negotii  al  remitente,  á pesar  de  que  al  convenir 
en  las  condiciones  del  contrato,  liaya  estipulado,  como 
diremos  en  breve,  á favor  del  destinatario.  Después  de 
aquel  momento  el  dominus  negotii  es  el  destinatario  mis- 
mo, de  cuyas  condiciones  nos  ocuparemos  también  en  el 
número  siguiente.  En  materia  de  transporte  por  ferro- 
carril, estos  derechos  del  remitente  y del  destinatario 
están  especificados  con  mayor  minuciosidad  en  las  tari- 
fas ferroviarias,  en  particular  en  el  art.  109,  letra  se- 
gún el  que  el  derecho  del  destinatario  empieza  en  el  mo- 
mento de  quedar  convenida  la  expedición. 

222. — c)  Entrega. — De  la  misma  esencia  del  contra- 
to de  transporte  nace  la  obligación  para  el  porteador  de 
entregar  al  destinatario,  en  el  término  establecido  en 
las  concesiones,  reglamentos  ó usos  (art.  397),  las  mer- 
cancías objeto  del  transporte,  de  que  él  se  hizo  cargo, 
ya  consignándolas  á domicilio,  si  así  se  hubiera  conve- 
nido, ya  poniéndolas  á su  disposición  de  otro  modo.  Co- 
rrelativamente corresponde  al  destinatario  el  derecho  de 
que  se  le  haga  la  entrega  de  dichas  mercancías,  no  ya 
en  calidad  de  negotiorum  gestor  del  remitente,  sino  jure 
propioy  por  efecto  del  contrato  del  transporte,  el  cual  con- 
tiene una  estipulación  en  beneficio  del  propio  destina- 
tario, por  analogía,  aunque  no  de  completa  conformidad 
con  lo  dispuesto  en  el  art.  1.128  del  Código  civil  (a). 

(a)  Véase  el  artículo  en  cuestión: 

Art.  1.128.  Nadie  podr;!  estipular  en  su  propio  nombre,  más 
que  para  sí  mismo. 

Sin  embargo,  cualquiera  podrá  estipular  en  beneficio  de  un  ter- 
cero, cuando  esto  constituya  la  condición  de  un  contrato  que  se 
Laya  becbo  por  uno  mismo,  ó de  una  donación  que  á otros  se  baga. 
El  que  baya  becbo  esta  estipulación,  no  podrá  revocarla  si  el  ter- 
cero ba  declarado  querer  aprovecharse  de  ella. — (N.  T.) 
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El  derecho  del  destinatario  de  reclamar  las  mercan- 
cías, empieza  por  re^la  general  el  día  en  que  la  mercan- 
cía llega  ó debiera  haber  llegado  al  lugar  de  su  destino: 
hasta  este  momento,  como  ya  hemos  dicho,  el  derecho 
de  disponer  de  las  mercancías  pertenece  al  remitente 
reputándose  así  condicionada  la  estipulación  hecha  por 
él  á favor  del  destinatario.  Se  discute  sin  embargo,  si 
este  derecho  corresponde  al  destinatario  de  un  modo  ex- 
clusivo 6 conjuntamente  con  el  remitente,  de  modo,  que 
ejercido  por  uno  de  ellos  no  puede  ya  serlo  por  el  otro  (a). 

223. — La  obligación  del  porteador  de  hacer  entre- 
ga de  las  mercancías,  está  subordinada  á la  del  desti- 
natario, de  pagar  el  precio  del  transporte  que  no  se  hu- 
biese pagado  ya  por  el  remitente,  y las  demás  sumas  ó 
gastos  con  que  resultase  gravada  la  mercancía.  A este 
efecto,  corresponde  al  porteador  un  privilegio  especial 
sobre  las  cosas  transportadas  hasta  su  entrega  al  destina- 
tario (art.  412),  mientras  que  el  Código  civil  (art.  1.958, 
núm.  9),  aplicable  á los  transportes  que  son  civiles  para 
ambos  contratantes,  extiende  dicho  privilegio,  permi- 
tiendo también  su  ejercicio  áun  cuando  las  mercancías 
se  encuentren  ya  en  poder  del  destinatario,  siempre  que 
la  acción  se  entable  dentro  de  los  tres  días  siguientes  á 
la  entrega.  En  caso  de  no  haber  conformidad,  si  el  des- 
tinatario  paga  la  suma  que  cree  deber  y deposita  al  pro- 
pio tiempo  la  diferencia  que  motiva  el  desacuerdo,  el 
porteador  debe  entregarle  las  cosas  transportadas.  La 
obligación  de  la  entrega  de  las  mercancías  está  también 


(a)  Del  íxrt.  360  de  nuestro  Código  de  comercio  se  desprende 
que  el  derecho  del  remitente  á disponer  de  las  mercancías  existe, 
en  tanto  que  no  se  haya  hecho  la  entrega  de  las  mismas  al  destina- 
tario, hayan  ó no  llegado  las  mercancías  á su  destino,  y siempre 
que  esté  en  poder  del  remitente  la  carta  de  porte  suscrita  por  el 

port8ador.—(N.  T.) 
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subordinada  á la  otra  obligación  del  destinatario,  de  res- 
tituir al  porteador  el  ejemplar  de  la  carta  de  porte  á la 
orden  ó al  portador  que  éste  hubiere  suscrito,  puesto 
que  de  dicha  carta  arrauca,  para  su  legítimo  poseedor  el 
derecho  de  disponer  de  las  mercancías  (arts.  408,  409)  (a). 

224. — Puede  acaecer  que  no  se  encuentre  el  destina- 
tario, ó que  éste,  por  las  averías  de  las  cosas  transpor- 
tadas, que  tiene  derecho  á reconocer  (art.  409),  ó por 
otra  causa,  se  niegue  á recibirlas;  entonces  el  presidente 
del  tribunal,  ó donde  no  hubiere  tribunal  el  pretor,  pue- 
de ordenar  el  depósito  ó el  secuestro  de  estas  cosas.  Pue- 
de también  hacer  reconocer  su  estado  j disponer  la  ven- 
ta hasta  cubrir  el  importe  de  las  sumas  debidas  al  por- 
teador, observando  las  formas  establecidas  en  el  art.  71 
del  Código  de  comercio.  Si  el  destinatario,  aunque  no 
promueva  controversia,  se  negase  al  pago  de  los  dere- 
chos del  porteador,  éste  podrá  proceder  según  las  reglas 
establecidas  para  el  ejercicio  del  privilegio  de  los  man- 
datarios comerciales  (art.  410,  § 2.^).  En  los  Reglamentos 
para  el  transporte  por  ferrocarril,  se  establecen  disposi- 
ciones especiales  para  el  caso  de  mercancías  sin  dueño  ó 
que  no  se  han  querido  recibir. 

225.  — La  responsabilidad  del  porteador  empieza  en 
el  momento  de  recibir  las  mercancías,  j termina  en  el 
de  su  entrega  al  destinatario,  j puede  referirse  lo  mismo 
á la  pérdida  ó avería  do  las  cosas  que  al  simple  retraso. 
De  la  pérdida  ó avería  de  las  mercancías  el  porteador 
responde,  salvo  convenio  especial,  del  que  hablaremos  en 


(a)  El  privilegio  del  porteador,  por  razón  del  precio  del  trans- 
porte j de  los  gastos  y derechos  causados  por  las  cosas  transporta- 
das durante  su  conducción  hasta  el  momento  de  su  entrega,  no  pres- 
cribe hasta  los  ocho  días  de  haberse  hecho  ésta  (art.  376,  Cód.  co- 
mercio esp.);  y este  precepto  es  igualmente  aplicable  á los  trans- 
portes mercantiles  que  á los  civiles. — (N.  T.) 
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l)n>vr,  si  no  prueba  que  procede  de  caso  fortuito  6 f 
za  mayor,  de  vicio  de  las  mismas  cosas  ó de 
loza,  ó de  hecho  del  remitente  é del  destinat 


natura- 
(artícu- 


lo 100).  Esto  está  en  armonía  con  cuanto  dispone  I 
lio., lo  dol  Cúdigo  civil,  j rcprese„t,„„.l„ 


del  principio  freneral  de  que  la  prueba  incumbe  al 
(art.  1.812,  Cód.  civil). 


actor 


o 


:26.-Ocurrida,  pues,  la  pérdida  de  las  mercancías 
lo  que  según  los  Reglamentos  de  ferrocarriles  se  presu- 
ne  de  derecho  si  hubiesen  transcurrido  cuatro  semanas 
desde  el  día  fijado  para  la  entrega,  se  procede  á la  liqui- 
dación del  daño.  Lo  mismo  ocurre  en  el  caso  de  avería: 
pero  para  poder  entonces  determinar  el  daño,  es  necesa- 
rio justificar  el  estado  de  las  mercancías  al  llegar  á su 
destino,  lo  que  debe  hacerse  en  caso  de  no  conformidad 
del  modo  establecido  en  el  art.  71  para  el  contrato  de 
venta.  Sin  embargo,  la  autoridad  judicial  puede  autori- 
zar al  porteador  para  la  entrega  de  las  mercancías  al  que 
resulte  tener  derecho  á disponer  de  ellas,  según  lo  que  he- 
mos dicho  ya  varias  veces,  mediante  caución  ó sin  ella 
(art.  402).  El  daño  procedente  de  pérdida  ó avería  se  cal- 
cula, á falta  de  reglas  especialmente  convenidas,  de  las 
que  ya  hablaremos,  según  el  precio  corriente  de  las 
mercaircías  transportadas  en  el  lugar  y tiempo  de  la  en- 
trega,  porque  es  en  estos  lugar  y tiempo  en  los  que  eí 
destinatario  habría  podido  valerse  de  dichas  mercancías. 

El  precio  corriente  se  determina  con  arreglo  a lo  dis- 
puesto en  el  art.  38,  hecha  deducción  de  los  gastoíj 
ahorrados  por  consecuencia  de  la  perdida  o avena  (a 
tículo  405,  § Si  el  daño  se  hizo  con  dolo  ó manifies- 
ta negligencia,  el  resarcimiento  comprende,  no  solo  ^ 
daño  emvergente,  sino  también  el  lucro  cesante,  se„ 
lo  dispuesto  en  los  artículos  1.227  j 1.229  del  Codio 
civil  (art.  405,  § 2.*^).  En  cuanto  á los  bagajes,  les  son 
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aplicables  las  reglas  especiales  que  en  breve  expoiulre- 
mos.  En  cuanto  á los  efectos  preciosos,  dinero  y títulos 
de  crédito,  les  es  aplicable  en  todo  caso  el  principio  ya 
indicado,  ó sea  qne  el  porteador  no  responde  sino  de 
aquello  que  se  ha  declarado,  y que  en  caso  de  pérdida  ó 
avería  no  está  obligado  á resarcir  más  valor  que  el  con- 
fesado (art.  406);  de  otro  modo,  su  responsabilidad  sería 
excesiva.  Si  la  pérdida  parcial  de  las  mercancías,  según 
los  Eeglamentos  de  ferrocarriles,  excede  de  las  tres  cuar- 
tas partes  de  la  cantidad  de  las  cosas  transportadas,  ó 
recae  sobre  una  parte  esencial  de  una  cosa  indivisible 
que  no  se  puede  fácilmente  sustituir,  puede  el  intere- 
sado considerarla  como  perdida  totalmente,  dejando  el 
remanente  por  cuenta  de  la  empresa  y consiguiendo  de 
ésta  la  indemnización  por  entero  (a). 

227. — A más  de  las  pérdidas  y averías,  el  porteador 
es  responsable,  por  regla  general,  de  los  retrasos,  ó sea 
de  que  las  mercancías  no  lleguen  á su  destino  en  el 
tiempo  convenido  (art.  390,  núm.  6),  6 en  su  defecto, 
en  el  establecido  por  los  reglamentos  6 los  usos  (artícu- 
lo 397),  6 también  si  habiendo  llegado  las  retuviere  in- 
debidamente. En  la  práctica,  sin  embargo,  se  concede 
con  frecuencia  alguna  pequeña  tolerancia  en  la  entrega 
de  las  mercancías.  Como  consecuencia  del  retraso,  el 
porteador  pierde  una  parte  del  precio  de  transporte  pro- 
porcionada á la  duración  del  retraso,  y lo  pierde  por  en- 
tero si  el  retraso  excediere  del  doble  tiempo  convenido 
para  efectuar  el  transporte,  con  más  la  obligación  de  re- 

(a)  No  determina  nuestro  Código  de  comercio  la  proporción  en 
qne  las  cosas  han  de  resultar  averiadas  para  que  pueda  reclamarse 
la  totalidad  del  precio  de  las  mismas  como  si  se  tratase  de  la  pérdi- 
da efectiva;  el  principio  de  nuestra  ley  es  más  equitativo,  pues  el 
consignatario  ha  de  admitir  todo  lo  que  no  haya  sufrido  avería  en 
tanto  que  no  justifique  que  no  le  es  posible  utilizarlo  por  la  falta  de 
la  parte  averiada  (art.  365).— (N.  T.) 
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sarcir  el  máximum  de  los  daños  que  acreditare  haber 
sufrido  (art.  403,  § 1.^).  Cesa  toda  responsabilidad  del 
porteador  si  éste  prueba  que  el  retraso  se  debe  á caso 
fortuito  ó fuerza  mayor,  ó á hecho  del  remitente  6 del 
destinatario  (art.  403,  § 2.'^).  La  falta  de  suficientes  me- 
dios de  transporte  no  basta  para  excusar  el  retraso,  pues- 
to que  el  porteador  no  debe  comprometerse  á hacer  el 
transporte  si  no  tiene  medios  bastantes  para  efectuarlo 
(art.  403,  § 3.^)  [a). 

228. — Todo  lo  que  hemos  dicho  hasta  ahora  supone 
que  no  se  ha  pactado  en  el  contrato  ninguna  condición 
especial  respecto  á la  responsabilidad  del  porteador.  En 
casos  normales  no  hay  duda  de  que  los  contratantes  tie- 
nen poder  para  limitar  la  propia  responsabilidad,  con 
arreglo  á los  principios  generales  en  materia  de  contra- 
tación. Pero  la  limitación  de  la  responsabilidad  no  pue- 
de llegar  hasta  convenir  que  el  porteador  no  es  respon- 
sable del  dolo  ó de  la  culpa  lata;  de  otro  modo  el  remi- 
tente quedaría  por  completo  á merced  del  porteador,  sin 
contar  con  la  inmoralidad  del  pacto.  También  se  con- 
siente á las  partes  limitar  la  indemnización  de  los  daños 
en  caso  de  pérdida  ó avería,  á tenor  del  art.  1.230  del 
Código  civil,  por  el  que  cuando  en  la  convención  se  es- 
tablece que  aquel  que  falte  á lo  pactado  pague  una  de- 
terminada suma  de  dinero  á título  de  daños,  no  se  puede 
reconocer  á la  otra  parte  una  suma  mayor  o menor.  La 
determinación  délos  daños  que  hay  que  resarcir  puede  ser 
también,  para  el  caso  de  incumplimiento  o de  retraso  en 


(a)  Tampoco  se  entretiene  nuestro  Código  de  comercio  en  se 
ñalar  efectos  distintos  según  que  el  retraso  exceda  o no  del  doble 
del  tiempo  calculado  para  el  transporte,  semejante  distinción  es 
puramente  arbitraria,  pues  no  es  el  mayor  ó menor  retraso  el  fac 
tor  más  importante  para  el  cálculo  de  los  daños  ocasionados. 
(K.  T.) 
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Ir  ^ntrc^R,  li8cii<i  6ii  foTiUR  de  cuiusuUi  peticu  I2d0, 
“§  “•  ' Codito  cÍwIí;  entonces  se  puede  pedir  siempre  Ir 
ejecución  del  contrato  v la  pena  (art,  414,  ls)x  pero  la 
disposición,  según  nosotros,  se  separa  de  la  del  articulo 
1.212,  § 2,'-'*  del  Codigo  civil  bastante  menos  óe  lo  que 
parece  de  la  letra  del  arr.  4l4. 

Para  la  aplicación  de  la  pena  no  se  requiere  la  prue- 
ba del  daño  qart,  414.,  ^ 2c' y si  se  prueba  que  este  es 
superior  á la  pena,  puede  reclamarse  el  suplemento  (^ar- 
tículo 414,  § o."'ú  Si  la  responsabilidad  del  porteador  se 
lia  excluido  á tenor  de  io  que  disponen  los  arts.  400  y 
40o,  no  hay  lugar  á la  aplicación  de  la  pena  yirt.  414, 

§ úp)- 

229. — Los  principios  que  permiten  á los  porteadores 
limitar  sii  propia  resj>oiisabilidad,  sufren  una  excepción 
cuando  se  trata  de  transportes  por  ferrocarril.  Las  em- 
presas de  ferrocarriles,  si  no  de  derecho,  al  menos  de 
hecho,  como  ya  hemos  dicho,  ejercen  una  especie  de 
monopolio;  la  ley,  pues,  debe  interesarse  y vigilar  pura 
que  no  impongan  á los  qnirticulares  condiciones  dema- 
siado onerosas,  como  también  en  lo  que  se  retiere  á la 
limitación  de  su  responsabilidad  en  los  transportes;  pero 
por  otra  parte,  cuando  los  ferrocarriles  ofrezcan  en  equí- 


[a)  Las  regias  de  miestro  derecho  respecto  á las  obligaciones 
€011  cláusula  penal,  son  más  sencillas  une  las  del  derecho  italiano. 
La  pena  convenida  sustituye  á la  indemnización  de  danos  y al  abo- 
no de  intereses  en  caso  de  incumplimiento,  salvo  pacto  en  contmrio 
(art.  1.15C,  Cód.  eiv.)  La  pena  no  exime  del  cnmpliiiiiento  de  las 
obligaciones  sino  en  el  oaso  de  haberse  pactado  así  expresamento, 
Tampoeo  pueden  exigirse  conjuntamente  la  pena  y la  obligación  sin 
convenirlo  así  de  un  modo  expreso  iart.  1.153,  Oód.  civó 

La  aplicación  de  estos  principios  al  derecho  mercantil  es  senci- 
lla; por  eso  dice  el  art.  370,  §1'-’  del  Código  de  comercio,  qne  <dia- 
biéndose  fijada  plazo  para  la  entrega  de  los  géneros,  deberá  hacer  - 
se  dentro  de  él,  y en  su  defecto,  pagará  el  porteador  la  indemniza  - 
ción  pactada  en  la  carta  de  porte,  sin  que  el  cargador  ni  el  consig- 
natario tengan  derecho  á otra  cosa.y— (N.  T.) 
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valencia  de  una  disminución  de  responsabilidad,  condi- 
ciones especiales  de  beneficio  en  los  transportes,  y soli^ 
citen  éstas  los  particulares,  sería  perjudicial  é injusto 
impedirlo.  Por  eso  el  Código  vigente,  en  el  art.  416,  des- 
pués de  haber  establecido  que  las  estipulaciones  que  ex- 
cluyen o limitan  en  los  transportes  por  ferrocarril  las 
obligaciones  y la  responsabilidad  establecida  en  los  ar- 
tículos 392,  393,  394,  400,  402,  403,  404,  405,  407,  408, 
411  y 415  son  nulos  y de  ningún  efecto,  aunque  los  per- 
mitan los  reglamentos  generales  ó particulares;  hace  ex- 
cepción para  el  caso  tan  sólo  en  que  á la  limitación  de 
la  responsabilidad  corresponda  una  disminución  del 
precio  de  transporte  establecido  en  las  tarifas  ordinarias, 
ofrecidas  en  tarifas  especiales.  Las  tarifas  diferencia- 
les, según  las  convenciones  ferroviarias,  se  comprenden 
también,  como  ya  hemos  dicho,  entre  las  tarifas  especia- 
les. Hay  también  que  advertir  que  las  empresas  de  ferro- 
carriles están  autorizadas  para  estipular,  como  cualquier 
otro  porteador,  siempre  que  se  trate  del  transporte  de 
determinadas  especies  de  cosas  frágiles  ó sujetas  á fácil 
deterioro,  ó de  animales,  ó de  transportes  hechos  en 
condiciones  especiales,  que  las  pérdidas  ó averías  se  pre- 
suman procedentes  de  vicio  propio  de  las  cosas  transpor- 
tadas, de  su  naturaleza,  6 de  hecho  del  remitente  ó del 
destinatario,  si  no  se  prueba  su  culpa.  De  otro  modo,  la 
responsabilidad  de  las  empresas  seria,  en  tales  casos,  de- 
masiado grave  (art.  401  h 

230. — En  materia  de  transporte  es  con  frecuencia 
necesario  ntilizar  los  servicios  de  varios  porteadores.  Por 
regla  general,  todo  porteador,  lo  mismo  que  es  responsa- 
ble do  los  hechos  de  sus  dependientes,  lo  es  también  de 
les  de  todos  los  porteadores  sucesivos  á quienes  contié  la 
ejecución  del  transporte  qirt.  39S\,  á no  ser  que  ja  elec- 
ción del  porteador  sucesivo  le  hava  sido  impuesta  poi 
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Temitente,  ó no  pudiese  hacerse  de  modo  distinto,  por 
no  haber  otro  medio,  en  cuyo  caso  cada  porteador  res- 
ponde tan  solo  de  sus  propios  hechos;  sin  embargo,  si  el 
porteador  sucesivo  acepta  las  mercancías  sin  hacer  cons- 
tar su  estado  en  la  carta  de  porte  6 de  otro  modo,  en- 
tonces se  presume  que  las  ha  recibido  en  buenas  condi- 
ciones, y conforme  están  indicadas  en  la  primitiva  carta 
de  porte  (art.  399);  por  consiguiente,  él  responde  tam- 
bién de  los  daños.  Si  existiese  entre  varios  porteadores 
un  convenio  para  el  transporte  combinado,  entonces  todos 
cuantos  se  hallen  comprendidos  en  esta  que  pudiera  lla- 
marse sociedad  colectiva  para  los  transportes,  deberán 
responder  in  soUdum.  En  todo  caso  la  petición  de  re- 
sarcimiento de  daños  debe  dirigirse  contra  el  primero  6 
contra  el  último  de  los  porteadores.  Se  puede  intentar 
contra  el  porteador  intermedio,  cuando  se  pruebe  que  el 
daño  haya  sobrevenido  durante  el  transporte  por  él  efec- 
tuado. A su  vez  todo  porteador  llamado  á responder  de 
hechos  que  no  son  suyos,  tiene  el  derecho  de  dirigirse 
contra  el  porteador  que  inmediatamente  le  precedió,  ó 
contra  el  porteador  intermedio  responsable  del  daño  se- 
gún la  precedente  disposición  (411).  Si  no  se  pudiese  de- 
terminar dónde,  cuándo  y por  obra  de  quién  se  ha  cau- 
sado el  daño,  los  porteadores,  en  sus  relaciones  unos  con 
otros,  deberán  responder  en  proporción  á los  kilómetros 
recorridos  por  las  mercancías  sobre  las  líneas  pertene- 
cientes á cada  uno  de  ellos,  que  es  lo  que  precisamente 
y de  ordinario  tienen  convenido  entre  sí  las  compañías 
ferroviarias. 

231. — Las  acciones  que  nacen  del  contrato  de  trans- 
porte están  sujetas  á la  prescripción  especial  del  ar- 
tículo 926  (a);  pero  se  extingue  con  el  pago  del  porte  y 

(a)  Art.  926.  Las  acciones  contra  el  conductor,  procedentes  del 
<5ontrato  de  transporte,  prescribirán; 
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el  recibo  sin  protesta  de  las  cosas  transportadas,  circuns- 
tancias estas  de  las  que  se  puede  justamente  deducir 
renuncia  de  toda  acción  contra  el  porteador.  Sin  embar- 
g’o,  la  acción  con  ti  a el  porteador  por  la  perdida  parcial, 
ó por  la  avería  no  reconocible  en  el  momento  de  la  en- 
trega, subsiste  aun  después  del  pago  del  porte  j del  re- 
cibo de  las  cosas  transportadas,  si  se  prueba  que  la  pér« 
dida  ó la  avería  ocurrieron  en  el  intervalo  entre  la  en- 
trega al  porteador  j el  recibo  por  el  destinatario  (puesto 
que  entonces  no  es  lícito  suponer  renunciado  el  ejercicio 
de  la  acción  contra  el  porteador),  y á condición  de  que 
la  demanda  de  reconocimiento  se  proponga  en  cuanto  se 
liaya  descubierto  el  daño,  y dentro  de  los  siete  días  si- 
guientes ai  de  su  recibo;  de  otro  modo  la  responsabilidad 
del  porteador  quedaría  demasiado  tiempo  en  suspenso,  y 
por  otra  parte,  no  es  presumible  que  el  destinatario  de 
las  mercancías  no  reconozca  su  estado  dentro  de  dicha 
término  (art,  415). 

Se  entiende  que  en  caso  de  dolo  por  parte  del  por- 
teador la  acción  contra  él  no  se  extinguiría,  es  decir, 
que  no  se  aplicaría  la  citada  disposición  de  la  ley.  Esta 
declaración  existía  en  el  texto  del  Código  votado  por  el 
Parlamento,  pero  fué  suprimida  después  como  superfina. 


1/^  Por  el  transcurso  de  seis  meses,  si  se  hizo  la  expedición  4 
Europa,  á excexjción  de  Islandia  j las  islas  Féroe,  a una  plaza  ma~ 
rítima  de  Asia  ó Africa  en  el  Mediterráneo,  mar  Negro,  canal  de 
Suez  ó mar  Pojo,  ó bien  á una  plaza  interior  en  comunicación  por 
vía  férrea  con  cualquiera  de  las  plazas  marítimas  expresadas,  y 
2.'^  Por  el  transcurso  de  un  año,  si  la  expedición  se  dirigió  á otro 


punto. 

Se  contará  el  término  en  caso  de  pérdida  total,  desde  el  día  en 
que  las  cosas  objeto  del  transporte  hubieran  debido  lleg*ar  al  punto 
de  destino,  y en  caso  de  pérdida  parcial,  avería  ó retraso,  desde  el 
ñía  de  la  entrega  al  destinatario. — (N.  T.) 
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^ 2/' — Tnuiíiportc  de  personan  (11. 

232. — El  COTI  trato  de  transporte  puede  también  tener 
por  objeto  el  transporte  de  personas,  y continuar  revis- 
tiendo sin  embargo,  para  el  que  lo  veritlea,  el  carácter 
de  acto  mercantil  (art.  núm.  13).  iSTuestra  legislación 
mercantil  no  se  ocupa  en  él  (j  debería  ocuparse,  en  es- 
pecial para  determinar  la  responsabilidad  de  las  en\ pre- 
sas por  los  daños  causados  á las  personas  en  los  casos  do 
retraso),  porque  se  dijo  en  la  época  de  la  compilación 
del  Código:  <(La  responsabilidad  de  que  se  trata  no  tie- 
ne siempre  inmediata  conexión  con  el  contrato  de  trans- 
porte, y por  otra  parte  las  elevadas  disposiciones  ten- 
drían un  objeto  que  se  inspira  en  ideas  más  deseadas  de 
las  que  pueden  entrar  en  el  campo  de  umi  ley  de  dere- 
cho privado,  cual  es  el  Código  de  comercio.))  Además,  o\ 
principio  general  de  la  responsabilidad  de  (piitm  se  dt'- 
dica  al  transporte  de  personas,  especialmente  de  las  em- 
presas de  ferrocarriles,  arranca  de  las  disposicioiu's  do 
los  artículos  290  y '213  de  la  ley  de  20  de  M ai  /o  do  lS(>r> 
sobre  obras  públicas,  así  como  de  los  artículos  l.lól, 
1.153  y l.()44  del  Código  civil;  y se  baila  contirmado  en 
los  artículos  2.^’  y 3.*^  del  reglamento  de  31  de  ()ctubre 
de  1873  para  la  policía  y seguridad  de  los  i\u  rocaiTÍl('s, 
y por  el  art.  102  del  anejo  á la  ley  de  27  de  Abril  de 
1885.  Otras  legislaciones  más  previsoras  dtd.ermimin  la. 
r esponsabilidad  de  las  empresas  de  ferrocarriU's,  tanto 
para  el  caso  de  daños  á las  personas,  ciuinto  para.  o\  d(^ 
los  retrasos,  y establecen  criterios  pa.ra  apreciarla;  [)or 
ejemplo:  la  ley  inglesa  de  15  de  Agosto  de  1S71,  la  ab^- 


(1)  Vease  la  bibliografía  dol  capítulo  [y  do  libro  l L 


y 
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mana  de  7 de  Junio  de  1871,  la  austríaca  de  5 de  Marzo 
de  1869,  etc.  {a), 

233. — Las  reglas  relativas  al  transporte  de  personas 
se  contienen  en  el  citado  anejo  al  convenio  ferroviario^ 
aquí  nos  ocuparemos  tan  sólo  de  las  más  importantes  de 
dichas  reglas.  Primero  de  todo,  conviene  advertir  que  el 
contrato  entre  la  compañía  j el  viajero  resulta  de  un  bi- 
llete que  á este  efecto  entrega  la  propia  compañía,  sin 
el  que  no  puede  ser  admitido  al  transporte.  El  billete  se 
entrega  para  cada  viaje  en  particular,  pero  se  dan  tam- 
bién á precios  reducidos  billetes  de  ida  y vuelta,  billetes 

{a)  En  el  etc.  con  que  termina  el  párrafo,  no  está  desgraciada- 
mente incluida  nuestra  legislación.  A este  propósito,  decía  yo  ya 
en  mis  Lecciones  de  derecho  mercantil,  lo  que  sigue: 

«Una  preocupación  que  demuestra  una  vez  más  que  la  ley  de  las 
compensaciones  se  cumple  de  un  modo  ineludible,  ha  hecho  que  por 
espacio  de  mucho  tiempo  el  legislador  no  se  atreviera  á dictar  dis- 
posición alguna  para  regular  aquellos  contratos,  en  los  que  la  per- 
sona constituye  el  objeto  de  los  mismos,  preocupación  que  siendo 
una  protesta  contra  el  antiguo  derecho  que  equiparaba  las  perso- 
nas álas  cosas,  sujetando  aquéllas  á la  propiedad  y al  dominio  por 
medio  de  la  esclavitud,  ha  influido  de  un  modo  notable  en  que  se 
considerase  hasta  época  muy  reciente  el  contrato  de  seguros  sobre 
la  vida  como  una  especulación  altamente  inmoral,  y que  hoy  mismo 
coarta  todavía  la  libertad  de  acción  del  legislador,  como  lo  demues- 
tra la  circunstancia  de  que  mientras  el  contrato  de  trasporte  te- 
rrestre y marítimo  de  mercancías  merece  una  prolija  atención  y 
un  cuidado  excesivo  de  parte  de  la  ley,  el  contrato  de  transporte 
terrestre  de  personas,  sólo  por  incidencia  y como  de  pasada,  es  ob- 
jeto de  alguna  disposición  especial  en  el  Código  de  comercio,  por- 
que en  el  Código  civil  el  buen  propósito  del  legislador,  si  lo  tuvo, 
no  pasó  del  epígrafe  de  la  sección  cap.  3.®,  tít.  6.*^  del  libro  lY, 
que  dice:  De  los  transportes  por  agua  y tierra,  tanto  de  personas  como 
de  cosas.  Podrá  quizá  creerse  por  alguien  que  estas  deflciencias  se 
habrán  suplido  grandemente  en  las  disposiciones  especiales  sobre 
ferrocarriles,  ya  que  en  estas  empresas  es  un  capítulo  importantí- 
simo el  transporte  de  pasajeros,  pero  ya  sea  por  la  razón  hasta  aquí 
indicada^  ó ya  por  otras  completamente  ajenas  al  caso,  tampoco  el 
transporte  de  pasajeros  es  objeto  de  muchas  prescripciones.»  Lec- 
ción 61,  pág.  236.— (N.  T.) 
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abono  para  ciertas  líneas  y por  tiempo  determinado, 
y billetes  para  viajes  circulares.  El  precio  del  transporte 
se  computa  por  razón  de  la  distancia;  varía  por  kilóme- 
tro, según  que  el  tren  sea  expreso,  correo,  mixto,  ó se- 
gún la  clase  (l.%  2.%  ó 3.^)  en  la  que  el  viajero  tenga 
derecho  á ocupar  su  asiento  (a).  Precios  especiales,  siem- 
pre bajo  las  bases  indicadas,  se  establecen  para  los  co- 
ches salones,  departamentos  reservados,  berlinas-camas  y 
otros  especiales.  Los  billetes  son  valederos  tan  sólo  para 
el  tren  para  el  que  se  han  expendido.  Se  concede  permi- 
so al  viajero  para  detenerse  en  las  estaciones  interme- 
dias, una  vez  si  el  recorrido  excede  de  200  kilómetros, 
dos  veces  si  excede  de  500,  pero  ninguna  de  estas  deten- 
ciones puede  exceder  de  la  media  noche  que  pone  térini- 
mo  al  día  siguiente.  El  viajero  tiene  derecho  al  reembol- 
so del  precio  total  del  billete  cuando  la  partida  del  tren 
se  retrase  una  hora,  6 el  viajero  no  pueda  partir  por  or- 
den de  la  autoridad  judicial  ó política,  ó cmindo  no  ten- 
ga sitio  en  el  tren.  Tiene  derecho  al  reembolso  propor- 
cional á la  parte  del  viaje  no  realizado,  cuando  el  iinni 
no  pueda  seguir  su  marcha  y el  viajero  no  quiera  api*o- 
vechar  los  medios  que  la  empresa  se  viese  obligada  a 
poner  á su  disposición,  ó cuando  por  causa  de  retrnso 
falten  los  enlaces  y el  viajero  no  quiera  aprovechar  el 
tren  siguiente.  Todo  esto  sin  perjuicio  de  su  derecho  al 
resarcimiento  de  daños  y perjuicios  en  caso  de  retraso 
cuando  éste  excediese  de  los  límites  consentidos  en  el 
art.  58  del  reglamento  de  policía  de  ferrocarriles,  que 
son:  de  veinte  minutos  para  los  expresos,  veinticinco  para 
los  correos  y cuarenta  y cinco  para  los  mixtos;  cuando  el 
recorrido  total  no  excede  de  50  kilómetros,  dichos  tér- 


(a)  Nuestras  empresas  no  admiten  más  distinción  de  precios 
que  la  que  resulta  de  la  diferencia  de  clase.— (N.  T.) 
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minos  se  i educen  en  una  cuarta  parte.  Para  la  valoración 
(ad  daño  son  aplicables  siempre  en  principio  las  regías 
establecidas  en  los  arts.  1.227  y siguientes  del  Código 
Civil,  que,  sin  embargo,  no  debe  interpretarse  con  dema- 
siado  rigor.  Se  entiende  que  ningún  resarcimiento  debe 
el  porteador  si  el  retraso  fué  debido  á caso  fortuito  ó 
fuerza  mayor,  pero  en  armonía  con  lo  que  hemos  dicho 
para  el  transporte  de  las  cosas,  la  prueba  del  caso  for- 
tuitoó  déla  fuerza  mayor  corresponderá á la  empresa  (a). 

234. — En  cuanto  á los  daños  ocasionados  á la  perso- 
na, el  viajero,  según  el  art.  42  de  los  anejos,  está  obliga- 
do á usar  las  precauciones  necesarias  y á cuidar,  en 
cuanto  de  él  dependa,  de  la  seguridad  é integridad  de  su 
persona  y de  las  que  están  bajo  su  custodia;  pero  reali- 
zándose el  daño  por  culpa  de  la  compañía,  ésta  responde 
de  él,  y no  sólo  al  perjudicado,  sino  también,  en  caso  de 
muerte  de  éste,  á los  que  por  tal  circunstancia  hayan  lle- 
gado á experimentar  el  daño;  como  por  ejemplo,  á los 
que,  con  ocasión  de  la  muerte,  sea  preciso  suministrar 
alimentos.  Obsérvese,  sin  embargo,  que  el  criterio  para 
la.  valoración  es  también  aquí  el  principio  que  algo  in- 
cierto se  estíiblece  en  los  arts.  1.227  y siguientes  del 
t'ódigo  civil  (h).  Repitamos,  por  último,  que,  á falta  de 


[(í)  Rsi  os  (loroclios  dol  viají'vo  son  perfoctamoute  desconocidos 
en  nnesiras  ](\yes  y regdanieníos  ferroviarios.  — (N.  T.) 

[h)  Y a.  lu>  dicdu)  (Mi  la,s  notas  anteriores  que  nuestra  leg'islacicui  en 
esta,  niat (>ria.  es  bien  potire.  Añadiré  (pie  se  reduce  al  art.  14  de  la 
l(>y  d('  poli(Ma  d('  terro(*arriles  de  2í>  de  Noviembre  de  ISm  / y al  ca- 
pítulo Vil  d(d  rí'gdauiento  d('  8 de  Septiembre  de  18/  8,  dictado  para 
la.  (\jecuci(ui  de  divdia  ley. 

En  ('sta  y en  el  artículo  citado  se  establece  en  principio  la  res- 
ponsabilidad d('  las  (MU presas  por  los  daños  y perjuicios  (pie  ocasio*^ 
nai'(Mi  al  Estado  o á los  part  ieiilaia's,  y (^n  (d  la'g’lameiito  no  se  dicta 
tampoco  disposición  alguiua  para  liacer  efectiva  la  responsabilidad 
(pie  tan  prolijamente  detalla  la  legúslacióu  italiana,  pues  se  con- 
eieta  el  cap.  Vil  ya,  citado  á determinar  la  responsabilidad  del  via~ 
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disposiciones  legislativas,  la  jurisprudencia  se  informó 
freciientemente  en  criterios  muj  variables. 

235. — Se  relaciona  con  el  transporte  de  las  personas 
el  de  los  equipo  jes,  respecto  á los  que  hay  también  en 
los  transportes  por  ferrocarril  reglas  especiales.  Son 
considerados  y admitidos  como  equipajes  cualesquiera 
efectos  que  para  uso  propio  del  viajero  ó de  su  familia 
se  transportan  ordinariamente  en  baúles,  sacos  de  viaje, 
sombrereras,  cajas,  bolsas  y otras  cosas  semejantes,  y 
también  las  muestras^  siempre  que  de  éstas  se  haga  la 
declaración  correspondiente,  pagando  la  tasa  del  nume- 
rario y de  los  objetos  preciosos  sobre  el  peso  que  arrojen 
como  equipajes.  Hay  que  advertir  también,  que  cada 
viajero  puede  llevar  gratuitamente  consigo  en  los  coches 
bultos  pequeños  de  equipaje,  siempre  que  en  conjunto 
no  pesen  más  de  20  kilogramos  y no  exceda  su  volumen 
de  metros  0’50  x 0^25  x 0’30.  Las  materias  y las  cosas 
peligrosas,  inflamables  ó explosivas  y las  que  puedan 
causar  daño  al  material  de  la  compañía,  se  prohibe  sean 
transportadas  como  equipaje,  ni  puede  el  viajero  llevar- 
las consigo  de  cualquier  modo,  sino  que  está  obligado  á 
entregarlas  con  declaraciones  precisas  y por  separado- 
También  son  igualmente  excluidos  el  numerario  y los 
objetos  preciosos  ó considerados  cojiio  tales.  Los  equipa- 
jes entregados  en  tiempo  útil  son  admitidos  en  el  mis- 
mo tren  que  lleva  al  viajero,  el  cual,  en  prueba  de  la  en- 
trega recibe  un  talón,  merced  ai  que  retira  su  equipaje 
en  la  estación  de  llegada;  también  sin  esto  puede  retirar 
el  equipaje  justificando  su  propiedad.  Cuando  no  se 
opongan  á ello  las  disposiciones  de  aduanas,  de  policía 

jero  que  entrare  sin  billete  en  el  tren,  que  continuare  su  viaje  más 
allá  del  punto  indicado  en  el  billete,  como  termino  de  su  viaje,  ó 
que  ocupare  un  asiento  de  clase  superior  al  que  marca  el  billete. — 

(N.  T.) 
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6 de  sanidad,  j el  tiempo  j las  circunstancias  lo  con- 
sientan, pueden  retirarse  los  equipajes  aun  en  otra  esta- 
ción que  preceda  á la  de  destino,  pero  sin  derecho  al 
reembolso  del  precio  pagado.  Los  equipajes  que  no  se 
hubiesen  retirado  en  los  seis  meses  siguientes  al  día  de 
la  expedición,  se  considerarán  abandonados  y pueden  ser 
abiertos,  pudiendo  la  empresa  enajenar  el  contenido 
Lo  recaudado  queda  á disposición  de  los  habientes  de- 
rechos por  dos  años,  transcurridos  los  cuales  queda  en 
beneficio  de  la  caja  de  pensiones  y socorro  á los  em- 
pleados de  ferrocarriles. 

236. — El  porteador  responde  del  daño  proveniente  de 
pérdida,  avería  ó retraso  én  la  llegada  de  los  equipajes; 
se  entiende,  siempre  que  no  dependa  de  caso  fortuito  ó 
fuerza  mayor,  ó de  hecho  del  remitente.  El  equipaje  se 
considera  perdido  transcurridos  diez  días  desde  el  en  que 
hubiese  debido  llegar  á su  destino.  Si  el  valor  del  equi- 
paje no  se  ha  declarado  ó convenido,  el  daño  se  regula 
por  el  juez,  según  las  circunstancias  particulares  del  he- 
cho (art.  405,  § 3.°),  quedando  en  pie  en  cuanto  á los 
objetos  preciosos  la  indicada  regla  del  art.  406.  En  los 
transportes  por  ferrocarril,  si  la  pérdida  parcial  de  los 
equipajes  excede  de  las  tres  cuartas  partes  de  su  impor- 
te, el  viajero  puede  considerarlo  como  si  se  hubiese  per- 
dido totalmente,  dejando  el  resto  á la  compañía  y con- 
siguiendo de  ésta  la  indemnización  por  entero  (a), 

(a)  El  transporte  de  equipajes  se  rige  en  Espaiia  por  las  pres- 
cripciones del  art.  8.®  del  reglamento  de  8 de  Septiembre  de  18/8, 
qne  aunque  no  tan  completas  como  las  que  transcribe  el  autor,  di- 
fieren tan  sólo  en  detalles  que  no  vale  la  pena  de  señalar  aqtii. 

(N.T.) 


CAPITULO  V 


Contrato  do  empresa  (1).  (a) 


2S7 • dGüOinincicióu  de  contrcito  de  empresQj 

;palto)  tiene  en  la  práctica  significados  muy  diversos,  con 
frecuencia  se  emplea  para  designar  el  contrato  de  sumi- 
nistros. En  su  significado  propio  la  empresa  es  un  con- 
trato por  el  que  una  de  las  partes  se  obliga  á bacer  6 
prestar  para  la  otra  una  determinada  obra  en  compen- 
sación de  una  merced.  Y por  obra  ha  de  entenderse,  no 
ya  el  trabajo  en  sentido  ejecutivo  {opera),  es  decir,  la 
actividad  empleada  en  la  ejecución  del  trabajo,  sino 
más  bien  el  trabajo  en  sentido  ejecutivo,  es  decir,  el  re- 
sultado útil  de  la  actividad  empleada  [opus).  Hemos  di- 
cho hacer  ó prestar,  porque  quien  se  encarga  de  una  em- 
presa puede  prometer  el  trabajo  propio,  ó el  de  otro,  es 
decir,  obligarse,  no  á ejecutarlo,  sino  á hacer  ejecutar 
para  el  comitente  un  trabajo  determinado,  ya  tenga  éste 


(1)  Yita-Levi,  Degli  appalti.  Torino,  1876,  y en  general  los  es-^ 
critores  de  derecho  civil  al  tratar  del  arrendamiento  de  servicios. 

(a)  He  traducido  appalto  por  empresa,  pereque  éste  es  su  signifi- 
cado mas  directo,  y porque  este  contrato  puede  decirse  que  no 
tiene  todavía  en  nuestra  técnica  jurídica  un  nombre  apropiado, 
pues  el  arrendamiento  de  obras  por  ajuste  ó á precio  alzado  que  le 
da  nuestro  C odigo  civil  no  es  tampoco  el  que  más  le  caracteriza, 
pues  el  tal  arrendamiento  no  es  otra  cosa  que  una  compra-venta 
mercantil  en  la  que  la  especulación  se  hace  sobre  el  trabajo  y los 
materiales  ^ primeras  materias  para  la  elaboración  ó construcción 
especulación  que  realiza  el  empresario  de  las  obras  -(N  T ) 
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por  objeto  muebles  o inmuebles,  y es  generalmente  en 
este  ultimo  sentido  en  el  (^ue  el  contrato  de  empresa  tie- 
ne carácter  mercantil,  en  cuanto  constituye  una  empresa 
para  el  que  lo  concierta,  6 sea  para  el  empresario,  que  es 
un  capitalista  cualquiera  considerado  como  tal  por  el 
comitente,  sin  consideración  alguna  á su  habilidad  y ca- 
pacidad necesarias  para  el  cumplimiento  del  trabajo  con- 
tratado. De  esto  no  debe  deducirse  la  consecuencia  de 
que  en  el  caso  en  que  el  que  se  encargó  de  la  obra  se 
obligue  á hacerla,  es  decir,  que  sea  él  mismo  artífice,  ar- 
tista, arquitecto,  etc.,  deba  necesariamente  convertirse 
en  un  contrato  civil,  pues  el  artífice  ó el  artista  pueden 
proponerse  especul  ar,  y las  circunstancias  de  hecho  pue- 
den demostrar  suficientemente  esta  intención.  El  con- 
trato de  empresa  se  relaciona  algunas  veces  con  el  con- 
trato de  suministros,  lo  que  suele  ocurrir  cuando  el  em- 
presario se  obliga  también  á proporcionar  los  materiales 
para  el  trabajo;  en  tal  caso,  dejando  á un  lado  la  cues- 
tión de  si  entonces  cambia  la  naturaleza  del  contrato 
por  transformarse  de  locación  en  venta;  lo  que  síes  cierto, 
es  que  adquiere  para  el  empresario  aún  con  más  motivo 
carácter  mercantil,  aun  cuando  éste  no  se  haya  obligado 
á prestar  trabajo  de  otro,  sino  el  suyo  propio.  Asi  el  Có- 
digo derogado  daba  carácter  decisivo  á la  circunstancia 

• 

del  suministro  de  la  materia  laborable;  porque  no  consi- 
deraba acto  mercantil  las  empresas  de  fabricación  y 
construcción  sino  cuando  el  empresario  suministraba 
también  los  materiales.  Hoy  esta  circunstancia  es  indi- 
ferente, la  comercialidad  de  la  empresa  se  funda  en  lo 
que  es  más  esencial,  en  la  especulación  sobre  el  trabajo, 
á más  del  empleo  de  capitales,  adquisiciones,  etc. 

El  Código  de  comercio  no  se  ocupa  en  el  contrato  de 
empresa,  pero  enumera  entre  los  actos  mercantiles  las 
empresas  de  fabricación  y construcción  (art.  3.^^,  num.  7)y 
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las  empresas  de  manufacturas  (núm.  8)  j la  construc- 
ción de  las  naves  (núm.  14);  por  consiguiente,  el  contra- 
to de  empresa  está  regulado  en  sus  líneas  fundamenta- 
les por  los  principios  del  Código  civil,  relativos  á la  lo- 
cación de  servicios  (art.  1.627  v siguientes),  pero  no 
enteramente  por  estos  mismos  principios,  muclios  de  los 
que  se  refieren  tan  sólo  á la  locatio  operarumy  no  á la  lo- 
catio  operis  (empresa),  dos  contratos  diversos  que  el  Có- 
digo lia  comprendido  malamente  (a). 

El  contrato  de  empresa  no  tiene  forma  especial,  pero 
en  ocasiones  puede  ser  necesaria  la  escritura,  como  en 
el  caso  del  art.  1.640  del  Código  civil  (5);  se  requiere, 
como  veremos,  si  la  empresa  tiene  por  objeto  la  cons- 
trucción de  naves  (art.  481),  ó,  en  general,  si  se  trata  de 
obras  adjudicadas  por  el  Estado,  las  provincias,  los  mu- 
nicipios, ó los  institutos  de  beneficencia,  en  cuyo  caso 
las  leyes  administrativas  prescriben  también  otras  for- 
malidades especiales.  El  contrato  de  empresa  puede  re- 
ferirse, tanto  á cosas  muebles  como  á cosas  inmuebles, 
y hacerse  por  un  precio  unitario;  ó sea  por  un  tanto  por 
unidad  de  trabajo  suministrado,  ó á tanto  alzado  (per 
aversio7iem,  dforfait),  es  decir,  por  un  precio  único,  que- 


(а)  Otro  tanto  puede  decirse  de  nuestro  Códig’o  civil;  y en  cuan- 
to á nuestro  Código  de  comercio,  hay  que  decir  que  sólo  por  apli- 
cación del  criterio  de  analogía  podrán  alguna  vez  los  tribunales 
declarar  que  el  contrato  de  empresa  es  mercantil,  pues  el  Código 
se  calla  en  absoluto  respecto  á este  particular. — (N.  T.) 

(б)  Art.  1.640.  Un  arquitecto  ó contratista  que  se  haya  encar- 
gado por  adjudicación  de  construir  un  edificio,  sujetándose  á un 
diseño  ó plano  establecido  ó convenido  con  el  comitente,  no  podrái 
pedir  ningún  aumento  de  precio  pretextando  el  que  haya  encare- 
cido la  mano  de  obra  ó los  materiales,  ó alegando  que  se  hayan  he- 
cho en  el  plano  variaciones  ó adiciones,  si  éstos  no  se  hubiesen  apro- 
bado por  escrito  ó no  se  hubiese  convenido  en  el  i)recio  con  el  co- 
mitente.— (hl.  T.) 
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dundo  g1  mayor  ó menor  coste  a riesgo  y ventura  dél 

empresario. 

El  empresario,  como  hemos  dicho,  puede  haberse 
obligado  á suministrar  tan  sólo  su  trabajo  ó su  industria 
6 también  los  materiales.  Son  aplicables  en  estos  casos^ 
en  lo  que  se  refiere  á la  pérdida  de  la  cosa,  las  reglas 
contenidas  en  los  artículos  1.635-1.637  del  Código  ci- 
vil  [a), 

238. — Los  efectos  del  contrato  de  empresa  se  resnel- 
ven  en  los  derechos  y obligaciones  délas  partes.  El  em- 
presario está  obligado  á ejecutar  la  obra  como  un  buen 
padre  de  familia  en  el  tiempo  y modo  convenido  y sef>‘ún 
las  reglas  del  arte;  pero  si  obedece  las  órdenes  del  comi- 
tente, queda  libre  de  responsabilidad,  excepto  el  caso  de 
dolo  ó de  culpa  grave.  Además,  es  responsable,  no  sola 
de  su  trabajo  propio,  sino  también  del  de  las  personas 
que  haya  empleado  (art.  1.644,  Cód.  civ.)  Ejecutado  el 
trabajo,  debe  hacer  la  entrega  de  la  cosa  al  comitente,  el 
cual  tiene  derecho  de  reconocer  previamente  dicho  tra-^ 
bajo,  con  objeto  de  dar  su  aprobación  (farne  il  collaudo)^ 
después  de  lo  que  el  empresario  queda  libre,  excepto  én 
el  caso  de  vicios  ocultos,  y salvo  si  se  trata  de  edificios 
de  otras  obras  notables,  la  facultad  concedida  al  comi- 
tente por  el  art.  1.639  del  Código  civil  ib). 

Correlativamente  á estos  deberes  del  empresario,  él 
comitente  está  obligado,  á más  de  recibir  la  obra,  según 
lo  convenido,  á pagar  también  el  precio  en  el  tiempo  y 
modo  establecido,  y á falta  de  ello  por  el  trabajo  ejecu- 

(a)  Las  reglas  á que  hacen  referencia,  son  las  mismas  de  los  ar- 
tículos 1.509  y 1.590  de  nuestro  Código  civil. — (N.  T.) 

(5)  Esta  facultad  consiste  en  poder  intentar  la  acción  de  daños 
y perjuicios  si  en  el  espacio  de  diez  años,  desde  la  construcción,  ésta 
se  arruinase  en  todo  ó en  parte  ó corriese  peligro  de  ruina  por  de 
fecto  en  la  construcción  ó vicio  del  suelo. — (IST.  T.) 
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tildo,  si  el  contrato  se  hizo  ti  destajc>;  y tvn  proporción  al 
trabajo  hecho,  cuando  la  empresa  se  refiera  h un  trabajo 
de  varias  partes  ó piezas,  ó sea  á medida  (art.  1.ÓÓ8, 
Cód.  civ.).  En  este  segundo  caso,  pues,  el  precio  dcl  t ra- 
bajo total  viene  á ser  variable;  en  el  primer  caso,  a ve- 
ces es  fijo;  de  donde  resulta,  que  el  precio  no  puede',  por 
ninguna  causa,  ser  exigido  por  el  empresario  en  cant  idad 
mayor  de  la  establecida,  á no  ser  que,  tratándose  de  la 
construcción  de  un  edificio  ó de  otra 'obra,  en  gra  nde',  de 
acuerdo  con  el  comitente,  se  hayan  introducido  variacio- 
nes en  el  proyecto  primitivo,  y e:'stas  hayan  sido  apre>ba- 
das  por  escrito,  y se  haya  además  convenido  el  pre'cio 
(art.  1.C40  Cód.  civ.). 

239. — El  contrato  de  empresa  se  disuelve  pe>r  hace'r- 
se  imposible  su  ejecución,  salvo  epic  cueste  case)  el  resar- 
cimiento de  los  daños  recae  en  aquel  epie'  í uvit're  e*nlpa; 
por  la  pérdida  de  la  cosa  en  los  casos  do  h)S  a,rts.  I.tíofi 
y 1.637  del  Código  civil;  por  el  cumplimie'iite)  de  la,  em- 
presa, y en  general  por  los  demás  inoelos  ele)  disol ne  ión 
comunes  á todos  los  contratos.  Se  disuelve  tanibión  [)or 
voluntad  del  comitente,  aun  cuando  el  traba  je)  se)  Imbie'- 
ra  empezado,  siempre  que  éste  restir/a,  a,l  empre'sario  por 
el  daño  emergente  y lucro  cesante  (art.  1.617  (á)d.  <*iv.); 
también  perla  muerte  del  empresario  (art.  1.6  id.); 

sin  embargo,  el  comitente  está,  obligade)  á,  pagar  a los 
herederos,  en  proporción  al  precio  lijado  en  el  contrato, 
el  importe  de  los  trabajos  hechos  y de  los  materiales 
preparados  cuando  tales  trabajos  ó materiales  puedan 
ser  utilizables  (art.  1.643,  id.). 
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CAPÍTULO  VI 


Contrato  de  edición  y de  represtentación 


§ 1.^ — Contrato  de  edición  (1). 

240. — Mediante  el  contrato  de  edición,  el  autor  de 
una  obra  científica,  literaria  6 artística,  6 sus  herederos 
ó habientes-causa  se  obligan  á conceder  esta  obra  á un 
editor  para  que  la  publique,  y el  editor  se  obliga  á re- 
producirla y ponerla  á la  venta.  Este  contrato,  pues, 
presupone  en  el  autor  el  derecho  exclusivo  de  disponer 
de  la  obra,  hecha  ó por  hacer,  ya  sea  porque  él  por  ha- 
berse acomodado  á la  ley  lo  haya  adquirido  legalmente, 
ó porque  se  proponga  adquirirlo,  ó porque  autorice  al 
editor  para  que  haga  directamente  la  adquisición.  Por 
esto  el  contrato  de  edición  se  reduce  á una  especie  de 
compra  y venta  de  la  propiedad  literaria,  pero  difiere  de 
ella,  como  hemos  dicho,  en  cuanto  impone  al  editor  la 
obligación  de  la  publicación;  bajo  este  respecto,  el  con- 
trato de  edición  participa  de  la  locación  de  servicios.  Si 
uno  ó varios  autores  contrajesen  la  obligación  de  cola- 
borar en  una  obra,  según  el  plan  discurrido  por  el  editor 
y mediante  una  retribución,  habría  entonces  una  simple 
locación  de  servicios;  á los  autores  no  les  correspondería 
ningún  derecho  de  propiedad,  tendrían  tan  sólo  el  dere- 
cho al  precio  convenido.  En  todo  caso,  mientras  el  autor 


(1)  Véase  la  bibliografía  del  núm.  48. 
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no  realiza  iin  acto  niorcantil,  ocurro  lo  contrario  con  el 
-editor,  que  por  el  hecho  de  ser  tnl,  viene  á interponerse 
entre  el  autor  y el  publico  (ari..  niini.  10). 

241.  El  contra, to  de  edición,  qu(>  no  (>sta  sujeto  ¡i 
formas  doiermiiiadas,  piUMle  esí  i[>ula rse  de  varios  iuod(>s; 
puede  el  autor  consentir  la.  est a.mpacdón  de  una  ó va, ría, s 
ediciones  de  su  obra,  en  un  nrnuero  determinado  do  co- 
pias; ceder  incondicionalmenb'  el  maaiuscrito;  ó iainhien 
asociarse  al  editor,  proporciona, ndo  la  comp(>nsa,cióu  al 
éxito  de  la  empresa.  Oomo  quiera,  (pie  sea,  did  contra.l.o 
de  edición  nacen  dei’echos  y obliíj^a.cioin^s  para  el  aul,or 
y para  el  editor.  El  autor  esl/i,  ol)liíj^a.do  en  primer  ter- 
mino, á entregar  la  obra  en  el  tiempo  esiableiddo,  sin 
que  respecto  á esto  se  deba  procaMhn’  con  demasiado  ri- 
gor, con  arreglo  ;i  cuanto  di  jimos  a,l  hablar  did  contaaito 
de  suscripción,  cuyos  principios  timnm  ta.mbieu  a.pli- 
cación  en  lo  que  se  refiere  á la  ('xtimsión  do  la,  obra, 
en  el  caso  en  que  no  estuviese^  termina.da.  a,l  c(d(d>ra,rse 
el  contrato.  El  autor  está,  ol)l¡ga,do  a.díumís  á.  garantir 
el  derecho  exclusivo  que  el  tiime  d(í  dispomn*  do  <dla.,  y 
de  no  publicarla  ó InKanda  publi<;a-r  ba.sta,  <pní  no  so  lia- 
yan  agotado  las  edi(áon(‘s,  á,  las  íjmí  l.iinn^  deriMdio  (4 
editor,  ó ha,sta,  (jue  no  baya,  t ra,n sea i nado  (d  ti(mi[M)  por 
el  que  fue  cedido  el  din-mdio  dcl  a,nt,or.  A su  v(v/,  oí  (uli- 
tor  debo  pagar  (d  prcício,  í|U(‘  jmmbi  l.a.mbieti  no  ba,bíu*s<í 
expresamente  determinado,  en  caiyo  c,a,so  <*orr(ísponderíi 
fijarlo  si  hubiese  discordia,,  á,  la,  autorida.d  judiraa.!. 
igualmente  publicar  el  tra,ba,jo  en  (d  t¡<unpo  y modo 
convenidos. 

Durante  la  estamí)íu*ión  d(d  t, ra  ba  jo  (d  a.utor  [unslo 
introducir  cambios,  siem[>re  ([U(i  no  d(^Hna,tura,rKsm  el 
carácter  de  la  obra,  y no  ca.us(m  (íxtraordina.rios  e irn 
previstos  gravámenes  aJ  (iditor,  (d  íjue  en  est(i  ultimo 
caso  tendría  derecho  á una  compensación.  Por  su  parbi, 
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el  editor  no  puede  introducir  cambios  no  consentidos  por 
el  autor.  Agotada  la  edición,  el  editor  tiene  el  derecho  j 
la  obligación  de  preparar  la  otra  si  el  contrato  comprem 
diese  más  de  una,  ofreciendo  al  autor  el  derecho  de  ha- 
cer los  cambios  que  estime  oportunos,  siempre,  por  su- 
puesto, que  éstos  no  alteren  el  trabajo,  y á condición 
también  de  que  el  mayor  gravamen  que  resulte  al  editor 
de  estos  cambios,  le  sea  compensado.  Los  mismos  prin- 
cipios deberán  aplicarse,  si  el  contrato  se  refiriese  á la 
absoluta  propiedad  de  la  obra,  sin  limitar  las  ediciones. 

242. — El  contrato  de  edición  se  extingue  si  antes  de 
que  la  obra  se  haya  terminado  muriere  el  autor  ó se  in- 
capacitare, ó también  si  sin  culpa  de  su  parte  le  fuese 
imposible  terminarla.  Si  entregado  el  manuscrito  pere- 
ciese por  caso  fortuito,  corresponde  al  autor  del  mismo 
modo  el  precio  fijado;  pero  si  éste  poseyese  copia,  está 
obligado  á entregarla  al  editor.  Igualmente,  si  la  edición 
perece  por  caso  fortuito,  en  todo  ó en  parte,  después  de 
estar  preparada,  el  editor  puede  reproducir  á sus  expen- 
sas los  ejemplares  destruidos.  Por  último,  en  caso  de 
quiebra  del  editor,  si  sus  acreedores  no  prefieren  man- 
tener el  compromiso  contraído  respecto  á la  publicación 
de  la  obra,  el  contrato  se  entiende  resuelto  y el  autor 
puede  conceder  á otro  el  derecho  de  publicarla. 


§ 2.^^ — Contrato  de  representación  (1). 

243. — El  contrato  de  representación  es  aquel  por  el 
que  el  autor  de  un  trabajo  adaptado  para  un  espectáculo 
público,  ó bien  sus  herederos  ó habientes  causa,  ceden 

(1)  Ascoli,  Giurisprudenza  teatraJe.  Fireuza,  1871.  — RosMlRL 
La  Jegislazíoue  dei  teatri.  Milano.  1872.  — Lacan  et  PALMiERr 
Traite  de  la  legisJatlon  et  j urísp)rudence  des  tJiéatres.  París,  IbSo.*** 
^uicHARi),  De  la  leg Islation  du  théatre.  París,  ISSO. 
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mediante  un  precio  el  derecho  de  hacerlo  representar.  El 
contrato  de  representación  se  refiere  principalmente  á 
las  representaciones  teatrales,  j comprende  nna  serie  de 
relaciones  de  la  empresa  con  el  autor  ó el  editor  de  la 
obra,  con  los  artistas  y con  el  público,  y también  con  la 
autoridad,  á la  cual  corresponde  la  inspección  de  los  tea- 
tros. El  que  asume  la  empresa  ejecuta  un  acto  mer- 
cantil, ya  contrate  con  el  autor,  ya  contrate  con  el  edi- 
tor, ó ya  contrate  con  el  público,  y también  en  cuanto 
contrata  con  los  artistas  á quienes  se  confía  la  repre- 
sentación (art.  3.'’,  núm.  9);  por  el  contrario,  el  con- 
trato no  es  mercantil  para  el  autor,  para  los  artistas 
y para  el  público  mismo;  lo  es  á veces  para  el  editor 
que,  habiendo  adquirido  el  derecho  de  representación, 
lo  cede  a su  vez  á otra  persona.  El  empresario,  pues, 
puede  adquirir  el  derecho  de  representación  de  una 
obra  del  autor  ó del  editor,  al  que  fué  cedida;  y tanto 
si  se  trata  de  un  trabajo  nuevo,  como  si  se  trata  de  uno 
ya  representado.  En  todo  caso,  el  contrato  de  represen- 
tación presenta  mucha  analogía  con  el  de  edición,  así 
es  que  algunas  veces  comprende  también  éste,  lo  cual 
ocurre  cuando  el  autor  cede  el  trabajo  á un  editor  con  la 
obligación  de  reproducirlo  y procurar  la  representación, 
en  este  caso,  rigorosamente  hablando,  puede  decirse  que 
entre  el  autor  y el  editor  no  hay  más  contrato  que  el  de 
edición,  el  de  representación  se  celebra  entre  el  editor  y 
la  empresa.  Sin  embargo,  á diferencia  del  contrato  de 
edición,  cuando  se  trata  de  un  trabajo  ya  representado 
particularmente  en  el  caso  en  que  el  contrato  se  haga 
entre  el  empresario  y el  editor  que  hizo  la  adquisición, 
el  primero  no  contrae  la  obligación  de  la  representación, 
sino  la  facultad  tan  sólo,  no  interesándole  al  editor  el 
hecho  de  la  representación,  y bastándole  conseguir  la  re- 
tribución convenida.  Celebrado  el  contrato  de  represen- 
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tación,  que  no  está  sujeto  á formas  especiales,  el  em- 
presario contrae  la  obligación,  6 adquiere  la  facultad, 
según  los  dos  casos  ya  indicados,  de  representar  la  obra, 
en  el  tiempo  j modo  establecido;  á su  vez  el  autor  ó el 
editor  tienen  el  derecho  áser  recompensados.  El  contrato 
se  entiende  resuelto  si  la  obra  no  es  del  agrado  del  pú- 
blico, ó no  puede  ser  representada  por  decreto  de  la 
autoridad  pública.  Por  ultimo,  tanto  los  contratos  que 
median  para  la  representaciónentre  el  empresario  y Ios- 
artistas,  como  también  los  que  median  entre  el  empresa- 
rio y el  público,  son  en  su  mayor  parte  regidos  por  la» 
costumbres  teatrales,  generales  ó locales,  que  una  vez. 
probadas  constituyen  la  ley  del  contrato. 


CAPITULO  VII 


Contratos  de  mandato  y comisión. 


§ 1.® — El  mandato  (1). 

244. — El  Código  civil  define  el  mandato:  un  contra- 
to, por  virtud  del  cual  una  persona  se  obliga  gratuita- 
mente ó mediante  precio,  á ejecutar  un  negocio  en  nom- 
bre y por  cuenta  de  otra  persona,  de  quien  ha  recibido 
el  encargo  (art.  1.377).  Esta  definición  se  adapta  sus- 
tancialmente también  al  mandato  mercantil,  si  se  añade 
que  el  negocio  para  el  que  se  dió  el  mandato  lia  de  ser 
nn  negocio  de  comercio.  Verdad  es  que  el  art.  349  del 
Código  de  comercio,  siguiendo  el  sistema  del  Código 
civil  francés,  añade  que  el  negocio  objeto  del  mandato 
debe  ser  tratado  en  nombre  del  mandante;  en  realidad, 
el  mandato  en  materia  mercantil  se  exterioriza,  por  regla 
general,  bajo  la  forma  de  representación  del  mandante; 


(1)  Armelani,  II  mandato  comnierciale  e la  commissione.  To- 
rino,  1885. — Delamarre  et  Lepoitevin,  Traite  de  droit  commer- 
cial  (la  primera  edición  de  esta  obra  se  llama:  Traite  de  droit  de 
commission  et  des  ohligations  eonventionelles  en  maticre  de  commer- 
ce).  París,  1861. — Troplong,  Du  mandat.  Bruxelles,  1846. — Cla- 
MAGERAX,  Du  louage  dHndustrie,  du  mandat  et  de  la  commission  en 
droit  romain  dans  V anden  droit frangais  et  dans  le  droit  actuel.  Pa- 
rís, 1856. — PouGET.  Des  droits  et  des  ohligations  des  divers  commis- 
sionaires  on  de  la  commission  en  matiere  d’ahhats  et  rentes.  París, 
1858. — Grünhut,  DasRecht  des  Kommissionshandels.  Wienn,  1879^ 
y en  el  Handbuch  de  Endemann,  vol.  III,  § 312-330. 
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pero  esto  iio  es  de  esencia  en  el  contrato,  pues  se  refiere 
tan  sólo  á su  modo  de  ejecución.  Si  el  mandatario  trata 
el  negocio  en  nombre  propio,  en  vez  de  hacerlo  en  el  del 
mandante,  las  consecuencias  en  las  relaciones  entre  el 
mandante  y los  terceros  serán  diversas;  respecto  á éstos 
el  mandatario  adquirirá  el  carácter  de  comisionista,  pero 
respecto  al  mandante,  no  dejará  de  existir  el  contrato 
de  mandato,  de  cuya  ejecución  responderá  siempre  el 
que  lo  haya  contraído.  También  en  lo  referente  á la  re- 
tribución del  mandato,  la  definición  antes  expuesta  se 
acomoda  al  mandato  mercantil,  pudiendo  éste  ser  tam- 
bién gratuito  ó retribuido;  sin  embargo,  la  diferencia  es 
ésta:  que  mientras  el  mandato  civil  se  presume  gratuito 
(art.  1.739,  Cód.  civ.),  el  mercantil  se  presume  retribui- 
do (art.  349),  lo  que  es  muy  natural,  si  se  tiene  en  cuen- 
ta el  carácter  de  las  operaciones  mercantiles,  que  es  el 
de  conseguir  un  lucro.  Finalmente,  es  de  advertir  que 
el  mandato  mercantil  no  se  refiere  las  más  de  las  veces 
á un  solo  acto,  sino  que  comprende  un  conjunto  de  ope- 
raciones, y es  sin  duda  por  esto  por  lo  que  el  art.  349 
requiere  que  el  objeto  del  mandato  sea  el  de  tratar  ne- 
gocios mercantiles.  Por  lo  demás,  sean  uno  ó varios  los 
actos  ó los  negocios,  el  contrato  es  siempre  el  mismo  (a) . 

245. — El  mandato  no  requiere,  por  regla  general, 
ninguna  formalidad  extrínseca,  salvo  si  se  refiere  á un 


(tt)  En  el  mandato  mercantil,  en  general  no  se  ocupa  nuestr# 
Godigo  de  comercio,  como  lo  liace  el  de  Italia,  lo  cual  se  explica  por 
el  distinto  sentido  gue  uno  y otro  asignan  al  contrato  de  comisión, 
pues  mientras  el  de  Italia  lo  reduce  á todo  mandato,  en  el  (jue  el 
mandatario  obre  en  nombre  propio,  el  Código  español  llama  comi- 
sión á todo  mandato  que  no  sea  el  especial,  que  se  confiere  á facto- 
res, dependientes  y mancebos  de  comercio. 

Aun  cuando  en  el  fondo  resulta  lo  mismo  la  doctrina,  la  distin- 
ción que  bace  el  G odigo  italiano  da  mayor  claridad  á la  exposición 
de  los  principios  legales. — (N.  T.) 
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contrato  para  la  enajenación  de  ininnebles  ó de  naves, 
en  cavo  caso,  lo  mismo  que  este  contrato,  debo  hacerse 
por  escrito.  Puede  ser  conferido  j aceptado  expresa  ó 
tácitamente.  La  aceptación  tácita  resulta  con  frecuencia 
de  la  ejecución  por  parte  del  mandatario  del  encaro-o 
que  le  hizo  el  mandante;  pero  el  hecho  de  no  querer 
aceptar  el  encargo,  no  le  dispensa  de  todas  las  obligacio- 
nes respecto  al  mandante,  al  menos  en  cuanto  dicho  en- 


cargo no  sea  cosa  extraña  ai  comercio  ejercido  por  aquel 
á quien  se  ha  propuesto.  Por  eso  el  comerciante  que  no 
quiere  aceptar  un  encargo,  debe  en  el  más  breve  plazo 
posible  dar  á conocer  su  negativa  al  mandante,  y no 
obstante  ella,  debe  poner  en  lugar  seguro  las  cosas  que 
«e  le  expidieron  y tener  cuidado  de  su  conservación  á ex- 
pensas del  mandante  hasta  que  éste  haya  podido  dar  las 
disposiciones  oportunas.  En  caso  de  retardo,  puede  tam- 
bién procurar  el  depósito  judicial  y la  venta  de  las  cosas 
en  la  forma  dispuesta  en  el  art.  71  (art.  351).  Si  las  co- 
sas que  el  mandatario  recibe  por  cuenta  del  mandante 
presentan  señales  visibles  de  los  daños  sufridos  durante 
el  transporte,  debe  hacer  lo  necesario  para  asegurar  los 
derechos  del  mandante  contra  el  porteador;  de  otro 
modo  es  responsable  de  las  cosas  recibidas  con  arreglo  á 
la  descripción  de  ellas  contenidas  en  la  carta  de  aviso,  ó 
de  porte,  ó en  la  póliza  de  cargo.  Si  el  daño  requiere  re- 
medio urgente,  el  mandatario  puede  también  pedir  la 
venta  de  las  cosas  con  arreglo  á lo  dispuesto  en  el  art.  71 
(art.  352). 

246. — El  mandato  puede  ser  general  ó especial,  y sea 
lo  uno  ó lo  otro,  aunque  el  mandato  esté  concebido  en 
términos  generales,  no  se  extiende  á los  asuntos  mercan- 
tiles si  no  se  ha  declarado  así  expresamente.  Puede  ser 
más  ó menos  limitado;  sin  embargo,  si  al  mandatario  no 
se  le  han  dado  instrucciones  más  que  respecto  á ciertas 
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particularidades  del  negocio,  el  mandato  se  reputa  libre 
en  cuanto  a lo  demás.  El  mandato  para  un  cierto  nego- 
cio comprende  todos  los  actos  necesarios  para  la  ejecu- 
ción del  mismo,  aunque  no  se  hayan  expresamente  indi- 
cado (art.  350). 

Podría  ocurrir  también  que  el  mandato  se  hubiese 
dado  á varias  personas.  Entonces,  si  no  se  ha  declarado 
que  los  mandatarios  han  de  proceder  conjuntamente,  se 
reputan  encargados  de  operar  los  unos  á falta  de  los 
otros,  según  el  orden  en  que  hayan  sido  nombrados  en 
el  contrato.  Si  se  ha  declarado  que  los  mandatarios  de- 
ben obrar  conjuntamente,  y el  mandato  no  es  aceptado 
por  todos,  los  que  lo  aceptan  se  presumen  autorizados 
para  ejecutarlo  si  constituyeren  la  mayoría  de  los  nom- 
brados. En  todo  caso,  la  obligación  de  los  mandatarios 
mercantiles,  cuando  son  varios,  se  presume  solidaria, 
aunque  ajustándose  al  principio  general  del  art.  40  (ar- 
tículo 364)  (a). 

247. — Celebrado  que  sea  el  contrato,  veamos  cuáles 
son  las  obligaciones  que  de  él  nacen  para  los  contratan- 
tes. El  mandatario  está  obligado  á poner  en  conoci- 
miento del  mandante  todos  los  hechos  que  pueden  de- 
terminarle á revocar  ó modificar  el  mandato  (art.  353), 
y con  mayor  razón,  después  de  haberlo  ejecutado,  de 
advertírselo  así  inmediatamente  al  mandante  (art.  357).^ 
En  la  ejecución  del  mandato  debe  atenerse  á las  instruc- 
ciones recibidas,  ó en  su  defecto,  á los  usos  del  comer- 
cio (art.  356),  dando  la  preferencia  á los  usos  locales  o 
especiales  sobre  los  usos  generales  (art.  1.®).  Si  detiene 
cosas  que  corresponden  al  mandante,  es  responsable  de 


{co)  ííi  nuestro  Códig’o  de  comercio  ni  nuestro  Código  civil  di- 
cen una  palabra  del  mandato  conferido  á varios  al  mismo  tiempo. 
(K.  T.) 
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los  daños  que  provengan  de  caso  fortuito  ó fuerza  ma- 
yor, de  vicio  de  la  cosa  misma  ó de  su  naturaleza  (ar- 
tículo 364).  En  cuanto  á las  sumas  de  dinero  que  perte- 
nezcan al  mandante,  ó si  se  trata  de  sumas  que  el  man- 
datario no  tiene  razón  para  retener,  y éstas  deben  ser 
en  seguida  entregadas  ó expedidas  al  mandante,  y de  no 
hacerlo  así,  el  mandatario  está  obligado  á abonar  los  in- 
tereses de  dichas  sumas  con  arreglo  á los  principios  ge- 
nerales del  art.  41  (art.  355);  ó se  trata  de  sumas  desti- 
nadas á objetos  determinados  y el  mandatario  no  puede 
distraerlas;  si  tal  hiciere,  á más  de  estar  obligado  á abo- 
nar los  intereses  correspondientes  desde  el  día  en  que  los 
ha  recibido,  responde  de  los  daños,  aparte  de  la  acción 
penal  que  procediere,  según  los  casos  (art.  358).  Sin  em- 
bargo, si  la  distracción  de  las  sumas  fuese  motivada  por 
alguna  cosa  útil  al  mandante,  y ésta  fuese  necesaria 
en  una  operación  compleja,  no  sería  procedente  la  apli- 
cación de  la  citada  disposición  legal.  Contratando,  pues, 
con  los  terceros,  se  requiere  la  exhibición  del  mandato, 
y no  puede  oponerles  instrucciones  separadas  recibidas 
del  mandante  si  no  prueba  que  éstos  las  conocían  al 
tiempo  en  que  fué  contraída  la  obligación  (art.  359). 

En  el  cumplimiento  de  todas  estas  obligaciones  res- 
ponde, no  sólo  del  dolo,  sino  también  de  la  culpa,  la  cual 
se  aprecia  con  mayor  rigor  si  el  mandato,  como  de  ordi- 
nario sucede,  es  oneroso  (art.  1.746,  Cód.  civ.). 

248. — En  cuanto  á las  obligaciones  del  mandante, 
diremos  que  está  obligado  á suministrar  al  mandatario 
los  medios  necesarios  á la  ejecución  del  mandato,  salvo 
pacto  en  contrario  (art.  360).  Sin  estos  medios,  el  man- 
datario no  está  obligado  á cumplir  el  encargo;  sin  em- 
bargo, la  regla  no  es  aplicable  á los  pequeños  desembol- 
sos que  pudiesen  ser  necesarios  al  efecto,  y que  deben 
anticiparse  por  el  mandatario.  [Recibido,  pues,  el  aviso 
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(lo  lii  ojocución  del  mandato,  el  mandante  debe  inme- 
d ¡«atnjnento  responder.  El  letraso  del  mandante  en  res- 
ponder despees  de  recibido  el  aviso,  durante  un  tiempo 
míijor  del  que  requiere  la  naturaleza  del  negocio,  ó 
autorizado  por  los  usos  del  comercio,  hace  presumir  su 
aprobación,  aunque  el  mandatario  se  hubiere  excedido 
del  iruMidato  ( art.  357).  Finalmente,  debe  reembolsar 
el  mandatario  los  anticipos  y gastos  hechos  por  su  cuen- 
ta,  y paga.rle  también  el  precio  convenido  en  el  contrato, 
ó en  su  defecto  el  de  costumbre  en  el  lugar  donde  se  ha 
cumplido  el  mandato  (art.  361).  (a), 

249.  — Para  el  pago  de  las  sumas  que  por  todos 
estos  títulos  ya  indicados  pueden  corresponderle,  como 
también  por  el  de  los  intereses  legales  sobre  los  antici- 
pos y gastos,  la  ley  (art.  362),  en  interés  del  comercio, 
concede  al  mandatario  un  privilegio  especial  sobre  las 
cosas  pertenecientes  al  mandante  que  están  en  poder  de 
aquél  para  la  ejecución  del  mandato,  6 que  se  encuen- 
tren á su  disposición  en  los  almacenes  ó lugares  de  de- 
pósito público,  ó de  las  que  pueda  probar  que  se  le  han 
expedido  por  la  posesión  legítima  de  la  póliza  de  cargo 
((única»  ó ((primera»,  ó de  la  carta  de  porte.  Si,  pues,  se 
trata  de  un  mandatario  que  ha  comprado  mercancías 
por  cuenta  del  mandante,  éste  tendrá  privilegio  también 
por  el  precio  pagado,  si  las  mercancías  se  encuentran  á 
su  disposición  en  sus  almacenes  ó en  lugares  de  depósito 
público. 


(a)  La  oblig’ación  del  mandante  de  contestar  al  aviso  que  le 
diere  el  mandatario  de  liaber  cumplido  el  mandato,  es  una  obliga- 
ción de  que  no  babla  nuestra  ley  mercantil.  Sin  embargo,  es  tan 
natural  ésta  como  la  consecuencia  de  que  el  silencio  ó retardo  exce- 
sivo en  la  respuesta  supone  la  aprobación  de  lo  becho  por  el  man- 
datario, aun  cuando  éste  se  hubiere  excedido,  que  en  la  práctica 
sera  fori^osa  la  aplicación  de  estas  regdas  del  derecho  italiano  en 
vista  del  silencio  del  Código  de  comercio. — (N.  T.) 
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En  caso  de  quiebra  del  mandante,  el  privilegio  del 
mandatario  sobre  las  cosas  compradas  por  cuenta  de 
aquél,  se  ejercita  con  arreglo  á las  disposiciones  del  ca- 
pítulo III,  tít.  IV,  lib.  III  del  Código,  que  en  otro  lugar 
examinaremos.  El  privilegio  del  mandatario  supone, 
pues,  la  posesión  real  o simbólica  de  las  mercancías^  sin 
embargo,  si  el  mandatario  mismo  encargado  de  vender 
las  mercancías  del  mandante  las  hubiere  realmente  ven- 
dido, el  privilegio  podrá  ejercerlo  sobre  el  precio  de  las 
mismas,  siempre,  por  supuesto,  que  estuviesen  todavía  en 
su  poder,  ó á su  disposición. 

El  privilegio  de  que  hasta  aquí  nos  hemos  venido 
ocupando,  j que  en  otras  legislaciones  y en  el  Código 
italiano  de  1865  se  concede  tan  sólo  á los  comisionistas 
sobre  las  mercancías  expedidas  ó para  expedir  de  una 
plaza  á otra,  se  extiende,  pues,  á todos  los  mandatarios 
en  general,  aun  para  los  negocios  que  se  realicen  en  la 
misma  plaza  de  comercio  en  que  reside  el  mandante. 
Este  privilegio  es  general  y preferente  sobre  cualquier 
otro  de  los  establecidos  por  las  leyes  (arts.  1.958-1.960, 
Cód.  civ.),  hasta  sobre  el  derecho  del  vendedor  reivindi- 
cante, y subsiste  aunque  los  anticipos  ó los  gastos  se  ha- 
yan hecho  antes  ó después  de  que  las  cosas  hayan  llega- 
do á estar  en  posesión  del  mandatario  (art.  662,  § 2). 
Para  ejercitarlo,  el  mandatario  debe  hacer  notiíicar  ju- 
dicialmente al  mandante  la  nota  de  las  sunnis  que  se  le 
adeudan,  con  intimación  de  que  sean  satisfechas  dentro 
de  tres  días,  y con  la  advertencia  de  que  do  no  hacerlo 
así  se  procederá  á la  venta  de  las  cosas  sujetas  al  privi- 
legio. El  mandante  puede  oponerse  con  cita(dón  para 

comparecer  el  día  señalado,  notificada  también  dentro 
del  mismo  término. 

Si  el  mandante  no  tuviere  residencia  ó domicilio  ele- 
gido en  el  lugar  de  la  residencia  del  man.latario,  el  tdr- 
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mino  para  la  oposición  se  aumenta  á tenor  de  lo  dis- 
puesto en  el  art.  147  del  Código  de  procedimiento  civil. 
Transcurrido  el  término  ó desechada  la  oposición,  el 
mandatario  puede  sin  más  formalidad  hacer  vender  las 
cosas  sobre  que  recae  el  privilegio  con  arreglo  á lo  que 
dispone  el  art.  68  (art.  363)  (a). 

250. — El  mandato  se  extingue  (art.  365,  Cód.  comer- 
cio, 1.757  Cód.  civ.): 

Por  la  revocación  hecha  por  el  mandante,  expre- 
sa ó tácitamente  con  hechos  que  supongan  la  revocación, 
por  ejemplo,  con  el  nombramiento  notificado  al  manda- 
tario de  un  nuevo  mandatario  para  el  mismo  negocio  (ar- 
tículo 1.760,  Cód.  civ.). 

2. ®  Por  la  renuncia  del  mandatario;  sin  embargo,  si 
la  revocación  ó renuncia  se  hacen  empezada  la  ejecución 
ó sin  justa  causa,  procede  el  resarcimiento  de  los  daños 
(art.  366  Cód.  decom.;  1.758  Cód.  civ.).  La  revocación  no 
produce  efectos  respecto  á terceros  si  no  les  fue  notifi- 
cada, ó si  no  se  prueba  que  la  conocían  (art.  1,759  Có- 
digo civ.). 

3. ®  Por  la  muerte,  interdicción  ó quiebra  del  mandan- 
te ó del  mandatario.  En  caso  de  extinción  del  mandato 
por  muerte  del  mandante  ó del  mandatario,  éste  ó sus 
herederos  tienen  derecho  á una  recompensa  proporcio- 
nal al  precio  convenido  por  la  ejecución  completa  del 
mandato  (art.  366,  § 2.®). 

4. ®  Por  la  inhabilitación  del  mandante  ó del  manda- 
tario, si  el  objeto  del  mandato  consiste  en  cosas  que  no 
podrían  hacerse  directamente  sin  la  asistencia  del  cu- 
rador. 

(a)  El  privileg'io  que  concede  nuestro  Códig'o  de  comercio  al 
mandatario  (^comisionista),  es  miiclio  más  limitado  que  el  del  Código 
italiano  vigente;  es  el  privileg'io  que  concedía  el  ya  derog'ado  Códi- 
go de  1865  reducido  á los  efectos  remitidos  en  consignación  (ar- 
tículo 276).— (N.  T.) 
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5. "^  Por  el  matrimonio  de  la  mujer  comerciante  que 
lia  dado  o reciliido  el  mandato,  si  no  es  autorizada  para 
continuar  el  ejercicio  del  comercio,  seg'iin  lo  dispuesto  en 
el  art.  13. 

6. ^  Por  la  revocación  de  la  autorización  para  ejercer 
el  comercio  concedido  á la  mujer  ó al  menor  que  lia  dado 
ó recibido  el  mandato. 

Es,  sin  embargo  de  advertir,  que  en  los  casos  ya  in- 
dicados, á excepción  del  de  la  renuncia  del  mandatario, 
la  extinción  del  mandato  no  procede,  por  regla  general, 
si  éste  hubiese  sido  condición  de  otro  contrato  irrevoca  - 
ble, ó si  del  mandato  mismo  dependiesen  derechos  á fa- 
vor del  mandatario  {mandatum  in  rcm  propriam) , 

§ 2.® — La  comisión. 

251. — La  conclusión  de  un  negocio  mercantil  por 
medio  de  mandatario,  á más  de  ser  entre  personas  dis- 
tantes muy  dispendiosa,  ofrece  graves  dificultades,  ya 
porque  contratando  el  mandatario  en  nombre  del  man- 
dante ha  de  ser  éste  necesariamente  conocido,  mientras 
el  secreto  es  tal  vez  indispensable  al  buen  éxito  de  un 
negocio,  ya  porque  el  que  contrata  con  el  mandatario,  á 
más  de  tenerse  que  informar  respecto  á la  solvencia,  del 
mandante,  si  ha  de  proceder  con  cautela  debe  también 
exigir  la  presentación  del  mandato,  de  donde  resulta 
Tina  pérdida  de  tiempo,  incompatible  con  la  celeridad  de 
la  contratación  mercantil.  A vencer  todas  estas  dificul- 
tades tiende  precisamente  la  institución  de  la  comisión, 
la  cual  tiene  por  objeto  el  tratar  los  asuntos  mercaji ti- 
les por  cuenta  del  comitente  y en  nombre  del  comisio- 
nista (art.  380,  § I."")  El  contrato  de  comisión  represen- 
ta, por  lo  tanto,  una  forma  particular  de  mandato  mer- 
cantil, del  cual  difiere  particularmente,  por  el  hecho  de 
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que  el  comisionista  trata  el  negocio,  no  en  nombre  del 
comitente,  sino  en  el  suyo  propio  (a). 

252. — Dedúcese  de  esto,  que  entre  el  comitente  y el 
comisionista  existen  los  mismos  derechos  y obligaciones 
que  entre  el  mandante  y el  mandatario,  modificados  por 
Ja  índole  especial  del  contrato  de  comisión  y por  las  re- 
glas que  ahora  expondremos,  las  cuales  principalmente 
se  refieren  á la  especie  más  importante  de  comisionistas, 
ó sea  á la  de  los  encargados  de  comprar  ó vender.  El 
comisionista,  pues,  es  responsable  para  con  el  comitente 
del  exacto  cumplimiento  del  mandato;  como  la  mayor 
parte  de  las  veces  obra  por  cuenta  de  diversos  comiten- 
tes, debe  tener  separadas  entre  sí,  y de  las  propias,  las 
cosas  que  pertenezcan  á cada  comitente,  y debe  en  sus 
libros  tener  anotadas  por  separado  cada  una  de  las  ope- 
raciones. De  igual  modo,  si  el  comisionista  tiene,  res- 
pecto á la  misma  persona  créditos  provenientes  de  ope- 
raciones diversas  hechas  por  cuenta  de  varios  comiten- 
tes, ó por  cuenta  propia  y de  otro,  está  obligado  á exi- 
gir de  ella  un  documento  distinto  por  cada  una  de  dichas 
operaciones,  y en  caso  de  pago  debe  indicar  en  sus  libros 
el  crédito  por  el  que  lo  hizo.  A falta  de  indicaciones,  el 
pago  se  imputa  en  proporción  á cada  uno  de  los  crédi- 
tos (art.  382). 

Si  no  procede,  según  el  encargo  ó las  instrucciones 
recibidas,  las  operaciones  hechas  faltando  al  mandato  ó 
excediéndose  de  él,  quedan  á su  cargo,  y consiguiente^ 
mente: 

1.^  Si  ha  vendido  por  un  precio  inferior  al  limite 


(a)  Ya  liemos diclio  en  la  N.  T.  correspondiente  alnúm  . 244, que 
el  concepto  de  la  comisión  es  distinto  en  el  derecho  español,  por 
cnanto  todo  mandato  mercantil  que  no  sea  el  conferido  á factores, 
dependientes  o mancebos  de  comercio,  es  comisión  lo  mismo  si  trata 
el  comisionista  en  su  nombre  que  en  el  del  mandante.  — (N.  T.) 
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fijado,  6 en  su  defecto,  inferior  al  precio  corriente,  debe 
pagar  al  comitente  la  diferencia,  siempre  que  no  pruebe 
que  la  venta  á dicho  precio  era  imposible,  y que  con  la 
venta  hecha  preservó  al  comitente  de  un  daño,  porque 
entonces  se  despoja  del  carácter  de  mandatario  para  asu- 
mir el  de  negotiorum  gestor. 

2. ^  Si  ha  comprado  por  un  precio  superior,  el  comi- 
tente puede  rechazar  la  operación  y considerarla  hecha 
por  cuenta  del  comisionista,  si  éste  no  se  ofrece  á satis- 
facer la  diferencia,  porque  entonces  no  puede  quejarse 
de  nada  el  comitente.  Esto  es  conforme  á las  enseñanzas 
contenidas  en  la  ley  3,  § 2.®,  y en  la  ley  4,  Dig.  mandati. 

3. ®  Si  la  cosa  comprada  no  corresponde  á la  calidad 
encargada,  el  comitente  puede  rechazarla,  y también  si 
la  cosa  comprada  es  de  calidad  superior  á la  encarga- 
da, porque  á pesar  de  ser  de  mejor  calidad,  puede  no 
servir  para  el  objeto.  Conforme  dispone  la  ley  5,  § 2.®, 
Dig.  mandati. 

Si  el  comisionista,  sin  autorización  del  comitente, 
hace  anticipos,  ventas  ú otras  operaciones  al  fiado,  son 
de  su  cuenta  los  riesgos,  y el  comitente  puede  exigir  de 
él  el  pago  inmediato  de  las  sumas  correspondientes  á lo 
que  hubiere  fiado,  cediéndole  los  intereses  y las  ventajas 
que  de  ello  resulten.  El  comisionista  se  presume  autori- 
zado para  conceder  los  términos  de  uso  en  la  plaza  donde 
se  hizo  la  operación,  si  el  comitente  no  ha  dispuesto  otra 
cosa  (art.  384).  Cuando,  teniendo  la  debida  autorización, 
vende  el  comisionista  al  fiado,  debe  indicar  al  comitente 
en  la  carta  de  aviso,  que  habrá  de  remitirle  en  cuanto 
haya  ultimado  el  negocio  (art.  351),  la  persona  del  com- 
prador y el  término  concedido;  de  otro  modo,  se  entien- 
de que  la  operación  se  ha  hecho  al  contado,  salvo  prueba 
^n  contrario  ¡art.  385),  puesto  que  el  comitente  tiene  de- 
recho á conocer  el  riesgo  á que  está  expuesto,  y no  sa- 
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bió.ulola  tiene  derecho  á suponer  que  no  existe  riesgo  al 
-uno.  Lo  que  la  ley  dice  respecto  á la  venta,  es  también 
aplicable  a las  demás  operaciones  al  fiado  ejecutadas  por 


el  comisionista. 


2r,3.-El  comisionista,  por  regla  general,  no  puede 
cumplir  las  órdenes  del  comitente,  constituyéndose  él 
mismo  en  comprador  ó vendedor,  á no  ser  que  se  trate 
de  compra  ó venta  de  letras  de  cambio,  obligaciones  del 
Estado  ú otros  títulos  de  crédito  circulantes  en  el  comer- 
cio, ó de  mercaderías  que  tienen  un  precio  de  Bolsa  ó de 
mercado.  Entonces,  si  el  comitente  no  dispone  lo  contra- 
rio, el  comisionista  puede  suministrar  él  mismo  ai  precio 
corriente  como  vendedor  las  cosas  que  debía  comprar,  ó 
retener  para  sí,  al  precio  corriente,  como  comprador  las 
cosas  que  debía  vender  por  cuenta  del  comitente,  salvo 
su  derecho  á la  provisión  de  fondos.  Esto  es  así,  porque 
consultando  los  listines  de  Bolsa  ó de  mercado,  el  comi- 
tente puede  comprobar  fácilmente  lo  hecho  por  el  comi- 
sionista, j por  otra  parte,  nada  importa  al  comitente  que 
éste,  en  lugar  de  un  tercero,  se  haga  comprador  ó ven- 
dedor de  las  mercaderías;  por  cuya  razón  el  comisionista 
no  cesa,  á pesar  de  esto,  de  tener  derecho  a la  provisión 
de  fondos.  Nuestra  ley  ha  ido  aún  más  allá,  establecien- 
do que,  si  al  dar  aviso  al  comitente  de  estar  la  comisión 
ejecutada,  el  comisionista,  en  los  casos  antes  indicados, 
no  nombra  la  persona  con  quien  contrató,  el  comitente 
tiene  derecho  á suponer  que  él  lo  ha  vendido  o compra- 
do por  cuenta  propia,  y á exigirle  á el  el  cumplimiento 

del  contrato  (art.  386)  (a). 


{a)  Contrasta  con  estas  facilidades  del  dereclio  italiano  paia 
el  comisionista  pueda  liacer  operaciones  con  el  comitente,  la  pio 
bición  absoluta  de  nuestro  Código  de  comercio,  une  dice  en  el  pi*! 
mer  párrafo  del  art,  267:  «Ningán  comisionista  comprará  para  si 
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254.  — El  comisionista  no  es  nunca  responsable  del 
^cumplimiento  de  las  obligaciones  contraídas  por  las  per- 
sonas con  quienes  contrató,  salvo  si  hubiere  convención 
6 uso  en  contrario,  excepto,  sin  embargo,  en  caso  de  dolo 
^ culpa  grave  en  la  elección  de  dichas  personas. 

Estas  convenciones  reciben  el  nombre  de  comisión 
de  garantía  (star  del  credere),  nombre  dado  también  á la 
retribución  especial  que  por  esta  garantía  corresponde 
al  comisionista  (art.  387).  La  comisión  de  garantía  re- 
presenta un  contrato  que  en  apariencia  tiene  analogía 
con  la  fianza,  pero  difiere  de  ella,  especialmente  porque 
^ntre  el  comitente  j el  tercero  no  existe  ninguna  obli- 
gación capaz  de  poder  ser  afianzada  (arb.  1.899,  Códi- 
go civil).  Tiene  también  analogía  con  el  seguro  á prima, 
por  cuanto  puede  conceptuarse  como  asegurador  el  co- 
misionista, como  asegurado  el  comitente,  como  riesgo  el 
peligro  de  la  insolvencia  del  tercero,  y como  prima  la 
retribución  pactada  por  este  servicio,  pero  difiere  de  él 

que  el  resarcimiento  del  daño  se  debe  sin  necesidad 
de  tenerse  que  probar  el  siniestro. 

255.  — Las  relaciones  que  el  contrato  de  comisión 
engendra  respecto  á terceros,  dependen  d^l  principio  de 
que  el  comisionista  contrata  en  nombre  propio;  de  aquí 
que  mientras  éste  queda  obligado  directamente  con  las 
personas  con  las  que  ha  contratado,  como  si  el  negocio 
fuese  suyo,  el  comitente  no  tiene  acción  contra  dichas 
personas,  ni  éstas  tienen  tampoco  acción  alguna  contra 
el  comitente  (art.  381).  Las  cosas  no  varían  aunque  el 
comisionista  hubiese  hecho  conocer  á aquel  con  quien 


ni  para  otro  lo  que  se  le  haya  mandado  vender,  ni  venderá  lo  que  se 
le  haya  encargado  comprar  sin  licencia  del  comitente.» 

El  peligro  que  ha  querido  evitar  el  Código  se  evita,  y con  ven- 
taja, con  lo  dispuesto  en  la  ley  italiana. — (N.  T.) 
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contrató  el  nombre  del  comitente,  puesto  que  esto  no 
equivale  á contratar  en  nombre  del  propio  comitente. 

266. — A los  comisionistas,  como  á los  mandatarios 
mercantiles,  corresponde  el  privilegio  de  que  hemos  ha- 
blado, á propósito  del  mandato,  y también  respecto  á la 
extinción  del  contrato  de  comisión  se  aplican  las  reglas 
del  mandato. 


CAPÍTULO  VIII 


Contrato  de  depósito  (1^  (a). 


§ 1.® — Nociones  generales. 

267. — El  Código  civil,  después  de  haber  dicho  en 
el  art.  1.835  que  el  depósito  en  general  es  un  acto  por 
el  que  se  reciben  las  cosas  de  otro  con  la  obligación  de 
custodiarlas  j restituirlas  íntegramente,  añade  después 
en  el  art.  1.837  que  éste  es  un  contrato  esencialmente 
gratuito,  y sucesivamente  (art.  1.844)  prevée  el  caso 
en  que  el  depositario  haya  estipulado  una  remuneración. 
De  aquí  la  cuestión  de  si  el  depósito  remunerado  sigue 
siendo  depósito  ó se  transforma  en  locación  de  servi- 
cios; pero  sea  lo  que  sea,  independientemente  de  dicha 
cuestión,  lo  cierto  es  que  el  Código  de  comercio,  si  bien 
no  se  ocupa  en  el  depósito  en  general,  comprende,  sin 
embargo,  entre  los  actos  mercantiles  los  depósitos  por 
causa  de  comercio  y los  hechos  en  los  almacenes  gene- 


(1)  CoHN,  Des  Depositengeschübft,  en  el  Handbuch  de  Ende- 
mann,  vol.  III,  § 430;  y en  general  los  civilistas,  particularmente 
los  comentaristas  del  Código  civil  francés. 

(a)  El  Código  de  comercio  de  Italia  se  ocupa  muy  especialmen- 
te en  el  contrato  de  depósito  en  los  almacenes  generales,  pero  n» 
dice  nada  del  contrato  de  depósito  en  general  que  se  rige  por  la 
ley  civil.  Nuestro  Código,  por  el  contrario,  se  ocupa  especialmente 
en  el  contrato  de  depósito  mercantil  en  general,  y del  depósito  en 
los  almacenes  generales  habla  por  incidencia  al  estudiar  las  compa- 
ñías que  se  dedican  á la  explotación  do  estos  almacenes. — (N.  T.) 
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rales  (art.  3.^,  núnis.  23  y 24),  siendo  estos  últimos  re- 
gulados en  los  artículos  posteriores  (461-479). 

El  depósito,  pues,  puede  constituir  un  acto  mercan- 
til, á más  del  caso  en  que  se  haga  en  almacenes  genera- 
les, de  otros  varios  modos.  Algunas  veces  en  realidad  re- 
presenta una  forma  cierta  y propia,  de  la  especulación 
mercantil,  como  sucede  cuando  una  persona  por  conse- 
guir un  lucro  abre  un  almacén  para  el  depósito  de  mer- 
cancías; otras  se  considera  el  depósito  como  acto  mercan- 
til, por  relacionarse  con  actos  de  comercio,  como  sucedo 
en  el  caso  del  depósito  judicial  si  éste  se  decreta  á con- 
secuencia de  un  acto  mercautil.  Todo  esto  sin  hablar  del 
depósito  irregular  que,  como  diremos  también  en  otro 
lugar,  puede  tener  naturaleza  mercantil,  y de  otras  for- 
mas impropias  de  depósito;  por  ejemplo,  el  depósito  do 
mercaderías  hecho  á un  comerciante  con  el  encargo  de 
venderlas  por  cuenta  del  depositante  ó del  mismo  depo- 
sitario, y de  restituírselas  si  se  quedasen  sin  vender. 

258. — En  el  silencio  del  Código  de  comercio  son  apli- 
cables en  su  mayor  parte  las  reglas  del  Código  civil,  te- 
niendo en  cuenta  esto: 

1. ®  Que  constituyendo  el  depósito  un  acto  mercantil, 
requiérese  en  quien  lo  ejecuta  la  capacidad  necesaria 

para  realizar  actos  mercantiles. 

2. ^  Que  siendo  por  su  naturaleza  un  contrato  a titu- 
lo oneroso,  la  responsabilidad  del  depositario  tiene  que 
apreciarse  con  más  rigor,  lo  que,  por  otra  parte,  resulta 
también  del  citado  art.  1.844  del  Código  civil. 

Hechas  estas  indicaciones,  hablaremos  tan  solo  del 
depósito  en  los  almacenes  generales;  más  adelante  trata- 
remos del  depósito  irregular  (a). 


(rt)  Al  determinar  nuestro  Códig’O  de  comercio  las  condiciones 
qne  lia  de  reunir  el  deposito  para  ser  mercantil,  no  lo  lia  lieclio  con 
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§ 2.^ — Depósito  en  los  almacenes  generales  (1). 

Ya>  liGHios  hablado  do  los  almacciiGS  g’GiiGralcs 
y del  modo  de  efectuar  en  los  mismos  el  depósito  de  las 
mercaderías,  las  cuales  en  principio  se  ajustan  á las  re- 
glas generales  sobre  el  contrato  de  depósito,  salvo  las  li- 
geras diferencias  ya  expuestas.  Aquí  trataremos  tan 
sólo,  según  también  el  sistema  seguido  por  el  Código  de 
comercio,  de  los  títulos  expedidos  por  los  almacenes  ge- 
nerales. Nuestros  almacenes  entregan  de  ordinario,  en 
lugar  de  un  solo  título,  dos  títulos  distintos,  escritos,  sin 
embargo,  sobre  una  misma  hoja,  pero  que  pueden  divi- 
dirse cuando  se  hace  preciso.  Estos  títulos,  expedidos  á 
medida  que  se  solicitan  por  los  depositantes,  que  pueden 
contentarse  en  su  lugar  con  un  simple  recibo,  son  los 
resguardos  de  depósito  y las  cédulas  pignoraticias;  el 
uno  destinado  á transferir  la  propiedad  de  las  mercade- 
rías, la  otra  á darlas  en  prenda.  Estos  títulos  se  arran- 
can de  un  registro-matriz  (art.  462),  y pueden  emitirse  á 
nombre  del  depositante  6 de  un  tercero  (art.  463),  y de- 
ben indicar: 

1. ®  El  nombre,  apellido,  la  condición  y el  domicilio 
del  depositante. 

2. ®  El  lugar  del  depósito. 

3. ®  La  naturaleza  y cantidad  de  las  cosas  deposita- 


perfecto  conocimiento  de  cansa,  puesto  que,  entendido  al  pie  de  la 
letra  el  art.  303,  podrá  darse  el  caso  de  constituirse  un  deposito 
mercantil  por  esencia,  que  liabrá  de  regirse  por  la  ley  civil,  sin  em- 
bargo. Véase  Benito,  oh.  cit.  Lee.  51. — (N.  T.) 

(1)  Véase  para  la  bibliografía  el  núm.  86.  Por  la  ley  de  6 de 
Agosto  de  1893  también  los  depósitos  francos  fueron  autorizados 
para  emitir  resguardos  de  depósito  y cédulas  pignoraticias,  y se  de- 
clararon aplicables  á este  propósito  las  disposiciones  del  tít.  XVI, 
lib.  I,  Cód.  com. 
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das,  con  su  nombre  más  usual  en  el  comercio,  y con  to- 
das las  demás  indicaciones  necesarias  para  establecer  su 
identidad. 

4.'^  Si  las  mercancías  han  satisfecho  ó no  los  impues  - 
tos  que  sobre  ellas  pesen,  y si  están  ó no  aseguradas. 

260. — Los  títulos  entregados  por  los  almacenes  ge- 
nerales son  transferibles,  unidos  ó separados,  mediante 


endoso,  si  bien  no  contienen  la  cláusula  á la  orden;  el 
endoso  completo  debe  llevar  la  fecha  del  día  en  que  se 
hizo  (art,  465); pero  se  admite  también  el  endoso  en  blan- 
co (art.  467).  Los  efectos  del  endoso  varían  según  que 
el  resguardo  de  depósito  y la  cédula  pignoraticia  se  han 
endosado  unida  ó separadamente;  en  el  primer  caso  trans- 
fiere la  propiedad  de  las  mercaderías,  en  el  segundo  caso 
el  endoso  de  sólo  la  cédula  pignoraticia  transfiere  al  en- 
dosante el  derecho  de  prenda  sobre  la  cosa  misma,  y el 
endoso  de  sólo  el  resguardo  de  depósito  le  transfiere  la 
propiedad,  salvo  los  derechos  del  acreedor  que  retenga 
la  cédula  pignoraticia  (art.  465). 

Si  la  cédula  pignoraticia  es  endosada  la  primera  vez 
por  separado,  entonces,  á fin  de  que  resulten  las  condi- 
ciones del  contrato  de  prenda,  y éste  no  sea  desconocido 
para  los  endosatarios  posibles  del  resguardo  de  depósito, 
este  primer  endoso  debe  contener  la  indicación  de  la 
suma  del  crédito  por  el  que  se  hizo,  de  los  intereses  de- 
bidos y del  vencimiento;  debe  trascribirse  con  dichas 


_ • 

indicaciones  en  el  resguardo  de  depósito;  y la  transcrip- 
ción debe  estar  suscrita  por  el  endosatario  (art.  466) . 
jSTo  es  necesario  que  este  endoso  contenga  el  nombre  del 


endosatario,  pero  éste  viene  á conocerse  por  la  transcrip- 
ción y suscripción  del  endoso  en  el  resguardo  de  depó- 
sito. Este  sistema  ofrece  al  endosatario  grandes  venta- 


jas, porque  mientras  por  la  transcripción  se  asegura  el 
privilegio,  puede  después  endosar  en  blanco  la  cédula 
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pignoraticia,  sin  asumir  por  ello  ninguna  obligación  per- 
sonal. 

El  endoso  de  la  cédula  pignoraticia  que  no  exprese 
la  suma  del  crédito,  constituye  en  prenda  todo  el  valor 
de  la  cosa  depositada  á favor  del  tercer  poseedor  de 
buena  fe,  salvo  el  recurso,  contra  quien  procede,  del  ti- 
tular ó del  tercero  poseedor  del  resguardo  de  depósito 
que  hubiese  pagado  una  suma  no  debida  (art.  468). 

261. — Veamos  ahora  cuáles  son  los  derechos  del  le^^^í- 

CJ 

timo  poseedor  del  resguardo  de  depósito  y de  la  cédula 
pignoraticia.  En  tanto  que  se  poseen  juntamente  estos 
dos  títulos,  siendo  por  ello  libre  y absoluto  disponedor 
de  la  cosa  depositada,  tiene  derecho  á pedir  que  la  cosa 
se  divida  á su  costa  en  varias  partes,  y que  por  cada  una 
de  ellas  se  le  expidan  resguardos  distintos,  con  las  co- 
rrespondientes cédulas  pigiK  raticias  en  subrogación  del 
título  total  y único,  que  debe  retirarse  y anularse  (artícu- 
lo 464). 

Se  entiende,  por  supuesto,  que  puede  retirar  del  al- 
macén la  cosa  depositada  cuando  más  le  plazca  con  sólo 
satisfacer  los  correspondientes  derechos.  Si  por  haber 
constituido  en  nrenda  las  mercaderías  estuviese  en  po- 
sesión nada  más  del  resguardo  de  depósito,  podrá  reti- 
rarlas también  antes  del  vencimiento  de  la  deuda  garan- 
tida con  la  prenda,  depositando  el  capital  y los  intere- 
ses de  la  deuda  calculados  hasta  el  vencimiento.  Esta 
suma  se  paga  al  poseedor  de  la  cédula  pignoraticia,  me- 
diante la  restitución  de  la  misma  cédula. 

Bajo  la  responsabilidad  de  los  almacenes  generales, 
j cuando  se  trata  de  mercaderías  homogéneas  que  no 
disminuyen  de  valor  reduciéndose  de  cantidad,  el  posee- 
dor de  un  resguardo  de  depósito  separado  de  la  cédula 
pignoraticia  puede  retirar  también  una  parte  nada  más 
de  las  mercaderías,  depositando  en  el  almacén  una  suma 
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proi^orcional  al  total  de  la  deuda  garantida  por  la  cédula 
y a la  cantidad  de  mercaderías  extraídas  (art.  470).  De- 
biendo, sin  embargo,  esta  extracción  parcial  hacerse  bajo 
la  responsabilidad  del  almacén,  éste  puede  libremente 
concederlo  6 negarlo. 

202. — Los  derechos  del  depositario  son,  pues,  ampa- 
rados por  la  ley  de  un  modo  verdaderamente  excepcional 
al  conceder  á las  mercaderías  depositadas  una  especie  de 
derecho  de  asilo  á favor  del  poseedor  de  los  títulos  que 
representan  dichas  mercaderías.  Fuera  de  los  casos  de 
perdida  del  resguardo  ó de  la  cédula,  de  contienda  sobre 
derechos  sucesorios  y de  quiebras,  no  se  admite  embar- 
go ni  secuestro,  ni  otra  oposición  ó vínculo  cualquiera 
sobre  las  cosas  depositadas  en  los  almacenes  generales. 
El  qne  quiera  embargar  ó secuestrar  las  mercaderías  por 
las  qne  se  expidieron  los  títulos  de  depósito,  debe  em- 
bargar ó secuestrar  estos  títulos;  de  otro  modo  podrían 
circular  éstos  sin  representar  realmente  las  mercaderías 
indicadas  en  ellos.  Adeimis,  el  endoso  de  la  cédula  pig- 
noraticia no  será  anulable  en  los  términos  del  artícu- 
lo 709  ((ü),  sino  cuando  se  haya  probado  que  el  endosata- 
rio conocía  el  estado  de  cesación  de  pagos  del  endosan- 
te (art.  U>9);  lo  que  quiere  decir  que,  á pesar  de  que  el 
endoso  de  la  cédula  pignoraticia  se  haya  hecho  después 
de  hi  cesación  de  pagos  (u),  no  se  presume  hecho  el  en- 
doso en  fraude,  como  si  se  tratase  de  una  simple  prenda 
constituida  sobre  los  bienes  del  deudor  (art.  /09,  núme- 
ro 4ó,  sino  qne  incumbe  á los  acreedores  del  quebrado  el 
probar  el  fraude  por  parte  del  endosatario  si  pretenden 
qne  el  endoso  se  declare  nulo.  Esto  se  debe  á la  natura- 
leza especial  de  la  cédula  pignoraticia  y al  propósito  de 
favorecer  su  circulación. 


(<0  So  roíioro  á las  oblig'aoiouos  quo  quedan  anuladas  por  efecto 
do  la  doolaraeion  do  la  quiebra.  — T.) 
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263. — Digamos,  por  último,  algo  sobre  los  derechos 
del  poseedor  de  la  cédula  pignoraticia  en  caso  de  incum- 
plimiento de  la  obligación.  Como  todo  acreedor  pignora- 
ticio, el  poseedor  de  la  cédula  pignoraticia,  en  caso  de 
falta  de  pago  del  crédito,  puede  hacer  vender  la  cosa  y 
pagarse  de  lo  obtenido  de  dicha  venta.  Atendida,  sin  em- 
bargo, la  naturaleza  especial  de  la  cédula  pignoraticia, 
el  derecho  del  poseedor  se  subordina  á determinadas 
formalidades.  Primero  de  todo,  debe  pedir  el  pago  de  su 
crédito  al  primer  endosante  de  la  cédula,  que  es  el  prin- 
cipal obligado.  Si  éste  paga  y posee  aún  el  resguardo  de 
depósito,  queda  extinguida  toda  obligación  que  proven- 
ga del  contrato  de  prenda.  Por  el  contrario,  si  el  primer 
endosante  no  está  en  posesión  del  resguardo  de  depósito 
por  haberle  endosado  á otro,  éste,  por  el  hecho  del  pago, 
se  subroga  en  los  derechos  del  poseedor  de  la  cédula  pig- 
noraticia contra  el  poseedor  del  resguardo,  y puede  ha- 
cer proceder  á la  venta  ocho  días  después  del  vencimien- 
to, sin  obligación  de  que  sea  declarado  moroso  el  posee- 
dor del  resguardo  (art.  471). 

Si  ocurriere  que  el  primer  endosante  se  niega  al  pago, 
el  poseedor  de  la  cédula  pignoraticia  puede  protestarla 
contra  él,  en  la  forma  y términos  establecidos  para  el 
protesto  de  las  letras  de  cambio.  Transcurridos  siete  días 
puede  hacer  vender  la  prenda  en  subasta  pública  sin 
formalidad  judicial  de  ninguna  clase  (art.  471),  con  la 
sola  asistencia  de  un  oñcial  público  autorizado  para  esta 
clase  de  actos,  ó de  un  notario  designado  por  la  cámara 
de  comercio  del  lugar  (art.  477);  sin  embargo,  el  tiempo 
y el  modo  de  la  venta  deben  publicarse,  por  lo  menos, 

(a)  Digo  cesación  y no  suspensión  de  pagos,  porque  se  trata  de 
un  estado  de  Leclio,  no  de  un  estado  de  derecho  como  el  que  supone 
la  suspensión  de  pagos  desde  la  publicación  de  nuestro  Código  de 
comercio  vigente.— (N.  T.) 
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cinco  días  antes  de  la  subasta  (art.  478).  Los  gastos  de 
la  subasta,  comprendidos  los  de  la  publicación  indicada 
en  el  artículo  precedente , corren  á cargo  del  almacén 
el  cual  puede,  sobre  el  producto  de  la  venta,  percibir  un 
derecho  con  arreglo  á la  tasa  que  determinan  las  leyes 
especiales  (art.  479). 

264. — Eealizada  la  venta  de  las  mercaderías,  el  al- 
macén satisface  al  poseedor  de  la  cédula  pignoraticia  el 
impoite  de  su  crédito^  si  hay  un  residuo,  queda  éste  á 
disposición  del  poseedor  del  resguardo  de  depósito  (ar- 
tículo 473);  si  por  el  contrario  el  producto  de  la  venta 
lio  basta  á pagar  el  crédito,  el  almacén  indica  sobre  la 
cédula  el  pago  realizado  y la  devuelve  al  acreedor  para 
que  éste  ejercite  por  el  resto  la  acción  de  regreso.  El 
ejercicio  de  esta  acción  se  regula  como  el  de  las  accio- 
nes cambiarlas  de  regreso,  pero  ésta  no  puede  intentar- 
se sino  después  de  ejercer  la  acción  sobre  la  cosa  figu- 
rada, del  mismo  modo  que  antes  del  ejercicio  de  dicha 
acción,  el  poseedor  de  la  cédula  pignoraticia,  por  dero- 
gación del  principio  general  que  rige  el  contrato  de 
prenda,  no  puede  proceder  contra  los  otros  bienes  del 
deudor  (art.  474,  § 1.^),  porque  la  cosa  depositada  se 
considera  garantía  principal  del  crédito.  El  término  para 
el  ejercicio  de  la  acción  de  regreso  empieza  a transcurrir 
desde  el  día  de  la  venta  (art.  474,  § 2.^),  y es  el  indica- 
do en  los  arts.  320  y 322  (a). 

El  poseedor  déla  cédula  pignoraticia  pierde  su  acción 
contra  los  endosantes  si  al  vencimiento  no  hace  el  pro- 
testo por  falta  de  pago,  6 si  en  el  término  de  quince 
días,  desde  el  protesto,  no  insta  la  venta  de  la  cosa  de- 
positada; pero  conserva  la  acción  contra  el  primer  deu- 


(a)  Son  los  correspondientes  á la  aooión  de  regreso  cambiari  ©,  . 

que  ya  veremos  más  adelante. — (íí.  T.)  ] 
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dor  y contra  los  endosantes  del  resguardo  de  depósito 
(art.  473).  Si  así  no  fuese,  el  primer  deudor  y los  endo- 
santes del  resguardo  de  depósito  llegarían  á enriquecer- 
se indebidamente.  Esta  acción  está  sujeta  á la  prescrip- 
ción quinquenal,  según  el  art.  919. 

Observemos,  por  último,  que  el  ejercicio  de  la  acción 
que  nace  de  la  cédula  pignoraticia  puede  también  recaer 
sobre  la  suma  depositada  por  el  poseedor  del  resguardo 
de  depósito  que  retira  las  mercaderías  del  almacén , ó 
también  sobre  las  sumas  que  procedan  del  seguro  de 
las  cosas  depositadas.  Sin  embargo,  los  derechos  de  adua- 
nas, impuestos,  derechos  sobre  las  ventas  y los  gastos  de 
depósito,  de  conservación  y salvamento  de  las  cosas  de- 
positadas, son  preferentes  al  crédito  pignoraticio  (ar- 
tículo 473,  § 2.®). 


CAPÍTULO  IX 


Contrato  de  seguros  (1). 

265. — El  Código  de  comercio  (art.  417)  define  el  se- 
guro: ((el  contrato  por  el  que  el  asegurador  se  obliga 
mediante  un  premio  á resarcir  las  pérdidas  ó los  daños 
que  puedan  sobrevenir  al  asegurado  por  determinados 
casos  fortuitos  6 de  fuerza  mayor^  ó á pagar  una  suma 
de  dinero  según  la  duración  y los  accidentes  de  la  vida 
de  una  ó varias  personas.»  Esta  definición  comprende, 
pues,  tanto  el  seguro  contra  los  daños,  como  el  seguro 
sobre  la  vidíi,  por  más  que  cada  uno  de  éstos  tiene  ca- 
racteres y formas  particulares.  Siendo,  pues,  diversas 
estas  dos  formas  do  seguro,  liablaremos  de  ellas  por  se- 
parado, advirtiendo  que  lo  referente  al  seguro  contra  los 
riesgos  de  la  navegación,  lo  trataremos  por  razón  de  la 
materia,  al  estudiar  el  comercio  marítimo,  y que  en  el 
seguro,  bajo  la  forma  de  la  mutualidad,  siguiendo  el 
sistema  de  la  ley  no  nos  ocuparemos,  habiendo  dicho  ya 
cuanto  es  preciso  al  tratar  de  las  asociaciones  mercan- 
tiles.  A(pú,  pues,  trataremos  tan  sólo  del  seguro  a pri- 


(1)  Vivante,  Fl  co)]fraHo  di  a^üic^u’azionc.  Milano,  -90. 
SACEunori,  J/  roufraffo  di  a^^icurdziouc,  Padova,  1S74-7S.  BenSA, 
TI  co)¡traffo  (1  i (X,<.<ir!nuxzio)¡t’  )i('  medio  rvo.  Gonova.  Issí.  — AlaU- 
ziyr,  (jeaeral  (/<’s  ae¡,<uronct\<.  París,  1841, — A\  agner, 
cJiorwng^irt’fiim , on  o\  Mariuah'  di  Scfioxibcrg  (Jhbl.  dcll  ddtonomis 
sorio  a.\  vol.  111. — Levvis,  Lchrbuch  de^  y^ersiidicnaig^i 
Biuttirart,  1880. 
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ma,  el  cual  representa  la  otra  forma,  que  á más  de  la  de 
mutualidad  puede  tomar  este  contrato. 

§ 1.® — Seguros  contra  los  daños  (1). 

266.  — El  hombre  (por  muj  reducidos  que  puedan  ser 
sus  conocimientos)  no  puede  ignorar  que  en  el  curso  de 
su  vida  pueden  de  improviso  llover  sobre  él  desgracias; 
las  cuales,  por  una  y otra  razón  empeoran  su  condición 
económica.  Del  mismo  modo  debe  también,  ó al  menos 
debería,  encontrar  útil  y oportuno  librarse  de  la  amena- 
za del  peligro  futuro,  mediante  un  sacrificio  presente  de 
bastante  menor  entidad;  adquiriendo  también  la  segu- 
ridad de  que,  si  el  peligro  efectivamente  se  realiza,  las 
consecuencias  podrán  en  todo  ó en  parte  evitarse.  Tal 
es  en  realidad  el  objeto,  tal  es  el  oficio  del  contrato  de 
seguros,  que  alejando  del  asegurado  la  amenaza  de  gra- 
ves daños,  le  hace  más  asiduo  y más  atento  al  trabajo  y 
hasta  á su  familia;  finalmente  es  escuela  de  moralidad, 
puesto  que  demuestra,  cómo  todos  podemos  amarnos  y 
socorrernos  mutuamente,  lo  que  se  hace  tanto  más  sen- 
sible si  el  contrato  de  seguros  reviste  el  carácter  de  mu- 
tuo, dando  lugar  á la  aso»ciación  de  seguros  mutuos  de 
la  que  hemos  hablado  en  otra  parte. 

267.  — Siendo,  pues,  así  el  seguro  contra  los  daños, 
podemos  decir  que  éste  consiste  en  un  contrato  por  el 
que  una  persona,  generalmente  una  compañía,  se  obliga 
mediante  una  retribución,  que  se  llama  prima,  á resar- 
cir las  pérdidas  ó los  daños  que  puedan  sobrevenir  á otra 
persona  por  determinados  casos  fortuitos  ó de  fuerza 
mayor.  De  lo  cual  resulta  que  el  seguro  contra  los  daños 


(1)  Grün  et  Joliat,  Traite  des  assurances  terrestres,  París, 
1829. — Begerem  et  Baets,  Traite  des  assurances  terrestres.  Gand, 
1880.— May,  The  law  of  insurance  as  applied  to  fire,  Ufe,  accident, 
ímd  other  non  maritime  risks,  3.*^  edición.  Boston,  1882. 
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es  un  contrato  de  indemnización,  el  cual,  teniendo  por 
carácter  esencial  el  resarcimiento  de  un  daño,  no  puede 
procurar  al  asegurado  un  beneficio,  ó sea  resolverse  en 
una  indemnización  superior  al  daño  mismo.  Es  un  con- 
trato de  ejecución  continuada,  bilateral,  oneroso,  perso- 
nal, esto  es,  estipulado  en  consideración  á quien  asegu- 
ra, y no  un  contrato  accesorio  que  siga  la  suerte  de  la 
cosa  asegurada.  Tiene  también  carácter  aleatorio,  según 
expresa  declaración  del  art.  1.102  del  Código  civil.  Sin 
embargo,  conviene  advertir  que,  cuando,  como  ocurre  de 
ordinario,  el  seguro  lo  hace  una  compañía,  de  la  totali- 
dad de  los  contratos,  racionalmente  celebrados,  se  obtie- 
ne el  equilibrio  de  los  riesgos,  de  modo  que  en  su  con- 
junto la  industria  ejercida  por  la  compañía,  no  presenta 
mayores  azares  que  los  de  otra  especie  de  com  ercio;  lo 
que  es  más  cierto  en  los  seguros  sobre  la  vida,  en  los  que 
con  el  cálculo  de  probabilidades  es  dado  á las  compañías 
suprimir  casi  por  completo  el  azar. 

El  seguro  á prima  es  siempre  acto  de  comercio  para 
el  asegurador  (art.  o,  núms.  19  y 20),  ó sea  para  la  com- 
pañía aseguradora,  puesto  que  de  ordinario,  como  ya  lie- 
mos (lidio,  estos  oficios  los  desempeña  una  compañía,, 
con  el  propósito  de  lucro,  y constituye  un  ramo  especial 
de  comercio.  No  lo  es,  por  el  contrario,  para  el  asegura- 
do, (pie  realiza  un  acto  de  previsión,  á iio  sei  cpie  se  tia- 
te  de  asegurar  cosas  (pie  son  objeto  de  comeicio  (ait.  6), 
piu'sto  (pie  entonces  el  negocio  accesoiio  sigue  la  natu 
raleza  del  principal.  Por  el  contrario,  quien  se  hace  ase- 
.^mrar  por  iiieaio  de  la  mutaialidad,  esto  es.  partieipaudo 
de  una  asoeiaeióu  de  sei^uros  luuluOb,  liace  .ie  i r 
romo  sabemos,  un  aeto  de  eomereio.  interesándose  a 
propi(>  ticnnpo  en  la  empresa,  (u). 


t'sto  uo  os  dol  todo  oxaoto,  puosto  quo  dependo  del  modo  J 
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El  estudio  del  contrato  de  seguros  terrestres  á prima 
requiere  el  de  la  forma  del  contrato,  el  de  las  personas 
entre  quienes  se  celebra,  el  de  las  cosas  á que  puede  re- 
ferirse, el  de  los  riesgos  j el  de  la  prima. 

268. — En  cuanto  á la  forma,  el  contrato  de  seguros 
debe  hacerse  por  escrito,  pero  no  bajo  pena  de  nulidad. 
El  documento  de  que  resulta  se  llama  póliza.  La  póliza 
debe  estar  fechada  é indicar: 

1. ^  La  persona  que  hace  asegurar  j su  residencia  6 
su  domicilio. 

2. ^  La  persona  del  asegurador  j su  residencia  ó su 
domicilio. 

3. ®  El  objeto  del  seguro. 

4. ^  La  suma  asegurada. 

5. ^  El  premio  del  seguro  (la  prima). 

6. ^  El  riesgo  de  que  el  asegurador  se  hace  cargo,  y 
el  tiempo  en  que  empieza  y en  que  termina  el  compro- 
miso. 

El  asegurador  debe  declarar  el  concepto  en  el  que  es- 
tipula el  seguro;  sin  embargo,  si  no  ha  declarado  en  la 
póliza  que  el  seguro  es  contratado  por  cuenta  de  otro  ó 
por  cuenta  de  quien  corresponda,  se  reputa  contratado 
por  cuenta  propia  del  que  hace  asegurar,  aunque  con 
sujeción  á los  principios  contenidos  en  los  arts.  1.127  y 
1.130  del  Código  civil  (arts.  420  y 421)  (a). 


manera  de  estar  organizada  la  sociedad  de  seguros  mutuos,  pues  si 
se  limita  el  reparto  de  dividendos  pasivos,  cada  vez  que  ocurre  un 
siniestro  contra  los  asociados,  entonces,  ni  es  mercantil  la  sociedad, 
ni  es  mercantil  ninguno  de  los  actos  ejecutados  por  ella  ó por  los 
asociados. — (N.  T.) 

(a)  Los  principios  de  nuestro  Código  civil  respecto  á esta  ma- 
teria, difieren  bastante  de  los  del  Código  italiano,  especialmente  en 
lo  que  se  refiere  á la  contratación  becba  por  cuenta  de  otro.  En  esta 
parte  me  parece  la  legislación  italiana  superior  á la  española. 

He  aquí  abora  los  artículos  citados  en  el  texto: 
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269.— Las  personas  que  intervienen  en  el  contrato  de 
seguros,  son  dos:  el  asegurador  y el  asegurado.  Asegura- 
dor puede  también  serlo  una  persona  singular;  pero  lo 
general  es  que  el  oficio  de  tal  lo  desempeñe  una  sociedad 
ó asociación;  á una  persona  singular  que,  por  su  limita- 
do patrimonio,  no  podría  celebrar  más  que  unos  pocos 
contratos  de  seguros,  no  podría  convenirle  correr  gran- 
des riesgos  para  conseguir  ganancias  limitadísimas.  En 
cuanto  al  asegurado,  puede  hacer  asegurar  cualquiera 
que  tenga  un  interés  real  y legítimo  de  preservar  su  pa- 
trimonio contra  un  peligro  que  le  amenace;  es  decir,  en 
primer  lugar,  el  propietario,  después  los  acreedores  pri- 
vilegiados é hipotecarios  por  los  riesgos  á que  está  expues- 
ta la  cosa  vinculada;  el  acreedor  quirografario  contra  la 
insolvencia  del  deudor,  no  contra  los  riesgos  de  las  cosas 
que  á éste  pertenecen,  puesto  que,  aun  perdidas  las  co- 
sas, el  acreedor  continúa  siéndolo;  y finalmente,  los  que 
son  responsables  de  la  conservación  de  una  cosa  contra 


Art.  1.127  Se  presumirá  que  uno  lia  contratado  para  sí  y para 
sus  herederos  v habientes-causa  cuando  no  se  haya  expresamente 
convenido  lo  contrario,  ó no  resultase  esto  de  la  naturaleza  del  con- 
trato. 

Art.  1.128.  Nadie  podrá  estipular  en  su  propio  nombre  más  que 
para  sí  mismo. 

Sin  embarg'o,  cualquiera  podrá  estipular  en  beneficio  de  un  ter- 
cero, cuando  esto  constituye  la  condición  de  un  contrato  que  se 
haya  hecho  por  uno  mismo,  ó de  una  donación  que  á otros  se  haga. 
El  que  haya  hecho  esta  estipulación  no  podrá  revocarla  si  el  terce- 
ro ha  declarado  querer  aprovecharse  de  ella. 

Art-  1.129.  Cualquiera  podrá  obligarle,  respecto  de  otro,  prome- 
tiendo el  hecho  de  tercera  persona.  Semejante  promesa  dará  sola 
mente  derecho  á indemnización  contra  aquél  que  se  haya  obligado 
ó que  haya  prometido  la  ratificación  por  el  tercero,  si  éste  rehusare 
cumplir  la  obligación. 

Art.  1.130.  Los  contratos  sólo  tendrán  efecto  entre  las  partes 
contratantes,  y no  dañarán  ni  aprovecharán  á los  terceros,  fuera  de 
los  casos  establecidos  en  la  ley. — (N,  T.) 
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el  peligro  de  tener  que  responder  de  ella.  Todo  esto  su- 
pone que  el  asegurado  obra  por  cuenta  propia,  pero  pue  - 
de  también  obrar  en  nombre  de  otro,  aunque  sin  desig- 
nar explícitamente  la  persona  por  cuenta  de  quien  ase- 
gura, como  podría  ocurrirle,  por  ejemplo,  si  ignorase 
quién  era  el  propietario  de  la  cosa,  en  el  caso  en  que  el 
seguro  se  baja  estipulado  por  cuenta  de  quien  correspon- 
da. Por  cuenta  de  otro  puede,  pues,  el  asegurado  obrar 
con  arreglo  á los  principios  del  mandato  ó como  comisio- 
nista, ó también  con  el  simple  carácter  de  negotiorum 
gestor  y quedando  sujeto  á las  reglas  generales  que  go- 
biernan estas  dos  modalidades  jurídicas  de  contrato  j de 
cuasi  contrato. 

270. — El  asegurador  j el  asegurado  pueden,  á su  vez, 
estipular  otros  contratos  de  seguros.  El  primero  puede 
tener  interés  en  asegurarse  de  los  daños  que  ocurran  á 
las  cosas  que  él  aseguró  á otro;  este  reaseguro  no  proce- 
de del  todo  independiente  del  seguro  á que  se  refiere, 
mientras  éste  es,  de  hecho,  independiente  del  reaseguro. 
El  segundo  puede  hacerse  reasegurar  para  el  caso  en 
que,  ocurrido  el  siniestro  contra  el  que  se  ha  asegurado, 
no  le  pagare  el  asegurador  la  indemnización  convenida. 
Este  reaseguro  se  hace  algunas  veces  mediante  la  cesión 
por  el  asegurador  ó una  tercera  persona  de  los  derechos 
eventuales  de  resarcimiento  contra  el  asegurador,  me  - 
diante  la  obligación  en  esta  tercera  persona  de  pagar  al 
asegurado,  en  caso  de  siniestro,  la  indemnización  pacta- 
da con  el  primer  asegurador.  Esta  cesión  se  efectúa  por 
la  transferencia  de  la  póliza,  mediante  declaración  sus- 
crita por  el  ceden  te  y por  el  cesionario,  y no  produce 
efecto  respecto  á terceros  si  no  se  notifica  al  asegura- 
dor, y es  aceptada  por  escrito  por  el  mismo  (art.  422). 

Puede  también  el  mismo  asegurado  hacer  asegurar 
el  premio  del  seguro,  puesto  que  ocurriendo  el  siniestro. 
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el  J.ri.i.er  asegurador,  no  estando  obligado  más  que  al 
pago  .le  la  suma  convenida  en  concepto  de  indemniza- 
ción, el  asegurado  perdería  lo  que  ha  pagado  á título  de 
premio,  y es  precisamente  esta  suma  la  que  en  caso  de 

siniestro  pacta  que  le  sea  reembolsada  por  el  segundo 
asegurador  (a). 


Digamos  ahora  qué  cosas  pueden  asegurarse. 
En  rigor,  el  objeto  del  contrato  de  asegurar,  no  es  la 
cosa  asegurada,  sino  el  riesgo;  sin  embargo,  puesto  que 
el  riesgo  no  puede  separarse  de  la  cosa,  y el  acaecimien^ 
to  del  riesgo  se  resuelve  en  un  daño  en  la  cosa  asegu- 
rada, consideraremos,  acomodándonos  al  lenguaje  legis- 
lativo, la  cosa  asegurada  como  objeto  del  seguro.  Puede, 
pues,  ser  objeto  del  seguro,  no  sólo  toda  cosa  mueble  ó 
inmueble  que  tenga  valor  en  cambio,  sino  también  la 
libertad,  la  integridad  y la  solvencia  de  las  personas, 
puesto  que  si  estas  cosas  no  tienen  valor  en  cambio, 
pueden  estimarse  en  dinero  los  daños  que  puedan  recaer 
sobre  ellas.  El  seguro  puede  tener  por  objeto  ya  una 
cosa  singular,  ó una  parte  alícuota  de  la  misma,  ya  va- 
rias cosas  conjuntamente  y también  una  universalidad, 
siempre  que  en  todo  caso  existan  al  tiempo  de  la  cele- 
bración del  contrato,  ó existiesen  al  tiempo  del  sinies- 
tro. Se  pueden  asegurar  también  los  beneficios  espera- 
dos, puesto  que  el  siniestro  ocurre,  no  solo  en  el  caso  de 
destrucción  ó deterioro  de  una  cosa,  sino  también  por 
la  pérdida  total  ó parcial  de  un  lucro  esperado.  Sin  em- 


(a)  Nuestra  ley  mercantil  no  liabla  de  este  seguro  de  la  prima 
pagada  jior  el  asegurado,  y es  muy  dudoso  que  nuestros  tiibunales 
reconociesen  una  obligación  de  esta  especie  que  ofrece  caiacteres 
d(i  inmoralidad  bastante  marcados,  pues  es  evidente  que  asegura 
una  cosa  por  la  totalidad  de  su  valor  y aseguirada  después  la  piima 
satisfíiclia  por  c^ste  seg'uro,  el  interés  del  aseg'urado  sera  el  de 
ocurra  el  siniestro.  — (N.  T.) 
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bargo,  el  seguro  de  los  beneficios  esperados,  por  causa 
de  la  in certidumbre  y de  los  abasos  á que  pudiera  dar 
lugar,  no  se  consiente  más  que  en  los  casos  previstos  por 
la  ley  (art.  424),  ó sea  por  los  productos  agrícolas,  los 
cuales  para  ser  susceptibles  de  seguro  deben  estar  pen- 
dientes (entendida  esta  palabra  en  sentido  general,  no 
en  el  sentido  técnico  de  cosa  ya  nacida  y existente  in 
rerum  natura);  de  otro  modo  se  baria  posible  la  apuesta 
sobre  productos  imaginarios;  y por  el  mayor  valor  que 
las  cosas  en  camino  tendrán  en  el  lugar  de  su  destino  (ar- 
tículo 447);  no  en  otros  casos,  como  por  ejemplo,  por  la 
improductividad  de  la  cosa  ó del  taller  á consecuencia 
de  un  incendio  (a). 

272. — La  cosa  asegurada  debe  en  general  ser  deter- 
minada y apreciada  en  su  justo  valor,  porque  con  arre- 
glo á éste  han  de  fijarse  la  prima  y la  indemnización. 
Este  valor  puede  determinarse  por  los  contratantes  al 
estipular  el  contrato,  y entonces,  con  arreglo  á él  se 
calcula  la  indemnización  en  caso  de  siniestro;  si  no  se 
ba  establecido  de  diebo  modo,  la  indemnización  se  de- 
termina según  el  valor  que  las  cosas  aseguradas  te- 
nían al  ocurrir  el  siniestro  (art.  435).  Como  quiera  que 
sea,  ni  áun  en  el  primer  caso  es  lícito  un  segaro  que  ex- 
ceda del  valor  de  la  cosa  asegurada,  porque  de  otro  modo 
el  resarcimiento  en  caso  de  siniestro  podría  traducirse 
en  un  lucro;  pero  las  consecuencias  del  contrato  de  se- 
guros por  un  valor  que  excediese  del  de  la  cosa  asegu- 


(a)  No  especifica  el  Código  de  comercio  español  tanto  como  el 
italiano  las  cosas  que  pueden  ser  objeto  del  seguro.  En  esta  parte 
la  jurisprudencia  es  la  que  tiene  que  ir  determinando  lo  que  cabe 
^n  la  fórmula  general  del  art.  438,  que  no  requiere  otra  condición 
en  los  riesgos  que  la  de  que  los  pactos  en  que  se  consignen  sean 
lícitos  y se  acomoden  en  cuanto  á la  forma  á lo  prescrito  para  los 
seguros  en  general  por  el  mismo  Código. — (N.  T.) 
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líulíi,  varían  según  los  casos;  ó sea  según  que  la  exage- 
ración del  valor  haya  sido  debida  á dolo  ó fraude,  6 tan 
sólo  a negligencia  6 error  por  parte  del  asegurado.  En 
el  primer  caso,  el  seguro  no  produce  efecto  respecto  á 
él,  pero  el  asegurador  tiene  derecho  á la  prima;  en  el  se- 
gundo caso,  el  seguro  es  válido  hasta  el  valor  de  la  cosa 
asegurada;  el  asegurado  no  está,  por  lo  tanto,  obligado 
á pagar  la  prima  por  la  suma  excedente,  pero  por  razón 
de  equidad  y como  sanción  de  su  error,  debe  pagar  al 
asegurador  una  indemnización  igual  á la  mitad  de  la 
prima,  y no  podrá  exceder  nunca  del  medio  por  ciento 
de  la  suma  asegurada  (art,  428).  La  buena  fe  del  asegu- 
rador se  supone  siempre,  á tenor  de  esta  disposición  de 
ley;  faltando  ésta,  el  contrato  sería  nulo  para  ambas  par- 
tes. El  seguro  no  puede,  pues,  exceder  del  valor  de  la 
cosa;  pero  puede,  por  el  contrario,  hacerse  por  una  parte 
del  mismo  tan  sólo  (art.  424),  en  cuyo  caso,  acontecien- 
do el  siniestro  sobre  el  asegurado  pesa  una  parte  pro-» 
poicional  de  los  daños  y de  las  pérdidas  (arfe.  425),  lo 
que  se  resuelve  con  arreglo  á la  siguiente  proporción, 
indemnización:  á daño  : : la  suma  asegurada:  al  valor 
asegurable  (a). 

273. — Las  cosas  aseguradas  por  todo  su  valor  no 
pueden  ser  nuevamente  aseguradas  por  el  mismo  tiempo 
y por  los  mismos  riesgos;  de  no  ser  así,  el  asegurado  se- 


(a)  Estos  principios  tan  racionales  del  derecho  italiano,  son 
proclamados  en  nuestro  derecho  si  se  trata  de  ios  seguros  maríti- 
mos. Los  seguros  terrestres  son  sin  duda  de  peor  condición  para  ©1 
legislador  español,  y sin  que  pueda  encontrarse  fácilmente  el  por 
qué,  es  lo  cierto  que  se  rigen  por  principios  distintos.  El  ait.  381 
del  Código,  declara  nulos  los  contratos  de  seguros  en  que  se  hu 
hiere  hecho  una  declaración  inexacta  del  aség'urado,  aun  hecha  de 
buena  fe,  siempre  que  pudiera  influir  en  la  estimación  de  los  nos 
T.) 
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ría  resarcido  varias  veces^  y se  procuraría  ilícitas  ganan- 
cias. 

A pesar  de  esto,  el  segundo  seguro  es  válido: 

1.0  Si  fuese  á condición  de  la  nulidad  del  preceden- 
te seguro,  6 de  la  insolvencia  total  ó parcial  del  primer 
asegurador. 

2.®  Si  se  hace  cesión  de  los  derechos  procedentes  del 
primer  seguro,  al  segundo  asegurador,  ó si  se  renuncian 
tales  derechos  á favor  del  primero. 

En  ambos  casos,  citados  por  la  ley  (art.  426),  aun- 
que no  taxativamente,  si  desapareciese  la  causa  que  los 
motivó,  no  tendrán  valor  los  seguros. 

Por  la  misma  razón,  si  no  se  ha  cubierto  con  el  pri- 
mer contrato  el  valor  total  de  la  cosa  asegurada,  los 
aseguradores  posteriores  responden  por  el  valor  del  res- 
to, según  el  orden  de  fecha  de  los  contratos. 

Todos  los  seguros  contratados  en  el  mismo  día  se 
presumen  contemporáneos,  y no  son  válidos  sino  por  la 
totalidad  del  valor,  en  proporción  á las  sumas  asegura- 
das por  cada  uno  de  ellos  (art.  427). 

274. — Es  condición  esencial  del  contrato  de  seguros, 
la  existencia  del  riesgo  convenido.  El  riesgo  es  general- 
mente, aquél  á que  las  cosas  pueden  estar  sujetas  por 
caso  fortuito  ó fuerza  mayor,  dentro  de  los  límites  mar- 
cados.De  los  riesgos  provenientes  de  vicio  de  las  cosas 
no  responde  el  asegurador,  á no  ser  que  hayan  especial- 
mente convenido  sobre  ello,  ni  de  los  ocasionados  por 
hecho  ó culpa  del  asegurado,  ó lo  que  es  lo  mismo,  según 
el  art.  1.163  del  Código  civil,  de  sus  agentes,  comiten- 
tes ó comisionistas.  Sin  embargo,  la  asociación  centra- 
les daños  ocasionados  por  el  fuego,  comprende  todos  los 
daños  producidos  por  el  incendio,  sea  cualquiera  la  cau- 
sa que  lo  motive,  con  exclusión  de  la  culpa  grave  impu- 
table personalmente  al  asegurado.  Comprende  también 
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rallo,  si  no  ostuvicro  donunciado,  j si  no  se  probare  que 
,d  asiíourado  tenía  conocimiento  de  ello  al  celebrar  el 
(contrato  (art.  441).  Todo  esto,  porque  de  otro  modo  el 
sog’uro  contra  incendios  sería  inútil. 


Son  equiparados  á los  daños  ocasionados  por  el  incen- 
dio, salvo  pacto  en  contrario  (art.  442): 

1 Los  daños  que  acaecieren  á las  cosas  aseguradas 
por  el  incendio  ocurrido  en  edificio  próximo  ó por  los 
medios  empleados  para  detener  ó para  extinguir  el  in- 
cendio. 

2. ^  Las  pérdidas  y los  daños  ocurridos  por  cualquier 
causa  durante  el  transporte  de  las  cosas  aseguradas  he- 
cho con  objeto  de  sustraerlas  del  incendio. 

3. ^  Los  daños  causados  por  la  demolición  del  edificio 
asegurado,  ejecutada  para  impedir  ó detener  el  in- 
cendio. 

4. ^  Los  daños  producidos  por  la  acción  del  rayo,  por 
explosiones  ú otros  accidentes  semejantes,  aunque  no 
provengan  de  incendio. 

El  asegurador  del  riesgo  de  la  cosa  arrendada  ó del 
riesgo  que  corrieren  por  razón  de  la  vecindad,  respond  e 
tan  sólo  de  los  daños  materiales  que  son  consecuencia 
inmediata  y directa  del  siniestro,  porque  su  responsabi- 
lidad no  puede  ser  mayor  que  la  del  arrendador  (ar- 
tículos 1.578,  1.589, 1.590,  Cód.  civ.)  (a). 


(a)  Art.  1.578.  Si  durante  el  arrendamiento  la  cosa  arren- 
dada se  hubiese  destruido  totalmente,  quedara  el  contrato  rescin- 
dido de  derecho;  si  no  se  hubiese  destruido  mas  que  en  parte,  podra 
el  inquilino,  seg’ún  las  circunstancias,  pedir  la  disminución  del 
precio  ó la  rescisión  del  contrato.  En  ambos  casos  no  tendrá  lugar 
ninguna  indemnización,  si  hubiera  perecido  la  cosa  por  caso  for- 
tuito. 

i Art.  1.589.  Estará  obligado  asimismo  por  el  incendio  cuando  no 
pruebe; 
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De  los  riesgos  de  la  guerra  y de  los  danos  que  resul- 
taren de  las  sublevaciones  populares  no  responde  el  ase- 
gurador, salvo  pacto  en  contrario  (arts.  434,  441). 

275. — La  existencia  del  riesgo  es,  pues,  necesaria 
para  la  existencia  del  contrato.  De  aquí  el  que  si  las  par- 
tes conocieran  la  falta  ó la  cesación  del  riesgo,  ó el 
acaecimiento  del  daño,  sea  nulo  el  contrato. 

Si  la  falta  ó cesación  de  los  riesgos  fuese  conocida 
tan  sólo  por  el  asegurador,  el  asegurado  no  está  obligado 
á pagar  la  prima;  si  por  el  contrario,  la  persona  que  liizo 
asegurar  sabía  que  había  ya  ocurrido  el  daño,  el  asegu- 
rador no  está  obligado  al  cumplimiento  del  contrato, 
pero  tiene  derecho  á la  prima  á título  de  indemnización 
y de  pena  contra  el  asegurado  (art.  430). 

Si  ambos  contratantes  creyeron  de  buena  fe  que  el 
riesgo  existía,  entonces  á semejanza  de  lo  que  ocurre  con 
el  seguro  marítimo,  por  razón  de  utilidad,  el  contrato  es 
válido.  Siendo  el  riesgo  el  objeto  del  contrato,  deberá 
ser  perfectamente  conocido  por  los  contratantes,  por  eso 
cualquier  declaración  falsa  ó errónea,  y cualquier  reti- 
cencia de  circunstancias  conocidas  del  asegurado  es 


Que  ha  tenido  lugar  por  caso  fortuito,  por  fuerza  mayor  6 por 
ricio  de  la  construcción,  y á pesar  de  la  diligencia  que  un  padre  de 
familia  cuidadoso  tenga  costumbre  de  practicar: 

O que  el  fuego  se  ha  comunicado  por  una  casa  ó predio  colin- 
dante. 

Art.  1.590..  Si  una  casa  estuviese  habitada  por  varios  inquili- 
nos, serán  responsables  todos  del  incendio,  en  concurrencia  con  el 
arrendador,  si  este  habitase  también  en  la  misma,  y cada  uno  propor- 
cionalmente al  valor  de  la  parte  que  ocupe; 

Excepto  cuando  probasen  que  el  incendio  había  empezado  en  la 

habitación  de  uno  de  ellos,  en  cuyo  caso  éste  sólo  dsberá  ser  el  res- 
ponsable; 

o que  alg-uno  de  los  mismos  probase  que  el  incendio  no  pudo 
•mpezar  en  su  habitación,  en  cuyo  caso  éste  no  será  responsable.- 
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cíiuSci  d.G  Dulidtid.  d-cl  SGg’uro^  cus^ndo  dGcl3>rRción  ó 
la  reticencia  fuesen  de  tal  naturaleza,  que  el  asegura- 
dor no  hubiere  consentido  el  contrato,  ó no  lo  hubie- 
se admitido  con  las  condiciones  pactadas,  de  haber  co- 
nocido el  verdadero  estado  de  las  cosas.  Hay,  pues 
error  que  vicia  el  contrato,  lo  que  ocurre  también  en  el 
caso  en  que  la  declaración  ó la  reticencia  se  refieren  a 
circunstancias  que,  en  efecto,  no  han  influido  en  el  daño 
ó en  la  pérdida  de  las  cosas  aseguradas.  Si  por  parte  del 
asegurado  hubo  mala  fe,  éste  á título  de  pena  debe  pa- 
gar la  prima  al  asegurador  (art.  429)  (a), 

276. — Podría  acontecer  que  la  cosa  asegurada  no 
estuviese  después  expuesta  á los  riesgos,  entonces,  se- 
gún el  art.  431,  el  seguro  se  tiene  por  no  realizado,  lo 
que  significa  que  el  contrato  se  resuelve.  Este  principio 
que  tiene  más  frecuente  aplicación  en  el  comercio  marí- 
timo, tiende  á favorecer  la  libertad  del  tráfico,  ó sea  á 
impedir  que  el  asegurado  se  vea  obligado  á realizar  una 
operación  en  la  que  no  encuentra  ya  las  ventajas  que 
había  estipulado  al  suscribir  el  contrato  de  seguros. 
Como  el  interés  del  asegurador  debe  ser  también  ampa- 
rado, por  eso  dispone  la  ley  que  no  exponiéndose  la  cosa 
á los  riesgos,  tiene  éste  derecho  á una  indemnización 
igual  á la  mitad  de  la  prima,  nunca  mayor  del  medio 
por  100  de  la  suma  asegurada. 


(a)  En  materia  de  seguros  terrestres,  el  criterio  de  nuestra  ley 
difiere  bastante  del  de  la  ley  italiana,  con  la  particularidad  de  que 
en  los  seguros  marítimos  coincide  con  los  principios  que  quedan 
expuestos. 

En  nuestro  dereclio  (art.  381,  C6d.  com,),  la  mala  fe  probada  de 
alguna  de  las  partes  al  tiempo  de  celebrarse  el  contrato  lo  anula; 
como  lo  anulan  ig^ualmente  la  inexacta  declaración  del  asegurado, 
aun  beclia  de  buena  fe,  siempre  que  pueda  infiuir  en  la  estimación 
de  los  riesgos,  ó la  omisión  ú ocultación  por  el  asegurado,  de  li® 
cbos  o circunstancias  que  liubieran  podido  influir  en  la  celebración 
del  contrato. — (N.  T.) 
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277.  — El  riesgo  empieza  á correr  desde  la  época 
fijada,  y a falta  de  esta  desde  la  fecha  del  contrato;  si 
se  trata  de  seguros  contra  los  daños  del  incendio,  desde 
el  medio  día  del  siguiente  á la  fecha  de  la  póliza  (ar- 
tículo 443),  y si  de  seguros  contra  los  riesgos  del  trans- 
porte,  desde  el  momento  mismo  en  que  las  cosas  se  en- 
tregaron para  ser  transportadas.  Dura  en  este  segundo 
caso,  salvo  pacto  en  contrario,  hasta  el  momento  de  la 
entrega  en  el  lugar  de  destino.  De  los  efectos  de  la  mo- 
dificación ó cesación  de  los  riesgos  durante  el  contrato 
y de  las  consecuencias  de  los  daños  no  provenientes  de 
los  mismos  riesgos,  trataremos  á propósito  de  los  efectos 
del  contrato. 

278.  — La  prima,  como  sabemos,  es  el  equivalente  del 
riesgo,  es,  pues,  uno  de  los  elementos  esenciales  del  con- 
trato. Debe  ser  determinada,  ó al  menos,  determinable, 
pero  el  silencio  del  contrato  no  puede  interpretarse,  sal- 
vo si  hubiere  alguna  indicación  especial,  de  que  las  par- 
tes hayan  querido  referirse  á las  tarifas  establecidas  por 
la  compañía  aseguradora.  Eespecto  á la  medida  y al  im- 
porte de  la  prima,  como  también  respecto  al  modo  de 
pagarla,  quedan  las  partes  en  libertad  completa;  las  com- 
pañías lo  establecen  siempre,  teniendo  en  cuenta  la  ma- 
yor 6 menor  probabilidad  de  que  ocurran  los  riesgos. 
La  prima  es  indivisible;  es  decir,  que  el  asegurado  la 
debe  por  entero  desde  el  momento  en  que  empiezan  á 
correr  los  riesgos;  sin  embargo,  en  la  práctica  la  indivi- 
sibilidad de  la  prima  se  restringe  á determinados  perio- 
dos, pues  la  prima  suele  fijarse,  no  en  una  suma  única 
para  todo  el  tiempo  del  contrato,  sino  con  referencia  á 
plazos  más  ó menos  limitados,  sin  que  afecte  esto  á la 
unidad  del  contrato  de  seguros. 

279. — Los  efectos  del  contrato  se  resuelven  en  los 
derechos  y obligaciones  de  las  partes.  El  asegurado  está 
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obligado  li  pagar  la  prima  en  el  tiempo  y modo  conveni- 
dos. Después  lo  está  igualmente  á no  alterar  las  condi- 
ciones de  las  cosas  aseguradas,  pues  ellas  han  servido  al 
asegurador  para  formar  su  opinión  sobre  los  riesgos  po- 
sibles en  la  época  de  la  celebración  del  contrato,  y de 
aquí  el  suponer  que  si  el  asegurador  hubiese  conocido 
en  la  época  de  la  celebración  del  contrato  las  motifica- 
ciones  introducidas,  ó no  lo  hubiera  hecho,  ó de  hacerlo 
lo  hubiera  hecho  de  otro  modo.  La  causa  de  esto  estriba 
en  que  siendo  el  seguro  un  contrato  de  ejecución  con- 
tinua debe,  en  todo  el  tiempo  de  su  duración,  mantener- 
se la  igualdad  entre  los  contratantes.  Faltando  el  ase- 
gurado á estas  obligaciones  el  asegurador  queda  libre, 
á no  ser  que  hubiese  continuado  exigiendo  el  cumpli- 
miento del  contrato  después  de  haber  tenido  noticia  de 
los  cambios  introducidos  (art.  432) . 

En  caso  de  seguro  contra  los  riesgos  del  transporte, 
la  interrupción  temporal  de  éste  y el  cambio  de  la  ruta 
convenida  para  el  viaje  ó del  medio  de  conducción  no  li- 
bran al  asegurador,  siempre  que  fueren  necesarios  para 
la  ejecución  del  transporte  (art.  448,  § 2). 

Ocurriendo  el  siniestro,  el  asegurado  debe  hacer 


cuanto  pueda  para  reducir  las  consecuencias  del  mismo, 
pues  de  no  hacerlo  así,  pierde  el  derecho  a la  indemni- 
zación del  daño  que  con  su  trabajo  hubiera  podido  evi- 
tar. Los  gastos  ocasionados  con  este  motivo,  son  de 
cuenta  del  asegurador,  aun  cuando  excedan  de  la  suma 


asegurada,  y no  se  haya  conseguido  el  objeto,  siempre 
que  no  se  hnyan  hecho  inconsideradamente.  Después,  en 
el  término  de  tres  días  desde  que  ocurrió  el  siniestro  o 


desde  que  tuvo  noticia  de  él,  debe  ponerlo  en  conoci- 
miento del  asegurador,  á fin  de  que  éste  pueda  con  faci- 
lidad apreciar  el  importe  del  daño  (art.  436).  Sucesiva 
mente,  y para  conseguir  el  derecho  á ser  indemnizado. 
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está  obligado  á probar  el  siniestro,  la  existencia  de  la 
cosa  asegurada  j el  daño,  como  en  breve  veremos. 

280.  — El  asegurador  debe  indemnizar  al  asegurado 
con  arreglo  al  contrato,  debiendo  apreciar  también,  con 
arreglo  al  mismo,  la  extensión  de  los  riesgos. 

La  cuantía  de  la  indemnización,  debida  por  el  asegu- 
rador, se  determina  según  el  valor  que  las  cosas  asegu- 
radas tenian  al  tiempo  de  ocurrir  el  siniestro.  Si  al  se- 
guro precedió  la  estimación  aceptada  por  el  asegurador, 
no  puede  éste  impugnarla  más  que  por  fraude,  simula- 
ción ó falsificación,  sin  perjuicio  de  todas  las  demás  ac- 
ciones que  correspondan,  incluso  la  penal.  Si  no  hubo  es- 
timación aceptada,  se  establecerá  el  valor  de  la  cosa 
asegurada  por  cualquiera  de  los  medios  de  prueba  que  la 
ley  admite. 

Salvo  las  disposiciones  referentes  al  seguro  contra 
los  riesgos  de  la  navegación,  el  asegurado  no  tiene  dere- 
cho á hacer  abandono  al  asegurador  de  las  cosas  restan- 
tes ó salvadas  del  siniestro.  El  valor  de  las  cosas  que 
quedaren  ó se  hubieren  salvado,  se  deduce  de  la  suma 
debida  por  el  asegurador. 

Aparte  de  esto,  la  ley  dicta  disposiciones  especiales 
para  algunas  especies  de  seguros.  Así  los  daños  produ- 
cidos por  el  incendio  de  un  edificio  se  determinan  en 
vista  del  valor  que  el  edificio  tenía  antes  del  siniestro  y 
del  que  tiene  lo  que  quede  después  de  incendiado  (ar- 
tículo 444);  y en  el  seguro  de  los  productos  del  suelo  la 
indemnización  debida  por  el  asegurador  se  determina 
según  el  valor  que  los  productos  hubieran  tenido  en  la 
época  de  su  madurez  ó en  el  tiempo  en  que  ordinaria- 
mente se  hubieren  recogido,  si  no  hubiese  ocurrido  el  si- 
niestro (art.  446). 

281.  — Si  el  seguro  tiene  por  objeto  los  daños  ó la 
pérdida  de  cosas  muebles,  el  pago  de  la  indemnización 
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hecha  al  asegurado  libra  al  asegurador  si  no  se  hubiese 
hecho  oposición  al  pago  (art.  437).  Si,  por  el  contrario 
tiene  por  objeto  inmuebles  sobre  los  que  existen  privile- 
gios ó hipotecas,  puesto  que  la  suma  pagada  á título  de 
indemnización  viene  á subrogarse  en  lugar  de  la  cosa 
perdida  ó dañada,  no  puede  el  asegurador  pagar  la  in- 
demnización sino  después  de  transcurridos  treinta  días 
desde  el  siniestro,  para  dar  tiempo  á los  acreedores  privi- 
legiados ó hipotecarios  á hacer  oposición  al  pago  en  ma- 
nos del  asegurado  (art.  1.951  Cód.  civ.)  (a). 

En  todo  caso,  tanto  si  se  trata  de  muebles  como  de 
inmuebles,  el  asegurador  que  ha  resarcido  el  daño  ó la 
pérdida  de  las  cosas  aseguradas  se  subroga,  respecto  á 
los  terceros,  en  los  derechos  que  por  causa  del  daño  com- 
peten al  asegurado.  Este  es  responsable  de  todos  los  per- 
juicios que,  por  su  causa,  sufran  tales  derechos.  Si  el 
daño  fué  resarcido  sólo  en  parte,  el  asegúralo  j el  ase- 
gurador concurren  á hacer  valer  sus  derechos  en  propor- 
ción de  cuanto  se  deba  á cada  uno  de  ellos,  según  lo  dis- 
puesto en  el  art.  1.254  del  Cód.  civ.  (art.  438). 

282. — El  contrato  de  seguros  se  extingue  por  el  ven  - 
cimiento  del  término  convenido,  j por  la  pérdida  de  la 
cosa  asegurada.  Se  resuelve,  en  todo  caso  de  no  ejecu- 
ción, con  arreglo  á la  cláusula  resolutoria,  siempre  so- 
breentendida en  los  contratos  bilaterales,  para  cuando 
una  de  las  partes  no  cumple  las  obligaciones  propias 
(art.  1.165,  Cód.  civ.);  pero  generalmente,  las  pólizas 
de  seguros  contienen  la  cláusula  de  caducidad  con  ti  a 
el  asegurado  moroso  en  el  pago  de  la  prima.  Por  lo  de- 

(a)  En  esto,  como  en  otras  muchas  cosas,  no  ha  sido  nuestra  ley 
tan  previsora  como  la  italiana.  Con  arreg’lo  a nuestro  Códig*o  de  co 
mercio  (art.  409),  el  asegurador  está  obligado  á satisfacer  la  indem 
nización  fijada  por  los  peritos  en  los  diez  días  siguientes  a la  deci 
«ion  de  los  mismos. — (N.  T.) 
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más,  está  dispuesto:  Que  la  falta  de  pago  de  las  pri- 
mas, después  de  satisfecha  la  correspondiente  al  primer 
año,  no  resuelve  el  contrato,  pero  suspende  los  efectos 
para  el  asegurado;  de  modo  que  ocurriendo  el  sinies- 
tro no  puede  pedir  la  indemnización;  que  poniéndose  el 
asegurado  al  corriente  en  el  pago  de  las  primas,  el  con- 
trato vuelve  á producir  sus  efectos;  que  en  todo  caso,  la 
compañía  aseguradora  conserva  el  derecho  de  relevar  al 
asegurado  del  pago  de  las  primas  atrasadas  y de  pedir 
la  resolución  del  contrato.  El  contrato  de  seguros  se  re- 
suelve también  por  la  agravación  y la  transformación 
de  los  riesgos  por  parte  del  asegurado  (art.  432).  En 
caso  de  quiebra,  si  el  asegurado  quebrase  cuando  el 
riesgo  no  ha  cesado  todavía  y el  asegurador  no  ha  co- 
brado la  prima,  puede  éste  pedir  caución,  ó pedir  la  di- 
solución del  contrato;  correlativamente,  el  asegurado 
tiene  igual  derecho  si  el  asegurador  quiebra  ó liquida 
(art.  433);  la  enajenación  de  la  cosa  asegurada  resuelve 
el  contrato,  salvo  pacto  en  contrario,  porque  mudando 
el  propietario  de  la  cosa,  muda  también  el  riesgo,  al  que 
está  sujeta;  por  eso  los  derechos  y obligaciones  del  pro- 
pietario no  pasan  al  adquirente  (art.  439)  (a). 


(a)  La  pérdida  de  las  cosas  aseguradas  tratándose  del  seguro 
contra  incendios,  no  da  lugar  á la  extinción  del  contrato  si  se  mar- 
có un  plazo  para  el  seguro,  y éste  no  ha  transcurrido  (art.  414,  Có- 
digo com.),  pero  da  derecho  al  asegurador  á pedir  la  rescisión  del 
contrato,  así  como  de  los  demás  que  hubiere  celebrado  con  el  mis- 
mo asegurado,  avisando  á éste  con  quince  días  de  anticipación,  y 
devolviéndole  la  parte  de  prima  correspondiente  al  plazo  no  trans- 
currido. 

La  falta  de  pago  de  las  primas  no  produce  los  efectos  que  en  el 
derecho  italiano,  pues  el  asegurador  (art.  389)  podrá  rescindir  el 
contrato  dentro  de  las  primeras  cuarenta  y ocho  horas,  si  el  asegu- 
rado demorase  el  pago  de  la  prima,  comunicando  inmediatamente 
su  resolución  al  asegurado,  y si  no  hiciere  uso  de  este  derecho  se 
entenderá  subsistente  el  contrato,  y tendrá  acción  ejecutiva  para 


DEKKCHO  MERCANTIL 


§ 2/' — Hfíguroíi  sobre  la  vida  (1)  (a). 

28Í5. — El  concepto  que  informó  el  seguro  contra  los 
(líulos,  se  extendió  después  j tomó  nueva  forma  en  el 
seguro  sobre  la  vida.  Razones  de  varias  especies  pueden 
en  realidad,  hacer  necesario  ó conveniente  el  asegurarse 
pava  un  tiempo  determinado  un  capital  determinado,  me- 
diante un  sacrificio  presente.  De  aquí  el  contrato  de  se- 
guros sobre  la  vida,,  mediante  el  cual  estipula  una  per- 
sona en  beneficio  propio  ó de  otro,  á cambio  de  un  equi- 
valente, el  pago  de  una  suma  ó de  una  renta,  subordi* 
nando  ó regulando  la  modalidad  de  la  ejecución  á la 
duración  ó á los  accidentes  de  la  vida  propia  ó de  la  de 
un  tercero.  En  el  lenguaje  legislativo,  el  que  promete  el 
pago  se  llama  asegurador;  el  que  recibe  la  promesa,  ase- 
gurado; pero  en  un  lenguaje  más  exacto,  se  le  llama  esti- 
púlanle^  mientras  el  tercero,  á favor  de  quien  puede 


exiiífir  ol  papfo  do  la  prima  ó primas,  sin  otro  requisito  que  el  reco- 
nocimiento do  las  lirinas  do  la  póliza. 

Por  mmn-to,  quiebra  ó liquidación  del  aseg*nrado  y venta  ó tras- 
paso d(í  los  oi'octos  (art.  401),  no  se  anulará  el  seg*nro,  si  fuere  in- 
mnoblo  (d  objíd-o  asop’iirado;  si  fuere  mueble,  fábrica  ó tienda,  el 
as(\<í*ura,dor  podrá  rescindir  el  contrato.  En  caso  de  rescisión,  el 
asog’urador  deberá,  hacerlo  saber  al  aseg'urado  ó sus  representantes 
en  el  plazo  improrrog’able  de  quince  días. — (N.  T.) 

(1)  Levi,  Le  aesícurazioaí  salla  vita  e contro  ¡jU  infortnni.  Fi- 
rcuize,  1880. — Mornaiíd,  T>u  contrat  L assiirance  sur  la  vie.  París„ 
1883. — Pehfous,  Le  contrat  eVassurance  en  cas  de  deces.  Geneve, 
1887.  — Karup,  irandbiich  des  Lehensversícherung , 2.^  edición. 

Leipzig',  1885.  i'i  DI  (VER,  Die  Rechtslehre  ron  Lehen  sversiche- 

rurujeert ra<j . Ihu'lín,  1885.  — Crawlea',  The  law  of  lije  assu)  ance^ 
Londón,  1882. — P un  yon,  Id.,  2.’  edición.  London,  ISbS. 

(e)  SouRiUAS,  Memoria^  dilncidando  un  tenui  de  seguros  solne 
la  c/de.  Barcelona,  1883.  Y algunos  folletos  publicados  por  y en 
eoiitra  de  las  compariías  de  seguros  establecidas  en  España,  que 
carecen  de  inipoH.aiicia  doctrinal. — (IST.  T.) 
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contratarse  el  seguro,  recibe  el  nombre  de  heneficiario^ 
j aquel,  en  fin,  de  cuya  vida  depende  el  seguro,  asegura- 
do. Hemos  dicho  que  el  seguro  puede  tener  por  objeto  el 
pago  de  una  suma  ó de  una  renta,  lo  que  quiere  decir 
que  consideramos  el  contrato  de  renta  vitalicia  como 
una  forma  de  seguro;  sin  embargo,  en  el  sistema  de 
nuestras  leyes,  el  contrato  de  renta  vitalicia  se  regula 
por  el  Código  civil  (arts.  1796-1801);  por  cuya  razón,  las 
reglas  del  contrato  de  seguros  no  se  le  pueden  aplicar 
sino  en  cuanto  lo  consientan  las  contenidas  en  dicho  Có- 
digo {a). 

El  seguro  sobre  la  vida,  al  igual  que  el  seguro  contra 
los  daños,  no  es  acto  de  comercio  más  que  para  el  ase- 
gurador (art.  6),  el  cual  también,  como  en  el  seguro  con- 
tra los  daños,  es  una  sociedad  ó asociación  que  precisa- 
mente se  propone  el  ejercicio  de  dicha  industria;  por  eso, 
como  ya  hemos  dicho,  la  ley  establece  para  las  socieda- 
des aseguradoras  reglas  particulares  en  interés  de  los 
asegurados  (arts.  145  y 176). 

284. — El  contrato  de  seguros  sobre  la  vida  no  es  otra 
cosa  que  una  forma  particular  del  contrato  de  seguros, 
del  cual  tiene  todos  los  requisitos  esenciales;  tiene  mu- 


(a)  Nuestro  Código  civil  dedica  también  artículos  especiales 
(1.802-1.808)  al  estudio  del  coptrato  de  renta  vitalicia;  pero  como 
este  contrato  es  de  los  comprendidos  en  el  416  del  Código  de  co- 
mercio, que  determina  en  qué  consiste  el  seguro  sobre  la  vida,  ha- 
brá que  adoptar  el  criterio  siguiente: 

Cuando  se  trate  de  renta  vitalicia  constituida  por  una  compañía 
de  seguros  sobre  la  vida,  se  aplicarán,  en  primer  término,  los  pre- 
ceptos del  Código  de  comercio,  y en  segundo,  los  del  Código  civil 
en  cuanto  sean  compatibles  con  aquéllos,  mientras  que  cuando  se 
trate  de  un  contrato  particular  celebrado  entre  dos  personas  singu- 
lares para  la  constitución  de  una  renta  vitalicia,  se  aplicarán,  en 
primer  término,  los  preceptos  del  Código  civil,  y en  segundo  los 
del  Código  de  comercio,  en  cuanto  sean  compatibles  con  aquéllos. 
— (N.  T.) 
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cha  analogía  con  el  de  seguros  contra  los  daños;  pero  di 
fiere  de  él  principalmente  en  esto:  en  que  el  seguro  de 
las  cosas  es  un  contrato  de  indemnización  en  cuanto  tien 
de  al  resarcimiento  de  los  daños;  mientras  que  el  seguro 
sobre  la  vida  puede  también  tener  este  objeto;  pero  esto 
no  constituye  nunca  el  elemento  del  contrato,  y de  aquí 
que  sea  del  todo  indiferente  para  el  asegurador,  el  cual 


se  obliga  á pagar  una  suma  dada  que  precisamente,  no 
estando  en  relación  con  el  daño  causado,  puede  ser  de 


importancia  superior  á éste,  y procurar  al  asegurado, 
no  sólo  el  resarcimiento  del  daño,  sino  también  la  rea- 
lización de  un  beneficio.  No  es  justo,  pues,  considerar 
el  seguro  sobre  la  vida  como  un  contrato  de  indem- 
nización. Tampoco  es  exacto  considerarle  como  un  con- 
trato mixto  de  depósito  y de  seguros  en  cuanto,  según 
algunos,  la  prima  debe  considerarse  dividida  en  dos  par- 
tes: la  una  destinada  á formar  progresivamente  el  ca- 
pital asegurado,  y constituyendo  la  reserva  que  es  pro- 
piedad del  asegurado;  la  otra  representando  el  precio  del 
riesgo,  y empleada  por  la  empresa  aseguradora  en  com- 
pletar los  capitales  asegurados  de  los  que  mueren  antes 
de  haberlos  suministrado.  En  realidad,  toda  la  prima,  y 
no  una  parte  de  ella,  llega  á ser  propiedad  del  asegura- 
dor y representa  el  equivalente  del  riesgo;  sobre  la  re- 
serva, ya  esté  constituida  por  una  parte  de  la  prima,  ó 
como  en  ciertas  formas  particulares  del  seguro,  por  la 
totalidad  de  la  misma  prima,  el  asegurado  no  puede  ale- 
gar derecho  alguno  de  propiedad;  asi  en  ciertas  formas 
de  seíTuro  sobre  la  vida,  si  no  se  verifican  determinados 
hechos,  el  asegurador  no  restituye  nada.  El  contra l^o  ae 
seguros  sobre  la  vida  representa,  pues,  como  hemos  di- 
cho, una  forma  especial  del  contrato  de  seguros,  del  que 
tiene  todos  los  requisitos  esenciales.  Es  un  contrato  uní 
co  para  todo  el  período  asegurado,  y tiene  carácter  alea- 
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torio  para  entrambos  contratantes;  esto  no  obstante, 
cuando,  como  de  ordinario  sucede,  el  asegurador  es  una 
sociedad,  (lo  mismo  que  ocurre  si  se  trata  del  seguro  de 
las  cosas,  y con  frecuencia  bastante  más  que  en  éste), 
el  gran  número  de  contratos  produce  el  equilibrio  de  los 
riesgos. 

285. — Las  formas  que  reviste  el  contrato  de  seguros 
sobre  la  vida,  son  varias;  tenemos,  en  la  práctica,  segu- 
ros para  durante  la  vida,  seguros  para  después  de  la 
muerte  y seguros  que  comprenden  uno  y otro  caso,  y que 
por  eso  se  llaman  mixtos. 

Los  primeros  comprenden  todos  aquellos  contratos 
en  los  que  la  longevidad  del  asegurado  bace  mayores  las 
obligaciones  del  asegurador;  con  éstos,  el  asegurado, 
en  equivalencia  de  un  capital,  ó más  generalmente  de 
un  cierto  número  de  anualidades,  estipula,  en  beneficio 
propio  ó de  un  tercero,  como  veremos,  el  pago  de  una 
suma  determinada  al  verificarse  un  acontecimiento  dado 
(de  ordinario  el  llegar  á cierta  edad);  ó el  pago  de  una 
renta  durante  la  propia  vida  (renta  inmediata),  ó á em- 
pezar en  un  tiempo  determinado  (renta  diferida). 

Los  segundos  comprenden  todos  aquellos  contratos 
en  los  que  la  muerte  del  asegurado  hace  más  gravosas 
las  obligaciones  del  asegurador,  y en  ellas  el  asegurado, 
en  equivalencia  de  un  capital,  ó de  un  número  de  anua- 
lidades, limitadas  ó durante  toda  la  vida  de  él,  estipula 
en  favor  de  sus  propios  herederos  ó de  un  tercero,  el 
pago  de  una  suma  de  dinero  ó de  una  renta  vitalicia, 
que  ha  de  efectuarse  en  la  época  de  su  muerte,  ó empe- 
zar á satisfacerse  desde  ésta. 

Finalmente,  en  los  seguros  mixtos  la  obligación  del 
asegurador  de  pagar  el  capital,  ó la  renta  convenida,  se 
establece  para  un  día  determinado  si  vive  el  asegurado, 
ó á su  muerte  si  ocurriere  antes  de  dicho  día;  ó en  todo 
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caso,  es  decir,  tanto  si  el  asegurado  estuviere  vivo,  como 
si  hubiese  muerto  para  un  día  determinado.  Se  entiende 
que  si  en  este  día  el  asegurado  hubiese  muerto,  el  pao-o 
se  hará  á sus  herederos,  ó á la  persona  á quien  él  hubie- 
se  designado. 

El  equivalente  que  ha  de  pagarse  al  asegurador  se 
determina  con  arreglo  á las  tablas  de  mortalidad. 

286. — El  contrato  de  seguros  sobre  la  vida,  está,  en 
cuanto  á su  forma,  sujeto  á las  reglas  ya  conocidas  para 
el  seguro  de  las  cosas. 

En  cuanto  á sus  requisitos  esenciales,  que  en  princi- 
pió  son  los  mismos  que  los  del  seguro  de  las  cosas,  es  de 
advertir  que  respecto  á las  personas,  el  seguro  puede, 
como  hemos  dicho,  hacerse  lo  mismo  á favor  de  quien 
estipula  el  contrato,  como  de  un  tercero,  sin  que  por  esto 
varíen  las  consecuencias  y los  caracteres  del  contrato,  al 
cual  es  extraño  el  tercero.  Lo  mismo  puede  decirse  si  el 
seguro  se  hiciese  á favor  del  estipulante,  pero  sobre  la 
vida  de  un  tercero:  en  este  caso,  sin  embargo,  el  contra- 
to no  es  válido  si  el  contrayente  no  tuviese  algún  inte- 
rés en  la  existencia  de  dicho  tercero  (art.  449,  ^ 2."'^), 
pero  no  es  necesario  que  el  interés  sea  pecuniario,  basta 
también  un  interés  moral,  siempre  que  sea  susceptible 
de  ser  apreciado  por  el  juez;  puesto  que  el  objeto  de  la 
ley  es  imp)edir  que  el  estipulante,  llegando  á tener  inte- 
rés en  la  muerte  del  asegurado,  pueda  atentar  contra  la 
vida  ele  éste.  Dedúcese  también  de  aquí,  que  el  interés 
no  es  necesario  en  el  seguro  para  el  caso  de  vicia.  En 
cuanto  al  riesgo,  está  representado  p>or  la  duración  de  la 
vida  del  asegurado,  respecto  al  que  el  asegurador  contiae 
la  obligación  del  pago  de  una  suma  determinada,  peí  o 
ignora  cuándo  la  p)agará,  si  la  pagará,  ó cuuuto  recibirá  en 
compensación.  El  valor  de  este  riesgo  se  deduce  mate 
niáticamente  por  la  comp^añía  aseguradora  p>ara  todos  lo^ 
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contratos  que  celebre,  de  una  tabla  de  mortalidad,  y en 
relación  á la  medida  del  interés  del  dinero.  La  vida  del 
asegurado  determina,  pues,  el  riesgo;  por  eso  éste  esta 
obligado,  á semejanza  de  lo  que  ocurre  en  los  seguros 
sobre  las  cosas,  á dar  á conocer  al  asegurador  todas  las 
circunstancias  que  puedan  influir  sobre  diclio  riesgo, 
en  particular  los  i dativos  á la  edad,  salud,  profesión, 
etcétera , siendo  á este  caso  también  aplicable  la  regla 
del  art.  429  acerca  de  la  nulidad  del  contrato  por  decla- 
ración falsa  ó errónea,  ó por  reticencias  de  tal  natura- 
leza que  de  haber  conocido  el  asegurador  el  verdadero 
estado  de  las  cosas,  no  hubiera  prestado  su  consenti- 
miento, ó lo  hubiera  prestado  en  condiciones  distintas 
(art.  452).  Así,  por  ejemplo,  la  falsa  declaración  sobre 
la  profesión  puede  inducir  la  nulidad  del  contrato,  cuan- 
d.0  se  trate  de  ciertas  profesiones  excepcionalmente 
peligrosas  (albañil,  marinero,  bombero,  etc.);  sobre  la 
salud,  cuando  se  ocultasen  enfermedades  graves,  ó se 
asegurasen  falsamente  circunstancias  especiales  influ- 
yentes sobre  la  salud  (la  vacunación  no  sufrida);  sobre 
la  edad,  si  no  se  tratase  de  error  de  pocos  meses;  si  bien, 
según  algunos,  las  equivocaciones  respecto  á la  edad  no 
deben  producir  otra  consecuencia  que  la  de  reducir  pro- 
porcionalmente la  indemnización  en  caso  de  muerte.  En 
caso  de  ignorancia  de  los  contratantes  acerca  de  la  falta 
ó cesación  del  riesgo,  la  ley  declara  aplicable  también  al 
seguro  sobre  la  vida  la  regla  ya  expuesta  del  art.  430? 
aunque  en  la  práctica  será  bien  difícil  que  ocurra  el 
caso.  Finalmente,  respecto  á la  prima,  valen  las  reglas 
ya  expuestas  para  el  seguro  de  las  cosas.  Kepresentando 
la  prima  el  equivalente  del  riesgo,  se  determina  en  rela- 
ción á éste,  con  arreglo  á los  cálculos  deducidos  de  la 
vida  probable,  según  las  tablas  de  mortalidad,  y en  re- 
lación con  el  interés  del  dinero. 
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287. — Hablemos  ahora  de  los  efectos  del  contrato  de 
seguros  sobre  la  vida,  los  cuales  se  resuelven  en  los  dere- 
chos y obligaciones  de  las  partes.  El  asegurado  debe  pro- 
curar en  primer  término,  no  agravar  los  riesgos;  de  otro 
modo,  la  equivalencia  de  las  prestaciones  entre  los  contra- 
tantes deja  de  existir;  sin  embargo,  para  que  haya  agra- 
vación en  los  riesgos,  las  alteraciones  deben  referirse  á 
algún  hecho  esencial;  los  cambios  de  residencia,  de  ocu- 
pación, de  estado  y de  género  de  vida,  no  agravan  los 
riesgos  si  no  son  tales,  que  de  haber  existido  en  la  épo- 
ca de  la  celebración  del  contrato,  el  asegurador  no  ha- 
bría prestado  su  consentimiento,  ó no  lo  habría  presta^ 
do  en  iguales  condiciones.  Mudando  el  asegurado  las 
condiciones  del  riesgo,  el  contrato  se  resuelve,  á no  ser 
que  el  asegurador,  teniendo  noticia  del  cambio  del  ries- 
go, no  haya  pedido  la  resolución  del  contrato.  Si  el  con- 
trato se  resuelve,  el  asegurador,  por  razones  de  equidad^ 
debe  restituir  al  asegurado  la  tercera  parte  de  la  prima 
(art.  451).  Si  el  seguro  se  estipuló  sobre  la  vida  de  un 
tercero,  el  cambio  del  riesgo  por  parte  de  este  tercero  se 
considera  por  los  contratantes  como  caso  de  fuerza  ma- 
yor y no  tiene  influencia  sobre  el  contrato;  sin  embar- 
go, esta  conclusión  es  muy  controvertida.  El  asegura- 
do tiene,  pues,  la  obligación  de  pagar  la  prima,  en  el 
tiempo  y modo  establecidos.  De  ordinario  la  prima  es 
anual,  pero  se  fracciona  en  cuotas  semestrales  ó trimes- 
trales. Para  el  caso  en  que  deje  de  cumplir  esta  obliga- 
ción, las  compañías  aseguradoras  suelen  estipular  san- 
ciones especiales  de  caducidad,  en  particular  la  perdida 
del  derecho  a conseguir  la  suma  asegurada  o una  parte 
de  la  misma.  A falta  de  pactos  especiales  se  aplican  las 
reglas  del  art.  1.165  del  Código  civil,  respecto  á la  cláu- 
sula resolutoria.  Por  último,  como  hemos  dicho  ante- 
riormente, la  facultad  de  resolver  el  contrato  cesando  el 
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pago  ele  la  prima,  puede  también  pactarse  expresamente 
con  ventaja  para  el  asegurado,  mediante  el  pacto  de  res- 
cate de  la  'póliza  (a), 

288. — Frente  á estas  obligaciones  del  asegurado,  el 
asegurador  debe  pagar  la  suma  ó la  renta  asegurada, 
siempre  que  se  cumpla  la  condición  marcada  en  el  con- 
trato. La  obligación  del  asegurador  cesa  si  la  muerte  del 
asegurado  sobrevino  por  circunstancias  manifiestamen- 
te imputables  al  mismo,  ó sea  por  sentencia  judicial,  en 
duelo,  ó por  suicidio  voluntario,  ó si  tuvo  por  causa  in- 
mediata un  crimen  ó un  delito  cometido  por  el  asegura- 
do, y del  que  pudieran  preverse  las  consecuencias  rea- 
lizadas. Por  el  contrario,  en  estos  casos,  salvo  pacto  en 
contrario,  el  asegurador  hace  suya  la  prima  (art.  450); 
pero  como  esta  sanción  no  afecta  á consideraciones  de 
orden  publico,  de  aquí  que  se  permita  á las  partes  su 
derogación.  Si  el  seguro  se  estipuló  sobre  la  vida  de  un 
tercero,  la  muerte  de  éste  ocurrida  por  una  de  las  cau- 
sas antes  indicadas,  no  supone  la  pérdida  del  derecho 
del  asegurado,  puesto  que  no  depende  de  hecho  de 
éste  (b). 

(a)  En  nuestro  dereclio,  á falta  de  pactos  especiales  entre  los 
contratantes,  se  resuelve  el  contrato  (art.  425,  Cód.  com.),  no  pu- 
diendo  el  asegurado  reclamar  el  importe  del  seguro  si  demoró  la 
entrega  del  capital  ó cuota  convenida,  y ocurriere  el  siniestro  ó se 
cumpliere  la  condición  estando  en  descubierto. 

Si  satisfechas  varias  cuotas  parciales  (art.  426)  no  pudiere  con- 
tinuar el  asegurado  pagando  las  sucesivas  avisándolo  al  asegura- 
dor, se  rebajará  el  capital  asegurado  basta  la  cantidad  que  esté  en 
justa  proporción  con  las  cuotas  pagadas,  con  arreglo  á los  cálculos 
que  aparecieren  en  las  tarifas  de  la  compañía  aseguradora,  y habi- 
da cuenta  de  los  riesgos  corridos  por  ésta. — (hl.  T.) 

(b)  No  admite  nuestro  Código  de  comercio  la  libertad  en  lo» 
contratantes  para  derogar  la  prohibición  de  que  el  seguro  para  el 
caso  de  muerte,  no  comprende  ni  la  muerte  en  duelo  (art.  423),  ni 
el  suicidio,  ni  la  ejecución  capital  por  delitos  comunes,  lo  cual  so 
deduce,  más  que  del  texto,  del  artículo  en  que  se  contiene  la  prohi- 
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289.— En  caso  de  quiebra  de  los  contratantes  se  apli- 
ca lo  dispuesto  en -el  art.  433,  á pesar  de  que  por  su  co- 
locación parece  referirse  este  artículo  tan  sólo  á los  se- 
guros contra  los  daños;  es  decir,  que  en  caso  de  quiebra 
del  asegurado,  el  asegurador  tiene  la  facultad  de  pedir 
caución  ó disolver  el  contrato,  y el  mismo  derecho  tiene 
el  asegurado  si  el  asegurador  quebrase  ó se  presentase 
en  liquidación.  Sin  embargo,  en  el  caso  de  quiebra  ó de 
muerte  del  que  hizo  asegurar  sobre  su  propia  vida  ó so- 
bre la  vida  dé  un  tercero,  una  suma  que  ha  de  pagarse 
á otra  persona,  aun  cuando  sea  un  sucesor  suyo,  las  ven- 
tajas del  seguro  quedan  en  beneficio  exclusivo  de  la  per- 
sona designada  en  el  contrato,  la  cual  la  adquiere  jure 
proprioy  no  como  heredero  (art.  453).  En  otros  términos, 
la  suma  asegurada  no  entra  á formar  parte  de  la  heren- 
cia del  asegurado,  si  bien,  respecto  á los  pagos  de  las 
primas  se  aplican  las  disposiciones  del  Código  civil,  que 
se  refieren  á la  colación  y la  reducción  en  las  sucesiones; 
de  no  hacerlo  así,  resultarían  perjudicados  los  derechos 
de  los  herederos  legítimos  de  dicho  asegurado;  y así 
como  también  los  principios  relativos  á la  revocación  de 
los  actos  ejecutados  en  fraude,  los  acreedores,  si  el  segu- 
ro se  hubiese  contratado  precisamente  en  fraude  de 
éstos. 


bidón  de  sn  comparación  con  el  siguiente,  que  se  refiere  también 
á muertes  no  comprendidas  tampoco  en  el  seguro,  salro  pacto  en 
contrario. — (N.  T.) 


CAPÍTULO  X 


Contrato  de  eamMo  (1)  (a). 


§ 1.^ — pociones  generales, 

290. — La  palabra  cambial  {b)  viene  de  cambio;  la 
primera  forma  de  cambio  fue  la  manual,  en  la  plaza; 
sucesivamente  las  crecientes  relaciones  y la  dificultad 
del  transporte  del  dinero^  dieron  origen  al  cambio  tra- 

(1)  Supino,  La  cambíale  e Vassegno  hancario.  Verona,  1884. — 
^iDARi,  La  lettera  di  cambio.  Firenze,  1869. — Marghieri,  La 
cambíale.  Napoli,  1886.— Pardessus,  Traite  du  contrat  et  de  la  leL 
iré  de  change.  París,  1809.— Nouguier,  Des  lettres  de  change  et 
des  effets  de  commerce.  París.  1875.— Thol,  Do.s  Wechselrecht  (volu- 
men II  del  Curso).  Leipzig,  1880.  Trad.  italiana  de  Marghieri.  lía- 
poli,  1876. — Penaud,  Lehrbuch  des  allgemeinen  deutschen  Wechsel- 
rechtj  3.^  edic.  Griessen,  1868.  (Trad.  italiana  de  Emilio  Bianchi. 
Pisa,  1874).— Kuntza  y Brachmann,  en  el  Handbunch  de  Ende- 
mann,  vol.  IV.  — Blaschre,  Das  oesterreichische  Wechselrecht,  7.*- 
edic.  Viena,  1877. — Barclay  et  Dainville,  Les  effets  de  commeJ^- 
ce  dans  le  droit  anglais.  París,  1884. 

(a)  SuÁREZ,  Tratado  legal,  teórico  y 'práctico  de  letras  de  cam- 
bio. Madrid,  1788.— Navarro  Z amor  ano,  Tratado  legal  de  letras 
de  cambio.  Madrid,  1845. — Domínguez  Y Discursos  jurídi- 
cos sobre  las  aceptaciones,  pagos,  intereses  y demás  requisitos  y cua- 
lidades de  las  letras  de  cambio.  Madrid,  1732. — Díaz  Mendivil, 
Tratado  legal  sobre  las  letras  de  cambio.  Madrid,  1840.  - Zapate- 
ro, El  derecho  marítimo  y la  letra  de  cambio  según  el  Congreso  in- 
ternacional de  derecho  comercial  de  Ainberes.  Madrid,  1886. — Mata 
Y Sanz,  El  contrato  de  cambio.  Valencia,  1893.  — Barrachina- 
Talayera  Código  de  comercio  español,  jurisprudencia  y letras  ex- 
tranjeras en  materia  de  cambio.  Alicante,  1893.  — (N.  T.) 

ib)  Esta  palabra  no  tiene  traducción,  aunque  de  ordinario  se 
traduce  impropiamente  por  letra  de  cambio.  Lo  único  que  hago  es 
castellanizarla,  suprimiéndole  la  é final  (cambíale).  Y no  tiene  tra- 
ducción, porque  significa  unas  veces  letra  de  cambio  (cambíale  trat- 
ta)  y otras,  pagaré  (cambíale  propria.)  Nuestro  derecho  no  tiene 
como  el  italiano  su  término  común,  que  comprenda  estas  dos  clases 
de  documentos  cambiarlos.— (N.  T.) 
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yecticio,  pura  j simple  permuta  de  dinero  entre  lugar  y 
lugar,  T en  seguida  se  coiiTirtió  en  medio  de  pa^o.  Ti- 
zio  de  Florencia,  queriendo  pagar  una  suma  á Caio  de 
Bolonia,  buscaba  á Sempronio,  banquero  de  Florencia; 
le  entregaba  la  suma  y recibía  en  equÍTalencia  una  car- 
ta (letra  de  cambio)  que  contenía  una  orden  á Mebio, 
banquero  de  Bolonia,  para  que  pagase  la  misma  suma  á 
Caio.  La  suma  entregada  se  llamaba  valuta  (valor,  precioS 
y la  que  debía  existir  en  manos  de  Me  vio,  á ñn  de  que 
éste  pudiese  hacer  frente  al  pago,  se  llamaba  proí?rsfa  (pro- 
visiónb  Después  las  personas,  entre  las  que  se  desenvol- 
TÍa  este  contrato,  se  convirtieron  en  tres.  Sempronio,. 
banquero  de  Florencia,  ordenaba  á Mevio,  banquero  de 
Bolonia,  que  pagase  directamente  á Tizio,  que  había  en- 
tregado el  dinero,  ó á quien  éste  ordenara.  La  relación 
cambiaría  se  efectuaba  entre  tres  personas:  Sempronio, 


que  emitía  la  orden  escrita  [traente,  librador'’:  Tizio,  que 
la  recocía  [yr^ndiiore,  tomador' , y Mevio,  á quien  se  di- 
riuía  V debía  hacer  el  pa^ro  > f rafia  ríe.  libradob  Este  últi- 
mo,  para  estar  válidamente  obligado  respecto  al  toma- 
dor, si  la  orden  era  á término,  debía  aceptarla:  de  aquí 
el  nombre  de  aceptante.  Las  relaciones  en  las  que  se  oa- 
saba esta  operación,  eran,  pues,  el  valer  j leí  prcvieirn:^ 
la  letra  de  cambio,  pagadera  necesariamente  en  un  lugar 
diverso  del  de  su  emisión,  no  era  sino  la  expresión  de 
estos  dos  elementos,  sin  los  que  no  se  podía  ccnce^’ir, 
Ect-,*  iue  poco  a poco  a gran  a anao  se.  En  p^^ra-c-- 

tica  resultó  oue  el  valor  se  podía  constituir,  no  ?‘0-o  e^- 
dinero,  sino  también  en  mercaderías,  y se  aema  q^^e  e? 
taba  hecha  la  piro  visión  siempre  que  el  lioraao  era  ae^- 
dor  del  librador  de  la  suma  que  representa  o a .a  ie«r:s. 
Desunes  se  ordenó  ai  librado  oue  pagase.  lO  nii^mo  :¿1 


mador  que  á quien  este  ordenara,  sin  mas  que  poner  u 
orden  del  tomadcaa  t la  cainbia.l  con  una  simple  aeo.m.r;i- 
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cióu  al  dorso  (endoso),  pudo  ser  transmitida  de  uno  á 
otro,  j el  pago  quedar  garantido  además  por  todos  aque- 
llos por  cuyas  manos  pasaba;  es  decir,  los  endosantes,  y 
también  las  otras  personas  que  á éstos  se  unían  para  ha- 
cerle aún  más  seguro  (los  aTalistas).  Así  llegó  la  cambial 
al  Código  francés,  y sucesivamente  al  italiano  de  ISóo, 
con  el  carácter  de  prueba  del  contrato  de  cambio  trayec- 
ticio,  al  lado  de  otra  clase  de  títulos,  el  h ¡II etc  á la  orden. 
Este  título,  nacido  bajo  el  imperio  del  derecho  canónico 
para  disfrazar,  con  la  apariencia  de  un  contrato  de  cam- 
bio, un  préstamo  de  dinero  con  interés,  contenía,  la  pro- 
mesa de  pagar  una  suma  determinada,  y difería  de  la 
letra  de  cambio  en  que  contenía  la  obligación  de  pagar, 
en  vez  de  la  de  hacer  pagar,  y por  esto  no  requeria  nn 
lugar  de  pago  distinto  del  de  la  emisión.  Además,  mien- 
tras la  letra  de  cambio  era  considerada  en  todo  caso  acto 
de  comercio,  el  billete  á la  orden  lo  era  tan  sólo  cuando 
tenía  causa  comercial. 


291. — Con  la  multiplicación  de  las  relaciones  comer- 
ciales, se  consideró  que  la  letra  de  cambio,  reduciéndose 
en  sustancia  á una  obligación  de  pagar,  podía  servir 
para  oficios  diversos  del  transporte  de  dinero,  y ser, 
por  lo  tanto,  independiente  del  cambio  trayecticio;  no 
era,  pues,  indispensable  que,  en  todo  caso,  el  lugar  del 
pago  fuese  diverso  del  de  la  emisión. 

Que  el  valor  se  reducía  con  frecuencia  á una  ficción, 
y era  inútil,  porque  el  solo  hecho  de  suscribir  una  obli- 
gación cambiaría  suponía  el  valor  mismo,  y como  quiera 
que  fuera^  obligaDa  al  librador  al  pago. 

Que  la  provisión  tampoco  tenía  importan eiíi  cambia- 
ría, puesto  que  si  el  librado  había  aceptado  la  letra  de 
cambio,  estaba  obligado  á pagarla,  hubiese  ó no  recibido 
la  provisión,  y si  no  había  aceptado,  podía  ó no  pagarla; 
en  todo  caso,  la  relación  entre  librador  y librado  era  ex- 
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■¿reiría  3j  Ibj  IctrR  de  cíiDibiOj  y no  podiít  por  eso  producir 
efectos  cambiarlos. 

De  este  modo  la  letra  de  cambio  se  separó  del  con- 
trato de  cambio  real  j verdadero  para  convertirse  en  un 
título  de  crédito  muj  análogo  al  billete  de  Banco.  Hoy 
no  es  relación  cambiarla  la  relación  jurídica  que  precede 
á la  emisión  del  título;  la  relación  cambiarla  nace  y de- 
pende del  mismo  título;  el  librado  se  obliga  por  el  solo 
becho  de  haber  emitido  la  letra  de  cambio,  el  librador  y 
los  demás  suscriptores,  por  el  solo  hecho  de  haber  pues- 
to en  ella  sus  firmas.  Siendo,  pues,  indiferente  que  el 
pago  se  haga  por  el  mismo  librador  ó por  otro,  en  el  lu- 
gar de  la  emisión  ó en  lugar  distinto;  no  yendo  unida 
necesariamente  la  cambial  al  cambio  trajecticio,  des- 
aparece también  la  diferencia  entre  la  cambial  y el  bi- 
llete á la  orden;  sólo  que  la  cambial  se  llama  tratta  (a), 
si  contiene  la  obligación  de  hacer  pagar,  y propia,  si  con- 
tiene la  obligación  de  pagar.  La  cambial  redúcese,  pues, 
á una  promesa  unilateral  de  pagar  ó de  hacer  pagar  á 
una  determinada  persona  una  cierta  suma  de  dinero  en 
el  tiempo  y lugar  convenidos.  La  cambial  constituye  un 
acto  de  comercio  entre  toda  clase  de  personas , no  ya 
porque  esencialmente  dependa  de  causa  comercial,  sino 
porque  con  objeto  de  facilitar  su  circulación,  el  legisla- 
dor ha  querido  sujetarla  á las  formas  más  sencillas  de 

las  obligaciones  comerciales. 

Tales  son,  en  pocas  palabras,  las  vicisitudes  de  la 
letra  de  cambio,  que  oportunamente  divide  Kuntze  en 
tres  épocas:  en  la  primera  (hasta  1650),  la  cambial  es 
un  medio  de  cambio,  ó sea  de  permuta;  en  la  segunda 
(hasta  1848,  época  de  la  promulgación  de  la  ley  cam- 
biarla alemana),  un  medio  de  pago  al  servicio  de  los  co- 

(a)  Que  es  propiamente  la  letra  de  cambio  de  nuestro  derecho  f 
del  derecho  francés. — (1^.  T.) 
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merciantes;  en  la  tercera,  una  carta  de  crédito  al  servi- 
cio de  todos.  La  primera  es  la  época  italiana,  la  segunda 
es  la  francesa,  la  tercera  es  la  alemana  (a). 

§ 2.® — Requisitos  esenciales  de  la  cambial, 

292. — Trataremos  primero  de  los  requisitos  inter- 
nos, y después,  de  los  requisitos  externos  de  la  letra  de 
cambio. 


SECCIÓN  PRIMERA 

Requisitos  internos. 

293. — La  cambial  debe  tener  naturalmente  los  re- 
quisitos esenciales  requeridos  para  todos  los  contratos 
por  el  art.  1.104  del  Código  civil,  si  bien,  como  veremos 
más  adelante,  las  faltas,  falsedad  ó ilicitud  de  la  causa 
de  la  cambial,  y también  los  vicios  del  consentimiento 
no  pueden  oponerse  generalmente  al  tercer  poseedor  de 
buena  fe.  Aquí  trataremos  tan  sólo  de  los  más  impor- 
tantes entre  los  requisitos,  ó sea  de  la  capacidad  para 
obligarse  cambiariamente  {h). 

(a)  Con  ser  nuestro  Código  de  comercio  posterior  al  vigente 
italiano  y á la  ley  inglesa  sobre  el  cambio,  no  han  tenido  nuestros 
legisladores  decisión  bastante  para  lanzarse  por  el  camino  seguido 
por  dichas  leyes,  camino  recorrido  con  toda  valentía  por  la  ley  ale- 
mana de  1848,  y es  hoy  nuestra  legislación  cambiar ia  de  tal  natu- 
raleza que  no  puede  clasificarse  en  ninguno  de  los  grupos  indica- 
dos en  el  texto. 

Para  ser  nuestra  letra  de  cambio  un  verdadero  título  de  crédito 
le  sobra  la  expresión  del  valor  recibido,  ó en  cuenta,  ó entendido 
que  es  necesario  hacer  constar,  y le  falta  el  poder  ser  al  portador, 
y el  poderse  librar  á cargo  del  propio  librador  en  la  misma  plaza 
en  que  se  emitió.  En  cambio,  para  ser  expresión  del  contrato  de 
cambio  trayecticio,  le  sobra  el  poderse  pagar  en  la  misma  plaza  en 
que  se  emitió. 

Para  el  estudio  más  detenido  de  esta  cuestión,  puede  verse  Be- 
nito, obra  citada.  Lección  23. — (N.  T.) 

(6)  Aunque  las  palabras  cambíarioj  cambiaría^  cambiariamente, 
etcétera,  no  son  palabras  admitidas  por  la  Academia,  siendo  su 
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El  silencio  del  legislador  sobre  este  punto  significa, 
que  en  general,  todo  el  que  es  capaz  de  obligarse  por 
contrato,  es  también  capaz  de  obligarse  cambiariamen- 
te,  j como  es  sabido,  puede  obligarse  por  contrato  todo 
aquel  que  no  es  declarado  incapaz  por  la  ley  (art.  1.105 
Código  civil).  Pero  el  mismo  Código  civil,  después  de 
haber  establecido  esta  última  regla,  declara  la  incapaci- 
dad total  ó parcial  de  los  menores,  de  los  incapacitados, 
de  los  inhabilitados  y de  las  mujeres  casadas.  Procede, 
pues,  que  examinemos  cómo  debe  aplicarse  en  materia 
cambiaría  esta  prohibición: 

1.^  Menores. — En  este  punto  nos  referimos  á lo  que 
ya  hemos  dicho  en  el  núm.  28.  El  menor  para  contraer 
una  determinada  obligación  cambiaria,  deberá  estar 
autorizado  á tenor  del  art.  10  del  Código  de  comercio, 
pues  la  cambial  constituye,  como  sabemos,  un  acto  mer- 
cantil. Si  se  tratase  de  un  menor  autorizado  para  co- 
merciar, podrá  obligarse  cambiariamente  en  todo  aque- 
llo que  se  refiera  á su  comercio,  pero  no  en  lo  demás;  sin 
embargo,  las  obligaciones  cambiarías  suscritas  por  el 
menor,  deben  presumirse  siempre  que  son  referentes  al 
comercio  que  ejerce,  según  el  art.  4."^  del  Código  de  co- 


mercio. 

2.‘"^  Tn  capa  citad  os  c inh  ahilada  dos,  — Los  primeros  no 
pueden  obligarse  cambiariamente  (arts.  323,  329,  Códi- 
go civil),  los  segundos  pueden  con  asistencia  de  curador 
pirts.  339,  341,  Cód.  civ.).  Sin  esta  asistencia  la  cambial 


sontido  tan  fácil  de  comprender,  y ahorrando  en  sn  empleo  loi licio- 
nes larg*as  y enojosas,  me  he  decidido  á españolizarla^,  en  la  creen 
cia.  además,  de  que  si  los  estudios  del  derecho  mercantil  ^e  g*enera 
lizan  en  España,  adquirirán  muy  pronto  carta  de  naturaleza,  ya 
que  hoy  esta  parte  del  derecho  mercantil  tiene  tal  importancia,  qne 
el  derecho  cainbiario  constituye  en  algunas  E uirersidade^  extran 
jeras  una  enseñanza  especial  se2Teg*ada  del  estudio  del  lesto  e 
derecho  mercantil. — (N.  T.) 
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no  sería  válida,  á no  ser  que  la  causa  de  la  misma,  re- 
sultante del  título,  se  refiriese  á actos  consentidos  por  la 
ley  al  inhabilitado.  Este  punto,  es,  sin  embargo,  dis- 
cutido. 

3íujer  casada.  — Precisa  distinguir,  según  que 
haya  sido  ó no  autorizada  para  el  ejercicio  del  comercio. 
En  el  primer  caso  podrá  válidamente  contraer  obligacio- 
nes cambiarias  para  todo  lo  concerniente  á su  comercio, 
ó en  general  para  toda  especie  de  comercio  si  la  autori- 
zación es  general.  En  el  segundo  caso,  ante  el  silencio 
de  la  ley,  es  preciso  declarar  necesaria  á la  mujer  la 
autorización  del  marido,  siempre  que  las  obligaciones 
cambiarias  estén  comprendidas  en  ios  actos  enumerados 
por  el  art.  134  del  Código  civil,  y del  mismo  modo  si  se 
tratase  de  avalorar  la  cambial,  estando  prohibido  á la 
mujer  por  el  mismo  artículo  el  constituirse  fiadora  (a). 

Las  dos  opiniones  extremas  que  declaran  á la  mujer 
completamente  capaz,  en  vista  del  silencio  de  la  ley  y del 
hecho  de  que  la  enumeración  del  art.  134  es  taxativa,  ó 
absolutamente  incapaz  en  atención  á que  la  cambial 
constituye  un  acto  de  comercio,  son  exagerados  y deben 
limitarse;  la  primera  porque  haría  ilusoria  la  disposición 
del  art.  134  en  la  mayor  parte  de  los  casos,  la  segunda 
porque  la  ley  no  prohibe  á la  mujer  hacer  actos  singula- 
res de  comercio,  sino  adquirir  la  condición  jurídica  de 
comerciante  sin  el  consentimiento  del  marido.  Pespecto 
á la  no  necesidad  de  este  consentimiento,  ó á su  insu- 

(a)  Véase  el  art.  134: 

La  mujer  no  puede  donar,  vender,  ni  Lipoiecar  bienes  inmue- 
bles, contraer  préstamos,  ceder  ó recobrar  capitales,  ni  transigir 
litigios,  ni  comparecer  en  juicio  respecto  de  aquellos  actos,  sin  la 
autorización  de  su  marido. 

Este  podrá  dar,  por  medio  de  documento  público,  autorización 
general  á su  mujer  para  todos  aquellos  actos,  ó especial  para  algu- 
no, conservando  el  derecho  de  revocarlos.— (N.  T.) 
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fieieiicia  en  ciertos  casos  determinados,  es  aplicable  lo 
dispuesto  en  el  art.  13,  § 3.°  del  Código  de  comercio. 
Observemos,  por  último,  que  la  insuficiencia  tan  sólo 
tendría  lugar  en  el  caso  en  que  el  marido  j la  mujer  con- 
trajesen conjuntamente  una  obligación  cambiaría,  y sur- 
giese entre  ellos  entonces  un  conflicto  de  intereses. 

4.°  Extranjeros. — Es  aplicable  á este  propósito  lo 
que  dijimos  en  el  núm.  26. 

SECCIÓÍí  SEGUNDA. — Requisitos  externos.  (1) 

294. — La  cambial  contiene  la  obligación  de  hacer 
pagar  (cambial  librada,  letra  de  cambio)  ó la  obligación 
de  pagar  (cambial  propia,  pagaré)  al  vencimiento  una 
suma  determinada  al  poseedor  de  la  misma  (art.  251). 

Requisitos  esenciales  de  la  cambial,  son: 

1. ^  EscritOy  que  de  ordinario  es  privado,  pero  que 
puede  también  ser  público. 

2. ®  Fecha,  que  debe  contener  el  día,  el  mes  j el  año. 
La  fecha  se  tiene  por  verdadera  hasta  que  se  pruebe  lo 
contrario  (art.  55,  Cód.  com.). 

d.^  Denominación  de  cambial  ó letra  de  cambio,  ó tam- 


(1)  MODELOS  DE  CAMBIAL 


i.^  Camhial  tratta,  (Letra  de  cambio). 

Pi'srt,  20  Marzo  1S91  (1),  0)- 

A tres  meses  fecha  (2)  pagad  por  esta 
letra  de  camino  (o)  al  Sr.  Juan  Ptu- 
na  (4)  la  suma  de  J raucos, 

Mil  (5). 


SELLO 


Al  señor 

Julio  Litri  (6) 

Liorna  (8) 


Antonio  Caria  (C. 
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bien  la' de  pagaré  cambiarlo  ó vale  cambiarlo^  si  la  cam- 
bial es  propia.  Esta  denominación  es  exigida  por  la  ley, 
á fin  de  que  resulte  claramente  la  voluntad  de  obligarse 
por  derecbo  cambiario.  No  se  admiten  equivalentes  á 
este  propósito;  pero  sería  válida  la  denominación  de  cam- 
hio^  en  la  que  sobreentiende  la  palabra  letra.  La  denomi- 
nación, si  está  expresada  en  el  contexto  del  escrito,  pue- 
de estar  escrita,  como  el  resto  de  la  cambial,  de  mano 
del  librador  ó de  otro;  si  está  fuera,  debe  escribirse  por 

2,^  Pagaré  cambiario. 

Pisa,  20  de  Jidio  1891  (1).  L,  500  (5). 

< A la  vista  {2)pagaré por  este  vale  cam- 

I hiario  (3)  al  Sr.  Juan  Penna  (4)  la  suma 
SELLO  j de  liras, 

I Quinientas  (5) 

•’  Antonio  Carta. 

(1)  Feclia.  — (2)  Yencimiento. — (3)  Cláiisiila  cambiarla. — 
(4)  Nombre  del  tomador. — (5)  Suma. — (6)  Nombre  del  librado. 
— (7)  Nombre  del  librador  ó emitente. — (8)  Lngar  del  pago;  en 
el  pagaré  cambiario  el  lugar  del  pago  es  el  de  su  emisión  {a). 

(a)  Para  que  á simple  vista  puedan  apreciarse  las  diferencias  que 
existen  entre  las  legislaciones  italiana  j española,  reproduciré  aquí 
los  modelos  de  las  letras  y pagarés  que  corresponden  á ios  de  la  nota 
del  autor. 


1.®  Letra  de  cambio. 

Madrid,  1.^  de  Agosto  de  1894  (1). 

Por  ptas.  2.000  (5) 

A ocho  dias  vista  (2)  se  servirá  usted 
pagar  por  esta  primera  de  cambio,  á la 
orden  de  (3)  D.  Arturo  Gómez  (4),  la 
suma  de  dos  mil  pesetas  (5),  valor  recibi- 
do (6)  que  sentará  V.  en  cuenta  según  avi- 
so de  s.  s.  s., 

A D.  Pamon  Ortega  (7)  José  Puiz  y 0.“  (8). 
Librero. 

Valencia  (9). 


SELLO 
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el  librador  ó el  emitente  con  su  firma,  á fin  de  que  no 
sea  posible  inducir  á engaño  á alguno  presentándole  á 
la  firma  una  obligación  que  en  lugar  no  visible  contenga 
la  cláusula  cambiaría,  y también  porque  esta  cláusula  no 
puede  escribirse  después  de  la  firma  del  título  y sin  co- 
nocimiento del  obligado  (a). 

4.®  Indicación  de  la  persona  del  tomador,  á la  orden  de 
quien  debe  pagarse  la  cambial.  La  cláusula  á la  orden, 
requerida  expresamente  por  el  Código  derogado,  no  es 
ya  necesaria,  habiendo  sido  la  más  natural,  dado  el  ca- 
rácter de  la  cambial.  La  cambial  al  portador  no  es  admi- 
tida por  nuestras  leyes,  á fin  de  que  no  se  dificulte  la 
circulación  de  los  títulos  de  los  bancos  de  emisión.  To- 
mador de  la  cambial  puede  ser  también  el  propio  libra- 
dor, es  decir,  que  la  cambial  puede  librarse  á su  propia 


2.®  Pagaré  d la  orden. 


Madrid,  4 de  Mayo  de  1894<  (1). 


Pagaré  (10) 


SELLO 


Por  ptas,  2.000  (5) 

Pagaré  d la  orden  de  (3)  I),  Luis 
Sánchez  (4),  el  día  25  de  Junio  próxi- 
mo (2),  la  suma  de  mil  pesetas  (5)  que 
he  recibido  del  mismo  (6). 

Jaime  Ramírez  (8). 


(1)  FecLa. — (2)  Vencimiento.  — (3)  Cláusula  cambiaría. 
(4í)  Nombre  del  tomador. — (5)  Suma. — (6)  Causa  de  la  letra  y 
del  pagará. — (7)  Nombre  del  librado. — (8)  Nombre  del  librador. 
— (9)  Lugar  del  pago. — (10)  Indicación  de  la  clase  de  documen- 
to.—(N.T.) 


(a)  Auu(][ue  la  prixctica  ba  introducido  el  uso  de  poner  en  la  le 
tra  de  cambio  la  fórmula  de,  por  esta  primera  (ó  segunda,  ó lo 
que  sea)  de  cambio^  lo  cual  constituye  la  denominación,  no  es  éste 
uno  de  los  requisitos  que  exige  la  ley  española  en  las  letras  de  cam 
bio  (art.  444,  Cód.  com.).  La  denominación  es  precisa  cuando  se  tra- 
ta de  libranzas  ó pagarés  á la  orden  (art.  531). — (N.  T.) 
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orden  (art.  255),  lo  que  podría  servirle  para  procurarse 
dinero  en  un  lugar  donde  se  encontrase,  j no  fuese  co- 
nocido. En  tal  caso  libra  la  cambial  sobre  una  persona 
conocida  en  aquel  lugar,  la  hace  aceptar,  y después  con 
esta  aceptación  puede  fácilmente  negociarla.  En  esta 
forma  de  cambial  el  contrato  de  cambio  se  celebra  entre 
el  librador  y el  aceptante;  la  falta  de  un  tomador  no  in- 
fluye ni  sobre  la  naturaleza  del  título,  ni  sobre  los  efec- 
tos del  contrato  (a). 

5. ^  Suma  que  ha  de  pagarse,  que  debe  determinarse 
con  precisión,  y ser  indicada  en  letra  ó en  cifra,  ó tam- 
bién como  es  corriente,  de  ambos  modos. 

6. ®  Vencimiento. — La  precisión  y el  rigor  que  se  re- 
quieren en  materia  de  cambio  exigen  que  entre  los  re- 
quisitos esenciales  se  indique  precisamente  la  época  del 
vencimiento,  en  contradicción  á lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 1.173  del  Código  civil.  El  vencimiento  debe  ser 
linico  para  toda  la  suma  indicada  en  la  cambial  (art.  252), 
de  otro  modo  la  cambial  perdería  su  carácter;  su  valor 
sería  menos  seguro  y su  circulación  más  difícil.  El  ven- 
cimiento, según  el  art.  252,  puede  fijarse  de  varios  mo- 
dos, en  los  que  nos  ocuparemos  en  el  num.  320. 

7. ®  Lugar  del  pago.,  6 sea  la  ciudad  ó país  en  que  el 
pago  ha  de  efectuarse.  Este  lugar  debe  determinarse  con 
la  mayor  precisión.  La  falta  de  indicación  del  lugar  de 
pago  en  el  pagaré  ó vale  cambiarlo  no  supone  la  nulidad 
siendo  racional  la  presunción  (art.  253),  de  que  en  este 
caso  la  residencia  del  emitente  y el  lugar  de  pago  se  en- 


(a)  Nuestra  ley  exige  la  cláusula  á la  orden  para  que  la  letra 
de  cambio  produzca  todos  sus  efectos  (art.  444  Cód.  com.),  auto- 
riza al  librador  para  librar  á su  propia  orden  y por  las  mismas  ra- 
zones que  expone  el  autor,  no  consiente  las  letras  de  cambio  al  por- 
tador, pero  consiente  el  endoso  en  blanco  (art.  465),  por  cuyo  medio» 
puede  convertirse  en  un  documento  al  portador. — (N.  T.) 
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tienden  designados  por  el  lugar  de  la  emisión.  Eespe- 
tando,  pues,  un  uso  general  por  el  que  la  indicación  del 
lugar  del  pago  se  suele  escribir  á guisa  de  señas  al  lado 
del  nombre  del  librado  en  el  borde  inferior  de  la  letra 
el  mismo  legislador  ba  declarado  expresamente  (art.  253j 
que  á falta  de  indicación  especial  del  lugar  del  pago,  se 
debe  tener  como  tal  en  la  letra  de  cambio  la  residencia 
indicada  junto  al  nombre  del  librado.  Por  otra  parte, 
también  es  racional  la  presunción  de  que  el  pago  ba  de 
hacerse  en  el  lugar  indicado  como  residencia  del  que 
debe  efectuarlo. 

8.^  Suscripción  del  librador  6 del  emitente  con  su  nom- 
bre y apellido,  y con  su  firma,  6 bien  con  la  de  un  manda- 
tario suyo  especial,  á fin  de  que  conste  ciertamente  quién 
ha  contraído  la  obligación  de  hacer  pagar  ó de  pagar. 
El  nombre  que  precede  al  apellido  podría,  según  nos- 
otros, estar  abreviado,  indicado,  por  ejemplo,  como  suele 
hacerse,  con  la  sola  inicial;  pero  la  jurisprudencia  es 
contradictoria  en  este  punto;  la  opinión  que  prevalece  es 
la  que  distingue  el  caso  de  suscripción  de  comerciantes 
de  los  que  no  lo  sean;  y mientras  en  este  segundo  caso 
niega  validez  íi  la  abreviatura  del  nombre,  la  admite  en 
el  primero,  si  por  estar  acostumbrado  á suscribir  con  el 
nombre  abreviado,  puede  suponerse  que  este  modo  de 
suscribir  constituye  su  firma  comercial.  Los  que  no  saben 
leer,  no  pudiendo  firmar,  y no  considerando  la  jurispru- 
dencia eficaz  las  cruces  ó los  signos,  no  pueden  obligar- 
se cambiariamente  sino  por  documento  publico,  o sea 
por  mediación  de  mandatario  especial.  Por  mandato  es- 
pecial no  se  entiende  un  mandato  para  cada  cambial, 
sino  más  bien  un  mandato  que  confiere  expresamente 
la  facultad  de  emitir  cambiales.  Una  forma  de  mandato 
se  presenta  también  en  la  letra  de  cambio  por  orden  y 
por  cuenta  de  un  tercero  (art.  255)  que  ajuda  especial- 
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mente  á tener  secreto  el  nombre  del  verdadero  librador, 
Pero  precisamente  por  esto,  respecto  a los  terceros,  la 
persona  por  cuenta  de  quien  la  letra  se  lia  librado,  ó sea 
el  dador  de  la  orden^  es  desconocida,  y el  librador  por 
cuenta  de  otro  reviste  el  carácter  jurídico  de  un  comi- 
sionista. 

9.^  Indicación  de  la  apersona  del  librado^  ó sea  del  que 
debe  efectuar  el  pago;  este  requisito  se  refiere  tan  sólo  á 
la  letra  de  cambio  (camhiale  tratta);  en  el  pagare  (cam- 
Male  propria)  el  librado  es  al  mismo  tiempo  el  librador. 

La  letra  de  cambio  puede  librarse  sobre  una  persona 
y ser  pagadera  en  casa  de  otra,  la  cual  puede  tener  su 
domicilio  en  el  mismo  lugar  del  librado,  ó,  como  ocurre 
con  más  frecuencia,  en  un  lugar  distinto.  En  tal  caso, 
en  sentido  jurídico,  pero  sólo  en  el  segundo  de  dichos 
casos,  la  letra  de  cambio  se  llama  domiciliada.  Bajo  el 
imperio  de  la  pasada  legislación,  esta  forma  cambiaria 
servía  para  fingir  el  requisito  del  lugar  de  pago  diverso 
del  de  la  emisión;  hoy  ha  perdido  toda  su  importancia, 
pero  puede  siempre  ser  útil.  Otras  veces,  previendo  el 
librador  que  no  se  encontrará  en  su  pi-opio  domicilio  en 
la  época  del  vencimiento,  la  hace  librar  sobre  una  per- 
sona del  lugar  en  donde  él  espera  encontrarse,  ó á quien 
ha  encargado  del  pago;  otras,  ocurre  librar  una  letra  so- 
bre un  lugar  en  el  que  el  librador  no  tiene  correspon- 
sales; en  tal  caso  éste  la  libra  sobre  un  banquero  de  una 
ciudad  cualquiera,  y la  declara  pagadera  en  el  lugar  que 
se  desea;  el  poseedor  después  la  presenta  al  librado,  que 
indica  la  persona  por  medio  de  la  que  se  hará  el  pago 
en  el  lugar  designado.  De  aquí,  que  la  persona  del  do- 
miciliatario  pueda  ser  indicada,  así  por  el  librador  como 
por  el  librado;  en  el  primer  caso,  la  indicación  se 
hace  en  el  contexto  mismo  de  la  letra  de  cambio;  en  el 
segundo,  se  hace  en  la  aceptación  (art.  264). 
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10.  Sello. — A pesar  del  silencio  del  Código  de  comer- 
cío,  debido  al  carácter  fiscal  de  este  requisito,  el  sello 
(lej  12  Julio  1888)  debe  considerarse  como  requisito 
esencial,  á tenor  del  art.  42  de  la  ley  de  13  de  Septiem- 
bre de  1874  sobre  el  impuesto  del  sello  (a). 

295. — Siendo  esenciales  los  requisitos  que  acabamos 
de  indicar,  produce  la  falta  de  uno  de  ellos  el  efecto  de 
hacer  perder  al  título  la  cualidad  de  cambial,  para  trans- 
formarlo cuando  tenga  los  caracteres  necesarios  en  una 
obligación  simple,  civil  ó comercial,  según  los  casos  (ar- 
tículo 254).  La  nulidad  de  la  cambial  por  falta  de  algu- 
no de  los  requisitos  esenciales,  supone  también  la  nuli- 
dad de  la  declaración  cambiaría  becba  sobre  la  misma,  á 
menos  que  ésta  no  venga  á integrar  á la  cambial  misma 
del  requisito  de  que  estaba  privada,  puesto  que  toda  fir- 
ma supone  una  obligación  distinta  é independiente.  Sin 
embargo,  la  regularización  de  la  cambial  no  puede  tener 
efecto  retroactivo;  es  decir,  que  la  cambial  completada 
vale  tan  sólo  como  tal  respecto  de  los  que  la  lian  recibi- 
do después  de  haberse  regularizado,  y que  los  que  pusie- 
ron su  firma  sobre  la  cambial  (por  ejemplo,  los  endosan- 
tes) cuando  le  faltaba  algún  requisito,  pueden  oponer 
dicha  falta  á cualquier  poseedor.  Eesulta  de  aquí  que  la 
cambial  suscrita  en  blanco  no  debe  tenerse  por  válida, 
puesto  que  de  la  existencia  de  los  requisitos  esenciales 
es  forzoso  juzgar  en  el  momento  que  la  obligación  cam- 

(a)  En  nuestro  derecho  puede  hacerse  la  misma  observación 
respecto  al  sello  de  las  letras  y pagarés.  La  ley  que  rige  es^e  im 

puesto  es  la  de  15  de  Septiembre  de  1892. 

A más  de  los  requisitos  estudiados,  ya  hemos  dicho  que  la  ley 
española  exige  otro  requisito  más  que  la  italiana;  el  de  la  indica 
ción  del  valor  ó causa  de  la  letra,  requisito  de  pura  fórmula  hoy^ 
puesto  que  queda  reducido  á nada  desde  el  momento  en  que  se  cum 
pie  la  exigencia  de  la  ley  con  la  frase  de  valor  entendido  ó valor  en 
cuenta.  — 0^ ^ -p  \ 
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Haría  aparece,  ó sea  en  el  momento  de  su  emisión.  Esto 
con  tanto  más  motivo,  cuanto  que,  según  el  concepto  del 
legislador,  la  obligación  cambiaría  resulta  de  la  cláusula 
cambiaría,  y no  del  mandato  de  extenderla.  No  obstante, 
respecto  á la  costumbre  inveterada  y peligrosa  de  emitir 
cambiales  en  blanco,  opinan  algunos  que  deben  esti- 
marse válidas,  por  el  motivo  de  que,  no  obligando  la  ley 
al  librador  ó emitente  á escribir  la  cambial  de  su  propio 
puño,  pueden  éstos  válidamente  dar  á otros  el  mandato 
de  que  las  llenen. 

Los  requisitos  y los  efectos  esenciales  de  la  cambial, 
no  pueden  ser  modificados  por  la  voluntad  de  las  partes, 
y de  aquí  que  las  cláusulas  que  las  partes  quieran  incluir 
son  válidas  sólo  en  cuanto  no  modifiquen  los  requisitos 
y los  efectos  esenciales  de  la  cambial. 

La  promesa  de  intereses  contenida  en  una  cambial, 
ya  porque  el  cómputo  de  los  intereses  mismos  supondría 
pérdida  de  tiempo,  ya  porque  el  valor  de  la  cambial  re- 
sultaría variable  en  el  tiempo,  se  considera  como  no  es- 
crita (art.  254,  § 2.®). 

§ 3.^ — Multiplicación  de  la  cambial. 

296. — Una  cambial  puede  emitirse  por  duplicado,  ó 
también  por  mayor  número  de  ejemplares  que  sean  la 
reproducción  idéntica  del  original  y constituyan  con  ella 
una  sola  obligación.  Sin  embargo,  estos  duplicados  deben 
distinguirse  entre  si  por  su  numeración  progresiva;  de 
otro  modo,  se  considerarían  como  otras  tantas  cambiales 
(artículo  278).  Los  duplicados  sirven  para  enviar  la  letra 
de  cambio  á la  aceptación  en  varios  ejemplares,  con  ob- 
jeto de  dar  seguridades  al  poseedor  de  que  al  menos  uno 
de  ellos  llegará  á su  destino  y podrá  ser  aceptado,  ó bien 
para  el  caso  en  que  mientras  la  letra  se  envía  á la  acep- 
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tación  se  quisiera  negociarla,  lo  que  se  hace  sobre  los 
duplicados,  ó bien,  finalmente,  para  evitar  otros  incon- 
venientes á más  de  los  indicados,  como  la  pérdida  del 
original.  En  previsión  de  todos  estos  casos,  el  tomador 
de  la  cambial  tiene  derecho  á conseguir  del  librador  ó 
del  emitente  uno  ó varios  duplicados.  Igual  derecho  tie- 
nen todos  los  demás  poseedores  de  la  cambial  contra 
su  endosante,  y por  medio  de  los  endosantes  anteriores 
contra  el  librador  ó el  emitente  (art.  277). 

Los  diversos  duplicados  de  la  cambial  no  constitu- 
yen, como  hemos  dicho,  más  que  una  sola  obligación 
pero  si  el  poseedor  los  endosa  á varias  personas,  es  res- 
ponsable de  los  endosos  como  sise  tratase  de  cambiales  dis- 
tintas; del  mismo  modo  el  aceptante  queda  obligado  por 
cada  aceptación,  si  acaso  aceptó  varios  ejemplares  de  la 
misma  letra  de  cambio  (art.  279).  Si  el  ejemplar  de  la 
letra  de  cambio  fue  expedido  para  la  aceptación,  enton- 
ces debe  indicarse  sobre  el  otro  ejemplar  la  persona  á 
quien  se  expidió,  para  que  el  tomador  pueda  recabarlo 
y exigir  que  la  aceptación  se  haga  sobre  el  mismo  ejem- 
plar. En  el  caso  en  que  el  depositario  del  ejemplar  en- 
viado parala  aceptación  se  niegue  á entregárselo  al  posee- 
dor del  duplicado,  éste  podrá  intentar  la  acción  de  re- 
greso contra  el  librador,  probando  el  no  haber  podido 
obtener  el  ejemplar  indicado  y tampoco  la  aceptación  o 
el  pago  sobre  el  duplicado  (art.  280). 

297. — Hay  que  distinguir  las  copias  de  los  duplica- 
dos. Estos,  como  ya  hemos  dicho,  deben  dimanar  del  li- 
brador; por  eso  el  poseedor  de  la  cambial  que  quiere 
procurárselos  debe  dirigirse  á su  endosante,  y por  medio 
de  ésta,  siguiendo  el  camino  recorrido  por  la  cambial, 
llegar  hasta  el  librador.  Esta  operación,  exigiendo  mu- 
cho tiempo  y no  siendo  siempre  posible  esperar  la  cam- 
bial para  negociarla,  el  poseedor  de  la  misma  que  no  la 
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tiene  disponible  por  haberla  expedido  á la  aceptación  ó 
por  otro  motivo,  en  lugar  de  requerir  un  duplicado  hace 
él  mismo  una  copia  j la  negocia,  de  modo  que  el  endo- 
satario tenga  después  derecho  de  reclamar  el  original.  Las 
copias  pueden  hacerse  por  cualquier  poseedor;  deben  es- 
tar conformes  con  el  original  j contener  todas  las  indi- 
caciones que  en  ella  se  encuentran  j añadiendo  la  fór- 
mula «hasta  aquí  la  copia»  sin  otra  equivalente  (artícu- 
lo 281). 

La  aceptación  j el  endoso  originales  escritos  sobre  la 
copia,  obligan  al  aceptante  y á los  endosantes  como  si 
estuviesen  escritos  sobre  la  cambial  original  (art.  282), 
pues  de  otro  modo  las  copias  no  serían  utilizables;  pero 
al  poseedor  de  la  copia  endosada  deberá  facilitarse  el 
original,  yapara  legitimar  su  propia  cualidad,  ya  porque 
el  librado  no  está  obligado  á pagar  sino  retirando  el  ori- 
ginal sobre  el  que  se  encuentra  la  delegación  del  libra- 
do. Si  el  poseedor  del  original  se  negase  á entregarlo,  el 
poseedor  de  la  copia  podrá  proceder  por  la  vía  de  regre- 
so, como  hemos  dicho  á propósito  de  los  duplicados. 

Hojas  de  prolongación, — Se  suelen  unir  á la  cambial 
cuando  no  hay  en  ellas  lugar  para  escribir  el  endoso,  y 
forman  parte  integrante  de  la  misma. 

§ 4.^ — Trasmisión  de  la  cambial, 

298. — Por  mucho  tiempo  la  cambial  no  fué  otra  cosa 
que  símbolo  y documento  del  cambio  trayecticio.  Este, 
lo  mismo  que  cualquier  otro  crédito,  se  podía  cierta- 
mente trasmitir  á otros,  pero  esta  trasmisión  no  era 
por  ningún  medio  inherente  á su  naturaleza;  hoy  por  el 
sistema  moderno  lo  es  siempre,  y por  este  sistema  la 
cambial  cumple  su  oficio  circulando  rápidamente  en  las 
bolsas  y en  los  mercados,  haciendo  las  veces  del  dinero. 
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Esto  tiene  lugar  por  medio  de  una  simple  declaración,  6 
á veces  de  la  sola  firma,  puesta  sobre  el  dorso  de  la  cam- 
bial, ó sea  por  medio  del  endoso,  el  cual,  transfiriendo 
la  propiedad  de  la  cambial  j todos  los  derechos  á ella 
inherentes  (art.  256),  permite  ejecutar  con  un  solo  títu- 
lo un  número  grandísimo  de  contratos;  tantos  cuantos 
son  los  endosos,  cada  uno  de  los  que  representa  un  con- 
trato cambiarlo  distinto  é independiente;  con  la  parti- 
cularidad además,  de  que  cuanto  mayor  es  el  número  de 
los  endosantes,  mayor  crédito  adquiere  el  título  cambia- 
rio,  pues  cada  uno  de  los  firmantes  queda  responsable 
del  pago. 

Jurídicamente  el  endoso  tiene  mucha  analogfía  con  la 
cesión,  pero  no  debe  confundirse  con  ésta,  por  diferen- 
ciarse en  la  forma  y en  los  efectos  farts.  1.539,  1.542* 
1.543,  Cód.  ciy.).  Se  reduce  en  sustancia  á un  contrato 
cambiario  que  surge  de  la  transferencia  del  crédito.  El 
contenido  del  contrato  consiste  en  una  delegación  sobre 


el  emiten  te  ó sobre  el  librado,  de  pagar  al  poseedor  de  la- 
cambial  la  suma  en  ella  estampada.  La  negociación  del 
librador  ó del  emitente  crea  la  cambial;  la  negociación 
del  endosante  transfiere  una  cambial  ya  creada,  pero  en 


el  fondo  el  contrato  es  el  mismo. 

299, — El  endoso  tieue  por  efecto,  como  ya  liemos  di- 
cho, transferir  la  propiedad  de  la  cambial  y todos  los 
derechos  á ella  inherentes.  De  aquí  que  el  endosatario, 
como  propietario  de  la  cambial,  no  solo  tiene  derecho  a. 
exigir  la  aceptación  y el  pago,  y á falta  de  eho  de  pro- 
ceder por  la  yía  de  regreso  contra  los  coobligados  cam- 
biarlos, sino  también  el  derecho  de  endosar  á otro  la 
cambial,  de  cuyo  pago  queda  responsable  solidariamente 
con  todos  los  suscritores.  Entre  los  derechos  inllerenLe^ 
ái  la  cambial  que  se  transfieren  por  medio  del  endoso  se 
p>retende  incluir  también  la  hipoteca  que  garantice  la 
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cambial,  ja  por  la  letra  de  la  lej,  ya  porque  lo  accesorio 
sigue  á lo  principal,  como  para  la  cesión  de  créditos  dis- 
pone el  art.  1.541  del  Código  civil.  Los  artículos  relati- 
vos á la  purgación  de  los  inmuebles  de  la  hipoteca  (ar- 
tículos 1.994,  2.043,  2.046  Cód.  civ.)  no  se  oponen  á esta 
conclusión.  Se  entiende,  sin  embargo,  que  el  endosata- 
rio que  quiera  aprovechar  la  hipoteca  deberá,  con  arre- 
glo a la  cambial,  hacer  anotar  la  subrogación  marginal- 
mente á la  inscripción  (art.  1.994  Cód.  civ.),  ó lo  que  es 
más  práctico,  estipular  al  propio  tiempo  que  el  endoso 
cambiarlo,  un  contrato  por  el  que  se  subrogue  en  la  hi- 
poteca, j á tenor  de  este  contrato  hacerse  subrogar  en 
la  inscripción, 

300.  — Lo  que  hemos  dicho  respecto  á la  hipoteca,  se 
aplica  también  á la  prenda  y á la  fianza  que  garantizan 
una  obligación  cambiarla.  Estas  también  se  trasmiten 
al  endosatario  por  efecto  del  endoso;  sin  embargo,  la 
prenda  no  continúa  subsistente,  sino  en  cuanto  la  cosa 
sobre  que  se  constituyó  pasa  á poder  del  endosatario,  ó 
de  un  tercero  elegido  por  las  partes  (art.  456,  Código  de 
comercio) . 

301.  — Hablemos  ahora  de  los  requisitos  del  endoso. 
Los  requisitos  intrínsecos,  son:  1.®,  una  cambial  suscep- 
tible de  ser  endosada;  2.^  un  endosante;  3.^  un  endosa- 
tario; 4.®,  el  consentimiento  de  ambos. 

1.0  La  cambial  debe  ser  susceptible  de  endoso,  y por 
tal  debe  tenerse  toda  cambial,  aunque  sea  falsa  o falsi- 
ficada, ó contenga  uno  ó varios  endosos  falsos  o falsi- 
ficados (art.  328).  La  circunstancia  de  que  el  librado  en 
la  época  del  endoso  se  hubiese  declarado  en  quiebra  no 
infiuiría  sobre  la  validez  del  mismo.  Si  el  librador,  el 
emitente  ó el  endosante  hubiesen  prohibido  la  transfe- 
rencia de  la  cambial  por  medio  de  endoso  con  la  cláusu- 
la no  á la  orden,  ú otra  equivalente,  que  se  pusiere  con 
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objeto  de  limitar  la  obligación  cambiaria  á la  sola  per- 
sona con  cjuien  se  contrata,  y para  reservarse  respecto  á 
esta,  el  ejercicio  de  las  acciones  personales  á falta  de 
pago,  el  endoso  lieclio,  á pesar  de  la  prohibición,  pro- 
duce tan  sólo,  respecto  al  que  le  agrega  la  cláusula,  los 
efectos  de  una  cesión  (art.  257);  es  decir,  que  quien  pone 
ia  cláusula  se  obliga  cambiariamente  con  el  endosatario, 
no  con  los  habientescausa  de  él.  Otras  legislaciones 
distinguen  los  efectos  de  esta  cláusula,  según  la  haya 
puesto  el  librador  ó alguno  de  los  endosantes;  en  el  pri- 
mer caso  declaran  que  todos  los  endosos  de  la  cambial 
producen  el  efecto  de  una  simple  cesión,  en  el  segundo 
caso  los  endosantes  posteriores  al  que  ha  puesto  la  cláu- 
sula no  tienen  contra  él  la  acción  de  regreso.  Nuestro 
sistema  es  mejor,  porque  limita  los  efectos  de  la  cláusula 
no  d la  orden^  al  que,  ó á los  que  la  pusieron  (a). 

También  en  el  caso  de  cambiales  vencidas  el  endoso, 
produce  nada  más  los  efectos  de  una  cesión  (art.  260), 
se  haya  ó no  protestado  la  cambial  en  la  época  de  su 
vencimiento;  sólo  que  en  este  último  caso,  el  endosante 
está  obligado  á entregar  al  endosatario  el  protesto.  Bajo 
el  imperio  del  derogado  Código  de  comercio , el  endoso 
de  una  cambial  vencida  se  consideraba  como  un  apode- 
ramiento  para  el  cobro  de  la  cambial. 


{a)  Con  arroí^lo  á imestro  derecho,  el  librador  no  pnede  poner 
la  clánsnla  de  no  á la  oj’den,  porque  si  la  letra  ha  de  producir  efec- 
tos canibiarios  ha  de  contener  forzosamente  la  cláusula  á la  orden; 

en  tilles  términos,  que  la  ley  declara  (art.  466,  Cód.  com.)  que  no 

• / 

pueden  endosarse  las  letras  no  expedidas  á la  orden,  y que,  si  a pe- 
sar de  la  prohibición  se  endosasen,  el  endoso  no  tiene  otra  fuerza  que 
la  de  una  simple  cesión.  Los  endosantes  sí  podrán  limitar  los  efec- 
tos cambiarios,  poniendo  la  cláusula  de  no  á la  orden  ú otra  equi- 
Talente,  y sus  efectos  serán  los  de  toda  oblig’ación  cambiarla  entre 
el  endosatario  y todos  los  ftrmantes  de  la  letra  que  le  precedieiou, 
j los  do  una  simple  cesión  entre  el  endosatario  que  la  admitió  con 
la  cdáiisula  y todos  los  posteriores, — (N.  T.) 
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2. ®  Un  endosante  que  tenga  capacidad  cambiaría  y 
la  posesión  legítima  de  la  cambial  (|ue  se  propone  en- 
dosar. 

3. ^  Un  endosatario  que  no  es  preciso  que  sea  un  ter- 
cero, pudiendo  endosarse  validamente  la  cambial  por  el 
propio  librador,  al  librado  ó a su  endosante  aiiterio]*,  y 
ser  endosada  de  nuevo  por  éstos.  Si  la  cambial  se  endosó 
al  librador,  éste  no  puede  proceder  más  que  contra  el 
librado  que  la  haya  aceptado,  no  contra  los  endosantes, 
porque  él  juntamente  con  el  librado  es  responsable  para 
con  ellos.  Si  se  endosare  al  librado,  hay  que  distinguir; 
si  ha  sido  aceptada  por  él  y la  conserva  aún  á su  venci- 
miento, y entonces  la  obligación  se  extingue  por  confu- 
sión; ó si  no  ha  sido  aceptada,  y el  librado  pued(3  pro- 
testarla contra  sí  mismo  para  proceder  por  regreso  con- 
tra los  otros  coobligados.  Finalmente,  el  endosante  á 
quien  se  ha  endosado  de  nuevo  la  cambial,  no  podrá  pro- 
ceder por  regreso  contra  los  endosantes  posteriores  á su 
primer  endoso,  los  cuales  están  garantidos  por  él.  Bi, 
pues,  el  librador,  el  librado  y los  endosan t<‘s,  á los  <pie 
la  cambial  hubiese  sido  ya  endosad;!,  la  endosímon  de 
nuevo,  producirá  este  endoso  sus  efectos  ordinaiios. 

4. ®  Consentimiento  de  los  contratíintes  pna  tr;uismt  - 
tir  y adquirir  la  propiedad  de  la  cambial.  Veremos  en. 


breve  cómo  debe  manifestarse  este  consentimiento. 

302.— Eequisitos  extrínsecos  del  endoso,  son  los  si- 
guientes: 1.^  Debo  estar  escrito  do  puño  y letra>  del  en- 
dosante ó de  otro,  ó bien  impreso  con  estampilla  sobn.^ 
la  cambial;  por  documento  separado  de  la  cambial  no 
podrá  transferirse  más  que  por  medio  de  cesiórj,  en  hi 
forma  y con  los  efectos  consi guieíiies  á la  mism;i.  2.^ 
Debe  estar  fechado,  pero  este  requisito  no  debe  exigirse 
con  gran  rigor,  puesto  que  admitida,  como  veremos,  la 
yalidez  del  endoso  en  blanco,  con  mayor  razón  debe  ad- 
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mitirse  el  endoso  al  que  sólo  falte  la  fecha.  3,^  Debe  in- 
dicar el  nombre  del  endosatario.  4.^  Debe  estar  suscrito 
por  el  endosante  ó por  un  mandatario  suyo  especial. 
5.^  Debe,  finalmente,  la  cambial  entregarse  al  endosata- 
rio; pues  en  tanto  que  está  en  posesión  del  endosante, 
puede  éste  cancelar  el  endoso,  y el  contrato  no  produ- 
ciría efectos  cambiarlos;  pero  el  endosatario  podrá  pro- 
ceder contra  el  endosante  para  el  cumplimiento  del  con- 
trato. Tales  son  los  requisitos  extrínsecos  del  endoso,  el 
cual  es  válido,  sin  embargo,  aunque  se  baga  en  blanco, 
ó sea  con  sólo  el  nombre  y apellido  del  endosante  en  el 
dorso  de  la  cambial,  teniendo  todo  poseedor  de  ésta  el 
derecho  de  llenar  con  su  nombre  el  endoso  en  blanco  (ar- 


tículo 258).  Dué  ésta  una  sabia  innovación  importada  al 
vigente  Código  de  comercio,  á imitación  de  las  mejores 
leyes  cambiarías.  El  endoso  en  blanco,  permitiendo  a^ 
poseedor  trasmitir  la  propiedad  de  la  cambial  sin  otra 
cosa  que  su  nombre,  y quedando  de  este  modo  garante 
del  pago,  transforma  la  cambial  en  un  título  al  portador, 
análogo  al  billete  de  Banco  (a). 

303. — Al  endoso  cambiario  pueden  añadirse  algunas 
cláusulas  que  modifican  sustancialmeute  sus  efectos  (ar- 
tículo 259).  Tales  son  la  cláusula  no  d ¡a  orden,  de  la  cual 
ya  hemos  hablado;  la  de  sin  garantía,  ú otra  equivalen- 
te, la  cual  tiene  por  objeto  sustraerse  el  endosante  que 
la  pone  á toda  obligación  cambiaria  respecto  al  endosa- 
tario, quedando,  sin  embargo,  obligado,  según  los  casos, 
civil  ó mercantilmente,  la  cláusula  valor  e)i  garantía^  u 
otra  equivalente,  que  tiene  por  objeto  el  constituir  en 
prenda  la  cambial;  finalmente,  las  cláusulas  ghvra  el  co- 
hro,  ó por  rnandafo,  que  representa  un  mandato  para  po- 


0^^  Ya  Lomos  dicho  eu  una 
cLo  (art,  105,  Oód.  comO  autoriza 
T.) 


nota  anterior.  nuestro  dere- 
tainbien  el  endoso  en  blanco. 


DERECHO  MERCANTIL 


367 


<ler  hacer  efectivo  su  importe,  y que  lo  mismo  que  la  de 
mlor  en  garantía,  no  transfieren  la  propiedad  de  la  cam- 
bial, pero  autorizan  al  endosatario  á pedir  su  pago,  pro- 
trestarla,  presentarla  en  juicio  y también  á endosarla 
por  poder  (a). 

^ 5^0 — Modos  de  garantir  el  pago  de  la  cambial. 

304^ — Consisten  en  la  aceptación  y en  el  cambio.  De 
la  provisión  de  fondos,  ó sea  de  los  que  el  librador  debe 
proveer  al  librado,  á fin  de  que  éste  haga  frente  al  pago, 
no  hablaremos,  porque  dado  el  concepto  moderno  de  la 
cambial,  la  provisión  no  determina  más  que  relaciones 
internas  entre  librador  y librado,  y no  ejerce  ninguna 
influencia  respecto  á los  terceros  poseedores  de  la  cam- 
bial, pues  la  obligación  de  pagar  nace,  no  del  hecho  de 
la  provisión,  sino  del  hecho  de  la  aceptación. 


SECCIÓN  PHIMERA 

Aceptación. 

305. — Consistiendo  la  aceptación  en  la  obligación 
contraída  por  el  librado,  como  complemento  de  la  del 


(a)  Ea  única  cláusula  á que  liace  referencia  nuestra  ley  como 
susceptible  de  modificar  los  efectos  del  endoso , es  la  de  siu  mi  res~ 
ponsahilidad  (art.  467,  Cód.  com.),  cuyo  resultado  no  es  otro  que 
el  de  convertir  el  endoso  en  una  simple  cesión  de  crédito,  respon- 
diendo el  endosante  en  este  caso  tan  sólo  de  la  identidad  de  su  per- 
sona y del  derecho  con  que  hace  la  cesión,  lo  cual  no  quiere  decir 
que  no  tengan  valor  en  la  práctica  las  cláusulas  á que  se  refiere  el 
texto. 

En  el  comercio  es  frecuente  también  cuando  se  trata  de  letras 
giradas  para  el  cobro  de  cantidades  pequeñas,  poner  la  cláusula  de 
sin  gastos,  lo  cual  quiere  decir  que  no  debe  protestarse  si  el  librado 
hiciere  oposición  al  pago,  pues  si  resultare  insolvente  el  librador, 
no  satisfaría  los  gastos  del  protesto,  que  serían  las  más  de  las  veces 
superior  al  importe  de  la  letra.— (N.  T.) 
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librador,  de  pagar  la  cambial  á su  vencimiento,  es  un 
modo  de  garantir  el  pago  especial  de  las  letras  de  cam- 
bio. Se  distinguen  dos  especies  de  aceptación,  ó sea  la 
aceptación  ordinaria  y la  aceptación  por  intervención. 


a) . — Áceptación  ordinaria. 


306. — La  presentación  de  la  letra  al  librado,  á fin  de 
que  ponga  en  ella  la  aceptación,  es  de  ordinario  potes- 
tativa en  el  poseedor,  puesto  que  éste  puede  suponerse 
bastante  garantido  con  la  firma  del  librador,  y de  los 
endosantes,  si  los  liay,  sin  ocurrírseíe,  por  esto,  buscar 
también  la  obligación  del  librado.  Sin  embargo,  esta  pre- 
sentación puede  ser  obligatoria  por  la  ley  ó por  el  pacto, 
por  la  ley  si  se  trata  de  letras  con  vencimiento  á cierto 
plazo  de  su  vista,  y esto  con  el  objeto  de  tener  un  punto 
de  partida  para  computar  el  término  del  vencimiento. 
De  aquí  resulta  que  ésta  no  es  una  verdadera  presenta- 
ción á la  aceptación.  La  letra  de  cambio  á cioido  tiempo 
desde  la  vista,  debe,  pues,  presentarse  á la  aceptación 
dentro  del  año  de  la  fecha;  de  no  hacerse  así , el  posee- 
dor pierde  la  acción  de  regreso.  El  librador  y cada  uno 
de  los  endosantes  puede  fijar  un  término  menor.  En  este 
caso,  el  que  ha  fijado  el  término  y los  obligados  que  le 
siguen  quedan  libres  de  la  acción  de  regreso  si  la  letra 


no  se  ha  presentado  en  el  término  marcado.  Si  la  letra 
de  cambio  se  libra  en  una  plaza  del  reino  j es  pagadera.' 
en  un  país  extranjero,  con  el  que  el  comercio  se  hace  en 
todo,  ó en  parte,  por  mar,  el  término  legal  de  un  año  se 
duplica  en  tiempo  de  guerra  marítima  (art.  261).  La  ley 
no  se  ocupa  en  la  aceptación  de  la  letra  á cierto  plazo 
desde  la  vista,  librada  desde  el  extranjero  y pagadeia 
en  Italia,  debiéndose,  en  este  caso,  aplicar,  con  arreglo 
al  art.  58,  la  ley  del  lugar  de  su  emisión.  Si  el  librado 
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se  niega  á aceptarla,  el  vencimiento  de  la  letra,  ¡i  ciert 
tiempo  desde  la  vista,  empieza  á contarse  desde  la.  fecha 
del  piotesto,  que  se  na  de  levantar  precisamente  para, 
hacer  constar  la  nesrativa. 

1 iiede  tamoien  la  presentacK>n  á la,  aceptación  ser 
obligatoria  por  pacto;  es  decir,  haber  sido  impnesía,  por 
declaración  hecha  sobre  la  misma  letra,  por  el  librador  ó 
por  nno  de  los  endosantes.  En  el  primer  caso,  la,  obliga- 
ción es  válida  para  todos  los  endosantes  de  la,  letra,  de 
cambio;  en  el  segundo,  sólo  para  los  endosantes  poste- 
riores al  que  impuso  la  obligación  de  presentarla.  Si  el 
poseedor  de  la  letra  dejase  de  cumplir  esta  oblÍL^ación, 
el  que  la  impuso  tendrá,  derecho  al  resarcimiento  de  los 
daños,  pero  el  poseedor  no.  pierde  por  ello  el  derecho  de 
ejercitar  el  regreso  por  falta  de  pago. 

Como  puede  la  obligación  do  presentar  la  letra,  á la 
aceptación  imponerse  por  el  librador  ó alguno  de  los  en- 
dosantes, así  puede  también  prohibirse  para,  evitar  h>s 
gastos  y las  consecuencias  de  la  posible  negativa  por 
parte  del  librado  de  aceptar  la  letra.  Sin  embargo,  al- 
gunas legislaciones  declaran  la  nulidad  do  este  pacto, 
que,  en  vista  del  silencio  do  nuestro  Código,  debe  tener- 
se por  permitido.  Si  á pesar  de  la  prohibición,  el  })osee- 
dor  presentase  la  letra  á la  aceptación  y ésta  fuese  ne- 
gada, no  sólo  no  podrá  pedir  el  aíianzamiento  del  pago, 
sino  que  responderá  también  de  los  gastos  y da, ños. 

Finalmente,  debe  considerarse  prohibida,  por  la,  ley 
la  presentación  á la  aceptación  si  se  trata  de  hdras  pa- 
gaderas á la  vista,  puesto  que  la  presentación  de  dicha 
letra  de  cambio  determina  su  voncimionto  (a.rt.  ‘áSd)  (a). 


(a)  El  término  sonalíido  por  nuostrii  loy  (art.  (70,  (^uL  com.) 
para  presentar  las  letras  á sii  aoe})taci()ii,  (‘s  el  do  oiiarímia  días  de 
su  fecha,  si  se  trata  de  letras  g’iradas  de  x)laza  á plaza  de  la  Penín- 
sula c Islas  Baleares;  do  tres  meses  (art.  471),  entre  la  Peii ínsula  y 
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307. — Tratemos  ahora  de  las  condiciones  j de  la  for- 
ma de  la  aceptación.  El  librado  no  está  obligado  por  re- 
gla general  á aceptar  la  letra  de  cambio,  salvo  si  hubie- 
re contraído  expresamente  este  compromiso,  j aun  así 
hay  que  tener  en  cuenta  que  tal  obligación  no  es  bastan- 
te para  poder  obligarle  al  pago  por  derecho  cambiario, 
pues  toda  obligación  cambiaria  ha  de  resultar  de  la  mis- 
ma cambial.  El  librado  no  tiene  obligación  de  aceptar, 
ni  aun  debiendo  al  librador  la  cantidad  importe  de  la 
letra,  pues  ningún  deudor  está  obligado  á hacer  más 
grave  su  propia  condición,  y esto  ocurriría  siempre  al 
deudor  por  obligaciones  civiles  ó mercantiles  si  su  deuda 
se  transformase  en  deuda  cambiaria,  porque  las  conse- 
cuencias del  incumplimiento  de  esta  clase  de  obligacio- 
nes es  bastante  más  grave.  Sin  embargo,  nosotros  opina- 
mos que,  probada  la  existencia  del  uso  comercial  de 
librar  contra  el  deudor  por  título  comercial,  uso  que 
existe  en  algunos  lugares,  el  deudor  mismo  deberá  con- 
siderarse obligado  á la  aceptación  (art.  l.°,  Cód.  com.). 
La  aceptación  debe  hacerse  en  el  acto  de  la  presen- 
tación de  la  letra,  ó lo  más  tarde,  á fin  de  que  el  librado 
pidiere  si  fuere  preciso  instrucciones  al  librador,  en  el 


las  Canarias;  de  seis  meses  (art.  472\  entre  la  Península  y las  An- 
tillas españolas  li  otros  puntos  de  Xlltramar  que  estén  más  acá  de 
ios  Cabos  de  Hornos  y Buena  Esperanza,  y de  un  año  si  están  fuera 
de  estos  límites. 

En  cuanto  á las  letras  giradas  sobre  el  extranjero  ó desde  el 
extranjero,  los  principios  de  nuestro  derecho  son  superiores  á los 
del  derecho  italiano.  Itespecto  á las  primeras,  declara  (art.  475)  que 
reg*irá  la  le3^  del  lugar  donde  hubieren  de  pagarse,  y respecto  á las 
segundas  deberán  presentarse,  sea  cualquiera  el  punto  de  su  proce- 
dencia (art.  474),  en  el  término  de  cuarenta  días,  á contar  desde  su 
introducción  en  la  Penínsuia. 

T'odo  esto,  en  el  supuesto  de  que  el  librador  no  haya  señalado 
plazo  distinto  para  su  presentación  (art.  470),  pues  entonces  éste 
sera  el  que  Ceba  tenerse  en  cuenta. — (N.  T.) 
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término  de  veinticuatro  horas,  y no  puede  revocarse  des- 
pués de  devuelta  la  letra  (art.  265).  La  aceptación  pue- 
de limitarse  á una  suma  menor  de  la  indicada  en  la  le- 
tra^  cual(][uier  otra  limitación  ó condición  e(|uivale  á 
falta  de  aceptación  y da  lug*ar  a la  acción  de  regreso, 
pues  no  es  lícito  al  librado  modificar  el  contrato  celebra- 
do entre  el  librador  y el  tomador;  pero  por  otra  parte, 
en  tanto  que  el  aceptante  ha  demostrado  quererse  obli- 
gar por  modo  determinado,  así  queda  obligado  dentro  de 
los  límites  de  una  aceptación  (art.  266).  A pesar  de  esto, 
la  aceptación  condicionada  podrá  pactarse  expresamente 
^ntre  el  poseedor  y el  librado;  por  ejemplo,  si  se  convi- 
niese la  aceptación  para  una  época  más  remota  de  la 
originariamente  indicada  por  el  librado.  En  este  caso,  el 
poseedor  de  la  letra  perdería  su  acción  de  regreso  con- 
tra el  librador  y los  demás  firmamtes  por  falta  de  acep- 
tación ó falta  de  pago,  ya  que  por  hecho  propio  se  ha 
colocado  en  la  imposibilidad  de  pedir  el  pago  de  la  letra 
á su  vencimiento,  habiendo  hecho  con  el  aceptante  una 
especie  de  novación  á riesgo  y ventura  de  sus  p>i’opios 
intereses  (a) 

308. — En  cuanto  á su  forma,  la  aceptación  debe  ser 
escrita  sobre  la  letra  y firmada  por  el  aceptante.  Una 
aceptación  en  documento  separado  no  producirá  efectos 
cambiarlos.  La  aceptación  se  expresa  con  la  palabra  acep- 
to, ó con  otras  equivalentes.  La  simple  palabra  visto  su- 
pondría la  aceptación,  siempre  que  no  se  tratase  de  le- 
tras á cierto  plazo  desde  la  vista,  en  cuyo  caso  podría 
haberse  puesto  para  determinar  su  vencimiento.  Tam- 


(a)  Nuestríi  ley  no  admite  como  la  italiana  la  obligación  para 
el  librado  que  aceptó  condicionalmente,  de  cumplir  lo  que  prometió 
en  el  acto  de  la  aceptación.  La  aceptación  condicional,  fuera  del 
caso  de  limitarse  á menor  cantidad  que  la  del  importe  de  la  letra 
(art.  479),  no  es  admisible.— (N.  T.) 
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bien  ol  simple  nombre  ó la  firma  comercial  escrita  por 
el  aceptante  sobre  el  anverso  de  la  letra,  supone  su  acep- 
tación (art.  2G2).  La  feclia  no  es  de  ordinario  requerida' 
por  la  ley,  á no  ser  que  se  trate  de  las  letras  á cierta 
tiempo  desde  la  vista,  y esto  con  objeto  de  determinar 
su  vencimiento.  En  su  defecto,  se  tiene  como  fecba  la 
del  día  de  la  presentación  justificada  con  el  protesto 
(art.  263).  Si,  pues,  la  letra  es  domiciliada  y el  librador 
no  lia  indicado  la  persona  por  cuyo  medio  debe  exigirse 
el  pago,  debe  indicarse  esta  persona  en  la  aceptación;  de 
otro  modo,  se  presume  que  el  aceptante  quiere  pagar  él 
mismo  en  el  lugar  establecido  (art.  264). 

309. — Los  efectos  de  la  aceptación  son  los  siguien- 
tes: El  aceptante  se  obliga  directamente  al  pago  de  la 
letra;  el  librador  y los  demás  firmantes  quedan  obliga- 
dos  subsidiariamente.  El  aceptante  está  obligado,  áun 
cuando  el  librador  se  haya  declarado  en  quiebra  antes 
de  la  aceptación  y él  lo  ignorase;  este  principio  tan  ri- 
guroso se  informa  en  razones  de  utilidad  comercial,  y 
es  una  derogación,  según  algunos,  del  principio  general 
del  Código  civil  (art.  1.110)  sobre  el  error  en  la  persona; 
según  otros,  lo  es  con  más  justicia  de  las  reglas  sobre  la 
extinción  del  mandato  (arts.  1.757,  Código  civil;  365^  Có- 
digo com.)  El  aceptante  se  obliga  también  respecto  al 
librador,  presumiendo  la  ley  que  la  aceptación  se  haya 
prestado  por  ser  el  librado  deudor  al  librador  de  la  suma 
que  figura  en  la  letra,  ó,  en  otros  términos,  por  haberse 
hecho  la  provisión  de  fondos.  De  aquí  que  no  pagando  ^ 

el  aceptante  al  vencimiento,  y procediendo  el  poseedor 
mediante  la  acción  de  regreso  contra  el  librador,  este, 
reembolsada  la  letra,  podrá  dirigirse  contra  el  librado, 
el  cual  podrá,  sin  embargo,  oponerle  como  excepción 
personal  la  falta  de  provisión  de  fondos  si  realmente  no 
se  hubiera  hecho.  Por  el  contrario,  el  aceptante,  pagada 
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que  sea  la  letra,  no  tiene  acción  cambiaria  contra  el  li- 
brador, porque  el  pago  extingue  la  letra.  El  aceptante 
podrá  ejercitar,  si  procede,  la  acción  ordinaria. 

310.  — La  falta  ó la  oposición  parcial  ó total  á la 
aceptación  se  prueba  con  el  protesto  (art.  267),  del  que 
hablaremos  en  su  lugar  correspondiente.  Probada,  pues, 
esta  falta,  el  librador  y los  endosantes  están  solidaria- 
mente obligados  á dar  caución  al  poseedor  para  el  pago 
de  la  letra  á su  vencimiento  y para  el  reembolso  de  los 
gastos  (art.  314).  A su  vez  el  codeudor  que  requerido 
para  la  prestación  de  la  fianza  la  haya  prestado  efecti- 
vamente, tiene  derecho  á obtenerla  de  los  demás.  Ningu- 
no, sin  embargo,  tiene  derecho  á obtener  más  de  una,  es 
decir,  que  la  caución  dada  por  uno  de  los  codeudores 
sirve  no  sólo  á quien  la  ha  pedido,  sino  también  á todos 
los  habientes-causa  de  él,  en  cuanto  contra  él  tienen  la 
acción  de  regreso.  No  pueden  éstos  pedirle  otra  caución, 
y es  natural,  desde  el  momento  en  que  proceden  de  su 
autor  los  propios  derechos.  La  caución  puede  consistir 
en  dinero,  en  una  fianza  personal,  en  una  prenda,  etc.: 
cesa  con  la  aceptación  ó con  el  pago  de  la  letra,  y según 
algunas  legislaciones,  cesa  también  cuando  en  el  térmi- 
no de  un  año,  á contar  desde  el  día  del  vencimiento  de 
la  letra,  no  se  haya  procedido  judicialmente  contra  quien 
prestó  la  caución. 

311.  — La  aceptación,  una  vez  dada,  puede  después  no 
ofrecer  bastante  garantía  de  pago,  por  haberse  poste- 
riomente  declarado  en  quiebra  el  aceptante,  por  haber 
suspendido  sus  pagos,  ó por  haberse  intentado  inútil- 
mente contra  él  una  ejecución.  En  tal  ca^o  el  poseedor 
de  la  letra  tiene  derecho  á pedir  al  aceptante  una  cau- 
oión,  y después  de  haber  probado  con  el  protesto  que 
éste  no  pudo  darla,  y que  tampoco  fué  posible  obtenerla 
de  los  indicados  en  sustitución,  si  los  hubiere,  tiene  de- 
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reclio  á pedirla  al  librador  y á los  endosantes  (art.  315)^ 
Los  principios  expuestos  es  dudoso  que  puedan  aplicarse 
al  emiteiite  de  un  pagaré  cambiarlo,  sobre  todo,  en  vista 
del  silencio  de  nuestro  Código;  otras  legislaciones  decla- 
ran explícitamente  que  se  refieren  también  á estos  do- 
cumentos en  cuanto  les  pueden  ser  aplicables  (a). 


b). — Aceptación  for  intervención  ó por  honor. 


312. — La  letra  no  aceptada  por  el  librado  puede 
aceptarse  por  las  personas  en  ella  indicadas  para  acep- 
tarla ó pagarla  en  caso  necesario  (indicatario),  ó bien 
por  un  tercero  (interventor)  (6X 


En  uno  y otro  caso  la  aceptación  se  llama  por  inter- 


vención ó por  honor  [c)  (arts.  269,  270),  si  bien  el  nom- 
bre de  aceptación  por  honor  se  reserve  más  propiamen- 
te para  este  segundo  caso.  La  designación  de  uno  ó más 
indicaíarios,  puede  hacerse  por  el  librador  ó por  uno  de 


los  endosatarios,  v forma  parre  del 


contrato 


celebra 


do 


Xiiestro  Códiiro  de  eomercio  declara  teriniiia.iit emente  ar» 
tículo  edil)  que  les  preceptos  referentes  á la  3cepta?i:n  sen  priva- 

tivos  de  las  letra.s  de  cambio. — ,X.  T. 

'J->  Las  palabras  b.b v .-''iO-em  no  tienen  ecrrespcnden- 

cía  con  uinp"Qiia  palabra  española:  los  primeros  son  ios  :.nmnaao^ 

para  acontar  o paitar  en  caso  necesario:  es  aecir.  ctianao  no  lO  na^an 

av]^iiellos  quienes  corresponde  en  primer  termino;  aOS  sen'llnav‘^ 

los  que,  en  honor  a tina  persona,  intervienen  e: 

pap-o  de  ima  letra  que  no  k-s  obliga. 

no  se  asustan  de  estas  iniiovaeiemes.  vo  íes  propon-aria  ^-amar  ^ 

primeros  :'.J;ba;.o‘.’es.  memr  oue  ^ee- s; r.n'nos.  que  sena  .a  eo^^ti^- 

" ^ ' * 1 ' 

pondencia  mas  directa  de  okeoaar.i . v a los  secunaos.  sencma- 

mente  : va  ene  la  interveneien  en  nuestro  aereciio  ni^ 

• a . • 

s-e  reiiere  para  nada  a los  indicados  eu  la  ieira.  v si  socamente  a .:0^ 
terceros,  que  sin  obliga ción  aliruna  v sin  estar  inaicaaos  se  oirecex- 
á acept.^jT  o pa.par  por  el  librado  u otro  cualquiera  ae  les  nrinani-e^ 
el  impone  de  la  l-nra..  — . X T.' 

\ f.a,se  la  nota  anterior. — X.  T. 


' 4 4 ^ "V  ^ '•  T* 
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entre  el  librador  y el  tomador,  ó entre  el  endosante  y el 
endosatario;  por  eso,  el  poseedor  de  la  letra  está  obliga- 
do á respetarlo,  y en  caso  de  no  aceptar  el  librado,  debe 
pedir  la  aceptación  á los  indicatarios,  so  pena  de  perder 
la  acción  de  regreso  por  fpJta  de  aceptación.  Por  el  con- 
trario, el  tercero  que  interviene  obrando  espontánea- 
mente, como  negotiorum  gestor  de  aquel  á cuyo  favor  se 
bizo  la  intervención,  no  debe  poder  modificar  la  condi- 
ción del  poseedor  de  la  letra,  quien  por  lo  mismo,  si 
bien  á nuestro  juicio  no  puede  oponerse  á esta  interven- 
ción, no  pierde,  sin  embargo,  de  no  haberla  consentido, 
el  derecho  á proceder  por  regreso  contra  el  librador  y los 
endosantes  para  obtener  caución  contra  la  negativa  de 
aceptación  por  parte  del  librado  (art.  270). 

313. — Indicatario  ó interventor  puede  serlo  cual- 
quiera que  nc  esté  ya  comprometido  ai  cumplimiento  de 
la  obligación  cambiaria.  De  aquí  que  no  puedan  interve- 
nir ni  el  librador,  ni  los  endosantes,  ni  los  avalistas;  por 
el  contrario,  lo  pueden  ser  el  poseedor  de  la  letra,  que 
es  tan  sólo  acreedor  cambiarlo,  y también  el  librado  ó 
los  indicatarios  que  habiendo  por  cualquier  concepto  re- 
chazado la  aceptación,  y quedado,  en  su  consecuencia, 
extraños  á la  letra,  pueden  aceptarla  por  intervención. 
Y uno  y otro  pueden  tener  interés  en  obrar  de  este 
modo;  el  librado,  porque  aceptando  como  tal  se  obliga 
cambiariamente,-  no  sólo  con  el  librador,  sino  con  todos 
los  habientes-causa  de  él,  mientras  que  aceptando  por 
intervención  se  obliga  tan  sólo  con  los  codeudores  pos- 
teriores al  intervenido;  el  indicatario,  ó en  ciertos  casos 
el  mismo  librado,  porque  pueden  querer  rechazar  la  obli- 
gación del  librador  para  aceptar  en  su  lugar  la  de  uno 
de  los  endosantes,  cuyo  crédito  tiene  interés  en  sostener. 
Podría  también  suceder  que  se  designasen  varios  indica- 
tarios por  diversas  personas,  ó bien  que  se  presentasen 
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varios  como  interventores.  En  este  caso  debe  ser  prefe- 
rida la  aceptación  del  que  libre  á mayor  número  de  obli- 
gados; X30r  ejemplo^  la  aceptación  á favor  del  librador 
frente  á la  aceptación  por  uno  de  los  endosantes,  pues 
de  otro  modo  el  poseedor  pierde  la  acción  de  regreso 
contra  los  que  hubieran  quedado  libres  (art.  272). 

314.  — La  intervención  puede  hacerse  á favor  de  uno 
cualquiera  de  los  obligados  cambiarios;  si  nada  se  ha 
declarado  á este  propó^to,  la  aceptación  por  parte  de  un 
indicatario  se  presume  hecha  en  favor  del  que  hizo  la 
indicación;  por  parte  de  un  interventor  se  reputa  hecha 
a favor  del  librador,  porque  con  esta  aceptación  quedan 
libres  todos  los  demás  obligados  (art.  272).  Se  puede 
también  intervenir  á favor  de  varios  obligados.  La  quie- 
bra de  la  persona  á cuyo  favor  se  ha  hecho  la  interven- 
ción, no  la  hace  ineficaz. 

315.  — En  cuanto  á la  forma  y á las  condiciones  de  la 
intervención,  son  aplicables  las  reglas  expuestas  para  la 
aceptación  ordinaria.  La  aceptación  por  intervención  se 
escribe  sobre  la  letra  con  las  palabras  acepto  por  inter- 
vención ú otras  equivalentes,  seguidas  de  la  indicación 
de  la  persona  en  cuyo  favor  se  interviene  y de  la  firma. 
Si  se  trata  de  la  intervención  de  un  indicatario  será  su- 
ficiente la  sola  firma  sobre  el  anverso  de  la  letra.  La  in- 


tervención es,  además,  mencionada  en  el  acta  de  protes- 
to por  falta  de  aceptación,  protesto  que  el  aceptante  por 
intervención  debe  hacerse  entregar  y trasmitir  sin  re- 
traso al  intervenido  (art.  273),  á fin  de  que  éste  tenga 
conocimiento  de  la  intervención,  y pueda  proceder  p>or 
regreso  contra  los  codeudores  que  le  preceden  para  ob- 
tener caución  del  pago.  Las  reglas  de  la  acepúación  or- 
dinaria se  aplican  á la  intervención  también  en  lo  refe- 
rente á las  limitaciones  y condiciones  de  la  aceptación. 

Ó. — Los  efectos  de  la  aceptación  por  intervención, 
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son:  En  cuanto  al  interventor,  que  contrae  obligación 
cambiaria  respecto  á todos  los  endosantes  posteriores  á 
la  persona  en  cuyo  lionor  aceptó  (art.  271,  § 1.®);  no 
respecto  al  intervenido  y sus  causa-babientes,  que  que- 
dan por  esto  obligados  con  el  interventor  por  la  falta  de 
pago  al  vencimiento  de  la  letra.  Del  mismo  modp  que 
esta  obligación  se  reputa  contraída  para  hacer  honor  a 
la  firma  de  uno  de  los  coobligados  cambiarios;  así  tam- 
bién para  no  hacerla  excesivamente  gravosa  la  declara 
extinguida  la  ley,  si  la  letra  no  se  presentó  al  aceptante 
por  intervención  dentro  del  término  establecido  para  ha- 
cer el  protesto  (art.  271,  § 2.®) 

En  cuanto  al  poseedor,  si  se  trata  de  la  intervención 
de  un  indicatario  que  no  le  corresponde  ningún  otro  de- 
recho referente  á la  aceptación;  si  se  trata,  por  el  con- 
trario, de  un  interventor  por  honor,  que  puede,  sin  em- 
bargo, pedir  caución  al  librador  y á ios  endosantes  por 
la  falta  de  aceptación  del  librado. 

En  cuanto  al  intervenido  y á los  endosantes  que  le 
preceden,  que  no  les  afecta  la  intervención  y que  con- 
servan la  acción  de  regreso  por  falta  de  aceptación  con- 
tra sus  causa-habientes  (art.  271,  § 3.^). 


SECCIÓN  SEdENDA 

Aval. 

317. — El  pago  de  la  cambial  puede  asegurarse  con 
aval  (art.  274),  ó sea  con  la  obligación  de  un  tercero.  El 
aval  es,  pues,  sustancialmente  una  fianza,  pero  una  fian- 
za sui  génerisy  en  cuanto  que  quien  la  presta  garantiza  el 
pago  de  la  cambial,  pero  no  ya  adhiriéndose  á la  obliga- 
ción de  otro,  sino  contrayendo  una  obligación  directa  y 
personal.  El  aval  puede  prestarse  por  cualquiera  que  no 
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esté  ya  obligado  al  pago  de  la  cambial  y á favor  de  cual- 
quier  persona  que  esté  ya  obligado  á pagarla. 

318.  — El  aval  se  debe  escribir  sobre  la  cambial,  pues 
toda  obligación  cambiaria  debe  resultar  del  título;  el 
aval  por  documento  aparte  permitido  por  el  Códio-o  de 
1865  y prohibido  ahora,  queda  reducido,  por  lo  tanto,  á 
una  fianza  simple  sin  efecto  cambiario  (a). 

El  aval  se  expresa  con  las  palabras  por  aval  ú otras 
equivalentes,  y está  suscripto  por  quien  lo  presta.  Pue- 
de darse  á favor  de  uno  cualquiera  de  los  obligados  cam- 
biarios,  y entonces  es  preciso  declarar  sobre  la  cambial 
la  persona  á cuyo  favor  se  entiende  prestado.  Si  esta 
persona  no  se  declara,  la  ley,  por  una  presunción  jWís  et 
de  jure,  considera  que  se  ha  dado  en  la  letra  de  cambio 
por  el  aceptante,  y si  no  se  ha  aceptado  todavía  por  el 
librador,  en  el  pagaré  cambiario  por  el  emitente  (artícu- 
lo 275),  como  uno  de  tantos  suscriptores  que  están  di^ 
rectamente  obligados  al  pago. 

319.  — Veamos  ahora  cuáles  son  los  efectos  del  avaL 
El  que  da  el  aval  contrae  la  obligación  de  la  persona, 


{a)  Hay  ocasiones  en  que  nuestros  legisladores  proceden  con 
lina  timidez  rayana  de  la  vergüenza,  y nna  de  ellas  es  la  en  qne  re^ 
formaron  los  artículos  del  Código  de  comercio  de  1829,  relativos  aL 
aval.  Decía  el  art.  47(3  del  derogado  Código  lo  siguiente:  «El  aval 
lia  de  constar  por  escrito,  poniéndolo  en  la  misma  letra  ó en  docu- 
mento s('parado,))  y se  conoce  que,  no  atreviéndose  en  1885  a decii 
lo  que  había  dicho  el  Códig'O  italiano  de  1882,  ni  lo  que  decía  naes- 
tro  Código  de  1829,  echaron  por  la  calle  de  en  medio  y vencieron  la 
diíicultad  (mil  el  art.  48Ó,  (pie  dice:  «El  pago  de  una  letra  puede 
afianzarse  con  nna  obligación  csnaío,  independientemente  de  la  (^u® 
contraen  el  aceptante  y endosante,  conocido  con  el  nonibie  de 
aval.)) 

De  esta  manera  resulta  (jue  puede  hacerse  el  aval  lo  misino  que 
podía  hacerse  con  arregdo  al  Ciídigm  derogaulo.  pero  se  ha  reíoiuií 
do  la  h'y,  porque  ya  no  se  dice  expresamente  que  puede  haceiso  en 
documento  sc'parado.  Para  esto  no  valía  la  pena  de  haber  redacta 
do  lluevo  el  precepto  del  Código  de  1829. — (iST.  T.) 
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por  la  cual  garantiza,  es  decir,  que  está  obligado  solida- 
riamente al  pago  de  la  letra.  Estas  obligaciones  subsis- 
ten áun  cuando  no  sea  válida  la  obligación  de  la  perso- 
na por  la  que  se  dio  el  aval  (art.  275,  § l.«;  art.  328), 
constituyendo  el  aval  una  obligación  de  carácter  propio, 
ó sea  no  subordinada  á la  del  garantido.  Es  precisamen- 
te por  esto  y también  porque  el  aval  supone  la  obligación 
solidaria  (art.  1.907,  Cód.  civ.),  por  lo  que  el  poseedor 
de  la  cambial  no  tiene  necesidad  de  hacer  excusión  an- 
tes de  acudir  al  avalista,  de  los  bienes  de  la  persona  por 
quien  se  dio  el  aval,  y puede,  sin  más  que  hacer  cons- 
tar la  falta  de  pago,  dirigirse  contra  el  avalista.  Sin  em- 
bargo, á fin  de  que  el  avalista  mantenga  eficazmente  su 
condición  jurídica  de  obligado  in  solidum  al  pago,  es 
necesario  que  el  poseedor  de  la  cambial  cumpla  con  él 
todos  los  actos  necesarios  para  conservar  la  acción  cam- 
biaria  contra  la  persona  por  quien  se  dió  el  aval  (artícu- 
lo 275,  § 3.°)  Así  deberá  también  levantar  el  protesto 
por  falta  de  pago  contra  el  avalista  y ejercitar  la  acción 
en  los  términos  de  que  ya  hablaremos;  esto,  por  supues- 
to, tan  sólo  en  el  caso  en  que  fuere  preciso,  para  conser- 
var la  acción  cambiaria  contra  la  persona  poi*  quien  se 
dió  el  aval;  no  será,  pues,  necesario  levantar  el  protesto 
contra  el  avalista  del  aceptante  ó del  emitente,  á no  ser 
que  se  tratase  de  una  cambial  domiciliada.  Por  su  par- 
te,  el  avalista  podrá  oponer  al  poseedor  todas  las  excep- 
ciones cambiarias  permitidas  por  la  ley  (art.  324),  siem- 
pre que  no  sean  personales  al  deudor  garantido,  pues  el 
avalista  se  obliga  al  pago  directa,  no  subsidiariamente. 
Si  pues  ha  pagado  la  cambial,  siempre  como  consecuen- 
cia del  principio  de  que  el  avalista  asume  la  condición 
jurídica  del  avalado,  deberá  también  ser  subrogado  en 
los  derechos  del  poseedor,  no  sólo  contra  el  garantido, 
sino  también  contra  los  obligados  anteriores,  que  á su 
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vez  estaban  obligados  con  el  avalado;  no  contra  los  obli- 
gados  posteriores  que  no  estaban  garantidos  por  el  ava 
lado,  sino  más  bien  garantidos  por  él  (art.  276)  (a) 

§ Vencimiento  de  la  cambial. 


320. — Llamase  vencimiento  al  día  en  que  es  exigible 
la  cambial.  Por  excepción  hay  un  caso  en  el  que  el  día 
del  vencimiento  no  coincide  con  el  del  pago;  esto  ocurre 
cuando  el  día  del  vencimiento  es  festivo,  en  cuyo  casóla 
cambial  es  pagadera  en  el  primer  día  siguiente  labora- 
ble (art.  288).  El  vencimiento  puede  indicarse  (art.  252): 
1.^,  á la  vista,  ó sea  en  el  momento  de  la  presentación 
(art.  283);  2.^  a un  cierto  tiempo  vista,  6 sea  á uno  ó más 
días,  ó á uno  ó más  meses  vista,  en  cuyo  caso  el  venci- 
miento se  determina  por  la  fecha  de  la  presentación  de 
la  letra  al  que  debe  pagarla,  ó bien  por  la  fecha  de  la 
aceptación  (art.  284);  3.^,  d cierto  tiempo  fecha,  es  decir, 
á uno  ó más  días,  semanas  ó meses  desde  el  día  de  la 
extensión.  Para  determinar  exactamente  este  venci- 
miento, así  como  también  el  de  los  á cierto  tiempo  vista, 
los  meses,  y lo  mismo  los  años,  se  computan,  no  según 
el  uso  comercial,  sino  según  el  calendario  G-regoriano, 
que  es  el  civil  entre  nosotros  (art,  288,  § 1.^).  Pe  donde 
resulta  que  si  el  término  se  fija  en  días  (por  ejemplo, 
diez  días  fecha),  la  cambial  vence  el  último  día  del  téi^ 


(a)  A mas  de  ser  mas  perfecta  en  el  terreno  mercantil  la  doc- 
trina del  Códig'o  de  comercio  italiano,  por  no  admitir  el  aval  con 
efectos  cambiarlos  fuera  del  documento  afianzado,  es  también  mu- 
cbo  más  completa  que  la  doctrina  del  Código  español,  pues  éste  se 
limita  á dos  artículos;  uno,  el  ya  transcrito  en  la  nota,  y el  otio  qno 
se  reduce  á decir  que  el  aval  puede  limitarse  á tiempo,  caso,  canti 
dad  ó forma  detefiuiiiada,  y que  si  no  se  limitare,  responderá  e 
que  lo  prestare  del  pag’o  de  la  letra  en  los  mismos  casos  y formas 
que  la  persona  por  quien  salió  garante  (art.  4S7). — T.) 
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mino  no  computado  el  día  de  la  emisión  ó de  la  vista, 
según  la  regla  dies  d quo  non  computatur  in  termino.  Si  el 
término  se  fija  en  semanas  (por  ejemplo,  tres  semanas 
fecha),  la  cambial  vence  en  el  día  de  la  semana  del  pago 
que  por  su  denominación  (lunes,  martes)  corresponda  al 
día  de  la  emisión  ó de  la  vista.  Si  se  fijó  el  término  á 
uno  ó más  ipeses  (trimestre,  semestre,  año),  la  cambial 
vence  en  el  día  del  mes  fijado  para  el  pago  que  por  su 
numeración  (el  diez,  el  quince)  corresponda  al  día  de  la 
emisión  ó de  la  vista,  á no  ser  que  el  día  correspondien- 
te al  de  la  emisión  falte,  en  el  mes  fijado  para  el  pago 
(por  ejemplo,  una  cambial  á un  mes  fecha  emitida  el  31 
de  Enero),  en  cujo  caso  el  vencimiento  será  el  último 
día  del  mes  del  pago  (por  ejemplo,  en  la  hipótesis  ahora 
indicada,  el  28  de  Febrero  6 el  29  si  el  año  fuere  bisies- 
to). 4.®,  d día  fijo,  que  puede  ser  determinado  ja  con  la- 
indicación  del  día,  mes  y año,  ya  de  otro  modo,  por 
ejemplo,  al  principio,  á la  mitad  ó al  finí  de  un  uies  de- 
terminado. En  este  caso  la  cambial  vencería  respecü va- 
mente  el  primero,  el  quince  y el  último  del  mes  (art.  283). 
La  falta  de  indicación  del  año  aliado  del  dííi  no  iinpliia. 
nulidad,  presumiéndose  en  tal  caso  indicado  el  ano  de  la 
fecha  de  la  cambial.  Lo  mismo  puede  decirse  d(d  veiu  i- 
miento  indicado  ala  mitad  ó á fin  del  núes,  sin  indiiai- 
ción  de  mes  determinado.  5.^,  a una  feria.  En  (ís((í  caso, 
hoy  rarísimo,  la  cambial  vence  el  penuli  inio  de  la.  I(‘i  ia, 
6 en  el  día  de  la  feria  si  ésta  no  durase  más  (jiu^  nn  día- 
(art.  286).  La  anticipación  ó retraso  de  la.  loria,  impli- 
cará anticipación  ó retraso  del  día  del  v(m(*imi(‘nlo.  l’or 
el  contrario,  la  supresión  de  la.  feria  im|)ricará  <d  venci- 
miento de  la  cambial  en  el  día  en  ((ikí  hnb¡(n(í  d(d>ido 
pagarse,  de  haberse  celebrado  la  feria  (a). 


(a)  A má.s  d(3  todos  o.sto.s  modo.s  d<i  vcmoirriiíoil.o  d(^  Inii 
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§ 7.® — Pago. 

321.— El  pago  en  el  sentido  estricto  de  la  palabra,  ó 
sea  el  pago  en  dinero,  es  el  medio  de  cumplir  la  obliga- 
ción cambiaria  y puede  ser  ordinario,  ó por  intervención 
según  que  se  baga  por  el  librado  ó por  otra  persona.  Ha- 
blaremos, pues,  primeramente  del  pago  ordinario,  y des- 
pués del  pago  por  intervención. 


a). — Pago  ordinario. 


322. — Por  regla  general  está  obligado  al  pago;  en 
primer  término,  el  aceptante  ó el  emitente,  ó el  avalista 
de  éstos,  según  que  el  poseedor  de  la  cambial  prefiera 
exigir  el  pago  á uno  ó á otro  de  éstos.  Para  pagar  váli- 
damente se  requiere  tener  la  capacidad  necesaria  (artí- 
culo 1.240,  Código  civil).  Si  el  que  paga  hubiese  sido 
declarado  en  quiebra,  se  aplicarían  los  principios  conte- 
nidos en  los  arts.  707-711.  El  pago  debe  hacerse  al  legí- 
timo poseedor  de  la  cambial  (ó  bien  aun  mandatario 
suyo).  Si  el  que  pide  este  pago  es,  como  sucede  las  más 
de  las  veces,  un  endosatario,  más  bien  que  el  mismo  to- 
mador, deberá  demostrar  que  es  el  poseedor  legítimo  de 
la  cambial  por  la  serie  continua  de  endosos  que  lleguen 
desde  el  tomador  hasta  él.  Los  endosos  borrados  se  tie- 


uduiiio  iiiu'stro  Ct-nlia’o  do  oonioroio  el  veiicimieuto  ó.  uno  o raos 
v.^o¡>  . -15 1\  si^Miiíioando  el  uso  ou  las  letras  giradas  de  plaza  a 

m « 

plaza  de  la  Península  un  plazo  de  sesenta  días,  lo  mismo  en  las  gi- 
radas sobre  la  Península  desde  Portmral,  Francia,  Inglaterra  y 

V. 

Holanda  v Alemania,  v el  de  noventa  días  en  las  giradas  desde 
cualquier  oír  o país  >^art.  4-53). 

Fl  veneiniienío  de  las  letras  laúradas  o una  rnna  es  el  último 
tlúi  (lo  óst;'.,  no  ol  pouiiliimo,  como  ou  ol  doroclio  italiano  i^art. -lo-.)- 
— vN.  T.l 
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lien  por  no  escritos.  El  pagador  no  sólo  no  está  obliga- 
do, como  dice  la  lej  (art.  287),  sino  qne  ni  aun  tiene  el 
derecho  de  indagar  la  autenticidad  del  endoso,  puesto 
que  la  nulidad  de  uno  6 varios  de  los  endosos  no  influye 
sobre  la  validez  del  endoso  ulterior  (art.  32 7),  á no  ser 
que  tratándose  del  ultimo  endoso  su  irregularidad  fuese 
conocida  por  el  que  había  de  pedir  el  pago,  en  cuyo  caso 
éste  no  podrá  exigirlo  sin  evidente  mala  fe,  con  tanto 
más  motivo  cuanto  que  el  poseedor  resulta  completa- 
mente extraño  á la  cambial  y no  tiene,  por  lo  tanto,  de- 
recho para  conseguirlo.  Todo  esto  no  impide,  por  otra 
parte,  que  el  deudor  tenga  derecho  y obligación  de  cer- 
ciorarse de  la  identidad  del  poseedor  con  la  persona  de- 
signada en  la  cambial  como  último  endosatario  y el  que 
no  esté  tampoco  obligado  á pagar  cuando  el  poseedor  de 
la  cambial  fuese  incapaz;  sin  embargo,  en  el  breve  tiem- 
po que  tiene  ante  sí  no  se  puede  considerar  al  deudor 
obligado  á hacer  averiguaciones  sobre  la  capacidad  del 
poseedor  de  la  cambial;  y por  eso,  si  hubiese  buena  fe, 
el  pago,  áun  hecho  á un  incapaz,  se  supone  A^lido,  con- 
tra lo  dispuesto  en  el  art.  1.243  del  Código  civil.  Se  ex- 
ceptúa el  caso  en  que  el  deudor  que  paga,  áun  proce- 
diendo de  buena  fe,  ha  incurrido  en  negligencia  grave, 
como  sería,  por  ejemplo,  si  ignorase  la  quiebra  del  acree- 
dor domiciliado  en  la  misma  plaza  de  comercio.  Por  úl- 
timo, los  acreedores  del  quebrado  tienen  siempre  dere- 
cho de  oponerse  al  pago  de  la  cambial,  como  puede  ha- 
cerlo el  propietario  de  la  misma  en  el  caso  de  haberla 
perdido  (art.  298). 

323. — En  cuanto  al  tiempo  en  que  debe  efectuarse 
el  pago,  es  aplicable  cuanto  hemos  dicho  del  vencimiento; 
añadiendo  aquí  tan  sólo  que  no  son  admisibles  términos 
de  gracia  ni  de  uso  (art.  290),  y que  las  cambiales  á la 
vista  deben  presentarse  al  pago  en  los  términos  indica- 
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■los  o„  eJ  art.  261,  í ,ea 

en  im  termino  más  breve  si  así  lo  P^fniai  • ’ 

1 IV  T las  par- 

tes,  salvo  la  duplicación  del  mismo,  á tenor  del  § 3 » del 

mismo  articulo,  so  pena  de  perder  el  derecho  de  eiercer 
la  acción  de  regreso.  Las  cambiales  á cierto  tiempo  vista 
deben  también  presentarse  en  el  término  ja  indicado,  a 
partir  desde  que  se  estampó  el  visto  (art.  289).  Esto 
para  no  dejar  demasiado  tiempo  al  librado  ó emitente 
en  la  incertidumbre  respecto  á la  época  en  que  la  cam- 
bial le  será  presentada.  El  pago,  como  ya  hemos  dicho, 
debe  ser  pedido  y efectuado  al  vencimiento;  antes  de 
esta  época  el  poseedor  de  la  cambial  no  puede  ser  obli- 
gado á recibirlo,  en  todo  caso  el  deudor  quedaría  respon- 
sable de  su  validez  (art.  294),  porque  el  término  se  pre- 
sume establecido,  no  sólo  en  interés  del  deudor,  sino 
también  en  el  del  acreedor.  Por  el  contrario,  si  el  pago 


no  se  pidiese  al  vencimiento,  el  deudor,  transcurrido  el 
término  del  protesto,  teniendo  el  derecho  de  librarse  de 
la  obligación,  podría  depositar  en  juicio  la  suma  indica- 
da en  la  cambial  á costa  y riesgo  del  poseedor  (art.  297). 
Si  lio  lo  hubiere  hecho  y se  le  exigiese  el  pago  después 
del  vencimiento,  estaría  siempre  obligado  al  pago,  pero 
el  poseedor,  no  presentando  la  cambial  dentro  del  ter- 
mino para  levantar  el  protesto,  perdería  la  acción  de  re- 
greso contra  todos  los  demás  coobligados  (art.  325). 

324. — En  cuanto  al  lugar,  el  pago  debe  hacerse  en  el 


indicado  en  la  cambial  (art.  288),  ó en  el  que  se  presuma 
tal  (art.  253).  Si  la  cambial  contuviese,  á más  de  la  in- 
dicación del  lugar  (la  ciudad),  una  habitación  determi- 
nada, en  ella  deba  pedirse  y efectuarse  el  pago;  si  falta, 
por  el  contrario,  la  indicación  de  la  localidad,  el  pago 
debe  exigirse  y efectuarse  en  la  casa  de  comercio  ó en  la 
habitación  del  deudor.  Si  la  habitación  ó la  casa  de  co- 
mercio del  deudor  no  se  encontrase,  el  pago  podrá  pe- 
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dirse  en  el  lugar  de  su  último  domicilio  conocido;  j si  ni 
aún  éste  fuese  posible  conocerlo,  podrá  levantarse  el 
protesto  en  una  localidad  cualquiera  de  la  ciudad  don- 
de deba  pagarse  la  cambial.  La  circunstancia  de  que  la 
persona  que  ba  de  efectuar  el  pago  no  esté  presente,  ó 
no  se  encuentre  en  el  lugar  donde  se  lia  pedido  y debe 
hacerse,  no  influye  sobre  la  legalidad  de  la  petición  y del 
consiguiente  protesto. 

325. — El  pago  debe  hacerse  en  la  moneda  indicada 
en  la  cambial,  salvo  lo  dispuesto  en  el  art.  39  (art.  293); 
el  pago  debe  comprender  toda  la  suma  que  importe  la 
cambial;  á pesar  de  esto,  el  poseedor,  en  interés  del  cré- 
dito de  la  cambial  y en  el  de  los  demás  coobligados,  con- 
tra lo  dispuesto  en  el  art.  1.246  del  Código  civil,  no 
puede  negarse  á admitir  un  pago  parcial,  áun  cuando  la 
cambial  se  hubiese  aceptado  por  todo  su  importe;  pero 
para  conservar  la  acción  de  regreso  por  la  suma  no  pa- 
gada debe  levantar  el  protesto  por  esta  falta  parcial  de 
pago  (art.  292).  Podrá  acaecer  que  en  la  cambial  hubie- 
se diferencia  entre  la  suma  indicada  en  letras  y la  indi- 
cada en  números;  en  tal  caso  debe  pagarse  la  suma  me- 
nor, debiendo,  en  la  duda,  también  en  armonía  con  los 
principios  del  derecho  civil  (arts.  1.326),  restringirse  la 
entidad  de  la  obligación  contraída  por  el  deudor  (a). 

(a)  Ni  el  Código  de  comercio  ni  el  Código  civil  espaaoles  lian 
previsto  esta  dificultad;  por  eso  voy  á transcribir  íntegro  el  ar- 
tículo 1.326  del  Código  civil  italiano.  Helo  aguí:  «Cuando  la  suma 
expresada  en  el  cuerpo  del  documento  sea  distinta  de  la  expresada 
en  cifra  á la  cabeza  ó á los  pies  del  mismo  (1),  se  presumirá  que  la 
obligación  es  por  la  suma  menor,  áun  cuando  el  documento,  así 
como  la  suma  en  cifras,  estén  escritas  de  mano  de  aquel  que  se  ba 
obligado,  á no  ser  que  se  pruebe  precisamente  en  qué  parte  está  el 
error.» — (N.  T.) 


(1)  El  texto  dice  en  el  hnono,  pero  ni  bono,  ni  bueno,  significan 
en  castellano  lo  que  ba  querido  decir  la  ley. 
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V). —Fago  por  intervención  6 por  honor. 


327,-No  pagada  la  cambial  por  el  librado  ó emiten- 
te,  el  poseedor  debe  dirigirse  á los  indicatarios,  si  los 
bubieie,  y si  estos  también  se  negaren  á pagar,  podrá 
intervenir  y hacer  el  pago  un  tercero;  en  uno  y otro  caso 
el  pago  se  dice  hecho  por  intervención  ó por  honor  (ar- 
tículo 289);  pero  así  como  en  el  primer  caso  el  poseedor 
tiene  la  obligación  de  pedir  el  pago  á los  indicatarios 
que  forman  parte  integrante  del  contrato  carabiario,  so 
pena  de  perder  el  derecho  de  regreso;  así  en  el  segundo 
no  puede  rechazar  el  pago  ofrecido  por  el  interventor. 
Por  regla  general  puede  intervenir  cualquier  persona 
que  no  esté  ya  obligada  al  pago  de  la  cambial,  y tam- 
bién podrá  intervenir  el  librado  que  no  haya  aceptado, 
porque  pudiera  convenirle  hacerlo  en  esta  forma  por  las 
razones  ya  indicadas  en  otro  lugar.  El  pago  hecho  por 
el  aceptante  por  intervención,  indicatario  ó interventor, 
no  es  rigorosamente  un  pago  por  intervención.  Se  puede 
intervenir  á favor  de  uno  cualquiera  de  los  deudores 
cambiarlos,  incluso  el  aceptante.  Puede  darse  el  caso  de 
que  varias  personas  ofrezcan  el  pago  por  intervención  á 
favor  de  distintos  deudores,  entonces  el  poseedor  debe 
admitir  el  pago  del  que,  al  hacerlo,  libra  al  mayor  nú- 
mero de  obligados  (art.  SOI,  § 3),  como  hemos  diciio  á 
propósito  de  la  aceptación  por  intervención.  Esta  regla 


es  aplicable  también  si  entre  los  que  se  ofrecen  al 
por  intervención  estuviese  el  librado,  siempre  que  este 
no  quiera  x^agar  en  concex)to  de  tal,  y en  este  caso  debe 
ser  preferido  el  aceptante  á todos  los  demás  (art.  SOl^)* 
328. — El  pago  x^or  intervención  tiene  lugar  de  oidi 
nario  después  del  x^i'otesto,  y debe  hacerse  constai  en 
éste  (art.  299,  § 2).  El  protesto,  pues,  y la  cambial  reía- 
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tiva  se  entregarán  al  interventor,  á fin  de  qne  pueda  ha- 
cer valer  sus  propios  derechos.  El  interventor,  por  el  he- 
cho de  serlo,  queda  subrogado  en  los  derechos  del  po- 
seedor que  no  se  hayan  extinguido  por  efecto  del  pago 
por  intervención;  es  decir,  que  se  convierte  en  acreedor 
cambiario  (art.  300).  De  aquí  que  el  que  paga  por  inter- 
vención por  cuenta  del  librador  ó del  emitente  adquie- 
re los  derechos  del  poseedor  contra  uno  ú otro  de  ellos, 
no  contra  los  endosantes,  los  que,  por  el  contrario,  como 
habientes-causa  del  librador  ó del  emitente  quedan  li- 
bres de  toda  responsabilidad  (art.  301,  § 2).  Por  eso  el 
interventor  reemplaza  en  su  condición  jurídica  al  posee- 
dor, y de  aquí  que  pueda  ejercitar  sus  derechos,  ó sea  la 
acción  cambiaria  contra  los  que  quedan  obligados,  y 
adquiere,  además,  los  derechos  cambiarlos  que  por  sí  le 
corresponden,  en  el  sentido  de  que  no  pueden  oponerse 
al  interventor  las  excepciones  personales  que  hubieran 
podido  oponerse  al  poseedor  de  la  cambial.  Sin  embargo, 
no  podrá  transmitir  á otros  la  propiedad  de  la  cambial. 

§ 8. — Acción  cambiaria  jpor  falta  de  pago. 

329. — Esta  acción  es  directa  ó de  regreso;  directa  si 
se  dirige  contra  el  aceptante  ó el  emitente,  y también 
contra  el  librador  en  el  caso  de  falta  de  aceptación  por 
el  librado;  de  regreso  si  se  dirige  contra  los  endosantes, 
y si  la  letra  estuviese  aceptada,  contra  el  librador.  La 
acción  contra  el  avalista  es  directa  ó de  regreso,  según 
que  sea  directa  ó de  regreso  la  acción  contra  la  persona 
á cuyo  favor  se  dió  el  aval.  Tales  son  los  principios  ra- 
cionales; sin  embargo,  en  el  sistema  de  nuestra  ley  es 
dudoso  si  la  acción  contra  el  librador  de  una  letra  no 
aceptada  por  el  librado  se  considera  directa  ó de  regre- 
so. Nosotros  hablaremos  primeramente  de  la  acción  de 
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rogroso,  m U más  importante,  , ,a  la  qne  más 
so  ejernta  cuando  os  posible,  con  ptefotencia  de  la 
pi-mcpal  o d.tccta,  de  las  que  hablaremos  después  (o). 


SECCIÓN  PUlMEEA.^Acción  de  regreso, 

a) . — Protesto, 

330. — Condición  imprescindible  para  el  ejercicio  de 
esta  acción,  es  el  levantamiento  del  protesto.  El  protesto 
en  general,  es  nn  documento  en  el  que  se  hace  constar  la 
falta  de  cumplimiento  de  una  obligación  cambiaría^ 
principalmente  la  falta  de  aceptación  ó la  falta  de  pago 
de  la  cambial;  de  aquí  las  dos  especies  diversas  del  pro- 
testo: protesto  por  falta  de  aceptación,  j protesto  por 
falta  de  pago.  El  uno  es  en  cierto  modo  potestativo  para 
el  poseedor  de  la  cambial,  pues  puede  omitirlo  sin  que 
resulte  perjudicado  su  derecho  de  pedir  el  pago  al 
vencimiento  de  la  cambial;  el  otro  es  siempre  obligato- 
rio, de  modo  que  su  falta  cierra  el  camino  para  el  ejerci* 
cío  de  la  acción  de  reg?:eso.  Además,  mientras  el  protes- 
to por  falta  de  aceptación  no  tiene  términos  precisos  j 
se  puede  levantar  cuando  plazca  al  poseedor  de  la  cam- 
bial, siempre  que  sea  antes  del  vencimiento,  el  protesto 
por  falta  de  pago  debe  sacarse  en  el  término  marcado» 

El  levantamiento  del  protesto  es,  pues,  condición  nece- 
saria para  el  ejercicio  de  la  acción  cambiaría  de  regreso,  ^ 

ya  que  el  obligado  por  regreso  no  tiene  que  reembolsar  j 

la  cambial  sino  cuando  consta  que  el  que  tenia  la  obli-  j 

gación  de  pagarla  antes  que  él  no  lo  ha  hecho.  Esta  | 

{(i)  Nuestro  Código  de  comercio  reconoce  y regula  estas  dos  ac 
clones,  pero  sin  caliíicarlas  especialmente.  En  g'eneral  se  llaman  ac 
clones  que  competen  al  portador  de  una  letra  de  cambio.  d 
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prueba  debe  resulta^*  necesariamente  del  protesto,  el 
cual  podrá  sustituirse  tan  sólo  si  el  poseedor  lo  consien- 
te, con  una  declaración  de  haberse  negado  á la  acepta- 
ción ó al  pago,  suscrita  dentro  del  termino  marcado  para 
el  protesto  por  la  persona  requerida  á la  aceptación  ó al 
pago,  y registrada  en  el  término  de  dos  días  de  la  fecha 
(art.  307)  (a). 

331.  — El  protesto  por  falta  de  pago,  no  podrá  omi- 
tirse ni  áun  en  el  caso  de  muerte  ó quiebra  del  librado, 
ó de  protesto  ya  levantado  por  falta  de  aceptación  (ar- 
tículo 308);  sin  embargo,  en  los  dos  primeros  casos  po- 
drán querer  pagar  ios  herederos  á los  acreedores  del 
deudor,  y en  el  tercero  la  falta  de  aceptación  no  implica 
la  negativa  de  pagar  ai  llegar  el  vencimiento,  pues  en 
el  intermedio  puede  el  librado  haber  recibido  los  fondos 
necesarios  del  librador  y estar  dispuesto  á pagar.  No  dis- 
pensa de  la  obligación  del  protesto,  ni  áun  la  cláusula 
sin  gastos  ó sin  protesto  puesta  sobre  la  cambial  por  el  li- 
brador ó emiten  te,  ó por  uno  de  los  endosantes  (artícu- 
lo 309)  (b). 

Esta  disposición,  bien  diversa  de  la  del  Código  dero- 
gado y de  otras  legislaciones  informadas  cada  una  en 
principios  diversos,  se  funda  especialmente  en  el  con- 
cepto de  no  dejar  al  arbitrio  de  los  contratantes  la  posi- 
bilidad de  destruir  con  pactos  que  repugnan  al  carácter 
de  la  obligación,  la  garantía  legal  del  crédito  cambiario. 

332.  — El  protesto,  pues,  es  en  general  necesario. 

(a)  En  esta  parte  me  parece  nuestra  legislación  inferior  á la 
italiana,  pues  tratándose  de  la  conservación  de  los  derecEos  que  na- 
een  de  una  diligencia  cambiaria,  no  admite  que  pueda  sustituirse  el 
protesto  con  acto  ni  documento  de  ninguna  clase  (art.  509). — 
(N.  T.) 

(b)  Ya  Ee  dicEo  en  una  de  las  notas  anteriores,  que  la  costum- 
bre autoriza  poner  la  cláusula  sin  gastos,  para  evitar  el  protesto  eu 
las  letras  de  pequeña  importancia. — (ISÍ.  T.) 
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Puede  levantarse  á petición  del  poseedor  legítimo  de  la 
cambial  6 de  un  mandatario  suyo,  pero  no  á petición  de 
un  mero  detentador  de  la  cambial,  el  cual,  no  pudiendo 
pedii  el  pago,  no  puede  tampoco  levantar  el  protesto. 
Este  puede  sacarse  contra  todo  el  que  esté  obligado  á 
pagar  la  cambial  (y  si  se  trata  de  protesto  por  falta  de 
aceptación  contra  todo  el  que  esté  obligado  á aceptar), 
por  el  orden  en  que  esté  obligado  á pagar.  En  primer 
término,  pues,  el  protesto  se  levantará  contra  el  librado 
ó contra  el  emitente,  si  se  trata  de  un  pagaré  cambia- 
rio  y de  protesto  por  falta  de  pago,  puesto  que,  como  es 
sabido,  en  el  pagaré  cambiarlo  no  se  puede  hablar  de 
aceptación.  En  segundo  lugar,  el  protesto  se  hará  á los 
indicatarios.  Por  último,  al  aceptante  por  intervención 
(art.  304).  En  cuanto  al  avalista,  el  protesto  deberá  le- 
vantarse contra  él,  siempre  que  deba  levantarse  contra 
la  persona  garantizada,  de  la  cual  él  asume  la  condición 
jurídica. 

333, — El  protesto  por  falta  de  pago  debe  levantarse  en 
el  plazo  de  rigor,  ó sea  dentro  del  segando  día  laborable 
siguiente  al  designado  para  el  pago  (art.  296);  así,  por 
ejemplo:  una  cambial  pagadera  en  sabado,  debe  lo  más 
tarde  ser  protestada  en  el  martes  siguiente,  pues  hay  de 
por  medio  una  fiesta,  el  domingo,  que  no  debe  entrar  en 
cuenta.  Esta  regla  debe  aplicarse  áun  tratándose  de 
cambiales  á la  vista,  respecto  á las  que  el  término  paia 
levantar  el  protesto  empezará  á contarse  desde  el  día  de 
la  presentación  de  la  cambial  (art.  283),  áun  en  el  caso 
en  que  la  presentación  se  hubiese  hecho  el  último  día 
posible  prescrito  por  la  ley  (art.  261).  El  día  del  venci 
miento  no  podría  levantarse  el  protesto,  porque  siendo  la 
obligación  del  deudor  la  de  pagar  al  vencimiento,  este 
podría  aun  pagar  en  el  último  momento  de  este  día. 
l^especto  á la  hora  en  que  puede  hacerse  el  protesto,  es 
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aplicable  lo  dispuesto  en  el  art.  42  del  Código  de  proce- 
dimiento civil,  salvo  siempre  uso  en  contrario  (a). 

« 

334.  — Finalmente,  en  cuanto  al  lugar,  el  protesto 
debe  levantarse: 

1. *^  En  el  lugar  indicado  en  la  cambial,  para  la  acep- 
tación ó para  el  pago,  y á falta  de  tales  indicaciones  en 
la  residencia  ó en  la  morada  del  librado  ó del  aceptan- 
te, ó bien  del  emitente,  ó en  su  último  domicilio  cono- 
cido. 

2. °  En  la  residencia  ó en  la  morada  de  las  personas 
indicadas  en  la  cambial,  para  aceptarla  en  caso  necesa- 
rio en  el  lugar  del  pago. 

3. ^  En  la  residencia  ó en  la  morada  del  aceptante 
por  intervención. 

En  caso  de  error  ó de  falsedad  en  la  indicación  de 
los  referidos  lugares,  el  notario  ó el  alguacil  debe  decla- 
rar en  el  protesto  las  pesquisas  becbas  para  encontrar- 
le (art.  304)  (h), 

335.  — Hablemos  por  último  de  la  forma  del  acta  de 


ía)  El  plazo  para  levantarse  el  protesto,  es  en  nuestro  derecho 
más  reducido  que  en  el  italiano,  puesto  que  sólo  puede  levantarse 
al  día  siguiente  laborable  del  vencimiento  de  la  presentación  á la 
aceptación,  y antes  de  la  puesta  del  sol  (art.  504,  Cód.  com.). 

El  art.  42  del  Código  de  procedimiento  civil  italiano,  dice  en  su 
primer  párrafo,  que  es  al  que  hace  referencia  el  texto,  lo  que  sigue: 
«Los  actos  de  citación,  notificación  y ejecución,  no  podrán  ha- 
cerse del  de  Octubre  al  31  de  Mayo,  antes  de  las  siete  de  la  ma- 
ñana y después  de  las  cinco  de  la  tarde,  y desde  el  1.®  de  Abril  al 
30  de  Septiembre  antes  de  las  cinco  y después  de  las  ocho  respecti- 
vamente, bajo  pena  de  nulidad^. — (N.  T.) 

(b)  Todavía  añade  nuestro  Código  de  comercio  (art.  505),  que 
no  constando  el  domicilio  del  librado  por  no  encontrársele  en  el 
designado  en  la  letra,  en  el  que  tuviere  de  presente,  y á falta  de 
éste  en  el  último  que  se  le  hubiere  conocido,  se  acudirá  á un  vecino 
con  casa  abierta,  del  lugar  donde  hubiera  de  tener  efecto  la  acep- 
tación y el  pago,  con  quien  se  entenderán  las  diligencias  y á quien 
se  entregará  la  copia. — (N.  T.) 
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])rotosto.  Este  debe  levantarse  por  un  notario  ó por  un 
alguacd,  sin  que  se  requiera  la  presencia  de  testigos 
(art.  303);  debe  hacerse  en  un  solo  acto,  sean  una  ó va- 
lilis  Itis  pGi senas  contra  quienes  se  levanta,  y lian  de 
constar  todos  los  interrogatorios,  investigaciones,  etc. 


Debe,  pnes,  contener  (arl.  305): 

La  transcripción  exacta  de  la  cambial,  de  la  acep- 
tación, de  los  endosos  y de  todas  las  demás  declaracio- 
nes ó anotaciones  que  en  la  misma  se  encuentren. 

2. ^  La  indicación  de  la  persona  á quien  se  ha  heclio 
el  protesto,  del  objeto  del  requerimiento  y de  la  fecha 
en  que  se  hizo. 

3. ^  La  enunciación  de  las  respuestas  dadas,  ó de  los 
motivos  por  que  no  se  dio  ninguna. 

Si  la  cambial  se  hubiere  perdido  y no  existiere  un 
duplicado  ó una  copia,  el  protesto  en  lugar  de  la  trans- 
cripción debe  contener  una  precisa  descripción  de  la 
cambial  (a). 


h).  Regreso  por  procedimiento  judicial. 


336. — Comprobada  por  medio  del  protesto  la  falta 
de  pago  de  la  cambial,  el  poseedor  puede  proceder  por 
regreso,  ya  judicialmente,  ya  por  medio  de  la  resaca.  En 
el  primer  caso,  en  el  que  estamos  ahora  ocupándonos, 
éste  debe  dar  aviso  á su  endosante  de  la  falta  de  pago, 


en  el  término  de  dos  días  después  del  protesto  o de  la 
declaración,  que  hace  sus  veces.  Todo  endosatario  debe 
dar  aviso  á su  endosante  en  el  término  de  dos  días,  des- 
de que  recibió  la  noticia,  y así  sucesivamente  hasta  el 
librador,  si  se  trata  de  una  letra  de  cambio,  o hasta  el 


(cí')  Con  arreado  á nuestro  Gódig’O  de  comercio  (art.  504),  ios  no- 
tarios son  los  únicos  funcionarios  que  pueden  autorizadamente  le- 
vantar los  protestos.— (i^.  T.) 
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primer  endosante  si  se  trata  de  un  pagaré  ó vale  cam- 
biario.  El  aviso  puede  darse  de  cualquier  modo;  se  pre- 
sume por  la  entrega  en  el  correo  de  una  carta  certifica- 
da,  dirigida  á la  persona  á quien  debe  darse  (art.  317). 
Constituyen  excepciones  á esta  regla: 

1. ®  Cuando  se  trata  de  un  endosatario  por  poder,  en 
cuyo  caso  el  aviso  deberá  darse  por  el  mismo  endosata- 
rio, no  ya  á su  endosante,  sino  al  autor  del  endoso,  por- 
que la  obligación  del  aviso  está  para  el  endosatario  com- 
jDrendida  en  el  mandato  para  exigir  el  pago  de  la  cam- 
bial (art.  259). 

2. ®  Cuando  el  endosante  no  lia  indicado  el  lugar  de 
su  residencia.  En  este  caso,  para  no  obligar  al  poseedor 
á hacer  indagaciones  sobre  dicha  residencia,  la  ley  pres- 
cribe que  el  aviso  se  dé  al  endosante  precedente  (artícu- 
lo 317,  § 4.«). 

3. ®  Cuando  el  endosante  ha  añadido  al  endoso  la 
cláusula  sin  garantía^  en  cuyo  caso;  no  estando  obligado 
por  derecho  cambiario,  el  aviso  no  debe  dársele  á él,  sino 
á su  causa-habiente. 

La  falta  de  cumplimiento  de  la  obligación  del  aviso 
no  implica  la  pérdida  de  la  acción  cambiaría,  sino  tan 
sólo  el  derecho  en  el  que  debía  recibirlo  al  resarcimien- 
to de  los  daños  (a). 


(a)  El  aviso  con  arreglo  á nuestro  derecho  no  ha  de  darse  á 
nqnél  contra  qnien  se  ha  de  dirigir  la  acción,  sino  á todos  ios  que 
anteriormente  á éste  hubieren  suscripto  la  letra,  y fueren,  por  lo 
tanto,  responsables  de  la  falta  de  pago  del  mismo.  Así,  por  ejem- 
plo, si  se  dirige  contra  el  aceptante  ó sea  el  librado,  hay  que  notifi- 
car el  protesto  al  librador  y á todos  los  endosantes,  y si  es  contra 
un  endosante  á todos  los  anteriores  á él  tan  solo,  y también  al  li- 
brador, como  es  consig'uiente. 

Al  revés  de  lo  que  sucede  en  el  derecho  italiano;  de  este  aviso 
depende  la  conservación  de  ia  acción  cambiaria  (art.  517,  Cód.  de 
comercio),  salvo  en  el  caso  en  que  resultase  alguno  de  los  respon- 
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337. — Dado  6 no  el  aviso,  el  poseedor  de  la  cambial 
no  pagada  puede  proceder  por  regreso  por  medio  de  ci- 
tación, ó bien,  como  veremos  en  seguida,  por  la  vía  eje- 
cutiva (art.  323)  contra  uno  ó varios  de  los  obligados 
cambiarios,  sin  perder  su  derecho  contra  los  demás,  y 
sin  estar  tampoco  obligado  á seguir  el  orden  de  los  en- 
dosos (art.  318).  A su  vez,  el  endosante  que  ha  reembol- 
sado la  cambial,  ó contra  el  que  se  ha  intentado  la  ac- 
ción de  regreso,  tiene  derecho  á proceder  contra  los  co- 
deudores anteriores  a el,  pero  no  contra  los  posteriores 
que,  como  sus  habientes-causa,  tienen  derecho  á estar 
garantidos  por  él.  Sin  embargo,  esta  acción  de  regreso, 
para  que  no  pese  demasiado  tiempo  sobre  el  deudor, 
debe  intentarse  dentro  del  término  improrrogable;  es 
decir,  dentro  de  los  quince  días  de  la  fecha  del  protesto, 
ó si  el  deudor  se  encontrare  en  lugar  distante,  dentro 
de  los  términos  mayores  indicados  en  los  artículos  320, 
321  y 322  (a). 

338.  — La  acción  de  regreso,  por  quien  quiera  que  se 
ejercite,  tiene  por  objeto  el  pago  de  la  suma  importe  de 
la  cambial,  de  los  intereses,  de  los  gastos  y del  recam- 
bio (art.  319).  Y puesto  que  en  realidad  el  acreedor 
cambiario,  sea  el  que  sea,  es  decir,  el  tomador  ó endo- 
sante contra  quien  se  hubiere  procedido  por  regreso,  de- 
biera ser  pagado  en  el  lugar  indicado  en  la  cambial,  asi 


sables  saldado  del  valor  de  la  letra  en  sus  cuentas  con  el  deudoi,  ó 
reembolsando  con  valores  ó efectos  de  su  pertenencia  (art.  525). 

Dn  cuanto  al  plazo  para  este  aviso  también  es  muy  distinto, 
pues  es  el  mismo  que  señala  la  ley  para  recog'er  la  aceptación  de 
las  letras  (art.  517)  indicado  ya  en  una  nota  anterior.—  (N.  T.) 

(a)  No  señala  nuestro  Códig’o  de  comercio  plazo  especial  paia  el 
ejercicio  de  la  acción  de  reg*reso.  Esta  acción,  como  todas  las  que 
nacen  de  las  letras  de  cambio,  tiene  tres  años  de  término  paia  po 
derse  intentar  (art.  950).  En  esta  parte  el  derecho  italiano  responde 
mejor  á las  necesidades  del  comercio  que  el  nuestro. — (N.  T.) 
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también  la  prestación  del  regreso  debe  consistir  en  el 
valor  de  la  suma  cambiaria  en  el  lugar  de  su  pago;  es 
decir,  que  esta  suma,  unida  á los  gastos  ocurridos,  debe 
aumentarse  con  el  recambio,  ó sea  con  el  precio  de  una 
cambial  á la  vista,  librada  por  el  total  importe  de  la 
suma  cambiaria,  intereses  j gastos  (porque  también  es- 
tos  fueron  soportados  por  el  poseedor  en  el  lugar  del 
pago)  desde  el  lugar  donde  la  cambial  era  pagadera  so- 
bre el  de  la  residencia  de  aquél  contra  quien  se  intenta 
la  acción  de  regreso,  como  diremos  más  adelante  á pro- 
pósito de  la  resaca  (art.  312). 


c). — Regreso  'por  medio  de  la  resaca. 


339. — El  regreso  judicial  supone  una  pérdida  de 
tiempo  no  despreciable;  y no  sirve  grandemente  al  po- 
seedor de  la  cambial  protestada  que  tenga  necesidad  in- 
mediata de  hacerse  con  la  suma  cambiaria.  Para  este 
caso  la  ley  le  concede,  para  conseguir  prontamente  di- 
cha suma,  el  derecho  de  librar  á la  vista  sobre  el  libra- 
dor ó sobre  alguno  de  los  obligados  por  regreso,  una 
nueva  cambial  llamada  resaca,  por  el  importe  de  la  suma 
que  se  le  adeuda,  intereses,  gastos  y recambio.  De  este 
modo  el  poseedor  puede  negociar  la  resaca  con  un  ban- 
quero y procurarse  la  cantidad  que  importe  la  suma.  La 
resaca,  pues,  puede  ser  librada  por  el  poseedor  de  la 
cambial  ó por  el  endosante  que  se  haya  visto  obligado  á 
reembolsar  la  cambial  sobre  el  librador  ó sobre  otro 
cualquiera  de  los  obiigmios  por  regreso  (art.  310).  Sin 
embargo,  la  resaca,  no  siendo  otra  cosa  que  un  modo 
particular  de, ejercitar  la  acción  de  regreso,  debe  librar- 
se dentro  del  término  marcado  para  el  ejercicio  de  esta 
acción.  Y respecto  á su  forma,  bastará  decir  que,  siendo 
la  resaca  una  cambial,  debe  también  tener  sus  lequisi- 
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tos;  j que  tan  solo  por  razón  de  su  especial  naturaleza 
debe  librarse  á la  vista  (a). 

340.  La  resaca  debe  ir  acompañada  de  la  cambial 
original,  del  protesto  j de  la  cuenta  de  resaca  (art.  311), 
que  debe  indicar,  á más  de  la  persona  sobre  la  que  se  ba 
librado  la  resaca,  el  importe  de  la  misma,  ó sea* 

1.  La  suma  capital  de  la  cambial,  con  los  intereses 
desde  el  día  del  vencicaiento  (art.  41). 

2. ®  Los  ga^stos  de  protesto  j otros  gastos  legítimos, 
como  comisión  de  banca,  derechos  de  corretaje,  timbre 
y precio  de  la  letra. 

3. ®  El  recambio,  representado  por  el  curso  del  cam- 
bio regulado  conforme  al  art.  38,  por  el  del  lugar  en  que 
era  pagadera  la  cambial  ó por  el  del  lugar  en  que  el  en- 
dosante libra  las  resacas,  sobre  el  lugar  de  la  residencia 
de  la  persona  contra  quien  se  ha  librado  (art.  312). 
También  nuestra  lev  permite  la  acumulación  de  los  re- 
cambios  al  obligar  al  librador,  en  el  caso  en  que  el  re- 
greso por  resaca  se  vaya  ejercitando  de  uno  á otro  de 
los  codeudores  y llegare,  por  último,  hasta  él,  á sopor- 
tar los  gastos  de  todas  las  resacas.  Esta  acumulación 
está  prohibida  en  el  Código  francés  y en  las  leyes  bel- 
gas, por  el  motivo  de  que  no  es  justo  obligar  al  librador 
él  soportar  otro  recambio  que  el  que  existe  entre  el  lu- 
gar  de  emisión  de  la  cambial  y el  del  lugar  donae  se  ha- 
bía obligado  á hacerla  pagar,  no  pudieiido  éste  ser  res- 
ponsable  de  que  la  cambial  se  haya  girado  una  o vanas 
veces;  pero  el  motivo  es  inexacto,  porque  los  endosos  son 


(a)  Aunque  es  lo  más  natural  que  la  resaca  se  gire  á la  vista, 
como  prescribe  el  clereclio  italiano,  nuestro  Cóuig'o  de  comeicio.  al 
no  decir  nada  respecto  á este  extremo,  deja  en  libertad  al  portador 
de  la  letra  para  que  la  gire  como  más  le  plazca.  Tampoco  le  s-eüala 
plazo  perentorio  para  hacerlo,  por  consiguiente,  el  derecho  a giií^i 
esta  resaca  durará  tanto  como  las  acciones  procedentes  de  las  le 
tras,  tres  años.— (iN".  T.) 
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consecuencia  de  la  eqaisión  de  la  cambial,  j por  esto 
deben  responder  de  los  mismos  el  librador  ó el  emiten- 
te  (a). 

341. — El  poseedor  de  la  cambial  que  libra  la  resaca 
y negociándola  obtiene  su  importe  del  tomador,  queda 
así  satisfecho  de  todos  sus  derechos,  siempre  por  supues- 
to que  el  librado  de  la  resaca  la  satisfaga.  Pues  si,  por 
el  contrario,  se  negase  al  pago,  el  poseedor  de  la  resaca 
podría  proceder  por  regreso  contra  el  que  la  libró,  y éste 
readquiriría  respecto  á todos  sus  codeudores  cp^mbiarios 
la  misma  posición  en  que  se  encontraba  anteriormente 
á la  resaca  por  efecto  de  la  cambial  por  cuyo  motivo  se 
libró.  En  cuanto  ai  que  ha  de  pagar  la  resaca,  si  se  nie- 
ga al  pago,  su  condición  queda  siempre  la  misma  que 
antes  de  librarse  la  resaca;  si,  por  el  contrario,  la  paga. 


(a)  Hay,  sin  embargo,  una  consideración  á favor  de  lo  que  pres- 
criben el  Código  francés,  las  leyes  belgas,  y también  la  legislación 
española,  consideración  que  La  olvidado  el  autor,  y es  la  de  que  si 
el  librador  ó el  emitente  son  en  último  término  los  responsables 
del  pag'o  de  la  cambial,  puede  el  poseedor  de  la  cambial  protestada 
escoger  el  camino  más  corto,  que  es  el  de  girar  la  resaca  directa- 
mente contra  el  librador  ó el  emitente,  ó el  más  largo,  que  es  el  de 
dirigirse  contra  el  último  de  los  endosantes;  de  elegir  el  más  corto, 
libra  de  toda  responsabilidad  -á  los  endosantes  y se  reintegra  su 
crédito  con  los  menores  gastos  posibles;  de  elegir  el  más  largo,  se 
reintegra  del  mismo,  no  libra  á nadie  de  la  responsabilidad  cam- 
biaria,  y aumenta  inconsideradamente  los  gastos;  ¿por  qué,  pues, 
se  le  La  de  consentir  que  por  sólo  su  voluntad  Laga  más  añictiva  la 
situación  del  librador  ó del  emitente?  Esto  no  es  justo,  y esto,  sin 
embargo,  lo  autoriza  la  ley  italiana. 

Claro  es  que  esta  consideración  no  pesa  sobre  el  portador  de  la 
letra  protestada,  que  puede  girar  la  resaca  indistintamente  sobre 
cualquiera  de  los  obligados  solidariamente;  pero  sí  pesa,  y cada  vez 
con  más  fuerza,  sobre  los  sucesivos  endosantes,  que  van  satisfacien- 
do la  resaca;  y,  por  consiguiente,  en  interés  de  los  mismos  está  el 
limitar  los  gastos  á lo  estrictamente  preciso,  dirigiéndose  lo  más 
pronto  posible  contra  el  librador  ó el  emitente  si  éstos  no  Lan  de 
pagar  más  que  un  recambio  y una  cuenta  de  resaca.— (H.  T.) 
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tie„»  » veí  el  derecho  do  proreder  regresivanehte 
contre  os  que  conirejeren  cou  él  la  „bl¡gaeié„ 

a caushal.  Ademas,  s.  el  librado  de  la  resaca  es  „L°de 
los  endosantes  de  la  cambial  orieinatla  ,1  o.  , 

derecho  de  borrar  sn  propio  endoso  j todo,  los  endosos 
posteriores  (art.  313),  aosos 


SECCIÓN  SEGUNDA 


Acción  directa. 


342.— Esta  accióa  se  dirige  contra  el  obligado  prin- 
cipalmente al  pago  de  la  cambial,  ó sea  el  aceptante,  el 
emitente,  3 el  librador  en  caso  de  falta  de  aceptación 
(salvo  lo  qne  liemos  dicho  en  el  núm.  329),  y sus  avalis- 
tas. Puede  ejercitarse  tanto  por  el  poseedor  de  la  cam- 
bial no  pagada  como  por  el  endosante  ó avalista  de  ésta, 
que  se  Iiava  visto  obligado  á reembolsarla.  No  está  suje- 
ta á la  condición  del  protesto,  á iio  ser  que  se  trate  de 
proceder  contra  el  librador,  porque  en  los  demás  casos 
ninguno  inojor  i]uo  ol  doudor  subo  c|uo  no  lia  pairado  la 
oambíal:  > on  cuanto  al  avalista,  su  condición  os  la  niis- 
nia  que  la  dol  deudor  garantido.  So  oxcoptúan  do  esta 
regla  las  cambíalos  domiciliadas  (art.  oldd  porque  el 
acopiante  ó el  o miren  te  no  podrían  sin  el  protesto  tener 
la  corteza  do  que  el  domiciliatario  no  ha  pae:ado.  A ve- 
ces ocurro  tambioa  que  la  cambial  está  domiciliada  on 
el  verdadero  sentido  de  la  palabra,  esto  os.  que  os  paga- 
<‘Ora  eii  un  Imaar  iC'eoirraíicamoüto  distinto  dol  de  la  re- 
i^idoncia  del  aceptante  dol  omitonto,  v no  tan  sólo  en 
una  huailidad  distinta  del  mismo  país,  on  cavo  caso  es 

-k  • 

muv  tac'd  al  aceptante  ó al  omitonto  ontorarso  do  la  fal- 
^a  tic  pago,  aunque  sea  sin  el  protesto.  A voces  también 
ocurre  que  es  pagadora  por  medio  do  una  persona  dis- 
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tinta,  ya  que  el  haberse  sencillamente  designado  un  lu- 
gar diverso  del  de  la  residencia  del  aceptante  ó del  emi- 
tente  hace  presumir  que  este  mismo  quiere  trasladarse 
al  lugar  en  que  ha  de  pagar  (art.  244),  y nadie  mejor 
que  él  podrá  saber  si  no  se  ha  pagado.  Tal  es,  pues,  la 
acción  directa.  Esta  acción  tiene  también  por  objeto  el 
pago  de  la  suma  escrita  sobre  la  cambial,  de  los  intere- 
ses y de  los  gastos  del  protesto,  porque  si  bien  éste  no 
sea  necesario,  también  el  poseedor  tiene  interés  en  le- 
vantarlo para  conservar  la  acción  de  regreso,  que  no  ex- 
cluye la  directa. 

En  cuanto  al  término,  basta  saber  que  el  ejercicio 
de  la  acción  directa  no  está  sujeto  á término  de  rigor, 
sino  sólo  á la  prescripción  cambiaria  (art.  919,  núme- 
ro 2)  (a). 


SECCIÓlSr  TERCERA. 

Excepciones  oponibles  al  acreedor  cambiarlo. 

343. — Veamos  qué  excepciones  puede  oponer  el  deu- 
dor á las  acciones  directa  ó de  regreso  que  por  la  vía 
judicial  y mediante  citación  del  poseedor  de  la  cambial 
se  intenten  contra  él.  Estas  excepciones  pueden  referir- 
se (art.  324),  en  primer  lugar,  á la  forma  externa  del 
título,  es  decir,  á la  falta  ó irregularidad  de  alguno  de 
los  requisitos  esenciales  de  la  cambial.  Las  excepciones 
referentes  á la  forma  interna  del  título  (capacidad,  con- 
sentimiento, causa),  á excepción  de  la  incapacidad  que 
se  puede  siempre  oponer  por  su  naturaleza  particular,  y 

(a)  O sea  á los  cinco  años. 

.En  nuestro  dereclio  la  conservación  de  las  acciones,  lo  mismo  la 
de  regreso  que  la  directa,  dependen  del  levantamiento  del  protesto 
(art,  509,  Cód.  com.). — (N.  T.) 
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porque  bajo  un  cierto  aspecto  es  excepción  que  se  refiere 
á la  forma  externa,  son,  por  regla  general,  inadmisibles 
respecto  á tercer  poseedor,  salvo,  según  algunos,  el  caso 
en  que  este  fuese  de  mala  fe,  esto  es,  que  conociese  la 
existencia  de  los  vicios,  pues  entonces  podría  oponérsele 
como  excepción  personal  el  dolo.  Vienen  después  las 
excepciones  referentes  a la  falta  del  protesto,  el  trans- 
curso de  los  términos,  la  prescripción,  etc.,  y también  el 
mismo  pago  si  se  hubiere  hecho  con  arreglo  al  derecho 
cambiarlo.  Finalmente,  pueden  oponerse  las  excepciones 


personales  al  que  ejercita  la  acción,  ó sea  todas  aquellas 
excepciones  no  propiamente  cambiarlas  que  competen 
al  demandado  directa  y personalmente  contra  el  actor. 
Las  excepciones  personales  no  pueden  paralizar  el  proce- 
dimiento judicial  sino  en  cuanto  sean  por  cantidad  líqui- 
da, ó de  pronta  determinación,  y en  todo  caso  han  de  fun- 
darseen  una  prueba  escrita.  Si  fuesen  de  más  larga  jus- 
tificación, su  discusión  se  deja  para  después  del  juicio, 
y entretanto  se  impone,  si  procede,  la  condena  al  pago; 
pudiendo  el  juez,  si  las  excepciones  alegadas  tuviesen 
fundamento  aparente,  obligar  al  acreedor  á dar  caución. 
Observemos,  por  último,  que  aquel  á quien  se  falsifico 
la  firma  puede  siempre  desconocerla;  por  eso,  si  a la  ex- 
cepción acompaña  la  querella  por  falsedad,  se  suspende 
el  procedimiento,  y mucho  más  si  á la  querella  siguiese 
el  mandamiento  de  prisión.  Fuera  de  esto  es  dudoso  si 
se  suspendería  en  los  demás  casos. 


SECCIÓN  CUANTA. 


Ejecución  cambiaría. 

o44. — El  acreedor  cambiario  que  tiene  derecho  de 
proceder  directa  ó regresivamente  para  obtener  el  pagó^ 
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puede  también  acudir  al  procedimiento  ejecutivo,  porque 
la  cambial,  por  un  feliz  retroceso  de  nuestras  leyes  (ar- 
tículo 323),  á las  antiguas  disposiciones,  tiene  para  el 
ejercicio  de  las  acciones  cambiarías,  los  efectos  de  un 
título  ejecutivo,  á tenor  de  lo  dispuesto  por  el  art.  654 
del  Código  de  procedimiento  civil.  La  acción  ejecutiva 
puede  dirigirse,  tanto  á los  bienes  muebles,  como  á los 
bienes  inmuebles  del  deudor;  para  llevarlo  á cabo,  se 
procede  con  arreglo  á los  principios  de  la  ley  respecto  á 
la  ejecución  forzosa  (lib.  II,  Cód.  proc.  civ.),  salvo  las 
excepciones  específicamente  indicadas  por  la  ley  (artícu- 
los 868,  323;  art.  67,  regí,  para  la  ejecución  del  Código 
de  comercio).  La  ejecución  deberá  necesariamente  prin- 
cipiar por  la  notificación  del  título  y de  la  orden;  por  eso 
no  es  necesario  que  se  notifique  separadamente  la  cam- 
bial, ni  que  ésta  contenga  la  fórmula  ejecutiva,  basta 
que  la  orden  contenga  la  trascripción  de  la  cambial,  ó 
del  protesto,  cuando  éste  sea  necesario,  ó sea  cuando  se 
trate  de  acciones  de  regreso,  y de  los  demás  documentos 
necesarios  para  demostrar  la  suma  debida  (cit.  art.  67). 
Notificada  al  deudor  la  orden,  éste  tiene  derecho  de  for- 
mular la  oposición,  proponiéndola  con  citación  para  com- 
parecer ante  la  autoridad  comercial  competente  (artícu- 
lo 323,  art.  579,  Cód.  proc.  civ.).  La  oposición  no  sus- 
pende la  ejecución,  pero  si  se  fundare  en  motivos  graves, 
faculta  al  presidente  del  tribunal  ó al  pretor  competente 
por  razón  de  la  cantidad,  para  suspender,  á instancia  del 
opositor,  en  todo  ó en  parte  los  autos  ejecutivos  con  auto 
provisional,  exigible  siempre  que  por  esta  causa  se  pres- 
te caución.  Este  auto  es  susceptible  de  reposición  ante 
el  tribunal  á que  pertenece,  ó del  que  depende  el  presi- 
dente ó pretor  que  lo  ha  pronunciado  (art.  183,  Códi- 
go proc.  civ.);  sin  embargo,  este  punto  es  bastante  du- 
doso. En  el  incidente  de  oposición  á la  orden  judicial, 
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como  on  ol  promovido  mediante  citación,  el  deudor  puede 

oponer  todas  las  excepciones  de  que  hemos  hablado  en 
(íl  mirn.  2,42,  (a). 


SECCIÓN  QUINTA. 


Extinción  de  la  acción  cambiaría. 


2AB. — Al  tratar  de  la  extinción  de  la  acción  cambia- 
ria,  expondremos  tan  sólo  lo  referente  á la  acción  cam- 
biaria  de  regreso;  puesto  que  la  acción  directa  no  se  ex- 
tingue más  que  por  efecto  de  la  prescripción^  j de  ésta 
hablaremos  en  otro  lugar,  al  tratar  de  la  prescripción 
en  general. 

34G. — La  acción  cambiaria  de  regreso  (art.  325)  se 
extingue,  pues,  por  efecto  de  la  caducidad,  la  cual  se  ve- 
rifica respecto  al  poseedor  de  la  cambial: 

1. ^  Si  no  pide  el  pago  de  la  cambial  á la  vista  en  el 
término  establecido  en  el  art.  289,  ó bien  si  no  presenta 
la  cambial  á cierto  tiempo  vista  en  el  establecido  en  el 
art.  261. 

2. ^  Si  omite  levantar  el  protesto  por  falta,  de  pago, 

(a)  También  concede  miestro  derecho  acción  ejecntiva  á las  le- 
tras de  cambio  y pag*arcs  cambiarios  (art.  521,  Cód.  com.),  despa- 
chándose la  ejecución  en  vista  de  la  letra  y del  protesto,  sin  otro 
requisito  <]ue  el  del  reconocimiento  de  la  firma  por  parte  del  ejecu- 
tado; reconocimiento  que  no  será  necesario  cuando  se  dirija  contra 
el  aceptante  que  no  hubiese  expuesto  la  excepción  de  falsedad  en 
el  acto  del  protesto  por  falsedad  de  pago. 

Si  la  ejecución  es  para  el  afianzamiento  ó depósito  del  valoi  de 
la  letra,  se  ajustará  en  un  todo  á lo  prevenido  en  la  ley  de  Enjui 
ciamiento  civil  (art.  522). 

Por  último,  declara  la  ley  que  no  se  admitirán  en  estos 
otras  excepciones  que  las  consignadas  en  la  citada  ley  de  Enjuicia 
miento  (art.  523).— (N.  T.) 
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en  los  casos  en  que  se  requiere  por  la  ley  j en  el  térmi- 
no establecido  por  ella. 

3.^  Por  el  transcurso  de  los  términos  indicados  en 
los  artículos  320-323. 

Cada  uno  de  los  endosan  tes,  pues,  pierde  la  acción 
de  regreso  contra  los  obligados  anteriormente,  si  no  la 
ejercita  en  los  términos  antes  indicados.  La  demanda  en 
juicio,  si  bien  propuesta  ante  juez  incompetente,  im- 
pide la  caducidad  de  la  acción  (arts.  325  y 2.125,  Cód.  ci- 
vil). La  caducidad  de  la  acción  de  regreso,  implica  la  ex- 
tinción de  cualquier  acción  civil  ó mercantil  que  nazca 
de  la  cambial;  á pesar  de  esto,  el  librador  queda  obliga- 
do con  el  poseedor  de  la  cambial,  por  la  suma  de  que 
resultare  beneficiado  con  perjuicio  de  dicho  poseedor 
(art.  326),  como  sucedería  en  el  caso  en  que,  á pesar  de 
haber  recibido  el  valor  del  tomador,  no  hubiese  hecho  la 
provisión  de  fondos  el  aceptante  que  ha  pagado.  Si  así 
no  fuese,  el  librador  llegaría  á enriquecerse  injustamen- 
te con  daño  del  poseedor  de  la  letra  de  cambio.  Contra 
el  aceptante  ó el  emitente  no  se  da  esta  acción  de  enri- 
quecimiento, al  contrario  de  lo  que  ocurre  en  la  legisla- 
ción alemana,  porque  éstos  están  obligados  por  todo  el 
tiempo  de  la  prescripción.  Por  eso  se  admite  la  excep- 
ción á esta  regla  en  el  caso  de  la  cambial  domiciliada 
(art.  326,  § 2.'^),  ya  que  debiéndose  en  este  caso  para 
conservar  la  acción  contra  el  aceptante  ó el  emitente 
sacar  el  protesto  y proceder  dentro  del  término  marca- 
do, no  sería  justo  que  por  la  caducidad  en  que  incurrie- 
re el  poseedor  de  la  cambial,  llegasen  aquéllos  á enri- 
quecerse en  daño  de  éste.  La  acción  de  enriquecimiento 
como  acción  procedente  de  la  cambial  (art.  919,  núm.  2), 
prescribe  en  el  término  de  cinco  años;  pero  no  por  eso 
falta  quien,  considerándola  como  una  acción  simple,  ci- 
vil ó mercantil,  según  la  causa  de  que  proceda  la  cam- 
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bial,  aplique  á dicha  acción  las  reglas  de  la  prescripción 
ordinaria,  civil  ó mercantil;  lo  que  quiere  decir,  que  la 
consideran  en  el  primer  caso  prescriptible  á los  treinta 
añoSj  j en  el  segundo  á los  diez  (a). 

§ 9.— Cambiales  con  firmas  de  personas  incapaces  ó con 

firmas  falsas  ó falsificadas. 

347. — Toda  obligación  cambiaria,  como  ja  hemos  di-^ 
cho,  tiene  existencia  propia  é independiente  de  las  de- 
más que  proceden  del  mismo  título;  de  aquí,  que  aun 
siendo  falsa  la  firma  de  uno  cualquiera  de  los  codeudo- 
res, ó siendo  alguno  de  ellos  incapaz,  el  que  firme  dicha 
cambial  en  calidad  de  aceptante,  endosante  ó avalista, 
contrae  con  el  poseedor  de  ella  la  obligación  de  pagarla 
(arts.  327-328),  siempre  que  la  cambial  tenga  los  requi- 
sitos exteriores  requeridos  por  la  ley  para  su  validez.  La 
disposición  es,  por  lo  demás,  conforme  con  los  intereses 
del  comercio;  si  quien  recibe  la  cambial  por  efecto  de  la 
obligación  de  su  causa-habiente,  tuviese  que  cerciorarse 
de  la  verdad  de  las  demás  firmas,  ó de  la  capacidad  de 
los  que  en  ella  la  estamparen,  la  circulación  de  la  cam- 
bial se  haría  poco  menos  que  imposible.  Se  funda  la  dis- 
posición de  la  ley,  en  que  el  firmante  de  la  cambial  fal- 
sa se  obliga  respecto  al  poseedor,  pero  nunca  respecto 
de  aquél  cuya  firma  es  falsa,  se  entiende,  siempre  que  el 

(a)  Ya  lie  diclio  en  notas  anteriores  qne  la  conservación  de  las 
acciones  que  nacen  de  los  documentos  cainbiarios,  depende  en  el 
dereclio  español  del  levantamiento  del  protesto;  que  dicbas  acciones 
una  vez  aseg’iiradas  por  este  medio  prescriben  todas  a los  tres  anos 
y que  para  evitar  despojos  becbos  á la  sombra  de  la  ley  se  admite 
también  la  acción  de  enriquecimiento,  como  llama  gráficamente  el 
autor,  contra  todo  aquél  que  resultare  saldado  en  sus  cuentas  con 
el  deudor,  ó reembolsado  con  valores  ó efectos  de  la  pertenencia 
del  mismo  (art.  525).— (N.  T.) 
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poseedor  lo  sea  de  buena  fe,  pues  de  otro  modo  podría 
ser  impuí:>'nado,  á tenor  del  art.  324,  por  la  e.rcejrf  ío  dolí. 
Analog-amente,  el  que  se  lia  obligado  á pagar  una  cam- 
bial que  lleva  firma  falsa  ó falsificada,  como  no  está  obli- 
gado respecto  del  individuo  cuya  firma  se  ha  falsificado, 
tampoco  si  paga  tiene  derecho  alguno  contra  el.  Si  el 
librado  pagase  una  cambial  falsa  6 falsificada  sin  haber- 
la previamente  aceptado,  las  consecuencias  serán  las 
mismas,  j además  no  podrá  repetir  contra  el  poseedor 
por  pago  indebido. 

Si  la  cambial,  siendo  verdadera  en  cuanto  á sus  fir- 
mas, se  hubiese  sin  embargo  alterado  de  cualquier  modo, 
por  ejemplo,  en  la  suma,  el  que  ponga  en  ella  su  firma 
quedará  obligado  con  arreglo  á las  condiciones  que  tu- 
viera el  título  en  el  momento  de  firmar,  y con  arreglo  á 
ellas  se  graduarían  sus  derechos  respecto  al  librador;  es 
decir,  que  alterada  la  suma  cambiarla  antes  de  la  acep- 
tación, el  aceptante  que  ha  pagado  la  cambial  podrá 
proceder  contra  el  librador  por  la  suma  mayor  resultan- 
te de  la  alteración.  ISÍo  así  si  esta  fuese  posterior  á la 
aceptación  de  la  cambial.  Hay  que  añadir,  que  respecto 
á los  terceros,  las  alteraciones  introducidas  y el  tiemblo 
en  que  lo  fueron,  se  podrán  probar  por  quien  en  ello 
tenga  interés,  por  todos  los  medios  de  prueba  (n). 


(a)  Toda  la  doctrina  do  nnestro  Códig*o  do  comorcio  respecto  á. 
letras  falsificadas  ó alteradas,  está  contenida  en  el  art.  180,  <pie  dice 
así;  «La  aceptación  de  la  letra  sustituirá  al  aceptante  en  la  oblig’a- 
ción  de  pag*arla  á su  vencimiento,  sin  que  j)ueda  relevarle  del  pag’O 
la  excepción  de  no  haberle  hecho  provisión  de  fondos  el  librador  ni 
otra  alguna,  salvo  la  de  falsedad  de  la  aceptación. 

A pesar  de  esta  escasez  de  doctrina  legal,  es  indudable  que  han 
de  tener  aplicación  en  nuestro  derecho  los  principios  del  derecho 
italiano  expuestos  por  el  autor.  Respecto  á esto  punto,  puedo  verse 
Benito,  ob.  cit.,  lección  XXX.— (N.  T.) 
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§ 10.  Pérdida  de  las  cambiales. 

348. — La  pérdida  de  la  cambial  puede  dar  lugar  al 
procedimiento  de  amortización,  que  tiene  por  objeto  ase- 
gurar al  propietario  de  dicha  cambial  el  derecho  de  ob- 
tener el  pago,  garantizar  al  que  paga  la  validez  de  este 
pago  y amparar  el  derecho  del  que  de  buena  fe  ha  ad- 
quirido la  cambial  perdida.  El  procedimiento  de  amorti- 
zación  que  no  entorpece  al  derecho  de  valerse  del  siste- 
ma de  la  reproducción  de  la  cambial,  se  aplica  á todas 
las  cambiales,  y no  sólo  en  el  caso  de  pérdida,  sino  tam- 
bién en  el  de  sustracción  ó hurto;  no,  sin  embargo  (aun- 
que este  punto  es  muy  controvertido),  en  el  caso  de  des- 
trucción de  la  cambial,  puesto  que  probando  la  destruc- 
ción de  la  cambial,  su  propietario  podría  obtener  un 
duplicado  (arts.  56,  277-280). 

349.  — Derecho  á pedir  la  amortización  tiene  todo  po- 
seedor legítimo  de  la  cambial,  aunque  no  sea  su  dueño; 
las  formas  de  este  procedimiento,  son  las  siguientes:  el 
poseedor  de  la  cambial  perdida  debe  hacer  la  reclama- 
ción como  acto  de  jurisdicción  voluntaria  al  presidente 
del  tribunal  en  cuya  jurisdicción  radique  el  lugar  del 
pago  de  la  cambial.  Justificada  la  posesión  legítima  y la 
pérdida  de  la  cambial,  el  presidente  ordena  por  medio  de 
una  providencia  la  publicación  de  un  aviso,  por  el  que 
invita  al  poseedor  de  la  cambial  á presentarla  dentro  del 
término  de  cuarenta  días,  ó en  los  plazos  mayores  que 
marca  el  art.  321  si  la  cambial  es  una  letra  ó se  emitió 
fuera  del  Reino;  previniendo,  que  de  no  presentarse,  se 
declarará  nula  respecto  de  su  poseedor  (art.  330).  El  ter 
mino  se  cuenta  desde  el  vencimiento  de  la  cambial,  si 
no  hubiese  vencido  todavía,  ó desde  el  día  del  aviso  en 
caso  contrario.  Si  se  trata  de  cambiales  á la  vista,  el  tei- 
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mino^  segiin  algunos,  empezaría  también  á contarse  des- 
de la  fecha  del  aviso,  y según  otros  desde  el  último  día 
del  año,  término  que  se  concede  a tenor  de  los  artícu- 
los 289  y 261,  ó bien  desde  la  publicación  del  aviso,  si 
el  término  de  dicho  año  hubiese  ya  transcurrido.  Publi- 
cado, pues,  el  aviso,  sera  también  conveniente  que  el 
demandante  poseedor  de  la  cambial  lo  haga  notificar  al 
librado  para  que  pueda  hacer  oposición  al  pago  (artícu- 
lo 298),  y de  este  modo  impedir  que,  presentándose  el 
ilegítimo  poseedor  de  la  cambial,  el  librado  pudiera  pa- 
garle válidamente  (art.  287).  Después,  ó se  ha  presenta- 
do la  cambial,  ó ha  transcurrido  el  término  fijado  en  el 
aviso  sin  que  se  haya  presentado;  en  el  primer  supuesto, 
el  demandante  tiene  derecho  de  que  se  le  reconozca  como 
dueño  de  la  cambial;  en  el  segundo,  de  hacer  declarar 
su  ineficacia  en  juicio  contradictorio,  por  supuesto,  con 
todos  los  obligados  cambiarios.  La  ineficacia  de  la  cam- 
bial se  declara  contra  cualquier  detentador  de  ella,  sea 
ó no  de  buena  fe. 

En  todo  caso,  durante  el  procedimiento  el  propieta- 
rio de  la  cambial  puede  practicar  todos  los  actos  que 
tiendan  á la  conservación  de  sus  derechos,  ó sea  pedir  la 
aceptación,  y á falta  de  ella  levantar  el  protesto;  y cuan- 
do la  cambial  haya  vencido  exigir  el  pago  mediante  cau- 
ción, ó pedir  el  depósito  judicial  de  la  suma  (art.  ddl, 
§ y también  ejercitar  la  acción  de  regreso.  Por  eso 
el  poseedor  de  la  cambial  que  demostrase  ser  su  propie- 
tario con  una  serie  continuada  de  endosos  que  llegasen 
hasta  él,  no  podrá  obligársele  á restituirla,  excepto  en  el 
caso  de  mala  fe  ó de  culpa  grave  en  la  adquisición  (ar- 
tículo 332)  (a). 

(a)  De  este  procedimi^to  de  amortización  no  liablan  ni  nues- 
tro Códig'o  de  comercio  ni  nuestra  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  El 
legislador  español  lia  creído  suficientemente  garantizado  el  dere- 
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§ 11,  Ovdeues  cu  gTauos» 


350.— Esta  institución,  desconocida  del  Código  fran- 
cés, se  encuentra  por  primera  vez  regulada  en  las  leyes 
del  exreino  de  las  Dos  Sicilias  de  1808,  y después  en  las 
napolitanas  de  1819.  Allí,  sin  embargo,  era  considerada 
como  una  continuación  de  un  contrato  de  compra  y ven- 
ta de  granos  celebrado  entre  el  librador  y el  tomador,  y 
más  particularmente  como  una  orden  dada  por  el  ven- 
dedor (librador)  al  depositario  de  los  granos  (librado) 
para  su  entrega  al  comprador  (tomador).  Fue  introduci- 
da después  en  el  Código  de  1865  con  el  nombre  de  bille- 
te á la  orden  en  granos^  considerándola,  por  el  contrario, 
como  un  medio  para  hacer  posible  á los  agricultores  el 
procurarse  dinero  vendiendo  anticipadamente  la  cosecha 
esperada.  Hoy  la  orden  en  granos  es  una  cambial  (ar- 
tículo 333),  y le  son  aplicables  las  disposiciones  relati- 
vas á las  letras  de  cambio,  salvo  las  reglas  que  ahora 
expondremos.  Las  órdenes  en  mercaderías  no  son  reco- 
nocidas por  nuestras  leyes  (a). 


ch.0  del  poseedor  de  im  documento  cambiarlo  perdido,  sustraído  ó 
destruido,  autorizándole  para  pedir  la  aceptación,  ó el  pago  en  caso 
necesario,  y exigúr  en  este  último  ó el  depósito  judicial  hasta  dejar 
demostrada  su  propiedad,  ó el  pag'o  directo  si  en  ello  consintiese  el 
librado  ó emitente,  mediante  caución,  para  estar  á las  resultas  de 
la  aparición  de  la  letra  en  manos  de  un  tercero.  Claro  es  que  el  de- 
pósito judicial  exige  un  procedimiento  también  judicial  y que  la 
presentación  del  detentador  del  documento  cambiarlo  dará  lug’ar  a 
un  procedimiento;  pero  ni  es  un  procedimiento  especial,  ni  se  cono- 
ce tampoco  con  el  nombre  de  procedimiento  de  amortización.— 
(N.  T.) 

(n)  Estas  órdenes  en  gíranos  [ordini  in  derrate)  no  existen  en 
nuestro  derecho  mercantil;  pero  el  legislador  español  no  hubiera 
hecho  nada  de  más  dándolas  carta  de  íjiaturaleza  en  nuestra  ley, 
pues  facilitar  á los  agricultores  el  medio  de  levantar  fondos  sobie 
las  cosechas  que  esperan  no  es  un  g’rano  de  anís  en  una  nación  qne, 


DEKECHO  mercantil 


409 


351,-Los  requisitos  esenciales  de  las  órdenes  en 
granos  son  los  de  la  letra  de  cambio  6 el  pagaré  cambia- 
no  seo-iin  que  la  orden  contenga  la  obligación  de  liacer 
entregar  ó la  de  entregar,  salvo  que  la  orden  debe  indi- 
car la  especie,  calidad  j cantidad  de  los  granos  que  lian 
de  entregarse  (art.  334);  de  otra  manera  quedaría  inde- 
terminado el  objeto  de  la  obligación;  j no  puede  emitir- 
se más  que  á vencimiento  determinado  (art.  335),  á fin 
de  que  el  poseedor  no  espere  á pedir  la  entrega  de  los 
granos  al  tiempo  en  que  hayan  aumentado  de  precio. 
Sin  embargo,  el  vencimiento  se  considerará  determina- 
do si  en  la  orden  se  establece  un  término  dentro  del  que 
lian  de  entregarse  los  granos. 


352.  — En  cuanto  al  endoso  de  estas  órdenes  no  se 
dice  nada,  pero  se  entiende  que  son  aplicables  los  prin- 
cipios generales.  Débese,  sin  embargo,  advertir  que,  por 
regla  general,  si  no  se  ha  dicho  nada  en  la  orden,  el  to- 
mador no  deja  de  ser  deudor  del  precio  de  los  granos  al 
remitente  sólo  por  haber  endosado  la  orden. 

353.  — En  cuanto  á la  ejecución,  según  el  término 
prefijado  en  la  orden,  queda  facultado  el  poseedor  de 


exigir  su  cumplimiento  haciendo  transportar  los  granos 
por  tierra  ó por  agua,  ó haciéndolos  llevar  á otros  luga- 
res de  depósito  ó almacenes.  Si  éste  quisiera  retenerlos 


como  España,  atraviesa  una  crisis  agrícola  é industrial  como  la  pre- 
sente. En  pro  de  esta  idea  militan  las  razones  siguientes:  en  primer 
lugai,  las  Dos  Sicilias  j Nápoles,  países  en  los  que  adquirió  prime- 
ramente forma  legal  esta  institución,  tienen  grandes  analogías  por 
el  suelo,  el  clima  y la  producción  con  nuestras  comarcas  agrícolas; 
y en  segundo,  la  experiencia  de  todo  este  sigdo  y la  propag’ación  de 
esta  clase  de  letras  que,  nacidas  en  1808,  en  el  reino  de  las  Dos  Si- 
cihas,  se  extendieron  á llápoles  en  1819  y á toda  Italia  en  1865 
primero,  y en  1882  después.  Se  trata,  por  lo  tanto,  de  una  institu- 
ción de  arraigo  que  quizá  encajaría  mejor  en  nuestras  costumbres, 
en  nuestro  modo  de  ser,  que  otras  instituciones  nuevas  aportadas  á 
nuestro  derecbo  como,  por  ejemplo,  el  consejo  de  familia.— (JST.  T ) 
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en  g1  lugar  dG  deposito  o on  los  almacGnes  6n  (^ue  SG  Gii- 
cuGiitran,  más  tiempo  del  expresado  en  la  orden  ó del 
consentido  por  los  usos  locales,  los  granos  quedarán  por 
su  cuenta  y riesgo  (art.  336).  A falta  de  convenciones 
especiales  ó de  usos  locales,  los  gastos  de  entrega,  y en 
especial  los  de  medida  y peso  son  á cargo  del  que  debe 
entregar;  los  gastos  de  recibo  á cargo  de  aquel  á quien 
debe  hacerse  la  entrega  (art.  337). 

354. — En  caso  de  falta  de  cumplimiento  de  la  orden 
se  aplican  también  los  principios  generales,  salvo  que, 
no  ejecutada  la  orden  á su  vencimiento,  la  acción  cam- 
biaria  no  tiene  ya  por  objeto  la  entrega  de  los  granos  á 
que  hace  referencia  la  orden,  sino  la  del  precio  de  éstos, 
según  las  reglas  del  art.  38  (art.  338).  De  no  ser  así,  el 
poseedor  de  la  orden  podría  esperar  á pedir  los  granos 
al  momento  en  que  hubiesen  aumentado  de  precio,  y así 
la  cuantía  del  débito  quedaría  de  hecho  incierta. 


CAPÍTULO  XI. 


jLa  eiaemíia 


(a)  • 


355.  — Entro  coiTierciaiites  que  so  oiiouontraii  ou  i (‘- 
laciones  de  negocios  existe  mnclias  voces  una  cmnita,  do 
debe  j haber  que  después  so  liquida  con  el  pago  do  una 
diferencia;  pero  esta  cuenta  no  tiene  na, da  ([iuí  ver  con 
la  cuenta  corriente,  la  cual  dependo  do  un  contrabo,  que 
de  esto  toma  su  nombre,  y en  virtud  d(d  cual  dos  perso- 
nas se  hacen  remesas  de  valores  con  objeto  do  transnii- 


(1)  Supino,  II  conto  corra, tr.  ¡S7S. — Poa,  Nalnra 

giuridica  del  conto  corrente.  Milano,  1SÍ)0,  — NoiUiipr,  Uu  cumpte 
courant.  París,  1848. — Peitu,  Tratll  da  couipte  eonrant.  I’ai-is,  lS7o’. 
— Boistel,  Théorie  juridique  da  c(raipte  roaratit.  París,  ISSOI  — 
XiEVY,  Der  Kontokorrentvertr(i(j.,  trad.  dol  liolandós  al  ahoná.M  por 
Biesser.  Freiburg*,  1884.  — (xuCjiv  n U'r,  <vn  cd  Jl (uuümrk  Kwáo- 
mann,  III,  § 435. 

(a)  Como  el  derecho  (^s])anol  no  ]!a])la  para  nada  d(i  la,  (aaoiia 
corriente  más  qno  por  incádeiicia,  nuestra,  lii,<a*atura,  jiiríd¡(ai  liaJ)ía 
pasado  en  silencio  esta  institución.  B1  prinxu*  libí-o  d(5  d(‘r(;(dio  nua*- 
cantil  español  que  ha  estudiado  esta  institución  es  (d  (jue  yo  publi- 
que en  1889  con  el  título  de  Leeelone.-i  de.  dereeJio  ni.e/rea n.Lií,  cayos 
conceptos  he  visto  después  con  satis  tacad  ón  rííprodiKsidos  y citados 
por  el  publicista  Sr.  Estasen.  Otros  los  lian  jaiprodiicido  taaribién, 
pero  se  han  callado  la  procedencíia  y hasta  lian  ])i‘(;t<íiidi(lo  casi  jud- 
vileg’io  de  introducción.  Después  de  este  díísalio^'o  (pjo  uie  Ik;  jííít- 
mitido,  debo  hacer  constar  que  todo  el  mérito  ad(piiri<lo  por  mí  <;n 
este  asunto,  consiste  en  que  (d  pro^Tama  á (ju(i  cojitesta  <d  li]>ro, 
programa  que  publicó  la  Gaceta  para  las  oposiídoues  á la  judicatu- 
ra, contenía  una  lección,  la  54,  que  decía  así:  ^'Conccjpto  del  contra- 
to de  cuenta  corriente.  Sus  efectos  jurídicos.;,  A cada  cual  lo  suyo 
— (N.  T.) 
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tirse  la  propiedad  de  los  mismos  y su  libre  disposición" 
y de  acreditarse  también  ó de  adeudarse  su  importe  de 
tal  modo,  que  las  obligaciones  procedentes  de  estas  re- 
mesas no  se  extinguen  más  que  en  vista  de  su  respecti- 
vo importe  al  cerrar  la  cuenta.  El  oficio  económico  de 
este  contrato  es  bastante  importante;  ahorra  el  trans- 
porte de  dinero,  disminuyendo  los  gastos  y los  riesgos, 
puesto  que  los  pagos  se  efectúan  mediante  simples  ano- 


taciones á crédito  ó á débito  en  la  cuenta;  impide  que 
los  capitales  queden  infructíferos,  puesto  que,  pasando 
las  remesas  que  se  hacen  en  cuenta  corriente  á ser  de 
plena  propiedad  de  quien  las  recibe,  éste  debe  en  equi- 
valencia los  intereses  de  las  mismas;  y finalmente,  per- 
mite compensar  débitos  y créditos.  Los  oficios  del  pago 
y la  compensación  los  desempeña  la  cuenta  corriente  de 
un  modo  verdaderamente  útil  y cómodo,  relacionándose 
estrechamente  con  el  cheque,  del  que  trataremos  en 


breve. 

350. — ^En  cuanto  á su  carácter  jurídico,  admitido  que 
el  contrato  de  cuenta  corriente  puede  celebrarse  así  en- 
tre comerciantes  como  entre  no  comerciantes,  y que  por 
esto  no  es  acto  mercantil  sino  cuando  su  causa  lo  es  (ar- 
tículo 0.^%  hay  que  advertir  que  la  cuenta  corriente  es 
un  contrato  que  tiene  carácter  propio.  En  realidad,  no 
son  admisibles  las  opiniones  de  los  que  consideran  la 
cuenta  corriente  como  un  contrato  de  préstamo  recípro- 
co, ó también  como  constituido  por  un  conjunto  de  con- 
tratos de  préstamo,  mandato,  depósito,  etc.  La  cuenta 
corriente  no  es  un  préstamo  recíproco,  porque  la  inten- 
ción de  los  correntistas  no  es  la  de  celebrar  mutuos,  ni 
deja  de  constituir  un  contrato  liiiico,  porque  cada  una 

de  las  operaciones  de  que  se  compone  participen  de  un 

• 

contrato  más  bien  que  tle  otro;  del  mismo  modo  que  exis- 
te un  contrato  de  reporto,  si  bien  los  actos  que  lo  com- 
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ponen  pueden  aisladamente  considerarse  como  contra- 
tos parciales  de  compra  y venta. 

357. — Analizando,  pues,  la  definición  anteriormente 
dada  de  la  cuenta  corriente,  resulta  que  los  elementos 
esenciales  del  contrato,  son: 

1. "^  El  consentimiento,  que  puede  ser  expreso  ó táci- 
to y debe  manifestarse  á la  celebración  del  contrato,  y 
de  vez  en  cuando  sobre  las  operaciones  especiales  que  se 
quieren  comprender  en  las  cuentas. 

2. ^  Que  existan  remesas  de  dinero  ó valores,  no  bas- 
tando en  realidad  el  solo  consentimiento  para  constituir 
el  contrato  de  cuenta  corriente,  pues  en  tanto  que  in- 
tervenga éste  sólo  habrá  promesa  de  cuenta  corriente, 
no  contrato,  puesto  que  siendo  el  objeto  de  la  cuenta  co- 
rriente el  de  cambiar  un  valor  por  un  crédito,  no  puede 
reconocerse  éste  si  no  se  ha  recibido  aquél.  Las  remesas 
deben  por  regla  general  poderse  hacer  por  ambos  con- 
tratantes, pero  muchos  escritores  admiten  que  debe  con- 
siderarse también  como  cuenta  corriente  aquella  en  la 
que  las  remesas  no  pueden  hacerse  más  que  por  uno  de 
los  correntistas,  correspondiendo  el  otro  con  un  crédito, 
y llaman  á esto  cuenta  corrwnte  sencilla,  mientras  dan  á 
la  otra  el  nombre  de  cuenta  coTriente  reciproca. 

3. ^  Que  la  remesa  se  haga  con  objeto  de  trasmitir 
la  propiedad  y recibir  en  cambio  un  crédito  en  la  cuen- 
ta, pues  ésta  es  precisamente  la  característica  esencial 
del  contrato. 

4. ^  Que  las  partes  se  propongan  regular,  meditinte 
compensaciones,  las  respectivas  remesas  al  cerrarla  cuen- 
ta sobre  el  total  del  débito  y del  crédito.  La  cuenta  co- 
rriente es,  pues,  un  contrato  bilateral,  real  y á título 
oneroso;  la  escritura,  según  nuestro  Código,  es  esencial 
á la  existencia  del  contrato,  porque  los  efectos  do  ésto 
dependen  de  las  anotaciones  en  la  cuenta. 


414 


DERECHO  MERCANTIL 


358. — La  cuenta  corriente  produce  efectos  esenciales 
j secundarios.  T-os  efectos  esenciales  de  la  cuenta  co- 
rriente, consisten,  en  primer  lugar,  en  la  trasferencia  de 
la  propiedad  de  la  remesa  al  que  la  recibe;  sin  embargo, 
la  trasferencia  no  se  verifica  basta  tanto  que  no  se  ba 
inscrito  en  la  cuenta  la  partida  correspondiente  de  cré- 
dito del  remitente;  y becba  la  inscripción,  ni  el  remiten- 
te es  acreedor  de  su  importe,  ni  el  receptor  deudor,  pues- 
to que  sólo  al  cerrar  la  cuenta  es  cuando  puede  saberse 
si  bay  deuda  ó crédito.  La  inscripción  de  la  parLida  en 
la  cuenta  puede  haberse  convenido  el  hacerla  con  la 
cláusula  salvo  ingreso  en  caja^  la  que  se  presume  siempre 
que  se  trata  de  efectos  de  comercio  ú otros  títulos  de 
crédito  (art.  345,  núm.  1.®).  Y esto  es  natural,  porque 
no  puede  suponerse  que  el  receptor  quiera  acreditar  al 
remitente  una  suma  que  puede  no  llegar  á hacer  efecti- 
va á su  vencimiento;  el  asiento  del  crédito  se  entiende 
hecho  con  la  condición  resolutiva  de  ingreso  en  caja,  sin 
que  por  esto  se  entienda  que  queda  en  suspenso  la  tras- 
misión de  la  propiedad  de  la  remesa  al  receptor;  éste  si 
que  acredita  la  cantidad  al  remitente,  salvo  el  borrar  la 
partida  ó destruirla  con  la  correspondiente  contraparti- 
da, devolviendo  en  todo  caso  al  remitente  el  efecto  si  este 
no  se  pagó.  Todavía  podría  el  receptor,  caso  improbable, 
hacer  suyo  el  efecto  no  pagado  y proceder  por  derecho 
cambiarlo  aun  contra  el  mismo  remitente  manteniendo 
la  partida  de  crédito,  que  de  esta  manera  quedaría  como 
definitivo.  El  receptor  que  hubiese  negociado  la  cambial 
y que  después  se  viese  obligado  á reembolsarla,  podría 
igualmente,  con  arreglo  á la  cláusula  de  salvo  ingreso  en 
caja,  destruir  el  crédito  ya  reconocido  al  remitente.  La 
quiebra  del  remitente  no  impediría  al  receptor  el  valer- 
se de  la  cláusula  salvo  ingreso  en  caja,  destruyendo  el 
crédito  inscrito  á su  favor  en  la  cuenta,  tanto  en  el  caso 
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de  qRC  siendo  poseedor  de  la  cambial  á su  vencimiento 
no  le  fuese  pagada,  como  en  el  de  que  habiéndola  nego- 
ciado se  viese  obligado  á reembolsarla.  La  quiebra  del 
receptor  no  producirá  consecuencias  diversas. 

359,  — XJn  segundo  efecto  esencial  de  la  cuenta  co- 
rriente consiste  en  operar,  en  las  relaciones  de  las  par- 
tes contratantes,  una  novación  del  débito  j crédito  ins- 
crito en  la  cuenta;  lo  que  quiere  decir,  que  la  obliga- 
ción de  la  cual  depende  la  partida  inscrita  en  la  cuenta, 
se  extingue  para  dar  lugar  á un  débito  j crédito,  proce- 
dente de  la  cuenta  corriente.  Para  que  esto  sea  posible, 
se  necesita  además  el  concurso  de  condiciones  diversas; 
se  necesita  antes  que  todo,  que  los  correntistas  tengan 
capacidad  para  novar;  que  el  crédito  de  que  se  trata  sea 
susceptible  de  ser  novado;  que  los  cuentistas  convengan 
en  inscribir  la  partida  en  la  cuenta,  pues  sólo  de  esto  se 
puede  deducir  la  voluntad  de  hacer  novación.  El  hecho 
material  de  la  inscripción  de  la  partida  en  la  cuenta  no 
tendría  valor  alguno  sin  esta  voluntad,  aunque  su  con- 
curso sea  necesario  para  que  se  haga  efectivamente  la 
novación. 

360.  — IJn  tercer  efecto  esencial  es  el  de  fundir  las 
partidas  parciales  en  un  todo  indivisible,  que  ha  de  li- 
quidarse en  la  época  del  cierre  de  la  cuenta,  hasta  cuya 
época  no  se  presume  que  existan  ni  créditos  ni  deudas. 
De  aquí  resulta  que  las  remesas  hechas  recíprocamente 
por  los  cuentistas  no  tienen  nunca  el  carácter  de  pagos, 
j que  las  reglas  sobre  la  imputación  en  pago  que  con- 
tienen los  arts.  1.255-1.258  del  Código  civil,  no  son 

O y 

aplicables  á la  cuenta  corriente. 

Einalmente,  un  cuarto  efecto  esencial  de  la 
cuenta  corriente,  consiste  en  la  compensación  del  debe 
con  el  haber  por  sus  respectivos  importes,  á la  termina- 
ción de  la  cuenta.  En  esta  época  se  forman  dos  masas. 
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la  una  de  débitos,  la  otra  de  créditos,  que  se  compensan 
por  sus  importes  respectiyos;  pero  antes  del  cierre  de  la 
cuenta,  como  no  existen  ni  créditos  ni  débitos,  no  es  po- 
sible hablar  de  compensación. 

362. — Son  efectos  no  esenciales  de  la  cuenta  corrien- 
te, el  devengar  intereses  y los  derechos  de  comisión.  En 
cuanto  al  percibo  de  intereses,  éstos  se  calculan  sobre 
las  sumas  anotadas  en  la  cuenta  en  el  debe  del  receptor, 
el  que  al  hacerse  propietario  de  las  remesas  debe  abo- 


nar los  intereses,  pues  de  otro  modo  llegaría  á enrique- 
cerse ilícitamente.  La  medida  de  éstos,  si  no  se  ha  fija- 
do por  las  partes,  es  la  legal  del  6 por  100,  sin  distin* 
guir  la  calidad  de  las  personas  entre  quienes  existe  la 
cuenta  corriente.  Estos  empiezan  á devengarse  desde  el 
día  de  la  inscripción  de  la  partida  en  la  cuenta,  ó si  ésta 
está  subordinada  al  ingreso  en  caja,  desde  el  día  en  que 
esto  sucede.  A veces,  también  para  comodidad  del  cálcu- 
lo, la  cambial  por  vencer  se  anota  en  la  cuenta,  hacien- 
do la  deducción  del  descuento,  ó sea  restando  del  valor 
nominal  los  intereses  por  el  tiempo  que  falta  todavía 
para  su  vencimiento,  y en  tal  caso  los  intereses  empie- 
zan á devengarse  desde  el  día  de  la  inscripción.  Si  se 
trata  de  cambiales  á la  vista,  es  corriente  fijar  la  época 
en  que  deben  llevarse  á la  cuenta  y desde  la  que  deben 


deducirse  los  intereses. 

En  cuanto  á los  derechos  de  comisión,  el  uso  del  co- 
mercio es  que  cada  uno  de  los  cuentistas  perciba  un  dere- 
cho de  comisión  sobre  cada  partida,  y esto  independien- 
temente de  los  especiales  derechos  de  comisión  que  pue- 
dan deberse  por  los  negocios  á los  que  se  refieran  las  par- 
tidas déla  cuenta  (art.  346).  Muchas  veces,  por  deseo  de 

simpiiílcar,  se  establece  ó se  acostumbra  á calcular  el  de- 

reolio  de  comisión  sobre  el  saldo  de  la  cuenta  que  resulto 
á favor  del  cuentista  que  tenga  el  carácter  de  acreedoi* 
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863. — Hablemos  ahora  del  cierre  de  la  cuenta.  La 
cuenta  corrienijo  teimina  cuando  cesan  las  operaciones 
que  la  constituyen;  entonces  la  cuenta  se  cierra,  se  cal- 
culan las  partidas  del  debe  y del  haber,  las  que  se  com- 
pensan por  sus  respectivos  valores,  y la  diferencia  á fa- 
vor constituye  el  sálelo^  ó sea  el  crédito  y débito  respec- 
tivo de  los  cuentistas.  Al  cierre  de  la  cuenta  sigue  inine- 
diatamente  después  la  valoración  de  las  partidas,  ó sea 
el  balance,  que  sin  embargo  se  hace  algunas  veces,  no 
ya  con  objeto  de  cerrar  la  cuenta,  sino  para  conocer  la 
situación  respectiva  de  los  cuentistas.  La  terminación 
de  la  cuenta  es  voluntaria  ó forzosa.  La  primera  puede 
resultar  de  convención  expresa,  anterior  á la  formación 
de  la  cuenta,  ó bien  de  los  usos,  ó bien  durante  la  exis- 
tencia de  la  cuenta.,  desde  la  fecha  en  que  manifestare 
su  oposición  á continuar  uno  de  los  cuentistas.  En  de- 
fecto de  convenciones  ó de  usos,  la  cuenta  se  cierra  to- 
dos los  años  á fines  de  Diciembre  (art.  347).  En  todos 
estos  casos  el  contrato  se  disuelve  de  derecho.  El  cierre 
forzoso  puede  ocurrir  por  quiebra,  muerte,  incapacidad 
ó inhabilitación  de  una  de  las  partes;  por  eso  el  cierre 
de  la  cuenta  corriente  no  se  produce  ipso  jure  más  que 
en  el  primer  caso,  ó sea  en  el  de  quiebra,  que  haga  im- 
posible la-  continuación  de  los  negocios;  en  los  demás 
casos  puede  pedirse  (art.  348),  pues  podiendo  los  legíti- 
mos representantes  del  difunto,  incapacitado  ó inhabili- 
tado, querer  continuar  por  su  cuenta  el  comercio,  no  se 
puede  por  lo  mismo  en  este  último  caso  hablar  con  todo 
rigor  del  cierre  forzoso  de  la  cuenta. 

364. — Cerrada  la  cuenta,  hay  que  liquidarla,  es  de- 
cir, llegar  á un  acuerdo  sobre  el  saldo,  á cuyo  objeto  las 
partes,  ó una  tan  sólo  de  ellas,  que  de  ordinario  es  la 
que  resulta  acreedora,  se  transmiten  la  cuenta;  y si  es- 
tuvieren de  acuerdo,  queda  todo  terminado;  de  allí  en 
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adelante  no  existe  ya  más  que  un  débito  ó crédito  res- 
pectivo del  saldo,  en  el  supuesto  de  que  la  cuenta  no  se 
compense  perfectamente.  Podiía,  sin  embargo,  ocurrir 
que  en  la  cuenta  se  hubiesen  inscrito  partidas  todavía 
pendientes  de  resolución;  por  ejemplo,  cambiales  no  ven- 
cidas aún;  entonces  éstas  se  dejan  fuera  de  la  cuenta, 
extrajéndolas  del  saldo  para  regularlas  á su  tiempo  ó 
para  inscribirlas  en  la  nueva  cuenta  si  las  partes  se  pro- 
ponen continuar  sus  relaciones,  ó bien  si  no  se  detraen 
queda  á salvo  el  derecho  de  pedir  el  reembolso  en  el  caso 
de  que  no  se  pagaran.  El  saldo  de  la  cuenta  es  inmedia- 
tamente exigible  y devenga  intereses  desde  el  día  de  la 
aprobación  de  la  cuenta;  pueden,  sin  embargo,  las  par- 
tes suspender  esta  exigibilidad  llevándole  á una  nueva 
cuenta  en  la  que  en  tal  caso  se  inscribe  como  otra  par- 
tida cualquiera. 

El  saldo  de  la  cuenta  puede,  desde  su  origen  ó duran- 
te el  curso  de  la  cuenta  misma,  estar  garantido  con  pren- 
da ó hipoteca;  pero  esto  ocurre  de  ordinario  cuando  la 
cuenta  corriente  se  combina  con  la  apertura  de  crédito; 
por  eso  hablaremos  de  ello  á propósito  de  ésta. 

365. — Todo  lo  que  hemos  dicho  hasta  ahora  referen- 
te á la  liquidación  de  la  cuenta  supone  que  h»s  cuentis- 
tas se  han  puesto  de  acuerdo;  pero  pueden  mediar  con- 
testaciones sobre  la  liquidación  de  la  cuenta,  ya  sobre 
algunas  partidas  especiales,  ya  sobre  el  saldo;  en  e^te 
caso,  la  parte  que  tiene  mayor  inteiés  lia  de  acudir  á la 
autoridad  judirial  competente.  Aprobada  la  cuenta  co- 
rriente con  intervención  de  la  autoridad  judicial,  ó ami- 
gable mente,  no  hay  lugar  á revisión,  salvo  el  caso  de 
errores,  omisiones,  falsedad,  etc.,  en  cuyo  caso  se  puede 
proponer  la  rectificación  de  la  cuenta  (ai’t.  o2é.  Código 
procesal  civil) . 


CAPÍTULO  XII 


Operaciones  de  l>anca  (1), 


366.  — Los  bancos  y los  banqueros,  teniendo  la  cuali- 
dad de  comerciantes,  pueden  naturalmente  practicar 
cualquier  acto  de  comercio;  sin  embarco,  hay  algunos 
contratos  que  de  ordinario  están  reservados  á los  Bancos 
d á los  banqueros,  á cuyos  contratos  corresponde  princi- 
palmente el  nombre  de  operaciones  de  banca.  Estas 
constituyen  siempre  actos  de  comercio  objetiva  ó subje- 
tivamente para  el  Banco  ó el  banquero,  y pueden  ser 
civiles  ó mercantiles  para  los  otros  contratantes.  Estos 
actos  ú operaciones  son: 

1. ®  Los  anticipos  con  ó sin  prenda. 

2. ^  Los  descuentos. 

3. ^^  La  apertura  de  crédito. 

4. ®  Los  de[:ósitos. 

5C'  Los  cheques. 

§ 1.^ — Anticijpos  (2). 

367.  — Los  anticipos  consisten  en  mutuos  de  dinero 
hechos  por  la  banca  á un  interés  determinado.  Se  trata, 

(1)  A más  de  la  bibliografía  indicada  en  el  núm.  91,  véase 
CourcellE'Seneuil,  Traite  des  opérations  de  hanqtie.  París  1854. 
— -Paignon,  Théorie  légale  des  opérations  de  hanque.  París  1854. 

(2)  Se  pueden  consultar  los  civilistas  en  sus  tratados  ó comen- 
tarios respecto  al  mutuo;  también  Aenats-Serafini,  Pandette, 
voL  II,  § 280. 
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en  suma,  de  préstamos  ó mutuos  con  interés,  con  ó sin 
prenda  en  garantía,  los  cuales  en  x>Hncipio  se  rigen  por 
los  preceptos  de  los  arts.  1.829  y siguientes  del  Códio-o 
civil;  cuando  hay  ademas  prenda,  entonces  el  anticipo 
se  hace  sobre  mercaderías  ó títulos  de  propiedad  del  mu- 
tuatario, y éste  los  constituye  en  prenda  como  garantía 
de  la  restitución  de  la  suma.  Es,  sin  embargo,  dudoso  si 
á estos  mutuos  se  deben  considerar  aplicables  las  dispo- 
siciones del  art.  1.832  del  Código  civil,  por  las  que  el 
deudor  puede  siempre,  pasados  cinco  años  desde  el  con- 
trato, restituir  las  sumas  que  importe  el  préstamo  cuan- 
do éste  tenga  un  ir-terés  superior  al  legal,  no  obstante 
cualquier  pacto  en  contrario.  A falta  de  pacto  especial 
sobre  la  cuantía  del  interés,  éste  se  entiende  convenido 
al  tipo  legal  del  6 por  100.  En  cuanto  a lo  demás,  se 
aplican  las  disposiciones  reglamentarias  establecidas  por 
cada  Banco  en  particular,  disposiciones  que  son  la  ley 
contractual  entre  las  partes.  Observemos,  por  último, 
que  también  estos  mutuos  están  sujetos  á los  principios 
generales  que  regulan  las  operaciones  de  banca,  lo  que 
quiere  decir  que  mientras  el  mutuo  es  siempre  acto  mer- 
cantil para  el  Banco  ó banquero,  puede  serlo  o no  para 
el  mutuatario;  esta  advertencia  es  necesaria  para  recha- 
zar la  opinión  profesada  por  algunos,  de  que  el  mutuo 
es  un  contrato  esencialmente  civil,  y que  por  eso  no  pue- 
de constituir  acto  mercantil  para  el  mutuatario,  ni  áun 
siendo  éste  comerciante  (a). 

(a)  Todas  estas  prevenciones  son  efecto  de  qne  el  Código  de 
comercio  italiano  se  ocnpa,  como  el  español,  en  el  estudio  del  pres 
tamo  mercantil.  En  esta  parte,  pnes,  resulta  superior  nuestro  Códi' 
go  de  comercio. — (N.  T.) 
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§ 2,® — Descuento. 

368. — Llamase  descuento  al  pago  anticipado  de  un 
titulo  de  crédito  de  ordinario  á la  orden,  hecho  por  un 
ter(;ero,  ó sea  por  el  Banco  j por  el  banquero,  el  legíti- 
mo poseedor,  mediante  un  tanto  que  recibe  el  nombre 
de  descuento.  La  medida  de  este  tanto  varía,  según  las 
diversas  condiciones  del  mercado,  y está  en  relación  con 
el  tipo  del  interés  corriente  del  dinero.  El  descuento  se 
fija  previamente  por  los  Bancos,  teniendo  en  cuenta  es- 
tas circunstancias,  y en  vista  de  la  escasez  de  la  deman- 
da de  dinero,  ó sea  del  descuento,  ó bien  dF  la  abun- 
dancia del  pedido.  Los  efectos  descontados  se  trasmi- 
ten al  poseedor,  ó sea  al  Banco  por  medio  del  endo- 
so, ó por  medio  de  entrega  si,  como  ocurre  con  fre- 
cuencia, se  trata  de  un  título  al  portador.  El  importe  del 
descuento  al  tipo  fijado,  se  calcula  sobre  el  número  de 
días  que  faltan  para  el  vencimiento  del  título.  Muchas 
veces  el  Banco  ó el  banquero  perciben,  á más  del  des- 
cuento un  derecho  especial  de  comisión.  Se  discute  sobre 
la  naturaleza  jurídica  del  contrato  de  descuento;  este 
contrato  participa  dei  mutuo,  así  como  de  la  cesión,  del 
endoso  ó de  la  venta,  según  la  naturaleza  del  título  des- 
contado. Participa  del  mutuo,  porque  el  Banco  anticipa 
una  suma  que  el  mutuatario  se  obliga  á hacerle  restituir 
por  el  deudor  del  efecto  descontado  al  vencimiento  de 
éste,  y lo  que  el  mutuatario  mismo  paga  á título  de  des- 
cuento no  es  otra  cosa  que  el  interés  del  dinero  recibido 
en  préstamo;  participa  de  la  cesión,  de  la  venta  ó del 
endoso,  porque  quien  descuenta  un  título  de  crédito 
trasmite  al  Banco  su  propiedad,  ya  cediendo  simplemen- 
te, si  se  trata  de  un  título  nominativo,  ya  vendiéndolo 
si  se  trata  de  un  título  al  portador,  ya  endosándolo  si^ 
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como  ocurre  las  más  de  las  veces,  el  título  es  de  los 
transmisibles  por  medio  de  endoso.  Y aparte  de  lo  que 
se  refiere  al  pa^ro  del  descuento,  el  cual  se  deduce  de  la 
suma  representada  por  el  título,  el  Banco  adquiere  la 
propiedad  de  éste,  y las  obligaciones  de  la  otra  parte  son 
precisamente  las  de  un  vendedor  ó cedente  de  un  título 
6 del  endoso  de  una  cambial  si,  como  de  ordinario,  es 
este  el  objeto  del  contrato. 


§ 3.® — Apertura  de  crédito  (1), 


369. — Se  llama  de  este  modo  el  contrato  por  virtud 
del  que  el  Banco  ó el  banquero  se  obligan  á suministrar 
á una  determinada  persona  dinero  á un  cierto  interés^ 
de  ordi  ario  hasta  llegar  á una  suma  determinada,  j 
dentro  de  un  tiempo  determinado,  á medida  que  esta 
persona  quiera  ir  disponiendo  de  ella.  La  apertura  de 
crédito  es  siempre  mercantil  para  el  banquero  que  abre 
el  crédito,  j puede  serlo  ó no  para  la  otra  parte,  con 
arreglo  á cuanto  hemos  dicho  á propósito  del  mutuo.  Los 
derechos  y obligaciones  que  se  derivan  de  este  contrato. 


son  bastante  sencillos;  el  que  abre  el  crédito  debe  estar 
pronto  á la  entrega  del  dinero;  por  el  contrario,  el  que 
lo  recibe  debe  restituir  en  el  tiempo  y modo  convenido 
las  sumas  anticipadas,  pagar  los  intereses,  y general- 
mente también  un  derecho  especial  de  comisión  que  con 
frecuencia  se  estipula  sin  consideración  á que  el  acredi- 
tado se  val^a  ó no  del  crédito  abierto.  En  cuanto  al  des- 

O 

envolvimiento  del  contrato  se  aplican  los  principios  ya 


expuestos  respecto  á la  cuenta  corriente. 


(1)  Véase  la  bibliografía  del  cap.  XI;  también:  Le  Fraíí^OIS> 
Traite  du  crédit  ouver't  en  coiiipte  cmiraut.  Lriisselles  et  París,  1878. 
FoA,  A'pertura  di  crédito  é conto  corréate  en  Filangieri,  1890,  cns> 
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370.  — La  apertura  de  crédito  se  combina  con  fre- 
cuencia con  la  cuenta  corriente,  muchas  veces  se  con- 
TÍene  en  que  el  acreditado  entregará  al  Banco  ó al  ban- 
quero cantidades  bastantes  en  dinero  ó efectos  al  cobro 
para  cubrir  el  propio  débito,  y de  estas  remesas  se  le 
concede  un  crédito  en  una  cuenta  que  habrá  de  liqui- 
darse después  en  una  época  determinada  en  relación  al 
tiempo  de  la  apertura  del  crédito.  De  este  modo  viene  á 
resultar  entre  las  partes  una  cuenta  corriente,  que  sin 
embargo,  no  siempre  puede  confundirse  con  el  contrato 
de  este  nombre,  pues  pueden  las  remesas  hechas  por  el 
acreditado  tener  el  carácter  de  pago,  ó sea  de  entregas 
á cuenta  sobre  el  dinero  anticipado;  se  necesita,  pues, 
para  que  haya  verdadera  y propia  cuenta  corriente,  que 
ésta  resulte  de  la  voluntad  de  las  partes,  expresa  ó táci- 
ta, para  que  al  propio  tiempo  que  la  apertura  de  crédito 
exista  el  citado  contrato. 

371.  — El  saldo  de  la  cuenta  que  resulta  de  una  aper- 
tura de  eré  li^o  á la  par  del  saldo  de  una  cuenta  corrien- 
te, ó también  del  débito  resultante  contra  el  acreditado, 
puede  estar  garantido  con  prenda  ó hipoteca,  ya  desde 
la  apertura  del  crédito,  y también  durante  el  curso  de  la 
misma.  La  g;irantía  pu^de  extenderse  á toda  la  suma  por 
la  que  se  abrió  el  cié  lito,  ó bien  á todo  el  saldo  de  la 
cuenta,  como  á una  parte  de  una  ó de  otro;  puede  ser 
linjitada  en  cuanto  á su  duración,  en  cuyo  caso  no  se 
aplica  más  que  al  débito  existente  el  último  día  del  tér- 
mino, ó bien  ilimitada.  De  todos  modos,  si  se  trata  de 
hipoteca,  ésta  se  hace  firme  desde  el  día  de  su  inscrip- 
ción, no  desde  el  día  en  que  el  acreditado  ha  utilizado 
efectivamente  el  crédito.  Y si,  como  ocurre  con  frecuen- 
cia, el  acreditado,  al  mismo  tiempo  que  utiliza  el  crédito 
suscribiese  cambiales  por  cantidades  equivalentes  á fa- 
vor del  que  suministra  el  dinero,  entonces,  si  se  tratase 
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de  aporUira  de  crédito  en  cuenta  corriente,  los  terceros 
poseedores  de  estas  cambiales  no  podrían  aprovecharse 
de  la  garantía  hipotecaria,  sino  en  el  caso  de  que  al  ce- 
rrar la  cuenta  el  acreditado  resultase  efectivamente  deu- 
dor, y sin  que  la  época  del  endoso  de  dichas  cambiales 
diese  lugar  á prelación  entre  los  varios  poseedores.  Si 
por  el  contrario,  se  tratase  de  una  simple  apertura  de 
crédito,  ó sea  no  combinada  con  la  cuenta  corriente,  la 
garantía  hipotecaria  se  aplicaría  á cada  cambial,  á me- 
dida que  se  fuesen  emitiendo.  En  caso  de  prenda  son 
aplicables  los  mismos  principios,  salvo  sin  embargo  lo 
dispuesto  en  el  art.  456,  en  lo  referente  al  extremo  de 
la  posesión  de  la  cosa  pignorada,  indispensable  para  la 
validez  de  la  prenda. 

372.  — El  contrato  de  apertura  de  crédito  se  disuelve 
de  ordinario,  en  los  mismos  casos  en  que  se  disuelve  el 
contrato  de  cuenta  corriente. 

§ 4.^ — Depósitos  (1). 

373.  — Sin  ocuparnos  en  el  depósito  regular,  que  tam- 
bién se  hace  con  frecuencia  en  los  Bancos,  de  títulos  de 
crédito  ú objetos  preciosos,  y al  cual  se  aplican  las  re- 
glas ya  expuestas,  y á más  las  establecidas  en  los  esta- 
tutos de  los  mismos  Bancos,  trataremos  aquí  del  depósi- 
to de  dinero,  en  sus  varias  formas,  que  todas  presentan 
el  aspecto  jurídico  del  depósito  irregular.  Gomo  }"a  se 
sabe,  en  el  depósito  irregular  el  depositario  no  se  obliga 
á restituir  la  misma  cosa  recibida,  sino  otro  tanto  de  la 
misma  especie  y calidad.  Por  esto,  y puesto  que  al  ha- 
cerse propietario  de  la  cosa  depositada  puede  servirse  de 

(1)  Véase  la  bibliog-rafía  del  cap.  VIH,  y respecto  ai  depósito 
irregular  Arndts-Skbafini,  Padette,  vol.  II,  § 28ó. 
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ella,  es  también  justo  que  se  obligue  á algo  equivalente 
para  el  depositante,  es  decir,  que  si  se  trata  de  dinero, 
debe  abonarle  los  intereses.  De  aquí  resulta  que  el  de- 
pósito irregular  tiene  grandes  analogías  con  el  mutuo, 
como  que  esencialmente  constituye  un  mutuo,  salvo  la 
circunstancia  de  que  mientras  éste  se  celebra  en  interés 
del  mutuatario,  el  depósito  irregular  se  hace  general- 
mente en  interés  del  depositante.  Las  otras  diferencias 
que  entre  el  depósito  irregular  j el  mutuo  podrían  seña- 
larse, no  subsisten  tratándose  del  depósito  ii  regular  que, 
como  el  liecho  en  los  Bancos,  tiene  siempre  carácter  de 
acto  mercantil. 

374. — Dicho  esto,  conviene  hacer  notar  que  los  de- 
pósitos bancarios  pueden  hacerse  por  medio  de  bonos 
que  produzcan,  en  cuenta  corriente,  y por  medio  de  li- 
bretas de  ahorro.  En  el  primer  caso,  el  Banco  entrega 
un  bono  á vencimiento  fijo  por  el  capital  entregado  y 
los  intereses.  En  el  segundo,  se  entrega  generalmente 
al  depositante  una  libreta,  llamada  libreta  de  cuenta  co- 
rriente^ para  no  confundirse  con  el  contrato  de  este  nom- 
bre, que  lleva  la  firma  del  em itente,  el  nombre  del  de- 
positante y los  pactos  principales  que  rigen  el  depósito. 
Las  entregas  que  sucesivamente  se  van  haciendo  por  el 
titular  son  anotadas  en  la  libreta,  como  tainbién  los  r(3- 
em bolsos  y el  remanente  del  crédito  de  éste.  Ittaqxicto  á 
las  cifras  que  representan  las  entregas  parciales,  el  emi- 
tente  ó el  que  le  represente  los  acompaña  con  su  firma. 
Los  reembolsos  pueden  también  hacerse  mediante  pre- 
sentación del  cheque  que  el  depositanhí  deberá  registrar 
sobre  la  propia  libreta  en  el  acto  de  la  emisión  art. 
Decreto  23  de  Abril  de  1881,  modificado  por  D(í(*reto 
de  25  de  Octubre  de  1881).  Sobre  las  sumas  por  las  que 
es  acreedor  el  depositante  percibe  intereses  de  mayor  ó 
menor  cuantía,  según  que  tenga  la  facultad  de  retirar 
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en  ükIo  6 en  parte  la  aunia  cuando  más  le  plazca,  ó esté 
por  el  contrario,  sujeto  á la  condición  de  tener  que  dar 
para,  la  retirada  de  fondos  un  aviso  con  algunos  días  de 
anticipación.  Restituidas  al  depositante  todas  las  sumas 
d(;positadas  y también  los  intereses,  está  obligado  éste  á 
restituir  la  libreta.  Las  indicadas  reglas  se  aplican  en 
su  mayor  parte  también,  siempre  que  se  trata  de  libre- 
tas emitidas  á cambio  de  sumas  depositadas  á título  de 
ahorro;  pero  la  ley  de  15  de  Julio  de  1888,  que  contiene 
á este  propósito  disposiciones  especiales,  si  bien  permite 
á cualquier  institución  recoger  los  ahorros,  no  considera 
Cajas  de  Ahorros  más  que  á aquellas  sociedades,  consti- 
tuidas con  arreglo  al  modelo  establecido  por  ella,  que 
por  lo  mismo  no  tienen  carácter  comercial. 


§ 5. — Talones  hancarios  ó cheques  (1)  («). 


375. — El  cheque,  en  su  carácter  originario  y normal, 
supone  un  depósito  irregular  de  dinero  con  facultad  de 
poder  disponer  de  él  mediante  una  orden  escrita  que  re- 
cibe  precisamente  el  nombre  de  talón  de  Banco  o che- 
que. Este  es,  pues,  un  ÍListrumento  del  contrato  de  de- 
pósito, que  permite  á los  poseedores  de  sumas  de  dinero 
tenerlas,  al  propio  tiempo  que  disponibles,  produciendo, 
puesto  que  de  ordinario  el  depositario  da  un  interes  sO“ 
bre  las  sumas  en  depósito;  también  evita  el  tener  que 
custodiar  el  dinero  y las  molestias  consiguientes  á todo 


(1)  Gallavuksi,  Uassegno  hancarío  (citado).  Supino,  L» 
§ambi(xle  c Vai^scgno  haneario  (citado).  — Fornari,  I check^  e le* 
Clearímj  lloui^c  (citado).  — Ln  Mcrcier,  Eludes  sur  les  cheque^ 
París,  1874.— Nouguier  et  Espinas,  Des  cheques.  París, 

OoHN,  en  el  lí  aridhuch  de  Eudeiiiaiin,  vol.  III,  ^ 484.  — Shaw, 
'praciuud  Trect/sc  ou  ihe  law  of  Eaukers  Cheques,  edic, 
don,  1871. 

(«>  Moka,  Del  cheque.  Habana,  1885.— (N.  T.) 
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pago  en^metálioo.  En  realidad,  el  cheque  es,  no  sólo  uu 
medio  de  pago,  sino  también,  cuando  está  asociado  á 
una  cuenta  corriente,  instrumento  de  compensación;  el 
que  quiere  efectuar  un  pago  entrega  al  acreedor  un  che- 
que por  una  suma  equivalente,  y éste  lo  presenta  al  ban- 
quero sobre  quien  se  libró;  el  banquero  efectúa  el  pago 
en  dinero,  y á veces,  cuando  está  en  relación  de  cuenta 
corriente  con  el  acreedor  ó un  banquero,  mediante  un 
sencillo  giro  de  Banco\  es  decir,  anotando  en  la  cuenta  la 
partida  á crédito.  Precisamente  para  facilitar  estas  ope- 
raciones, es  por  lo  que  los  banqueros  entregan  á sus 
clientes  un  libro  talonario  de  cheques,  del  que  éstos,  á 
medida  que  quieren  hacer  un  pago,  arrancan  un  cheque, 
llenándolo  con  la  indicación  de  la  suma  y poniendo  en  él 
la  fecha  y la  firma.  Y áun  sirven  para  más  todavía,  pues 
algunas  legislaciones  permiten  librar  cheques,  no  sólo 
cuando  existe  previamente  un  depósito  de  dinero,  sino 
siempre  que  el  emitente  tenga  disponible  una  suma  en 
poder  del  librado,  entonces  el  cheque  hace  con  frecuen- 
cia y con  mayores  ventajas  las  veces  de  la  letra  de  Cíim- 
bio.  En  Italia  el  cheque  no  ha  adquirido  todavía  todo  el 
desenvolvimiento  de  que  es  susceptible  ni  produce  todas 
las  ventajas  que  puede  proporcionar;  en  pnrticular,  sobre 
todo,  cuando  corno  en  Inglaterra  se  asocia  á la  institución 
de  las  Clearing  House^  análogas,  como  hemos  dicho,  á 
nuestras  Casas  de  compensación  (a). 

376. — El  cheque  se  libra  de  ordinario  sobre  un  Ban- 
co, siendo  como  es  principalmente  instrumento  del  con- 
trato de  depósito,  de  aquí  el  nombre  do  hdncarío;  sin  em- 
bargo, se  libra  con  frecuencia  también  sobre  personas 


(a)  Aún  meaois  que  en  Italia  se  ka  desarrollado  entro  nosotros 
«1  cheque,  cuya  primera  aparición  legal  data  del  Código  de  comer- 
cio vigente  (1885)  áun  cuando  el  Banco  de  España  ya  los  tenía  en 
mso  para  los  depósitos  en  cuenta  corriente. — T.) 
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siri^ultiicSj  COIH61  ciciiitcs  ó no  comtírciíiij'tcsj  por  gso,  sg— 
gúii  nuestro  Código  (art.  389),  el  cheque  sólo  puede  li- 
brarse sobre  un  instituto  de  crédito  ó un  comerciante 
por  quien  tenga  en  poder  de  dicho  instituto  ó comercian- 
te una  suma  disponible,  lo  que  quiere  decir  siempre  que, 
en  el  momento  de  la  emisión  del  cheque,  el  librado  ten- 
ga la  obligación  de  entregar  al  librador  una  suma  al 
menos  igual  á la  que  figura  en  el  cheque.  Ha)'  que  tener 
en  cuenta  todavía  que  un  simple  crédito  del  librador 
contra  el  librado  no  constitujesuma  disponible  si  éste  no 
ha  declarado  tener  la  cantidad  á disposición  del  librador. 
El  cheque,  á diferencia  de  la  cambial,  no  es  un  acto  de 
comercio  respecto  á los  no  comerciantes  si  no  tiene  cau- 
sa comercial  (art.  6);  pero  esta  disposición  de  la  ley  tie- 
ne poca  importancia  después  de  lo  dispuesto  por  el  ar- 
tículo 64,  desde  el  momento  en  que  el  cheque  ha  de  li- 
brarse sobre  un  comerciante  ó instito  de  crédito  (6). 

377. — En  cuanto  á la  forma,  el  cheque  debe  indicar, 
como  la  cambial,  la  suma  que  ha  de  pagarse,  el  lugar 
del  pago  y el  nombre  del  librado;  debe  estar  fechado  y 
firmado  por  el  librador,  podiendo  también  emitirse  al 
portador  (art.  340,  § 2).  También  el  vencimiento  debe 


{b)  En  esta  parte  nuestro  Códig*o  de  comercio  lia  tenido  un  cri- 
terio más  espansivo  italiano,  pues  el  clieciue  no  necesita  para 

serlo  (art.  534)  estar  librado  sobre  un  comerciante  ó instituto  de 
crédito.  Todo  mandato  de  pago  expedido  para  retirar  fondos  dispo- 
nibles en  poder  de  una  persona  es  un  cheque  con  arreglo  á nues- 
tra ley. 

Tampoco  en  nuestro  derecho  puede  promoverse  la  cuestión  de 
si  es  ó no  acto  mercantil  el  cheque  para  el  librador  ó el  libiado, 
porque  el  eqiiiparador  (art.  544),  en  cuanto  á la  garantía  ^olidaria 
de  los  ñrmantes  y al  ejercicio  de  las  acciones  con  las  letras  de  cam 
bio,  les  os  aplicable  igualmente  el  principio  de  que  (art.  443) 
todos  los  derechos  v acciones  que  de  los  mismos  se  originen,  -c 
reg-iráii  como  los  de  la  letra  de  laimbio  por  el  Codigo  de  comercio. 
— (N.  T.) 
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indicarse  en  el  cheque;  pero  no  puede  indicarse  que  sea 
á la  vista  ó á diez  días  vista,  no  sólo  porque  el  cheque, 
suponiendo  la  existencia  de  la  provisión  de  fondos  en 
poder  del  librado,  no  hay  razones  para  poner  aplazamien- 
tos al  pa^o,  sino  para  que  el  cheque  no  se  sustituya  á. 
la  cambial  en  perjuicio  del  fisco,  estando  como  está  su- 
jeto nada  más  al  derecho  fijo  de  diez  céntimos.  (Leyes  7 
Abril  1881,  14  Julio  1887,  5 Julio  1888;  reales  decretos 
23  Abril,  19  Mayo,  25  Octubre  1881,  19  Agosto  1882). 
La  falta  de  alguno  de  estos  requisitos  esenciales  produ- 
ce las  mismas  consecuencias  que  si  se  tratara  de  una- 
cambial  (art.  254),  salvo  lo  referente  al  sello  que  ha 
de  sujetarse  á las  leyes  antes  indicadas.  Además,  para 
prevenir  los  fraudes  é impedir  que  el  cheque  usurpe  las 
funciones  de  la  cambial,  con  perjuicio  del  erario,  el  que 
emite  un  cheque  sin  fecha  ó con  fecha  falsa,  ó sin  que 
exista  en  poder  del  librado  la  suma  disponible,  es  casti- 
gado con  una  pena  pecuniaria  igual  á la  décima  parte  de 
la  suma  indicada  en  el  cheque,  sin  perjuicio  de  las  otras 
penas  graves  que  señala  el  Código  penal  (art.  345). 

378. — Son  aplicables  al  cheque  todas  las  disposicio- 
nes que  se  refieren  al  endoso,  el  aval,  la  firma  de  perso- 
nas incapaces,  las  firmas  falsas  ó falsificadas,  el  venci- 
miento y el  pago  de  la  cambial,  el  protesto,  las  acciones 
contra  el  librador  y los  endosantes,  y las  cambiales  per- 
didas (art.  341). 

Precisa,  sin  embargo,  añadir  que  las  reglas  relativas 
al  endoso  no  se  aplican,  naturalmente,  al  cheque  al  por- 
tador, transferible  por  ser  tal,  mediante  la  simple  entre- 
ga, y que  un  cheque  al  portador  no  puede  transformar- 
se por  efecto  de  un  endoso  en  nominativo  ni  viceversa. 
Respecto  al  vencimiento  y al  pago  no  habiendo  razón, 
por  lo  que  ya  hemos  dicho,  de  tener  en  suspenso  por  mu- 
cho tiempo  la  presentación  y el  pago  del  cheque,  y tam- 
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bien  en  interés  del  mismo  Banco  ó del  banquero  que 
deben  pagarlo,  puesto  que  el  pago  podría  exigírseles  en 
momentos  de  crisis  comercial;  se  ha  establecido  que  la 
presentación  del  cheque  debía  hacerse  dentro  de  los 
ocho  días  siguientes  al  de  la  fecha  si  esta  librado  en  el 
lugar  donde  ha  de  pagarse,  y dentro  de  quince  días  si  se 
ha  librado  en  lugar  distinto,  no  computando  en  todo 
caso  el  día  do  la  fecha  (art.  342).  Si  el  cheque  se  ha  li- 
brado a cierto  tiempo  vista,  no  puede  pagarse,  como  ya 
sabemos,  en  un  término  mayor  de  diez  días  desde  el  de 
la  presentación  que  debe  hacerse  en  el  término  anterior- 
mente indicado,  la  cual  se  hace  constar  con  el  visto  fe- 
chado y firmado  por  el  librado,  ó bien  del  modo  estable- 
cido en  la  sección  octava,  cap.  I,  lib.  I (art.  342,  § 3). 
En  caso  de  falta  de  pago  del  cheque,  ninguna  ac<ión 
puede  intentar  el  poseedor  contra  el  librado,  el  cual  no 
contrae  ninguna  obligación  con  él;  y por  otra  parte,  el 
poseedor  no  puede  hacer  valer  sus  derechos  sobre  la  pro- 
visión de  fondos,  ni  como  propietario,  ni  como  cesiona- 
rio, ni  en  virtud  de  mandato. 

También  las  causas  de  caducidad  de  las  acciones 
cambiarlas  son  en  principio  his  establecidas  para  la  le- 
tra do  cambio.  Así  el  poseedor  del  cheque  que  no  lo  pre- 
sente dentro  del  término  anteriormente  iiiilicado  ó que 
no  reclame  el  pago  al  vencimiento,  pierde  su  acción 
contra  los  endosantes;  pero  al  contrario  de  lo  que  ocurre 
en  materia  cambiaria,  el  poseedor  del  cheque  pierde 
también  hi  acción  contra  el  librador  si  después  de  trans- 
curridos dichos  términos  la  disponibilidad  de  la  suma 
llegare  á faltar  por  hecho  del  librado  (art.  343),  porque 
mientras  el  librador  no  tiene  en  esto  culpa  alguna,  el 
poseedor,  por  su  negligencia,  incurre  en  responsabilidad. 
Bi  la  disponibilidacl  de  la  suma  llegase  á faltar  antes  del 
v^eucimiento  del  cheque,  el  poseedor  no  perdería  su  ac- 
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cióa  contra  el  librador  ni  ánn  habiendo  dejado  transcu- 
rrir los  términos,  no  pudiéndose  en  ningún  caso  consi- 
derar responsable  de  este  hecho,  mientras  que,  por  otra 
parte,  al  librador  correspondía  renovar  la  provisión  (a). 


(a)  El  derecho  español  no  admite,  como  el  italiano,  que  los  che- 
ques pueden  librarse  á la  vista  ó á un  plazo  desde  la  vista.  En  esta 
parte  es  más  sencillo  y se  acomoda  más  que  el  italiano  á la  natura- 
leza del  documento.  Es  más  sencillo,  porque  todo  cheque  se  ha  de 
presentar  al  cobro  en  un  plazo  más  breve  (arts.  537  y 538  Código 
comercio);  cinco  días  sise  libró  en  la  misma  plaza  en  que  ha  de  pa- 
garse; ocho  si  en  plaza  distinta,  y doce  si  se  libró  en  el  extranjero. 
Se  acomoda  más  á la  naturaleza  del  documento,  porque  el  cheque  es, 
antes  que  nada,  un  medio  de  pago,  y el  que  lo  entrega  ha  de  tener 
interés  en  que  la  obligación  que  ha  satisfecho  se  extinga  cuanto 
antes  mediante  el  canje  del  cheque  por  el  metálico  que  representa 
ó por  la  recogida  del  mismo  que  haga  el  banquero  si  tiene  también 
cuenta  pendiente  con  el  que  lo  presente  al  cobro.  Señalar  plazos 
más  largos  (en  el  derecho  italiano  puede  un  cheque  circular  por  es- 
pacio de  dieciocho  días)  y tener  que  presentar  el  cheque  á la  vista 
antes  de  exigir  su  cobro  es  desvirtuar  y desnaturalizar  éste  hacién- 
dole servir  á fines  muv  distintos  de  los  de  su  instituto. — (N.  T.) 


CAPÍTULO  Xlli 


OperacloBies  do  ISolsa  (i). 


379. — En  las  Bolsas  de  comercio  se  hacen  contratas 
sobre  toda  clase  de  mercaderías,  pero  generalmente  se 
designan  con  el  nombre  de  operaciones  de  Bolsa  los  con- 
tratos de  compra-venta  que  se  hac^n  de  títulos  de  cré- 
dito, y aun  más  todavía,  en  un  sentido  más  restringí  lo 
y propio  se  aplica  á los  contratos  sobre  títulos  de  cré^lito 
que  contienen  la  estipulación  de  un  término  y son  por 
eso  conocidos  también  con  el  nombre  de  contratos  á tér- 
mino (operaciones  á plazo).  Sin  embargo,  este  nombre 
se  da  también  á las  compras  y ventas  á término  de  cier- 
tas mer  caderías  y en  particular  de  ciertos  frutos,  que 
con  preferencia  dan  lucrar  á especulaciones  comerciales. 
El  contrato  de  reporto,  que  está  también  comprendido 
entre  las  operaciones  de  Bolsa,  y que  siistancialmente 
es  un  contrato  á término,  si  bien  constituye  un  con- 
trato sui  generisy  se  realiza  por  medio  de  la  compra  y 
venta.  Nosotros,  pues,  comprendemos,  bajo  el  ní»mbre 
de  opera(‘iones  de  Bolsa,  los  contratos  a termino,  o sea 
la  compra  y venta  en  firme  {d  wercato  ferm,o)^  (marcbe 
ferme),  y la  compra  y venta  con  prima  (a  premio\  y tam- 
bién el  contrato  de  reporto.  Estos  contratos  se  celebran 
generalmente  con  el  propósito  de  especular  con  el  curso 
de  los  títulos  de  crédito,  ó también  con  el  de  ciertas 


(1)  Véase  la  bibliografía  do  los  números  77  y 84. 
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mércaderías  ó frutos,  ó sea  para  aprovechar  las  diferen- 
cias entre  el  curso  del  momento  en  que  se  celebra  el 
contrato,  y el  del  momento  en  que  ha  de  exigirse  su 
cumplimiento.  Sin  embargo,  el  reparto  se  refiere  nada 
más  á los  títulos  de  crédito,  al  menos  en  el  concepto  de 
nuestra  ley,  y tiene  el  carácter  de  auxiliar  de  las  demás 
operaciones  de  Bolsa,  por  eso  nos  reservamos  tratarle  á 
lo  ultimo. 


§ 1.^ — Operaciones  d plazo, 

380. — Los  contratos  á término  se  pueden  distinguir 
en  contratos  á término  en  firme,,  y contratos  con  prima; 
sin  embargo^  los  primeros  son  algunas  veces  designados 
simplemente  con  el  nombre  de  contratos  á término,  en 
contraposición  á los  contratos  con  prima.  El  contrato  en 
firme  es  una  compra  y venta,  cuya  ejecución  se  aplaza 
para  un  cierto  término,  que  de  ordinario  es  el  fin  del 
mes  corriente,  ó bien  el  fin  del  mes  próximo,  ó también 
la  mitad  de  uno  ú otro  mes.  Se  suele  contratar  para 
estas  épocas  fijas  á fin  de  poder  conseguir  más  fácilmen- 
te las  compensaciones  y liquidaciones  de  estos  contratos; 
por  eso  estas  épocas  suelen  designarse  con  el  nombre  de 
liquidaciones,  tanto,  que  vender  para  la  liquidación  signi- 
fica vender  para  fines  del  mes  corriente,  ó para  el  quin- 
ce, si  en  el  lugar  en  que  se  celebra  el  contrato  está  ad- 
mitida por  los  reglamentos  la  liquidación  quincenal.  La 
compra  y venta  con  primas  es  una  compra  y venta  en 
firme,  en  la  que  una  de  las  partes,  por  regla  general  el 
comprador,  mediante  una  cantidad  que  entrega  á título 
de  prima,  se  reserva  la  facultad  de  rescindir  el  contrato. 
La  prima  no  puede  considerarse  ni  en  concepto  de  arras, 
en  el  sentido  del  art.  1.217  del  Código  civil,  porque  no 
es  esencial  que  se  paguen  en  el  acto  de  la  estipulación 
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del  contrato,  ni  tampoco  como  una  cláusula  penal  (ar- 
tículo 1.200,  Cód.  civ.),  puesto  que  se  debe  lo  mismo  si 
el  contrato  se  cumple  como  si  se  rescinde.  Es,  por  el 
contrario,  el  equivalente  de  la  condición  resolutoria  po- 
testativa  á que  queda  sujeta  la  compra  y venta,  y no 
constituye  una  derogación  á lo  dispuesto  en  el  art.  1.162 
del  Código  civil,  por  el  que  es  nula  la  obligación  con- 
traída con  condición  que  se  baga  depender  de  la  mera 
voluntad  del  que  se  ha  obligado;  ya  porque  la  rescisión 
del  contrato  no  pueda  en  rigor  de  verdad  considerarse 
que  queda  al  mero  arbitrio  del  comprador,  siendo  evi- 
dente que  este  aprovechará  ó no  el  derecho  que  se  re- 
serva, según  que  los  títulos  que  ha  de  recoger  tengan  un 
precio  superior  ó inferior  al  establecido,  y el  precio  es 
independiente  de  su  voluntad;  ya  porque  la  condición 
resolutoria  puede  también  ser  potestativa,  porque  no 
deja  en  duda  la  existencia  de  la  obligación , sino  tan 
sólo  su  resolución. 

381.  — IJiia  especie  particular  de  contrato  con  prima 
es  la  dohh  (steUcige,  dopgña  facoltáj  por  la  cual  uno  de  los 
contratantes, mediante  el  pago  de  una  prima,  estipula  la 
facultad  de  poder  á su  elección  vender  ó comprar  al  otro 
contratante  una  determinada  cantidad  de  efectos  públi- 
cos á un  plazo  y un  precio  determinados.  Hasta  que  la 
elección  no  se  haya  hecho,  lo  que  generalmente  ocurre 
por  convención  algunos  días  antes  dei  vencimiento,  ei 
contrato  tiene  carácter  de  condicional;  hecha  la  elección, 
se  transforma  en  una  compra  y ymnta  a termino. 

382.  — La  celebración  de  las  operaciones  de  bolsa  se 

sujeta  á las  reglas  generales  relativas  á la  compra  y ven- 

* 

ta,  salvo  lo  que  diremos  en  breve,  lo  mismo  que  su  eje- 
cu  eioii,  á la  que  se  aplican  igualmente  las  indicadas  le 
g’las  de  los  arts.  37,  68  y 69  pare.  72  '. 

383.  — Hemos  dicho  que  el  objeto  que  persiguen  les 
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contratantes  en  las  operaciones  de  bolsa,  es  el  de  lucrar 
con  la  diferencia  entre  el  precio  corriente,  que  es  el  de- 
ducido en  el  contrato,  y el  precio  que  los  títulos  tendrán 
el  día  del  vencimiento  del  mismo  contrato.  Esta  dife- 
rencia, el  comprador  la  gana  ó la  pierde  efectivamente 
revendiendo  á otros  los  títulos  ya  adquiridos,  y á su  vez  la 
beneficia  ó la  paga  el  vendedor  comprando  el  mismo  día 
del  vencimiento,  para  entregar  al  comprador  los  títulos 
que  lia  vendido  al  descubierto,  ó sea  sin  poseerlos,  con  la 
ilusión  precisamente  de  comprarlos  á menor  precio.  Era 
natural,  pues,  que  surgiese  la  idea  de  evitar  operaciones 
que  se  destruyen  entre  sí,  y de  estipular  sencillamente 
que  al  vencimiento  del  contrato  deberá  liquidarse  éste 
sin  necesidad  de  la  entrega  de  los  títulos  por  una  parte, 
y del  pago  del  precio  por  la  otra,  mediante  el  simple  pago 
de  la  diferencia  entre  el  precio  fijado  y el  corriente  en  el 
día  déla  ejecución  del  contrato,  diferencia  que  se  pagará 
por  el  comprador  al  vendedor  si  los  títulos  bu  hieren  ba  j ado 
de  precio,  y por  el  vendedor  al  comprador  si,  por  el  con- 
trario, hubieren  aumentado.  De  esta  manera,  á más  de 
evitar,  como  hemos  dicho,  operaciones  que  entre  sí  se 
destruyen,  se  hace  posible  á los  comerciantes  especular 
soore  grandes  partidas,  lo  que  hubiera  resultado  impo- 
sible, ó por  lo  menos  bastante  difícil,  si  por  el  contrario, 
se  hubiesen  visto  precisados  á disponer  efectivamente  de 
los  títulos  y del  precio.  Por  eso,  reducido  el  contrato  á 
estos  términos,  tiene  mucha  analogía  con  una  apuesta 
sobre  el  curso  que  los  efectos  públicos  tendrán  en  la 
época  en  que  ha  de  cumplirse  la  compra  y venta,  apues- 
ta consistente  en  la  alternativa  de  pagar  ó cobrar  la  di- 
ferencia entre  el  curso  fijado  como  precio  de  la  compra 
y venta,  y el  corriente  en  el  día  en  que  debe  cumplirse; 
de  aquí  la  desconfianza  con  que  generalmente  se  consi- 
dera este  contrato,  desconfianza  que  se  acrece  por  los 
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imiclios  inconvenientes  que  ofrecen  estos  contratos  w 
teiinino.  Paia,  no  cansar  con  el  relato  de  las  probibicio- 
lies  qnc  en  algunas  legislaciones,  y principalmente  en  la 
francesa  sufrieron  estos  contratos,  haremos  observar  tan 
sólo,  que  la  jurisprudencia,  por  mucho  tiempo,  negó  ac- 
ción en  juicio  á todo  contrato  sobre  efectos  públicos  que 
tuviera  por  objeto  el  simple  pago  de  una  diferencia, 
ajustándose  á los  términos  del  art.  1.802  del  Código  ci- 
vil, el  cual  niega  precisamente  acción  para  el  pago  de 
un  débito  procedente  del  juego  ó de  la  apuesta,  lo  que 
redundaba  en  daño  de  las  mismas  compras  y ventas  rea- 
les y efectivas,  en  las  que  ocurría  con  frecuencia  ver 
opuesta  la  excepción  del  juego.  Nada  más  difícil  en  la 
practica  que  el  distinguir  si  los  contratantes  entendieron 
liquidar  el  contrato  con  la  entrega  efectiva  de  los  títu- 
los por  una  parte,  y el  pago  del  precio  por  otra,  ó bien  en 
todo  caso  con  el  simple  pago  de  una  diferencia;  con  este 
motivo,  la  jurisprudencia  se  perdía  en  una  serie  de  in- 
da<>*aciones  sobre  la  condición  de  los  contratantes,  sobre 
los  medios  de  que  podían  disponer,  sobre  la  entidad  del 
contrato,  etc.  Por  otra  parte,  dado  también  que  el  con- 
trato fuese  diferencia!,  y aunque  eii  realidad  se  reduje- 
se á^  una  apuesta,  el  negarle  acción  en  juicio  equivalía  á 
proteger  la  mala,  fe,  porque  se  liacui  de  esta  inaneia  po- 
sible al  que  habla  celebrado  un  contrato  de  esta  e^peeio 
sustraerse  á su  cumplimiento,  si  así  le  conviniese. 

Por  estas  y otras  razones,  se  inició  una  fuerte  co« 

« 

rrieute  en  favor  de  la  validez  de  semejantes  opei:ieio- 
nes.  Y por  válidas,  de  hecho  las  reconoció  la  ley  italiana 
óc  14  de  Junio  de  1874,  reemplazada  después  por  la 
de  Id  de  Septiembre  de  18 7G,  concediendo  acción  en 
juicio  á los  contratos  á término,  aunque  tuvieran  por 
objeto  el  pago  de  una  diferencia,  siempre  que  se  hubie- 
ren celebrado  con  las  formalidades  requeridas  por  la 
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misma  lej,  ó sea  que  se  liiibieren  redactado  sobre  póli- 
zas sujetas  al  pngo  de  un  impuesto  de  timbre.  Sin  em- 
bare:v'>,  todavía  dura  la  controversia  respecto  á las  dis- 
posiciones de  dicha  ley,  como  también  respecto  a las  de 
la  ley  francesa  de  1885,  que  sin  propósito  fiscal  a%uno, 
reconoce  los  contratos  á término.  En  particular  se  dispu- 
ta si  respecto  á las  disposiciones  de  la  ley  de  1876  y á 
la  pena  de  nulidad  con  que  conmina  deben  distinguir- 
se  los  contratos  verdaderos  y propios  de  compra  y venta, 
de  ios  que  tienen  por  objeto  el  pago  de  una  diferencia,  y 
si,  no  obstante  la  ley,  se  puede  todavía  admitir  en  cier- 
tos casos  contra  los  contratos  sobre  diferencias  la  excep- 
ción del  juego;  nosotros  creemos  que  en  ambos  casos  se 
-debe  responder  negativamente  (a). 


Entre  nosotros,  hoy  estas  dudas  son  imposibles,  pues  la 
fórmula  empleada  por  el  Código  de  comercio,  no  puede  ser  ni  más 
amplia  ni  más  clara.  Las  operaciones  que,  se  hicieren  en  Bolsa, 
dice  (art.  75),  se  cumplirán  con  las  condiciones  y en  el  modo  y for- 
ma que  hubieren  convenido  los  contratantes,  pudiendo  ser  al  con- 
tado ó á plazo,  en  firme  ó á voluntad,  con  prima  ó sin  ella,  expre- 
sando al  anunciarlas  las  condiciones  que  en  cada  una  se  hubiesen 
estipulado.  De  estas  operaciones  nacerán  acciones  y obligaciones 
oxigibles  ante  los  tribunales. 

Respecto  á las  vicisitudes  porque  ha  pasado  nuestra  leg'islacióii 
hasta  lleg'ar  á la  fórmula  transcrita,  han  sido  tantas,  que  me  limi- 
taré á indicar  la  fecha  de  las  disposiciones  dictadas  desde  el  Real 
decreto  de  10  de  Septiembre  de  1831,  sobre  creación  de  la  Bolsa  de 
Madrid  hasta  el  Códia'o  de  comercio  viirente,  remitiendo  al  lector 
que  quiera  más  detalles,  ai  libro  que  con  el  título  de  Cuestiones  de 
derecho  mercantil  publiqué  en  1885,  con  mi  malogrado  amigo  el 
ilustre  jurisconsulto  Gracia  y Parejo. 

A pesar  de  no  ser  muy  expansivo  en  la  materia  el  citado  Real 
decreto,  tales  dudas  suscitó  el  art.  46  respecto  al  modo  y manera 
de  dar  validez  á las  operaciones  á plazo,  que  mes  y medio  después 
de  publicado  se  dictó  la  Real  orden  aclaratoria  do  27  de  Octubre 
del  mismo  aüo.  Por  parecer  harto  expansiva,  ésta  se  derogó  por 
otra  de  2 de  Septiembre  de  1841.  La  ley  provisional  de  Bolsa  de  20 
fie  Junio  de  1845,  acabó  con  todas  las  disposiciones  anteriores,  pro- 
hibiendo en  absoluto  estas  operaciones  sobre  efectos  públicos;  mas 
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§ 2.^ — Contrato  de  recorto  (1). 


/; 

/ 


384.— Para  terminar  el  estudio  de  las  operaciones 
de  Bolsa,  nos  queda  por  decir  algo  sobre  el  contrato  de 
reporto.  El  reporto,  según  declara  el  art.  73,  está  cons- 
tituido por  una  compra  al  contado  de  títulos  de  crédito 
circulantes  en  el  comercio,  unida  á una  reventa  á térmi- 
no, hecha  al  mismo  tiempo,  por  un  precio  determinado^ 
y á la  misma  persona  de  títulos  de  la  misma  especie. 

Lo  que  explica  la  razón  de  ser  del  contrato  de  re- 
parto como  una  especialidad  de  los  contratos  á término^ 
es  la  diferencia  entre  el  precio  al  contado  y el  precio  á 
plazo  de  los  títulos  de  crédito.  El  precio  á plazo  es  ge- 
neralmente más  alto  que  al  contado,  por  efecto  de  los 
intereses  devengados  por  los  títulos;  pero  independien- 
temente de  este  aumento,  que  es  sólo  aparente,  el  pre- 
cio á plazo  puede  ser  más  alto  ó más  bajo  que  al  conta- 
do, según  ocurra  que  al  vencimiento  del  plazo  haya  au- 
mentado ó descendido  el  precio  de  cotización.  La  dife- 
rencia entre  el  curso  al  contado  y el  curso  á término. 


no  bastó  esta  prohibición,  porque  por  Beal  decreto  de  5 de  Abril 
de  1846  se  publicó  otra  ley  provisional  derogando  la  anterior,  con 
gran  lujo  de  prohibiciones  y penas.  Por  Peal  decreto  de  30  de  Sep- 
tiembre  de  1847  se  abrió  un  portillo  al  del  46,  permitiendo  con 
grandes  precauciones  las  operaciones  aplazo, portillo  que  se  cerró  de 
nuevo  por  otro  Peal  decreto  de  Marzo  de  1848.  En  8 de  Febrero  de 
1854,  también  por  Peal  decreto  se  publicó  la  ley  orgalnica  provisional 
de  Bolsa  derog*aiido  todas  las  anteriores.  Esta  ley  duró  hasta  el  De- 
creto ley  de  12  de  Fuero  de  1869,  que  sin  derogar  el  del  54  decretó  la 
libertad  más  completa  en  todas  las  operaciones  mercantiles^  liber- 
tad que  desapareció  por  Peal  decreto  de  10  de  Junio  de 
tableciendo  eu  todas  sus  partes  los  preceptos  de  la  ley  org’anica,  cu- 
yos preceptos  sufrieron  la  última  modilicación  por  el  Peal  decre  o 
do  12  de  Marzo  de  1875  en  vigor,  hasta  la  publicación  ciel  vigente 
Código  de  comercio. — (14.  T.) 

(1)  Armelani,  II  riporto.  Torino,  1882. — Mollot,  Les  ^epot  s 
ú la  hourse.  Par  ís,  1861. 
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diferencia  que  representa  el  precio  del  reporto,  es,  pues, 
la  base  de  este  contrato,  el  cual  puede  también  servir  de 
medio  auxiliar  de  otras  operaciones  de  bolsa  y constituir 
al  mismo  tiempo  un  modo  de  emplear  capitales.  Es  un 
medio  auxiliar  de  los  contratos  á término,  puesto  que 
negándose  un  vendedor  á término  á prorrogar  el  con- 
trato ( á reportarlo^  entendida  esta  palabra  en  sentido 
impropio),  el  comprador  puede  dirigirse  á un  capitalista 
que  sustituyéndose  á él  retira  de  manos  del  vendedor  los 
títulos,  pagándole  también  el  precio,  y al  mismo  tiempo 
le  vende  á término  al  mismo  comprador  por  un  precio 
superior;  celebra,  en  suma,  con  el  comprador  un  contra- 
to de  reporto,  con  objeto  de  emplear  sus  propios  capita- 
les á un  interés  representado  por  la  diferencia  entre  el 
precio  al  contado  y el  precio  á plazo.  Por  otra  parte,  una 
persona  puede  haber  vendido  títulos  al  descubierto ^ ó sea 
sin  poseerlos,  con  el  propósito  de  adquirirlos  á un  precio 
más  bajo  en  la  época  en  que  habrá  de  cumplirse  el  con- 
trato; sin  embargo,  llegada  la  época  del  vencimiento,  si 
no  cree  oportuno  adquirirlos  de  un  modo  definitivo  para 
entregarlos  al  comprador,  puede  tomarlos  á reporto  de 
otra  persona,  6 sea  comprándoselos  á ésta  al  contado 
para  revendérselos  al  mismo  tiempo  á término,  salvo  des- 
pués el  comprarlos  definitivamente  al  nuevo  vencimien- 
to, si  le  conviniere,  ó bien  hacer  un  nuevo  reporto.  De 
esta  manera,  y ésta  es  otra  de  las  funciones  del  contrato 
de  reporto,  quien  vende  títulos  al  contado  para  volverlos 
á comprar  á término,  se  procura  los  capitales  que  puede 
necesitar. 

385. — De  lo  que  hemos  dicho  resulta  que  el  reporto, 
si  bien  constituido  por  una  compra  y venta,  es  también 
un  contrato  único  sui  generis^  que  tiene  analogía,  pero 
que  no  puede  sustituirse  por  un  mutuo  con  prenda,  prin- 
cipalmente  porque  los  títulos  dados  á reporto  cuya  en- 
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treg-a  es  expresamente  requerida  para  la  validez  del  con- 
trato pasan  á ser  propiedad  del  que  los  toma,  si  bien  es 
lícito  convenir  que  los  premios,  los  reembolsos  y los  in- 
tereses que  lian  de  entregarse  á la  terminación  del  re- 
porto quedan  á beneficio  del  vendedor  de  los  títulos  da- 
dos á reporto  (art.  73).  Sin  la  entrega  real  de  los  títulos 
el  reporto  dejaría  de  serlo  para  convertirse  en  un  sim- 
ple contrato  sobre  diferencias.  Vencido  el  término  del 
reporto,  las  partes  están  obligadas  á su  cumplimiento;  y 
en  caso  de  inejecución  son  aplicables  en  principio  las 
reglas  ya  expuestas  al  tratar  de  la  falta  de  cumplimiento 
de  la  compra  y venta  á término.  El  reporto  puede  ser 
prorrogado  por  comodidad  de  las  partes  al  llegar  uno  ó 
varios  vencimientos  sucesivos  (art,  74);  pero  si  al  venci- 
miento del  término  del  reporto  las  partes  liquidan  las 
diferencias  para  hacer  por  separado  el  pag’o  y renuevan 
el  reporto  sobre  títulos  por  cantidad  ó por  especies  diver- 
sas, ó por  diverso  precio,  se  presume  celebrado  un  nuevo 
contrato  (art.  75);  de  modo  que  al  vencimiento  final  los 
derechos  y las  obligaciones  de  las  partes  son  tan  sólo  las 
que  resultan  de  este  último  contrato.  Materialmente,  el 
reporto  puede  también  renovarse  por  la  intervención  de 
un  tercero,  el  cual,  sustituyéndose  al  que  ha  tomado  los 
títulos  por  reporto,  los  restituye  en  lugar  ele  éste  al  vque 
los  ha  dado,  celebrando  con  el  mismo  tomador  un  nuevo 
contrato.  Finalmente,  el  reporto  puede  de  hecho  disol- 
verse por  parte  del  que  dió  ó tomó  los  títulos,  celebran- 
do con  mi  tercero  antes  del  vencimiento  del  reporto  una 
operación  inversa,  de  modo  que  substaneialmente  viene 
este  tercero  á sustituirle  en  lo  referente  á la  ejecución 
del  contrato;  pero  legalmeiite,  la  condición  jurídica  de 

las  partes  no  se  altera  en  ningiin  caso. 

También  al  contrato  de  reporto  se  aplica  la  eiiciia 
ley  de  13  de  Septiembre  de  1876. 


TITULO  TERCERO 


MEDIOS  LEGALES  Y CONVENCIONALES 
PARA  ASEGURAR  EL  CUMPLIMIENTO 
DE  LAS  OBLIGACIONES 


3S(3. — El  cumplimiento  de  las  obligaciones  se  Lace 
más  se>^uro  con  los  medios  legales  ó con  las  convenció- 
lies  expresamente  estipuladas  por  las  partes. 


CAPITULO  I 

Medios  leg’alcs(l). 

387.  —Estos  medios  consisten  en  instituciones  crea- 
das por  la  ley,  precisamente  con  el  indicado  objeto^  y 
son:  los  privilegios,  las  hipotecas  legales  j el  derecho  de 
retención. 

388.  — El  privilegio  es  un  derecho  de  prelación  que 
la  ley  concede  en  atención  li  la  causa  del  crédito;  en- 


(1)  Sobre  los  privilegios  y la  hipoteca  leg'al  se  pueden  consul- 
tar los  civilistas,  en  particular  Troploxg,  Des  prlviléges  et  Jiypo- 
fneques.  Brnxelles,  1844.  — Sobre  el  derecho  de  retención  veas© 
Giorgi,  Teoría  delle  ohligaziom,  vol.  II,  núm.  376.  — Semekako, 
La  dottrina  delVius  retentionis.  Torino,  1875. — Vivante,  II  diritte 
di  ritenzione  nei  rapporti  commerciali,  en  el  apéndice  al  Código  de 
oomercio  comentado.  Yerona,  1883.— Guare, agino,  II  diritto  di  r¿- 
tenzione  nella  legislazione  italiana.  Napoli,  1884. — Glasson,  Dit, 
droit  de  retention.  París,  1882. — Hans  Strauli,  Das  lletenticm- 
recht  nach  dem  Bundesgesetz  ilher  des  ohhgationenrecht.  Winter- 
• thur,  1885. 
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cuentra  sus  principios  reguladores  en  el  Código  civil  en 
los  arts.  1.952  j siguientes,  de  los  que  no  es  éste  lucrar 

O 

para  ocuparnos.  En  el  derecho  mercantil,  siendo  también 
el  mismo  el  concepto  fundamental  del  privilegio,  en- 
cuentra éste  especial  aplicación  en  el  mandato  (art.  362) 
en  el  contrato  de  transporte  (art.  412),  en  los  contratos 
del  comercio  marítimo  (arts.  674  y siguientes)  y en  ma- 
teria de  quiebras  (art.  773),  como  en  parte  hemos  dicho 
ya  y en  parte  diremos  al  tratar,  por  conexión  de  mate- 
rias, de  los  contratos  particulares  á que  se  refiere  el  pri- 
vilegio. 

389.  — En  cuanto  á la  hipoteca  legal,  nada  hay  que 
decir;  pues  son  aplicables  á este  particular  las  reglas 
contenidas  en  el  Código  civil  en  los  arts.  1.969  v si- 

O V 

guientes^  exceptuando  una  aplicación  especial  á la  hipo- 
teca legal  de  la  mujer  en  materia  de  quiebra,  de  la  que 
hablaremos  al  tratar  de  esta  institución. 

390.  — El  derecho  de  retención  es  también  institu- 
ción del  derecho  civil;  consiste  en  la  facultad  que  corres- 
ponde al  acreedor  de  negar  al  deudor  la  entrega  de  la 
cosa  que  le  debe  hasta  que  éste  no  haya,  por  su  parte, 
cumplido  sus  propias  obligaciones.  El  derecho  de  reten- 
ción se  concede  por  las  leves  civiles  en  materia  contrac- 
tual á todo  el  que  haya  comprado  una  cosa  sustraída  6 
perdida  en  una  feria  ó mercado,  ó bien  a un  comercian- 
te que  tenga  despacho  público  de  tales  objetos  para  con- 
seguir el  reembolso  del  precio  (art.  709  Cód.  civ.);  al 
vendedor  para  el  pago  del  precio  (art.  1.469  de  dicho 
CódigoE  y ai  deuositario  para  el  pago  de  todo  lo  que  ¡?e 
le  debe  por  causa  del  depósito  (art.  1.863  de  dicho  Cód.). 
Estos  casos  de  retención  existen  igualmente  en  mateua 
mercantil,  exceptuando  de  los  del  citado  art.  /09  a el  to 
digo  civil  el  caso  en  que  se  trata  de  títulos  al  portauor, 
por  las  disposiciones  que  va  hemos  visto  a propósito  de 
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estos  títulos  (art.  6/),  y de  la  retención  en  la  venta  con 
pacto  de  retro,  porque  esta  es  una  institución  extraña  al 
derecho  mercantil.  Pero  todavía  tiene  aplicaciones  más 
extensas  que  en  materia  civil  en  materia  comercial,  no 
sólo  por  la  naturaleza  misma  de  los  contratos,  sino  por 
la  fe  que  con  frecuencia  están  obligados  los  comercian- 
tes á guardarse  en  sus  tratos.  El  derecho  de  retención  se 
concede  efectivamente,  como  sabemos,  á los  mandatarios 
comerciales  sobre  las  cosas  pertenecientes  al  mandante 
que  están  en  su  poder  ó se  encuentran  á su  disposición 
en  los  lugares  de  público  depósito;  para  reembolsarse  de 
los  anticipos,  gastos,  intereses  y de  los  derechos  que  le 
corresponden  por  razón  del  mandato  (art.  362);  al  por- 
teador sobre  las  cosas  transportadas  por  los  créditos  pro- 
cedentes del  contrato  de  transporte  (art.  412),  y al  capi- 
tán de  una  nave  para  el  pago  del  flete  del  transporte 
(art.  412);  sin  embargo,  como  veremos,  esta  última  es 
una  forma  particular  del  derecho  de  retención,  porque 
el  capitán  no  puede  retener  las  cosas  transportadas;  tan 
sólo  puede  pedir  que  se  depositen  en  manos  de  un  terce- 
ro. En  materia  de  quiebras,  el  derecho  de  retención  del 
vendedor  respecto  al  comprador,  se  rige  por  reglas  espe- 
ciales (art.  805),  en  las  que  nos  ocuparemos  en  el  lugar 
correspondiente. 


CAPÍTULO  II 


Medios  conven  clónales. 


391.  — Son  medios  convencionales  para  asegurar  el 
cumplimiento  de  las  obligaciones,  la  bipoteca,  la  conven- 
cioii  llamada  cotyí'is'ióh  d.6  ^dTciTit'icí  (stcLv  d6l  cr6cÍ6T€'jy  el 
aval,  el  afianzamiento  j la  prenda.  En  cuanto  á la  hipo- 
teca convencional,  no  es  cosa  de  ocuparnos  en  su  estudio, 
tanto  porque  son  muy  contados  los  casos  de  su  aplicación 
en  materia  mercantil,  como  porque  en  toda  ocasión  en- 
cuentra su  norma  reguladora  en  el  Código  civil.  De  la 
convención  llamada  comisión  de  garantía,  ya  nos  hemos 
ocupado  (num.  254),  como  también  del  aval  (núm.  317), 
el  cual,  como  sabemos,  no  es  tan  sólo  un  modo  de  ga- 
rantir la  ejecución  de  las  obligaciones,  sino  también  una 
obligación  cambiaria  por  su  propia  naturaleza;  no  nos 
queda,  pues,  aquí  por  tratar  más  que  del  afianzamiento 
y de  la  prenda. 

§ 1.® — El  afianzamiento  (IJ. 

392.  — El  afianzamiento  ó garantía  personal  para  la 
ejecución  de  obligaciones  contraídas  por  otros,  tiene  ca- 
rácter mercantil,  según  la  opinión  más  corriente,  siem- 
pre que  sea  mercantil  la  obligación  áque  se  refiere;  pero 
según  otros,  su  comercialidad  debe  deducirse  del  propio 


(1)  Akndts-Sekafijsu,  oh.  cit.,  yol.  II,  § o49,  donde  se  encuen 
una  extensa  bibliografía  sobro  la  materia. 
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afianzamiento,  y no  de  la  oblig^ación  principal.  Como 
quiera  que  sea,  siempre  que  el  afianzamiento  deba  con- 
siderarse como  acto  de  comercio,  ha  de  ajustarse  en  sus 
líneas  fundamentales  á las  reglas  contenidas  en  los  ar- 
tículos 1.898  y siguientes  del  Código  civil.  Sin  embargo, 
mientras  el  afianzamiento  civil  se  presume  gratuito,  el 
mercantil  se  presume  oneroso;  además,  la  solvencia  del 
fiador  no  se  mide  en  razón  de  sus  bienes  susceptibles  de 
hipoteca,  sino  en  relación  á su  crédito  (art.  1.905  Código 
civ.)  En  cuant ) á los  modos  de  constituir  y de  probar  el 
afianzamiento  mercantil,  como  también  en  cuanto  á los 
efectos  del  mismo,  son  aplicables  las  reglas  comunes  á 
todas  las  obligaciones  mercantiles,  así  como  en  lo  refe- 
rente á la  solidaridad  que  se  presume  existir  entre  ga~ 
rante  y garantido  (art.  40),  y que  produce  los  efectos 
especiales  marcados  en  el  art.  1.907  del  Código  civil.  Sin 
embargo,  en  el  comercio  no  es  siempre  necesario  que  el 
afianzamiento  se  haya  estipulado  esplícitamente;  puede 
existir  también  de  un  modo  implícito,  como  sucede  con 
frecuencia  con  las  cartas  de  crédito^  con  las  que  se  reco- 
mienda á un  banquero  ó comerciante  á aquellos  que  se 
trasladan  á otra  plaza,  especialmente  del  extranjero, 
para  el  caso  en  que  necesitasen  fondos.  Algunas  veces, 
sin  embargo,  estas  cartas  de  crédito  tienen  la  forma  del 
mandato,  y se  rigen  por  las  reglas  propias  de  este  últi- 
mo contrato  (a). 


(a)  Del  añanzamiento  mercantil  no  se  ocupa  con  especialidad  el 
Código  italiano,  como  lo  hace  el  español.  Habla  de  él  tan  sólo  por 
referencia  en  el  art.  40,  para  declarar  que  la  solidaridad  se  presu- 
me siempre  en  los  afianzamientos  mercantiles,  al  revés  de  lo  que 
sucede  en  el  derecho  civil.  En  esta  parte,  el  silencio  de  nuestro  Có- 
digo respecto  á este  efecto  del  afianzamiento,  resulta  mucho  más 
conforme  con  la  naturaleza  de  la  institución  que  el  precepto  del 
Código  de  Italia,  pues  el  afianzamiento,  sea  mercantil  ó civil,  cons- 
tituye siempre  una  obligación  subsidiaria,  y este  carácter  resulta 


4 46 


DEBECHO  MERCANTIL 


§ 2.® — La  prenda  (1). 

396.— La  prenda  que  tiende  lioj  á adquirir  el  carác- 
ter de  instrumento  ordinario  de  crédito,  especialmente 
por  la  multiplicación  de  los  títulos  (de  crédito)  sobre  los 
que  puede  fácilmente  constituirse,  es  un  contrato  por  el 
cual  el  deudor  ó un  tercero  entregan  al  acreedor  una 
cosa  mueble  para  seguridad  de  su  crédito,  que  ha  de  res- 
tituirse íntegramente  después  de  la  estimación  del  mis- 
mo (arts.  1.878,  1.883,  Cód.  civ.).  Es  contrato  unilateral, 
porque  el  deudor  tan  sólo  es  la  parte  verdaderamente 
obligada;  real,  porque  no  se  perfecciona  hasta  que  no  se 
ha  puesto  al  acreedor  en  posesión  de  la  cosa  pignorada 
(art.  1.882,  Cód.  civ.;  456,  Cód.  com.);  tiene,  pues,  ca- 
rácter de  accesorio,  en  cnanto  supone  la  existencia  de 
una  obligación  principal,  que  puede,  sin  embargo,  ser 
futura,  y á la  que  sirve  de  garantía;  de  aquí  resulta  que 
será  acto  de  comercio  en  cuanto  sea  mercantil  esta  obli- 
gación, aunque  también  respecto  á la  prenda,  como  al 
afianzamiento,  algunos  pretenden  deducir  su  carácter 
civil  ó mercantil  del  propio  contrato.  La  prenda  puede 
constituirse  para  toda  obligación  mercantil,  y sobre  cual- 
quier cosa  que  pueda  ser  objeto  de  comercio;  de  ordina- 
rio, esta  cosa  debe  pertenecer  al  que  la  da  en  prenda, 

neg*ado  desde  el  momento  en  que  se  le  convierte  en  obligación  so- 
lidaria. Pero  así  como  en  esto  merece  elogúos  nuestra  legislación, 
en  cambio  me  parece  criticable  que  baya  declarado  (art.  441,  Códi 
go  com.)  gratuito  el  afianzamiento  mercantil,  salvo  pacto  en  con 
trario,  pues  en  materia  comercial  debe  regar  siempre  el  piincipio 
do  que  todo  servicio  debe  remunerarse. — (1^.  T-) 

(1)  Bi  ANCHI,  Del  pe  g no  com  iner  dale, M-Ucer  uta,  ISbo,  Akndts 

Serafini,  oh.  vol.  II,  § 364,  con  la  bibliografía  relativa,  y en 
g'eneral,  los  civilistas  y comentadores  de  los  Códig'os,  especialmente 
TropIjOng,  Du  nantissement  y Pont,  Petits  contrats.  París,  1867. 
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puesto  que  se  sobreentiende  concedido  al  vendedor,  en 
caso  de  falta  de  pago,  el  derecho  de  enajenar  la  cosa  y 
de  cobrarse  del  precio  obtenido;  pero  también  la  prenda 
de  cosa  ajena  se  considera  válida,  porque  para  el  acree- 
dor pignoraticio  de  buena  fe  la  posesión  sirve  de  título, 
con  arreglo  al  art.  707  del  Código  civil. 

Sin  embargo,  si  se  tratase  de  cosas  perdidas  ó roba- 
das, á excepción  de  los  títulos  al  portador  (art.  57,  Có- 
digo com.),  el  propietario  podría  reivindicarlas  aun  de 
manos  del  acreedor  pignoraticio,  sin  que  éste  pudiese 
pedir  el  pago  del  crédito  garantido  (art.  708,  Cód.  civ.). 
A su  vez  el  acreedor  despojado  de  la  prenda  podrá  recla- 
mar otra  á su  deudor.  Por  lo  demás,  aun  antes  de  toda 
reivindicación  por  parte  del  propietario  de  la  cosa,  hay 
que  tener  en  cuenta,  según  algunos,  que  el  deudor  y el 
acreedor  pignoraticio  podrán  respectivamente  pedir  y 
pretender  la  restitución  de  la  cosa  ajena  para  sustituirla 
por  otra. 

394. — Para  la  eficacia  de  la  prenda  han  de  concurrir 
condiciones  de  forma  y de  modo.  Respecto  á la  forma, 
el  contrato  de  prenda,  en  cuanto  á terceros,  debe  pro- 
barse por  escrito,  si  la  suma  por  la  que  se  constituyó  la 
prenda  excede  de  quinientas  liras,  lo  mismo  si  se  ha 
dado  por  un  comerciante,  que  por  uno  no  comerciante, 
por  un  acto  mercantil. 

La  prueba  escrita  no  es,  pues,  necesaria  entre  las 
partes  contratantes,  las  cuales  pueden  probar  el  contra- 
to por  todos  los  medios  de  prueba  admitidos  por  la  ley 
{art.  44);  y la  escritura  no  se  puede  considerar  esencial 
para  la  validez  de  la  prenda  ni  áun  respecto  á terceros, 
después  de  lo  prescrito  por  el  art.  53. 

La  pignoración  de  cambiales  y de  títulos  á la  orden, 
puede  hacerse  mediante  endoso  con  la  cláusula  de  valor 
en  garantía^  ú otra  equivalente. 
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La 


P>gnomci6n  de  acciones,  de  obligaciones  ó de 
otros  títulos  nominativos  de  sociedades  mercantiles  d 
cu’iles,  puede  constituirse  mediante  anotaciones  ó 


O me- 


diante  transferencias  de  los  títulos  en  los  libros  de  la 
sociedad  por  causa  de  garantía  (art.  455). 

La  pignoración  de  los  títulos  al  portador,  en  vista 
del  silencio  de  la  ley,  debe  entenderse  sujeta  á las  reglad 
generales  del  art.  454.  De  la  pignoración  de  las  navü 
hablaremos  en  otro  lugar. 

395.  Ademas  de  las  condiciones  de  forma,  se  re- 
quieren, como  hemos  dicho,  condiciones  de  modo;  lo  que 
quiere  decir,  que  la  prenda,  como  contrato  real,  no  es 
perfecta  y no  confiere  al  acreedor  el  derecho  de  hacerse 
pagar  con  privilegio  sobre  la  cosa  dada  en  prenda,  sino 
en  cuanto  ésta  se  ha  entregado  y quedado  en  poder  del 
acreedor  ó de  un  tercero  elegido  por  las  partes  (artícu- 
los 1.882,  1.958,  núm.  6,  Cód.  civ.;  art.  456,  Cód.  com.). 
Se  presume  que  el  acreedor  tiene  la  posesión  de  las  co- 
sas dadas  en  prenda,  si  éstas  se  encuentran  á su  dispo- 
sición en  sus  almacenes  ó en  los  de  su  comisionista,  so- 
bre sus  naves,  en  la  aduana  ó en  otro  lugar  de  deposito 
público.  Lo  mismo  ocurre  con  la  posesión  de  las  merca- 
derías en  viaje;  se  presumen  en  posesión  del  acreedor 
pignoraticio,  si  éste  tuviere  en  su  poder  las  cartas  de 
porte  ó las  pólizas  de  cargo;  y esto  tan  sólo  en  cuanto 
se  hubiere  trasmitido  al  poseedor  de  estos  títulos  el  de 
recho  de  disponer  de  las  mercaderías  que  los  mismos  re- 
presentan. Así  el  destinatario  de  las  mercadeiias  expe 
didas  no  adquiere  el  derecho  de  prenda  sobie  la  caí 
de  porte  nominativa  remesada  por  el  que  las  enMa?  s* 
hasta  que  tiene  derecho  á disponer  de  las  mercaderí^^? 
salvo  lo  que  ya  hemos  dicho  en  los  números  21^0  2 
mientras  lo  adquiere  el  endosatario,  por  valoi  en 
tía,  de  una  carta  de  porte  á la  orden,  puesto  que  des 
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el  momento  del  endoso  puede  disponer  de  las  mercade- 
rías (art.  392),  ó quien  adquiere  la  posesión  de  la  carta  de 
porte  al  portador,  salvo  lo  dispuesto  en  el  art.  454. 

La  póliza  de  cargo  trasmite  la  posesión  de  las  mer- 
caderías en  viaje  para  el  destinatario,  lo  mismo  si  es 
nominativa,  que  á la  orden  ó al  portador,  siempre,  por 
supuesto,  que  la  póliza  sea  única  ó primera  ( art.  45(>, 
§ 3.^);  esta  última  disposición  se  concilííi  mal  con  lo  dis- 
puesto en  el  art.  557,  por  el  que  el  capitán  debe  entre- 
gar el  cargamento  a quien  le  presente  la  póliza,  cual- 
quiera  que  sea  el  número  que  lleve  ésta.  El  acreedor  pig- 
noraticio sobre  carta  de  porte  ó póliza  de  cargo,  en  las 
condiciones  anteriormente  indicadas,  es,  pues,  amparado 
como  si  tuviese  la  posesión  efectiva  de  las  mercaderías; 
y esta  posesión  valdra  también  para  defender  a este 
acreedor  contra  la  reivindicación  de  las  mercaderías  (pie 
se  hubiere  propuesto  vender  al  comprador,  á tenor  de  lo 
dispuesto  en  el  art.  804.  Finalmente,  en  cuanto  a la 
pignoración  de  un  crédito  común,  es  preciso  advertir 
que,  según  algunos,  cuando  el  acreedor  esta  en  po- 
sesión del  documento,  debe  considerársele  en  posesión 
del  crédito,  y ha  de  entenderse  válidamente  constituida 
la  prenda  respecto  á todos  (arts.  1.466,  1.538,  Cód.  civ.), 
si  bien  el  deudor  debe  considerarse  liberado  cuando  hu- 
biere pagado  de  buena  fe  al  acreedor  antes  de  tener  co- 
nocimiento de  la  constitución  de  la  prenda;  otros,  por  el 
contrario,  creen  aplicable  también  á la  prenda  mercan- 
til de  crédito  lo  dispuesto  en  el  art.  1.881  del  Código 
civil. 

La  cosa  entregada  al  acreedor  debe,  como  hemos  di- 

cho,  quedar  en  su  poder  mientras  durare  la  prenda,  pero 

si  hubiere  sido  despojado  de  ella  indebidamente,  puede 

volverla  á recobrar,  sin  que  por  ello  resulte  modificado 
SU  derecho. 
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396.— Veamos  ahora  cuáles  son  los  derechos  y obli- 
gaciones que  corresponden  al  acreedor  por  razón  del 
contrato  de  prenda.  Si  se  trata  de  un  acreedor  pignora- 
ticio, deberá  hacer  éste  todos  los  actos  necesarks  para 
la  conservación  de  la  cosa  recibida  en  prenda  y exigir 
todas  las  sumas  que  representen  vencimientos  de  la  mis- 
ma (ait,  4o7,  § l)j  pero  no  esta  obligado  á asegurarla. 
Tampoco  está  obligado  á practicar  todos  aquellos  actos 
que  el  deudor  puede  practicar  sin  necesidad  de  la  pose- 
sión del  título;  como  por  ejemplo,  la  entrega  de  los  di- 
videndos pasivos  sobre  las  acciones  constituidas  en 
prenda,  ni  puede  usar  en  su  provecho  la  cosa  pignorada. 
Llegado,  pues,  el  vencimiento  de  la  obligación,  y de  to- 
dos modos  cuando  ésta  se  satisfaga,  el  acreedor  debe  res- 
tituir la  cosa,  debiendo  dar  cuenta  de  lo  gastado  ó per- 
cibido con  cargo  á la  misma  (art.  457,  § 2).  A falta  de 
pago  llegado  el  vencimiento,  y si  no  existiesen  pactos 
especiales  para  proceder  á la  venta  de  un  modo  determi- 
nado, deberá  el  acreedor  hacer  la  enajenación  de  la  cosa 
con  arreglo  á los  procedimientos  indicados  en  el  art.  363, 
salvo  en  caso  de  quiebra,  lo  dispuesto  por  el  art.  772.  Es 
nulo,  en  interés  del  pignorante,  cualquier  pacto  que  au- 
torice al  acreedor  á apropiarse  de  la  cosa  dada  en  pren- 
da (art.  459),  y también  por  lo  mismo  lo  es  el  pacto  co- 
misorio, por  el  que  se  renunciase  á esta  nulidad.  Pero 
precisamente  porque  el  principio  se  ha  establecido  por  la 
ley  á fin  de  que  el  deudor  no  se  vea  obligado  á consentii 
condiciones  demasiado  onerosas  en  la  constitución  de  la 
prenda  y no  se  sienta  inclinado  á conceder  facultades 
demasiado  latas  al  acreedor,  en  la  confianza  de  poder 
después  rescatar  la  prenda,  debe  considerarse  válido  el 
pacto  posterior  al  contrato  de  prenda,  por  el  cual  el 
acreedor  quede  autorizado  para  apropiarse  la  cosa  que  se 
le  ha  pignorado,  en  caso  de  falta  de  pago,  ó bien  se  le 
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autorizare  para  adquirirla  por  un  precio  determinado. 

397. — Las  reglas  hasta  aquí  expuestas  no  derogan 
las  leyes  especiales  y los  reglamentos  que  se  refieren  á 
los  Bancos  y otros  institutos  autorizados  para  hacer  an- 
ticipos y préstamos  sobre  depósitos  y prendas  (art.  460). 

La  prenda  sobre  mercaderías  ó frutos  depositados  en 
los  almacenes  generales  está  regulada  por  los  principios 
ya  expuestos;  de  la  prenda  sobre  las  naves  ya  hablare- 
mos al  tratar  del  comercio  marítimo  (a). 


(a)  En  general,  el  contrato  de  prenda,  ánn  teniendo  carácter 
mercantil,  se  rige  en  nuestra  legislación  per  el  Código  civil,  salvo 
en  aquellos  casos  especiales  en  que  el  Código  de  comercio  ha  dicta- 
do reglas  particulares,  como  es  en  lo  referente  al  préstamo  con  ga- 
rantía de  efectos  ó valores  públicos  (320-324),  al  préstamo  con 
garantía  de  efectos  depositados  en  los  almacenes  generales  (artícu- 
lo 196),  y á los  préstamos  sobre  frutos,  cosechas,  ganados  ú otras 
clases  de  prendas,  propios  de  las  sociedades  ó Bancos  de  crédito 
agrícola. 

Todos  estos  preceptos,  esparcidos  por  el  Código  de  comercio, 
valía  la  pena  que  el  legislador  los  hubiese  reunido,  y así  hubiera 
X3odido  hacer  un  estudio  completo  de  este  contrato,  que  no  hubiera 
estado  de  más  en  él. — (N.  T.) 


LIBRO  TERCERO 


EL  COMERCIO  MARÍTIMO  (1)  (»). 


398. — Las  disposiciones  relativas  al  comercio  marí- 
iimo,  el  cual,  hasta  la  codificación  napoleónica  gozó  de 
una  verdadera  autonomía,  es  decir,  que  tuvo  leyes  y ju- 
risprudencia propias,  separadas  del  todo  de  las  del  co- 
mercio terrestre,  forman  hoy  parte  integrante  del  dere- 
cho mercantil;  sin  embargo,  se  acostumbra  á estudiarlo 
separadamente  por  la  especialidad  de  la  materia.  De 
aquí  se  deduce  que  los  principios  generales  del  derecho 
mercantil  se  aplican  también  al  comercio  marítimo,  sal- 
vo las  excepciones  que  indicaremos,  y al  que  se  asimila 
el  ejercitado  en  los  lagos,  ríos  y canales,  que  á la  par 
del  marítimo  se  diferencian  del  comercio  terrestre  por 

(1)  EiIDOLFI,  II  diritto  marittimo  della  Germania  settentrionale 
coinjparato  col  libro  secondo  del  Códice  di  comm.  ital.  Firenze,  1871. 
— Cresp  et  Laurin,  Cours  de  droit  maritime.  París,  1876-1882. — 
Desjardins,  Traite  de  droit  commercial  maritime.  París,  1878- 

1885.  — De  Courcy,  Questions  de  droit  maritime.  París,  1878-1885. 
— Boulay  Paty,  Cours  de  droit  commercial  maritime.  Bennes, 
1821. — Wagner,  Handhuch  des  Seerechts.  Leipzig*,  1884. — Lewis, 
Das  deutsohe  Seerecht;  2.‘"  edic.  Leipzig,  1883-1884. — Abbott,  Trea~ 
Use  on  the  law  relatincj  to  merchant  ships  and  seamen,  12.*^  edición. 
Londón,  1881. — Maclachlan,  A treatise  on  the  law  of  merchant 
shipping^  3.’^  edic.  Londón,  1880. 

(a)  Zapatero,  El  derei^ho  marítimo  y la  letra  de  cambio,  según 
el  Congreso  internacional  de  derecho  comercial  de  Amheres.  Madrid, 

1886. — (B.  T.) 


454 


DKBECHO  MEECANTIL 


la  diversidad  del  medio  de  transporte.  Hecha  esta  ad- 
vertencia, expondremos  ante  todo  las  nociones  relativas 
á las  naves  y á sus  propietarios,  al  capitán  y á la  tripu- 
lación, y después  hablaremos  de  los  varios  contratos  del 
comercio  marítimo. 


CAPITULO  I 

Mociones  preliminares. 

§ 1.^ — De  las  naves  y de  sus  propietarios  (1). 

399, — Nave,  es  toda  construcción  apta  para  ir  por  el 
agua;  en  sentido  más  restringido  j propio,  en  el  que 
nosotros  la  emplearemos,  toda  construcción  apta  para 
ir  por  los  mares,  dedicada  al  transporte  de  mercaderías 
ó pasajeros.  Forman  parte  de  la  nave  las  embarcaciones, 
aparejos,  pertrechos,  armas,  municiones,  provisiones,  y 
en  general  todas  las  cosas  destinadas  al  uso  permanente 
de  la  misma,  áun  cuando  estén  separadas  temporalmen- 
te (art.  480). 

Las  naves  son  muebles,  pero  muebles  sui  géneris;  tie- 
nen su  estado  civil,  que  se  desprende  del  acta  de  nacio- 
nalidad, cuja  acta  viaja  unida  á la  nave  y forma  parte, 
con  el  rol  de  la  tripulación,  de  los  papeles  de  bordo  (ar- 
tículos 37  y 40,  Cód.  mar,  mer.).  Las  naves  están  tam- 
bién matriculadas  en  el  departamento  marítimo  donde 
está  domiciliado  el  propietario  (art.  46  de  dicho  Código). 
La  propiedad,  la  posesión  de  la  nave,  y la  garantía  que 

(1)  IjEhir,  Des  armateurs  et  des  propriet aires  de  navires.  Pariáj- 
1844. — Dxjssaxjd,  Ettide  sur  les  propriété  des  navires,  París,  1877. 

De  Size,  De  la  responsahilité  des  propriétaires  de  navires  et  du 
préi  fait  au  capitain  en  coursde  voyage.  París,  18S3. 
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ésta  ofrece  á los  acreedores,  se  rigen  por  reglas  diversas 
de  las  referentes  á los  muebles,  análogas  más  bien  á las 
que  regulan  la  propiedad  inmueble.  Así  la  enajenación 
de  las  naves  debe  hacerse  por  escrito,  y se  ha  de  tras- 
cribir también  en  los  registros  del  departamento  maríti- 
mo al  que  pertenezca  la  nave  (art.483);  consiguientemen- 
te la  regla  relativa  á los  muebles,  la  posesión  sirve  de  tí- 
tulo, no  se  aplica  á las  naves.  La  pignoración  de  la  nave 
no  exige  la  posesión  en  poder  del  acreedor,  ni  que  se  dé 
á la  nave  un  guardián  que  viaje  con  ella,  como  requería 
el  Código  de  1865,  pero  debe  hacerse  por  escrito  y ser 
también  trascrita  en  los  registros  del  departamento 
marítimo  al  que  pertenezca  la  nave  (art.  485),  y de  aquí 
el  nombre  más  propio  que  se  le  ha  dado  de  hipoteca  na- 
val. Finalmente,  las  naves  están  sujetas  también,  en 
cuanto  á tercero,  al  pago  de  las  deudas  que  la  ley  de- 
clara privilegiadas  (art.  674)  (a). 

(a)  Dice  Yidari  con  profundo  sentido,  que  la  influencia  del  de- 
recho romano  en  el  derecho  mercantil  ha  sido  y es  perniciosísima, 
y en  nada  se  ve  esto  tan  palpable  como  en  la  doctrina  jurídica  re- 
lativa á la  condición  de  las  naves.  Las  naves  no  son  ni  muebles  ni 
inmuebles  ni  semovientes,  y como  la  clasificación  del  derecho  civil 
romano  no  comprendía  más  que  estos  tres  términos,  los  comenta- 
ristas y el  legislador  se  empeñaron  en  encajarlas  en  uno  de  estos 
moldes.  Y aquí  de  los  apuros  y dificultades;  como  el  traje  no  ajus- 
taba, fue  preciso  encoger  de  un  lado,  alargar  de  otro,  recortar  y 
añadir  para  dejar  á la  criatura  como  vestida  por  contrata;  y unos 
la  dejaron  el  traje  largo  y crecedero,  y otros  de  manga  corta  pero 
siempre  ridículo.  Por  eso  mientras  unos  declararon  que  la  nave  era 
inmueble,  otros  con  la  misma  razón  la  declararon  mueble,  no  sien- 
do ni  una  cosa  ni  otra,  resultando  de  todo  ello  contradicciones  y 
absurdos  de  tal  calibre,  como  el  de  decir  á renglón  seguido  de  afir- 
mar que  la  nave  es  mueble,  que  la  nave  constituye  una  extensión 
del  territorio  nacional.  No  era  tampoco  menos  ridículo,  jurídica- 
mente considerado,  lo  que  sucedía  en  la  legislación  italiana  de  1865, 
en  que  para  constituir  en  prenda  la  nave  ya  que  no  podía  entregár- 
sele materialmente  al  acreedor,  tenía  que  nombrar  éste  un  repre- 
sentante suyo  que  fuera  constantemente  en  la  nave,  para  que  no 
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400. — La  propiedad  de  las  naves  se  adquiere:  a)  me- 
díante construcción,  la  cual  constituye  acto  de  comercio 
(art.  3.^  núm.  14).  El  contrato  para  la  construcción  de 
la  nave  debe  hacerse  por  escrito  con  persona  autorizada 
para  las  construcciones  navales  (arts.  25-34, Cód.  déla  ma- 
rina mercante),  y no  produce  efecto  respecto  á terceros 
si  no  se  ha  trascrito  en  los  registros  de  las  oficinas  del 
departamento  marítimo,  en  el  que  debe  hacerse  ó se  ha 
emprendido  la  construcción  (art.  481),  salvo,  respecto  á 
las  embarcaciones  menores,  lo  dispuesto  en  el  art.  490; 
todo  esto  por  razón  del  interés  público  de  las  construc- 
ciones, y también  en  el  privado  de  los  terceros.  El  con- 
trato para  la  construcción  de  las  naves  se  disuelve  por 
revocación  del  comitente  con  las  condiciones,  sin  embar- 
go, determinadas  en  el  art.  1.641  del  Código  civil;  por 
manifiesta  impericia  ó fraude  del  construcctor,  por  muer- 
te de  éste,  á tenor  de  lo  dispuesto  en  los  arts.  1.642  y 
1.643  del  Código  civil,  y,  por  último,  por  caso  fortuito  ó 
fuerza  mayor  (art.  482)  (a). 

perdiéndola  de  vista  nunca,  no  decayera  su  derecho.  En  fin,  mate- 
ria es  ésta  tan  socorrida,  que  podría  seguir  por  mucho  tiempo  ha- 
ciendo comentarios  tan  sabrosos  como  los  anteriores. 

Nuestro  Código  de  comercio  persistió  en  la  antigua  doctrina 
del  de  1829,  y declaró  que  las  naves  son  bienes  muebles,  sin  preocu- 
parse para  nada  de  la  hipoteca  naval,  que  había  abierto  brecha  en 
el  derecho  francés.  Afortunadamente  en  21  de  Agosto  de  1893  se 
ha  publicado  la  ley  sobre  la  hipoteca  naval. 

Acerca  de  esta  importante  cuestión  de  la  hipoteca  naval,  aparte 
de  algunos  folletos  del  mismo  autor,  puede  verse  la  interesante  y 
extensa  monografía  del  Sr.  Re  villa.  La  hipoteca  naval  en  Espa- 
iia,  Madrid,  1888,  las  Actas  del  Congreso  jurídico  de  Barcelona^  Bar- 
celona, 1889,  donde  existen  trabajos  y discursos  sobre  lo  mismo  de 
los  Sres.  Alvarez,  Duran,  Isabal,  Ondovilla,  Oliva.  Gonza- 
lo, Reig,  Benito  é Hidalgo. — Ayllón  y Altolaguirre,  El 
comercio  y la  hipoteca  naval.  Madrid,  1893.  — (N,  T.') 

(o)  Aun  cuando  en  todas  las  legislaciones  el  contrato  sobre 
construcción  de  naves  cae  de  lleno  dentro  del  derecho  mercantil» 
no  sucede  lo  mismo  entre  nosotros,  ya  que  ni  la  ley  lo  declara  ex- 
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. 401._5)  Mediante  adquisición  á título  gratuito  u one- 
roso, Sin  detenernos  en  la  adquisición  a título  gratuito, 
que  no  presenta  especialidad,  digamos  que  la  adquisición 
á título  oneroso  puede  proceder  de  adquisición  de  la 
nave,  realizada  por  venta  voluntaria  ó forzosa.  La  venta 
voluntaria  puede  comprender  toda  la  nave,  ó tan  sólo 
una  ó varias  fracciones  [carati)  de  la  misma;  si  la  nave. 


como  de  ordinario  sucede,  representa  una  copropiedad , 
entonces  la  venta  voluntaria,  por  derogación  del  princi- 
pió  establecido  en  el  art.  681  del  Codigo  civil,  j)or  el  que 
cada  uno  de  los  copartícipes  puede  pedir  la  disolución 


de  la  comunidad,  debe  ser  consentida  por  todos.  La  ma- 
yoría no  podría  obligar  á la  minoría,  puesto  que  no  se 
trata  de  un  interés  de  la  comuidad,  que  precisamente 
con  la  venta  ha  de  cesar.  Sin  embargo,  para  no  sacrifi- 
car demasiado  a la  minoría  de  los  copropietarios,  se  ha 
establecido  (art.  495)  que  la  venta  de  la  nave  debe  dis- 
ponerse por  el  tribunal,  siempre  que  lo  soliciten  la  mitad 
al  menos  de  la  propiedad,  salvo  convención  en  contrario, 
y en  casos  graves  y urgentes  puede  disponerse  también 
aun  á petición  de  un  número  de  copropietarios  que  re  - 
presenten  tan  sólo  una  cuarta  parte  de  dicha  propiedad . 
La  nave  iebe  venderse  a persona  capaz  de  adquirir  la  pro- 
piedad, ó sea  á un  ciudadano  ó extranjero  en  los  límites 
señalados  por  los  arts.  40  y siguientes  del  Código  de  la 


presamente  comprendido  entre  los  actos  de  comercio,  ni  contiene 
tampoco  disposición  alguna  especial  respecto  al  mismo.  De  aquí  re- 
sulta que,  pudiéndose  constituir  la  hipoteca  naval  sobre  el  buque  en 
construcción  (art.  5.«  de  la  ley  de  21  de  Agosto  de  189o),  y siendo 
esta  constitución  un  acto  mercantil  por  excelencia,  se  da  el  caso 
anómalo  de  que  lo  accesorio  no  sigue  á lo  principal,  pues  lo  princi- 
pal, que  es  la  construcción,  se  rige  por  la  ley  civil  (no  así  la  propie- 
dad que  está  regulada  por  el  Código  de  comercio),  y lo  accesorio, 
que  es  la  hipoteca,  se  rige  por  la  ley  mercantil.— (JST.  T.) 
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marina  mercante  {a);  de  ordinario  por  el  propietario  ó por 
un  mandatario  sujo,  y excepcionalmente  por  el  capitán 
por  inhabilitación  de  la  nave  durante  el  viaje  (art.  513) 
en  interes  mismo  del  propietario,  y para  mayor  garantía 
de  este  en  publica  subasta.  La  venta  debe  hacerse  por 
escrito,  y no  produce  efecto  respecto  á terceros  si  no  se 
ha  trascrito  en  los  registros  de  la  oficina  marítima  co- 
rrespondiente; en  país  extranjero  debe  hacerse  por  do- 
cumento extendido  en  la  cancillería  del  consulado  regio 
y ante  el  oficial  consular,  y no  produce  efecto  en  cuanto 


(a)  Pueden  los  extranjeros  en  Italia  nacionalizar  un  buque  de 
su  propiedad,  siempre  que  lleven  cinco  años  de  residencia  en  aquel 
país.  Ni  aun  esto  es  necesario  cuando  sean  copartícipes,  si  esta  co- 
participación no  excediere  de  un  tercio.  Si  no  reuniendo  estas 
condiciones  adquirieren  por  cualquier  título  más  de  una  tercera  par- 
te de  un  buque  nacionalizado  ya,  deberán  dentro  de  un  año  verifi- 
car el  traspaso  del  exceso  á extranjero  que  los  tenga  ó á súbdito 
italiano. 

Si  por  efecto  del  cambio  de  nacionalidad  un  ciudadano  italiano 
dejase  de  serlo  y fuere  propietario  de  más  de  la  tercera  parte  de  un 
buque,  deberá  poner  este  hecho  en  conocimiento  de  la  Capitanía 
del  puerto  donde  esté  matriculado  el  buque,  y también  en  el  térmi- 
no de  un  año  habrá  de  hacer  la  cesión  del  exceso  á favor  de  ciuda- 


danos italianos.  Esta  obligación  es  extensiva  igualmente  á la  mujer 
que  se  case  con  extranjero.  Si  pasado  el  año  no  se  ha  hecho  la  ce- 
sión del  exceso  en  la  forma  indicada,  el  capitán  del  puerto  del  de- 
partamento á que  pertenezca  el  buque  tendrá  obligación  de  promo- 
ver la  venta  judicial. 

Las  sociedades  constituidas  por  extranjeros  podrán  tener  bu- 
ques de  su  propiedad  en  las  condiciones  siguientes:  Si  se  trata  de 

« 

sociedades  colectivas  ó comanditarias,  áun  cuando  tengan  su  resi- 
dencia en  el  extranjero,  siempre  que  alguno  de  los  socios  solidarios, 
cuyo  nombre  fig’ure  en  la  razón  social,  sea  italiano;  si  se  trata  de 
sociedades  anónimas,  es  preciso  que  su  establecimiento  principal 
esté  en  territorio  italiano  y que  en  el  mismo  se  celebren  sus  reunio- 
nes ó juntas  g'euerales;  las  sucursales  de  sociedades  extranjeras  se 
considerarán  para  este  efecto  como  ciudadanos  extranjeros,  y P<^“ 
dran,  por  lo  tanto,  en  iguales  condiciones  que  éstos,  tener  ó partí 

cipar  de  la  propiedad  de  los  buques  nacionalizados  en  Italia. 
(N.  T.) 
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á tercero  si  no  se  ha  trascrito  en  el  registro  del  consula- 
do. En  todos  estos  casos,  la  enajenación  debe  anotarse 
en  el  acta  de  nacionalidad  (salvo  tratándose  de  naves 
menores,  lo  dispuesto  en  el  art.  490),  con  la  indicación 
de  si  el  vendedor  queda  como  acreedor  de  todo  ó parte 
del  precio,  puesto  que  por  razón  de  este  crédito  tiene 
privilegio  sobre  la  nave  (art.  675,  núin.  12).  Si  concu- 
rrieren varias  enajenaciones,  la  fecha  de  la  anotación 
sobre  el  acta  de  nacionalidad  decidirá  la  preferencia  (ar- 
tículo 483).  Si  la  enajenación  se  hiciese  en  el  reino 
mientras  la  nave  viaja  por  país  extranjero,  entonces,  no 
pudiéndose  hacer  en  el  reino  la  anotación  de  la  venta 
sobre  el  acta  de  nacionalidad  por  encontrarse  á bordo  de 
la  nave,  puede  estipularse  que  la  anotación  se  haga  so- 
bre dicha  acta  en  la  cancillería  del  consulado  regio  del 
lugar  donde  la  nave  se  encuentre,  ó adonde  se  encami- 
ne, j esto  siempre  que  el  lugar  indicado  se  haya  decla- 
rado por  escrito  al  propio  tiempo  de  hacer  la  petición  para 
la  trascripción  del  título.  En  este  caso,  el  administrador 
de  la  marina  merca, nte  debe  lo  antes  posible  trasmitir 
una  copia  del  título  certificada  por  él  al  oficial  consular 
correspondiente  á expensas  del  peticionario;  pero  el  con- 
trato no  produce  efecto  respecto  á terceros  más  que  des- 
de la  fecha  de  la  anotación  sobre  el  acta  de  nacionalidad 
(art.  489).  Lo  referente  álos  derechos  del  vendedor  res- 
pecto á los  créditos  privilegiados  sobre  la  nave,  lo  deja- 
mos para  obro  lugar. 

En  cuanto  á la  venta  forzosa,  todo  acreedor  tiene 
derecho  á pedir  el  secuestro  ó la  pignoración,  ó la  venta 
de  la  nave  ó de  la  porción  indivisa  de  la  misma  que  per- 
tenezca á su  deudor.  Los  acreedores  privilegiados  pue- 
den ejercitar  este  derecho  áun  cuando  la  nave  afecta  á 
su  crédito  hubiese  pasado  en  todo  ó en  parte  á manos 
de  un  tercero  (art.  879).  Se  exceptúa  la  nave  dispuesta 
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á partir,  la  cual  no  está  sujeta  ni  á pignoración  ni  á se- 
cuestro, puesto  que  de  consentir  uno  ú otro  se  privaría  á 
la  nave  de  una  ganancia  que  en  último  término  consti- 
tuye para  los  acreedores  una  mayor  garantía  de  pago. 
La  nave  se  presume  pronta  á partir  cuando  el  capitán 
tiene  en  su  poder  todos  los  documentos  necesarios  para 
el  viaje.  Por  la  misma  razón  cualquiera  que  sea  el  esta- 
do del  procedimiento,  á instancia  de  un  acreedor  privi- 
legiado de  la  nave  ó de  un  copropietario  de  ésta,  y tam- 
bién del  mismo  deudor,  el  Tribunal  que  entiende  en  el 
asunto  podrá  disponer  que  la  nave  emprenda  uno  ó va- 
rios viajes,  tomando  todas  las  precauciones  que  crea 
oportuno  á tenor  de  las  circunstancias;  de  otro  modo,  si 
la  nave,  como  disponía  el  derogado  Código,  debiese  per- 
manecer inmovilizada  en  el  puerto  donde  se  entabló  el 
procedimiento,  los  daños  serían  gravísimos.  El  viaje  no 
puede  empezarse  hasta  que  la  sentencia  no  se  haya 
trascrito  en  los  registros  de  la  administración  de  mari- 
na y anotado  en  el  acta  de  nacionalidad.  Los  gastos  ne- 
cesarios para  emprender  el  viaje  deben  anticiparse  por 
el  que  lo  solicitare.  El  flete  se  conceptúa  como  aumento 
del  precio  de  venta,  deducidos  los  gastos  (art.  882).  Las 
formalidades  de  la  venta  judicial  están  indicadas  en  los 
arts.  883  y siguientes,  y en  cuanto  éstos  no  dispongan, 
en  las  reglas  del  Código  de  procedimiento  civil  respecto 
á la  ejecución  forzosa  de  los  bienes  muebles  (art  904  (a). 

(a)  Todo  el  que  tenga  capacidad  para  adquirir  podrá  á título 
g'ratuito  li  oneroso  tener  la  propiedad  de  un  buque  español;  y esto 
lo  mismo  si  es  español  que  extranjero.  Nuestro  derecho,  más  ex 
pansivo  y liberal  que  el  italiano  en  esta  materia,  no  incapacita  a 
extranjero  para  poseer  buques  españoles,  pues  á este  efecto,  no  exi 
g'e  otra  cosa  que  la  inscripción  del  buque  en  la  matrícula  de  la^  co 
mandancia  de  marina  y en  el  Registro  mercantil,  y la  del  naviero 
ó propietario  en  el  propio  Registro  en  concepto  de  comerciante 
matriculado. — (N.  T.) 
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402.  — c).  Mediante  prescripción  (art.  918),  la  cual  es 
de  cinco  años  si  el  poseedor  tuviere  un  título  obtenido 
de  buena  fe,  debidamente  trascrito  y que  no  sea  nulo 
por  defecto  de  forma.  La  prescripción  empieza  a contar- 
se desde  la  fecha  de  la  trascripción  del  título  y de  su 
anotación  en  el  acta  de  nacionalidad.  La  prescripción  es, 
pues,  de  diez  años,  si  falta  al  poseedor  el  título  ó la  bue- 
na fe.  El  capitón  no  puede  adquirir  la  nave  por  pres- 
cripción, puesto  que  la  posee  a nombre  de  otro  (art.  2.115 
Cód.  civ.)  (a), 

403.  — d).  Mediante  apresamiento  al  enemigo,  en  los 
casos  en  quu  está  todavía  permitido  (art.  207  y siguien- 
tes Cód.  mar.  mere.)  (&). 

404.  — Por  uno  ó por  otro  medio  la  propiedad  puede 
adquirirse,  y puede  llegar  á ser  propietario  de  la  nave  un 
ciudadano  ó un  extranjero  en  las  condiciones  anterior- 
mente indicadas.  Pueden,  como  también  hemos  dicho, 
ser  varios  los  propietarios  ó copartícipes  [caratisti] , en- 
tonces se  constituye  generalmente  entre  ellos  una  co- 
munidad, si  bien  en  algún  caso  la  relación  que  media 
entre  los  mismos  asume  más  fácilmente  la  forma  social. 
Esta  comunidad  se  rige  por  las  disposiciones  generales 
contenidas  en  el  Código  civil  acerca  de  la  comunidad,  y 
en  cuanto  no  esté  en  éste  dispuesto,  aparte  se  entiendo 
de  las  convenciones  especiales,  por  el  Código  de  comer- 
cio. En  esto  se  ocupa  especialmente  el  art.  495  para  es- 
tablecer, de  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  art.  678 
del  Código  civil,  que  para  todo  lo  que  se  refiere  al  intc- 


(a)  Los  plazos  para  la  prescripción  en  materia  do  naves,  son  en 
nuestro  derecho  tres  años  con  buena  fe  y justo  título  debidamen- 
te registrado,  y diez  faltando  alguna  de  estas  condiciones  (artículo 
573).-(N.  T.) 

ih)  Pespecto  á este  punto,  véase  Gestoso,  Validez  de  las  presas 
marítimas.  Madrid.— (N.  T.) 
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res  común  de  los  propietarios  de  una  nave,  los  acuerdos 
de  la  mayoría,  determinada  por  una  porción  de  intereses 
en  la  nave  que  exceda  de  la  mitad  de  su  valor,  son  obliga- 
torios también  para  la  minoría;  y por  interés  común  debe 
entenderse  todo  lo  referente  ala  conservación, incluso  el 
seguro,  y la  utilización  colectiva  y normal  de  la  nave.  La 
venta  voluntaria  de  la  misma  no  puede  considerarse 
como  cosa  de  interés  de  la  comunidad,  porque  precisa- 
mente es  causa  de  su  extinción;  para  tomar  acuerdo  se- 
ría preciso,  pues,  en  rigor,  que  todos  los  copropietarios 
estuviesen  unánimes;  sin  embargo,  teniendo  en  cuenta 
el  principio  de  la  ley  civil  (art.  681),  que  ninguno  puede 
ser  obligado  á permanecer  en  la  comunidad,  y la  necesi- 
dad que  en  esta  materia  induce  á modificar  el  anterior 
principio,  la  ley  (art.  495)  ba  dictado  á este  propósito  las 
disposiciones  especiales  ya  indicadas  antes.  Por  el  con- 
trario, debe  considerarse  como  referente  al  interés  co- 
mún el  nombramiento  del  representante  de  la  nave  que 
lia  de  entenderse  con  la  autoridad  marítima  en  los  ca- 
sos indicados  en  el  art.  54  del  Código  de  la  marina  mer- 
cante, y también  el  del  representante  de  los  intereses 
comunes,  así  como  el  del  armador,  ó sea  el  que  utiliza  la 
nave  en  uno  ó varios  viajes  ó expediciones,  proveyéndola 
de  ios  objetos  necesarios  al  efecto,  y confiándola  á la  di- 
rección de  un  capitán  ó patrón  (art.  52  Código  de  la  ma- 
rina mercante).  Armador,  sin  embargo,  puede  serlo  tam- 
bién uno  de  los  copropietarios  ó el  propietario  si  la  nave 
pertenece  á una  sola  persona.  La  persona  del  armador 
debe  ser  designada  por  el  propietario;  a falta  de  declara- 
ción se  reputa  armador  el  propietario  de  la  nave  ó el  co- 
propietario que  represente  más  de  la  mitad  de  los  inte- 
reses de  la  misma  (art.  53  Cód.  mar.  mere.)  («). 


(a)  Xios  copropietarios  de  una  nave  pueden  constituirse  en  so 
«iedad  y acordar  sus  estatutos  en  la  forma  más  conveniente  a su» 
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405. — Los  propietarios  de  la  nave,  y por  ellos  su  ar- 
mador, que  tiene  el  carácter  de  un  mandatario  con  am- 
plios poderes,  responden  de  los  Lechos  del  capitán  (el 
cual,  como  diremos  más  adelante,  es  una  especie  de  fac- 
tor) y de  las  demás  personas  de  la  tripulación,  y son  res- 
ponsables de  las  obligaciones  contraídas  por  el  capitán 
en  lo  concerniente  á la  nave  y á la  expedición.  A pesar 
de  esta  responsabilidad,  p en  atención  á que  por  el  ale- 
jamiento de  la  nave  del  propietario  podría  resultar  éste 
gravado  excesivamente,  el  propietario  que  no  ha  contraí- 
do obligaciones  personales  puede  librarse  de  esta  res- 
ponsabilidad mediante  el  abandono  de  la  nave  y del  flete 
percibido  ó por  percibir,  á no  ser  que  se  trate  de  obliga- 
ciones por  los  salarios  y los  emolumentos  de  los  indivi- 
duos de  la  tripulación  (art.  491).  La  facultad  de  hacer 


intereses;  pero  si  no  se  hnibiere  constituido  la  sociedad  formalmen- 
te, la  ley  española  presume  siempre  su  existencia  (art.  589  Código 
comercio),  j á este  efecto  lia  dictado  una  serie  de  disposiciones  aná- 
logas á las  del  dereciio  italiano,  con  la  diferencia,  sin  embargo,  de 
que  para  asegurar  los  intereses  de  la  minoría  lia  dis]»uesto  la  ley 
que,  si  éste  no  consiente  en  la  reparación,  equipo  y avituallamiento 
de  la  nave,  podrá,  mediante  la  renuncia  de  su  participación,  obligar 
á los  demás  copropietarios  á que  la  adquiera,  previa  tasación  judi- 
cial del  valor  de  lo  renunciado.  Y en  tanto  que  no  quiera  la  mino- 
ría hacer  uso  de  los  derechos  de  tanteo  y retracto  (art.  575),  será 
obligatorio  para  los  mismos  el  acuerdo  de  la  mayoría  sobre  disolu- 
ción de  la  compañía  y venta  del  buque  (art.  592). 

En  cnanto  á la  representación  legal  de  ios  copropietarios  que  el 
derecho  italiano  concede  á tres  personas  distintas,  una  para  que  se 
entienda  con  la  autoridad  marítima  del  departamento  si  no  estu- 
viere domiciliado  en  el  mismo  el  propietario  mayor  partícipe  ó el 
armador;  otra  para  que  represente  los  intereses  de  la  comunidad,  y 
por  último,  el  armador,  los  reduce  la  ley  española  á una  sola  perso- 
na, que  es  el  naviero  (art.  594),  quien  representará  á los  copropie- 
tarios en  todo  lo  relativo  á los  intereses  comunes  al  armamento  de 
la  nave,  y será  el  llamado  á entenderse  con  las  autoridades  maríti- 
mas. Por  eso  no  he  traducido  la  palabra  armatore  por  la  de  naviero^ 
úun  cuando  nuestro  Código  no  habla  nada  del  armador. — (N.  T.) 


464  DERECHO  MERCANTIL 

el  abandono  no  corresponde,  por  faltar  la  razón  que  la 
informa,  al  que  sea  capitán  y propietario  ó copropietario 
de  la  nave  al  mismo  tiempo.  Cuando  el  capitán  no  sea 
más  que  copropietario,  á falta  de  pacto  expreso  no  res- 
ponderá personalmente  de  las  obligaciones  contraídas 
por  él  en  lo  referente  á la  nave  y á la  expedición  más 
que  en  proporción  á su  interés  (art.  491,  § 2.''). 

El  abandono  puede  hacerse  á todos  los  acreedores,  6 
solamente  á algunos  (art.  492).  En  todo  caso,  cualquier 
acreedor  puede  tomar  la  nave  por  su  cuenta,  con  la  obli- 
gación de  pagar  á los  demás  acreedores  privilegiados.  Si 
concurren  varios  acreedores,  es  preferido  el  primer  soli- 
citante, y si  concurrieren  al  propio  tiempo,  es  preferido 
el  acreedor  de  mayor  suma. 

Si  ningún  acreedor  toma  la  nave  por  su  cuenta,  ésta 
se  venderá  á instancia  del  acreedor  que  lo  solicitare;  el 
precio  se  distribuirá  entre  los  acreedores,  y el  resto,  si 
lo  hubiere,  después  de  pagar  á los  acreedores,  pertenece 
al  propietario  (art.  493)  (a). 

§ 2.® — Del  capitán  (1). 

406. — Capitán  es,  en  general,  el  encargado  por  el 
propietario  ó armador  de  la  nave  del  gobierno  de  ésta; 


(a)  El  abandono  de  la  nave  en  nuestro  derecbo  mercantil  apa- 
rece mucbo  más  limitado  que  en  el  derecho  italiano;  mientras  en 
éste  se  autoriza  por  razón  de  todas  las  oblig'aciones  no  personales 
del  propietario  procedentes  de  actos  del  capitán  ó de  la  tripulación,, 
á excepción  tan  sólo  de  las  referentes  á los  salarios  ó emolumentos 
de  la  tripulación,  nuestro  Código  de  comercio  lo  reduce  al  caso  en 
que  la  conducta  del  capitán  en  la  custodia  de  los  efectos  cargados 
en  el  buque  determinara  la  oblig'ación  de  indemnizar  á tercero  (ar- 
tículo 587).  - (N.  T.) 

(1)  Serafino,  Del  capitano  e dei  suoi  rapporti  giuridid  coip'fo- 
prietari,  armatori  e caricotori.  Napoli,  1881. — Eloy  et  GrUERRANm 
Des  capitaÍ7is,  maitres  et  patrones.  París,  1860. — Paulmier,  Manue 
pratique  du  capitain  de  navire,  aií  point  de  vue  legal.  París,  1883. 
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sin  embargo,  el  Código  de  la  marina  mercante  distingue 
los  capitanes  de  los  patrones,  y llama  con  este  último 
nombre  á los  capitanes  de  las  naves  destinadas  á los  via- 
jes por  el  Mediterráneo.  Los  capitanes  son  de  dos  cate- 
gorías: de  altura,  y de  gran  cabotaje,  según  que  puedan 
mandar  naves  que  tengan  cualquier  destino,  ó tan  sólo 
dentro  de  ciertos  límites.  Las  patentes  de  capitán  ó pa- 
trón se  dan  mediante  el  concurso  de  determinadas  con- 
diciones fijadas  por  la  ley  (arts.  62  y siguientes.  Código 
marítimo  mercantil). 

El  capitán,  en  general,  es  elegido  por  el  propietario, 
ó por  el  armador  de  la  nave,  entre  las  personas  capa- 
ces de  desempeñar  el  cargo,  y se  presume  que  en  él  ha 
delegado  el  propietario  el  ejercicio  de  su  propia  facultad. 
El  capitán  tiene  una  doble  cualidad;  esto  es,  por  un  lado 
es  una  especie  de  factor  del  propietario  ó del  armador 
de  la  nave,  en  cuanto  está  encargado  del  ejercicio  del 
comercio  sobre  la  nave  misma,  mediante  una  retribu- 
ción, respecto  de  la  que  son  aplicables  las  reglas  que  ex- 
pondremos al  tratar  del  ajuste  de  la  tripulación;  no  tie- 
ne, sin  embargo,  la  condición  de  comerciante,  si  bien 
las  acciones  contra  él,  como  las  que  pueden  ejercitarse 
contra  los  factores,  están  reguladas  por  las  leyes  mer- 
cantiles (art.  869,  núm.  3);  por  el  otro  es  un  oficial  pú- 
blico, en  cuanto  la  ley  le  confía  el  ejercicio  de  ciertas 
funciones.  Bajo  otro  aspecto  se  puede  considerar  como 
una  especie  de  mandatario  de  los  cargadores,  en  cuanto, 
como  el  porteador,  responde  á los  mismos  de  las  cosas 
cargadas  (art.  498).  Durante  mucho  tiempo  se  confiaron 
también  al  capitán  incumbencias  de  índole  comercial; 
hoy  estas  incumbencias,  especialmente  á causa  del  des- 
arrollo de  la  navegación  á vapor,  se  confían  fuera  del 
puerto  de  armamento  á agentes  especiales  llamados  con- 
signatarios [raccomandatori\  que  tiene  á este  objeto  la 
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representación  del  armador,  ó del  mismo  capitán,  y que 
en  concepto  de  tales  contratan  ñetamentos,  extienden 
las  pólizas,  recogen  las  mercaderías  dirigidas  al  destina- 
tario, liquidan  las  averías.  Estos  consignatarios  son  de 
dos  clases;  unos  que  representan  exclusivamente  á un 
armador,  otros  que  prestan  sus  servicios  á todo  el  que  de 
ellos  necesita.  La  responsabilidad  del  capitán  es  graví- 
sima; responde  á todos  los  interesados  hasta  de  la  culpa 
leve  que  comete  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  puesto 
que  siendo  amplísimos  sus  poderes,  es  también  grave  su 
responsabilidad.  Más  todavía,  ésta  no  cesa  sino  cuando 
prueba  el  caso  fortuito  ó la  fuerza  mayor  (art.  496);  en 
la  duda  se  presume  culpable,  ya  que  difícilmente  se  po- 
dría por  los  terceros  probar  su  culpabilidad;  toca,  por  lo 
tanto,  al  capitán  el  destruir  esta  presunción  (a), 

407. — El  propietario  puede  despedir  al  capitán;  salvo 
pacto  en  contrario  y por  escrito,  éste  en  tal  caso  no 
puede  reclamar  indemnización  alguna.  Es  este  un  prin- 
cipio excepcional,  cuya  justificación  debe  encontrarse 
únicamente  en  la  naturaleza  misma  de  los  oficios  con- 
fiados al  capitán,  y en  la  plena  confianza  que  exige,  fal- 
tando la  cual,  el  capitán,  también  en  interés  general  de 
la  nave,  ha  de  poder  ser  separado  de  su  cargo,  sin  que 

(a)  Los  capitanes  y patrones  deberán  ser  españoles , tener 
aptitud  legal  para  obligarse,  con  arreglo  al  Código  de  comercio, 
hacer  constar  su  pericia,  capacidad  y condiciones  necesarias  para 
mandar  y dirigir  el  buque,  según  establezcan  las  leyes,  ordenanzas 
ó reglamentos  de  marina  ó navegación,  y no  estar  inhabilitados 
con  arreglo  á ellos  para  el  ejercicio  del  cargo  (art.  609,  Cód.  com.}. 

Le  aquí  se  deduce  que  el  capitán  tiene  en  nuestra  legislación 
comercial  la  condición  de  comerciante,  puesto  que  su  capacidad 
para  obligarse  depende  de  su  aptitud  legal  para  ejercer  el  comer- 
cio, aparte  de  las  demás  condiciones  exigidas,  que  lo  son  por  la  do- 
ble razón  del  carácter  técnico  que  como  director  de  la  nave  ha  de 
tener  del  de  representante  de  la  autoridad  nacional  cuando  el 
buque  está  navegando. — (N.  T.) 
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el  propietario  se  encuentre  cohibido  al  intentar  despe- 
dirle por  temor  de  tenerle  que  entregar  una  fuerte  in- 
demnización. El  capitán  puede  ser  despedido  también 
aunque  sea  copropietario  de  la  nave,  pero  en  este  caso, 
como  pudiera  haberse  hecho  copropietario  de  la  nave 
con  objeto  de  ser  después  capitán  de  la  misma,  j como 
resultaría  violento  obligarle  á tener  intereses  comunes 
con  los  que  le  han  retirado  su  confianza,  puede  renun- 
ciar á su  copropiedad  y exigir  el  reembolso  del  capital 
correspondiente  (a). 

408. — Veamos  con  un  poco  de  detenimiento  cuáles 
son  las  obligaciones  j los  derechos  correspondientes  del 
capitán,  antes,  durante  y después  del  viaje. 

Antes  del  viaje  incumbe  al  capitán: 

(a)  El  derecho  italiano  establece  una  diferencia  esencial  entre 
<01  ajuste  del  capitán  y el  de  los  demás  tripulantes  de  la  nave,  pues 
en  tanto  qne  respecto  á estos  últimos  procede  la  indemnización  en 
los  casos  j condiciones  qne  veremos  más  adelante,  pnede  el  propie- 
tario despedir  al  capitán  sin  obligación  de  indemnizarle. 

íínestro  derecho  ha  procedido  de  nn  modo  opnesto.  El  capitán 
es  considerado  para  este  efecto  como  un  individuo  cualquiera  de  la 
tripulación  y sin  cohibir  la  libertad  del  propietario,  en  esta  parte 
se  le  obliga  á respetar  los  derechos  del  capitán.  Por  eso,  si  el  ajuste 
no  fuere  por  tiempo  ó viaje  determinado,  podrá  despedirle  sin  de- 
recho á indemnización  alguna,  antes  de  hacerse  el  buque  a la  mar 
(art.  603,  Cód.  com.);  si  lo  fuere  durante  el  viaje,  y sin  justa  causa, 
deberá  percibir  su  salario  hasta  el  regreso  al  puerto  en  que  hizo  el 
ajuste  (art.  604);  si  el  ajuste  lo  fuere  por  tiempo  ó viaje  determi- 
nado, no  podrá  ser  despedido  sin  justa  causa,  mejor  dicho,  sin  cau- 
sa grave,  hasta  el  cumplimiento  de  su  contrato  (art.  605).  Siendo 
copropietario,  y aparte  de  lo  indicado  ya,  podrá  despedírsele  rein- 
tegrándole su  parte  en  la  sociedad  (art.  606),  y si  á más  de  ser  co- 
propietario, su  nombramiento  de  capitán  constituyere  una  de  las 
cláusulas  de  la  escritura  social,  tampoco  podrá  ser  privado  de  su 
cargo  (art.  607)  sin  la  existencia  de  la  causa  grave  á que  anterior- 
mente me  refería,  que  consiste  en  insubordinación  en  materia  gra- 
ve, robo,  hurto,  embriaguez  habitual,  ó perjuicio  causado  al  buque, 
ó su  cargamento,  por  malicia  ó negligencia  manifiesta  ó probada. 
—(N.  T.) 
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1.0  Formar  la  tripulación  de  la  nave  y fijar  el  esti- 
pendio de  las  personas  que  la  componen,  procediendo  de 
acuerdo  con  los  propietarios  y armadores,  cuando  se  en- 
cuentre en  el  lugar  en  que  ellos  estuvieren  (arfc.  499)^  y 
ateniéndose  á las  reglas  establecidas  á este  propósito 
por  la  ley  (arfcs.  69  y siguientes,  Cód.  mar.  mere.). 

2. «  Equipar  la  nave  con  todo  lo  que  necesitare  para 
el  viaje;  sin  embargo,  en  el  lugar  donde  estnvieren  los 
propietarios  ó armadores  el  capitán  no  puede  hacer  re- 
parar la  nave,  comprar  el  velamen,  cordaje  ó las  demás 
cosas  para  uso  de  la  misma,  fletarla  ó tomar  dinero  á 
préstamo  por  cuenta  de  la  nave  ó del  cargamento,  sin  el 
consentimiento  escrito  de  los  mismos  (art.  506),  áun 
cuando  el  capitán  fuese  copropietario  de  la  nave.  Sin 
embargo,  si  la  nave  se  ha  fletado  con  el  consentimiento 
de  los  propietarios  ó por  acuerdo  de  la  ma^yoría,  y algu- 
no de  los  copropietarios  se  negare  á contribuir  á los  gas- 
tos necesarios  para  la  expedición,  el  capitán,  veinticua- 
tro horas  después  del  aviso  dado  á ios  que  se  niegan  á 
satisfacer  su  cuota,  puede  hacerse  autorizar  por  el  tri- 
bunal, y á falta  de  éste  por  el  pretor,  á tomar  por  cuen- 
ta de  ellos  la  suma  necesaria  á préstamo  á la  gruesa  ó 
pignorando  la  porción  de  ellos  en  la  nave  (art.  567);  si 
la  negativa  fuere  dada  por  todos  los  copropietarios,  en- 
tonces no  tendrá  el  capitán  esta  faculta:!,  puesto  que 
carece  de  poder  para  obligar  á sus  mandantes  a cumplir 
el  contrato  de  fletamento. 

3. ®  Hacer  visitar  la  nave  para  justificar  que  está  en 
buen  estado  de  navegabilidad.  La  visita  se  hace  del 
modo  y en  los  casos  establecidos  en  los  artículos  77  y 
siguientes,  Cód.,  mar.  mere.  (art.  502,  § 1.®). 

4. ®  Asegurarse  personalmente  de  que  la  nave  esta 
en  buenas  condiciones  para  emprender  el  viaje,  y conve- 
nientemente cargada  y estivada,  áun  cuando  se  haya 
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confiado  esta  operación  á estivadores  de  profesión  (ar- 
tículo 502,  § 2.®). 

5.^  Expedir  á los  cargadores  los  recibos  de  las  mer- 
cancías cargadas,  ó sea  la  póliza  de  carga,  entregada  la 
cual,  el  capitán  se  liace  responsable  de  la  custodia  de 
las  cosas  cargadas.  No  puede  sin  embargo,  cargarlas  so- 
bre la  cubierta  de  Ja  nave  sin  el  consentimiento  escrito 
del  cargador,  puesto  que  sobre  cubierta  están  las  mer- 
cancías más  fácilmente  expuestas  á los  riesgos.  Pero  el 
consentimiento  se  presume  cuando  se  trata  de  expedi- 
ciones que  no  excedan  de  los  límites  de  las  costas  del 
departamento  marítimo  administrativo  en  cuja  circuns- 
cripción se  han  cargado,  ó de  un  departamento  limítro- 
fe, j en  la  navegación  sobre  ríos  j lagos.  Euera  de  es- 
tos casos,  en  los  que  el  riesgo  es  pequeño,  faltando  el 
consentimiento  escrito,  el  capitán  responde  de  todo  daño 
que  ocurriere  á las  mercancías  (art.  498). 

g.o  Tener  á bordo  todos  aquellos  documentos  de  los 
que  puede  resultar  la  condición  de  la  nave  ó del  carga- 
mento, ó sea  (art.  503  Cód.  com.;  art.  84  Cód.  mar.  mer.): 
1.®  El  acta  de  nacionalidad;  2.®  El  rol  de  la  tripulación; 

3. "^  Las  pólizas  de  cargo  j los  contratos  de  fletamento; 

4. ®  Las  actas  de  la  visita.  5.®  Las  cartas  de  pago  ó bole- 
tines de  caución  de  la  aduana.  Además,  si  se  trata  de 
navegación  marítima  en  buques  de  más  de  50  toneladas 
y de  viajes  que  han  de  exceder  de  los  límites  indicados 
en  el  art.  501,  el  diario  marítimo  (art.  500),  en  el  que 
deberán  anotarse  los  principales  acaecimientos  del  viaje 
que  interesen  á la  nave  ó al  cargamento,  para  poder  des- 
pués juzgar  de  la  conducta  del  capitán  y de  su  respon- 
sabilidad (a). 

(a)  Aunque  á primera  vista  pudiera  parecer  que  la  ley  española 
impone  al  capitán  obligaciones  más  precisas  que  la  legislación  ita- 
liana, por  ejemplo,  en  lo  relativo  4 los  libros  qu®  ha  da  llevar  4 
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409. — -Durante  el  vio  je,  el  capitán: 

Debe  mandar  personalmente  la  nave  á la  entra- 
da y salida  de  los  puertos,  senos,  canales  ó ríos,  valién- 
dose de  los  servicios  de  un  piloto  práctico,  si  se  hubiese 
declarado  obligatorio  por  el  gobierno  del  reino  ó estu- 
viese prescrito  por  los  reglamentos  ó usos  de  un  país  ex- 
tranjero (art.  604). 

2. ^  Debe  mantener  á bordo  de  la  nave  el  orden  y la 
disciplina  (art.  92  Cód.  mar.  mere.),  valiéndose  para  ello 
del  poder  disciplinario  que  le  concede  la  ley  (art.  450  di- 
cho Cód.) 

3. ^^  Debe,  si  fuere  preciso,  ejercer  á bordo  las  funcio- 
nes de  representante  oficial  del  estado  civil  (art.  380, 
396  Cód.  civ.),  y también  autorizar  testamentos  (art.  791, 
792  Cód.  civ.) 

4. ^  Puede,  en  caso  de  urgencia,  hacer  notificaciones 
y áun  entablar  y proseguir  juicios  en  nombre  y en  inte- 
rés de  los  propietarios  de  la  nave  para  todo  cuanto  se  re- 
fiera á la  nave  y á la  na  vegación  que  se  le  ha  confiado. 
Igualmente  pueden  los  terceros  hacerle  notificaciones, 
promover  y proseguir  juicios  contra  el  capitán  en  todo 
cuanto  se  refiere  á hechos  suyos  ó de  la  tripulación,  ó 
por  las  obligaciones  provenientes  de  los  contratos  hechos 
por  él  durante  la  expedición.  Las  notificaciones  al  capi- 
tán deberán  hacérsele  personalmente  o á bordo  de  la 
nave  (art.  510). 

bordo,  no  es  así,  porque  el  diario  náutico  á que  hace  referencia  el 
texto,  se  compone  del  diario  g'eneral  y de  contabilidad,  del  diario 
de  navegación,  del  diario  de  cargamento  y del  inventario  de  bor  o, 
cuyos  libros  corresponden  exactamente  á los  que  exig’e  el  Código  e 
comercio  español  (art.  612).  En  cuanto  á los  documentos  necesa- 
i’ios,  la  ley  española  le  exige  también  que  lleve  á bordo  un  ejemplar 
del  Código  de  comercio,  y á más  de  la  patente  real  ó de  navegación 
(equivalente  al  acta  de  nacionalidad),  una  certificación  del  registi® 
mercantil  que  acredite  la  propiedad  del  buque  y las  obligaciones 
que  pesan  sobre  el  mismo  basta  la  fecba  de  su  expedición.  (N.  T.) 
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5.^  Debe  cuidar  de  la  conservación  de  la  nave  que  se 
le  ha  confiado,  y hacer  las  reparaciones  que  fueren  pre- 
cisas y proveer  en  general  á todas  las  necesidades  de  la 
misma.  A este  efecto,  la  ley  le  concede  la  facultad  de 
emplear  para  uso  de  la  nave,  después  de  haber  justifica- 
do la  necesidad  con  audiencia  de  los  principales  de  la 
tripulación  y en  acta  suscrita  por  los  mismos,  las  cosas 
existentes  á bordo,  con  la  obligación  de  pagar  su  valor 
(art.  508);  de  procurarse  dinero,  dando  en  prenda  ó ven- 
diendo las  cosas  cargadas,  ó bien  con  operaciones  de  cré- 
dito, como  el  préstamo  á la  gruesa,  siempre,  por  supuesto, 
después  de  haber  justificado  la  necesidad  y obtenido  la 
autorización  del  tribunal,  ó en  su  defecto  la  del  pretor,  y 
si  se  encontrare  en  el  extranjero,  la  de  la  autoridad  con- 
sular, y en  su  defecto  la  de  la  autoridad  del  lugar.  Si  se 
trata  de  vender  ó dar  en  prenda  las  cosas  cargadas,  el 
fletador  único  ó los  diversos  cargadores,  cuando  estén  de 
acuerdo,  podrán  oponerse  á la  venta  ó á la  pignoración 
de  sus  cosas,  descargándolas  y pagando  el  flete  en  pro- 
porción al  camino  recorrido.  Si  falta  el  consentimiento 
de  uno  ó varios  cargadores,  el  que  quiera  usar  de  esta 
facultad  debe  pagar  el  flete  entero  por  su  parte  en  el 
cargamento  (art,  509).  Por  lo  mismo  que  esta  facultad 
concedida  al  capitán  es  tan  lata,  su  responsabilidad  tam- 
bién es  grandísima  por  la  infracción  de  las  reglas  estable- 
cidas por  la  ley.  Antes  de  partir  del  lugar  donde  ha  hecho 
gastos  extraordinarios  ó contraído  obligaciones,  el  capi- 
tán debe  enviar  á los  propietarios  é á los  armadores  de 
la  nave  ó á sus  procuradores  una  relación,  suscrita  por 
él,  de  los  gastos  y de  las  obligaciones  contraídas.  Si  la 
carga  se  ha  hecho  por  cuenta  de  los  propietarios  ó de  los 
armadores,  el  capitán  debe  enviar  á éstos  la  relación  de 
las  cosas  cargadas  y de  sus  precios  (art.  511).  Si,  pues, 
sin  necesidad  ha  contratado  obligaciones,  pignorado  6 
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vendido  parte  del  cargamento  ó vituallas,  ó ha  figurado 
en  sus  cuentas  averías  j gastos  no  causados,  responderá 
personalmente  á los  armadores  j á todos  los  interesados 
del  reembolso  del  dinero  6 del  pago  de  las  cosas  y de  la 
indemnización  de  los  daños,  aparte  de  la  acción  penal 
que  proceda  (art.  512). 

6. ^  'No  puede  tampoco,  antes  del  viaje,  cargar  sobre 
la  nave  mercancías  por  cuenta  propia  sin  permiso  de  los 
propietarios  y sin  pagar  el  flete,  á no  ser  que  estuviere 
autorizado  para  ello  en  el  contrato  de  ajuste  (artícu- 
lo 527). 

7. ®  Si  navega  á flete  común  ó al  tercio,  por  haberse 
estipulado  entre  él  y el  propietario  de  las  mercancías 
cargadas  un  contrato  de  pacotilla  ó encomienda,  ó bien 
de  columna  (colonna)y  no  puede,  salvo  pacto  en  contrario 
por  escrito,  comerciar  por  cuenta  propia,  pues  de  no  ser 
así,  podría  verse  obligado  á descuidar  los  intereses  que 
tiene  en  común  con  el  propietario  de  las  mercancías  por 
la  venta  de  las  mismas,  ó bien  á hacerle  la  concurrencia 
(doct.  art.  112).  En  caso  de  contravención  á este  precep- 
to, las  cosas  cargadas  por  cuenta  particular  del  capitán 
se  venderán  á beneficio  de  los  demás  interesados  (ar- 
tículo 515). 

8. ®  No  puede  en  caso  de  peligro  abandonar  la  nave, 
sin  escuchar  el  parecer  de  los  oficiales  de  bordo  y de  dos 
marineros  por  lo  menos  de  entre  los  más  experimenta- 
dos, y en  todo  caso,  debe  ser  el  último  en  salir  de  ella, 
salvando  con  él  el  diario  y los  demás  documentos  de  bor- 
do y cuantos  objetos  preciosos  pudiere  (art.  111,  Codigo 
mar.  mere.). 

9. ®  No  puede  vender  la  nave  sin  mandato  especial 

del  propietario,  excepto  en  el  caso  de  inhabilitación  para 

navegar,  debidamente  comprobada  por  la  autoridad  (ar- 
tículo 513). 
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10.  Debe,  finalmente,  cumplir  el  viaje  que  se  com- 


pr  O metió  á hacer,  siendo, 
de  los  daños.  Si  la  nave 


en  caso  contrario,  responsable 
se  declaró  inhabilitada  para 


navegar,  el  capitán  debe  con  toda  diligencia  procurarse 
otra  nave,  con  el  fin  de  transportar  el  cargamento  al  lu- 
gar de  su  destino  (art.  514). 

410.— Después  del  viaje,  es  decir,  llegada  la  nave  al 
lu  gar  de  su  destino  para  el  que  fue  fletada,  ó bien  regre- 
sada al  puerto  de  partida,  porque  respecto  al  armador, 
tan  sólo  en  este  caso  puede  decirse  terminado  el  viaje, 
como  también  en  el  lugar  donde  arribare  voluntaria  ó 
forzosamente,  é igualmente  en  caso  de  naufragio,  el  ca- 
pitán debe  hacer  visar  por  la  autoridad  competente  el 
diario  náutico,  j si  hubieren  ocurrido  acontecimientos 
extraordinarios  que  interesaren  á la  nave,  al  cargamento, 
ó á las  personas  que  fueren  en  la  nave,  deberá  hacer  de 
los  mismos  una  relación  especial,  dentro  de  las  veinti- 
cuatro horas  siguientes  á la  arribada  ó llegada,  al  presi- 
dente del  tribunal,  ó á un  juez  que  delegare  el  mismo, 
ó en  defecto  del  tribunal  al  pretor,  si  el  arribo  ocurrió 
en  un  puerto  del  reino,  j al  cónsul  ó quien  haga  sus  ve- 
ces, ó en  su  defecto,  á la  autoridad  local,  si  ocurriere  en 
un  puerto  extranjero  (arts.  516,  517).  La  autoridad  que 
ha  recibido  la  relación  debe  en  un  plazo  breve  compro- 
bar su  exactitud,  avisando  al  público  el  día  señalado  al 
efecto,  para  que  los  interesados  puedan  intervenir.  De- 
mostrada la  verdad  de  la  relación,  tiene  ésta  fuerza  pro- 
batoria, salvo  prueba  en  contrario.  Las  relaciones  no 
comprobadas  no  son  admisibles  en  descargo  del  capitán, 
j no  hacen  prueba  en  juicio,  fuera  del  caso  en  que  el  ca- 
pitán sea  el  único  que  se  haya  salvado  del  naufragio  en 
el  lugar  donde  hizo  la  relación  (arts.  518,  519;  arts.  115, 
117,  Cód.  mar.  mere.).  Por  último,  á fin  de  que  se  pueda 
con  precisión  justificar  el  estado  de  la  nave  y comprobar 
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Ir  tgIrcíóDj  g1  cRpitRDj  fucrR  dol  crso  do  cxtroiníidR  ur- 
gencia, no  puede  descargar  cosa  alguna  antes  de  hacer 
esta  relación  j de  que  sea  aprobada  (art.  250).  Todo 
esto  con  el  objeto  principal  de  amparar  los  intereses 
privados,  impidiendo  simulación  de  averías,  y también 
en  interés  general  del  público,  teniendo  en  cuenta  la 
condición  de  funcionario  público  que  también  tiene  el 
capitán. 


§ 3.® — Ajitste  de  la  trijpulación  (1). 


411. — El  contrato  por  medio  del  cual  una  persona 
inscrita  en  la  matrícula  de  la  gente  de  mar  (arfe.  17  y 
siguientes.  Código  marítimo  mercantil)  se  obliga  á pres- 
tar servicio  en  una  ó varias  naves  en  determinadas  con- 
diciones, se  llama  contrato  de  ajuste  (arruolamento). 
Este  contrato  resulta  en  primer  lugar  del  rol  de  la  tri- 
pulación (de  aquí  su  nombre)  (a),  que  debe  indicar  los 
salarios  ó la  parte  de  utilidades  que  corresponden  á la 
tripulación  y todas  las  demás  condiciones  del  contrato 
de  ajuste  que  debe  hacerse  por  escrito  á presencia  de  la 
autoridad  competente  y con  las  formalidades  requeridas 
por  la  ley,  las  cuales,  sin  embargo,  no  son  obligatorias 
para  las  naves  y para  los  viajes  á que  hace  referencia  el 
art.  501  (art.  522).  El  contrato  de  ajuste  ha  de  enunciar 
de  un  modo  claro  y preciso  la  duración  del  mismo  y la 
navegación  que  lo  motiva.  Por  razones  de  especulación 
comercial  puede  tenerse  secreto  el  destino  y la  navega- 

{D  Filleau,  Traite  de  Vengagcmcnt  des  eqv.ipajes.  París,  1S77. 

(a)  Eli  italiauo  y eu  francés  resulta,  puesto  ipie  se  dice  aunóles 
‘iuento  y eiiroleaíient,  respectivamente.  En  espaiiol  no  existe  esta  de 
rivaeión  directa,  por  más  que  también  se  llama  el  arriiolamento,  an- 
tamieiito,  de  la  lista  de  embarque  é)  rol;  pero  no  empleo  en  ti 
ducciém  esta  palabra  « alistamiento n, porque  no  resulta  del  tecnici^ 
mo  de  nuestro  Códiyo  de  comercio. — (N.  T.^ 
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ción;  si  esto  se  advierte  previamente  y la  tripulaeióu  lo 
consiente  por  escrito,  podrán  hacerse  les  ajustes  en  tales 
condiciones  (^art.  52o^  ((?). 

412.  — El  ajuste  puede  hacerse:  por  viajt\  cuando  al- 
guno se  obliga  á realizar  un  determinado  viajt\  cual- 
quiera que  sea  su  duración,  por  un  cierto  salario;  por 

cuando  el  ajustado,  obligándose  á realizar  uno 
ó varios  viajes,  conviene  en  un  salario  íijv>  por  cada  mes 
invertido  en  la  navegación;  d participar  de  lot^  hcncjicios, 
cuando  el  salario  se  tija  por  un  tiempo  determinado  ó 
un  determinado  viaje,  en  razón  de  las  utilidades  dí->  la 
navegación;  d pn^rtícipai'  dcl  jiote,  cuando  el  salario  con- 
sista en  una  parte  del  ñete  que  la.  nave  ha  de  ganar  en 
el  tiempo  ó en  el  viaje  por  que  se  hubiere  l\echo  el  ajus- 
te. Los  dos  primeros  modos  representan  contiaitos  de  lo- 
cación de  servicios;  los  otros  dos  son  formas  de  asocia- 
ción en  participación. 

413.  — Veamos  ahora  cuáles  son  las  obligaciones  y de- 
rechos que  nacen  del  contrato  de  ajuste,  lia,  primera 
obli  gación  del  ajustado  es  la  de  irasladarst>  :i  bordo  (ui 
cuanto  haya  cerrado  el  ajuste,  pues  de  lo  contraiáo  será 
considerado  como  desertor  (art.  2(1  í-,  Oódigo  marítimo 
mercantil).  El  ajustado  debe  respeto  y obedituieia.  al  ca- 
pitán que,  como  sabemos,  está  provisto  del  oportuno  po- 
der disciplinario.  No  puede,  salvo  los  casos  ya  indica, dos, 
cargar  mercancías  sobre  la  nave  por  cuenta  propia  (ar- 
tículo 527).  Debe  prestar  servicio  durante  el  tiempo  con- 
venido; sin  embargo,  si  éste  teruiiuare  antes  d(d  regreso 


(a)  El  rol  de  la  tripulacióu  debo  estar  iiieluído  eii  el  libro  do 
contabilidad  que  lia  de  llevar  el  capitán  (aris.  (iOC,  (lÜ-t,  Código  co- 
mercio español). 

El  Código  de  comercio  no  ex(?luye  ninguna  clase  de  bii(ju(\s  del 
cumplimiento  de  estas  formalidades;  pero  las  ordenanzas  de  mar  sí 
excluyen  á los  de  pequeño  calado  que  se  dedican  oxclusivainonto  al 
cabotaje. — (N,  T.) 
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d.6  la  na\6  al  punto  d©  partida,  el  ajustado,  para  no  per- 
judicar demasiado  los  intereses  del  armador  y de  los 
cargadores,  está  obligado  á continuar  su  servicio  áun 
después  de  llegado  el  término  de  su  ajuste  basta  el  re- 
greso de  la  nave  ai  reino  y al  lugar  de  su  destino,  siem- 
2)re  que  la  vuelta  se  baga  directamente  con  las  escalas 
que  fuesen  precisas.  En  este  caso,  el  obligado  á prorro- 
gar su  ajuste  tiene  derecho  á una  retribución  proporcio- 
nada al  salario.  Se  entiende  terminado  el  ajuste,  áun 
cuando  el  término  convenido  no  hubiese  llegado,  siempre 
que  la  nave  esté  de  regreso  en  el  reino  y en  el  lugar  de 
su  destino  después  de  realizado  el  primer  viaje  y des- 
pués de  haber  sido  descargada  (art.  524). 

Si  no  se  marcó  la  duración  del  ajuste,  entonces  el 
ajustado  podrá  pedir  su  licénciamiento  después  de  dos 
años  de  servicio,  salvo  lo  que  ya  hemos  dicho  para  el 
caso  en  que  la  nave  no  hubiere  regresado  todavía  al  rei- 
no y al  lugar  de  su  destino.  El  licénciamiento  no  puede 
pedirse  en  un  puerto  de  escala  ó de  arribada,  sino  tan 
sólo  en  un  puerto  de  destino.  El  ajuste  por  tiempo  inde- 
terminado y para  todos  los  viajes  que  hayan  de  empren- 
derse no  imposibilita  al  hombre  de  mar  para  pedir  des- 
pués de  dos  años  su  licénciamiento,  á no  ser  que  hubie- 
re expresamente  convenido  en  que  el  servicio  puede 
continuar  por  más  de  dos  años  (art.  525). 

En  todo  caso  de  ajuste,  sea  por  tiempo  determinado 
ó indeterminado,  áun  cuando  el  ajustado  hubiere  pedi- 


do su  licénciamiento  y la  nave  hubiese  llegado  al  punto 
de  su  destino,  salvo  pacto  en  contrario,  estará  obligado 
á prestar,  servicio  hasta  que  la  nave  quede  en  sitio  sega 
ro,  descargada  y admitida  á la  libre  p>lática,  teniendo, 
sin  embargo,  durante  todo  este  tiempo,  derecho  al  fea  a 
rio  (art.  544);  el  vínculo  no  se  considera  disuelto  basta  no 
haber  conseguido  el  licénciamiento  (art.  526).  El  capitán 
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puede  siempre  despedir  al  hombre  de  mar,  como  vere- 
mos en  breve. 

En  equivalencia  de  su  trabajo,  el  ajustado  tiene  de- 
recho al  salario  ó ala  parte  del  beneficio  convenida-,  y, 
hasta  su  pago,  tiene  derecho  á ser  mantenido  á bordo 
(art.  543),  se  entiende,  en  el  caso  en  que  la  nave  no  es- 
tuviese descargada  ó estuviese  dispuesta  para  otro  viaje. 
El  salario  debe  pagarse  al  ajustado  á la  terminación  del 
viaje,  ó también  en  el  momento  de  cesar  en  el  servicio, 
si  cesare  antes  de  la  terminación  del  viaje,  ó bien  men- 
sualmente si  el  contrato  se  hizo  por  meses.  Para  el  pago 
de  su  salario  concede  la  ley  al  ajustado  privilegio  espe- 
cial (arts.  663  y siguientes)  (a). 

414. — Pueden  darse  varios  casos  especiales  en  los 
que  el  contrato  de  ajuste  se  resuelve  ó se  modifica,  y 
consiguientemente  viene  á modificarse  el  derecho  al  sa- 
lario. Estos  casos  son  los  siguientes: 

a)  Revocación  del  viaje,  la  cual  puede  ser  voluntaria, 
ó sea  ocurrida  por  hecho  del  armador,  del  capitán  ó de 
los  fletadores,  ó forzosa  (art.  529).  La  primera  puede 
acaecer  antes  ó después  de  la  partida;  en  el  un  caso,  se- 


(a)  La  necesidad  de  prestar  servicio  dos  años  por  lo  menos 
cuando  el  ajuste  no  es  por  tiempo  ni  viaje  determinado,  no  existe 
en  nuestra  ley,  que  en  esta  j)arte  es  superior  á la  italiana,  puesto 
que  respeta  más  escrupulosamente  la  mutua  libertad  de  los  contra- 
tantes. 

Si  el  ajuste  no  tuviere  ni  tiempo  ni  viaje  determinado,  no  podrá 
despedirse  ni  ser  despedido  el  liombre  de  mar  sin  justa  causa,  más 
que  después  de  terminado  el  viaje  de  ida  y vuelta  al  puerto  de  su 
matrícula.  Si  se  le  despidiere  por  revocación  del  viaje,  y ésta  no  es- 
tuviere justificada,  el  hombre  de  mar  tiene  derecho  á ser  indem- 
nizado. 

Tampoco  nuestra  ley  admite,  tratándose  do  un  ajuste  por  tiem- 
po ó viajes  determinados,  que  se  pueda  despedir  al  ajustado  sin 
justa  causa  por  el  hecho  de  haber  terminado  el  buque  su  viaje  y es- 
tar ya  descargado.— (N.  T.) 
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parLirKios©  Ibj  ley  por  rcizon  d.6  couvgiiígdcíqj  d©  los  prin- 
cipios gonoralGS  (art.  1.641,  Cod.  civ.),  establGCG  (]^U6  los 
liombres  do  mar  ajustados  por  viajos  ó por  mesGs  tionen 
derecho  tan  sólo  al  pago  de  los  días  empleados  en  alis- 
tar la  nave,  j conservan  á título  de  indemnización  los 
anticipos  recibidos.  Si  no  se  les  ha  hecho  anticipos,  los 
hombres  de  mar  ajustados  por  meses  reciben  como  in- 
demnización una  mesada  del  salario  convenido;  los  ajus- 
tados por  viaje  reciben  la  suma  correspondiente  á una 
mesada  de  salario,  calculado  con  arreglo  á la  duración 
presunta  del  viaje,  j si  la  duración  presunta  no  excede 
de  un  mes  reciben  por  entero  el  salario  convenido.  En  el 
otro  caso,  por  el  contrario,  los  hombres  de  mar  ajusta- 
dos por  viaje  tienen  derecho  á salario  entero,  con  arre- 
glo á lo  pactado;  los  hombres  de  mar  ajustados  por  me- 
ses tienen  derecho  al  salario  convenido  por  el  tiempo 
que  han  servido,  j además  á una  equitativa  indemniza- 
ción proporcionada  al  salario  convenido  por  el  resto  de 
la  duración  presunta  del  viaje  para  el  que  se  ajustaron; 
los  hombres  de  mar  ajustados  por  viaje  ó por  meses,  tie- 
nen además  derecho  á los  gastos  de  regreso  al  lugar  de 
donde  partió  la  nave,  si  el  capitán  ó alguno  de  los  inte- 
resados ó la  autoridad  competente  no  les  procurasen  em- 
barque en  otra  nave  que  se  dirija  al  citado  lugar.  El  de- 
terminar cuándo  puede  decirse  ciertamente  que  ha  em- 
pezado el  viaje,  j cuándo  puede,  por  lo  tanto,  decirse 
revocado  después  de  la  partida,  es  cuestión  dudosa;  al- 
gunos escritores  pretenden  que  la  nave  ha  de  haber  na- 
vegado veninticuatro  horas  por  lo  menos;  otros  que  ha 
de  haber  regresado  también  al  puerto  de  salida,  j otros, 
más  justamente,  entienden  que  la  cuestión  es  de  hecho,  J 
que  por  consiguiente,  debe  decidirse  en  cada  caso  con 

arreglo  á las  circunstancias. 

La  revocación  forzosa  del  viaje  puede  acaceer  por  m 
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terdicción  del  comercio,  por  detención  por  orden  del  go- 
bierno, por  la  pérdida  de  la  nave  ó por  haber  quedado 
inservible  para  navegar.  En  los  dos  primeros  casos,  si  la 
revocación  acaeciere  antes  de  la  partida,  los  hombres  de 
mar  no  tienen  derecho  más  que  á los  días  empleados  en 
alistar  la  nave  (art.  530);  si  acaeciere  durante  el  viaje, 
precisa  distinguir;  si  se  trata  de  interdicción  del  comer- 
cio, los  hombres  de  mar  tienen  derecho  al  salario  en 
proporción  al  tiempo  que  han  servido;  si  se  trata  de  de- 
tención, los  hombres  de  mar  ajustados  por  meses  tienen 
derecho  á la  mitad  del  salario  durante  el  tiempo  de  la 
detención,  y los  hombres  de  mar  ajustados  por  viaje  tie- 
nen derecho  al  salario  con  arreglo  á sus  ajustes.  Si  se 
concediere  una  indemnización  por  la  interdicción  ó por 
la  detención,  los  hombres  de  mar  ajustados  por  meses 
reciben  el  complemento  de  su  salario,  y los  ajustados 
por  viaje  reciben  un  aumento  de  salario  proporcionado 
al  tiempo  de  la  detención;  pero  la  indemnización  debida 
á todos  los  hombres  de  mar  no  puede  exceder  del  tercio 
de  la  indemnización  concedida  á la  nave  (art.  531).  Si  la 
revocación  del  viaje  acaece  por  pérdida  total  de  la  nave 
ó por  innavegabilidad  (naufragio,  incendio,  apresamien- 
to, confiscación),  los  hombres  de  mar,  por  derogación 
igualmente  de  los  principios  generales  respecto  á la  lo- 
cación de  servicios,  y con  el  propósito  de  interesarles 
siempre  más  en  evitar  el  siniestro,  no  pueden  pretender 
salario  alguno,  pero  no  están  obligados  tampoco  á resti- 
tuir lo  que  hubiesen  recibido  anticipadamente  (art.  535); 
sin  embargo,  esta  regla,  como  demasiado  rigorosa,  fue 
ya  abandonada  por  algunas  legislaciones.  Si  se  recupe- 
rare alguna  parte  de  la  nave,  álos  hombres  de  mar  ajus- 
tados por  viaje  ó por  meses  se  les  pagará  con  los  restos 
de  la  nave  los  salarios  vencidos,  y si  esto  no  bastase,  con 
el  importe  del  flete  (art.  536),  porque  la  nave  y el  flete 
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garantizan  los  salarios  de  los  hombres  de  mar  (artícu- 
los 673,  núm.  3;  675,  num.  7). 

Lo  que  hemos  dicho  hasta  aquí  para  el  caso  de  revo- 
cación voluntaria  ó forzosa,  supone  que  el  ajuste  se  haya 
hecho  por  viajes  ó por  meses;  si  se  ha  hecho,  por  el  con- 
trario, á participar  del  flete  ó del  beneficio,  entonces  en 
caso  de  revocación  forzosa,  los  hombres  de  mar  no  tie- 
nen derecho  al  pago  de  jornales  ni  á indemnización  al- 
guna; sin  embargo,  si  la  revocación  se  debiese  á pérdida 
de  la  nave,  y ésta  fuese  recobrada  en  parte,  los  hombres 
de  mar  a justados  á participar  del  flete  serán  pagados  en 
proporción  al  flete  ganado  (art.  536).  En  caso  de  revo- 
cación voluntaria  por  hecho  de  los  cargadores,  los  indi- 
viduos de  la  tripulación  tienen  derecho  á una  parte  de 
la  indemnización  que  se  concede  á la  nave.  Esta  indem- 
nización se  dividirá  entre  los  propietarios  de  la  nave  y 
los  individuos  de  la  tripulación,  en  la  misma  proporción 
en  que  se  hubiere  dividido  enü'e  ellos  el  flete.  Si  la  re- 
vocación procede  de  hecho  del  capitán  ó de  los  propieta- 
rios, éstos  serán  los  obligados  á indemnizar  á los  indivi- 
duos de  la  tripulación  (art.  534).  Estos  principios  están 
en  armonía  con  las  relaciones  que  se  desprenden  del  con- 
trato de  ajuste,  á participar  del  flete  ó del  beneficio,  cu- 
yas relaciones  son  análogas  á las  que  se  desprenden  de 
la  asociación  en  participación  (a). 


(a)  El  derecho  español  en  esta  parte  apenas  si  se  diferencia  del 
derecho  italiano  más  que  en  algunos  detalles,  como  son  el  reducir 
á quince  días  el  derecho  á percibir  el  salario  que  tiene  el  hombre 
de  mar  ajustado  por  viaje,  cuando  éste  se  revocare  antes  de  empren- 
derlo, y su  duración  no  hubiere  de  exceder  de  un  mes  (art.  638,  nu- 
mero 2,  Cód.  com.},  y el  reducir  igualmente  el  derecho  que  tiene  el 
hombre  de  mar  ajustado  por  meses,  cuando  se  revocare  el  viajo 
después  de  empezado  por  detención  del  Gobierno,  a percibir  la  mi 
tad  del  salario  convenido  durante  tres  meses,  pues  si  la  detención 
excediere  de  este  tiempo,  entonces  quedará  rescindido  el  ajuste. 
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Prolongación  ó abreviación  del  viaje.  Si  el 
viaje  se  prolongare,  el  salario  de  los  hombres  de  mar 
ajustados  por  viaje  (no  el  de  los  ajustados  por  meses, 
para  quienes  la  prolongación  es  un  hecho  indiferente), 
es  aumentado  en  proporción  del  alargamiento.  Así  lo 
dispone  el  art.  532,  pero  se  discute  si  es  aplicable  en  el 
caso  de  que  la  prolongación  se  debiere  á fuerza  mayor. 
En  caso  de  abreviación  voluntaria  del  viaje,  los  salarios 
de  los  hombres  de  mar  no  están  sujetos  á reducción  (ar- 
tículo 533).  La  abreviación  forzada  se  equipara  á la  re- 
vocación de  viaje  (a). 

417. — d)  Apresamiento.  El  hombre  de  mar  apresado 
sobre  la  nave  tiene  derecho  tan  sólo  á percibir  su  salario 
hasta  el  día  en  que  fue  hecho  prisionero.  Si  el  apresa- 
miento se  hizo  durante  el  viaje  en  mar  ó en  tierra  des- 
empeñando algún  servicio  de  la  nave,  tiene  derecho  á 
todo  el  salario  como  si  continuara  en  ella  hasta  la  ter- 
minación de  su  empeño  (art.  540).  En  el  primer  caso  el 
hombre  de  mar  es  víctima  de  la  fuerza  mayor,  á la  cual, 
por  razón  de  su  oficio,  está  expuesto;  en  el  segundo,  tra- 
tándose de  un  servicio  excepcional  para  el  que  ha  sido 
elegido,  no  sería  justo  que  él  sólo  sufriere  las  consecuen- 
cias. El  salario  en  este  caso  se  pagará  solamente  por  los 

abonando  á los  tripulantes  la  cantidad  que  les  habría  correspondi- 
do percibir,  según  su  contrato,  concluido  el  viaje  (^art.  461). — 

(N.  T.) 

(a)  Nuestro  Código  de  comercio  no  habla  de  prolongación  ni 
abreviación  de  viaje,  sino  de  cambio  de  destino  de  la  nave,  y en  este 
caso,  como  no  es  un  hecho  indiferente  para  la  tripulación,  exige 
que  el  naviero  ó los  fletantes  del  buque  requieran  la  conformidad 
de  los  tripulantes,  teniendo  derecho  éstos,  si  no  les  conviniere  la 
alteración,  á que  se  les  abone  lo  percibido  hasta  el  momento  por 
razón  de  sus  servicios,  y á una  indemnización,  calculada  en  la  mi- 
tad de  la  que  les  correspondería  tratándose  de  la  revocación  vo- 
luntaria del  viaje,  acordada  antes  de  salir  el  buque  del  puerto  (ar- 
tículo 638,  núm.  4). — (N.  T.) 
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dueños  de  la  carga  si  el  hombre  de  mar  fue  enviado  á 
tierra  en  interés  de  ésta;  j por  los  de  la  carga  y la  nave 
si  se  le  envió  á tierra  en  interés  de  entrambos. 

418.— e;.  Enfermedad  6 heridas, — Si  el  hombre  de 
mar  fuere  herido  ó cayere  enfermo  antes  del  viaje,  no 
tiene  otro  derecho  que  el  de  percibir  su  salario  por  los 
servicios  prestados,  á no  ser  que  las  heridas  hayan  sido 
producidas  en  servicio  de  la  nave,  en  cuyo  caso  tiene 
derecho  al  salario  y á los  gastos  de  cura  y medicación. 
Si  la  enfermedad  contraída  durante  el  viaje  ó las  heri- 
das  recibidas  lo  fueren  por  causa  del  servicio  de  la  nave, 
se  le  pagarán  sus  salarios,  curación  y medicamentos  con 
cargo  á la  nave.  Si  la  cura  exigiere  que  el  hombre  de 
mar  fuere  desembarcado,  el  capitán  debe  depositar  en 
manos  del  funcionario  consular  la  suma  que  se  juzgue 
necesaria  para  su  curación  y regreso  á la  patria.  Donde 
no  hubiese  cónsul,  el  capitán  deberá  procurar  la  admi- 
sión del  hombre  de  mar  en  un  hospital  ó en  otro  lugar 
en  donde  pudiere  atenderse  á su  curación,  depositando 
también  la  suma  anteriormente  indicada.  En  todo  caso, 
el  hombre  de  mar  desembarcado  no  tiene  derecho  á los 
gastos  de  curación  y á los  salarios  por  más  de  cuatro 
meses  desde  el  desembarque  (art.  537).  Todo  esto  supo- 
niendo que  la  enfermedad  ó las  heridas  sobrevinieren 
sin  culpa  del  hombre  de  mar,  pues  si  la  enfermedad  ó 
las  heridas  las  sufriere  por  su  culpa,  ó estando  en  tierra 
sin  autorización  para  ello,  entonces  los  gastos  de  cura- 
ción son  de  su  cuenta,  y el  capitán  no  tiene  otra  obliga- 
ción que  la  de  anticiparlos.  Si  el  hombre  de  mar  debiera 
ser  desembarcado,  el  capitán  proveerá  lo  necesario  para 
su  cura  y su  regreso  á la  patria,  salvo  el  derecho  a ser 
reembolsado.  En  cuanto  al  salario,  en  este  caso  no  se  le 
debe  más  que  por  el  tiempo  que  ha  servido  el  hombre  de 
mar  (art.  538). 
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419.  — f).  Muerte. — En  caso  de  muerte  del  liombre  de 
mar  antes  de  la  partida  de  la  nave,  sus  herederos  tienen 
derecho  al  salario  que  le  correspondiese  por  el  servicio 
prestado  (art.  1.643  Cód.  civ.).  Si  la  muerte  ocurriere 
durante  el  viaje,  si  estaba  ajustado  por  meses,  el  salario 
se  debe  á sus  herederos  hasta  el  día  de  su  muerte;  si  es- 
taba ajustado  por  viaje,  se  les  debe  la  mitad  del  salario 
si  ia  muerte  ocurrió  á la  ida,  j el  salario  entero  si  la 
muerte  ocurrió  á la  vuelta;  si  estaba  ajustado  á par- 
ticipar del  flete  ó del  beneficio,  entonces,  por  favor 
particular,  j también  para  evitar  cuestiones,  se  le  debe- 
rá por  entero  su  parte  si  muriere  después  de  empezado 
el  viaje.  Al  hombre  de  mar  muerto  en  defensa  de  la 
nave,  se  le  debe  su  salario  por  entero  j por  todo  el  via- 
je, siempre  que  la  nave  llegare  á buen  puerto  (art.  539), 
pues  de  otro  modo  se  trata  de  un  caso  de  fuerza  mayor 
que  debe  sufrirse  por  todos. 

420.  — g).  Licénciamiento. — Por  las  mismas  razones 
porque  el  propietario  ó el  armador  tienen  derecho  á des- 
pedir al  capitán,  así  el  capitán  puede  siempre  despedir 
al  hombre  de  mar  antes  del  término  de  su  ajuste,  y sin 
obligación  de  demostrar  que  hubiere  éste  cometido  al- 
gún hecho  reprensible;  pero  debe  darle  su  licénciamien- 
to y proveerle  de  medios  para  regresar  á su  patria  y pro- 
curarle el  embarque  en  otra  nave  qne  se  dirija  al  puerto 
d.e  donde  él  salió. 

El  hombre  de  mar  licenciado  sin  justa  causa,  á más 
del  pago  de  los  servicios  prestados,  tiene  derecho  á una 
indemnización,  á diferencia  de  lo  que  hemos  visto  que 
ocurría  tratándose  de  la  despedida  del  capitán,  teniendo 
on  cuenta,  sin  duda,  que  en  este  caso  se  trata  de  una 
verdadera  locación  de  servicios  (art.  1.641  Cód.  civ.).  La 
cuantía  de  esta  indemnización  se  fija  por  la  ley  (art.  542) 
según  los  casos,  y es  de  cuenta  del  capitán  si  el  licencia- 
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miento  no  se  dió  de  acuerdo  con  los  propietarios  de  la 
nave  (ci)* 


(a)  Ya  he  dicho  en  la  nota  correspondiente  al  número  407,  que 
en  esta  parte  nuestro  derecho  no  establece  diferencia  alguna  entre 
el  ajuste  del  hombre  de  mar  y el  del  capitán. 

En  cuanto  á la  indemnización  que  corresponde  al  hombre  de 
mar  despedido  sin  justa  causa,  la  regla  establecida  por  nuestro  Có- 
digo de  comercio  es  bien  sencilla:  debe  pagarse  el  salario  íntegru 
como  si  prestase  servicio  (art.  637).— (N.  T.) 


CAPÍTULO  II 


El  contrato  de  fletamento  (l). 


421. — Mediante  el  contrato  de  fletamento,  el  propie- 
tario ó el  armador  de  una  nave  (fletante)  concede  el  uso 
total  ó parcial  de  la  misma  á una  determinada  persona 
(fletario)  á cambio  del  pago  de  una  merced  (flote),  obli- 
gándose también  á efectuar  el  transporte  de  mercancías 
ó pasajeros.  De  aquí  resulta  que  este  contrato  tiene  un 
doble  aspecto  jurídico,  pues  es,  al  mismo  tiempo  que  un 
contrato  de  locación  de  la  nave,  un  contrato  de  trans- 
porte de  cosas  ó personas.  Uno  ú otro  de  estos  aspectos 
prevalece,  según  que  el  fletamento  se  refiera  á toda  la 
nave  ó á una  parte  determinada  de  la  misma,  ó bien  á 
mercancías.  Por  lo  demás,  la  función  económica  del  con- 
trato de  fletamento  es  la  misma  que  cumple  en  el  co- 
mercio terrestre  el  contrato  de  transporte;  de  aquí  resul- 
ta que  muchas  de  las  disposiciones  que  se  refieren  al 
transporte  terrestre  son  también  aplicables  al  contrato 
de  fletamento. 

Pudiendo  tener  por  objeto  el  contrato  de  fletamento 
mercancías  ó pasajeros,  y siendo  diversas  las  reglas 
aplicables  á uno  u otro  caso,  trataremos  separadamente 
de  ellos,  hablando  primero  del  transporte  de  mercancías 
y después  del  de  pasajeros. 

(1)  Maurizi,  Delle  navi  e del  noleggio. — Vivante,  La  poUzza 
di  carico,  Milano,  1881.  — LEWis,D¿e  neueri  KonossementsJdauseln. — 
Agnino,  Stallie,  controstallie  ed  strastallie,  Catania,  1891. — CONTi, 
II  diritto  di  cappa,  en  el  Diritto  commerciale,  1889,  pág*.  465. 
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§ 1.^ — Contrato  de  fietamento  jpara  el  transporte 

de  mercancías. 


422. — El  contrato  de  ñetamento  para  el  transporte 
de  mercancías  puede  hacerse;  por  viajes,  ó sea  convinien- 
do un  cierto  flete  por  uno  ó varios  viajes,  cualquiera  que 
sea  su  duración;  por  tiempo  determinado,  cuando  el  flete 
se  fijó  por  un  cierto  tiempo  y por  un  precio  iinico;  por 
meses,  cuando  el  flete  se  fija  por  un  cierto  número  de 
meses,  ó por  uno  ó varios  viajes  á un  tanto  al  mes.  Pue- 
de tener  por  objeto  toda  la  nave  ó una  parte  determina- 
da de  la  misma,  ó bien  mercancías  determinadas,  espe- 
ciíicadas  particularmente,  ó en  razón  de  su  numero,, 
peso  ó volumen  (art.  561);  llámase  d carga  general  (d  co- 
lletla),  cuando  el  fletador  se  obliga  á condición  de  que 
dentro  de  un  tiempo  determinado  se  complete  ei  carga- 
mento en  todo  ó en  parte  por  otros  fletadores. 

426. — El  contrato  de  tietamento,  salvo  si  se  tratare 
de  las  naves  y de  los  viajes  pequeños  á que  se  refiere  el 
art.  501,  debe  hacerse  por  escrito,  pero  no  bajo  pena  de 
nulidad.  La.  escritura  debe  estar  faanada  por  las  partes, 
y enunciar:  l.'\  el  nombre,  la  nacionalidad  y porte  de  la 
nave,  cuya  última  ennnciación  puede  tener  especial  im- 
portancia para  la  determinación  del  flete,  y debe  hacerse 
por  declaración  del  capitán.  Si  este  declaró  que  la  nave 
tenía  un  porte  mayor  ó menor  que  el  verdadero,  queda 
oblie’ado  al  resarcimiento  de  los  daños  causados  al  fleta- 

_ • X 

dor.  Xo  se  entiende  que  hay  error  en  la  declaración 
cuando  la  diferencia  no  excediere  de  una  vigésima  pai- 
te,  ó cuando  la  declaración  sea  la  que  consta  en  el  acta 
de  naeionalidad  yirt.  Ó62;;  pero  la  presunción  en  este 
caso  os  juriti  tantumi,  '2r\  el  nombre  v apellido  del  fletadoi 

• # -fc- 

> dol  iPuante  o locador,  que  puede  ser  ei  propietario  o 
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el  armador,  ó también  el  capitán.  Sin  embargo,  si  en  el 
lugar  en  que  se  concierta  el  fletamento  residiesen  los 
propietarios  ó los  armadores,  necesitará  el  capitán  para 
contratar  el  flete  tener  autorización  especial  de  aqué- 
llos (arts.  499,  506);  3.^,  el  nombre  y apellido  del  capitán 
ó patrón,  no  sólo  con  el  objeto  de  identificar  mejor  la 
nave,  sino  con  el  de  designar  la  persona  que  debe  tener 
el  mando,  pues  esto  puede  interesar  para  el  buen  éxito 
de  la  expedición.  Sin  embargo,  el  cambio  de  la  persona 
del  capitán  no  romperá  el  contrato,  salvo  pacto  en  con- 
trario, pues  de  otra  manera  el  armador  quedaría  dema- 
siado ligado  (art.  548);  4.^,  el  lugar  y el  tiempo  conveni- 
do para  las  cargas  y descargas,  aunque  á falta  de  esta 
ultima  indicación  se  regula  el  tiempo  por  los  usos  de 
cada  plaza  (art.  549).  El  tiempo  durante  el  cual  el  fle- 
tante está  obligado  según  el  contrato  ó el  uso,  á esperar 
la  carga,  ó á prorrogar  la  descarga,  se  llama  estadía  (de 
estar).  Transcurrido  el  término  de  las  estadías  empieza 
el  de  las  sobrestadías,  que  generalmente  el  fletador  se 
reserva,  ó el  uso  consiente,  para  el  caso  en  que  el  fletan- 
te hubiese  dejado  trascurrir  el  término  de  las  estadías 
sin  hacer  la  entrega,  ó el  destinatario  sin  retirar  las  mer- 
cancías. La  compensación  de  las  estadías  se  entiende 
comprendida  en  el  flete,  por  eso  no  se  abona  nada  por 
ellas;  por  el  contrario,  por  las  sobrestadías  el  fletador 
debe  generalmente  pagar  una  indemnización.  Por  lo  de- 
más, la  materia  de  las  estadías  y sobrestadías  se  regula 
por  los  usos  locales;  nuestro  Código,  á diferencia  del 
alemán,  no  se  ocupa  en  esto;  5.®,  el  flete,  el  cual  se  regu- 
la por  la  convención  de  las  partes,  como  ya  hemos  dicho 
hablando  de  las  varias  formas  del  contrato  de  fletamento 
(art.  561).  Si  no  se  consignó  nada  á este  propósito,  se 
entiende  estipulado  el  flete  corriente  (art.  38).  El  flete 
se  cuenta  por  el  tiempo  convenido;  sin  embargo,  si  el 
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íletamento  se  conviniere  por  meses,  ó de  otro  modo,  por 
razón  del  tiempo,  j no  se  ha  convenido  el  modo  de  con- 
tar el  fíete,  se  contara  desde  el  día  en  que  empieza  la 
carga  de  las  cosas  que  han  de  transportarse,  hasta  el  en 
que  han  de  descargarse  en  el  lugar  de  destino  (art.  550). 
Al  fíete  se  añade  con  frecuencia,  siempre  que  los  usos  lo 
consientan,  un  aumento  conocido  con  el  nombre  de  capa, 
pagado  por  el  fletador  al  capitán,  ó también  al  fletante, 
en  concepto  de  remuneración  especial  por  el  major  cui- 
dado prestado  al  cargamento  sobre  el  que  es  debido;  sin 
embargo,  el  Código  alemán  no  admite  ningún  derecho 
de  capa  si  no  se  ha  convenido  expresamente;  6.^,  si  el 
fletamento  es  de  toda  la  nave  ó de  parte  de  ella;  7.®,  la 
indemnización  convenida  para  el  caso  de  retardo  (a), 

424. — Veamos  ahora  cuáles  son  las  obligaciones  del 
fletador  j del  fletante.  Eespecto  al  fletador,  debe  éste 
cargar  las  mercancías  que  han  de  transportarse  j pagar 
el  flete  en  la  forma  y modo  estipulados.  Si  el  fletamento 
es  de  cosas  determinadas,  éstas  j no  otras  deben  cargar- 
se, j lo  mismo  si  se  trata  de  mercancías  declaradas  en 
especie;  pero  si  ni  áun  esto  se  hubiere  declarado,  el  fle- 
tador es  libre  de  cargar  lo  que  quiera.  A pesar  de  esto, 
áun  en  el  caso  en  que  se  hubiere  convenido  la  especie  de 
mercancías  que  han  de  cargarse,  el  pacto  no  se  interpre- 
ta en  la  práctica  tan  rigorosamente,  j se  consiente  al  fle- 
tador cargar  mercancías  distintas  siempre  que  esto  pue- 
da hacerse  sin  daño  del  fletante;  así  lo  declara  expresa- 

(a)  Las  estadías  y sobrestadías  se  regulan  también  en  nuestro 
dereclio  por  los  usos  mercantiles,  pero  lian  de  consigmarse  previa- 
mente en  la  póliza  de  fletamento,  así  como  el  tanto  de  capa  que 
liaya  de  pagarse  al  capitán  (art.  652,  § 11  y 9,  Cód.  coin.). 

La  diferencia  que  consiente  nuestro  Código  entre  la  declara- 
ción de  la  cabida  del  buque  y la  que  efectivamente  resultare,  es 
menor  que  en  el  derecho  italiano,  puesto  que  no  puede  exceder  de 
un  2 por  100  (art.  669).  — (N".  T.) 
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monto  ol  Codito  nlonicin.  Si  la  Cíintidcid  do  morccincías 
fijada  011  el  contrato  es  determinada,  ó se  lia  determi- 
nado el  espacio  de  la  nave  que  lia  de  ocuparse,  el  fleta- 
dor debe  atenerse  rigorosamente  al  contrato,  y si  ha  fle- 
tado toda  la  nave  no  puede  cargar  mercancías  más  allá 
de  lo  que  consienta  sin  peligro  el  porte  de  la  misma  (por- 
tata  salutífera).  Si  carga  clandestinamente  una  cantidad 
mayor  de  la  convenida,  el  capitán  tiene  la  facultad  de 
hacerle  echar  á tierra  el  exceso  en  el  mismo  lugar  en 
que  se  hizo  la  carga,  ó de  exigirle  el  flete  al  precio  má- 
ximo que  se  pague  en  el  mismo  lugar  por  las  mercancías 
de  igual  naturaleza  (art.  566).  Si  el  exceso  se  cargare 
de  acuerdo  con  el  capitán,  el  fletador  debe  pagar  el  flete 
por  este  exceso  (art.  564,  § 3.®).  Si  se  cargare  una  can- 
tidad menor,  entonces,  si  se  trata  del  fletamento  de  toda 
ó de  una  determinada  parte  de  la  nave,  y el  fletador  es 
dueño  de  cargar  una  cantidad  menor  de  mercancías,  no 
pudiendoel  capitán  cargar  otras  cosas  sin  consentimien- 
to de  aquél,  el  fletador  hará  suyo  el  flete  de  las  demás 
cosas  de  que  se  compusiere  la  carga  (art.  563);  si  se  tra- 
ta del  fletamento  de  mercancías  determinadas,  entonces 
el  fletador  que  carga  una  cantidad  menor  de  la  conveni- 
da debe  pagar  el  flete  por  entero  (art.  564,  § 2."^).  Final- 
mente, si  el  fletador  no  carga  cosa  alguna,  pero  antes  de 
la  partida  de  la  nave  declara  que  renuncia  al  viaje,  en- 
tonces por  razones  de  equidad  está  obligado  tan  solo  a 
pagar  la  mitad  del  flete  (art.  564,  § 1.®).  Si  no  ha  decla- 
rado que  renuncia  al  viaje,  está  obligado  á pagar  el  flete 
por  entero  (art.  564,  § 2.°).  Si  el  contrato  de  fletamento 
tiene  por  objeto  el  transporte  de  cosas  determinadas,  el 
fletador,  siempre  por  razones  de  equidad,  antes  de  la 
partida  de  la  nave  puede  retirar  las  cosas  cargadas  pa- 
gando la  mitad  del  flete,  á más  de  los  gastos  (art.  565, 
§ 1.®),  lo  que  no  ocurre  si  el  fletamento  es  de  toda  la 
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nave  ó de  una  parte  de  ella;  pero  esta  diferencia  no  tiene 
verdadera  razón  de  ser.  Si  la  retirada  de  las  mercancías 
de  cualquier  modo  que  se  hubiese  fletado  la  nave  ocu- 
rriese durante  el  viaje,  en  un  puerto  intermedio,  el  fle- 
tador debe  pagar  el  flete  entero  y los  gastos,  siempre 
por  supuesto  que  la  retirada  de  las  mercancías  no  pro- 
venga de  hecho  6 culpa  del  capitán  (art.  567);  en  este 
caso  el  contrato  se  resuelve  con  el  resarcimiento  de  los 
daños  á favor  del  fletador.  Respecto  al  tiempo  de  hacer 
la  carga,  como  también  de  la  descarga,  es  aplicable  lo 
que  hemos  dicho  á propósito  de  las  estadías. 

Realizado  el  viaje,  el  fletador  ó quien  resultare  ser 
el  legítimo  poseedor  de  la  póliza  de  cargo,  tiene  la  obli- 
gación (y  el  derecho)  de  retirar  las  mercancías  cargadas 
y de  pagar  el  flete.  Si  la  persona  á quien  se  dirigen  las 
cosas  cargadas  se  negare  á recibirlas,  el  capitán  puede, 
con  autorización  del  juez,  proceder  á la  venta  de  la  can- 
tidad necesaria  para  el  pago  del  flete  y hacer  el  depósito 
dei  resto.  Si  el  precio  conseguido  no  fuere  suficiente  para 
el  pago  del  flete,  éste  conserva  la  acción  de  regreso  con- 
tra el  cargador.  El  capitán  no  puede  retener  las  cosas 
cargadas  por  falta  de  pago  del  flete;  pero  puede  al  tiem- 
po de  la  descarga  pedir  que  se  depositen  en  poder  de  un 
tercero  hasta  el  pago  del  flete,  puesto  que  si  por  un  lado 
la  naturaleza  especial  de  los  transportes  marítimos  indu- 
ce á derogar  los  principios  del  contrato  de  transporte 
que  conceden  al  porteador  el  derecho  de  retención  para 
el  pago  del  precio  del  transporte,  por  otro  no  es  justo 
que  se  ponga  en  peligro  el  derecho  del  fletante  (arts.  5/9 
y 580). 

El  flete  debe  pagarse  en  la  medida  establecida;  en 
ningún  caso  puede  el  fletador  pedir  que  se  disminuya,  m 
abandonar  por  el  flete  las  cosas  cargadas  que  hubieren 
disminuido  de  precio  ó se  hubieren  deteriorado  por  vicio 
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propio,  por  caso  fortuito  ó por  fuerza  mayor,  y esto,  tan- 
to porque  debe  cumplir  sus  obligaciones  del  modo  con- 
venido  y no  de  otra  manera,  como  porque  es  justo  que 
él  soporte  las  consecuencias  del  caso  fortuito  ó de  la 
fuerza  mayor.  Es  verdad  que  ocurre  á la  inversa  en  el 
caso  de  naufragio  y en  los  demás  casos  indicados  en  el 
art.  577;  pero  en  éstos  el  fletante  no  lia  prestado  por 
completo  el  servicio  convenido.  Sin  embargo,  si  se  trata 
de  derrames  de  vino,  aceite  ú otros  líquidos,  los  envases 
que  los  contenían  quedando  vacíos  ó casi  vacíos  pueden 
abandonarse  por  el  flete  correspondiente  (art.  581).  Esto 
es  para  excitar  siempre  más  el  celo  del  fletante  (a). 

425. — En  cuanto  á los  derecbos  y obligaciones  del 
fletante,  éste,  y por  él  el  capitán,  debe  tener  pronta  la 
nave,  á fin  de  que  el  fletador  pueda  utilizarla  del  modo 
y en  el  tiempo  convenido.  Una  vez  que  estén  cargadas 
las  mercancías,  y no  antes,  éste  deberá  dar  recibo  con 
un  documento  llamado  póliza  de  cargo.  La  póliza  de 
cargo,  que  equivale  á la  carta  de  porte  del  transporte 
terrestre,  hace  prueba  entre  todos  los  interesados  en  la 
carga,  como  entre  éstas  y los  aseguradores  ( arts.  558, 
559)  respecto  de  la  entrega  de  las  mercancías  para  la 
expedición,  y puede  suplir  al  contrato  de  fletamento, 
mientras  que  éste  no  puede  suplir  la  póliza,  que  es  la 
única  que  sirve  para  probar  el  hecho  efectivo  de  la  car- 
ga de  las  mercaderías.  Hay  más  todavía:  la  póliza  no 
confiere  tan  sólo  al  poseedor  el  derecho  á retirar  las  mer- 
cancías, sino  que  las  representa,  de  modo  que  la  pose- 

(a)  No  hay  en  esta  materia  diferencias  sensibles  entre  nuestro 
derecho  y el  italiano.  Los  principios  son  los  mismos  y las  declara* 
ciones  idénticas,  salvo  algunos  detalles,  como  es,  entre  otros , el  de 
que  nuestro  Código  señala  llegado  el  caso  de  poder  abandonar  las 
mercancías  para  pago  del  flete  cuando  tratándose  de  líquidos  se  hu- 
bieren derramado,  y no  por  el  mal  estado  de  los  envases,  más  de  las 
tres  cuartas  partes  del  contenido  de  los  mismos.— (N.  T.) 


492 


DERECHO  MERCANTIL 


sión  de  la  ^^óliza  equivale  á la  posesión  de  las  mercan- 
cías. Finalmente,  la  póliza  misma  es  un  título  negocia- 
ble, que,  según  sea  nominativo,  á la  orden,  ó al  porta- 
dor, se  transfiere  mediante  cesión,  endoso,  ó entrega 
manual.  Precisamente , porque  la  póliza  es  susceptible 
de  producir  todos  estos  efectos,  debe  indicar  aunque  no 
bajo  pena  de  nulidad  (art.  555): 

1. ^  La  fecha. 

2. ^  La  naturaleza,  especie,  calidad  j cantidad  de  las 
cosas  cargadas;  las  marcas  y los  números  que  éstas  de- 
ben llevar,  j que  se  pondrán  al  margen  de  la  póliza. 

3. *^  La  persona  del  cargador  y su  residencia. 

4. ^  La  persona  á quien  se  dirige  la  expedición  y su 
residencia;  sin  embargo,  como  sabemos,  la  póliza  puede 
también  ser  á la  orden  ( del  destinatario  ó del  fletador) 
ó al  portador. 

5. ^  El  nombre  y apellido  del  capitán  ó patrón. 

6. ^  El  nombre,  la  nacionalidad  y el  porte  de  la  nave. 

7. "^  El  lugar  de  partida  y el  de  su  destino. 

8. ®  El  flete. 

9. ®  Debe,  por  último,  contener  las  firmas  del  fletador 
ó del  capitán,  según  veremos  en  breve. 

De  la  póliza  se  hacen  cuatro  originales,  uno,  para 
cada  uno  de  los  interesados,  ó sean;  el  capitán,  el  pro- 
pietario ó armador,  el  cargador  y el  destinatario,  y sobre 
cada  uno  de  los  originales  se  debe  indicar  la  persona  á 
quien  está  destinado,  para  evitar  de  este  modo  los  frau- 
des posibles.  Los  originales  para  el  capitán  y para  el 
propietario  ó armador,  han  de  ir  firmados  por  el  fleta- 
dor, los  demás  por  el  capitán.  La  firma  y la  entrega  res- 
pectiva de  los  originales  debe  hacerse  dentro  de  las  vein- 
ticuatro horas  siguientes  de  haber  terminado  de  hacer 
la  carga  (art.  556).  En  caso  de  divergencia  entre  las  pó- 
lizas de  una  misma  carga,  hace  prueba  la  que  esta  en 
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poder  del  capitán,  si  está  escrita  de  mano  del  fletador  cS 
de  mano  de  su  encargado;  y la  que  presentaren  el  car- 
gador á la  persona  á quien  va  dirigida  la  expedición 
liará  prueba,  si  está  escrita  de  mano  del  capitán  (artícu- 
lo 559),  porque  ninguno  puede  negar  el  hecho  propio. 
Si  todos  los  originales  resultaran  escritos  por  la  misma 
mano,  se  decidirá  según  las  circunstancias  del  hecho. 
Dado  el  recibo  de  las  mercancías  cargadas,  el  capitán 
está  obligado  á custodiarlas,  quedando  por  ello  respon- 
sable á tenor  de  las  declaraciones  contenidas  en  la  póli- 
za, que  deberá  tener  cuidado  de  comprobar.  Sin  embar- 
go, si  ésta  contiene  la  cláusula  dice  ser,  el  capitán  no  es 
responsable  del  contenido  de  los  bultos  cargados,  salvo 
siempre  al  cargador  el  derecho  de  probar  que  la  mer- 
cancía entregada  en  su  destino  no  es  efectivamente  en 
cantidad  ó calidad  la  que  fue  expedida ; esto  no  obstan- 
te, la  jurisprudencia  respecto  á los  efectos  de  esta  cláu- 
sula es  muy  incierta. 

Entregada,  pues,  la  póliza,  el  fletante  tiene  la  obli- 
gación de  partir  sin  demora  para  el  lugar  de  su  destino, 
so  pena  de  indemnizar  los  daños  (art.  5G9).  Del  caso  de 
no  poder  partir,  como  también  de  otras  circunstancias 
que  pueden  ocurrir  durante  el  viaje,  hablaremos  en  bre- 
ve. Eealizado,  pues,  el  viaje,  el  fletante  debe  arribar  al 
puerto  de  su  destino,  y después  de  haber  avisado  su  lle- 
gada á los  destinatarios  del  cargamento,  proceder  á la 
descarga  de  las  mercancías,  para  lo  cual,  como  para  la 
carga,  se  han  de  contar  las  estadías  y sobrestadías,  y 
después  entregar  las  mercancías  á quien  presente  la  pó- 
liza de  cargo,  cualquiera  que  sea  el  número  que  la  mis- 
ma lleve,  si  no  se  le  ha  notificado  alguna  oposición.  En 
caso  de  oposición,  ó si  se  presentaren  varios  portadores 
de  ejemplares  de  la  póliza  de  cargo,  el  capitán  debe  de- 
positar judicialmente  el  cargamento,  y puede  también 
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iiaccrsG  ciutorizar  para  ^ 0nd.6r  la  caiiticlad.  riGccsaria  para 
el  pago  del  flete  (art.  557).  Por  regla  general  el  capitán 
no  está  obligado  á averiguar  la  autenticidad  del  endoso 
de  la  j)oliza  (arg.^  art.  288),  pero  debe  asegurarse  de  la 
identidad  del  poseedor. 

426.  — ^Merecen  examinarse  los  efectos  del  contrato 
de  fletamento  en  los  casos  de  retraso  del  viaje  ó de  sn 
revocación,  independientemente  de  los  accidentes  ocu- 
rridos á la  nave  ó al  cargamento,  como  también  en  el 
caso  de  que  ocurrieren  éstos. 

El  retraso  puede  ocurrir  antes  de  la  partida  ó en  la 
llegada  de  la  nave;  entonces,  tanto  si  se  trata  de  retra- 
so procedente  de  culpa  del  fletante  6 del  fletador,  de  que 
debe  responder  el  causante  (art.  568,  569),  como  si  se 
trata  de  retraso  proveniente  de  caso  fortuito  ó fuerza 
mayor,  el  contrato  subsiste,  sin  que  baya  lugar  á au- 
mento de  flete  ni  á indemnización  por  daños  (art.  552). 
Por  lo  que,  si  la  nave  se  detuviere  durante  su  viaje  por 

orden  de  una  potencia,  no  se  debe  flete  alguno  durante 

• 

el  tiempo  de  la  detención  si  la  nave  se  fletó  por  meses, 
ni  aumento  de  flete  si  se  fletó  por  viaje  ^art.  574).  En 
todo  caso,  el  cargador  puede,  mientras  durase  el  impedi- 
mento temporal,  hacer  descargar  á su  costa  las  cosas 
que  le  pertenecen,  á fln  de  que  no  estén  expuestas  in- 
útilmente á los  riesgos,  pero  está  obligado  á volver  á 
cargarlas  ó indemnizar  al  capitán,  y debe  además  afian- 
zar el  cumplimiento  de  estas  obligaciones  lyirt.  552,  § 2), 
11  fin  de  que  los  derechos  y privilegios  del  capitán  no  re- 
s ult  e 11  p e r j u d i c a d o s . 

427.  — En  cuanto  á la  revocación  del  viaje,  quedando 

• y 

siempre  subsistente  el  principio  de  que  si  la  revocación 
es  culpable,  el  causante  debe  responder  de  ella,  precisa 
distinguir  en  la  revocación  debida  á caso  fortuito  ó tuer- 
za mayor,  si  ocurriere  antes  ó después  de  la  partida  de 
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la  nave.  En  el  primer  caso,  el  contrato  queda  disuelto,  y 
ninguna  de  las  partos  está  obligada  al  rosarciuiioiito  de 
los  daños  (art.  551);  en  el  segundo  caso  se  debe  al  capi- 
tán el  ñete  entero,  áuu  cuando  la  nave  se  vea  obli^'ada.  á 
volver  con  su  cargamento  al  lugar  de  partida;  pero  si  la 
nave  se  tietó  para  el  viaje  de  ida  y vuelta,  se  debe  la  mi- 
tad de  todo  el  ñete,  ó sea  de  los  dos  tletes  acumulados 
(arg.  art.  572).  Si  la  nave  se  ñetó  para  ir  á un  puerto  á 
tomar  un  cargamento  para  conducirlo  á otro  puerto,  y 
mientras  viaja  con  lastre  para  ir  á tomar  el  cargamento 
sobreviniere  la  interdicción  del  comercáo,  el  bloqueo  ú 
otro  impedimento,  entonces  se  debe  tan  sólo  al  capitán, 
por  los  gastos  lieebos  para  la  ejecución  del  contrato,  iiira 
indemnización  que  lia  de  liquidarse  según  las  circuns- 
tancias (art.  573).  A esta  indemnización  tiene  dereclio  el 
capitán,  porque  se  había  preparado  para  ejecutar  el  con- 
trato, pero  no  puede  hablarse  de  ñete,  porque  en  tanto 
que  la  nave  viaje  en  lastre,  no  puede  decirse  en  verdad 
que  haya  comenzado  el  viaje. 

428. — Todo  lo  que  hemos  dicho  hasta  aquí,  supone 
que  ningún  accidente  ha  ocurrido  á la  nave  ó al  carga- 
mento. En  cuanto  á estos  accidentes,  ó se  trata  del  nau- 
fragio de  la  nave  ó de  otros  accidentes  por  los  que  las 
cosas  cargadas  se  han  perdido,  y no  se  debe  [>or  esto  He- 
te alguno,  puesto  que  por  razón  de  equidad  y contra  lo 
que  determinan  los  principios  relativos  á la  locación  de 
cosas  (art.  1.578  Cód.  civ.);  como  el  ñetador  pierde  su 
cosa,  el  ñetante  debe  perder  el  ñete;  más  todavía  si  este 
se  hubiese  anticipado,  debe  restituirse,  salvo  pacto  en 
contrario  (art.  577).  Sin  embargo,  si  habiéndose  perdido 
también  la  nave,  ó áun  habiendo  llegado  á buen  puerto, 
el  capitán  hubiese  vendido  ó empleado  paraatender  á ne- 
cesidades de  la  misma,  ó bien  hubiese  dado  en  prenda  las 
cosas  cargadas,  éste,  teniendo  también  derecho  á retener 
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g1  flot©  indicado  ©n  l3>  póliza,  d6l36ria  r0©nil)olsar  al  pro~ 
pi©tario  d©  las  cosab  v©udidas  o 0iiipl©adas^  ©n  ©1  priiHGF 
caso,  el  valor  que  éstas  hubieran  tenido  en  el  luo-ar  de 
su  descarga;  en  el  segundo,  el  precio  conseguido  ó la 
suma  obtenida  en  préstamo.  Queda  á salvo  en  estos  dos 
casos  á los  propietarios  de  la  nave  el  derecho  de  hacer 
abandono;  pero  si  del  ejercicio  de  este  derecho  resultare 
una  pérdida  para  aquellos  á quien  pertenecen  las  cosas 
empleadas,  vendidas  6 dadas  en  prenda,  la  pérdida  se 
reparte  por  contribución  sobre  el  valor  de  éstas  y de  to- 
das las  que  hubiesen  llegado  á su  destino  ó que  se  hu- 
biesen salvado  del  naufragio  posteriormente  á los  acci- 
dentes de  mar  que  han  hecho  necesario  el  empleo,  la 
venta  ó la  prenda  (art.  675),  porque  se  trata  de  intereses 
comunes.  Si  la  nave  y las  cosas  cargadas  son  rescatadas- 
ó si  éstas  se  salvasen  del  naufragio,  el  capitán  tiene  de- 
recho al  flete  hasta  el  lugar  del  apresamiento  ó del  nau- 
fra  gio.  Contribuyendo  al  rescate,  éste  tiene  derecho  al 
flete  entero,  siempre  que  conduzca  las  cosas  cargadas  al 
lu  gar  de  su  destino.  La  contribución  para  el  rescate  se 
gradúa  sobre  el  precio  corriente  de  las  cosas  cargadas  en 
el  lugar  de  su  descarga,  deducidos  los  gastos,  y sobre  la 
mitad  de  la  nave  y del  flete. 

Los  salarios  de  los  hombres  de  mar  están  exentos  de 
la  contribución  (art,  576),  porque  no  están  sujetos  á 


ningún  nesgo. 


Finalmente,  lo  mismo  que  se  debe  el  flete  por  las  co- 
sas empleadas  en  atender  á las  necesidades  de  la  nave, 
se  debe  también  por  las  cosas  arrojadas  al  mar  paia  el 
salvamento  común,  y sobre  las  que  se  reparte  igualmen- 
te la  contribución  (art.  576).  Kespecto  á las  repaiacio 
nes  hechas  en  la  nave,  de  las  que  resultare  retai  do  en 
el  viaje,  el  fletador  debe  esperar  ó pagar  el  flete  enteio, 
á tenor  del  principio  establecido  en  el  art.  l.obO  del  Co 
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digo  civil.  Durante  el  tiempo  de  la  espera  no  se  debe 
flete  alguno  si  la  nave  se  fletó  por  viajes.  Además,  co- 
rresponde al  armador  la  facultad  ya  indicada  en  el  nú- 
mero 414  (art.  552,  § 2). 

Si  la  nave  no  puede  ser  reparada,  el  flete  se  deberá 
en  proporción  al  viaje  hecho.  Si  para  conducir  las  cosas 
cargadas  á su  destino  fletare  el  capitán  otra  nave,  el 
nuevo  flete  se  entiende  hecho  por  cuenta  del  cargador. 
El  capitán  pierde  el  flete  y está  obligado  á resarcir  los 
daños  sufridos  por  el  fletador,  si  éste  prueba  que  la  nave 
era  inhábil  para  navegar  en  el  momento  de  su  partida 
(arts.  570,  571). 

De  los  demás  efectos  que  los  accidentes  ocurridos  á 
la  nave  ó al  cargamento  pueden  determinar,  hablaremos 
mejor  á propósito  de  las  averías. 


§ 2.® — De  las  averias  y de  la  contribución  (1). 

429. — Avería  (tal  vez  de  Tiabere)  es  cualquier  gasto 
extraordinario  hecho  para  la  nave,  para  el  cargamento, 
unida  ó separadamente,  y cualquier  daño  que  ocurra  á 
la  nave  y al  cargamento,  después  de  hecha  la  carga  y 
emprendido  el  viaje,  hasta  su  terminación  y descarga. 
No  son  averías,  sino  simples  gastos  á cargo  de  la  nave, 
los  gastos  ordinariamente  necesarios  para  entrar  en  los 

(1)  Berlingieri,  Delle  avarie  e della  contrihuzione  nelle  avarie 
comuni.  Torino,  1888.— Baldasseroni,  Trattato  delVavaria.  Fi- 
renze,1803.— Benfante,  Lhirto  di  navi,  etc.  Torino,  1887. — Dela- 
bORDE,  Traite  des  avaries  particulieres  sur  les  marchandises.  París, 
1838. — De  CoaRCY,  L’ahordage.Vsnch,  1876.— Ulrich,  Grosse  Ha- 
verei^  Die  Gesetze  und  ordnungen  der  wichtigsten  Staaten,  1884. — 
GoIíDSCHMIDT,  La  lex  Uodia,  il  germinamento,  ed  il  consiglio  di 
hordo  en  la  Zeitschrift,  del  mismo  autor,  1889.  Traducido  al  italia- 
no por  Carnazza.  Catania,  1890.— Lowndes,  Law  of  general  ave- 
rage,  edic.  Londón,  1878.— Gotjrlies,  General  average,  laws 
and  customs  of  the  United  States,  3.*^  edic.  Filadelfia,  1882. 
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senos,  ríos  ó canales,  ó para  salir  de  los  mismos,  y los 
g'astos  por  dereclios  e impuestos  de  navegación  ^artícu- 
lo 642),  porque  debieron  ser  previstos  por  quien  los  lia 
de  satisfacer.  Las  averías  son  de  dos  especies:  gruesas  ó 
comunes,  j simples  6 particulares;  las  primeras  así  llama- 
das, porque  se  soportan  en  común  por  la  nave  y por  el 
cargamento,  comprenden  los  gastos  extraordinarios  lie- 
chos  y los  daños  sufridos  voluntariamente  por  el  bien  y 
la  salvación  común  de  la  nave  y del  cargamento  (artícu- 
lo 643);  se  fundan  en  el  principio  de  que  ninguno  debe 
enriquecerse  injustamente  con  perjuicio  de  otro,  y pro- 
ducen de  ordinario  entre  los  que  se  reparten,  una  rela- 
ción de  cuasi  contrato.  Las  segundas,  llamadas  simples 
ó particulares,  porque  quedan  á cargo  del  que  las  sufre, 
á tenor  del  principio  casum  sentit  dominus,  comprenden 
todos  los  daños  sufridos  y todos  los  gastos  liechos  por  la 
nave  sola  ó por  el  cargamento  solo,  y son  de  ordinario 
producidas  por  caso  fortuito  ó de  fuerza  mayor  (artícu- 
lo 646). 

430. — ^Para  que  haya  avería  común  es  necesario: 

1. ®  Que  los  gastos  y les  daños  sean  consecuencia  de 
la  libre  y voluntaria  determinación  del  capitán;  de  don- 
de resulta  que  cualquier  gasto  ó daño  proveniente  de  caso 
fortuito  ó fuerza  mayor,  no  constituye  avería  común. 

2. ^  Que  se  hayan  hecho  y soportado  en  interés  co- 
mún de  la  nave  y del  cargamento,  ó sea  con  objeto  de 
conjurar  algún  peligro  que  no  siendo,  sin  embargo,  in- 
dispensable, sea  inminente. 

3. ^  Que  tengan  un  resultado  útil,  porque  de  otro 
modo,  no  habiendo  ninguno  conseguido  ventajas,  no  pro- 
cede el  reparto  de  la  contribución;  sin  embargo,  no  es 
necesario  que  se  salven  la  nave  y el  cargamento. 

El  Código  de  comercio  enumera  en  el  art.  643  una 
larga  serie  de  averías  comunes;  pero  esta  enumeración 
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no  tiene  gran  importancia,  por  cnanto  es  simplemente 
demostrativa. 

431. — Entre  las  averías  enumeradas  porlalej,  tiene 
particular  importancia  histórica  j científica,  porque  en 
ella  se  encuentra  el  primer  germen  de  la  teoría  de  la 
contribución,  la  echazón  total  ó parcial  de  las  cosas 
que  se  encuentran  á bordo  hechas  con  objeto  de  conse- 
guir el  salvamento  común,  ó sea  para  salvar  la  nave  de 
la  tempestad,  de  la  persecución  de  los  piratas,  etc.  El 
Código  de  1865  imponía  al  capitán  la  obligación  de  con- 
sultar á los  interesados  en  el  cargamento  que  se  encon- 
trasen sobre  la  nave,  j á los  principales  de  la  tripulación, 
acerca  de  la  elección  de  las  cosas  que  habían  de  ser  ma- 
teria de  la  echazón;  el  Código  vigente  deja,  por  el  con- 
trario, esta  elección  á la  responsabilidad  del  capitán, 
conservando  también  la  regla  de  que  las  cosas  menos 
necesarias,  más  pesadas  y de  menos  valor,  deben,  en 
cuanto  sea  posible,  arrojarse  las  primeras,  y en  seguida 
las  del  primer  puente  y sucesivamente  las  demás  (ar- 
tículo 645)  {a).  Sin  embargo,  antes  que  ninguna  otra 
cosa,  según  una  antigua  costumbre  sancionada  también 
por  las  leyes  modernas,  deben  arrojarse  las  cosas  carga- 
das sin  póliza  de  cargo  ó declaración  del  capitán,  por- 
que la  pérdida  de  éstas  no  da  lugar  á contribución  á fa- 
vor de  sus  dueños,  mientras  que  éstas  contribuyen  si  se 

(a)  Nuestro  Código  de  comercio  impone  al  capitán  la  obliga- 
ción de  asesorarse  del  piloto  y demás  oficiales  de  la  nave,  y la  de 
oir  á los  interesados  en  el  cargamento  que  se  encuentren  presentes, 
no  para  la  elección  de  las  cosas  que  han  de  arrojarse,  puesto  que  el 
orden  á que  ha  de  ajustarse  el  capitán  lo  determina  el  mismo  Có- 
digo (art.  825),  sino  para  resolver  si  procede  ó no  hacer  los  gastos 
ó causar  los  daños  que  han  de  dar  lugar  á la  contribución  de  ave- 
rías, quedando  libres  de  esta  contribución  los  interesados  en  la  car- 
ga si  no  fueren  oídos  por  el  capitán,  á no  ser  que  la  urgencia  del 
caso  fuera  tal  que  no  hubiere  sido  posible  cumplir  esta  formalidad 
legal  (art.  823). — (N.  T.) 
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salvasen  (art.  649);  esto  obedece  al  deseo  de  evitar  los 
fraudes  en  la  carga,  j porque  las  cosas  cargadas  sin  pó- 
liza pueden  fácilmente  sustraerse  á la  contribución.  Lo 
mismo  puede  decirse  de  las  mercancías  cargadas  sobre' 
cubierta  (art.  650),  como  veremos  mejor  cuando  trate- 
mos de  la  contribución.  La  echazón  de  las  provisiones 
de  bordo  no  pueden  en  ningún  caso  considerarse  como 
avería  común;  así  lo  dispone  la  ley  (art.  643),  con  obje- 
to de  evitar  las  falsas  declaraciones  que  por  la  dificultad 
de  las  comprobaciones  pueden  hacerse  á propósito  de  la. 
echazón  de  estas  provisiones. 

A las  averías  comunes  ha  equiparado  el  legislador, 
por  razones  de  conveniencia,  algunos  hechos  que  no  tie- 
nen, rigorosamente  hablando,  caracteres  de  avería  co- 
mún, pero  que  al  igual  que  éstas  dan  lugar  á contribu- 
ción. Tales  son  (art.  644): 

1. ®  El  precio  y la  indemnización  del  rescate  de  las 
personas  de  la  tripulación  mandadas  atierra  para  servi- 
cio de  la  nave  y hechas  prisioneras  ó retenidas  en  re- 
henes. 

2. ^  Los  gastos  de  una  cuarentena  extraordinaria  no 
prevista  en  la  época  del  contrato  de  fietamento,  si  afecta 
igualmente  á la  nave  y al  cargamento,  comprendido  el 
salario  y la  alimentación  de  las  personas  de  la  tripula- 
ción durante  la  cuarentena. 

432. — Averías  particulares  son,  como  ya  hemos  di- 
cho, todos  los  daños  sufridos  y todos  los  gastos  hechos 
por  la  nave  sola  ó por  el  cargamento  solo,  ó sea  no  en 
interés  común,  sino  por  el  contrario,  en  interés  particu- 
lar. Estas  proceden  de  caso  fortuito  ó fuerza  mayor,  y 


son  de  cargo  del  propietario  de  la  cosa  averiada.  Se  con- 
sideran también  como  averías  piarticulares  los  daños 
provenientes  de  negligencia  del  capitán  ó del  equipaje; 
éstos  son  de  cuenta  del  que  los  ha  sufrido,  si  bien  dan 
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derecho  á proceder  regresivamente  contra  el  capitán,  y 
también  contra  la  nave  j el  flete,  por  el  resarcimiento  de 
los  daños.  También  de  estas  averías  el  art.  646  del  Có- 
digo vigente  contiene  ona  enumeración  simplemente  de- 
mostrativa, mientras  que  otras  legislaciones,  con  mayor 
exactitud,  dicen  en  su  lugar  que  todas  las  averías  que 
no  son  comunes  tienen  que  considerarse  como  par- 
ticulares. 

433. — Constituyen  una  especie  de  avería  particular 
los  daños  causados  por  choque  de  la  nave  ó ahoi^daje;  sin 
embargo,  el  Código  de  comercio,  á diferencia  del  dero- 
gado, trata  separadamente  de  esto  por  la  especialidad  é 
importancia  de  la  materia,  y también  porque  en  todas 
partes  se  aplican  al  abordaje  reglas  especiales.  El  cho- 
que de  la  nave  puede  depender  de  caso  fortuito  ó de 
fuerza  mayor:  entonces,  según  los  principios  generales 
del  derecho,  los  daños  y las  pérdidas  que  de  él  provienen 
son  soportados  por  las  cosas  que  las  han  sufrido,  sin  de- 
recho á repetir  (art.  660).  Si  por  el  contrario,  el  choque 
se  ha  producido  por  culpa  de  una  de  las  naves,  los  da- 
ños y las  pérdidas  que  de  ello  resalten,  á tenor  igual- 
mente de  los  principios  generales,  son  de  cuenta  de  la 
misma  (art.  661);  más  todavía,  cuando  una  nave  ha  cho- 
cado sin  culpa  con  otra,  porque  la  primera  fué  á su  vez 
abordada  por  una  tercera,  toda  la  responsabilidad  es  de 
cargo  de  ésta  (art.  664).  La  indemnización  de  los  daños 
se  extiende  también  á las  personas  muertas  ó heridas,  y 
fle  tal  manera,  que  en  caso  de  insuñciencia  de  la  suma 
á distribuir,  tienen  el  carácter  de  acreedores  privilegia- 
dos. Si  no  resultase  á cuál  de  las  tres  naves  abordadas 
es  imputable  la  culpa,  ó si  la  culpa  resultare  común, 
cada  una  soporta  los  daños  y las  pérdidas  que  hubiere 
Bufrido  sin  derecho  á repetir  contra  nadie;  sin  embargo, 
cada  una  está  obligada  solidariamente  por  la  indemni- 
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zación  de  los  daños  j pérdidas  que  experimentaren  las 
cosas  carg"adas,  y por  la  indemnización  deñida  por  los 
daños  causados  á las  personas  (art.  662).  Si  el  choque  ha 
ocurrido  entre  una  nave  que  camina  y otra  que  está  pa- 
rada, se  presume  la  culpa  de  la  primera.  La  responsabi- 
lidad de  la  nave  deja  intacta  la  de  los  autores  de  la  cul- 
pa, contra  los  perjudicados  y contra  los  propietarios  de 
la  nave  (art.  603).  La  prueba  del  abordaje  y del  daño 
consiguiente,  puede  intentarse  por  todos  los  medios  le- 
gales. 

La  acción  de  indemnización  de  los  daños  procedentes 
del  abordaje  de  las  naves  no  se  admite  si  no  se  hace  la 
protesta  ó reclamación  en  los  tres  días  siguientes  ante 
la  autoridad  del  lugar  del  siniestro  ó del  primer  puerto 
de  arribo  {a).  Por  los  daños  causados  á las  personas  ó á 
las  cosas  cargadas,  la  falta  de  protesta  no  perjudica  á 
los  interesados  que  no  se  encontraren  sobre  la  nave  ó no 
estuvieren  en  disposición  de  manifestar  su  voluntad  (ar- 
tículo 665). 

434. — Hablemos  ahora  de  la  contribución,  la  que, 
como  es  natural,  no  procede  más  que  en  el  caso  de  averia 
común;  las  averías  particulares  quedan  á cargo  del  que 
ha  sufrido  el  daño  ó dado  ocasión  al  gasto  (art.  647). 
Contribuir  á las  averías  comunes  significa  concurrir,  en 
la  proporción  fijada  por  la  ley,  al  pago  de  los  daños  y de 
los  gastos  hechos  para  el  bien  y el  salvamento  común  de 
la  nave  y del  cargamento.  La.  relación  que  por  efecto  ae 
la  avería  se  establece  entre  los  que  deben  contribuir  á 
ellas,  es,  según  algunos,  una  relación  do  cuasi  contrato; 
según  otros,  una  relación  contractual  que  nace  del  mis- 
mo contrato  de  ñetamento,  no  faltando  tampoco  quien 
opina  de  modo  diverso.  Por  res’la  o-eneral,  las  averías  co- 

{a)  Eli  nuestro  dereolio  el  plazo  es  de  veinticuatro  lioras  ten 
sólo  i^art.  835  CCd.  eomC.  — (N.  T.) 
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muñes  se  reparten  proporcionalmente  entre  el  valor  del 
cargamento  y el  de  la  mitad  de  la  nave  y del  flete;  no  de 
toda  la  nave  y del  flete  entero,  porque  de  otro  modo  re- 
sultarían los  propietarios  y armadores  gravados  con 
exceso,  pues  hay  que  tener  en  cuenta  que  el  flete  se  per- 
cibe por  causa  de  la  nave  y constituye  el  equivalente  de 
los  gastos  de  armamento,  vituallas,  etc.,  y del  deterioro 
que  la  nave  experimenta  durante  el  viaje.  Sin  embargo, 
algunas  legislaciones  han  abandonado  este  antiguo  prin- 
cipio, considerando  como  más  conforme  con  la  equidad 
hacer  contribuir  por  todo  su  valor  á la  nave  y al  flete  (a). 
En  la  práctica,  las  partes  contratantes  se  eximen  con 
frecuencia  de  la  obligación  de  contribuir,  ó se  convienen 
en  proporción  diversa  de  la  establecida  por  la  ley;  á este 
propósito  tienden  las  cláusulas  franco  de  averia.,  franco 
de  avería  reciproca*,  la  validez  de  esta  última  cláusula  es 
muy  controvertida. 

435. — Por  regla  general,  se  admite  á contribución 
cualquier  cosa  que  haya  sido  sacrificada  para  el  común 
salvamento,  en  la  inteligencia,  por  supuesto,  de  haber 
conseguido  el  propósito;  así  si  la  echazón  ó cualquier 
otro  sacrificio  no  salvan  la  nave,  no  hay  contribución  po- 
sible (art.  651).  se  admiten  á contribución  los  apare- 
jos y demás  objetos  relativos  al  pertrecho  y armamento 
de  la  nave  arrojados  al  mar,  ni  las  áncoras,  cadenas  y 
otros  objetos  abandonados,  aunque  lo  hayan  sido  volun- 
tariamente para  el  bien  y el  salvamento  común,  sino  en 
tanto  que  se  encuentren  debidamente  descritos  en  el  in- 
ventario de  bordo,  á tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art.  500 
(art.  643);  las  cosas  cargadas  de  que  no  se  haya  hecho 

(a)  A las  averías  comunes,  seg*ún  el  derecho  español,  contribu- 
ye el  buque  por  la  totalidad  de  su  valor,  según  su  estado  y el  flete, 
tan  sólo  por  mitad,  pues  la  otra  mitad  se  rebaja  por  salarios  y ali- 
mentos de  la  tripulación  (art.  858  Cód.  com.).— (hí.  T.) 
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póliza  Oe  carg'o  o no  exista  declai^cion  del  capitá.a  (ar- 
tíoulo  ti49),  esto  con  objeto  de  impedir  la  si mnlaeion  de 

averías  v las  declaraciones  falsas  difíciles  de  compro- 
bar, V las  cargadas  sobre  cubierta  sin  el  eonseotimiento 
escrito  de  los  cargadores  (á  no  ser  que  se  trate  de  viajes 
pequeños  á tenor  del  art,  4981,  por  las  que  queda  al  pro- 
pietario de  las  cosas  arrojadas  ó dañadas  la  acción  de  re- 
sarcimiento contra  el  capitán  que  ha  faltado  á su  deber, 
cargándolas  sobre  cubierta  sin  eonseiitioiieuto  escrito. 
Si.  por  el  contrario,  este  consentimiento  existe,  entonces 
se  consideran  estas  cosas  lo  mismo  que  las  cargadas  en 
el  interior  de  la  nave,  j se  admiten,  por  lo  tanto,  á con- 
tribución; T si  fueren  varios  los  cargadores  que  consin- 
tieren que  sus  cosas  fueran  sobre  cubierta,  entonces 
procede  deducir  una  contribución  especial  entre  la  nave, 
el  ticte  V las  demás  cosas  cargadas  sobre  cubierta,  con  el 
consennmieuto  de  los  cargadores,  sin  perjuicio  de  la 
contribución  general  por  avenas  eomunes  á redo  el  car- 
gamento par:.  óeO\  por  las  avenas  causadas  á las  mer- 
ca donas  de  los  que  no  consiittieron  en  cargar  sobre  cu- 
biorta;  lo  cual  quiere  decir  que  entonces  hay  que  repar- 
tir des  contribuciones;  uita  general  a todo  el  cargamen- 
to. y otra  particular  entre  los  cargadores  sobre  cu  cier- 
ta ,od. 

4dó. — Veamos  ahora  oué  cosas  ostan  su  te  tus  a con- 

■h  * 

tribucion.  Kn  general,  tedas  las  cosas  que  uau  rosuuuao 
taverecidas  per  las  medidas  adoptadas  pura  e.  oten  y el 

salvamento  coumn.  estun  suietus  a cout.nouctom  ex- 

^ ^ » 
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ros  ^avt.  ó4dh  porque  mientras  esto  sena  un  sucnucio 
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contribuyente;  las  provisiones  de  guerra  y boca  (artícu- 
lo 643),  porque  sin  ellas  toda  navegación  es  imposible; 
los  salarios  de  la  tripulación  por  razones  de  equidad  y de 
favor  para  los  marineros  (art.  578);  el  ñete  que  á tenor 
de  la  convención  á que  se  refiere  el  art.  577,  se  gana  en 
caso  de  pérdida  de  las  cosas  cargadas,  porque  en  este 
caso  el  flete  no  corre  ya  riesgo  alguno,  y el  armador  no 
obtiene  ninguna  ventaja  déla  avería  común.  Las  cosas 
arrojadas  no  contribuyen  en  ningún  caso  al  pago  de  los 
daños  sufridos  después  de  la  echazón  en  las  cosas  salva- 
das (art.  651). 

437.  — Hablemos,  por  último,  de  la  regulación  de  las 
averías.  La  regulación  de  averías  comprende  todas  cuan- 
tas operaciones  son  precisas  para  describir  y valorar  las 
averías,  estimar  las  cosas  llamadas  á contribuir,  hacer 
el  reparto  de  los  daños  y de  los  gastos,  y liquidar  el  cré- 
dito y el  débito  de  cada  interesado.  El  valor  total  de  la 
avería  constituye  la  masa  activa  de  la  contribución;  el 
valor  total  de  las  cosas  salvadas,  y por  lo  tanto,  sujetas 
á contribución,  la  masa  pasiva.  La  regulación  de  las 
averías,  en  defecto  de  pacto  especial  de  las  partes,  se  ha 
de  hacer  en  el  lugar  de  la  descarga  de  la  nave,  y puede 
ser  amigable  ó judicial.  La  primera  es  de  ordinario  pro- 
movida por  el  capitán  ó el  armador,  haciendo  suscribir 
á todos  una  escritura  llamada  chirógrafo  de  averia , por 
la  cual  las  partes  nombran  los  liquidadores  de  la  avería, 
j se  obligan  á admitir  la  regulación  que  éstos  hagan;  la 
segunda  se  sujeta  al  procedimiento  marcado  en  el  ar- 
tículo 658,  y se  hace  por  medio  de  peritos  judiciales. 

438.  — En  todo  caso  los  legisladores  toman  como 
punto  de  partida  la  formación  de  las  dos  anteriormente 
indicadas  masas  activa  y pasiva.  A este  propósito  es 
preciso  hacer  notar  que,  respecto  al  valor  de  la  nave  y 
al  daño  por  ella  sufrido,  el  primero  se  computa  por  el 
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precio  de  la  nave  misma  en  el  lug’ar  de  la  descarga,  ó 
por  el  precio  de  la  venta,  deducción  lieclia  de  las  averías 
particulares,  que  fueren  posteriores  á la  avería  común 
(art.  654);  el  segundo  por  la  diferencia  entre  este  valor 
j el  actual  de  la  nave.  Otro  tanto  debe  hacerse  resnecto 
de  las  mercaderías  que  deben  contribuir,  ó que  tienen 
derecho  á ser  admitidas  á la  contribución;  los  liquidado- 
res deben  determinar  ante  todo  la  naturaleza,  la  especie 
y la  calidad,  tomándolo  de  la  póliza  de  cargo,  de  las  fac- 
turas, ó á falta  de  esto,  por  otros  medios  de  prueba  (ar- 
tículo 656),  y después  de  fijar  el  valor  de  las  mismas  y 
el  de  los  daños  experimentados  por  ellas,  teniendo  en 
cuenta  el  precio  del  lugar  donde  se  ha  hecho  ó donde 
debía  hacerse  la  descarga,  con  la  deducción  de  los  gas- 
tos y del  flete,  salvo  el  caso  de  la  convención  á que  se 
refiere  el  art.  577,  puesto  que  éstos  son  un  débito  que 
grava  la  mercadería  (art,  655).  El  daño  por  el  que  se 
admiten  las  mercaderías  á contribución,  estará,  por  lo 
tanto,  representado  por  su  valor  en  el  lugar  de  la  des- 
carga, si  se  hubieren  perdido,  ó bien,  si  se  hubieren  ave- 
riado tan  sólo,  por  la  diferencia  entre  el  precio  que 
hubieren  tenido  si  la  avería  no  hubiese  ocurrido,  y el 
que  tienen  efectivamente  después  de  esta  avería. 

439. — Formadas  ya  las  dos  masas,  activa  y pasiva  de 
la  contribución,  se  procede  á fijar  la  medida  en  que  cada 
interesado  sujeto  á ella  debe  contribuir  en  efectivo,  ate- 
niéndose para  esto  á la  regla  fundamental  ja  indicaaa, 
que  las  averías  comunes  se  reparten  proporcional  mente 
entre  el  cargamento  y la  mitad  de  la  nave  del  flete  {ct); 
después  se  determina  la  cuantía  de  la  indemnización  co- 
rrespondiente á cada  uno  de  los  que  tienerx  derecho  a 

(a)  Ya  liemos  dicho  en  una  nota  anterior,  que  en  nuestro  dere- 
cho, el  buque  ligura  por  todo  su  valor  en  el  estado  que  tenga,  J ^ 
flete  tan  sólo  por  mitad. — (ht.  T.) 
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contribución.  La  propuesta  del  reparto  en  el  caso  de 
una  regulación  judicial,  se  somete  en  el  reino  al  tribu- 
nal del  lugar  de  la  carga;  en  el  extranjero  al  cónsul  re- 
gio, ó á falta  de  éste  á la  autoridad  competente.  El  tri- 
bunal á que  se  somete  la  regulación  de  las  averías,  pro- 
cede á su  examen  sin  contradicción  de  los  interesados,  y 
una  vez  aprobado  se  hace  para  todos  obligatorio  (a). 

440.  — La  acción  para  obtener  la  regulación  de  las 
averías  y su  ejecución,  no  puede  ejercitarse  más  que  so- 
bre las  cosas  salvadas,  y está  en  tal  sentido  caracteriza- 
da como  real.  De  aquí  resulta  que  cesa  si  el  capitán  ha 
abandonado  la  posesión  de  las  cosas  sin  hacer  la  consi- 
guiente reserva,  presumiéndose  en  tal  caso  que  ha  re- 
nunciado esta  acción  (art.  659),  del  mismo  modo  y por 
la  misma  razón  por  la  que  el  pago  del  ñete  y el  recibo 
sin  reserva  de  las  cosas  transportadas,  extinguen  la  ac- 
ción contra  el  porteador  ó el  capitán  (arts.  415,  554). 

§ 3.° — Coíitrato  de  flet amento  jpara  el  transporte 

de  personas. 

441.  — El  contrato  de  fletamento  puede  tener  por  oh-* 
jeto  el  transporte  de  personas,  que  se  llaman  pasajeros. 
Pero  esto  puede  dar  lugar  también  á dos  modalidades 
jurídicas,  según  que  se  ñete  en  todo  ó en  parte  la  nave 
á una  persona  para  que  ésta  la  dedique  al  transporte  de 
pasajeros,  ó según  que  el  armador  y por  él  el  capitán  se 
encargue  por  sí  mismo  del  transporte  de  los  pasajeros. 


(a)  Esta  acción,  en  el  Códig*o  de  comercio  español,  da  dereclio 
al  capitán  para  exigir  a los  interesados  en  la  carga  al  hacerles  la 
entrega  de  las  cosas  sujetas  á contribución,  fianza  bastante  para 
responder  de  su  crédito,  pudiendo  si  no  la  prestaran  diferir  la 
entrega  hasta  que  se  haya  verificado  el  pago  de  la  contribución  (ar- 
tículo 868). — (jSÍ.  T.) 
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En  el  primer  easo^  sou  aplicables  las  reglas  del  fleta- 
mentó  de  nmrcaderías,  siempre  por  supuesto  que  uo  sean 
incompatibles  cou  el  objeto  del  contrato,  que  es  la  per- 
sona humana  (art.  589);  en  el  segundo,  el  contrato  se 
rige  generalmente  por  las  convenciones  de  las  partes 
(salvo  las  disposiciones  de  orden  público  contenidas  en 
el  Código  de  la  marina  mercante  en  los  artículos  85-91, 
y en  el  reglamento  respectivo),  no  estando  sujeto  á es- 
peciales formalidades  (art.  582).  Sin  embargo,  á las  co- 
sas pertenecientes  á los  pasajeros  y apolladas  por  ellos 
á la  nave  se  aplican  siempre  las  disposiciones  referentes 
al  contrato  de  tietameuto,  aun  cuando  no  se  deba  por 
las  mismas  ningún  flete  particular,  á no  haberse  conve- 
nido expresamente  alguno  (art.  589,  § 2.®). 

442. — A falta  de  convenciones  especiales,  establece 
la  ley  para  el  transporte  de  pasajeros  reglas  que  se  re- 
fieren á los  deberes  de  los  contratantes,  especialmente 
al  pago  del  fiete  en  los  casos  de  retardo  ó rompimiento 
del  viaje.  El  fietador,  pues,  ó pasajero  debe  presentarse 
á bordo  de  la  nave,  y el  fletante  y por  él  el  capitán  debe 
recibirle  y partir  en  el  tiempo  y término  fijado.  En  caso 
de  retardo  en  la  partida  de  la  nave,  el  pasajero  tiene 
derecho  al  aloiamieuto  v aun  á la  alimentación  á bordo 
durante  el  retardo  si  la  alimentación  estuviere  compren- 
dida en  el  flete,  v á más  el  resarcimiento  de  los  daños 
cuando  el  retardo  no  se  deba  á caso  fortuito  ó fuerza 
mayor.  Si  el  retardo  ex  .ede  de  diez  días,  el  pasajero 
puede  además  rescindir  el  contrato,  y en  este  caso  el 
flete  debe  restituírsele  por  entero.  Si  el  retardo  es  debi- 
do á mal  tiempo,  no  procede  la  disolución  del  contrato 
por  parte  del  pasajero  sino  mediante  la  perdida  de  una 
tercera  parte  del  fiete.  El  mal  tiempo  se  reconoce  y de- 
clara p>or  el  oficial  de  la  administración  de  la  marina 
(art.  585). 
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En  caso  de  rompimiento  del  viaje,  siempre  antes  de 
la  partida  de  la  nave,  si  el  pasajero  no  se  presentare  á 
bordo  en  tiempo  oportuno,  se  debe  al  capitán  el  flete 
entero;  si  el  viaje  se  ha  roto  por  declaración  del  pasaje- 
ro, por  muerte,  enfermedad  ú otro  caso  fortuito  ó de 
fuerza  mayor  referente  á su  persona  (a),  se  deberá  la  mi- 
tad del  flete,  deducción  hecha  de  los  gastos  de  alimenta- 
ción por  la  probable  duración  del  viaje,  si  se  hubieren 
éstos  comprendido  en  el  flete,  salvo  las  correspondientes 
disposiciones  de  las  leyes  marítimas  (6);  si  se  rompió  por 
hecho  del  capitán,  el  pasajero  tiene  derecho  al  resarci- 
miento de  los  daños;  si  por  caso  fortuito  ó por  fuerza 
mayor  referente  á la  nave,  el  contrato  se  resuelve  con  la 
restitución  del  flete  anticipado,  pero  no  procede  indem- 
nización á favor  de  ninguna  de  las  partes  (art.  583). 

443. — Partida  la  nave,  el  pasajero  debe  ser  conduci- 
do á su  destino;  sin  embargo,  precisa  distinguir  á este 
respecto  si  la  nave  se  ha  fletado  exclusivamente  para  el 
transporte  de  pasajeros,  ó si  lleva  también  cargamento 
de  mercaderías  ó de  otros  objetos.  La  nave  fletada  ex- 
clusivamente para  el  transporte  de  pasajeros  debe  con- 
ducirlos directamente,  cualquiera  que  sea  su  número,  al 
puerto  de  destino,  haciendo  las  escalas  anunciadas  antes 
del  contrato  de  fletamento,  ó que  son  de  uso  común;  y 
si  se  desviare  del  camino  ó hiciere  paradas  á voluntad  ó 
por  hecho  del  capitán,  los  pasajeros  continuarán  reci- 
biendo alojamiento  y alimentación  á cargo  de  la  nave, 
teniendo  derecho  al  resarcimiento  de  daños  y perjuicios 

(a)  El  único  caso  previsto  por  nuestro  Código  de  comercio  es  el 
de  muerte  del  pasajero  antes  de  emprender  el  viaje  (art.  696);  y 
aunque  la  solución  es  la  misma  que  la  del  derecho  italiano,  añade 
«que  en  el  caso  de  recibirse  otro  pasajero  en  lugar  del  fallecido,  no 
se  deberá  abono  alguno  por  los  herederos  o. — iN.  T.) 

(b)  Nuestro  Código  de  comercio  no  ha  previsto  como  caso  espe- 
cial el  de  retardo  por  causa  del  mal  tiempo.— (N.  T.) 
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j además  la  facultad  de  rescindir  el  contrato.  Si  la  nave, 
además  de  los  pasajeros,  llevare  cargamento  de  merca- 
derías ó de  otros  objetos,  el  capitán  tiene  la  facultad  de 
hacer  durante  el  viaje  las  detenciones  necesarias  para  la 
descarga  (art.  586). 

444. — Durante  el  viaje  el  pasajero  tiene  derecho  á 
los  alimentos;  éstos  se  presumen  comprendidos  en  el  fle- 
te; si  no  están  expresamente  excluidos,  el  capitán  du- 
rante el  viaje  debe  suministrarlos  á justo  precio  al  pasa- 
jero que  los  necesite.  En  los  viajes  fuera  de  Europa  más 
allá  del  Estrecho  de  Gibraltar  6 del  Canal  de  Suez,  los  pa- 
sajeros tienen  derecho  á permanecer  á bordo  y ser  á ali- 
mentados durante  las  cuarenta  y ocho  horas  siguientes 
á la  llegada  de  la  nave  al  puerto  de  su  destino,  salvo  si 
la  nave  se  viese  obligada  á partir  inmediatamente  (ar- 


tículo 588)  (a). 

445. — En  caso  de  retardo  ocurrido  durante  el  viaje 
por  caso  fortuito  ó por  fuerza  mayor,  especialmente  por 
detención  ordenada  por  una  potencia,  ó por  necesidad 
de  reparar  la  nave,  el  pasajero,  si  no  quiere  esperar  á que 
cese  la  detención  ó á que  se  hayan  terminado  las  repa- 
raciones, puede  rescindir  el  contrato,  pagando  el  flete  en 
proporción  al  camino  recorrido.  Si  prefiriere  esperar  la 
continuación  del  viaje,  no  debe  ningún  aumento  de  fle- 
te, pero  debe  alimentarse  á su  costa  durante  el  tiem^io 
de  la  detención  ó de  las  reparaciones  (art.  dSí), 

En  caso  de  rompimiento  del  viaje,  si  este  ocurriera 
por  culpa  del  pasajero,  que  hubiere  desembarcado  volun- 
tariamente en  un  puerto  de  arribada,  estará  obligado  á 
pagar  el  flete  entero;  si  por  culpa  del  capitán  que  se  nie- 


Auiu|uo  t'slii  dispO'^ii.áiái  íiono  un  fuiulivnioiito 
(,'ioual.  nuostro  doroclio  iio  dic'O  nada  ai'Oia’a  do  osí  o.  dojánd».  lo  j <- 
tanto  á la  voluntad  do  las  parios,  ó mojor  diolio.  a la  oostumbro  t o 
las  omprosas  do  uavoüTAoion. — T.) 
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ga  á proseguir  el  viaje,  ó si  fuere  él  el  culpable  del  des- 
embarque del  pasajero  en  un  puerto  de  arribo,  el  capi- 
tán mismo,  á más  de  restituir  el  flete,  está  obligado 
también  á resarcir  los  daños  al  pasajero.  Si  el  viaje  se 
ba  roto  por  caso  fortuito  ó fuerza  mayor  ocurrido  á la 
nave  ó á la  persona  del  pasajero,  el  flete  se  debe  en  pro- 
porción al  camino  recorrido.  Ningún  flete  se  debe  por  los 
herederos  del  pasajero  muerto  en  naufragio,  pero  el  flete 
anticipado  no  se  devuelve  tampoco  (art.  584)  (a) . 


(a)  Nada  de  esto  lia  previsto  nuestro  Código  de  comercio- — 
(N.  T,) 


CAPÍTULO  III. 


Contrato  de  préstamo  á la  gruesa  (x). 


446. — El  préstamo  á la  gruesa  (el  nauticum  fwnus  de 
los  romanos)  es  un  contrato  mediante  el  cual  uno  da  á 
otro,  sobre  objetos  expuestos  á los  riesgos  de  la  navega- 
ción, por  un  viaje  ó un  tiempo  determinado,  una  suma 
de  dinero,  á condición  de  que  en  casó  de  pérdida  de 
aquellos  objetos  por  caso  fortuito  ó fuerza  mayor,  no 
pueda  el  prestamista  repetir  la  suma  sino  hasta  el  im- 
porte de  lo  que  se  hubiere  salvado,  y en  caso  de  feliz 
arribo,  ó de  pérdida  de  los  objetos  por  vicio  intrínseco  ó 
por  culpa  del  prestatario,  éste  queda  obligado  á restituir 
la  sum¡  recibida,  con  un  interés  convenido,  como  precio 


del  riesgo  que  anunció  el  prestamista. 

Sin  e largo,  ha,  dos  especie»  de  préstamo  ála  groe- 

sa,  el  voluntario  y el  necesario;  el  primero  es  e que  se 

contrae  por  los  propietarios  e'l 

to  antes  del  viaje;  el  otro  es  el  que  se  c 

• • 'il  ramhio  TiíicLTÍtti'yyi'0  nellcí  stoTÍci 

(1)  Salvioli,  L^assicurazione  ^ Prestüi  a cambio  ma- 

del  diritto  italiano.  Bologne,  j^J^rditá  del  cambio  ma- 

rittimo.  Torino,  1891-- XLIV,  p 
rittimo  necessario,  en  el  Archivio  gium  \ firenze,  1802.— 
Baldaseroni,  Trattato  del  cambio  ¿ grosse,  3.*  edi- 

NERIOON,  Traite  des  anssurances  e es  c ¿ ¡a  grase.  Bw 

ción.  Rennes,  1827.-Jacobs,  Made  geschicMh- 

xelles,  1885,-Matthias,  Systein  des  Bee 

che  Entwichelung  der  Bodmerei,  1852. 

AsseTcuranz  und  Bodmerei  Wesens,  2.  e i®. 
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viaje  por  el  capitán  para  proveer  á las  más  urgentes  ne- 
cesidades de  la  navegación;  el  primero  tiende  á disminuir 
en  importancia,  puesto  que  en  las  condiciones  en  que 
podría  contraerse  es  más  útil  procurarse  dinero  por  los 
medios  normales  del  crédito,  como  por  ojemplo,  la  pren- 
da de  la  nave  ó del  cargamento,  y evitar  después  los 
riesgos  mediante  el  seguro;  por  eso  algunas  legislacio- 
nes, como  la  alemana  y la  belga,  no  se  ocupan  en  él  (a). 
Voluntario  ó necesario,  el  préstamo  á la  gruesa  es  un 
contrato  bilateral  y aleatorio,  de  carácter  real,  en  cuanto 
quien  percibe  el  dinero  no  contrae  obligación  personal, 
sino  que  obliga  tan  sólo  la  cosa,  res  solo  ohligata  est;  sin 
embargo,  en  el  sistema  de  nuestra  ley  este  último  prin- 
cipio es  objeto  de  controversia,  como  veremos  en  segui- 
da, y en  todo  caso  no  se  debe  entender  demasiado  rigo- 
rosamente, porque,  como  hemos  advertido  en  la  defini- 
ción, la  pérdida  ó los  daños  sufridos  por  la  cosa,  por 
vicio  intrínseco  ó culpa  del  prestatario  á la  gruesa,  no 
corren  á cargo  del  prestamista  (art.  600).  El  préstamo  á 
la  gruesa  participa  del  mutuo  con  prenda  y del  seguro, 
pero  difiere,  sin  embargo,  tanto  del  uno  como  del  otro, 
porque  la  cosa  no  representa  un  accesorio  de  una  obli- 
gación principal,  sino  que  es  esencial  al  contrato;  y si 
llegare  á perecer,  el  que  ha  tomado  el  préstamo  á la 
gruesa  queda  libre  de  toda  obligación;  por  otra  parte, 
mientras  el  asegurador  no  anticipa  suma  alguna,  y el 
premio  se  le  debe  en  todo  caso,  el  prestamista  del  dine- 
ro á la  gruesa  anticipa  una  cantidad  y no  obtiene  el  pre- 
mio ó beneficio  marítimo  más  que  en  el  caso  de  feliz 
arribo  de  las  cosas  sobre  las  que  se  ha  concertado  el 

^a)  A estas  dos  clases  de  préstamo  á la  gruesa  se  refiere  nuestro 
Código  por  la  razón  de  que  al  publicarse  no  se  habló  en  él  para 
nada  de  la  hipoteca  naval,  que  ha  sido  objeto  de  una  ley  posterior, 
que  lleva  la  fecha  de  21  de  Agosto  de  1893. ~(N.  T.) 
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presta, no.  Hay  que  añadir  que  el  título  del  que  resulta 
el  contrato,  ó sea  la  cédula  de  préstamo  á la  gruesa  que 
contiene  la  obligación  de  restituir  la  suma  recibida  á 
préstamo  en  el  caso,  por  supuesto,  de  feliz  arribo  de  la 
cosa  obligada,  es  una  especie  de  título  de  crédito,  que 
puede  también  ser  á la  orden  (según  algunos  también  al 

portador),  y por  lo  tanto,  trasferible  por  medio  de  en- 
(loso  (art.  592)  (a). 

El  estudio  del  préstamo  á la  gruesa  se  refiere  á la 
forma  del  contrato,  á las  personas  entre  quienes  puede 
celebrarse,  á las  cosas  sobre  que  puede  convenirse,  al  be- 
neficio ó premio,  al  riesgo  y á los  efectos  del  contrato 
mismo. 

447. — En  cuanto  á la  forma,  el  préstamo  á la  gruesa 
debe  hacerse  por  escrito;  de  otro  modo  se  resuelve  en  un 
mutuo  simple,  y no  produce  más  que  los  intereses  lega- 
les (art.  590.)  La  escritura  debe  enunciar: 

1. ^  El  capital  prestado  y la  suma  convenida  por  inte- 
reses ó beneficio  del  préstamo. 

2. ^'  Las  cosas  sobre  las  que  se  ha  asegurado  el  prés- 
tamo. 


4.“ 


K o 

O. 


o 


El  nombro  de  la  nave. 

El  nombre  y apellido  del  capitán  ó patrón. 

La  persona  que  da  y la  que  recibe  el  préstamo. 
El  viaje  ó el  tiempo  por  el  que  se  hubiere  hecho. 
. . El  tiempo  y el  lugar  del  reembolso. 

Además,  si  el  préstamo  á la  gruesa  se  hace 
ave  ó sohre  nna  porción  de  esta,  entonces,  ate  ‘ 

aturale/.a  particular  de  la  nave,  paia  mayoi  ‘ 

de  los  terceros,  el  préstamo  debe  transen  iis  ^ ^ ^ ^ 
en  el  reino,  en  el  registro  del  departamento  ma 

(a)  Nuestro  Cédig-o  do  oomeroio,  lo  mismo  que 
prohíbo  ni  autoriza  la^í  pólizas  de  este  contrato  a 
dico  qno  pueden  oxtenderse  ;i  la  orden. — (N.  T.) 


n 
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el  que  fue  estipulado,  j si  se  hizo  en  el  extranjero  en  los 
registros  del  consulado  local;  en  todo  caso,  debe  anotar- 
se sobre  el  acta  de  nacionalidad  de  la  nave  y trasmi- 
tirse en  copia  á la  oficina  marítima  del  departamento 
donde  estuviere  inscrita  la  nave;  esto  último,  si  el  con- 
trato se  ha  hecho  en  el  reino,  debe  entenderse  tan  sólo 
en  el  supuesto  de  que  se  haya  convenido  en  lugar  distin- 
to del  de  la  inscripción  de  la  nave.  Si  en  el  lugar  donde 
se  celebró  en  el  extranjero  el  préstamo  á la  gruesa  no 
hubiese  cónsul  ni  quien  hiciere  sus  veces,  el  préstamo 
deberá  anotarse  tan  sólo  en  el  acta  de  nacionalidad  por 
la  autoridad  que  ha  de  conceder  el  permiso,  á tenor  del 
art.  509,  ó por  otro  funcionario  público  del  lugar,  siendo 
esta  obligación  propia  del  capitán,  de  tal  modo,  que  de 
no  cumplirse,  el  capitán  queda  personalmente  obligado 
al  pago  del  préstamo,  sin  que  por  esto  cese  de  ser  válido 
el  préstamo  para  los  propietarios  ó armadores.  Además, 
el  original  ó una  copia  auténtica  del  contrato  debe  re- 
mitirse, juntamente  con  la  copia  auténtica  del  acta  de 
autorización  al  funcionario  consular  más  próximo,  el 
cual  debe  transcribirla  en  los  registros  y trasmitirla  á 
la  oficina  del  departamento  marítimo  ya  indicado.  La 
transcripción  en  los  registros  marítimos  ó consulares  y 
la  anotación  en  el  acta  de  nacionalidad,  deberán  hacer- 
se en  el  caso  de  préstamo  á la  gruesa  necesario,  y según 
algunos,  también  en  el  voluntario,  dentro  de  los  diez 
días  siguientes  á la  fecha  del  contrato,  so  pena  de  la 
pérdida  de  la  consideración  de  crédito  privilegiado  (ar- 
tículo 509),  y entonces,  como  en  el  préstamo  á la  gruesa 
voluntario,  no  produce  eficacia  más  que  desde  la  anota- 
ción en  el  acta  de  nacionalidad  (art.  591)  (a). 

(a)  lío  señala  nuestro  Código  de  comercio  plazo  para  la  inscrip- 
ción en  el  Registro  mercantil,  más  que  en  el  caso  de  haberse  con- 
traído el  préstamo  durante  el  viaje,  siendo  entonces  precisa  la  ins- 
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La  póliza  de  préstamo  á la  gruesa  puede  ser  nomina*^ 
tiva  ó á la  orden  (j  según  algunos  también  al  portador); 
en  este  segundo  caso,  como  ya  liemos  dicbo  antes,  es 
trasferible  mediante  endoso,  y el  endosante  C[ueda  ga~ 
rante  del  pago  de  la  suma  consignada  en  la  póliza,  con 
inclusión  del  premio  ó beneficio  marítimo;  esto  último, 
sin  embargo,  salvo  pacto  en  contrario.  La  forma  y los 
efectos  del  endoso  se  regulan  por  las  disposiciones  de  la 
ley  respecto  á las  cambiales,  pero  los  principios  referen- 
tes al  protesto,  á la  acción  en  garantía  y al  ejercicio  de 
la  acción  de  regreso,  no  son  aplicables  á la  póliza  de 
préstamo  á la  gruesa  (art.  692). 

448.  — En  cuanto  á las  personas  entre  quienes  puede 
celebrarse  el  préstamo  a la  gruesa,  confiriendo  éste  al 
prestamista  un  derecho  real  sobre  los  objetos  obligados, 
no  puede,  regularmente,  celebrarse  el  contrato  más  que 
por  los  propietarios  de  las  cosas  obligadas  ó por  las  per- 
sonas especialmente  autorizadas  por  ellos.  Se  discute  si 
el  armador,  como  tal,  es  decir,  en  cuanto  no  sea  propie- 
tario ó copropietario  de  la  nave,  podrá  ó no  considerar- 
se autorizado,  por  el  solo  efecto  de  su  condición,  para 
contraer  un  préstamo  á la  gruesa;  la  opinión  afirmativa 
encuentra,  sin  embargo,  apoyo,  según  algunos,  en  lo  dis- 
puesto en  el  art.  307.  El  capitán  puede  contraer  présta- 
mos á la  gruesa  sin  especial  mandato  en  los  casos  previs- 
tos en  los  artículos  507  y 509  (art.  585).  Respecto  de  los 
marineros  y de  la  gente  de  mar,  hablaremos  en  breve. 

449.  — En  cuanto  á las  cosas,  el  préstamo  á la  gruesa 
puede  constituirse  (art.  993):  1.®  Sobre  la  nave  entera  o 
sobre  una  parte  de  ella.  2.*^  Sobre  los  aparejos,  pertre- 

cripción  en  el  plazo  de  oclio  días,  contados  desde  el  siguiente  al  del 
arribo  al  puerto  de  la  matrícula  del  buque.  De  no  hacerlo  asi, 
surtirán  efecto  respecto  á terceros  más  que  desde  la  fecha  de  su 
inscripción  en  el  registro  (art.  720).— (IST.  T.) 
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chos  j armamento.  3.«  Sobre  el  flete  por  ganar  ó sobre 
el  ja  ganado  por  la  nave,  si  las  mercaderías  por  las  que 
se  pagó  encontrándose  todavía  sobre  la  nave,  estuvieren 
expuestas  á riesgos.  4.®  Sobre  el  cargamento  ó sobre  una 
determinada  porción  del  mismo.  5."^  Sobre  la  nave,  sobre 
el  flete  j sobre  el  cargamento  conjuntamente,  en  el  easo 
en  que  la  nave  entera  j todo  lo  que  ella  contiene  estu- 
viese, como  uíiiversitas,  obligado  al  préstamo.  El  préstamo 
á la  gruesa  puede  también  constituirse,  siempre  que  sea 
conjuntamente  con  las  mercaderías,  sobre  el  beneficio 
esperado,  ó sea  sobre  el  major  valor  que  se  presume  ten- 
drán dichas  mercaderías  en  el  lugar  de  su  destino  (ar- 
tículo 594,  § 3).  El  Código  de  1865  lo  prohibía,  teniendo 
en  cuenta  que  este  beneficio  constituye  una  cosa  incier- 
ta; en  el  de  ahora  se  admite  partiendo,  por  el  contrario, 
del  punto  de  vista  que  también  este  beneficio  represen- 
ta un  valor;  sin  embargo,  el  préstam  o á la  gruesa  sobre 
el  beneficio  no  puede  convenirse  si  no  es  conjuntamente 
con  las  mercaderías,  de  las  que  constituye  un  acceso- 
rio (a).  No  puede  hacerse  un  préstamo  á la  gruesa  á los 
marineros  y gente  de  mar  sobre  sus  salarios  ó sobre  su 
participación  en  el  negocio,  para  no  excitarles  á la  disi- 
pación; á pesar  de  esto,  como  ninguno  debe  enriquecer- 
se con  daño  de  otro,  si  á pesar  de  la  prohibición  se  hi- 
ciere el  préstamo  el  que  dio  el  dinero  tiene  derecho  á su 
reembolso,  pero  sin  intereses. 

La  garantía  del  préstamo  á la  gruesa  debe  ser  seria; 
por  eso  el  préstamo  no  puede  exceder  del  valor  de  la 
cosa  sobre  la  que  se  ha  constituido;  de  otra  manera,  el 
'■concepto  del  riesgo  y del  correspondiente  beneficio  que- 
daría desfigurado;  y por  otra  parte,  el  que  ha  recibido 


(a)  Nuestro  derecho  no  lo  admite  (art.  725  Cód.  de  com.) 
(N.  T.) 
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el  dinero  tendea  interés  en  que  pereciese  la  cosa  so"l 

bre  que  se  d,o  Si  excediere  del  valor,  no  será  vá- 

lido  mas  que  hasta  el  importe  del  mismo  sefrun  la 

estimación  lieclia  o convenida,  y el  resto  i 

5 j ei  resto  de  la  suma 

prestada  se  restituirá  con  los  intereses  corrientes  en  la 
plaza.  Si  hubiere  habido  fraude  por  parte  del  que  reei- 
bió  el  dinero,  el  prestamista  tiene  derecho  á pedirla 
anulación  del  contrato  y la  restitución  de  la  suma  pres- 
tada  con  los  intereses  anteriormente  indicados.  El  pro- 
vecho esperado  sobre  las  cosas  cargadas  no  se  reputa 
como  exceso  de  valor  si  se  ha  declarado  expresamente  á 
tenor  de  cuanto  hemos  dicho  antes  (art.  694). 

450. — La  cosa  obligada  por  razón  del  préstamo  á la 
gruesa  debe,  naturalmente,  estar  expuesta  á los  riesgos 
de  la  navegación;  pero  las  partes  contratantes  son  libres 
para  determinar  los  riesgos  á que  entienden  sujetarse. 
Si,  pues,  el  que  recibe  el  dinero  ocultase  dolosamente 
los  riesgos  al  que  lo  presta,  ó bien  hiciere  declaraciones 
falsas  de  modo  que  los  riesgos  pareciesen  disminuir  ó 
cambiase  el  objeto  del  contrato  (art.  598,  § 2),  el  presta- 
mista,  en  caso  de  pérdida  de  la  cosa  obligada  podría  pe- 


dir la  nulidad  del  contrato,  del  mismo  modo  que  en  caso 
de  feliz  arribo  podría  pedir  su  ejecución. 

El  tiempo  de  duración  de  los  riesgos  se  determina  en 
el  contrato;  en  caso  contrario,  se  cuenta: 

1. ^  En  cuanto  á la  nave,  á los  accesorios  de  la  misma 
y al  flete,  desde  el  momento  en  que  salió  del  puerto  has- 
ta el  en  que  fondeó  en  el  lugar  de  su  destino. 

2. ^  En  cuanto  al  cargamento,  desde  el  momento  en 
que  las  cosas  se  cargaron  sobre  la  nave,  hasta  el  en  que 
fueron  depositadas  en  tierra  en  el  lugar  de  su  destino 
(art.  601). 

451.— El  beneficio  del  préstamo  representa  dfericvh 
jfrelium,  ó sea  el  ^correspondiente  al  riesgo;  puede  esta* 
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blecerse  libremente  por  las  partes,  pero  es  una  de  las  in- 
dicaciones esenciales  del  contrato. 

462. — Los  efectos  del  préstamo  se  resuelven  en  los 
derechos  y obligaciones  de  los  contratantes,  y deben  es- 
tudiarse antes  y durante  el  tiempo  de  los  riesgos,  ó des- 
pués de  este  tiempo.  Eespecto  al  primer  punto,  basta 
limitarse,  después  de  lo  que  ya  hemos  dicho,  á examinar 
los  hechos  que  pueden  modificar  la  condición  jurídica  de 
las  partes  después  de  la  conclusión  del  contrato.  Entre 
estos  hechos  debemos  considerar  en  primer  lugar  la  rup- 
tura del  viaje  antes  de  empezar  los  riesgos,  por  la  cual, 
si  ocurriere  por  caso  fortuito  ó fuerza  mayor,  el  que  ha 
recibido  el  dinero  tiene  la  obligación  de  restituirlo  con 
los  intereses  legales  desde  el  día  del  préstamo;  si,  por  el 
contrario,  ocurre  por  hecho  que  le  es  imputable,  debe 
restituir,  además  del  dinero,  los  intereses  al  curso  de  la 
plaza  si  fuere  superior  al  interés  legal,  y debe  además 
pagar  la  indemnización  debida  al  asegurador  si  el  prés- 
tamo estaba  asegurado  (art.  597).  Empezado  á transcu- 
rrir el  tiempo  de  los  riesgos,  el  rompimiento  del  viaje 
impondría  al  que  tomó  el  préstamo  á la  gruesa  el  deber 
de  restituir  el  capital  y el  de  pagar  también  el  beneficio 
marítimo,  el  que  sin  embargo,  si  el  rompimiento  fuese 
forzoso,  no  se  debería  más  que  en  razón  del  tiempo  trans- 
currido desde  el  comienzo  de  los  riesgos  hasta  el  rompi- 
miento del  viaje.  Después  de  empezado  el  riesgo,  puede 
también  suceder  que  se  cambie  el  viaje  ó la  nave  decla- 
rada en  el  contrato;  entonces  el  prestamista  del  dinero 
no  corre  riesgo,  salvo  si  el  cambio  f ué  impuesto  por  fuer- 
za mayor  ó caso  fortuito.  El  cambio  del  capitán,  aunque 
sea  por  licencia,  no  hace  cesar  los  efectos  del  contrato, 
salvo  pacto  en  contrario  (art.  598)  (a). 


(a)  No  entra  nuestro  Código  de  comercio  en  tantos  detalles 
«orno  el  italiano.  El  único  precepto  que  contiene  respecto  á este 
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453.— Después  del  tiempo  de  los  riesgos  precisa  exa- 
minar el  caso  de  siniestro  6 el  de  feliz  arribo  (art.  599) 
Empezando  por  el  primero,  observemos  que  en  caso  de 
siniestro  que  no  dependa  de  vicio  de  la  cosa  ó de  hecho 
del  deudor,  porque  entonces  las  pérdidas  j los  daños  son 
de  cargo  de  éste  (art.  600);  si  la  cosa  sobre  la  que  se 
hizo  el  préstamo  pereció  por  entero  (se  entiende  en  el 
tiempo  y lugar  de  los  riesgos),  queda  libre  de  toda  obli- 
gación el  que  recibió  el  dinero. 

Si  la  pérdida  es  parcial,  el  pago  de  la  suma  prestada 
se  reduce  al  valor  de  las  cosas  obligadas  al  préstamo  que 
fueron  salvadas,  deducción  hecha  de  los  gastos  de  salva- 
mento y del  pago  de  los  créditos  privilegiados  que  fue- 
ren preferentes. 

Cuando  el  préstamo  se  ha  hecho  sobre  el  flete,  como 
éste  no  se  paga  más  que  en  proporción  de  las  cosas  sal- 
vadas, el  pago  en  caso  de  siniestro  se  reduce  á lo  que 
deben  los  fletadores,  deducción  hecha  de  los  salarios  co- 
rrespondientes á ios  individuos  de  la  tripulación  por  el 
último  viaje  y de  la  contribución  á los  gastos  de  salva- 


mento (a). 

Si  la  cosa  sobre  la  que  se  ha  constituido  el  préstamo 
está  también  asegurada,  entonces,  fuera  del  caso  en  que 
se  trate  de  préstamo  voluntario,  como  el  prestamista  a 
la  gruesa  en  caso  necesario  es  protegido  por  los  privile- 
gios especificados  en  los  artículos  771,  núms.  8 y 9;  6/3, 


particular  es  el  de  que  si  no  llegan  á ponerse  en  riesgo  los  efectos 
sobre  los  que  se  contrajo  el  préstamo,  quedará  éste  reducido  á un 
sencillo  préstamo  con  obligación  en  el  prestatario  de  devolTei  ca 
pital  é intereses  al  tipo  legal,  si  no  fuere  menor  el  convenido  (ar 

tículo  729).— (N.  T.)  . 

(a)  El  Código  de  comercio  español,  ni  autoriza  ni 
presamente  el  préstamo  á la  gruesa  sobre  el  ñete  tan  sólo,  n 
supuesto  legal  el  flete  es  objeto  del  préstamo  en  tanto  que  lo  es 

buque.— (M.  T. 
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núms.  6 y 8;  675,  núins.  9-13,  el  valor  de  lo  que  se  sal- 
vare se  divide  entre  el  que  dio  el  dinero  á la  gruesa  por 
sólo  su  capital  y el  asegurador  por  la  suma  asegurada, 
en  proporción  de  sus  respectivos  intereses. 

De  todas  maneras,  para  que  el  deudor  pueda  consi- 
derarse libre  de  la  obligación  de  restituir  la  suma  reci- 
bida y el  beneficio  marítimo  en  caso  de  pérdida  total  ó 
parcial  de  las  cosas  obligadas,  es  necesario  que  pruebe 
que  éstas  se  encontraban  realmente  sobre  la  nave  al 
tiempo  del  siniestro  y por  un  valor  al  menos  igual  al  de 
la  suma  tomada  á préstamo  (art.  602),  pues  de  otro  modo 
quedaría  sin  cumplir  una  de  las  condiciones  esenciales 
del  contrato. 

454. — También  puede  ocurrir  que  las  cosas  salvadas 
6 parcialmente  recuperadas  sobre  las  que  se  constituyó 
el  préstamo  hayan  sufrido  avería.  Entonces,  si  se  trata 
de  averías  comunes,  éstas  pueden  afectar  a las  cosas 
obligadas  por  razón  del  préstamo,  ó bien  á otras  cosas, 
de  modo  sin  embargo  que  las  salvadas  por  el  sacrificio 
eomún  deban  contribuir  á pagar  las  que  perecieron.  En 
el  primer  caso,  pudiendo  el  propietario  de  la  cosa  pere- 


cida hacer  contribuir  á los  de  las  cosas  salvadas  á resar- 


cirle, también  podrá  el  prestamista  á la  gruesa  ejercitar 
sus  derechos  sobre  la  suma  pagada  por  los  propietarios 
de  las  cosas  salvadas.  Toda  convención  en  contrario  sería 


nula.  En  el  segundo  caso,  el  prestamista  estará  obliga- 
do á reembolsar  al  propietario  lo  que  éste  tuvo  que  con- 
tribuir por  razón  de  las  cosas  perecidas.  Tratándose  de 
averías  particulares,  no  recaen  éstas  sobre  el  prestamis- 
ta á la  gruesa,  salvo  haberse  convenido  otra  cosa.  Esto 
mismo  repite  expresamente  el  § 1.®  del  art.  603,  y des- 
pués añade  que  «si  por  efecto  de  averías  particulares  la 
cosa  obligada  al  préstamo  no  bastase  á satisfacer  al 
acreedor,  éste  sufre  el  daño  que  resulte»;  pero  no  se 
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comprende  exactamente  el  sentido  de  esta  declaración, 
que  parece  anular  el  principio  contenido  en  el  § 1.®  an- 
tes citado. 

455. — Los  efectos  del  préstamo  á la  gruesa,  en  el 
caso  de  feliz  arribo,  no  presentan  graves  dificultades. 
Probado,  pues,  por  el  prestamista  del  dinero  el  feliz 
arribo  de  las  cosas  obligadas  por  el  préstamo,  tiene  de- 
recho á la  restitución  de  la  suma  prestada  j al  premio 
pactado.  El  pago  debe  hacerse  al  legítimo  poseedor  de 
la  póliza  de  préstamo;  y si  se  le  negase  tiene  derecho  4 
ejercitar  el  privilegio  sobre  las  cosas  obligadas,  y si  és- 
tas no  fueren  suficientes,  el  tomador  del  préstamo  que- 
da libre,  porque  la  acción  que  se  deriva  de  este  contra- 
to es  real  exclusivamente,  res  sola  ohligatay  salvo  lo  que 
ya  dijimos  por  la  pérdida  ó deterioro  proveniente  de  vi- 
cio intrínseco  de  la  cosa  ó de  la  culpa  del  tomador,  de 
ninguna  manera  personal,  si  bien  este  punto,  en  vista 
del  silencio  de  nuestra  ley,  puede  ser  materia  de  contro- 
versia, especialmente  en  el  préstamo  á la  gruesa  volun- 
tario, defendiéndose  por  algunos  que  en  caso  de  feliz 
arribo  de  las  cosas  sobre  que  se  constituyó  el  préstamo, 
corresponde  al  prestamista  también  la  acción  personal 
contra  el  deudor,  siempre  que  con  la  real  no  pueda  con- 
seguirse el  pago  por  entero. 


CAPÍTULO  IV 


Contrato  de  segrnros  contra  los  rlesgrosi 
de  la  naTegración  (1)  (a). 


456. — El  contrato  de  seguros  contra  los  riesgos  de 
la  navegación  es  el  contrato  de  seguros  contra  los  daños^ 
aplicados  á los  riesgos  de  la  navegación.  Como  el  seguro 
terrestre,  el  marítimo,  y le  llamamos  marítimo  porque 
se  refiere  especialmente  á la  navegación  por  mar  puede 
ser  á prima  ó mutuo.  En  esta  última  forma  no  nos  ocu- 
pamos aquí,  nos  referimos  á lo  que  queda  dicho  en  otra 
parte,  porque  las  reglas  establecidas  por  las  leyes  para 
la  asociación  mutua  son  comunes,  tanto  para  los  segu- 
ros terrestres  como  para  los  marítimos  (art.  604,  § 2.®). 
Hablaremos,  pues,  del  seguro  á prima,  exponiendo  tan 
sólo,  conforme  al  sistema  legislativo,  aquellos  puntos  en 
los  que  se  separa  del  terrestre  (art.  604,  § 1.^). 

El  seguro  marítimo,  aunque  sea  mutuo,  constituye 
acto  de  comercio  (art.  3.^,  núm.  19).  Debe  hacerse  por 


(1)  Yéase  la  bibliografía  del  núm.  265,  y además:  Salvioli, 
op.  cit. — Baldasseeoni,  Trattato  delle  assicurazioni  marittime, 
Firenze,  1786, — Droz,  Traite  des  assurances  maritimes,  du  délaisse- 
ment  et  des  avaries.  París,  1881. — Cauvet,  Traite  des  assurances 
maritimes.  París,  1879-80. — Yoigt,  Das  deutsche  Seeversicherungs- 
recht.  Jena,  1884-87. — Arñould,  On  the  Lavo  of  Marine  Insurance. 
Londón,  1887. 

(a)  Mas  y Clotet,  Manual  de  Comercio  y Navegación. — /Se- 
gunda  edición  del  Manual  de  Seguros  mariUmos.  Madrid,  1864.— 
(N.  T.) 
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escrito,  aunque  no  bajo  pena  de  nulidad  (a);  la  escritu- 
ra toma  el  nombre  de  póliza.  La  póliza,  á más  de  los  re- 
quisitos esenciales  de  la  póliza  de  seguro  terrestre  debe 
indicar: 

El  nombre,  la  especie,  la  nacionalidad  y el  porte 
de  la  nave.  Para  estas  indicaciones  sirven  especialmente 
los  registros,  que  contienen  la  clasificación  de  las  naves 
y el  grado  de  confianza  que  pueden  inspirar,  teniendo 
en  cuenta  su  edad,  materiales  de  construcción  y el  esta- 
do del  casco,  de  la  máquina  y de  los  aparejos.  Los  arma- 
dores bacen  inscribir  voluntariamente  sus  naves,  aun  á 
pesar  de  los  fuertes  dereclios  que  esto  cuesta,  porque  la 
inscripción  en  el  registro  ahorra  á la  nave  visitas  mo- 
lestas y además  hace  más  fácil  su  fletamento.  El  Regis- 
tro  italiano  (análogo  al  Lloyd  Register  inglés  y al  Burean 
véritas,  francés,  los  cuales  sin  embargo,  han  sido  funda- 
dos por  sociedades  por  acciones)  fué  elevado  á institu- 
ción autónoma  por  los  Reales  decretos  de  29  de  Sep- 
tiembre de  1870  y l.°  de  Junio  de  1871.  Tiene  su  asien- 
to en  Génova,  y agencias  en  el  reino  y en  el  extranjero; 
la  administración  está  confiada  á un  consejo,  compuesto 
de  representantes  de  las  Cámaras  de  Comercio  de  las 
ciudades  marítimas  del  reino,  de  los  presidentes  de  las 
sociedades  de  seguros  marítimos  a prima  italianos,  y de 
los  de  las  asociaciones  de  seguros  mutuos  marítimos. 
Los  gastos  que  ocasiona  se  satisfacen  con  el  producto 
de  los  derechos  de  clasificación  de  las  naves. 

2. ®  El  nombre  y apellido  del  capitán  o patrón. 

3. ^  El  lugar  donde  los  objetos  se  han  cargado  o de 

bido  cargarse. 

4. ®  El  puerto  ó la  rada  de  donde  ha  partido  la  nav 
ó debido  partir. 

— i— — !■  — — 

(a)  Un  el  dereclio  español  es  necesario  que  ^ 
silla  de  tener  validez  el  contrato  (art.  737).  (N-  d-) 
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5.®  Los  puertos  ó radas  donde  la  nave  debe  cargar  ó 
descargar  j en  los  que  debe  entrar. 

Si  las  anteriores  indicaciones  no  pueden  Hacerse,  ja 
porque  el  asegurado  no  esté  en  disposición  de  darlas  ó 
ya  por  la  especial  calidad  del  contrato,  deben  suplirse 
con  otras  que  sean  bastantes  para  determinar  el  objeto 
del  seguro  (art.  605). 

457.  — El  contrato  de  seguros  puede  Hacerse  para 
tiempo  de  paz  ó para  tiempo  de  guerra,  antes  del  viaje, 
ó durante  el  mismo.  Puede  Hacerse  por  viaje  (por  la  ida 
tan  solo  ó por  la  vuelta,  ó por  una  y por  otra),  ó bien  por 
tiempo  determinado,  por  cualquier  navegación  y esta- 
ción de  la  nave,  ó de  modo  más  limitado  (art.  609).  Son 
formas  comunes  de  seguros  en  la  práctica:  la  in  quovisy 
por  medio  de  la  cual  se  aseguran  por  un  viaje  determi- 
nado las  mercaderías,  cualquiera  que  sea  la  nave  que 
deba  transportarlas,  y la  HecHa  mediante  póliza  de  aho- 
nOy  6 póliza  flotante  y por  medio  de  la  cual  se  estipula  el 
seguro  de  todas  las  mercaderías  que  durante  un  cierto 
tiempo  se  carguen  por  el  asegurado,  sobre  cualquier 
nave  por  viajes  determinados  ó también  por  cualquier 
viaje.  El  asegurado  tiene,  pues,  la  obligación  de  dar  al 
asegurador  aviso  de  toda  expedición  á medida  que  se 
vayan  efectuando.  En  la  práctica  estas  dos  formas  de 
seguro  se  confunden  frecuentemente  entre  sí,  pero  cier- 
tamente la  póliza  flotante  tiene  una  duración  determi- 
nada, y el  seguro  in  quovis  no  comprende  más  que  un 
viaje. 

458.  — En  cuanto  á las  personas  que  intervienen  en 
el  contrato,  es  aplicable  lo  que  dijimos  al  Hablar  del  se- 
guro terrestre,  añadiendo  que  el  capitán  debe  conside- 
rarse implícitamente  autorizado  para  asegurar  la  nave. 

459. — Objeto  del  seguro  puede  ser  cualquier  cosa  ex,- 
puesta  á los  riesgos  de  la  navegación. 
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En  particular  (art.  606); 

1. »  La  nave,  de  vapor  ó de  vela,  vacía  6 cargada,  ar- 
mada  ó no  armada,  sola  6 acompañada. 

2. »  Las  máquinas,  los  aparejos,  los  pertrechos,  el  ar- 
mamento,  la  dotación  (a)  j las  vituallas. 

3. ^  El  flete  de  los  pasajeros  y de  las  cosas  cargadas. 

4. ®  Las  cosas  cargadas  por  el  precio  de  adquisición 
j los  gastos,  ó bien  por  el  precio  corriente  en  el  lugar  de 
destino  á su  llegada  sin  avería  (art.  612). 

5. ^  Las  sumas  dadas  á préstamo  á la  gruesa. 

6. ®  Las  sumas  pagadas  o debidas  por  averías  comu- 
nes, y los  gastos  heclios  ó debidos  por  averías  particula- 
res, cuando  no  resulten  cubiertos  por  el  préstamo  á la 
gruesa. 

7. ^  Y generalmente,  cualquier  otra  cosa  estimable  en 
dinero  expuesta  á los  riesgos  de  la  navegación,  incluso  el 
premio  del  préstamo  á la  gruesa.  Los  seguros  pueden 
hacerse  sobre  las  cosas  indicadas  ó sobre  parte  de  ellas, 
eonjunta  ó separadamente. 

No  se  pueden  asegurar  los  salarios  de  la  gente  de 
mar,  para  no  excitarlos  á la  disipación  y no  desintere- 
sarlos en  el  salvamento  de  la  nave;  la  conveniencia  de 
esta  disposición,  que  se  relaciona  con  el  principio  del  ar- 
tículo 535,  es,  sin  embargo,  discutible;  tampoco  se  pue- 
den asegurar  las  sumas  tomadas  á la  gruesa,  porque  las 
cosas  sobre  las  que  se  constituyó  el  préstamo  viajan  á 
riesgo  del  prestamista,  y no  puede  ser  objeto  de  seguro 
lo  que  no  se  corre  el  riesgo  de  perder.  Sin  embargo,  es- 
tas cosas  pueden  asegurarse  por  la  parte  de  valor  que 
exceda  de  las  sumas  tomadas  a préstamo  (art.  60/).  Si  se 
han  hecho  varios  seguros  sobre  una  misma  cosa  sin  frau- 

(a)  La  dotación  la  constituyen  los  fondos  que  la  nave  ha  de  lie 
var  para  las  atenciones  de  la  naveg'ación  y pag*o  de  la  tripulación. 
~(N.  T.) 
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de  de  los  diversos  interesados  ó por  varios  represen- 
tantes del  mismo  interesado  que  lian  procedido  sin  en- 
cargo especial,  todos  los  seguros  son  válidos  hasta  cubrir 
ei  importe  del  valor  de  la  cosa,  al  contrario  de  lo  qne 
ocurre  con  el  seguro  terrestre  (arts.  426,  427).  Los  inte- 
resados tienen  acción  contra  cualquiera  de  los  asegura- 
dores á su  elección,  salvo  el  regreso  del  asegurador  que 
ha  pagado  contra  los  demás  aseguradores  por  la  cuota 
que  les  corresponda,  á tenor  de  sus  respectivos  contra- 
tos (art.  608). 

460. — También  en  cnanto  al  riesgo  son  aplicables 
las  reglas  ja  expuestas.  Este  debe  determinarse  exacta- 
mente en  especie  j duración.  Respecto  á la  especie,  sal- 
vo pacto  especial,  el  asegurador  responde  por  regla  ge- 
neral de  todos  los  accidentes  de  mar  que  destruyen  ó 
averian  nada  más  la  cosa  asegurada.  En  particular  corren 
á cargo  del  asegurador  las  pérdidas  j los  daños  que  ex- 
perimentan las  cosas  aseguradas  por  causa  de  tempestad, 
naufragio,  encalladura,  abordaje,  cambio  forzoso  de  ruta, 
de  viaje  ó de  nave;  por  causa  de  echazón,  explosiones, 
fuego,  piratería,  saqueo,  j,  en  general,  por  todos  los  de- 
más accidentes  de  mar.  El  asegurador  no  es  responsable 
de  las  pérdidas  y de  los  daños  provenientes  tan  sólo  de 
vicios  inherentes  á las  cosas  aseguradas  (art.  615),  ni, 
salvo  pacto  en  contrario,  de  los  riesgos  de  guerra  (ar- 
tículo 616),  de  los  gastos,  impuestos,  derechos,  etc.,  re- 
ferentes á la  nave  ó al  cargamento  (art.  619).  Del  mis- 
mo modo  no  responde  tampoco  de  las  pérdidas  y daños 
provenientes  de  hecho  del  asegurado,  como  cambios  de 
ruta,  de  viaje  ó de  nave  (art.  617);  ni,  salvo  pacto  en 
contrario,  de  los  provenientes  de  baratería  del  capitán  ó 
de  la  tripulación  (art.  618).  El  simple  cambio  del  capitán 
no  influye  sobre  el  seguro,  más  que  en  el  caso  en  que  el 
asegurado  haya  asumido  los  riesgos  de  la  baratería  de 
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uu  capitán  nominalmente  indicado  en  la  póliza,  en  cnyo 
caso  el  asegurador  queda  libre  de  la  obligación  de  res- 
ponder de  la  baratería  del  capitán  sustituido  (art.  617 
618).  La  cláusula  franco  de  averia,  de  la  que  ya  bemos 
hablado,  libra  al  asegurador  de  toda  avería  común  ó par- 
ticulai,  excepto  en  aquellos  casos  que,  como  veremos 
dan  lugar  al  abandono.  En  este  caso,  el  asegurado  puede 
elegir  entre  el  abandono  y el  ejercicio  de  la  acción  de 
avería  (art.  625). 

También  la  duración  de  los  riesgos  debe  determinar- 
se exactamente  según  las  varias  especies  de  seguros.  Si 
el  contrato  no  determina  el  tiempo  de  los  riesgos,  se  ob- 
servan  las  reglas  siguientes:  En  los  seguros  á tiempo,  los 
riesgos  empiezan  desde  la  fecha  de  la  póliza  y terminan 
en  el  tiempo  convenido,  por  supuesto,  siempre  queen  aque- 
lla fecha  las  cosas  expuestas  estén  aseguradas  al  riesgo. 
En  los  seguros  por  viaje,  los  riesgos  empiezan  v termi^ 
lian  en  el  tiempo  indicado  para  la  duración  de  los  ries- 
gos en  el  préstamo  á la  gruesa  (art.  601 L Sin  embargo, 
si  el  seguro  se  ha  hecho  en  viaje  empezado,  los  riesgos 
se  tienen  en  cuenta  desde  la  fecha  de  la  póliza.  Podría 
ocurrir  que,  estipulado  el  seguro  por  viaje,  la  descarga 
de  las  cosas  aseguradas  se  hubiere  retardado  por  culpa 
del  destinatario:  entonces  los  riesgos  cesan  para  el  ase- 
gurador un  mes  después  de  la  llegada  de  la  nave  al  lu- 
gar de  su  destino.  Así  lo  dispone  el  art.  oll,  con  el  pro- 
posito de  conciliar  los  intereses  del  asegurado  y del  ase- 
gurador. 

461. — Kespecto  al  premio  ó prima,  el  contrato  de  se- 
guros marítimos  tiene  también  en  común,  con  el  de  se 
guros  terrestres,  la  mayor  parte  de  las  reglas.  Dos  cosas>, 
sin  embargo,  es  preciso  hacer  notar:  la  primera  que.  fue- 
ra del  pacto  expreso  en  la  póliza,  el  premio  no  puede 
nunca  aumentarse  ó disminuirse  por  las  contingencias 
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de  la  paz  6 de  la  guerra;  sin  embargo^  establecido  en  ge- 
neral un  aumento  indeterminado  por  la  eventualidad  de 
que  pudiera  estallar  una  guerra^  ó bien  una  disminu- 
ción, si,  tratándose  de  seguros  hechos  en  tiempo  de  gue- 
rra, se  llegase  á concertar  la  paz,  correspondería  al  juez 
determinar  la  medida  del  aumento  ó de  la  disminución 
del  premio  (art.  610);  la  otra  es  que,  establecido  un  con- 
trato de  seguros  por  un  viaje  de  ida  y vuelta  por  un  pre- 
mio único,  este  premio,  según  las  reglas  generales  en 
materia  de  seguros,  se  debería  suponer  adquirido  por  el 
asegurador  apenas  empezado  el  riesgo,  ó sea  en  el  mo- 
mento de  partir  la  nave,  puesto  que  el  viaje,  si  bien  de 
ida  y vuelta  es  único,  y esto  es  lo  que  de  hecho  ocurre 
si  el  seguro  se  refiere  á la  nave.  Si,  por  el  contrario,  el 
contrato  tiene  por  objeto  el  seguro  del  cargamento  por 
la  ida  y la  vuelta,  y llegada  la  nave  á su  primer  destino 
no  toma  alguna  carga  de  retorno,  ó esta  carga  de  retor- 
no no  es  completa,  el  asegurador  no  tiene  derecho  más 
que  á los  dos  tercios  del  premio  convenido,  salvo  pacto 
en  contrario.  Así  lo  dispone  la  ley  (art.  620),  porque  se- 
ría demasiado  grave  obligar  al  asegurado  á pagar  el  pre- 
mio entero  áun  cuando  no  le  hubiese  sido  posible  procu- 
rarse un  cargamento  para  el  retorno  (a). 

462. — Los  efectos  del  contrato  de  seguros  marítimos 
se  resuelven  en  los  derechos  y obligaciones  del  asegura- 
do y el  asegurador.  El  asegurado,  á tenor  de  cuanto  he- 
mos dicho  á propósito  de  los  seguros  terrestres,  debe  pa- 
gar el  premio  del  modo  y en  el  tiempo  convenido,  y no 


(a)  No  señala  taxativamente  nuestro  Código,  como  el  italiano, 
la  parte  de  prima  que  ha  de  recibir  el  asegurador  cuando  en  el  via- 
je de  retorno  no  toma  el  buque  mercancías  ó no  toma  todas  las  ase- 
guradas. La  reducción,  según  nuestro  derecho,  será  proporcional 
al  cargamento  que  trajere,  abonándose  además  al  asegurador  el  me- 
dio por  ciento  de  la  parte  que  dejare  de  conducir  (art.  757).— (N.  T.) 
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mudar  durante  el  contrato  la  condición  de  la  cosa  ase- 
gurada y la  opinión  que  del  riesgo  tenía  el  asegurador 
en  la  época  de  la  conclusión  del  contrato.  Al  ocurrir  el 
siniestro  debe  hacer  todo  lo  posible  para  aminorar  su 
consecuencia  y trabajar  todo  lo  necesario  para  recobrar 
y conservar  las  cosas  aseguradas,  sin  perjuicio  de  sus  de- 
rechos contra  los  aseguradores,  por  los  que,  según  algu- 
nos, está  también  obligado  á proceder  como  negotiorum 
gestor-,  pero  es  lícito  dudar  de  la  existencia  de  una  nego^ 
tiorum  g estío,  no  tratándose  de  un  hecho  voluntario,  sino 
antes  bien,  de  una  obligación  impuesta  por  la  ley  al  ase- 
gurado (art.  629). 

Después  del  siniestro,  el  asegurado,  ó el  que  haga 
asegurar  por  él,  debe  ponerlo  en  conocimiento  del  ase- 
gurador (art.  626)  y probar  el  siniestro  y el  daño  cau- 
sado, así  como  también  la  existencia  real  de  la  cosa  ase- 
gurada al  tiempo  en  que  ocurrió  el  propio  siniestro. 
Esta  última  prueba,  tratándose  de  mercaderías  carga- 
das sobre  la  nave  por  cuenta  del  capitán  ó de  mercade- 
rías traídas  del  extranjero  por  alguno  de  la  tripulación  ó 
algún  pasajero,  y aseguradas  en  el  reino,  está  rodeada, 
para  evitar  los  fraudes,  de  precauciones  y garantías  es- 
peciales (art.  628).  Las  pruebas  aducidas  por  el  asegura- 
do pueden  ser  contradichas  por  otras  pruebas  del  ase- 
gurador, sin  que  por  esto  haya  de  suspenderse  el  pago 
de  la.  suma  asegurada,  que  debe  hacerse  al  asegurado 
mediante  caución  (art.  627). 

463. — En  compensación  de  las  indicadas  obligaciones 
corresponden  al  asegurado  dos  acciones:  la  una,  ordina- 
ria; la  otra,  extraordinaria  ó de  abandono.  Mediante  la 
primera,  pide  al  asegurador  el  pago  de  la  indemnización 
por  los  daños  sufridos  en  las  cosas  aseguradas;  median- 
te la  segunda,  por  el  contrario,  le  pide,  cualquiera  que 
sea  la  extensión  del  daño,  el  pago  de  toda  la  suma  ase- 
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gurada,  abandonando,  por  supuesto,  al  asegurador  los 
restos  de  las  cosas  ó lo  que  de  ellas  hubiere  podido  reco- 
brarse. Las  dos  acciones  no  pueden  ejercitarse  conjun- 
tamente; el  asegurado  tiene  derecho  á elegir  entre  am- 
bas; sin  embargo,  hay  que  tener  en  cuenta  que  la  acción 
de  abandono  no  puede  ejercitarse  más  que  en  los  casos 
y en  la  forma  establecidos  por  la  ley.  Los  casos  en  que 
puede  tener  lugar  el  abandono,  son  taxativamente  los 
siguientes: 

1. ^  El  naufragio. 

2. ^  El  apresamiento. 

3. ®  El  arresto  por  orden  de  una  potencia  extranjera. 

4. ®  El  arresto  por  orden  del  Gobierno  después  de  em- 
pezado el  viaje. 

5. ^  La  inhabilitación  para  navegar,  si  la  nave  no 
puede  repararse  6 si  los  gastos  necesarios  para  repararla 
ó ponerla  en  estado  de  continuar  la  navegación,  ascien- 
den á las  tres  cuartas  partes  al  menos  del  valor  asegu- 
rado. 

6. ®  La  pérdida  ó deterioro  de  las  cosas  aseguradas, 
si  importan  por  lo  menos  las  tres  cuartas  partes  de  su 
valor  (art.  532). 

En  todo  caso  el  abandono  debe  comprender  todas  las 
cosas  aseguradas,  no  podiendo  hacerse  de  parte  ó bajo 
condición  (art.  639). 

464. — La  forma  del  abandono  está  precisamente  es- 
tablecida por  la  ley.  El  abandono  debe  hacerse  dentro 
de  un  término  preciso,  so  pena  de  caducidad,  en  consi- 
deración á los  intereses  opuestos  del  asegurado  y asegu- 
rador; del  asegurado,  para  que  se  vea  en  la  precisión  de 
tener  que  escoger  entre  el  abandono  y la  acción  de  ave- 
ría antes  de  haberse  enterado  exactamente  del  alcance 
del  siniestro;  y del  asegurador,  para  no  quedar  demasia- 
do tiempo  bajo  el  peso  de  las  dos  acciones.  El  abandono 
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puedo  hacerse,  ó al  tiempo  de  notificar  al  asegurador 
el  siniestro  (art.  638),  ó bien  posteriormente,  siempre 
que  se  haga  dentro  del  término  legal  (art.  924).  El  aban- 
dono, una  vez  aceptado  ó declarado  legal,  transfiere  ipso 
fado  al  asegurador  la  propiedad  de  las  Qosas  abandona- 
das (art.  640)  y le  obliga  al  propio  tiempo  á pagar  la 
suma  asegurada. 

465.  — Lo  que  hemos  dicho  hasta  aquí  se  refiere  á 
los  derechos  y obligaciones  del  asegurado;  por  su  parte, 
el  asegurador  debe  pagar  la  indemnización  en  la  medida 
convenida,  según  que  el  asegurado  proceda  contra  él,  ya 
por  la  acción  de  avería  ó por  la  de  abandono;  y con  ello 
se  entiende  subrogado  en  los  derechos  del  propio  asegu- 
rado contra  los  que  pudieren  ser  causantes  del  siniestro, 
y también  contra  los  interesados  que  pueden  estar  obli- 
gados á contribuir  por  razón  de  la  avería,  ya  que  por  el 
sacrificio  de  las  cosas  aseguradas  se  salvaron  las  de  ellos. 

466.  — También  respecto  á la  extinción  y á la  resolu- 
ción del  contrato  de  seguros  marítimos  son  aplicables 
las  reglas  generales  expuestas  al  hablar  de  los  seguros 
terrestres,  salvo  lo  que  hemos  dicho  en  los  números  pre- 
cedentes. 
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LAS  ACCIONES 

TITULO  PRIMERO 

Be  la  quieH>ra  y de  la  liancarrota  (1). 


CAPITULO  I 

UTociones  grenerales. 

467. — Por  la  seguridad  de  las  transacciones  en  gene- 
ral, y en  particular  por  el  interés  del  comercio,  las  leyes 
de  los  varios  Estados  dictan  reglas  especiales  para  el 
caso  en  que  el  deudor  comerciante  se  encuentre  en  la 
imposibilidad  de  hacer  frente  á sus  propias  obligaciones. 
Estas  reglas  tienden  á conservar  á los  acreedores  sus  de- 
rechos sobre  el  patrimonio  del  deudor,  y á repartir  equi- 
tativamente entre  ellos  el  mismo,  mediante  un  procedi- 
miento colectivo  que  se  llama  procedimiento  de  quiebra 
(fallimentoy  del  latín  f atiere),  ó de  concurso.  El  procedi- 
miento de  quiebra  tiene  su  raíz  en  la  antigua  missio  in 

(1)  Sacerdoti,  Delfallimento.  — Teoría  fondament ale.  Padov», 
1881. — Thaller,  Des  faillites  ex  droit  coraparé.  París,  1887. — lí>E- 
NOUARD,  Traite  des  faillites  et  banqneroutes.  París,  I8(>4. — Bou- 
IíAY-Paty  et  Boileux,  Id.,  París,  1854.— Kouler,  Lehrhuch  des 
Konhursrechts.  Stuttgart , 1891. — Wilmowski,  Deutsche  Reichs- 
Kouhursorndnung,  3.'^  edic.  Berlín,  1885.- Pittinu,  Das  Ileichs 
Concursrecht  und  Concursverfahren,  2.*^  edio.  Berlín,  1881. — Bal- 
DWIN,  A concise  treatise  on  the  law  of  Banhruptcy^  4.“  edic.  Loa- 
don,  1884. 
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lona  del  derecho  romano,  j ha  pasado  por  variadísimas- 
vicisitudes. 


Las  legislaciones  modernas  se  basan  en  este  parti- 
cular en  dos  sistemas  totalmente  diversos.  Alemanas 
como  la  austríaca  j la  alemana,  hacen  de  la  quiebra  una 
institución  común  á todos  los  deudores  insolventes;  otras 
como  la  francesa  y la  italiana  (a),  hacen  una  institución 
particular  á los  comerciantes.  El  primer  sistema  parece 
el  mejor,  porque  lo  misma  si  se  trata  de  comerciantes 
que  de  no  comerciantes,  en  uno  y otro  caso  se  produce 
un  desorden  económico  en  el  patrimonio  del  deudor,  y 
consiguientemente  un  daño  para  los  acreedores;  y áun 
cuando  también  es  preciso  admitir  entre  los  dos  casos 
alguna  diferencia  en  la  forma  de  proceder  y en  la  san- 
ción penal,  las  cuales  en  materia  mercantil  deben  ser 
más  rigorosas,  no  hay  razones  para  sostener  que  el  pro- 
cedimiento colectivo  no  deba  apúiearse  lo  mismo  si  se 
trata  de  comerciantes  que  de  no  comerciantes. 


46S. — Expuesto  de  esta  manera  el  concepto  general 
de  la  quiebra,  veamos  ahora  más  detenidamente  las  con- 
diciones de  este  estado,  haciendo  el  análisis  del  art.  óí'o. 


por  el  que:  <(El  comerciante  que  cesa  de  hacer  sus  pagn^ 
por  obligaciones  comerciales  está  en  estado  dequiebrao 
Para  que  se  produzca  el  estado  de  quiebra,  es  necesario, 
p)ues,  que  concurran  las  circunstancias  siguiente?: 

a}.— Cualidad  de  comerciante  en  el  deudor.  Siendo, 
como  hemos  dicho,  la  quiebra  una  institución  C5pev..aa  a. 
los  comerciantes,  esta  cualidad  deoe  exi?ar  en  el  den 
dor,  no  sólo  de  hecho,  sino  también  de  derecho,  a?i. 
ejemplo,  un  menor  que  de  hecho  practicaje  e^  comei'- 
sin  la  debida  autorización,  no  podra  ser  dO'^iaiadc 
quiebra.  Sin  embargo,  las  personas  a quienes  ?c  na  e 


(a''  Y la  e^ipañola.  — TC 
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hibido  el  ejereioio  del  oomereio  27),  pueden,  no 

obstante,  ser  declaradas  en  quiebra,  porque  iio  se  trata 
en  este  caso  de  una  incapacidad  cierta  y propia,  sino  de 
una  prohibición  fundada  en  razones  especiales  que  no 
impiden,  por  otra  parte,  obligarse  á dichas  personas  vá- 
lidamente. Pueden  ser  declaradas  en  quiebra,  tanto  las 
personas  singulares,  como  las  colectivas  (excluyendo, 
por  supuesto,  al  Estado,  la  Provincia  y el  Municipio,  que 
no  pueden  adquirir  la  condición  de  comerciante);  aquí 
hablaremos  tan  sólo  de  la  quiebra  de  las  personas  sin- 
gulares: de  la  quiebra  de  las  personas  colectivas,  en 
particular  de  la  de  las  sociedades  mercantiles,  habla- 
remos á lo  último.  La  cualidad  de  coinerciante  eii  el 
deudor,  no  es  necesario  que  exista  en  el  momento  de 
la  declaración  de  la  quiebra,  pudiendo  hacerse  públicas 
las  consecuencias  del  ejercicio  del  comercio  después  de 
haber  cesado  en  él.  Sin  embargo,  para  no  dejar  dema- 
siado tiempo  en  suspenso  la  suerte  del  que  se  retira,  del 
comercio,  la  ley  establece  que,  pasados  cinco  anos,  no 
podrá  ser  ya  declarado  en  quiebra  (art.  blH)).  Tampoco 
es  necesario  que  el  comerciante  viva  al  tiempo  en  que  se 
le  declare  en  quiebra,  porque  las  consecuencias  de  su 
vida  mercantil  no  cesan  con  la  muerte  (natural,  volun- 
taria ó violenta),  y sería  injusto  que  los  derechos  de  los 
acreedores  sufriesen  quebranto  por  esto.  Si,  pues,  el  deu- 
dor en  vida  ha  cesado  de  hacer  sus  pagos  (y  esto  es  con- 
dición necesaria),  la  muerte  no  es  bastante  para  sus- 
traerle á la  quiebra;  pero  hay  que  tener  en  cuenta  que, 
transcurrido  un  año  desde  la  muerte,  no  podría  decla- 
rarse ya  la  quiebra  (art.  (390),  pues  de  otro  modo  la  con- 
dición de  los  herederos  quedaría  demasiado  tiempo  en 
suspenso  (a). 

(a)  No  tratando  nuestro  derecho  de  la  posibilidad  de  la  quiebra 
del  comerciante  muerto,  por  más  que  sea  un  supuesto  legal,  es  na- 
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También  los  extranjeros,  siempre  que  ejerciten  el 
comercio  en  Italia,  pueden  ser  declarados  en  quiebra  lo 

mismo  si  dejan  de  pagar  á sus  acreedores  italianos  como 
á sus  acreedores  extranjeros, 

469.  h).  Cesación  de  los  'pagos  (a). — Es  necesario  que 

el  deudor  liaja  cesado  de  hacer  sus  pagos  por  oblio-acio- 
nes  mercantiles;  pero  no  es  fácil  determinar  ciertamen- 
te cuándo  se  produce  el  estado  de  cesación  de  los  pagos; 
este  estado  resulta  de  un  conjunto  de  circunstancias, 
como  son  la  pérdida  del  crédito,  la  impotencia  para  pa- 
gar, j en  general  la  extinción  de  la  vida  mercantil.  Sin 
embargo,  se  requiere  un  signo  externo,  un  hecho  mate- 
rial que  revele  dicho  estado,  y este  hecho  consiste  en  la 
falta  de  pago  de  los  débitos  vencidos.  En  tanto  que  el 
deudor  continúa  satisfaciendo  sus  propios  compromisos, 
no  se  puede  hablar  de  quiebra,  áun  cuando  el  pasivo  su- 
piere al  activo;  así  lo  ha  querido  la  ley  para  evitar  con- 
tiendas. Hay  más  todavía,  en  sentir  de  algunos,  ni  áun 
en  el  caso  en  que  el  deudor  continúe  sus  pagos,  valién- 
dose para  ello  de  medios  ruinosos  ó fraudulentos;  es  po- 
sible, á pesar  de  lo  dispuesto  en  el  art.  705,  que  parece 
decir  todo  lo  contrario,  promover  la  declaración  de  la 
quiebra,  pov  falta  del  hecho  material  de  la  cesación  de 
los  pagos;  el  art.  705  se  refiere  en  tal  concepto  á la  re- 
troacción de  la  fecha  de  esta  cesación.  Hemos  dicho  que 
para  que  haya  quiebra  es  necesario  que  se  produzca  el 
hecho  material  de  la  cesación  de  los  pagos  de  los  débitos 
vencidos.  Ahora  hemos  de  añadir  que  esta  falta  puede 

tnral  qno  no  señalo  plazo  ninp'iiuo  para  pedir  la  deelarac  ion  de 
quiebra  del  dit’unto.  y por  eoiisiiriiieute.  esta  podrá  intentarle 
siempre  que  no  hayan  preserito  las  aeeiones  qne  pretendan  hace 
valer  los  aereedores  eoiiira  el  que  oeso  en  sus  pa¿‘os.  T- 

{a)  Tradu/.eo  siempre  oesaeión  y no  suspensión  de  pa¿^o^,  pt-rqn 
en  el  dereeho  español  la  suspensión  de  pag^os  representa  un  e^nw- 
juridieo  distinto  del  de  quiebra.  — T.'* 
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provenir,  ó de  una  resistencia  al  pago,  siempre  que  esta 
no  dependa  de  excepción  alegada  de  buena  fe  por  el 
deudor  (art.  705),  ó bien  de  un  becbo  equivalente  á la 
resistencia,  como  la  fuga,  el  cierre  de  los  almacenes,  et- 
cétera. No  es  preciso  tampoco  que  la  resistencia  al  pago 
sea  total^  es  decir,  que  comprenda  todos  los  débitos^  a 
veces  también  la  resistencia  a un  solo  pago  puede  ser 
bastante  para  bacer  declarar  quebrado  al  deudor;  ni 
tampoco  que  sea  duradero,  pero  basta  con  una  suspen- 
sión momentánea.  En  realidad,  no  es  posible  distinguir 
entre  suspensión  y cesación  de  pagos  (a),  sin  temor  á 
equivocarse,  y proporcionar  al  comerciante  el  medio  para 
sustraerse  á la  declaración  de  quiebra. 

La  cesación  de  los  pagos  debe  referirse  á los  débitos 
comerciales,  puesto  que  la  quiebra  es  institución  propia 
tan  sólo  del  comercio,  y puesto  que  el  comerciante,  por 
otra  parte,  no  deja  de  ser  ciudadano,  y si  como  tal  no 
cumple  sus  obligaciones,  no  por  eso  se  le  declara  en 
quiebra;  á pesar  de  esto  dudamos  de  la  justicia  de  la 
disposición,  porque  el  patrimonio  del  deudor  es  único  y 
garantiza  todas  las  obligaciones  que  sobre  él  pesan,  tan- 
to civiles  como  mercantiles  (b)  (art.  1.948,  Cód.  civ.),  y 
además,  porque  también  los  acreedores  por  título  civil 
toman  parte  en  las  operaciones  de  la  quiebra. 

470. — Tales  son,  pues,  las  condiciones  de  la  quiebra, 
la  cual  no  existe  jurídicamente  sino  cuando  se  ba  decla- 
rado por  sentencia  del  tribunal  competente,  que  es  el  de 
la  jurisdicción  en  que  radica  el  establecimiento  del  deu- 


(a)  La  suspensión  á que  el  autor  se  refiere  no  tiene  el  valor  de 
ese  estado  J aridico  distinto  del  de  quiebra  á que  me  refería  en  la 
nota  anterior.  — (íí.  T.) 

(b)  No  distinguiendo  la  ley  española,  lo  mismo  procede  la  quie- 
bra por  la  falta  de  pago  de  las  obligaciones  mercantiles,  que  por  la 
falta  de  pago  de  las  obligaciones  civiles.— (N.  T.) 
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dor,  Ó el  principal  establecimiento  de  comercio  (artícu- 
lo 685). 

La  declaración  de  quiebra  pnede  ser  provocada  6 por 
el  mismo  deudor,  el  que  además  está  obligado  dentro  de 
los  tres  días  siguientes  á la  cesación  de  pagos  (a)  á de- 
nunciar el  hecho  de  esta  cesación  al  tribunal,  deposi- 
tando también  el  balance  y los  libros  (art.  686);  ó por 
uno  ó varios  acreedores  por  causa  de  comercio,  excepto 
si  fueren  ascendientes,  descendientes  ó cónyuge  del  deu- 
dor por  razones  de  moralidad  {h)  (art.  687);  ó bien,  final- 
mente, por  oficio  del  tribunal  (art.  688).  Especialmente 
para  dar  luz  al  mismo  tribunal  y ponerle  en  condiciones 
de  declarar  la  quiebra  cuando  llegue  el  caso,  es  por  lo  que 
en  los  siete  primeros  días  de  cada  mes  los  notarios  y los 
hugieres  deben  trasmitir  al  presidente  del  tribunal  en 
cuya  jurisdicción  residen,  una  relación  de  los  protestos 
cambiarlos  hechos  en  el  mes  precedente  (art.  689)  (c). 

471. — La  sentencia  declarativa  de  quiebra  debe  (ar- 
tículo 691): 

1. ^  Nombrar  el  juez  comisario  de  la  quiebra  (?7  giu~ 
dice  delegato  alia  procediera  di  fallimento)  para  dirigir  y 
activar  las  operaciones. 

2. ^  Disponer  la  colocación  de  los  sellos,  á cuyo  efec- 
to el  secretario  del  tribunal  debe  participar  inmediata- 

t 

mente  á los  pretores  de  los  departamentos,  en  cuya  ju- 
risdicción existan  bienes  del  quebrado,  la  declaración  de 
la  quiebra  y la  orden  de  colocación  de  los  sellos  en  los 
bienes  mismos  (art.  692). 


(а)  Nuestro  Código  de  comercio  señala  im  plazo  de  cuarenta  y 

oclio  koras  tan  sólo. — (N.  T.)  . 

(б)  No  existe  tal  excepción  en  nuestro  Código  de  comercio 

(N.  T.)  _ . ^ _ 

(c)  Tampoco  tienen  nuestros  notarios  semejante  obligacio 

ÍN.  T.) 
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3. ^  Nonil3r9<r  el  síndico  interino  {cuvdtoTC  jpTOwisovio) y 
al  cual,  bajo  la  vigilancia  del  juez  comisario,  se  confía  la 
administración . 

4. «  Fijar  el  lugar,  el  día  y la  hora  en  el  que  los  acree- 
dores, dentro  de  los  veinte  días  siguientes  á la  fecha  de 
la  sentencia,  deben  reunirse  para  el  nombramiento  de  los 
miembros  de  la  delegación  de  vigilancia  y para  ser  con- 
sultados respecto  al  nombramiento  definitivo  del  síndico. 

5. ^  Establecer  un  término  que  no  exceda  de  un  mes, 
dentro  del  cual  los  acreedores  deben  presentar  en  la  se- 
cretaría del  Tribunal  la  declaración  de  sus  créditos. 

6. ®  Determinar  el  día  y la  hora  en  que  se  procederá 
ante  el  Tribunal  al  cierre  del  proceso  verbal  de  la  com- 
probación de  los  créditos,  en  los  veinte  días  sucesivos. 

También  debe  contener  la  orden  al  quebrado  de  pre~ 
sentar  en  el  término  de  tres  días  el  balance  y sus  libros 
de  comercio,  si  no  los  hubiere  depositado  ya.  Es  provi- 
sionalmente ejecutiva,  como  lo  son  por  regla  general  to- 
das las  sentencias  del  Tribunal  en  materia  de  quiebras 
(art.  693);  sin  embargo,  todo  interesado  que  no  la  hu- 
biere provocado,  incluso  el  mismo  quebrado,  puede  opo- 
nerse, al  contrario  de  lo  que  ocurre  generalmente  en  las 
sentencias  en  materia  de  quiebras,  las  cuales,  á excep- 
ción tan  sólo  de  las  indicadas  en  el  art.  913,  no  están 
sujetas  á oposición  ni  á apelación.  El  término  para  esta 
oposición  se  cuenta  desde  la  fecha  de  la  publicación  de 
la  sentencia  en  la  puerta  exterior  del  Tribunal  que  ia  ha 
dictado  (publicación  que  debe  tener  lugar  dentro  de  los 
tres  días  siguientes  á la  fecha  de  dicha  sentencia,  según 
el  art.  912),  y es  de  ocho  días  si  la  oposición  se  hace 
por  el  quebrado,  de  treinta  si  se  hace  por  los  demás  in- 
teresados. El  juicio  relativo  á este  recurso  se  promueve 
contra  el  sindico  (a)  (art.  693).  El  recurso  de  la  oposición 

(a)  El  comisario  de  la  quiebra  en  el  derecho  español  ha  de  ser 
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en  que  se  ocupa  la  ley  no  impide,  al  menos  según  algu- 
nos, que  la  sentencia  pueda  ser  á veces  impugnada  por 
medio  de  una  apelación,  á tenor  de  lo  dispuesto  en  el 
art.  913,  quedando  firme  por  el  transcurso  de  los  térmi- 
nos que  acabamos  de  indicar.  Podría  ocurrir  que  la  de- 
manda en  que  se  pide  la  declaración  de  quiebra  fuese 
denegada  por  el  Tribunal;  en  tal  caso  la  sentencia  que 
esto  resuelva  será  también  susceptible  de  oposición,  pero 
no  de  apelación;  apelable  lo  será  tan  sólo  la  sentencia 
pronunciada  sobre  esta  oposición  (art.  913,  § 3.®);  lo  cual 
no  impide  que  con  el  apoyo  de  nuevos  documentos  y nue- 
vas razones  pudiera  de  nuevo  presentarse  la  demanda  al 
mismo  Tribunal  que  ya  la  hubiese  rechazado. 

472. — La  cesación  de  los  pagos,  como  ya  hemos  di- 
cho, es  el  hecho  característico  de  la  quiebra;  interesa, 
pues,  saber  con  precisión  el  día  en  que  puede  conside- 
rarse como  un  hecho,  tanto  más  cuanto  que  de  la  deter- 
minación de  dicho  día  puede  depender,  como  veremos 
en  seguida,  la  validez  ó nulidad  de  ciertos  actos  ejecuta- 
dos por  el  quebrado  antes  de  la  sentencia  declarativa  de 
la  quiebra.  Por  estas  razones  la  ley  quiere  que  el  Tribu- 
nal, en  la  sentencia  en  que  declara  la  quiebra,  ó en  otra 
posterior,  de  oficio,  ó á instancia  de  algún  interesado, 
establezca  por  de  pronto,  aunque  sea  con  carácter  provi- 
sional, la  fecha  de  la  cesación  de  pagos,  ó bien  que  si  el 
Tribunal  no  hubiese  dicho  nada  respecto  a este  extremo 
se  presuma  que  la  cesación  data  desde  el  día  de  la  sen- 
tencia de  quiebra,  ó desde  el  día  de  la  muerte  del  que- 


un  comerciante  inscrito  en  el  Hegistro  mercantil,  si  le  hubiere, 
hacer  la  declaración  de  la  quiebra  se  ha  de  nombrar  igualmente 
depositario.  El  nombramiento  de  los  síndicos  coriespond©  a 1 
acreedores.  Ea  delegación  de  vigilancia  no  tiene  equivalente  a 
guno  en  nuestro  procedimiento  de  quiebras. — (N.  T.) 
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brado,  6 del  de  su  retirada  del  comercio,  si  la  quiebra  se 
declaró  después  de  alguno  de  estos  acontecimientos  (ar- 
tículo 704).  La  fecha  de  la  cesación  de  pagos  debe  esta- 
blecerse j fijarse  en  la  época  en  que  aparezcan  las  pri- 
meras señales  de  la  catástrofe;  es  decir,  la  época  en  que 
ocurrió  la  primera  negativa  de  pago,  ó bien  la  en  que  á 
pesar  de  continuar  los  pagos  aparece  el  primer  acto  rui- 
noso ó fraudulento  ejecutado  por  el  quebrado  (art.  705). 
Sin  embargo,  para  no  perjudicar  demasiados  intereses,  j 
también  para  evitar  indagaciones  que  difícilmente  po- 
drían practicarse  por  el  transcurso  del  tiempo,  se  ha  es- 
tablecido que  la  fecha  de  la  cesación  de  los  pagos  no 
pueda  en  ningún  caso  fijarse  con  más  de  tres  años  de 
anterioridad  de  la  época  en  que,  como  hemos  dicho  an- 
tes, á falta  de  determinación  especial  deba  presumirse 
ocurrida  la  cesación  (a)  (art.  704). 

Hemos  dicho  que  la  determinación  de  la  fecha  de  la 
cesación  de  pagos  se  hace  provisionalmente  por  el  tribu- 
nal, por  lo  que  contra  esta  resolución,  bájase  dictado  en 
la  sentencia  declarativa  de  la  quiebra  ó en  otra  poste- 
rior, ó también  (según  algunos),  debiendo  reputarse  he- 
cha, á falta  de  declaración  expresa  en  la  sentencia,  en  el 
día  de  la  sentencia  declarativa  de  la  quiebra,  se  permite 
á los  interesados  oponerse  ante  el  tribunal  que  la  ha  pro- 
nunciado, siempre  que  esta  oposición  se  haya  notificado 
al  síndico  dentro  de  los  ocho  días  siguientes  á la  termi- 
nación del  proceso  verbal  de  comprobación  de  los  crédi- 
tos. Todas  las  oposiciones  á esta  sentencia  se  discuten 
en  juicio  contradictorio  con  el  síndico  en  la  audiencia 
fijada  para  discutir  las  impugnaciones  sobre  reconoci- 
miento de  los  créditos,  j se  deciden  estos  extremos  con- 
juntamente en  una  misma  sentencia.  Transcurrido  dicho 


(a)  Dos  años  señala  la  ley  española.— (N.  T.) 
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término,  6 si  la  sentencia  que  se  pronuncia  resolviendo 
las  oposiciones  no  está  ya  sujeta  á oposición  ni  apelación 
la  fecha  de  la  cesación  de  los  pagos  queda  irrevocable- 
mente determinada  para  todos  los  acreedores  (artíen 
lo  706). 


CAPITULO  II 


JSreetos  de  la  sentencia  deelaratira  de  la  qníelbra  (1). 


473. — De  la  sentencia  declarativa  de  la  quiebra  se 
desprenden  efectos  importantísimos,  relativos  tanto  ala 
persona  como  á los  bienes  del  quebrado.  En  lo  referente 
al  primero,  debemos  advertir  antes  de  todo,  que  las  le- 
yes modernas,  á diferencia  de  las  antiguas,  tienen  gran 
cuidado  en  distinguir  la  quiebra  producida  por  dolo  ó 
culpa  de  la  que  es  efecto  de  la  desgracia;  pero  quieren 
también  que  el  primero  sea  severamente  castigado.  De 
aquí  que,  declarada  una  quiebra,  quiera  la  ley  que  se 
empiece  en  seguida  á investigar  su  carácter,  y á este  ob- 
jeto dispone  que,  el  presidente  del  tribunal  que  ba  decla- 
rado la  quiebra,  trasmita  en  el  término  de  veinticuatro 
Loras  al  Procurador  del  Rey  copia  de  la  sentencia  con 
todos  los  antecedentes,  y que  éste  promueva  en  todo 
caso  los  actos  de  instrucción  necesarios  para  conocer  si 
liay  lugar  á incoar  un  procedimiento  criminal  (art.  694). 
Además,  investido  el  mismo  tribunal  de  las  funciones  de 
policía  judicial,  puede  disponer,  al  propio  tiempo  que 
dicta  la  sentencia  de  quiebra  ó después,  la  prisión  del 
quebrado  si  resultan  contra  él  indicios  suficientes  de  res- 


(1)  Cavo,  La  cesassazione  dei pagamenti  e i suoi  effeiti.  Genova 
1891. — Brezzo,  La  revoca  degli  atti  fraudolenti  com'piuti  a danno 
dei  creditori.  Torino,  1892. — Sacerdoti,  Diritto  dei  creditori  per 
gli  atti  compiuti  dalfallito  anteriormente  alia  dichiarazione  difalli-' 
mentó.  Padova,  1885, 
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ponsabilidad  criminal^  especialmente  en  los  casos  de 
ocultación  ó de  no  baber  constituido  sin  justa  causa  el 
depósito  del  balance  ó de  los  libros  de  comercio,  y tam- 
bién la  prisión  de  los  demás  cómplices  ó culpables  (ar- 
tículo 695).  Sin  embargo,  el  proceso  ó el  procedimiento 
criminal  no  interrumpe  el  procedimiento  de  quiebra  ante 
la  jurisdicción  civil;  las  dos  autoridades  proceden,  cada 
una  en  lo  que  les  atañe,  con  plena  y recíproca  indepen- 


dencia (art.  696),  salvo  las  excepciones  marcadas  en  los 
arts.  839  y 861,  de  que  luego  hablaremos.  Terminada  la 
instrucción,  el  acuerdo  de  la  remisión  de  su  resultada 
al  juicio,  ó la  declaración  de  que  no  hay  lugar  á proceder 
criminalmente,  debe  en  todo  caso,  y para  mayor  garan- 
tía de  la  justicia  y en  contra  de  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 257  del  Código  de  procedimiento  criminal,  pronun- 
ciarse por  la  sala  (camera  di  consiglio)  ó la  sección  de 
acusación  (art.  696,  § 3.®),.  y la  resolución  definitiva  de 
la  justicia  criminal  debe  anotarse  al  margen  de  la  sen- 
tencia de  declaración  de  la  quiebra,  y publicarse  como 
ésta  (art.  694,  § 4.®). 

474. — Independientemente  de  las  indicadas  reglas, 
encaminadas  á impedir  la  impunidad  de  los  quebrados 
por  dolo  ó culpa,  produce  la  sentencia  declarativa  de  la 
quiebra  otros  efectos  respecto  á la  persona  del  quebrado; 
en  tanto,  pnes,  que  la  quiebra,  cualquiera  que  sea  su 
causa,  disminuye  la  confianza  en  la  persona  del  deudor, 
y,  bajo  un  cierto  aspecto,  pone  también  en  tela  de  juicio 
su  probidad  y capacidad,  es  muy  razonable  que  é=>te 
quede  incapacitado  para  ejercer  aquellos  oficios  que  pre- 
cisamente descansan  en  esta  confianza,  y que  suponen 
probada  probidad  y moralidad;  por  eso  el  quebrado  se 
incapacita  para  ejercer  el  cargo  de  tutor  (art.  269,  Co 
digo  civil);  no  puede  ser  jurado  (arts.  9,  87,  ley  6 de  Di 
ciembre  1865  sobre  el  Jurado);  no  puede  ser  ni  elector 
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ni  elegible  en  materia  administrativa  (art.  26^  ley  20- 
de  Marzo  18G5,  art.  30,  texto  único  10  Febrero  1889)  í 
política  (art.  88,  ley  24  Septiembre  1882)  y comercial- 
(art.  12,  ley  6 Julio  1862  sobre  las  Cámaras  de  Comer- 
cio). Además,  tampoco  se  le  consiente  el  ingreso  en  los 
locales  de  la  Bolsa  (art.  697),  si  bien,  á diferencia  de  lo 
que  ocurría  estando  en  vigor  el  derogado  Código,  no  se^ 
le  proliibe  el  que  siga  teniendo  ó vuelva  á adquirir  la 
cualidad  de  comerciante,  porque  no  pudiéndosele  probi-- 
bir  al  quebrado  el  ejercicio  de  actos  aislados  de  comer- 
cio, el  negarle  después  la  cualidad  de  comerciante  le  se- 
ría muy  ventajoso;  por  otra  parte,  no  es  fácil  que,  dada 
la  condición  jurídica  que  le  crea  la  ley,  el  quebrado 
pueda  ejercer  el  comercio.  Finalmente,  el  nombre  del 
quebrado,  á fin  de  que  su  quiebra  llegue  á conocimien- 
to de  terceros,  debe  inscribirse  en  el  tablón  de  anuncios 
fijado  en  la  sala  del  tribunal  que  pronunció  la  quiebra 
y en  los  locales  de  la  Bolsa  (art.  697);  y el  quebrado, 
para  que  el  procedimiento  de  quiebra  marche  sin  inte- 
rrupción ni  dificultad,  debe  estar  siempre  dispuesto 
presentarse  á todo  llamamiento  del  juez  comisario,  sin, 
cuyo  permiso  no  puede  ausentarse  de  su  propio  domici- 
lio (art.  698)  (a). 

475. — Los  demás  efectos  de  la  sentencia  declarativa 
de  la  quiebra  se  refieren  al  patrimonio  del  quebrado,  y 
son  los  siguientes: 

1.^  Pérdida  de  la  facultad  de  administrar,  — Puesto 
que  los  bienes  del  quebrado  constituyen  la  garantía  de 


(a)  Nuestras  1 eyes  no  extreman  tanto  su  rigor  contra  el  qnebracla 
oom.0  las  italianas.  La  declaración  de  quiebra  le  inhabilita  para  el 
ejercicio  del  comercio,  para  el  desempeño  del  cargo  de  tutor,  para 
el  ejercicio  del  derecho  electoral  y para  ejercer  el  cargo  de  jurado, 
pero  ni  le  prohíbe  su  ingreso  en  los  locales  de  la  Bolsa  ni  tampoco 
hace  fijar  su  nombre  en  el  tablón  de  anuncios  del  juzgado,— (N.  T.) 
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sus  acreedores,  es  justo  también  que  éste  no  pueda  dis 
poner  de  ellos  de  modo  alguno,  y debe  perder,  por  ló 
tanto,  el  derecho  de  administrarlos,  derecho  que  pasa 
ipsojure  á los  acreedores.  T esto  lo  mismo  tratándose  de 
los  bienes  poseídos  por  el  quebrado  en  la  época  de  la 
quiebra,  como  de  los  bienes  que  adquiriese  durante  ella 
(art.  699,  § l.<>).  Por  el  contrario,  si  se  tratase  de  bienes 
administrados  por  el  quebrado,  pero  pertenecientes  á 
otros,  por  ejemplo,  á su  hijo  ó su  mujer,  no  perderá  la 
administración,  ja  que  estos  bienes  no  forman  parte  de 
la  garantía  de  los  acreedores,  si  bien  corresponde  á éstos 
el  beneficio  que,  deducidas  las  cargas  á que  están  desti- 
nados,  pudiese  conseguir  el  quebrado. 

476. — “2.°  Pérdida  de  la  capacidad  de  comparecer  en 
juicio, — Juntamente  con  el  derecho  de  administrar  los 
propios  bienes,  se  quita  también  al  quebrado  la  facultad 
de  comparecer  en  juicio  en  lo  tocante  á dichos  bienes; 
por  eso  todas  las  acciones  que  le  competen,  excepto 


aquellas  estrictamente  personales  j extrañas  á la  quie- 
bra (por  ejemplo,  las  relativas  á la  patria  potestad),  no 
pueden  ejercitarse  más  que  por  el  síndico;  j,  como  es 
consiguiente,  ninguna  acción  contra  el  quebrado  r(  fe- 
rente  á sus  bienes  muebles  é inmuebles,  y ninguna  eje- 
cucióu  contra  estos  bienes  puede  promoverse  6 prose- 
guirse más  que  contra  el  síndico.  Así  lo  dice  al  menos  e 
párrafo  3.°  del  art.  699;  pero,  ciertamente,  des- ués  de 
la  declaración  de  quiebra  no  puede  perimtnse 
acreedores  singulares  obrar  por  sepaiado  sin  e» 
esencia  misma  del  proee  limiento  de 

procedimiento  colectivo.  Esto  está  ;^/3,bre 

mente  en  lo  que  se  refiere  á >-  -.^801 1 no  haj  ra- 
los  inmuebles  del  quebrado,  en  e ai  . 

xón  para  que  deba  resolverse  o , la  épo- 

;.  Respecto  á las  ejecuciones  ja  incoadas 


casos. 
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ca  de  la  declaración  de  la  quiebra,  ó se  trata  de  aeree- 
dores  hipotecarios  6 privilep:iados  sobre  iumnebles  (v 
según  algunos  tanibicn  de  acreedores  [ú^aioraticios  ó 
privilegiados  sobre  los  muebles),  y éstos  pueden  conti- 
nuar las  ejecuciones,  salvo  el  derecho  del  síndieo  do  in- 
tervenir en  el  procedimiento,  ó pedir  que  se  le  subrogue 
al  acreedor  demandante  si  éste  no  se  cuidase  de  condu- 
cir á término  la  ejecución  (art.  801),  ó se  trata  de  acree- 
dores quirografarios,  y entonces,  como  su  condición  que- 
da en  todo  caso  determinada  por  la  ley  de  la  quiebra, 
no  podrán  proseguir  las  ejecuciones  comenzadas.  Sin 
embargo,  si  en  la  época  de  la  declaración  de  la  quiebra 
el  procedimiento  ejecutivo  iniciado  por  el  acreedor  es- 
tuviese ya  á tal  altura  que  se  hubiere  realizado  la  venta, 
el  ejecutante  tendría  derecho  sobre  el  precio  de  ésta, 
porque  no  perteneciendo  ya  la  cosa  al  quebrado  no  pue- 
de considerarse  como  garantía  de  todos  los  acrv'edores. 
Por  supuesto  que  tratándose  de  ejecuciones  sobre  in- 
muebles los  derechos  do  los  acreedores  Viilidauiente  in- 
sinuados para  la  graduación  no  podrán  ser  pmjudicados 
por  la  quiebra  del  deudor,  como  no  lo  podrían  st'r  tam- 
poco tratándose  de  ejecuciones  sobre  bienes  nuud)les  los 
derechos  de  los  acreedores  que  biibiereii  lu'cho  oposición 
antes  de  la  venta. 

No  obstante  la  prohibición  de  comparecer  en  juicio, 
el  quebrado,  con  permiso  del  tribunal  ó pm-  orden  do 
éste,  puede  intervenir  en  la  causa,  sobre  todo  especial- 
mente si  hubiere  colisión  de  intereses  con  el  síndico; 
tiene,  pues,  derecho  li  intervenir  en  aquellas  cuestitine» 
de  las  que  pudiera  resultar  una  imput/.K-ióii  de  bancarro- 
ta (a)  contra  su  persona  (art.  C99,  §§  4.'^  y 


(a)  Es  lo  que  nuestro  Código  do  comercio  llama  insolvencia 
culpable  y fraudulenta. — (N.  T.) 
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477. — 3.^  Vencimiento  de  los  débitos  contra  el  quehra^ 
do. — Declarada  la  quiebra,  todos  los  débitos  de  venció 
miento  obligatorio  á cargo  del  quebrado,  y aquellos 
cuyo  vencimiento  queda  á voluntad  del  mismo,  se  en- 
tienden vencidos  ipso  fado  (art.  701),  tanto  porque  por 
efecto  de  la  quiebra  el  deudor  llega  á perder  el  beneficio 
del  término  (art.  1,176,  Cód.  civ.),  como  porque  el  pro- 
cedimiento de  la  quiebra,  siendo  único,  debe  compren- 
der á todos  los  acreedores.  Sin  embargo,  si  el  débito 
procediese  de  un  contrato  bilateral  no  deberá  conside- 
rarse vencido,  porque  no  es  posible  que  el  otro  contra- 
tante se  vea  obligado  repentinamente  al  cumplimiento 
del  contrato,  ni  que  tenga  derecho  de  esperar  el  venci- 
miento, pudiendo  también  reclamar  del  otro  contratante 
su  inmediato  cumplimiento.  Lo  mismo  debe  decirse  de 
los  débitos  sujetos  á condición  suspensiva,  de  los  que  no 
puede  decirse  ciertamente  que  existan  hasta  que  se  cum- 
plió la  condición.  Se  entiende,  pues,  que  tratándose  do 
un  débito  que  tuviere  el  quebrado  conjuntamente  con 
otros,  el  vencimiento  que  contra  él  llega  no  puede  per- 


judicar á los  demás  codeudores,  salvo  lo  que  ya  dijimos 
en  materia  de  cambiales  (art.  315). 

478. — 4.^  Suspensión  del  curso  de  los  intereses. — Puesto 


que  el  dejar  que  no  obstante  la  declaración  de  la  quie- 
bra continuasen  los  débitos  devengando  intereses,  entor- 
pecería el  procedimiento,  mientras  que  la  suspensión  no- 
ofende  á ninguno,  pues  todos  los  acreedores  vienen  á 
ser  igualmente  tratados,  la  ley  prescribe  que  con  la  sen- 
tencia declaratoria  cesen  de  devengar  intereses  los  cré- 
ditos no  garantidos  con  prenda,  hipoteca  ú otro  privile- 
gio (art.  700),  no  de  los  así  garantidos,  porque  éstos 
quedan  como  fuera  de  la  quiebra,  y tienen  derecho  a 
que  se  les  pague  el  capital  y los  intereses  hasta  el  im 
porte  de  la  garantía.  Sin  embargo,  la  suspensión  de  los 
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intereses  afecta  á la  masa,  no  al  quebrado,  que  conti- 
núa siendo  deudor  de  ellos;  y tan  es  cierto  esto,  que  aun. 
en  el  caso  especial  del  concordato  (art.  889),  el  quebra- 
do no  puede  hacer  borrar  su  nombre  del  tablón  de  anun- 
cios del  tribunal,  si  no  prueba  antes  haber  pagado  tam^ 
bien  los  intereses  (art.  816). 

479. — 5.^  Suspensión  de  las  ejecuciones  por  pago  de  aU 
quileres. — Sabido  es  que  el  locador  (arrendador)  tiene 
por  el  importe  de  sus  alquileres  privilegio  sobre  los  bie- 
nes muebles  que  se  encuentran  en  la  casa  del  conductor 
(arrendatario)  (art.  1.958,  núm.  3,  Cód.  civ.);  cuando 
éste  llega  á quebrar,  el  ejercicio  de  tal  privilegio,  si  in- 


mediatamente se  llevase  á cabo  en  los  bienes  muebles 
que  sirven  para  el  comercio  del  quebrado,  podría  colocar 
á la  masa  de  los  acreedores  en  la  imposibilidad  de  con- 
tinuar, si  conviniera,  el  comercio,  por  eso  la  ley  suspen- 
de el  derecho  á su  ejercicio  por  treinta  días,  á conta^r  de 
la  fecha  de  la  declaración  de  la  quiebra,  salvo  al  loca- 
dor el  derecho  de  tornar  providencias  para  su  conserva- 
ción. Sin  embargo,  si  el  locador  tuviere,  anteriormente 
á la  quiebra,  adquirido  el  derecho  de  tomar  posesión  de 
los  bienes  arrendados,  no  tendrá  lugar  la  suspensión  del 
procedimiento  ejecutivo,  porque  debiendo  los  muebles 
ser  trasladados,  el  suspender  la  ejecución  podría  perju- 
dicar al  privilegio  (art.  702). 

480. — Disolución  del  contrato  de  locación  y conducción 
■de  inmuehles, — Si  el  quebrado  fuese  conduotor  de  inmue- 
bles para  las  necesidades  de  su  comercio  y el  contrato 
debiese  continuar  por  más  de  tres  años  todavía  desde  la 
fecha  de  la  declaración  de  la  quiebra,  entonces,  como 
con  la  continuación  del  contrato,  resultaría  perjudicada 
la  masa,  y como  por  otra  parte  la  contiuu ación  del  co- 
mercio forma  casi  una  condición  tácita  del  contrato,  la 
masa  misma  tiene  la  facultad  de  pedir  la  disolución  me- 
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diante  el  pago  de  mía  equitativa  compensación  (artícu- 
lo 703,  Cód.  com.;  art.  1.611  Cód.  civ.)  (a). 

Nulidad  ó anotación  de  actos  ejecutados  por  el 
quebrado, — La  declaración  de  la  quiebra  hace  perder  al 
quebrado  la  capacidad  de  administrar  sus  propios  bie- 
nes; la  consecuencia  natural  de  esto,  es  la  nulidad  de 
todos  los  actos  y operaciones  del  quebrado  j de  todos  los 
pagos  hechos  por  él  después  de  la  sentencia  declarativa 
de  la  quiebra  (art.  707).  Sin  embargo,  según  la  opinión  do- 
minan te,  esta  nulidad  debe  entenderse  de  un  modo  relati- 
vo; es  decir,  establecida  tan  sólo  en  interés  de  la  masa,  j no 
pudiendo  utilizarse  ni  por  el  quebrado  ni  por  el  que  con- 
trató con  él.  Esto  se  refiere  á los  actos  posteriores  á la 
sentencia  declarativa;  pero  la  ley  se  cuida  también  de 
ciertos  actos  anteriores  á la  sentencia  misma,  para  de- 
clararlos nulos  ó anulables  tan  sólo  si  se  hubiesen  prac- 
ticado después  de  la  fecha  de  la  cesación  de  pagos  ó en 
los  d iez  días  anteriores  á la  sentencia  declarativa.  Son 
nulos  por  declaración  de  la  ley,  aunque  tan  sólo  en  con- 
sideración á la  masa  de  acreedores,  única  que  puede  ale- 
gar la  nulidad  (art.  707): 

1. ®  Todos  los  actos  y enajenaciones  á titulo  gratuito 
posteriores  a la  fecha  de  la  cesación  de  los  pagos,  por- 
que suponen  una  disminución  efectiva  del  patrimonio 

hecha  con  evidente  mala  fe. 

2. ^  Los  pagos  de  los  débitos  no  vencidos  hechos  con 
posterioridad  á la  fecha  indicada,  tanto  mediante  diñe- 
ro  como  por  vía  de  traspaso,  venta,  compensación  o de 
otro  modo,  porque  se  han  practicado  evidentemente  con 
intención  de  favorecer  á alguno  de  ios  acreedores  con 
perjuicio  de  los  demás. 

(o)  Nuestro  derecho,  ni  admite  el  privilegio  del  dueño  del  im 

mueble  sobre  los  muebles  del  arrendatario,  ni  dice  na  a a p 

respecto  á esta  manera  de  disolver  el  contrato  de  arrendamien 
(N.  T.) 
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Por  el  contrario,  tan  sólo  se  presumen  con  intención 
fraudulenta,  y esto  salvo  prueba  en  contrario,  y en  su 
consecuencia,  son  anulables  en  consideración  á la  masa 
de  acreedores,  si  se  lian  practicado  con  posterioridad  á 
la  fecha  de  la  cesación  de  pagos  (art.  709): 

1. ®  Todos  los  actos,  palios  y enajenaciones  á título 
oneroso,  cuando  se  pruebe  que  el  tercero  conocía  el  esta- 
do de  cesación  de  pagos  en  que  se  encontraba  el  comer- 
ciante, aunque  no  hubiese  sido  declarado  en  quiebra  to- 
davía, pues  es  racional  suponer  en  tal  caso  un  concierto 
fraudulento  entre  el  quebrado  y el  tercero  para  sustraer 
á éste  á la  suerte  común  de  todos  los  acreedores.  Sin  em- 
bargo, si  el  pago  se  refiriese  á obligaciones  cambiarias, 
la  acción  para  la  restitución  del  dinero  podría  promover- 
se tan  sólo  contra  el  último  obligado  por  regreso  (es  de- 
cir, contra  el  librador  de  las  letras  de  cambio  y contra  el 
tomador  en  los  pagarés  cambiarlos),  siempre  que  éste 
conociese  la  cesación  de  los  pagos  al  librar  ó endosar  la 
cambial  (art.  711);  y esto,  porque  si  se  pudiese  obligar  al 
poseedor  de  la  cambial  á restituir  su  importe  no  habien- 
do éste  sacado  el  protesto  á su  debido  tiempo,  quedaiía 
sin  acción  cambiaria  contra  los  demás  obligados. 

2. ®  Los  actos  y contratos  conmutativos,  en  los  que 
los  valores  dados  ó las  obligaciones  contraídas  por  el 
quebrado  excedan  notablemente  de  lo  que  á él  se  le  ha 
dado  ó prometido, porque  la  desproporción  entre  loque  el 
quebrado  da  y lo  que  recibe  en  equivalencia  es  argumen- 
to suficiente  pura  presumir  que  el  acto  oculta  un  fraude. 

3. ®  Los  pagos  de  los  débitos  vencidos  y exigibles  que 
no  se  hayan  hecho  en  dinero  ó en  efectos  de  comercio, 
puesto  que  el  hecho  de  haberse  efectuado  el  pago  en 
forma  anormal,  es  decir,  no  haciéndolo  en  dinero  ó efec- 
tos comerciales,  basta  para  presumir  la  existencia  de  un 
fraude. 
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4.^  Las  prendas,  hipotecas  ó anticresis  constituidas 
•sobre  los  bienes  del  deudor,  porque  hay  razón  para  su- 
poner que  estos  actos  se  han  practicado  con  la  intención 
de  conceder  ventajas  especiales  á alguno  de  los  acreedo- 
res en  daño  de  los  demás.  La  presunción  de  fraude  no 
alcanza  á la  hipoteca  legal  ó judicial  (aunque  acerca  de 
esta  última  la  controversia  está  todavía  bastante  empe- 
ñada), ni  tampoco  á la  simple  inscripción  de  una  hipo- 
teca convencional  que  nazca  de  hechos  anteriores  á la 
cesación  de  los  pagos,  porque  en  unos  casos  no  se  trata 
de  actos  del  quebrado,  y en  el  otro,  naciendo  válidamen- 
te el  derecho  á la  hipoteca,  la  inscripción  no  supone  más 
que  el  cumplimiento  de  una  mera  formalidad  (artícu- 
lo 710). 

Si,  pues,  los  actos  del  quebrado  se  hubieren  ejecuta- 


do en  los  diez  días  anteriores 


á la  declaración  de  la 


quiebra,  entonces  la  presunción  de  fraude  subsiste  tam- 
bién, aun  cuando  no  concurran  los  demás  extremos  que 
quedan  indicados,  por  no  ser  probable  que  diez  días  an- 
tes de  dicha  declaración  el  comerciante  ignorase  su  pro- 
pio estado,  ni  que  lo  ignorase  el  que  ha  contratado 
con  él. 


Digamos,  por  último,  que  todo  esto  produce  indepen- 
iiientemente  de  lo  dispuesto  en  el  art.  1.235  del  Oódigo 
civil,  por  virtud  del  que  los  acreedores  pueden  siempre 
impugnar  los  actos  ejecutados  por  el  deudor  en  fraude 
de  sus  derechos  (art.  708)  (a). 


{a)  Los  preceptos  del  dereclio  esparuol  respecto  a los  acto^  anu 

lables  del  quebrado,  son  los  siguientes: 

Todos  los  actos  de  dominio  y administración  realizados  por  éste 
con  posterioridad  á la  época  á que  se  retrotraen  ios  efectos  de 

declaración  de  la  quiebra,  son  nulos  (art.  878). 

Son  anulables,  los  pagos  beclios  por  el  quebrado  en  d.ineio,  e ee 
tos  ó valores  de  crédito  en  los  quince  días  precedentes  a la  declara- 
ción de  quiebra,  por  deudas  y obligaciones,  cuyo  vencimiento  fuese 


CAPITULO  III 


AdMixaisíFaclén  la  qii telara. 


§ 1.® — Personas  encargadas  de  la  administración, 

482. — Despojado  el  quebrado  de  la  administración 
de  sus  propios  bienes,  ésta  se  confía  á un  curador  (sín- 
dico), bajo  la  inspección  de  una  delegación  de  acreedo- 
res j la  dirección  de  un  juez  delegado  (comisario).  Así 
se  constituje  la  administración  de  la  quiebra,  la  cual  se 
propone  conservar  y liquidar  los  bienes  del  quebrado  y 
repartirlos  después  entre  los  acreedores  (art.  703). 

po  iterior  á ésta.  El  descuento  de  los  propios  efectos  hecho  por  el 
comerciante  dentro  del  mismo  plazo  se  considera  como  pag*o  anti- 
cipado (art.  879). 

Por  presumirse  fraudulentos  son  anulables  si  se  hubieren  cele- 
brado en  los  treinta  días  precedentes  á la  declaración  de  la  quiebra. 

1. ^  Las  trasmisiones  de  bienes  inmuebles  hechas  á título  gra- 
tuito. 

2. ”  Las  constituciones  dótales  hechas  de  bienes  privativos  suyos 
á sus  hijos. 

3. ®  Las  concesiones  y traspasos  de  bienes  inmuebles  en  pago  de 
deudas  no  vencidas  al  tiempo  de  declararse  la  quiebra. 

4. "  Las  hipotecas  convencionales  sobre  obligaciones  de  fecha 
anterior  que  no  tuvieren  esta  calidad,  ó j)í>r  préstamo  de  dinero  ó 
mercaderías  cuya  entrega  no  se  verificase  de  presente  al  tiempo  de 
otorgarse  la  oblig'ación  ante  el  notario  y testigos  que  intervinieren 
en  ella. 

5. ®  Las  donaciones  entre  vivos  que  no  tengan  conocidamente  el 
carácter  de  remuneratorias,  otorgadas  después  del  balance  anterior 
á la  quiebra,  si  de  éste  resultase  un  pasivo  superior  al  activo  del 
quebrado  (art.  880). 

A instancia  de  los  acreedores  y mediante  la  prueba  de  haber  el 
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a)  Síndico, 


483. — El  sindico  es  nombrado  provisionalmente  por 
el  Tribunal  en  la  sentencia  declarativa  de  la  quiebra- 
debe  elegirse  entre  las  personas  extrañas  á la  masa  dé 
los  acreedores  que  no  sean  parientes  6 afines  del  que- 
brado basta  el  cuarto  grado  inclusive,  y se  encuentren 
incluidos,  á ser  posible,  en  la  lista  correspondiente  for- 
mada por  la  Cámara  de  comercio  (arts.  714-716).  El  sín- 
dico provisional  se  convierte  en  definitivo  por  decreto 
del  Tribunal,  después  de  oídos  á este  propositólos  acree- 
dores en  la  primera  junta  que  celebren  fijada  en  la  sen- 
tencia declarativa.  Sin  embargo,  el  Tribunal  puede  tam- 


quebrado  procedido  con  ánimo  de  defraudarlos  en  sus  derechos,  po- 
drán anularse: 

1. °  Las  enajenaciones  á título  oneroso  de  bienes  raíces,  hecha» 
en  el  mes  precedente  á la  declaración  de  la  quiebra. 

2. ®  Las  constituciones  dótales  hechas  en  igual  tiempo  de  bienes 
de  la  sociedad  conyugal  en  favor  de  los  hijos,  ó cualquiera  otra 
trasmisión  de  los  mismos  bienes  á título  gratuito. 

3. °  Las  constituciones  dótales  ó reconocimientos  de  capitales, 
hechas  por  un  cónyugue  comerciante  á favor  del  otro  cónyuge  en 
los  seis  meses  procedentes  á la  quiebra,  siempre  que  no  sean  bienes 
inmuebles  de  abolengo  de  éste,  ó adquiridos  ó poseídos  de  antema- 
no por  el  cónyug’e  en  cuyo  favor  se  hubiere  hecho  el  reconocimien- 
to de  dote  ó capital. 

4. °  Toda  confesión  de  recibo  de  dinero  ó de  efectos  á título  de 
préstamo,  que,  hecha  seis  meses  antes  de  la  quiebra  en  escritura 
pública,  no  se  acreditare  por  la  fe  de  entrega  de  notario,  ó si,  ha 
biéndose  hecho  en  documento  privado,  no  constare  uniformemente 

de  los  libros  de  los  contratantes. 

5. ^^  Todos  los  contratos,  obligaciones  y operaciones  mercanti  os 
del  quebrado  que  no  sean  anteriores  en  diez  días,  á lo  meno>,  a 

declaración  de  la  quiebra  (art.  S81).  , 

Por  último,  puede  revocarse  á instancia  de  los  acreedores 
donación  ó contrato  celebrado  en  los  dos  años  anterioies  a la  q 
bra,  si  llegare  a probarse  cualquiera  especie  de  suposición  o siin 
lación  hecha  en  fraude  de  aquéllos  (art.  882). — (N.  T.) 
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bién  nombrar  síndico  definitivo  á otra  persona^  en  vez: 
de  confirmar  en  su  oficio  al  síndico  provisional  (art.  717)» 
Nombrado  el  síndico  provisional  ó definitivo,  debe 
notificársele  inmediatamente  su  nombramiento,  á fin  de 
que  pueda  entrar  en  funciones  ó rechazar  el  nombra- 
miento. La  no  aceptación  debe  hacerse  en  el  término  de 
tres  días;  trascurrido  este  término,  se  presume  que  el 
síndico  ha  aceptado  j queda  obligado  á hacerse  cargo  de 
su  oficio  y á no  abandonarlo  más  que  cuando  á su  ins- 
tancia se  le  hubiere  nombrado  un  sucesor  (art.  718).  El 
síndico  no  está  por  regla  general  obligado  á dar  caución; 
pero  cuando  concurran  motivos  especiales  nacidos  de  la 
naturaleza  del  patrimonio  del  quebrado,  ó de  las  condi- 
ciones de  la  administración,  entonces  el  Tribunal  puede 
exigirle  que  preste  caución  en  la  medida  que  tenga  por 
conveniente  (art.  721).  En  el  ejercicio  de  sus  funciones 
debe  obrar  personalmente,  y sólo  por  excepción  puede 
ser  autorizado  para  buscarse  la  ayuda  de  una  ó varias 
personas  retribuidas,  ó también  del  mismo  quebrado^ 
siempre  por  supuesto  bajo  su  propia  responsabilidad  (ar- 
tículo 751).  Este  cargo  es  de  ordinario  retribuítlo  con 
arreglo  á lo  que  determina  el  Tribunal;  pero  á fin  de  que 
el  síndico  no  pueda  prolongar  indefinidamente  las  ope- 
raciones  de  la  quiebra,  con  el  único  objeto  de  gozar  du- 
rante todo  el  tiempo  de  la  retribución  se  ha  establecido 
que  ésta  no  pueda  consistir  más  que  en  una  suma  única 
por  todo  el  tiempo  que  dure  la  quiebra,  ó bien  en  una 
suma  determinada  á razón  de  un  tanto  por  ciento  sobre 
el  importe  de  los  valores  que  ingresen  en  caja.  Además, 
para  no  disminuir  el  interés  del  síndico  en  la  pronta  ter- 
minación de  la  quiebra,  la  retribución  debe  pagársele 
por  partes  ó fracciones  al  tiempo  de  hacerse  las  distri- 
buciones dei  activo  entre  los  acreedores,  en  proporción  á 
lo  que  ellos  reciben  (art.  722). 
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El  sírKli(^o  ejerce  sus  funciones  en  tanto  que  dura  el 
procedimiento  de  quiebra,  pero  puede  renunciar  á su 
cargo  áun  durante  el  curso  de  la  quiebra  misma,  y tam- 
bién ser  destituido  ó subrogado  por  el  Tribunal,  de  oficio 
ó á instancia  de  los  acreedores  (art.  720).  Sin  embargo, 
éstos  no  pueden  pedir  ia  subrogación  más  que  en  la  jun- 
ta celebrada  para  ultimar  el  proceso  verbal  de  la  com- 
probación de  los  créditos,  ó posteriormente  (no  antea, 
porque  no  se  conoce  aún  si  los  pretendidos  acreedores  lo 
son  de  verdad)  j con  el  concurso  de  la  mayoría  que  se 
exige  para  la>  validez  del  concordato.  Cuando  concurran 
estos  extremos  la  subrogación  debe  acordarse  áun  cuan- 
do el  síndico  propuesto  no  estuviese  comprendido  en  la 
lista  de  la  Cámara  de  comercio  (art.  719).  Si  el  síndico 
resultase  responsable  por  culpa  ó dolo  en  el  cumpli- 
miento de  sus  funciones,  podrá  ser  destituido  á instancia 
de  uno  ó varios  acreedores  de  la  comisión  de  delegación, 
6 también  del  presidente  de  la  misma  tan  sólo,  así  como 
también  del  juez  comisario  (arts,  720,  726-728). 

ó). — Delegación  de  Ion  acreedores  (a). 


484. — Los  acreedores  vigilan  la  administración  de 
la  quiebra  por  medio  de  una  delegación  de  tres  ó cinco 
de  entre  ellos,  nombrados  en  1 1 primera  junta  fijada  en 
la  sentencia  declarativa  de  la  quiebra  (art.  723)  por  ma- 
yoría de  votos,  puesto  que  no  diciendo  nada  la  ley  á este 
propósito  debe  aplicarse  la  regla,  general  del  art.  907. 
fei  los  acreedores  no  nombrasen  esta  delegación,  debe 
hacerse  su  nombramiento  por  el  tribunal.  De  cualquier 
modo  que  se  haga,  debe  notificarse  iii mediatamente  por 


{a)  X»a  intervención  de  ios  acreedores  en  el  derecno  español,  b® 
reviste  esta  forma  característica  de  delefífaciói?-. -"(N.  T.) 
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el  síndico  á los  ddciiiulos,  los  ciinlos,  cii  el  torinino  do 
cinco  días  desde  la  lu  tlíicación,  deben  elegir  de  entre 
ellos  su  presidente  y ponerlo  en  conocimiento  del  tribu- 
nal. A falta  de  esto,  delegación  es  presidida  por  el 
acreedor  nombrado  por  mayor  número  de  votos.  El  pre- 
sidente puede  convocar  la  delegación  siempre  que  lo  es- 
time oportuno:  sin  embargo,  a fin  de  que  no  falte  al 
cumplimiento  de  su  n'isión,  se  lia  establecido  que  debe 
reunirse  pxir  lo  menos  dos  veces  al  mes  (art.  7251.  De 
esta  manera  puede  vigilar  eficazmente  las  operaciones 
de  la  quiebra  y usar  de  las  facultades  que  la  lev  le  con- 
cede, entre  las  que  está  la  de  pedir  en  cualquier  tiempo 
informes  al  síndico  y al  quebrado,  y pedir  qne  se  adop- 
ten las  medidas  que  considere  oportunas  en  interes  de 
la  masa,  v también  la  separación  del  síndico.  Por  último, 
de  estas  facultades  puede  liacer  uso  también  el  presi- 
dente de  la  delegación,  y los  miembros  de  ella  pueden 
particularmente  examinar  los  registros  y los  documen- 
tos referentes  a la  adniinistraoión  de  la  quiebra  (artícu- 
lo 726).  El  cargo  de  individuo  de  la  delegación  no  es  or- 
dinariamente retribuido,  pero  puede  serlo  mediando  pac- 
to especial.  La  delegación  ejerce  sus  funciones  mientras 
dura  el  procedluíieuto  de  quiebra;  pero  cada  uno  de  sus 
individuos  puede  reiiiiueiar  el  cargo,  ó ser  subrogado  por 
la  mayoría  de  los  acreedores  en  la  junta  celebrada  para 
ultimar  la  revisión  de  créditos,  ó en  las  posteriores.  En 
esta  junta  puede  tambión  aumentarse  el  número  de  com- 
ponentes de  la  delegación,  elevándolo  desde  tres  á cin- 
co (art.  723). 

c\ — Juez  comisario. 


— El  juez  comisario  está  especialmente  encarga» 
do  de  dirigir  é insiar  tudas  las  operaciones  de  ia  quiebra 
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(:irt.  727).  Es  nombnulo  por  el  tribunal  en  la  sentencia 
declarativa  de  la  quiebra;  pero  no  puede  considerarse 
siempre  como  representante  del  tribunal  que  le  nombró 
porque  sus  funciones  son  en  ciertos  casos  las  de  un  ma- 
gistrado independiente;  es  decir,  con  jurisdicción  y com- 
petencia propia.  Por  razón  de  este  carácter,  le  corres- 
ponden precisamente  las  funciones  que  tienen  por  obje- 
to dirigir  é instar  las  operaciones  de  la  quiebra;  en 
particular,  el  juez  comisario  ordena  las  medidas  urgen- 
tes que  son  precisas  para  la  seguridad  y conservación  de 
los  bienes  de  la  masa;  nombra,  á propuesta  del  síndico, 
los  abogados,  procuradores,  notarios,  alguaciles,  peritos, 


corredores  y guardas  6 depositarios,  cuyos  trabajos  se 
requiera  emplear  en  las  operaciones  de  la  quiebra;  estos 
nombramientos  deben  considerarse  nulos  en  absoluto  si 
no  los  hiciere  el  juez  comisario;  liquida  los  gastos  y las 
retribuciones  é indemnizaciones  que  deben  abonarse  á 
las  personas  antes  indicadas;  convoca  á los  acreedores 
siempre  que  lo  estime  oportuno;  puede  proponer  también 
de  oíicio  la  separación  del  síndico,  oir  al  quebrado  y á 
cualquier  otra  persona  por  lo  que  pudiera  interesar  á la 
quiebra,  trasmitir  al  procurador  del  rey  las  noticias  re- 
cogidas (arts.  730  y 732),  y pedir  un  salvo  conducto  para 
el  quebrado  contra  quien  se  hubiese  dictado  auto  de  pri- 
sión (art.  731).  Finalmente,  el  juez  comisario  ejerce  en 
ciertos  casos  funciones  de  carácter  contencioso;  á este 

efecto,  le  corresponde  resolver  en  el  termino  de  tres  días 

« 

las  instancias  que  se  presentaren  contra  las  operaciones 
practicadas  por  el  síndico,  salvo  el  derecho  de  recurrir  al 
tribunal,  pero  la  orden  primera  y provisional  debe  recia 
marse  de  él  (art.  728).  Además,  decide  las  cuestiones  re- 
feren tes  á créditos  mercantiles  cuyo  valor  no  exceda  de 
los  que  son  de  la  competencia  del  pretor,  salvo  el  rcc 
80  de  apelación  al  tribunal,  mieritrc s que  en  las  cuestione 
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de  mayor  importancia  ó de  naturaleza  civil  debe  enviar 
á las  partes  ante  el  tribunal  ó ante  el  pretor,  si  niüguno 
de  los  créditos  cuestionados  excede  de  la  competencia  de 
éste  (art.  763).  Como  representante,  pues,  del  tribunal 
de  que  procede,  tiene  además  la  obligación  anteriormen- 
te indicada  de  enviar  alas  partes  ante  el  tribunal  ó ante 
el  pretor;  está  obligado  el  juez  comisario  á informar  al 
tribunal  sobre  las  cuestiones  que  se  pro  luzcan  en  la 
quiebra,  sin  que  por  esto  se  entienda  que  queda  imposi- 
bilitado de  ocupar  su  puesto  entre  los  jueces  que  han  de 
resolver  dichas  cuestiones,  y á trasmitir  las  instan- 
cias que  se  promuevan  para  la  renovación  del  síndico 
(art.  728). 

También  el  juez  comisario  dura  en  su  cargo  mien- 
tras dura  la  quiebra,  pero  puede  en  todo  tiempo  ser 
subrogado  por  el  tribunal  (art.  727,  § 2.®) 

§ 2.° — Colocación  de  los  sellos  é invmtario. 

486. — Nombrada  la  autoridad  encargada  de  la  admi- 
nistración de  la  quiebra,  se  debe  ante  todo  asegurar  el 
patrimonio  del  quebrado  y conocer  el  activ^o  de  que  se 
compone.  A este  objeto  responden  la  colocación  de  los 
sellos  y el  inventario. 

La  colocación  de  los  sellos  se  decreta  en  la  sentencia 
declarativa  de  la  quiebra,  y es  ésta  una  medida  conser- 
vadora que  tiende  á asegurar  el  activo  de  la  quiebra, 
basta  tanto  que  se  haya  exactamente  inventariado;  de 
aquí  que  si  fuese  posible  redactar  inmediatamente  el  in- 
ventario en  un  solo  día,  podría  suprimirse  la  colocación 
de  los  sellos  (art.  7d9),  La  colocación  de  los  sellos  se 
bace  por  el  pretor,  ó por  los  varios  pretores  de  cada  uno 
de  los  lugares  donde  se  encuentren  los  bienes  del  que- 
brado, de  ordinario,  dentro  del  término  de  veinticuatro 
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horas  después  de  recibido  el  aviso  de  la  quiebra  (ártica- 
lo  733,  § l.°),  y excepcionalmente  aun  antes  de  esto  en 
los  casos  de  fuga  del  deudor  ó de  destrucción  del  activo 
(art.  733,  § 2.^).  Si  no  se  hubiere  hecho.así,  entonces  el 
síndico  al  entrar  en  funciones  debe  instar  al  pretor  á 
fin  de  que  éste  lo  haga  (art.  744).  Los  sellos  deben  colo- 
carse ordinariamente  sobre  todos  los  bienes  del  quebra- 
do (art.  734);  sin  embargo,  los  vestidos,  utensilios  y 
muebles  necesarios  al  quebrado  y á su  familia  no  que- 
dan sellados,  pero  hay  que  hacer  de  ellos  una  sumaria 


descripción,  y se  dejan  en  su  poder,  salvo  el  derecho  del 
juez  á determinar  lo  que  proceda  en  el  caso  de  reclama- 
ción por  parte  del  síndico  ó de  la  delegación  de  los  acree- 
dores (art.  735);  del  mismo  modo  las  cosas  que  por  estar 
sujetas  á fácil  deterioro  ó á inminente  disminución  de 
valor,  ó bien  por  ser  de  costosa  conservación,  si  se  hu- 
biere convenido  venderlas  (art.  750),  y también  aquellas 
que  sirven  para  el  comercio  del  quebrado,  si  el  síndico 
ha  sido  autorizado  para  continuarlo,  no  son  selladas  si 
el  síndico  así  lo  pidiere,  pero  deben  describirse  en  el  in- 
ventario y hacerse  valorar  en  presencia  del  pretor  (ar- 
tículo 730).  Lo  mismo  hay  que  decir  de  los  libros  del 
quebrado,  que  es  preciso  examinar  naturalmente,  y que 
al  efecto  deben  depositarse  en  la  secretaría  del  tribunal, 
en  el  supuesto  se  entiende,  de  que  el  síndico  no  haya 
sido  autorizado  por  el  juez  comisario  para  retenerlos  en 
su  poder  por  un  tiempo  que  debe  fijarse  determinada- 
mente, ó bien  deben  depositarse  en  manos  del  juez  de 
instrucción  si  fuesen  tachados  de  falsedad  (art.  /37). 
Finalmente,  otro  tanto  procede  tratándose  de  títulos  de 
crédito  de  vencimiento  próximo,  ó que  precisan  actos 
que  pueden  afectar  á la  conservación  de  los  derechos  del 
quebrado.  Estos  títulos,  con  la  autorización  del  juez  co 
misario,  deben  entregarse  previa  descripción  ai  siudico. 
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para  que  éste  haga  con  ellos  lo  que  proceda  (art.  738). 

Colocados  los  sellos,  el  pretor  ó los  pretores  que  lo 
hayan  hecho  deberán  ponerlo  inmediatamente  en  cono- 
cimiento del  presidente  del  tribunal  que  declaró  la  quie- 
bra (art.  734,  § 2.®). 

487. — La  colocación  de  los  sellos  es,  como  hemos  di- 
cho ya,  una  medida  encaminada  á asegurar  los  bienes 
que  han  de  incluirse  después  en  el  inventario;  pero  esta 
inclusión  no  puede  naturalmente  hacerse  mientras  per- 
manecen los  bienes  del  quebrado  con  los  sellos  puestos; 
por  eso  el  síndico  en  los  tres  días  siguientes  al  de  su 
nombramiento  definitivo,  debe  solicitar  del  pretor  el  le- 
rantamiento  de  los  sellos  y proceder  á la  formación  del 
inventario  de  los  bienes  del  quebrado,  á presencia  6 con 
citación  de  éste  (art.  740),  el  cual  tiene  naturalmente  in- 
terés y también  derecho  de  presenciar  la  operación;  debe 
presenciarla,  por  el  contrario,  en  interés  de  la  masa  la 
delegación  de  los  acreedores,  y si  ésta  no  estuviere  to- 
davía constituida,  uno  6 varios  acreedores,  ó un  notario, 
ú otra  persona  idónea  designada  por  el  tribunal,  y en 
caso  de  urgencia  por  el  juez  comisario  (art.  741). 

El  inventario  debe  comprender  la  descripción  de  lo 
que  constituye  el  activo  de  la  quiebra,  estar  suscrito 
por  todos  los  que  en  él  intervienen,  redactarse  por  du- 
plicado, debiendo  depositarse  uno  de  los  originales  en 
la  secretaría  del  tribunal  en  las  veinticuatro  horas  si- 
guientes, y quedar  el  otro  en  poder  del  síndico.  Para 
ahorrar  tiempo  y gastos  no  esta  sujeto  el  inventario  á 
las  formalidades  ordinarias  del  procedimiento  (art.  866 
y siguientes,  Cód.  proc.  civ.),  pero  sí  al  pago  de  los  de- 
rechos de  registro  y sello,  puesto  qus  la  exención  fijada 
por  el  art.  741  ha  sido  derogada  por  el  art.  21  de  la  ley 
de  14  de  Julio  de  1887  sobre  registro  y timbre;  sin  em- 
bargo, el  tribunal,  si  las  circunstancias  especiales  de  la 
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quiebra  lo  exigieren,  podrá  prescribir  las  reglas  particu- 
lares y las  precauciones  que  estime  oportunas  para  la 
redacción  del  inventario  (art.  741). 

Terminado  el  inventario,  el  síndico  se  constituye,  ha- 
ciendo la  declaración  en  cada  uno  de  los  originales  del 
inventario,  en  depositario  judicial  de  todo  lo  que  se  le 
entrega  bajo  recibo,  y como  tal  responde  de  ello  á la 
masa.  Sin  embargo,  el  dinero  debe  depositarse  judicial- 
mente, ó si  las  partes  interesadas  lo  consienten,  en  un 
instituto  de  crédito  ó en  casa  de  un  banquero  particu- 
lar (arts.  742,  878).  Eespecto  á los  libros  y papeles  del 
quebrado,  en  caso  de  procedimiento  criminal  por  false- 
dad, ha  de  tenerse  en  cuenta  lo  dispuesto  en  los  artícu- 
los 698  y 701  del  Código  de  procedimiento  criminal, 
puesto  que  el  juez  instructor  tiene  derecho  á exigir  su 
presentación. 

Lo  que  hemos  dicho  hasta  ahora  referente  al  inven- 
tario, supone  que  se  ha  hecho  viviendo  aún  el  quebrado; 
pero  podría  acontecer  que  la  quiebra  se  hubiese  declara- 
do después  de  la  muerte  del  deudor,  ó que  éste  se  hu- 
biese muerto  después  de  la  declaración  de  la  quiebra. 
En  el  primer  caso,  si  se  hubiese  ya  redactado  el  inven- 
tario de  la  herencia,  éste  es  bastante;  de  no  ser  así,  se 
procederá  á hacerlo  á presencia  ó con  citación  de  los  he- 
rederos; en  el  segundo  casó,  el  inventario  se  redactara 
en  la  forma  indicada  por  el  Código  de  comercio,  presen- 
tes también  ó solamente  citados  los  herederos  (art.  743). 


§ 3.^ — Funciones  jpr  eliminar  es  de  la  adniimsoracióri. 

488. — El  objeto  principal  de  la  administración  de  la 
quiebra  es  el  de  liquidar  el  pasivo  y el  activo,  y diotri 
huir  después  lo  restante  á los  acreedores.  Sin  embargo, 
antes  de  proceder  á estas  operaciones,  incumben  al  sin 
dico  funciones  que  pudieran  llamarse  preliminaies,  en 
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caminadas  como  es  consii^iiieiite  también  á consef>-nir  el 
objeto  indicado.  A este  efecto,  está  obliííado  á redactar 
una  relación  de  los  acreedores  de  la  quiebra,  qne  lia  de 
depositarla  en  la  secretaría  del  Tribunal,  y á citarlos 
particularmente  para  la  primera  junta  lijada  en  la  sen- 
tencia declarativa  de  la  quiebra  (art.  744);  debe  redactar 
el  balance  en  el  caso  de  no  haberlo  presentado  el  que- 
brado; j si  lo  hubiere  presentado,  rectificarlo  siempre 
que  lo  crea  oportuno  ( arts.  745,  746);  examinar,  á ser 
posible  en  unión  del  quebrado,  los  libros  de  éste,  reco- 
nocer su  contenido,  cerciorarse  de  su  estado  v cerrarlos 
Y firmarlos  en  su  presencia  (art.  747);  proponer,  cuando 
lo  crea  conveniente,  al  juez  comisario  la  concesión  al 
quebrado  que  lo  hubiere  solicitado  para  sí  j para  su  fa- 
milia del  activo  de  la  quiebra,  los  socorros  necesarios;  el 
juez  comisario  no  podrá  resolver  acerca  de  este  particu- 
lar más  que  oyendo  previamente  á la  delegación  de  los 
acreedores;  pero  después  de  terminado  el  reconocimiento 
de  los  créditos,  es  decir,  cuando  se  conoce  ya  con  certe- 
za cuáles  son  los  acreedores,  corresponde  á éstos  resol- 
ver sobre  los  socorros  que  deben  darse  al  quebrado  (ar- 
tículo 752);  exigir  los  créditos  del  quebrado  tomando  las 
precauciones  especiales  que  ordene  el  juez  comisario; 
tomar  todas  las  medidas  necesarias  para  la  conservación 
de  los  derechos  del  quebrado  contra  sus  deudores,  y so- 
licitar en  nombre  de  la  masa  las  inscripciones  hipoteca- 
rias que  no  se  hubiesen  hecho  sobre  los  bienes  inmue- 
bles de  aquéllos  (art.  748);  vender  con  autorización  del 
juez  comisario  las  cosas  sujetas  á deterioro  ó á inmi- 
nente disminución  de  valor  y las  de  costosa  conserva- 
ción, y continuar,  siempre  con  la  autorización  ya  dicha, 
el  comercio  del  quebrado,  si  no  puede  abandonarse; >sin 
perjuicio  de  los  acreedores  (art.  750);  el  dinero  prove- 
niente de  las : ventas  y de  las  cobranz.as,  deducción  he- 
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cha  de  las  sumas  que  el  juez  comisario  considere  nece> 
sarias  para  los  gastos  de  justicia  y de  administración 
debe  ser  en  seguida  depositado  judicialmente,  j no  pue- 
de retirarse  más  que  por  orden  del  juez  comisario  (artí- 
culos  753,  754);  finalmente,  presentar  en  el  término  de 
quince  días  desde  la  toma  de  posesión  de  su  cargo  al 
juez  comisario  una  sucinta  exposición  de  las  principales 
causas  y circunstancias  de  la  quiebra  y de  los  caracteres 
que  presenta  y estado  sumario  de  la  situación  aparente 
de  la  masa  (art*  756].  Y a fin  de  que  no  ignoren  los 
acreedores  las  noticias  que  puedan  interesarles,  se  ha 
dispuesto  que  las  cartas  y telegramas  dirigidos  al  que- 
brado deben  entregarse  al  síndico,  el  cual  está  autori- 
zado para  abrir  unas  y otros.  El  quebrado  puede  asistir 
á la  apertura  y pedir  la  entrega  de  las  cartas  y telegra- 
mas cuyo  contenido  no  afecte  á sus  intereses  patrimo- 
niales. El  síndico  deberá,  como  es  consiguiente,  guardar 
el  secreto  (art.  749).  Esta  atribución  del  síndico  la  tiene 
no  sólo  en  este  primer  período  de  la  quiebra,  sino  por 
toda  la  duración  de  la  misma. 

Del  cumplimiento  de  todas  las  indicadas  obligacio- 
nes, y en  general  de  sus  funciones,  es  responsable  direc- 
tamente el  síndico,  y mientras  desempeñe  el  cargo,  debe 
presentar  á la  delegación  de  los  acreedores  a fin  de  cada 
mes  uu  estado  sumario  de  su  administración,  y,  termi- 
nada ésta,  rendir  las  cuentas.  La  rendición  de  cuentas, 
en  caso  de  renuncia  6 separación  del  síndico,  debe  ha- 
cerse por  el  síndico  que  le  suceda  en  el  cargo,  pero  no 
tiene  carácter  definitivo  hasta  su  aprobación  por  los 
acreedores;  en  el  caso  de  que  se  haga  por  acabarse  la 
quiebra,  es  decir,  terminada  la  liquidación  del  activo, 
debe  someterse  á los  mismos  acreedores,  los  cuales  ha^ 
brán  de  ser  convocados  al  efecto  a una  junta  especial^  a 
ouo  habrá  de  invitarse  también  al  quebrado  (art.  757)- 


CAPITULO  IV 


lii^uidacióit  del  pasiTo. 


§ 1.®  — Reconocimiento  de  los  créditos, 

489. — Practicadas  las  funciones  preliminares  de  que 
acabamos  de  hablar,  se  debe  proceder  inmediatamente  á 
la  liquidación  del  pasivo  y del  activo.  La  liquidación  del 
pasivo,  de  la  que  hemos  de  hablar  en  primer  término, 
tiene  por  objeto  determinar  quiénes  son  los  acreedores, 
cuál  es  el  importe  de  sus  créditos  y qué  títulos  de  prefe- 
rencia pueden  presentarse  frente  á los  de  los  demás. 
Precisa,  pues,  buscar  el  punto  de  partida  para  el  reco- 
nocimiento de  los  créditos.  A este  efecto  los  acreedores, 
dentro  del  término  fijado  en  la  sentencia  declarativa, 
término  que  si  se  trata  de  acreedores  de  fuera  puede 
prorrogarse  por  el  juez  comisario,  deben  exhibir  sus  tí- 
tulos en  la  secretaría  del  tribunal  que  dictó  dicha  sen- 
tencia (arts.  758,  759). 

La  exhibición  de  los  créditos,  á más  de  todo  lo  que 
á los  mismos  se  refiere,  debe  también  contener  la  afir- 
mación clara  y explícita  de  que  el  crédito  es  verdadero 
j real,  y estar  suscrita  por  el  acreedor,  ó por  persona 
autorizada  con  mandato  especial  para  hacer  por  él  tal 
afirmación  (art.  760).  Después  se  procede  al  examen  por 
la  masa  de  los  acreedores,  sustituida  en  los  derechos  del 
quebrado,  al  reconocimiento  de  los  créditos.  Este  se 
hace  por  el  juez  comisario  antes  que  por  el  síndico,  para 
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niíiyor  g'arantía  de  todos  los  interesados;  sin  embargo, 
el  juez  comisario,  con  objeto  de  conseguir  todas  las  acla- 
raciones necesarias,  puede  ordenar  la  intervención  del 
síndico,  de  la  delegación  de  los  acreedores  j del  quebra- 
do, y también  la  comparecencia  personal  del  acreedor 
autorizándole  igualmente  para  comparecer  por  medio 
de  mandatario;  del  mismo  modo  y con  el  mismo  objeto 
puede  prescribir  la  presentación  de  los  libros  de  comer- 
cio del  acreedor,  ó de  un  extracto  de  ellos,  y citar  á cual- 
quier otra  persona  que  pueda  ofrecerle  noticias  ó acla- 
raciones (art.  161)  (a).  Los  créditos  que  de  este  modo 
resulten  justificados,  si  sobre  ellos  no  se  hubiere  moti- 
vado contienda,  se  admitirán  entretanto,  es  decir,  no  de 
una  manera  definitiva,  en  el  pasivo  de  la  quiebra.  El 
juez  comisario  debe  hacer  constar  esto  en  el  proceso 
verbal  y al  margen  de  los  títulos  de  que  proceden,  indi- 
cando la  suma  por  la  que  se  admite  el  crédito. 

Si  hubiere  contienda,  ó si  el  juez  comisario  no  consi- 
dera que  el  crédito  esté  suficientemente  justificado,  la 
resolución  queda  aplazada  hasta  el  día  de  la  terminación 
del  j uicio  verbal  de  reconocimiento,  y el  acreedor  que 
no  hubiere  intervenido  personalmente  ó mediante  man- 
datario, debe  ser  especialmente  citado  por  el  síndico  (ar- 
tículo 762). 

490. — En  el  día  fijado  en  la  sentencia  declarativa  de 
la  quiebra  para  la  terminación  del  juicio  verbal  de  reco- 
nocimiento, el  juez  comisario  procede  en  juicio  contra- 
dictorio con  los  interesados,  cuja  circunstancia  es  indis- 


(a)  En  el  derecho  español  el  examen  j graduación  de  créditos 
corresponde  á la  junta  general  de  acreedores  convocada  al  efecto  j 
en  vista  de  los  documentos  originales  de  crédito  y de  los  libros^  y 
papeles  del  quebrado,  cuyos  documentos,  libros  y papeles  habí  an 
de  examinarse  previamente  por  el  síndico,  quien  ha  de  informar 
la  junta  sobre  el  valor  de  unos  y otros  ( arts.  1.180  y 1.0/3  del  Có- 
digo de  comercio  de  1829). — (N.  T.) 
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pensable,  ya  que  la  admisión  lia  de  tener  carácter  defi- 
nitivo, al  examen  de  todos  los  créditos  impugnados  y 
también  al  de  los  ya  admitidos,  si  sobre  ellos  surgiere 
controversia  (art.  763,  § 1.^).  Los  créditos  no  impugna- 
dos ó que  se  reconocen  justificados  por  todos  los  intere- 
sados, quedan  admitidos  en  el  pasivo  de  la  quiebra.  Sin 
embargo,  si  se  trata  de  créditos  sin  intereses  todavía  no 
vencidos  á la  fecha  de  la  declaración  de  la  quiebra,  se 
admiten  en  el  pasivo  por  todo  su  valor,  con  la  reserva 
expresa  de  que  el  pago  de  cada  reparto  especial  deberá 
consistir  en  una  suma  tal,  que,  calculados  los  intereses 
compuestos  á razón  del  cinco  por  ciento  al  año  por  el 
tiempo  que  resta  desde  la  fecha  de  la  orden  de  pago  has- 
ta el  día  del  vencimiento  del  crédito,  equivalga  á la  suma 
de  la  cuota  repartible  (art.  768).  Si  no  se  hiciese  así,  los 
poseedores  de  los  créditos  no  vencidos  con  interés,  resul- 
tarían igualados  á los  poseedores  de  créditos  sin  interés 
todavía  no  vencidos,  puesto  que  todos  indistintamente 
se  admiten  en  el  pasivo  por  el  solo  importe  del  crédito 
(arts.  700,  701).  Esto  sería  altamente  injusto. 

Respecto  á los  créditos  impugnados  ó á los  ya  admi- 
tidos sobre  los  que  se  promueva  contienda,  el  juez  co- 
misario, valiéndose  de  todos  los  documentos  que  estén  á 
su  disposición,  y teniendo  en  cuenta  las  razones  que 
puedan  aducir  todos  los  que  tienen  derecho  de  asistir  y 
de  oponerse  al  reconocimiento,  es  decir,  el  quebrado  y 
los  acreedores  ya  reconocidos,  ó también  los  que  figura- 
ren nada  más  en  el  balance  (ya  que  esto  es  bastante  para 
suponerles  acreedores,  y porque,  por  otra  parte,  pudiera 
no  serles  imputable  á ellos  el  no  haberse  verificado  toda- 
vía el  reconocimiento),  y,  según  la  opinión  más  admiti- 
da, también  el  síndico,  decide,  si  se  trata  de  créditos  mer- 
cantiles, con  una  sola  sentencia  la  contienda  referente 
á aquellos  que  por  su  valor  no  exceden  de  los  que  son  de 
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la  competencia  del  pretor,  salvo  la  apelación  al  tribunal; 
respecto  á los  demás,  remite  las  partes  al  tribunal  á la 
audiencia  fijada  de  antemano. 


Si  los  créditos  impugnados  son  civiles,  el  juez  comi- 
sario, cualquiera  que  sea  la  suma  impugnada,  envía  las 
partes  ante  el  tribunal  del  lugar  en  que  se  sigue  el  jui- 
cio de  quiebra  para  ser  oídas  en  el  día  fijado  de  antema- 
no. En  el  solo  caso  de  que  ninguno  de  los  créditos  im- 
pugnados exceda  de  los  de  la  competencia  del  pretor,  se 
citara  a las  partes  ante  el  pretor  6 ante  uno  de  los  preto- 
res del  mismo  lugar  (art.  763). 

El  tribunal  6 el  pretor  dirimen  todas  las  contiendas 
en  una  sola  sentencia  (art.  765),  que  puede  ser  impugna- 
da ó apelada  (art.  913).  Pero  si  sobre  alguno  ó varios  de 
los  créditos  impugnados  no  fuese  posible  resolver  en  ab- 
soluto de  un  modo  definitivo,  á fin  de  que  por  este  mo- 
tivo no  sufran  retraso  las  operaciones  de  la  quiebra,  es- 
tos créditos  pueden  admitirse  con  carácter  provisional, 
á fin  de  que  puedan  ejercitarse  respecto  de  ellos  los  de- 
rechos de  los  acreedores  en  los  acuerdos  de  la  quiebra, 
salvo  la  resolución  definitiva  del  juez  competente  sobre 
el  valor  de  la  impugnación  (art.  766).  Del  mismo  modo 
un  crédito  puede  ser  objeto  de  procedimiento  criminal; 
por  ejemplo,  por  ser  falso,  jen  este  caso  el  tribunal  puede 
también  admitirle  provisionalmente  en  el  pasivo  ó sus- 


pender su  admisión  hasta  la  terminación  del  proceso 
(art.  766,  § 2.^).  Finalmente,  si  á un  acreedor  se  impug- 
na tan  sólo  el  privilegio  ó la  hipoteca,  deberá  admitír- 
sele á los  acuerdos  de  la  quiebra  (á  excepción  del  relati- 
vo al  concordato,  en  el  que  no  podrá  tomar  parte  sin 
perder  el  privilegio  ó la  hipoteca,  art.  834),  como  aeree 
dor  quirografario,  hasta  que  se  resuel valla  contienda  (ai 


tí  culo  767). 

491. — Terminado  el  juicio  verbal  de  reconocimiento 
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de  los  créditos,  no  por  eso  se  prohíbe  á los  acreedores 
que  no  comparecieron  la  presentación  de  nuevos  crédi- 
tos, 6 el  que  se  opongan  á los  reconocimientos  ó admi- 
siones ya  acordadas.  Sin  embargo,  si  esto  se  hace  mien- 
tras pende  de  la  autoridad  competente  el  juicio  sobre 
las  impugnaciones  hechas  al  terminarse  el  juicio  verbal, 
entonces,  habiendo  cesado  con  esta  terminación  del  jui- 
cio las  funciones  del  juez  comisario  respecto  al  recono- 
cimiento de  los  créditos,  las  nuevas  presentaciones  ú 
oposiciones  deben  notificarse  al  síndico  y á los  acreedo- 
res cuyos  créditos  se  impugnen  y depositarse  en  la  se- 
cretaría del  Tribunal  con  los  documentos  precisos  dos 
días  por  lo  menos  antes  de  la  audiencia  fijada  para  de- 
cidir las  contiendas,  á fin  de  que  también  sobre  los  nue- 
vos créditos  ó las  impugnaciones  se  decida  en  la  misma 
sentencia  que  ha  de  decidir  las  cuestiones  pendientes.  Si 
después  de  la  terminación  del  juicio  verbal  no  hubiese 
pendiente  ningún  juicio,  las  nuevas  presentaciones  ó 
impugnaciones,  pudiendo  ser  también  propuestas  del 
modo  indicado,  deberán  decidirse  por  la  autoridad  com- 
petente en  un  término  mayor  de  cinco  y menor  de  quin- 
ce días,  á contar  desde  la  fecha  de  la  terminación  del 
juicio  (art.  764).  Si,  por  el  contrario,  las  nuevas  presen- 
taciones ó impugnaciones  se  hacen  valer,  ó en  un  tiempo 
en  el  que  no  es  posible  á la  autoridad  competente  resol- 
verlas en  el  transcurso  de  los  términos  va  indicados,  ó 
después  de  pronunciada  la  sentencia  sobre  los  créditos 
impugnados,  entonces  se  admitirán,  siempre  contradic- 
toriamente, por  el  síndico,  en  tanto  que  no  se  hubieran 
agotado  los  repartos  del  activo  de  la  quiebra  (art.  814); 
sin  embargo,  la  oposición  á los  créditos  ya  admitidos  no 
puede  proponerse  más  que  en  el  caso  de  falsedad,  de 
dolo,  de  error  esencial  de  hecho,  ó de  encuentro  de  tí- 
tulos cuya  existencia  se  ignoraba  antes  (art.  770,  § 2.®). 
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^ 2.^ — Be  las  varias  especies  de  acreedores  y de  sus  respec- 
tivos derechos, 

492. — Por  regla  general,  todos  los  acreedores  del 
quebrado  tienen  derecho  á tomar  parte  en  las  operacio- 
nes de  la  quiebra,  pues  constituyendo  todos  los  bienes 
del  deudor  la  garantía  común  de  los  acreedores,  los  tí- 
tulos especiales  de  preferencia  que  puedan  tener  unos 
freute  á otros  no  deben  ser  motivo  para  excluirlos  del 
ejercicio  de  los  derechos  que  tienen  en  común  con  los 
demás.  Sin  embargo,  es  justo  que  en  ciertos  acuerdos 
relativos  al  reparto  del  activo  y á la  conclusión  del  con- 
cordato deban  abstenerse,  como  veremos  más  adelante, 
los  acreedores  con  hipoteca,  prenda  ii  otro  privilegio  (ar- 
tículo 771). 

a)  Derechos  de  los  acreedores  con  prénda  ú otro  privilegio 

sobre  muebles. 


493. — Respecto  á los  acreedores  pignoraticios,  el  sín- 
dico, con  la  autorización  del  juez  comisario,  tiene  dere- 
cho á recobrar  como  perteneciente  á la  quiebra  la  cosa 
dada  en  prenda,  pagando  al  acreedor,  ó hacerla  vender 
en  piiblica  subasta,  no  pudiendo  el  acreedor  oponerse 
para  vender  por  sí  mismo  la  cosa  en  tiempo  más  oportu- 
no más  que  renunciando  al  derecho  de  reclamar  lo  que 
pudiere  quedar  sin  satisfacer  de  su  crédito  después  de 
percibido  el  importe  de  la  venta  (art.  772),  pues  de  otro 
modelos  derechos  de  la  masa  estarían  demasiado  tiempo 
en  suspenso,  mientras  las  disposiciones  de  la  ley  ampa- 
ran bastante  al  acreedor  pignoraticio  (u).  \endida  la 


T]u  el  dereoho  español  el  acreedor  pig*uoraticio  no  puet  e 
oponerse  eii  manera  alg'iiua  á que  la  masa  le  satisfag’a  el  importe 
de  su  crédito.  Si  ésta  satisface  íntegrramente  el  crédito,  debe  el 
acreedor  entreg-ar  la  prenda  l^a^’t,  UISC — (íí.  T.) 
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prenda,  ó su  importe  basta  para  cubrir  el  crédito  j éste 
se  extingue,  ó resulta  un  exceso  que  debe  agregarse  á la 
masa;  ó bien  es  insuficiente  para  cubrir  el  crédito,  j 
entonces,  á excepción  del  caso  anteriormente  indicado, 
el  acreedor  es  admitido  á concurrir  por  el  resto  sobre  el 
patrimonio  del  quebrado  entre  los  acreedores  quirogra- 
farios. 

En  cuanto  á los  acreedores  privilegiados  sobre  mue- 
bles, son  aplicables  las  reglas  establecidas  por  el  Código 
civil  (art.  1.952  y siguientes),  salvo  las  disposiciones  es- 
peciales contenidas  en  el  Código  de  comercio  respecto 
al  comercio  marítimo  (lib.  II,  tít.  IX),  los  mandatarios 
(art.  362)  y el  porteador  (art.  412)  con  las  modificacio- 
nes siguientes  (art.  773); 

1. ®  El  privilegio  concedido  por  el  art.  1.956  del  Có- 
digo civil  á las  personas  dedicadas  al  servicio  por  los  sa- 
larios de  los  últimos  seis  meses  se  extiende  también  á los 
factores  y dependientes,  pues  respecto  á ellos  existe  tam- 
bién la  misma  razón,  y lo  mismo  respecto  á los  operarios 
empleados  directamente  por  el  quebrado,  sin  embargo;  en 
cuanto  á éstos  tan  sólo  alcanza  al  salario  del  mes  prece- 
dente á la  quiebra,  ya  porque  no  conviviendo  con  el  que- 
brado es  más  difícil  que  trabajen  á créditc,  ya  porque  el 
importe  de  su  crédito  podría  ascender  á una  suma  exa- 
gerada, y si  se  considerase  privilegiada  la  masa  podría 
experimentar  grandes  daños  (a). 

2. ®  El  privilegio  del  locador  sobre  los  muebles  que  se 
hubieren  sacado  de  la  casa  alquilada  sin  su  consenti- 
miento (art.  1.958,  núm.  3,  Cód.  civ.),  no  se  extiende  á 

(a)  El  Código  de  comercio  español  no  hace  tal  distingo  respec- 
to á los  operarios  empleados  directamente  por  el  quebrado.  Los 
acreedores  por  trabajo  personal  sin  distinción  alguna,  tienen  pre- 
ferencia por  los  seis  últimos  meses  anteriores  á la  quiebra  (artícu- 
lo 913).-(X.  T.) 
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las  mercaderías  salidas  de  los  almacenes  6 los  locales  en 
donde  ejerce  su  comercio  6 su  industria  el  conductor 
cuando  sobre  ellas  hubiere  un  tercero  adquirido  algún 
dereclio,  salvo  el  caso  de  sustracción  fraudulenta.  Y esto 
lio  sólo  en  interés  de  los  terceros,  sino  también  porque 
el  locador  no  podía  contar  con  ejercer  su  privilegio  so- 
bre estas  mercaderías,  por  estar  destinadas  á la  venta. 


El  privilegio  del  locador  procede  también  por  la  compen- 
sación debida  por  la  resolución  del  contrato  de  ai'renda- 
mieiito,  con  arreglo  al  art.  703  (a). 

3.^  El  crédito  por  el  precio  no  pagado  de  las  máqui- 
nas de  valor  crecido  empleadas  en  el  ejercicio  de  la  in- 
dustria manufacturera  ó agrícola,  es  privilegiado  en  el 
irrado  indicado  en  el  luim.  (5  del  art.  1.95S  del  Código 
civil,  sobre  las  máquinas  vendidas  j entregadas  al  que- 
brado en  los  tres  años  precedentes  á la  declaración  de 
la  quiebra,  aun  cuando  se  liayaii  convertido  en  inmue- 
bles por  razón  de  sn  destino.  Y esto  por  el  motivo  de  que 
los  constructores  de  tales  máquinas  se  encuentran  con 
frecuencia  en  la  necesidad  de  conceder  largos  aplaza- 
inieiitos  para  el  pago,  á causa  de  las  condiciones  que 
exige'  el  coinprLidor,  acerca  del  funcionamiento  regular 
de  la^  nuiquina  durante  nn  cierto  tiempo.  Era  preciso, 
pues,  proteger  su  condición  y defenderla  de  la  necesidad 
en  que  se  encuentran  de  vender  á crédito  á los  compra- 
dorc's  de  las  maquinas.  ¡Sin  embargo,  para  impedir  el 
fraude,  este  privilegio  no  produce  etecto  si  el  vendedor 
en  los  tres  meses  siguientes  a la  entrega  de  la  maquina 
al  Ccuuprador  en  el  reino,  no  ha  hecho  transcribii  el  do 
cuiucMito,  tlol  (.pu'  resulta  la  venta  y el  c’redito  en  un  re 
gásíro  especial  y publico,  que  debe  llevarse  en  la  ^ec.rt 
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taría  del  tribunal  en  cuya  jurisdicción  se  ha  colocado  la 
máquina  (a). 

También  es  aplicable  á los  acreedores  privilegiados 
lo  que  hemos  dicho  respecto  á los  acreedores  pignorati- 
cios, para  el  caso  en  que  el  ejercicio  del  privilegio  no 
baste  á cubrir  por  completo  el  crédito,  pues  entonces  con- 
curren igualmente  por  la  suma  restante  con  los  acreedo- 
res quirografarios  sobre  el  activo  de  la  quiebra  (artícu- 
lo 775)  (6). 

5). — Derechos  de  los  acreedores  'privilegiados  6 hipotecarios 

sobre  bienes  inmuebles, 

494.— Al  tratar  de  esta  clase  de  acreedores,  conviene 
distinguir,  si  la  satisfacción  de  su  crédito  sobre  la  venta 


(а)  Este  privilegio,  cuya  justicia  es  tan  notoria,  es  desconocido 
en  nuestro  derecho. — (N.  T.) 

(б)  Dos  secciones  establece  nuestro  Código  de  comercio  eu  la 
graduación  de  la  quiebra.  La  primera,  la  de  los  créditos  que  han 
de  satisfacerse  con  el  producto  de  los  bienes  muebles  del  quebrado; 
la  segunda,  la  de  los  que  han  de  pagarse  con  el  producto  de  los  in- 
muebles (art.  912). 

La  prelación  de  los  acreedores  de  la  primera  sección  es  como 
sigue: 

1. ®  Los  acreedores  singularmente  privilegiados,  por  este  orden: 

A. — Los  acreedores  por  gastos  de  entierro,  funeral  y testamen- 
taria. 

B.  — Los  acreedores  alimenticios,  ó sean  los  que  hubieren  sumi- 
nistrado alimentos  al  quebrado  ó su  familia. 

C. — Los  acreedores  por  trabajo  personal,  comprendiendo  á los 
dependientes  de  comercio  por  los  seis  últimos  meses  anteriores  á la 
quiebra. 

2. ®  Loa  privilegiados  que  tuvieren  consignado  un  derecho  pre- 
ferente en  este  Código. 

3. ®  Los  privilegiados  por  derecho  común  y los  hipotecarios  le- 
gales en  los  casos  en  que,  con  arreglo  al  mismo  derecho,  le  tuvie- 
ren de  prelación  sobre  los  bienes  muebles. 

4. ®  Los  acreedores  escriturarios  conjuntamente  con  los  que  lo 
fueren  por  títulos  ó contratos  mercantiles  en  que  hubiere  interve- 
nido agente  ó corredor. 

5. ®  Los  acreedores  comunes  por  operaciones  mercantiles. 

6. ®  Los  acreedores  comunes  por  derecho  civil.— (N.  T.) 
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(]ü  ios  inmuebles  ocurre  antes  del  reparto  del  precio  de 
los  muebles,  y en  tal  caso  si  resultare  su  crédito  satisfe- 
cho por  entero,  no  pueden  j3re tender  nada  más;  y si  no 
resultare  satisfecho  ó resultaren  satisfechos  tan  sólo  en 
una  parte,  concurren  juntamente  con  los  acreedores  qui- 
ro/^^raiarios  ó por  todo  su  crédito  ó por  la  parte  que 
quedó  en  descubierto;  si  la  distribución  del  precio  délos 
inmuebles  se  hiciera  después  de  haber  hecho  uno  ó va- 
rios repartos  del  precio  de  los  muebles,  entonces  los 
acreedores  hipotecarios  ó privilegiados  concurren  junta- 
mente con  los  quirografarios  (art.  776).  Si  después  de  la 
venta  de  los  inmuebles  quedasen  satisfechos  sus  crédi- 
tos  por  entero  con  el  precio  obtenido,  no  podrán  recibir 
ninguna  suma  á más  de  las  recibidas  en  los  precedentes 
repartos  de  la  masa  quirografaria,  cuyas  sumas  deben 
reintegrarse  á la  masa  [art.  777).  Si  por  el  contrario 
estos  acreedores  no  resultasen  satisfechos  con  la  venta 
de  los  inmuebles,  entonces  se  convierten  en  quirogra- 
farios y continuarán  al  igual  de  éstos  en  la  quiebra;  si 
tan  sólo  resultasen  satisfechos  en  una  parte,  se  conver- 
tirán por  el  resto  en  acreedores  quirografarios  y segui- 
rán la  suerte  de  ellos.  De  aquí  que  si  sobre  esta  parte 
hubiesen  recibido  ya  más  de  lo  que  han  recibido  los  de- 
más acreedores  quirografarios  serán  subrogados  por  la 
masa  quirografaria  en  cuanto  al  exceso  sobre  el  precio 
de  los  inmuebles  (art.  778).  Todas  estas  reglas  son  con- 
forme á justicia,  puesto  que  la  hipoteca  y el  privilegio 
constituyen  garantías  especiales  del  crédito,  pero  una 
vez  desaparecidas  no  por  eso  deja  de  existir  como  crédi- 
to quirografario  (a). 


{a)  En  el  dereclio  español  los  acreedores  privilegdados  sobre 
bienes  inmuebles  íignran  en  la  segmndc.  sección  a qne  hemos  beciio 
referencia  en  la  nota  anterior,  y se  ajustan  á este  oraen: 

Tienen  prelación: 
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c). — Derechos  de  los  coohligados  y de  los  fiadores, 

495, — El  poseedor  de  obligaciones  suscritas,  endosa- 
das ó garantidas  solidariamente  por  el  quebrado  j por 
otros  coobligados  que  se  encuentren  en  estado  de  quie- 
bra, puede  concurrir  por  la  totalidad  de  su  crédito  j 
participar  de  los  repartos  de  todas  las  masas  de  la  quie- 
bra (art.  788).  Así  puede  obtener  más  fácilmente  el  pago 
íntegro  de  su  crédito,  mientras  no  lo  podría  ciertamente 
obtener  si  se  hubiese  obligado  á elegir  una  de  las  quie- 
bras j concurrir  tan  sólo  en  ella;  ó si  en  cada  una  no  se 
le  admitiese  más  que  haciendo  deducción  de  lo  que  hu- 
biese recibido  en  las  otras.  Tal  es  el  principio,  pero  no 
será  aplicable  cuando  el  acreedor  hubiese  recibido  antes 
de  la  quiebra  una  parte  de  su  crédito.  La  razón  de  esto 
estriba  en  que  este  pago  tiene  la  eficacia  ordinaria  de 
extinguir  el  débito  respecto  á todos,  así  es  que  si  ocu- 
rrieren sucesivamente  las  quiebras  de  los  coobligados,  el 
acreedor  no  podría  ser  incluido  en  ellas  más  que  hacien- 
do deducción  de  lo  que  ja  hubiere  recibido,  salvo  su  de- 
recho á proceder  de  nuevo  contra  el  coobligado  que 
pagó,  si  de  las  quiebras  de  los  demás  no  hubiese  cobra- 
do su  crédito  por  entero  (art.  790,  § 1 .°);  por  su  parte,  el 
coobligado  ó el  fiador  que  ha  hecho  el  pago  estará  in- 


1. ®  Los  acreedores  con  derecho  real,  en  los  términos  j por  el 
orden  establecidos  en  ia  ley  hipotecaria. 

2. ^  Los  acreedores  singularmente  privilegiados  y ios  demás 
enumerados  en  la  nota  anterior  por  el  orden  allí  indicado  (artícu- 
lo 914). 

Si  los  acreedores  hipotecarios  de  cualquier  clase  que  fuesen  no 
quedasen  satisfechos  en  su  totalidad  con  el  ju'oduéto  de  hgveniado 
los  inmuebles,  se  considerarán  en  cuanto  al  resto,  corno  acreedores 
escriturarios,  concurriendo  con  los  demás  de  este  grado,  según  la 
fecha  de  sus  títulos  (art.  919).— (N.  T.)  ' ' ' 
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cluído  en  la  quiebra  de  los  demás  coobligados  por  todo 
lo  que  baya  pagado  á cuenta  de  ellos.  Sin  embargo,  el 
acreedor  conserva  el  derecho  de  percibir  hasta  su  com« 
pleto  pago  el  dividendo  que  esté  para  adjudicarse  al  co- 
obligado ó fiador,  quedando  reducidas  en  tal  caso  sus 
acciones  contra  dicho  coobligado  6 fiador,  á la  suma  de 
que  quedase  aún  deudor  después  de  percibido  uno  y otro 
dividendo  (art.  790,  § 2.®).  Un  ejemplo  aclarará  mejor 
esta  regla:  A y B deben  solidariamente  600  pesetas  á C, 
y antes  de  la  quiebra  A ha  pagado  400  pesetas;  pero 
como  él  no  debía  por  razón  de  su  codeudor  más  que  300, 
de  aquí  que  concurra  á la  quiebra  por  las  100  pesetas 
con  que  resulta  menos  gravada  la  quiebra  de  B.  Sin  em- 
bargo, si  el  acreedor  C de  las  200  pesetas  que  le  quedan 
por  cobrar  de  la  quiebra  no  obtuviese  más  que  150,  por 
haberse  distribuido  el  75  por  100,  tendrá  derecho  á co- 
brar el  resto,  es  decir,  las  otras  60  pesetas  del  dividendo 
que  corresponda  á A. 

Podría  darse  el  caso  de  que  el  coobligado  que  ha  he- 
cho el  pago  parcial  para  seguridad  de  su  acción  de  re- 
greso, tuviese  hipoteca  ó prenda  sobre  los  bienes  del  co- 
deudor quebrado;  en  este  caso  concurre  á la  quiebra  por 
toda  la  suma  de  la  hipoteca  ó de  la  prenda,  pero  esta 
suma  se  confunde  con  la  debida  al  acreedor,  de  modo 
que  éste  tome  sobre  la  hipoteca  ó sobre  la  prenda  del  co- 
obligado lo  que  aún  le  quedaba  por  percibir,  y se  compu- 
ta una  sola  vez  en  el  cálculo  de  la  mayoría  requerida 
para  la  validez  de  los  acuerdos  de  los  acreedores  de  la 
quiebra  (art.  791).  En  suma,  el  acreedor  viene  á ejerci- 
tar el  derecho  de  su  deudor  respecto  al  quebrado  (articu- 
lo 1.234  Cód.  civ.) 

496,— Hemos  dicho  que  el  acreedor  in  solidum  es  in- 
cluido por  la  totalidad  del  crédito  en  todas  las  quiebras 
de  los  codeudores;  podría,  sin  embargo,  acaecer  que  cada 
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uno  de  los  quebrados  distribuyese  dividendos  diversos; 
en  este  caso,  el  quebrado  que  ba  satisfecho  una  mayor 
parte  de  la  que  efectivamente  le  correspondía  (la  obliga- 
ción solidaria  se  divide  por  regla  general  por  partes  igua- 
les entre  los  codeudores),  no  puede  repetir  el  exceso  de 
aquellos  quebrados  que  hubiesen  pagado  menos  (artícu- 
lo 789),  porque  el  crédito  pagado  en  moneda  de  quiebra 
se  extingue,  y admitiendo  el  regreso  resultaría  que  ha- 
bría que  sujetar  este  crédito  á un  nuevo  dividendo.  Se 
exceptúa  de  esta  regla  el  caso  en  que  uno  ó varios  de  los 
quebrados  hubiesen  pagado  el  crédito  por  entero,  de 
modo  que  el  acreedor  no  tenga  derecho  á concurrir  á las 
demás  quiebras;  entonces  los  quebrados  que  han  pagado 
tienen  derecho  á ejercer  la  acción  de  regreso  contra  los 
demás,  pues  contra  éstos  resulta  que  dicho  crédito  se 
presenta  así  por  primera  vez,  en  proporción  á la  parte  de 
débito  que  han  pagado  y de  la  que  estaba  á cargo  res- 
pectivamente de  cada  uno  (art.  789,  § 1.^). 

497.  — ^Admitido  el  acreedor  al  concurso  de  las  quie- 
bras de  todos  los  coobligados,  el  conjunto  de  los  dividen- 
dos que  reciba  puede  superar  á la  totalidad  del  crédito; 
entonces  el  resto  se  devuelve  á las  varias  masas  de  las 
quiebras  en  proporción  á lo  que  han  pagado  y era  de 
cargo  de  cada  una.  Sin  embargo,  si  los  coobligados  eran 
garantes  los  unos  de  los  otros,  el  exceso  pertenece,  según 
el  orden  de  las  obligaciones,  á la  masa  de  las  quiebras 
de  aquellos  coobligados  que  tienen  derecho  á ser  garan- 
tidos, ó más  claramente,  al  coobligado  que  tiene  derecho 
á ser  garantido  por  todos  (art.  789,  § 2.^). 

498.  — Observemos,  por  último,  que  el  acreedor  que 
ha  consentido  el  concordato  á uno  ó varios  de  los  coobli- 
gados ó fiadores  del  quebrado,  no  pierde  el  derecho  de 
proceder  contra  los  demás  por  lo  que  aún  le  quedase  por 
cobrar  (art.  792),  ya  porque,  de  no  ser  así,  surgirían  de- 
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niasiados  obstáculos  para  la  coiiclusión  del  concordato, 
ya  porqne,  rigorosamente  hablando,  el  concordato  no  su- 
pone en  realidad  remisión  voluntaria  del  débito,  ni  aun 
habiendo  sido  aceptado  (a). 


d). — Derechos  de  la  mujer  del  quebrado. 


499. — La  necesidad  de  poner  en  salvo  los  derechos 
de  la  mujer,  j al  mismo  tiempo  la  de  impedir  que  ésta 
pueda  abusar  en  perjuicio  de  los  acreedores  de  su  posi- 
ción respecto  al  marido,  aconsejó  al  legislador  el  dictar 
á este  propósito  reglas  especiales.  Así  se  ha  establecido, 
respecto  á los  bienes  inmuebles,  que  la  mujer  retiene 
tanto  los  dótales  como  los  parafernales,  ja  la  pertene- 
ciesen al  tiempo  del  matrimonio,  3"a  los  hubiese  adquiri- 
do durante  él  por  consecuencia  de  relaciones  anteriores 
al  matrimonio,  ó por  sucesión  ó donación,  causas  todas 
que  excluyen  la  sospecha^  de  fra.ude  (art.  780),  que  retie- 
ne igualmente  los  inmuebles  adquiridos  con  dinero  pro- 
cedente de  las  enajenaciones  de  bienes  que  la  pertene- 
cían al  tiempo  del  matrimonio,  ó si  fueren  adquiridos 
por  uno  de  ios  modos  anteriormente  indicados,  siempre 


que  para  eludir  la  sospecha  de  que  el  dinero  con  que  se 
adquirieron  fuese  del  marido  más  que  suyo,  el  contrato 
de  adquisición  se  hubiese  estipulado  en  nombre  de  ella  y 
se  hubiera  consignado  expresamente  en  él  la  declaración 
del  empleo  de  dicho  dinero,  y su  procedencia  se  justifi- 
case por  inventario  ú otro  documento  que  tenga  fecha 


cierta  (arts.  781,  784).  'No  cumpliéndose  estas  condicio- 


nes, surge  la  presunción  Quintas  Mucius  del  derecho  ro- 


(c<)  47o  contiene  nuestro  Código  de  comercio  preceptos  especia- 

les respecto  al  derecho  de  los  coobligados  ó fiadores  en  ia  quiebra. 
Su  intervención  en  ella  será  objeto  de  la  decisión  de  la  junta  de 
acreedores  ó del  juez,  si  aquélla  les  negara  su  derecho. — (47.  T.) 
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mano  (L.  52,  Dig  XXIY,  1);  es  decir,  que  se  presume, 
salvo  prueba  en  contrario,  como  también  el  caso  en  que 
se  hubiese  convenido  la  comunidad  de  las  utilidades,  que 
los  bienes  adquiridos  por  la  mujer  del  quebrado  pertene- 
cen al  marido  y han  sido  pagados  con  dinero  de  él,  por 
lo  que  dichos  bienes  deben  unirse  á la  masa  de  la  quie- 
bra, pero  á i a mujer  se  le  reserva  el  derecho  de  probar 
lo  contrario  (art.  782). 

En  lo  referente  á los  muebles,  son  aplicables  tam- 
bién principios  análogos.  A tenor  de  lo  dispuesto  en  el 
art.  783,  los  bienes  muebles,  tanto  dótales  como  para- 
fernales, especificados  en  las  capitulaciones  matrimonia- 
les 6 adquiridos  por  la  mujer  por  alguno  de  los  modos 
indicados  en  el  art.  780,  vuelven  á la  misma  en  el  ser  y 
estado  en  que  se  hallen,  si  se  identificaren  con  el  inven- 
tario ó con  otro  documento  que  tenga  fechan  cierta.  Si 
los  bienes  de  la  mujer  fueren  enajenados  y su  precio  se 
hubiere  invertido  en  la  adquisición  de  otros  bienes  mue- 
bles ó inmuebles,  la  mujer  puede  ejercitar  sobro  éstos  el 
derecho  indicado  en  el  art.  781,  siempre  que  la  proce- 
dencia del  dinero  y su  nueva  inversión  consten  <‘u  docu- 
mento que  tenga  fecha  cierta.  Todos  lo's  deimis  bienes 
muebles  poseídos  tanto  por  el  marido  (‘omo  por  la  mu- 
jer, lo  mismo  que  bajo  el  régimen  de  gananciales,  se 
presumen  pertenecientes  al  marido,  salvo  á la  mujer  el 
derecho  de  probar  lo  contrario. 

500. — Nuestro  Código  contiene  >ina  especial  disposi- 
ción respecto  á la  hipoteca  l('gal  por  la  dote  de  la  mujer. 
En  el  sistema  del  Código  civil  la  hipoteca  dotal  afecta  á 
todos  los  bienes  poseídos  por  el  marido  en  el  momento 
en  que  se  constituye,  y por  las  sumas  dótales  proceden- 
tes de  sucesión  ó donación  la  hipoteca  no  se  reconoce 
más  que  desde  el  día  de  la  apertura  de  la  sucesión  y del 
en  que  la  donación  ha  producido  sus  efectos  sobre  los 
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bienes  poseídos  por  el  marido  en  dicho  día  (art.  1.069 
iiiiin.  4,  Cod.  civ.).  Sin  embí.rgo,  si  el  marido  era  comer* 
eiante  ;i1  iiempo  de  la  celebración  del  matrimonio  6 si 
lio  teniendo  otra  profesión  cualquiera  se  ba  hecho  co- 
merciante en  el  año  siguiente,  entonces  la  hipoteca  lega 
por  los  bienes  adquiridos  por  la  mujer  por  sucesión  6 
donación  no  afecta  más  que  á los  bienes  adquiridos  por 
el  marido  durante  el  matrimonio  por  sucesión  ó dona- 
ción, constituyendo  los  demás  bienes  del  marido  la  ga- 
rantía de  los  acreedores.  Además,  la  mujer,  en  los  casos 
anteriormente  indicados  no  puede  ejercitar  en  la  quie- 
bra ninguna  acción  por  lucro  dotal,  reputándose  este 
pacto  hecho  en  fraude  de  los  acreedores.  Correlativa- 
mente los  acreedores  no  pueden  valerse  por  razón  de 
reciprocidad  de  las  ventajas  que  á favor  del  marido  re- 
sulten  de  lape  capitulaciones  matrimoniales  (art.  786). 

501. — Por  último,  la  mujer  puede  ser  acreedora  del 
marido;  en  este  caso,  imponiéndose  la  presunción  Mu- 
ciana,  la  mujer  no  es  admitida  entre  los  acreedores  más 
que  destruyendo  dicha  presunción.  Sin  embargo,  si  el 
crédito  depende  de  enajenación  de  sus  bienes  hecha  por 
el  marido  durante  el  matrimonio,  entonces  la  mujer  es 
admitida  ipso  fado  al  pasivo,  quedando  á salvo  á la  masa 
la  cesión  sobre  lo  que  la  mujer  pudiese  recobrar,  á tenor 
de  lo  dispuesto  en  el  art.  1.407  del  Código  civil  (artícu- 
lo  787)  (a). 


(fO  El  d(^r('c]iO  español  tiene  medios  más  expeditos  y seguro, 
que  el  dercaáio  italiano  para  garantizar  los  bienes  propios  de  la  mu- 
jer y evitar  que  eoii  ]>retexto  de  ella  se  intente  defiaudai  a lo^ 
acreedores  en  la  quiebra,  cuyos  medios  no  son  otros  que  el  de  ba 
ber  convertido  la  antigua  bipoteca  general  y tácita  que  tenía  b*^ 
mujer  sobre  los  bienes  del  marido  para  responder  de  los  que  á ella 
le  x)erteiieciesen  en  una  bipoteca  expresa  y esj)ecial  que  asesina 
cumplidamente  sus  derecbos.— (N.  T.) 


CAPITULO  V 


liiq[iiidaeióii  del  activo. 


502. — La  liquidación  del  activo  comprende  todas  las 
operaciones  encaminadas  á convertir  en  dinero  el  patri- 
monio del  quebrado^  asegurando  j cobrando  los  créditos, 
vendiendo  los  muebles  j los  inmuebles  y repartiendo  el 
sobrante  entre  los  acreedores.  Estas  operaciones  debe 
empezar  á practicarlas  el  síndico  bajo  la  inspección  de 
la  delegación  de  los  acreedores  y bajo  la  dirección  del 
juez  comisario,  pasados  diez  días  desde  la  sentencia  dic- 
tada para  resolver  las  cuestiones  surgidas  con  motivo 
del  reconocimiento  de  créditos  (art.  793);  y de  no  liaber 
surgido  cuestiones,  desde  la  terminación  del  juicio  ver- 
bal de  reconocimiento.  La  venta  de  los  bienes  puede 
suspenderse  si  entretanto  se  hubiere  interpuesto  una 
proposición  de  concordato  tal  que  resultase  conveniente 
retrasar  dicha  venta  (art.  793,  § 2.°),  ó también  si  los 
acreedores  acordaran  continuar  administrando  el  patri- 
monio comercial  del  quebrado;  pero  este  acuerdo,  por 
razón  de  su  importancia,  no  puede  tomarse  sin  que  se 
determine  la  duración,  las  condiciones  y las  limitacio- 
nes con  las  que  debe  continuarse  el  comercio  del  que- 
brado, y en  todo  caso  por  mayoría  de  las  tres  cuartas 
partes  de  los  acreedores  en  número  y en  capital;  los 
acreedores  disidentes  y el  quebrado  pueden  impugnar  el 
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acuerdo  ante  el  Tribunal;  pero  esto  no 
cucióii  del  acuerdo  (art.  794). 

503. — Emprendida,  pues,  la  continuación  del  comer 
cío  dei  quebrado,  los  acreedores  deben  ser  convocados 
para  ante  el  juez  comisario,  al  menos  una  vez  al  año,  para 
que  el  síndico  rinda  cuentas  de  su  ejercicio  (art.  796) 
De  las  relativas  obligaciones  responde  la  masa  con  el 
patrimonio  del  quebrado,  j también  los  acreedores  indi- 
vidualmente con  el  propio;  sin  embargo,  ios  acreedores 
que  no  estuvieron  conformes  con  la  continuación  del  ejer- 
cicio, no  pueden  nunca  ser  responsables  más  que  de  la 
parte  que  tienen  en  el  activo  de  la  quiebra  (art.  795)^ 
pues  de  otro  modo  su  condición  resultaría  agravada 
excesivamente. 


504. — Hemos  dicho  que  el  síndico  debe  vender  lo 
mismo  los  muebles  que  los  inmuebles  del  quebrado.  En 
cuanto  á los  muebles,  no  puede  el  síndico  proceder  á la 
venta  más  que  previa  autorización  del  juez  comisario  j 
con  audiencia  de  la  delegación  de  los  acreedores.  La  venta 
se  hace  del  modo  que  haya  expresamente  indicado  el 
juez  comisario  (art.  798);  pero  si  se  creyese  oportuno 
proceder  á la  venta  de  los  muebles  en  masa  ó por  lotes, 
entonces,  por  causa  de  la  mayor  importancia  de  la  ope- 
ración, se  requerirá  una  decisión  del  propio  tribuDal  á ins- 
tancia del  síndico  y con  audiencia  del  quebrado,  y sería 
además  necesario  que  el  acta  de  la  enajenación  se  apro- 
base  por  la  delegación  de  los  acreedores  y se  autorizase 
por  el  tribunal  (art.  799).  En  cuanto  á los  inmuebles,  como 
ningún  acreedor  (incluso,  según  algunos,  el  fisco  por  los 

impuestos  no  satisfechos,  á pesar  del  art.  98  de  la  ley  so- 

• • / 

bre  impuestos  directos),  puede  proceder  á la  expropiación 
forzosa,  corresponde  al  síndico  promover  la  venta,  previa 
petición  al  tribunal.  La  venta,  para  mayor  garantía  de 
todos  los  interesados,  debe  ajustarse  á las  formalidades 
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relativas  á la  venta  de  los  bienes  de  los  menores  (artícu- 
lo 816  j siguientes;  Cód.  proc.  civ.);  pero  si  en  la  prime- 
ra subasta  ne  hubiese  postores,  á diferencia  de  lo  que 
ocurre  en  las  ventas  de  bienes  de  menores,  el  juez  comi- 
sario, á instancia,  de  los  acreedores,  con  el  consentimien- 
to de  la  delegación  de  los  acreedores,  j de  ios  acreedo- 
res hipotecarios,  que  tienen  más  interés  que  los  que  no 
lo  son,  puede  permitir  la  venta  en  tratos  privados,  siem- 
pre que  esto  pareciere  manifiestamente  ventajoso.  El 
acta  de  la  venta  debe  ser  autorizada  por  el  tribunal  (ar- 
tículo 800). 

505.  — Todo  cuanto  hemos  dicho  hasta  aquí,  supone 
que  no  se  había  incoado  ninguna  ejecución  contra  los 
inmuebles  del  quebrado  por  los  acreedores  particulares; 
pero  si  se  hubiese  empezado  la  expropiación  antes  de  la 
sentencia  declaratoria  de  la  quiebra  por  un  acreedor 
que  tuviere  privilegio  ó hipoteca  sobre  los  inmuebles 
expropiados,  el  síndico,  con  objeto  de  que  el  procedi- 
miento no  sufra  retraso  alguno,  debe  intervenir  en  él  ó 
pedir  la  subrogación  al  acreedor  ejecutante  en  los  casos 
previstos  por  la  ley  (art.  801).  Por  eso,  para  ahorrar 
tiempo,  el  arb.  801  declara  aplicable  á la  venta  de  los 
inmuebles  del  quebrado  lo  dispuesto  en  el  art.  661  del 
Código  de  procedimiento  civil,  de  modo  que  la  expropia- 
ción parcial  intentada  por  uno  de  los  acreedores,  queda- 
rá comprendida  con  todos  los  demás  inmuebles  del  que- 
brado, sujeta  á la  jurisdicción  del  mismo  tribunal. 

506.  — Conviene  advertir  por  liltimo,  que  en  todas  las 
contiendas  que  interesan  á la  masa,  aun  cuando  se  re- 
fieran á derechos  sobre  inmuebles,  tiene  el  síndico  la 
facultad  de  transigir,  con  la  autorización  del  juez  comi- 
sario, dada  después  de  oído  el  parecer  de  la  delegación 
de  los  acreedores.  Sin  embargo,  si  el  objeto  de  la  tran- 
sacción tiene  un  valor  iudeterminado  ó superior  á 1.500 
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liras,  la  transacción  debe  estar  sujeta  á la  autorización 
del  tribunal,  cuja  autorización  no  puede  concederse  sino 
después  de  oir  al  quebrado  (art.  797).  La  facultad  de 
transigir  concedida  al  síndico  no  comprende  la  de  con- 
certar compromisos  (art.  1.742,  Cód.  civ.). 


CAPÍTULO  VI 


l>c  la  reiYiaiclseactóii  (1). 


507. — Si  el  patrimonio  del  quebrado  constituye  la 
garantía  de  los  acreedores,  los  bienes  que  este  posee,  sin 
tener,  sin  embargo,  su  propiedad,  deben  naturalmente 
poderse  reivindicar  por  aquellos  á quien  pertenecen,  los 
cuales,  liabiendo  tenido  con  el  quebrado  relaciones  más 
de  confianza  que  de  crédito,  cuando  esta  confianza  lle- 
gue necesariamente  á faltar,  deben  tener  derecho  p:ira 
pedir  y obtener,  mediante  la  restitución  de  la  cosa,  la 
vuelta  á aquel  estado  en  el  que  hubieren  permanecido 
sin  el  acaecimiento  de  la  quiebra.  En  esto  consiste  la 
reivindicación,  la  cual  tiene  por  base  la  propiedad  de  la 
cosa  que  se  reivindica  por  causíi  de  la  quiebra,.  Sin  em- 
bargo, no  siempre  la  reivindicación  admitida  cu  la  (|uie- 
bra  es  la  verdadera  y propia  reivindicación,  ó sea  la  (|ue 
tiene  por  fundamento  la  propiedad  de  la,  cosa,  (ui  (|ui(m 
la  reclama;  algunas  veces,  como  veremos  en  breve,  el 
concepto  se  extiende  también  por  razón  de  buena  fe  y 
de  equidad  á otros  casos.  Como  quiera  que  sea,,  nuestro 
Código  de  comercio,  en  lo  referente  á la  reivindicación 
propiamente  dicha,  á semejanza  de  otros  Códigos,  se  li- 
mita á enumerar  y regular  los  casos  más  frecuentes,  sin 
que  por  ello  se  entiendan  excluidos  los  demás  que  pu- 
dieran presentarse,  siendo  aplicables  á éstos  el  principio 


(1)  Supino.  La  rivendícazlone  nel  faílimento.  Fironze,  1881. 
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de  que  el  propietario  puede  reivindicar  la  cosa,  sin  tener 
que  acudir  al  concurso  con  los  acreedores. 

Pueden,  pues,  reivindicarse,  4 parte  de  lo  qne  ja  he- 
iBOS  diclio  á propósito  de  los  derechos  de  la  mujer  del 
quebrado,  en  primer  legar  las  mercaderías  y los  títulos 
de  eré  lito  que  estén  en  poder  del  quebrado  por  causa  no 
traslativa  de  propiedad,  es  decir,  con  objeto  de  custo- 
diarlos, venderlas,  ó,  si  se  trata  de  títulos  de  crédito,  de 
ingresar  su  valor  en  caja  ó custodiarlos  por  cuenta  aje- 
na, ó bien  destinarlos  á determinados  pagos.  Para  que 
en  estos  casos  pueda  prosperar  la  reivindicación,  es  pre- 


ciso : 

Que  el  reivindicante  pruebe  la  propiedad  de  los 
títulos,  ó de  las  mercaderías  que  reivindica. 

2.^  Que  los  títulos  ó las  mercaderías  existan  en  po- 


der del  quebrado. 

3 0 |q5  títulos  no  hayan  sido  pagados  por  el 

denaor.  poiqiie  ae  otra  manera  ie  pertenecen  á éi,  v lo 
iq  ’oaco  está  va  eomprendiáo  en  el  actiTO  de  la 


pre- 
1 


quiebra . 

4c'  Que  estas  condiciones  existan  ei  día  de  la  sen- 
teneia  deeit.r.uiva  de  quiebre,  -erts.  502  y rOS.  lo'  . 

dOS. — Ln  segundo  lugar  puede  reivin-liears 
cío  o la  parre  de  precie  de  bs  merca 2er:.ts,  y segim  al- 
gunos, lambiéii  el  ue  los  'ituios.  entrega ao-  aiOueoradt 

para  su  venta  por  cuenta  ae  otro,  o ue 

mente  enajenados  por  é. . siempre  que  no  ^e  ^^^bere 

pagado  el  precio  todavía  por  ei  lecee- 

dinero  o de  otro  modo,  ni  anotado  en  la  cuenta 

X-  Oo'”  mrt.  rOo, 

rneme  entre  ei  oiieoraao  y ei  v.  . 

-r-x.-’,  'V  l-'i  entrado 

^ 2c'a  uoroue  en  tOvios  estos  casos  ex 

á t'ormav  parte  del  patrtniemo  aei  queor.iO^.  . i--  ^ 

^ ^ Vi’ra  rr=>iT'>ntiicacioix  x-x- 

ee.  por  lo  lauto,  a ios  ueer-eviOxt  ‘U  re  * -,..3  -•  ! 

^ ^ ^ ^ vxi  P',  r . rea-xidau.  e¿ 

pivpva  se  lunoa  en  ra.zoiie>  t^e  ^ 
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precio  de  las  mercaderías  ó de  los  títulos  vendidos  que 
no  lia  entrado  aún  en  el  patrimonio  del  quebrado,  no 
puede  haber  influido  en  la  conñanza  que  le  otorgaban 
los  acreedores;  éstos  no  tienen  por  lo  mismo  derecho  al- 
guno. Por  otra  parte,  el  propietario  que  tenía  derecho 
de  reivindicar  la  cosa,  si  se  hubiese  aún  encontrado  en 
poder  del  quebrado,  se  encuentra,  por  el  contrario,  con 
acción  para  reclamar  el  precio,  j esto  es  ciertamente  lo 


que  reivindica. 

509. — En  tercer  lugar  pueden  reivindicarse  (artícu- 
lo 804),  siempre  por  razón  de  equidad,  por  cuyo  motivo 
admite  la  ley  una  especie  de  resolución  del  contrato  de 
compra- venta,  por  la  que  el  vendedor  readquiere  la  pro- 
piedad de  las  mercaderías  vendidas  y remitidas  al 
quebrado;  mediando,  sin  embargo,  las  condiciones  si- 
guientes: 

Que  el  precio  no  se  haya  pagado,  pues  de  otro 
modo  el  vendedor  no  podría  reclamarlo. 

2. ^  Que  se  pruebe  la  identidad  de  las  mercaderías. 

3. ^  Que  las  mercaderías  hayan  salido  de  la  posesión 
del  vendedor,  pues  de  otro  modo  no  hay  posibilidad  de 
hablar  de  reivindicación,  sino  de  retención  (art.  805). 

4. ^  Que  las  mercaderías  no  Innein  llegado  á los  al- 
macenes del  comprador,  ó no  se  hayan  recibido  y estén 
á su  disposición  en  los  almacenes  públicos  ó en  otros 
lugares  de  custodia  ó de  depósito,  ó en  los  almacenes  ó 
lugares  de  depósito  ó de  custodia  del  comisionista  en- 
cargado de  venderlas  por  su  cuenta.  Y esto,  porque  en 
todos  estos  casos  la  reivindicación  podría  ocasionar 
muchas  contiendas;  pues  los  acreedores  podían  liaber 
contado  con  dichas  mercaderías  para  conceder  crédito 
al  quebrado,  y porv|ue  en  último  término,  dependería  de 
la  mera  voluntad  del  quebrado  hacer  ó no  posible  la  rei- 
vindicación, pudiendo  él  libremente  disponer  de  las  mer- 
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caderías  j destruir  también  su  identidad.  Este  derecho 
de  reivindicación  concedido  al  vendedor,  cesa  cuando  las 
mercaderías,  antes  de  su  llegada  se  han  vendido  sin 
fraude,  mediante  endoso  de  la  factura,  de  la  póliza  de 
cargo  ó de  la  carta  de  porte  si  son  á la  orden,  ó median- 
te la  entrega  de  dichos  títulos  si  son  al  portador,  porque 
adquiriendo  en  este  caso  el  tercer  comprador  la  propie- 
dad j la  posesión  de  las  mercaderías,  si  el  vendedor  pri- 
mitivo hubiese  de  reivindicarlas,  debería  hacerlo  á car- 
go de  aquél,  con  manifiesta  injusticia,  en  el  supuesto  de 
la  existencia  de  buena  fe  por  parte  de  éste. 

510.  — La  reivindicación  de  las  mercaderías  de  que 
nos  hemos  ocupado  hasta  aquí,  supone,  como  ya  hemos 
dicho,  que  éstas  se  hayan  expedido  al  comprador,  que 
cayó  entretanto  en  estado  de  quiebra;  si  no  lo  fueron, 
la  ley,  por  idénticas  razones,  y también  por  analogía 
con  lo  dispuesto  en  el  art.  1.460  del  Código  civil,  viene 
en  auxilio  del  vendedor  permitiéndole  retener  las  mer- 
caderías vendidas,  en  garantía  del  precio  debido  y toda- 
vía no  recibido  (art.  805).  Sin  embargo,  tanto  en  el  caso 
de  retención  como  en  el  de  reivindicación,  el  síndico,  si 
lo  considera  conveniente,  puede  con  la  autorización  del 
juez  comisario  y con  el  asentimiento  de  la  delegación  de 
ios  acreedores,  pedir  por  el  contrario  la  ejecución  del 
contrato,  retirando  las  mercaderías  y pagando  el  precio 
convenido  (art.  806);  y es  natural  que  así  sea,  porque  el 
vendedor  no  puede  hacer  que  redunde  en  propia  ventaja 
la  circustancia  de  la  quiebra  del  comprador,  cuando  éste 
esté  pronto  a dar  cumplimiento  al  contrato. 

511.  — Los  efectos  de  la  reivindicación  consisten, 
pues,  según  se  trate  del  uno  ó del  otro  de  los  casos  indi- 
cados, en  la  restitución  de  la  cosa  reclamada  ó del  pie- 
cio;  si  la  cosa  fué  entregada  al  quebrado  a titulo  no 
traslativo  de  propiedad,  debe  ser  restituida  en  el  estado 
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en  qne  £ué  recibida,  quedando  siempre  responsable  el 
quebrado  de  los  daños,  ó de  lo  que,  tratándose  de  títu- 
los de  crédito,  hubiese  percibido  por  razón  de  los  mis- 
mos; de  todo  esto  resulta  que  el  propietario  no  puede 
concurrir  á la  quiebra  más  que  como  un  acreedor  espe- 
cial. A su  vez  el  que  reivindica  deberá  cumplir  las  obli- 
gaciones que  hubiere  contraído  con  el  quebrado,  j si  se 
trata  de  la  reivindicación  de  las  mercaderías  que  se  le 
han  expedido,  reembolsar  á la  quiebra  las  sumas  paga- 
das á cuenta  j los  anticipos  hechos  por  flete  ó portes, 
por  comisión,  seguro  ó gastos,  y pagar  las  sumas  que 
fuesen  debidas  por  estas  causas  (art.  804,  § 3.*^).  La  de- 
manda de  reivindicación  en  especie  suspende  la  venta  de 
la  cosa  reclamada,  pero  si  quien  tiene  derecho  de  propo- 
nerlo no  lo  ha  hecho  oportunamente,  y entretanto  se  ha 
vendido  la  cosa  reclamada,  no  se  anula  por  esto  la  ven- 
ta, y el  reivindicante  no  tiene  derecho  más  que  al  pre- 
cio. Por  la  misma  razón,  la  demanda  de  reivindicación 
del  precio  no  produce  efecto  sobre  las  sumas  repartidas 
anteriormente  á ella  (art.  808)  (a). 


(a)  En  materia  de  reivindicación  sienta  el  Códig’o  de  comercio 
español  idéntica  doctrina  qne  el  italiano. 

El  principio  g'eneral  parece  claramente  formulado  en  el  artícu- 
lo 908,  qne  dice:  Las  mercaderías,  efectos  j cnalesqniera  otra  espe- 
cie de  bienes  qne  existan  en  la  masa  de  la  vqniebra,  cuya  propiedad 
no  se  hubieren  trasferido  al  quebrado  por  un  título  legal  6 irrevo- 
cable, se  consideran  de  dominio  ajeno  y se  pondrán  á disposición 
de  sus  legítimos  dueños,  previo  el  reconocimiento  de  su  derecho  en 
junta  de  acreedores  ó en  sentencia  firme,  reteniendo  la  masa  los 
derechos  que  en  dichos  bienes  pudieren  corresponder  al  quebrado, 
en  cuyo  lugar  quedará  sustituida  aquélla,  siempre  que  cumpliere 
las  obligaciones  anejas  á los  mismos. 

Con  arreglo  á este  principio,  serán  de  dominio  ajeno  en  los  tér- 
minos indicados. 

1.®  Los  bienes  dótales  inestimados  y los  estimados  que  se  con- 
servaren en  poder  del  marido,  si  constare  su  recibo  por  escritura 
pública  inscrita  en  el  registro  mercantil  y en  el  de  la  propiedad. 


CAPÍTULO  VII 


mel  del  íaetiv©  j de  la  termiiiaciéia 

de  la  quiebra . 


512. — Liquidado  el  pasivo  y el  activo,  lo  que  resta, 
deducidos  los  gastos  de  justicia  (arts.  1.926,  1.959,  Có- 
digo civ.)  y de  administración,  y los  socorros  al  quebra- 
do, debe  distribuirse  con  la  autorización  del  juez  comi- 
sario, empezando  per  el  pago  de  los  acreedores  con  pren- 
da ni  otro  privilegio,  según  ios  principios  ya  indicados,  y 
distribuyendo  después  el  remanente  ulterior  entre  los 
acreedores  quirografarios  admitidos  ai  pasivo  (art.  809); 


2. °  Los  bienes  paraiernaies  que  la  mujer  hubiere  adquirido  por 
título  de.iierencia,  legado  ó donación,  bien  se  hayan  conservado  en 
la  forma  que  los  recibió,  bien  se  hayan  subrogado  ó invertido  en 
otros,  con  tal  que  la  inversión  ó subrogación  se  haya  inscrito  en  el 
registro  mercantil  y en  el  de  la  propiedad. 

3. ®  Los  bienes  y efectos  que  el  quebrado  tuviere  en  depósito,  ad- 
ministración, arrendamiento,  alquiler  ó usufructo. 

4. °  Las  mercaderías  que  el  quebrado  tuviere  en  su  poder  por  co- 
misión de  compra,  venta,  tránsito  ó entrega. 

5. ®  Las  letras  de  cambio  ó pagarés  que,  sin  endoso  ó expresión 
que  trasmitiere  su  propiedad,  se  hubieren  remitido  para  su  co- 
branza al  quebrado,  y las  que  hubiere  adquirido  por  cuenta  de  otro, 
libradas  ó endosadas  directamente  en  favor  del  comitente. 

6. *^  Los  caudales  remitidos  fuera  de  cuenta  corriente  al  quebra- 
do, y que  este  tuviera  en  su  poder  para  entregar  á persona  determi- 
nada en  nombre  y por  cuenta  del  comitente,  ó para  satisfacer  obli- 
gaciones que  hubieren  do  cumplirse  en  el  domicilio  de  aquél. 

'7.®  Las  cantidades  que  estuvieren  debiendo  al  quebrado  por  ven- 
tas hechas  de  cuenta  ajena,  y las  letras  ó pagarés  de  igual  proce- 
dencia que  obraren  en  su  poder,  aunque  no  estuvieren  extendidos 
en  favor  del  dueño  de  las  mercaderías  vendidas,  siempre  que  se 
pruebe  que  la  obligación  procede  de  ellas  y que  existen  en  poder 
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pero  no  es  necesario  que  el  reparto  se  haga  en  una  sola 
vez,  antes  bien,  se  hace  de  ordinario  poco  á poco  á me- 
dida que  hay  dinero  disponible.  Por  eso  se  ha  dispuesto 
que  el  síndico  presente  todos  los  meses  al  juez  comisa- 
rio un  estado  de  la  situación  de  la  quiebra  y del  dinero 
disponible  para  el  reparto.  El  juez  comisario,  en  vista  de 
este  estado,  puede  disponer  que  se  haga  en  seguida  un 
reparto,  y después  el  proyecto  del  mismo  trazado  por  el 
síndico  se  hace  ejecutivo  por  el  propio  juez.  En  ton- 


ces  el  síndico  entrega  á cada  acreedor,  mediante  la  ex- 
hibición del  título  constitutivo  del  crédito,  ó a falta  de 
éste,  mediante  exhibición  de  un  extracto  del  juicio  ver- 
bal de  reconocimiento,  el  mandato  de  pago,  anotándolo 
sobre  el  título  ó el  extracto  citado,  y el  acreedor  retira 
directamente  la  suma  correspondiente  de  la  caja  en  don- 


de se  encuentre  depositada,  estampando  el  recibo  al 
margen  del  estado  de  distribución  (arts.  809,  810,  813). 
513. — Puede  ocurrir  también  que,  no  habiendo  ven- 


de! quebrado  por  cuenta  del  propietario  j)ara  Lacerias  efectivas  y 
remitirle  los  fondos  á su  tiempo,  lo  cual  se  presumirá  de  dereolio 
si  la  partida  no  estuviere  pasada  en  cuenta  corriente  entre  ambos. 

8. ®  Los  géneros  vendidos  al  quebrado  á pagar  al  contado  y no 
satisfeciios  en  todo  ó en  parte,  ínterin  subsistan  embalados  en  los 
almacenes  del  quebrado,  ó en  los  términos  en  que  se  nizo  la  entre- 
ga, y en  estado  de  distinguirse  específicamente  por  las  marcas  ó nú- 
meros de  los  fardos  ó bultos. 

9. °  Las  mercadería,s  que  el  quebrado  liubiere  comprado  al  fiado, 
mientras  no  se  le  hubiere  beclio  entrega  material  de  ellas  en  sus 
almacenes  ó en  paraje  convenido  para  hacerla,  y aquellas  cuyos  co- 
nocimientos ó cartas  de  parte  se  le  hubieren  remitido  después  de 
cargadas  de  orden  y por  cuenta  y riesgo  del  comprador. 

En  los  casos  de  este  número  y del  8.^^,  los  síndicos  podrán  dete- 
ner los  géneros  comprados  ó reclamarlos  para  la  masa,  pagando  su 
precio  al  vendedor  (art.  909). 

Además,  tendrá  igual  consideración  el  importe  de  los  billetes  en 
circulación  de  los  Bancos  de  emisión,  en  las  cjuiebras  de  estos  esta- 
blecimientos (art.  910). — (N.  T.) 
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> »K.  .-I  i.T.nino  oMu'o.liao  á,  los  acreedores 

el  extranjero  para,  el  reconocimiento  de  sus  créditos 

■ i-sivc.  Pa„ 

.lebe  reservarse  la,  suma  correspondiente  teni.J 

n„  ,.»l  ,n,h„do3  c,„  el  balance  ó el  acree¿rr 

; ">V».  al  juez  cocía  J; 

IJ.II  1.1  l.«i..|,.ii  que  ba  de  reserrarse  (art.  811)  n 

.veoivaJa  qaed.a  e„  depdeito  á riesgo  de  ios  acL' 

iloi  o*  basta  el  vencimiento  del  término  «.arcado  para  la 
presentación  de  los  créditos  (art.  812);  después  se  distri- 
buye a los  acreedores  admitidos  al  pasivo  y á los  acree- 
dores que  no  se  Imbieren  presentado  oportunamente, 
pues  presentados  fuera  de  tiempo,  no  pueden  reclamar 
colilla  los  lepaitos  del  activo  ya  Iieclios,  pero  concurre  á 
los  sucesivos  en  proporción  á sus  créditos.  Sin  embanco 
si  justiñean  haberse  encontrado  en  la  imposibilidad  de 
hacer  la  presentación  de  sii  crédito  en  los  términos  esta- 
blecidos, puede  ser  admitido  á participar  del  activo  re- 
23artido  todavía,  aun  por  las  cuotas  que  hubieren  debido 
percibir  en  los  primeros  repartos  (art.  S14). 

También  las  sumas  correspondientes  dios  acreedores 
admitidos  al  pasivo  provisión almente  6 que  correspon- 
dieren d créditos  presentados  íuera  de  tiempo,  bO  iian  de 
reservar  hasta  la  resolución  definitiva  de  las  cuestiones 
p.3ndientes,  para  después  entregarlas,  en  vista  del  resul- 
tado del  litigio,  á aquel  para  quien  se  reservaron,  o dis- 

tribuirlas  entre  los  demds  acreedores. 

-14.— Terminado  el  reparto  del  activo  T acabai  o e 
procedimiento  de  quiebra,  cesan  en  sus  cargos  los  orgu- 
nos  de  la  administración  de  la  misma,  el  quebnu- 1 i 
adquiere  la  capacidad  de  admiiiistrai  v de  bOi  1^  ^ ^ 

juicio,  y d su  vez  los  acreedores,  conservando  su  deree  le 
al  pago  del  resto  del  crédito  (art.  S15.  § 1*  )í  1 
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proceder  particularmente  contra  el  deudor.  En  el  supues- 
to de  que  en  seguida  adquiriere  el  quebrado  nuevos  bie- 
nes, puede  interesarles  también  que  no  se  apodere  de 
ellos  uno  ó varios  acreedores  con  perjuicio  de  los  demás, 
y que  cada  uno  de  ellos  no  proceda  contra  el  deudor  en 
juicio  separado;  por  eso  la  ley  le  faculta,  cuando  puede 
ofrecer  á sus  acreedores  otra  décima  parte  por  lo  menos 
de  sus  créditos,  (no  una  suma  menor,  á fin  de  que  el  que- 
brado no  abuse  de  su  derecho  y paralice  la  acción  de  los 
acreedores  particulares)  para  pedir  al  tribunal,  y á éste 
para  disponer  la  reapertura  de  la  quiebra,  asegurando  el 
pago  de  los  gastos  (art.  815,  § 2.°). 

En  esta  nueva  fase  se  procede  casi  como  si  se  tratare 
de  una  nueva  cjuiebra,  á asegurar  los  bienes  del  quebra- 
do, á convocar  á los  nuevos  acreedores,  los  cuales  tienen 
también  derecho  á concurrir  á los  repartos,  no  siendo 
justo  que  su  condición  resulte  perjudicada  en  beneficio 
de  los  antiguos  acreedores,  á liquidar  el  activo  y el  pa- 
sivo, y á repartir  entre  los  acreedores  lo  que  reste.  La 
reapertura  de  la  quiebra  puede  tener  lugar,  siempre  con 
sujeción  á estas  reglas,  aunque  sea  más  de  una  vez,  liaste, 
que  el  quebrado  haya  pagado  íntegramente  á sus  acree- 
dores. Entonces  el  quebrado  puede  obtener  del  tribunal 
que  su  nombre  sea  borrado  dei  tablón  de  ‘anuncios,  salvo 
si  fuere  culpable  de  bancarrota,  falsedad,  hurto,  apro- 
piación indebida,  estafa  ó fraude,  porque  en  este  caso 
su  conducta  no  le  hace  acreedor  á consideración  alguna, 
y los  terceros  tienen  derecho  á ser  advertidos  de  la  es- 
casa confianza  de  que  es  merecedor  (a). 


(a)  'Ni  el  Co(li<:^o  d(3  comercio  español  ni  nuestras  leyes  de  pro- 
cedimientos se  lian  j)reocu|)ado  para  nada  de  la  posible  reapertura 
do  la  quiebra  por  la  adquisición  de  nuevos  bienes  por  el  quebrado. 
— (N.  T.) 
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CAPITULO  VIII 


I>c  la  cesación  y de  la  suspensión  de 


la  duieóra. 


615.— La  quiebra  se  suspende  ó cesa  por  uno  de  los 
siguientes  motivos: 

1. ^  Por  la  falta  de  activo. 

2. ®  Por  la  moratoria. 

3. ®  Por  el  concordato. 

§ 1.® — Falta  de  activo, 

516. — Si  declarada  la  quiebra  se  encontrare  que  fal- 
ta en  absoluto^  ó casi  del  todo,  el  activo,  entonces  el 
tribunal,  oídos  el  síndico,  la  delegación  y el  quebrado, 
puede  declarar  terminadas  las  operaciones  de  la  quie- 
bra (art.  817),  no  habiendo  ya  nada  que  hacer.  La  cesa- 
ción de  las  operaciones  de  la  quiebra  por  falta  de  activo 
no  debe  confundirse  con  la  terminación  de  la  quiebra 
que  sobreviene  después  de  hechos  los  repartos  del  activo 
existente.  Si  bien  de  hecho  en  uno  y otro  caso  los  acree- 
dores recobran  el  ejercicio  de  sus  derechos  sobre  los  bie- 
nes del  quebrado,  hay  que  tener  en  cuenta  que  acordada 
la  cesación  de  las  operaciones,  á diferencia  de  lo  que 
ocurre  tratándose  de  la  terminación  de  la  quiebra,  el 
quebrado  continúa  incapacitado  para  administrar  sus 
propios  bienes  y para  ser  parte  en  juicio;  y esto  porque 
no  es  la  quiebra  la  que  cesa,  sino  tan  solo  las  operacio- 
nes relativas  á ella.  Sin  embargo,  no  es  justo  que  el 
quebrado  continúe  perpetuamente  en  esta  situación,  y 
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por  eso  si  adquiere  nuevos  bienes  tiene  la  facultad  de 
pedir  al  tribunal  la  revocación  de  la  sentencia  que  de- 
clara suspendidas  las  operaciones  de  la  quiebra.  Si  se 
acuerda  la  revocación,  se  continúan  las  operaciones  de 
la  quiebra,  aplicándose  al  caso  las  reglas  anteriormente 
indicadas  respecto  á la  reapertura  de  la  quiebra,  que 
puede  pedirse  á instancia  del  quebrado  después  de  ha- 
berse hecho  la  distribución  del  activo  (art.  818). 

§ 2.® — Moratoria  (1)  (a).  ^ 

517. — La  moratoria,  institución  que  tiene  sus  oríge- 
nes en  el  derecho  romano,  pero  de  la  que  no  existía  tra- 
zas en  el  Código  de  1865,  no  es  tan  sólo  un  medio  para 
suspender  la  quiebra,  sino  también,  j debería  principal- 
mente ser  esto,  un  medio  de  evitar  su  declaración.  Sin 
embargo,  si  bien  el  Código  vigente  se  ocupa  en  el  estu- 
d.io  de  ambas  formas  de  moratoria,  todavía  considera 
como  principal  la  concedida  después  de  la  declaración 
de  la  quiebra,  como  un  medio  de  suspensión  de  la  quie- 
bra misma.  En  todo  caso  la  razón  de  la  institución  se 
encuentra  en  la  conveniencia  de  evitar  un  procedimiento 
de  quiebra  que  pesa  sobre  el  comerciante,  el  cual,  á pe- 
sar de  tener  un  activo  suficiente  para  pagar,  se  encuen- 
tra en  la  necesidad  de  suspender  los  pagos.  Concedién- 
dole entonces  un  aplazamiento,  una  demora  (de  aquí  el 
nombre  de  moratoria),  es  posible  que  éste  se  encuentre 

(1)  Vita  Le  vi,  La  moratoria  riel  nuovo  Códice  di  commercio. 
Torino,  1884. — Supino,  Id.,  en  el  Archivio  giuridico,  vol.  XVIII, 
pág.  309. — Bolaffio,  Alcune  questioni  sulla  moratoria,  en  el  Mo- 
nitore  dei  tribunali,  1886,  pág.  945. — Boulay-Paty,  Essai  histori- 
que  sur  les  surséances,  en  el  apéndice  al  citado  Trattato  del  falli- 
mento  e della  bancarrotta. 

(a)  Boig  y Bergadá,  La  susjoensión  de  payos  en  el  vigente  Có- 
digo de  co?Rem'o,  Barcelona.Íl89I.— (N.  T.) 
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con  medios  para  hacer  frente  á sus  propias  obligaciones 
y pueda  continuar  el  ejercicio  del  comercio. 

Decloradaj  pues^  la  (^uiebia  a instancia  de  los  acre©" 
dores,  ó de  oficio,  si  el  quebrado  puede  justificar  con 
pruebas  válidas  que  la  suspensión  de  pagos  fue  á conse- 
cuencia de  acaecimientos  extraordinarios  é imprevistos, 
ó de  otro  modo  excusables,  y demostrar  que  el  activo  de 
su  patrimonio  supera  al  pasivo,  puede  pedir  al  tribunal, 
en  los  tres  días  siguientes  á la  publicación  de  la  senten- 
cia declarativa,  que  se  suspenda  la  ejecución  (art.  819). 
En  vista  de  esta  demanda,  el  presidente  del  tribunal 
convoca  á los  acreedores  para  discutirla,  sin  que  esto  im- 
plique la  suspensión  del  procedimiento  de  quiebra  (ar- 
tículo 820),  porque  no  sabiéndose  aún  si  la  moratoria 
podrá  efectivamente  concederse,  no  sería  justo  que  se 
perjudicasen  los  derechos  de  los  acreedores,  retrasando 
las  operaciones  de  la  quiebra. 

A la  reunión  convocada  por  el  tribunal,  tienen  dere- 
cho de  acudir,  á más  del  síndico  y el  quebrado,  todos  los 
acreedores,  incluso  los  hipotecarios  y privilegiados,  por- 
que sus  garantías  pudieran  ser  insuficientes  para  cubrir 
todo  el  crédito;  pero  esta  conclusión  no  está  exenta  de 
dudas.  Cada  uno  de  los  acreedores  debe  declarar  la  ver- 
dad y la  entidad  del  propio  crédito,  y después  se  debe 
proceder  á discutir  y acordar,  por  mayoría  de  votos  (ar- 
tículo 907),  la  conveniencia  de  concederé  no  la  morato- 
ria, la  duración  de  ésta,  las  medidas  de  precaución  qr.e 
puedan  ser  necesarias,  el  modo  de  proceder  á la  liquida- 
ción amistosa  del  patrimonio  del  quebrado,  así  como 
también  determinar  las  personas  á quienes  se  ha  de  con- 
fiar la  administración  y la  inspección  del  patrimonio  ael 
quebrado,  durante  la  moratoria,  haciendo  constar  todo 
esto  en  el  acta  correspondiente  del  juicio  verbal  (articu- 
lo 821).  En  seguida,  en  la  primera  audiencia  que  el  tri- 
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l)unal  celebre  después  de  la  reunión  antediclia^  previa 
citación  y audiencia  del  quebrado,  del  síndico  y de  los 
acreedores  que  acudan,  se  pronunciará  la  sentencia  sobre 
la  demanda  de  suspensión,  teniendo  cuenta  especial  del 
voto  expreso  de  la  mayoría  de  los  acreedores,  y cuando 
se  declare  admisible  la  demanda  será  preciso  (art.  822): 

1. °  Establecer  el  término  de  la  moratoria,  que  no 
puede  exceder  de  seis  meses. 

2. ^  Ordenar  al  deudor  que  lia^^a  constar,  dentro  de 
diclio  término,  haber  satisfecho  todos  sus  débitos  venci- 
dos ó haber  obtenido  de  los  acreedores  otro  aplazamien- 
to para  el  pago. 

3. °  Dictar  las  medidas  de  conservación  y adoptarlas 
precauciones  que  se  reputen  necesarias  para  garantir  la 
integridad  del  patrimonio  del  deudor. 

4. ®  I4ombrar  una  comisión  de  acreedores  encargada 


de  inspeccionar  la  administración  y la  liquidación  del 
patrimonio  que  cayó  en  quiebra. 

518. — Concedida  al  quebrado  la  moratoria,  veamos 
cuáles  son  sus  efectos.  En  primer  término,  quedando  en 
suspenso  la  sentencia  declarativa  de  la  cj[uiebra  por  efec- 
to de  la  moratoria,  quedan  también  en  suspenso  los  efec- 
tos de  dicha  sentencia,  excepto  los  relativos  al  procedi- 
miento criminal  por  bancarrota  (art.  822),  porque  la  jus- 
ticia criminal  es  independiente  del  procedimiento  de 
quiebra.  El  quebrado,  recobrada  la  capacidad  de  admi- 
nistrar, bajo  la  inspección  (no  con  la  ingerencia)  de  la 
comisión  de  ios  acreedores  y bajo  la  dirección  del  juez 
comisario,  puede,  siempre  sujetándose  á estas  condicio- 
nes, proceder  á la  liquidación  voluntaria  del  activo  y del 
pasivo,  acomodándose  á las  reglas  que  el  tribunal  le  haya 
fijado  especialmente  en  la  sentencia  en  que  se  concede 
la  moratoria  ó en  otra  posterior  (art.  823);  también  ce- 
san las  demás  incapacidades  que  le  afectan  por  conse- 
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cucucui  do  la  cloelnracion  de  la  quiebra.  Por  su  parte  loa 
acreedores,  excej^to  los  que  lo  son  por  créditos  posterio- 
res á la  moratoria,  sobre  los  que  ésta  no  puede  tener  iu- 
duencia,  no  pueden  emprender  ni  proseguir  ninguna 
ejecución  ó ninguna  acción  contra  el  quebrado,  pues  de 
otro  modo  la  moratoria  sería  inútil;  se  exceptúan  de  esta 
regla  tan  sólo  los  créditos  del  Estado  por  causa  de  im- 
puestos no  satisfechos  por  razones  de  orden  público,  y 
los  acreedores  que  tuvieren  prenda,  hipoteca  ú otro  pri- 
vilegio (art.  824),  porque  éstos,  ejercitando  sus  derechos, 
no  perjudican  á los  acreedores  quirografarios. 

519. — Podría  suceder,  que  en  los  seis  meses  por  los 
que  se  ha  concedido  la  moratoria,  no  hubiese  sido  posible 
extinguir  totalmente  los  créditos.  Entonces,  si  se  de- 
muestra haberse  pagado  á los  acreedores  anteriores  una 
parte  considerable  de  sus  créditos  ó concurrieren  cir- 
cunstancias especiales,  el  tribunal,  siempre  que  existiere 
voto  favorable  de  la  mayoría  de  los  acreedores  que  repre- 
senten por  lo  menos  la  mitad  del  pasivo  restante,  puede 
conceder  una  segunda  moratoria,  igualmente  por  un  tér- 
mino que  no  exceda  de  seis  meses  (art.  828);  otras  pró- 
rrogas no  son  admisibles.  De  cualquier  modo  que  sea, 
hayase  ó no  prorrogado  la  moratoria,  puede  durante  la 
misma  llegarse  á un  convenio  amistoso  entre  el  deudor 
y los  acreedores;  por  eso,  para  no  sacrificar  al  deudor  al 
capricho  de  una  exigua  minoría,  la  ley  quiere  que  el 
acuerdo  sea  obligatorio  para  todos,  siempre  que  se  haya 
aprobado  por  tantos  acreedores  que  representen  lo  me- 
nos las  tres  cuartas  partes  del  pasivo,  y asuman  también, 
juntamente  con  el  deudor,  las  consecuencias  de  todo  li” 
tigio  con  los  disidentes,  y si  fuere  preciso  la  obligación  de 
pagar  por  entero  sus  créditos.  Este  convenio  debe  ser,  sin 
embargo,  autorizado  por  el  tribunal,  y tiene  por  efecto,  a 
par  que  el  concordato,  dar  por  terminada  la  quiebra. 
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Si  la  justificación  aparece  suficiente,  el  tribunal, 
oído  el  demandante  en  Sala,  j convocados  los  acreedo- 
res en  el  más  breve  término  posible,  que  no  podrá  exce- 
der de  quince  días,  concede  la  moratoria  y puede  tam- 
bién adoptar  al  propio  tiempo  las  medidas  oportunas 
que  estime  necesarias  y nombrar  un  juez  encargado  de 
dirigir  la  ejecución  de  todo  (art.  827).  A esta  moratoria 
se  aplican  las  reglas  que  anteriormente  hemos  expuesto; 
bien  entendido,  sin  embargo,  que  como  en  este  caso  no 
ha  habido  declaración  de  quiebra,  la  capacidad  del  que 
ha  obtenido  la  moratoria  no  sufre  otras  limitaciones  que 
las  inherentes  á la  misma,  lo  que  quiere  decir  que  debe 
administrar  bajo  la  inspección  de  la  comisión  de  los 
acreedores  y la  dirección  del  juez  comisario.  Si  el  tri- 
bunal considera  no  justificada  la  demanda,  lo  declara 
así,  sin  hacer  por  esto  la  declaración  de  la  quiebra  (ar- 
tículo 827).  (a) 

(a)  El  Código  de  comercio  español  de  1829  no  admitía  otra  mo- 
ratoria gne  la  que  los  acreedores  querían  otorgar  al  quebrado,  con- 
cediéndole un  aplazamiento  llamado  es'pera  para  el  pago  total  de 
sus  débitos;  pero  como  esta  moratoria  no  bastaba  á satisfacer  las 
exigencias  naturales  del  quebrado  que  teniendo  medios  suficientes 
para  atender  al  pago  de  sus  deudas,  por  más  que  no  pudiese  bacerlo 
en  el  preciso  momento  de  su  vencimiento,  estaba,  sin  embargo,  á 
merced  de  sus  acreedores  y sujeto  á un  procedimiento  de  quiebra 
siempre  deshonroso,  el  Código  de  comercio  de  1885  quiso  enmen- 
dar la  plana  al  derogado  haciendo  de  la  suspensión  de  pagos  un 
estado  entre  la  quiebra  y la  situación  normal  del  comerciante  que 
satisface  corrientemente  sus  obligaciones,  pero  lo  hizo  de  un  modo 
tan  imperfecto  y deplorable,  que  ha  sido  preciso  atender  las  justas 
exigencias  de  los  tribunales  de  jiisticia  y de  la  opinión  y pensar 
en  su  reforma,  á cuyo  efecto  hállase  sometido  en  la  actualidad  (Fe- 
brero de  1895)  á la  aprobación  del  Congreso  de  los  diputados  un 
proyecto,  obra  del  jurisconsulto  D.  Francisco  Lastres,  el  cual  cons- 
tituye el  apéndice  de  esta  obra. 

Para  demostrar  cuán  necesaria  y justificada  está  la  reforma  en 
esta  materia,  baste  decir  que  la  suspensión  de  pagos  puede  pedirla 
con  arreglo  al  Código  actual  todo  comerciante  que  teniendo  bienes 


600 


DERECHO  MERCANTIL 


520.— La  moratoria  es  un  beneficio  concedido  al 
brado,  en  la  liipotesis  de  que  este  sea  merecedor  de  él 
y pueda  también  pagar  íntegramente  á sus  acreedoret 
por  esto  si  después  de  la  sentencia  que  la  concede  re' 
sultare  infundada  la  hipótesis,  ó el  quebrado  no  cum- 
pliere las  obligaciones  que  se  le  hubieren  impuesto  res- 
pecto  á la  administración  j liquidación  de  su  patrimo- 
nio, la  moratoria  no  tiene  ya  razón  de  ser,  y el  tribunal 
aun  de  oficio  puede  revocarla  y disponer  la  continuación 
del  procedimiento  de  quiebra. 

521,  ■ Todo  iO  que  hasta  aquí  hemos  dicno  se  refiere 
á la  moratoria  concedida  después  de  la  declaración  de  la 
quiebra;  pero  también  antes  de  esta  declaración,  como 
ya  hemos  visto,  se  puede  decretar  la  moratoria  á instan- 
cia del  deudor  que  justifique  el  concurso  de  las  condi- 
ciones necesarias  para  que  pueda  concederse  la  morato- 
ria después  de  la  declaración  de  la  quiebra. 


§ 3.^ — Co7icordato, 

522. — En  cualquier  estado  del  procedimiento  de  quie- 
bra puede  celebrarse  entre  el  quebrado  y los  acreedores 
un  acuerdo  extra  judicial  por  el  que  ellos  renuncien  á 
una  parte  de  sus  créditos  y convengan  en  que  aebe  cesar 
ó suspenderse  el  procedimiento  de  quiebra,  salvo  en  lo 


suficientes  para  cubrir  sus  deudas,  x)revea  la  imposibilidad  e e e 
tuarlo  á la  fecha  de  sus  respectivos  vencimientos,  y el  que  eme 
de  recursos  para  satisfacerlas  eu  toda  su  integridad  (ai  t.  8/  ). 

Agregúese  á esto  que  ni  el  Códig’o  señala  procedimiento  a g 
para  esta  suspensión,  ni  hay  tampoco  en  nuestias  leyes  pío 
nada  aplicable  al  caso,  y se  tendrá  idea  de  la  peituibacion  d 
venido  á introducir  en  el  comercio  una  institución  que,  si 
ficiosa  por  el  fundamento  en  que  se  basa,  es  peijudicia  isi  ^ 

deplorable  manera  como  se  ha  introducido  en  nuestra  e^i 
— (N.  T.) 
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referente  al  procedimiento  criminal,  cuja  continuación 
no  puede  impedirse  por  razones  de  orden  público  (ar- 
tículo 830),  y que  no  puede  ser  paralizado  más  que  por 
el  tribunal  (art.  839)  (a).  Este  concordato,  para  ser  cier- 
tamente eficaz  Y obligatorio  para  todos,  debe  también 
ser  aprobado  por  todos  y autorizado  por  el  tribunal,  pues 
si  interviniese  tan  sólo  el  con  sentimiento  de  uno  ó va- 
rios de  los  acreedores,  pero  no  de  todos,  el  concordato 
sería  obligatorio  para  los  que  lo  aprobaron;  pero  no  sería 
bastante  para  impedir  á los  otros  el  continuar  las  ope- 
raciones de  la  quiebra. 

623. — La  formación  del  concordato  amistoso  podría 
no  llegar  á ser  un  Iieclio,  ó también  no  liaberse  ni  siquie- 
ra intentado;  en  tal  caso  tienen  la  facultad  el  quebra- 
do, el  síndico,  la  delegación  de  los  acreedores,  ó éstos 
en  tanto  que  representen  por  lo  menos  una  cuarta  parte 
del  pasivo,  de  pedir  al  juez  comisario  que  convoque  á ios 
acreedores  para  proponerles  un  concordato.  Hay  más,  el 
síndico  está  obligado  á promover  con  toda  diligencia  su 
conclusión,  hasta  tal  punto,  que  debe  exponer  á la  re- 
unión de  acreedores  detalladamente  el  resultado  de  sus 
observaciones  sobre  el  estado  de  la  quiebra.  Presentada 
la  demanda  para  el  concordato,  el  juez  comis:irio  decre- 
ta la  convocatoria,  notificándola  á los  acreedores,  á ser 
posible  por  carta  certificada,  al  síndico,  y al  mismo  que- 
brado que  debe  intervenir  en  persona,  salvo  si  existieren 
motivos  justos  de  excusa,  en  cuyo  caso  puede  autorizár- 
sele para  hacerse  representar  por  otro;  este  decreto  de 


(a)  El  Códig*o  de  comercio  español  no  consiente  <i  todos  los  que- 
brados celebrar  un  convenio  con  sus  acreedores,  ni  tampoco  en  to- 
dos los  momentos.  En  cnanto  á lo  primero,  es  preciso  que  el  que- 
brado no  sea  fraudulento  ni  se  hubiere  fug'ado;  y eu  cuanto  á lo 
seg’undo,  es  preciso  que  se  haya  terminado  el  reconocimiento  de 
créditos  y se  haya  hecho  la  caliñcación  de  la  quiebra.— (IST.  T.) 
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convocatoria  no  suspende  los  actos  practicados  para  la 
liquidación  de  la  quiebra,  excepción  hecha,  si  se  consi 
dera  oportuno,  los  relativos  á la  venta  de  los  bienes  del 
quebrado  (arts.  831,  832).  Llegado  el  día  marcado  para 
la  junta,  tienen  derecho  á intervenir  en  ella,  á más 
como  hemos  dicho,  del  quebrado,  todos  los  acreedores- 
incluso  los  garantidos  con  prenda,  hipoteca  ú otro  privi- 
legio, si  bien  estos  no  pueden  votar  sobre  la  admisión 
del  concordato  más  que  renunciando  á sus  garantías 
(art.  834).  La  renuncia  puede  referirse  también  á una 
parte  del  crédito  y de  los  intereses,  siempre  que  se  de- 
termine la  suma  á que  ascienden  el  capital  y los  intere- 
ses por  los  que  se  hace,  y ésta  no  sea  inferior  á la  terce- 
ra parte  de  todo  el  crédito. 

524. — Constituida,  pues,  la  asamblea,  y leída  la  rela- 
ción presentada  por  el  síndico,  se  pasa  á tomar  acuerdo 
sobre  las  condiciones  del  concordato,  el  cual  ha  de  reunir 
para  ser  válido  una  doble  mayoría,  ó sea  la  mayoría  del 
número  de  los  acreedores,  presentes  ó ausentes,  recono- 
cidos y admitidos  con  carácter  provisional  ó definitivo  al 
pasivo,  y la  del  importe  de  los  créditos  representados, 
que  ha  de  ascender  por  lo  menos  á las  tres  cuartas  par- 
tes de  la  totalidad  de  los  mismos.  Y ya  que  el  concor- 
dato produce  efectos  tan  graves  (entre  ellos  el  de  obligar 
á la  minoría),  también  quiere  la  ley  una  garantía  segura 
que  corresponda  á los  intereses  reales  de  los  acreedoies; 
por  eso  exige  la  doble  mayoría,  y no  tan  sólo  la  ael  nú- 
mero, pudiendo  ocurrir  que  frente  á unos  pocos  pero 
fuertes  acreedores,  haya  una  multitud  de  pequeña  enti 
dad,  que  no  puedan  con  sus  votos  perjudicar  los  intere 
ses  de  los  otros.  Los  acreedores  hipotecaiios,  con  píen 
da  ú otro  privilegio,  no  se  computan,  como  antes  hem 
dicho,  en  el  cálculo  de  la  mayoría,  á no  ser  que  renu 
cien  en  todo  ó en  parte  á sus  especiales  garantías. 
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por  efecto  de  nuevas  admisiones  de  créditos  ó por  las 
decisiones  del  tribunal  sobre  los  créditos  admitidos  con 
carácter  provisional,  llegase  á cambiar  la  mayoría,  el 
concordato  se  consideraría  siempre  válido,  si  en  la  épo- 
ca en  qne  se  votó  lo  fué  por  la  concurrencia  de  las  dos 
mayorías,  la  del  número  y la  de  la  cantidad  de  los  acree- 
dores y créditos  admitidos  entonces  al  pasivo  (art.  833). 

525.  — Podría  suceder  que  el  concordato  se  hubiere 
aprobado  tan  sólo  por  mayoría  de  número  de  los  acree- 
dores presentes,  ó por  la  sola  mayoría  del  importe  de 
las  tres  cuartas  partes  de  los  créditos,  ó también  á falta 
de  ambas  mayorías  por  un  número  crecido  de  acreedo- 
res; entonces  si  se  ha  demostrado  que  la  proposición  es 
suficientemente  seria,  como  puede  haber  la  esperanza  de 
que,  después  de  reflexionar  mejor  sobre  el  estado  de  la 
quiebra,  los  disidentes  pudieran  llegar  á aceptar  el  con- 
cordato propuesto,  el  juez  comisario,  si  los  que  lo  apro- 
baron persisten  en  su  resolución,  puedo  convocar  otra 
nueva  junta  para  volver  á tomar  acuerdo,  ó señalar  un 
término  para  recoger  nuevas  adhesiones  (art.  835)  (a). 

526.  — Aprobado  el  concordato,  deberá  firmarse  por 
los  que  estuvieren  conformes  en  la  misma  junta  en  que 
se  aprobó;  pero  si  la  mayoría  necesaria  so  consiguió  por 
medio  de  adhesiones  al  proyecto  presentado  en  la  prime- 
ra junta,  entonces  surtirán  el  efecto  de  la  suscrición  las 
cartas  que  contengan  las  adhesiones,  ó las  declaraciones 
verbales  hechas  por  los  acreedores  ante  el  juez  comisario. 
Sin  embargo,  áun  después  de  suscrito  el  concordato  no 
se  considera  obligatorio  para  todos,  y por  consiguiente, 
tampoco  para  la  minoría,  hasta  que,  á instancia  de  los 
más  diligentes,  se  haya  visado  y autorizado  por  el  tribu- 


(a)  Ni  este  caso  ni  el  de  alteración  de  la  mayoría,  por  efecto  de 
la  presentación  de  nuevos  créditos,  han  sido  previstos  por  el  Códi- 
go de  comercio  español. —(N.  T.) 
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jjíll,  y esta  aiiíoiización  no  paedo  concederse  si  no  des 
]>u(!S  de  transe urridoB  ocho  días  de  la  terminación  del 
juicio  verhal  de  ]a  junta  í3n  que  se  aprobó,  ó del  venci- 
miento del  termino  fíjado  por  el  juez  comisario  para  re- 
cocer adlicsiones.  Y esto,  porque  dentro  de  este  término 
los  acreedores  no  conformes  ó que  no  hubieren  asistido 
a,  la  junta,  no  los  que  no  estuvieren  todavía  admitidos 
al  pasivo,  tienen  derecho  a oponerse  a este  concordato 
Si,  pues,  no  hubiere  oposición,  el  tribunal  decretará  á 
instancia  de  parte  el  visado  y autorización  en  Sala;  si 
por  el  contrario  hubiere  oposición,  el  tribunal  resolverá 
sobre  ésta  y sobre  la  autorización  en  una  sola  sentencia, 
y si  admitiere  la  oposición  anulará  el  concordato  respec- 
to á todos  los  interesados,  y el  procedimiento  de  quiebra 
continuará  su  curso  (art.  836). 

r>27. — (^Cuáles  son  los  efectos  de  la  autorización  del 
concordato  por  el  tribunal?  Por  de  pronto,  y en  primer 
termino,  so  convierte  en  obligatorio  para  todos  los  acree- 
dores (art.  840),  y surte  ios  efectos  de  una  novación, 
puesto  que  la  primitiva  causa  del  débito  se  sustituye  por 
la  que  nace  del  concordato.  Sin  embargo,  si  en  el  con- 
cordato se  hubiesen  consentido  hipotecas  en  favor  de  los 
interesados,  la  autorización,  para  mayor  garantía,  no 
tendrá  eíicacia  más  que  desde  el  día  en  que  se  hicieren 
las  inscripciones  correspondientes,  á cuyo  efecto  el  tri- 
bunal deberá  señalar  un  término  dentro  del  que  deben 
hacerse  (art.  838).  Después,  en  cuanto  la  sentencia  sea 
firme,  cesa  el  estado  de  quiebra,  y el  sindico  en  sus  fun- 
ciones, el  cual  debe  dar  cuenta  al  quebrado  de  su  g' 


ofes- 


Ui  UUíLL  KÁUKJl:::  U.Í1.-L  

tión  y de  la  de  la  delegación  de  los  acreedores  (art.  831). 
El  quebrado  queda  libre  de  las  incapacidades  que  sobre 
él  pesaban  por  efecto  de  la  quiebra;  sin  embargo,  la  can^ 
colación  de  su  nombre  del  tablón  de  los  quebiados,  a 
como  también  la  prohibición  de  entr¿ir  en  las  Bolsas  de 
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coniGrcio,  do  puGdGii  CGSB^r  nicis  (][ug  por  oidcD.  Gxprosci 
dol  tribunal  gd  la  sGntGncia  dada  para  autorizar  el  con- 
cordato, si  g1  quGbrado  fuese  merecedor  de  esta  conside- 
ración especial , y después  de  que  se  baya  comprobado 
por  el  propio  tribunal  el  total  cumplimiento  de  las  obli- 
gaciones impuestas  por  el  concordato.  El  cumplimiento 
se  entiende  total,  según  la  opinión  más  extendida,  siem- 
pre que  el  quebrado  baya  pagado  por  entero  el  dividen- 
do prometido,  aun  cuando  lo  hubiere  sido  en  un  tiempo 
más  largo  del  que  se  fijó  en  el  concordato. 

Estos  mismos  principios  son  aplicables  para  la  sus- 
pensión ó extinción  del  procedimiento  criminal  por  ban- 
carrota sencilla  (art.  839,  861). 

528. — El  concordato,  áun  estando  autorizado,  puede 
ser  anulado  por  el  tribunal  á instancia  del  síndico  ó de 
cualquier  acreedor,  previa  citación  y audiencia  en  juicio 
contradictorio  del  síndico  y del  quebrado,  cuando  se  des- 
cubra, después  de  autorizado,  que  dolosamente  se  ha 
exagerado  el  pasivo  ó se  ha  ocultado  una  parte  impor- 
tante del  activo;  y no  por  otras  causas  (art.  842).  Puede 
también  resolverse  si  el  quebrado  no  cumpliere  las  obli- 
gaciones adquiridas  por  virtud  del  concordato;  pero  esta 
resolución  puede  pedirse,  ó colectivamente  por  la  doble 
mayoría  requerida  para  su  aprobación,  ó iiidividualmen-. 
te  por  uno  ó más  acreedores;  en  el  primer  caso,  la  reso- 
lución se  decreta  respecto  á todos;  en  el  segundo,  tan 
sólo  respecto  á los  que  la  han  pedido,  los  cuales,  por  esta 
determinación,  recobran  la  integridad  de  sns  derechos 
contra  el  quebrado,  pero  no  pueden  pedir  el  resto  de  la 
cuota  prometida  en  el  concordato  más  que  después  do 
vencidos  los  términos  en  él  establecidos  para  el  pago  de 
la  última  cuota  (art.  843)  (a). 

(a)  De  los  efectos  de  esta  rescisión  pedida  individualmente  no 
habla  nuestro  Código  de  comercio,  así  como  tampoco  admite  la  po- 
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529.  Anulado  ó resuelto  respecto  á todos  el  concor- 

dato, vuelve  á abrirse  el  procedimiento  de  quiebra  con 
sus  efectos  consiguientes  para  el  quebrado;  sin  embar- 
go, los  actos  ejecutados  por  él  en  el  intervalo  de  tiempo 
transcurrido  entre  la  autorización  y la  anulación  no  pue- 
den declararse  nulos  más  que  en  el  caso  de  fraude  con- 
tra los  derechos  de  los  acreedores  (art.  844),  porque  au- 
torizado por  el  tribunal  el  concordato,  el  quebrado  reco- 
bra su  plena  capacidad,  y no  habría  motivo  para  anular 
los  actos  realizados  por  él  de  buena  fe.  Los  acreedores 
anteriores  al  concordato  recobran  la  integridad  de  sus 
derechos  respecto  al  quebrado  solamente,  pero  no  pue- 
den tener  participación  en  la  masa  más  que  en  la  pro- 
porción siguiente: 

Si  no  ha  recibido  ninguna  parte  del  dividendo  por  la 
totalidad  de  sus  créditos. 

Si  ha  recibido  una  parte  por  la  cantidad  del  primiti- 
vo crédito  correspondiente  á la  del  dividendo  prometido 
y no  recibido  (art.  845). 

530.  — Todo  esto  supone  que,  existiendo  también 
acreedores  posteriores  al  concordato,  no  se  haya  decre- 
tado una  nueva  declaración  de  quiebra;  si  se  hubiese  de- 
cretado, el  concordato  no  cumplido  se  considerará  re- 
suelto ijpso  fado  y se  abrirá  también  ex  novo  un  procedi- 
miento de  quiebra  que  absorverá  al  primero,  no  pu- 
diendo  subsistir  al  propio  tiempo  dos  procedimientos  de 
quiebra  contra  un  mismo  deudor;  sin  embargo,  los  dere- 
chos de  los  acreedores  anteriores  al  concordato,  serán  en 
todo  caso  los  anteriormente  indicados. 


oibilidad  de  la  impuguación  del  convenio  una  vez  aprobado,  mas 
ane  x)or  faltar  al  cumplimiento  de  lo  estipulado  (art.  906).  — TO 


CAPITÜLO  IX 


l>e  la  quiclbra  de  las  sociedades  laer  can  tiles. 

531. — También  las  sociedades  mercantiles  legalmen- 
te existentes,  y según  algunos,  tratándose  de  sociedades 
en  nombre  colectivo  ó en  comandita  simple,  aun  las 
existentes  de  mero  hecho,  pueden  ser  declaradas  en 
quiebra,  ya  á instancia  propia,  ó sea  de  sus  administra- 

i 

dores,  ó de  los  liquidadores  si  la  sociedad  se  encuentra 
en  liquidación,  ya  á instancia  de  los  acreedores  sociales, 
no  de  los  acreedores  particulares  de  los  socios,  ya  de 
oficio  por  el  tribunal  en  cuya  jurisdicción  tiene  la  socie- 
dad su  domicilio  ó su  establecimiento  principal.  Decla- 
rada la  quiebra,  el  procedimiento  es  el  ya  estudiado;  sin 
embargo,  conviene  indicar  algunas  particularidades.  T^a 
quiebra  de  una  sociedad  anónima  no  produce,  natural- 
mente, consecuencias  jurídicas  contra  los  socios,  como 
no  las  produce  contra  los  comanditarios  de  las  socieda- 
des en  comandita;  sólo  que,  si  en  ambos  casos  los  socios 
no  hubieren  entregado  la  totalidad  del  importe  de  sus 

^ í 

cuotas  ó acciones,  pueden  ser  obligados  á su  entrega  si 

el  tribunal  declarare  ser  necesario.  Por  el  contrario,  la  ‘ 

quiebra  de  una  sociedad  en  nombre  colectivo  produce 

también  la  de  los  socios  particulares;  como  la  quiebra  de  ’l 

una  sociedad  comanditaria  produce  también  la  de  los  so- 

cios  colectivos  de  la  misma,  por  cuanto  son  responsables  i 

ilimitadamente  como  los  de  las  sociedades  colectivas  ^ 

♦ 

(art.  847).  Sin  embargo,  en  uno  y otro  caso,  no  se  incoan 


\ 
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tantos  procedimientos  distintos  como  socios  hay, 
que  las  quiebras  de  éstos,  declaradas  en  todo  caso  por  el 
propio  tribunal  que  declara  la  quiebra  de  la  sociedad 
quedan  comprendidas  en  una  sola  quiebra,  y sujetos 
por  lo  tanto,  á un  procedimiento  colectivo  y único;  pero 
así  como  los  acreedores  de  la  sociedad  tienen  derecho  de 
preeminencia  sobre  los  acreedores  particulares  de  cada 
socio,  así  el  patrimonio  de  la  sociedad  no  se  confunde 
nunca  con  el  de  los  socios  en  particular  (art.  847,  § 3); 
y de  aquí  también  que  sólo  los  acreedores  sociales  son 
los  admitidos  al  pasivo  de  la  sociedad  (art.  850)  y toman 
parte  en  los  acuerdos  referentes  al  patrimonio  social, 
mientras  que  en  los  acuerdos  referentes  al  patrimonio 
individual  de  cada  socio  toman  parte,  á más  de  los 
acreedores  particulares,  los  de  la  sociedad,  porque  éstos 
tienen  también  derecho  sobre  dicho  patrimonio. 

532.  — Si  la  quiebra  de  una  sociedad  en  nombre  co- 
lectivo ó en  comandita  produce  también  la  de  los  socios 
ilimitadamente  responsables,  la  quiebra  de  éstos  puede 
ser  causa,  de  que  la  sociedad  se  disuelva  (art.  191),  no  de 
que  sea  declarada  en  quiebra,  porque  el  patrimonio  par- 
ticular de  los  socios  no  so  confunde  con  el  de  la  socie- 
dad, Y en  tanto  que  no  cesa  ésta  en  sus  pagos,  no  puede 
ser  declarada  en  quiebra  (art.  848). 

533.  — Las  demás  narticularidades  que  respecto  á la 
quiebra  de  las  sociedades  merecen  llamar  la  atención, 
se  refieren  á los  derechos  de  los  poseedores  de  ios  títu- 
los llamados  obligaciones,  y á la  celebración  ciel  concoi- 
dato. 

534. ^ — Los  poseedores  délas  obligaciones  están  cora 
prendidos  entre  los  acreedores  sociales,  no  poi  el  valor 
nominal  de  las  mismas,  sino  por  el  valor  de  sa  emisión, 
deducción  lieclia  de  lo  que  la  sociedad  hubiere  pa„ad 
ya  sobre  diclio  valor,  á título  de  amortización  o leembo 
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so  (art.  851).  Si  así  no  se  hiciese,  los  poseedores  de  obli- 
gaciones vendrían  á ser  preferidos  a los  demás  acreedo- 
res, es  decir,  que  figurarían  en  el  pasivo  de  la.  quiebra 
por  una  suma  superior  á la  que  han  pagado  efectiva- 
mente. 

535.  — En  cuanto  al  concordato,  hay  que  advertir 
que  el  concedido  á la  sociedad  no  se  supone  nunca  he- 
cho en  favor  de  los  acreedores  de  cada  socio;  así  como 
el  concordato  concedido  especialmente  á uno  ó va- 
rios socios  no  implica  el  concordato  con  la  sociedad, 
siempre  por  la  razón  de  que  la  quiebra  de  la  sociedad 
es  distinta  de  la  de  los  socios  en  pO;rticu]ar.  Y es  tam- 
bién por  esta  razón  por  la  que,  convenido  el  concordato 
particular  durante  la  quiebra  de  la  sociedad,  el  activo 
social  está  siempre  sujeto  á la  administración  de  hi 
quiebra,  quedando  excluidos  tan  sólo  los  bienes  particu- 
lares del  socio  ó de  los  socios  concordatarios,  y no  puede 
devolverse  parte  alguna  del  activo  social  pcoia  satisfacer 
obligaciones  provenientes  del  concordato.  El  socio  que 
ha  obtenido  el  concordato  queda,  pues,  liberado  de  la 
oblio’ación  solidaria  contra  los  acreedores  de  la*  sociedad, 

o 

pero  no  puede  borrarse  su  nombre  del  tablón  de  los  que- 
brados, más  que  después  de  haber  pagado  también  ínte- 
gramente á los  acreedores  sociales  (art.  854). 

536.  — liemos  de  advertir,  por  último,  que  declarada 
la  quiebra  de  una  sociedad,  pierdo  ésta  sn  propia  perso- 
nalidad jurídica,  no  pudiendo  recobrarla  ya.  Se  excep- 
túan de  esto  las  sociedades  anónimas  que  no  se  encuen- 
tren en  estado  de  liquidación,  con  objeto  de  favorecer 
esta  clase  de  sociedades.  El  concordato  convenido  con 
lina  sociedad  anónima  puede,  pues,  resolver  acerca  de 
la  continuación  ó desaparición  de  la  empresa  social, 
pero  fijando  también  las  condiciones  (art.  853). 
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CAPÍTULO  X. 


I>e  I«s  besitos  eii  msiteria  quielbra. 


§ 1.^ — De  la  bancarrota  (1)  (a). 

537. — La  quiebra  puede  ser  efecto,  no  sólo  de  la 
mala  suerte,  sino  de  culpa  ó dolo,  ó también  dar  lugar  á 
hechos  dolorosos  6 culpables  cometidos  por  el  quebrado 
ó por  otras  personas:  en  todos  estos  casos  hay  aspectos 
variados  del  delito,  en  cuyo  estudio  se  ocupa  el  Código 
de  comercio  y también  el  Código  penal,  más  que  nada 
por  razones  de  método,  puesto  que  se  refieren  á una  ins- 
titución que  es  propia  exclusivamente  del  derecho  mer- 
cantil, lo  que  no  quita  para  que  estos  delitos  se  deban 
considerar  sujetos  al  Código  penal  en  lo  referente  al  pro- 
cedimiento y á los  principios  generales  del  derecho  pri- 
mitivo, incluso  los  que  permiten  á los  acreedores  singu- 
lares mostrarse  parte  civilmente  para  conseguir  la  repara- 
ción del  daño.  La  acción  correspondiente  al  delito  de  que 


íl)  Véanse,  además  de  las  obras  g*enerales  sobre  quiebras  ya  ci- 
tadas: Bosio,  Della  hancarroUa  secondo  la  dotirina  e la  giurispru- 
denza.  Torino,  1885.— Casor ATI,  II  reato  di  bancarrota  e ü nuovo 
Códice  di  commercio  en  la  Rivista  penaJe,  voL  XVII,  entregas  !--<• 
— De  Cola  Froto,  Dei  reati  contro  Veconomia  publica.  Messin», 
1885. — PuGLiA,  Del  reato  di  hancarroUa.  1886. 

(a)  Xia  bancarrota  no  es  término  técnico  del  derecho  español, 
corresponden  á la  bancarrota  los  estados  de  quiebra  que  llama  el 
Código  de  insolvencia  culpable  é insolvencia  fraudulenta  (art.  886). 
—(N.  T.) 


derecho  mercantil 


611 


t 


1108  ocupamos  es  pública  (art.  855  § 1."),  y signe  su  curso  in- 
dependientemente del  procedimiento  de  quiebra  (artícu- 
lo 696);  y aunque  si  bien,  como  diremos,  en  algunos  ca- 
sos es  indispensable  una  declaiaciou  de  quiebia  para  que 
pueda  imponerse  condena  por  bancariota,  también  la  ac- 
ción para  perseguir  este  delito  puede  promover  se  en  ta- 
les casos  antes  de  la  declaración  de  quiebra,  cuando  ala 
suspensión  de  pagos  se  agregue  la  fuga,  ocultación,  cie- 
rre de  almacenes,  alzamieoto,  sustracción  ó disminución 
fraudulenta  del  patrimonio  en  perjuicio  de  los  acreedo- 
res; sin  embargo,  en  este  caso,  el  procurador  del  rej 
debe  denunciarla  cesación  de  los  pagos  al  tribunal,  a fin 


de  que  se  baga  la  declaración  de  la  quiebra  (art.  855, 

§§  2.-y  3.<^). 

538. — Dicho  esto,  hagamos  notar  que  los  hechos  cul- 
pables ó dolosos  de  los  que  depende  ó los  que  se  relacio- 
nen con  la  quiebra,  determinan  en  el  quebrado  el  de- 
lito de  bancarrota,  del  cual  considera  la  ley  dos  espe- 
cies diversas,  ó sea  la  bancarrota  simple,  que  nace  ordi- 
nariamente de  la  culpa,  y la  fraudulenta,  que  nace 
ordinariamente  del  dolo.  En  cuanto  á la  primera,  hay 
casos  en  los  que  el  delito  de  bancarrota  existe  indepen- 
dientemente de  la  previa  declaración  de  quiebra,  ó sea 
por  el  simple  hecho  (que  el  juez  de  instrucción  es  libre 

de  determinar)  de  la  cesación  de  los  pagos,  lo  que  ocu- 
rre (art.  856): 

!•  Si  los  gastos  personales  del  comerciante  que  ha 
cesado  en  sus  pagos,  ó los  de  su  familia,  que  como  sabe- 
mos deben  resultar  del  libro  diario,  fueren  excesivos, 
dada  su  condición  económica. 

2 o Qi  L 

OI  na  consumido  una  parte  excesiva  de  su  patri- 
monio en  operaciones  de  puro  azar  ó manifiestamente  im- 
prudentes. 

Si  con  objeto  de  retardar  la  quiebra,  ha  hecho 
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compras  con  intención  seguida  del  hedió,  (cosa  que  no 
exigía  el  Código  derogado,)  de  revenderá  un  precio  infe- 
rior al  corriente,  ó ha  recurrido  á préstamos,  giro  de 
efectos  comerciales  ti  otros  medios  ruinosos  para  procu- 
rarse fondos. 


4, ^  Si  después  de  la  cesación  de  los  pagos  ha  pagado 
á algún  acreedor  con  daño  de  la  masa. 

5. "^  Si  no  ha  llevado  los  libres  prescritos,  ó al  menos 
el  libro  diario,  pues  basta  este  último  para  eludir  la 
aplicación  de  la  lej. 

539. — Hay  también  casos  en  los  que  no  se  puede  ha- 
blar de  la  bancarrota  si  no  existe  una  declaración  de 
quiebra  hecha  por  la  autoridad  competente.  Esto  ocurre 
(art.  857): 

1 Si  el  quebrado  no  ha  hecho  exactamente  el  inven- 
tario anual,  6 si  sus  libros  6 inventarios  están  incomple- 
tos ó irregularmente  llevados,  ó no  presentan  su  verda- 
dero estado  activo  y pasivo,  áim  cuando  no  hubiere  frau- 
de; sin  embargo,  la  doctrina  y la  jurisprudencia  han 
puesto  en  duda  si  la  falta  de  las  formalidades  requeridas 
por  la  ley  en  el  modo  de  llevar  los  libros  puede  conside- 
rarse como  irregularidad,  ó si  equivale  á la  falta  de  los 
libros,  y debe  por  esto  regirse  por  lo  dispuesto  en  el  ya 
indicado  núm.  5.^  del  art.  856. 

2.®  Si  habiendo  contmído  matrimonio,  no  ha  cumpli- 
do lo  dispuesto  en  los  arts.  16  y 18. 

3.0  Si  dentro  de  los  tres  días  de  la  cesación  de  los 
pagos  no  lia  lieclio  la  declaración  de  la  quiebra  al  tii- 


bunal. 

4.^  Si  sin  impedimento  legítimo  no  se  ha  presentado 
personalmente  al  juez  comisario,  á la  delegación  de  lo^ 
acreedores  ó al  síndico,  en  los  casos  y en  los  términos 
establecidos,  ó si  presentándose,  les  ha  dado  indicacio- 
nes falsas  ó después  de  haber  obtenido  un  salvo  condiic 
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to  no  ha  obedecido  las  órdenes  de  presentarse,  ó si  se  ha 
ausentado  sin  permiso,  de  sa  domicilio  durante  la  quiebra; 

5.°  Si  no  ha  satisfecho  las  obligaciones  contraídas  en 
el  concordato  convenido  en  una  quiebra  precedente. 

Todas  estas  indicaciones  de  la  lej  tienen  que  enten- 
derse de  un  modo  taxativo,  por  tratarse  de  materia 
penal. 

Finalmente,  son  casos  de  bancarrota  simple,  el  del 
agente  mediador  que  suspende  pagos  en  el  ejercicio  de  su 
profesión,  puesto  que  debe  cumplir  escrupulosamente  las 
obligaciones  inherentes  á su  cargo  (art.  858);  también  el 
del  comerciante  que  antes  de  la  declaración  de  la  quie- 
bra, con  el  sólo  objeto  de  conseguir  más  fácilmente  una 
moratoria,  se  hubiere  á sabiendas  atribuido  falsamente 
alguna  parte  del  activo,  ó hubiere  simulado  deudas  no 
existentes  para  hacer  intervenir  en  la  junta  acreedores 
en  todo  ó en  parte  simulados  (art.  859). 

540.  — Es,  Dor  el  contrario,  culoable  de  bancarrota 
fraudulenta,  el  comerciante  que,  habiendo  cesado  en  sus 
pagos,  ha  sustraído  ó falsificado  sus  libros,  distraído, 
ocultado  ó disimulado  parte  de  su  activo,  j el  comercian- 
te que  ha  presentado  un  pasivo  falso,  ó en  los  libros,  c 
en  las  escrituras,  ó en  documentos  auténticos  ó priva- 
dos, 6 en  el  balance  se  ha  fraudulentamente  reconocido 
deudor  de  sumas  no  debidas,  á no  ser  que  lo  hubiere  he- 
cho para  conseguir  una  moratoria,  en  cuyo  caso  es  tan 
sólo  culpable  de  bancarrota  simple  (art.  860). 

541.  — Los  delitos  de  bancarrota  simple  son  castiga- 
dos con  prisión  de  seis  meses  á dos  años;  sin  embargo, 
en  los  casos  en  que,  con  arreglo  al  citado  art.  857,  no  se 
puede  perseguir  la  bancarrota  más  que  existiendo  pre- 
viamente una  declaración  de  quiebra,  tratándose  enton- 
ces de  delitos  menos  graves,  la  pena  puede  rebajarse 
hasta  un  mes.  Los  delitos  de  bancarrota  fraudulenta  son 
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castigados  con  reclusión,  j en  los  casos  más  graves  con 
trabajos  forzados  temporales;  el  condenado  por  banca-  ' 
rrota  está-  además  inhabilitado  para  el  ejercicio  del  co- 
mercio, j no  puede  tener  ingreso  en  la  Bolsa  (art.  861). 
Sin  embargo,  conviene  advertir  que  las  penas  indicadas, 
como  también  las  á que  se  refiere  el  párrafo  siguiente, 
deben  ponerse  en  armonía  con  el  sistema  del  nuevo  Có- 
digo penal  (E.  Decreto  1,^  Diciembre  1889). 

§ 2.^ — De  los  delitos  de  otras  personas  diversas  del  quebrado 

sin  complicidad  en  la  bancarrota. 

542. — Si  el  quebrado  es  culpable  de  bancarrota,  los 
cómplices  de  este  delito  serán  castigados  según  las  re- 
glas generales  del  Código  penal  en  materia  de  complici- 
dad. Pero  también  puede  ocurrir  que  un  comerciante 
quiebre  sin  ser  culpable  de  bancarrota,  y que  otras  per- 
sonas que  dependan  ó estén  en  relación  con  él,  ó con  oca- 
sión de  la  quiebra  tan  sólo,  cometan  liechos  ilícitos,  ó 
más  bien  dignos  de  ser  castigados.  Supuesto  esto: 
a)  El  factor  ó el  representante  del  comerciante  que  en 
la  gestión  á él  encomendada  cometa  uno  de  los  hechos 
que  de  haberse  ejecutado  por  el  quebrado  le  harían  cul- 
pable de  bancarrota,  á excepción  de  los  exclusivamente 
relativos  á la  persona  del  quebrado  (art.  856,  núm.  1.^; 
art.  857,  núms.  2.^,  3.®  y 4.®),  será  castigado  con  la  pena 
de  la  bancarrota  simple  ó fraudulenta,  del  mismo  modo 
que  si  tales  hechos,  de  haberse  ejecutado  por  el  quebra- 
do, se  hubieran  calificadí>  y castigado  (art.  862). 

b)  Los  administradores  y los  directores  de  una  socie- 
dad por  acciones  (no  los  de  una  sociedad  colectiva  o co- 
manditaria simple,  porque  la  quiebra  de  la  sociedad  de 
termina  también  su  quiebra,  y de  aquí,  que  si  hay  culpa 
ó dolo,  se  les  castigue  como  reos  del  delito  de  bancano- 
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ta),  serán  castigados  (art.  863)  con  las  penas  de  la  ban- 
carrota simple,  si  por  su  culpa  hubiere  ocurrido  la  quie- 
bra de  la  sociedad  ó no  se  hubieren  cumplido  las  dispo- 
siciones de  los  arts.  91,  92,  94,  95,  96,  101,  104,  140, 
144,  145,  146,  155,  166,  171,  172,  173,  176,  177,  18o! 
181  y 182,  Ó si  fueren  culpables  de  algunos  de  los  he- 
chos que,  de  haberse  ejecutado  por  un  comerciante  par- 
ticular, serían  bastantes,  según  la  lej,  para  considerarle 
culpable  de  bancarrota  simple,  áun  cuando  no  exista  una 
previa  declaración  de  quiebra,  á excepción  de  lo  que  se 
refiere  á los  gastos  personales  considerados  excesivos 
(art.  856,  núms.  2."^,  3.^,  4.®  y 5.®),  ó si  los  inventarios  ó 
los  libros  están  irregulares;  si  en  los  tres  días  siguientes 
á la  cesación  de  los  pagos  no  se  ha  hecho  la  declaración 
de  la  quiebra,  ó también  si  habiéndola  hecho,  se  ha  omi- 
tido el  nombre  de  alguno  de  los  socios  responsables  so- 
lidariamente; ó,  finalmente,  si  sin  legítimo  impedimen- 
to no  se  hubieren  presentado  al  juez  comisario,  á la  de- 
legación de  los  acreedores  ó al  síndico,  en  los  casos  y 
términos  establecidos,  ó si,  presentándose,  hubieren 
dado  sus  indicaciones  falsas,  ó después  de  haber  conse- 
guido un  salvo  conducto  no  hubieren  obedecido  las  ór- 
denes de  presentarse,  ó si  se  hubieren  ausentado,  sin  per- 
miso, de  su  domicilio  durante  la  quiebra  (art.  857,  nú- 
meros l.°,  3.^  y 4.°).  Serán,  pues,  castigados  con  la  pena 
correspondiente  á la  bancarrota  fraudulenta,  si  realiza- 
sen algún  hecho  de  los  que,  ejecutados  por  el  quebrado, 
le  harían  culpable  de  tal  delito,  y además; 

1. ®  Si  hubieren  omitido  dolosamente  la  publicación 
de  la  escritura  social  y la  de  sus  modificaciones  poste- 
riores del  modo  establecido  por  la  ley. 

2. ®  Si  hubieren  falsamente  indicado  el  capital  sus- 
crito ó realizado. 

3. ®  Si  hubieren  repartido  á los  socios  dividendos  no 
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existentes  y liubieren  con  esto  disminuido  el  capital 
social. 

4.0  Si  liubieren  percibido  dolosamente  cantidades 
superiores  á las  señaladas  en  la  escritura  social. 

5.®  Si  liubieren  producido  dolosamente  ó por  con- 
secuencia de  operaciones  dolosas  la  quiebra  de  la  so- 
ciedad. 

c) . — ^El  síndico  de  la  quiebra  culpable  de  malversación 
en  su  administración,  así  como  sus  auxiliares  y encar- 
gados de  la  ejecución  de  las  operaciones  de  la  quiebra, 
serán  castigados  con  la  pena  de  reclusión,  y si  el  daño 
producido  es  ligero,  con  la  de  prisión  no  inferior  á tres 
meses.  Si  el  síndico  no  es  culpable  más  que  de  negligen- 
cia, será  castigado  con  la  pena  de  prisión  de  un  mes  á 
un  año  y con  la  de  multa  hasta  trescientas  liras.  Estas 
penas  pueden  también  aplicarse  por  separado,  según  las 
circunstancias  (art.  864). 

d) , — Los  que  sin  complicidad  en  la  bancarrota  resul- 
taren culpables: 

1. ^  De  haber  en  una  quiebra  distraído,  recibido  ú 
ocultado  á sabiendas  la  existencia  de  bienes  muebles  ó 
inmuebles  del  quebrado  en  declaraciones  públicas  ó pri- 
vadas. 

2. ^  De  haber  propuesto  fraudulentamente  en  la  quie- 
bra en  nombre  propio  ó por  tercera  persona  créditos 
simulados. 

3. ^  De  haberse  hecho  culpable  de  actos  constitutivos 
de  bancarrota  fraudulenta  ejerciendo  el  comercio  con  el 
nombre  de  otro,  ó con  nombre  supuesto. 

Serán  castigados  todos  con  la  pena  de  reclusión  hasta 
cinco  años. 

Si  los  que  hubieren  distraído  ú ocultado  valores  u 
otras  cosas  pertenecientes  á la  quiebra,  fueren  descen- 
dientes, ascendientes,  afines  en  la  misma  línea,  ó el  cón- 
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jiige  del  quebrado,  habida  consideración  á su  parentes- 
co, serán  castigados  con  la  pena  inferior  de  prisión  (ar- 
tículo 865).  En  el  caso  del  núui.  3,  el  comerciante  que  á 
sabiendas  prestó  su  propio  nombre  al  quebrado,  será 
también  castigado  con  la  pena  de  reclusión  liasta  cinco 
años. 

e). — Finalmente,  el  acreedor  que  hubiere  estipulado 
con  el  quebrado  ó con  otras  personas  ventajas  á su  fa- 
vor á cambio  de  su  voto  en  los  acuerdos  de  la  quiebra, 
ó para  conseguir  la  moratoria,  ó que  de  otro  modo  dis- 
tinto de  los  previstos  en  el  art.  860  se  procurare  venta- 
jas con  cargo  al  activo  do  la  quiebra,  será  castigado  con 
prisión  que  no  exceda  de  un  año  y multa  que  no  exceda 
de  dos  mil  liras.  Puede  extenderse  la  prisión  hasta  dos 
años  si  el  acreedor  fuere  miembro  de  la  delegación  ins- 
pectora (art.  866). 

543. — En  ios  dos  últimos  casos  {d  j e)  si  hubiere 
condena,  la  sentencia  debe  también  disponer  (art.  867) 
el  reintegro,  cuando  fuere  preciso  á la  masa  acreedora  de 
los  bienes  ó valores  sustraídos,  y la  restitución,  á quien 
proceda,  de  todo  lo  que  el  acreedor  hubiese  indebidamen- 
te recibido;  el  resarcimiento  de  los  daños  por  la  suma  que 
se  hubiese  ya  convenido,  salvo  siempre  el  resarcimiento 
de  mayores  daños  si  se  probasen;  también  debe  decretar 
la  nulidad,  respecto  á todos  y lo  mismo  respecto  al  que- 
brado (tratándose  de  hechos  criminales),  de  las  conven- 
ciones particulares  que  se  hubiesen  hecho  para  procurar 
al  acreedor  las  ventajas  anteriormente  indicadas.  Sin 
embargo,  podría  ocurrir,  áun  habiendo  condena,  que  la 
parte  perjudicada  no  hubiera  propuesto  durante  la  ins- 
trucción del  proceso  la  demanda  de  indemnización,  nu- 
lidad de  pactos,  etc.;  ó que  se  hubiere  dictado  sentencia 
absolutoria,  ó denegatoria,  porque  resultare  no  haber 
ocurrido  el  hecho,  ó no  haberlo  cometido  el  denunciado. 
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6 Iiaber  prescrito  la  acción  (art.  6.®,  Cód.  proc.  crim.); 
entonces  no  procederían  naturalmente  otras  acciones 
por  daños;  pero  si  la  absolución,  ó el  no  haber  lugar  4 
dictarla  se  fundare  en  causas  diversas  de  las  antes  indi- 
cadas, si  las  acciones  lí  que  nos  referimos  pueden  subsis- 
tir todavía,  el  síndico  será  el  que  pueda  intentarlas  ante 
el  tribunal  civil. 


« 


titulo  segundo 

DEL  EJERCICIO  DE  LAS  ACCIONES  MERCANTILES 

Y DE  SU  DURACIÓN 


CAPITULO  i 


El  ejercicio  de  las  acciones  (1). 


544.— Por  mucho  tiempo  la  administración  de  la 
justicia  mercantil  estuvo  encomendada  á órganos  espe- 
ciales, pero  desde  la  lej  de  25  de  Enero  de  1888,  q^ue 
abolió  los  tribunales  de  comercio,  los  órganos  de  la  jus- 
ticia mercantil  son  los  mismos  de  la  justicia  civil,  o sea 
conciliadores,  pretores,  tribunales  civiles,  tribunales  de 
apelación  y tribunales  de  casación.  Sin  embargo,  toda- 
vía en  la  vía  contenciosa  se  confieren  atribuciones  espe- 
ciales por  el  Código  de  la  marina  mercante,  en  los  ñ.r~ 
tículos  14, 16,  á los  capitanes  j oficiales  de  puertos  res- 
pecto á los  actos  concernientes  al  comercio  marítimo.  De 
los  cónsules  y de  los  tribunales  consulares  no  nos  ocupa- 
remos ya,  tratándose  de  materia  regulada  por  leyes  es- 
peciales (28  Agosto  1866,  30  Maj-o  1875).  Por  regla  ge- 

— rw-m  ■ II II  irri  n 1 

(1)  Se  pueden  consultar  los  tratados  generales  de  procedimien- 
tos, y también:  Despreaux,  Competence  des  trihunaux  de  commer- 

ce  dans  leurs  rapports  avec  les  trihunaux  civils.  Bruxelles,  1836. 

Orillaed,  De  la  compétence  et  de  la  procedure  des  trihunaux  de 
tíommerce.  París,  1844.-NOUGTJIER,  Des  trihunaux  de  commerce, 
des  commerpants,  et  des  actes  de  commerce.  París,  1844. 
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iieral,  pues,  la  distinción  entre  las  materias  civiles  y 
mercantiles  no  es  ya  criterio  determinativo  de  competen- 
cia, y no  tiene  importancia  más  que  para  determinar  la 
aplicación  de  las  leyes  civiles  ó mercantiles,  sustanciales 
ó de  procedimientos  (a), 

545. — ¿Cuándo  deben  aplicarse  las  leyes  mercantiles 
antes  que  las  civiles?  Pues  en  primer  término,  cuando  el 
objeto  de  la  controversia  sea  mercantil,  es  decir,  se  re- 
fiera á actos  de  comercio,  cualesquiera  que  sean  las  per- 
sonas entre  quienes  se  celebre  (art.  869,  núm.  1).  Pero 
liay  que  advertir  que  no  es  preciso  que  el  acto  sea  mer- 
cantil objetivamente  considerado,  basta  con  que  lo  sea 
de  un  modo  sujetivo,  ó sea  que  pueda  reputarse  acto  de 
comercio  á tenor  del  art.  4,  ó también  con  que  se  refiera 
nada  más  al  comercio,  podrá  considerarse  mercantil  en 
virtud  de  la  teoría  de  lo  accesorio.  Todo  esto  sin  consi- 
deración á la  circunstancia  de  que  el  acto  sea  mercantil 
para  ambos  contratantes  ó para  uno  de  ellos  tan  sólo 
(art.  54,  870)  (5).  Entiéndase  además  que  puede  ser  ob- 
jeto de  contienda  mercantil,  no  sólo  un  contrato,  sino 
también  un  cuasi  contrato,  un  delito  ó un  cuasi  delito, 
á tenor  de  lo  que  liemos  dicho  en  el  núm.  94.  Sin  em- 


(a)  El  libro  Y del  Código  de  comercio  español  de  1829  trataba 
do  la  jurisdicción  mercantil,  que  era  también  especial;  pero  el  de- 
creto-ley de  uniñcación  de  fueros  dado  por  el  Gobierno  provisional 
on  6 de  Diciembre  de  1868,  abolió  esta  jurisdicción  y entreg’ó  á la 
ordinaria  los  litig'ios  mercantiles.  El  Códig'o  de  comercio  vigente 
ha  respetado  este  estado  de  cosas,  á pesar  de  que  se  ba  iniciado  en 
algunos  Congresos  mercantiles  celebrados  desde  el  68  basta  la  fe- 
oba,  la  idea  de  restablecer,  aunque  bajo  distintas  bases,  la  jurisdic- 


ción especial  mercantil. — (N.  T). 

(b)  ISTi  el  Código  de  comercio  español  ni  nuestras  leyes  procesa- 
les ban  resuelto  el  conñicto  de  estas  cuestiones  de  carácter  mixto 
que  se  suscitan  entre  comerciantes  y no  comerciantes,  respecto  á la 
procedencia  é improcedencia  de  aplicar  la  ley  civil  ó la  ley  mercan- 
til.— (3SÍ.  T.) 
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bargo,  en  cuanto  al  delito  y al  consiguiente  resarci- 
miento del  daño,  precisa  advertir  que,  cuando  se  trat(?, 
no  de  infracciones  civiles,  sino  de  infracciones  crimina- 
les, esto  es,  de  lieclios  cuyo  castigo  corresponde  á las  le- 
yes penales,  las  acciones  procedentes,  según  algunos,  no 
tiene  nada  que  ver  en  su  aplicación  con  las  leyes  mer- 
cantiles, mientras,  según  otros,  esto  ocurrirá  tan  sólo 
cuando  el  perjudicado  por  el  delincuente  se  muestre  par- 
te civil  en  el  proceso  criminal  (art.  4,  Cód.  proc.  cririi.) 
De  todos  modos,  liay  algunas  acciones  que,  por  disposi- 
ción expresa  déla  ley,  deben  intentarse  siempre  civilmen- 
te; tales  son  las  acciones  que  proceden  de  violación  de 
privilegios  industriales,  privilegios  de  invención,  diseños, 
marcas  y sellos  distintivos  de  fabricación;  y según  algu- 
nos, también  las  firmas,  muestras,  emblemas,  etc.,  así 
como  la  violación  de  los  derechos  de  autor  (art.  59,  ley 
30  Octubre  1859;  arts.  5 y 6,  ley  30  Agosto  1868,  nú- 
mero 4.578;  art.  11,  ley  30  Agosto  1868,  iiúm.  4.577; 
texto  único,  19  Seotiembre  1882  sobre  los  derechos  de 
autor.) 

546.- — A estos  principios  generales  se  acomoda  el 
Código  de  comercio  cuando  desmies  de  haber  sentado 
como  regla  general  la  aplicabilidad  de  las  leyes  mercan- 
tiles á todas  las  contiendas  que  se  refieran  á actos  de 
comercio  entre  toda  clase  de  personas  (art.  869,  núm.  1), 
declara  por  modo  demostrativo  sujetas  a dichas  leyes: 
las  acciones  de  revocación  ó confirmación  del  secuestro 
de  una  na^ve,  aunque  se  haya  fundado  en  créditos  por 
obligaciones  civiles;  las  acciones  contra  los  capitanes  de 
nave,  los  factores  ó los  representantes  comerciales;  los 
viajantes  de  comercio,  los  dependientes  y mancebos  que 
procedan  de  hechos  relativos  al  tráfico  que  se  les  hubie- 
re encomendado,  y las  acciones  correspondientes  á estas 
personas  contra  sus  principales,  dentro  también  de  los 
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misinos  límites;  las  acciones  de  los  pasajeros  contra  el 
capitán  6 el  armador,  j del  capitán  y el  armador  contra 
los  pasajeros;  las  acciones  del  empresario  de  espectácu- 
los públicos  contra  los  artistas  teatrales,  y las  acciones 
de  éstos  contra  el  empresario;  las  contiendas  sobre  las 
rentas  públicas  de  las  mercaderías  ó frutos  depositados 
en  los  almacenes  generales;  y,  por  último,  todo  lo  refe- 
rente á las  quiebras,  así  como  también  las  contiendas 
sobre  la  cualidad  de  comerciante,  y la  existencia  de  una 
sociedad  mercantil. 

Sin  embargo,  respecto  á las  acciones  para  la  revoca- 
ción ó confirmación  del  secuestro  de  una  nave,  aunque 
se  hubiere  conseguido  por  créditos  procedentes  de  obli- 
gaciones civiles,  precisa  tener  en  cuenta  que  si  están  su- 
jetas á las  leyes  mercantiles  no  es  por  virtud  del  prin- 
cipio general  antes  expuesto,  tratándose  de  acciones  re- 
lativas á créditos  civiles,  sino  por  razones  especiales 
derivadas  de  la  condición  del  objeto,  la  nave,  que  siem- 
pre requiere  procedimientos  y medidas  de  carácter  mer- 
cantil. 

547. — El  Código  de  procedimiento  civil,  también  al 
tratar  de  lo  que  constituye  la  materia  mercantil,  esta- 
blece la  esfera  de  acción  de  cada  uno  de  los  órganos 
llamados  á administrar  la  justicia.  El  Código  de  comer- 
cio no  contiene  á este  propósito  más  que  pocas  disposi- 
ciones de  carácter  particular.  Así  cuando  se  trata  de 
contiendas  comerciales  ocurridas  en  tiempo  de  feria  ó 
de  mercado  á las  que  es  preciso  proveer  sin  dilación,  el 
pretor  del  lugar,  áun  cuando  la  causa  no  sea  de  su  com- 
petencia, puede  adoptar  provisionalmente  las  medidas 
oportunas,  enviando  después  las  partes  ante  la  autori- 
dad judicial  correspondiente.  Estas  medidas  pueden 
también  adoptarse  por  el  conciliador  del  lugar  en  que 
se  celebre  la  feria  ó mercado,  si  no  tuviera  allí  su  resí- 
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delicia  el  pretor  (art.  871).  El  mismo  Código  de  comer- 
cio confía  á los  pretores  atribuciones  especiales  en  los 
artículos  9,  23,  24,  71,  402,  507,  509,  517,  518,658,  733, 
763,  765  j 898.  En  cuanto  á los  tribunales,  á las  salas 
de  apelación  y casación,  nada  añade  á las  reglas  esta- 
blecidas en  el  Código  de  procedimiento  civil. 

548. — Las  contiendas  mercantiles  se  sujetan  á un 
procedimiento  especial  que  está  indicado  en  el  Código 
de  procedimiento  civil  (a),  salvo  alguna  disposición  de 
que  vamos  á hablar  (art.  868)  y que  está  informada  en 
el  propósito  de  hacer  su  tramitación  y resolución  más 
sencilla  y expedita.  Ante  todo,  hay  que  tener  en  cuenta 
las  reglas  de  la  competencia;  á más  de  lo  que  ya  hemos 
dicho  respecto  á la  competencia  por  razón  de  la  materia, 
el  Código  de  procedimiento  civil  establece  también  otras 
respecto  á la  competencia  por  razón  de  la  cuantía  del 
asunto  que  se  discute,  y por  razón  del  territorio,  respec- 
to á lo  cual  tiene  el  mismo  Código  una  disposición  es- 
pecial en  materia  mercantil,  ó sea  la  del  principio  del 
art,  91,  por  el  que  la  acción  personal  y la  acción  real  so- 
bre bienes  muebles  pueden  también  intentarse  ante  la 
autoridad  judicial  del  lugar  en  que  se  hizo  la  promesa  y 
la  entrega-  de  las  mercaderías,  ó en  el  que  debe  exigirse 
la  obligación,  aun  cuando  no  se  hubiere  citado  en  per- 
sona al  obligado.  Sin  embargo,  se  discute  si  esta  dispo- 
sición es  aplicable  áun  en  el  caso  de  tratarse  de  un  acto 
mercantil  para  una  sola  de  las  partes. 

Sin  embargo,  en  materia  de  competencia  aún  hay 
reglas  especiales  en  el  Código  de  comercio;  para  las 


(a)  El  procedimiento  especial  mercantil  se  rige  en  España  por 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  3 de  Febrero  de  1881 , salvo  en  lo 
relativo  á las  quiebras  en  que  resultan  estar  vigentes  una  buena 
parte  de  los  artículos  del  libro  IV  del  derogado  Código  de  oomer- 
oio  de  1829.-(N.  T.) 
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acciones  de  quiebra,  las  cuales,  según  ya  hemos  dicho 
son  de  competencia  del  tribunal  del  lugar  en  que  el  deu' 
dor  tiene  su  principal  establecimiento  comercial  (ar- 
tículo 685);  para  las  acciones  personales  6 reales  sobre 
bienes  muebles  derivadas  de  negocios  emprendidos  por 
cuenta  de  una  sociedad  nacional  ó extranjera,  de  su  fac- 
tor ó representante  fuera  del  domicilio  social,  los  cuales 
pueden  intentarse  por  terceros  ante  la  autoridad  judicial 
del  lugar  donde  se  ejerce  el  comercio,  ó reside  el  factor 
ó el  representante  (art.  872,  § 1.^);  para  las  acciones  de- 
rivadas del  contrato  de  transporte,  que  pueden  inten- 
tarse ante  la  autoridad  judicial  del  lugar  donde  se  en- 
cuentra la  estación  de  partida^  ó la  de  llegada,  citando  á 
juicio  al  agente  ferroviario  (jefe  de  estación),  que  á este 
efecto  se  considera  como  un  factor  (art.  872,  § 2.^);  y 
para  las  acciones  derivadas  de  hurto  de  nave,  las  cuales 
pueden  intentarse  ante  la  autoridad  judicial  del  luga.r 
del  suceso,  ó del  de  la  primera  arribada,  ó del  de  la  de 


destino,  salvo  lo  dispuesto  en  el  art.  14,  let.  a,  del  Códi- 
go de  la  marina  mercante  (art.  873). 

549,__Kespecto  á la  citación  a juicio  son  aplicables 
también  las  realas  contenidas  en  el  Codigo  de  procedi- 


miento civil;  sin  embargo,  el  término  para  comparecer 
es  siempre  el  más  breve  de  los  indicados  en  el  art.  14/ 
del  mismo  Código,  que  también  puede  abreviarse  según 
el  art.  154;  además  el  procedimiento  que  en  general 
observa  es  el  sumario,  salvo  la  facultad  concedida  al  jue-> 


de  convertirlo  en  ordinario  (art.  413,  Cód.  proc.  civ.,  ar 
tículo  876,  Cód.  com.).  Como  quiera  que  sea,  aun  en  el 
caso  en  que  se  hubiese  adoptado  el  procedimiento  Oxdi- 
nario,  el  término  nara  la  caducidad  de  la  instancia,  esta 
blecido  en  la  primera  parte  del  art.  388  y en  los  ar- 
tículos 447  y 464  del  Código  de  procedimiento  civil,  se 


reduce  á la  mitad  (art.  877). 


CAPÍTULO  II. 


ti  a pres^eripcién. 


550. — La  institución  de  la  prescripción  está  reculada 
por  el  Código  civil  en  los  ai'tículos  2.105  y siguientes;  el 
Código  de  comercio  no  se  ocupa  de  ella  más  que  para 
dictar  algunos  principios-  especiales  en  materia  mercan- 
til, quedando  en  todo  lo  demás  aplicables  los  preceptos 
de  la  ley  civil.  A la  prescripción  mercantil  están  sujetas 
las  acciones  nacidas  de  los  actos  mercantiles  para  todas 
ó para  una  sola  de  las  partes  contratantes  (art.  915),  á 
tenor  de  los  principios  ya  expuestos  (arts.  54,  870).  La 
prescripción,  según  los  principios  contenidos  en  el  ar- 
tículo 2.120  del  Código  civil,  y fundándose  cu  l:i  regla 
contra  non  valentem  agere  non  currit  pra^^c/npíío,  no  tiais- 
curre  contra  los  menores  no  emancipados,  los  iíienpaci- 
tados  por  enfcnanedades  mentales,  y los  militares  en 
activo  servicio  en  tiempo  de  guerra,  áun  cuando  no  es- 
tuvieren ausentes  del  reino,  á excepción  tan  sólo  d<í  las 
prescripciones  que  no  excedan  de  cinco  años  (art, 2. 145). 
Esta  excepción  se  convierte  en  regla  general  en  inatei'ia. 
mercantil  para  garantir  me  jor  la  eficacia  y la  seguridad  de 
las  transacciones  comerciales  y para  no  dejar  por  largo 
tiempo  en  suspmiso  las  relaciones  que  de  las  mismas  so 
derivan.  El  art.  916  de  lieclio  ha  establecido  que  la  pres- 
cripción trascurre  también -contra  los  militares  en  ser- 
vicio activo  en  tiempo  de  guerra,  y contra  los  menores 
no  emancipados  y los  incapacitados,  quedando  á salvo  á 
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estos  la  acción  de  regreso  contra  el  tutor.  El  mismo  ar 
líenlo  dice  también  que  la  prescripción  mercantil  tras- 
curre aun  contra  la  mujer,  es  decir,  que,  á diferencia  de 
lo  que  establece  la  lej  en  el  § 4,^  del  art.  2.120  del  Có- 
digo civil,  la  prescripción  mercantil  trascurre  también 
contra  la  mujer  j á favor  de  tercero,  lo  mismo  tratándose 
de  bienes  dótales  propios  de  ella,  como  de  bienes  espe- 
cialmente hipotecados  por  la  dote  y para  el  cumplimien- 
to de  las  capitulaciones  matrimoniales  durante  el  matri- 
monio, quedando  subsistente,  también  en  materia  mer- 
cantil, la  regla  por  la  que  la  prescripción  no  es  válida 
entre  los  cónyuges  (art.  2.119,  Cód.  civ.)  (a). 

551. — El  tiempo  necesario  para  prescribir  es  natu- 
ralmente más  breve  que  el  establecido  por  la  ley  civil, 
es  decir,  que  por  regla  general  no  es  de  treinta,  sino  de 
diez  años,  salvo  los  casos  en  los  que  en  el  mismo  Código 
de  comercio,  ó en  otras  leyes  especiales,  se  ha  estable- 
cido una  prescripción  más  breve  (art.  917).  El  Código 
de  comercio  establece  de  hecho  prescripciones  de  cinco 
años  en  los  casos  á que  se  refieren  los  arts.  918,  § 2.^, 
y 919;  de  tres  años  en  los  de  los  arts.  920  y 921;  de  dos 
años  en  los  casos  del  art.  922;  de  un  año  en  los  de  los 
arts.  923,  924,  925  y 926,  núm.  2;  y de  seis  meses  en 
los  casos  del  art.  926,  núm.  1.  Prescripciones  más  bre- 
ves que  la  ordinaria,  son  las  establecidas  en  ios  ar- 
tículos 2.138  y siguientes  del  Código  civil,  que  igual- 
mente deben  considerarse  aplicables  en  materia  mercan- 
til también,  según  la  opinión  más  generalizada,  en  lo  re- 

faj  La  prescripción  en  el  derech-O  mercantil  español  no  admite 
otra  excepción,  qne  la  ^ue  resulte  de  acuerdo  del  Gobierno  tomada 
en  Consejo  de  ministros  y con  obligación  de  dar  cuenta  á las  Coi- 
tes  de  suspender  el  efecto  de  los  plazos  marcados  en  el  Código  de 
comercio,  x>orque  así  lo  requiera  alguna  epidemia,  guerra  o revo- 
lución.— (1^.  T.) 
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ferente  á la  prescripción  anual  de  las  acciones  de  los  co- 
merciantes por  el  precio  de  las  mercaderías  vendidas  a 
los  no  comerciantes,  (a) 


(a)  La  prescripción  en  nuestro  derecho  mercantil  es,  en  gene- 
ral, mas  breve  qne  en  el  derecho  italiano.  Fuera  del  caso  excepcio- 
nal de  la  prescripción  extraordinaria  de  los  buques,  es  decir,  sin 
necesidad  de  justo  título  ni  de  buena  fe,  que  es  de  diez  años,  el  pla- 
zo más  general  para  la  prescripción  de  las  acciones  mercantiles  es 
el  de  tres  años. 

He  aquí  ahoxa  ordenados  de  menor  á mayor  los  diversos  plazos 
de  prescripción  de  acciones  que  señala  nuestro  Código  de  co- 
mercio. 

Prescriben  á los  seis  meses: 

1. *^  La  acción  real  contra  la  fianza  de  los  agentes  mediadores,  á 
contar  desde  la  fecha  del  recibo  de  los  efectos  públicos,  valores  de 
comercio  ó fondos  que  se  les  hubieren  entregado  para  las  negocia- 
ciones, salvo  los  casos  de  interrupción  ó susi)ensión  que  taxativa- 
mente marca  la  ley. 

2. ^^  Las  acciones  relativas  al  cobro  de  porte,  fletes,  gastos  á ellos 
inherentes  y de  la  contribución  de  averías  comunes,  á contar  desde 
la  entrega  de  los  efectos  que  los  adeudaron. 

3. ®  El  derecho  al  cobro  del  pasaje,  á contar  desde  el  día  en  que 
el  viajero  llegó  á su  destiuo,  ó del  en  que  debía  pagarlo. 

Prescriben  al  año: 

1. ^  Las  acciones  nacidas  de  servicios,  obras,  provisiones  y sumi- 
nistros de  efectos  ó dinero  para  construir,  reparar,  pertrechar  ó avi- 
tuallar los  buques  ó mantener  la  tripulación,  á contar  desde  la  en- 
trega de  los  efectos  y dinero  ó de  los  plazos  estipulados  para  su 
pago,  y desde  la  prestación  de  los  servicios  ó trabajos,  si  éstos  no 
estuvieren  contratados  por  tiempo  ó viaje  determinados.  Si  lo  es- 
tuviesen, el  tiempo  de  la  prescripción  comenzará  á contarse  desde 
el  término  del  viaje  ó del  contrato  que  les  fuere  referente;  y si 
hubiere  interrupción  en  éstos,  desde  la  cesación  definitiva  del  ser- 
vicio. 

2. ®  Las  acciones  sobre  entrega  del  cargamento  en  los  transpor- 
tes terrestres  ó marítimos,  ó sobre  indemnización  por  sus  retrasos 
y daños  sufridos  en  los  objetos  transportados,  contando  el  plazo  de 
la  prescripción  desde  el  día  de  la  entrega  del  cargamento  en  el  lu- 
gar de  su  destino,  ó del  en  que  debía  verificarse  según  las  condicio- 
nes de  su  transporte. 

Las  acciones  por  daños  ó faltas  no  podrán  ser  ejercitadas  si  al 
tiempo  de  la  entrega  de  las  respectivas  expediciones,  ó dentro  de 
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552. — La  interrupción  de  la  prescripción  se  rige  por 
las  disposiciones  del  Código  civil  (art.  916,  § 2.«),  pero 
en  las  obligaciones  cambiarlas  los  actos  de  interrupción 
de  la  prescripción  respecto  á uno  de  los  coobligados,  no 
producen  efecto  respecto  á los  otros  (art.  916,  § 4 

diferencia  de  lo  que  está  establecido  en  el  art.  2.130  del 
Código  civil  para  los  codeudores  solidarios,  los  que  se 


las  veinticuatro  horas  siguientes,  cuando  se-trate  de  daños  que  no 
apareciesen  al  exterior  de  los  bultos  recibidos,  no  se  hubiesen  for- 
malizado las  correspondientes  protestas  ó reservas. 

3.^  Las  acciones  por  gastos  de  la  venta  judicial  de  los  buques, 
cargamentos  ó efectos  transportados  por  mar  ó tierra,  así  como  las 
de  su  custodia,  depósito  y conservación,  y los  derechos  de  navega- 
ción y de  puerto,  pilotaje,  socorros,  auxilios  y salvamentos,  contán- 
dose el  plazo  desde  que  los  gastos  se  hubieren  hecho  y prestado  los 
auxilios,  ó desde  la  terminación  del  expediente,  si  se  hubiere  for-- 
malizado  sobre  el  caso. 

Prescriben  ct  los  dos  años: 

Las  acciones  para  reclamar  indemnización  por  los  abordajes,  á 
contar  desde  que  ocurrió  el  siniestro. 

Estas  acciones  no  serán  admisibles  si  no  se  hubiere  hecho  la 
correspondiente  protesta  por  el  capitán  del  buque  perjudicado,  ó 
quien  le  sustituyere  en  sus  funciones,  en  el  primer  puerto  donde 
arribaron. 


Prescriben  á los  tres  años: 

1. *^  Las  acciones  contra  los  agentes  de  Bolsa,  corredores  de  co- 
mercio ó interpretes  de  buques,  por  su  responsabilidad  en  las  obli- 
gaciones que  intervengan  por  razón  de  su  oficio. 

2. “  Las  a,cciones  que  asisten  al  socio  contra  la  sociedad,  ó vice- 
versa, á contar,  según  los  casos,  desde  la  separación  del  socio,  su 
exclusión  ó disolución  de  la  sociedad. 

Será  necesario,  para  que  este  plazo  corra,  inscribir  en  el  regusto 
mercantil  la  separación  del  socio,  su  exclusión,  ó la  disolución  de  la 
sociedad. 

La  prescripción  en  provecho  de  un  asociado  que  se  separo  de  la 
sociedad  ó que  fue,  excluido  de  ella,  constando  en  la  forma  indica- 
da, no  se  interrumpirá  por  los  procedimientos  judiciales  seguíaos 

contra  la  sociedad  ó contra  otro  socio. 

La  prescripción  en  provecho  del  socio  que  formaba  parte  de  la 
sociedad  en  el  momento  de  su  disolución , no  se  interrumpirá  por 
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consideran  mandatarios  los  unos  de  los  otros,  mientras 
este  carácter  no  se  impone  á los  cooWigados  cambiarlos. 

Las  prescripciones  que  nacen  de  las  leyes  mercanti- 
les extinguen  completamente  la  acción,  sin  que  pueda 
aplicarse  lo  dispuesto  en  el  art.  2.142  del  Códio-o  civil, 
en  virtud  del  cual  los  que  se  opusieren  a la  prescripción, 
pueden  deferir  el  juramento  a los  que  la  aleg’ueu,  para 
asegurarse  de  si  realmente  lia  llegado  á extiiigaiirse  el 
débito. 


los  procedimientos  judiciales  seguidos  contra  otro  socio,  pero  sí  jior 
los  seguidos  contra  los  liquidadores. 

3.*^  Las  acciones  procedentes  de  letras  de  cambio  á contar  do  su 
vencimiento,  hayanse  6 no  jirotestado. 

Igual  regla  se  aplicará  á las  libranzas  y pagarés  de  comercio, 
cheques,  talones  y demás  documentos  de  giro  ó cambio,  y á los  di- 
videndos, cupones  é importe  de  amortización  de  obligaciones  emi- 
tidas conforme  al  Código  de  comercio. 

4'.”  Las  acciones  nacidas  de  los  préstamos  á la  gruesa  ó de  los 
seguros  marftinios,  á contar  desde  el  término  de  los  respectivos 
contratos  ó desde  la  fecha  del  siniestro  que  diere  lugar  á ellas. 

Prescribirán  á ¡os  cuatro  años : 

Las  acciones  contra  los  socios  gerente  y administradores  de  las 
compañías  ó sociedades,  á contar  desde  que  por  cualquier  motivo 
cesaren  en  el  ejercicio  de  la  administración. 

Prescribirán  ¿i  los  cinco  años : 

Las  acciones  para  percibir  los  dividendos  ó pagos  que  se  acuer- 
den por  razón  de  utilidades  ó capital  sobre  la  parto  o acciones  que 
á cada  socio  corresponda  en  el  haber  social,  á contar  desde  el  día 

señalado  para  comenzar  su  cobro. 

Por  último,  las  acciones  que  no  tengan  un  j)lazo  determinado 
en  el  Código  de  comercio  para  deducirse  en  juicio,  se  regirán  por 
las  disposiciones  del  derecho  común. 

Esto  en  cuanto  éi  la  prescripción  de  acciones,  en  cuanto  á la  do 
derechos  reales,  el  Código  de  comercio  no  habla  de  otra  que  do  la 
propiedad  de  los  buques,  requiriéndoso  tres  años  de  posesión,  con 
buena  fe  y justo  título  debidamente  registrado,  ó diez  faltando  al- 
guno de  estos  requisitos. — (N.  T.) 


FIIST. 


DICTAMEN  DE  LA  COMISIÓN  NOMBRADA  POR  EL  CONGRE- 
SO PARA  INFORMAR  LA  PROPOSICIÓN  DE  LEY  RELATIVA 

Á Suspensión  de  pag^os  y quiebras,  presenta- 
da POR  EL  excelentísimo  SEÑOR  DON  FRANCISCO 

lastres  y JUIZ. 

AL  CONGEESO: 

La  Comisión  encargada  de  examinar  la  proposición 
de  ley  del  Sr.  Lastres,  encaminada  á modificar  el  dere- 
cho vigente  en  materia  de  suspensión  de  pagos  y quie- 
bras, ha  prestado  al  asunto  toda  la  atención  que  su  no- 
toria importancia  reclama. 

Pocas  reformas  aparecen  pedidas  con  tanto  empeño 
y apremio  tan  unánime  como  la  de  los  arts.  870  al  873 
del  Código  de  comercio,  que  permiten  se  convierta  en 
expediente  de  quita  ó reducción  de  créditos,  un  recurso 
que  el  legislador  consignó  con  propósito  bien  distinto.  Es 
indudable,  aun  cuando  lo  niegue  el  rigorismo  de  algunas 
legislaciones,  que  antes  de  la  quiebra  puede  encontrarse  el 
comerciante  en  un  estado  intermedio,  en  el  que,  sin  go- 
zar de  la  plenitud  de  su  crédito,  tampoco  se  halle  en  la 
situación  de  sobreseer  por  completo  en  el  pago  de  sus 
obligaciones.  Al  reconocimiento  de  ese  estado  transito- 
rio obedeció  la  primitiva  redacción  de  los  arts.  870  al 
873  del  Código  de  comercio;  pues  ni  el  proyecto  de  1882, 
ni  el  dictamen  del  Congreso  de  la  misma  fecha,  autori- 


G32 


DERECHO  MERCANTIL 


/aban  otra  cosa  que  una  espera,  un  aplazamiento,  para 
la  ín legra  satisfacción  de  las  deudas. 

La  iniciativa  parlamentaria  modificó  el  texto  referL 
do,  y lo  que  sólo  debió  ser  recurso  transitorio  de  espera' 
quedó  convertido  en  medio  de  reducir  los  créditos;  lle- 
g^ando  el  abuso  de  los  comerciantes  de  mala  fe  al  extre- 
mo de  ser  muy  frecuente  acogerse  al  art.  870  del  Código 
para  ofrecer  el  abono  del  10  por  100,  ó menos,  de  la  deu- 
da, en  plazos,  que  a veces  llegan  a diez  anualidades. 


Basta  consignar  este  resultado,  para  justificar  la  razón 
sobradísima  con  que  el  comercio  honrado  reclama  que 
desaparezca  una  ley  que  ampara  y protege  semejante 


enormidad  y se  vuelva  á la  redacción  de  1882,  que  es  la 
conforme  con  la  naturaleza  del  asunto,  y hasta  el  sen- 
tido gramatical  de  la  frase  consignada  como  epígrafe  de 
la  sección  del  Código  de  comercio  que  nos  ocupa. 

Además  de  variar  la  ley  sustantiva,  es  indispensable 
establecer  un  procedimiento  que  permita  á los  acreedo- 
res inspeccionar  los  actos  del  comerciante  suspenso  y 
comprobar  la  exactitud  del  activo  y del  pasivo,  para  que 
el  acuerdo  de  la  espera  recaiga  sobre  antecedentes  cono- 
cidos, de  que  hoy  se  carece  por  omisiones  de  la  ley  pro- 
cesal, que  no  ha  desarrollado  los  preceptos  del  Código 
mercantil,  produciéndose  por  ello  el  espectáculo  intole- 
rable de  que  el  comerciante  suspenso  presente  como 
acreedores  á los  que  quiere;  figure  el  activo  que  le  pa- 


rezca, y sin  tener  obligación  de  pagar  á nadie,  pueda  co 
brar  cuanto  se  le  adeude,  sin  que  los  interesados  tengan 
medio  de  impedir  confabulaciones  y fraudes  que  hacen 
imposible  el  crédito  y matan  la  confianza,  que  es  alma 


de  la  vida  mercantil. 

A remediar  tamaños  males  aspira  la  Comisión  con 
las  medidas  que  propone  en  el  título  segundo  de  la  ley. 
Para  redactarlo  ha  tenido  á la  vista,  no  solo  la  proposi 
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cióii  motivo  de  este  dictcimcn,  sino  líi  del  SGiindor  sofíor 
Duran  y Bas,  el  proyecto  leído  al  Congreso  por  el  minis- 
tro de  Gracia  y Justicia  Sr.  Cos-Gayón,  y los  informes 
emitidos  por  las  Cámaras  y Centros  mercantiles  6 indus- 
triales de  la  Península  y Ultramar;  y bien  puede  decirse 
que  el  título  referido  satisface  las  aspiraciones  consig- 
nadas en  todos  los  antecedentes  que  la  Comisión  ha 
consultado,  animada  del  deseo  de  acortar  con  la  pro- 
puesta de  una  reforma  esperada  con  tanta  ansiedad  por 
el  comercio  honrado,  acreedor  por  todos  conceptos  á la 
protección  de  los  Poderes  piiblicos. 

Atenta  la  Comisión  á las  necesidades  expresadas,  no 
podía  dejar  de  acudir  ala  igualmente  sentida, de  acomo- 
dar la  ley  del  12  de  Noviembre  de  1869,  que  regula  las 
suspensiones  de  pagos  de  las  Empresas  concesionarias  de 
obras  públicas,  á las  reformas  introducidas  en  nuestra 
ulterior  legislación,  que  por  su  natural  efecto  sobre  esu 
ley  especial,  dejaban  muchos  de  sus  preceptos  en  estado 
de  confusión,  propio  para  producir  complicaciones  y re- 
trasos en  asuntos  que,  más  que  otros  cualesquiera,  exi- 
gen claridad  y rapidez  de  procedimiento. 

De  otro  lado,  el  mucho  mayor  desarrollo  qué  las  re- 
feridas Empresas  han  tomado  desde  la  fecha  de  la  refe- 
rida ley,  y la  magnitud  de  los  intereses  esparcidos  por  los 
mercados,  que  constituyen  el  crédito  levantado  sobre  ellas, 
formando  en  cierto  modo  una  parte  importante  del  crédi- 
to general,  y la  naturaleza  de  los  títulos  vque  los  repre- 
sentan, exigen  de  consuno  que  sea  aminorado  en  lo  po- 
sible el  daño  que  las  suspensiones  de  pagos  de  que  se 
trata  producen  necesariamente;  y á este  íin,  sin  merma 
de  las  garantías  establecidas  por  la  ley  del  caso,  para 
que  los  acreedores  ó poseedores  de  esos  títulos  presten 
eon  seguridad  sus  adhesiones  ó emitan  sus  votos  contra- 
rios á los  convenios  que  se  les  propongan,  antes  al  revés 
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¡uimentando  esas  garantías,  la  Comisión  ha  considerado 
de  grande  utilidad  facilitar  medios  a estos  acreedores 
para  qne  durante  el  procedimiento  indispensable  al  exa- 
men de  esos  convenios  no  tengan  que  desposeerse  mate- 
rialmente de  sus  expresados  títulos,  retirándolos  de  la 
circulación  j de  las  demás  operaciones  mercantiles,  que 
su  situación  puede  hacerles  en  esos  momentos  más  in- 
dispensables, así  como  no  llevar  más  allá  de  lo  que  sea 
inevitable  el  entorpecimiento  ó privación  de  los  intere- 
ses ó rendimientos  que  esos  valores  debieran  asegurar  á 
sus  poseedores,  cuya  suspensión  absoluta  impone  la  ley 
actual,  produciendo  por  ello  desde  el  primer  momento  el 
mal  en  toda  su  extensión,  que  precisamente  los  procedi- 
mientos por  ella  autorizados  querían  remediar. 

También  consigna  el  dictamen  dos  títulos,  dedicados 
á impedir  que  el  Código  de  comercio  derogado  esté  cons- 
tantemente reviviendo  por  las  exigencias  de  la  ley  pro- 
cesal, que,  por  razones  cronológicas,  resulta  incongruen- 
te con  las  disposiciones  del  Código  mercantil  vigente;  y 
obligados  los  Ministros  de  Gracia  y Justicia  y Ultramar 
á poner  mano  en  el  procedimiento,  hubiera  sido  censu- 
rable perder  la  ocasión  y olvidar  la  necesidad  de  acomo- 
darlo á los  prece  píos  del  Código  civil. 

Por  las  consideraciones  expuestas,  la  Comisión  tiene 
el  honor  de  someter  á la  aprobación  del  Congreso,  el  si- 
guiente 
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TÍTULO  PRIMERO 

REFORMA  DEL  CÓDIGO  DE  COMERCIO  EN  LO  RELATIVO 
Á LA  SUSPENSIÓN  DE  PAGOS  Y QUIEBRAS. 

Artículo  único.  Los  artículos  21,  46,  49,  168,  870,, 
871,  872,  873,  875,  876,  877,  878,  889,  893,  896,  909, 
921,  932,  933,  934,  935,  939  j 941  del  Código  de  comer- 
cio, quedan  redactados  como  sigue: 

Art.  21.  En  la  hoja  de  inscripción  de  cada  comer- 
ciante ó Sociedad,  se  anotarán: 

Primero.  Su  nombre,  razón  social  ó título. 

Para  los  comerciantes  se  hará  constar  especialmente 
su  edad  j estado  civil,  anotándose,  cuando  ocurran,  las 
variaciones  de  éste. 

Segundo.  La  clase  de  comercio  ú operaciones  á que 
se  dedique. 

(a)  Sobre  esta  proyectada  reforma,  cuya  disciisióu  marcba  á 
paso  de  tortuga,  puede  verse  un  interesante  artículo  de  D.  José 
M.  Pedregal,  publicado  en  el  número  primero  de  la  Revista  de  De- 
recho y de  Sociología,  correspondiente  á Enero  de  1895. 

Otro  Proyecto  de  reforma  del  Código  de  comercio^  en  lo  relativo 
á suspensiones  de  pagos  y titulo  adicional  d la  ley  de  Enjuiciamien- 
to civil,  por  D.  Mariano  del  Yal  y Jiménez,  se  ha  dado  á luz 
por  su  discípulo  D.  Luis  Miiler,  pero  aunque  presentado  en  forma 
gacetable,  no  ha  trascendido  á las  Cortes,  como  el  del  Sr.  Lastres; 
bien  es  verdad  que  se  ha  publicado  mucho  tiempo  después  de  estar 
presentado  el  de  éste  último.  El  folleto  á que  hago  aquí  referencia, 
se  publicó  en  Madrid  en  1894. — (N.  T.) 
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Tercero.  La  feclia  en  que  deba  comenzar  ó haya  co- 
menzado  sus  operaciones. 

Cuarto.  El  domicilio,  con  especificación  de  las  sucur- 
sales que  hubiere  establecido,  sin  perjuicio  de  inscribir 
las  sucursales  en  el  Eegistro  de  la  provincia  en  que  estén 
domiciliadas. 

Quinto.  Las  escrituras  de  constitución  de  Sociedad 
mercantil,  cualesquiera  que  sean  su  objeto  ó denomina- 
ción; así  como  las  escrituras,  acuerdos  ó autos  de  mo- 
dificación, rescisión  ó disolución  de  las  mismas  Socie- 
dades. 

Sexto.  Los  poderes  generales  y la  revocación  de  ios 
mismos,  si  la  hubiere,  dados  á los  gerentes,  factores,  de- 
pendientes y cualesquiera  otros  mandatarios. 

Sétimo.  La  autorización  del  marido  para  que  su  mu- 
jer ejerza  el  comercio,  y la  habilitación  legal  ó judicial 
de  la  mujer  para  administrar  sus  bienes  por  ausencia  ó 
incapacidad  del  marido. 

Octavo.  .La  revocación  de  la  licencia  dada  á la  mujer 
para  comerciar. 

Noveno.  Las  escrituras  dótales,  las  capitulaciones 
matrimoniales  y los  títulos  que  acrediten  la  propiedad 
de  los  parafernales  de  las  mujeres  de  los  comerciantes. 

Décimo.  Las  emisiones  de  acciones,  cédulas  y obli- 
gaciones de  ferrocarriles  y de  toda  clase  de  sociedades, 
sean  de  obras  publicas.  Compañías  de  crédito  u otras, 
expresando  la  serie  y el  niimero  de  los  títulos  de  cada 
emisión,  su  interés,  rédito,  amortización  y prima,  cuan- 
do tuviesen  una  ú otra,  la  cantidad  total  de  la  emisión, 
y los  bienes,  obras,  derechos  ó hipotecas,  cuando  las 

hubiere,  que  afecten  ói  su  pago. 

También  se  inscribirán,  con  arregdo  á los  preceptos 
expresados  en  el  párrafo  anterior,  las  emisiones  que  hi- 
cieren los  particulares. 
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Undécimo.  Las  emisiones  de  billetes  de  Banco,  ex- 
presando su  fecha,  clases,  series,  cantidades  é importe 
de  cada  emisión. 


Duodécimo.  Los  títulos  de  propiedad  industrial,  pa« 
tentes  de  invención  y marcas  de  fábrica  en  la  forma  y 
modo  que  establecen  las  leyes. 

Las  Sociedades  extranjeras  que  quieran  establecerse 
ó crear  sucursales  en  España,  presentarán  y anotarán  en 
el  Eegistro,  además  de  sus  estatutos  y de  los  documen-  * 
tos  que  se  fijan  para  las  españolas,  el  certificado  expe- 
dido por  el  cónsul  español  de  estar  constituidas  y auto- 
rizadas con  arreglo  á las  leyes  del  país  respectivo. 

Décimotercero.  Los  autos  declarando  la  suspensión 
de  pagos,  la  quiebra  y la  rehabilitación  del  quebrado  y 
los  convenios  adoptados  en  los  expedientes  de  suspen- 
sión de  pagos  ó de  quiebras. 

Si  el  comerciante  ó Sociedad  no  aparecieren  inscri- 
tos, se  hará  de  oficio  la  inscripción  suficiente  para  que 
pueda  tener  efecto  lo  prevenido  en  este  párrafo. 

Art.  46.  Tampoco  podrá  decretarse  á instancia  de 


parte  la  comunicación,  entrega  ó reconocimiento  gene- 
ral de  los  libros,  coiTespondencia  y demás  documentos 
de  los  comerciantes,  excepto  en  los  casos  de  liquidación, 
sucesión  universal,  quiebra  ó suspensión  de  pagos, 

Art.  49.  Los,  comerciantes  y sus  herederos  y suceso- 
res conservarán  los  libros,  documentos,  telegramas  y 


correspondencia  de  su  giro  en  general,  por  toao  el  tiem- 
po que  éste  dure  y hasta  cinco  años  después  de  la  liqui- 
dación de  todos  sus  negocios  y dependencias  mercan- 


tiles. 

Los  demás  documentos  que  conciernan  á actos  ó ne- 
gociaciones determinados,  podrán  ser  inutilizados  ó des- 
truidos cuando  terminen  esas  negociaciones  ó contratos 
sin  reclamación  ó reservas  de  ninguna  de  las  partes  en 
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ellos  interesadas,  o pasado  que  sea  el  tiempo  de 
cripcióii  de  las  acciones  que  de  ellos  se  deriven,  en  caso 
de  existir  esas  reclamaciones,  reservas  ó protestas  con 
que  tengan  relación  directa  ó indirecta  aquellos  docu 
luentos,  en  cuyo  caso  deberán  conservarse  basta  que  por 
la  indicada  prescripción  ó por  su  resolución  definitiva 
terminen  las  cuestiones  iniciadas  ó pendientes. 

Art.  168.  Las  Sociedades  anónimas  reunidas  en  jun- 
ta general  de  accionistas  previamente  convocada  al  efec- 
to, tendrán  la  facultad  de  acordar  la  reducción  ó el  au- 
mento del  capital,  modificar  los  estatutos  por  que  se 
rijan  y resolver  su  disolución  voluntaria;  pero  no  podrán 
adoptar  ninguno  de  estos  acuerdos  si  en  la  convocatoria 
para  las  juntas  en  que  se  tomen  no  se  hubiera  anuncia- 
do como  objeto  de  las  mismas. 

Los  estatutos  de  cada  Compañía  determinarán  el  nú- 
merode  acciones  ó la  participación  del  capital  que  habrán 
de  concurrir  á las  juntas  para  que  se  pueda  de  liberar 
y acordar  válidamente  sobre  los  expresados  objetos. 

En  defecto  de  determinación  por  los  estatutos  a estos 
propósitos,  será  necesaria  la  concurrencia  de  las  dos  ter- 
ceras partes  de  las  acciones  ó de  la  participación  en  el 
capital  social  á las  juntas  en  que  se  haya  de  tratai  de 
ellos,  la  concurrencia  de  cuyo  número  será  en  todo  caso 
indispensable  para  acordar  la  disminución  del  referido 
capital,  sin  que  ios  estatutos  puedan  establecer  nada  en 
contra  de  esto. 

Los  administradores  podrán  cumplir  desde  luego  el 
acuerdo  de  reducción  del  capital  tomado  legalmente  por 
la  Junta  general,  si  el  capital  efectivo  restante  después 
de  lieclia  esa  reducción  excediere  en  un  75  por  100  dei 
importe  de  las  deudas  y obligaciones  de  la  Compañía,  o 
si  lo  consienten  previamente  en  otro  caso  todos  sus 


acreedores. 
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Para  el  cumplimiento  del  acuerdo  de  reducción  del 
capital,  cuando  habiendo  acreedores  no  lo  consintiesen 
previamente  todos  ellos,  los  administradores  presenta- 
rán al  juez  ó tribunal  de  primera  instancia  de  su  domi- 
cilio un  balance  con  el  activo  y pasivo  de  la  Compañía, 
acompañado  de  un  inventario,  en  el  que  se  apreciarán 
todas  las  existencias  por  su  valor  corriente  en  el  merca- 
do, tomando  para  los  valores  en  cartera  el  tipo  medio  de 
cotización  del  último  trimestre  ó del  último  en  que  hu- 
bieren sido  cotizados,  y para  los  inmuebles  la  capitali- 
zación que  resulte  de  sus  productos,  según  el  interés 
legal  del  dinero.  El  juez  ó tribunal  anunciará  la  presen- 
tación de  estos  documentos  en  los  periódicos  oficiales  de 
la  provincia  y en  la  Gaceta  de  Madrid  cuando  lo  estimare 
conveniente  por  la  importancia  ó circunstancias  de  la 
Compañía;  y si  en  el  termino  de  quince  días,  á contar 
desde  el  último  anuncio  publicado,  no  hubiere  oposición 
por  parte  legítima,  tendrá  por  aprobados  los  sobredichos 
balance  é inventario,  á los  efectos  de  la  reducción  del 
capital  acordada. 

Art.  870.  El  comerciante  que,  poseyendo  bienes  su- 
ficientes para  cubrir  todas  sus  deudas,  prevea  la  imposi- 
bilidad de  efectuarlo  á las  fechas  de  sus  respectivos  ven- 
cimientos, podrá  constituirse  en  estado  de  suspensión  de 
pagos,  que  declarará  el  juez  de  primera  instancia  de  su 
domicilio,  en  vista  de  su  manifestación. 

Art.  871.  También  podrá  el  comerciante  que  posea 
bienes  suficientes  para  cubrir  todo  su  pasivo,  presentar- 
se en  estado  de  suspensión  de  pagos,  dentro  de  las  cua- 
renta y ocho  horas  siguientes  ai  vencimiento  de  una 
obligación  que  no  haya  satisfecho. 

Art.  872.  El  comerciante  que  pretenda  se  le  declare 
en  estado  de  suspensión  de  pagos,  deberá  acompañar  á 
su  instancia  la  proposición  de  la  espera  que  solicite  de 
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sus  acreedores.  Si  bajo  cualquier  forma  se  pretendiese 
quita  6 rebnjíi  de  los  créditos,  se  negará  el  juez  á tram* 
tur  la  solicitud  de  suspensión  de  pagos. 

Art.  878.  El  expediente  de  suspensión  de  pagos  se 
acomodará  á los  trámites  marcados  en  la  ley  especial  Si 
la,  espera,  fuese  desestimada  por  la  Junta,  quedará  ter- 
minado  el  expediente. 

Lo  dispuesto  en  los  arts.  870  al  873,  será  aplicable  á 
las  suspensiones  de  pagos  de  las  sociedades  y empresas 
no  comprendidas  en  el  art.  930. 

Para  que  las  sociedades  a que  se  contrae  el  párrafo 
anterior  puedan  constituirse  en  estado  de  suspensión  de 
pagos,  será  indispensable  el  acuerdo  de  los  socios,  adop- 
tado en  junta  general,  precisamente  convocada  al  efecto 
dentro  del  término  señalado  en  el  art.  871.  Para  la  re- 


unión de  la  junta  se  fijarán  los  plazos  más  breves  que 
consientan  los  estatutos  ó escritura  social. 

Art.  875.  Procederá  la  declaración  de  quiebra. 

Primero.  Cuando  lo  pida  el  mismo  quebrado. 

Segundo.  A solicitud  fundada  de  acreedoi  lOj^itimOo 

Tercero.  De  oficio,  en  los  casos  determinados  por  ei 
Código,  y especialmente  cuando  fuere  notoria  la  faga 
del  comerciante. 

Art.  87(3.  Es  obligación  de  todo  comerciante  que  se 
encuentre  en  estado  de  quiebra  ponerlo  en  conocimien- 
to del  juez  de  pi-ijnera  instancia  de  su  domicilio  dentio 
de  ios  tres  días  sieaiientes  al  en  que  liubiere  cesado  en 

el  X)ago  corriente  de  sus  obligaciones. 

Para  la  declara, ción  de  quiebra  á instancia  de  aciee 
dor  será  necesario  que  la  solicitud  se  funde  en  título  poi 
el  cual  se  baya  despachado  niaiulainien to  de  ejecución  o 
apremio,  y que  del  embargo  no  resulten  bienes  libios 
bastantes  para  el  pago. 

TamPioii  procederá  la  declaración  de  quieura  a ins- 
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tancia  de  acreedores,  áim  cuando  no  hubiesen  obtenido 
mandamiento  de  embargo,  si  justificasen  sus  títulos  de 
crédito  y que  el  comerciante  ha  sobreseído  de  una  ma- 
nera general  en  el  pago  corriente  de  sus  obligaciones 
ó que  ha  faltado  al  convenio  aprobado  de  suspensión  de 
pagos. 

Art.  877. — En  el  caso  de  fuga  ú ocultación  de  un  co- 
merciante, acompañada  del  cerramiento  de  sus  escrito- 
rios, almacenes  o dependencias  sin  haber  dejado  perso- 
na que  en  su  representación  los  dirija  y cumpla  sus  obli- 
gaciones, bastará  para  la  declaración  de  quiebra  á ins- 
tancia de  acreedor  que  éste  justifique  su  título  y pruebe 
aquellos  hechos  por  información  que  ofrezca  al  juez. 

Los  jueces,  en  casos  de  fuga  notoria  ó de  que  tuvie- 
sen noticia  exacta,  harán  de  oficio  la  declaración  de 
quiebra  y adoptarán  las  medidas  que  exija  la  ocupación 
y conservación  de  los  establecimientos  del  fugado,  entre 
tanto  que  los  acreedores  usan*  de  su  derecho. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  se  entenderá  sin  per- 
juicio de  las  resoluciones  que  procedan  en  el  caso  de  al- 
zamiento ú otro  delito  definido  por  el  Código  penal. 

Art,  878.  Declarada  la  quiebra,  el  quebrado  quedará 
inhabilitado  para  la  administración  de  sus  bienes. 

Todos  sus  actos  de  dominio  y administración  poste- 
riores á la  época  á que  se  retrotraigan  los  efectos  de  la 
quiebra,  serán  nulos. 

Después  de  terminado  el  reconocimiento  de  créditos 
contra  la  quiebra,  podrán  los  acreedores  acordar  la  rea- 
lización inmediata  de  todos  los  bienes  del  activo,  cuyo 
importe  ingresará  en  el  establecimiento  destinado  al 
efecto,  de  donde  no  se  podrá  extraer  sino  por  orden  del 
juez  comisario,  con  el  visto  bueno  del  de  primera  ins- 
tancia é intervención  del  actuario. 

La  realización  del  activo  de  la  manera  indicada,  no 
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afectará  los  derechos  de  los  acreedores,  ni  á las  respec 
tivas  graduaciones  de  los  créditos,  ni  tampoco  á lo» 
acuerdos  ó convenios  que  puedan  adoptar  los  acreedores 
en  el  momento  oportuno. 

Los  alquileres  debidos  al  propietario  desde  el  día  de 
la  declaración  de  quiebra  en  adelante,  se  considerarán 
gastos  indispensables  á cargo  de  la  masa,  y se  abonarán 
por  mensualidades  adelantadas  ó en  la  forma  en  que 
aquél  hubiera  convenido,  entendiéndose  el  deshaucio 
cuando  procediere,  con  la  administración  de  la  quiebra. 

El  ministerio  fiscal  intervendrá  necesariamente  en 
toda,  quiebra,  desde  que  se  dicte  el  auto,  declarándola 
liasta  la  terminación  del  juicio,  debiendo  solicitar  cuan- 
to creyese  conducente  á procurar  la  regularidad  del  pro- 
cedimiento y la  persecución  de  los  hechos  punibles. 

Art.  88!>.  Serán  también  reputados  en  juicio  quebra- 
dos culpables,  salvas  las  excepciones  que  propongan  y 
prueben  para  demostrar  la  inculpabilidad  de  la  quiebra: 
i’rinu'rcn  Los  que  no  hubieren  llevado  los  libros  de 
contabilidad  cu  la  forma  y con  todos  los  requisitos  esen- 
ciales c indispensables  que  se  prescriben  en  el  tít.  bC'  del 
libro  primt'r(>,  y los  que,  aun  llevándolos  oou  todas  estas 
circunstancias,  havan  incurrido  dentro  de  ellos  en  falta 
qiu'  luibíoro  (.‘alisado  perjuicio  á tercero. 

Se^’imdo.  Los  que  no  luibiereii  Iieclio  su  manifesta- 
(.‘ioii  dt‘  quit'bra  en  el  término  y forma  que  se  piCbCiibe 
en  el  art . S7t>. 

Tereert>.  .Los  que  habiéndose  aiiseutado  al  tiempo  de 
a,  detdarat’iéu  de  la  quiebra  é durante  el  procedo  del 
juieio,  dt'jareu  dt'  presentarse  personalmente  en  lo^  ca 
st'ts  eii  que  la  lev  impone  esta  obligaeion,  no  medianao 
le^it  inu>  ímptHiiment  o. 

Ouartv>.  Lt>s  qiu'  hubieren  dejado  de  eiimplír  lo  eon- 
veniho  tui  el  expediente  de  snspeiisiéii  de  pa^os,  o de 
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<juiebra5  ^ ser  que  la  nueva  quiebra  presente  los  ca- 
racteres necesarios  para  que  pueda  ser  declarada  fraudu- 
lenta. 

Art.  893.  Serán  considerados  cómplices  de  las  quie- 
bras fraudulentas: 

Primero.  Los  que  auxilien  el  alzamiento  de  bienes 
del  quebrado  ó favorezcan  su  fuga  ú ocultación. 

Segundo.  Los  que  habiéndose  confabulado  con  el 
quebrado  para  suponer  créditos  contra  él  ó aumentar  el 
valor  de  los  qae  efectivamente  tengan  contra  sus  valores 
ó bienes,  sostengan  esta  suposición  en  el  juicio  de  exa- 
men j calificación  de  los  créditos  ó en  cualquiera  Junta 
de  acreedores  de  la  quiebra. 

Tercero.  Los  que  para  ateponerse  en  la  graduación 
en  perjuicio  de  otros  acreedores  y de  acuerdo  con  el  que- 
brado, alteraren  la  naturaleza  ó fecha  del  crédito,  aun 
cuando  esto  se  verifique  antes  de  la  declaración  de  la 
quiebra. 

Cuarto.  Los  que  deliberadamente  y después  que  el 
quebrado  cesó  en  sus  pagos,  le  auxiliaren  para  ocultar  ó 
sustraer  alguna  parte  de  sus  bienes  ó créditos. 

Quinto.  Los  que  siendo  tenedores  de  alguna  perte- 
nencia del  quebrado  al  tiempo  de  hacerse  notoria  la  de- 
claración de  quiebra  por  el  juez  que  de  ello  conozca,  le 
entregasen  á aquél  y no  á los  administradores  legítimos 
de  la  masa,  á menos  que  siendo  de  nación  ó provincia  di- 
ferente de  la  del  domicilio  del  quebrado,  prueben  que  en 
el  pueblo  de  su  residencia  no  se  tenía  noticia  de  la 
quiebra. 

Sexto.  Los  que  negaren  á los  administradores  de  la 
quiebra  los  efectos  que  de  la  pertenencia  del  quebrado 
existiesen  en  su  poder. 

Séptimo.  Los  que  después  de  publicada  la  declara- 
ción de  la  quiebra,  admitiesen  endosos  del  quebrado. 
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Octavo.  Los  acreedores  legítimos  que,  en  perjuicio  6 
fraude  de  la  masa,  hicieren  con  el  quebrado  convenios 
particulares  y secretos. 

Noveno.  Los  agentes  mediadores  que  intervengan  en 
operación  de  tráfico  ó giro  que  hiciere  el  comerciante 
declarado  en  quiebra. 

Art.  896.  No  se  procederá  por  los  delitos  de  quiebra 
culpable  ó fraudulenta,  sin  que  antes  el  juez  haya  hecho 
la  declaración  de  quiebra  y la  de  haber  méritos  por  este 
concepto  para  proceder  criminalmente.  Exceptúanse  los 
casos  á que  se  refiere  el  párrafo  3.^  del  art.  877. 

Art.  909.  Se  considerarán  comprendidos  en  el  pre- 
cepto del  artículo  anterior  para  los  efectos  señalados 
en  él: 

Primero.  Los  bienes  dótales  inestimados  y los  esti- 
mados que  se  conservaren  en  poder  del  marido,  si  cons- 
tare su  recibo  por  escritura  pública  inscrita  con  arreglo 
á los  arts.  21  y 27  de  este  Código. 

Segundo.  Los  bienes  parafernales  que  la  mujer  hu- 
biere adquirido  por  título  de  herencia,  legado  ó dona- 
ción, bien  se  hayan  conservado  en  la  forma  que  los  reci- 
bió, bien  se  hayan  subrogado  ó invertido  en  otros,  con 
tal  que  la  inversión  ó subrogación  se  haya  inscrito  en  el 
Registro  mercantil,  conforme  á lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos citados  en  el  número  anterior. 

Tercero.  Los  bienes  y efectos  que  el  quebrado  tuvie- 
re en  depósito,  administración,  arrendamiento,  alquiler 
ó usufructo. 

Cuarto.  Las  mercaderías  que  el  quebrado  tuviera  en 
su  poder  por  comisión  de  compra,  venta,  tránsito  o en 
trega. 

Quinto.  Las  letras  de  cambio  ó pagarés  que,  sin  en 
doso  ó expresión  que  transmitiere  su  propiedad,  se  hu- 
bieren remitido  para  su  cobranza  al  quebrado,  y las  que 
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hubiera  adquirido  por  cuenta  de  otro,  libradas  6 endosa- 
tías  directamente  en  favor  del  comitente. 

Sexto,  Los  caudales  remitidos  fuera  de  cuenta  co- 
rriente al  quebrado,  y que  éste  tuviere  en  su  poder  para 
entregar  á persona  determinada  en  nombre  y por  cuenta 
del  comitente,  ó pai’a  satisfacer  obligaciones  que  hubie- 
ren de  cumplir  en  el  domicilio  de  aquél. 

Séptimo.  Las  cantidades  que  estuvieren  debiendo  al 
quebrado  por  ventas  hechas  de  cuenta  ajena,  y las  letras 
ó pagarés  de  igual  procedencia  que  obraren  en  su  poder, 
aunque  no  estuvieren  extendidas  en  favor  del  dueño  de 
las  mercaderías  vendidas,  siempre  que  se  pruebe  que  la 
obligación  procede  de  ellas,  y que  existían  en  poder  del 
quebrado  por  cuenta  del  propietario  para  hacerlas  efec~ 
tivas  y remitirle  los  fondos  á su  tiempo,  lo  cual  se  pre- 
sumirá de  derecho  si  la  partida  no  estuviere  pasada  en 
€uenta  corriente  entre  ambos. 

Octavo.  Los  géneros  vendidos  al  quebrado  á pagar  al 
contado  y no  satisfechos  en  todo  ó en  parte,  ínterin  sub- 
sistan embalados  en  los  almacenes  del  quebrado,  ó en 
los  términos  en  que  se  hizo  la  entrega  y en  estado  de 
distinguirse  específicamente  por  las  marcas  ó números 
de  los  fardos  ó bultos. 

Noveno.  Las  mercaderías  que  el  quebrado  hubiese 
comprado  al  fiado,  mientras  no  se  le  hubiere  hecho  la 
entrega  material  de  ellas  en  sus  almacenes  ó en  paraje 
convenido  para  hacerla,  y aquellas  cuyos  conocimientos 
ó carta  de  porte  se  le  hubieren  remitido  después  de  car- 
gadas de  orden  y por  cuenta  y riesgo  del  comprador. 

En  los  casos  de  este  número  y del  octavo,  el  admi- 
nistrador de  la  quiebra  podrá  detener  los  géneros  com- 
prados, ó reclamarlos  para  la  masa,  pagando  su  precio  al 
vendedor. 

Art.  921.  Los  quebrados  no  comprendidos  en  el  ar- 
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tículo  íinterior,  podrán  obtener  su  rehabilitación  justifi- 
cando el  cumplimiento  íntegro  del  convenio  aprobada 
que  hubieren  hecho  con  sus  acreedores. 


Si  no  hubiere  mediado  convenio,  estarán  obligados  á 
probar  que  con  el  haber  de  la  quiebra,  ó mediante  entre- 
gas posteriores,  quedaron  satisfechas  todas  las  obliga- 
dones  reconocidas  en  el  procedimiento  de  la  quiebra. 

En  el  expediente  de  rehabilitación  será  parte  el  mi- 
nisterio fiscal. 

Art.  932.  La  Compañía  o Empresa  que  se  presenta- 
se en  estado  de  suspensión  de  pagos,  solicitando  ó pro- 
poniendo convenio  con  sus  acreedores,  deberá  acompañar 
á su  solicitud  el  balance  de  su  activo  y pasivo,  sin  el 
cual  no  le  será  admitida,  y podrá  acompañar  también  á 
ella  el  proyecto  de  convenio. 

Para  los  efectos  relativos  á éste,  se  dividirán  los 
acreedores  en  tres  grupos:  el  primero  comprenderá  los 
créditos  de  trabajo  personal  y los  procedentes  de  expro-^ 
piaciones,  obras  y material;  el  segundo,  los  de  las  obli- 
gaciones hipotecarias  emitidas  por  el  capital  que  las  mis- 
mas representen,  y por  los  cupones  y amortización  ven- 


cidos y no  pagados,  computándose  los  cupones  y amorti- 
zación por  su  valor  total,  y las  obligaciones  segiín  el  tipo 
de  emisión,  dividiéndose  este  grupo  en  tantas  secciones 
cuantas  hubieran  sido  las  emisiones  de  obligaciones  hi- 
potecarias; y el  tercero,  todos  los  demás  créditos,  cual- 
quiera. que  sea  su  naturaleza  j orden  de  prelación  entre 
sí  y con  relación  á los  grupos  anteriores. 

Art.  9oo.  Si  la  declaración  de  suspensión  de  pagos 
hubiera  sido  solicitada  por  acreedores  que  justifiquen  las 
condiciones  exigidas  en  el  párrafo  2.'^  del  art.  930,  el 
juez  ó tribunal  mandará  que  se  forme  el  balance  a qne 
se  refiere  el  art.  932,  si  no  estuviera  ya  formado  por  ra- 
zón de  actuaciones  anteriores,  señalando  para  ello  el  ter- 
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mino  de  quince  días,  pasados  los  cuales  sin  presentarlo, 
se  hará  de  oficio  en  igual  término  y á costa  de  la  Com- 
pañía ó Empresa  deudora. 

Art.  934.  La  declaración  de  suspensión  de  pagos  pro- 
ducirá los  efectos  siguientes: 

1. ^  Suspenderá  los  procedimientos  ejecutivos  y de 
apremio. 

2. ^  Obligará  á las  Compañías  y Empresas  á consig- 
nar en  la  Caja  de  depósitos  ó en  los  Bancos  oficiales  au- 
torizados al  efecto  por  sus  estatutos,  los  sobrantes  de 
sus  rendimientos  ó ingresos,  cubiertos  que  sean  los  gas- 
tos de  administración,  explotación  y construcción. 

En  el  caso  de  que  las  Compañías  y Empresas  hubie- 
ran presentado  su  proposición  de  convenio,  sin  introdu- 
cir por  ello  modificación  ninguna  para  el  pago  de  los  cu- 
pones de  interés  ó los  réditos  estipulados  por  razón  de 
sus  créditos,  compromisos  ú obligaciones  que  los  deven- 
guen, podrán  también  continuar  ese  pago,  no  excedién- 
dose con  el  tipo  del  interés  legal  del  6 por  100  y por  el 
tiempo  máximo  del  semestre  á que  se  ha  de  extender  el 
balance  prevenido  en  los  arts.  930  y 932. 

Si  el  proyecto  del  convenio  no  fuese  aprobado  duran- 
te este  tiempo,  contado  desde  la  declaración  de  suspen- 
sión de  pagos,  serán  depositados  todos  los  sobrantes, 
después  de  cubiertos  los  gastos  á que  se  contrae  el  pá- 
rrafo 1.^  del  presente  número. 

3. ®  Impondrá  á las  Compañías  y Empresas  el  deber 
de  presentar  al  juez  ó tribunal  dentro  de  un  termino, 
máximo  de  cuatro  meses,  si  no  la  hubieran  presentado 
al  solicitar  la  suspensión  de  pagos,  una  proposición  de 
convenio  con  sus  acreedores  que,  lo  mismo  que  aquélla, 
deberá  estar  aprobada  en  Junta  ordinaria  ó extraordina- 
ria de  socios,  si  la  Empresa  deudora  estuviese  constitui- 
da en  Sociedad. 
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Art.  935.  El  convenio  quedará  aprobado  por  los 
acreedores,  si  lo  aceptan  los  que  representen  las  tres 
quintas  partes  de  cada  uno  de  los  grupos  ó secciones  se- 
ñalados en  el  art.  932,  á quienes  afecte  el  proyecto  ó 
proposición  del  mismo  convenio,  por  haber  de  alterarse 
en  cualquiera  forma  los  derechos  que  les  correspondan 
por  sus  respectivos  títulos  de  crédito. 

Se  entenderá  igualmente  aprobados  por  los  acreedo- 
res, si  no  habiendo  concurrido  dentro  del  primer  plazo 
señalado  al  efecto  número  bastante  para  formar  la  ma- 
yoría determinada  en  el  párrafo  anterior,  lo  aceptaren 
en  una  segunda  convocatoria  acreedores  que  representen 
los  dos  quintos  del  total  de  los  créditos  á quienes  afecte 
la  propuesta  de  convenio,  siempre  que  no  hubiere  opo- 
sición que  exceda  de  otros  dos  quintos  del  mismo  total 
de  créditos. 

Esta  segunda  convocatoria  no  tendrá  lugar,  enten- 
diéndose desaprobado  el  convenio,  cuando  en  la  prime- 
ra, además  de  no  reunirse  la  mayoría  de  las  tres  quintas 
partes  de  acreedores,  tal  como  se  determina  en  el  párra- 
fo 1.^,  hubiera  manifestado  su  voto  contrario  al  proyec- 
to de  convenio  un  número  de  dichos  acreedores  que  re- 
presente la  mayoría  de  cantidad  de  cualquiera  de  los 
grupos  ó secciones  llamados  á dar  su  adhesión  á ese  pro- 
yecto. 

Art.  939.  Hecha  la  declaración  de  quiebra,  si  hubie- 
se alguna  obra  construida,  se  pondrá  en  conocimiento 
del  Gobierno  ó de  la  Corporación  que  hubiera  otorgado 
la  concesión,  y se  constituirá  un  Consejo  de  incautación, 
compuesto  de  un  presidente,  nombrado  por  dicha  auto- 
ridad; dos  vocales,  designados  por  la  Compañía  ó Em- 
presa, uno  por  cada  grupo  ó sección  de  acreedores,  y 

tres  á pluralidad  de  todos  éstos. 

Art.  941.  En  la  graduación  y pago  de  los  acreedores 
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^ se  observara  lo  dispuesto  en  la  sección  5.®'  de  este  título. 

Regirán  asimismo  para  estas  quiebras  las  disposicio- 
ees  dictadas  para  las  ordinarias,  salvo  en  lo  previsto 
\ expresamente  por  los  artículos  precedentes  ó que  se  ha- 
lie  en  oposición  con  sus  reglas  especiales. 

título  segundo. 

DEL  PKOCEDIMIENTO  PASA  LA  SUSPENSIÓN  DE  PAGOS. 

CAPÍTULO  I. 

De  las  suspensiones  de  pagos  de  comerciantes  y Compañías 
que  no  sean  concesionarias  de  obras  públicas. 

Artículo  1.®  El  comerciante  ó Compañía  que  solicite 
declararse  en  estado  de  suspensión  de  pagos,  con  arre- 
glo á los  arts.  870  al  873  reformados  del  Código  de  co- 
mercio, deberá  acompañar  á la  solicitud  los  documentos 
vsiguientes: 

Primero.  Una  sucinta  Memoria,  en  la  que  explique 
los  motivos  que  le  obligan  á solicitar  espera  de  sus  acree- 
dores y los  medios  con  que  cuenta  para  solventar  la  to- 
talidad de  los  créditos,  en  los  plazos  que  pretenda. 

Segundo.  La  proposición  del  convenio  que  solicite 
de  sus  acreedores. 

Tercero.  Un  balance  del  activo  y pasivo,  justifican- 
do ambos  conceptos  con  las  relaciones  de  los  bienes  y de 
los  acreedores. 

Cuarto.  Los  libros  corrientes  de  contabilidad  que 
mellados  y en  legal  forma  tienen  obligación  de  llevar  to- 
dos los  comerciantes,  según  el  art.  33  del  Código  de  co- 


mercio. 
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La  relación  de  bienes  comprenderá  todos  los  que 
pertenezcan  al  comerciante,  reseñándolos  por  el  orden 
que  determina  el  art.  1.447  de  la  lej  de  Enjuiciamiento 
civil,  con  indicación  de  los  que,  según  el  art.  1.449,  no 
pueden  ser  objeto  de  embargo.  El  valor  de  los  bienes  se 
apreciará  por  el  que  arroje  la  factura  de  compra,  j cons- 
te en  los  libros,  á no  ser  que  exista  evidente  deprecia- 
ción, en  cuyo  caso  el  valor  se  regulará  por  el  que  sea 
efectivo  en  venta. 

Si  por  la  cuantía  ó naturaleza  de  los  bienes  no  pu- 
diese el  deudor  acompañar  la  relación  detallada  de  su 
activo,  le  bastará  consignar  el  valor  en  junto  de  cada 
clase  de  bienes,  debiendo  presentar  el  inventario  deta- 
llado en  la  primera  Junta  de  acreedores  que  se  celebre. 

La  lista  de  acreedores  los  comprenderá  todos,  inclu- 
so la  mujer  y los  hijos,  si  lo  fueren  por  algún  concepto. 
Se  consignarán  los  nombres  y apellidos  de  los  acreedo- 
res, su  residencia  ó domicilio,  cantidad  debida,  fecha 
del  crédito  y del  vencimiento,  título  ó documento  donde 
conste  la  deuda  y su  procedencia,  garantía  especialmen- 
te ofrecida,  si  la  hubiere,  y folio  del  libro  Mayor  en  que 
figure  la  cuenta  referente  á cada  acreedor. 

El  actuario  pondrá  diligencia  de  presentación  de  los 
libros  á continuación  del  último  asiento  del  Diario,  del 
libro  de  Inventarios  y Copiador  de  cartas  y telegramas. 
La  diligencia  referida  llevará,  además  de  la  firma  del 
actuario,  el  sello  del  Juzgado  y el  V.^  B.®  del  jnez  de 
primera  instancia.  Una  vez  cumplida  esta  formalidad, 
acordará  el  jnez,  en  el  acto,  que  los  libros  se  devuelvan 
al  comerciante  para  que  los  conserve  en  su  escritorio  y 
continúe  haciendo  los  asientos  de  sus  operaciones. 

El  suspenso  tendrá  sus  libros  á disposición  del  tri- 
bunal y de  sus  acreedores,  á fin  de  que  puedan  exami- 
narlos, sacar  las  copias  ó apuntes  que  les  interesen  y 
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hacer  las  comprobaciones  que  crean  procedentes.  Ade- 
más, tendrá  la  obligación  de  llevar  los  libros  al  local  en 
que  deban  reunirse  los  acreedores  el  día  que  se  fije  en 
la  convocatoria. 

La  presentación  de  la  solicitud  de  suspensión  de  pa- 
go,  las  actuaciones  para  hacerlas  constar,  y las  demás 
diligencias  prescritas  en  este  artículo,  no  están  sujetas 
á repartimiento,  por  su  carácter  perentorio;  pero  inme- 
diatamente que  estén  cumplidas  se  someterá  el  expe- 
diente al  reparto  prevenido  en  el  art,  430  y siguientes 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Art.  2.^  El  juez  á quien  toque  el  conocimiento  del 
expediente  examinará  la  solicitud  del  comerciante,  y si 
ésta  fuere  procedente  y se  hubiese  acompañado  todos 
los  documentos  y libros  indicados  en  el  art.  1.®,  declara- 
rá al  solicitante  en  estado  de  suspensión  de  pagos,  por 
auto  que  deberá  pronunciar  dentro  del  plazo  máximo  de 
cinco  días,  contados  desde  que  hubiese  recibido  la  soli- 
citud y documentos. 

Si  bajo  cualquier  forma  pretendiese  el  deudor  rebaja 
en  los  créditos,  no  presentare  los  documentos  exigidos 
por  el  art.  1.^,  ó los  libros  no  tuvieren  las  formalidades 
legales,  el  juez,  por  medio  de  auto,  declarará  no  haber 

lugar  á la  suspensión  de  pagos. 

En  el  mismo  auto  en  que  se  declare  la  suspensión  de 
pagos,  se  mandará  citar  á todos  los  acreedores  compren- 
didos en  la  relación  presentadla  por  el  deudor.  Las  cita- 
ciones se  harán  por  el  actuario,  personalmente  o por 
cédulas  á los  acreedores  residentes  en  la  localidad.  A 
los  que  se  hallaren  ausentes,  en  el  país  ó en  el  extran- 
jero, se  les  citará  por  medio  de  aviso  manuscrito  o im- 
preso, valiéndose  de  carta  certificada,  que  el  actuario 
depositará  en  la  Administración  de  Correos,  uniéndose 
al  expediente  los  recibos  de  los  certificados. 
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Todas  las  convocatorias  de  acreedores  para  el  expe- 
diente de  suspensión  de  pagos  se  publicarán  por  medio 
de  edicto,  que  se  fijará  j permanecerá  durante  diez  días 
cuando  menos,  á la  puerta  del  local  que  ocupe  el  Juzga- 
do de  primera  instancia. 

La  convocatoria  se  publicará  siempre  en  el  Boletín 
oficial  de  la  provincia  y además  en  la  Gaceta  de  Madrid^ 
cuando  las  circunstancias  lo  requieran,  para  conocimien- 
to de  los  acreedores  de  ignorado  paradero  ú omitidos  en 
la  relación  del  deudor. 

Art.  3.^  Si  hubiere  ejecuciones  pendientes  contra  el 
deudor,  no  se  acumularán  á este  procedimiento;  pero  se 
suspenderá  su  curso  cuando  se  hallen  en  la  vía  de  apre- 
mio, antes  de  procederse  á la  venta  de  los  bienes,  para 
lo  cual  el  juez  de  primera  instancia  que  conozca  del  ex- 
pediente de  suspensión  de  pagos,  pasará  los  oportunos 
oficios  á los  Juzgados  que  entiendan  en  las  ejecuciones. 

Exceptúan  se  de  la  suspensión  prevenida  en  el  párra- 
fo anterior  las  ejecuciones  despachadas  contra  bienes 
dados  en  prenda  ó especialmente  hipotecados. 

La  suspensión  que  se  acuerde  en  virtud  de  lo  orde- 
nado en  el  primer  párrafo  de  este  artículo,  se  tendrá  por 
alzada  de  derecho  cuando  se  niegue  la  espera  solicitada 
por  el  deudor  ó se  sobresea  en  el  expediente  por  no  ha- 
ber recaído  acuerdo  de  los  acreedores. 


Art.  4.^^  El  juez,  teniendo  en  cuenta  la  residencia  de 
los  acreedores  y su  número,  fijará  el  día,  la  hora  y local 
en  que  deba  tener  lugar  la  reunión  de  la  junta  para  de- 
liberar sobre  las  proposiciones  del  comerciante  suspen- 
so, ajustándose  á la  siguiente  escala,  que  determina  el 
máximum  por  que  pueda  hacerse  la  convocatoria; 

Treinta  días,  si  todos  los  acreedores  residiesen  en  la 
Península,  islas  adyacentes  j posesiones  españolas  del 
Norte  de  Africa. 
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Cuarenta  días,  para  los  residentes  en  Canarias,  Es- 
tados de  Europa  y países  del  Norte  de  Africa. 

Sesenta  días,  si  hubiere  acreedores  residentes  en  las 
provincias  de  Cuba  y Puerto  Rico;  y 

Ciento  veinte,  si  los  hubiere  en  Filipinas  ó en  otros 
países  de  Asia,  Africa,  América  ú Oceanía. 

En  los  términos  indicados,  se  contarán  todos  los  días, 
sin  exceptuar  los  festivos;  pero  la  Junta  tendrá  necesa- 
riamente que  celebrarse  en  día  hábil. 

Art.  5.^  En  el  mismo  auto  en  que  se  declare  la  sus- 
pensión de  pagos,  nombrará  el  juez  un  interventor,  ele- 
gido entre  los  que  ocupen  la  mitad  superior  en  la  ma- 
trícula de  subsidio  de  la  localidad  y pertenezcan  al  gre- 
mio del  suspenso  ó á otro  similar,  prefiriendo  á quien 
no  sea  su  acreedor. 

Si  en  la  localidad  no  estuviesen  agremiados  los  in- 
dustriales, ó los  inscritos  ejercieren  profesión  muy  distin- 
ta de  la  del  suspenso,  hará  el  juez  libremente  el  nombra- 
miento de  interventor,  que  deberá  recaer  en  un  comer- 
ciante, profesor  ó perito  mercantil,  domiciliado  en  la 
localidad. 

Art.  6,^  Nadie  podrá  tener  á la  vez  la  intervención 
de  dos  ó más  suspensiones  de  pagos,  á no  ser  que  en  la 
localidad  no  hubiese  otra  persona  con  aptitud  legal  para 
desempeñar  la  intervención. 

Art.  7,^  Verificado  el  nombramiento  de  interventor, 
acordará  el  juez  que  el  elegido  comparezca  a la  presen- 
cia judicial  el  día  inmediato  al  de  su  nombramiento, 
consignándose  en  la  citación  que  se  le  llama  para  darle 
posesión  del  cargo,  indicando  el  nombre  y residencia  o 
domicilio  del  comerciante  suspenso.  En  la  citación  se 
consignará  la  hora  en  que  la  diligencia  tuviere  lugar. 

En  el  acto  de  hacerse  la  citación,  lo  mismo  que  en  el 
de  la  comparecencia,  ó hasta  el  momento  señalado  para 
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esta,  podrá  el  designado  renunciar  el  cargo;  entendién- 
dose que  lo  admite  y que  por  lo  tanto  contrae  el  deber 
de  desempeñarlo,  si  en  el  tiempo  ó actos  indicados  no  lo 
renunciase. 

Art.  8."^  Si  por  el  deudor,  ó alguno  de  los  acreedores, 
se  impugnase  el  nombramiento  de  interventor,  exami- 
nará el  juez  la  justificación  que  se  presente  j resolverá 
de  plano  lo  que  proceda.  Si  acordase  la  separación,  nom- 
brará en  el  acto  nuevo  interventor,  con  arreglo  á lo  pre- 
venido en  el  art.  5.® 

Art.  9."^  El  interventor  percibirá  la  retribución  fija 
que  el  juez  le  señalare,  según  la  importancia  del  caudal 
j los  trabajos  de  la  inspección,  sin  que  aquélla  pueda 
exceder  en  ningún  caso  de  5 pesetas  diarias. 

Además,  el  interventor  tendrá  derecho  á percibir: 

Uno  por  mil  sobre  la  cobranza  de  créditos. 

Dos  por  mil,  sobre  el  producto  líquido  de  la  venta  de 
frutos,  bienes  muebles,  mercaderías  ó semovientes  que 
se  enajenen. 

Diez  por  mil , sobre  los  productos  líquidos  de  admi- 
nistración que  no  procedan  de  las  causas  expresadas  en 
los  párrafos  anteriores. 

Art.  10.  Corresponde  al  interventor  en  el  expediente 
de  suspensión  de  pagos: 

Primero.  Inspeccionar  los  libros  del  comerciante  sus- 
penso, y hacer  que  después  de  la  nota  de  presentación 
referida  en  el  art.  1.^,  consigne  en  sus  libros  y en  legal 
forma  cuantas  operaciones  practique. 

Segundo.  Comprobar  la  exactitud  del  activo,  del  pa- 
sivo y del  valor  de  los  bienes  ó mercaderías  y créditos 
por  lo  que  arrojen  los  libros  ó documentos  del  suspenso 
y i3or  los  informes  que  pueda  adquirir. 

Tercero.  Intervenir  todos  los  cobros  y pagos  que  el 
comerciante  suspenso  pueda  hacer,  con  arreglo  á la  ley. 
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exig'iécdole  que  diariamente  verifique  el  balance  de  caja. 

Cuarto.  Informar  al  juez  de  cuanto  importante  ocu- 
rra respecto  al  suspenso  j sus  negocios,  para  las  resolu- 
ciones que  procedan  en  defensa  ó protección  de  los  inte- 
reses de  los  acreedores. 

Quinto.  Facilitar  á los  acreedores  cuantas  noticias 
y antecedentes  pueda  suministrarles,  axiliándoles  para 
las  comprobaciones  que  consideren  oportuno  verificar. 

Art.  11.  El  comerciante  suspenso,  basta  que  por  la 
junta  de  acreedores  se  acuerde  sobre  la  propuesta  de  con- 
venio, ajustará  sus  operaciones  á las  reglas  siguientes: 

Primera.  Verificará,  con  el  concurso  del  interventor, 
todo  cobro  que  hubiere  de  hacer,  cualquiera  que  sea  su 
cuantía  y procedencia,  é igual  formalidad  será  necesa- 
ria para  aceptar  ó endosar  efectos  de  comercio,  ó hacer- 
los aceptar  por  otros,  y protestarlos  cuando  proceda. 

Segunda.  Necesitará  el  acuerdo  del  interventor  para 
toda  obligación  que  pretenda  contraer  y para  celebrar 
todo  contrato  ó verificar  todo  pago,  incluso  la  percepción 
y abono  de  las  cantidades  necesarias  para  los  alimentos 
del  suspenso  y de  su  familia,  ó que  sean  indispensables 
para  la  conservación  del  activo  y explotación  del  co- 
mercio ó industria  á que  el  suspenso  estuviese  dedicado. 

Tercera.  Continuará,  con  acuerdo  también  del  inter- 
ventor, las  operaciones  ordinarias  de  su  tráfico,  pudien- 
do  proceder  á la  venta  de  la  manera  más  productiva  de 
aquellos  bienes,  géneros  ó mercaderías  que  sea  conve- 
niente enajenar,  á cuya  conservación  resulte  imposible, 
perjudicial  ó costosa. 

El  comerciante  suspenso  que  practicare  cualquiera 
de  las  operaciones  indicadas  en  este  articulo  sin  el  con- 
curso ó el  acuerdo  del  interventor,  incurrirá  en  la  res- 
ponsabilidad definida  en  el  párrafo  quinto,  art.  548  del 
Código  penal. 
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El  interventor  quedará  sujeto  á la  responsabilidad 
civil  ó criminal  que  proceda  por  el  mal  desempeño  de  su 
cargo. 

Art.  12.  La  Memoria,  balance,  relaciones  del  activo^ 
y del  pasivo,  lista  de  acreedores  j proposición  de  conve^ 
iiio  que  hubiese  presentado  el  deudor,  se  conservarán  en 
el  juzgado,  j el  actuario  tendrá  dichos  documentos  á 
disposición  de  los  acreedores  ó sus  representantes,  desde 
que  se  dicte  el  auto  declarando  la  suspensión  de  pagos 
hasta  el  día  señalado  para  la  celebración  de  la  jnnta,  á 
fin  de  que  aquéllos  puedan  sacar  las  copias  ó notas  que 
consideren  oportunas. 

El  actuario  devengará  como  máximun,  por  derechos 
de  exhibición  que  señala  el  arancel,  los  correspondientes 
á veinticuatro  horas,  sea  cual  fuere  el  número  de  veces 
que  tenga  que  poner  de  manifiesto  los  autos  ó documen- 
tos mencionados  en  el  párrafo  anterior. 

Art.  lo.  Hasta  cinco  días  antes  del  señalado  para  la 
celebración  de  la  junta,  se  podrán  impugnar  los  créditos 
incluidos  por  el  deudor  en  su  relación.  Los  créditos  que 
lio  hayan  sido  impugnados  en  este  plazo  serán  admitidos 


para  la  junta. 

Art.  14.  La  impugnación  á que  se  refiere  el  artículo 
anterior  podrá  formularse  por  cualquiera  de  los  acreedo- 
res del  suspenso.  Tendrá  el  deber  de  hacerla  el  interven- 
tor, si  descubriese  antecedentes  que  le  hagan  sospechar 


de  la  leeritimidad  del  crédito  ó de  la  exactitud  de  su 


cuantía. 


Art.  15.  La  impugnación  del  interventor  ó la  de 
cualquier  acreedor  se  formulará  en  escrito  dirigido  al 
juez  ó por  comparecencia  ante  el  actuario.  En  una  o en 


otra  forma,  sin  necesidad  de  razonamiento  alguno,  se 
pedirá  concretamente  que  el  crédito  sea  rechazado  en  to- 
talidad ó reducido  á la  suma  que  se  considere  exacta.  El 


DERECHO  MERCANTIL 


657 


autor  de  la  impugnación  señalará  concretamente  los  ele- 
mentos de  prueba  que  piense  utilizar  ante  la  junta  de 
acreedores  para  apoyar  su  solicitud,  designando  los 
asientos  de  los  libros  del  suspenso  ó los  papeles  de  éste 
que  se  proponga  invocar.  Para  la  indicada  justificación 
no  será  admisible  la  prueba  de  peritos  ni  la  de  testigos. 

Art.  16.  El  acreedor  omitido  por  el  deudor  en  su  re- 
lación, y el  que  apareciendo  en  ésta  figurase  con  canti- 
dad menor  de  la  que  creyere  justa,  podrán  pedir  su  in- 
clusión en  la  lista  ó el  aumento  de  su  crédito,  dentro  del 
plazo  y con  las  formalidades  marcadas  en  los  arts.  13  y 
15,  debiendo  acompañar  á ia  solicitud  el  documento  en 
que  apoye  su  derecho.  El  interventor  tendrá  el  deber  de 
solicitar,  y en  su  caso  apoyar  la  inclusión  ó aumento  de 
crédito,  si  considerase  indebida  la  omisión  ó equivocada 
la  cifra. 

Art.  17.  El  día  anterior  al  señalado  para  la  reunión 
de  la  junta  de  acreedores,  entregará  el  interventor  al 
juez  la  lista  definitiva  de  los  que  tengan  derecho  á con- 
currir. 

La  lista  comprenderá  los  cinco  grupos  siguientes: 

Primero.  Acreedores  incluidos  por  el  deudor  en  su 
relación,  y cuyos  créditos  no  hubiesen  sido  impugnados. 

Segundo.  Acreedores  incluidos  por  el  deudor,  qno 
pretendan  aumento  de  la  cifra  asignada. 

Tercero.  Acreedores  omitidos  por  el  deudor,  que  ha- 
yan solicitado  su  inclusión  para  concurrir  á la  junta. 

Cuarto.  Acreedores  incluidos  por  el  deudor  y cuyos 
créditos  se  hubiesen  impugnado  por  excesivos. 

Quinto.  Acreedores  incluidos  por  el  deudor,  cuyos 
créditos  hubieren  sido  totalmente  impugnados. 

En  la  relación  figurará  cada  crédito  con  la  cifra  que 
corresponda.  Los  del  segundo  y cuarto  grupo  se  presen- 
tarán con  la  separación  conveniente,  para  que  resulte 
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con  claridad  la  cifra  indisentida  j la  que  es  objeto  de 
controversia. 

También  deberá  el  interventor  acompañar  á la  lista 
una  relación  de  los  créditos  que  aparezcan  fraccionados 
entre  diversos  cesionarios,  procurando  expresar  la  fecha 
j causa  de  la  división. 

El  juez,  tan  pronto  como  las  reciba,  entregará  al  ac- 
tuario la  lista  y relación  indicadas,  y todos  los  acreedo- 
res y el  deudor  tendrán  derecho  para  examinarlas  en  la 
escribanía  hasta  una  hora  antes  que  la  señalada  para  la 
junta. 

Art.  18.  A la  junta  sólo  podrán  concurrir  los  acree- 
dores que  figuren  en  la  lista  formada  por  el  interventor. 
Podrán  hacerlo  personalmente,  ó por  medio  de  repre- 
sentante autorizado  con  poder  ó mandato  suficiente,  que 
examinará  y calificará  el  juez  que  presida  el  acto. 

Los  apoderados  que  lleven  más  de  una  representa- 
ción tendrán  tantos  votos  como  poderdantes. 

Alt.  19.  La  Junta  de  acreedores  se  celebrará  en  el 
local,  día  y hora  que  se  hubiesen  señalado  en  la  convo- 
catoria. 

El  interventor  hará  llevar  al  local  de  la  reunión  los 
libros  y papeles  necesarios  para  que  se  puedan  compro- 
bar en  el  acto  las  alegaciones  que  hicieren  los  interesa- 
dos en  el  expediente. 

La  Junta  será  presidida  por  el  juez,  y tendrán  obli- 
gación de  concurrir  el  deudor  y el  interventor,  pudien- 
do  el  primero  valerse  de  abogado  que  le  defienda  y hable 
en  su  nombre. 

Abierta  la  sesión  por  el  juez,  procederá  el  actuario  á 
leer  los  nombres  de  los  acreedores  concurrentes,  siguien 
dose  el  orden  de  la  lista  formada  por  el  interventor. 

El  presidente  concederá  la  palabra  á los  que  pidie- 
ren que  se  rectifiquen  los  errores  materiales  en  nom- 
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l)res,  apellidos  ó cantidades  que  aparecieren  en  la  lista. 

El  juez,  previo  informe  del  interventor,  sin  dar  lu« 
gar  a debate,  acordara  de  plano  las  rectificaciones  que 
procedan  en  justicia. 

El  interventor  manifestará  lo  que  le  ocurra  respecto 
de  los  créditos  fraccionados  comprendidos  en  la  lista  y 
relación  que  hubiese  formado.  Los  cesionarios  de  un 
crédito  tendrán  sólo  el  voto  correspondiente  al  cedente, 
á no  ser  que  probaren  ante  la  Junta,  y con  documentos 
auténticos,  que  la  cesión  y fraccionamiento  tuvieron  lu- 
gar por  lo  menos  tres  meses  antes  de  la  fecha  de  la  so- 
licitud de  suspensión  de  pagos. 

Acto  continuo  abrirá  el  juez  discusión  sobre  los  cré- 
ditos comprendidos  en  la  lista  formada  por  el  interven- 
tor, siguiendo  el  orden  de  los  grupos,  con  excepción  de 
los  comprendidos  en  el  primero,  respecto  de  los  cuales 
no  se  admitirá  debate  alguno. 

Podrán  hablar  sobre  cada  crédito  el  deudor  y dos 
acreedores,  prefiriendo  entre  éstos  al  interesado  en  la 
reclamación.  El  interventor  informará  lo  que  le  ocurra 
sobre  el  caso,  y ejecutadas  en  el  acto  las  comprobacio- 
nes que  los  interesados  pretendan,  quedará  cerrado  el 
debate,  y el  juez  someterá  á votación  el  punto  discutido. 

Las  votaciones  recaerán  sobre  cada  crédito,  serán 
nominales  y formará  acuerdo  el  de  la  mayoría  de  ios 
presentes  y representados  en  la  Junta,  sin  computar  el 
capital. 

El  acuerdo  que  adopte  la  Junta  no  prejuzgará  la  le- 
o-itimidad  del  crédito  ni  las  reclamaciones  ulteriores  del 
acreedor  contra  su  deudor. 

Si  una  sesión  de  seis  horas  no  fuese  suficiente  para 
la  determinación  de  todos  los  créditos  comprendidos  en 
la  lista,  se  continuará  en  los  días  hábiles  siguientes  has- 
ta terminarla. 
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Art.  20.  Contra  el  acuerdo  de  la  Junta  sobre  deter- 
minación de  los  créditos  podrán  protestar  el  deudor  ó el 
acreedor  que  se  sintieren  agraviados,  sin  que  por  ningu- 
na reclamación  ni  incidente  pueda  suspenderse  el  acto 
de  las  sesiones.  El  acreedor  cuyo  crédito  sea  recbazado 
en  totalidad  deberá  abandonar  el  local  de  la  reunión 
Art.  21.  Una  vez  determinados  los  créditos,  si  los  de 
los  concurrentes  y representados  sumaren  por  lo  menos 
tres  quintos  del  pasivo  del  deudor,  declarará  el  juez  le- 


o-aliuente  constituida  la  Junta. 

Si  no  concurriesen  los  acreedores  necesarios  para 
constituirla  legalmente,  levantará  el  juez  la  sesión,  de- 
clarando terminadas  las  funciones  del  interventor  y con- 
cluido el  expediente,  a fin  de  que  los  interesados  puedan 


usar  de  su  derecho  com.o  creyesen  procedente. 

Este  acuerdo  se  comunicará  por  oficio  á los  jueces  á 
quienes  se  hubiere  requerido  para  que  suspendiesen  las 
eje  Guciones  pendientes  contra  el  deudor,  según  lo  pre- 


venido en  el  art.  3.^ 

Art.  22.  Constituida  legalmente  la  Junta,  leerá  el 
actuario  la  solicitud  del  deudor,  la  propuesta  de  conve- 
nio y las  cifras  que  arrojen  el  activo  y pasivo. 


El  interventor  manifestará  las  modificaciones  que 
hubiesen  sufrido  el  activo  y pasivo  por  las  operacione 
del  suspenso  ó las  resoluciones  de  la  Junta,  é infcnnara 
á ésta  de  cuanto  creyere  digno  del  conocimiento  oe  los 


acreedores. 

Art.  23.  El  acreedor  que  creyere  exagerado  el  activo 
presenta-do  por  el  deudor  ó excesivo  el  valor  asignado  a 
los  bienes,  podrá  promover  cuestión  previa  sobre  el  par-* 
ticular.  Tendrá  obligación  de  promoverla  el  interventor 
que  hubiese  comprobado  la  exageración  del  activo. 

Sobre  la  cuestión  previa  podrán  liabiar  dos  acreedo- 
res en  pro  y dos  en  contra.  El  deudor  ó su  defensor  usa-' 
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Tiín  de  la  palabra  siempre  que  la  pidieren.  El  interven- 
tor manifestará  cuanto  se  le  ocurra  sobre  el  punto,  y el 

A.  ^ 

juez  declarará  cerrado  el  debate  sobre  la  cuestión  pre- 
via, proponiendo  á la  Junta  acuerde  si  el  activo  presen- 
tado por  el  deudor  lo  considera  exacto,  ó por  lo  menos 
suficiente  para  cubrir  el  pasivo. 

La  votación  sera  nominal,  y se  entenderá||adoptado 
el  acuerdo  que  reúna  los  tres  quintos  del  importe  de  los 
créditos  representados  en  la  Junta. 

El  acreedor  que  estimare  equivocado  el  acuerdo  de 
la  Junta  referente  á la  exactitud  del  activo  y valor  de 
los  bienes,  podrá  formular  la  correspondiente  protesta 
para  los  efectos  indicados  en  el  art.  30. 

Si  del  acuerdo  resultare  que  el  activo  es  inferior 
al  pasivo,  quedará  terminado  el  expediente  de  suspen- 
sión de  pagos,  y el  juez  declarará  en  el  acto,  de  oficio, 
la  quiebra  del  deudor. 

Art.  24.  Si  nadie  promoviese  la  cuestión  previa  refe- 
rida en  el  artículo  anterior,  ó promovida  fuese  deseclia- 
da,  se  pasará  á discutir  la  proposición  de  espera  presen- 
tada por  el  deudor.  Sobre  ella  podrán  hablar  tres  acree- 
dores en  pro  v tres  en  contra.  El  deudor  ó su  defensor 
ba,rán  uso  de  la  palabra  cuantas  veces  lo  soliciten,  para 
contestar  á las  observaciones  de  los  acreedores.  El  inter- 
ventor se  limitará  á dar  los  informes  que  se  le  pidieren 
por  los  concurrentes,  y una  vez  consumidos  los  turnos, 
propondrá  el  juez  la  votación  sobre  el  convenio  solicita- 
do por  el  deudor. 

Este  ó cualquiera  de  los  acreedores,  si  el  deudor  lo 
aceptare,  podrá  modificar  la  propuesta  de  convenio,  y 
la  votación  recaerá  sobre  el  proyecto  de  convenio  modi- 
ficado. 

Si  en  el  proyecto  de  convenio  presentado  por  el  sus- 
penso, ó en  la  modificación  que  se  proponga  ante  la  Jun- 
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la  lio  figurase  el  nombramiento  de  una  Comisión  inspec- 
tora, podrán  acordar  los  acreedores,  aun  contra  la  volun- 
tad del  deudor,  el  nombramiento  de  una  Comisión  que 
vigile  en  nombre  de  todos  el  cumplimiento  de  lo  conve- 
nido en  el  expediente  de  suspensión  de  pagos.  La  Comi- 
sión nombrada  sin  acuerdo  del  suspenso,  podrá  compo- 
nerse de  Jfes  acreedores  como  máximun,  j no  devengará 
ninguna  retribución  con  cargo  á los  bienes  del  deudor. 
Tendrá  el  derecho  de  convocar  á los  acreedores  ó acudir 
directamente  al  tribunal  que  hubiese  entendido  en  el 
expediente  de  suspensión  de  pagos,  siempre  que  creyese 
necesario  dar  cuenta  de  algún  hecho  de  notoria  influen- 
cia en  la  ejecución  de  lo  convenido.  La  Comisión  ins- 
pectora no  tendrá  derecho  para  intervenir  las  operacio- 
del  comerciante  á quien  se  refiera,  á no  ser  que  éste  lo 
hubiese  convenido;  pero  podrá  solicitar  que  se  declare  la 
quiebra,  si  el  deudor  incurriese  en  alguno  de  los  casos  se- 
ñalados en  la  ley  para  hacer  tal  declaración. 

Art.  25.  Las  alegaciones  de  todos  los  que  tomaren 
parte  en  los  debates  que  se  promovieren  en  el  expedien- 
te de  suspensión  de  pagos,  serán  concretas  y ceñidas  al 
asunto.  El  juez  no  consentirá  que  se  extravíe  la  discu- 
sión ni  se  prolongue  con  exceso,  debiendo  llamar  al  or- 
den y aun  retirar  la  palabra  al  que  notoriamente  se  apea- 

te  del  punto  controvertido. 

Art.  26.  El  voto  de  los  apoderados  que  concurran  á 
la  Junta  se  computará  de  la  manera  indicada  en  el  ar- 
tículo 18.  Siempre  se  tomarán  en  cuenta  los  diverbOS 
créditos  de  los  poderdantes  para  formar  la  mayoría  e 


cantidad. 


Art.  27.  La  votación  relativa  al  convenio,  será  tain 


bien  nominal,  y para  que  exista  acuerdo  se 


necesitaran 


los  votos  de  las  dos  terceras  partes  de  los  acreedores 
presentes  á la  Junta,  siempre  que  sus  créditos  consti- 
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tuyan  los  tres  quintos  del  pasivo  representado  en  la 
reuniÓD . 

El  juez  se  limitará  á proclamar  el  resultado  de  la 
votación  favorable  al  convenio,  absteniéndose  de  apro- 
barlo basta  que  trascurra  el  plazo  marcado  en  el  artícu- 
lo 30.  El  interventor  seguirá  desempeñando  sus  fun- 
ciones hasta  que  sobre  el  acuerdo  recaiga  aprobación  ju- 
dicial. 

Si  no  se  reunieren  las  dos  mayorías  indicadas  de  vo- 
tos y cantidades,  quedará  desechada  la  propuesta  de  con- 
venio y terminado  el  expediente,  ejecutándose  lo  preve- 
nido en  el  párrafo  3.^^  del  art.  21. 

Además,  declarará  el  juez  concluidas  las  funciones  del 
interventor,  y éste,  dentro  del  plazo  máximo  de  ocho 
días,  rendirá  cuenta  justificada  al  Juzgado. 

Art.  28.  El  resultado  de  las  votaciones,  los  acuer- 
dos del  Juez  y las  determinaciones  de  la  Junta,  así  como 
las  protestas  que  se  hubieren  formulado,  se  consignarán 
en  un  acta  muy  sucinta,  que  redactará  el  actuario,  y sus- 
cribirán con  éste  el  juez,  el  interventor  y los  concurren- 
tes. El  juez  no  levantará  la  sesión  hasta  que  el  acta  que- 
de suscrita  por  los  que  deben  verificarlo. 

Si  de  lo  actuado  resultaren  indicios  de  delito,  orde- 
nará el  juez  que  se  saque  el  tanto  de  culpa  para  que  por 
quien  corresponda  se  proceda  á lo  que  hubiere  lugar. 

Art.  29.  Sólo  los  acreedores  con  prenda  y los  hipote- 
carios tendrán  el  derecho  de  abstenerse  de  concurrir  á 
la  Junta;  pero  si  concurrieren,  quedarán  obligados  como 
los  demás  acreedores. 

Art.  30.  El  acuerdo  accediendo  á la  espera  pedida 
por  el  deudor  podrá  ser  impugnado,  dentro  de  los  ocho 
días  siguientes  al  de  la  Junta,  por  cualquier  acreedor 
que  no  hubiese  concurrido  á ella,  ó que,  concurriendo, 
hubiere  disentido  y protestado  contra  el  voto  de  la  ma- 
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yoría.  A este  fin,  podrán  los  acreedores  examinar  el  ex- 
pediente de  suspensión  de  pagos,  los  documentos  y acuer- 
dos de  la  Junta  en  la  Escribanía,  y los  libros  del  comer- 
ciante en  el  escritorio  del  suspenso. 

Las  únicas  causas  en  que  podrá  fundarse  la  oposición 
del  convenio,  serán: 

Primero.  Defectos  en  las  formas  prescritas  para  la 
convocatoria,  celebración,  deliberación  y acuerdos  de  la 
Junta. 

Segundo.  Palta  de  personalidad  ó representación  en 
alguno  de  los  votantes,  siempre  que  el  voto  impugnado 
influya  en  la  formación  de  la  mayoría  de  número  ó can- 
tidad. 


Tercero.  Inexactitud  en  la  apreciación  del  activo  ó 
el  valor  de  los  bienes  del  suspenso,  siempre  que  el  error 
resulte  de  documentos  ó de  informes  mercantiles  autén- 
ticos que  demuestren  la  equivocación  evidente  de  la  Jun- 
ta al  recliazar  la  cuestión  previa  que  se  hubiere  promo- 
vido con  arreglo  á lo  dispuesto  en  el  art.  23. 


Cuarto.  Inteligencias  fraudulentas  entre  el  deudor  y 
uno  ó más  acreedores,  ó de  los  acreedores  entre  sí,  para 
votar  á favor  del  convenio. 

Quinto.  Exageración  fraudulenta  de  créditos  para 
procurar  la  mayoría  de  cantidad. 

Por  iguales  causas,  j dentro  del  término  indicado, 
podrá  impugnar  el  convenio  el  acreedor  cuyo  crédito  hu- 
biere sido  rechazado  por  la  Junta,  si  hubiere  formulado 
la  protesta  á que  se  refiere  el  art.  20. 

Art.  31.  Si  transcurriese  el  plazo  señalado  en  el  ai- 
tículo  anterior  sin  que  se  hubiere  formalizado  oposición, 
el  juez  prouuiiciará  auto  aprobando  el  convenio  y man- 
dando á los  interesados  estar  y pasar  por  él,  acordando 
las  providencias  que  correspondan  para  llevarlo  á efecto, 
iucluso  la  toma  de  razón  en  el  Registro  mercantil. 
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En  el  mismo  auto  se  declararán  terminadas  las  fun- 
ciones del  interventor,  y éste  deberá  rendir  cuenta  de  la 
maneia  indicada  en  el  ultimo  párrafo  del  art.  34,  Sólo 
podra  continuar  el  interventor  desempeñando  su  cargo 
si  se  liubieso  determinado  en  el  convenio,  en  y defecto  de 
acuerdo  expreso  sobre  retribución,  seguirá  percibiendo 
las  fija  y proporcional  señaladas  en  el  art.  9.^ 

Art.  32.  La  oposición  al  convenio  se  formulará  en 
demanda,  que  seguirá  los  trámites  marcados  para  los  in- 
cidentes en  ei  art.  744  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
debiendo  entenderse  los  traslados  con  el  deudor  y con 
los  acreedores  que  comparezcan,  manifestando  su  pro- 


pósito de  mantener  el  acuerdo  de  la  Junta,  debiendo  li- 
tigar unidos  bajo  una  sola  representación  y defensa  to- 
dos ios  que  sostengan  una  misma  causa. 

Si  contra  el  acuerdo  concediendo  la  espera  formula- 
sen oposición  varios  acreedores,  acordará  el  juez,  de 
oficio,  la  acumulación  de  todas  ellas  para  que  se  decidan 
por  un  solo  fallo. 


del  acuerdo,  sino  también  lo  referente  al  pago  de  costas 
y daños  y perjuicios  causados  por  la  impugnación. 

Si  el  fallo  fuese  aprobatorio  del  convenio  se  proce- 


derá de  la  manera  indicada  en  el  art.  31. 

Art.  33.  Contra  la  sentencia  que  recaiga  en  el  inci- 
dente de  impugnación  y contra  las  demás  resoluciones 
que  adopte  el  juez  en  el  expediente  de  suspensión  de 
pagos  procederá  la  apelación  en  un  solo  efecto. 

Art.  34.  Todas  las  costas  causadas  en  el  expediente 
de  suspensión  de  pagos  serán  de  cuenta  del  deudor  que 


lo  hubiese  promovido. 

No  se  comprenderán  en  dichas  costas  los  honorarios 
del  letrado  ni  los  derechos  del  procurador  de  que  se  hu- 
biesen valido  los  acreedores.  Lo  dispuesto  en  este  articu- 


G66 


DERECHO  MERCANTIL 


lo  se  entenderá  sin  perjuicio  de  lo  que  respecto  de  eos- 
t;is  convengan  los  interesados  ó hubiese  sido  objeto  de 
resolución  judicial  expresa. 

Art.  85.  Aprobado  el  convenio^  y salvo  lo  dispuesto 
en  el  art.  29,  será  obligatorio  para  el  suspenso  y para 
todos  los  acreedores  cuyos  créditos  sean  anteriores  á la 
fecha  del  auto  declarando  la  suspensión  de  pagos.  Si  el 
deudor  no  cumpliere  en  todo  ó en  parte  el  convenio 
acordado  por  la  Junta,  renacerá  el  derecho  de  los  acree- 
dores por  las  cantidades  que  no  hubiesen  percibido  de 
su  crédito  primitivo,  y podrá  cualquiera  de  ellos  pedir 
que  se  declare  la  quiebra  del  comerciante,  áun  cuando 
no  hubiere  pendiente  ninguna  ejecución  contra  el  deu- 
dor. 


CAPÍTULO  II. 

De  las  suspensiones  de  pagos  de  las  Compañías  concesiona- 
rias de  ohras  publicas. 


Art.  86.  Despachada  ejecución  á instancia  de  uno  ó 
más  acreedores  contra  una  Compañía  ó Empresa  de  las 
comprendidas  en  el  art.  930  del  Código  de  comercio,  si 
en  el  acto  del  embargo  no  consignare  la  cantidad  á que 
se  extienda  el  mismo  embargo,  ó designare  bienes  libres 
suficientes  en  que  éste  pueda  trabarse,  diversos  de  los 
enumerados  en  los  arts.  1.448  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  Y 190  del  referido  Código,  el  juez  ó tribu- 
nal  que  hubiere  despachado  la  ejecución  decretara  que 
la  administración  de  la  Empresa  ejecutada,  bajo  la  res- 
ponsabilidad de  sus  individuos  y en  el  término  de  quin- 
ce días,  presente  un  estado  en  que  se  fijen  los  rendi- 
mientos y gastos  totales  de  administración  y explotación 
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con  el  líquido  sobrante  que  resulte  de  los  doce  meses 
anteriores. 

Si  la  administración  de  la  Compañía  ó Empresa  no 
cumpliese  con  esta  prescripción  en  el  tiempo  marcado, 
el  juez  ó tribunal  mandará  de  oficio  hacer  el  estado  por 
la  persona  o personas  que  al  efecto  designe  y á costa  de 
la  Empresa  deudora,  en  el  plazo  de  otros  quince  días. 

Los  administradores  de  la  Compañía  ó Empresa  de- 
berán poner  á disposición  del  Juzgado  ó tribunal,  y den- 
tro de  tercero  día  improrrogable,  cuantos  antecedentes 
se  les  reclamen  para  la  formación  de  dicho  estado. 

Las  reglas  prescritas  para  la  formación  del  estado 
referido  se  observarán  asimismo  cuando  un  acreedor  ó 
acreedores,  con  título  y en  condiciones  suficientes  para 
ello,  soliciten  directamente  la  declaración  de  suspensión 
de  pagos. 

Art.  37.  El  estado  de  que  habla  el  artículo  preceden- 
te, se  referirá  á los  productos  y gastos  del  año  anterior, 
y si  arrojase  sobrante  líquido  tal  como  se  define  en  el 
párrafo  siguiente,  se  verificarán  ó continuarán  el  embar- 
go y ejecución,  que  se  llevarán  á efecto  en  los  ingresos, 
dejando  en  libertad  lo  que  según  aquel  estado  fuese  ne- 
cesario para  los  gastos. 

A ese  estado  acompañará  en  todos  los  casos  otro  de 
las  deudas  vencidas  y que  hayan  de  vencer  en  el  semes- 
tre próximo;  y si  de  ambos  estados  resultare  no  haber 
sobrante  líquido  de  explotación,  ó no  fuese  suficiente 
para  cubrir  los  débitos  ya  vencidos  y que  venzan  en  el 
próximo  semestre,  se  procederá  á la  comprobación  de  di- 
chos estados  con  los  libros  de  contabilidad  en  otro  tér- 
mino de  quince  días,  y apareciendo  de  ella  en  efecto  no 
existir  sobrante  ó no  ser  suficiente  para  el  indicado  ob- 
jeto, procederá  la  declaración  de  suspensión  de  pagos, 
pidiéndola  el  acreedor. 
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Ai-t.  38.  Los  acreedores  de  las  Compañías  y Empresas 
que  so  consideren  con  algún  dereclio  contra  ellas  por  títu- 
los de  los  que  no  llevan  aparejada  ejecución,  podrán  ejer- 
ció) ríe  por  ios  medios  ordinarios;  pero  en  todos  los  casos, 
cuando  se  llegue  á la  ejecución  de  las  sentencias  quere- 
caigan,  traduciéndose  en  la  exacción  de  alguna  cantidad 
6 en  la  vía  de  apremio,  se  observarán  para  esto  las  pres- 
cripciones de  los  arts.  1.448  de  la  ley  de  enjuiciamiento 
civil,  y 190  del  Código  de  comercio,  y lo  que  determinan 
el  36  y 37  de  la  presente,  considerándose  la  providencia 
decretando  la  ejecución  ó el  apremio  para  este  efecto 
como  el  despacho  de  la  ejecución  á que  esos  artículos  ha- 
cen  referencia. 

Art.  39.  Hecha  la  declaración  de  suspensión  de  pa- 
gos á instancia  de  acreedores,  ó si  la  Compañía  ó Em- 
presa ai  solicitarla  no  hubiesen  presentado  la  correspon- 
diente proposición  ó proyecto  de  convenio,  el  juez  ó tri- 
bunal, además  de  las  medidas  necesarias  para  el  cum- 
plimiento de  los  párrafos  1.^  y 2.^  del  art.  934  del  Código 
de  comercio,  mandará  que  la  misma  Compañía  ó Empresa 
presente,  dentro  de  los  cuatro  meses  prefijados  en  el 
párrafo  3.^  del  propio  artículo,  el  aludido  proyecto  de 
convenio. 

Art.  40.  Desde  la  declaración  de  suspensión  de  pa- 
gos, si  acreedores  que  representen  más  de  un  3 por  100 
del  totad  pasivo  de  los  créditos  á que  afecte  el  proyecto 
de  convenio,  cuando  éste  se  hubiere  ya  presentado,  soli- 
citasen que  la  Compañía  ó Empresa  deudora  exhiba  sus 
libros  y todos  los  antecedentes  que  sirvan  de  comprooa- 
ción  de  sus  asientos,  así  como  también  los  que  se  refie- 
ran al  convenio,  deberá  el  juez  ó tribunal  decretar  dicha 
exhibición,  previniendo  á los  referidos  acreedores  que 
X>ara  llevar  á efecto  el  examen  de  los  libros  y anteceden- 
tes exhibidos,  nombren  una  comisión,  que  no  podra  ex- 
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ceder  de  cinco  individuos.  La  exhibición  se  hará  en  las 
oficinas  de  la  misma  Compañía  ó Empresa,  señalando 
con  su  audiencia  las  horas  y la  forma  en  que  haya  de 
realizarse,  para  que  no  se  perturbe  ni  embarace  el  curso 
de  sus  demas  opera^ciones.  Los  g-astos  de  la  exhibición  y 
examen  y de  los  testimonios  que  se  saquen  serán  de  car- 
go de  los  acreedores  á cuya  instancia  se  practiquen  estas, 
dili  gencias. 

Art.  41.  Las  proposiciones  ó proyectos  de  convenio 
podran  presentarse  acompañadas  de  las  adhesiones  de  los 
acreedores  que  hasta,  el  momento  de  su  presentación  se 
las  hubiera.li  prestado  en  forma  solemne  ó en  la  que  pres- 
cribe el  a.rt.  42  para.,  las  que  tengan  lugar  dentro  del  pro- 
cedimiento judicial,  ó simplemente  reclamando  que  so 
hagan  los  ilamiimieiitos  oportunos  para  que  se  presten 
las  adhesiones  necesarias  á la  aprobación  del  mismo  con- 
venio. 

En  uno  y otro  caso,  el  juez  ó tribunal  mandará  que 
en  el  término  de  quince  días  se  publique  el  proyecté;  de 
convenio  en  los  periódicos  oficiales  dei  lugar  del  juicio, 
y en  los  de  igual  clase  de  Madrid  y de  aquellas  pobla- 
ciones de  EsT3aña  v del  extranjero  donde  esté  domicilia- 
do  ó señalado  el  pago  de  los  créditos,  cupoíies  é intere- 
ses, y erialquieia  parte  de  los  compromisos  ú obligacio- 
nes á c:ue  afecte  el  mencionado  convenio,  haciéndose 
esta  publicación,  por  defecto  de  periódicos  oficiales  en 
cualquiera  de  los  lugares  que  se  dejan  indicados,  en  otro 
de  los  de  más  publicidad  que  haya  en  la  misma  pobla- 
ción, Y cidemás  en  un  periódico  oficiad  de  la  capital  de  la 
provincia,  departamento  ó circunscripción  administra- 
tiva á que  pertenezca  esa  población. 

Los  edictos  en  que  se  inserte  el  proyecto  de  convenio 
para  la  publicación  que  cpaeda  prevenida,  contendrán 
además  la  expresión  del  número  de  adhesiones  presenta- 
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Jas,  si  lo  hubieran  sido  con  el  mismo  proyecto,  y la  con- 
vocatoria a todos  los  acreedores  á quienes  afecte,  para 
que  en  el  termino  que  en  el  mismo  edicto  se  señale  acu- 
dan á adherirse  al  proyecto  publicado  ó á manifestar  su 
o|)Osicióii  al  mismo. 

El  término  que  para  estos  efectos  se  señale  será  el 
de  tres  meses,  cuando  las  adhesiones  presentadas  con  el 
mismo  proyecto  no  fueren  suficientes  para  determinar 
su  aprobación,  conforme  al  párrafo  1.®  del  art.  935  del 
Código  de  comercio,  ó se  solicitare  simplemente  el  lla- 
mamiento de  los  acreedores  para  les  fines  expresados; 
pero  si  el  número  de  adhesiones  presentadas  fuese  el  su- 
ficiente para  la  aprobación  del  convenio,  bastará  que  el 
referido  llamamiento  se  haga  por  término  de  un  mes, 
para  que  concurran  á manifestar  su  adhesión  ú oposición 
lo  s acreedores  que  lo  consideren  conveniente. 


Los  términos  señalados  se  contarán  desde  la  publica- 
ción del  edicto  en  el  último  de  los  periódicos  en  que  deba 
ser  inserto,  computándose  los  mismos  términos  conforme 
al  art.  305  de  la  ley  de  enjuiciamiento  civil. 

Art.  42.  Ko  será  necesario  el  otor¿ramiento  de  escri- 


tura piibliea  para  acreditar  la  adhesión  ó el  voto  con- 
trario al  convenio  que  se  hagan  en  virtud  de  los  llama,- 
mientos  verirlcados  al  efecto,  bastando  con  oue  aparezca 
en  forma  fehaciente  el  voto  ó la  adhesión  explícita  de  los 
acreedores  oue  legitimen  su  carácter  de  tales  con  la  pre- 
sentación  en  los  autos  de  los  documentos  de  su  crédito  o 


por  el  resultado  del  balance  comprobado. 

Cuando  los  acreedores  lo  sean  por  títulos  cotizable^ 
en  Lolsa  ó al  portador,  sus  tenedores  deberán  presentar- 
los para  verificar  sus  adhesiones  ó emitir  sus  vot'v'^, 
cuando  así  lo  estimaren  conveniente,  aconlpañado^  de 
facturas  en  que  se  exprese  su  calidad,  numeración  y de- 
más circunstancias  que  basten  para  identificarlos  en  todo 
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tiempo,  haciéndose  esa  presentación , ya  ante  el  mismo 
tribunal,  ya  en  las  Cajas  del  Grobierno,  ya  en  los  Bancos 
oficiales,  ya  en  las  Cajas  de  las  Compañías  deudoras  y 
sus  sucursales  y banqueros,  ya  en  los  Consulados  espa- 
ñoles establecidos  en  el  extranjero,  ya  en  los  extranje- 
ros lesidentes  en  España;  en  cuya  factura  se  consignará 
ademas,  bajo  la  firma  de  su  presentador,  la  adhesión  al 
convenio  ó el  voto  contrario  al  mismo  que  se  emita.  Los 
títulos  comprendidos  en  estas  facturas  que  prestaren  su 
adhesión,  serán  estampillados,  certificando  de  ello  nota- 
rio, agente  consular  ú otro  oficial  depositario  de  la  fe 
pública,  haciendo  constar  en  cada  uno  de  ellos  dicha  ad- 
hesión por  medio  de  esa  estampilla  que  expresará  el 
proyecto  de  convenio  á que  se  refiera,  dev( Iviéndose  al 
mismo  presentante,  una  vez  llenado  este  requisito. 

Las  facturas  enunciadas  que  no  se  presenten  directa- 
mente por  sus  firmantes  al  tribunal  que  conozca  de  los 
autos  de  suspensión  de  pagos,  se  le  remitirán  á costa  de 
la  Compañía  ó Empresa  deudora  ó por  su  intermedio, 
fiebiendo  en  todo  caso  estar  legalizadas  las  firmas  del 
notario,  agente  consular  ú oficial  de  la  fe  pública  que, 
con  relación  á ellas,  y haciéndolo  así  constar  en  las  mis- 
mas facturas,  haya  intervenido  ó certificado  ciel  estam- 
pillado de  los  títulos  que  mencionen. 

Los  tenedores  de  los  indicados  títulos  que  no  deban 
ser  estampillados,  ó que  prefiriesen  á esta  operación  la 
de  su  depósito,  mientras  esté  abierto  el  expediente  de 
suspensión  de  pagos  y de  convenios  deberán  mantener- 
los en  él,  acompañando  á la  factura  de  su  presentación 
el  resguardo  de  ese  depósito  legalizado  en  igual  forma 
que  dicha  factura,  para  su  entrega  al  Juzgado  ó tribu- 

nal  que  conozca  de  los  autos. 

Art.  43.  Transcurridos  los  términos  de  la  convoca- 

toria,  el  juez  ó tribunal,  dentro  del  plazo  máximo  de 
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quince  días,  liará  el  cómputo  de  los  votes  emitidos,  y si 
TIO  resultai’e  número  bastante  de  adhesiones  para  deter- 
minar hi  aprobación  del  convenio,  ni  su  definitiva  des- 
aprobación con  arreglo  á lo  prevenido  en  el  art.  935  del 
Código  de  comercio,  mandará  hacer  una  segunda  convo- 
catoria por  término  de  dos  meses  en  la  misma  forma 
dispuesta  para  la  primera,  á fin  de  que  concurran  de 
igual  modo  los  acreedores  que  ja  no  lo  hubiesen  hecho, 
á dar  sus  adhesiones  ó emitir  sus  respectivos  votos. 

Art.  44.  TranscuiTido  este  segundo  término,  cuando 
á él  haya  lugar,  el  juez  ó tribunal  verificará  el  nuevo 
cóiiiputo  de  votos  dentro  de  un  tiempo  igual  al  preveni- 
do en  el  artículo  precedente,  mandando  nacer  su  publi- 
cación con  la  cifra  3^  calidad  de  los  créditos  que  figuren 
en  ese  couiputo,  expresando  los  números  de  los  títulos 
cotizabh^s  é til  iiortador  en  forma  correlativa  por  el  orden 
de  grupos  3"  series  ti  que  pertenezcan  v el  sentido  en  que 
liayau  emitido  su  rosnectivo  voto. 

En  el  caso  de  que  110  haya  lugar  á segunda  convoca- 
íoi'ia,  conforme  á lo  dispuesto  en  el  artículo  precedente, 
se  piibli(air;i  desde  lueno  y en  dicha  forma  el  cómputo 
venllcado  por  resultas  de  la  ]u-imera,  observándose  res- 
pecto de  ('ste  c-'éiiunito  3'  sus  electos  lo  prevenido  para 
los  demás  tiuálogos  011  los  artículos  siguieiiies. 

Aid.  -lo.  ¡d'i  c'I  cémpuio  de  votos  fuere  desfavorable 

¡il  convenio,  bi  Compañía  o Empresa  pedm  dentro  del 

, • 

lénanino  d.e  quince  dias  Imcer  bis  obsevvaciotuv'í  que  e^ti- 
mtvre  precedentes  sedare  el  mismo,  ticompanando  en  su 
apoyo  los  ¡usiiiicantes  que  ciayvere  necesarios,  ó ^olici- 
i^ainlo  bi  tidmisiáni  de  bis  pruebas  ciue  eiitieiiaa  perti- 
lunitos. 

Art.  í-l).  8i  bis  obsorvacienes  do  bi  Compama  é Lm- 
pi'osai  fiu'seu  iHripddas  contra  bi  autenticidad  ne  ios  tita- 
h>s  o rrá\lit(.>s  quo  tiguraseii  011  el  cómputo  como  contra- 
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rios  al  proyecto  de  convenio  en  número  suficiente  para 
alterar  el  resultado  de  dicho  cómputo,  se  dará  traslado 
á los  interesados  en  los  créditos  sobre  que  versen  esas 
impugnaciones,  citándolos  en  forma  ó por  medio  de  edic- 
tos, si  no  estuviesen  comparecidos  con  representación 
bastíante,  ó se  tratase  de  títulos  al  portador,  para  que  en 
un  termino  de  seis  días  contesten  á las  expresadas  im- 
pugnaciones, pudiendo  presentar  los  justificantes  que 
consideren  oportunos  ó solicitar  la  admisión  de  alsrunas 

O 

otras  pruebas. 

Art.  47.  Cuando  las  Compañías  ó Empresas  ó los 
acreedores  que  á ellas  se  opusieren  hubiesen  solicitado 
la  admisión  de  pruebas  en  este  incidente,  se  abrirá  un 
término  que  no  podrá  exceder  de  veinte  días  para  prac- 
ticar las  que  hubieren  propuesto  ó que  puedan  proponer 
dentro  del  mismo. 

Art.  48.  Transcurrido  este  término  de  prueba,  ó pa- 
sado el  del  art.  46,  si  no  se  hubiera  solicitado  ese  otro, 
el  juez  ó tribunal  resolverá  lo  que  estime  procedente  so- 
bre el  cómputo  de  votos,  ratificando  el  ya  hecho  ó recti- 
ficándole, en  cuyo  último  caso,  si  resultare  reunir  el  pro- 
yecto de  convenio  la  necesaria  mayoría,  hará  que  se  pu- 
blique nuevamente  el  cómputo  así  rectificado. 

Art.  49.  La  publicación  de  los  cómputos  de  votos  se 
hará  en  los  mismos  lugares  y forma  determinadas  para 
la  de  los  proyectos  ó proposiciones  de  convenio,  y el  tér- 
mino señalado  en  el  art.  936  del  Código  de  comercio  á 
los  efectos  en  él  prevenidos  se  contará  desde  la  fecha  de 
la  última  publicación  que  se  realice. 

Art.  50.  Las  oposiciones  al  convenio,  sí  se  presen- 
tare alguna  dentro  de  ese  término,  se  formularán  y tra- 
mitarán conforme  á lo  prescrito  en  el  art.  1.150  de  la 
ley  de  enjuiciamiento  civil,  salvo  en  lo  referente  a los 
efectos  de  las  apelaciones  que  puedan  interponerse. 


43 
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Art.  51.  La  sentencia  que  recaiga  aprobando  el  con- 
venio desde  luego,  cuando  no  hubiere  oposición,  ó por 
conclusión  del  incidente  que  ésta  produjera,  ya  sea  apro- 
batoria ó ya  desaprobatoria  del  mismo  convenio,  se  pu- 
blicará igualmente  en  la  Gaceta  de  Madrid  j en  los  de- 
más lugares  y forma  que  su  propuesta,  además  de  ser 
aquélla  notificada  á las  partes  personadas  debidamente 
dentro  de  los  autos. 

Art.  52.  Las  apelaciones  en  estos  autos  de  suspen- 
sión de  pagos  se  admitirán  siempre  en  un  solo  efecto,  y 
para  ser  admitidas,  tanto  ellas  como  los  demás  recursos 
que  procedan,  deberán  interponerse  dentro  de  los  plazos 
señalados  por  la  ley  de  enjuiciamiento  civil  para  los  de 
su  clase  respectiva. 


TÍTULO  TERCERO 

REFORMAS  EN  EL  CÓDIGO  DE  COMERCIO 

Art.  5r3.  El  ministro  de  Gracia  y Justicia,  respetan- 
do las  modificaciones  introducidas  en  esta  ley,  y previa 
audiencia  de  la  Comisión  revisora  del  Código  de  comer- 
cio, procederá  á reformar  el  vigente  en  el  sentido  que 
reclaman  las  necesidades  de  la  práctica  mercantil. 

Entre  otras,  se  atenderán  las  indicaciones  que  con- 
tienen las  bases  que  siguen: 

I.  Se  consignará  la  definición  legal  de  comerciante, 
diferenciándolo  del  simple  mercader,  y para  estos  se  es- 
tablecerá  una  contabilidad  más  sencilla  que  la  que  rige 
en  la  actualidad. 

II.  Se  declarará  obligatorio  para  todos  los  comer- 
ciantes y Compañías  el  uso  de  los  libros  de  contabilidad 
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determÍDEdos  en  el  art.  33  del  Código  de  comercio,  es- 
tableciéndose la  multa  de  500  pesetas  por  cada  libro  de 
los  marcados  que  se  deje  de  llevar. 

III.  Se  reformarán  los  arts.  155,  156  y los  demás 
que  fuere  necesario,  a fin  de  impedir  que  los  administra- 
dores de  Compañías  anónimas  se  impongan  á la  volun- 
tad manifiesta  de  la  mayoría  de  los  socios,  dando  á ésta 
medios  rápidos  y eficaces  para  hacer  que  prevalezcan  sus 
acuerdos,  y se  remueva  á los  administradores  que  hayan 
perdido  la  confianza  de  la  Compañía. 

lY.  Se  consagrará  un  capítulo  ó sección  á definir  y 
determinar  las  consecuencias  del  contrato  de  cuenta  co- 
rriente, simple  y con  interés. 

V.  El  art.  447  del  Código  de  comercio  se  redactará 
de  modo  que  no  quede  duda  de  que  todos  los  que  pusie- 
sen firmas  á nombre  de  otros  en  letras  de  cambio  como 
libradores  endosantes  ó aceptantes,  deberán  hallarse 
autorizados  para  ello  con  poder  en  el  que  expresamente 
se  les  hubiere  concedido  la  autorización  necesaria  para 
suscribir  letras  de  cambio  v reconocer  la  autenticidad 
de  su  firma  á cargo  del  poderdante. 

YI.  Se  consignará  de  manera  categórica  que  la  letra 
de  cambio  perjudicada  por  no  haberse  j^í'otestado  opor- 
tunamente, sólo  impide  que  se  despache  ejecución  con- 
tra los  endosantes,  procediendo  la  acción  ejecutiva  con- 
tra el  aceptante  y libra^dor  en  los  términos  que  el  Códi- 
go establece,  aunque  el  protesto  se  hubiese  retrasado. 

YII.  Los  arts.  498,  504,  506,  507,  508,  511  y 521  se 
reformarán  de  modo  que  resulten  mas  simplificadas,  po- 
sibles y formales  las  diligencias  de  protesto. 

VIII.  Se  suprimirá  el  párrafo  2.^  del  art.  781,  á fin 
de  que  resulte  eficaz  el  contrato  de  seguros  sobre  la  vida 
de  los  tripulantes  y pasajeros,  de  acuerdo  con  lo  preve- 
nido en  la  sección  tercera,  título  8.^,  libro  2.’  delCodigo. 
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TITULO  CUARTO 

reformas  en  la  ley  ee  enjuiciamiento  ciyil 

Árt.  54.  El  ministro  de  Gracia  y Justicia,  previa 
audiencia  de  la  Comisión  general  de  codificación,  proce- 
derá á reformar  la  ley  de  enjuiciamiento  civil,  á fin  de- 
poner sus  preceptos  en  armonía  con  los  del  vigente  Có- 
digo civil,  supliendo,  enmendando  ó suprimiendo  cuanto 
fuese  preciso  ó conveniente  al  indicado  objeto. 

El  título  XVIII,  libro  2.^  de  la  ley  de  enjuiciamien- 
to civil  se  modificará  en  lo  necesario  para  que  sus  pre- 
ceptos puedan  aplicarse  no  sólo  al  juicio  de  alimentos 
provisionales,  sino  también  al  de  litis  expensas, 

Art.  65.  De  igual  manera  procederá  el  referido  mi- 
nistro á reformar  los  preceptos  de  la  ley  procesal,  para 
ponerlos  en  armonía  con  el  Código  de  comercio. 

Al  hacer  la  revisión  y reforma  de  la  ley  de  procedi- 
mientos se  abreviará  la  tramitación  de  los  juicios  y ac- 
tos de  jurisdicción  voluntaria,  suprimiendo  todo  lo  que 
la  práctica  ha  denunciado  como  rutinario  ó perjudicial 
para  la  pronta  terminación  de  los  asuntos. 

La  reforma  mencionada,  en  lo  que  al  procedimiento 
de  quiebras  se  refiere,  tendrá  en  cuenta  las  indicaciones 
siguientes: 

I.  Se  procurará  que  la  tramitación  se  acomode  a lo 
establecido  en  esta  ley,  á fin  de  simplificar  aquella  y de 
impedir,  no  sólo  la  injustificada  duración  del  juicio  y 
los  excesivos  gastos,  sino  los  abusos,  confabulaciones  y 
fraudes  de  que  se  quejan,  con  razón,  los  comerciantes 
de  buena  fe. 
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DOinbi Riniciito  do  jncz  coiiiisíirio  rcciiGrá,  gii 
un  abogado  elegido  por  el  juez  entre  los  matriculados 
en  la  localidad  que  lleven  más  de  seis  años  en  el  ejerci- 
cio de  la  profesión  y no  tengan  interes  directo  ni  indi- 
recto en  el  juicio.  A falta  de  abogados  con  las  indicadas 
condiciones,  podrá  el  juez  nombrar  comisario  á un  pro- 
fesor ó perito  mercantil  ó un  comerciante. 


III.  La  representación  común  ó colectiva  de  los 
acreedores  estará  encomendada  á persona  distinta  de  la 
que  lleve  la  administración  de  los  bienes  de  la  quiebra. 
El  juez  proveerá  dichos  cargos  con  carácter  interino 
hasta  que  por  los  acreedores,  después  del  reconocimien- 
to de  créditos,  se  hagan  los  nombramientos  deünitivos, 
que  podrán  recaer  en  personas  distintas  de  las  designa- 
das por  el  juez. 

Las  convocatorias  para  las  reuniones  de  acreedores 
deberán  tener  lugar  en  los  plazos  más  breves  posibles. 

IV.  Nadie  podrá  ser  comisario  ni  tener  la  represen- 
tación de  los  acreedores,  ni  la  administración  de  los  bie- 
nes en  dos  ó más  quiebras  á la  vez.  Exceptúase  el  caso 
de  evidente  imposibilidad. 

V.  Además  de  los  estados  que  el  representante  colec- 
tivo de  los  acreedores  deberá  redactar,  según  lo  manda- 
do en  el  art.  1.368  de  la  ley  de  enjuiciamiento  civil, 
tendrá  obligación  de  dirigir  al  juez  de  primera  instancia 
una  Memoria  sucinta  acerca  del  juicio  que  le  merece  la 
quiebra  por  sus  antecedentes  y situación  del  activo  y dei 
pasivo.  De  esta  Lleinoria  se  remitirá  copia  al  ministerio 
fiscal  y al  comisario,  á la  vez  que  envía  el  original  al  juez 


de  primera  instancia. 

VI.  Después  de  terminado  el  reconocimiento  do  cré- 
ditos contra  la  quiebra,  si  de  la  Memoria  á que  se  refie- 
re la  base  anterior  resultase  que  entre  el  activo  y el  pa- 
sivo existe  una  diferencia  de  mas  de  20  por  100,  podían 
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los  acreedores  acordar  la  realización  inmediata  de  todos 
los  bienes  del  activo,  cuyo  importe  ingresará  en  el  esta- 
blecimiento destinado  al  efecto,  de  donde  no  se  podrá  ex- 
traer sino  por  orden  del  juez  comisario  con  el  V.®  B.®  del 
de  primera  instancia  é intervención  del  actuario. 

La  realización  del  activo  de  la  manera  indicada  no 
afectará  á los  derechos  de  los  acreedores,  á la  gradua- 
ción de  los  créditos,  ni  tampoco  á los  acuerdos  ó conve» 
nios  que  puedan  adoptarse  én  el  momento  oportuno. 


TÍTULO  QUINTO 

DISPOSICIONES  GENERALES  Y TRANSITORIAS 

Art.  56.  Lo  dispuesto  en  los  arts.  53,  54  y 55  es  ex- 
tensivo al  ministro  de  Ultramar  por  lo  que  afecta  á los 
Códigos  y leyes  vigentes  en  las  islas  de  Cuba,  Puerto 
Kico  y Filipinas,  que  también  se  reformarán  con  igual 
objeto,  previa  audiencia  de  la  Comisión  de  Códigos  de 
Ultramar. 

Art.  57.  Los  ministros  de  Gracia  y Justicia  y de  Ul- 
tramar darán  cumplimiento  á lo  mandado  en  los  artícu- 
los referidos,  en  el  plazo  máximo  de  tres  meses,  conta- 
dos desde  la  promulgación  de  esta  ley  en  la  Gaceta  de 
Madrid. 

Art.  58.  Los  títulos  primero  y segundo  se  observa- 
rán en  la  Península,  islas  adyacentes,  Canarias  y terri- 
torios de  Africa  sujetos  á la  legislación  peninsular  a los 
diez  días  de  la  promulgación  de  esta  ley. 

Art.  59.  Los  referidos  títulos  se  observarán  en  las 
islas  de  Cuba,  Puerto  Pico  y Filipinas,  con  las  modifica- 
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cienes  que  exijan  las  especiales  condiciones  de  esas  co- 
marcas, los  lugares,  distancias  y términos,  á los  diez  días 
de  publicada  esta  ley  en  las  Gacetas  de  las  respectivas 
provincias  de  Ultramar. 

Art.  60.  Se  concede  el  plazo  de  dos  meses,  contados 
desde  la  publicación  de  esta  ley  en  la  Gaceta  de  Madrid 
y en  las  de  Ultramar,  para  que  los  comerciantes  que  no 
tengan  sus  libros  ajustados  á la  ley  formalicen  su  con- 
tabilidad, sin  que  durante  ese  plazo  incurran  en  multa 
ni  recargo  por  infracción  del  Código  de  comercio  ni  de 
la  ley  del  timbre. 

Palacio  del  Congreso  21  de  Mayo  de  1894. — Fran- 
cisco Lastres,  presidente. — Faustino  Eodríguez  San  Pe- 
dro,— El  marqués  de  Mont-Roig. — Juan  Felipe  Sendín. 
— Alfonso  Sala. — José  Hernández  Prieta,  secretario. 


ADVERTENCIA 


Por  un  error  de  ajuste  se  omitió  en  la  página  481 
la  inclusión  del  siguiente  párrafo: 

416.— cj  Venta  de  la  nave, — Si  la  nave  se  vendió 
durante  el  tiempo  del  ajuste,  los  individuos  de  la  tripu- 
lación tienen  derecho  á exigir  su  regreso  á la  patria  á 
expensas  de  la  nave,  y á que  se  les  paguen  sus  salarios 
(art.  541),  por  tratarse  de  un  hecho  extraño  á su  volun- 
tad, No  es  válido  el  pacto  en  contrario . 
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enseñanzas 

7. — El  derecho  mercantil  jio  es  excepción  del  civil.  8. — Sus 
relaciones  con  el  derecho  civil.  9. — Sus  relaciones  con 
las  demás  ramas  del  derecho  y con  las  ciencias  sociales. 

^ 4.® — Reseña  histórica  sobre  la  codificación  del  de- 
recho mercantil 

10.  —División  de  la  historia  del  derecho  mercantil.  11. — 
Tiempos  antiguos.  12. — Edad  Media.  13. — Epoca  mo- 
derna. 14. —Estado  actual  de  la  legislación  mercantil 

en  Europa. 
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§ 5/’ — Reseña  sobre  las  vicisitudes  de  la  ciencia  del 
dereclio  mercantil 

15. — Escritores  anteriores  á las  ordenanzas  francesas  de 
1673  y 1681.  16. — Escritores  posteriores  á las  ordenan- 
zas y anteriores  al  Código  francés  de  1807.  17. — Escri- 
tores posteriores  al  Código  do  1807.  18.— Ultimos  escri- 

tores italianos.  19.  — Revistas  periódicas  de  dereclio 
mercantil. 

§ 6.® — Puentes  del  derecL.o  mercantil 

20.— Fuentes  principales  y fuentes  subsidiarias. 


LIBEO  PEIMERO. 


Kl  comercio  en  general. 


CAPÍTULO  PRIMERO. 

EL  SUJETO  DE  LA  ACTIVIDAD  MERCANTIL. 

§ 1.'’ — Criterios  que  determinan  la  cualidad  de  co- 
merciante   

21,  — Sujeto  de  Inactividad  mercantil;  extremos  que  ban  de 
concurrir  para  su  determinación.  22. — Ejercicio  de  ac- 
tos de  comercio.  23. — Profesión  habitual.  24.— Apli- 
cación de  estos  principios  á las  sociedades  mercantiles. 

§ 2.'' — Capacidad  para  ejercer  el  comercio 

SECCIÓN  PRIMERA. 


Personas  singulares. 

l5. —Quién  puede  ser  sujeto  de  la  actividad  mercautil.  26. 
— Capacidad  para  comerciar.  27. — Excepciones.  28. 
Capacidad  do  los  menores  de  edad.  29. — Capacidad  de  la 
niujcr  casada.  30. — Casos  en  que  necesita  el  consentí- 


derecho  mercantil 


miento  del  marido.  31. — Casos  en  que  se  requiere  la  au- 
torización judicial.  32.—  Mujer  casada  menor  de  edad. 
33.— Facultades  de  la  mujer  comerciante.  34.— Efectos 
de  las  obligaciones  contraídas  por  la  mujer  comerciante 
en  los  bienes  matrimoniales.  35.— Eevocación  de  la  au- 
torización marital. 

SECCIÓN  SEGUNDA. 

Personas  colectivas, 

36.— El  Estado,  la  Provincia  y el  Municipio  como  sujetos 
de  la  actividad  mercantil.  37.— Las  sociedades  mercan- 
tiles. 


CAPÍTULO  II. 

EL  OBJETO  DE  LA  ACTIVIDAD  MERCANTIL. 

38. — Concepto  de  la  mercancía.  39. — Pestricciones  impues- 
tas al  comercio  de  algunas.  40. — Especies  de  mercancías. 
41.— Qué  se  entiende  por  mercancías  y frutos.  42. — El 
dinero  como  objeto  de  comercio.  43. — Títulos  de  crédi- 
to; el  crédito,  su  concepto,  sus  clases.  44. — Concepto  de 
los  títulos  de  crédito.  45.—  Clasificación  de  los  mismos 
por  los  derechos  que  de  ellos  se  derivan.  46. — Clasifica- 
ción por  su  modo  de  emisión  y trasmisión.  47.  Otros 
títulos  que  no  son  propiamente  títulos  de  crédito.  48.— r 
Bienes  incorporales.  49. — Servicios.  50.  Inmuebles, 
¿pueden  ser  objeto  de  comercio? 

CAPÍTULO  III. 

FORMAS  EN  qUE  SE  DESENVUELVE  LA  ACTIVIDAD 

MERCANTIL. 

51. — Los  actos  de  comercio  en  su  sentido  objetivo.  52.  En 
su  sentido  sujetivo.  53.— Su  clasificación.  l.“— Opera- 
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ciones  de  compra  y venta  y locación.  2.° — Operacio- 
nes  de  banca  y cambio.  3.® — Empresas  de  suministros. 
4.® — Empresas  de  fábrica  y construcción  de  manufac- 
turas, de  espectáculos  públicos,  editoriales,  tipográficas  y 
de  librería,  de  transporte,  de  comisión,  de  agencia  y de 
negocios.  5.® — Operaciones  de  mediación  en  negocios 
mercantiles.  6.*^ — Operaciones  de  depósito.  7.® — Segu- 
ros terrestres.  8.® — Operaciones  del  comercio  marítimo. 

CAPÍTULO  IV. 

CONDICIONES  DEL  EJERCICIO  DE  LA  ACTIVIDAD 

MERCANTIL. 

54. — El  ejercicio  del  comercio,  condiciones  del  mismo. — 
55.  l.° — Forma  de  este  ejercicio,  firma,  razón  social,  de- 

nominación social.  56. — La  propiedad  de  la  firma.  57.— 
La  enseña  ó emblema.  58. — Las  marcas.  59. — 2.®  El 
lugar,  el  establecimiento  mercantil,  domicilio  del  comer- 
ciante. 60.  3.® — La  publicidad,  el  registro  mercantil, 

los  anuncios.  61. — Los  libros  de  los  comerciantes.  62. 
— Formalidades  intrínsecas  y extrínsecas.  63.  — Obliga- 
ción de  conservarlos.  64. — Sanción  por  la  falta  ó irre- 
gmlaridad  de  los  libros.  65.  5.° — La  casa  de  comercio. 
66. — Cómo  se  trasmite,  sus  efectos.  67. — Usufructo  de 
la  casa  de  comercio. 

CAPÍTULO  Y. 

PERSONAS  AUXILIARES. 

— Concepto  y división  de  los  auxiliares  de  comercio. 

SECCIÓN  PRIMERA. 

Agentes  auxiliares  dependientes. 

§ l.° — El  factor 

concepto,  sus  caracteres.  70. — Sus  relaciones  con 
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el  principal.  71.— Su  responsabilidad.  72.— Relaciones 
del  principal  y del  factor  con  los  terceros.  73.— Cuándo 
cesa  el  mandato  del  factor. 

§ Dependientes  de  comercio  sedentarios  6 de 
negocios 

— Concepto  y caracteres  del  dependienie.  75.— Relacio- 
nes entre  el  dependiente  y el  principal. 

§ 3.®  — Viajantes  de  comercio 

76. — Su  concepto,  sus  caracteres  y su  responsabilidad. 


SECCIÓN  SEGUNDA 


Agentes  auxiliares  independientes.  100 

único. — Agentes  mediadores 100 


77. — Su  concepto,  sus  caracteres,  sus  funciones.  78. — Con- 
diciones que  se  requieren  para  el  ejercicio  del  cargo. 
79. — Sus  derecbos  y deberes  comunes.  80. — Sus  deberes 
especiales.  81. — Su  retribución. 

CAPÍTULO  VI 


INSTITUCIONES  QUE  AYUDAN  Y PROTEGEN  EL  EJERCICIO 

DEL  COMERCIO. 


108 


82. — Clases  de  estas  instituciones. 


g 1.® — Instituciones  para  aproximar  los  producto- 
res á los  consumidores • • 


108 


g3 — g-ji  clasificación.  84. — Bolsas  de  comercio.  85.  Fe- 
rias y mercados. 

§ 2.'^— Instituciones  para  facilitar  el  movimiento  de 
las  mercaderías  y de  los  frutos 

86.— Sus  clases.  87. — Almacenes  generales  de  depósito,  su 
objeto  y beneficios  que  reportan.  88. — Su  régimen  y 
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fimoiones.  89. — Los  depósitos  ó puntos  francos,  sn  ob- 
jeto j régimen. 

§ 3.”^ — Instituciones  j)ara  facilitar  la  circulación  de 

los  valores 219 

90. — Sus  clases.  91. — Los  Bancos,  su  clasificación,  funcio- 
nes j régimen.  92.  -Casas  de  liquidación. 

§ 4.*^ — Instituciones  para  promover,  representar  y 

proteger  los  intereses  comerciales 127 

93. — Cámaras  de  comercio  y artes. 

LIBRO  SECUNDO. 


Las  ©Migacl©ises^  mercantiles. 


TITULO  PRIMERO 


4 

4 

y 


ISO 


§ l.'’ — Puentes  de  las  obligaciones  y leyes  que  las 
regulan 130 

94. — Puentes  de  las  obligaciones  mercantiles.  95. — Ley 
que  rige  las  obligaciones  que  á la  vez  proceden  de  causa 
civil  y mercantil.  96.— Ley  que  regula  los  principios  co- 
munes al  derecb-O  civil  y al  mercantil.  97. — Beglas  de 
derecho  internacional  para  la  aplicación  del  derecho  mer- 
cantil. 


§ 2.” — Principios  especiales  aplicables  á las  obliga- 
ciones.   

98. — Contratos  entre  personas  ausentes,  sistemas  legales 
respecto  á la  perfección  de  estos  contratos.  99. — Siste- 
ma del  Código.  100.  — Inconvenientes  que  presenta. 
101. — Solidaridad;  principio  general  aplicable  en  derecho 


.■< 


‘i 

f 


DSBECHO  MEHCANTIL 


687 


Pá^a. 


mercantil.  102.  — Excepciones.  103.  — Determinación 
d.el  precio.  104.  Pag*o.  105. — Deducción  de  intereses. 

106.  — Cláusula  resolutoria.  107.  — Retracto  litigioso. 

108.  Títulos  de  crédito;  su  carácter  jurídico;  principios 
que  han  de  tenerse  en  cuenta.  109.—  Su  emisión.  110.— 

Su  trasferencia.  111.— Su  extinción;  títulos  usados  ó 
destruidos.  112.— Títulos  perdidos  ó robados.  113.— 
Reivindicación  de  los  títulos  de  crédito. 

§ 3.® — Prueba  de  las  obligaciones 152 

114. — En  qué  consiste  la  especialidad  del  derecho  mercantil 
en  esta  materia.  115  a). — Con  documentos  públicos  y es- 
crituras privadas.  116  6).— Con  notas  de  los  mediado- 
res. 117  c). — Con  facturas  aceptadas.  118  d). — Con  la 
correspondencia.  119  e). — Con  telegramas.  120. — Erro- 
res, alteraciones  y retrasos  en  los  telegramas.  121  /).— 

Con  los  libros  de  las  partes  contratantes.  122  g), — Con 
testigos.  123  h). — Con  todos  los  demás  medios  admitidos 
por  las  leyes  civiles.  124. — Terminación. 


TÍTULO  SEGUNDO. 


CAPÍTULO  PRIMERO. 


IjAS  sociedades  y las  asociaciones  mercantiles 


165 


PAKTHl  PHIMSRA. 


LAS  SOCIEDADES. 


165 


§ 1.» — Rociones  generales 

225. Desenvolvimiento  histórico-racional  de  las  sociedades 

mercantiles  y caracteres  de  cada  una  de  sus  diversas  cla- 
ses. 126. — Definición  del  contrato  de  sociedad.  127. 
Principios  que  informan  las  sociedades.  128.— Constitu- 
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ción  de  la  misma;  requisitos  que  lia  de  contener  la  escri- 
tura de  constitución  de  las  compañías  colectivas  y coman- 
ditarias simples.  129. — Publicidad  de  la  escritura  de 
constitución.  130.— Constitución  ilegal;  sus  consecuen- 
cias. 131.— Modificaciones  en  la  escritura.  132.— Régi- 
men á que  ban  de  sujetarse  las  sociedades  constituidas  en 
el  extranjero  que  intenten  establecer  en  el  reino  sucur- 
sales ó representaciones.  133.— Idem  las  que  establezcan 
en  el  reino  su  domicilio  y tengan  en  él  el  objeto  principal 
de  su  empresa. 

§ 2.® — Sociedad  colectiva 177 

134. — Su  definición.  135.— Su  administración;  á,  quién  co- 
rresponde. 136. — Facultades  de  los  administradores. 

137.— Derechos  de  los  socios.  138. — Deberes  de  los  mis- 
mos. 139. — Del  modo  de  obligarse  la  sociedad. 

§ 3.® — Sociedad  comanditaria  simple 183 

140. — ^Su  definición.  141. — Su  administración;  á quién  co- 
rresponde. 142.  — Facultades  de  los  administradores. 

143. — Del  modo  de  obligarse  la  sociedad. 

§ 4.® — Sociedad  en  comandita  por  acciones  y anó- 
nima  186 

144. — Razón  de  método. 


SECCIÓN  PRIMERA 

Nociones  ^particulares  á las  comanditarias  'por  acciones, 

145, — Su  concepto,  razón  de  ser  y sus  reglas.  146.  Su  ad- 
ministración. 147. — Principios  que  tiene  comunes  con  la 
sociedad  anónima. 


SECCIÓN  SEGUNDA. 

Nociones  particulares  á las  sociedades  anónimas. 

148. — Condiciones  que  explican  la  especialidad  de  las  legis- 
laciones respecto  á estas  sociedades.  149. — Su  concepto 
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y diferencias  con  la  comanditaria  por  acciones.  150. 

Nombramiento  y renovación  de  los  administradores. 

151. "—Ilenuncia,  muerte,  quiebra,  etc.,  de  los  mismos. 

152.  — Modo  de  asegurar  su  responsabilidad. 

SECCIÓN  TERCERA. 


Disposiciones  comunes  á las  sociedades  en  comandita  por 

dones  y anónimas. 


ac- 


153.  Constitución  de  estas  sociedades^  suscripción  y desem- 
bolso del  capital.  154. — Itecurso  contra  los  suscripto- 
res  que  no  hicieren  el  desembolso;  depósito  de  capitales. 
155. — Convocatoria  de  la  primera  asamblea  general;  sus 
atribuciones.  156. — Derechos  y deberes  de  los  promove- 
dores. 157. — Cómo  se  divide  el  capital;  triple  significado 
de  la  palabra  acción.  158. — La  acción  en  concepto  de  ca- 
pital aportado.  159. — La  acción  como  documento;  su  va- 
lor; su  forma.  160.— Contenido  de  la  acción.  161. — La 
acción  como  representativa  de  los  derechos  del  poseedor. 
162.  — Clases  de  acciones.  163. — Recaudación  de  fondos; 
dividendos  pasivos;  emisión  y suscripción  de  obligaciones. 
164. — Condiciones  en  que  ha  de  hacerse  la  emisión;  inter- 
vención de  los  obligacionistas  en  la  sociedad.  165. — Dis- 
minución del  capital  social;  sus  consecuencias.  166. — Or- 
ganos administrativos  de  estas  sociedades.  167.  a). — Lo 
administradores;  sus  obligaciones.  168. — Sus  facultades. 
169. — Su  responsabilidad.  170. — Acciones  contra  los  ad- 
ministradores. 171. — Separación  de  los  administradores. 

172. — El  director  gerente;  su  carácter  y funciones. 

173.  b).- Asambleas  generales;  sus  clases;  asambleas  or- 
dinarias; sus  funciones.  174.— Asambleas  extraordina- 
rias. 175. — Valor  de  los  acuerdos  de  las  asambleas. 

c).— De  los  síndicos;  su  carácter  y nombramiento. 
177. Sus  funciones.  178.— Del  balance.  179.— Del  re- 
parto de  utilidades. 

§ 5.® — Disolución  de  las  sociedades 

130 — Causas  de  disolución;  sus  clases;  causas  comunes.  181. 

44 


192 


118 
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— Modos  de  realizarse  la  fusión  de  las  sociedades.  182. 
— Causas  de  disolución  especiales  á cada  clase  de  socie- 
dades. 183.— Subsistencia  de  la  sociedad  disuelta  para 
los  efectos  de  la  liquidación. 

§ 6.® — Liquidación  de  las  sociedades 

184. — La  liquidación;  su  concepto  y efectos.  185. — Atribu- 
ciones de  los  liquidadores.  186. —Cómo  ba  de  hacerse  la 
liquidación.  187. — Reparto  del  activo  sobrante;  depósi- 
to y conservación  de  los  libros. 

§ 7.® — Sociedades  cooperativas 

188. — Su  concepto.  189. — Sus  reglas  especiales. 

PABTE  SEGUNDA. 


220 


226 


LAS  ASOCIACIONES. 


232 


189  bis. — Su  concepto;  su  clasificación  legal. 

§ 1.® — Asociación  en  participación.. . . . 


190. — Su  concepto;  sus  condiciones;  su  necesidad.  191. — Re- 
laciones de  los  asociados  entre  sí.  192. — Relaciones  de 
los  asociados  con  los  terceros.  193. — Causas  de  su  diso- 
lución. 


232 


§ 2.®  — Asociación  de  seguros  mutuos.. . . . 

194. — Su  verdadero  concepto;  sus  caracteres.  195. 
ministración,  disolución  y rescisión. 


237 


— Su  ad- 


CAPITULO  II 

CONTRATO  DE  COMPRA-VENTA 

196. — Su  concepto  y requisitos.  197. — Efectos  de  la  com- 
l)ra-venta  de  cosa  ajena.  198. — 'Determinación  del  obje- 
to del  contrato.  199.  — Condiciones  del  precio;  formas 
del  contrato.  200. — Oblig*aciones  del  vendedor.  201. — 
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Oblig*acioii6S  dol  comprador.  202.— 'V'oiitas  al  por  mayor 
y al  por  moiior.  203. — IVIodalidados  do  la  compra-voiita. 
204.— Efectos  de  la  compra-venta  de  cosas  fungibles  de 
género  determinado  ó indeterminado.  205.— Efectos  de 
la  compra- venta  sobre  muestras.  206.— Efectos  de  la 
compra-venta  hecha  á condición  de  ensayo  ó prueba. — 
207.— Efectos  de  la  compra- venta  de  mercaderías  en  via- 
je sobre  una  nave.  208.  Efectos  de  la  falta  de  cumpli- 
miento por  parte  del  comprador.  209.— Efectos  de  la 
falta  de  cumplimiento  por  parte  del  vendedor.  210.— 
Resolución  por  falta  de  cumplimiento.  211.— Ejecución 
forzosa  por  falta  de  cumplimiento.  212. — Efectos  del  in- 
cumplimiento en  las  contrataciones  en  Bolsa. 

CAPITULO  III 


CONTRATO  DE  SUMINISTROS 


257 


l.^’ — nociones  generales, 


213. — Su  concepto;  sus  condiciones  y efectos. 


§ 2." — Contrato  de  suscripción, 

214. — Sus  condiciones  y efectos. 


257 


259 


CAPITULO  IV 


CONTRATO  DE  TRANSPORTE 


261 


215. — Razón  de  método. 


mercancías 


— Su  concepto  económico  y jurídico.  217.  Personas 
qne  en  él  intervienen.  218.— Forma  de  celebración;  re- 
quisitos de  la  carta  de  porte.  219.— Diversos  momentos 
que  pueden  considerarse  en  este  contrato;  a)  reme- 
da de  las  mercancías.  220  5). — Transporte;  obligaciones 
del  porteador.  221.-Cuándo  cesan  los  derechos  del  re- 
mitente y empiezan  los  del  destinatario.  222  c).  Entre- 
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^a;  obligación  del  porteador;  derecho  del  destinatario. 

223. — Derechos  del  porteador;  obligaciones  del  destina- 
tario. 224. — Mercancías  sin  destinatario  averiadas  ó cnyo 
transporte  no  quiera  pagarse.  225.— Responsabilidades 
del  porteador.  226. — Cómo  se  determina  en  caso  de  pér- 
dida ó avería.  227.-  Cómo  se  determina  en  caso  de  re- 
traso en  la  entrega.  228. — Pactos  que  pueden  limitar 
estas  responsabilidades.  229. — Limitaciones  impuestas  á 
las  empresas  de  transporte  por  ferrocarril.  230.  — Res- 
ponsabilidad en  los  transportes  combinados.  231. — Ac- 
ciones que  nacen  del  transporte. 

§ 2.”— Transporte  de  personas - . • . • 279 

232. — Deficiencias  del  Código  de  comercio  respecto  á este 
contrato,  233. — Reglas  relativas  á esta  clase  de  trans- 
porte. 234. — Responsabilidad  por  daños  causados  al  via- 
jero. 235. — Equipajes;  su  concepto;  reglas  á que  se  suje- 
tan. 236. — Responsabilidad  por  la  pérdida,  avería  ó re- 
traso en  la  entrega  de  los  equipajes. 

CAPÍTULO  V 

CONTRATO  DE  EMPRESA  284 


237. — Su  concepto;  su  forma;  cosas  que  pueden  ser  objeto 
de  este  contrato.  238.  — Sus  efectos.  239. — Su  diso- 
lución. 


CAPÍTULO  YI 


CONTRATO  DE  EDICIÓN  Y DE  REPRESENTACIÓN 

§ 1.® — Contrato  de  edición • • • 

240. — Su  concepto.  241. — Su  forma  y condiciones.  242. 
Su  extinción. 


290 

290 


§ 2.“— Contrato  de  representación.  • . • 
243. — Su  concepto  y condiciones;  su  resolución. 


292 
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CAPÍTULO  VII 

CONTRATOS  DE  MANDATO  Y COMISIÓN 
§ I.*" — El  mandato 

244.— Su  concepto.  245.— Su  forma;  modos  de  celebración; 
obligaciones  del  mandatario  que  no  acepta.  246. — Sus 
clases.  247.— Obligaciones  y responsabilidad  del  man- 
datario. 248.— Obligaciones  del  mandante.  249.— Pri- 
vilegio del  mandatario.  250. — Extinción  del  mandato. 


§ 2.° — La  comisión. 


CAPÍTULO  IX 


CONTRATO  DE  SEGUROS 


295 

295 


303 


309 


309 


251. — Necesidades  que  satisface;  su  concepto.  252. — Obli- 
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d)  Derechos  de  la  mujer  del  quebrado 578 

499. — Principios  que  reg'ulan  los  derechos  de  la  mujer  casa- 
da sobre  sus  bienes.  500. — Limitación  impuesta  á la  hi- 
poteca legal  dotal  cuando  el  marido  es  ó se  hace  comer- 
ciante. 501. — Derechos  de  la  mujer  acreedora  del  ma- 
rido. 


CAPÍTULO  V 


LIQUIDACIÓN  DEL  ACTIVO 


502.— En  qué  consiste,  y á quién  corresponde  hacerla.  503. 
—Efectos  de  la  continuación  del  comercio  del  quebrado 
por  el  síndico.  504.— Cómo  se  ha  de  proceder  á la  venta 
de  los  muebles  y de  los  inmuebles.  505.— Intervención 
del  síndico  en  las  ejecuciones  contra  inmuebles  entabla- 
das ya  al  iniciarse  la  quiebra.  506. — Facultad  de  tran- 
sigir. 
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CAPÍTULO  YI 

DE  LA  REIVINDICACIÓN  534 

507.— En  qué  consiste  y qué  bienes  pueden  reivindicarse; 
mercaderías  y títulos  de  crédito.  508.— El  precio  de  las 
mercaderías  y el  de  los  títulos.  509.— Mercaderías  ven- 
didas y remitidas  al  quebrado.  510. — detención  de  mer- 
caderías vendidas  y no  remitidas  para  pago  del  precio. 

511. — Efectos  de  la  reivindicación, 

CAPÍTULO  VII 

DEL  REPARTO  DEL  ACTIVO  Y DE  LA  TERMINACIÓN  DE  LA 

QUIEBRA  590 

512. — Cuándo  y cómo  se  procede  al  reparto  del  activo.  513. 

— E/eservas  que  ban  de  hacerse.  514. — Terminación  de 
la  quiebra. 

CAPÍTULO  YIII 

DE  LA  CESACIÓN  Y DE  LA  SUSPENSIÓN  DE  LA  QUIEBRA  594 

515.  — Sus  causas. 

g 1 o — Palta  de  activo ......o 

516.  — Efectos  que  produce. 

§ 2.® — Moratoria * 

517.  — Su  origen;  razón  de  ser;  cuándo  y por  quién  se  conce- 

de. 518.  Sus  efectos.  519. ~ Condiciones  necesarias 
para  la  prórroga;  eféctos  del  convenio  amistoso.  520. 
Revocación  de  la  nioratoria.  521.-^  Moratoria  anterior 
á la  quiebra.  ••  •.  ..  ..  s ... 

§ 3.® — Concordato 

522. — Concordato  extrajudicial;  cuándo  procede;  condiciones 


594 

595 


DERECHO  MERCANTIL 


\ 
\ • 


707 


Págs. 


que  se  requieren  para  su  validez.  523.— Concordato  ju- 
dicial; quiénes  y en  qué  condiciones  se  ha  de  proponer. 
524.  Como  se  ha  de  acordar.  525.-- Cuándo  procede  la 
revisión  del  concordato  en  nueva  junta.  526. — Suscrip- 
ción del  concordato.  527. — Efectos  del  concordato.  528. 
—Anulación  y resolución  del  concordato.  529.— Efec- 
tos de  esta  anulación  o resolución.  530. Efectos  de 
una  nueva  declaración  de  quiebra. 

CAPÍTULO  IX 


DE  LA  QUIEBRA  DE  LAS  SOCIEDADES  MERCANTILES  606 

531. — Particularidades  de  estas  quiebras.  532. — Efectos 
que  produce  la  quiebra  de  los  socios  colectivos.  533.— 

Otras  particularidades,  534.— Derechos  de  los  tenedo- 
res de  obligaciones,  535. — Efectos  del  concordato  conce- 
dido á la  sociedad  sobre  los  acreedores  de  cada  socio  y efec- 
tos del  concedido  á los  acreedores  de  cada  socio  sobre  la 
sociedad.  536. — Efectos  de  la  quiebra  respecto  á la  per- 
sonalidad de  la  sociedad. 

CAPÍTULO  X 

DE  LOS  DELITOS  EN  MATERIA  DE  QUIEBRA  611 

§ 1.® — De  la  bancarrota 611 

-537. — Su  concepto;  carácter  de  la  acción  correspondiente  y 
del  procedimiento.  538. — Clases  de  bancarrota;  bancarro- 
ta simple,  casos  en  que  existe  sin  la  previa  declaración  de 
la  quiebra.  539.— Casos  en  los  que  es  precisa  la  previa  de- 
claración. 540.— Bancarrota  fraudulenta;  hechos  que  la 
determinan.  541. — Penas  aplicables  al  delito  de  banca- 
rrota. 

§ 2.«  De  los  delitos.de  otras  personas  diversas  del 

quebrado  sin  complicidad  en  la  bancarrota* . . 606 

542.—  Personas  que  pueden  delinquir  con  ocasión  de  una 
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(juiebra  simple  y hechos  que  se  califican  de  delitos  y pe- 
nas en  que  incurren.  543. — Casos  en  que  procede  rein- 
teg*ro  6 restitución  á la  masa  de  acreedores. 


TITULO  SEGUNDO. 

l>cl  ejercicio  de  las  aeeiones  mercantiles 

y de  su  duración. 

CAPÍTULO  PRIMERO. 

EL  EJERCICIO  DE  LAS  ACCIONES.  617 

544. — A quién  corresponde  la  jurisdicción  mercantil.  545. 

— ¿Cuándo  deben  aplicarse  antes  las  leyes  mercantiles  que 
las  civiles?  546. — Doctrina  del  Código  de  comercio  res- 
pecto á este  particular.  547. — Esfera  de  acción  de  los 
diversos  órganos  de  la  administración  de  justicia.  548. — 
Procedimiento  especial  mercantil.  549. — Idem,  ídem. 

CAPÍTULO  II. 

LA  PRESCRIPCIÓN.  625 

550. — Contra  quiénes  es  válida.  551. — Plazo  para  la  pres- 
cripción. 552. — Efectos  de  la  interrupción  de  ésta. 


APÉNDICE 

Dictamen  de  la  comisión  nombrada  por  el  Congreso  para 
informar  la  proposición  de  ley  relativa  á la  suspensión  de 
pagos  y quiebras,  presentada  por  el  Excmo.  Sr.  D.  Fran- 
cisco Lastres  y Juiz 
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